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    Capítulo I


    Derecho Administrativo


    Actos de la Administración Pública


    Acto Administrativo


    Elementos del Acto Administrativo


    Sanción impuesta por la C.N.R.T. Notificación del acto administrativo: requisito para su eficacia y no para su validez. Remisión precedente.


    Las circunstancias del caso guardan sustancial analogía con las examinadas y resueltas por el Tribunal en la causa "La Internacional Empresa de Transporte de Pasajeros c/ CNRT - resol. 675/98" (Fallos: 324:4289) en la cual, por aplicación del art. 11 de la ley nacional de procedimientos administrativos, se dijo que el acto administrativo sólo puede producir efectos propios a partir de la notificación al interesado y la falta de notificación dentro del término de vigencia de la ley no causa la anulación del acto en tanto no hace a su validez sino a su eficacia.


    Aguirre, Raúl Baudilio c/ Resolución 538/06 CNRT (Exp. 12192/01).


    A, 584, L. XLV, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contratos Administrativos


    Contratos en Particular


    Concesión de Servicio Público


    Proceso de privatización de empresa provincial proveedora de servicios de saneamiento, agua potable y desagües. Aplicación del beneficio de exención en el impuesto a las ganancias por el ejercicio fiscal cerrado en 1997. Art. 1 inc. d) de la ley 24.537. Política de privatizaciones llevada a cabo por el Estado Nacional. Interpretación de normas tributarias.


    Las normas impositivas no deben interpretarse con el alcance más restringido que el texto admita, sino en forma tal que el propósito de la ley se cumpla de acuerdo con los principios de una razonable y discreta interpretación, de donde resulta que las exenciones tributarias pueden resultar del indudable propósito de la norma y de su necesaria implicancia. Los términos empleados por la norma establecen que se exime a las empresas del impuesto a las ganancias por cuatro ejercicios fiscales, en cualquier momento en que ello se produzca, tomando vigencia esta franquicia a partir del 1 de enero de 1993, sin ninguna otra limitación adicional aplicable al caso sub lite. Del mismo modo que el principio de legalidad que rige en la materia tributaria impide que se exija un tributo en supuestos que no estén contemplados por la ley, también veda la posibilidad de que se excluyan de la norma que concede una exención situaciones que tienen cabida en ella con arreglo a los términos del respectivo precepto. Si la intención del legislador hubiera sido la que propone la recurrente, aquél habría debido determinar con la precisión que era menester el marco temporal -indicando, por ejemplo, que los ejercicios involucrados eran los cuatro inmediatos subsiguientes a la fecha indicada, o bien que se refería en concreto al ejercicio fiscal de 1993 y a los tres subsiguientes-, máxime cuando, como es clara doctrina de V.E., es preciso que el Estado prescriba claramente los gravámenes y las exenciones para que los contribuyentes puedan fácilmente ajustar sus conductas en materia tributaria.


    Obras Sanitarias Mendoza S.A. c/ A.F.I.P - D.G.I. s/ Ordinario - medida cautelar


    O, 179, L. XLV, 17 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Empleo Público


    Ex agentes del Tribunal de Cuentas de la Nación. Reclamo por diferencias salariales. Adicional reconocido a integrantes del Poder Judicial de la Nación por acordada 14/92 de la Corte Suprema. Falta de acto administrativo del organismo que disponga el adicional para sus integrantes: inaplicabilidad de norma. Rechazo de demanda.


    A partir de la facultad legal del (ex) Tribunal de Cuentas de la Nación de fijarse sus propias remuneraciones (art. 57 de la ley 23.410), de lo dispuesto en el art. 45 de la ley 23.659 que faculta al (ex) TCN a fijar la remuneración de su personal adecuado al sistema de sus vocales y lo normado a través de la resolución TCN 3598/88 en cuanto a que la remuneración del personal resulta de aplicar sobre el monto que perciban los Vocales un determinado porcentaje y que los empleados gozan de una aplicación automática de toda mejora de orden conceptual o material -excluidos los adicionales particulares- que se produzca en beneficio de los vocales, el mentado suplemento de la acordada 14/92 debió traducirse en un acto del (ex) Tribunal de Cuentas disponiendo la fijación del suplemento o su aumento como sucedió con el dictado de la resolución 205/91 de dicho cuerpo. Ello es así, máxime si se tiene en cuenta que la mencionada acordada 14/92 no incluía en la modificación de los montos del suplemento al "juez de cámara" al que, conforme las disposiciones en cita, hubiera podido corresponder -de así decidirlo el Tribunal de Cuentas por acto dispositivo expreso- una readecuación del monto remunerativo de sus vocales y, en su consecuencia, de sus empleados. Asiste razón al recurrente en cuanto sostiene la inaplicabilidad de la acordada 14/92 a los ex integrantes del TCN aun a pesar del reconocimiento administrativo por actos del Ministerio de Economía y Producción, en tanto ellos no impiden que, frente al planteo judicial respecto de la invalidez de la interpretación que se le acordó, así se la declare.


    Messina, Cecilia Patricia y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior s/ Empleo público.


    M, 527, L. XLV, 21 de abril de 2010


    Ver Dictamen


    Demanda contra el Estado Nacional. Régimen de incompatibilidades por acumulación de cargos. Encargados de registros seccionales. Remisión al dictamen de la causa L. 502. XLIV “Longombardo, Marta Cristina y otro”. Opción de cobro entre emolumentos: haber jubilatorio o haber por cargo en la función pública. Decreto 894/01, art. 1 °.


    La cuestión a dilucidar radica en definir, por un lado, si a los encargados de registros seccionales se les aplica el régimen de incompatibilidades por acumulación de cargos previsto en los decretos 8566/61, 9677/61 y sus modificatorios y por el otro, si dicho régimen -en especial, decreto 894/01- se refiere sólo al cobro incompatible de dos emolumentos, uno previsional y otro remunerativo, ambos de origen estatal. Respecto del primer punto, la Corte compartió los fundamentos del Ministerio Público en la causa L. 502. XLIV “Longombardo, Marta Cristina y otro” a los que cabe remitiese en honor a la brevedad, en los que se dijo, en síntesis, que los encargados de registro están alcanzados por las disposiciones del régimen del decreto 8566/61, sus modificatorios y complementarios. Con relación al segundo tópico, resulta conveniente transcribir el art. 1° del decreto 894/01 que establece la incompatibilidad entre el cobro de un haber previsional y la percepción de remuneración por cargo en la función pública: "Incorpórase como último párrafo del artículo 1° del Capítulo I -Incompatibilidades- del Régimen sobre Acumulación de cargos, funciones y/o pasividades para la Administración Pública Nacional aprobado por Decreto N° 8566/61 Y sus modificatorios el siguiente texto: El desempeño de una función o cargo remunerado o prestación contractual con o sin relación de dependencia, bajo cualquier modalidad en la Administración Pública Nacional, es incompatible con la percepción de un beneficio previsional o haber de retiro proveniente de cualquier régimen de previsión nacional, provincial o municipal. La referida incompatibilidad se aplicará con independencia de las excepciones específicas que se hayan dispuesto o se dispusieren respecto del presente decreto, sus modificatorios y complementarios". De la sola lectura de la disposición se entiende que ella no permite afirmar que el haber jubilatorio del actor, por provenir de la Caja Notarial de una provincia, esté excluido del régimen. Ello así, asiste razón al recurrente, en cuanto afirma que el decreto 894/01 incluye a todos los regímenes previsionales, en la incompatibilidad de cobro de un haber por cargo en la función pública porque cuando el legislador quiso excluir alguna situación de las previsiones de su régimen lo hizo expresamente (caso de ex combatientes de Malvinas y pensiones por fallecimiento).


    Loza Sibiardo c/ Estado Nacional y otros s/ Contencioso administrativo


    L, 344, L. XLVI, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen


    Demanda contra la Comisión Nacional de Comunicaciones. Presunto fraude laboral. Sentencia arbitraria: garantías constitucionales vulneradas y desatención de elementos conducentes a la solución del conflicto.


    Le asiste razón al recurrente en cuanto sostiene que el fallo omitió dar tratamiento a diversas probanzas aportadas a estas actuaciones, enderezadas a descubrir si la auténtica relación laboral existente lo fue entre la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires y el actor -en el marco del Convenio de Asistencia Técnica suscripto por la C.N.C. y la U.B.A.- o, como lo admitió la sentencia de 1ra. Instancia, encubrió un vínculo laboral fraudulento entre aquél y la C.N.C., en el ámbito físico de ésta y con sujeción a su poder de dirección y de organización. Reiteradamente la Corte ha declarado que desconocer las circunstancias relevantes de la causa, haciendo mérito de una deficiente introducción de la cuestión, equivale tanto como a una renuncia de la verdad jurídica objetiva, incompatible con el servicio de la justicia. Corresponde la descalificación de la sentencia como acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad, pues media en el caso la relación directa e inmediata entre lo debatido y resuelto y las garantías constitucionales que se dicen vulneradas.


    Nazareno, Diego Martin c/ Comisión Nacional de comunicaciones s/ Despido.


    N, 230, L. XLIII, 29 de noviembre de 2010 


    Ver Dictamen 


    Personal de Gendarmería Nacional. Reclamo de haberes. Art. 2425 de la reglamentación del título II, del capítulo IV, ley 19.101, decreto 1081/73. Misiones de seguridad y de paz realizadas en el extranjero. Funciones privativas de los poderes políticos del Estado.


    No parece razonable sostener que dicho régimen no le resulta aplicable al actor, pues de las resoluciones que autorizaron su traslado al exterior surge claramente que las misiones fueron encuadradas en el decreto 280/95 y que su única retribución sería abonada por la ONU, motivo por el cual se torna irrelevante determinar si se trató de una misión de carácter permanente o de dos misiones transitorias al ser improcedente la liquidación de los viáticos solicitados. Por otro lado, no puede soslayarse que tales actos fueron consentidos por el actor, quien sólo a su regreso efectuó diversos reclamos administrativos con el objeto de obtener la liquidación de las sumas que, a su entender, se le adeudaban, fundándose en un principio en los arts. 2416 y 2417 y luego en el art. 2430 del decreto reglamentario 1081/73, este último según la modificación introducida por el decreto 231/92. En este orden de ideas, procede señalar que lo decidido por la cámara prescinde de la voluntad expresada por las autoridades administrativas de encuadrar ambas misiones en lo dispuesto por el decreto 280/95 con fundamento en sus particularidades y, además, importa desconocer que la facultad de revisión de los tribunales de justicia encuentra su límite en el ejercicio regular de las funciones privativas de los poderes políticos del Estado, pues la función jurisdiccional no alcanza al modo del ejercicio de tales atribuciones, por cuanto de otra manera se estaría invadiendo el ámbito de las facultades propias de las restantes autoridades de la Nación. Al respecto, cabe recordar las facultades de revisión que incumbe a los jueces excluye el acierto o conveniencia de los medios arbitrados por las autoridades administrativas en el ámbito de sus atribuciones para alcanzar el fin propuesto, salvo que se demuestre la arbitrariedad o irrazonabilidad del criterio adoptado, extremo que no ha ocurrido en la especie. Ello es así, máxime cuando se trata de decisiones fundadas en la valoración de circunstancias ajenas al ámbito jurídico y en cumplimiento de compromisos asumidos ante organismos internacionales en el marco de tratados suscriptos que contemplan el despliegue de fuerzas militares.


    Mara, Hugo Jorge c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - SSI - GN - Resol. 1219/96 y 1307/97 SS s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    M, 1063, L. XLV, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Personal de la Secretaría de Inteligencia de la Presidencia de la Nación. Naturaleza remunerativa y bonificable de adicionales. Remisión a las causas "Franco" y "Freitas Henriquez" (Fallos: 322:1868 y 2398), "Gargiulo" (Fallos: 329:3103) y "Curutchet" (Fallos: 331:2088). Caso "Corbani" (Fallos: 323:1076).


    Cuaglio, Margarita Celia y otros c/ Estado Nacional - SIDE - Dto. 502/03 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    C, 668, L. XLV, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Reclamo de diferencias salariales. Agente sujeto a sumario administrativo. Baja del empleo público: arts. 46 y 47 ley 23.697, y dto. 1226/89. Sentencia arbitraria. Categoría remuneratoria: cuestiones de hecho y prueba, propia de los jueces de la causa.


    La resolución conjunta 41/93 del Ministerio de Economía y de la Secretaría de la Función Pública aclara cualquier interrogante en cuanto a la inteligencia que corresponde asignar a las normas en cuestión. En efecto, en ella los órganos administrativos competentes para dictar las normas interpretativas, aclaratorias y complementarias del régimen normativo han señalado que los agentes sujetos a sumarios administrativos que hubieran sido dados de baja podrían continuar en la prestación de sus servicios hasta tanto recaiga resolución definitiva en las actuaciones, salvo que se los hubiera suspendido en forma preventiva. En su concreta aplicación al caso del actor, cabe señalar que este no fue suspendido y, por lo tanto, correspondía que siguiera prestando servicios hasta que concluyeran las actuaciones sumariales para hacer efectiva su baja del empleo, tal como, por otra parte, lo estableció la resolución 17/90 y lo puso de relieve la Procuración del Tesoro de la Nación en oportunidad de examinar puntualmente esta cuestión. Recién cuando se hubiera dispuesto la conclusión del sumario, si se dispusiera la aplicación de una sanción expulsiva, ésta prevalecería sobre la baja, que quedaría sin efecto, pero si no hubiera lugar a sanción, o ésta no fuera expulsiva, la baja cobraría eficacia a partir de la emisión de acto que dé por concluido el sumario. Una interpretación diferente sería incumplir el régimen normativo. En tales condiciones, estando fuera de controversia que el actor debió seguir prestando servicios hasta que concluyera el sumario administrativo, así como que solicitó su reincorporación y ésta la fue denegada, sin que tampoco se lo suspendiera en el trámite de aquellas actuaciones, la eficacia del acto de baja se produjo con el dictado de la resolución 220/93 y su notificación corresponde, entonces, que hasta ese momento se compute la indemnización del art. 47 de la ley 23.697. Por último, corresponde señalar que no se trata de que los agentes sumariados estén en una mejor situación que el resto de los empleados públicos, a efectos de la aplicación de las disposiciones de los arts. 46 y 47 de la ley 23.697 y sus normas reglamentarias y complementarias, sino de la correcta aplicación del régimen normativo, máxime cuando aquellos agentes pueden perder todo derecho a indemnización según el resultado del sumario en el que estén involucrados. Por otro lado, no puede ser atendida en esta instancia la queja del actor y articulada con la categoría remuneratoria que se tomó en cuenta para fijar la indemnización en cuanto pretende que sea la máxima del nuevo escalafón, porque la jurisdicción de la Corte ha quedado abierta sólo en la medida que la otorgó el tribunal de la instancia anterior. En efecto, se trata de una cuestión de hecho y prueba resuelta por los jueces de la causa, impugnada como arbitraria por el recurrente y la cámara desestimó el recurso extraordinario por ese motivo, sin que aquel planteara la correspondiente queja, circunstancia que limita la competencia del Tribunal y le impide tratar los agravios atinentes a la arbitrariedad de la sentencia.


    Lucas, Osvaldo c/ Mº de Salud y Acción Social Resol. 41/01 s/ Empleo público


    L, 255, L. XLV, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen


    Reclamo de personal en actividad de Gendarmería Nacional. Incorporación al "sueldo" y liquidación como generales de los incrementos de los suplementos particulares contemplados en el decreto 2769/93, a partir del momento en que comenzaron a regir los decretos 1246/05 y 1126/06 (mediante los cuales se actualizaron los porcentajes y se crearon nuevos adicionales). Art. 76 de la ley 19.349. Reconocimiento del carácter remunerativo y bonificable de los aumentos establecidos en dichas normas. Inaplicabilidad Fallos: 323:1048 y 1061 ("Bovari de Díaz" y "Osiris Villegas").


    En atención a que las sentencias de la Corte deben reparar en las modificaciones introducidas por nuevas normas que se dicten durante el proceso en tanto configuran circunstancias sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario, cabe señalar que mediante los decretos 1126/06, 861/07, 884/08 y 752/09 se actualizaron los porcentajes antes fijados para la liquidación de los suplementos y las compensaciones y, asimismo, cada uno de ellos creó un nuevo adicional con carácter "transitorio, no remunerativo y no bonificable", cuya liquidación se realiza de un modo similar al descripto y se determinaron las fechas a partir de las cuales rigen los incrementos y los nuevos importes de referencia. Este procedimiento de cálculo del adicional establecido originariamente por el decreto 1104/05 y reiterado por cada uno de los decretos citados, demuestra claramente su incompatibilidad con el carácter particular que la demandada pretende asignarles, contradiciendo así los preceptos que disponen que cuando la asignación revista carácter general se acordará con el concepto de "sueldo" (arts. 54 de la ley 19.101 y 76 de la ley 19.349). Resulta evidente que aun cuando el adicional sólo seria percibido por el personal que no accede a los suplementos por responsabilidad de cargo o función, por mayores exigencias de vestuario, por vivienda o adquisición de textos, o que percibiéndolos no supera los porcentajes fijados por las respectivas normas, lo cierto es que, en definitiva, se abona a la totalidad del personal al menos el 23% de su salario bruto mensual, en el caso del decreto 1104/05, beneficio al que se suman los porcentajes establecidos en los ordenamientos subsiguientes. De este modo, si bien las normas expresan que los adicionales transitorios se crean "en los casos que así corresponda", el carácter general que asume su pago -lo que a su vez demuestra que tienen connotaciones salariales- surge de su propio texto, en razón de que todo el personal en actividad cobra los suplementos y compensaciones o los adicionales o ambos conceptos a la vez, siempre que se alcancen como mínimo los porcentajes fijados con el fin de preservar “las relaciones jerárquicas dentro y entre los distintos grados que componen la estructura escalafonaria de que se trata", con lo cual se aprecia que tienen una significación económica equivalente, como así también una permanente disposición de su pago pese a su presunto carácter transitorio. Cabe apartarse de la doctrina sentada por el Alto Tribunal en Fallos: 323:1048 y 1061 ("Bovari de Díaz" y "Osiris Villegas", respectivamente), toda vez que las circunstancias que el Alto Tribunal ha ponderado para resolver del modo en que lo hizo se han modificado sustancialmente con el dictado de los decretos que en el sub examine se hallan en tela de juicio, de los cuales surge que, en rigor de verdad, se trata de un aumento salarial para todo el personal en actividad. A partir de las disposiciones contenidas en el decreto 1104/05 ya no es posible concluir en el mismo sentido, pues en aquellos precedentes se sostuvo que los suplementos previstos por el decreto 2769193 no fueron otorgados con carácter generalizado con fundamento en que, para que una asignación sea incluida en el concepto de sueldo y, por lo tanto, deba ser trasladada al haber de retiro por haber sido otorgada con carácter generalizado, se requiere -en principio- que la norma de creación la haya otorgado a la totalidad de los militares en actividad, sin que sea necesario cumplir con ninguna circunstancia específica para su otorgamiento; y excepcionalmente, en el caso en que de la norma no surja su carácter general, en la medida en que se demuestre de un modo inequívoco que la totalidad del personal en actividad de un mismo grado o de todos los grados lo percibe y que importe una ruptura de la razonable proporcionalidad que debe existir entre el sueldo en actividad y el haber de retiro (v. Fallos: 323:1048, consid. 12°). El reconocimiento de su generalidad también se desprende de la circunstancia de que se han asignado a los retirados y pensionados de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Seguridad compensaciones no remunerativas y no bonificables mediante los decretos 1994/06, 1163/07, 1653/08 y 753/09. Tales incrementos debieron otorgarse con el fin de mitigar las desigualdades producidas a raíz de los incrementos acordados sobre suplementos particulares y compensaciones para el personal en actividad (v. sus considerandos), soslayando las disposiciones referidas al modo de cálculo del haber de retiro y desvirtuando, de este modo, la estructura salarial prevista por la ley 19.101, modificada por la ley 22.511  El esquema salarial contemplado originariamente por las leyes 19.101 y 19.349 -al cual se ajustaron los suplementos particulares previstos por el decreto 2769/93, que requiere el cumplimiento de determinadas condiciones para su percepción- ha quedado desvirtuado a partir de los adicionales creados por el art. 5 del decreto 1104/05 y por los decretos que se dictaron con posterioridad, pues tales ordenamientos no se limitan a actualizar los porcentajes de los suplementos, sino que fijan un procedimiento de cálculo que refleja la implementación de un ostensible incremento salarial generalizado para el personal en actividad. Por ello, no parece razonable atribuir carácter particular a los incrementos de los suplementos, de las compensaciones ni de los adicionales y, en consecuencia, su evidente naturaleza salarial permite concluir que, a partir del 1 de julio de 2005, se toma imperiosa su inclusión en el concepto "sueldo" del personal reclamante.


    Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Gendarmería Nacional - Dtos. 1246/05, 1126/06 s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.


    B, 965, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Reclamo salarial. Compensación indemnizatoria por retiro voluntario. Asignación transitoria de funciones: “cargo superior”. El adicional no integra la base de cálculo.


    El tema a resolver es si se debe tomar en cuenta, para la base de cálculo de la compensación indemnizatoria por retiro voluntario, el adicional por funciones de mayor jerarquía que genera el hecho de su designación transitoria en el cargo Se debe tener en cuenta el régimen de reestructuración administrativa dispuesto por la ley 25.237 aprobatoria del Presupuesto General de la Administración Nacional para el ejercicio 2000 y la reglamentación del sistema de retiro voluntario para dicho personal aprobado como anexo 1 de la decisión administrativa 5/00.  Esta última, bajo el título "régimen indemnizatorio" dispone en el segundo párrafo de su art. 3° que "Como base de cálculo a efectos de liquidar la compensación establecida precedentemente se tomarán los conceptos remunerativos no extraordinarios percibidos en forma normal, regular, habitual y permanente. A este efecto no se tomarán en cuenta los rubros que no estén afectados por aportes provisionales ni los de pago extraordinario, horas extras, gastos de movilidad, asignaciones familiares, sueldo anual complementario, y todo otro concepto cuyo pago no tenga periodicidad mensual. Si bien es cierto que el adicional se abona por mes y posee carácter remunerativo en tanto está afectado por aportes previsionales, no lo es menos que sólo se genera con motivo de la asignación transitoria de funciones en un determinado cargo que estaba vacante como una de las posibles situaciones excepcionales de revista de los agentes públicos prevista en las respectivas normas de reemplazo y que no modifican el status escalafonario del agente. El adicional está supeditado al ejercicio de una asignación transitoria de funciones, y como tal no resultaría integrativo de la base de cálculo para la compensación indemnizatoria por retiro voluntario.


    Tessadro, Alberto Luis c/ Estado Nacional - SIGEN - Dto. 884/03 s/ Empleo público


    T, 213, L. XLIV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen


    Personal de la Dirección Nacional de Construcciones Portuarias y Vías Navegables. Improcedencia incorporación de horas extras para la base del cálculo de la compensación indemnizatoria por retiro voluntario. Interpretación de la ley 24.629 y decreto 1757/90. Ausencia del requisito de regularidad y permanencia de las horas extra laboradas: variación de un mes a otro.


    La circunstancia de que, por la naturaleza de la prestación que cumplía como personal embarcado, su horario de trabajo se extendiera reiterada y habitualmente más allá de la jornada laboral normal, no resultaba suficiente a efectos de incorporar las horas extra al cómputo de la indemnización prevista en la norma, como tampoco el carácter remuneratorio de ellas determinaba por sí su inclusión en el citado cómputo. En efecto, el art. 51 del decreto 1757/90 establecía reiteradamente que -para ser considerada en la base del cálculo de la indemnización correspondiente- la remuneración debía reunir simultáneamente las condiciones de normalidad, habitualidad, regularidad y permanencia, razón por la cual, maguer su habitualidad o remuneratoriedad, las horas extras adolecían de algunos de los requisitos exigidos en la norma. En igual sentido, desde que el régimen aplicable al personal de la Dirección Nacional de Construcciones Portuarias y Vías Navegables -que en el desempeño de sus funciones realizaba tareas a bordo de las embarcaciones y demás artefactos navales de su plantel flotante- disponía que fuesen abonadas contra la real prestación de servicios, aquéllas poseían un inocultable carácter excepcional y, reitero, no se presentaban como regulares y permanentes. Considerando que su concesión por parte de la empleadora dependía de necesidades y requerimientos de por sí variables y cambiantes, no existía un derecho adquirido del trabajador a realizar esas tareas extraordinarias.


    Osuna, Jorge Luis c/ EN - Ministerio de Infraestructura y Vivienda - Subsec. Transp. A y P s/ Empleo público


    O, 258, L. XLV, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra provincia. Falta de estabilidad en el cargo. Reincorporación al trabajo. Requisitos para designación en planta permanente. Ausencia de arbitrariedad. Inadmisibilidad de recurso de queja.


    Los agravios dirigidos a cuestionar la sentencia por la interpretación dada al marco legal aplicable no son aptos para suscitar la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, toda vez que el tribunal, más allá del acierto o error en la ponderación de las constancias de la causa, concluyó -con argumentos jurídicos suficientes- que pudo la administración legítimamente dictar el acto por el cual se dejaba sin efecto la designación desde el momento en que no había transcurrido, a esa fecha, el plazo del período de prueba -de seis meses- establecido en el régimen local, con lo que no se encuentra que se haya conculcado derecho alguno; máxime si se tiene en cuenta que el acceso al cargo de planta también fue inmotivado -y la actora no accedió al mismo por concurso como en el precedente de la Corte Nacional en el caso "Schnaiderman" , citado por la recurrente- y que no cumplió con la entrega de la declaración jurada, el certificado de domicilio y de salud (según informe de la dirección de personal local), requisitos ineludibles para la designación en planta permanente, más aún cuando la documentación que estaba agregada al legajo se correspondía con su otrora designación transitoria como "cocinera" de quince años atrás, en la cual fue dada de baja, y el nombramiento en planta permanente lo fue en la categoría "administrativo". Asimismo, también tiene dicho el Tribunal que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación estrictamente excepcional y no puede requerirse por su intermedio el nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, toda vez que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como acto jurisdiccional válido.


    Zapata, Nora Del Carmen c/ Provincia de Córdoba s/ Plena jurisdicción- Recurso de Apelación.


    Z, 4, L. XLVI, 11 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Organización Administrativa


    Descentralización


    Institucional


    Programa de Propiedad Participada: momento en que los empleados adquieren el derecho a acceder a las acciones del ente a privatizar. Transformación de la "sociedad del estado" en una "sociedad anónima". Ley 23.696. Privatización de SEGBA.


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación estableció como relevante para determinar el momento en que los empleados adquieren el derecho a acceder a las acciones del ente a privatizar, la transformación de la "sociedad del estado" en una "sociedad anónima" y la decisión de facultar al organismo de aplicación a que concrete el ofrecimiento de las acciones en los mercados de valores a fin de transferirlos al capital privado, referencia que no soslaya la inclusión del personal en relación de empleo con el ente a privatizar (art. 16, ley n° 23.696). En el plano descripto es claro, entonces, que la propia ley n° 23.696 confirió al Ejecutivo Nacional la atribución de otorgar preferencias para adquirir las empresas sujetas a privatización (art. 16), y éste, al dictar el decreto n° 714/92, ejerció tal prerrogativa facultando al Ministerio respectivo a instrumentar la privatización de SEGBA en torno a las unidades de negocio confiadas a las constituidas Edenor S.A. y Edesur S.A., y previendo lo concerniente al Programa de Propiedad Participada en los artículos 25 a 27 del precepto. En la oportunidad estableció, además, que sería llamado a participar del Programa, exclusivamente, el personal de SEGBA S.A. "que quede sujeto a relación de dependencia en cada una de las sociedades mencionadas precedentemente" (cf. art. 25). Sobre tales bases cabe concluir que el momento crítico para precisar quiénes son los trabajadores convocados por ley para participar del PPP debe ser fijado al tiempo de la conversión del ente a privatizar en sociedad anónima y del otorgamiento de preferencias para adquirirlo; y más exactamente, en la fecha en que se verifica el traspaso del personal perteneciente a la empresa privatizada, SEGBA S.A., transformada en Edesur S.A.


    Alvaro, Humberto y otros c/ Edesur S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento.


    A, 689, L. XLV, 18 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Personal no docente de universidades nacionales. Reclamos por diferencias salariales en concepto de suplemento por cambio de situación escalafonaria. Art. 5 del decreto 2213/87. Fecha a partir de la cual se deberá efectuar el confronte de remuneraciones de ambos escalafones para determinar si existen diferencias a liquidar: mes de diciembre de 1987. Interpretación de la ley: su letra.


    Resulta incorrecta la afirmación de la cámara en el sentido de fijar en el mes de mayo de 1988 la fecha en la cual debe efectuarse el confronte de remuneraciones, pues para arribar a tal conclusión se fundó en la fecha en que la Universidad demandada aplicó concretamente el reescalafonamiento mediante el dictado de diversas resoluciones, lo que implica soslayar los claros términos del art. 5° del decreto, sin previa declaración de inconstitucionalidad. El art. 5° del decreto establece expresamente la vigencia de las retribuciones y adicionales que surjan del reencasillamiento al 1° de diciembre de 1987. Dicho artículo, no fue impugnado ni cuestionado por la parte actora sino que al contrario, fue invocado como un fundamento normativo de su pretensión, junto a lo dispuesto por la resolución 922/92 emanada de la Universidad demandada. Por ello, la cámara, al establecer como fecha de comparación el mes de mayo de 1988, prescinde de la normativa aplicable al caso sin que su constitucionalidad haya sido cuestionada por las partes, ni declarada por el tribunal. No obsta tal conclusión el hecho de que la universidad mediante el dictado de la resolución 922/92 reconozca como fecha de vigencia del decreto el mes de mayo de 1988, toda vez que las autoridades universitarias carecen de facultades para limitar o modificar los alcances de un decreto presidencial, en el caso el 2213/87, norma específica de rango superior.


    Rocheteau, Jorge Eric y otros c/ Universidad Nacional de La Plata s/ Impugnación de Acto Administrativo


    R, 110, L. XLV, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Concurso para cubrir cargo docente de una universidad nacional. Revisión judicial: ausencia de arbitrariedad manifiesta. Supuesta incompatibilidad del asesor jurídico de la universidad.


    Son inadmisibles los agravios que se basan en la arbitrariedad de la sentencia pues, además de ser una reiteración de los planteados y resueltos en la instancia anterior, no alcanzan a rebatir los fundamentos allí expuestos, máxime si se tiene en cuenta que la recurrente no cuestiona las normas que regulan el llamado a concurso, sino la actuación de la comisión asesora por haber fijado los criterios de evaluación luego de producida la prueba de oposición o por no considerar los antecedentes en forma íntegra, cuestiones éstas de índole fáctica que son ajenas por su naturaleza al remedio federal. Se evidencia que el recurrente concibe la revisión judicial con un alcance que llevaría a los jueces a sustituir los criterios del jurado y a interferir en ámbitos típicamente académicos, comprendidos en el marco de la autonomía de las universidades nacionales y ajenos al control jurisdiccional, salvo en los supuestos de arbitrariedad manifiesta, que no se configuran en el sub examine. Tampoco cabe atender al planteo de la supuesta incompatibilidad del asesor jurídico de la Universidad que, a la vez, era miembro del Consejo Superior de la UNR, toda vez que el a quo desestimó la pretensión de la actora sobre la base de considerar que el órgano universitario ya había analizado y resuelto la incompatibilidad que se denunciaba a partir del análisis de las disposiciones pertinentes del Estatuto universitario, conclusión que no fue refutada con argumentos conducentes, en un grado tal que impida considerar a la sentencia como un acto jurisdiccional válido.


    Bielsa, María Eugenia c/ Universidad Nacional de Rosario s/ Recurso de apelación


    B, 1097, L. XLIV, 08 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Designación docente no renovada por resolución 97/04. Procedimiento para resolver las prórrogas de las designaciones docentes. Cumplimiento de la exigencia de motivación explicita del acto administrativo. Procedencia del recurso extraodinario.


    Se desprende de las constancias de la causa que la solicitud de prórroga de la designación se inició con una nota personal dirigida al Jefe de Departamento de Electrotecnia la que fue tratada en reiteradas reuniones del Consejo Asesor Departamental y no obtuvo una decisión unánime. Ante estas circunstancias, la jefatura del departamento consideró conveniente la prórroga y la elevó a la Comisión de Enseñanza del Consejo Académico, la que emitió un despacho con dos dictámenes, en uno recomendó no prorrogar la designación y en otro se abstuvo de emitir una opinión. En el primero de aquellos dictámenes indicó que "no debe esperarse de su permanencia en la cátedra una contribución que no pueda lograrse con la eventual cobertura del cargo por otra persona y recomendó el cese". El Honorable Consejo Académico consideró el despacho de la Comisión de Enseñanza en su sesión extraordinaria del 22 de diciembre de 2003 y luego de su tratamiento decidió no prorrogar la designación del Ing. Manso por seis votos, decisión que dio origen al dictado de la resolución 97/04. En virtud de lo expuesto la situación del actor fue previamente debatida y tratada por los distintos órganos universitarios, los que aconsejaron la decisión aquí cuestionada, la que estuvo motivada de acuerdo con las formas y características que tienen los órganos colegiados para fundar sus resoluciones.


    Manso, José Benigno c/ Universidad Nacional de La Plata s/ Recurso administrativo directo


    M, 219, L. XLVI, 08 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Personas Jurídicas Públicas Estatales


    Acción contra la Caja de Previsión Social de Abogados de la Provincia de Buenos Aires: inconstitucionalidad del artículo 118 del Reglamento del sistema asistencial C.A.S.A. Causa regida por el derecho administrativo provincial.


    Sobre el fondo de la cuestión, no le asiste razón a la recurrente, pues para la procedencia de la competencia federal, además de la distinta vecindad de las partes, se requiere que la causa verse sobre un tema civil (art 2°, inc. 2° de la Ley 48), requisito que no se configura en el sub-lite. Nos encontramos ante una causa regida por el derecho administrativo provincial, pues para decidir sobre la pretensión de la parte actora, es necesario analizar el contenido de la ley local N° 6716, que reglamenta el funcionamiento de la Caja demandada, cuyo artículo 1° determina que funciona con el carácter y los derechos de las personas jurídicas públicas. Por tal razón el tema a decir, lejos de configurar una causa civil como lo pretende el demandante, conforma un caso que versa sobre normas y actos de autoridades locales, en este caso de la provincia de Buenos Aires. Por último, cabe recordar que no basta para la intervención del fuero federal la única circunstancia de que los derechos que se dicen vulnerados se encuentren garantizados por la Constitución Nacional, porque cuando se arguye que un acto es contrario a las leyes nacionales y provinciales es viable la intervención de la justicia provincial y en su caso la de la jurisdicción federal por vía del recurso extraordinario ante la C.S.J.N. previsto por el art 14 de la ley 48.


    Berger, Jorge Lázaro Santiago c/ C.A.S.A.P.B.A. (art. reglamento) s/ inconstitucionalidades varias


    B, 919, L. XLIV, 03 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Poder de Policía


    Jurisdicción


    Materia Impositiva


    Acción declarativa. Pretensión de inconstitucionalidad del impuesto sobre la ganancia mínima presunta. Resultado económico negativo durante el período reclamado. Cumplimiento de los requisitos formales de la apelación extraordinaria: examen por parte de la Corte Suprema. Procedencia de la vía intentada: existencia de una actividad concreta de la administración que cuestione el derecho del contribuyente. Sentencia arbitraria: omisión de tratamiento de argumentos esenciales para la resolución de la causa. Precedente análogo: H.442, L.XXXVIII.


    El dictado de una sentencia en el presente asunto, bajo las circunstancias relatadas, excedería en mucho la función encomendada al Poder Judicial. En efecto, es de absoluta evidencia que examinar los planteamientos realizados bajo una acción declarativa de certeza sin acto alguno del poder administrador que tenga concreción directa, actual y bastante, exigiría emitir un pronunciamiento de carácter teórico por medio del cual, indudablemente se juzgasen las bondades del sistema vigente y cuestionado, función que, sin los, presupuestos necesarios e inevitables ya señalados le está vedado al Poder Judicial de la Nación. Ello es así pues, en definitiva, sin su reunión no habría "caso" o "causa" en los términos del art. 116 de la Constitución Nacional, lo que tornaría imposible la intervención de la justicia, en tanto ello presupone la de "parte", es decir la existencia de quien reclama o se defiende y, por ende, se beneficia o perjudica con la resolución adoptada al cabo del proceso. Requisito este último que, como es sabido, debe ser constatado aun de oficio. Sin perjuicio de lo indicado, y ante la posibilidad de que V.E. considerase que sí están reunidos los requisitos para la procedencia de la vía intentada y que por ello correspondería conocer sobre el fondo del tema, adelanto que la queja de la actora debería ser atendida. El comportamiento del tribunal apelado importa dejar de lado un argumento de derecho que aquí reviste carácter de esencial para el fundamento del gravamen cuestionado y que, por ende, la sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación razonada del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que correspondería atender los agravios de la apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto.


    Tren de la Costa S.A c/ Estado Nacional (PEN - AFIP - DGI) s/ Acción meramente declarativa


    T, 454, L. XLIV, 23 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Asociación civil conformada por profesionales de la salud (odontólogos). Interpretación del art. 20, inc. f, de la ley 20.628 y sus modificaciones, y art. 33 de su decreto reglamentario. Exención en el impuesto a las ganancias. Principio de reserva de ley en materia tributaria. Mecanismo mediante el cual la AFIP podría impugnar la vigencia de la franquicia en cada ejercicio fiscal: procedimiento de determinación de oficio. Función de los certificados de exención: reconocimiento por parte de la Administración de las situaciones en que prima facie se encuentran determinadas personas ante un tributo.


    Tratándose el impuesto a las ganancias de una gabela anual (art. 18, ley del impuesto), que se liquida mediante el sistema de declaraciones juradas, las imputaciones realizadas por la AFIP debieron ser objeto de demostración y cuantificación mediante el inexcusable empleo del mecanismo regulado en los arts. 17 y cc. de la ley de procedimientos tributarios, y ello por cada uno de los ejercicios fiscales aquí involucrados, para resolver así concretamente en cuál de esos periodos la entidad exenta transgredió las condiciones legales bajo las cuales gozó de la franquicia. Si una entidad se ajusta inequívocamente a alguno de los supuestos en los que la ley prevé la exención -como sucede en la especie con la actora, al tratarse de una asociación vinculada con la salud pública-, ella debe ser reconocida por el ente fiscal sin que esté dentro del ámbito de sus competencias evaluar si persiguen un fin socialmente útil. Dicha tarea, por el contrario, pertenece exclusivamente a los organismos que tienen a su cargo la función de registro público de comercio (la Inspección General de Justicia en el ámbito de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y sus homólogas en las demás jurisdicciones provinciales) quienes, tanto al momento de otorgar la personería jurídica como en los sucesivos controles que deben realizar durante la vida de estas entidades, han de comprobar el ajuste de esos objetivos a las formas asociativas solicitadas. La única herramienta apta para realizar esta demostración es la determinación de oficio, mecanismo que el legislador ha previsto para los casos en que la declaración jurada presentada por el contribuyente resulta impugnable. Es éste el ámbito imprescindible para precisar las tres cuestiones íntimamente unidas e indebidamente encauzadas en esta litis: la existencia de una distribución directa o indirecta de utilidades en un concreto período fiscal, la consecuente pérdida de la franquicia durante ese lapso concreto para el sujeto exento y, por último y como consecuencia, el monto del impuesto resultante a ingresar con más sus accesorios. Frente a los supuestos de exención y aun cuando el particular tenga expedido a su favor el reconocimiento de la AFIP, ello no implica un status de indemnidad respecto de las potestades de fiscalización, verificación y percepción de este organismo recaudador, sino que, por el contrario, éste las conserva de igual forma que respecto de los casos gravados. Y debe ejercerlas para demostrar, en cada año fiscal, que la entidad exenta ipso iure ha transgredido las condiciones legales bajo las cuales goza de la franquicia, situación que la coloca a extramuros del beneficio y habilita entonces a la AFIP a exigir el pago del tributo por cada periodo que corresponda. Puede suceder que en un ejercicio fiscal la entidad exenta distribuya utilidades entre sus socios y que esta circunstancia le haga perder la dispensa durante ese lapso, para lo cual la AFIP deberá proceder a la impugnación de la declaración jurada presentada por el contribuyente exento, a la demostración de la utilidad distribuida y a la consecuente determinación de oficio del impuesto resultante por la pérdida de la franquicia. Sin embargo, si en el período siguiente el contribuyente exento cumple con la totalidad de los requisitos para conservar el beneficio, quedará amparado por él sin perjuicio del reclamo fiscal que se le hubiera cursado por ejercicios anteriores o del que eventualmente se le haga por los posteriores. El cometido que poseen los actos administrativos emanados de la DGI que "reconocen" la existencia de una "situación de exención" acerca de un sujeto, se circunscribe al ámbito de algunos deberes de naturaleza formal, y a ciertas otras obligaciones conexas con la obligación tributaria principal, en especial la sujeción a regímenes de retención o percepción. Así, y a modo de ejemplo, los terceros que operen con un sujeto que posee este certificado "acreditativo" de encontrarse comprendido -en principio- dentro del beneficio legal, ante su exhibición, están relevados del deber de efectuarle retenciones o percepciones (conf. Art. 33, del decreto 2.353/86, reglamentario de la ley del gravamen). Pero debe quedar en claro que la vigencia, o no, de estos certificados de exención emitidos por la autoridad fiscal no alteran el beneficio del cual goza el sujeto pues, como ha sostenido el Tribunal "el carácter de sujeto exento estará dado por el encuadramiento de la entidad actora en las previsiones de dichas normas y no por la circunstancia de que cuente o deje de contar con una resolución del ente recaudador que declare explícitamente que reviste esa calidad" Tratándose el impuesto a las ganancias de un tributo anual, el ajuste en cada ejercicio a las previsiones legales de la dispensa sólo podrá ser verificado por la AFIP ex post jacto, esto es, una vez culminado el período fiscal. Es decir que, si el contribuyente reúne prima facie las condiciones legalmente exigidas para acceder a la franquicia (en especial, las subjetivas), sólo una vez cerrado el ejercicio fiscal se podrá dilucidar si, durante ese lapso, la concreta conducta económica desplegada por el contribuyente quedó dentro o fuera de la norma en cuestión.


    Círculo Odontológico de Comodoro Rivadavia c/ AFIP - DGI s/ Contencioso administrativo.


    C, 1504, L. XLIV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Nueva liquidación de cargos por operaciones de importación realizadas en el año 1995. Aplicación ley 25.561 y decreto 214/02. Transformación a pesos de la deuda y ajuste por el coeficiente de estabilización de referencia (CER), más intereses correspondientes. Art. 20 de la ley 23.905: vigencia a la luz de la ley de convertibilidad, que prohibió la actualización de deudas. Primera fuente de exégesis de las leyes: su letra.


    El art. 20 de la ley 23.905 estableció que los derechos de importación y de exportación, así como los demás tributos que gravaren tales operaciones, "se determinarán en dólares estadounidenses". Y agregó que el pago puede efectuarse -entre otras opciones allí contempladas- en dólares o en la moneda nacional, caso éste en que "la equivalencia se determinará conforme al tipo de cambio vigente al día anterior al del efectivo pago". Tal disposición no fue dejada de lado por la ley 23.928 pues, a tenor de lo dispuesto en su art. 7, ésta sólo estaba dirigida hacia las obligaciones de dar sumas determinadas en moneda nacional -australes al momento de su sanción-, mientras que las obligaciones cuya suerte aquí se debate debían ser determinadas en dólares. Sólo el IVA es un tributo que "grava" las operaciones involucradas, puesto que así está establecido en el art. 1°, inc. c), de la ley 23.349 (t.o. en 1997 y sus modificatorias) y por lo tanto, únicamente en ese caso correspondía que la obligación tributaria respectiva fuera determinada en dólares junto con los aranceles aduaneros pertinentes. La percepción de la resolución general 3.431 (y sus normas modificatorias) está relacionada con un adelanto del IVA que deberá tributar oportunamente el importador de bienes muebles, pero por mercaderías que luego sean objeto de comercialización en el mercado interno (arg. arts. 1°, 2° y cc., y 2° párrafo de sus considerandos). La transformación a pesos y la aplicación del coeficiente indicado también fue dispuesta por el Congreso Nacional con el dictado de la ley 25.830, cuya, constitucionalidad no ha sido controvertida aquí por la recurrente. Esta última norma modificó su similar 25.561 y tomó vigencia a partir de su publicación, pero retrotrayendo sus efectos al 6 de enero de 2002, por lo cual resulta inoficioso el estudio de la constitucionalidad del decreto 214/02 sobre el punto. Los intereses poseen una finalidad resarcitoria, que tiene como presupuesto la mora del deudor y que se devengan a partir del momento en que se configura dicha situación. A ello se suma que, en materia fiscal, han sido establecidos además con el propósito de estimular el cumplimiento en término de las obligaciones tributarias y previsionales. Dado que ambas partes reconocen que algunas de las determinaciones fueron hechas originariamente en moneda nacional, V.E., en la causa E. 222, L. XLII, "Editorial Perfil S.A. /T.F. 13.456-A) cl D.G.A.", compartió la opinión de la suscripta en cuanto a que, en tal caso, no hay monto alguno para "transformar" puesto que la obligación fue expresada en pesos desde su origen, sin perjuicio de las facultades de la Administración para reclamar al importador, mediante una determinación tributaria de carácter suplementario (arg. art. 792, 793 y cc. de la ley 22.415), la diferencia de valor por no haber liquidado el tributo de la forma prevista por el art. 20 de la ley 23.905.


    Volkswagen Argentina S.A. (TF 22179-A) c/ DGA


    V, 312, L. XLV, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Pretensión de cobro de impuesto de sellos provincial sobre contrato celebrado entre empresas. Propuesta enviada por carta: expresa aclaración de que su remisión no implicaba aceptación de la oferta. Improcedencia misiva configuradora per se del vínculo contractual: instrumento que no reviste los caracteres de ser título jurídico sujeto al pago del impuesto de sellos provincial. Sentencia arbitraria: apartamiento de la letra de las normas que rigen el criterio de instrumentalidad. Violación principio de reserva de ley en materia tributaria y derecho de propiedad privada.


    Si bien, en principio, lo decidido conduce al examen de cuestiones de derecho público local, ajenas como regla general a esta instancia extraordinaria, en virtud del debido respeto a las facultades de la provincias para darse sus propias instituciones y regirse por ellas (art. 5° de la Constitución Nacional), en el caso existe cuestión federal bastante para apartarse de ella, porque la resolución que es objeto del presente recurso de hecho ha incurrido, a mi juicio, en arbitrariedad, al apartarse palmariamente de lo estatuido por las normas aplicables, en violación al principio de reserva de ley tributaria (art. 17 de la Carta Magna). Tanto las partes como el tribunal apelado están de acuerdo en que la propuesta fue, finalmente, aceptada de manera tácita, y que existe un vínculo contractual que las une. Es más, el razonamiento que trasunta la sentencia recurrida está enderezado a demostrar la existencia de un vínculo contractual, sus características esenciales y accesorias, cual si se tratase la presente de una controversia sobre la vigencia o la propia existencia del acuerdo, pero sin reparar en que el meollo del asunto estriba en determinar, pura y exclusivamente, si del texto de la "carta" surgía, indubitablemente, la existencia de un vínculo contractual. La "carta" sub examine, carece de la autosuficiencia requerida para exigir el cumplimiento de las obligaciones en ella plasmadas. Para ratificar lo expuesto, basta con observar que con ella sola es imposible tener por aceptada la oferta y, por ende, configurado el contrato, y que si hubiera alguna discrepancia sobre tal punto -el que es ajeno a la litis- se requeriría -tal como lo hicieron las instancias anteriores, de forma innecesaria ya que ello no era objeto de controversia- de la acreditación de otros extremos, como por ejemplo la demostración de que fue finalmente admitida por la cocontratante por otros actos -como por ejemplo el pago de la regalía- para tenerlo por confeccionado. La determinación impositiva practicada por el fisco local se halla en contravención a lo dispuesto por los arts. 189, 190 y cc. del Código Fiscal y al apartado 2° del inc. b) del art. 9 de la ley 23.548, los cuales exigen que el "instrumento" gravado revista los caracteres de un título jurídico con el que se pueda exigir el cumplimiento de las obligaciones "sin necesidad de otro documento". La sentencia yerra en el estudio de la cuestión disputada pues, apartándose de las reglas aplicables, se ve necesitada de recurrir a otros elementos -ajenos a la misiva que se pretende gravar- y aplicar una serie de razones fundadas en la realidad de los hechos (sobre si la fecha del vínculo es anterior al primer pago de las regalías, a la naturaleza del contrato de transferencia de tecnología, a supuestas contradicciones en el texto de la "carta", etc), para demostrar la existencia de una relación contractual -lo cual nunca estuvo en discusión- pero que no conduce a poner en evidencia el acaecimiento del hecho imponible sino por el contrario prueba la carencia de un instrumento único que resulte gravable por el impuesto de sellos en los términos expuestos. En materia de impuesto de sellos dicho principio carece de la relevancia que puede tener respecto a otros tributos, en razón de que lo que se grava es la instrumentación del acto. No puede soslayarse que ambos conceptos, impuestos de sellos y realidad económica responden en esencia a dos segmentos distintos en el campo jurídico: el primero el del mundo de las formas y el segundo el de la sustancia. Si bien el concepto de la realidad económica suministra un criterio interpretativo determinante en el derecho tributario, en el impuesto de sellos cabe reconocerle una muy limitada aplicación. Ello es así pues se trata de un típico tributo de formalización que incide sobre el documento.


    Juan Minetti S.A. c/ Provincia de Córdoba s/ Demanda de plena jurisdicción


    J, 95, L. XLV, 28 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Pretensión de inconstitucionalidad de los arts. 39 de la ley 24.073, 5 de la ley 25.561 y 5 del decreto 214/02. Mecanismo de ajuste por inflación. Art. 94 y ss. de la ley 20.628 y modif. Impuesto a las ganancias. Improcedencia. Falta de demostración de la confiscatoriedad.


    Contrariamente a lo que era debido, ha permanecido ajeno al estudio todo otro extremo tendiente a demostrar que, con independencia de la aplicación o no del mencionado ajuste, el monto final de la gabela a pagar le causa un resultado confiscatorio en su patrimonio de acuerdo con las pautas sentadas por la doctrina de V.E. al respecto. En tales circunstancias, y disintiendo con lo sostenido en la sentencia recurrida, la presente causa guarda sustancial analogía con el precedente de Fallos: 328:2567 puesto que, en definitiva, el razonamiento de la cámara se circunscribió únicamente a contrastar la liquidación del tributo efectuada sin el ajuste por inflación con la suma que arrojaría en caso de aplicarse el citado mecanismo lo que, como ha dicho allí el Tribunal, "no es apto para acreditar la afectación al derecho de propiedad alegado por la actora". Para que la confiscatoriedad exista, debe producirse una absorción por parte del Estado de una porción sustancial de la renta o el capital y que tal circunstancia debe ser acreditada por una actividad probatoria a desplegar por el actor, requiriendo una prueba concluyente a efectos de acreditar dicha confiscación denunciada, extremos que no se reúnen en autos e imponen una solución contraria a la adoptadas por las instancias de grado.


    Johnson Acero S.A. c/ A.F.I.P s/ Contencioso administrativo


    J, 69, L. XLIII, 15 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen


    Acción declarativa contra una provincia. Requisitos de procedencia. Art. 322 del CPCCN. Impuesto de sellos. Ley impositiva provincial 11.490. Contrato de concesión celebrado con el Estado Nacional. Remisión fallo 331:310. Estado de incertidumbre respecto de los alcances de una relación jurídica concreta. Recurso admisible.


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un "causa" que busque precaver los efectos de un acto en ciernes al que atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye "causa" en los términos de la Ley Fundamental. En primer lugar, ha mediado una actividad explícita de la Dirección Provincial de Rentas de la demandada, dirigida a la "percepción" del impuesto que estima adeudado. En efecto, la resolución de dicho órgano local N° 225/99, confirmada parcialmente por el Tribunal Fiscal de Apelaciones, evidencia una actividad estatal explícita dirigida al cobro del tributo, que sumió a la actora en un "estado de incertidumbre sobre la existencia, alcance y modalidad de una relación jurídica”, entendiéndose por tal aquella que es "concreta" al momento de dictarse el fallo.  Dicha concreción se verifica pues se ha producido la totalidad de los presupuestos de hecho en que se apoya la declaración acerca de la existencia o inexistencia del derecho discutido, condición bajo la cual sólo podrá afirmarse realmente que el fallo pone fin a una controversia actual, diferenciándose de una consulta en la cual se contesta, acerca de la eventual solución que podría acordarse a un supuesto de hecho hipotético. Frente a ello, la sustanciación del procedimiento determinativo de oficio y el posterior recurso ante el Tribunal Fiscal de Apelaciones no obsta a la procedencia de la vía intentada, ya que la competencia originaria de la Corte no puede quedar subordinada al cumplimiento o la vigencia de los procedimientos exigidos parlas leyes locales. La exigencia del pago previo de lo que constituye el objeto de la discusión en la forma requerida por el art. 120 del Código Fiscal provincial como condición para el acceso a la instancia judicial (ley 10.397, t.o. 2004), implicaría desconocer la necesidad de tutela judicial inmediata que tiende a dilucidar el estado de falta de certeza entre el contribuyente que cuestiona la actitud del Estado y este último. En cuanto a la cuestión planteada en torno a la sujeción del contrato de sujeción suscripto entre Transportes Metropolitanos General San Martin SA y el Estado Nacional al impuesto de sellos de la demandada es sustancialmente idéntica a la ya resuelta en el fallo 331:310 a cuyos términos se remite en razón de brevedad.


    Transportes Metropolitanos General San Martin S.A. y otros c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza e inconstitucionalidad


    T, 97, L. XXXIX, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa de certeza. Requisitos para la procedencia de la acción. Contrato de concesión del servicio de transporte ferroviario de la Línea Belgrano Sur. Pretensión de cobro del impuesto provincial de sellos. Ley de la Provincia de Buenos Aires 11.490. Pago del tributo como condición previa para discutir en sede judicial: inviabilidad. Concesión otorgada por la autoridad nacional: exclusión de la normativa impositiva.


    Debe desestimarse la pretensión fiscal puesto que si el legislador provincial tuvo la intención de comprender en la ley impositiva 11.490, -art. 15, ap. A)-, a las concesiones otorgadas por toda clase de autoridad administrativa no se advierte el sentido de haber mencionado sólo y específicamente a la autoridad administrativa, provincial o municipal (inc. 3°) ni correspondería suponer que ha quedado comprendido en la cláusula genérica del inc. 18 de la misma norma el supuesto de las concesiones otorgadas por la autoridad nacional. Así, tratándose en el caso de una concesión otorgada por la autoridad nacional -aspecto que por lo demás no se halla controvertido en el pleito-, aquélla resultaba excluida de la normativa provincial (ley 11.490).


    Transportes Metropolitanos Belgrano Sur S.A. y otros c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    T, 145, L. XL, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra Afip. Diferencias mensuales en contribuciones patronales. Sistema Único de la Seguridad Social. Ley 25.453. Decreto 814/01. Aplicación al sector público. Exenciones impositivas: resultar de la letra de la ley, de la intención del legislador o de la necesaria implicancia de las reglas que las establezcan. Principio de reserva o legalidad tributarla.


    El decreto 814/01 dictado en el contexto de la Ley de Emergencia Económica 25.344 (BO 21/11/2000 y decreto 1602/01, BO 6/12/2001), estuvo orientado al sector privado de la economía. Ello es así, no sólo en virtud de lo expresamente establecido en el articulo 2 del precepto, en su redacción original, sino, también, por imperio de su motivación, en cuanto hace permanente referencia a las actividades empresariales y a la competitividad, productividad de la economía rebaja de costos de la producción, incremento del empleo, cómputo de la contribución como crédito fiscal del IVA, etc.  El ordenamiento en estudio es modificatorio, entre otras normas, de los decretos 2609/93 y 372/95, que exceptuaban explícitamente de los alcances de las rebajas contributivas -reformuladas por el decreto 814/01- a las actividades desarrolladas por el Estado Nacional, los estados provinciales y municipales y las instituciones pertenecientes a ellos: a lo que se añade como subraya en su motivación el decreto 1850/2004, que en el precepto en examen se prevé el cómputo de parte del tributo ingresado como crédito fiscal del IVA (arts. 4 y 5, dec. 814/01). Corresponde valorar si, como pretende la actora, la ley 25.453 (BO 31/07/2001), llamada de déficit cero, introdujo un cambio en el ámbito de aplicación del decreto 814/01, de manera tal de incluir en sus alcances al "sector público", toda vez que la Provincia de Jujuy no desconoce que la disposición se encontraba acotada, en su origen, al sector privado, imponiéndose una respuesta negativa al interrogante. El objetivo perseguido por el legislador con la modificación del artículo 2 del decreto 814/01 fue aumentar la alícuota respecto de ciertas actividades comprendidas en su ámbito de aplicación original (locación y prestación de servicios), como lo corrobora el propio artículo 2, apartado b), del precepto, que determina su aplicación a las empresas y organismos comprendidos en el artículo 1 de la ley 22.016, delimitando de tal manera qué entidades del sector público resultan alcanzadas por la alícuota del dieciséis por ciento. Es notorio que de haberse incorporado a todo el sector público en los alcances del aludido inciso, devendría innecesaria la distinción que su texto introduce respecto de las entidades del artículo 1 de la ley 22.016 (a saber: empresas del estado, sociedades de economía mixta, sociedades anónimas con simple participación estatal y participación estatal mayoritaria, sociedades del estado, empresas formadas por capitales particulares y fiscales, todas ellas inclusive aunque prestaren servicios públicos, los bancos y entidades financieras nacionales y todo otro organismo nacional, provincial y municipal que venda bienes o preste servicios a terceros a título oneroso). Las exenciones impositivas deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las reglas que las establezcan, hipótesis que, con arreglo a lo dicho, no se aprecian en el sublite. Fuera de tales supuestos, ha insistido V.E., corresponde la estricta inteligencia de las cláusulas respectivas, por lo que, en caso de duda, deben ser ponderadas en manera adversa a quien invoca el beneficio fiscal. Tal extremo, por tanto, autoriza a descartar la alegada violación del principio de reserva o legalidad tributarla. Se añade a ello que, pese a esgrimir la actora en su calidad de contribuyente una imposición más gravosa que la padecida por otros en idéntica situación, no evidencia tal circunstancia.


    Jujuy, provincia de c/ Afip (DGI) s/ Revocación de resolución


    J, 8, L. XLI, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda entablada por un municipio. Repetición de sumas indebidamente ingresadas en concepto de impuesto al valor agregado (IVA). Servicio de agua corriente prestado a sus habitantes y que éstos abonaron a mediante el pago de una tasa. Traslación de tributos. Impuestos directos e indirectos. Consecuencias jurídicas de la traslación de los tributos: dos posturas divergentes: fallos “Nobleza Piccardo S.A.” y “S.A. Petroquímica”. Necesidad de tener en cuenta la configuración jurídica del tributo. Inaplicabilidad doctrina fallo "Nobleza Piccardo S.A.” (327:4023). Inexistencia de anatocismo (intereses sobre los intereses).


    Siempre e indefectiblemente, un tributo será un costo -entre muchos otros que hay- tanto para empresas como para particulares, y éstos buscarán remover la carga: las empresas incrementando el precio de sus bienes, o bien obteniendo una rebaja en el precio de los insumos -o ambas cosas a la vez, y en la medida en que ello sea posible en cada dirección-; y los particulares, ya que en su carácter de consumidores finales de bienes y servicios no pueden trasladar la carga hacia adelante por la vía de la comercialización, o bien buscarán un incremento de sus ingresos por las vías que fueren pertinentes -paritarias; protestas gremiales; diversas fuentes de negociación; etc.-, o bien articulando los mecanismos que estimen convenientes para sustituir o disminuir el consumo del producto gravado. Es un simplismo excesivo suponer que todo impuesto indirecto es trasladable y todo impuesto directo no lo es, poniendo las cosas en los inciertos términos de tercero excluido, como si se tratase de una cuestión absoluta, cuando la verdad es que se trata de un fenómeno susceptible de graduación. Luego, la clasificación no puede hacerse a priori, sino que deberá esperarse a ver los efectos de cada tributo respecto de cada contribuyente (y de cada período), para ver si su comportamiento ha implicado su traslación (y, por ende, será calificable como "indirecto"), o bien si no lo ha sido (y, entonces, será tildado como "directo"), quedando entre un extremo y el otro una inmensa cantidad de supuestos en los que la traslación haya sido parcial, y en diferentes medidas y sentidos. Los tributos son detracciones coactivas de riqueza, taxativamente autorizadas por ley formal, y todo otro importe que el Estado exija sin contar con tal permisión, cercena irremediablemente el derecho de propiedad de los particulares, en la medida en que éstos han abonado tal suma indebida (Fallos: 318:676). Aquéllas consideraciones basadas en "normas éticas" o en la "buena fe", o bien en "consideraciones de equidad” -invocadas para exculpar al Estado de su deber de devolver lo indebidamente apropiado- deben ser enfáticamente rechazadas pues, precisamente, tal deber "ético", "equitativo" y "de buena fe", es el contrario, dando así el ejemplo a sus ciudadanos ya que tal como ha sostenido inveteradamente el Tribunal, no es moral, ni justo, que la Administración, que debe ser leal, franca y pública en su comportamiento, se enriquezca indebidamente a costa de los particulares -y más allá de la opinión que pueda merecer la conducta que éstos han llevado a cabo-, lo que implicaría, al mismo tiempo, una violación al principio de ejemplaridad que debe presidir todos sus actos.  Si bien puede llegar ser objeto de debate ético (pero no jurídico) la conducta del contribuyente de derecho que intenta repetir una suma en las condiciones de traslación indicadas, sí es enteramente reprochable la posición asumida por el Estado al negarse a su restitución, cuando él no debe incurrir en prácticas que impliquen comprometer intereses superiores que está obligado a preservar, amén de serle exigible con estrictez que guarde un comportamiento coherente, toda vez que es una persona que debe guiarse insalvablemente por una finalidad ética. Paralelamente a lo anterior, el Fisco Nacional ha reconocido -desde las instancias administrativas- que recibió una suma de dinero a título de un gravamen cuyo abono no correspondía, pero se ha negado pertinazmente a su devolución, conducta que no casa con lo que le es exigible a la luz de la doctrina de los actos propios, la que construida sobre una base primordialmente ética sirve para descalificar ciertos actos que contradicen otros anteriores (en este caso: reconocer la impertinencia de la percepción de la suma en su inicio) en tanto una solución opuesta importaría restar trascendencia a comportamientos que son jurídicamente relevantes y plenamente eficaces. La postura sostenida encuentra apoyo en doctrina del Derecho Financiero, que siempre distinguió entre dos tipos diversos de traslación. Por una parte, se aprecia la traslación del tributo que el legislador ha contemplado dentro de la relación jurídica tributaria por él creada –obligando o facultando al sujeto pasivo para que traslade el peso del gravamen hacia quienes con él operan- (cuyo modelo es el IVA).  Y por otra parte, destacaron otro tipo de traslación, de nula relevancia jurídica, consistente en los efectos económicos que se verifican en el mercado por la acción del gravamen. Esta traslación sólo les ha interesado desde el punto de vista económico, ya que no está prevista (ni implícita ni explícitamente) en las normas reguladoras de un gravamen (tal vez por las aducidas razones de imposibilidad de su previsión en todos y cada uno de los casos ocurrentes). No resulta aplicable la doctrina del caso “Nobleza Piccardo S.A.” (327:4023). En primer lugar, no puede omitirse que esta causa fue resuelta como de puro derecho, sin que se hubiese demostrado acabadamente por parte del Fisco que la carga económica fue trasladada por el municipio actor en todos y cada uno de los casos, requisito ineludible a su cargo a la luz del precedente mencionado.  Y, por otra parte, pues no debe ser soslayado que en este pleito el actor es un municipio, ente estatal con sustento territorial y de carácter esencialmente público (arts. 5 y 123 de la Constitución y 33 del Código Civil). Ello deja a la luz que su patrimonio está destinado íntegramente a los fines públicos que justifican su existencia, motivo por el cual las razones que justificaron la aplicación de la doctrina contraria basadas en "normas éticas" o en la "buena fe", o bien en "consideraciones de equidad' están ausentes aquí. No corresponde invocar un principio ético a favor del enriquecimiento del Estado Nacional en desmedro del municipio, máxime cuando el primero se ha hecho con los fondos en disputa de una forma que no está legalmente autorizada, y cuando su regreso a quien le pertenecen –municipio- será volcado, por la vía del gasto público, en beneficio de su población.  La demandada sólo controvirtió la admisibilidad de la acción de repetición de ciertas sumas, pero no estuvo en tela de juicio la inexistencia de una deuda tributaria, ya que como el propio Fisco admitió desde las actuaciones administrativas, ese abono fue realizado sin causa, es decir sin que hubiera a su respecto un hecho imponible válidamente realizado. Tal cifra conforma un monto global que fue, in totum, un ingreso indebido y que, como tal, origina en cabeza de quien lo ha recibido –sin derecho- el deber de restituirla, con la indemnización correspondiente, siendo ésta el pertinente interés.


    Municipalidad de Monte Cristo (TF 18706-I) c/ D.G.I.


    M, 282, L. XLVI, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Depósitos y extracciones efectuados en "Letras de cancelación de obligaciones provinciales" LECOP. Demanda del Banco de la Nación Argentina por devolución del impuesto de sellos contra una provincia. Formulario utilizado para realizar la operación bancaria. Realidad económica. Exención del gravamen.


    Asiste razón a la actora cuando afirma que la normativa que regía la operatoria de estas cuentas no contemplaba la posibilidad de realizar giros y transferencias en LECOP, limitándose su función a la "custodia" de esos títulos en una "cuenta comitente" para su posterior devolución al titular de la cuenta o para su entrega a un tercero. Forzoso es colegir que las operaciones analizadas, aun cuando se hayan realizado en boletas pre impresas para giros o transferencias, no se corresponden con estos conceptos, sino que se trata, indubitablemente, de depósitos realizados por un sujeto en beneficio de otro, o hacia otra cuenta del mismo titular; que generan el consecuente crédito por fondo de terceros al que hace referencia la leyenda inserta en cada uno de los instrumentos. Lo expuesto, torna aplicable la exención contenida en el art. 221, inc. 15, del Código Tributario (texto según ley provincial 8.899, vigente durante los períodos de esta causa), para los depósitos y extracciones en entidades financieras. En cuanto a la realidad económica a la cual apela la demandada para intentar demostrar la gravabilidad del acto, basta recordar, como ha señalado la Corte, que en materia de impuesto de sellos dicho principio carece de la relevancia que pueda tener respecto a otros tributos, en razón de que lo que se grava es la instrumentación. Sin perjuicio de ello, tampoco se advierten motivos por los cuales deba dejarse de lado el hecho de que se está en presencia de la instrumentación de depósitos, realizados de acuerdo a las normas de la entidad financiera que regulaban el manejo de las cuentas comitente en LECOP -en las que actora limitó su función a la "custodia" de esos títulos para su posterior devolución al titular de la cuenta o para su entrega a un tercero-, puesto que ello se adecua a la realidad económica de tal operatoria.


    Banco de la Nación Argentina c/ Córdoba, provincia de s/ Acción contencioso administrativa.


    B, 965, L. XLI, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Determinación de oficio practicada sobre el impuesto a las ganancias y al valor agregado. Interpretación del art. 12, ley 23.349. Accesorios, intereses y multa: falta de mantenimiento de los argumentos esgrimidos en instancia anterior.


    El punto 2 del 3° párrafo del inc. a) del -entonces- art. 11 de la ley del IVA estableció en los períodos en que estuvo en vigor, "No' se considerarán vinculadas con las operaciones gravadas ( ...) 2. Las compras y prestaciones de servicios vinculadas con la reparación, mantenimiento y uso de los automóviles a lo que se refiere el punto anterior, con las excepciones en él previstas". Las mencionadas excepciones estaban referidas a aquellos casos en que "la explotación de dichos bienes constituyen el objetivo principal de lo actividad gravada (alquiler, taxis, remises, viajantes de comercio y similares)". Se halla fuera de debate que: 1) la actora se dedica a la fabricación, venta y comercialización de ciertos productos farmacéuticos y medicinales; 2) que realiza sus ventas a través de agentes de propaganda médica; 3) que estos, sin excepción, revisten como empleados bajo relación de dependencia. La excepción que invocaron los tribunales de grado deviene inaplicable para el caso de la actora, toda vez que ella, en sí, no es viajante de comercio ni puede reputarse asimilable a ellos. Aquí no se trata aquí del crédito fiscal que puedan obtener los agentes de propaganda médica por operaciones que ellos realicen en tal carácter, sino de operaciones realizadas por Roux Ocefa S.A., empresa que no es viajante de comercio, ni se puede asimilar a tal categoría bajo punto de vista alguno, como erróneamente lo postularon la actora y las instancias anteriores. Estas directrices son aplicables a la especie, máxime cuando la actora no ha puesto en tela de juicio, en momento alguno, la constitucionalidad de la norma que sustenta el ajuste fiscal. Deviene inoficioso tratar el agravio de la parte recurrente enderezado a cuestionar la referida asimilación de los agentes de propaganda médica a los viajantes de comercio puesto que cualquiera que fuera la conclusión al respecto, ella no incidiría en el resultado de la controversia. Con relación a los accesorios, intereses y la multa aplicados en la resolución determinativa 95/00, no pueden ser atendidas aquí las argumentaciones esgrimidas por la actora en sus presentaciones anteriores a esta instancia, motivo por el que debe también confirmarse el acto administrativo indicado. En efecto, es cierto que es doctrina del Tribunal que, en resguardo del derecho de defensa, la vencedora en la segunda instancia puede plantear, al contestar el memorial de su contraria, aquellos argumentos o defensas desechados en la instancia anterior, que se ha visto impedida de cuestionar por apelación pues, si bien no le eran favorables, tampoco le causaban agravio, desde el punto de vista procesal. Sin embargo, la actora, al contestar el traslado del recurso extraordinario en examen, no mantuvo, como era menester, los argumentos esgrimidos en sus otras presentaciones, vinculados con la existencia de error inculpable debido a la presunta oscuridad de la norma aplicada, hecho que resulta fatal y que sella su suerte adversa también en este aspecto.


    ROUX OCEFA S.A. (TF 18882-I) c/ DGI


    R, 933, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Explotación del juego de azar otorgada en concesión por el Estado a empresas privadas. Impuesto al valor agregado. Exenciones tributarias: deben resultar de la letra de la ley, de la intención del legislador, o de la implicancia de las normas que la establezcan.


    El art. 6°, inc. j., ap. 15, de la ley del impuesto al valor agregado exime del gravamen a: "Los servicios de intermediación prestados por agencias de lotería, prode y otros juegos de azar explotados por los Fiscos Nacional, Provinciales o Municipales o por instituciones pertenecientes a los mismos, a raíz de su participación en la venta de los billetes y similares que acuerdan derecho a intervenir en esos juegos". En este punto es prudente recordar que la primera fuente de interpretación de la ley es su letra y las palabras deben entenderse empleadas en su verdadero sentido, en el que tienen en la vida diaria, y cuando la ley emplea varios términos sucesivos, es la regla más segura de interpretación la de que esos términos no son superfluos, sino que han sido empleados con algún propósito, sea de ampliar, de limitar o de corregir los conceptos. Desde esta perspectiva, se observa que la franquicia se limita a exigir que el juego de azar sea explotado por el Fisco Nacional, Provincial o Municipal, sin distinguir si tal actividad es llevada adelante por éstos en forma directa o indirecta, como sucede en el caso de las concesiones a particulares. Conocido es el principio hermenéutico que enseña que cuando la ley no distingue, no debe hacerlo el intérprete.  Asimismo, no puede quedar al margen de este análisis que, en materia de exenciones tributarias, es constante el criterio conforme al cual ellas deben resultar de la letra da la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan y su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan, ya que la primera regla es dar pleno efecto a la intención del legislador. En base a estas premisas, no es ocioso destacar aquí el distingo realizado por la Corte entre la función del Estado y el modo de proveer a su costo, y la forma en que decide legítimamente ejecutarla, que puede ser recurriendo a relaciones contractuales con otras personas, circunstancia ocurrida en autos. Bajo este prisma, si la concesión es un medio legítimo del cual se puede valer el Estado para llevar adelante una determinada política -como lo es en este caso la explotación de las carreras de caballos-, forzoso es colegir que, ante la ausencia de una disposición legal en contrario la actora no ha de ser marginada de la dispensa en análisis con el único fundamento del empleo legítimo de esa herramienta estatal. En este punto, no es ocioso recordar que la interpretación y aplicación de las leyes requiere no aislar cada artículo sólo por su fin inmediato y concreto, sino que debe procurarse que todos entiendan teniendo en cuenta los fines de los demás y considerárselos como dirigidos a colaborar, en su ordenada estructuración, para que las disposiciones imperativas no estén sujetas a merced de cualquier artificio dirigido a soslayarlas en perjuicio de quien se tuvo en mira proteger, por lo cual se concluye que no puede desconocerse la franquicia establecida por el art. 6°, inc. j., ap. 15, de la ley 23.349 con el aislado sustento de que la explotación del juego de azar ha sido otorgado en concesión por el Estado Nacional o Provincial.


    Asociación gremial de profesionales del Turf (TF 15916-I) c/ DGI


    A, 619, L. XLV, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Impuesto a las ganancias. Cumplimiento de los extremos legales exigidos para una fusión por absorción dentro de un conjunto económico. Art. 77 ley del impuesto a las ganancias. Arbitrariedad: excesivo rigor formal, y falta de derivación razonada del derecho vigente.


    El art. 116 de la ley 11.683 (T.0. 1998) establece la aplicación supletoria de la ley 19.549, cuyo art. 1°, inc. c). consagra el principio de formalismo moderado o informalismo en favor del administrado del cual se deriva que no existen estructuras sacramentales para los planteos de los particulares efectuados en sede administrativa. La mera circunstancia de que la actora no haya comunicado desde el inicio su reorganización bajo la forma del art. 77, inc. c), de la ley del tributo sino que tal notificación fue hecha con posterioridad y en el marco de un recurso de apelación, no puede resultar fatal para su derecho ni obsta a que el funcionario actuante brinden adecuada respuesta a esta petición, aplicando las normas vigentes a los hechos y antecedentes obrantes en la causa. En consecuencia si se considera que el apelante comunicó también su reorganización bajo la forma del art. 77. inc. c), al interponer el recurso de apelación en sede administrativa y que el ente recaudador no ha invocado precepto alguno que imposibilite reconocer efectos jurídicos a lo notificado en esos términos, se advierte que la negativa de la Cámara a atender toda queja respecto de la concreta aplicación de ese precepto al caso de autos se presenta revestida de un injustificado rigor formal, incompatible con el derecho de defensa y con un adecuado servicio de justicia. Lo expuesto torna inoficioso el análisis efectuado en la sentencia respecto del cumplimento de los requisitos fijados en el art. 105. incs. I) y III) del decreto: 1.344/98 toda vez que ellos únicamente se exigen para los supuestos regulados en los incs. a) y b) del art. 77 de la ya citada ley. Ha sostenido V.E. que el art. 73 de la ley 11.682 contempla la situación que resulta de una transferencia de bienes entre distintas sociedades o de la transformación y reorganización de sociedades y consagra la idea del "conjunto económico" como generadora de determinadas consecuencias fiscales. Añadió: "Apuntó esa idea que utilizó por primera vez el decreto-ley 18.211/743 (art. 8), al propósito de evitar revalúos ficticios, amortizaciones indebidas y transferencias simuladas; pero es bueno señalar desde ahora que el "conjunto económico" no pretende ser "sujeto económico", nuevo ente de derecho fiscal ya que la empresa de origen como realidad económico no muda y, como principio, el mayor valor asignado a los bienes en un revalúo técnico contable no es una utilidad concreta y diferida, susceptible de realizarse y de sustraer inversiones al negocio en tanto así no resulte de una efectiva enajenación, que arroje un beneficio gravado. Esta cuestión de la existencia de dos sociedades diferenciadas desde el punto de vista del derecho privado, pero unificadas económicamente, conduce al examen de otro problema: el alcance del concepto de la "realidad económica" específicamente aceptado en la ley 11.683. En la reorganización o transformación de sociedades prevista por la ley 11.682 se atribuye particular importancia al hecho económico frente a las formas, es decir, a la titularidad en el dominio del capital, a la dirección conservada del ente, etc., para evaluar si subsiste la misma empresa (conjunto económico). Desde esta perspectiva es evidente que la solución que brinda la Cámara encierra un excesivo rigor formal y no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa.


    Frigorífico Paladini S.A. c/ A.F.I.P. s/ Demanda


    F, 512, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Impugnación de declaración jurada en impuesto a las ganancias. Gastos devengados: formas de imputación. Interpretación del art. 18 de la ley del impuesto a las ganancias. Año fiscal e imputación de las ganancias.


    En las partes pertinentes, dicho precepto establece que las ganancias del art. 49 se consideran del año fiscal en que termine el ejercicio anual en el cual se han devengado, y agrega más adelante que "Las disposiciones precedentes sobre imputación de la ganancia se aplicaran correlativamente para la imputación de los gastos salvo disposición en contrario”. En tales condiciones, la norma no presenta mayores dificultades hermenéuticas en cuanto a que los gastos se imputan en el ejercicio en que se devengan.  La primera regla de interpretación consiste en respetar la voluntad del legislador y en tal sentido, cabe estar a las palabras que ha utilizado y que esa voluntad es la letra de la ley, cuyos términos deben ser comprendidos en el sentido más obvio del entendimiento común, sin que quepa a los jueces sustituir al legislador sino, aplicar la norma tal como éste la concibió. Asimismo, conviene recordar que tampoco corresponde a los jueces introducir distinciones cuando el precepto no lo hace pues, según el conocido adagio, ubi lex non distinguit nee nos distinguere debemus. En el sub lite se trató de un gasto devengado en el momento en que se incurrió, y correspondía deducirlo íntegramente en el ejercicio fiscal correspondiente a dicho instante. Dos aspectos avalan la postura: por una parte, cuando el legislador prevé excepciones a la utilización del método del devengado, lo hace de manera expresa (arg. art. 18 tercer párrafo, de la ley del gravamen). Cabe destacar que en autos no ha sido invocado en la resolución determinativa de oficio, ni por las sentencias de grado, que se esté frente a alguna de esas excepciones a la regla del devengamiento, contenidas en el citado tercer párrafo del art. 18, que obligaría a imputar los gastos de manera proporcional a la duración de los contratos.  Y por otra, que el precepto bajo análisis contribuye a dar coherencia al mecanismo del tributo, que obliga al contribuyente que debe adoptar el método de lo devengado a que compute con idéntico criterio tanto sus ingresos como sus gastos y deducciones que correspondan. En tal sentido, de acuerdo con la técnica adoptada por la ley del impuesto a las ganancias, es obvio que para el contribuyente que utiliza el sistema de lo devengado como sucede con la actora, las deudas de cualquier naturaleza son deducibles de los créditos ciertos producidos en el mismo ejercicio, aun cuando no hayan sido efectivizados en el mismo modo que las deudas pagadas lo serían de los créditos efectivamente cobrados para quien utilizara el sistema de lo percibido.


    Compañia Tucumana de refrescos S.A. TF 20391-I s/ D.G.I.


    C, 1068, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Ley 24.557 de riesgos del trabajo. Cese en la retención y descuentos de comisiones bancarias realizadas por la AFIP sobre cuotas abonadas por los empleadores. Decreto 823/98. Interpretación de la ley. Principio de reserva de ley en materia tributaria.


    Las entidades bancarias –de cuyas comisiones aquí se trata- actúan como mandatarias del Fisco Nacional para la percepción de los gravámenes que a éste corresponde recaudar. Por lo tanto y en principio, los particulares se hallan al margen de las normas de dicho contrato, respecto del cual son terceros ajenos, lo que incluye los costos de su ejecución. El mentado decreto 823/98 sustituyó nuevamente el art. 2° del decreto 2.741/91, estableciendo en el punto d) que la AFIP, como encargada de la recaudación, fiscalización y ejecución judicial de todo otro aporte o contribución que de acuerdo con la normativa deba recaudarse sobre la nómina salarial -entre ellos los destinados a las ART-, debe transferir automáticamente tales sumas “previa deducción (...) del porcentaje que se determinará mediante Resolución Conjunta de los Ministerios de Economía y Obras y Servicios Públicos y de Trabajo y Seguridad Social, para la atención del gasto que demanden las funciones encomendadas (...)” a la propia AFIP.  En el art. 2° de ese decreto 823/98, se estableció otra detracción independiente, a realizarse con carácter previo a la recién referida, en cuanto dispuso que “La aplicación del porcentaje a que se refiere el artículo 2° del Decreto N° 2741 del 26 de diciembre de 1991, se efectuará previa deducción de los montos que en cada caso correspondan, en concepto de comisiones bancarias de recaudación”. La norma reglamentaria realizó una clara diferencia entre dos tipos de gastos de la AFIP cuya retribución por los beneficiarios pretendía: por un lado “las comisiones bancarias” y, por otro, “los demás gastos que demande a la AFIP la realización de las tareas asignadas”. Al respecto, debe tenerse presente la clara pauta interpretativa de la Corte que postula que la exégesis de las normas debe practicarse sin violencia de su letra y de su espíritu, con el propósito de efectuar una interpretación que no resulte ajena a lo que la ley establece, desde que la primera fuente de hermenéutica de la ley es su letra, a lo que cabe agregar que no resulta admisible una interpretación que equivalga a prescindir del texto legal. Por otro lado, la detracción coactiva que ambos conceptos involucra constituyen un claro y típico supuesto tributario encuadrable bajo el concepto de tasa, de acuerdo con la clara y permanente jurisprudencia de Corte a su respecto, sin que su naturaleza se vea mutada, por la circunstancia de que el servicio retribuido sea prestado por un particular -las entidades bancarias- tal como se sostuvo en la sentencia apelada. La ley 25.345, en su art. 14, ratificó parcialmente el decreto 823/98, y facultó al Poder Ejecutivo Nacional a fijar una comisión de hasta el 0,7% del total de la recaudación correspondiente a los aportes destinados al régimen de capitalización de la ley 24.241 -derogado por la ley 26.425- y de las contribuciones patronales de la ley 24.557. En efecto, tal ratificación legislativa no fue íntegra, ya que, en el segundo párrafo de este art. 14, el legislador expresó que esa comisión se establecía para “la atención del gasto que demande las funciones de la AFIP”, y que quedará a cargo de las ART, quienes lo abonarán previo a la transferencia de los recursos que correspondan, añadiendo que la ratificación del decreto 863/98 se hacía “a este solo efecto”. Se advierte que nada dijo el legislador aquí sobre las comisiones bancarias, erogación diferenciada a los efectos de su detracción. Más adelante en el tiempo, el art. 45 de la ley 25.401 sustituyo, nuevamente el inc. d) del art. 2° del tantas veces modificado decreto 2.741/91, estableciendo, en lo que es pertinente para esta causa, que la tasa para financiar “la atención del gasto que demanden las funciones encomendadas a la AFIP” sería del 0,50%, con excepción de lo dispuesto en el art. 14 de la ley 25.345, y que ello sería realizado luego de la deducción de “las comisiones que cobren las entidades bancarias recaudadoras”. Tanto la citada ley 25.345 como la posterior 25.401 se han circunscripto expresamente a ratificar el tributo establecido por el decreto 823/98 para cubrir “los demás gastos en que incurre la AFIP”, sin hacer mención alguna al que retribuye las comisiones bancarias, hecho que, en atención a la doctrina de la Corte sobre el principio de reserva de ley en materia tributaria (arts. 4°, 17 y 75 -incs. 1° y 2°- de la Constitución Nacional) impide reconocerle validez a la postura de la demandada.


    Boston Cia. Argentina de Seguros S.A. c/ AFIP s/ Proceso de conocimiento


    B, 93, L. XLIV, 11 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Rechazo nulidad de determinación de oficio en el impuesto al valor agregado (IVA). Ley 23.905. Art. 117 y sgtes. ley 11.683: régimen especial de fiscalización. Presunción de exactitud de las declaraciones juradas. Facultad de fiscalizar las declaraciones juradas presentadas por el contribuyente. Período base. Bloqueo fiscal. Interpretación de la ley.


    Por encima de lo que las leyes parecen decir literalmente, es propio de la interpretación indagar lo que ellas dicen jurídicamente y, en esta labor, no cabe prescindir de sus palabras, pero tampoco atenerse rigurosamente a ellas, cuando la interpretación sistemática y razonable así lo requiere. Tanto en el caso de las gabelas de liquidación anual como en aquellas que no lo son, el régimen especial establecido por la ley 23.905 requiere de la constatación de las declaraciones juradas presentadas por el contribuyente en el "periodo base" con una doble finalidad: por un lado, para circunscribir las facultades de verificación de Fisco respecto de los anteriores a aquél y por el otro, para permitirle al Estado extender la presunción de inexactitud de ese "período base" a los restantes anteriores no prescriptos aunque, en este último caso, con las limitaciones fijadas por el art. 125, tercer párrafo, para los tributos que no son anuales. Corresponde dilucidar cuál es el "período base" que delimita el alcance de las tareas de fiscalización en caso de los tributos anuales y de los que no lo son. En el primer caso, será el último período anual por el cual se hubieran presentado declaraciones juradas o practicado liquidaciones con anterioridad al inicio de la fiscalización que, lógicamente, puede o no coincidir con el último ejercicio fiscal vencido dependiendo de si el contribuyente presentó o no su declaración jurada. Para el caso de los tributos que no son anuales, el "período base" abarcará los ejercicios vencidos durante el transcurso de los últimos doce meses calendario anteriores al inicio de la fiscalización en los que se hubieran presentado declaraciones juradas o practicado liquidaciones (art. 117 ley 11.683). Compeler al organismo recaudador a fiscalizar la situación del responsable por los últimos doce ejercicios inmediatos anteriores al inicio de la inspección, para arribar a un resultado que, indudablemente, será infructuoso a los fines del régimen. En efecto, la determinación de oficio que pueda practicarse arrojará un saldo que, al no haber declaraciones juradas presentadas, no podrá ser luego contrastado con la posición del contribuyente, tornando inoperantes las presunciones de los arts. 118 y 120 de la ley de procedimientos tributarios. A la vez, conduce a paralizar al Fisco en el ejercicio de sus facultades, puesto que al no poder efectuar el cotejo que impone el citado art. 118 de la ley se verá imposibilitado para avanzar sobre los periodos anteriores no prescriptos. Esto demuestra también la improcedencia de la tesitura que indica que, en la interpretación de la ley, no debe prescindirse de las consecuencias que se derivan de cada criterio, pues ellas constituyen uno de los índice, más seguros para verificar su razonabilidad y su coherencia con el sistema en que está engarzada la norma.


    Peña, Orlando c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso


    P, 1306, L. XLIII, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Situación frente a un tributo. Ejecución de deuda por el IVA. Alegada excepción de prescripción. Situación de "inscripto" del contribuyente. Art. 56 incs. A) y b) de la ley 11.683. Distinción entre responsables frente al impuesto: remisión a fallos: 325:2600.


    El thema decidendum se circunscribe a determinar si las acciones y poderes del Fisco para exigir el pago del IVA de los períodos fiscales comprendidos entre julio de 1992 y noviembre de 1993, ambos inclusive, se encontraban prescriptos al 1° de noviembre del 2005, fecha de inicio de este expediente. En efecto, el punto que se halla discutido en esta instancia es qué plazo de prescripción corresponde computar para la situación fiscal en que se encontraba el demandado con relación al IVA, si el decenal o el quinquenal, de acuerdo con la ley de rito fiscal.  Está fuera de debate que el contribuyente poseía CUIT y que estaba empadronado ante la AFIP como "exento" con respecto al IV A. Así lo reconoce el Fisco Nacional y cuando expresa que con anterioridad al 30 de octubre de 1998 el contribuyente estaba categorizado como exento en el IVA. Sin embargo, de allí colige, en coincidencia con el juez, que ello equivale a no estar inscripto en ese gravamen. La ley 11.683 distingue en su art. 56, incs. a) y b), con carácter general para todo tributo, entre los contribuyentes inscriptos y los que no lo están, a los efectos de fijarles diferentes plazos de prescripción liberatoria. Su finalidad, consiste en otorgar al Fisco un plazo más prologado, el de diez años, con respecto a aquellos responsables que permanecen ocultos frente a su accionar, sin manifestar ni dar a conocer el desarrollo de actividades gravadas. El contribuyente aquí demandado no puede ser reputado como un contribuyente "no inscripto", en los términos de la referida norma de la ley de procedimientos tributarios, toda vez que se halla fuera de discusión que estaba empadronado en el IVA como exento, constándole a la AFIP en todo momento tanto su situación como la actividad que desarrollaba. No puede inducir a confusión el hecho de que, con anterioridad a la sanción de la ley 25.865, la ley de gravamen contuviese una distinción entre sus responsables clasificándolos como “Inscriptos”, “no inscriptos” o “exentos”, según fuera su posición frente al impuesto. La diferencia entre las dos primeras categorías fue objeto de estudio en el pronunciamiento de fallos: 325:2600, a cuyos términos cabe remitir, siendo menester agregar que la categoría de “sujetos exentos”, comprende a aquellos responsables del gravamen que si bien realizan su hecho imponible se hallan liberados de pagarlo. En tales condiciones, y recapitulando, más allá de que el ejecutado no revistiera frente al IVA como “responsable inscripto”, no puede desconocerse que, en los términos de art 56, inc. a) y b) de la ley 11.683, se encontraba “inscripto”, y con derecho al plazo quinquenal de prescripción allí regulado. En otros términos, el demandado no se hallaba en la informalidad –a la que corresponde el plazo decenal de prescripción- sino debidamente registrado ante la AFIP.


    AFIP - DGI c/ Lascaray, Juan Antonio s/ Ejecución fiscal


    A, 644, L. XLII, 15 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Subsidio abonado por la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires a fin de abaratar la tarifa del peaje. Alcance del IVA sobre el subsidio entregado por ente municipal. Interferencia del poder nacional sobre el local. Principio de solidaridad federal.


    La decisión de subsidiar el peaje fue una decisión política de la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, quien actuó con plena jurisdicción y en ejercicio de un derecho emanado de su naturaleza constitucional, fundado a su vez en el deber de "promover el bienestar general" establecido en el Preámbulo de la Carta Magna. Aplicar el IVA en estas condiciones implicaría aceptar que una actividad gubernativa propia de dicho ente -la concesión de subsidios- podría quedar sometida a la incidencia directa ("direct burden") de un gravamen nacional, lo cual representaría, además del desconocimiento del principio de solidaridad federal, una palmaria interferencia del poder nacional sobre el local, junto a una inadmisible limitación de su autonomía. Cabe recordar, para concluir, que es inveterada jurisprudencia de la Corte que, de acuerdo a las especiales características con que la Constitución Nacional ha revestido la configuración político institucional de naturaleza federal, la regla y no la excepción consiste en la existencia de jurisdicciones compartidas entre la Nación y las Provincias, debiendo en consecuencia ser interpretadas las normas de aquélla de modo que las autoridades de la una y de las otras se desenvuelvan armoniosamente, evitando interferencias o roces susceptibles de acrecentar los poderes de gobierno central en desmedro de las facultades provinciales y viceversa, y procurando que actúen para ayudarse y no para destruirse.


    Covimet S.A. (TF 19404-I) c/ DGI.


    C, 551, L. XLV, 29 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Excepción


    Acción declarativa contra una provincia. Conflicto jurisdiccional entre la Administración de Parques Nacionales y una provincia. Cumplimiento de requisitos del art. 322 del CPCCN. Normas locales interfieren con la finalidad de interés nacional. Establecimiento de utilidad nacional (art. 75, inc. 30 de la Constitución Nacional). Supremacía de la ley 22.351 sobre las normas provinciales.


    En el sublite el ámbito donde se encuentra emplazado el parque es un establecimiento de utilidad nacional, resultándole aplicable al efecto el art. 75, inc. 30) de la Ley Fundamental. En reiteradas oportunidades el Tribunal ha dicho, al interpretar aquella cláusula constitucional, que la competencia del Estado Nacional queda limitada a la materia específica del establecimiento; y que la potestad regulatoria y el poder de policía de la autoridad local subsisten, en tanto su ejercicio no obstaculice directa o indirectamente el fin de utilidad nacional que le fue asignado. A ello debe agregarse que la regla para determinar si tal interferencia se produce consiste en examinar si el ejercicio de la autoridad local menoscaba, encarece o dificulta la realización del interés nacional tenido en mira, aunque la pauta principal a tener en cuenta no es la incidencia -porque siempre incide- sino más bien la compatibilidad que exista entre aquel ejercicio y dicho interés. De acuerdo con tales principios, los actos dictados por la Provincia del Neuquén sobre la base del poder de policía que se atribuye interfieren las facultades que le corresponden al Estado Nacional para la concreción de los fines nacionales regidos por normas federales. Pues existen razones suficientes para concluir que la Provincia del Neuquén carece de facultades para intimar a la Administración de Parques Nacionales a abstenerse de ejecutar cualquier medida que autorice la pesca en dicho parque, a imponer multas por pescar en las aguas ubicadas dentro de él o a la presentación por parte de los propietarios del loteo Meliquina de auditorías ambientales ante la autoridad provincial, pues tales actos interfieren con la finalidad de interés nacional establecida en la ley 22.351. En el sub lite, la Provincia del Neuquén considera que en ejercicio del poder de policía ambiental está facultada para aplicar las normas locales que preservan el medio ambiente en el área que corresponde a los Parques Nacionales. Tal pretensión no resulta aceptable, pues el fin del establecimiento de utilidad nacional, como se dijo, es la preservación del ambiente y en ese orden la única legislación aplicable a dicho ámbito es la dictada por el Estado Nacional. La jurisdicción nacional en materia ambiental es la única que puede ejercerse en ese predio, pues no puede haber concurrencia alguna en cuanto a lo que constituye el fin específico de utilidad nacional, lo cual significa que en ese ámbito corresponde únicamente a la autoridad nacional la jurisdicción exclusiva y excluyente del poder de policía en dicha materia, en tanto ella es lo que hace al objeto mismo de la actividad del establecimiento federal. En virtud de lo dispuesto en el art. 31 de la Constitución Nacional, corresponde reconocer que las previsiones contenidas en materia ambiental en la ley 22.351 tienen supremacía sobre las normas dictadas por la Provincia del Neuquén en ejercicio de su poder de policía, y de existir concurrencia entre una y otra, la primera debe prevalecer sobre la segunda determinando su necesaria exclusión.


    Administración de Parques Nacionales c/ Neuquén, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A, 2517, L. XLI, 14 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen


    Ejercicio Concurrente


    Servicio público de electricidad. Demanda de inconstitucionalidad de ordenanza municipal. Remplazo de postes de madera que sostienen transformadores eléctricos. Poder de policía. Cuestión ambiental, de seguridad y salubridad: facultad concurrente. Fallos: 322:2862.


    La Corte Suprema dejó claro que aun cuando el ejercicio del poder de policía para la protección del ambiente, en el caso de la transmisión y distribución de energía eléctrica –de jurisdicción federal-, debe estar regido por el Estado Nacional, constituye una "facultad concurrente" con la de las provincias en virtud de lo dispuesto en el art. 41 de la Ley Suprema. Por ello, en el sub lite, por tratarse de un conflicto derivado del ejercicio del poder de policía ambiental, de seguridad y salubridad aparecen en conflicto atribuciones del gobierno nacional y de las autoridades locales (municipales) en el marco de las que se denominan facultades concurrentes, las que se evidencian cuando esas potestades pueden ejercerse conjunta y simultáneamente sobre un mismo objeto o una misma materia, sin que tal circunstancia derive violación de principios o precepto jurídico alguno. En la ordenanza 18/02 se prohibió el uso, dentro del ámbito del Partido de Pilar, de postes de madera como soporte para transformadores eléctricos, sobre la base de ponderar el riesgo permanente de accidentes que el peso de dichos transformadores producirán por su caída, como así mismo, la alta peligrosidad de los aceites refrigerantes que se encuentran en aquéllos al ser eventualmente derramados, ocasionando riesgo para la vida de los vecinos y de los alumnos. En ese contexto, no se advierte que las disposiciones de la Municipalidad de Pilar cuya inconstitucionalidad se sostiene, al regular aspectos que hacen a la seguridad y salubridad de los ejidos y protección del ambiente, esté en pugna con las normas federales que reglan los aspectos técnicos de los servicios de energía eléctrica -cuya competencia es exclusiva de las autoridades nacionales-. También debe descartarse la inconstitucionalidad de la ordenanza 18/02 a la luz del contenido de la resolución ENRE 311/01, que la apelante esgrime en defensa de su derecho. En efecto, con arreglo al art. 1° de tal resolución, sus disposiciones constituyen una guía de "contenidos mínimos" sobre el sistema de seguridad pública que deben implementar las empresas distribuidoras, lo cual deja a salvo la facultad incuestionable de las autoridades locales de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, ello, de conformidad con las atribuciones otorgadas por los arts. 41, 121, 122, 123 y 124 de la Constitución Nacional a las provincias y municipios. Corresponde resaltar, de igual modo, que en aquella resolución el ENRE no desconoció las facultades de las autoridades locales para regular esta materia, pues sujetó la actividad de las distribuidoras al cumplimiento de las previsiones tanto nacionales como locales; al imponer a cada concesionaria que desarrolle sus tareas o servicios en condiciones tales de asegurar niveles de riesgos compatibles con la ley 24.065 y demás normas y reglamentaciones nacionales, provinciales y municipales que resulten aplicables (Anexo 1, Sección 2, 2.1. "Alcance").


    Empresa Distribuidora y Comercializadora Norte Sociedad Anónima (Edenor S.A.) c/ Municipalidad de Pilar s/ Acción declarativa


    E, 97, L. XLIV, 23 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Supuestos Particulares


    Marco regulatorio eléctrico. Empresa distribuidora de energía que prestó deficientemente la función técnica del transporte (FTT) a grandes usuarios, ubicados en su área de concesión. Facultad del ENRE para sancionar.


    El ENRE está expresamente habilitado por el marco regulatorio eléctrico para intervenir y resolver conflictos como el que motiva estos autos. En efecto, tal como lo declaró V.E. en Fallos: 329:4438 (con remisión al dictamen de este Ministerio Publico), si está fuera de discusión que la contienda involucra a agentes del MEM, entonces deviene aplicable el art. 72 de la ley 24.065, en cuanto prevé que "toda controversia que se suscite entre generadores, transportistas, distribuidores, grandes usuarios, con motivo del suministro o del servicio público de transporte y distribución de electricidad, deberá ser sometida en forma previa y obligatoria a la jurisdicción del ente ", en cuyo caso, sus actos revisten carácter jurisdiccional (conf. decreto reglamentario 1398/92). Carece de importancia que las redes por donde se desarrolla el transporte pertenezcan al sistema eléctrico provincial, así como la postura que intenta hacer prevalecer EDESAL a partir del art. 11, in fine, de la ley 15.336, porque, para hacer surgir la competencia jurisdiccional del ente regulador nacional, lo determinante es tanto la calidad de las personas involucradas -agentes del MEM- como la materia en disputa, es decir, las condiciones en que se presta la función técnica de transporte, que incluyen obviamente tanto el deber de cumplir con la calidad del servicio como las sanciones que una conducta en contrario puede acarrear. La conducta asumida por EDESAL -al pedir que la Secretaría de Energía de la Nación la autorizara a aplicar las tarifas de su contrato de concesión- implicó el reconocimiento de la competencia de los organismos federales para regular las condiciones técnicas y económicas por la prestación del servicio de la FTT.


    Edesal S.A. c/ Resolución 342/06 - ENRE (Expte. 18375/05)


    E, 183, L. XLV, 30 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Quiebra de entidad crediticia. Ausencia de responsabilidad del BCRA. Ejercicio del poder de policía financiero. Remisión dictamen emitido en la causa "Moroni Funes, Gustavo c/ Banco Feigin S.A. y otros". Conveniencia o no de la instrumentación de criterios políticos en materia financiera o de su aplicación: temas ajenos a la competencia de los jueces.


    El ente de control hizo uso de todas aquellas herramientas que le provee la ley de entidades financieras y su carta orgánica para primero intentar salvaguardar al banco comercial y luego, ante la decisión de sus mismos directivos de autoliquidarse, pedir su quiebra. Las diferentes medidas adoptadas por el órgano de control, sea para el mantenimiento de la actividad bancaria como en su definitivo cierre, son cuestiones eminentemente técnicas cuya evaluación excede la competencia del órgano judicial toda vez que su decisión no escapa a motivos de política financiera y económica y corresponde al BCRA -por delegación expresa de la ley- como titular del poder de policía financiero velar por el sistema en su conjunto con facultades suficientes para valorar los procedimientos y medidas que cada caso requiere y el momento de su dictado. No se comprende cuál fue la conducta que el BCRA debió asumir y omitió según expresa el a quo para fundamentar la responsabilidad del ente rector, máxime, cuando tiene dicho V.E. que las atribuciones que las leyes de entidades financieras otorgan al BCRA, en su carácter de organismo rector de la actividad en cuestión, constituyen potestades cuyo modo de ejercicio es discrecional, con el efecto de no encontrarse aquél obligado al examen pormenorizado de todas las operaciones que se celebren en el mercado financiero. Asimismo, del conocimiento que pueda adquirir el BCRA a través de los informes que deben rendir las entidades sujetas a su fiscalización no puede colegirse que la falta de objeción expresa, traduzca en forma automática conformidad con cada una de las operaciones y, en consecuencia, que le está vedada la revisión y eventual objeción ulterior.


    Fabrizzi, Adriana Rosa y otros c/ Banco Central de la República Argentina s/ Daños y perjuicios


    F, 1295, L. XLII, 11 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Fijación de Precios


    Interpretación de la Comisión Nacional de Comunicaciones sobre la Ley de Emergencia 25.561. Resoluciones CNC 1144/02 y CNC 1307/03: contexto de lo que disponen la cláusula de estabilidad impositiva y normas federales superiores aplicables.


    Los principios de la emergencia pública declarada por la citada ley dieron fundamento a la resolución 38 del 9 de abril de 2002 dictada por el Ministerio de Economía con el fin de evitar que los organismos reguladores adoptaran decisiones que afectasen directa o indirectamente los precios y tarifas de los servicios públicos durante la renegociación dispuesta en la ley 25.561, para lo cual•se ordenó a dichos organismos "... interrumpir los procesos de revisión tarifaria, o cualquier otro mecanismo de fijación de precios y tarifas... " (art. 2°) debiendo "...abstenerse de adoptar cualquier decisión o ejecutar acciones que afecten directa o indirectamente los precios y tarifas de los servicios públicos sometidos a su ámbito de competencia, haciendo observar el cumplimiento de lo dispuesto en los arts. 8° y 10 de la ley 25.561" (art. 1°).  Cabe acotar respecto de esta norma que, aun cuando fue derogada por la resolución conjunta de los Ministerios de Economía y Producción 188 y de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios 44 del 6 de agosto de 2003, se encontraba vigente al momento del dictado de los actos impugnados y constituyó su principal causa.  La profunda transformación de la realidad económica vigente al momento de la sanción de la ley 25.561 permite concluir que la tarifa del servicio básico de telefonía fija no quedó ceñida con exclusividad a las condiciones del pliego y el contrato de transferencia sino que debió sujetarse también a la renegociación contractual impuesta por la ley citada y sus normas complementarias, debido a las nuevas condiciones económicas y financieras imperantes que surgieron del estado de emergencia pública en materia social, económica, financiera y cambiaria declarada en el art. 1° de la citada ley. Ello es así, pues el decreto 293/02 (12/02/02), por el cual se encomendó al Ministerio de Economía la renegociación de los contratos alcanzados por lo dispuesto en el art. 8° de la ley 25.561 que tuvieran por objeto la prestación de obras y servicios públicos -entre ellos el servicio de telecomunicaciones de telefonía básica (fija) (art. 1° del decreto)-, abarcó diversas áreas y "una gran diversidad de cláusulas y mecanismos contractuales de ejecución, tanto en lo que respecta a los derechos y obligaciones asumidos por las partes, como en lo relacionado con el régimen tarifario y pueden ser impactados por la reforma del régimen cambiario de diversas maneras, sea en lo relativo al sistema de fijación y reajuste de tarifas, a las deudas vinculadas con el sistema financiero en la plaza nacional o internacional, a las compromisos de inversión y ejecución de obras, al pago del canon, eliminación de subsidios, compensaciones tributarias, aduaneras o de cargas sociales, alícuotas diferenciales y otros aspectos". En ese contexto forzoso es concluir que, debido al fuerte impacto que, sobre las tarifas del servicio de telefonía básica, produce el traslado de la presión impositiva a los usuarios y consumidores, el numeral 16.9.3 del contrato de transferencia aprobado por el decreto 2332/90 quedó comprendido, junto a otros múltiples factores, en el proceso de renegociación.


    Telecom Argentina Stet France Telecom S.A. c/ E.N.A. Comisión Nacional de Comunicaciones s/ Acción declarativa de certeza.


    T, 62, L. XLVI, 13 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Lealtad Comercial


    Rechazo del planteo de prescripción: finalización del procedimiento o archivo. Facultades que competen a la CNDC.


    Si bien el rechazo del planteo de prescripción no genera la finalización del procedimiento ni su archivo, lo cierto es que escapa a las facultades que competen a la CNDC en tanto decide una situación que no es meramente instructoria. En tales condiciones, resulta inoficioso pronunciarse sobre el tema del quórum para sesionar de la CNDC y la falta de análisis de la resolución SCI 123/08.


    Compañia Industrial Cervecera S.A. s/ Apel. Resol. Comisión Nacional defensa de la compet.


    C, 516, L. XLVI, 16 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Policía Sanitaria


    Demanda contra Municipalidad. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Prohibición de publicidad de los productos del tabaco. Ordenanza municipal 8021, reglamentaria de la Ley provincial 12.342. Presunta violación de normas nacionales y de la Constitución Nacional: manifiesto carácter federal.


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equipararlas a tales, como que haya denegación del fuero federal. Esto es lo que ocurre en el sub lite, puesto que la actora solicitó que se declare la competencia de la justicia federal y ello le fue denegado en la decisión recurrida. En cuanto al fondo del asunto, las cuestiones examinadas en esta causa se asemejan a las que examinó el Ministerio Público en N° 188, L. XLII, “Nobleza Piccardo S.A.l.C. y F.” En efecto, al igual que en el sub lite, en dicho caso se cuestionaba el sentido y alance de una norma local por ser violatoria de varias normas nacionales y de la Constitución Nacional, y se sostuvo que la materia del pleito revestía un manifiesto carácter federal, puesto que lo medular del planteamiento remitía necesariamente a desentrañar el sentido y alcance de dichos preceptos federales, cuyá adecuada hermenéutica resulta esencial para la justa solución de la controversia. Asimismo, toda vez que en este caso la cuestión exige dilucidar si la actuación proveniente de las autoridades locales interfiere -según dice la actora- el ámbito que le es propio a la Nación en materia de poder de policía de salubridad relacionado con los productos derivados del tabaco, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°), de la ley 48, pues versa sobre la preservación de las órbitas de competencias entre los poderes del Gobierno federal y los de las jurisdicciones provinciales, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Nobleza Piccardo SAICYF c/ Municipalidad de Rosario s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    N, 119, L. XLVI, 10 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra Municipalidad. Requisitos de habilitación de establecimientos comerciales. Tasas por servicios de inspección: poder de policía municipal.


    La Corte ha señalado, entre otras en la causa registrada en Fallos: 156:323, que "el régimen municipal que los Constituyentes reconocieron como esencial base de la organización política argentina al consagrarlo como requisito de la autonomía provincial, consiste en la administración de aquellas materias que conciernen únicamente a los habitantes de un distrito o lugar particular sin que afecte directamente a la Nación en su conjunto y, por lo tanto, debe estar investido de la capacidad necesaria para fijar las normas de buena vecindad, ornato, higiene, vialidad, moralidad, etc. de la Comuna y del poder de preceptuar sanciones correccionales para las infracciones de las mismas ...". También ha dicho la Corte que las tasas municipales por los servicios de inspección del cumplimiento de los requisitos de habilitación de establecimientos comerciales, como de los relativos a salubridad, seguridad e higiene entre otros, se inscriben dentro del ámbito de facultades que, por su naturaleza, son propias de los municipios, máxime cuando la aludida pretensión municipal no interfiere en absoluto con el servicio que presta el Correo Oficial ni con las funciones que competen a la Comisión Nacional de Comunicaciones. Por el contrario, los gravámenes cuestionados aluden a aspectos que la dogmática constitucional ha invariablemente reconocido a las provincias y sus municipios en virtud del poder de policía. Diferente es la situación del cobro del impuesto a los ingresos brutos -impuesto a la actividad- porque de ellos sí está exento de su pago el Correo Oficial y resulta aplicable a su respecto la doctrina de la Corte en fallos 324:1127. Sin embargo, a pesar de fundarse la recurrente en dichos precedentes, no caben dudas de que no son los que corresponden al caso de autos toda vez que no se trata aquí del cobro del impuesto antedicho sino del cumplimiento y pago de las tasas típicamente derivadas del poder de policía municipal.


    Correo Oficial c/ Municipalidad de San Isidro s/ Amparo.


    C, 90, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen


    Programa nacional de lucha contra la fiebre aftosa (ley 24.305). Poder de policía sanitaria animal y autoridad de aplicación: SENASA. Validez resolución 624/02. Ejercicio razonable de sus facultades. Inexistencia de ilegitimidad o arbitrariedad.


    De acuerdo a una jurisprudencia invariable de la Corte, la razonabilidad -según el particular significado que a este concepto jurídico se le reconoce en orden al poder de policía y a la materia aquí examinada- quiere decir que las medidas utilizadas por la autoridad pública deben ser proporcionalmente adecuadas a los fines perseguidos por el legislador, así toda vez que tal adecuación exista, es decir, siempre que la actividad estatal restrictiva no aparezca como patente y arbitrariamente desproporcionada con relación al objeto del acto, su revisión jurídica será improcedente. La decisión adoptada por el SENASA de instrumentar la aplicación y comercialización de las vacunas anti aftosa -que se utilicen en las campañas de vacunación sistemática- por medio de los entes sanitarios locales, no aparece como irrazonable o contraria al espíritu de la 24.305. En efecto, la medida dispuesta no aparece en contradicción con la finalidad perseguida por la ley, a saber: la de erradicar con el virus que provoca la fiebre aftosa. La resolución cuestionada se funda en razones de orden práctico y técnico y fue resuelta dentro de la órbita de su competencia (art. 2°, inc. b, de la ley 24.305). La resolución 624/02 no puede ser calificada como manifiestamente ilegitima o arbitraria, pues no se presenta como inadecuada a los fines perseguidos, ni consagra una iniquidad manifiesta.


    Agroveterinaria del Sud S.R.L. y otros c/ S.E.N.A.S.A. s/ Acción declarativa de certeza.


    A, 402, L. XLV, 18 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contravenciones


    Penas Contravencionales


    Ley 18.829 y 22.545. Licencia operadores turísticos. Protección al turismo. Multas. Fondo de garantía. Indemnización contratos incumplidos. Control del Estado. Decreto 2182/72. Cese voluntario de actividad. Preaviso. Inexistencia de arbitrariedad.


    La ley 18.829, con las modificaciones de la ley 22.545, dispuso, como requisito previo e ineludible para la obtención de la licencia de operadores turísticos, "... la constitución de un fondo de garantía en dinero en efectivo, títulos del Estado y/o fianza bancaria a favor del organismo de aplicación que designe el Poder Ejecutivo... reemplazable por un seguro sustitutivo en las condiciones que se determinen u otra garantía equivalente a juicio del mismo" (art. 6°, primer párrafo). Para dar cumplimiento al objeto de este fondo de garantía en cuanto a "asegurar el buen funcionamiento de la agencia y proteger al turista" se previó que "de él se podrán hacer efectivas las multas" aplicadas a las agencias, a cuyo fin se dispuso que, ante cualquier circunstancia en que aquél se disminuyera, debería reponerse dentro de un plazo que no excediera de 30 días (art. 6°, segundo párrafo). Contrariamente a la interpretación que postula el apelante, el término "podrá" empleado en el artículo citado no importa la facultad del Estado para elegir entre aplicar el fondo para hacer efectivas las multas impuestas o darle otro destino que conlleve la protección del turista, sino autorizarle -dentro de la política reguladora del ejercicio del poder de policía del Estado y el orden sancionatorio implícito en él- a que el fondo sea empleado con ese objeto punitivo como modo de protección del turista, que no establece una libre opción de destino a favor del Estado. El art. 9° determina que la autoridad de aplicación debe controlar el funcionamiento de los operadores turísticos, potestad de fiscalización que mantiene durante toda la vida de la agencia y que comprende la aplicación de sanciones, tales como multas y suspensiones, hasta la cancelación definitiva de la licencia. El art. 13 de la ley 18.829 dispone que en los casos de cancelación de la licencia de la empresa y clausura del local por infracción al art. 6°, el saldo del fondo de garantía será afectado para indemnizar los contratos incumplidos. La finalidad de la norma ha sido, en primer lugar, proveer de un resguardo al Estado para que, ante el incumplimiento de los operadores turísticos de las disposiciones legales y mientras las agencias se encuentren en pleno funcionamiento, pueda hacer efectivas las multas aplicadas (art. 6°) y, en segundo lugar, ante la suspensión o cancelación de las licencias, es decir cuando las agencias no se encuentren operando, poder resarcir mediante el empleo de tales fondos, los contratos pendientes de cumplimiento por parte de aquélla. Es el Estado Nacional el que tiene la prioridad para hacer efectivo el fondo de garantía, ya que una vez cubiertas las dos hipótesis anteriormente descriptas, el remanente que quede del fondo será devuelto a la agencia. El art. 16 del decreto 2182/72 dispone que "en el caso de que una agencia resolviera cesar voluntariamente en sus actividades, comunicará esta determinación a la Dirección Nacional de Turismo con tres meses de anticipación por lo menos. Cuando no se respete el preaviso anterior, la Dirección Nacional de Turismo postergará por igual periodo la devolución de los fondos o valores entregados como garantía, a fin de que puedan tomarse los recaudos que se consideren más convenientes para evitar que a raíz de una cesación de servicios de esa naturaleza, se lesionen los intereses de los usuarios, así como el prestigio del turismo argentino”. En el caso de que no existiera remanente, una vez descontadas las multas impuestas (art. 6°) e indemnizados los contratos incumplidos (art. 13), en el supuesto de haberse liquidado la entidad autorizada a operar, el Estado no está obligado a indemnizar a los damnificados. Pues no existe una fianza en sentido comercial prevista contractualmente, ni una garantía legal por la que deba responder el Estado ante los incumplimientos del agente turístico que afecten a los particulares que contratan sus servicios.  Los agravios del apelante deben ser desestimados pues, tal como lo tiene establecido la Corte, no basta con proponer determinada solución jurídica sino que es preciso señalar y rebatir debidamente todos los argumentos sobre los que se apoya la sentencia y demostrar, frente a las consideraciones vertidas por el a quo sobre el punto, que el pronunciamiento adolece de una decisiva falta de fundamentación. Tampoco tienen entidad suficiente para habilitar la instancia extraordinaria los agravios referidos a la arbitrariedad en que habría incurrido la alzada, al omitir considerar hechos notorios y al desestimar la pretensión de responsabilizar al Estado por incumplimiento de su deber de vigilancia y control, en la medida en que se trata de cuestiones de hecho y prueba resueltas con fundamentos idóneos de igual naturaleza que, más allá de su acierto o error, bastan para sustentar los pronunciamientos y excluir, en el caso, la aplicación de la doctrina excepcional sobre arbitrariedad, más aún cuando, también sucede en el caso, el recurso extraordinario se funda en agravios que reiteran argumentos ya vertidos al cuestionar la sentencia de primera instancia, desechados sobre la base de fundamentos que no compete a la Corte revisar.


    De Simone, Eduardo Lorenzo c/ Estado Nacional - Secretaría de Tursimo s/ Daños y Perjuicios


    D, 326, L. XLV, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra Ente Nacional Regulador de la Electricidad. Pretendida inconstitucionalidad de resoluciones 161/06 y 92/03. Multa por incumplimiento de Procedimiento Técnico (PT 11): obligación de informar perturbaciones. Ley 24.065.


    La ley 24.065 prevé que el ENRE, además de hacer cumplir la ley, su reglamentación y disposiciones complementarias, controlando la prestación de los servicios y el cumplimiento de las obligaciones fijadas en los contratos de concesión, podrá dictar los reglamentos necesarios, entre ellos los referidos a normas y procedimientos técnicos a los cuales deberán ajustarse los productores, transportistas, distribuidores y usuarios de electricidad (art. 56, incs. a; b). Del contexto normativo indicado resulta claramente que la ley atribuyó al ENRE amplias facultades no sólo para aplicar las medidas contempladas en el capítulo XV por las infracciones en que hubieren incurrido los terceros no concesionarios (del Estado Nacional), como es el caso de la actora, sino también para dictar las normas de procedimientos que fueran necesarias para aplicar aquéllas, siempre, obviamente, respetándose el derecho de defensa de los interesados. El ente al dictar la resolución citada, contrariamente a lo que sostiene la apelante, no creó nuevas sanciones, sino que se limitó a reglamentar mediante la elaboración de una fórmula, la graduación y el método para hacer efectivas las multas establecidas en la ley 24.065 y así cumplir con el poder de policía conferido por ella. Es decir, que la cuestión de saber si el ENRE tiene facultades para crear por medio de su poder reglamentario sanciones punitorias, no existe en la hipótesis, toda vez que la propia ley 24.065 -en su art. 77- atribuye expresamente a aquél el derecho de aplicar multas dentro del mínimo y máximo que ella señala y la impuesta en el caso a la recurrente por la resolución 161/06 se encontraría -al menos no es un extremo controvertido- dentro del margen autorizado por aquella. Con respecto al segundo planteo, la empresa se hallaba obligada a cumplir con el PT 11. En efecto, cabe precisar que el art. 10 de la resolución SE 159/94 define a la FTT como el servicio de vinculación que cumplen las instalaciones eléctricas que forman parte del SADI (o que estén conectadas con éstas o con instalaciones eléctricas conectadas con éstas últimas), en cuanto comunican físicamente a los vendedores y compradores de energía eléctrica entre sí y con el MEM. El art. 2 establece que son instalaciones superiores de energía eléctrica en la FTT las correspondientes a los niveles de tensión de 132 kv o superiores y el art. 3 aclara que todas las instalaciones eléctricas, en cuanto sirven a la FTT están alcanzadas por el principio de libre acceso no discriminatorio contenido en la ley 24.065. Por todo lo expuesto, no cabe atribuir otra inteligencia a la cuestión en debate que aquella sustentada por la Alzada, en tanto y en cuanto decidió con ajuste a las normas en vigencia y a los hechos de la causa, que el ente estaba habilitado para obrar como lo hizo y que la actora se encontraba obligada a cumplir con las disposiciones del PT 11.


    Empresa Distribuidora de Electricidad de La Rioja S.A. c/ ENRE Resol. 161/06 y 92/03 Expte 14715/05.


    E, 11, L. XLVI, 03 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Responsabilidad del Estado


    Demanda contra el Estado Nacional. Indemnización por daños y perjuicios. Lesiones sufridas en ocasión de prestar servicios para el Ejército Argentino. Remisión al dictamen de la causa "Andrada".


    Las cuestiones planteadas en el sub lite son sustancialmente análogas a las examinadas en el dictamen emitido en la causa O. 254, L. XKIV, "Ocampo, Hugo Luciano c/ Estado Nacional – ejército Argentino- s/ Daños y perjuicios", donde se puso de resalto que aun cuando la situación fáctica que se presentaba difería de las que se configuraron en los precedentes "Leston" y "Aragón", lo relevante de la doctrina allí sentada por V.E. es que establece una diferencia entre los daños de origen accidental y los daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad, declarando con relación a esta última categoría que no resultan aplicables las normas de derecho común. Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en los casos aludidos, se mantiene la opinión vertida en el dictamen emitido en la causa A. 774, L XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ daños y perjuicios".


    García, José Manuel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Argentino s/ Daños y perjuicios


    G, 807, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra Prefectura Naval Argentina. Daños y perjuicios sufridos al trasladarse a una guardia en reemplazo de un compañero. Rechazo de la demanda: exceso de jurisdicción. Sentencia arbitraria.


    Resultan atendibles los argumentos del apelante referidos a que el a quo incurrió en exceso de jurisdicción al rechazar la demanda sobre la base de argumentos que no fueron introducidos oportunamente por la parte interesada, pues el pronunciamiento apelado importa una indebida extralimitación de facultades decisorias del tribunal de la causa, lo que se traduce en un evidente cercenamiento de la garantías constitucionales de la propiedad y del debido proceso de los justiciables. La cámara se fundó en que el hecho dañoso no ocurrió en acto de servicio sino que se trató de un gesto de compañerismo y que el superior no se encontraba facultado para ordenar el reemplazo de la guardia, circunstancias que la demanda sólo invocó en su apelación ante la cámara cuando ya el apelante carecía de oportunidad para rebatirlas. Por otro lado, el tribunal se pronunció sobre la supuesta existencia de cosa juzgada por haber quedado firme el acto que reconoció al actor una indemnización en los términos de la ley 12.992, pese a la ausencia de agravios en tal sentido, circunstancia que importa un menoscabo a las garantías consagradas por el art. 18 de la Constitución Nacional. De acuerdo a lo expuesto, cabe concluir que lo resuelto guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales que se invocan como vulneradas (art. 15 de la ley 48), por lo que corresponde su descalificación como acto jurisdiccional en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias, sin que tal conclusión importe pronunciamiento alguno con respecto a las cuestiones de fondo que se debaten.


    Mansilla, Carlos Alberto c/ Prefectura Naval Argentina s/ Daños y perjuicios - Benef. de lit sin gastos.


    M, 462, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de daños y perjuicios de un sargento conductor motorista. Diferencia entre daños de origen accidental y los que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad. Remisión a lo dictaminado en autos O. 254, L. XLIV, "Ocampo, Hugo Luciano c/ Estado Nacional - Ejército Argentino- s/ daños y perjuicios", y precedentes "Leston" y "Aragón".


    Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por la Corte en los casos aludidos, se mantiene la opinión vertida en el dictamen emitido en la causa A. 774, L XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior – Policía Federal s/ daños y perjuicios".


    Gómez, Enrique Humberto c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Daños y perjuicios


    G, 638, L. XLV, 09 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda por daños y perjuicios sufridos durante desempeño en el Ejército Argentino. Daños sufridos como consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad: inaplicabilidad normas de derecho común. Diferencia con daños de origen accidental. Inexistencia responsabilidad del Estado por su actuación legítima. Remisión a causa L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior – Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios" y al dictamen de causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior- Policía Federal s/ Daños y perjuicios”.


    Las cuestiones que se debaten en el sub lite son sustancialmente análogas a las resueltas por la Corte en la causa L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior – Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios" a cuyos fundamentos y conclusiones corresponde remitir por razones de brevedad. Asimismo, son improcedentes los argumentos vertidos en torno a que la contratación de una empresa aseguradora de riesgos del trabajo en cumplimiento de lo dispuesto por la ley 24.557 importa admitir la responsabilidad del Estado Nacional por los riesgos que entraña la actividad policial. En efecto, además de no haber sido articulados en forma oportuna, no habilitan a modificar la postura sentada por el Tribunal en el citado precedente, en el cual establece una diferencia entre los daños de origen accidental y los daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad, declarando con relación a esta última categoría que no resurtan aplicable las normas de derecho común. Sin perjuicio de que tal so1ución se ajusta a la doctrina sentada por la Corte en torno al objeto del litigio, se remite al dictamen de la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior- Policía Federal s/ Daños y perjuicios”.


    Alfaro, Pedro Gerardo c/ Estado Nacional M° de Justicia Seg. Dcho. Hum Policia Federal s/ Accidente en el ámbito militar y Fzas de seg.


    A, 596, L. XLVI, 05 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda por daños y perjuicios sufridos durante desempeño en el Ejército Argentino. Daños sufridos como consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad: inaplicabilidad normas de derecho común. Diferencia con daños de origen accidental. Inexistencia responsabilidad del Estado por su actuación legítima. Remisión al dictamen de causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior- Policía Federal s/ Daños y perjuicios”.


    Las cuestiones planteadas en el sub lite son sustancialmente análogas a las examinadas en el dictamen de la causa O. 254, L. XLIV, "Ocampo, Hugo Luciano c/ Estado Nacional - Ejército Argentino- s/ Daños y perjuicios", donde se puso de resalto que aun cuando la situación fáctica que se presentaba difería de las que se configuraron en los precedentes "Leston" y “Aragón” lo relevante de la doctrina allí sentada por la Corte es que establece una diferencia entre los daños de origen accidental y los daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas de seguridad, declarando con relación a esta última categoría que no resultan aplicables las normas de derecho común. Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por el Tribunal en los casos aludidos, se remite al dictamen de causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior- Policía Federal s/ Daños y perjuicios”.


    Gonzalez, Anibal Fernando c/ Estado Nacional Ejército Argentino s/ Accidente en el ámbito militar y fzas de seg.


    G, 465, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda por daños y perjuicios sufridos durante desempeño en el Ejército Argentino. Daños sufridos como consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad: inaplicabilidad normas de derecho común. Diferencia con daños de origen accidental. Inexistencia responsabilidad del Estado por su actuación legítima. Remisión al dictamen de causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior- Policía Federal s/ Daños y perjuicios”.


    Las cuestiones planteadas en el sub lite son sustancialmente análogas a las examinadas en el dictamen de la causa O. 254, L. XLIV, "Ocampo, Hugo Luciano c/ Estado Nacional - Ejército Argentino- s/ Daños y perjuicios", donde se puso de resalto que aun cuando la situación fáctica que se presentaba difería de las que se configuraron en los precedentes "Leston" y “Aragón” lo relevante de la doctrina allí sentada por la Corte es que establece una diferencia entre los daños de origen accidental y los daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas de seguridad, declarando con relación a esta última categoría que no resultan aplicables las normas de derecho común. Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por el Tribunal en los casos aludidos, se remite al dictamen de causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior- Policía Federal s/ Daños y perjuicios”.


    Lo Cane Schloszarcsik, Norberto Antonio c/ Estado Nacional Ministerio de defensa EMGE s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    L, 194, L. XLVI, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen


    Daños y perjuicios. Agente retirado de la Policía Federal Argentina. Lesiones sufridas en ocasión de prestar servicios en carácter de policía adicional. Remisión L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios".


    Cabe agregar que los argumentos vertidos en torno a que la contratación de una empresa aseguradora de riesgos del trabajo en cumplimiento de lo dispuesto por la ley 24.557 importa admitir la responsabilidad del Estado Nacional por los riesgos que entraña la actividad policial, además de no haber sido articulados en forma oportuna, resultan improcedentes toda vez que no habilitan a modificar la postura sentada por el Tribunal en el citado precedente, en el cual establece una diferencia entre los daños de origen accidental y los daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad, declarando con relación a esta última categoría que no resultan aplicables las normas de derecho común. Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, mantengo mi opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    Mercado, Rodolfo Humberto c/ Estado Nacional - Min. de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos - Policía Federal s/ Accidente en el ámbito militar y fuerzas de seg.


    M, 381, L. XLVI, 15 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios. Agente retirado de la Policía Federal Argentina. Lesiones sufridas en ocasión de prestar servicios. Remisión L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios".


    Cabe agregar que los argumentos vertidos en torno a que la contratación de una empresa aseguradora de riesgos del trabajo en cumplimiento de lo dispuesto por la ley 24.557 importa admitir la responsabilidad del Estado Nacional por los riesgos que entraña la actividad policial, además de no haber sido articulados en forma oportuna, resultan improcedentes toda vez que no habilitan a modificar la postura sentada por el Tribunal en el citado precedente, en el cual establece una diferencia entre los daños de origen accidental y los daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad, declarando con relación a esta última categoría que no resultan aplicables las normas de derecho común. Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, mantengo mi opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    Mateo, Eduardo Juan c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios


    M, 1056, L. XLV, 11 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios. Fallecimiento de agente de la Policía Federal Argentina en ocasión de prestar servicios. Remisión L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios".


    Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, mantengo mi opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional- Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    Rodríguez, Raquel y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seg. y Derechos Humanos s/ Daños y perjuicios


    R, 50, L. XLVI, 01 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios. Personal del SPF. Lesiones sufridas en ocasión de prestar servicios. Remisión dictamen de la causa O. 254, L. XLIV, "Ocampo, Hugo Luciano c/ Estado Nacional - Ejército Argentino s/ Daños y perjuicios".


    Allí se puso de resalto que aun cuando la situación fáctica que se presentaba difería de las que se configuraron en los precedentes "Leston" (L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios") y "Aragón", lo relevante de la doctrina allí sentada por V.E. es que establece una diferencia entre los daños de origen accidental y los daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones especificas de las fuerzas armadas o de seguridad, declarando con relación a esta última categoría que no resultan aplicables las normas de derecho común. Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, mantengo mi opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    Bravo, Esteban Braulio c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Servicio Penitenciario Federal s/ Daños y perjuicios


    B, 545, L. XLV, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Rechazo daños y perjuicios. Agente retirado de la Policía Federal Argentina. Lesiones sufridas en ocasión de prestar servicios. Remisión L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios".


    Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, mantengo mi opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    Sánchez de Schettino, Mercedes c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos s/ Accidente en el ámbito militar y fuerzas de seguridad.


    S, 520, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Rechazo demanda daños y perjuicios. Lesiones sufridas por agente retirado de la Policía Federal Argentina en ocasión de prestar servicios. Remisión L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios".


    Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, mantengo mi opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    Vallejos, Carlos Antonio c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos y otro s/ Accidente el en ámbito militar y fuerzas de seguridad


    V, 346, L. XLV, 11 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Rechazo demanda daños y perjuicios. Lesiones sufridas por agente retirado de la Policía Federal Argentina. Remisión L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios".


    Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, mantengo mi opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    Yane, Roberto Miguel c/ Estado Nacional M° del Interior Policia Federal Argentina s/ Daños y Perjuicios.


    Y, 16, L. XLVI, 05 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Rechazo demanda interpuesta por agente retirado de la Policía Federal Argentina a fin de obtener una indemnización por lesiones sufridas en ocasión de prestar servicios. Remisión L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios".


    Los argumentos vertidos en torno a que la contratación de una empresa aseguradora de riesgos del trabajo en cumplimiento de lo dispuesto por la ley 24.557 importa admitir la responsabilidad del Estado Nacional por los riesgos que entraña la actividad policial, además de no haber sido articulados en forma oportuna, resultan improcedentes toda vez que no habilitan a modificar la postura sentada por el Tribunal en el citado precedente, en el cual establece una diferencia entre los daños de origen accidental y los daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad, declarando con relación a esta última categoría que no resultan aplicables las normas de derecho común. Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, mantengo mi opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    Guevara, Rubén Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios


    G, 43, L. XLVI, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Responsabilidad del Estado por sus Actos Judiciales


    Desempeño de juez de instrucción militar. Presuntos daños y perjuicios causados por el cumplimiento irregular de sus funciones. Delito de defraudación militar. Prisión preventiva durante la sustanciación del sumario. Competencia de la justicia militar hasta la resolución del conflicto jurisdiccional. Error judicial indemnizable. Procedencia recurso extraordinario: omisión de tratamiento adecuado de la controversia de acuerdo a las constancias de la causa y a las normas aplicables. Sentencia que no constituye una derivación razonada del derecho vigente.


    Es arbitraria la sentencia al responsabilizar al instructor del sumario por "haber obrado contra legem, sin competencia, al prescindir del texto legal que atribuye el conocimiento de la causa a la justicia federal (art. 108 del Código de Justicia Militar, reformado por la ley 23.049)", pues el Consejo Supremo de las Fuerzas Armadas pudo adoptar una de las interpretaciones posibles de aquel texto legal y entender que era competente para juzgar el delito, lo cual descarta además, y consecuentemente, la existencia de error de derecho inexcusable que la alzada endilga al instructor, máxime ello cuando el conflicto jurisdiccional recién fue resuelto por la Corte al momento en que ya se encontraba formalizado el sumario. Asiste razón al recurrente cuando afirma que dicho pronunciamiento fue contradictorio en tanto, por un lado, concluyó en que los trámites de las licitaciones por los cuales se inició el sumario fueron anómalos e irregulares y, por el otro, que la medida por la cual se privó de la libertad a García no se ajustó a los hechos reales. Sólo podría configurarse el error judicial indemnizable cuando se acredita que la decisión que dispone la prisión preventiva resulta objetivamente contradictoria con los hechos que surgen de los autos, o respecto de las normas que condicionan la aplicación de la medida, pues en tales casos media un apartamiento, objetivamente comprobable, de la tarea de hacer justicia a través de la aplicación del derecho. La prisión preventiva es de carácter cautelar y dicha medida provisoria sólo traduce la existencia de un serio estado de sospecha, fundado en los elementos de juicio existentes hasta ese momento. En tal sentido, es necesario tener en cuenta, como expresa el apelante, que el coronel García fue detenido a raíz de habérselo encontrado responsable de conocer y proseguir el trámite de las licitaciones privadas 1073/88 y 1074/88, las cuales se habían conformado falsamente para pagar obras ya ejecutadas y que ello era contrario a las disposiciones de la ley 20.124 y sus normas complementarias, por lo cual su proceder resultaba ilegal haya o no causado perjuicio a la Administración. A fin de determinar si el instructor sumariante incurrió en error, correspondía ponderar la decisión que privó de libertad al accionante, esto es si se invocaron fundadas razones para disponer tal medida. La sola afirmación de la cámara referente a que las anomalías constatadas en las licitaciones mencionadas sólo constituían irregularidades en sentido formal, a mi modo de ver, no aparece fundada en las normas aplicables al caso ni en la valoración adecuada de las constancias de la causa.


    García, Julio Héctor y otros c/ Estado Nacional - Estado Mayor General del Ejército y otros s/ Responsabilidad contractual del estado


    G, 390, L. XXXVII, 06 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Responsabilidad por Hechos o Actos de la Administración Pública


    Alcance e interpretación del marco regulatorio eléctrico. Decreto 2443/92. Derecho de ocupación de dominio público. Rechazo de demanda. Ausencia de responsabilidad del ENRE. Demandado que no constituye el sujeto pasivo de la pretensión esgrimida por la actora. Inexistencia de relación jurídica entre las partes intervinientes en el pleito.


    Las funciones de la Secretaría de Energía en el régimen creado por el decreto 2443/92 quedaba limitada a extender el certificado habilitante que solicitaran los usuarios, a recibir la información de las distribuidoras -previo control de los precios estacionales- remitirla a la Secretaría de Hacienda y, en caso de incumplimiento del usuario respectivo, a autorizar a la distribuidora para que le cobrara las tarifas regulares. Por resolución 159/93, la Secretaría de Energía transfirió al ENRE el control de la aplicación del régimen especial creado por el decreto citado (v. art. 1°), a la vez que le delegó la facultad de extender el certificado habilitante indicado (v. art. 1°) y las funciones de los arts. 3° y 5° de dicho decreto (v. art. 2). A partir de la vigencia de la resolución 159/93, aun cuando el ENRE tuvo la función de controlar la adecuada liquidación del subsidio -además, de su inclusión por la Secretaría de Hacienda en el Presupuesto General de la Nación y su pago por aquélla- ningún deber pesaba sobre dicho ente de controlar la liquidación del tributo municipal o dicho en otras palabras, no había disposición alguna que impusiera al ENRE la obligación de controlar que la distribuidora presupuestara el porcentaje correspondiente al derecho reclamado. La modalidad operativa establecida en el régimen para el pago del subsidio confirma esta tesitura, pues en este caso, era el EPE el que debía remitir la estimación anual para que el ENRE la informara a la Secretaría de Hacienda a los fines de su previsión presupuestaria, al igual que debía hacerlo con la información mensual pormenorizada que le brindara la usuaria Sulfacid S.A. como requisito para su cobro (v. anexo I del decreto 2443/92). La actividad del ENRE se encontraba limitada a recibir del EPE la documentación (v. anexo I acápite III - Obligaciones del Ente Distribuidor, del decr. cit.) y a revisar la información que la distribuidora le enviaba en lo que se refiere a los Términos que surgen del anexo I acápite II - Metodología de Cálculo de la Asignación para Entes Distribuidores (v. decr. cit.), es decir los precios estacionales vigentes en el MEM y, eventualmente, de resultar razonables, aprobar los costos adicionales de distribución declarados, sin tener más obligación que la de una vez efectuada dicha revisión enviar tal información a la Secretaria de Hacienda a los fines de su pago a la EPE. Las relaciones de la EPE con sus usuarios y la municipalidad actora -en tanto no actúen como agentes del MEM- escapan a la órbita jurisdiccional del ENRE. No se verifica que haya existido o que exista relación jurídica alguna que sea fuente de la responsabilidad pretendida por la actora, careciendo ésta de legitimación para exigirle a dicho ente que controle que el municipio perciba sus tributos.


    Monasterolo, Jorge Raúl c/ E.N.R.E s/ Demanda contencioso administrativa


    M, 563, L. XLV, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Servicios Públicos


    Art. 39 de la ley 19.798. Pretensión tributaria local de gravar el uso del suelo, subsuelo o espacio aéreo de bienes de dominio público por quienes presten servicios públicos de telecomunicaciones. Rechazo excepción de incompetencia. Inadmisibilidad recurso extraordinario. Remisión precedentes Fallos: 320:162; T. 197, L. XXVII; T. 125, L. XXXIII; T. 124, L. XXXIV y T.332, L. XLII.


    El recurso es inadmisible, toda vez que las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible, o de tardía reparación ulterior, circunstancias que, como resulta patente, no acaecen en la especie, toda vez que la decisión impugnada fue favorable a la competencia del fuero federal. Resulta aplicable al sub lite la doctrina de V.E. que prescribe que las cuestiones federales se tornan insustanciales cuando una clara y reiterada jurisprudencia, indudablemente aplicable a ellas, impide cualquier controversia seria respecto de una solución, máxime cuando, el apelante no aduce razones que pongan en tela de juicio la aplicabilidad de la jurisprudencia del Tribunal, ni agrega nuevos y serios argumentos que puedan llevar a una modificación del criterio establecido en dichos precedentes, sino que, por el contrario, se limita a esgrimir su discrepancia al respecto insistiendo en que la ley 22.016 derogó el mentado beneficio fiscal.


    Impsat S.A. c/ Gcba - ley 19.798 s/ Proceso de conocimiento


    I, 183, L. XLIV, 07 de junio de 2010


    Ver Dictamen


    Marco regulatorio del gas: ley 24.076. Cargos específicos creados por ley 26.095: naturaleza jurídica. Potestad tarifaria del Estado: facultades del PEN para fijar el valor de los cargos.


    La ley 26.095 nació sobre la base de circunstancias bien puntuales, como fueron el marco regulatorio del servicio de gas que no obliga a las empresas privatizadas a expandirse fuera de lo establecido en sus respectivos contratos, la imperiosa y urgente necesidad de ampliar la capacidad de transporte de energía y el deber del Estado de afrontar las consecuencias económicas de la insuficiencia de la tarifa.  Desde esta perspectiva no surge como manifiestamente arbitraria o ilegítima la creación de los cargos específicos dispuesta por la ley 26.095 para la expansión del servicio de transporte de gas, en la medida de que el incremento liso y llano de las tarifas no se hubiera traducido en mayores inversiones en la capacidad de transporte. El marco jurídico del servicio, aun cuando autorizó a la Administración a aumentar las tarifas para solventar las inversiones necesarias para mantener y expandir la capacidad de prestación ya instalada, no impuso obligación alguna a los concesionarios de transporte de gas de reinvertir el excedente de rentabilidad de mayores tarifas en obras de ampliación que no se comprometieron a realizar en sus respectivos contratos. Por ello, las restricciones en los convenios con las prestadoras, y la insuficiencia de la tarifa fueron los factores determinantes de la creación de los cargos específicos para afrontar el costo de las obras que los concesionarios no estaban obligados contractualmente a invertir. Sabido es que en ejercicio de la potestad tarifaria, para la mejor prestación del servicio dado en concesión y ante acontecimientos que pudieran modificar las bases tenidas en cuenta al contratar, la autoridad de aplicación puede resolver de qué modo será satisfecha la diferencia, a cuyo fin puede aumentar la tarifa o emplear otra forma de financiación del servicio. En ese marco se inserta la posibilidad de financiar el costo de las ampliaciones de la infraestructura de la red de energía mediante los cargos específicos creados por la ley 26.095. Por tal motivo, en cuanto aquéllos se asignan para la construcción de determinadas obras públicas que hacen a la organización del respectivo servicio deben considerarse que tienen naturaleza tarifaria, con la especial característica de que dichos cargos están destinados al repago de obras que serán ejecutadas por el Estado Nacional y no por el concesionario encargado de prestar el servicio. La potestad del Estado de fijar y aprobar las tarifas ha sido reconocida por la doctrina de la Corte al sostener que "En todo régimen de prestación indirecta de tales servicios –es decir, por intermedio de concesionarios-, las tarifas son fijadas o aprobadas por el poder público, como parte de la policía del servicio, lo que no obsta a la existencia de bases fijadas por la ley, o como en el caso de autos, bajo la forma contractual. Naturalmente que el Estado -latu sensu- dispone al respecto de una atribución y no de una mera facultad; o dicho en otros términos, al par que le asiste el poder para hacerlo le incumbe la obligación de hacerlo". También el Tribunal ha reconocido que la potestad tarifaria del Estado, reside en el poder administrador y que ella no se ve afectada por la concesión a particulares de la prestación de un servicio público. La ley 24.076, que calificó a las prestaciones de transporte y distribución de gas natural como servicios públicos nacionales y fijó como objetivos para la regulación de dichos subsectores, entre otros, el de promover la competitividad de los mercados de oferta y demanda de gas natural, y alentar inversiones para asegurar el suministro a largo plazo, atribuyó expresamente al ENARGAS el poder de establecer las bases para el cálculo de las tarifas, con el deber de conformarse al principio general de ser justas y razonables y decidir su aprobación. Por ello, la ley 26.095 vino a complementar el régimen vigente de la ley 24.076, pues la creación de los cargos específicos por aquélla en cuanto estableció un nuevo modo de financiación de las obras de expansión del transporte se tradujo en una modificación tarifaria que la Administración ya se encontraba facultada a realizar en ejercicio del poder que, a tal fin, el marco regulatorio del sector, le había conferido.  Desde la perspectiva expuesta, las facultades atribuidas por la ley 26.095 al Poder Ejecutivo para fijar el valor de los cargos específicos y determinar su asignación entre los distintos fondos fiduciarios constituidos o a constituirse destinados a las ampliación de obras de infraestructura energética no aparecen como manifiestamente arbitrarias o ilegítimas, motivo por el cual deben desecharse las observaciones de carácter constitucional que se fundan en la naturaleza tributaria de tales cargos y en la consecuente violación al principio de reserva de ley que rige en aquella materia.  El art. 43 de la ley 24.076 autorizó al ENARGAS a efectuar distinciones sustentadas en la distinta localización, tipo de servicios u otras razones justificadas en diferencias sociales y económicas, por lo cual el agravio al que se hace referencia por el carácter discriminatorio de la aplicación de los cargos creados que afectarían la garantía de igualdad debe ser desestimado. Por último, los planteos atinentes a la afectación a la garantía de tutela judicial efectiva y al principio de razonabilidad consagrados en la Constitución Nacional, sin fundamentar las razones por las cuales en el caso concreto se produciría una lesión directa a los derechos que a su favor consagrarían esos principios concebidos con alto grado de abstracción y de generalidad, no bastan para constituir un agravio y, en este sentido, el recurso evidencia decisiva falta de fundamentación. No merece mejor suerte la aducida violación al derecho propiedad, toda vez que su examen remite a cuestiones de hecho y prueba ajenas al recurso deducido.


    Establecimiento Liniers S.A. c/ EN - Ley 26.095 - Ministerio de Planificación - Resol. 2008/06 s/ Amparo ley 16.986


    E, 280, L. XLIV, 04 de agosto de 2010


    Ver Dictamen


    Policía Federal


    Personal en actividad de la Policía Federal. Diferencias salariales. Carácter remunerativo y bonificable de adicionales creados por decreto 2744/93. Remisión a lo resuelto en la causa "Oriolo" (Fallos: 333:1909).


    Reyes, Ricardo Leonidas c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    R, 241, L. XLVI, 06 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Rechazo de demanda. Daños sufridos en ocasión de repeler un hecho delictivo. Remisión al fallo de la causa "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior – Policía Federal Argentina s/ Daños y perjuicios".


    Los argumentos vertidos en tomo a que la contratación de una empresa aseguradora de riesgos del trabajo en cumplimiento de lo dispuesto por la ley 24.557 importa admitir la responsabilidad del Estado Nacional por los riesgos que entraña la actividad policial, resultan improcedentes toda vez que no habilitan a modificar la postura sentada por el Tribunal en el citado precedente, en el cual establece una diferencia entre los daños de origen accidental y los daños que son mera consecuencia del cumplimiento de misiones específicas de las fuerzas armadas o de seguridad, declarando con relación a esta última categoría que no resultan aplicables las normas de derecho común. Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por la Corte en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en el dictamen de la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios".


    Gonzalez, Luciano c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Daños y Perjuicios


    G, 709, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Derecho Constitucional


    Poderes Constituidos


    Poder Ejecutivo


    Disminución salarial extendida al sector pasivo. Omisión del tratamiento de un extremo oportunamente alegado y conducente para la recta solución del pleito. Carácter confiscatorio del descuento del haber previsional. Artículo 48 de la ley 8.779 de la provincia de Córdoba: tope de reducción salarial del treinta por ciento. Potestas variandi de la Administración para introducir modificaciones unilaterales de gravamen a las condiciones esenciales en las que transcurre una relación de especial sujeción de las autoridades superiores y de los funcionarios del Poder Ejecutivo. Doctrina de la confiscatoriedad.


    Si bien no se desconoce que, por regla, no son revisables en la instancia federal las resoluciones por las que los superiores tribunales de provincia deciden supuestos llevados a su conocimiento mediante la aplicación de normas de derecho público local, en el caso, no obstante, corresponde declarar procedente el recurso, toda vez que la a quo omitió tratar como es menester un extremo oportunamente alegado y conducente para la recta solución del pleito. Y es que el actor, tanto en sede administrativa como judicial, arguyó el carácter confiscatorio del descuento del haber previsional, haciendo hincapié, incluso, en que fue instrumentado en el marco de la reducción salarial derivada de la aplicación del decreto 1777/95. Incumbe resaltar que lo expresado por el actor, incluso a propósito de la aplicación del decreto 1777/95, encuentra correlato sustancial en el informe expedido por la Caja de Jubilaciones de la Provincia, que la demandada expuso al contestar el reclamo que la rebaja "sólo fue efectuada sobre el cargo de vocal y no sobre los cargos nacionales y que el tribunal de mérito explicitó que no existe desacuerdo entre litigantes en torno a la existencia de la quita operada en los haberes del beneficiario". Frente a ello se erige la abstracta y dogmática aserción de la a quo, en punto a que el tope de reducción salarial del treinta por ciento establecido por el artículo 48 de la ley 8.779 de la provincia de Córdoba "se enmarca dentro de los límites en que es constitucionalmente tolerable la puesta en acto de la potestas variandi de la Administración para introducir modificaciones unilaterales de gravamen a las condiciones esenciales en las que transcurre una relación de especial sujeción de las autoridades superiores y de los funcionarios del Poder Ejecutivo...", y el consecuente aserto referido a que, en ese marco, no se advierte un agravio que permita caracterizar la merma como desproporcionada y vulneradora de los estándares alcanzados y repelidos por la doctrina de la confiscatoriedad.


    White, Nicolas c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Plena Jurisdicción - Recurso de Casación e Inconstitucionalidad.


    W, 51, L. XLIII, 28 de abril de 2010


    Ver Dictamen 

  


  
    capítulo II


    Derecho Civil


    Contratos


    Parte Especial


    Mutuo


    Contrato de mutuo en dólares. Incumplimiento de la deudora: caducidad de plazos. Anatocismo no convenido. Cosa juzgada y preclusión.


    El tribunal de grado incurre no sólo en un exceso ritual manifiesto cuando sostiene que existe cosa juzgada y se encuentra preclusa la posibilidad de debatir el monto del capital inicial adeudado, sino también en un apartamiento en la consideración de extremos conducentes del proceso. El decisorio no abordó la cuestión del anatocismo o capitalización de los intereses en forma expresa, sino que se circunscribió a determinar en líneas generales las pautas conforme a las cuales debía realizarse la conversión a pesos de la deuda, morigerarse los intereses por todo concepto en dicho marco y en el de equilibrio de las prestaciones, nivel de tasas vigentes, sus distintas funciones, estado de la contratación originaria y la regla moral que surge de los artículos 21, 656, 953, 1071, 1198 y ccs. del Código Civil; sin considerar en concreto que las cuotas no canceladas y que conformaban el capital inicial reclamado incluían ya los intereses compensatorios pactados en el mutuo. La sentencia en cuestión sólo pudo tener como consecuencia la continuación del trámite de ejecución (v. Fallos 330:855) -con las precisiones que incluye en materia de pesificación e intereses- pero no conducir a la clausura del debate -propio de la etapa liquidatoria- relacionado con configuración o no del llamado interés compuesto y eventual anatocismo, temas todos ellos cuya consideración omitieron los jueces de la Cámara bajo la apariencia del principio de cosa juzgada. Se omite una adecuada ponderación de aspectos relevantes de la causa, todo lo cual redunda en menoscabo evidente de los derechos y garantías constitucionales de propiedad y debido proceso. Dichas consideraciones, en su sustancia han sido también extendidas al problema de la preclusión. Por todo ello corresponde hacer lugar a la queja.


    Boffi, Miguel Ángel c/ Segovia, María Olga s/ ejecución especial ley 24.441


    B, 834, L. XLV, 16 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Familia


    Filiación


    Hijos Extramatrimoniales


    Acción de filiación. Presunto padre fallecido. Fuero de atracción de la sucesión.


    La actora, madre del menor pretende, mediante el presente proceso, el emplazamiento del menor como hijo y heredero del difunto. La Corte tiene reiteradamente dicho que, en el marco de lo dispuesto por los artículos 3284 y 3285 del Código Civil, la demanda de filiación es una de las acciones personales que deben acumularse al juicio universal de la sucesión (ver Fallos 287:328 y 245:43, entre otros). Y tratándose en el caso de una acción de tal tipo corresponde la intervención del juez nacional a cargo del proceso sucesorio.


    B., M. B. c/ V., J. (sus sucesores) s/ filiación


    COMP, 420, L. XLVI, 09 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de filiación. Medida para mejor proveer. Prueba genética: ADN. Exclusión del vínculo invocado.


    Como consecuencia de la medida para mejor proveer decretada por la Corte Suprema a pedido de la Procuración General de la Nación, se produjeron dos estudios que descartan rotundamente la paternidad alegada, ambas evaluaciones se efectuaron según el protocolo de análisis molecular de ADN.  Dicha prueba, a los fines de establecer la filiación no es una prueba meramente complementaria, sino un método principal y autosuficiente para arribar a una conclusión definitivamente positiva o negativa de tal extremo. Por ello, el resultado obtenido -exclusión del vínculo invocado- tiene, pues, alcance conclusivo. Ante la contundencia de ese contexto, el tratamiento de los agravios vertidos ha devenido inoficioso; por lo que se propiciará sin más el progreso del recurso articulado.


    A., J. E. c/ F., B. s/ Filiación.


    A, 500, L. XXXV, 30 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Patria Potestad


    Sujeto a Cargo


    Operatividad del mecanismo de reintegro de menores: traslado o retención calificados como ilícitos. Convenio sobre aspectos civiles de la sustracción internacional de menores de La Haya -CH 1980-. Obligaciones de los países signatarios. Plazo para emprender las gestiones encaminadas a lograr la restitución internacional. Patria potestad: regulación del sistema español. Informe Pérez-Vera. Presentación de la Oficina Permanente de la HCCH -dependencia responsable de monitorear y analizar el funcionamiento del CH 1980- ante la Suprema Corte de los Estados Unidos in re "Timothy Mark Cameron Abbott v. Jacquelyn Vaye Abbott". Incidencia del mejor interés del niño en el ámbito específico del CH 1980. Reintegro de los menores a la jurisdicción competente.


    Corresponde señalar que el mecanismo de reintegro de menores, en base al Convenio sobre aspectos civiles de la sustracción internacional de menores de La Haya -CH 1980-, opera siempre que el traslado o la retención merezcan la calificación de ilícitos. Dicho carácter ha de determinarse coordinando el alcance de la custodia, atribuida conforme al derecho vigente en el país de residencia habitual del menor, inmediatamente anterior a la ocurrencia del evento (arts. 3° inc. "a" y 13 inc. "a"), con la directiva que emana del art. 5° inc. a), según la cual cualquier custodia -para ser tal en el sentido del CH 1980- debe comprender necesariamente, la facultad de decidir sobre el lugar de residencia. Sin embargo, verificada la ilegalidad del traslado o retención -que, en principio, habilita el regreso inmediato en procedimientos activados dentro del año (art. 12 primer párrafo)-, los países signatarios no estarán obligados a implementar el retorno, si se configurase efectivamente alguna de las hipótesis previstas por los arts. 13 y 20 del CH 1980, esto es: (i) grave riesgo de exposición a un serio peligro físico y psíquico, o de que se coloque al menor, de cualquier otra manera, en una situación intolerable; (ii) comprobación de que el propio menor -con una edad y grado de madurez, de los que resulte apropiado tener en cuenta sus opiniones- se opone al regreso; y (iii) invocación de principios fundamentales del Estado requerido, en materia de protección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales. En el caso, las gestiones encaminadas a lograr la restitución internacional se emprendieron dentro del plazo previsto en su texto. A su vez, surge expresamente del convenio celebrado entre las partes y homologado judicialmente que si bien los hijos del matrimonio, todos menores de edad, permanecerán bajo la guarda y custodia de la madre, es voluntad, asimismo, de ambos cónyuges seguir ejerciendo conjuntamente la patria potestad sobre los hijos, y a este fin se comprometen a tomar de común acuerdo cuantas decisiones importantes puedan afectarles. En este sentido, resulta menester tener en cuenta el criterio establecido en el art. 5° inciso a) del CH 1980, que en materia de derecho de custodia y en el marco de una razonable hermenéutica integradora, excluye la ilicitud del traslado o retención cuando la custodia comprende no sólo la prerrogativa atinente al cuidado de la persona del menor sino, y en particular, la de decidir sobre su lugar de residencia. El sistema español consagra el ejercicio conjunto de los derechos de responsabilidad parental y, frente a la ruptura de la convivencia, permite a los padres celebrar un convenio regulador que contemple -entre otras cosas-, la vigilancia de los hijos y cómo ha de ejercitarse la patria potestad de ambos (v. esp. arts. 90 y 156 de su Código Civil). En el caso, evidentemente las partes mantuvieron un desempeño en común, mediante pacto que mereció la aprobación de la justicia española, conformando un panorama jurídico reglado indudablemente por el CH 1980. En ese sentido, se podrá decir que una de las cláusulas confiere elípticamente a la guardadora, la facultad de fijar el lugar donde vivirán los hijos. Sin embargo, resulta obvio que esa mirada sólo puede aceptarse si se fuerza el contexto normativo -general e individual- antes descripto. Es que, como lo sostiene el progenitor, dejar España para asentarse en otro país, se erige sin vacilación en una de las "decisiones importantes" cuya articulación se estipuló claramente en una cláusula del acuerdo, como derivación natural de la modalidad conjunta en el desenvolvimiento de la función parental. De tal suerte, el título invocado por la demandada carecía de validez inicial, toda vez que no estaba habilitada -en ninguna de las vertientes previstas por el art. 3 in fine del CH 1980- para fijar la residencia de los hijos, fuera del territorio español, sin la anuencia del otro progenitor. Y al hacerlo, fue en detrimento de derechos actuales, relevantes en los términos del CH 1980. Es por esto que en la especie no ha existido con anterioridad o posterioridad al hecho, una aceptación del progenitor, quien -por lo demás- firmó la pertinente solicitud de devolución con una razonable presteza. En esta causa -más allá de que la demandada no ha esgrimido la imposibilidad de acompañar a sus hijos-, ni siquiera se juzga sobre los méritos de la guarda ni, mucho menos, se persigue alterarla. Se trata, precisamente, de reintegrar a los menores -en el contexto especialísimo de un desplazamiento internacional- al entorno que operó como eje de su existencia, hasta la interrupción llevada a cabo por la madre. Los Estados Partes (Argentina y España) han adquirido el compromiso de combatir la sustracción de menores; y -salvo circunstancias singulares, no acreditadas en autos- no deberían abdicar de la obligación contraída ante la comunidad mundial, al abrigo de hechos consumados, generados irregularmente por uno de los progenitores. Es así que el centro de vida no ha de adquirirse tras un traslado ilícito. De lo contrario, el CH 1980 devendría inaplicable, pues el procedimiento concluye normalmente con un nuevo desprendimiento, fruto de la sustracción, de los lazos que hubiese tendido en el país requerido. El Convenio CH 1980 descansa en su totalidad en el rechazo unánime del fenómeno de los traslados ilícitos de menores y en la convicción de que el mejor método de combatirlos, a escala internacional, consiste en no reconocerles consecuencias jurídicas. La puesta en práctica de este método exige que los Estados firmantes del Convenio estén convencidos de que pertenecen, a pesar de sus diferencias, a una única comunidad jurídica en el seno de la cual las autoridades de cada Estado reconocen que las autoridades de uno de ellos -las de la residencia habitual del niño- son en principio las que están mejor situadas para decidir, con justicia, sobre los derechos de custodia y de visita. Por tanto, una invocación sistemática de las excepciones mencionadas, al sustituir la jurisdicción de la residencia del menor por la jurisdicción elegida por el secuestrador, hará que se derrumbe todo el edificio convencional al vaciarlo del espíritu de confianza mutua que lo ha inspirado. Los Estados signatarios han calibrado la incidencia del mejor interés del niño en el ámbito específico del CH 1980, y se han decantado por el procedimiento de restitución como una herramienta del todo coherente con la defensa de ese interés, en la emergencia de una sustracción internacional. Ese reconocimiento -que da un contenido preciso al concepto genérico "interés del menor"-, obliga a refinar exhaustivamente cualquier impedimento a la consecución de sus objetivos. Y puesto que esas aspiraciones son coincidentes con los de la Convención sobre los Derechos del Niño (v. esp.art. 11), integrante del llamado bloque de constitucionalidad de la República, no se encuentro en el ordenamiento argentino ningún imperativo que, para el caso, obste a la restitución. Este temperamento no importará disposición o modificación de la situación jurídica corriente, sino sólo el reintegro a la jurisdicción competente -de la que los menores fueron sustraídos de modo ilegal, con arreglo a las normas internacionales-, donde deberá resolverse en definitiva.


    B., S. M. c/ P., V. A. s/ restitución de hijo


    B, 389, L. XLV, 19 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Derechos y Deberes


    Reanudación del contacto con las hijas menores con su progenitor acusado de abuso sexual en perjuicio de una de ellas. Incidente de supresión de visitas. Discutido mantenimiento de la medida cautelar. Derechos que hacen al interés superior del niño: posibilidad de trato con los progenitores e interrupción de la comunicación en caso de maltrato o abuso. Manifiesta arbitrariedad: restricción indebida del derecho de defensa y principios rectores preteridos.


    Los asuntos atinentes a personas menores de edad, deben solventarse en función de su mayor bienestar.  No es desatinado provocar la inmediata separación del niño respecto del supuesto perpetrador, sobre todo en un plano estrictamente precautorio -sustentado en elementos de juicio presuntivos- que, por definición, carece de exhaustividad. Y esto es así porque la función ordenadora debe desplegarse con presteza, con miras a detener el progreso y la perpetuación del eventual abuso, en un gesto elemental de cuidado hacia seres humanos altamente vulnerables. Y también de prudencia, ya que posponer la cautelar a las resultas de una investigación previsiblemente prolongada, podría importar una desafortunada contribución institucional a la consolidación de un perjuicio irreparable. Por otro lado, si el objeto de la gestión del tribunal se orientara a la realización de un diagnóstico, su práctica fructífera será probablemente inviable, si el niño continuara en contacto con el supuesto agresor. Pero dicho protocolo de trabajo no sólo está prescripto por prestigiosos profesionales de la violencia familiar en el ámbito de la salud. Esa compleja realidad es aprehendida en un sentido similar por la conciencia jurídica contemporánea, en constante progreso, comprometiendo la responsabilidad internacional del Estado argentino. Los jueces locales debieron tener presente -mas no lo hicieron- que la interrupción preventiva del contacto, no está supeditada a la observancia del contradictorio previo; en cambio, puede resultar técnicamente necesaria y admisible, aún en supuestos -como el de autos- donde se ventila la pertinencia de una cautelar innovativa. La Corte local no ha hecho sino reproducir la orientación asumida en las anteriores instancias. Y, en ese orden, ha comenzado por identificar la cuestión como un típico conflicto en torno del régimen de visitas fijado a favor del padre no conviviente, cuando en verdad el quid pasa por el mantenimiento o no de una medida cautelar decretada mediando una denuncia de abuso intrafamiliar. Desde la óptica propia de la violencia familiar y, sobre todo, en un estadio en el que el sistema jurídico sólo reclama de los jueces una convicción de verosimilitud, las carencias estructurales apuntadas tienen una magnitud tal que autoriza a descalificar a la sentencia examinada en razón de su arbitrariedad. Quedaría subsistente como otra variable a considerar, el contenido de los informes técnicos allegados con el escrito inicial en el expediente de supresión de visitas, que confirmaría la ocurrencia de los sucesos invocados. Precisamente, una ponderación global de todos los componentes conforma un panorama que no deberíamos pasar por alto. La probabilidad de ocurrencia del abuso que ellas traslucen ha de ser decisiva, en un momento en el que se está valorando la procedencia de una medida cautelar de interrupción del contacto con el supuesto victimario, pues en este campo tan delicado, la exigencia de una demostración apodíctica contraria no sólo al régimen adjetivo, sino a los principios tutelares sobre los que asienta toda esta área de los derechos humanos. A esa luz, dado que no contamos con una respuesta del cuerpo de peritos de esa Corte, en orden a los aspectos propuestos de dicho cuadernillo, y atendiendo a que las constancias tenidas a la vista no permiten descartar sin más la verosimilitud de la denuncia, ante la eventualidad de que el contacto en estas condiciones resulte dañoso, en este estado, no puede sino mantenerse la suspensión decretada ab initio. El modo de ser de este tramo fundacional de la existencia humana (y del conjunto normativo que lo rige), impone que se busque lo más conveniente para los niños y se arbitren medios eficaces para la consecución de ese designio. La problemática debe ser objeto de un profundo trabajo de esclarecimiento y superación, que fortalezca a las niñas en pos de un crecimiento saludable.  En ese sentido, es de la mayor importancia que el grupo familiar reciba un tratamiento psicológico o psiquiátrico especializado y estable, con participación de la madre de las niñas -en función exclusivamente del auxilio indispensable que toda persona requiere frente a tan arduo panorama-, y de cuya evolución deberá darse cuenta periódicamente al tribunal interviniente, en especial en cuanto concierne a la configuración y progreso de la particular y grave problemática que compromete a las partes y su prole. En segundo lugar, la Convención sobre los Derechos del Niño dirige a los padres la exhortación de tener como preocupación principal el interés del niño. Haciéndose eco de ese imperativo, cabría convocar a ambos litigantes a asumir responsablemente una paternidad respetuosa de la condición personal de sus hijas.


    G., M. S. c/ J. V., L. s/ Divorcio vincular


    G, 2125, L. XLII, 09 de agosto de 2010


    Ver Dictamen


    Matrimonio


    Celebración del Matrimonio


    Cuestión devenida abstracta. Vigencia de la ley N° 26.618.


    Mientras se encontraban los autos a estudio en esta Procuración General de la Nación, ha entrado en vigencia la ley N° 26.618, que habilita la posibilidad de contraer matrimonio entre personas del mismo sexo.


    Vannelli, Alejandro Jorge y otro c/ Registro Nacional de Estado y Capacidad de las Personas s/ Medidas Precautorias.


    V, 43, L. XLV, 09 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Obligaciones


    Responsabilidad Civil


    Ley Nacional de Tránsito: obligación de contratar un seguro de responsabilidad Civil frente a terceros. Ley 17.418: obligaciones del asegurador. Sentencia de condena contra el responsable civil: ejecutable contra el asegurador en la medida del seguro. Ley 20.091: facultades conferidas a la Superintendencia de Seguros de la Nación. Registro de Entidades Aseguradoras (resolución 25.429/97). Arbitrariedad de las sentencias que declararon inoponible al tercero damnificado la franquicia pactada entre la aseguradora y el tomador de conformidad con la resolución 25.429/97 de la Superintendencia de Seguros de la Nación. Naturaleza jurídica y efectos del contrato de seguro de responsabilidad civil. Obligaciones de la aseguradora.


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente admisible, toda vez que se ha puesto en tela de juicio la interpretación y aplicación de normas de carácter federal (ley 20.091, entre otras), como así también la validez de un acto de autoridad nacional (resolución 25.429/97 de la Superintendencia de Seguros de la Nación) y la decisión del superior tribunal de la causa ha sido adversa a los derechos que el apelante funda en ellas. En cuanto al fondo del asunto, procede recordar en primer lugar que la Ley Nacional de Tránsito impone la obligación de contratar un seguro de responsabilidad Civil frente a terceros, transportados o no, por los eventuales daños que pudiera ocasionar el dueño o guardián del automóvil y, asimismo, establece que dicha contratación debe realizarse "de acuerdo a las condiciones que fije la autoridad en materia aseguradora" (art. 68 de la ley 24.449). Por su parte, la ley 17.418 dispone que el asegurador se obliga a mantener indemne el patrimonio del asegurado o del conductor por él autorizado, por cuanto deban a un tercero como consecuencia de daños causados por el vehículo objeto del seguro, por cada acontecimiento ocurrido durante la vigencia del contrato (art. 109) y que la sentencia de condena contra el responsable civil será ejecutable contra el asegurador "en la medida del seguro" (art. 118, tercera parte). Con fundamento en las facultades conferidas por el art. 67, inc. b), de la ley 20.091, la Superintendencia de Seguros de la Nación dictó la resolución 25.429/97 mediante la cual declaró abierto el Registro de Entidades Aseguradoras para aquellas sociedades de seguros mutuos que deseen operar en forma exclusiva en las coberturas derivadas del "Seguro de Responsabilidad Civil de Vehículos Automotores destinados al Transporte Público de Pasajeros" y estableció el modelo de póliza que deben emplear las entidades mencionadas, en el cual se prevé que el asegurado debe participar en cada acontecimiento cubierto que se tramite por la vía administrativa o judicial, con un importe obligatorio a su cargo de $40.000 (v. anexo 11, cláusula 4°). En ese contexto normativo y en atención a las cuestiones propuestas, resulta necesario advertir que la Corte Suprema de Justicia de la Nación, tanto en el sub examine como en otras causas análogas, descalificó por arbitrariedad sentencias que declararon inoponible al tercero damnificado la franquicia pactada entre la aseguradora y el tomador de conformidad con la resolución 25.429/97 de la Superintendencia de Seguros de la Nación, al considerar que se apartaron de las disposiciones vigentes en la materia sin fundamento suficiente y que omitieron tener en cuenta que en pronunciamientos anteriores del Tribunal (Fallos. 313:988; 321:394) se señaló que en el seguro de responsabilidad civil la franquicia pactada en la póliza es oponible al tercero damnificado. En atención a lo expuesto es posible concluir que, de acuerdo con la naturaleza jurídica y efectos del contrato de seguro de responsabilidad civil, la obligación de la aseguradora se limita a mantener indemne el patrimonio del asegurado en los términos del contrato, es decir en cuanto el daño exceda de la franquicia pactada y, por lo tanto, al ser oponible al tercero damnificado el contrato celebrado entre la compañía de seguros y el asegurado, la sentencia no podría, en principio, ser ejecutada contra la aseguradora sino en los términos de la contratación. La resolución 25.429/97, lejos de contrariar o desvirtuar lo dispuesto por el marco legal antes descripto, se ajusta a él en tanto prevé que la obligación de la aseguradora se limita a mantener indemne el patrimonio del asegurado en cuanto exceda de la franquicia pactada y que la obligación de todo automotor de estar cubierto por un seguro para cubrir eventuales daños a terceros debe cumplirse de acuerdo a las condiciones que fija la autoridad en materia aseguradora (leyes 17.418 y 24.449). Si bien es cierto que el ordenamiento jurídico debe tender al resarcimiento integral del damnificado, tal objetivo no puede cumplirse en desmedro de otros principios jurídicos vinculados a la causa de las obligaciones, convirtiendo al asegurador en deudor de la totalidad de los perjuicios que el riesgo pueda eventualmente generar, pues la franquicia fijada opera como un límite de la garantía y, por lo tanto, si se extendieran los efectos de la sentencia a la aseguradora -contrariando lo pactado en cumplimiento de normas expresas- se la estaría condenando a efectuar un pago sin causa (art. 499 del Código Civil). Ello es así, toda vez que las cláusulas que limitan el riesgo asegurable no pueden ser ignoradas en tanto el seguro de responsabilidad civil se instituye en beneficio del asegurado y los terceros sólo pueden aprovechar sus efectos en la medida en que el contrato así lo permita. Por lo demás, el tribunal apelado no logra fundar adecuadamente que el organismo competente hubiera ejercido sus atribuciones de modo irrazonable al fijar el monto del descubierto obligatorio por cada acontecimiento en función de las particularidades del sistema, así como de elementos y circunstancias que involucran a todos sus integrantes. En este orden de ideas, no basta para determinar la irrazonabilidad de la norma con señalar -como lo hace el tribunal apelado- que deudas como la de autos tienen aptitud para provocar algún tipo de crisis financiera en la empresa de transporte al tener que afrontar las condenas hasta la suma de $40.000 y que ello se refleja en una baja probabilidad de ejecución rápida y efectiva por parte de la víctima, puesto que tales afirmaciones sólo traducen meras conjeturas basadas en criterios ajenos al ámbito de jurisdicción al que corresponde ajustarse para resolver el litigio. En efecto, al margen de que no se ha demostrado en la causa la existencia de un perjuicio concreto y actual derivado de la aplicación de la norma cuya validez constitucional se ha puesto en tela de juicio, no parece razonable garantizar una reparación plena de los derechos lesionados ante la supuesta crisis en que se encontraría inmersa la empresa de transporte condenada en autos mediante una solución que importe el apartamiento de elementales normas y principios que rigen en materia de seguro de responsabilidad civil. Una decisión en tal sentido significaría inmiscuirse en funciones propias de las autoridades competentes en la materia que, al contar con la información pertinente, son las que están en condiciones de implementar alternativas válidas que contemplen la viabilidad del sistema y otorguen mayores garantías de cobro a los damnificados. Tampoco resultan admisibles los argumentos expuestos por la Cámara relativos a que la resolución cuestionada cercenaría la libertad de contratar y de configurar el contenido del contrato que pueda prever otro mecanismo de asunción de las deudas, pues la facultad de impugnar la norma sobre esa base únicamente incumbe a la parte perjudicada al ver afectado su derecho a ejercer toda industria lícita y, en el sub lite, ni la aseguradora ni la empresa de transporte han alegado violación alguna al respecto. Por lo demás, en cuanto a la desigualdad que se generaría entre las víctimas respecto de su posibilidad de agregar otro deudor de su obligación, es necesario reparar en que para la existencia de lesión a la igualdad (art. 16 de la Constitución Nacional), el trato no igualitario debe emanar del texto mismo de la norma y no de la interpretación que se haga de ella.


    Nieto Nicolasa Del Valle c/ La Cabaña S.A. y otros s/ daños y perjuicios acc. tran. c/ les. o muerte


    N, 154, L. XLIV, 04 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Mala praxis médica. Defectos en el diagnóstico y tratamiento. Responsabilidad del médico, del nosocomio y del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires.


    La parte actora plantea tres esferas de responsabilidad, a saber: la del traumatólogo que atendió al niño el primer día, la del Director del Hospital y la del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. Respecto del primero de dichos codemandados, no se ha demostrado la concurrencia de ninguna de las situaciones restringidas que, podrían autorizar la intervención correctora de la Corte, en un ámbito claramente circunscripto al derecho común (art. 15 de la ley 48). Es que, la decisión de la Cámara -más allá de su acierto o error-, no excede el límite de lo opinable, en tanto representa una solución posible, a tenor de las circunstancias invocadas y de la prueba producida en autos. Es que, ante un tema como es Ia valoración de la responsabilidad médica, el a quo ha dado una respuesta aceptable, a la que dotó de una explicación suficientemente precisa, congruente con la postura conceptual adoptada. La Sala entendió que no concurría aquí un incumplimiento absoluto de la prestación, con lo que la prueba -a cargo de ambas partes- pasaría por los factores subjetivos de atribución. Distinto es lo que acontece con la responsabilidad atribuida al Gobierno de la Ciudad y al Director del establecimiento. Es manifiesto el déficit lógico que, en estos puntos, exhibe el fallo objeto de examen. La aseveración de falta de culpa del director del Hospital, resulta palmariamente dogmática, puesto que no va acompañada de ningún fundamento que justifique un aserto tan contundente y definitorio de la suerte del pleito en cuanto a este codemandado se refiere, y además no explica por qué se restringe el factor de atribución al campo subjetivo. Respecto del Gobierno de la Ciudad, el fallo no considera que las reiteradas concurrencias al hospital de la parte actora con posterioridad, importe una falta de servicio que lleve a responsabilizar al gobierno de la ciudad. El análisis que realizó se circunscribe al desempeño del médico traumatólogo, omitiendo tratar mínimamente lo acontecido durante los días siguientes, y su eventual repercusión en la responsabilidad de la dirección hospitalaria y del municipio. Por todo ello, se considera que se ha incurrido aquí en un defecto de entidad suficiente como para descalificar el pronunciamiento dictado, en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, por lo que corresponde admitir parcialmente la queja interpuesta, declarar procedente en esa misma medida el recurso extraordinario incoado, y restituir los autos al tribunal de origen para que, por donde corresponda, se dicte un nuevo fallo con arreglo a lo indicado.


    P., O. E. y otro c/ Director Hospital de Niños Pedro Elizalde y otros s/ daños y perjuicios


    P, 971, L. XLIV, 09 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Reducción del monto del resarcimiento otorgado en función de la afección de un menor. Parálisis cerebral en grado de idiocia vinculada con la mala praxis. Quantum de las indemnizaciones: objeto de escrutinio en la instancia de recurso extraordinario federal. Aplicación incoherente y contradictoria de la doctrina del caso "Martínez Manrique". Utilización fragmentaria del antecedente.


    El quantum de las indemnizaciones es un asunto de hecho, prueba y derecho común -reservado, por ende, a los magistrados de la causa-, pero puede ser objeto de escrutinio en esta instancia, ante un supuesto de arbitrariedad. En este orden de ideas, cuando el a quo se atuvo al fallo "Martínez Manrique" para disminuir el importe del resarcimiento otorgado en primera instancia, pero no hizo lo propio a la hora de sostener la denegatoria del daño moral impetrado iure propio por los padres (se recortó la indemnización fijada en primera instancia, en cuanto a la incapacidad sobreviniente, y el daño moral de la víctima, fue apreciado también desde la perspectiva de lo dispuesto en la causa "Martínez Manrique", disminuyendo el importe considerablemente, y teniendo en cuenta que, a la inversa, al resolver in re "Martínez Manrique", la Sala E había reconocido el derecho de los progenitores a peticionar un resarcimiento en concepto de daño moral, circunstancia ignorada por completo por la sentencia en crisis, corresponde considerar que además de ser clara la incoherencia y contradicción en que se incurre, puesto que si el a quo partió de la premisa de que ambas controversias son análogas, atribuyendo a la primera virtualidad suficiente como para condicionar la conformación de las partidas en el presente litigio, también se debió haber explicado adecuadamente los motivos por los cuales resultaba pertinente apartarse ahora de la solución propiciada en aquel expediente -considerado similar y definitorio-, sólo para el juzgamiento de este otro aspecto del asunto. No se trata, entonces, como parece creer, la parte demandada, de un cambio en el criterio legal de la Sala (que, en principio, podría escapar a la calificación de arbitrario), sino de la utilización fragmentaria del mentado antecedente, sirviéndose de una de las doctrinarias allí sentadas, pero ignorando simultánea e injustificadamente otra línea conceptual, que resultaba conducente en el caso a resolver. Luego, y sin que ello implique adherir a una determinada interpretación de los preceptos de derecho común en juego -menester al que no corresponde dedicarse en esta instancia-, el nivel de la inconsistencia puesta de manifiesto justifica la descalificación de lo decidido, no sólo en lo que hace al rechazo de la demanda paterna, sino también al cálculo del daño inferido al menor discapacitado. Pues la construcción argumental formulada por el tribunal de la causa en esta área está vertebrada a partir del caso "Martínez Manrique", cuya aplicación ha venido a quedar cuestionada desde la perspectiva lógica. Por consiguiente, los agravios antes examinados, deben tener recepción favorable.


    B. de G., M. A. y otro c/ Sanatorio Agote y otros s/ daños y perjuicios


    B, 875, L. XLIV, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios. Cobro fraudulento de cheque judicial, entregado a una persona distinta mediante la utilización de documento falso. Responsabilidad de la secretaria del juzgado. Art. 3 de la ley 9667. Sentencia arbitraria: acto jurisdiccional inválido. Interrupción del nexo de causalidad entre el hecho y el daño.


    El pronunciamiento recurrido no satisface adecuadamente el examen de uno de los presupuestos imprescindibles para configurar la responsabilidad civil de la actuaria, cual es la existencia efectiva de nexo causal adecuado entre el perjuicio invocado por el actor, cuya reparación se intenta hacer cargar a la secretaria del juzgado y el hecho generador del evento dañoso. La actuaria verificó la identidad de quien se presentó en el juzgado para retirar el cheque mediante la constatación del documento respectivo -aunque éste era falso lo que era desconocido por aquélla-, extremo que ninguna de las partes discute, ni el a quo desconoce. Dicha circunstancia interrumpe el nexo de causalidad adecuado que debe existir entre el hecho y el daño, en la medida en que, aun cuando se admita la hipótesis de que la actuaria no cumplió satisfactoriamente con su deber de estar presente en el momento del endoso del cheque, esta conducta no resulta suficiente ni determinante para producir el daño que el actor dice haber padecido. El incumplimiento del deber formal ordenado por el art. 3 de la ley 9667 es susceptible de dar lugar a la responsabilidad administrativo disciplinaria de la funcionaria pública -como de hecho ya se estableció, toda vez que fue sometida a sumario administrativo y sancionada con apercibimiento en esa sede- más ello resulta insuficiente para tener por acreditado el cumplimiento de los presupuestos necesarios para hacer procedente la responsabilidad de carácter civil, sobre cuya base se reclama aquí su resarcimiento.


    Acosta Torres, Eulogio c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y otros s/ Daños y perjuicios


    A, 244, L. XLV, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen


    Extinción de las Obligaciones


    Compensación


    Resolución del contrato de compraventa de un inmueble. Supuesta existencia de créditos a compensar. Compensación pactada contractualmente. Falta de acreditación de liquidez y exigibilidad de los créditos. Rechazo del recurso de queja.


    Las manifestaciones de la recurrente referidas a que la compensación fue pactada contractualmente, no logran desvirtuar las premisas sobre las que se apoya la alzada para rechazar tal defensa. En efecto, más allá de la previsión contractual invocada con poca precisión por la recurrente, el tribunal sostuvo que la fallida no demostró que los créditos que se pretenden compensar con el saldo del precio de compra, eran líquidos y exigibles, siendo que la vendedora negó expresamente su existencia. La solución dada por el tribunal, lejos de resultar arbitraria, se aprecia como razonable, teniendo en cuenta que la compensación es un acto jurídico que importa un modo de extinción de las obligaciones según lo prevé el artículo 724 del Código Civil y que el artículo 819 de ese cuerpo legal dispone como requisito para su procedencia que el crédito sea líquida y exigible. Además, en el caso, justamente, se cuestiona la existencia misma de los activos que se pretenden compensar.


    Solari S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de Revisión por Bauen S.A. SACIyC.


    S, 993, L. XLIV, 12 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Sucesiones


    Cesión de Herencia


    Efectos


    Sucesión de bonos de consolidación de la deuda pública provenientes del régimen denominado de Desaparición Forzada de Personas (ley 24.411). Herederos: padres del causante ceden derechos hereditarios en favor de su nuera. Hermanos del de cuyus que requieren ser tenidos como causahabientes. Resolución atacada que incurre en una notable contradicción interna. Fallecimiento como consecuencia del accionar de las fuerzas armadas, de seguridad, o de cualquier grupo paramilitar con anterioridad al 10 de diciembre de 1983. Reparación que implementa el régimen instituido por la ley 24.411.


    La cuestión planteada se suscita a partir del otorgamiento de bonos de consolidación de la deuda pública, por la muerte del causante, en los términos del régimen denominado de Desaparición Forzada de Personas (ley n° 24.411), indemnización que la autoridad de aplicación habría depositado en la Caja de Valores, a la orden del Juzgado que conoció en el sucesorio del nombrado. Al iniciarse los autos, se había presentado la cónyuge supérstite además de los padres del causante, quienes cedieron sus derechos hereditarios en favor de su nuera. Con posterioridad, esta última realizó en sede administrativa el trámite tendiente a obtener la reparación implementada por la norma mencionada. Es entonces cuando los hermanos del de cuyus -fallecidos ya sus antecesores- comparecieron en los autos principales requiriendo, en sustancia, ser tenidos como causahabientes, en orden a que se les acordara el 50% de aquel resarcimiento. Frente a tal solicitud, el tribunal arguyó con el agotamiento del proceso y con la necesidad de cumplir con los requisitos formales que marcan las leyes 24.411 y 24.823; ordenó, pues, que los peticionarios ocurrieran por la vía y forma pertinentes. Sobre esta base, en los términos de la doctrina de la arbitrariedad, la resolución atacada incurre en una notable contradicción interna. La Sala tomó como premisa de su razonamiento, la firmeza de un decisorio anterior -al que atribuyó unos alcances vinculados exclusivamente con el ámbito en el que debía debatirse el cobro- y aunque hizo expreso mérito de sus consecuencias, terminó pronunciándose sobre un aspecto de fondo, para derivar en el rechazo de la legitimación de los apelantes. Ello equivale a decir que, mientras que por un lado se reafirmaba que los interesados deberían ocurrir por la vía y forma, en el mismo discurso se vino a cerrar toda posibilidad de demandar. Discordancia ésta de singular seriedad, si se tiene en cuenta que por ese cauce, se ha consagrado la pérdida del derecho. Asimismo, la resolución impugnada realiza una lectura prescindente del precepto que rige el caso, cuyos alcances había sentado esa Corte con anterioridad. En efecto, en el precedente de Fallos: 330:2304, se estableció que, producido el fallecimiento como consecuencia del accionar de las fuerzas armadas, de seguridad, o de cualquier grupo paramilitar con anterioridad al 10 de diciembre de 1983, la reparación que implementa el régimen instituido por la ley 24.411 "... no le es otorgado al fallecido, ni éste lo percibe a través de sus causahabientes. Por el contrario, son estos últimos los beneficiarios pues, como bien lo sostiene el señor Procurador Fiscal subrogante, ninguna acción o derecho puede nacer sino en cabeza de personas vivas...". Por ende, si aquel fuera el supuesto fáctico de autos, y la indemnización correspondiera a los herederos del causante por derecho propio y no iure hereditatis, la cesión celebrada oportunamente carecería de virtualidad a los fines de la distribución pendiente. Cabe recordar que los jueces están obligados a abstenerse de toda inteligencia que equivalga a vaciar de contenido a la norma aplicable, criterio que en la especie se ha soslayado, puesto que la Sala llegó sin más -y, por tanto, dogmáticamente- a una conclusión, sin darle condigna explicación en el contexto de la ley 24.411. Y, al así hacerlo, desconoció también la secular directiva de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en cuanto a que los tribunales deben conformar sus decisiones a los parámetros elaborados por ese alto tribunal. Por otra parte, la Cámara omitió considerar la alegación principal que, precisamente, giraba en torno a la ley 24.411 y a la significación que le acordó esa Corte. Es cierto que el discurso judicial no debe necesariamente seguir a las partes en sus invocaciones jurídicas, haciéndose cargo de todos y cada uno de los elementos argumentativos o probatorios traídos al expediente. Pero, en la especie, es claro que -sin dar razón plausible- el tribunal ignoró este punto relevante, realizando un recorte de los componentes de la situación jurídica, que puede tenerse por arbitrario.


    Bello, Alberto s/ Sucesión Ab Intestato.


    B, 1230, L. XLIV, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Derechos Reales


    Hipoteca


    Subasta de un inmueble. Intervención del acreedor hipotecario. Depósito correspondiente a la deuda garantizada con hipoteca.


    Asiste razón al recurrente toda vez que el a quo para, en definitiva, denegar la petición del acreedor hipotecario a fin que el adquirente y ejecutante depositara el importe correspondiente a la deuda garantizada con hipoteca en primer y segundo grado, soslayó las particularidades del proceso en el que el banco acreedor compareció en el juicio en los términos del artículo 300 del Código de Procedimientos Civil y Comercial local acreditando dicho gravamen, sin que haya sido controvertido su derecho. El fundamento expuesto por el superior tribunal provincial relativo a que el apelante no rebate los argumentos expuestos en las anteriores instancias en cuanto a que el artículo 300 del Código de Procedimientos Civil y Comercial de la Provincia establece que la intervención del acreedor hipotecario se limita a los fondos producidos en la subasta, no da respuesta a los planteos del banco acreedor, que, justamente, de conformidad con tal norma, compareció y acreditó sus privilegios. En tales condiciones, resultaba necesario explicar las razones que motivaron la alteración del orden de cobro dispuesto por las disposiciones de la legislación de fondo.  Así, los agravios del recurrente, no importan meras discrepancias con lo resuelto por el superior tribunal provincial, sino que se apoyan en argumentos conducentes no evaluados adecuadamente.


    Foresi, David Eduardo c/ Fabio de Segantini, Edith del Valle s/ Ejecutivo


    F, 292, L. XLV, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen


    Parte General


    De Las Personas


    Personas Físicas


    Conflicto de competencia. Internación: juez competente para el control legal. Eficacia de la actividad tutelar. Debida vigilancia judicial. Custodia y promoción activa de los derechos fundamentales del insano.


    Toda vez que el interesado está alojado en un establecimiento sito en San Miguel, Provincia de Buenos Aires, resulta aconsejable que -propendiendo a una mayor eficacia de la actividad tutelar-, sea el Tribunal del Fuero de Familia provincial, el que lleve adelante el pertinente control legal. Por otro lado, se advierte que los tribunales comprometidos en el conflicto de competencia han priorizado este último aspecto en detrimento de la debida vigilancia judicial que, en los hechos, se encuentra suspendida, puesto que no se formó un incidente para realizar el seguimiento de la situación hasta tanto se defina la disputa. En consecuencia, en orden a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales del causante, resulta imprescindible recomendar que tanto el juez como el Ministerio Público de la Defensa que hayan de actuar, arbitren los medios para que con suma urgencia se efectúe un examen médico-forense acerca del estado de salud del causante, y de la necesidad de continuar el tratamiento con internación. De ser así, deberá evaluarse la adecuación de la casa terapéutica a los requerimientos de aquél, y, en el futuro, actualizarse con una frecuencia razonable los reportes institucionales, los controles médicos y ambientales, y el contacto personal del juez con el causante.


    S., R. M. s/ Internación.


    COMP, 509, L. XLVI, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Procesal Civil y Comercial


    Parte Especial


    Procesos Especiales


    Privación de reconocimiento del carácter de herederos universales. Reclamo de impedimento de la recomposición del acervo hereditario: improcedencia. Supuesto ocultamiento patrimonial: juicio de simulación. Determinación de la jurisdicción. Convención sobre conflictos de leyes en materia de sociedades mercantiles: carácter ajeno al proceso que determina de la competencia para conocer en un expediente sucesorio. Incorporación de bienes a la masa relicta. Domicilio efectivo: prevalencia del lugar indicado en la partida de defunción.


    Al individualizar el gravamen que les inferiría el fallo en función del interés particular afectado, los recurrentes insisten en que se los priva del reconocimiento de su carácter de herederos universales y se impide "... la recomposición del acervo hereditario... ocultado en el entramado societaria pergeñado en [su] perjuicio... ". Sin embargo, el tribunal nada dijo acerca de la composición de la masa relicta ni desestimó la condición invocada por los eventuales sucesores, limitándose a juzgar sobre la competencia atribuida a los jueces nacionales, al solo efecto del proceso sucesorio. Por lo demás, de atenerse a lo manifestado por los propios apelantes, la cuestión del supuesto ocultamiento patrimonial se ventilaría en un juicio de simulación, en trámite ante la justicia nacional en lo civil. En consecuencia, habida cuenta de que los interesados no invocan su imposibilidad de contar con otras vías de acceso a la justicia, el pronunciamiento atacado no clausura irreversiblemente el ejercicio del derecho a la jurisdicción, con privación internacional de justicia y en desmedro de la garantía de la defensa en juicio consagrada por la Carta Magna. Desde esta perspectiva, recurso no debe prosperar. Asimismo, del relato hecho por los apelantes acerca de las vicisitudes del supuesto acervo yacente, se confirma la razonabilidad del argumento (titularidad en cabeza de terceras personas), empleado por los jueces para descartar la virtualidad en el caso de las directivas contenidas en los arts. 10 y 11 del Código Civil. Entonces, cualquier pretensión que ponga en tela de juicio ese status jurídico, debe someterse a un proceso de conocimiento, ajeno por cierto al ámbito del sucesorio, no contradictorio por definición. Tal es, por otra parte, el temperamento que habrían adoptado los quejosos. Así las cosas, la radicación de aquellos bienes -que no están a nombre del causante- no puede resultar, en este estado, una referencia idónea para determinar la jurisdicción que ha de intervenir en la sucesión. Esta constatación sirve, asimismo, para prevenir acerca de que -sin desmedro de los alcances que pudiere tener en el juicio por simulación- la Convención sobre conflictos de leyes en materia de sociedades mercantiles, de la que pretenden valerse los recurrentes, es claramente extraña a la cuestión concreta que debe dilucidarse en autos, circunscripta a la determinación de la competencia para conocer en un expediente sucesorio. Por ende, la Corte Suprema no está llamada a interpretar ese instrumento internacional, en los términos del art. 14, inc. 3°, de la ley 48. Adicionalmente, la incorporación de bienes a la masa relicta, no puede venir en este caso por la vía del juicio sucesorio, sino mediante una eventual victoria en acciones contenciosas, triunfo que -de producirse- engrosará la herencia, independientemente de la jurisdicción que intervenga en dicho sucesorio. Luego, no se percibe qué incidencia hubiera tenido en la solución del artículo, la consideración de este aspecto. Por otro lado, la lectura del escrito de apelación revela que en ningún momento se demuestra la hipótesis del centro de vida del causante situado en Buenos Aires, en función de que aquí se afincasen la familia y el control del conjunto económico del extinto. En esta misma línea, la apelación no se hace cargo del elemento esencial del discurso de los jueces, esto es, que desde 1994 el causante vivió en Paraguay y que entre los años 1999 y 2000 -en la época inmediatamente anterior al deceso- entraba y salía del país con gran frecuencia, pero permanecía en él muy escasamente. Por lo cual, frente a la ausencia de prueba contundente en torno al domicilio efectivo, debe prevalecer el lugar indicado en la partida de defunción.


    Goberman, Carlos Adolfo s/ sucesión ab intestato


    G, 589, L. XLV, 09 de abril de 2010


    Ver Dictamen 

  


  
    Capítulo III


    Derecho Comercial


    Sociedades


    Generalidades


    Uniones Transitorias de Empresas


    Reintegros anticipados de crédito fiscal por IVA que la actora devolvió, luego de haberlos cobrado, como consecuencia de la intimación cursada por el organismo recaudador. Contrato de unión transitoria de empresa (UTE): titular de crédito fiscal correspondiente al impuesto al valor agregado. Limitada personalidad tributaria que desaparece con su disolución. Ausencia del carácter de sujeto pasivo del impuesto a las ganancias. Interpretación de normas: en armonización con el ordenamiento jurídico.


    La UTE no revista como contribuyente en el impuesto a las ganancias por los resultados obtenidos, sino que cada componente liquidará y pagará el tributo proveniente de incorporar, en su patrimonio, las rentas producidas por la actuación de aquélla. La ley 23.765 ha conferido a la UTE una acotada subjetividad de derecho, restringida al IVA, como ya lo ha señalado V.E. en Fallos: 326:353 (en especial, cons. 5° y 7°), lo que contribuye a simplificar la mecánica de liquidación y pago de este tributo. Esta limitada personalidad tributaria desaparece con la disolución de la UTE, momento a partir del cual es forzoso colegir que los créditos fiscales de IVA asignados durante el lapso de su acotada vigencia deberán seguir idéntica suerte que el resto de sus resultados, de sus ingresos y de sus gastos (cfr. art. 378, inc. 8°, ley 19.550). Esto conduce a admitir que el saldo a favor del primer párrafo del art. 24 de la ley del tributo deberá pasar definitivamente hacia sus componentes, en lo que constituye una consecuencia propia de la naturaleza transitoria de la unión (art. 377), limitada a la duración de la obra que constituye su objeto (art. 378, inc. 2°). A la luz del carácter transitorio de la unión y la acotada subjetividad de derecho restringida al IVA, atributos ambos configurados por el legislador nacional- los créditos fiscales de IVA deben recibir similar tratamiento que el resto de sus resultados, de sus ingresos y de sus gastos, pasando a sus componentes luego de su disolución (arg. art. 378, inc. 8° ley 19.550). En la interpretación de las normas impositivas debe atenerse a su fin y a su significación económica, a la verdadera naturaleza del hecho imponible y a la situación real de base, con prescindencia de las formas y estructuras elegidas por el contribuyente a fin de lograr la necesaria prevalencia de la razón del derecho sobre el ritualismo formal, sustitutivo de la sustancia que define la justicia, aprehendiendo la verdad jurídica objetiva. Las normas han de ser interpretadas considerando armónicamente la totalidad del ordenamiento jurídico y los principios y garantías de raigambre constitucional, para obtener un resultado adecuado, pues la admisión de soluciones notoriamente disvaliosas no resulta compatible con el fin común tanto de la tarea legislativa como de la judicial. Ello así porque no debe prescindirse de las consecuencias que naturalmente derivan de un fallo toda vez que constituye uno de los índices más seguros para verificar la razonabilidad de la interpretación y su congruencia con el sistema en que está engarzada la norma. Los miembros de la UTE se encuentran legalmente habilitados para computar los saldos técnicos de IVA no empleados por ésta luego de su cese, que ellos han debido sufragar en su carácter de componentes (art. 378, incs. 6° y 8°, ley 19.550). Una respuesta negativa, que impida definitivamente todo uso de esos créditos fiscales y conduzca irremediablemente a su pérdida, no aparece entonces como una derivación razonable de la acotada subjetividad pasiva de la UTE frente al IVA, simultáneamente congruente con las obligaciones de sus miembros de contribuir al "Fondo Común Operativo", sufragar las actividades comunes y participar en los gastos de la unión. Más aún, cuando se advierte que en una hipotética situación contraria, -esto es, cuando el saldo técnico de la UTE al momento de su cese sea favorable al Fisco por ser mayores los débitos que los créditos fiscales-, el IVA resultante a favor del ente recaudador no se pierde, sino que serán esos componentes los que deberán aportar lo necesario para su cancelación, en cumplimiento de lo dispuesto por el art. 378, incs. 6° y 8°, de la ley 19.550.


    Cerro Vanguardia S.A. c/ A.F.I.P. s/ Demanda de repetición


    C, 1657, L. XLIV, 03 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 

  


  
    Capítulo IV


    Derecho Constitucional


    Declaraciones, Derechos y Garantías


    Derechos


    Enumerados


    Daños y perjuicios. Libertad de expresión y prensa. Derecho al honor e intimidad. Difusión en medios de comunicación masiva. Causa penal en trámite que no se tuvo en cuenta para resolver. Sentencia arbitraria.


    Aún de coincidir por hipótesis con la postura de la Sala, en el sentido de que el caso está regido por el derecho común, ajeno en principio a la intervención federal, si el tribunal superior de la causa, sin dar razones plausibles, aborda parcialmente la cuestión o prescinde de uno de los parámetros contenidos en la cláusula legal que juzgó aplicable, con afectación de derechos amparados por la Carta Magna, procederá la apertura de la instancia extraordinaria. Al desviarse injustificadamente de la pauta específica que se corresponde con el enfoque al que adhirió el fallo impugnado -sin perjuicio de su acierto o error-, se ha incurrido en una desconexión lógica que entraña arbitrariedad. Los jueces reconocen el lugar principalísimo que ocupan las libertades de expresión y prensa en un esquema democrático, superando a la mera prohibición de censura previa, en orden a prevenir las restricciones indirectas, provenientes de la amenaza de sanciones ulteriores.  Sin embargo, hacen prevalecer la tesis de que en las disputas referidas al honor, identidad e intimidad que se ventilan en los medios de comunicación, no siempre está comprometida aquella garantía. Y dejan sentado que esas libertades no son incompatibles con el resguardo de la dignidad de los particulares, que impide la propagación de imputaciones susceptibles de dañar injustificadamente. En el balance entre expresión de ideas y dignidad personal, para ser resarcible el daño debe ser injustificado. Empero no se relaciona esa condición con las circunstancias específicas que originaron este proceso. Tampoco se pregunta, a la luz del curso de la causa penal sobre homicidio, por la regularidad del ejercicio del derecho a la libre manifestación del pensamiento, en función de la posible razonabilidad o no de una sospecha -aspecto este último, vale señalar, al que se refieren los jueces con alcance difuso- cuya comunicación pública prestó asidero a la condena. El encuadre jurídico del decisorio impugnado se focalizó, entonces, en la óptica de la responsabilidad civil, sin explicar con precisión -más allá de los conceptos genéricos aludidos precedentemente-, su designio de tratar el supuesto, prescindiendo de las herramientas de cuño constitucional.


    Hurtig de Bartoli, Irene c/ Murray de Prilick, Susana s/ Daños y perjuicios


    H, 128, L. XLIV, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Sistema de refinanciación hipotecaria. Art. 6° de la ley 25.798: distinción entre acreedores del sector financiero y del sector privado. Constitucionalidad: trato legal igualitario a quienes se hallan en una razonable igualdad de circunstancias.


    El Máximo Tribunal al declarar la constitucionalidad del régimen de refinanciación sostuvo que la distinción que hace el sistema creado por las leyes 25.798 y 25.908 y su decreto reglamentario 1284/2003, en lo que atañe al ingreso de los distintos tipos de acreedores, no vulnera la garantía de igualdad ante la ley pues responde a una diferenciación entre situaciones jurídicas diversas. Agregó que dicha garantía radica, según la doctrina del Tribunal, en consagrar un trato legal igualitario a quienes se hallan en una razonable igualdad de circunstancias, no impidiendo que el legislador contemple en forma distinta situaciones que considera diferentes, en tanto dichas distinciones no se formulen con criterios arbitrarios, de indebido favor o disfavor, privilegio o inferioridad personal, de clase o de ilegítima persecución. Criterio que mantuvo al pronunciarse exclusivamente sobre la constitucionalidad del artículo 6°, señalando que los términos de la norma permitían inferir que la intención del legislador ha sido que el ingreso al sistema de refinanciación hipotecaria no fuese compulsivo, pues de lo contrario hubiese dejado dicha decisión librada a la voluntad de los contratantes por lo que, obligar a la entidad financiera a someterse al sistema, implicaría para el Tribunal erigirse en legislador creando un supuesto que la ley 25.798 no contempla. Asimismo, el grado de acierto o error, mérito o conveniencia de la solución adoptada por otros poderes –en el caso el otorgamiento de facilidades a deudores hipotecarios vinculados por una relación jurídica distinta de la que originó la presente ejecución- constituyen puntos sobre los cuales no cabe al Poder Judicial pronunciarse, en la medida en que el ejercicio de las facultades propias de aquéllos no se constate irrazonable, inicuo o arbitrario.


    Maraschi, Roberto Rubén c/ Ena y otro s/ Amparo Ley 16.986.


    M, 988, L. XLV, 01 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo contra el Estado y una provincia. Comunidades indígenas San José –Chustaj Lhokwe y Chuchuy- de la Provincia de Salta. Demarcación, titularización y reconocimiento de la propiedad. Derecho a la tierra, a la identidad y a la diversidad. Art. 75 inc 17 de la Constitución Nacional. Competencia originaria de la Corte.


    El proceso constituye una "causa indígena" que debe encuadrarse dentro del art. 75, inc. 17, de la Constitución Nacional, en cuanto consiste sustancialmente en que ambos estados -provincial y nacional- le reconozcan a la comunidad indígena su derecho de propiedad sobre las tierras ocupadas por ellos históricamente.  Por ello, lo medular del planteamiento que se efectúa remite necesariamente a desentrañar el sentido y los alcances de tal precepto federal, cuya adecuada hermenéutica resultará esencial para la justa solución de la controversia y, permitirá apreciar si existe la mentada violación constitucional que se alega, puesto que el inciso 17 constituye un mandato al Congreso Nacional, que sólo afectará la actividad de los demás órganos del Estado, nacional y local, y producirá derechos en la medida en que se incorpore a las leyes que dicte el legislador nacional (eficacia indirecta), pues es responsabilidad del Congreso Nacional incorporar en materia de derechos indígenas aquellos otros derechos consagrados en el Convenio 169, de carácter infra constitucional, mediante ley formal, en concurrencia con la atribución de legislar de las provincias, quienes también se reservan la potestad de aplicar tales normas. Tiene dicho la Corte Interamericana de Derechos Humanos que "el derecho a la propiedad privada previsto en el art. 21 de la Convención Americana contiene un tipo especial de propiedad como lo es el derecho de posesión y propiedad comunitaria de los pueblos indígenas con respecto a tierras, territorios y recursos que han ocupado históricamente". Por ello los estados deben proceder a la delimitación, demarcación y titularización de las tierras tradicionales de las comunidades, a fin de hacer efectivo ese derecho, pues una actitud contraria conllevaría la violación del art. 21 de la Convención Americana de Derechos Humanos; en cuanto este precepto es la fuente normativa del derecho a la tierra de los pueblos indígenas. La presunta afectación del art. 21 de la Convención Americana de Derechos Humanos frente a la omisión del Estado Nacional y de la Provincia de Salta de legislar de modo concurrente sobre el derecho a la tierra de los pueblos indígenas, tal como lo ordena el art. 75. inc. 17 de la Constitución Nacional, configura una causa federal, en razón de dos cuestiones: 1° porque el conflicto se traduce en una violación a un principio de derecho público de distribución de competencias estatales impuesto expresamente por el Constituyente de 1994 (art. 75. Inc. 17 CN), por lo que el pleito se encuentra entre los especialmente regidos por la Constitución Nacional, a los que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, en cuanto versa, en principio, sobre la determinación de las órbitas de competencia del Congreso Nacional y de la Legislatura Provincial, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en este y, además, 2° porque las obligaciones que imponen los arts. 1, 1° 2° y 28 de la Convención Americana de Derechos Humanos se hallan indisolublemente interrelacionadas y exigen a los Estados federales adoptar medidas positivas de cooperación y coordinación con las provincias, para hacerlas cumplir. En tales condiciones, el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte una provincia en una causa de exclusivo carácter federal, en la que, además, concurre el Estado Nacional.


    Comunidad de San José - Chustaj Lhokwe y Comunidad de Cuchuy c/ Salta, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo ambiental


    C, 1133, L. XLV, 06 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda del Estado Nacional contra provincia. Acción declarativa de inconstitucionalidad. Declaración de "área protegida natural" sujeta a expropiación. Principio de bilateralidad procesal. Debido proceso legal: evitar pronunciamientos inoficiosos.


    Dado que el objeto de la acción se basa, en parte, en la declaración de inconstitucionalidad de la norma que sujeta el inmueble a expropiación y la provincia ofrece declinar dicha intención, se solicita al Tribunal que, en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, de estimarlo procedente y en salvaguarda del principio de bilateralidad procesal, disponga que se confiera traslado de dicha propuesta al Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército) para que manifieste lo que considere pertinente y se cite a las partes a una nueva audiencia. Con este proceder, se conciliarán, por un lado, el debido proceso legal -principio cardinal por el cual este Ministerio Público debe velar (art. 25, inc. h, de la ley 24.946)- y, por el otro, la jurisprudencia de la Corte en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos.


    Estado Nacional (Estado mayor General del ejército) c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    E, 85, L. XLII, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Expropiación. Cuestionamiento del monto indemnizatorio. Apartamiento del informe realizado por el Tribunal de Tasaciones. Valor integral del inmueble. Uso y ocupación del predio expropiado por parte de una comunidad aborigen. Sentencia arbitraria: omisión de consideración de las concretas circunstancias de la causa para arribar a una correcta solución del caso.


    El pronunciamiento apelado es arbitrario, toda vez que la Cámara omitió considerar, a los efectos de determinar el monto indenmizatorio de la expropiación del inmueble correspondiente al demandado, aspectos de particular importancia ponderados en el dictamen del Tribunal de Tasaciones de la Nación. Debe estarse a las conclusiones de aquél organismo, salvo que se evidencien hechos reveladores de error u omisión manifiestos en la determinación de los valores, en razón de la fuerza probatoria que supone la idoneidad técnica de sus integrantes, los elementos de convicción en que se funda y el grado de uniformidad con que se expiden. Los argumentos expuestos por los magistrados referidos a que la tasación del organismo oficial no guardaban relación concreta con los valores de inmuebles aledaños a la propiedad objeto del proceso y a que dicho tribunal administrativo omitió apreciar otros elementos de tipo socioeconómico de capital importancia para la apreciación de su valor constituyen afirmaciones que no brindan apoyo suficiente para prescindir del avalúo efectuado por el Tribunal de Tasaciones de la Nación que hizo mérito, en particular, del uso y ocupación de la comunidad aborigen en el predio. La sentencia aparece deficientemente fundada, al no existir un curso de prueba independiente que conduzca a la determinación de la indemnización expropiatoria, desconoce la jurisprudencia de VE en este aspecto y, en definitiva, se limita a un análisis parcial y aislado de los elementos de juicio, sin integrarlos ni armonizarlos debidamente, defecto que lleva a desvirtuar la eficacia que, según las reglas de la sana crítica, corresponde aplicar para la ponderación de los distintos medios probatorios.


    Secretaría de Desarrollo Social de la Nación c/ Viviani, Ángel Pablo s/ Expropiación.


    S, 1157, L. XLIV, 15 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo. Usuarios y consumidores. Reglamentación del régimen de portabilidad numérica en materia de telefonía celular. Dictado de norma que satisface la pretensión de la actora. Pronunciamiento inoficioso: cuestión abstracta.


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tomado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. La subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tomado inoficiosa la decisión pendiente. Ello es así, porque V.E. debe resolver una disputa actual y concreta entre las partes que configure un "caso" susceptible de ser sometido a los jueces, ya que el poder de juzgar ha de ejercerse en la medida en que perdure la situación de conflicto de intereses contrapuestos en el marco de una "controversia". La Corte también tiene dicho que para instar el ejercicio de su jurisdicción, tanto originaria como apelada, es necesario que la controversia que se intente traer a su conocimiento no se reduzca a una cuestión abstracta, como sería la que pudiera plantear quien ya carece de interés económico o jurídico susceptible de ser eficazmente tutelado por el pronunciamiento a dictarse. Esta es la situación que se configura en la causa, ya que con posterioridad a la interposición del recurso extraordinario por el que se cuestiona la sentencia de la cámara, la Secretaría de Comunicaciones dictó la resolución 98/10 (B.O. 19/08/2010), por la que aprobó el Régimen de Portabilidad Numérica del servicio de telefonía celular.


    Unión de Usuarios y Consumidores c/ Estado Nacional - Secretaría de Comunicaciones - Dto. 764/00 s/ Amparo Ley 16.986


    U, 52, L. XLV, 09 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Comercialización de artefactos de gas en condiciones susceptibles de resultar peligrosas para la salud e integridad física de los consumidores. Multa. Interpretación y aplicación de resoluciones 1188/99 y 2375/01 del ENARGAS. Sentencia que prescinde de las normas federales que rigen el caso.


    El pronunciamiento apelado omite aplicar las normas vigentes. Ello es así, porque la resolución 1188/99 ENARGAS exige un dispositivo de seguridad para dos productos de características diferentes: por un lado, los artefactos de ambiente de cámara abierta con salida al exterior y por el otro los artefactos sin salida al exterior, mientras que la resolución 2375/01 sólo prorroga el cumplimiento de aquella obligación para los fabricantes e importadores de los calentadores de ambiente con cámara abierta al exterior. Cabe concluir que al momento de realizar la inspección de los productos cuestionados -calefactores de cámara abierta sin ventilación al exterior, las disposiciones de la resolución 1188/99 del ENARGAS que imponía la obligación de colocar un dispositivo analizador de atmósfera, no se encontraba suspendida por el ente regulador.


    Valigas S.A. y otro c/ DNCI Disp. 901/06 (Expte. S01:168665/02)


    V, 371, L. XLV, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Comisión Nacional de Defensa de la Competencia. Anulación de la resolución 23/08. Remisión al dictamen y al fallo de las causas: C. 1216, L. XLI "Credit Suisse First Boston Private Equity Argentina II y otros"; R. 1170, L. XLII, "Recreativos Franco" y B. 1626, L. XLII, "Belmonte, Manuel y Asociación Ruralista de General Alvear".


    Moda S.R.L. s/ Solicitud de intervención


    M, 237, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda deducida por unión de usuarios y consumidores. Ley N° 24.240. Derechos de incidencia colectiva: art. 43 de la Constitución Nacional. Asociaciones actoras: legitimación para litigar. Derechos constitucionales de los usuarios y consumidores: art. 42 de la Constitución Nacional. Remisión a "Padec c/ Swiss Medical S.A. s/ nulidad de cláusulas contractuales" y "Halabi".


    En relación con la legitimación de las asociaciones de consumidores en acciones como la aquí entablada en los términos de la Ley N° 24.240, resultan sustancialmente análogas a las estudiadas en la causa "Padec c/ Swiss Medical S.A. s/ nulidad de cláusulas contractuales" (S.C. P. 361; L. XLIII), compartiendo los fundamentos del Máximo Tribunal en el precedente de Fallos 332:111 "Halabi". Entonces, subyacen los aspectos que hacen al fondo del asunto, vinculados con la procedencia -o no- de la pretensión de la asociación actora, que no han sido tratados por la alzada, dada la resolución que adoptó en orden a la legitimación activa.


    Unión de Usuarios y Consumidores c/ Telefónica Comunicaciones Personales S.A. Ley 24.240 y otro s/ Amparo - Proceso sumarísimo (art. 321 inc. 2 C.P.C.C.N.).


    U, 2, L. XLV, 04 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Impugnación de multa impuesta por un organismo provincial del régimen de defensa de usuarios y consumidores. Sistema de distribución de competencias entre el Estado nacional y las jurisdicciones locales. Servicio de telecomunicaciones.


    En los casos en que una empresa prestadora del servicio telefónico impugna la imposición de una multa por parte de la autoridad local del régimen de defensa de usuarios y consumidores, la Corte asignó el conocimiento de la causa a la justifica federal.  La correcta decisión sobre la apelación deducida exige precisar el sentido y alcance de normas federales dictadas por el Estado Nacional en ejercicio de las facultades conferidas por la ley nacional de telecomunicaciones 19.798 y discernir la posible compatibilidad entre ese marco normativo y el instituido por la ley 24.240. Estos cometidos exceden los encomendados a los tribunales provinciales y se encuentran reservados a la jurisdicción federal ratione materiae. Por otra parte, para determinar cuál es la autoridad competente para resolver denuncias sobre la prestación de los servicios de telefonía básica domiciliaria e internet efectuada por un usuario contra la empresa prestadora, será necesario examinar las normas que regulan la situación planteada. Sin perjuicio de lo expuesto, corresponde examinar si las reformas que la ley 26.361 introdujo al régimen de la ley 24.240 modifican esta conclusión, atento a que sobre esa premisa la cámara declaró la incompetencia de la justicia federal. En casos como el de autos el criterio que mejor concilia ambos regímenes tuitivos es aquel que preserva para los entes creados por el régimen federal el conocimiento y la resolución de las cuestiones que se resuelvan por la aplicación e interpretación del marco regulatorio federal y asigna a la autoridad de aplicación del sistema de protección de defensa del consumidor la decisión de aquellos temas que no están regulados en el régimen específico. En tales condiciones, la opción contemplada en la ley 24.240, con la reforma de su similar 26.361, a favor de los usuarios de los servicios de presentar sus reclamos ante la autoridad instituida por la legislación específica o ante la autoridad de aplicación de la ley de defensa del consumidor, no puede significar que se sustituya al ente regulador en el ejercicio de las competencias que le son propias y que le fueron asignadas por el legislador federal, pues no parece lógico concluir que los marcos regulatorios de regímenes específicos queden sujetos a la interpretación de las distintas y más diversas autoridades u organismos locales. Lo expuesto de ninguna manera implica entender que se deba excluir la aplicación de la ley de defensa del consumidor a los servicios públicos sino que, por el contrario, los reclamos de los usuarios basados en normas de derecho común serán propios de la competencia de las autoridades locales, mientras que aquellos otros en los que sea necesario la interpretación y aplicación de los marcos regulatorios de los servicios sometidos a legislación federal serán resueltos por los órganos federales. El poder de policía de las provincias no se extiende a los aspectos regulatorios de competencia de la Nación, como son la fiscalización y el control del servicio telefónico, porque aquéllas no pueden invadir en su ejercicio el campo en que se mueve cualquiera de las facultades exclusivas conferidas o delegadas al gobierno de la Nación. Desentrañar si existe colisión entre el poder de policía local y los aspectos regulatorios del servicio que son competencia de la Nación, cual es establecer la modalidad de su prestación, también es un tema que debe ser resuelto por la justicia federal, máxime cuando la Corte ha señalado que procede la intervención de ese fuero cuando puede verse comprometido el servicio telefónico celular empleado a nivel interprovincial o internacional, en tanto se afectan intereses que exceden los encomendados a los tribunales provinciales.


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Dirección de Fis. Cont. y Def. del Consumidor - Ministerio de la Producción Tecnológica e Innovación s/ Recurso de queja


    T, 25, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Legitimación de las asociaciones de consumidores: falta de demostración de agravio concreto y de interés especial en el proceso. Derechos de incidencia colectiva. Precedente “Halabi” (Fallos: 332:111).


    La Corte en dicho precedente, en materia de legitimación procesal, además de delimitar tres categorías de derechos: individuales, de incidencia colectiva que tienen por objeto bienes colectivos, y de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos, sostuvo que en todos los supuestos es imprescindible comprobar la existencia de un "caso", como también determinar si la controversia en cada uno de dichos supuestos se refiere a una afectación actual o se trata de la amenaza de una lesión futura causalmente previsible. En ese sentido, en Fallos: 242:353, el Tribunal indicó el fundamento de tales exigencias al señalar que el fin y las consecuencias del control encomendado a la Justicia sobre las actividades de los órganos ejecutivo y legislativo suponen que el requisito de la existencia de "controversia judicial" sea observado rigurosamente para la preservación del principio de división de poderes. Es por tales motivos que el art. 2° de la ley 27 preceptúa que la justicia nacional nunca procede de oficio y sólo ejerce jurisdicción en los casos contenciosos cuando es requerida a instancia de parte. Así lo entendió invariablemente V.E. al decir que si para determinar la jurisdicción de la Corte y de los demás tribunales de la Nación no existiese la limitación derivada de una contienda entre partes, el Superior Tribunal dispondría de una autoridad sin contralor sobre el Gobierno de la República. La existencia de "causa" presupone la de "parte", esto es la de quien reclama o se defiende y, por ende, la de quien se beneficia o perjudica con la resolución adoptada al cabo del proceso. La "parte" debe demostrar la existencia de un interés jurídico suficiente o que los agravios expresados la afecten de manera suficiente directa o sustancial, que poseen suficiente concreción e inmediatez para poder procurar dicho proceso a la luz de las pautas establecidas en los arts. 41 a 43 de la Constitución Nacional. Sobre la base de tales criterios, en la causa sub examine, resulta claro que las actoras no poseen legitimación procesal para perseguir el objetivo reclamado en su demanda, por no haber demostrado tener un agravio concreto. Es doctrina de la Corte que el ejercicio de la función jurisdiccional requiere que los litigantes demuestren la existencia de un perjuicio, particularizado y concreto, y susceptible de tratamiento judicial. Más aun, la incorporación por el art. 43 de la Ley Fundamental de intereses de incidencia colectiva a la protección constitucional no enerva la exigencia de que el afectado demuestre en qué medida su interés concreto, inmediato y sustancial se ve lesionado por un acto ilegítimo o por qué existe seria amenaza de que ello suceda. Igual criterio rige para las asociaciones que demandan invocando el art. 55 de la ley 24.240, pues el texto de esta disposición es claro en cuanto sólo confiere legitimación a aquéllas "cuando resulten objetivamente afectados o amenazados intereses de los consumidores o usuarios". Tiene dicho V.E. que, como regla, un daño es abstracto cuando el demandante no puede expresar un agravio particularizado y tampoco puede fundar su legitimación para accionar en el interés general en que se cumplan la Constitución y las leyes. Al respecto, ha expresado el Tribunal en Fallos: 321:1252, considerando 25, que admitir la legitimación en un grado que la identifique con el generalizado interés de todos los ciudadanos en el ejercicio de los poderes de gobierno, deformaría las atribuciones del Poder Judicial y que la protección de los ciudadanos es el tipo de influencia que en una democracia debe ser utilizada ante las ramas del gobierno destinadas a ser sensibles frente a la actitud de la población, modalidad de naturaleza política a la que es ajeno el órgano jurisdiccional. La parte debe demostrar la existencia de un interés especial en el proceso, siendo necesario determinar si hay un nexo lógico entre el status afirmado por el litigante y el reclamo que se procura satisfacer, el cual resulta esencial para garantizar que aquél sea una parte propia y apropiada que puede invocar el poder judicial federal, o dicho de otro modo, que los agravios alegados afecten de forma "suficientemente directa" o "sustancial", esto es, que posean suficiente "concreción e inmediatez" para poder procurar dicho proceso. En el sub judice no existe "caso" o "causa" que autorice la intervención jurisdiccional de la Corte, toda vez que las actoras no han proporcionado elemento de convicción alguno que justificara un interés jurídico de las características descriptas precedentemente, de modo que la inadmisibilidad de la solicitud se deriva de la carencia del mínimo de apoyatura fáctica y probatoria que exige una actuación de las características de la requerida.


    ACIJ y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Proceso de conocimiento


    A, 12, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Multa dispuesta por la Dirección Nacional de Comercio Interior. Ley 22.802 de lealtad comercial. Infracción art. 6° de la resolución N° 197/04. Ausencia de certificado correspondiente en productos comercializados. Fallos: 326:17; 327:2430 y 329:1951. Inadmisibilidad del recurso.


    El recurso es inadmisible por la ausencia de relación directa entre la decisión apelada y la cuestión que se pretende someter a consideración del Tribunal en el escrito de apelación extraordinaria. La sanción que se le impuso al recurrente fue por haber infringido el art. 1° de la resolución N° 109/05, que modifica el art. 6° de la resolución N° 197/04, reglamentaria de la ley 22.802, al comercializar productos carentes de los símbolos certificado de tipo, de marca y de lote, violando de esta forma lo prescripto en dicha norma que estipula un régimen específico de seguridad respecto de ciertos productos para proteger la salud e integridad física de los consumidores. En tales condiciones, resulta irrelevante examinar el planteo en cuanto a si los comerciantes se eximen de la responsabilidad cuando exhiban la documentación que individualice fehacientemente a los verdaderos responsables de su fabricación, fraccionamiento, importación o comercialización, porque carece de relación directa e inmediata con la conducta investigada y sancionada en sede administrativa y revisada por el a quo, en la medida en que la empresa no fue penalizada por incumplir su obligación de controlar la veracidad de la información que, de acuerdo a la ley, deben contener los productos que comercializa, sino por haber violado la prohibición de venderlos sin el certificado correspondiente.


    Inc S.A. c/ DNCI disp 845/08 (Expte S01:120013/06).


    I, 21, L. XLVI, 10 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda por daño ambiental colectivo contra una provincia y el Estado Nacional. Preservación y protección de la cuenca interjurisdiccional del "Sistema del Desaguadero". Determinación de "residuo peligroso". Competencia originaria de la Corte Suprema en razón de la materia y de las personas.


    En el sub lite, según se desprende de los términos de la demanda y del Informe de Impacto Ambiental agregado al expediente como prueba documental, el proyecto minero a cielo abierto denominado "Veladero", si bien está ubicado en el Departamento de Iglesia, Provincia de San Juan, tendrá un impacto sobre una superficie de aproximadamente 1.000 ha, lo que -prima facie- produce y producirá modificaciones negativas sobre su geomorfología, aguas superficiales y subterráneas, atmósfera, suelo, flora, fauna, ámbito sociocultural y visual, dentro de de la cual queda comprendida la cuenca interjurisdiccional del "Sistema del Desaguadero", que abarca un área que excede los 200.000 km2 de pendiente oceánica, que atraviesa las provincias de La Rioja, San Luis, Mendoza y La Pampa, pues el actora denuncia que el yacimiento incide principalmente sobre el Río Las Taguas que es el gran distribuidor de residuos a todo el sistema. En tales condiciones y toda vez que el producido de la lixiviación con cianuro de sodio de millones de toneladas de roca es depositado por la demandada en ese sistema de cuencas interjurisdiccional, la causa está comprendida también en el art. 1° de la de la ley nacional 24.051, pues debe ser la Justicia Federal quien determine si éste puede considerarse "residuo peligroso" en los términos de su anexo II y si podría afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia donde son generados (conf. art. 58), cuestión que a esta altura de la investigación no puede descartarse. A ello se suman los residuos provenientes de otros proyectos mineros a cielo abierto, estos son "Pascua Lama" y "Gualcamayo", que se asientan, el primero, sobre la cuenca alta del río Las Taguas, tributario del río Jáchal y, el segundo, sobre el Río Gualcamayo-Los Piojos, que integran también el "Sistema del Desaguadero". En consecuencia, el pleito corresponde a la competencia originaria de la Corte, en razón de la materia, pues es parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, en tanto se encuentra en juego la preservación y protección de un sistema de cuencas interjurisdiccional (conf. las leyes 25.675 General del Ambiente y 25.688 del Régimen de Gestión de Aguas), así como también, en razón de las personas, pues la provincia ha sido demandada junto con el Estado Nacional, quien concurre como parte necesaria a integrar la litis en virtud de la naturaleza federal del caso en examen.


    Zeballos, Saul Argentino c/ San Juan, Provincia de y otros s/ Amparo ambiental


    Z, 107, L. XLV, 10 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo por daño ambiental. Naturaleza federal del pleito: demostración de la efectiva contaminación o degradación del recurso ambiental interjurisdiccional o afectación de las jurisdicciones involucradas. Art. 7 de la ley General del Ambiente. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Competencia justicia local. Inadmisibilidad acumulación subjetiva de pretensiones. Facultades reservadas a la provincia: ejercicio poder de policia ambiental.


    Por regla general, las causas referidas a cuestiones ambientales, en principio, corresponden a la competencia de los jueces locales, según lo dispone el art. 41, tercer párrafo, de la Constitución Nacional, pues establece que le cabe a la Nación "dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección" y reconoce expresamente las jurisdicciones locales en la materia, las que no pueden ser alteradas. Dicho texto constitucional se complementa con el art. 32 de la Ley General del Ambiente, 25.675, que prescribe que la competencia judicial "será la que corresponda a las reglas ordinarias de la competencia". Estas causas sólo tramitarán ante la competencia originaria de la Corte si, además de ser parte una provincia, la materia del pleito reviste naturaleza exclusivamente federal, para lo cual es necesario que se configure la interjurisdiccionalidad prevista en el art. 7, segundo párrafo, de la Ley General del Ambiente, que dispone que la competencia corresponderá a los tribunales federales cuando "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales". Tal circunstancia no se cumple en autos. El planteamiento de los actores debe ser ventilado ante la justicia local que corresponda, en cuanto son las autoridades judiciales de cada una de esas provincias, quienes deberán aplicar las normas antes citadas en cada jurisdicción, pues ello tiene su fundamento en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. Tampoco procede la competencia originaria ratione personae, ya que la acumulación subjetiva de pretensiones solicitada por los actores contra la provincia de Río Negro y contra el Estado Nacional resulta inadmisible, toda vez que ninguno de ellos resulta aforado en forma autónoma a esta instancia, pues la materia del pleito no es exclusivamente federal, ni reviste naturaleza civil, por el contrario, la causa está vinculada con el ejercicio del poder de policía ambiental de carácter local, asunto regido sustancialmente por el derecho público de esa naturaleza y, por lo tanto, propio de la competencia de las autoridades provinciales (conf. arts. 41 y 121 de la Constitución Nacional).


    Kroneberger, Edgar Jorge c/ Río Negro, Provincia de y otros s/ Amparo ambiental


    K, 5, L. XLVI, 04 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Jueces subrogantes. Pretensión de inconstitucionalidad del decreto 5046/51 y pago de diferencias salariales por la realización de subrogancias en otros juzgados. Pronunciamiento que no constituye una derivación razonada del derecho aplicable con referencia a los hechos de la causa. Violación del principio de igual remuneración por igual tarea y razones de estricta equidad. Remisión precedente "Prack" (Fallos: 313: 1229). Declaración de inconstitucionalidad de una norma: ultima ratio del orden jurídico. Rechazo de demanda.


    En aquel caso V.E, expresó: a) que no correspondía la liquidación del 100% del haber inherente al cargo de juez nacional de primera instancia cuando, por aplicación del decreto 5046/51, se subroga a otro juez; b) que por el recargo de tareas que la subrogación supone, la norma estableció una gratificación para quienes la cumplen, según se trate de un reemplazo de un cargo similar o de mayor jerarquía, sin que por vía de superintendencia el Tribunal pueda modificar el monto (tampoco podría modificarlo por medio de un fallo) máxime cuando éste no resulta irrazonable o arbitrariamente desproporcionado. Debe tenerse en cuenta que los magistrados cobran el denominado suplemento por compensación funcional con la finalidad de compensar tanto las incompatibilidades a las que están sujetos como la naturaleza de la función que ejercen en atención a la responsabilidad y la dedicación integral que les es exigida. Cabe destacar que la nueva ley 26.376, que establece el procedimiento para la designación de jueces subrogantes, mantiene los mismos lineamientos que el decreto 5046/51 en punto a la liquidación del adicional (ver art. 4°) sin que de las versiones taquigráficas de las respectivas cámaras del Honorable Congreso de la Nación surja cuestionamiento u opinión disímil al respecto (expediente S-1143/08 y 30-S.2008). La declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto que debe ser considerado como ultima ratio del orden jurídico por lo que no cabe formularla sino cuando la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable y el acabado examen del precepto conduzca a la convicción cierta de que su aplicación conculca la garantía constitucional invocada. No resulta ocioso agregar que el control que compete al Tribunal no incluye el examen del acierto o error, el mérito o la conveniencia del criterio adoptado por el legislador.


    Galeano, Juan José c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura s/ Empleo público


    G, 727, L. XLV, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra el Estado por el cobro de diferencias salariales en razón de la mayor carga laboral. Derecho a la compensación dineraria. Falta de legislación. No se aplica por analogía el régimen de subrogancias.


    El tema a resolver es si a pesar del vacío legal se puede reconocer a la apelante el derecho a una compensación dineraria por aplicación analógica del régimen de subrogancias vigente al momento de la afectación laboral. En rigor, la actora no subroga o reemplaza a otro secretario ni cubre vacante alguna sino antes bien cumple con un recargo de tareas -el trámite de determinadas causas- que le fue encomendado por la Corte Suprema ante el colapso judicial por las normas de emergencia sancionadas en aras de no privar de justicia a los ciudadanos. No existe legislación hoy que permita encuadrarlo para hacerle lugar. Tan es así –la necesidad de contar con un régimen especial y propio- que se intentó normarlo pero sin éxito. De hecho, la Comisión de Administración y Financiera del Consejo de la Magistratura promovió el dictado de una norma que otorgaba "... a los funcionarios y empleados del Poder Judicial de la Nación que se vieron afectados como consecuencia de la implementación de las restricciones normativas producto del Decreto 1570/01, Ley 25.561, normas reglamentarias y complementarias, así como aquellos que debieron asumir la obligación reglamentaria ordenada por las Acordadas N° 11/02 y 1/03, una gratificación mensual consistente en la cuarta parte del sueldo correspondiente al cargo en que revisten …" (art. 1°) si se cumplían ciertas condiciones allí establecidas. El fundamento de dicho acto radicaba en la especial situación y en la garantía constitucional de una retribución justa. Sin embargo el proyecto fue rechazado por el Plenario del Consejo de la Magistratura del 10 de junio de 2004. Así las cosas, cabe destacar que no correspondería que V.E., por vía de sentencia y ante la inexistencia de norma expresa, establezca una gratificación a la remuneración de los secretarios por la recarga de tareas, toda vez que ello importaría el ejercicio de una facultad legisferante que no le está permitida al órgano judicial como tal.


    De Pinto, Silvia Noemi c/ E.N. PJN Dto. 5046/51 s/ Empleo público


    D, 539, L. XLV, 02 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Empleo público. Cancelación de designación por razones de servicio. Interpretación art. 21 de la ley 25.164, decretos 894/01 y 1.421/02. Incompatibilidad tener o poseer derecho a un beneficio previsional con el desempeño de una función o cargo remunerado en la Administración Pública Nacional. Improcedencia afectación derecho a la estabilidad: sujeto a reglamentación. Interpretación de la ley: conforme su letra.


    La pérdida de la estabilidad se produce cuando el agente comienza a gozar de una jubilación o haber de retiro y, desde ese momento, su designación puede ser cancelada por la autoridad competente por razones de oportunidad, mérito o conveniencia. Sin embargo, el goce del haber jubilatorio al que se refiere el art. 21 de la ley 25.164 no puede asimilarse a su efectiva percepción por parte del beneficiario, sino que dicha expresión alude inequívocamente a tener o poseer el derecho a la jubilación o al haber de retiro. De este modo, la circunstancia de encontrarse suspendida la percepción de las sumas correspondientes -en el caso, por haber ejercido la opción de conformidad con lo prescripto por el decreto 894/01- no resulta suficiente para desvirtuar o modificar la condición que reviste la actora desde el momento en que se le concedió el haber de retiro, el cual puede recibir nuevamente al cesar las causales que dieron origen a la suspensión. El derecho a la estabilidad que protege el art.14 bis de la Constitución Nacional no ha sido afectado en el caso de autos, pues se trata de un derecho sujeto a reglamentación y puede ser limitado cuando se configuren los supuestos previstos por el ordenamiento. No es válido concluir, como pretende la apelante, que su designación fue cancelada por un error administrativo y que no se encuentra "gozando" de una jubilación por haber solicitado la suspensión en los términos del decreto 894/01.


    Saglietti, Inés Marina c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Resol. 28/08 SSI Expte. 23.002/08 s/ Amparo ley 16.986


    S, 853, L. XLV, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    No Enumerados


    Obligación del Estado Nacional de proveer y asegurar el tratamiento integral de salud requerido. Remisión Fallos: 323:3229; 324:3569; 327:2127; 328:1708, 4640 y sus citas y Fallos: 329:2552 "Floreancig". Derecho a la vida y a la salud de los menores.


    Sin perjuicio de que correspondería, en lo que fueren aplicables al sub lite, remitir a los fundamentos y conclusiones expuestos en los precedentes indicados, cabe recordar sucintamente que en ellos se sostuvo que el derecho a la salud -máxime cuando se trata de enfermedades graves y de personas que padecen de discapacidad- se encuentra íntimamente relacionado con el derecho a la vida que está reconocido por la Constitución y por los tratados internacionales que tienen jerarquía constitucional (art. 75, inc. 22 de la Ley Suprema), por lo que la autoridad pública tiene la obligación impostergable de garantizar ese derecho con acciones positivas, sin perjuicio de las obligaciones que deban asumir en su cumplimiento las jurisdicciones locales, las obras sociales o las entidades de la llamada medicina prepaga. Carece de sentido la alegación del Estado Nacional en punto a su falta de responsabilidad en la atención del menor por corresponderle a otro órgano o jurisdicción porque lo fundamental es que, conforme al régimen legal, éste debe asistirlo, sin perjuicio de que recupere los costos por las vías pertinentes, de quien en definitiva resulte obligado a afrontarlas o que ejerza la actividad que crea necesaria para lograr la adecuada participación de la autoridad local.


    L. de V., Claudia Viviana (en nombre y rep. de su hijo menor A. D. V.) c/ AMI y otros s/ Amparo


    L, 754, L. XLIV, 28 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Garantías


    Amparo


    Amparo. Ley 25.561. Reestructuración de los títulos públicos. Dictado de nuevas normas. Pertinencia de correr traslado a la partes. Necesidad de evitar pronunciamientos inoficiosos.


    Después de la concesión del recurso extraordinario se dictaron normas que podrían incidir sustancialmente en la presente causa. Por ello, y en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2°), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el Tribunal podría disponer, de estimarlo procedente, un traslado a las partes, a fin de que manifiesten lo que consideren pertinente sobre esta nueva situación, en el entendimiento de que ello permitirá conciliar, por un lado, el debido proceso legal -principio cardinal por el cual debe velar el Ministerio Público (conf. art. 25, inc. h, de la ley 24.946)- y, por el otro, la jurisprudencia de la Corte en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos.


    Cid, Juan c/ PEN Ley 25.561 Dto. 1.570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    C, 1144, L. XLIV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Suspensión de la aplicación y de los actos de ejecución de la ley 26.522 (Ley de Medios Audiovisuales). Procedencia recurso extraordinario: sentencia asimilable a definitiva. Medida cautelar que excede el interés individual de las partes y afecta de manera directa el de la comunidad: gravedad institucional. Falta de legitimación para demandar, tanto en el carácter de ciudadano como de legislador. Inexistencia de caso judicial en el que pueda intervenir un tribunal. Improcedencia suspensión de ley con efectos generales. Proceso de formación y sanción de las leyes: por regla general, ajena a las facultades jurisdiccionales de los tribunales. Presunción de legitimidad de los actos legislativos.


    En el sub lite se verifica un supuesto excepcional que permite asimilar a definitiva la sentencia recurrida, en tanto es evidente que con su dictado se neutraliza una ley formal del Poder Legislativo, así como su aplicación por las autoridades competentes. También se configura la situación de gravedad institucional, pues es claro que la resolución impugnada trasciende a las partes y proyecta sus efectos sobre toda la comunidad, en la medida en que la suspensión dispuesta comprende a todas las disposiciones legales y en todo el territorio nacional, de modo tal que la decisión judicial trae aparejada la inaplicabilidad del nuevo marco regulatorio sobre los servicios de radiodifusión. El art. 2 de la ley 27 dispone que la Justicia nacional nunca debe proceder de oficio y sólo ejerce jurisdicción en los casos contenciosos en que es requerida a instancia de parte. La existencia de un "caso" o "causa" presupone la de "parte", es decir, de quien reclama o se defiende y, por ende, la de quien se beneficia o perjudica con la resolución adoptada al cabo del proceso. La "parte" debe demostrar la existencia de un "interés especial" en el proceso o que los agravios alegados la afecten de forma "suficientemente directa" o "substancial", esto es, que posean "concreción e inmediatez" bastante para poder procurar dicho proceso. Con relación a la calidad de ciudadano, en forma reiterada el Tribunal ha dicho que es un concepto de notable generalidad y que su comprobación no basta para demostrar la existencia de un interés especial o directo, inmediato, concreto o sustancial que permita tener por configurado un caso contencioso, único supuesto que autoriza la intervención de los jueces nacionales. Es que esa condición, sin otro interés concreto jurídicamente protegido, no otorga legitimación suficiente para demandar. En cuanto a la alegada condición de legislador nacional para legitimarlo procesalmente, es necesario señalar que la calidad de diputado nacional, así como la invocada "representación del pueblo ", no otorga legitimación para demandar en casos como los aquí examinados, porque el ejercicio de esa representación, por parte de la persona que inviste dicho cargo, encuentra su quicio constitucional en el ámbito del Poder Legislativo, para cuya integración en una de las cámaras fue elegido. Como principio, los legisladores no tienen legitimación para atacar actos legislativos, pues si ello se admitiera se violaría el juego democrático de mayorías y minorías en el Congreso. En efecto, de permitirse que un legislador que ha votado, por ejemplo, en contra de una ley, se presente después ante la Justicia en su calidad de tal para solicitar que se la invalide, ello transformaría al Poder Judicial en un órgano legislativo, lo cual siempre ha sido descartado por ser violatorio del principio de división de poderes. Es inadmisible que un tribunal de justicia dicte una decisión suspensiva de una ley con los efectos generales que se desprenden de la apelada, y que se deben al modo, también inadmisible, con el que fue iniciado este juicio que nunca debió merecer una decisión más que la referida a la falta de legitimación ya examinada, máxime en un sistema como el argentino en el que las sentencias tienen, en principio, sólo efectos entre las partes (arts. 116 de la Constitución Nacional y 2 de la ley 27). No cabe duda de que resulta ajeno, en principio, al sistema vigente de control de constitucionalidad, la extensión erga omnes de un fallo. La posibilidad de que cualquier tribunal pueda derogar o, como en el caso, suspender, una ley del Congreso con efectos erga omnes, implicaría una facultad derogatoria de aquélla. Las consecuencias de tal doctrina para nuestro sistema y para la división de poderes son inadmisibles. Lo relativo al proceso de formación y sanción de las leyes, al constituir una atribución propia de los dos poderes constitucionalmente encargados de ello (arts. 77 a 84 de la Constitución Nacional), resulta, por regla general, ajeno a las facultades jurisdiccionales de los tribunales, con excepción de los supuestos en que se ha demostrado fehacientemente la falta de concurrencia de los requisitos mínimos e indispensables que condicionan la creación de la ley, y que debe distinguirse esa situación de las examinadas en las causas en la que estaban en juego actos del Congreso vinculados directamente con intereses de los particulares citados, por lo que se configuraban causas judiciales en el sentido ya explicado. Frente a la presunción de legitimidad de que gozan los actos legislativos es necesario impugnarlos sobre bases prima facie verosímiles para que esa presunción se destruya y se los pueda declarar ilegítimos. En el sub examine no se configuraba esa ilegitimidad, pues los vicios atribuidos por el actor al trámite y la sanción de la ley no estaban claramente configurados. Ante la duda sobre la ilegitimidad de una norma, debe estarse por su validez, por aplicación de los principios de conservación de los valores jurídicos y de presunción de legitimidad, máxime cuando se trata del dictado de una medida precautoria. En relación con las supuestas irregularidades, tampoco se puede pasar por alto que el actor contaba con vías para obtener que cesaran, según lo dispuesto en el Reglamento de la Cámara de Diputados (arts. 222 y 223, que respectivamente establecen que todo diputado puede reclamar al presidente la observancia del Reglamento si juzga que se lo contraviene y que si el autor de la supuesta infracción pretendiera no haber incurrido en ella, se resolverá inmediatamente por una votación sin discusión).


    Thomas, Enrique Luis c/ Estado Nacional s/ Amparo


    T, 117, L. XLVI, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra el Estado Nacional. Arbitraria imposición de astreintes. Enriquecimiento sin causa. Ley 23.982. Novación de la obligación original. Variación del monto de condena. Restricción a la garantía del debido proceso.


    En esta causa se configura un supuesto de excepción, toda vez que -con relación al recurso extraordinario- la alzada al persistir en la aplicación de las astreintes omitió considerar las serias alegaciones del demandado acerca de que no pretendió sustraerse al cumplimiento de las obligaciones a su cargo -lo que tornaría injustificadas las sanciones impuestas cualquiera sea su importe- y de que la desproporción que existe entre los importes y el monto de la condena fijado en sede judicial provocaría un enriquecimiento sin causa. Ante la seriedad de los planteos que introdujo el demandado, que remitían al examen de cuestiones susceptibles de tener una influencia decisiva para calcular el monto de la condena, se imponía su consideración por la alzada, so consecuencia de arriesgar, bajo el supuesto amparo de normas adjetivas, la correcta solución del pleito. Es que, si bien debe ser reconocida la trascendencia de las técnicas y principios tendientes a la organización y desarrollo del proceso, no por ello cabe legitimar que dichas formas procesales sean utilizadas con prescindencia de la finalidad que las inspira y con el olvido de la verdad jurídica. En ese sentido, tanto el juez de primera instancia como la Cámara omitieron considerar en los pronunciamientos impugnados los agravios del demandado referidos a que, de conformidad con la ley 23.982, las obligaciones comprendidas en su ámbito se consolidan después del reconocimiento firme, en sede administrativa o judicial (art.1°). En ese momento, se produce la novación de la obligación original y, de cualquiera de sus, accesorios, razón por la cual sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece (art. 17) y, en consecuencia, dichas obligaciones únicamente devengan el interés que prevé el art. 6° de esa ley, aspecto que no puede ser soslayado en oportunidad de practicar la liquidación correspondiente. Por otra parte, tampoco fueron objeto de tratamiento los argumentos referidos a la variación del monto de condena según los cálculos practicados por el Área Contable de Entes Liquidados que había verificado una diferencia en menos a valores del 1° de abril de 1991, ni los vinculados a que debían adecuarse los honorarios regulados en el proceso a aquel monto. En consecuencia, la falta de consideración de los agravios expuestos fundadamente por el apelante ante los jueces de la causa sobre la base de meros reparos de índole procesal importa una sustancial restricción a la garantía del debido proceso y el adecuado servicio de justicia.


    Mercado Florentino c/ Entel residual s/ Cobro de pesos.


    M, 241, L. XLV, 09 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inconstitucionalidad del art. 302 del código fiscal de la Provincia de Mendoza. Plazo del pago de tasa de justicia. Pérdida definitiva del derecho a transcurrir instancias ordinarias de revisión. Incompatibilidad con la garantía constitucional de defensa en juicio, art. 18 CN.


    La sentencia recurrida, tras señalar que la interpretación gramatical del art. 302 del código fiscal de la Provincia de Mendoza no deja resquicios para su inteligencia, ha hecho una aplicación literal de lo allí dispuesto, motivo por el que las tachas endilgadas a la decisión son plenamente trasladables a la norma local, tal como lo afirma la demandada en su recurso. El mero acaecimiento del lapso indicado en el artículo sin que se haya oblado la gabela en su integridad, sin más, comporta como inexorable derivación legal que se deba proceder al desglose de la presentación, teniendo a ésta "como si nunca hubiese sido presentada". Ha sostenido el Tribunal que la garantía constitucional de la defensa en juicio supone la posibilidad de ocurrir ante los tribunales de justicia y obtener una sentencia útil relativa los derechos de los litigantes, por lo que impedir ese derecho frustra aquella garantía, reconocida por el citado art. 18 de la Carta Magna y por diversos tratados internacionales de derechos humanos suscritos por el país. El referido art. 302 del Código Fiscal provincial no resulta compatible con una adecuada regulación de la mentada garantía constitucional, puesto que su aplicación lisa y llanamente conlleva, en este caso, a su completo cercenamiento. Como el acceso a la justicia es uno de aquellos derechos que resultan operativos e irrestrictos en su ejercicio, un condicionamiento de tal magnitud al trámite judicial como el contenido en la norma local cuestionada, vinculado con el inexorable pago de la tasa de justicia con carácter previo, dentro de un lapso temporal circunscripto y fatal, y con tan gravosa e irreversible consecuencia, no sólo resulta violatorio de lo establecido en los arts. 5° y 31 de la Constitución Nacional, sino que tampoco parece compadecerse con la naturaleza propia de la garantía constitucional afectada. Además, los fundamentos esgrimidos en la sentencia en apoyo de la solución dada por el legislador local (aligerar la tarea tribunalicia, impedir la tramitación de apelaciones, incidentes y recursos meramente dilatorios, etc.) no guardan una adecuada proporcionalidad de medio a fin, en cuanto, en la especie, se deriva en la pérdida definitiva del derecho a transcurrir a las instancias ordinarias de revisión judicial, sin que siquiera se haya alegado que la demandada alentaba tales finalidades espurias. Lo hasta aquí indicado es suficiente para declarar la inconstitucionalidad del citado art. 302 del código fiscal local y revocar, en consecuencia, la decisión apelada, sin necesidad de entrar en el estudio de los restantes agravios traídos por la recurrente, máxime cuando, como lo ha dicho ese Tribunal, una transgresión a la garantía constitucional de la defensa en juicio de tal entidad que afecte la validez misma del proceso debe ser atendida y resuelta con antelación a cualquier otra cuestión que se hubiese planteado.


    Andreu, Eduardo Alberto c/ Integra consultora y servicios S.A. s/ Daños y perjuicios.


    A, 939, L. XLIV, 24 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Policía financiera. Aplicación de las sanciones de multa e inhabilitación. Omisiones y vicisitudes. Afectación de la garantía de defensa en juicio.


    Siempre que la garantía de defensa se lesione y la interpretación que se esgrima transgreda los principios fundamentales o cause indefensión, la sentencia recaída será descalificable por el carril de la arbitrariedad. Por medio de esta doctrina se tiende a resguardar la garantía de la defensa en juicio y el debido proceso, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa.


    Banco Integrado Departamental Cooperativo Limitado y otros c/ BCRA s/ Res. 295/1999


    B, 80, L. XLV, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Concesión de la indemnización por el período de exilio, posterior a la detención ilegal sufrida.


    Esta Procuración General sostuvo que correspondía computar, a efectos de otorgar la compensación, el período en que las personas tuvieron que permanecer fuera del país como consecuencia de su detención ilegítima, si se trataba de una prolongación del estado de restricción de la libertad. Así, al dictaminar en los casos "Bufano", "Geuna" y "Quiroga" -a los que la Corte remitió en razón de brevedad- se sostuvo que en ellos se produjo el menoscabo a la libertad que V.E. indicó como causa de la reparación que otorga la ley 24.043. Cabe recordar que, más allá de que en cada uno de esos casos el menoscabo a la libertad se verificó en distinto grado y de que la salida del país de los allí actores aconteció en forma diversa, el elemento común en todos fue la detención ilegítima y efectiva (circunstancia ésta que en el sub lite fue reconocida por la autoridad de aplicación y cuya indemnización dispuso por la resolución M.I. 2893/94 y su rectificatoria resolución M.I. 215/95). Además, la concomitancia existente entre la fecha en la que el demandante recuperó su libertad (febrero de 1980) y aquella en la que abandonó el país y fue reconocido como refugiado por el ACNUR (abril del mismo año), resulta relevante como indicio de que se vio forzado a partir como consecuencia de la detención ilegal que sufrió, a disposición de de las autoridades militares.


    Andenmatten, David c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 2751/08 (Ex. 348.020/93)


    A, 1140, L. XLV, 13 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Compensación prevista por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio. Improcedencia aplicación precedente "Yofre de Vaca Narvaja". Denegación de la indemnización.


    Contrariamente a lo sostenido por la Cámara, la condición del recurrente no es comparable a la que padeció la actora en los autos Y. 43, L. XXXVIII, "Yofre de Vaca Narvaja, Susana c/ Ministerio del Interior (Resolución MJDH 221/00) - expte. 443.459/98", en los que esta Procuración General al analizar la situación traída a examen, dictamen al que el Tribunal remitió en razón de brevedad- opinó que encontraba cabida en la ley 24.043 y sus complementarias. A diferencia de aquélla, el aquí actor -con su madre- se exilió voluntariamente en la Argentina desde su país de origen, donde había sido objeto de persecución política, previo paso por la República de Chile de la que también huyó cuando un golpe militar derrocó al gobierno legítimamente constituido que allí había. El hecho de que su progenitora no obtuviese el permiso de residencia permanente en la Argentina -denegado, dentro de sus atribuciones, por un gobierno de iure-, así como que el temor a ser detenida y entregada a las autoridades de la República Oriental del Uruguay de las que venía huyendo los llevase a continuar su exilio en Suecia, no resultan aptos, para extenderle la compensación monetaria prevista en la ley 24.043 -y sus normas reglamentarias y complementarias-, cuya finalidad es la reparación a aquellas personas efectivamente detenidas a disposición del PEN o de las autoridades militares argentinas o que sufrieron circunstancias tan excepcionalísimas como aquellas que dieron sustento al fallo aludido por el tribunal apelado.


    Milburn Camou, Pedro c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 900/08 (Expte. 453.189/98)


    M, 757, L. XLV, 04 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Compensación prevista por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio. Precedente "Yofre de Vaca Narvaja". Concesión de la indemnización.


    El tribunal en su pronunciamiento -si bien de manera sucinta- analizó las circunstancias en las que la actora debió abandonar el país, examinó si ellas habían sido corroboradas en autos y concluyó que, como se verificaba en el caso un supuesto análogo al que fue ponderado por la Corte Suprema in re "Yofre de Vaca Narvaja'", debía conceder el beneficio solicitado hasta el 21 de junio de 1981, circunstancia en la que ésta estuvo de regreso en la Argentina. La Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII "Portugheis, Elsa Rosa c/ M° J y DDHH -Art. 3 Ley 24.043- Resol. 1198/06 - ex 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII "Cagni, Carlos Alberto c/ Mº J y DDHH - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex 141.610/04").


    Sánchez, Hermida Jimena c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 Resol. 2498/08 (Ex. 163.128/07).


    S, 552, L. XLV, 18 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Indemnización prevista por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Exilio voluntario. Denegación de beneficio. Falta de prueba.


    El tribunal en su pronunciamiento realizó el examen -si bien sucinto- de las probanzas obrantes en autos, cotejó si aquéllas eran semejantes a las excepcionalísimas circunstancias que tuvo en consideración V.E. en el caso "Yofre de Vaca Narvaja" y concluyó que aquellas no eran suficientes para demostrar que la decisión de la actora de exiliarse, lejos de ser considerada como voluntaria o libremente adoptada, había sido la única alternativa que tuvo para salvar su vida o su libertad. Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de exilio puro (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 - ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex. 141.610/04").


    Belfer, Juana c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1839/08 (Ex. 146.532/04)


    B, 653, L. XLV, 16 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión A. 172, L. XXXIV, "Arcuri, Gabriel Alejandro c/ Ministerio del Interior - Art. 3 ley 24.043".


    Dri, Mario César Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1513/08 (Ex. 447.067/02)


    D, 53, L. XLVI, 16 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (ex. 141610/04)".


    Abecasis, Graciela Edith c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 198/08 (Ex. 155.865/06).


    A, 752, L. XLV, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (ex. 141610/04)".


    Briscioli, Roberto Osvaldo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1839/08 (ex. 145.451/04)


    B, 249, L. XLVI, 03 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (ex. 141610/04)".


    De Santi, Ernesto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 966/09 (Ex. 145.943/04)


    D, 135, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (ex. 141610/04)".


    Piaggio, Darío Martín c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 648/07 (Ex. 150.980/05)


    P, 22, L. XLVI, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa D. 282, L. XLV, "Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1580/06 (Ex. 145.687/04)".


    Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (Ex. 141.610/04)


    C, 27, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa D. 282, L. XLV, "Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1580/06 (Ex. 145.687/04)".


    Guevara, Ana c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (Ex.150.937/05)


    G, 411, L. XLVI, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa D. 282, L. XLV, "Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1580/06 (Ex. 145.687/04)".


    Narváez, Elsa del Carmen c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 - Ley 24.043 - Resol. 1417/06 (Ex. 330.844/92).


    N, 77, L. XLVI, 13 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa D. 282, L. XLV, "Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1580/06 (Ex. 145.687/04)".


    Viale, Aníbal Luis c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 232/03


    V, 192, L. XLVI, 03 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa D. 282, L. XLV, "Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. Resol. 1580/06 (Ex. 145.687/04)".


    Bazan, Federico Victor c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1460/06 (Ex. 330.845/92)


    B, 198, L. XLVI, 03 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa G. 119, L. XLV, "Gass, Adolfo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (ex. 154.006/06)".


    Gass, Hugo Daniel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 900/08 (Ex 448.149/98)


    G, 194, L. XLVI, 03 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa D. 282, L. XLV, "Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1580/06 (Ex. 145.687/04)".


    De León, Abel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1417/05 (Ex. 339.471/92)


    D, 22, L. XLVI, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen R. 353, L. XLIV, "Rotania, Marcela Beatriz c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 585/07 (Expte. 150.347/05)". Concesión beneficio previsto en la ley 24.043.


    La cuestión planteada es sustancialmente análoga a la resuelta en "Yofre de Vaca Narvaja".


    Plouganou, Jorge Carlos c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 2497/08 (Ex. 448.141/98)


    P, 678, L. XLV, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Pérez Paredes, Alejandro Norberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043- Resol. 331/08 (Ex. 151.047/05)


    P, 1059, L. XLIV, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446755/98)".


    Viale, Ana c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Dict. 1304/05


    V, 390, L. XLV, 29 de abril de 2010 


    Ver Dictamen 


    Beneficio previsto en la ley 24.043. Circunstancias equiparables a las indemnizables. Pautas sentadas en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    El tribunal en su pronunciamiento, realizó un examen sucinto de las probanzas obrantes en autos y entendió que las circunstancias en las que el actor tuvo que permanecer y luego abandonar el país permitían concluir en que su decisión "... lejos de ser considerada como voluntaria o libremente adoptada, fue la única alternativa que tuvo para salvar su vida ...". Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y DDHH -Art.3 Ley 24.043- Resol. 1198/06 – ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1155/06 – ex. 141.610/04").


    Férnandez, Baraibar Julio César c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 2089/08 (Ex. 150.212/05)


    F, 413, L. XLV, 15 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Beneficio previsto en la ley 24.043. Circunstancias equiparables a las indemnizables. Pautas sentadas en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    El Tribunal examinó las situaciones de hecha obrantes en la causa y concluyó que la decisión del causante de abandonar el país, "... lejos de ser voluntaria, fue el única modo de salvar su vida o al menos su libertad...", circunstancia idónea para reconocerle el beneficio solicitado. Así las cosas, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y DDHH -Art. 3 Ley 24043- Resol. 1198/06 – ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y DDHH - Art. 3 ley 24.043 "-Resol. 1155/06 – ex. 141.610104").


    Naishtat, David c/ M° de J. y DDHH Art 3 Ley 24.043 Resol 1113/08 Ex 145.321/04


    N, 156, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Beneficio previsto en la ley 24.043. Circunstancias equiparables a las indemnizables. Pautas sentadas en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    El tribunal examinó las situaciones de hecho obrantes en la causa y concluyó que si bien la demandante "... no estuvo detenida a disposición del Poder Ejecutivo ni privada en modo alguno de su libertad previo al exilio, no puede dejar de considerarse que la decisión de abandonar el país fue motivada por la situación en que se encontraba su cónyuge, no siendo razonable suponer que habría de dejarlo partir sin fecha cierta de retorno sin la compañía de su familia", circunstancia idónea para conceder el beneficio solicitado. Así las cosas, al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. in re P. 413, L. XLIII "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y DDHH -Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 – ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y DDHH -Art. 3. ley 24.043 - Resol.1155/06- ex 141.610/04".


    Amieva de Tamarit, María Isabel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1023/08 (Ex. 150.959/05)


    A, 1040, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Beneficio previsto en la ley 24.043. Exilio. Precedente “Yofre de Vaca Narvaja”. Denegación del beneficio. Falta de prueba.


    El tribunal en su pronunciamiento -si bien de manera sucinta- realizó un examen de las circunstancias en las que el actor debió abandonar el país, así como de los elementos obrantes en autos y concluyó que -más allá de sus propios dichos- no existían elementos probatorios aptos como para tener por configurados los presupuestos que la Corte tuvo en cuenta en el precedente "Yofre de Vaca Narvaja", toda vez que por el modo en que fue expedido el certificado del ACNUR no resultaba prueba suficiente de que el actor permaneció fuera del país, en el período previsto por el régimen de la ley 24.043. Así las cosas, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. in re D. 343, L. XLIII "DRAGOEVICH, Héctor Ramón c/ M° J Y DDHH -Art. 3 Ley 24.043- (resol. 612/01)", sentencia del 2 de diciembre de 2008.


    Pérez, Ángel Norberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 146/08 (Ex. 450.506/98)


    P, 143, L. XLVI, 08 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Beneficio previsto en la ley 24.043. Requisitos. Acreditación. Trámite. Decretos 1023/92 y 205/97. Denegación por falta de acreditación del lapso de detención.


    En primer término, la actora pudo acreditar mediante de la información sumaria el lapso en el que sufrió el menoscabo de su libertad, mas no probar el régimen de libertad vigilada al que se habría visto sometida. Es decir que acreditada que fuese la restricción a la libertad que padeciera, podría recurrir -recién entonces- a cualquiera de los medios fijados por el decreto 205/97 para establecer el lapso de ella. En segundo lugar, la autoridad de aplicación entre las atribuciones que le asisten, tiene la de corroborar la declaración judicial recaída en la información sumaria y ello encuentra su razón de ser en que el procedimiento de ésta es de trámite breve, no sujeto al control de una contraparte y su declaración final lo es "en cuanto ha lugar por derecho", o sea, sin autoridad de cosa juzgada material frente a quien eventualmente pudiera alegar una pretensión contraria a lo que en ella se intentaba constatar.


    Mateo, Amelia Griselda c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 2040/08 (Ex. 244.615/04)


    M, 522, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Aplicación precedente "Yofre de Vaca Narvaja". Concesión del beneficio. Pautas sentadas en relación a los casos de exilio puro en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    El tribunal apelado en su pronunciamiento para conceder el beneficio, realizó un examen -si bien sucinto- de las probanzas obrantes en autos y entendió que las circunstancias en las que la actora tuvo que permanecer y luego abandonar el país (hechos no controvertidos en autos) permitían concluir en que su decisión “…lejos de ser considerada como voluntaria o libremente adoptada, fue la única alternativa que tuvo para salvar su vida…". Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. doctrina de los fallos in re P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 - ex. 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 - ex. 141.610/04").


    Pallavicini, Elsa Esther c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1389/08 (Ex. 145.273/04)


    P, 508, L. XLV, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Beneficio previsto por la ley 24.043. Circunstancias equiparables. Concesión de la indemnización por el período de exilio, posterior a la detención ilegal sufrida.


    El thema decidendi consiste en determinar si las circunstancias que rodearon el exilio de la demandante una vez recuperada su libertad, son equiparables a aquellas que prevé como indemnizables la ley 24.043. Esta Procuración General sostuvo que correspondía computar -a efectos de otorgar la compensación- el período en el que las personas tuvieron que permanecer fuera del país como consecuencia de su previa detención ilegítima, por considerar que se trataba de una prolongación de aquel estado de restricción de la libertad. Así, al dictaminar en los casos "Bufano", "Geuna" y "Quiroga" -a los que la Corte remitió en razón de brevedad- se aseveró que en ellos se produjo el menoscabo a la libertad que V.E. señaló como causa de la reparación que otorga la ley 24.043. Cabe recordar que, más allá de que en cada uno de esos casos el menoscabo a la libertad se verificó en distinto grado y de que la salida del país de los allí actores aconteció en forma diversa, el elemento común en todos fue la detención ilegítima y efectiva -circunstancia ésta que en el sub lite fue reconocida por la autoridad de aplicación y cuya indemnización dispuso por el art. 1° de la resolución N° 620/09, del Ministro de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos. Además, la concomitancia existente entre la fecha en la que la demandante recuperó su libertad y aquella en la que abandonó el país resulta relevante como indicio de que se vio forzada a partir como consecuencia de la detención ilegal que sufrió. A mayor abundamiento es posible mencionar que el tribunal para resolver como lo hizo, practicó un análisis de las circunstancias en las que la actora debió exiliarse y concluyó que ellas hicieron razonablemente necesario el exilio involuntario de la apelante.


    Paredes, Yolanda Cristina c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 620/09 (Ex. 145.312/04)


    P, 597, L. XLV, 21 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Denegación del beneficio previsto en la ley 24.043. Circunstancias no equiparables a las indemnizables. Falta de pruebas. Pautas sentadas en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    El tribunal en su pronunciamiento realizó un examen de las circunstancias en las que el actor debió abandonar el país, así como de los elementos obrantes en autos y llegó a la conclusión de que no existían piezas probatorias suficientes para tener por configurados los presupuestos que la Corte tuvo en consideración en el precedente "Yofré de Vaca Narvaja" razón por la cual, la decisión de abandonar el país debía ser interpretada como un exilio voluntario. La Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro" (conf. Doctrina de los fallos P. 413, L. XLIII "Portugheis, Elsa rosa c/ Ministerio de Justicia y DDHH –Art. 3° Ley 24.043- resol. 1198/06 – ex. 446.755/98", y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y DDHH –Art. 3° Ley 24.043- resol. 1155/06 – ex. 141.610/04").


    Martínez Zemborain, Oscar Daniel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1180/06 (Ex. 448.202/98)


    M, 645, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Exilio voluntario. Detenciones ilegítimas llevadas a cabo durante la última dictadura militar en Argentina. Denegación del beneficio previsto en la ley 24.043.


    Tal como lo señaló la Corte en el caso "Portugheis", tampoco en el sub judice lo resuelto por el Ministro de Justicia y Derechos Humanos ofrece al juzgador elemento alguno como para concluir sobre el acierto o desacierto de lo decidido.  No obstante ello, el tribunal realizó el examen de las probanzas obrantes en autos, cotejó si aquéllas eran semejantes a las excepcionalísimas circunstancias que tuvo en consideración V.E. en el caso "Yofre de Vaca Narvaja" y concluyó que no alcanzaban para probar la persecución política y personal sostenida por la actora, por lo que su partida del país debía interpretarse como un autoexilio voluntario. Al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro".


    Semino, Stella Maris c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1198/06 (Ex. 446.684/98)


    S, 788, L. XLV, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Exilio. Beneficio previsto en la ley 24.043: circunstancias equiparables. Concesión del beneficio.


    El tribunal –en su pronunciamiento en el que confirmó lo decidido por la autoridad de aplicación- realizó un sucinto análisis de los elementos obrantes en autos y tuvo por no probado que el recurrente hubiese estado "... a disponibilidad del Poder Ejecutivo ...", entre el momento en que recuperó su libertad personal efectiva y aquel en el que fue dictado el acto administrativo ratificatorio de tal medida. Así las cosas, al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. para el tratamiento de las apelaciones directas planteadas contra resoluciones de aplicación de la citada ley, y por ende, esta debería ser confirmada.


    Rallis, Manuel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 3376/08 (Ex. 132.507/02)


    R, 363, L. XLV, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Exilio. Detenciones ilegítimas llevadas a cabo durante la última dictadura militar en Argentina. Denegación del beneficio previsto por la ley 24.043.


    La Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en P. 413, L. XLIII “Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y DDHH – Art. 2 Ley 24.043 – Resol. 1198/06 – ex 446.755/98" y C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y DDHH – Art. 3 ley 24.043 – Resol. 1155/06 – ex 141.610/04”.


    Garamendy, Alberto Martín c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1510/08 (Ex. 345.273/92)


    G, 594, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Indemnización prevista por la ley 24.043: circunstancias equiparables. Exilio puro. Denegación de beneficio. Falta de prueba.


    El tribunal en su pronunciamiento -si bien de manera suscinta- realizó un examen de las circunstancias en las que el actor debió abandonar el país y concluyó que, ante la ausencia de elementos probatorios suficientes de la persecución política y personal que dice haber padecido sus progenitores "... su partida debe interpretarse como un auto exilio voluntario". Así, la Cámara siguió las pautas sentadas por V.E. en relación a los casos denominados de "exilio puro".


    Zonco, Facundo Martin c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos art. 3 ley 24.043 Resol. 1839/08 ex 155303/06


    Z, 27, L. XLVI, 28 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Reconocimiento del beneficio previsto en la ley 24.043. Indemnización por exilio. Remisión al fallo de V.E. de P. 413, L. XLIII, “Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Art 3 Ley 24.043 – Resol 1198/06 – ex 446.755/98”, y C. 1044, L XLIII “Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Art 3 ley 24.043 – Resol 1155/06 – ex 141.610”.


    Tamarit, María Isabel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 828/08 (Ex. 150.960/05)


    T, 219, L. XLV, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Reconocimiento del beneficio previsto en la ley 24.043. Indemnización por exilio. Remisión al fallo de V.E. de P. 413, L. XLIII, “Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Art. 3 Ley 24.043 – Resol. 1198/06 – ex 446.755/98” y C. 1044, L. XLIII, “Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Art 3 Ley 24.043 – Resol. 1155/06 – ex 141.610/04”.


    De Santi y Kreilis, Luciano c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 390/09 (Ex. 145.891/04)


    D, 261, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Habeas Data


    Acción de habeas data contra provincia de Buenos Aires y ARBA. Titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión. Modificación de una base de datos local. Improcedencia competencia originaria y exclusiva de la Corte.


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. La actora si bien dirige la acción de habeas data nominalmente contra la Provincia de Buenos Aires cuestiona los actos emanados de la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires (ARBA) sobre el "Padrón de Retenciones de Cuentas Bancarias", por lo que la demanda solo se dirige sustancialmente contra esa entidad, la cual no es aforada a esta instancia, toda vez que la ley local 13.766 (arts. 1 y 2) le otorga carácter autárquico de derecho público y, por ende no se identifica con la Provincia de Buenos Aires. Dicha entidad resulta ser la titular de la relación jurídica sustancial que da fundamento a esta acción, en tanto es el único sujeto que podrá suprimir los datos personales sobre los cuales se pretende que la acción tenga efectos. El art. 36 de la ley nacional 25.326 de Protección de Datos Personales, establece que sólo procederá la competencia federal cuando la acción se interponga "en contra de archivos de datos públicos de organismos nacionales, y cuando los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales ", supuestos que no se presentan el sub judice, pues la acción tiene por objeto lograr la modificación de una base de datos local, el "Padrón de Retenciones de Cuentas Bancarias".


    Depor Jean S.A. c/ Buenos Aires, provincia de (Agencia de Recaudación de Buenos Aires) s/ Habeas data


    D, 3, L. XLVI, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Poderes Constituidos


    Órganos Extrapoder


    Defensor del Pueblo


    Movilidad jubilatoria. Rechazo de amparo interpuesto por el Defensor del Pueblo de la Nación. Falta de legitimación activa. Intereses colectivos de incidencia individual que no son homogéneos. Improcedencia extensión de derechos reconocidos en el caso "Badaro". Procedencia acción de clase: cumplimiento de requisitos precedente "Halabi".


    La eficacia de las garantías sustantivas y procesales debe ser armonizada con el ejercicio individual de los derechos que la Constitución también protege y la Corte al consagrar pretoriamente la acción de clase para la defensa de los derechos de incidencia colectiva referentes a intereses individuales homogéneos ha hecho especial hincapié en el sentido de que en la búsqueda de la efectividad no cabe recurrir a criterios excesivamente indeterminados alejados de la prudencia que dicho balance exige. No es posible identificar qué elementos homogéneos tiene la pluralidad de sujetos que el Defensor intenta representar para pretender la aplicación de los precedentes "Badaro", o dicho en otros términos, no se puede determinar la homogeneidad fáctica y normativa que lleva a considerar razonable la realización de un solo juicio con efectos expansivos de la cosa juzgada que en él se dicte. Ello, ante la imposibilidad de establecer si el colectivo de beneficiarios de esta acción accedieron a la condición de jubilados y pensionados sobre la base del mismo régimen jurídico que el actor Badaro, cuál es el monto de sus haberes o cuándo obtuvieron el beneficio. Si bien el criterio de la Corte a partir del caso "Halabi" se orienta en el sentido de que la falta de reglamentación y la inexistencia de una acción de clase en nuestro ordenamiento jurídico no pueden constituirse en óbice del ejercicio de derechos constitucionales reconocidos, en el caso particular del Defensor del Pueblo, cuyo objeto es la defensa del interés colectivo, resulta razonable concluir que el alcance de su representación no debe involucrar en forma indiscriminada a toda la comunidad cuando los intereses que se pretende proteger no resulten homogéneos. Ello es así, pues la eficacia de las garantías sustantivas y procesales debe ser armonizada con el ejercicio individual de los derechos que la Constitución también protege como derivación de la tutela de la propiedad, del contrato, de la libertad de comercio, del derecho de trabajar, y la esfera privada, todos derechos de ejercicio privado; por otro lado, también debe existir una interpretación armónica con el derecho de defensa en juicio, de modo de evitar que alguien sea perjudicado por la sentencia dictada en un proceso en el que no ha participado. La pretensión del Defensor del Pueblo en el sub lite, al estar dirigida a la protección de derechos enteramente individuales no homogéneos cuyo ejercicio y tutela corresponde, en exclusiva, a cada uno de los potenciales afectados queda fuera del ámbito de la ampliación que ha realizado el art. 43 de la Constitución Nacional e impide que se tramite bajo la acción de clase prevista en el caso "Halabi".


    Defensor del Pueblo de la Nación c/ Estado Nacional s/ Amparos y sumarísimos


    D, 45, L. XLV, 08 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Ministerio Público


    Conflicto que no presenta aspectos de interés institucional o de orden público que ameriten pronunciamiento del MPF.


    Benito, Jorge Luis c/ Paluch Aron, Fabián (Ari) y otros s/ Ordinario


    B, 539, L. XLV, 14 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda promovida por el Estado Nacional contra provincia. Reintegro de sumas de dinero. Inexistencia de cuestiones federales que requieran dictamen del MPF: presunta invalidez de actos de órganos locales que se dicen realizados sin competencia en razón del grado y cuestiones de hecho y prueba.


    La principal defensa de derecho de la parte demandada consiste en alegar que el órgano que decidió la incorporación al Programa Trabajar II carece de competencia para ello y para obligar a la Provincia, pues el órgano competente es el Gobernador y a partir de ese razonamiento afirma que el convenio es inválido por violación a las normas locales que regulan la competencia de los órganos administrativos provinciales. Los otros planteas sobre los que aquélla apoya su posición defensiva se relacionan con cuestiones de hecho y prueba, tales como que no recibió directamente los fondos que ahora se le reclaman. La solución a los planteos exige, por un lado, el examen de temas regidos por el derecho público, mientras que, por el otro, dilucidar aspectos fácticos, aspectos ambos ajenos a la intervención de este Ministerio Público.


    Estado Nacional (Ministerio de Trabajo) c/ Misiones, provincia de (Subsecretaría de Bienestar Social del Ministerio de Bienestar Social de la Mujer y la Juventud s/ Cobro de sumas de dinero


    E, 558, L. XLI, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia configuración de la materia que refiere el articulo 24 inciso 6°, apartados b) y c) del decreto-ley 1285/58: no corresponde dictamen del MPF.


    Baila, Rubén Agustín c/ Anses s/ Reajustes varios


    B, 4304, L. XXXVIII, 14 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia configuración de la materia que refiere el artículo 24 inciso 6°, apartados b) y c) del decreto-ley 1285/58: no corresponde dictamen del MPF. Remisión a lo dictaminado por el Procurador General de la Nación en autos S.C. B. N" 4304, L. XXXVIII "Baila, Rubén Agustin c/ANSeS s/reajustes varios".


    Argento, Federico Ernesto c/ Administración Nacional de Seguridad Social s/ Reajustes Varios.


    A, 458, L. XL, 15 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia configuración de la materia que refiere el artículo 24 inciso 6°, apartados b) y c) del decreto-ley 1285/58: no corresponde dictamen del MPF. Remisión a lo dictaminado por el Procurador General de la Nación en autos S.C. B. N° 4304, L. XXXVIII "Baila, Rubén Agustin c/ANSeS s/reajustes varios".


    Altuna, Roberto c/ ANSES s/ Reajustes Varios.


    A, 1970, L. XXXIX, 15 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia configuración de la materia que refiere el artículo 24 inciso 6°, apartados b) y c) del decreto-ley 1285/58: no corresponde dictamen del MPF. Remisión a lo dictaminado por el Procurador General de la Nación en autos S.C. B. N° 4304, L. XXXVIII "Baila, Rubén Agustin c/ANSeS s/reajustes varios".


    Chiochini, Ruben Alberto c/ ANSES s/ Reajustes Varios.


    C, 2528, L. XL, 15 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia configuración de la materia que refiere el artículo 24 inciso 6°, apartados b) y c) del decreto-ley 1285/58: no corresponde dictamen del MPF. Remisión a lo dictaminado por el Procurador General de la Nación en autos S.C. B. N° 4304, L. XXXVIII "Baila, Rubén Agustin c/ANSeS s/reajustes varios".


    Del Gizzo, Mario c/ ANSES s/ Reajustes Varios.


    D, 347, L. XL, 15 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia configuración de la materia que refiere el artículo 24 inciso 6°, apartados b) y c) del decreto-ley 1285/58: no corresponde dictamen del MPF. Remisión a lo dictaminado por el Procurador General de la Nación en autos S.C. B. N° 4304, L. XXXVIII "Baila, Rubén Agustin c/ANSeS s/reajustes varios".


    Tusini, Luis Alberto c/ ANSES s/ Reajustes varios.


    T, 386, L. XL, 15 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia de cuestiones federales que requieran una opinión de la Procuración General.


    Lo aquí discutido reside en establecer si corresponde que al Estado Nacional (SEDRONAR) le sea reintegrada de la suma de dinero que otorgó en carácter de subsidio a la Provincia de Misiones y, para ello, se debe determinar la validez jurídica del convenio y su cumplimiento por aquélla, lo que depende exclusivamente del análisis y de la valoración de las circunstancias de hecho y prueba que rodean la cuestión, materia propia de los jueces de la causa.


    Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y Lucha contra el Narcotráfico (SEDRONAR) c/ Misiones, provincia de s/ Demanda interruptiva de prescripción


    S, 1853, L. XL, 11 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Sentencia que homologa un acuerdo preventivo extrajudicial. Concurso preventivo. Atribuciones del Ministerio Público. Principio de unidad de acción.


    Los fundamentos fácticos y jurídicos expuestos por la Fiscal General en su presentación, han motivado la denuncia promovida por la Fiscal General. Consecuentemente, el marco del principio de unidad de acción en que debe desenvolverse este Ministerio Público Fiscal, impide vedar el acceso de la recurrente a una instancia judicial plena.


    Buenos Aires Tur S.R.L. s/ Acuerdo preventivo extrajudicial


    B, 1365, L. XLIII, 16 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Poder Judicial


    Estructura


    Jurado de Enjuiciamiento. Pretendida inconstitucionalidad de la Ley 26.080: remisión al dictamen de causa A. 1343, L. XLII. “AABA”. Decisión de remover un juez: revisión por medio del recurso extraordinario. Naturaleza política no jurisdiccional: precedente "Brusa", fallos: 326:4816. Cuestiones fácticas ajenas a la vía excepcional.


    Atento al distinto orden de agravios que se pretenden someter a conocimiento del Tribunal, el primero de ellos -vinculado con las críticas que se formulan a la ley 26.080, en cuanto asignó una nueva composición al Consejo de la Magistratura- no puede prosperar. Toda vez que se trata de una presentación teórica sobre los posibles efectos que la modificación legal podría producir en la composición y en el funcionamiento del órgano al que la Constitución le asignó como función, entre otras, la de decidir la apertura del proceso de remoción de magistrados, pero sin explicar cómo ello repercute en el caso que ahora se intenta traer a conocimiento de la Corte Suprema. En cuanto a la revisión por medio del recurso extraordinario de la decisión de remover de su cargo a un juez adoptada por el Tribunal de Enjuiciamiento de Magistrados de la Nación, procede recordar que la Corte sostuvo que en materia de enjuiciamiento político, nuestro sistema constitucional de 1853-1860 había atribuido en forma exclusiva al Senado de la Nación la responsabilidad de valorar políticamente la conducta de los funcionarios y magistrados de máxima jerarquía del Estado, tomando en consideración el carácter netamente no jurisdiccional del único efecto conferido a su decisión, que es la de destituir al imputado. Ello permitió desde antiguo al Tribunal sostener que lo atinente al enjuiciamiento de magistrados judiciales es materia propia y excluyente de los órganos asignados constitucionalmente a ese efecto, escapando su cometido, de naturaleza política, al control judicial. Sobre la base de tales pautas hermenéuticas, las críticas que la defensa del juez destituido ensaya contra la decisión del Tribunal de Enjuiciamiento de Magistrados son sólo discrepancias acerca del modo en que aquel órgano valoró la conducta del magistrado, a partir de los elementos fácticos que consideró probados en la causa, pero no alcanzan para demostrar, con el rigor que se exige en estos casos, de modo palmario e inequívoco un apartamiento sustancial y grave del procedimiento previsto para adoptar el pronunciamiento cuestionado, ni demuestran que la reparación del supuesto perjuicio sea conducente para variar la suerte del proceso. El magistrado hizo uso del derecho de defensa, aunque, ciertamente, considera insuficiente su ejercicio, pero lo concreto es que no sólo existió actividad defensiva, sino que incluso ésta fue parcialmente exitosa, si se tiene en cuenta que uno de los cargos fue rechazado por el Jurado de Enjuiciamiento. La queja no supera el riguroso criterio de revisión que se exige en esta materia, pues, en palabras del Tribunal, el apelante no demuestra en forma nítida, inequívoca y concluyente un menoscabo que exhiba relevancia bastante para variar la suerte de la causa.


    Faggionatto, Marquez, Federico Efrain s/ Pedido de enjuiciamiento.


    F, 180, L. XLVI, 18 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Magistrado destituido por juicio político por mal desempeño de funciones. Pretensión de inconstitucionalidad del artículo 29, ley 24.018. Pérdida del beneficio jubilatorio. Rechazó de demanda. Agravio conjetural y abstracto: no corresponde a la Corte expedirse.


    El otorgamiento del beneficio pretendido conduciría de un lado a una contradicción: ella es la subsistencia en virtud de lo dispuesto por el artículo 16 de la ley 24.018 del estado judicial del que fue desplazado el juez con motivo del juicio político, y de otro en ese marco, a una posibilidad irrazonable contraria a la finalidad del artículo 115 de la Constitución Nacional que impone la destitución de los magistrados que hubieran incurrido en la causal de mal desempeño a que se refiere el artículo 53 -cuya revisión valga señalarlo, resulta en este estadio, ajena a la litis-, esto es la eventualidad de la convocatoria -transitoria- del cesante a ese mismo cargo u a otro análogo de acuerdo a las obligaciones que emanan del citado artículo 16. Es cierto que el precepto constitucional que se dice violentado, dispone que el juicio político no tendrá otro efecto que la destitución del acusado, empero, también lo es que, de llevarse a cabo la remoción, son inevitables sus consecuencias naturales. En efecto, sería absurdo pensar que el magistrado destituido debería seguir cobrando el sueldo por la función que ya no cumple, o que dispondría de su despacho o de otros elementos que fueron proveídos para el desempeño del cargo. De la misma forma, pienso que un ex magistrado en esa situación no puede ser beneficiario de un régimen cuya finalidad, como se expuso, es crear condiciones para garantizar la tranquilidad del futuro económico y así el correcto desempeño de la función, cuando se lo apartó del cargo, exclusivamente, por su mal cumplimiento. Llevar a cabo correctamente las funciones de magistrado y no ser removido por juicio político que tenga como causal el mal desempeño de ellas se torna, entonces, en un requisito para obtener el beneficio que la ley 24.018 establece, toda vez que sostener lo contrario supondría contradecir el objetivo último que tuvo en miras el legislador al concebir tan especial sistema, y descarta de plano la naturaleza sancionatoria, que propugna el recurrente en su escrito recursivo. Cuando el magistrado opta por jubilarse por el régimen de la ley 24.018 (v. art. 5) no sólo está eligiendo obtener una determinada prestación previsional sino que está aceptando extender el estado judicial que regía sus actos cuando se encontraba en actividad. Dicho estado, conforma una situación jurídica compleja que está integrada por un conjunto de derechos y obligaciones más amplios a los considerados por el recurrente, los que, por un lado, ubican al funcionario retirado en una situación ventajosa en lo que hace a su haber previsional y, por otro, también le imponen cargas a los que no se ven sometidos los no incluidos en el régimen bajo examen.  La sola presentación de la renuncia por parte del magistrado que enfrenta el juicio político no lo exime per se de tan especial proceso y por ende de ser, eventualmente, removido. Ello es así, pues para que se efectivice la voluntad del magistrado de dimitir a su cargo, es necesario que el Poder Ejecutivo se expida a favor de su aceptación, como así también que el mecanismo descripto se desarrolle dentro del marco establecido por las normas correspondientes. No obstante que un extremo perfectible de la norma permita la posibilidad eventual de que se configure la situación disvaliosa descripta por el apelante, ello no constituye razón suficiente para convalidar el reclamo.


    Marquevich, Roberto José c/ Anses s/ Acción meramente declarativa


    M, 1153, L. XLIV, 22 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remoción de magistrado. Hechos configurativos de la causal de mal desempeño: criterio reservado a los encargados del juicio político. Cuestión que no requiere necesariamente ser una conducta criminal. Improcedencia revisión judicial. Inexistencia afectación garantía de defensa en juicio y debido proceso. Falta de demostración de vicios durante el trámite de remoción, en forma nítida, inequívoca y concluyente que implique un menoscabo que exhiba relevancia para variar la suerte de la causa. Cuestiones reservadas a los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario: inadmisibilidad.


    En los términos del art. 115 de la Constitución Nacional las decisiones del Jurado de Enjuiciamiento son sentencias definitivas irrecurribles, sin perjuicio de que tal principio general ceda cuando, se acredite la violación al principio de defensa y al debido proceso legal, supuestos estos que habilitarán el recurso extraordinario federal para ocurrir ante la Corte y con el único objeto de reparar eventuales afectaciones a aquellas garantías constitucionales. Empero, quien pretenda el ejercicio de tal control ha de demostrar -recurso extraordinario mediante- en forma nítida, inequívoca y concluyente un grave menoscabo a las reglas del debido proceso que, asimismo, exhiba relevancia bastante para variar la suerte de la causa. Ni la subsunción de los hechos en las causales de destitución ni la apreciación de los extremos fácticos o de derecho que han llevado al Jurado al juicio de remoción constituyen materia de pronunciamiento dado que no se trata de que el órgano judicial convertido en un tribunal de alzada sustituya el criterio de quienes por imperio de la ley están encargados en forma excluyente del juicio de responsabilidad política del magistrado. De la compulsa de las actuaciones que culminaron con la destitución del doctor Solá Torino no se advierte discordancia entre los hechos por los que fue sometido a enjuiciamiento y la decisión final del órgano previsto por la Constitución para evaluar su desempeño funcional. El mal desempeño o la mala conducta no requieren la comisión de un delito, sino que basta para separar a un magistrado la demostración de que no se encuentra en condiciones de desempeñar el cargo en las circunstancias que los poderes públicos lo exigen; no es necesaria una conducta criminal, es suficiente con que el imputado sea un mal juez y esta determinación, claro está, queda en cabeza del Tribunal de Enjuiciamiento. Corresponde rechazar el recurso extraordinario si las críticas son insuficientes para demostrar, con el rigor que es necesario en esta clase de asuntos, que en el proceso eminentemente político de remoción de un magistrado se ha violado la garantía de la defensa en juicio y que esta lesión irrogue un perjuicio a derechos jurídicamente protegidos y, con particular relación al tema que ahora plantea la defensa, el Tribunal también sostuvo que se debe desestimar el planteo vinculado con las irregularidades en la sustanciación del proceso político, que se circunscriben a invocar cuestiones de índole fáctica y probatoria, tales como una inadecuada valoración de las pruebas ofrecidas por la acusación y un infundado rechazo de los medios agregados por la defensa, porque no ha quedado demostrado de qué manera tal cuestión produjo la violación de la defensa en juicio, ni qué medios debieron valorarse para que otra fuera la suerte del juicio.


    Solá Torino, José Antonio s/ Pedido de enjuiciamiento - causa n° 27/2009.


    S, 688, L. XLV, 18 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa de certeza. Suspensión de incorporación de diputados electos a la Cámara de Diputados de una provincia. Pleito de carácter electoral. Actos de autoridad local. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    Según se desprende de los términos de la demanda, los actores pretenden obtener certeza respecto de varias resoluciones dictadas por la Cámara de Diputados de la Provincia de San Luis en el marco de comicios provinciales, por lo que el pleito es de naturaleza electoral y, por lo tanto, se rige por el derecho público local, lo cual impide la tramitación de la causa ante los estrados de la Corte en esta instancia originaria. Así, pues el asunto se relaciona con el procedimiento jurídico político de organización de dicha provincia, es decir, con un conjunto de actos que deben nacer, desarrollarse y tener cumplimiento dentro del ámbito estrictamente local. Las provincias conservan su soberanía absoluta en lo que concierne a los poderes no delegados a la Nación, según lo reconoce el art. 121 de la Ley Fundamental. Además, la cuestión involucra el examen, análisis e interpretación de actos de autoridad local, puesto que el Tribunal Electoral de la provincia ya les expidió, el diploma que certifica su carácter de diputados provinciales electos, en consecuencia, los actos de la Cámara de Diputados serían contrarios también a lo dispuesto por dicho Tribunal local. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que el actor funde su pretensión en disposiciones de la Constitución Nacional y de instrumentos internacionales con jerarquía constitucional, toda vez que la cuestión federal no es la predominante en la causa.


    Ojeda, Eduardo Ariel y otros c/ San Luis, Provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    O, 285, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción de amparo. Suspensión del proceso de instalación de reactor nuclear. Litisconsorcio pasivo. Competencia originaria de la Corte. Ley nacional de Residuos Radiactivos.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión a resolver, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. Toda vez que son demandados la Provincia de Formosa -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- junto con la Comisión Nacional de Energía Atómica (CNEA) y el Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia, pues existe un litisconsorcio pasivo necesario en los términos del art. 89 del Código Procesal, Civil y Comercial de la Nación. Ello es así, en razón de lo dispuesto en la ley nacional 25.018 de Residuos Radiactivos, que coloca a cargo de la Comisión Nacional de Energia Atómica la gestión de estos desechos y de las legislaturas provinciales la aprobación de las localizaciones de los emplazamientos de instalaciones para la disposición final de dichos residuos.


    Cardozo, Walter Jorge c/ Formosa, provincia de y otros s/ Amparo.


    C, 729, L. XLVI, 01 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa iniciada por una ART. Titular de la relación jurídica sustancial que da fundamento a la demanda. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Provincia que no forma parte del pleito. Ausencia interés provincial directo. Intervención de terceros: carácter excepcional y su admisión debe ser interpretada en forma restrictiva, especialmente cuando mediante el éxito de su solicitud podría quedar librada al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte.


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte conlleva la necesidad de que sea titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, lo que debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario implicaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. La Superintendencia de Seguros de la Nación es quien resulta ser la titular de la relación jurídica sustancial que da fundamento a esta pretensión, en tanto es el único sujeto con competencia para modificar el registro de los estados contables de Provincia ART, en su carácter de autoridad de control de la ley nacional 20.091 de entidades de seguros. Dicho recaudo no se verifica en autos en relación a la Provincia de Buenos Aires, por cuanto la actora no indica de manera clara y concreta cuáles serían las razones por las cuales debería actuar en el proceso, ni cómo resultaría obligada y con posibilidades de cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia violado en el supuesto de admitirse la demanda. Tampoco corresponde tener por citado como tercero al pleito a dicha provincia, pues la actora no logra justificar la existencia de una comunidad de intereses con las partes. No cabe por tener como citada a la Provincia de Buenos Aires, en los términos del art. 90 del CPCCN, sólo con apoyo en que celebró con la aseguradora los contratos de afiliación y, luego, decidió no integrar el Fondo para Fines Específicos creado por el Estado Nacional, pues dichas circunstancias no evidencian que en el caso esté en juego un interés provincial directo que justifique su intervención, máxime cuando la provincia no reconoció como deuda la suma correspondiente al Fondo, liberando a la aseguradora de cualquier reclamo por contingencias vinculadas a estos riesgos, con el dictado del decreto local 1848/01.


    Provincia A.R.T. c/ Estado Nacional y otro s/ Acción declarativa


    P, 670, L. XLV, 04 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo contra provincia y organismo local. Pretensión de inconstitucionalidad de normas locales referidas al procedimiento de designación y remoción de magistrados y a la creación y regulación de instituciones de Derecho Público local. Ejercicio de facultades reservadas a la provincia. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Inexistencia de cuestión con manifiesto contenido federal. Competencia justicia local. Fuero federal: carácter excepcional fijado por ley.


    Para que proceda, la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24 inc. 1, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar además la materia sobre la que éste versa, es decir, que se, trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Quedan excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local en virtud de que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado en el art. 14 de la ley 48. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, es decir, que se debe tratar previamente en jurisdicción local la inconstitucionalidad alegada, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48.


    Gómez, Alfredo Hugo c/ Tucumán, provincia de y otro s/ Amparo


    G, 398, L. XLVI, 25 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo. Cuestionamiento de actos dictados por la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires (ARBA). Pretensión de cobro de impuesto sobre ingresos brutos. Convenio Multilateral: ley-convenio que al ser ratificada por ley local forma parte del derecho público provincial. Ausencia de causa civil y manifiesto contenido federal. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Competencia justicia local. Carácter excepcional del fuero federal.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. La nuda violación de derechos constitucionales proveniente de autoridades de provincia, no es suficiente para sujetar por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional (art. 18, segunda parte, de la ley nacional 16.986) o en razón de la materia cuando las causas "versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación" en sentido estricto, esto es, cuando la solución de aquéllas dependa de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales (arts. 116 de la Constitución Nacional y 2 , inc. 1, de la ley 48), circunstancia que no se presenta en autos. Tampoco la violación al Convenio Multilateral suscita una cuestión federal, en cuanto, según la nueva jurisprudencia de V.E., se trata de una ley-convenio que al ser ratificada por una ley local entra a formar parte del derecho público provincial, aunque con diversa jerarquía, por lo que su configura un asunto de igual naturaleza, lo cual quita el carácter exclusivamente federal a la materia del pleito, imprescindible para la tramitación de estas actuaciones en la instancia originaria del Tribunal.


    De Carolis, José Armando c/ Buenos Aires, provincia de s/ Amparo.


    D, 461, L. XLV, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra provincia y ARBA. Impuesto sobre los ingresos brutos. Planteamiento conjunto de cuestiones federales y locales. Ausencia de causa civil. Competencia justicia local. Improcedencia competencia originaria y exclusiva de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. La causa reviste un manifiesto contenido federal si la demanda deducida se funda directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con, las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. El planteamiento que se efectúa resulta conjunto en tanto dichas disposiciones resultan violatorias no sólo de normas federales, sino también de dos leyes-convenio que integran el derecho público del Estado provincial demandado. El cobro de un tributo tampoco constituye una causa civil, por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto administrativo, y que sólo se debe discutir en la instancia originaria la validez de un gravamen cuando es atacado exclusivamente como contrario a la Constitución Nacional, circunstancia que no se presenta en este juicio.


    Constructora Palo Alto S.R.L. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C, 525, L. XLV, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra provincia, Estado Nacional y compañía de seguros. Improcedencia competencia originaria de la Corte en razón de las personas demandadas. Inadmisibilidad acumulación subjetiva de pretensiones. Presunta responsabilidad extracontractual de la provincia: derecho público local. Doctrina "Barreto".


    La acumulación subjetiva de pretensiones así deducida por el actor contra la Provincia de Buenos Aires y el Estado Nacional resulta inadmisible puesto que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existen, en principio, razones que autoricen a concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Tampoco se configura en el sub lite las hipótesis que autorizan a disponer la competencia originaria del Tribunal cuando una provincia es parte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal. La Provincia de Buenos Aires deberá ser demandada ante la justicia local (arts. 5, 121 y siguientes de la Constitución Nacional), debiendo dirigirse contra el Estado Nacional ante la justicia federal, en donde encontrará así satisfecho éste su privilegio (art. 116 de la Ley Fundamental).


    Castello, Mario Pedro c/ Buenos Aires, provincia de s/ Daños y perjuicios


    C, 487, L. XLVI, 17 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra provincia. Acción de reivindicación respecto de inmuebles ubicados en su territorio, iniciada por el coheredero y presunto titular de dominio. Fundamento en normas de derecho común: naturaleza civil de la materia del pleito. Distinta vecindad del actor con respecto a la provincia demandada: competencia originaria del Tribunal. Existencia de demanda análoga.


    Antonio Domingo Ibarguren, prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión en examen, está legitimado individualmente para interponer esta nueva acción reivindicatoria, en cuanto el Código Civil establece en su art. 2772 que ésta ''puede ser ejercida, contra el poseedor de la cosa, por todos los que tengan sobre ésta un derecho real perfecto e imperfecto", además, porque "cada uno de los condóminos puede reivindicar, contra un tercer detentador, la cosa en que tenga su parte indivisa ..." (art. 2679), y porque "cuando muchas personas son llamadas simultáneamente a la sucesión, cada una tiene los derechos del autor de una manera indivisible, en cuanto a la propiedad y en cuanto a la posesión" (art. 3416). Sobre la base de estas disposiciones, el actor puede iniciar la demanda de autos y a ello no obsta la resolución de la causa "Aguirre", del 1° de diciembre de 2009. La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. El Tribunal, en su nueva composición, ha atribuido ese carácter a aquellos litigios regidos exclusivamente por normas y principios de derecho privado, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional.


    Ibarguren, Antonio Domingo c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción reivindicatoria


    I, 57, L. XLVI, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra provincia: pretensión de nulidad de actas notariales y resarcimiento por daños y perjuicios sufridos. Acumulación de acciones sucesivas, subordinadas o accesorias: la subordinada no puede ser admitida hasta tanto no exista un pronunciamiento sobre la principal. Improcedencia competencia originaria y exclusiva de la Corte. Justicia provincial.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc.1, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. Por lo tanto, quedan excluidos de dicha instancia aquellos procesos en los que se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de éstas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos de las autoridades provinciales, legislativos o judiciales de carácter local. La materia del pleito no tiene naturaleza "exclusivamente civil", tal como lo requiere la nueva doctrina de la Corte para que procede la competencia originaria del Tribual, toda vez que para resolver el pleito se debe examinar además el marco dentro del cual se firmaron dichas actas, es decir, el juicio expropiatorio sustanciado en sede local, en el que la Provincia de Tucumán efectuó su desistimiento. La expropiación es una institución de derecho público, regida por las leyes que sobre la materia ha dictado cada provincia, en el ámbito de, su respectiva competencia territorial. El juicio corresponde al conocimiento de los jueces locales -que ya intervinieron en ese asunto-, pues el respeto del sistema federal, y de las autonomías provinciales exige que sean dichos magistrados los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que las de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Boss de Raffo, Eva (Su Sucesión) c/ Tucumán, provincia de s/ Daños y perjuicios


    B, 161, L. XLVI, 23 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra provincias y Estado Nacional. Presunta responsabilidad extracontractual. Falta de servicio de algunos de sus órganos: materia regida por el derecho público local. Competencia justicia provincial. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Provincias demandadas: ante sus propios jueces. Estado Nacional: justicia federal.


    Este proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte por las personas a quienes demanda en tanto es doctrina de V.E. que la acumulación subjetiva de pretensiones -que como en el caso intenta efectuar el actor- contra la Provincia de Misiones, la Provincia del Chubut y el Estado Nacional resulta inadmisible puesto que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia, ni existe, en principio, razones que justifiquen concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Tampoco se configuran en el sub lite las hipótesis que autorizan a disponer la competencia originaria del Tribunal cuando una provincia es parte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1, del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal.


    E., M. H. c/ Misiones, provincia de y otros (Estado Nacional) s/ Daños y perjuicios


    E, 18, L. XLV, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda entablada por una obra social (persona de derecho público no estatal) contra provincia: competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 "Tallarico", y una provincia, a quien le asiste el privilegio' de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente c/ Catamarca, provincia de s/ Homologación de convenio


    O, 102, L. XLVI, 23 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda entablada por una provincia contra empresa domiciliada en el extranjero. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Relación de derecho existente entre las partes: derecho público local. Ausencia de causa civil.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y reglamentada en el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios, en que una provincia es parte, resulta necesario examinar además la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. La relación jurídica que dio origen a las facturas cuyo pago se intenta obtener es de naturaleza administrativa, en tanto se trata de una locación de servicios destinada a la reparación de una aeronave adquirida por la provincia, en los que ésta actuó en su carácter de poder administrador y en uso de facultades propias según los arts. 121 a 124 de la Constitución Nacional, lo que determina que sean los jueces locales los que tengan a su cargo el conocimiento y la decisión de tales cuestiones. No empece a lo dicho el hecho de que la demandada tenga distinta nacionalidad, pues si bien la competencia federal rationae personae procede en aquellos casos en que es parte un ciudadano extranjero, esto es así siempre que se trate de una "causa civil" y no como sucede en autos en donde resulta demandada una empresa extranjera por una provincia en un asunto que se rige sustancialmente por el derecho público local (cumplimiento de un contrato), supuesto en el que la distinta nacionalidad carece de relevancia en tanto cede ante el principio superior de la autonomía provincial.


    Entre Rios, provincia de c/ Fokker Services B.V. s/ Cobro de sumas de dinero.


    E, 155, L. XLV, 26 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda entablada por una provincia, por daños y perjuicios. Medida de prueba anticipada. Remisión causa E. 355, L. XXXIX, "Entre Ríos, Provincia de c/ Amado, Héctor y otra s/ Daños y perjuicios".


    El proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Buenos Aires, provincia de c/ Empresa de Transportes Avenida Bernardo Ader S.A. s/ Daños y perjuicios


    B, 448, L. XLVI, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Ejecución fiscal promovida por el GCBA contra obra social. Improcedencia competencia originaria de la Corte.


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. Por lo tanto, el Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente lo habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. La actora, la Ciudad Autónoma de Buenos, Aires, que no es una provincia demanda a una entidad nacional, la Dirección Nacional de Vialidad, que sólo es aforada al fuero federal, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación del pleito ante los estrados del Tribunal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social Dirección Nacional de Vialidad s/ Ejecución fiscal


    G, 230, L. XLVI, 13 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Exención del impuesto a los ingresos brutos. Remisión O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890.


    La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Orbis Mertig S.A. c/ San Luis, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O, 24, L. XLVI, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Provincia demandada: competencia originaria de la Corte.


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte, tal como lo sostuve en mi anterior dictamen (v. fs. 601/604), por lo que me remito a los fundamentos allí expuestos brevitatis causae.


    Francone, Pierina y otros c/ ETOSS y otro (Provincia de Buenos Aires, citada como tercero) s/ Amparo (daño ambiental)


    E, 600, L. XLII, 06 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión "YPF S.A.", Fallos: 329:4829; C. 2126, L. XLI, "Chevron San Jorge S.R.L. c/ Neuquén, Provincia del s/ acción declarativa de inconstitucionalidad" y A. 579, L. XLIII, "Apache Energía Argentina S.R.L. c/ Neuquén, provincia del s/ acción declarativa", dictamen del 2 de diciembre de 2009.


    La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Apache Energía Argentina S.R.L. c/ Neuquén, provincia del s/ Incidente de medida cautelar.


    A, 1144, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión A. 2107, L. XLII, "Asociación de Bancos de la Argentina c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Asociación de Bancos Públicos y Privados de la República Argentina (ABAPPRA) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    A, 1135, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión C. 1056, L. XLV, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Incidente de medida cautelar".


    La causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Baez, Julio Argentino y otros c/ Formosa, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Incidente sobre medida cautelar


    B, 947, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión C. 1056, L. XLV, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Incidente de medida cautelar".


    La causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Baez, Ramón Valentín y otros c/ Santa Fe, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Incidente de medida cautelar


    B, 978, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión C. 1056, L. XLV, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Incidente de medida cautelar".


    El proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Ayala, Higinio Carlos c/ Chaco, Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Incidente de medida cautelar.


    A, 979, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión C.7, L. XLVI, "Chiaramonte, Jorge Ramón c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    El proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Insumos S.A. c/ A.R.B.A. (Agencia de Recaudación Bonaerense) s/ Medida autosatisfactiva


    I, 58, L. XLVI, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en la causa C. 7, L. XLVI, "Chiaramonte, Jorge Ramón c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    La causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Koch Tschirsch S.A.C.I.F. e l. c/ ARBA (Agencia de Recaudación de la provincia de Buenos Aires) s/ Medida autosatisfactiva.


    K, 22, L. XLVI, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en la causa C. 7, L. XLVI, "Chiaramonte, Jorge Ramón c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    La causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Multiservi S.R.L. c/ ARBA (Agencia de Recaudación de la provincia de Buenos Aires) s/ Acción de amparo


    M, 259, L. XLVI, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en la causa C. 7, L. XLVI, "Chiaramonte, Oscar Vicente Horacio c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    La causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Chiaramonte, Jorge Ramón c/ Agencia de Recaudación de la provincia de Buenos Aires (ARBA) s/ Amparo.


    C, 225, L. XLVI, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en la causa C.76, L. XLVI, "Chubut, provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Catamarca, provincia de c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    C, 1283, L. XLV, 23 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos C. 7, L. XLVI, "Chiaramonte, Jorge Ramón c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    La causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Motosport S.A. c/ ARBA (Agencia de Recaudación de la provincia de Buenos Aires) s/ Acción de amparo


    M, 258, L. XLVI, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha, causa C. 1056, L. XLV, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Incidente de medida cautelar".


    La causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Aguirre, Ramón Ignacio y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Incidente de medida cautelar


    A, 1134, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha, causa C. 7, L. XLVI, "Chiaramonte, Oscar Vicente Horacio c/ Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires s/ Amparo".


    La causa no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Alonso Martínez, Juan José c/ ARBA s/ Amparo.


    A, 176, L. XLVI, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha, G. 195, L. XLVI, "Glaciar Pesquera S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    San Arawa S.A. c/ Tierra del Fuego Antártida e Islas del Atlántico Sur, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    S, 172, L. XLVI, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha, G. 195, L. XLVI, "Glaciar Pesquera S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Yuken S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    Y, 5, L. XLVI, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa D. 130, L. XLV, "De la Silva c/ Santiago del Estero, provincia de y otro s/ Reajuste de haberes previsionales".


    La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Ponce, Faustina Elvira y otros c/ Santiago del Estero, provincia de s/ Reajuste de haberes previsionales.


    P, 61, L. XLVI, 18 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa D. 130, L. XLV, "De la Silva c/ Santiago del Estero, provincia de y otro s/ Reajuste de haberes previsionales".


    La causa corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Soria, Nelly Margarita y otros c/ Santiago del Estero, provincia de y Estado Nacional s/ Reajuste de haberes previsionales.


    S, 571, L. XLV, 20 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa Depor Jean S.A. c/ Buenos Aires, provincia de (Agencia de Recaudación de Buenos Aires) s/ Habeas data.


    El proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Sucesión de Adelmo Biancalani, Néstor Guerechet S.A. (UTE) c/ Buenos Aires, provincia de (ARBA) s/ Hábeas data


    S, 107, L. XLVI, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa G.230, L. XLVI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social Dirección Nacional de Vialidad s/ Ejecución fiscal".


    El proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social de Relojeros y Joyeros s/ Ejecución fiscal


    G, 343, L. XLVI, 13 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa G.230, L. XLVI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social Dirección Nacional de Vialidad s/ Ejecución fiscal".


    El proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social de Trabajadores de la Industria del Gas s/ Ejecución fiscal


    G, 344, L. XLVI, 13 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa T. 475, L. XLIV, "Total Especialidades Argentina S.A. c/ Misiones, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Candelaria Gas S.R.L. c/ Misiones, provincia de s/ Medida cautelar


    C, 318, L. XLVI, 11 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa T. 475, L. XLIV, "Total Especialidades Argentina S.A. c/ Misiones, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Cooperativa de Cooperativas de Gas, Servicios públicos y Vivienda Misiones Limitada c/ Misiones, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    C, 198, L. XLVI, 11 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión R. 21, L. XLIV, "Rodríguez, José Antonio c/ Santiago del Estero, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios" y C. 197, L. XLV, "Carrizo, Dora Laurantina y otro c/ Santiago del Estero, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios".


    Este proceso resulta ajeno a la instancia originaria de la Corte.


    Flasa Agency S.A. c/ Vial Cinco S.A. s/ Daños y perjuicios (Acc. tránsito c/ les. o muerte)


    F, 84, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción de amparo contra una provincia. Inhibición por resolución judicial. Remisión al dictamen de la causa P. 578, L. XLV, "Pontiggia Raúl c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo". No corresponde a la competencia originaria de la CSJN.


    Fader, Enrique Roberto c/ Mendoza, Provincia de s/ Amparo


    F, 453, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción de amparo. Arts. 41 y 43 de la Constitución Nacional. Ley 16.986. Art. 30 de la ley 25.675 General del Ambiente. Provincia demandada por el Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que la provincia de Corrientes, a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, es demandada por el Estado Nacional, que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia.


    Estado Nacional c/ Corrientes, provincia de s/ Amparo


    E, 172, L. XLVI, 08 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción de inconstitucionalidad contra una provincia. Impuesto a los ingresos brutos. Productos elaborados en plantas industriales radicadas en otras jurisdicciones. No procede a la competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria. En el primero de los supuestos enunciados, para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales. En el sub lite se presenta esta última hipótesis y, por ende, la cuestión constitucional que se invoca no reviste manifiesto contenido federal, por lo que no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. La actora cuestiona la carga fiscal impuesta por la provincia por ser violatoria no sólo de la Constitución Nacional, sino también del Código Fiscal local, pues crea una categoría de contribuyentes no previsto en la ley local, por lo que la cuestión federal no es la predominante en la causa, ya que se efectúa un planteamiento conjunto de un asunto de orden local con uno de naturaleza federal, lo que priva al pleito de la instancia originaria de la Corte.  Contra las leyes y decretos locales que se califican de ilegítimos, caben tres procedimientos y jurisdicciones según la calidad del vicio imputado: a) si son violatorios de la Constitución Nacional, tratados con las naciones extranjeras, o leyes federales, debe irse directamente a la justicia nacional; b) si se arguye que una ley es contraria a la constitución provincial o un decreto es contrario a la ley del mismo orden, debe ocurrirse a la justicia provincial; y c) si se sostiene que la ley, el decreto, etc., son violatorios de las instituciones provinciales y nacionales debe irse primeramente ante los estrados de la justicia provincial, y en su caso, llegar a la Corte por recurso extraordinario. El sub judice se presenta el último de los supuestos enunciados, por lo que el proceso debe tramitar ante la Justicia de la Provincia de Córdoba. Ello, en virtud de la naturaleza difusa del control de constitucionalidad, que ejercen todos los jueces del país de nuestro sistema federal y de las autonomías provinciales. De tal manera, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Mastellone Hnos. c/ Córdoba, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    M, 672, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa contra provincia. Pretensión provincial de cobro de impuesto sobre los ingresos brutos. Cuestiones de índole local. No procede la competencia originaria de la CSJN.


    Para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante. Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales, hipótesis que se presenta en el sub lite. En consecuencia, el planteamiento efectuado resulta conjunto en tanto la retención tiene su origen en varios actos administrativos locales que serían violatorios no sólo de normas federales, sino también de la ley-convenio 23.548 que al ser ratificada por la Provincia de Misiones integra el derecho público de esa provincia, por lo que el proceso debe sustanciarse ante la justicia local. Ello es así puesto que el sistema federal y de las autonomías provinciales exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de derecho público provincial, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. Además, el cobro de un tributo tampoco constituye una causa civil, por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto administrativo, y que sólo se debe discutir en la instancia originaria la validez de un gravamen cuando es atacado como contrario "exclusivamente" a la Constitución Nacional, circunstancia que no se presenta en este proceso. En razón de lo expuesto y dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo, los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Cooperativa de Vivienda, Crédito y Consumo Palmares Ltda. c/ Misiones, provincia de s/ Acción declarativa


    C, 333, L. XLVI, 06 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa. Derechos previsionales. Pretendida inconstitucionalidad del “Convenio de Armonización 83/02”. Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte, en atención a la naturaleza de las partes del proceso, pues el Estado Nacional y la Provincia de Buenos Aires han firmado el "Convenio de Armonización 83/02" cuya inconstitucionalidad se solicita y que da origen a la incertidumbre denunciada por los actores. En razón de las prerrogativas jurisdiccionales que a cada uno le asisten, al Estado Nacional, de litigar ante el fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, y a la Provincia de Córdoba, de hacerlo en la instancia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, por lo que la única forma de conciliar ambos privilegios es sustanciando el pleito en esta última. En efecto, ello es así, puesto que no sería aplicable a estos autos la doctrina sentada por el Tribunal en Fallos: 329:2316 “Mendoza”, ya que en el sub judice los codemandados conforman un litisconsorcio pasivo necesario, en los términos del art. 89 del C.P.C.C.N., en razón de la propia naturaleza de la relación jurídica controvertida que vincula a las partes en el proceso que es de carácter inescindible, pues ambos Estados provincial y nacional celebraron el Convenio de carácter intra-federal cuya inconstitucionalidad se pretende mediante esta acción declarativa. La causa debe tramitar ante los estrados del Tribunal ratione personae, resultando así indiferente el planteamiento conjunto de normas federales y locales efectuado por la actora.


    Elías, Gloria Cristina y otros c/ Córdoba, provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza


    E, 224, L. XLV, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa. Pretensa inconstitucionalidad de una ley local. Facultades relativas al poder de policía de salubridad moralidad y seguridad otorgadas a la Corporación del Mercado Central de Buenos Aires. Principios de autonomía municipal. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la C.N., es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte conlleva la necesidad de que sea titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, lo que debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. La Corporación del Mercado Central de Buenos Aires, entidad pública interestadual que no es aforada a esta instancia, es la única que reviste el carácter de titular de la relación jurídica sustancial que da fundamento al reclamo, en tanto es el sujeto que presuntamente invade las órbitas de competencia de la Municipalidad de La Matanza y quien emitió los actos de los cuales la actora se agravia, por lo que sería también la única que resultaría obligada y con posibilidades ciertas de cumplir con los principios, derechos y garantías constitucionales que se denuncian como violados. En tales condiciones, dado que el art. 117 de la C.N. establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Municipalidad de La Matanza c/ CMCBA s/ Ordinario


    M, 847, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo contra el Estado Nacional y ENARGAS. Pretendida inconstitucionalidad en el régimen tarifario de servicio público de gas natural por redes. Corresponde a la competencia originaria de la CSJN en razón de la naturaleza de las partes.


    Para que la acción de amparo tramite en instancia extraordinaria, se deben verificar los requisitos para surtir la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la C.N., porque de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la C.N. y por la ley 16.986. En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el proceso, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que la Provincia de Mendoza -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional y al ENARGAS -que tienen derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria. En consecuencia, el pleito debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Fiscalia de estado de la Provincia de Mendoza c/ Estado Nacional y otros s/ Amparo


    F, 365, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo contra la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires (ARBA). Entidad autárquica de derecho público. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. Esa calidad de parte conlleva la necesidad de que sea titular de la relación jurídica sustancial en que se sustenta la pretensión, lo que debe surgir, en forma manifiesta, de la realidad jurídica, más allá de la voluntad de los litigantes en sus expresiones formales, pues lo contrario importaría dejar librado al resorte de éstos la determinación de tal instancia. En el sub judice, el actor dirige la acción de amparo nominal y sustancialmente contra la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires (ARBA) que no es aforada a esta instancia, en razón de que la ley local 13.766 (arts. 1° y 2°), le otorga carácter de entidad autárquica de derecho público, por lo que no se identifica con la Provincia de Buenos Aires. En efecto, dicha entidad es la única que reviste el carácter de titular de la relación jurídica sustancial que da fundamento al amparo, en tanto es el sujeto que emitió el acto que lesiona, restringe, altera y amenaza, con arbitrariedad e ilegalidad manifiesta, según dice, los derechos y garantías constitucionales que se denuncian como violados, por lo que sería también la única que resultaría obligada y con posibilidades ciertas de restituirlos  En tales condiciones, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia Originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Chiaramonte, Oscar Vicente Horacio c/ Agencia de Recaudación de Buenos Aires s/ Amparo


    C, 7, L. XLVI, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo contra una provincia a fin de impugnar una resolución local. Necesaria aplicación de normas locales. No procede la competencia originaria de la CSJN: no reviste un manifiesto contenido federal.


    El Tribunal ha reconocido la posibilidad de que la acción de amparo tramite en esta instancia, siempre que se verifiquen las hipótesis que surtan la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la C.N. porque de otro modo, en tales controversia quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la C.N. y por la ley 16.986. En el sub lite la cuestión que se invoca no reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte.  En efecto, la actora pretende impugnar un acto administrativo dictado por una autoridad local como consecuencia de un decreto del Poder Ejecutivo Provincial que declara la intervención administrativa de una empresa concesionaria de un servicio público de dicha jurisdicción territorial, en ejercicio de las facultades reservadas por los arts. 121, 122 y 124 de la C.N.. En consecuencia, toda vez que el juez que deba resolver el pleito tendrá necesariamente que interpretar y aplicar normas locales y revisar y examinar actos de igual naturaleza, el proceso debe tramitar ante la Justicia de la Provincia de Mendoza, pues el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y la decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48. No empece a ello el hecho de que la actora manifieste que los actos locales desconocen y contradicen sus derechos constitucionales, ya que tal invocación no federaliza la materia del pleito y, en consecuencia, no resulta suficiente para suscitar la competencia originaria de la Corte, toda vez que esta instancia sólo procede cuando la acción entablada se basa "directa y exclusivamente" en prescripciones constitucionales de carácter nacional, leyes del Congreso o tratados internacionales, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante en la causa, pero no cuando -como sucede en la especie- se incluyen, además, temas de índole local y de competencia de los poderes provinciales. Ello es así en virtud de que, por expreso mandato de la Ley Fundamental, todos los jueces integrantes del Poder Judicial-nacional y provincial- pueden y deben efectuar el control de constitucionalidad de las normas y actos y ese 'poder-deber' de aplicar con preeminencia la Constitución y las leyes de la Nación constituye no sólo el fin supremo y fundamental de la actividad jurisdiccional sino, más aún, un elemento integrante del contenido intrínseco de esa función estatal. Dado que el art. 117 de la C.N. establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Aguasur Mendoza S.A. c/ Mendoza, Provincia de s/ Amparo


    A, 1121, L. XLV, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo contra una provincia a fin de revisar una resolución judicial local. Intromisión en las potestades de autoridades locales. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte: falta de manifiesto contenido federal.


    Para que la acción de amparo tramite en instancia extraordinaria, se deben verificar los requisitos para surtir la competencia originaria prevista en los arts. 116 y 117 de la C.N., porque de otro modo, en tales controversias, quedarían sin protección los derechos de las partes en los supuestos contemplados por el art. 43 de la C.N. y por la ley 16.986. En el sub lite la materia del pleito no reviste un manifiesto contenido federal y por ende no es apta para surtir la competencia originaria de la Corte. En efecto, el planteamiento que efectúa el actor exige revisar una decisión dictada por el Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires en ejercicio de las facultades reservadas por los arts. 121, 122 y 124 de la Constitución Nacional, lo cual obsta a la intervención de V.E. en este amparo toda vez que ello implicaría una injustificada intromisión en las potestades propias de las autoridades locales. Al respecto se ha sostenido que si para resolver el pleito se requiere examinar normas y actos provinciales, interpretándolos en su espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles la causa no es del resorte de la Corte en cuanto el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, exige que se reserve a los jueces locales el conocimiento y decisión de las causas que versen, en lo sustancial, sobre aspectos propios del derecho provincial. No es óbice a lo expuesto el hecho de que el actor invoque la afectación de su derecho de propiedad, puesto que su nuda violación proveniente de autoridades de provincia no sujeta por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual procederá, en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional o en razón de la materia cuando "versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación" en sentido estricto, esto es, cuando la solución de la causa dependa de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales, supuestos que no se presentan en autos. Además, se pretende la intromisión del Tribunal en un proceso sujeto a la jurisdicción y competencia de los magistrados de la Provincia de Buenos Aires por una vía inadecuada, pues aquél persigue mediante una acción independiente de amparo que V.E. revise en un juicio nuevo, resoluciones dictadas por un juez local, infringiendo, así, los modos y términos previstos en la legislación adjetiva provincial, que son de cumplimiento ineludible. Las resoluciones de los jueces provinciales dentro de su competencia no pueden ser revisadas por los magistrados de la Nación, salvo que se lo haga por la vía del recurso extraordinario previsto en el art. 14 de la ley 48 -remedio federal que debió ser introducido por el actor-, pues tales resoluciones son actos de soberanía y la justicia nacional no puede examinarlas, ya sea admitiendo recursos que contra ellas se interpongan, ya conociendo de demandas que tiendan al idéntico fin, como acontece en el sub examine.  En razón de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, el proceso resulta ajeno a la instancia originaria del Tribunal.


    Pontiggia, Raúl Fernando c/ Buenos Aires, provincia de s/ Amparo


    P, 578, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo contra una provincia por reclamo de impuesto a los ingresos brutos. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local como, a mi entender, sucede en autos. Para que la causa revista manifiesto contenido federal la demanda deducida debe fundarse directa y exclusivamente en prescripciones constitucionales de carácter nacional, en leyes del Congreso o en tratados con las naciones extranjeras, de tal suerte que la cuestión federal sea la predominante Pero ello no sucederá cuando en el proceso se debatan, además, cuestiones de índole local que traigan aparejada la necesidad de hacer mérito de ellas o que requieran para su solución la aplicación de normas de esa naturaleza o el examen o la revisión en sentido estricto de actos administrativos, legislativos o jurisdiccionales de las autoridades provinciales La nuda violación de derechos constitucionales proveniente de autoridades de provincia, no es suficiente para sujetar por sí sola las causas que de ella surjan al fuero federal, el cual proceder (en razón de las personas, cuando aquél sea lesionado por o contra una autoridad nacional (art. 18, segunda parte, de la ley nacional 16.986) o en razón de la materia cuando las causas "versen sobre puntos regidos por la Constitución, y por las leyes de la Nación" en sentido estricto, esto es, cuando la solución de aquéllas dependa de la interpretación y aplicación exclusiva de normas federales (arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 1°, de la ley 48), circunstancia que no se presenta en autos.


    Agüero, Arnaldo Rubén c/ Misiones, provincia de (Dirección General de Rentas) s/ Amparo


    A, 606, L. XLVI, 03 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Circulación interprovincial de colmenas y materiales apícolas. Demanda de inconstitucionalidad de decretos provinciales. Facultades del SENASA. Preservación de órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de un Estado provincial. Cuestión de manifiesto contenido federal. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    Según se desprende de los términos de la demanda, los actores cuestionan dos decretos de la Provincia de Corrientes por ser contrarios, en forma directa y exclusiva, a la ley nacional 23.899 y a la Constitución Nacional, en cuanto afectan la trashumancia de las actividades apícolas que desarrollan y, por ende, la libre circulación interprovincial de colmenas y materiales apícolas, respecto de la cual el Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA) estableció, a través de su resolución 535/02, el sistema que debe utilizarse para efectuar el traslado de material vivo tendiente a disminuir la dispersión de patologías. Así, toda vez que el asunto en examen se vincula con el comercio interprovincial y las facultades conferidas por una ley nacional al SENASA, la cuestión reviste un manifiesto contenido federal pues exige dilucidar si el accionar proveniente de las autoridades locales de la Provincia de Corrientes invade el ámbito que le es propio a la Nación en esa materia. En consecuencia, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de un Estado provincial, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. En atención a lo expuesto, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal, -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de los actores- el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    D´Ambros, Héctor Daniel y otros c/ Corrientes, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    D, 318, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda de usucapión contra una provincia y un municipio. Naturaleza civil. Distinta vecindad de las partes. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58 procede en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. Se ha atribuido tal carácter a los casos en los que su decisión hace sustancialmente aplicables disposiciones del derecho común, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional. De los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia, se desprende que la actora, con fundamento en normas de derecho común, pretende obtener de la Provincia de Buenos Aires y de la Municipalidad de Tapalqué el reconocimiento de su derecho de dominio sobre el terreno por usucapión, solicitando que se expida el título correspondiente, como así también que se le extienda la respectiva inscripción registral a su nombre. Cabe asignar naturaleza civil a la materia del pleito, toda vez que la Corte para solucionar el pleito deberá aplicar, sustancialmente lo dispuesto en los arts. 2506 a 2523, 2571, 2572 y siguientes del Código Civil con respecto al derecho de dominio, como así también los arts. 3999 y 4015 de dicho Código sobre prescripción adquisitiva, lo cual confirma la naturaleza civil de la materia en debate. Por ello, de acreditarse la distinta vecindad que el actor invoca, la causa prima facie corresponde a la instancia originaria del Tribunal.


    Patronato de la Infancia c/ Buenos Aires, provincia de y otro s/ Usucapión


    P, 607, L. XLV, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Fondo Nacional de las Artes promueve ejecución fiscal contra un multimedios. Sociedad anónima con participación estatal: persona jurídica distinta a la provincia. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    Para que una provincia pueda ser tenida como parte y proceda, en consecuencia, la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional es necesario que ella participe nominalmente en el pleito -ya sea como actora, demandada o tercero- y sustancialmente, es decir, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. En el caso, la demandada es una sociedad anónima que si bien tiene participación estatal mayoritaria, goza de personería jurídica propia lo cual la diferencia de la Provincia de Misiones. En consecuencia, la provincia no resulta titular de la relación jurídica en que se sustenta la pretensión, por lo que no cabe tenerla como parte sustancial en la litis. En tales condiciones, el proceso resulta ajeno a esta instancia.


    Fondo Nacional de las Artes c/ Misiones, provincia de s/ Ejecución fiscal


    F, 590, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios contra el GCBA, la provincia, y un médico. Mala praxis. Resarcimiento por presunta falta de servicio. Precedente "Barreto". Materia de derecho público local. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la C.N. y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Asimismo, para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como así también la relación de derecho existente entre las partes. A partir de la sentencia dictada in re B. 2303, L. XL, "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ daños y perjuicios ", V.E. otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del art. 116 de la C.N. al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. De acuerdo con lo allí expresado, se excluye de tal naturaleza a estos casos de presunta "falta de servicio" por entender que es una materia propia del derecho público y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la C.N., aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. En consecuencia, asiste razón a la Provincia de Buenos Aires cuando reclama la competencia de la justicia local para entender en estos autos, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48. En tales condiciones, dado que el art. 117 de la C.N. establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos este proceso es ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Pérez, Norma Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    P, 27, L. XLVI, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios contra una provincia. Presunta falta de servicio. Precedente "Barreto". Materia de derecho público local. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la C.N. y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Asimismo, para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como así también la relación de derecho existente entre las partes. A partir de la sentencia dictada en B. 2303, L. XL, "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Pcia de y otro s/ Daños y perjuicios", V.E. otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del art. 116 de la C.N. al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. De acuerdo con lo allí expresado, se excluye de tal naturaleza a estos casos de presunta "'falta de servicio" por entender que es una materia propia del derecho público provincial y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la C.N., aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. En consecuencia, corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48. En tales condiciones, dado que el art. 117 de la C.N. establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso es ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Policicchio, Marcelo Adrián y otra c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    P, 734, L. XLV, 19 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios contra una provincia. Presunta falta de servicio. Precedente "Barreto". Materia de derecho público local. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la C.N. y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Asimismo, para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como así también la relación de derecho existente entre las partes. A partir de la sentencia dictada en B. 2303, L. XL, "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Pcia de y otro s/ Daños y perjuicios", V.E. otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del art. 116 de la C.N. al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. De acuerdo con lo allí expresado, se excluye de tal naturaleza a estos casos de presunta ''falta de servicio" por entender que es una materia propia del derecho público provincial y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la C.N., aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. En consecuencia, corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48. En tales condiciones, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso es ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Martínez, Fernando Diego y otro c/ Catamarca, provincia de s/ Daños y perjuicios


    M, 967, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios contra una provincia. Presunta falta de servicio. Precedente "Barreto". Materia de derecho público local. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la C.N. y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Asimismo, para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como así también la relación de derecho existente entre las partes. A partir de la sentencia dictada en B. 2303, L. XL, "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Pcia de y otro s/ Daños y perjuicios", V.E. otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del art. 116 de la Constitución Nacional al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. De acuerdo con lo allí expresado, se excluye de tal naturaleza a estos casos de presunta "falta de servicio" por entender que es una materia propia del derecho público provincial y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la C.N., aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. En consecuencia, corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48. En tales condiciones, dado que el art. 117 de la C.N. establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso es ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Jofre, Sebastián Augusto c/ Buenos Aires, provincia de s/ Medida precautoria


    J, 2, L. XLVI, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios contra una provincia. Presunta falta de servicio. Precedente “Barreto”. Materia de derecho público local. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la C.N. y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Asimismo, para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como así también la relación de derecho existente entre las partes. A partir de la sentencia dictada en B. 2303, L. XL, "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Pcia de y otro s/ Daños y perjuicios", V.E. otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del art. 116 de la C.N. al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. De acuerdo con lo allí expresado, se excluye de tal naturaleza a estos casos de presunta ''falta de servicio" por entender que es una materia propia del derecho público provincial y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la C.N., aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. En consecuencia, el pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48. En tales condiciones, dado que el art. 117 de la C.N. establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso es ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Pérez, Ramón Osvaldo c/ Catamarca, Provincia de s/ daños y perjuicios


    P, 805, L. XLV, 19 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios. Daño ambiental. Solicitud de prueba anticipada y diligencias preliminares. Improcedencia de litisconsorcio pasivo. Pretensiones regidas por el derecho público local. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte Suprema. Precedentes “Mendoza” y “Sojo”.


    En las medidas preliminares, será el juez competente el que deba conocer en el proceso principal. No resulta procedente el litisconsorcio pasivo que intentan los actores, al demandar a la Provincia de Buenos Aires, al Estado Nacional y a la Dirección Nacional de Vialidad - OCCOVI, entre otros, toda vez que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a la instancia extraordinaria, pues la materia del juicio es de derecho púbico en cuanto versa sobre la responsabilidad extracontractual del estado y el poder de policía ambiental, por lo que no existen motivos suficientes para concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del C.P.C.y C.N., tal como la Corte lo sostuvo in re "Mendoza, Beatriz".  Asimismo, no se da el supuesto del art. 31 de la ley 25.675 de Política Ambiental en relación a la Dirección de Vialidad - OCCOVI, en tanto los actores sólo fundan su intervención en la supuesta "falta de control y vigilancia" en la ejecución del contrato de concesión (Coviares S.A., Autopista Buenos Aires - La Plata), afirmación que resulta insuficiente para justificar que la relación jurídica controvertida entre las partes en el proceso es de carácter inescindible, y para convertir en responsable solidaria a dicha entidad autárquica y producir la competencia originaria de la Corte, pues es la propia ley 25.675 la que introduce el concepto de que debe demostrarse que la omisión que se denuncia causa una "efectiva degradación o contaminación", lo que en el caso no se ha logrado respecto de esta persona jurídica (art. 7°). En segundo término, tampoco procede dicha instancia de la Corte por ser parte una provincia, puesto que resulta imprescindible examinar la materia sobre la que versa el pleito, la cual debe revestir naturaleza exclusivamente federal o civil, requiriéndose en este último caso, además, la distinta vecindad de la contraria, hipótesis que no se verifica en autos. En efecto, los actores señalan que promoverán el futuro juicio, a fin de obtener, en primer lugar, una indemnización por daños y perjuicios particulares. Es doctrina del Tribunal que cuando se imputa responsabilidad extracontractual al Estado local en razón de la presunta falta de servicio en que habrían incurrido sus órganos, la materia está regida por el derecho público local y, en consecuencia, corresponde al resorte exclusivo de los jueces provinciales, según lo dispuesto en los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional y la sentencia in re "Barreto". Respecto de la segunda pretensión de recomposición del daño ambiental colectivo y su consecuente resarcimiento, que versa sobre el ejercicio del poder de policía ambiental, el asunto también se rige sustancialmente por el derecho público local, puesto que la zona que se indica como "afectada" está ubicada dentro del territorio de la Provincia de Buenos Aires, cuestión que deberá ser atendida y resuelta por las autoridades provinciales, de conformidad con los arts. 41, párrafo 3°, y 121 y siguientes de la Constitución Nacional. En relación a ello, la Corte ha resuelto que corresponde reconocer a dichas autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo aquéllas, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. En tales condiciones, la Provincia de Buenos Aires deberá ser demandada por los actores ante sus propios jueces, debiendo dirigirse contra el Estado Nacional o el OCCOVI ante la justicia federal, en donde encontrarán así satisfecho su privilegio. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. Dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado en el precedente "Sojo" (Fallos: 32:120), este proceso de amparo resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Pessimo, Irma María y otros c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y Perjuicios


    P, 470, L. XLVI, 06 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra provincia por ejecución de certificados de deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23.660 y 23.661. Naturaleza de las partes en el pleito. Competencia originaria de la Corte. Remisión a otros dictámenes.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 - in re: "Tallarico"- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ La Rioja, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O, 2, L. XLVI, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra provincia por ejecución de certificados de deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23.660 y 23.661. Naturaleza de las partes en el pleito. Competencia originaria de la Corte. Remisión a otros dictámenes.


    Toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según el art. 24 de la ley nacional 23.660 y doctrina de Fallos: 315:2292 - in re: "Tallarico"- y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, esa es la única forma de armonizar ambas prerrogativas jurisdiccionales.


    Obra Social para la Actividad Docente (OSPLAD) c/ Santiago del Estero, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O, 3, L. XLVI, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra provincia. Cuestionamiento a pretensión fiscal provincial. Trámite ante los magistrados locales. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte. Doctrina "Papel Misionero", fallos: 332: 1007.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local, como sucede en autos. Según se desprende de los términos de la demanda, la sociedad actora cuestiona el acto administrativo dictado por la Dirección General de Rentas provincial por conculcar la ley 23.548 de Coparticipación Federal de Impuestos, el Código Fiscal local y la Constitución Nacional. El planteamiento efectuado resulta conjunto en tanto la determinación tiene su origen en un acto administrativo local que sería violatorio no sólo de normas federales, sino también de la ley-convenio 23.548 que al ser ratificada por la provincia integra el derecho público de ese Estado provincial, por lo que el proceso debe sustanciarse ante la justicia local. Ello es así puesto que el sistema federal y las autonomías provinciales exigen que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de derecho público provincial, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. Es dable recordar que el cobro de un tributo tampoco constituye una causa civil, por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto administrativo, Y que sólo se debe discutir en la instancia originaria la validez de un gravamen cuando es atacado como contrario "exclusivamente" a la Constitución Nacional, circunstancia que, como se indicó, no se presenta en este proceso.


    Irundy S.A. Y G. c/ Corrientes, provincia de s/ Acción declarativa de certeza.


    I, 62, L. XLVI, 10 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra provincias y Estado Nacional. Presunta responsabilidad extracontractual. Falta de servicio de algunos de sus órganos: materia regida por el derecho público local. Competencia justicia provincial. Improcedencia competencia originaria de la Corte. Precedente “Barreto”.


    Este proceso no corresponde a la competencia originaria de la Corte en razón de las personas a quienes se demanda, en tanto es doctrina de V.E. que la acumulación subjetiva de pretensiones en estos casos -tal como lo intentan efectuar los actores- contra la Provincia de Mendoza y el Estado Nacional resulta inadmisible puesto que ninguno de ellos es aforado en forma autónoma a esta instancia (v. doctrina de Fallos: 329:2316, causa "Mendoza"), ni existe, en principio, razones que justifiquen concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario, según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Tampoco se configuran en el sub judice las hipótesis que autorizan a disponer la competencia originaria del Tribunal cuando una provincia es parte, de conformidad con los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, pues la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal.


    M., O. J. J. y otro c/ Mendoza, provincia de y otros s/ Medidas preliminares


    M, 511, L. XLVI, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra una provincia. Cumplimiento de un contrato de publicidad. Materia de derecho público local. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la C.N. y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Asimismo, para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como así también la relación de derecho existente entre las partes. En el sub lite, la materia en examen está regida por el derecho público local. En efecto, la sociedad actora intenta obtener el cumplimiento de un contrato de publicidad que es de naturaleza administrativa, ya que fue celebrado por el Estado local, acto en el que la Provincia actuó en su carácter de poder administrador y en uso de las facultades propias que le otorgan los arts. 121 a 124. En consecuencia, tal circunstancia determina que sean los jueces provinciales los que tengan a su cargo el conocimiento y la decisión de la cuestión. Así el juez competente, para solucionar el pleito, se verá obligado a encuadrar la pretensión en el marco de ese derecho, examinando leyes, resoluciones y actos administrativos que regulan la materia, extremos que privan de naturaleza civil al pleito. En tales condiciones, dado que el art. 117 de la C.N. establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, la causa resulta ajena a esta instancia.


    Comunidad Virtual S.A. c/ La Rioja, provincia de s/ Ordinario


    C, 1092, L. XLV, 19 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra una provincia. Pago de suma de dinero por incumplimiento de un contrato de préstamo. Materia regida por el derecho común. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, procede en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. El Tribunal ha atribuido ese carácter a aquellos litigios regidos exclusivamente por normas y principios de derecho privado, entendido como tal el que se relaciona con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional. Asimismo, es dable poner de resalto que a fin de dilucidar qué se entiende por "causa civil" no basta con indagar la naturaleza de la pretensión, sino que es necesario, además, examinar su origen, como así también la relación de derecho existente entre las partes, desde que tal concepto no puede ser tomado solamente sobre la base de los términos formales de la demanda, sino con relación a la efectiva naturaleza del litigio, a lo que cabe agregar que tal competencia no puede quedar sujeta a las defensas del demandado. En tales condiciones, la relación jurídica sustancial que dio origen al litigio está regida exclusivamente por el derecho común. Así lo ha entendido este Ministerio Público en los dictámenes de Fallos: 327:3067 y 329:355 al sostener que el contrato de mutuo hipotecario es de carácter privado sea que lo suscriba una entidad financiera privada o pública, y ello es así tanto en razón de su objeto como del régimen jurídico al que está sometido doctrina que resulta aplicable al sub examine. En razón de lo expuesto, al ser demandada una provincia en una causa de naturaleza civil, de probar la actora la distinta vecindad que invoca respecto de la provincia demandada, el proceso debe tramitar en la instancia originaria de la Corte.  Así, aun en el caso de que las partes en el contrato de préstamo hubieran pactado la competencia de un tribunal diferente para dirimir sus diferencias, en cuanto dicha cláusula nunca podría serle opuesta a la Provincia de Río Negro, quien goza de la prerrogativa del art. 117 de la Constitución Nacional y no celebró dicho acuerdo.


    Banco de la Provincia de Córdoba c/ Río Negro, provincia de s/ Cobro de pesos


    B, 675, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda daños y perjuicios contra una provincia derivados de la presunta falta de servicio de alguno de sus órganos. Precedente “Barreto”. Ausencia de "causa civil". Improcedencia competencia originaria de la Corte. Justicia provincial.


    En el sub lite, los actores reclaman un resarcimiento por la presunta falta de servicio en que habrían incurrido el Poder Judicial de la Provincia de San Luis, atribuyendo responsabilidad extracontractual a dicha provincia ante el irregular cumplimiento de las obligaciones en que incurrieron algunos de sus órganos. Al respecto, a partir de la sentencia dictada en "Barreto" el Tribunal excluye del concepto de "causa civil" a estos casos de presunta ''falta de servicio" por entender que es una materia propia del derecho público y su regulación corresponde al Derecho Administrativo. Por ende, considera que dichos procesos son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la Constitución Nacional, aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. En consecuencia, el pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se entilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48.


    Olivo, Raúl y otra c/ San Luis, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    O, 24, L. XLI, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de daños y perjuicios contra el Estado Nacional. Materia regida por el derecho público local. Proceso ajeno a la competencia originaria de la CSJN.


    La materia de este pleito -responsabilidad objetiva del Estado local- no queda comprendida dentro de las que pueden considerarse como de naturaleza civil, toda vez que el solo hecho de que la Provincia sea titular del vehículo que causó el daño no logra modificar la nueva idea o concepto que prima al respecto en cuanto a que tal situación también se rige por el derecho público local, y pese a que se invoquen o apliquen, de manera subsidiaria disposiciones de derecho común o principios generales del derecho. En consecuencia, el pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48. En tales condiciones, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, este proceso es ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Ottonello, Miriam Alicia c/ Chubut, Provincia del s/ Daños y perjuicios


    O, 290, L. XLV, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de daños y perjuicios promovida contra una provincia. Empleo público local. Improcedencia de la competencia originaria de la Corte. Justicia local.


    El sub lite se encuentra directa e inmediatamente relacionado con la aplicación e interpretación de normas de derecho público local, en tanto versa sobre una materia típicamente administrativa, ya que el vínculo jurídico existente entre el actor y la demandada (empleado de un hospital provincial), que da sustento a la presente acción, es de empleo público.  En efecto, toda vez que el planteo que se deduce se sustenta en una relación de esa naturaleza cuya resolución requiere necesariamente acudir en primer lugar a la constitución provincial y a las normas que regulan la remuneración de los empleados públicos locales, la causa no reviste manifiesto contenido federal ni tampoco civil, como lo exige la jurisprudencia del Tribunal para que surta su instancia originaria. La solución propuesta tiene respaldo en el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales, que exige que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48.


    Garreton, Pedro Andres c/ Santa Cruz, provincia de s/ Daños y Perjuicios.


    G, 474, L. XLVI, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de inconstitucionalidad de ley local. Captura de peces de río. Cupos de exportación. Períodos de veda. Supuesta afectación del comercio interjurisdiccional de acopiadores de pescados de río. Preservación de órbitas de competencia entre los poderes del gobierno federal y los de una provincia. Corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema. .


    Toda vez que el asunto en examen se vincula con el comercio interjurisdiccional –comercio y exportación de pescado- la cuestión reviste naturaleza federal, pues exige dilucidar si la actuación de las autoridades locales invade el ámbito que le es propio a la Nación en esa materia, en consecuencia, la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1° de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.  Al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal –cualquiera sea la vecindad o nacionalidad de la actora- el proceso corresponde la competencia originaria de la Corte.


    Bruno, Horacio Ángel y otros c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa


    B, 945, L. XLV, 20 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de inconstitucionalidad de ley provincial. Beneficios previsionales para ex combatientes de la Guerra de Malvinas. Compatibilidad con otros beneficios. Ley 23.848. Preservación de órbitas de competencia entre los poderes del gobierno federal y los de una provincia. Corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    La materia del pleito es de naturaleza previsional y, reviste contenido federal, pues exige dilucidar si el accionar proveniente de las autoridades locales invade el ámbito que le es propio a la Nación en esa materia, por lo que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. Cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de los actores, el proceso corresponde a la competencia originaria del Tribunal.


    Maldonado, Hugo Alberto y otros c/ Santiago del Estero, Provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    M, 981, L. XLV, 18 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de inconstitucionalidad de ley provincial. Presunta afectación del comercio interjurisdiccional de transporte de gas. Obra pública de remoción de gas contaminado. Preservación de órbitas de competencia entre los poderes del gobierno federal y los de una provincia. Corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    El planteamiento que efectúa la actora reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, es apto para surtir la competencia originaria de la Corte, pues según se desprende de los términos de la demanda, la actora cuestiona las disposiciones locales por ser contrarias, en forma directa y exclusiva, a la Constitución Nacional en cuánto afectan presuntamente el comercio interjurisdiccional de transporte de gas entre las provincias de La Pampa y Río Negro, realizado por el titular de una concesión de obra pública de remoción de gas contaminado, que se rige por normas federales. Así, exige dilucidar si la actuación proveniente de las autoridades locales invade el ámbito que le es propio a la Nación en esa materia, en consecuencia, por lo que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella. En atención a ello, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal -cualquiera que sea la vecindad o nacionalidad de la actora- el proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Medanito S.A. c/ La Pampa, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Acción Declarativa


    M, 1025, L. XLV, 20 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de una provincia contra el Estado Nacional. Contrato de concesión de obras públicas. Pago de sumas de dinero. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte, en atención a la naturaleza de las partes del proceso. Toda vez que la Provincia de San Luis -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la C.N.- demanda al Estado Nacional –que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar el pleito en esta instancia originaria.


    San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Cumplimiento de contrato


    S, 405, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda interruptiva de prescripción contra una provincia y agentes policiales. Indemnización de daños y perjuicios. Falta de servicio. Precedente "Barreto". Materia de derecho público local. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la C.N. y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en un juicio en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo último caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Asimismo, para dilucidar la competencia resulta imprescindible examinar el origen de la pretensión, como así también la relación de derecho existente entre las partes. A partir de la sentencia dictada B. 2303, L. XL, "Barreto, Alberto Damián y otra c/ Buenos Aires, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios ", V.E. otorgó un nuevo contorno al concepto de "causa civil" que deriva del art. 116 de la C.N. al que expresamente se refiere el art. 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. De acuerdo con lo allí expresado, se excluye de tal naturaleza a estos casos de presunta ''falta de servicio" por entender que es una materia propia del derecho público y su regulación corresponde al derecho administrativo. Por ende, tales causas son del resorte exclusivo de los gobiernos locales, de conformidad con lo dispuesto por los arts. 121 y concordantes de la C.N., aunque eventualmente se invoquen o se apliquen, de manera subsidiaria, disposiciones de derecho común o principios generales del derecho.  El pleito corresponde al conocimiento de los jueces provinciales, en tanto el respeto del sistema federal y de las autonomías locales requiere que sean ellos los que intervengan en las causas en las que se ventilen asuntos de esa naturaleza, sin perjuicio de que las cuestiones federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario reglado por el art. 14 de la ley 48. En tales condiciones, dado que el art. 117 de la C.N. establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso es ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Silvane, Beatriz Alicia y otro c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    S, 65, L. XLVI, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda por daño ambiental colectivo. Inexistencia de una provincia nominal y sustancialmente demandada. Cuestión ajena a la competencia originaria de la Corte Suprema. Precedente: “Sojo”.


    El Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. En el sub judice, la actora dirige su demanda contra las empresas concesionarias de hidrocarburos, a quienes les atribuye la responsabilidad por el daño ambiental producido, aclarando que su pretensión no tiene por objeto imputar responsabilidad alguna a las provincias cuyos ecosistemas se presumen afectados, ni al Estado Nacional, a quien sólo lo cita como tercero a los efectos del art. 34 de la ley 25.675, por lo que no se configura ninguno de los supuestos que, con arreglo a lo dispuesto por el constituyente, habilitan la tramitación de la causa ante los estrados de la Corte, ya que no existe en el pleito una provincia que aparezca como nominal y sustancialmente demandada. En razón de lo expuesto y dada la índole taxativa de la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional y su imposibilidad de ser extendida, por persona o poder alguno, según el criterio adoptado por el Tribunal en el precedente "Sojo", publicado en Fallos: 32:120, y reiterado en Fallos: 270:78; 285:209; 302:63; 322:1514; 323:1854; 326:3642, entre muchos otros, este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    ASSUPA c/ Braspetro y otras s/ Daño ambiental


    A, 750, L. XLVI, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda promovida por el G.C.B.A. contra una provincia. Cumplimiento de convenio. Remisión al fallo de la causa G. 2462, L. XLI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Tierra del fuego, Provincia de s/ cumplimiento de contrato y cobro de pesos". Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Las causas que se suscitan entre la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y una provincia deben ser tramitadas ante los jueces de la provincia que es parte, y si bien el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires como persona de derecho público queda alcanzado por la categoría de vecino de extraña jurisdicción territorial que prevé el art. 116 de la Constitución Nacional, en autos no se presenta un asunto de naturaleza civil, toda vez que la relación jurídica en que se funda la pretensión es de naturaleza administrativa, ya que se trata del cumplimiento de un convenio de asistencia médica hospitalaria.


    Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires c/ Jujuy, provincia de s/ Cobro de pesos


    G, 16, L. XLVI, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda promovida por una provincia contra el Estado Nacional. Pretendida declaración de inconstitucionalidad y compensación por pérdida. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte. Toda vez que la Provincia de Corrientes demanda al Estado Nacional la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria. El proceso debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Corrientes, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C, 1091, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Empresa pesquera. Acción declarativa de inconstitucionalidad de ley local. Cobro de tasa del servicio de verificación de procesos productivos. Materia interjurisdiccional y exportaciones pesqueras. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    El planteamiento que efectúa la actora reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, es apto para surtir la competencia originaria de la Corte, pues según se desprende de los términos de la demanda, cuestiona una disposición local por ser contraria, en forma directa y exclusiva, a la Constitución Nacional en materia de comercio interjurisdiccional y exportaciones pesqueras. La cuestión debatida exige dilucidar si la actuación de las autoridades locales invade el ámbito que le es propio a la Nación en esa materia, en consecuencia, considero que la causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a la que alude el art. 2°, inc. 1° de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Glaciar Pesquera S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    G, 195, L. XLVI, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Improcedencia de la competencia originaria de la CSJN. Aforados autónomos a la instancia: arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Litisconsorcio pasivo según el art. 89 del CPCC. Fundamentación del pedido en la ley nacional 20.429 de armas y explosivos.


    No corresponde la competencia originaria de la Corte en razón de las personas a quienes se demanda, toda vez que es doctrina del Máximo Tribunal que la acumulación subjetiva de pretensiones que intentan efectuar los actores contra la Provincia de Buenos Aires y el Estado Nacional resulta inadmisible en tanto ninguno de ellos resulta aforado en forma autónoma a esta instancia; ni existen, en principio, razones que autoricen a concluir que dicho litisconsorcio pasivo sea necesario según el art. 89 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En efecto, la Provincia no es aforada según los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en tanto la cuestión en litigio no reviste naturaleza civil ni es predominantemente federal.  El hecho de que la demandante funde la pretensión en la ley 20.429 (ley nacional de armas y explosivos) no hace surtir la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación por ser federal la naturaleza del pleito en cuanto para que tal hipótesis se presente resulta necesario que tal cuestión federal sea "directa y exclusiva", situación que no se da en autos en tanto tal cuestionamiento se introduce junto con un asunto de derecho público local -falta de servicio de la provincia-.


    Gonzalez, Juan Carlos y otros c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios.


    G, 135, L. XLIII, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Medida cautelar de una provincia contra AFIP. Corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Resulta aplicable al sub lite, el art. 6, inc. 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, según el cual, en las medidas cautelares, será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, toda vez que en autos, la Provincia de Tucumán dirige su pretensión contra una entidad nacional -la A.F.I.P.- y la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciar la acción en esta instancia. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que en el art. 9 de la ley 23.473, modificado por el art. 27 de la ley 24.463, se establezca expresamente la competencia de la Cámara Nacional de la Seguridad Social para entender en los recursos contencioso-administrativos enumerados en los incisos b), c) y d) del art. 39 bis del decreto-ley 1.285/58, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales, y ella debe ser asignada en este pleito toda vez que la provincia actora interpone un recurso de apelación contra un acto de una entidad nacional.


    Tucuman, provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Recurso de apelación


    T, 287, L. XLVI, 20 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Medida cautelar. Pretendida inclusión en el "Programa Federal de Desendeudamiento de las Provincias Argentinas", creado por el decreto del PEN 660/10. Ley nacional 23.548 de Coparticipación Federal de Impuestos. Provincia demanda al Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite debe tramitar ante la instancia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que la provincia de Catamarca, a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, demanda al Estado Nacional, quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Catamarca, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de amparo


    C, 765, L. XLVI, 01 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Medida cautelar. Pretendida inconstitucionalidad del decreto del PEN 699/10. Provincia demanda al Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, el sub lite debe tramitar ante la instancia originaria de la Corte ratione personae. En efecto, toda vez que la provincia de Mendoza, a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, demanda al Estado Nacional, quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Mendoza, provincia c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    M, 437, L. XLVI, 03 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Pago de suma de dinero originada en un préstamo personal. Materia de derecho común. Contrato de préstamo: carácter civil. Precedente "Flores". Corresponde a la justicia Nacional en lo Comercial de la Capital. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    La competencia originaria de la Corte, conferida por el art. 117 de la Constitución Nacional y reglamentada por el art. 24, inc.1°, del decreto-ley 128/58 procede en los juicios en que una provincia es parte si a la distinta vecindad de la contraria se une el carácter civil de la materia en debate. El Tribunal ha atribuido ese carácter a aquellos litigios regidos exclusivamente con el régimen de legislación enunciado en el art. 75, inc. 12, de la Constitución Nacional. Asimismo, es dable poner de resalto que a fin de dilucidar qué se entiende por "causa civil" no basta con indagar la naturaleza de la pretensión, sino que es necesario, además, examinar su origen, como así también la relación de derecho existente entre las partes, desde que tal concepto no puede ser tomado solamente sobre la base de los términos formales de la demanda, sino con relación a la efectiva naturaleza del litigio, a lo que cabe agregar que tal competencia no puede quedar sujeta a las defensas del demandado. El contrato de préstamo es de carácter civil sea que lo suscriba una entidad financiera privada o pública y ello es así, tanto en razón de su objeto como del régimen jurídico al que están sometidos. No obstante, al interponer la actora la demanda ante el Juzgado Nacional en lo Comercial, efectuó una inequívoca renuncia expresa a la prerrogativa que le asiste de invocar su condición de aforada a la instancia originaria de la Corte. A partir de la causa "Flores" (Fallos: 315:2157), la Corte aceptó que el privilegio constitucional asignado exclusivamente a las provincias de ser juzgadas ante la Corte puede ser prorrogado por ellas a favor de los jueces federales de primera instancia solamente cuando la competencia corresponda ratione personae, esto es, siempre que no existan razones institucionales o federales, o conflicto entre la Nación y la provincia, que obliguen a aplicar un principio de interpretación restrictiva, como el que surge del art. 117 de la Constitución Nacional, situación que no se da en autos.  En consecuencia, en el sub examine resulta admisible la prórroga de jurisdicción efectuada por la actora a favor de la Justicia Nacional en lo Comercial de la Capital. En razón de lo expuesto, el proceso debe continuar su trámite en dicho fuero.


    San Juan, Provincia de y otro c/ Mafia del Castillo, Carlos Humberto y otro s/ Cobro de pesos


    S, 930, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Provincia solicita medida cautelar autónoma o autosatisfactivas. Decreto PEN 699/10. Prórroga de beneficios promocionales. Leyes 22.021 y 22.973. Rechazo in limine de la presentación. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    La vía utilizada por la peticionaria no constituye alguna de las previstas en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, para habilitar la jurisdicción de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. Los litigantes tienen el deber de someterse a sus jueces naturales, ajustarse a las decisiones que en esos expedientes recaigan y, ante ellos, efectuar cualquier reclamo que consideren atendible, a cuyo efecto tendrán que utilizar las vías autorizadas por las leyes procesales y, en el caso, por ser la Provincia la que se presenta ante V.E, acudir a las opciones que establece el art. 7° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Ello es así, puesto que sólo a los jueces que conocen del proceso es a quienes les incumbe dictar resoluciones sobre la materia litigiosa. Una elemental exigencia del orden jurídico impone esta solución. Así como no resultan aptas para legitimar el ejercicio de la jurisdicción de la Corte las demandas de amparo ni las acciones meramente declarativas respecto de medidas judiciales tomadas en otro juicio, tampoco lo son las medidas cautelares autónomas o autosatisfactivas como aquí se pretende, en tanto ninguna de ellas autoriza a sustituir a los jueces propios de la causa en las decisiones que les incumben, de lo contrario, reinaría una absoluta inseguridad jurídica, ya que tal solución implicaría transgredir los modos y términos de la legislación de forma, que son de cumplimiento ineludible.


    Catamarca, provincia de s/ Medida cautelar autónoma


    C, 620, L. XLVI, 08 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de apelación interpuesto por una provincia contra una resolución de AFIP. Corresponde a la competencia originaria de la CSJN.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el proceso, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que la Provincia de Río Negro -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda a una entidad nacional, la AFIP-DGI -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Río Negro, Provincia de c/ A.F.I.P - D.G.I s/ Recurso de apelación


    R, 378, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en "YPF S.A.", el 18 de mayo de 2006, dictamen compartido por la Corte Suprema en su sentencia del 31 de octubre de ese año (Fallos: 329:4829).


    Petro Andina Resources LTD c/ La Pampa, Provincia de y otro s/ Incidente de medida cautelar


    P, 90, L. XLVI, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos "YPF S.A.", el 18 de mayo de 2006, compartido por la Corte en sentencia del 31 de octubre de ese año (Fallos: 329:4829), y M. 1012, XLII "Mendoza, Provincia de c/ Petroquímica Comodoro Rivadavia S.A. s/ cobro de sumas de dinero".


    Mendoza, provincia de c/ Alianza Petrolera Argentina S.A. y otros s/ Cobro de sumas de dinero (regalías)


    M, 1058, L. XLV, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa M. 437, L. XLVI, “Mendoza, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Medida cautelar”.


    La Pampa, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    L, 381, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen y de la causa "YPF S.A.", de fecha 18 de mayo de 2006, compartido por V.E. en su sentencia del 31 de octubre de 2006, fallos: 329:4829. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Colhue Huapi S.A. c/ Chubut, provincia del s/ Incidente de medida cautelar


    C, 1015, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión causas "Unitan S.A.", publicada en Fallos: 323:2988, e I. 269, L. XXXII, "Irala Aguayo, Aundio c/ Tribunal de Cuentas de la Provincia de Formosa s/ daños y perjuicios (incidente de ejecución de honorarios)". Causa ajena a la competencia originaria de la Corte.


    Juarez, Manuel Alberto y otra c/ Catamarca, Provincia de s/ Incidente sobre ejecución de honorarios


    J, 69, L. XXXVII, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa G. 230, L. XLVI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social Dirección Nacional de Vialidad s/ ejecución fiscal". Causa ajena a la competencia originaria de la Corte al no ser parte una provincia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social de la Fuerza Aerea Argentina s/ Ejecución Fiscal


    G, 484, L. XLVI, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa G. 230, L. XLVI, "Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social Dirección Nacional de Vialidad s/ ejecución fiscal". Causa ajena a la competencia originaria de la Corte al no ser parte una provincia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Obra Social personal del ministerio de economía (OSME) s/ Ejecución Fiscal


    G, 483, L. XLVI, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra Embajada. Improcedencia competencia originaria de la Corte: Estados extranjeros y sus representaciones diplomáticas no revisten la calidad de aforados a la instancia originaria.


    La facultad de los particulares para acudir ante los jueces en procura de tutela de los derechos que les asisten no autoriza a prescindir de las vías que determinan los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias para el ejercicio de la competencia que aquélla otorga a la Corte. El Tribunal no puede asumir su competencia originaria y exclusiva sobre una causa si el asunto no concierne a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, no es parte una provincia, o no se dan las circunstancias que legalmente la habilitan, de conformidad con los arts. 1° de la ley 48, 2° de la ley 4055 y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58. Dado que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, se encuentra taxativamente limitada a los supuestos en los que sea parte, ya sea como actor o demandado, un agente extranjero que goce de status diplomático -situación que no se presenta en autos-, y no puede ampliarse, restringirse, ni modificarse, el presente proceso no debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Carranza, Alberto Benigno c/ Embajada de la República de Lituania s/ Cobro de pesos.


    C, 673, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de daños y perjuicios entablada por agregado comercial de la Embajada de Italia. Cargo que goza de status diplomático. Competencia originaria de la Corte.


    Según el art. 117 de la Constitución Nacional, corresponde a la competencia originaria y exclusiva de la Corte Suprema de Justicia de la Nación el conocimiento y la decisión de los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros. Ello responde a la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los Estados, dada la importancia y delicadeza de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar, para sus representantes diplomáticos, las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocerles para el más eficaz cumplimiento de sus funciones. Los sujetos titulares de ese privilegio son sólo los agentes extranjeros que se encuentran acreditados en nuestro país en algún cargo que les confiera "status diplomático" en los términos del art. 1º, inc. e) de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas de 1961). Prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión en examen, la causa corresponde a la instancia originaria de la Corte.


    Trinchieri, Antonio c/ Billinghurst Place S.A. y otro s/ Daños y perjuicios.


    T, 259, L. XLV, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Ejecución de expensas. Sede de consulado. Demandado que reviste la condición de cónsul extranjero. Improcedencia prórroga de jurisdicción. Competencia originaria de la Corte.


    Prima facie y dentro del limitado marco cognoscitivo propio de la cuestión en examen, la causa corresponde a la instancia originaria de la Corte. No obsta a lo expuesto el hecho de que el art. 16 del Reglamento de Copropiedad del inmueble en cuestión establezca la jurisdicción de los Tribunales Ordinarios de la Capital Federal, para entender en los casos que se presenten al respecto, toda vez que la competencia originaria de la Corte prevista en el art. 117 de la Ley Fundamental no está supeditada al cumplimiento de requisitos impuestos por otras leyes o disposiciones. Por todo ello, tal prórroga resulta inoponible al demandado que reviste la condición de Cónsul Extranjero, máxime cuando el asunto se relaciona con su sede y, en consecuencia, con el ejercicio de sus funciones, privilegio constitucional que por su raigambre no puede ser limitado o restringido.


    Consorcio de Avenida Córdoba 1301/15 c/ Itzcovich Griot, Emilio René s/ Ejecución de expensas.


    C, 1246, L. XLV, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de daños y perjuicios. Remisión al dictamen de la causa B. 200, L. XLII, "Boucher, Jean Benoit c/ Micro Omnibus Norte S.A. y otro s/ Daños y perjuicios". Status diplomático. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Boucher, Jean Benoit c/ Schatzel, Rodrigo s/ Daños y perjuicios


    B, 745, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción de amparo entablada por una provincia contra el Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes del proceso.


    Toda vez que la Provincia de San Luis -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar el pleito en esta instancia originaria.


    San Luis, provincia de c/ Estado Nacional s/ Amparo


    S, 945, L. XLV, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo entablado por una provincia contra el Estado Nacional - PE: competencia originaria de la Corte ratione personae. Cuestión federal: distribución de los recursos que integran el Fondo de Aportes del Tesoro Nacional (ATN), a cargo del Ministerio del Interior y creado por ley 23.548 de Coparticipación Federal de Impuestos.


    Toda vez que la Provincia del Neuquén -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia.


    Neuquén, provincia del c/ Estado Nacional s/ Amparo.


    N, 118, L. XLVI, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios contra el Estado Nacional. Pérdida de bienes incautados durante un proceso judicial en el cual intervino personal policial provincial. Citación como tercero a la provincia: procedencia. Controversia común a ambos estados. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes intervinientes en el pleito.


    Toda vez que la Provincia de Buenos Aires -a quien se le asigna la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117de la Ley Fundamental- ha sido citada al juicio por el Juez de la causa, en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, y, a su vez, es demandado el Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar el proceso en esta instancia originaria. Para que una provincia pueda ser tenida como parte -ya sea como actora, demandada o tercero- y proceda, por ende, la competencia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional, es necesario que ella participe nominalmente en el pleito y sustancialmente, o sea, que tenga en el litigio un interés directo, de tal manera que la sentencia que se dicte le resulte obligatoria. En el caso particular de los terceros, resulta exigible a quien solicita dicha citación la carga de demostrar que se trata de alguno de los supuestos que autorizan a disponerla, esto es, la afectación de un interés propio o la presencia de una comunidad de controversia con las partes, que pueda traer aparejada una futura acción de regreso contra el tercero.


    F., Raúl Alberto c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios


    COMP, 17, L. XLVI, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de provincia contra AFIP: competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Toda vez que, en autos, la Provincia de Jujuy dirige su pretensión contra una entidad nacional -la A.F.I.P.- la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que en el art. 9 de la ley 23.473, modificado por el art. 27 de la ley 24.463, se establezca expresamente la competencia de la Cámara Nacional de la Seguridad Social para entender en los recursos contencioso-administrativos enumerados en los incisos b), c) y d) del art. 39 bis del decreto-ley 1285/58, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales, y ella debe ser asignada en este pleito toda vez que la provincia actora interpone un recurso de apelación contra un acto de una entidad nacional.


    Jujuy, provincia de c/ AFIP s/ Ordinario


    J, 31, L. XLVI, 23 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de provincia contra AFIP: competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Toda vez que, en autos, la Provincia de Jujuy dirige su pretensión contra una entidad nacional -la A.F.I.P.- la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que en el art. 9 de la ley 23.473, modificado por el art. 27 de la ley 24.463, se establezca expresamente la competencia de la Cámara Nacional de la Seguridad Social para entender en los recursos contencioso-administrativos enumerados en los incisos b), c) y d) del art. 39 bis del decreto-ley 1285/58, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales, y ella debe ser asignada en este pleito toda vez que la provincia actora interpone un recurso de apelación contra un acto de una entidad nacional.


    Jujuy, provincia de c/ AFIP s/ Recurso de apelación


    J, 36, L. XLVI, 23 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de provincia contra AFIP: competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Toda vez que, en autos, la Provincia de Jujuy dirige su pretensión contra una entidad nacional -la A.F.I.P.- la única forma de conciliar lo preceptuado por el art. 117 de la Constitución Nacional respecto de las provincias, con la prerrogativa jurisdiccional que le asiste a la Nación -o a una entidad nacional- al fuero federal, sobre la base de lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, es sustanciando la acción en esta instancia. No obsta a lo expuesto la circunstancia de que en el art. 9 de la ley 23.473, modificado por el art. 27 de la ley 24.463, se establezca expresamente la competencia de la Cámara Nacional de la Seguridad Social para entender en los recursos contencioso-administrativos enumerados en los incisos b), c) y d) del art. 39 bis del decreto-ley 1285/58, toda vez que la competencia originaria de la Corte, por ser de raigambre constitucional, no puede ser modificada, ampliada ni restringida por normas legales, y ella debe ser asignada en este pleito toda vez que la provincia actora interpone un recurso de apelación contra un acto de una entidad nacional.


    Jujuy, provincia de c/ AFIP s/ Recurso de apelación


    J, 37, L. XLVI, 23 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda entablada por una provincia contra AFIP - Estado Nacional. Competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes del proceso.


    Toda vez que la Provincia de La Rioja -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda a la Administración Federal de Ingresos Públicos AFIP, entidad nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- entiendo que la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar el pleito en esta instancia originaria.


    La Rioja, provincia de c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ Ordinario


    L, 590, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda entablada por una provincia contra el Estado Nacional: competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes que intervienen en el pleito.


    Toda vez que la Provincia del Chubut -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda a una entidad nacional (AFIP) -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Chubut, provincia del c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    C, 76, L. XLVI, 23 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda entablada por una provincia contra el Estado Nacional: competencia originaria de la Corte en atención a la naturaleza de las partes que intervienen en el pleito.


    Toda vez que la Provincia de Catamarca -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Catamarca, provincia de c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    C, 1148, L. XLV, 10 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda entablada por una provincia contra el Estado Nacional: competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Toda vez que la Provincia de Catamarca -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -quien tiene derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Catamarca, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    C, 203, L. XLVI, 06 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda entablada por una provincia contra el estado Nacional: competencia originaria de la Corte, en razón de la naturaleza de las partes intervinientes.


    Toda vez que el Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a la Provincia de Mendoza -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Estado Nacional (Ejército Argentino) c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa


    E, 60, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Pedido de medidas de prueba anticipada: competencia del juez que deba conocer en el proceso principal. Tramitación de la causa ante la Corte Suprema en atención a la naturaleza de las partes que intervienen en el pleito y por la materia. Protección de recurso de carácter interjurisdiccional.


    Ello es así en razón de las personas, dado que la causa se suscita entre dos provincias, la del Chubut como actora y la de Río Negro como demandada (conf. arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional). Pero también lo es en razón de la materia, pues se pretende tutelar un recurso de carácter interjurisdiccional, la Cuenca del Río Azul, que está ubicada en el extremo noroeste de la Provincia del Chubut, y en el extremo suroeste de la Provincia de Río Negro, conformada por las cuencas de los ríos Quemquemtreu y Azul y que totaliza unos 350 km2, la que, a su vez integra el sistema de la cuenca del Río Puelo, cuyas nacientes se encuentran en territorio argentino y su curso inferior en Chile, y que desagua en el Océano Pacífico. Además, ambas provincias constituyen la Autoridad de Cuenca del Río Azul ("ACRA") desde diciembre de 1997 -a la cual se integra el sistema de la cuenca del Río Puelo-, en el marco de un convenio de cooperación técnica con el objetivo de ejecutar el estudio para el ordenamiento y desarrollo de la cuenca hidrográfica del Río Azul, así como la ejecución de las obras hidráulicas (conf. Fallos: 331:1243, causa "Pla" sustancialmente análoga al sub judice, a la que me remito brevitatis causae).


    Chubut, provincia del c/ Río Negro, provincia de y otros s/ Prueba anticipada


    C, 622, L. XLVI, 22 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Pretensión de cobro de impuesto provincial. Servicio Público Nacional de Telecomunicaciones. Competencia originaria de la Corte: provincia interviniente en el pleito y causa de manifiesto contenido federal.


    Para discernir la competencia originaria es necesario examinar en cada caso cuál es la autoridad que efectivamente tiene interés directo en el pleito y, por ende, aptitud de cumplir con el mandato restitutorio del derecho que se denuncia como violado en el supuesto de admitirse la demanda. La provincia demandada tiene interés directo en el pleito y se le debe reconocer el carácter de parte sustancial junto con la Administración de Recaudación Provincial, sin perjuicio de su condición de entidad autárquica, según los arts. 1° y 2° de la ley local 13.766. Para que proceda la competencia originaria de la Corte establecida en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional y 24, inc. 1°, del decreto-ley 1285/58, en los juicios en que una provincia es parte, resulta necesario examinar, además, la materia sobre la que éste versa, es decir, que se trate de una causa de manifiesto contenido federal o de naturaleza civil, en cuyo caso resulta esencial la distinta vecindad o nacionalidad de la contraria, quedando excluidos de dicha instancia aquellos procesos que se rigen por el derecho público local. Toda vez que el asunto exige dilucidar si la actividad proveniente de la autoridad local invade un ámbito que podría ser propio de la Nación en materia de telecomunicaciones, la acción se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución a las que alude el art. 2, inc. 1°, de la ley 48, ya que versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre una provincia y el Gobierno Nacional. No empece a ello lo dispuesto por el Tribunal en la causa P.582, L. XXXIX, "Papel Misionero S.A.I.F.C. c/ Misiones, provincia de s/ Acción declarativa", dado que lo que determina la radicación del sub judice en la instancia prevista en el art. 117 de la Constitución Nacional no es la ilegitimidad del gravamen provincial invocada a la luz de las disposiciones del régimen de coparticipación federal de impuestos, sino la cuestión constitucional atinente a la alegada afectación que la pretensión tributaria provincial podría producir al Servicio Público Nacional de Telecomunicaciones.


    Telefónica de Argentina S.A. c/ Buenos Aires, provincia de y otro s/ Medida cautelar


    T, 179, L. XLVI, 20 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en la causa E. 224, L. XLV, "Elías, Gloria Cristina y otros c/ Córdoba, Provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza".


    La causa debe tramitar ante los estrados del Tribunal ratione personae, resultando así indiferente el planteamiento conjunto de normas federales y locales efectuado por la actora.


    Arenas, Silvia y otros c/ Córdoba, provincia de y otros s/ Acción declarativa de certeza.


    A, 1104, L. XLV, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido el día 4 de junio de 2003, en la causa C. 721, L. XXXIX, "Colgate Palmolive Argentina S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Envirtud de lo expuesto en dicha oportunidad y en mi dictamen del 29 de octubre de 2008 emitido en ese juicio (v. acápite IV), este proceso corresponde a la instancia originaria del Tribunal, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Argencos S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A, 286, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en el día de la fecha en la causa C. 203, L. XLVI, "Catamarca, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Catamarca, provincia de c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    C, 204, L. XLVI, 06 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la casua Y. 19, L. XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, provincia del s/ Medida cautelar" y D. 569. XLIII, "Desarrollos Petroleros y Ganaderos S.A. c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Este proceso corresponde a la instancia originaria del Tribunal, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Alianza Petrolera Argentina S.A. c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa.


    A, 807, L. XLVI, 13 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa A. 1316, L. XLIV, "Administración de Parques Nacionales c/ Misiones, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    Se debe aplicar en el sub examine el art. 6, inc. 4, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación según el cual en las medidas cautelares será juez competente el que deba conocer en el proceso principal. El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, al hallarse enfrentados una entidad nacional con una provincia.


    Administración de Parques Nacionales c/ San Luis, provincia de s/ Medida cautelar


    A, 642, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa R. 21, L. XLIV, "Rodríguez, José Antonio c/ Santiago del Estero, provincia de y otros s/ Daños y perjuicios".


    Este proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte, por aplicación de los precedentes "Barreto" (Fallos: 329:759) y "Mendoza" (Fallos: 329:2316).


    Diez, Marcelo c/ Santiago del Estero, Provincia de y otro s/ Daños y perjuicios.


    D, 312, L. XLVI, 13 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión O. 459, L. XLI, "Orbis Mertig San Luis S.A.I.C. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad", Fallos: 329:3890 y dictamen en la causa O. 24, L. XLVI, "Orbis Mertig S.A. c/ San Luis, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Sidersa S.A. c/ San Luis, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    S, 139, L. XLVI, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa de certeza. Cuestión relativa al límite geográfico sur del Parque Nacional Tierra del Fuego. Legitimación de la provincia. Integridad territorial y autonomía provincial. Competencia originaria de la Corte Suprema.


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte ratione personae, pues la Provincia de Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur es la titular de la relación jurídica sustancial materia de la controversia. Así pues, según surge de las constancias de autos, aquélla pretende obtener el cese del actual estado de incertidumbre en que se encuentra respecto a cuál es el límite sur del Parque Nacional Tierra del Fuego, se fije en dónde ella entiende que se sitúa y se ordene a la APN que cese de ejecutar cualquier acto que importe pretensiones jurisdiccionales dentro de su territorio, sobre el que detenta un dominio exclusivo. Por otro lado, toda vez que está en juego la llamada "garantía federal" del art. 5° que establece que "bajo de estas condiciones, el Gobierno federal garante a cada provincia el goce y ejercicio de sus instituciones", lo cual importa el reconocimiento y respeto expreso de la autonomía provincial, la que se sustenta en la facultad de darse sus constituciones propias, de organizar sus instituciones y regirse por ellas, y en la garantía de la integridad territorial, que también encuentra su protección constitucional en los arts. 3° y 13 de la Ley Fundamental, que consagra el derecho de las provincias a conservar su territorio, la Provincia del Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur está legitimada para actuar en este proceso.


    Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, provincia de c/ Administración de Parques Nacionales s/ Acción declarativa de certeza


    T, 440, L. XLIII, 18 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo. Prórroga del pago de “Certificados de Cancelación de Deuda de la Provincia de Misiones (“CEMIS”, ley local 3311). Corresponde a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte, en atención a la naturaleza de las partes del proceso, pues la Provincia de Misiones ha emitido bonos que se encuentran garantizados por el Estado Nacional según la ley local 3311. Así, en razón de las prerrogativas jurisdiccionales que a cada uno le asisten, a la Provincia de Misiones de litigar en la instancia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, y al Estado Nacional, de hacerlo ante el fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental, por lo que la única forma de conciliar ambos privilegios es sustanciando el pleito en esta última.


    Ibarra, Norma c/ Misiones, Provincia de y otro s/ Amparo


    I, 159, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Comercio interprovincial de productos lácteos. Provincia parte de un pleito de manifiesto contenido federal. Competencia originaria de la Corte.


    En el sub lite, el planteamiento que efectúan las actoras reviste un manifiesto contenido federal y, por ende, es apto para surtir la competencia originaria de la Corte pues, las actoras cuestionan dos disposiciones locales (arts. 1° y 3° de la ley local 6.959, modificada por la ley 8.006 y reglamentada por el decreto provincial 1.216/09) por ser contrarias en forma directa y exclusiva a la Constitución Nacional, al Código Alimentario Argentino y su decreto reglamentario, afectando así el comercio interjurisdiccional de los productos lácteos que elaboran. En efecto, toda vez que el asunto en examen se vincula con el comercio interprovincial, la cuestión reviste naturaleza federal, pues exige dilucidar si la actuación de las autoridades locales invade el ámbito que le es propio a la Nación en esa materia.  La causa se encuentra entre las especialmente regidas por la Constitución Nacional, a las que alude el art. 2°, inc. 1°, de la ley 48, en tanto versa sobre la preservación de las órbitas de competencia entre los poderes del Gobierno Federal y los de una provincia, lo que hace competente a la justicia nacional para entender en ella.


    Logistica La Serenisima S.A. y otros c/ Mendoza, provincia de s/ Acción declarativa de Inconstitucionalidad.


    L, 238, L. XLVI, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Cuestión relativa a expropiación de terrenos. Demanda de la ONAB contra una provincia. Competencia originaria de la Corte en razón de las personas y de la materia.


    Toda vez que el Estado Nacional (ONAB) -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Constitución Nacional- demanda a la Provincia de Buenos Aires -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria. Asimismo y dado el carácter federal de la materia del pleito, puesto que se trata de terrenos expropiados por el Estado Nacional cuya utilidad pública ya fue declarada, el proceso también corresponde a la competencia del Tribunal en razón de la materia.


    Organismo Nacional de Administración de Bienes c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Diligencias preliminares.


    O, 292, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra el Estado Nacional. Pretendida inconstitucionalidad de los arts. 1° y 4° del Dto (PEN) 1399/01. Corresponde a la competencia originaria de la corte ratione personae.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que la Provincia de Catamarca -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria.


    Catamarca, Provincia de c/ Estado Nacional s/ Ordinario


    C, 1283, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


     


    Demanda contra provincia por ejecución de certificados de deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23.660 y 23.661. Naturaleza de las partes en el pleito. Competencia originaria de la Corte.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según los arts. 24 de la ley nacional 23.660 y 38 de la ley nacional 23.661, y doctrina de "Talarico"; y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional. Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social Para la Actividad Docente (O.S.P.L.A.S) c/ Jujuy, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O, 16, L. XLVI, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra provincia por ejecución de certificados de deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23.660 y 23.661. Naturaleza de las partes en el pleito. Competencia originaria de la Corte.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según los arts. 24 de la ley nacional 23.660 y 38 de la ley nacional 23.661, y doctrina de "Talarico"; y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional. Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social Para la Actividad Docente (O.S.P.L.A.S) c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    O, 10, L. XLVI, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra provincia por ejecución de certificados de deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23.660 y 23.661. Naturaleza de las partes en el pleito. Competencia originaria de la Corte.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según los arts. 24 de la ley nacional 23.660 y 38 de la ley nacional 23.661, y doctrina de "Talarico"; y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional. Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia por la ejecución de certificados de deuda, que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social Para la Actividad Docente (O.S.P.L.A.S) c/ Misiones, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    O, 17, L. XLVI, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra provincia por homologación de convenio por deuda de aportes y contribuciones. Leyes 23.660 y 23.661. Naturaleza de las partes en el pleito. Competencia originaria de la Corte.


    Este proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte, toda vez que son partes una entidad de obra social, con derecho al fuero federal según los arts. 24 de la ley nacional 23.660 y 38 de la ley nacional 23.661, y doctrina de "Talarico"; y una provincia, a quien le asiste el privilegio de la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional. Asimismo, la demanda es deducida contra una provincia a fin de obtener el cumplimiento de un convenio celebrado entre ambas partes y referido a obligaciones que tienen su origen en las leyes nacionales 23.660 y 23.661 sobre obras sociales y seguro nacional de salud, de naturaleza federal.


    Obra Social Para la Actividad Docente (O.S.P.L.A.S) c/ Chaco, Provincia de s/ Homologación de convenio


    O, 37, L. XLVI, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda del Estado Nacional contra provincia. Pretendida nulidad del decreto 230/04 del Poder Ejecutivo local. Competencia originaria de la Corte ratione personae.


    Toda vez que el Estado Nacional -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a una provincia -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional, la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria.


    Estado Nacional c/ San Luis, provincia de s/ Acción de lesividad.


    E, 179, L. XLVI, 24 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda del Estado Nacional contra provincia. Reivindicación de fracción de terreno. Competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que una provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- es demandada por el Estado Nacional (Ejército Argentino) -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia.


    Estado Nacional (Ejército Argentino) c/ Córdoba, provincia de s/ Reivindicación.


    E, 175, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda entablada por una entidad nacional contra una provincia. Posibilidad de prórroga a favor de los jueces federales de baja instancia. Competencia originaria de la Corte ratio personae.


    Toda vez que el Estado Nacional -con derecho al fuero federal, según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a una provincia -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte, de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciando la acción en esta instancia originaria. No obsta a lo expuesto el hecho de que las partes hayan pactado en el convenio la competencia de los Tribunales Federales, toda vez que dentro de esa cláusula se puede considerar comprendida a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, por lo que ello no puede ser entendido como una renuncia expresa por parte de la provincia de litigar ante la instancia originaria del Tribunal. En consecuencia, prima facie el proceso debe tramitar ante los estrados de la Corte sin perjuicio de que la Provincia al contestar la demanda pueda aceptar la prórroga a favor de los tribunales federales de baja instancia según la doctrina sentada por la Corte en "Flores", Fallos: 315:2157.


    Dirección Nacional de Vialidad c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del atlántico sur, provincia de s/ Cobro de pesos.


    D, 392, L. XLVI, 18 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de apelación interpuesto por una provincia contra una resolución de AFIP. Corresponde a la competencia originaria de la CSJN.


    En principio, en atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el proceso, el sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que la Provincia de Santiago del Estero –a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda a la Administración Federal de Ingresos Públicos -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia originaria. No obstante, cabe hacer notar que ello es así pese a que la Provincia de Santiago del Estero interpuso recurso ante la Cámara Federal de la Seguridad Social, toda vez que la cuestión debatida en autos versa sustancialmente sobre la preservación de las órbitas de competencia existentes entre una provincia y el Gobierno Federal, materia que reviste un neto contenido federal ya que demuestra el "conflicto de intereses" existente entre ambas partes, lo cual obliga a aplicar una interpretación restrictiva de la competencia originaria como el que surge del rot. 117 de la Constitución Nacional. En consecuencia, el pleito debe tramitar ante los estrados del Tribunal.


    Santiago del Estero, Provincia de c/ A.F.I.P s/ Impugnación de deuda


    S, 750, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Régimen de promoción industrial. Competencia originaria de la Corte: parte una provincia y materia del pleito que reviste un manifiesto carácter federal. Remisión al dictamen y fallo de la causa "Forestadora".


    Concurre una de las circunstancias que habilitan la intervención como tercero en el juicio de la provincia, pues existe una comunidad de controversia entre éste y las partes originarias -actora y demandados-, en cuanto a la aplicación del régimen de promoción industrial establecido por las leyes nacionales 22.021 y 22.973, sus modificatorias y las normas dictadas en su consecuencia, en tanto es la provincia en su carácter de autoridad de aplicación quien reconoció el derecho sobre el que la actora pretende tutela de acceder al sistema de beneficios tributarios allí dispuesto mediante el dictado de los decretos 475-ME-03 y 1747-MpyDE-06. La Provincia de San Juan es parte nominal y sustancial en el pleito, de acuerdo con la doctrina del Tribunal, toda vez que tiene un interés directo en la causa de carácter económico y social que se contrapone al interés nacional del Estado Nacional y del ente recaudador, y, por ende, la sentencia que se dicte le ha de resultar obligatoria. De lo que aquí se resuelva dependerá la eficacia y validez de los actos locales, que han sido reputados sin efectos fiscales (ante la hipotética infracción de normas nacionales) por el Estado Nacional por medio de los decretos 135/06 y 1798/07 y por la AFIP. El derecho que pretende hacer valer la actora se encuentra especialmente regido por normas de naturaleza federal, como lo son las leyes nacionales 22.021 y 22.973 y los decretos del PEN 135/06 y 1798/07, que integran el régimen nacional de promoción industrial en relación a impuestos federales. Asimismo, es dable advertir que en el sub examine no se presenta el supuesto de la causa "Mendoza", publicada en Fallos: 329:2316, toda vez que ésta sólo se refiere a los casos en que la provincia no resulte aforada en forma autónoma a la instancia originaria de la Corte, a diferencia de lo que sí sucede en autos. Se configura un supuesto en el que se debate una cuestión de naturaleza federal la cual reviste carácter absoluto, es decir, que no puede ser prorrogada por la provincia en favor de los tribunales federales de baja instancia, y en el que además la provincia concurre con el Estado Nacional, que ha sido demandado en el litigio, y que, de esta forma, también encuentra satisfecho su privilegio.


    Agropecuaria Mar S.A. c/ San Juan, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Ordinario


    A, 410, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al Fallos: 333:60, “Total Especialidades Argentina S.A.”. Competencia originaria de la Corte.


    Sugas S.R.L. y otros c/ Misiones, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    S, 723, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa "Banco Sudameris", publicada en Fallos: 326:2741.


    Este proceso corresponde a la instancia originaria del Tribunal, al ser parte una provincia en una causa de manifiesto contenido federal.


    Banco Macro S.A. c/ Entre Ríos, provincia de s/ Incidente de medida cautelar.


    B, 850, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo. Alegada inconstitucionalidad de los arts. 2° de la ley 26.372 y 3° de la ley 26.376. Régimen para la designación de jueces subrogantes. Falta de controversia definida, concreta, real y actual. Falta de demostración del perjuicio sufrido.


    Es evidente que no existe en el sub examine una controversia definida, concreta, real y actual que admita respuesta específica por medio de una decisión de carácter definitivo. En efecto, la actora, a la luz de los hechos analizados en las anteriores instancias, sólo busca una decisión que advierta cuál sería la nulidad que padecerían las disposiciones de las leyes atacadas, pero cuyo resultado no lo beneficia, ni perjudica en el marco de este proceso en razón de que no se han armado las listas de aquellos que actuarían como magistrados subrogantes, es decir, no hay acto concreto de aplicación de la ley que se denuncia como ilegítima. Al respecto, es doctrina de la Corte que el ejercicio de la función jurisdiccional requiere que los litigantes demuestren la existencia de un perjuicio -la afectación de un interés jurídicamente protegido- susceptible de tratamiento judicial, recaudo que ha de ser examinado con particular rigor cuando se pretende debatir la constitucionalidad de un acto celebrado por alguno de los otros poderes del Estado. No obsta a lo expuesto la eventual acción que pudiera intentar la asociación actora, una vez que, dictada la lista de jueces subrogantes, considerare que no han sido incluidos aquellos que por esta vía defiende. Sin perjuicio de ello, su planteo, en esta instancia, resulta conjetural e hipotético.


    Asociación Magistrados y Funcionarios c/ Estado Nacional ley 26.372 art. 2° s/ Amparo ley 16.986


    A, 910, L. XLVI, 18 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Poder Legislativo


    Congreso


    Demanda contra el Estado Nacional. Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS). Fijación de valor y ajuste de cargos establecidos en la ley 26.095: repago de inversiones de obras para el transporte de gas. Modificaciones tarifarias. Decreto 1216/06. Omisión de convocatoria a audiencia pública. Resoluciones 2008/06 y 3689/07. Ausencia de arbitrariedad.


    Sobre la base de efectuar una interpretación armónica e integrativa de las normas en juego, y toda vez que el decreto 1216/06, en su art. 40 , establece un reenvío a "las normas aplicables a cada segmento de la industria alcanzado por la ley 26.095", las resoluciones impugnadas no aparecen como manifiestamente ilegales o arbitrarias, ya que las industrias afectadas por la creación de los cargos específicos son aquellas cuyos marcos regulatorios fueron aprobados por las leyes 24.065, 24.076 y 26.020, de los que no surge la obligatoriedad de realizar audiencias públicas con carácter previo al establecimiento de aquéllos. En efecto, la primera, en lo que hace a tarifas (que es en lo que en el caso nos interesa), sólo requiere la celebración de aquélla en los supuestos de los arts. 46 y 48, que la exigen cuando los transportistas y distribuidores soliciten al ENRE las modificaciones tarifarias que consideren necesarias, si su pedido se basa en circunstancias objetivas y justificadas, y cuando, como consecuencia de procedimientos iniciados de oficio o por denuncia de particulares, el ente considere que existen motivos razonables para alegar que la tarifa de un transportista o distribuidor es injusta, irrazonable, indebidamente discriminatoria o preferencial. La ley 24.076, por su parte en términos similares, la impone en sus arts. 46, cuando los transportistas, distribuidores y consumidores soliciten al ENARGAS las modificaciones de tarifas, cargos, precios máximos, clasificaciones o servicios establecidos de acuerdo con los términos de la habilitación que consideren necesarias si su pedido se basa en circunstancias objetivas y justificadas, y 47, en los casos en que el mismo ente considere, como consecuencia de procedimientos iniciados de oficio o denuncias de particulares, que existen motivos para considerar que una tarifa, cargo, clasificación o servicio de un transportista o distribuidor es inadecuada, indebidamente discriminatoria o preferencial. La tercera ley no hace referencia alguna a audiencias públicas. De la lectura de todas estas disposiciones se advierte que no se configura ninguna de las circunstancias claramente reguladas en las leyes para que se requiera la obligatoriedad de la audiencia. En efecto, esta última se encuentra previsto en las normas señaladas para aquellos casos en los que, de algún modo, implican una modificación en la remuneración de los concesionarios de los servicios, situación completamente diferente al caso sub examine en el cual -como se dijo en el dictamen de la que “Establecimientos Liniers" indicado Ios cargos específicos aun cuando tienen naturaleza tarifaria no remuneran la prestación del servicio sino que están destinados a obras de infraestructura 'no contemplados en los contratos respectivos. Por lo demás, el art. 4° de la 26.095 dispuso que el valor de los cargos específicos debe ponderarse de acuerdo a la magnitud de la inversión que demanda la obra y estableció, a los fines de fiscalizar tales inversiones, un mecanismo de control legislativo, mediante la presentación ante ambas Cámaras del Congreso de un informe trimestral (art. 8°). Procede señalar, finalmente, que no corresponde al Poder Judicial pronunciarse sobre las razones de oportunidad, mérito o conveniencia tenidas en cuenta por otros poderes del Estado para adoptar las decisiones que les son propias (por ejemplo, decidir discrecionalmente si utilizan el procedimiento de audiencia pública en casos en los que no existe norma legal que la requiera). Las resoluciones impugnadas, en cuanto definen los cargos específicos para solventar las obras de ampliación de infraestructura energética sin que sea imperativo convocar a audiencia pública con anterioridad a su establecimiento, y mantienen el sistema de control de las Cámaras del Congreso de la Nación sobre la conformación y aplicación de aquéllos, no pueden ser tildadas de manifiestamente ilegítimas y arbitrarias, en los términos que exige la Constitución Nacional y la ley 16.986 para la procedencia del amparo.


    Soldano, Domingo c/ Estado Nacional ley 26.095, Ministerio de planificación resol. 2.008/06 y otro s/ Amparo ley 16.986


    S, 537, L. XLV, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Aumentos de aportes a la obra social IOSE. Solicitud de reducción y devolución de lo retenido. Resolución EMGE N°016/01. Principio de legalidad fiscal. Límites a la facultad de reglamentación del Poder Ejecutivo. Remisión a lo dictaminado en autos M 336; L. XLIV; "Molina, Miguel Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina", del 30/04/09.


    La categoría de los aportes y contribuciones de la seguridad social y restantes gravámenes obligatorios de orden asistencial, como los de obras sociales, integran el género "tributos" a los efectos del principio de legalidad fiscal, extremo que, asimismo, cabe derivar de la pauta hermenéutica emanada del artículo 17 de la ley n° 23.660, que veda el aumento de aportes, contribuciones y recursos de otra naturaleza destinados al sostenimiento de las obras sociales si no es por imperio de una ley. Los aspectos sustanciales del derecho tributario no tienen cabida en las materias respecto de las cuales la Constitución autoriza, como excepción y bajo determinadas condiciones, la delegación en el Ejecutivo o el dictado de decretos de necesidad y urgencia; y que, si bien no existe un óbice constitucional para que el Poder Legislativo confiera al Ejecutivo -o cuerpo administrativo- cierta autoridad a fin de reglamentar una norma, ello es así en tanto importe configurar los detalles necesarios para la ejecución de la ley y el decreto se ajuste a su texto y espíritu y a la política legislativa fijada. Cabe enfatizar la índole reglamentaria de los decretos n° 2.239/70 y 1.478/97, y que el artículo 3° de la ley n° 18.683 convoca al Poder Ejecutivo a establecer el gobierno, administración y conducción del Ente, así como su régimen económico, financiero y de fiscalización "…con arreglo a las leyes generales de la Nación...", las que, en el sublite, determinan un aporte del 3% del salario del afiliado titular y del 1,5% por cada beneficiario a su cargo (art. 16. inc. b, ley 23.660). Dichos porcentajes han sido largamente excedidos en el sublite (6 y 8% para el afiliado titular y su grupo familiar directo y 6% para cada beneficiario a cargo). Aún situados en el ámbito del decreto n°1.478/97, es claro que el ordenamiento sólo habilita al Jefe del Estado Mayor General del Ejército, a propuesta de la Dirección General del IOSE y previa aprobación del Directorio del Organismo, a determinar el importe mínimo de la cuota de afiliación, la cuota del hijo o hijastro mayor de veintisiete años y la cuota asistencial compensadora (arts. 24, inc. b, y 25, incs. c y d); y también es claro que la resolución EMGE n° 016/01 y las que le precedieron exceden ese marco. Y es que en ellas, además del tenor autárquico del IOSE, se invocó el referido artículo 24, inc. b), del decreto n° 1.478/97, pretiriendo, singularmente, la cláusula del articulo 25. inc. d), del precepto, que autoriza precisamente, con carácter transitorio y excepcional, el oportuno y expeditivo establecimiento de una cuota compensadora para así sostener el nivel asistencial mínimo que se debe brindar a los afiliados (cf. pár. 3° “Considerando" del decreto n° 2142/94).  Tal índole excepcional dista de poder predicarse de decisiones administrativas -propiciadas finalmente, por un órgano subalterno; Directorio del IOSE-, que datan al menos de 1998 y que en último término habilitan, excediendo la competencia alegada, significativos aumentos de aportes “...hasta revertir la situación actual...", es decir, sin límites cuantitativos ni temporales (v. resol. N° 016/01).


    Brondino, Juan Enrique y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario


    B, 185, L. XLV, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Aplicación derechos de exportación. Resolución 11/2002 del Ministerio de Economía.


    Dada la tesitura adoptada por el Tribunal en la causa S. 346, L. XLIII, "Sancor C.U.L. (TF 18.476-A) c/ D.G.A.", esa Corte Suprema debe considerar si están dadas las condiciones de la acordada 13 y de la decisión 37/03 del Consejo del Mercado Común (Reglamento del Protocolo de Olivos para la Solución de Controversias en el Mercosur) para solicitar una opinión consultiva al Tribunal Permanente de Revisión del Mercosur.


    Sancor CUL (TF 20980-A) c/ DGA.


    S, 782, L. XLIV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Derechos adicionales a la exportación de determinadas mercaderías para consumo. Creación por Decretos 519/89 y 553/89. Ejercicio de facultades propias del Poder Ejecutivo. Rechazo pretensión de inconstitucionalidad: acto de suma gravedad institucional.


    Aún en la hipótesis de adoptarse la premisa asumida por la alzada, esto es, que los derechos adicionales de exportación y la tasa de estadística no admiten una consideración escindida de las instituciones tributarias, no pueden ignorarse las facultades que posee el Poder Ejecutivo para emitir válidamente los decretos 519/89 y 553/89, las que encuentran su fundamento en una inveterada y pacifica jurisprudencia del Tribunal. Los lineamientos de la "política legislativa" sobre el punto aparecen suficientemente determinados en el art. 755 del Código Aduanero, solución que, por otra parte, se alinea con la del precedente de Fallos: 315:1820, donde V.E. -al ratificar la constitucionalidad de los diferentes derechos de exportación creados por la resolución del Ministerio de Economía 249/85- implícita, pero indudablemente, convalidó las facultades de esa repartición para fijar las gabelas con fundamento en este art. 755 del Código. No menos cierto es que también en esta causa el Poder Ejecutivo se ajustó a las prescripciones de este último precepto al ejercer las atribuciones que esta norma le otorga, con el objetivo de atender las necesidades de las finanzas públicas en la situación de emergencia por la que atravesaba el país al momento en que fueron emitidas las normas aquí cuestionadas (17/04/89 y 02/05/89, respectivamente) y de estabilizar los precios internos en niveles adecuados, frente a la reciente entrada en funcionamiento del mercado cambiario libre y flotante que se había dispuesto en aquel entonces (cfr. considerandos del decreto 519/89). No comparto la tacha de inconstitucionalidad que efectuó la sentencia apelada pues resulta indudable, en primer lugar, que ejecutar una "política legislativa" determinada implica también el poder de dictar normas adaptadas a las cambiantes circunstancias, sobre todo en una materia que, por hallarse tan sujeta a variaciones como la de que se trata, se estimó conveniente dejarla librada al prudente arbitrio del Poder Ejecutivo en vez de someterla a las dilaciones propias del trámite parlamentario; y, en segundo término y en lo que resulta decisivo para sellar la suerte adversa de la postura de la contribuyente, porque no se ha alegado ni mucho menos demostrado en este expediente que aquél haya ejercitado abusivamente las facultades que se le delegaron (arg. Fallos: 270:42, en especial cons. 9°).


    Fabrica Argentina de Stockinette S.A. (TF 13151-A) c/ ANA


    F, 591, L. XLIV, 04 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Improcedencia inconstitucionalidad de la Res. MEyP 485/05. Derecho a imponer licencias no automáticas para establecer restricciones cuantitativas a las importaciones (Acuerdos GATT, ley 17.799 y ley 24.425). Inexistencia irrazonabilidad del acto. Control de las importaciones de juguetes. Falta de acreditación de la arbitrariedad y de las lesiones concretas que irrogaría la reglamentación cuestionada.


    Los requisitos allí establecidos no aparecen, en principio, como de dificultosa producción: identificación del importador, caracterización de la mercadería a importar, su descripción técnica y comercial, su valor FOB total, el valor en moneda de origen y en dólares estadounidenses, la cantidad de unidades, el peso, la identificación del país de origen y de procedencia y, en consecuencia, no se advierte, en este aspecto, la irrazonabilidad del acto. Además, el fundamento de su dictado radica en la detección de cambios significativos en el flujo comercial de los productos del sector juguetes y su finalidad es la de efectuar el seguimiento y control de las importaciones de dicho rubro. Sin embargo, la cámara consideró que el procedimiento para obtener el CIJ era de muy extensa duración, sin explicar las razones de esa afirmación. Tampoco dio argumento suficiente para sostener que el nuevo instrumento constituía un obstáculo para la importación o que se trataba del cumplimiento de una carga irrazonable que debía cumplir quien desarrolla la actividad importadora. Aun así, declaró la inconstitucionalidad de la medida. Sustentar tal drástica solución -como lo hace el tribunal apelado- en el perjuicio que supuestamente le irrogaría a la actora el llevar a cabo un trámite para la obtención del certificado, resulta absolutamente arbitrario. Ello es así, toda vez que aparece como dogmático el fallo de la cámara, cuando reiteradamente tiene dicho el Tribunal que la declaración de inconstitucionalidad de una norma implica un acto de suma gravedad institucional, de manera que debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico y que es preciso poner de resalto que está a cargo de quien invoca una irrazonabilidad su alegación y prueba. Las afirmaciones de la sentencia recurrida, enderezadas a sostener la impugnación de inconstitucionalidad que efectúa, resultan meras alegaciones sobre los supuestos perjuicios qué experimentaría la actora como consecuencia de las tareas de verificación a las que se debe someter, producidos mediante una reglamentación que tilda de irrazonable. Sin embargo, la demandante no aportó ni, por lo tanto, el tribunal evaluó, elementos probatorios concretos sobre tales extremos, razón por la cual sus argumentos resultan, en la mejor de las hipótesis, meramente conjeturales.


    El Brujo SRL c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - AFIP - DGA - Resol. 485/05 s/ Dirección General de Aduanas


    E, 45, L. XLVI, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Importación de vehículo. Supuesta infracción al art. 954, ap. 1° del Código Aduanero. Veracidad y exactitud de manifestaciones o declaraciones de mercaderías ante la Aduana. Resol. 300/94 de la Secretaria de Comercio Interior. Amparo. Medida cautelar. Mercadería prohibida. Falta de configuración del tipo infraccional.


    Tal como ha señalado el Tribunal en oportunidad de examinar el ap. 1° del art. 954 del Código Aduanero, y con apoyo en la exposición de motivos del código, el bien jurídico tutelado es el principio de veracidad y exactitud de la manifestación o declaración de la mercadería que es objeto de una operación de destinación de aduana. En la resolución 1.064/00, la Aduana no reprocha ni menos demuestra que haya existido una declaración -de la actora o de los demás imputados- que haya diferido de lo realmente comprobado. En efecto, sólo se les endilga haber documentado un despacho de importación para consumo de una mercadería prohibida por las normas vigentes en ese momento. Y ello, no resulta una conducta incluida dentro de la descripción del tipo legal del art. 954, ap. 1°, inc. b) del código de la materia.  Y, además, más allá de la prohibición para la mercadería aquí involucrada, establecida por el decreto 683/94 y sus normas complementarias, lo cierto es que la operación fue realizada bajo el amparo de una medida cautelar dispuesta por un juez competente, y con pleno conocimiento de la Aduana, debidamente notificada. Es decir, que no puede calificarse la conducta de la actora ni siquiera como negligente, toda vez que realizó una operación autorizada por un juez de la Nación y que, más allá de los avatares que luego sucedieron con relación al fondo del asunto vinculado con la prohibición que se discutía, al momento de la presentación del despacho, la Aduana debió -cómo ella misma lo ha reconocido en autos “proceder a autorizar el libramiento a consumo del referido automotor a efectos de no desobedecer la orden judicial oportunamente impartida". En consecuencia, no se encuentran reunidos los elementos objetivos ni subjetivos de tipo infraccional bajo estudio, razón que obliga a desestimar el reproche sancionador realizado por la demandada.


    Tissera, Héctor Daniel c/ Dirección General de Aduanas (AFIP) s/ Contencioso administrativo


    T, 63, L. XLVI, 14 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Tráfico internacional de mercadería. Régimen de prohibiciones. Restricciones directas. Resoluciones 909/41 y 1.472/94 del Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos. Importación definitiva para consumo. Bienes usados. Arancel diferencial. Requisitos. Importancia de la naturaleza del bien y su inserción de cara a la política comercial y económica nacional. No se configura infracción aduanera.


    El Código Aduanero regula de manera genérica el régimen de las prohibiciones en su Sección VIII. Este sistema, junto con el concerniente a los tributos y al control sobre el tráfico internacional de mercadería, "constituyen el eje principal de la legislación aduanera", y con él se ha buscado establecer un "estatuto básico" para "reunir los principios y reglas que regulan la materia" para que "se aplique en forma supletoria con relación a las normas que impongan prohibiciones", puesto que, de tal manera "la tarea del legislador se verá facilitada notablemente en el futuro, pues al dictar la medida respectiva sólo deberá expresar el objeto de la prohibición y los puntos en que quiera apartarse de las disposiciones generales y supletorias previstas en el código". El término "prohibiciones" designa a las restricciones directas, es decir "las que impiden en forma directa la importación o la exportación", agregando "que no se pretende abarcar aquí el tratamiento de un sin número de restricciones operativas tales como la concerniente al despacho de cierta mercadería por una determinada aduana, a la realización de las operaciones dentro de horarios hábiles, etc., que serán de cumplimiento obligatorio dentro de las pautas fijadas con carácter general por este código o bien establecidas por la repartición aduanera o por otros organismos en la esfera de su respectiva competencia”, el Código no establece específicamente prohibición alguna, sino que ellas "deben surgir de la legislación que corresponda a la materia de que se trate". La resolución 909/94, (modificada por su similar 1.472/94), estableció, el régimen de prohibición de importación para consumo en su art. 4, para las mercaderías detallas en el anexo II. Asimismo, contempló otros dos conjuntos de mercaderías a las que sujetó a regímenes de diversa naturaleza al mencionado. Por una parte, aquellas que si bien estaban comprendidas en las posiciones arancelarias mencionadas en el art. 1° no resultaban incluidas en ninguno de los anexos, las que podrían importarse libremente con un arancel cero. Y por otro lado, en lo que aquí interesa, el régimen de los arts. 1 y 2, que abarcaba a ciertos bienes usados, cuya importación definitiva para consumo se regulaba sujeta a ciertas condiciones; a saber: a) acondicionados fuera o para ser acondicionados dentro del país, b) el importador debía ser su usuario directo; c) éste se veía imposibilitado de enajenar el bien durante dos años, estando sujeto al régimen de comprobación de destino correspondiente; y d) sujetos a un arancel diferencial (inicialmente fijado en el 15% y lo que hace al caso de autos, en el 25% por la resolución 155/95). Ello es conteste a la letra y el espíritu del art. 632 del Código de la materia, mencionado en los considerandos de la resolución 909/94, puesto que los objetivos de la política económica, monetaria, social, etc., contemplados en el art. 609 del citado plexo normativo, como así las mencionadas en el citado reglamento, en lo que hace a las mercaderías incluidas en el anexo I (entre las que se encontraba el buque aquí involucrado), pudieron ser alcanzados mediante la fijación de un arancel diferencial, sin la necesidad -como en el caso del anexo II- de recurrir al extremo de la prohibición de importación para consumo. Según la naturaleza del bien y su inserción de cara a la política comercial y económica seguida en ese momento, su importación estaba prohibida o bien permitida bajo ciertas condiciones. Y así lo reconoció el propio Poder Ejecutivo en las sucesivas resoluciones que complementaron y modificaron el régimen, sincrónicamente, a medida que se apreciaban cambios en las condiciones de la economía nacional.  En este sentido, sostener la tesitura de la demandada, en cuanto a que la resolución 909/94 y sus modificatorias, fijaban exclusivamente un régimen de prohibición, implicaría elevar a tal categoría a todas las restricciones y simples condicionamientos para la exportación o importación de mercaderías, dando a los arts. 608 y cc. del código de la rama una latitud tan vasta que llevaría, en la práctica, a desvirtuar el sistema diseñado.  Toda operatoria aduanera ha de realizarse siguiendo las pautas regladas en cuanto a horarios, modos, trámites administrativos, declaraciones y pagos de los correspondientes tributos, y demás requisitos consabidos propios de un régimen tan delicado. Pero ello no puede implicar la inversión de la regla fundamental consagrada en el art. 19 de la Constitución Nacional, elevando entonces tales requisitos al grado de prohibición, la que sólo se vería levantada para los casos en que se siguiesen tales pasos legal y reglamentariamente determinados, supuesto en que se trataría de una "excepción" a la regla de la prohibición. Así las cosas, al no tratarse de una prohibición de importación para consumo el supuesto de autos, la conducta seguida por las actoras demuestra ser carente de la necesaria tipicidad para ser pasible de configurar una infracción aduanera y su inserción de cara a la política comercial y económica seguida en ese momento.


    Nate Navegación y Tecnología Maritima S.A. TF 22220-A c/ DGA


    N, 6, L. XLVI, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Cancelación de bonos de la deuda pública. Excepciones al diferimiento del pago. Desistimiento del derecho y de la acción: nueva circunstancia que torna inoficioso el pronunciamiento de V.E.


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tomado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. Sin perjuicio de ello, conviene recordar que en varios precedentes el Tribunal si bien consideró inoficioso emitir un pronunciamiento en relación con la sentencia apelada como consecuencia de la conducta del actor, de todas formas dejó sin efecto la resolución impugnada con fundamento en que podría causar algún gravamen injustificado.


    Micoli, Amalia Adriana c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561.


    M, 179, L. XLV, 18 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Cancelación de bonos entregados por deudas derivadas de la ley 24.411. Excepción al diferimiento de pagos de la deuda pública, contemplado en la Resolución 73/02 del M.E. y ley 25.827. Inadmisibilidad recurso extraordinario: ausencia de gravamen.


    La sentencia de la cámara que rechazó el pedido de declaración de inconstitucionalidad del decreto 471/02 y que ordenó pagar los servicios de los bonos a la paridad fijada por aquél, en virtud de considerar que el actor estaba incluido entre las excepciones al diferimiento de pagos, no le causa un gravamen actual al Estado Nacional, porque lo cierto es que este comenzó a abonar los servicios financieros de los títulos públicos antes del dictado de la sentencia impugnada, precisamente al entender que la situación del actor estaba alcanzada por las excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda pública que prevé la resolución 73/02 del Ministerio de Economía, concretamente en su art. 2°, inc, a).


    Suárez, Ariel Alberto c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 y 471/02 (Caja de Valores) s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    S, 173, L. XLV, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Cancelación de bonos. Excepciones al diferimiento del pago de los servicios de la deuda pública. Bonos a los que le son aplicables dos regímenes de excepciones diferentes. Falta de cumplimiento de requisitos necesarios para exceptuarse del diferimiento general de pagos de la deuda nacional.


    En relación con los Bonos de Consolidación Previsional 2° serie, el régimen que resulta aplicable es el del art. 2, inc. a), de la resolución 73/02 del Ministerio de Economía, que exceptúa del diferimiento a los tenedores originales de esos bonos. Es decir, aquéllos que los recibieron en virtud del art. 4° de la ley 24.130. Como la actora no acredita ser titular originaria de los títulos cuyo pago reclama en esta causa, sino que, por el contrario, reconoce que los adquirió en el mercado, cabe concluir que su situación no está incluida en ninguna de las excepciones al diferimiento de los pagos de los servicios de la deuda pública nacional. Con relación a los BONTES, resulta de aplicación, en cuanto fuere pertinente al caso, lo dictaminado en la causa P. 474, L. XLIV, "Paganini, María y otro c/ PEN - ley 25.561 - dtos. 214/02 y 1735/04 s/ Proceso de conocimiento - ley 25.561'". En dicha oportunidad, luego de examinar las normas aplicables se concluyó en que son tres los requisitos para exceptuarse del diferimiento general de pagos de la deuda nacional, en particular respecto de ese tipo de títulos públicos. Ellos son: a) que los bonos estén en poder de personas físicas de setenta y cinco años o más de edad; b) que las tenencias se encuentren acreditadas en la Caja de Valores S.A. al 31 de diciembre de 2001 y c) que éstas se mantengan sin variación. Se encuentra acreditado que la actora, al momento de deducir la demanda, no cumplía con el requisito de la edad necesaria, circunstancia que determina que también quede comprendida en el diferimiento al pago de la deuda.


    Valencia Moyano, Eulalia c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento - ley 25.561.


    V, 479, L. XLIV, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Improcedencia inconstitucionalidad de los arts. 64, segundo párrafo y 66, inc. b, de la ley 25.827. Consolidación de deudas. Declaración de inconstitucionalidad de una norma: acto de suma gravedad. Ultima ratio del orden jurídico.


    V.E. tiene dicho que la consolidación de las obligaciones alcanzadas por el art. 13 de la ley 25.344 opera de pleno derecho después del reconocimiento firme de la deuda, en sede judicial o administrativa. Como consecuencia de ello, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, por lo que sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece: exigir el pago en efectivo en los plazos fijados por ella o la entrega de los bonos que correspondan. Tal circunstancia impone que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación, a fin de percibir los créditos que le son reconocidos. Los arts. 64, segundo párrafo, y 66 inc. b de la ley 25.827 de presupuesto para el ejercicio 2004 -preceptos invocados por la actora al practicar la liquidación del crédito- establecieron los bonos de consolidación que deben entregarse para cancelar deudas previsionales según la fecha en que opera el reconocimiento en sede judicial o administrativa. La declaración de inconstitucionalidad aparece manifiestamente innecesaria y prematura. Ello es así, toda vez que, al fundar la decisión en que la aplicación de las normas cuestionadas de la ley de presupuesto 25.827 produce la violación de derechos y garantías constitucionales, el tribunal soslaya que el agravio carece de un carácter efectivo y concreto, desde que podrá producirse eventualmente al momento de solicitar el pago en los términos que contempla la ley, es decir en efectivo en moneda nacional con los recursos presupuestarios que sean asignados al pago de la deuda pública o mediante la suscripción de títulos y, en caso de optar por la segunda posibilidad, se determinará en esa oportunidad la serie de bonos que corresponda entregar.


    Demousselle, Hilda Adela c/ Anses s/ Reajustes varios


    D, 189, L. XLIII, 09 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Pago de los servicios financieros de bonos de consolidación de deudas previsionales. Títulos exceptuados del diferimiento de pagos. Etapa de ejecución de sentencia. Inadmisibilidad recurso extraordinario: cuestionamiento de pronunciamiento. Ausencia de sentencia definitiva. Aplicación de la ley 26.198. Apartamiento de los términos de la litis: vulneración derecho de defensa en juicio.


    Las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución de una sentencia que había quedado firme en la causa principal no reviste el carácter definitivo que exige el art. 14 de la ley 48 como requisito de procedencia del recurso extraordinario. Asimismo, V.E. ha considerado, en determinadas circunstancias, que cabe hacer excepción a tal recaudo cuando lo resuelto importe un apartamiento palmario de los términos del fallo final de la causa. No se configuran los extremos necesarios para la apertura de la vía extraordinaria, toda vez que un atento examen de las dos decisiones adoptadas permite concluir que dicho tribunal, durante la etapa de ejecución, se limitó a determinar los alcances de su anterior pronunciamiento en lo atinente a los títulos que quedan comprendidos en las excepciones al diferimiento de pago de la deuda pública. La decisión aquí impugnada no parece apartarse de la sentencia cuya ejecución se pretende, en tanto considera que el 25 de marzo de 2003 -casi un año, después de la fecha fijada por la resolución 158/03- las actoras adquirieron bonos de consolidación previsionales 3ra. serie en dólares estadounidenses -circunstancia fáctica admitida por todas las partes-, los cuales ya no quedan comprendidos en los términos de la sentencia, toda vez que ésta sólo contempló la situación de los títulos acreditados al 30 de abril de 2002, aspecto que quedó firme y que no fue puesto en tela de juicio por las partes con posterioridad. Si se confronta la sentencia que hizo lugar al amparo con los términos de la resolución apelada, es posible advertir, que ésta no cambia los contenidos de la resolución originaria, ni altera la cosa juzgada, lo cual obsta a la admisibilidad de la vía intentada. No obstante ello, estimo que asiste razón a la apelante en cuanto sostiene que no es posible extender al caso la jurisprudencia referida a la aplicación de la ley 26.198, pues el precedente al que se remitió la cámara es diverso al sub lite, en tanto allí se trató de la inclusión en el diferimiento de los pronunciamientos judiciales firmes, emitidos contra las disposiciones de la ley 25.561, el decreto 471/02 y sus normas complementarias.


    Giuffra, María y otro c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Amparo Ley 16.986


    G, 323, L. XLV, 06 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Pago de servicios financieros de bonos de la deuda pública. Necesidad de contar con determinada información para dictaminar.


    El Tribunal requirió a las partes que informaran de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Y, en concreto, si se abonan -y de qué forma- los servicios y la amortización de dichos bonos y si existen pagos pendientes o fueron totalmente cancelados, o bien si tales bonos fueron canjeados por otros títulos. Tal requerimiento fue cumplido por las partes en forma parcial, incompleta e imprecisa y, por lo tanto, no es posible establecer con certeza la situación en la que se encuentran los bonos objeto de esta litis. En virtud de las atribuciones conferidas a este Ministerio Público para efectuar el control de legalidad de las actuaciones judiciales en las que interviene (arts. 120 de la Constitución Nacional y 25, incs. a, g, y h de la ley 24.946), se debe esclarecer esta cuestión antes de dictar un pronunciamiento en esta causa.


    Goldberg, Carlos Roberto c/ Estado Nacional - DADEP s/ Proceso de Conocimiento.


    G, 401, L. XLV, 12 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Procedimiento de ejecución de sentencia de condena contra el Estado Nacional. Procedencia recurso extraordinario. Cancelación de deuda con bonos de la deuda pública. Omisión de aplicar las normas del régimen de consolidación: de carácter federal y orden público. Improcedencia compensación basada en fluctuaciones bursátiles.


    La cámara, tras precisar las disposiciones que rigen el supuesto planteado en autos e incluso aseverar que no son inconstitucionales, las dejó de lado para aplicar un criterio basado en que la cancelación del crédito con bonos de consolidación sexta serie, en los términos de las leyes 25.344 y 25.827, resulta insuficiente porque su cotización bursátil es inferior al valor que hubiera percibido si recibía bonos cuarta serie 2%. De este modo, la ecuación que considera correcta para compensar al actor por la "menor calidad" de los bonos sexta serie que le fueron depositados, constituye una solución que se aparta manifiestamente de las normas aplicables al caso, pues no modifica únicamente la aplicación del instrumento de pago previsto sino que altera el procedimiento mismo de cancelación. Ello es así, pues el capítulo V de la ley 25.344 y los arts. 64 y 66 de la ley 25.827 regulan en forma expresa el modo de cálculo de las deudas y los títulos que se entregan para cancelarlas cuando fueron reconocidas en sede judicial con posterioridad al 31 de diciembre de 2001, sin prever compensación alguna basada en aspectos tan contingentes como las fluctuaciones bursátiles. V.E tiene dicho que, de conformidad con la ley 25.344, las obligaciones comprendidas en su ámbito se consolidan con los alcances y en los términos de la ley 23.982 después del reconocimiento firme, en sede administrativa o judicial (art. 13). En ese momento, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual sólo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece, circunstancia que impone que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación, a fin de percibir los créditos que le son reconocidos. La decisión apelada no sólo se apartó de la solución normativa prevista para el caso y omitió aplicar normas federales sin declarar su inconstitucionalidad, sino que también se atribuyó la facultad de compensar el perjuicio que, a su entender, se ocasiona al acreedor por recibir bonos "de menor calidad" por las diferentes características de emisión que tienen los bonos sexta serie con relación a los bonos cuarta serie 2%, en claro detrimento de las funciones asignadas a otro poder público.


    Kuzmicz, Juan c/ YFP S.A. y otro s/ Otros reclamos


    K, 79, L. XLV, 20 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Régimen de consolidación de deudas del Estado. Créditos anteriores al 3l de diciembre de 2001: sujetos al régimen de la ley 25.344. Deuda que no encuadra en la categoría de "deuda corriente". Reclamo judicial o extrajudicial: consolidación. Excepción a la exclusión dispuesta a las deudas corrientes. Créditos posteriores a esa fecha: sometimiento al procedimiento de pago contemplado por el art. 22 de la ley 23.982.


    Cuando las deudas han estado sujetas a controversia reclamada judicial o administrativamente o han sido reconocidas por pronunciamiento judicial, se produce la consolidación aunque pueda considerárselas, por hipótesis, como deudas corrientes vencidas o de causa o titulo anterior al 1° de abril de 1991. Se trata de una excepción a la exclusión dispuesta por la primera parte de la norma que se refiere a las deudas corrientes, lo que se traduce en una inclusión en la consolidación. Aun si se admitiera la postura de la recurrente en tanto pretende que las deudas originadas con anterioridad al 31 de diciembre de 2001 no queden alcanzadas por la consolidación por tratarse de deudas corrientes que han sido reconocidas en sede administrativa y no fueron objeto de controversia, lo cierto es que, según las disposiciones de dicho régimen, quedan sujetos también aquellos créditos que hubieran sido reconocidos por pronunciamiento judicial aunque no hubiere existido controversia, o ésta cesare o hubiere cesado por un acto administrativo firme, un laudo arbitral o una transacción. Resulta ajustada a derecho la decisión de la cámara, en cuanto consideró que los créditos por facturas impagas anteriores al 31 de diciembre de 2001 quedan sujetos al régimen de la ley 25.344 y sus disposiciones complementarias, toda vez que la existencia de reconocimientos de deuda emanados de las autoridades administrativas no autoriza a excluirlos del ámbito de aplicación de las normas mencionadas, sino que, por el contrario, el hecho de haberse instado un proceso judicial ante el incumplimiento del organismo deudor que concluyó con el reconocimiento de los créditos reclamados y la consiguiente condena a pagar, conduce a que dichas obligaciones queden comprendidas en el art. 13 de la ley 25.344 -que remite a los términos de la ley 23.982- motivo por el cual se requiere que, para solicitar su cancelación, el titular presente en sede del organismo deudor la liquidación judicial aprobada y firme del crédito, expresada al 31 de diciembre de 2001, optando en ese momento por alguna de las formas de pago previstas por la legislación.


    Droguería Magna S.A. y otro c/ Hospital de Clínicas José de San Martín y otro s/ Cobro de sumas de dinero


    D, 454, L. XLV, 19 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo. Ley 25.561. Reestructuración de los títulos públicos. Dictado de nuevas normas. Pertinencia de correr traslado a la partes.


    Después de la concesión del recurso extraordinario se dictaron normas que podrían incidir sustancialmente en la presente causa. Por ello, y en ejercicio de las facultades que le confiere el art. 36, inc. 2°), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el Tribunal podría disponer, de estimarlo procedente, un traslado a las partes, a fin de que manifiesten lo que consideren pertinente sobre esta nueva situación, en el entendimiento de que ello permitirá conciliar, por un lado, el debido proceso legal -principio cardinal por el cual debe velar el Ministerio Público (conf. art. 25, inc. h, de la ley 24.946)- y, por el otro, la jurisprudencia de la Corte en cuanto a que sus sentencias deben ceñirse a las circunstancias existentes al momento en que se dicten, a efectos de evitar pronunciamientos inoficiosos.


    Vidal, Mario Federico y otro c/ P.E.N. - Dtos. 214/02 y 471/02 s/ Amparo sobre ley 25.561.


    V, 133, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Bonos de consolidación de deudas. Inconstitucionalidad de los arts. 64, párr. 2° y 66 inc. B), ley 25.827: tratamiento innecesario y prematuro. Falta de agravio esencial y concreto. Pronunciamiento carente de validez: inexistencia de opiniones sustancialmente coincidentes.


    Un atento examen de los términos en que fue dictado el pronunciamiento apelado pone en evidencia que, tal como fue suscripto, no quedó conformada la mayoría que se requiere cuando se trata de decisiones adoptadas por un tribunal colegiado, defecto de tal entidad que "afecta la validez misma del pronunciamiento que la Corte habrá de dictar, circunstancia que debe ser atendida y declarada con antelación al tratamiento de las cuestiones planteadas por el recurrente". Tales circunstancias privan a la resolución de aquello que debe constituir su esencia, es decir una unidad lógico jurídica, cuya validez depende no sólo de que la mayoría convenga en lo atinente a la parte dispositiva, sino que también ostente una sustancial coincidencia en los fundamentos que permitan llegar a una conclusión adoptada por la mayoría absoluta de los miembros del tribunal. Al respecto, la Corte tiene dicho que las sentencias de los tribunales colegiados no pueden concebirse como una colección o sumatoria de opiniones individuales y aisladas de sus integrantes, sino como el producto de un intercambio racional de ideas. En este orden de ideas, se entiende que no basta la mera coincidencia en la conclusión que merece el caso para cada magistrado, sino que también es menester que exista la concurrencia mayoritaria de opiniones acerca de cada una de las cuestiones esenciales planteadas, circunstancia que no acontece en el sub lite. En efecto, aunque la mayoría concluyó que debe confirmarse la sentencia de primera instancia, no se observa que medie unidad de pareceres en cuanto a los fundamentos en que se sustenta la decisión del tribunal, lo cual se traduce en una violación a la garantía de la defensa enjuicio (art. 18 de la Constitución Nacional). Sin perjuicio de lo expuesto, se entiende que el tratamiento de las cuestiones relativas a la aplicación y a la eventual inconstitucionalidad de los arts. 64, segundo párrafo, y 66 inc. b, de la ley 25.827 que establecieron los bonos de consolidación que deben entregarse para cancelar deudas previsionales según la fecha en que opera el reconocimiento en sede judicial o administrativa aparece manifiestamente innecesario y prematuro. Ello es así, toda vez que el tribunal soslaya que el agravio que alega la actora, carece de un carácter efectivo y concreto, desde que podrá producirse eventualmente al momento de solicitar el pago en los términos que contempla la ley, es decir en efectivo en moneda nacional con los recursos presupuestarios que sean asignados al pago de la deuda pública o mediante la suscripción de títulos y, en caso de optar por la segunda posibilidad, se determinará en esa oportunidad la serie de bonos que corresponda entregar. Tales consideraciones son aplicables al sub lite en particular si se tiene en cuenta que el propio apelante expresa en el recurso que las acreencias deberían ser canceladas con bonos 3ra serie por ser la sentencia que resolvió el ajuste de fecha anterior al 31 de diciembre de 2001 y que, según la edad de la actora, podrían ser canceladas en efectivo.


    Della Savia, Haydee Iolanda c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Ejecución previsional


    D, 1362, L. XLII, 18 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Bonos de la deuda pública. Contratos de préstamos garantizados: remisión al precedente “Galli”. Bonex 2017: regidos por la ley extranjera. Inaplicabilidad del dto. 471/02: remisión al dictamen de la causa “Isola”.


    Los actores son titulares de diferentes bonos, por un lado, de contratos de préstamos garantizados que fueron obtenidos como consecuencia del canje realizado respecto de los Bontes 2003 y 2005 y, por otro, Bonex 2017 que se rigen por la ley extranjera. En relación con los contratos de préstamos garantizados, las cuestiones debatidas en el sub lite son sustancialmente análogas a las analizadas en Fallos: 328:690 ("Galli") y, en tales condiciones, corresponde remitir, en cuanto fuere aplicable, a los términos y conclusiones expuestos en dicho precedente. Por otra parte, con relación a los Bonex 2017, se entiende que el decreto 471/02 no es aplicable a estos bonos. En este sentido, conviene señalar que en este aspecto de la causa se plantea una situación similar a la que se examinó en el dictamen de la causa I. 157, L. XLI, "Isola, Horacio A. c/ PEN ley 25.561 dto. 1570/01, 214/02, 471/02 s/ Amparo ley 16.986", a cuyas conclusiones corresponde remitir en cuanto fuere pertinente.  En efecto, tal como se puso de resalto en esa oportunidad, el decreto 471/02 no alcanza a los Bonex 2017 que poseen los actores, de ahí que resulte impropio resolver este caso aplicando sus disposiciones.  Resulta sumamente claro el art. 1 del decreto en cuestión cuando señala que: "Las obligaciones del Sector Público Nacional, Provincial y Municipal vigentes al 3 de febrero de 2002 denominadas en dólares estadounidenses u otra moneda extranjera, cuya ley aplicable sea solamente la ley argentina, se convertirán a pesos uno con cuarenta centavos ($ 1,40) por cada dólar estadounidense o su equivalente en otra moneda extranjera y se ajustarán por el Coeficiente de Estabilización de Referencia (CER)" y, por lo tanto, estos bonos de los actores no están regidos por el decreto 471/02, sino por la ley extranjera. Es dable recordar que la resolución 158/03 y las leyes 25.827 y 25.967 establecieron excepciones al diferimiento del pago de la deuda pública aplicables a los tenedores de esta clase de bonos, sobre las que el tribunal no se pronunció. Por ello, la causa debe volver al tribunal de origen para que se pronuncie sobre la situación en la que se encuentran tales bonos así como acerca de la inclusión o no de los actores entre los supuestos de excepciones al diferimiento de los pagos de los servicios de la deuda pública nacional, máxime cuando se trata de cuestiones fácticas cuya resolución corresponde a los jueces de la causa y, en principio, excede la competencia revisora de esta instancia.


    Guibelalde, Horacio c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dto 1570/01 214/02 s/ Amparo


    G, 1163, L. XLIV, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Bonos de la deuda pública. Excepción al diferimiento del pago. Pretensión de inconstitucionalidad decreto 471/02. Inexistencia de gravamen. Ausencia de interés actual que deba recibir respuesta de la Corte Suprema: pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta.


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. La subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. Es dable indicar que esto es lo que ha sucedido en el sub lite, toda vez que, tal como surge del informe presentado por el Estado Nacional, el actor ingresó al canje dispuesto por el decreto 1735/04 y, en consecuencia, no podría efectuar ningún reclamo posterior. Al no advertirse presencia de un interés actual que deba recibir una respuesta de la Corte suprema, toda decisión al respecto es inoficiosa, pues le está vedado expedirse sobre planteos que han devenido abstractos.


    Ocampo Ríos, Alberto Ramón c/ PEN Ley 25.561 Dto. 1570/01 214/02 s/ Amparo.


    O, 43, L. XLV, 10 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Bonos de la deuda pública. Pretensión de inconstitucionalidad decreto 471/02. Ausencia de interés actual que deba recibir respuesta de la Corte Suprema: pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta.


    El Tribunal ha señalado que la subsistencia de requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la existencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. Esta es la relación que se configura en la causa en relación a las subcuentas comitentes. Ello es así, porque en relación con la primera de ellas, el recurrente no demuestra cual es el gravamen que le ocasiona la sentencia de la cámara que ordenó pagar los servicios de los bonos a la paridad fijada por el decreto 471/02, en virtud de considerar que los actores estaban incluidos entre las excepciones al diferimiento de pagos, ya que lo cierto es que el Estado Nacional abonó la totalidad de los servicios, precisamente al entender que aquéllos estaban alcanzados por las excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda pública que prevé la resolución 73/02 del Ministerio de Economía, concretamente en su art.2°, inc. b). En lo que respecta a la segunda de las sub cuentas cabe llegar a la misma conclusión, porque tal como surge del informe presentado por el Estado Nacional, el co-actor ingresó al canje dispuesto por el decreto 1735/04 y, en consecuencia, no podría efectuar ningún reclamo posterior. Al no advertirse la presencia de un interés actual que deba recibir una respuesta de la Corte Suprema, toda decisión al respecto es inoficiosa, pues le está vedado expedirse sobre planteos que han devenido abstractos.


    Stolar Mindel y otro c/ PEN Ley 25.561 Dtos. 1570/01, 214/02, 471/02 s/ Amparo Ley 25.561.


    S, 79, L. XLIV, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Consolidación de deudas. Leyes 25.344, 23.982, 26.078 y 26.546. Decreto 1.116/00. Calculo de intereses. Fecha de corte: 1° de abril de 1991. Recurso admisible.


    El recurso extraordinario es formalmente admisible pues, si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior, extremo que se verifica en autos.  Asimismo, en el sub lite se discute la interpretación de normas de carácter federal y la decisión recaída ha sido contraria al derecho que la apelante funda en ellas. En la tarea de establecer la inteligencia de normas de la índole mencionada, la Corte no se encuentra limitada por las posiciones del tribunal apelado ni por los argumentos de las partes, sino que le incumbe realizar una declaración sobre el punto disputado, según la interpretación que rectamente le otorgue. La Corte tiene dicho que, de conformidad con la ley 25.344, las obligaciones comprendidas en su ámbito se consolidan con los alcances y en las términos de la ley 23.982 después del reconocimiento firme, en sede administrativa o judicial (art. 13). En ese momento, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual solo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece, circunstancia que impone que el interesado se someta a la disposición de la ley y de los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación a fin de percibir los créditos que le son reconocidos.  Por su parte, el art. 45 de la ley 26.078 establece que "En todos los casos, los intereses a liquidarse judicialmente se calcularán únicamente hasta la fecha de corte, establecida en el 1° de abril de 1991 para las obligaciones comprendidas en la Ley N° 23.982, en ella de enero de 2000, para las obligaciones comprendidas en la Ley N° 25. 344, y en el 1° de enero de 2002 o el 1° de septiembre de 2002, para las obligaciones comprendidas en la prórroga dispuesta por la Ley N° 25.565 y la Ley N° 25.725", términos que fueron reiterados en el art. 59 de la ley 26.546 de presupuesto para el ejercicio 2010. El crédito ha quedado comprendido en la ley 25.344, el 31 de diciembre de 1999 es la fecha que debe tomarse como punto de referencia de conformidad con el art. 13, anexo IV, del decreto 1.116/00, que dispone que los créditos a liquidarse judicialmente se deben expresar a la fecha de corte y, a partir de allí, se devengan los intereses que prevé el art. 12, inc. a), del mismo decreto. Son atendibles los agravios del apelante en cuanto sostiene que no corresponde que el capital reclamado se actualice a la fecha de corte que establece la ley 25.344. Ello es así, toda vez que los arts. 70 y 10 de la ley 23.928 y 4° de la ley 25.561 vedan la actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, cualquiera fuere su causa, haya o no mora del deudor, con posterioridad al 1° de abril de 1991. El tribunal apelado se apartó de disposiciones que revisten carácter de orden público, pues no procede practicar actualización alguna con posterioridad al 1° de abril de 1991, ni incluir intereses en la liquidación a ser aprobada en sede judicial más allá de la fecha de corte que fijan las leyes de consolidación, sino que lo correcto en el caso es que se la practique hasta el 31 de diciembre de 1999 y, de allí en adelante, el acreedor debe ocurrir a la sede administrativa que corresponda para la determinación y ulterior reclamo de los intereses que deben calcularse entre aquella fecha y la de emisión de los bonos, como así también los que devenguen los bonos de consolidación según la serie que corresponda entregar. Corresponde hacer lugar al recurso extraordinario interpuesto y revocar la sentencia apelada con los alcances indicados.


    Streri, Alicia Esther c/ Administración Nacional de Aduanas y otro s/ Daños y perjuicios


    S, 554, L. XLV, 20 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Crédito comprendido en el régimen de consolidación. Cálculo de intereses. Remisión a fallos: 331:2628 (“Edesur”).


    A ello cabe agregar que lo resuelto por el tribunal sobre la base de que existe cosa juzgada con respecto al modo de calcular los intereses sobre la deuda consolidada, importa desconocer que V.E. tiene dicho que la preclusión procesal produce el efecto de tomar irrecurribles las resoluciones judiciales, mas no el de legitimar situaciones inconciliables con el orden público y que concluir lo contrario importaría desnaturalizar el proceso judicial hasta el punto de convertirlo en un medio apto para convalidar transgresiones a las normas imperativas. Entonces, el silencio guardado o la demora -como en el caso- por uno de los litigantes frente a la afectación de un derecho indisponible tendrían más virtualidad que un contrato para privar de efecto a las leyes en que se encuentra comprometido el interés general. En virtud de ello y de lo establecido por la Corte en el sentido de que en los casos en que se impugnan liquidaciones judiciales sobre la base de que conducirían a resultados manifiestamente irrazonables, tales objeciones no pueden ser desatendidas so pretexto de un supuesto respeto al principio de cosa juzgada, se entiende que deben admitirse los planteos de la demandada, pues resulta evidente que la liquidación practicada no se ajusta a las normas de consolidación vigentes, cuya constitucionalidad, no ha sido puesta en tela de juicio en el sub lite.


    Sadia Argentina S.A. (TF 17463-A) s/ D.G.A.


    S, 642, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Diferimiento de los servicios de la deuda pública. Remisión al precedente de la causa T. 186, L. XLIV, “Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN – ley 25.561 – Dtos 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561”.


    Cabe agregar que el diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio.


    Sarquis, Elena María c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    S, 204, L. XLVI, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Ejecución de sentencia por indemnización por daños. Régimen de consolidación de deudas del Estado Nacional. Orden público. Ley 23.982. Acreedor en especiales condiciones. Art. 18 de la ley 25.344. Crédito excluido del régimen de consolidación.


    Los argumentos invocados por la actora en tomo a la existencia de cosa juzgada son inadmisibles, pues la cámara se ajustó a disposiciones que resultan de inexcusable aplicación a los créditos comprendidos en el régimen de consolidación en razón del carácter de orden público que el legislador le atribuyó, naturaleza que obliga al tribunal a considerar su aplicación en cualquier estado del proceso y aun cuando la accionada omita solicitarla. Ello es así, máxime si se tiene en cuenta que, en el sub lite, cuando el tribunal determinó el interés que devengarían los montos indemnizatorios fijados, en rigor de verdad, no se había resuelto en forma expresa en la etapa de conocimiento el punto ahora discutido y, por lo tanto, pudo ser planteado en la etapa de ejecución, toda vez que las normas que consolidan las deudas estatales no señalan un término perentorio para su invocación. Como consecuencia de ello, no es posible sostener, como pretende la actora, que el modo en que sería cumplida la sentencia había pasado en autoridad de cosa juzgada  La Corte tiene dicho que la preclusión procesal produce el efecto de tomar irrecurribles las resoluciones judiciales, mas no el de legitimar situaciones inconciliables con el orden público y que concluir lo contrario importaría desnaturalizar el proceso judicial hasta el punto de convertirlo en un medio apto para convalidar transgresiones a las normas imperativas. Por otro lado, la declaración de inconstitucionalidad formulada por la cámara aparece manifiestamente innecesaria para resolver las cuestiones que se debaten en el sub lite, toda vez que, al fundarse en que la aplicación del régimen de consolidación de deudas viola derechos protegidos por la Constitución Nacional debido a la situación personal de la actora, soslaya que las situaciones de esa índole precisamente fueron tenidas en cuenta por el legislador mediante el precepto contenido en el art. 18 de la ley 25.344, al que cabe acudir en primer lugar para obtener el cobro del crédito en efectivo sin dilaciones. La incorporación de esta norma responde a la necesidad de atender en efectivo las obligaciones de aquellos acreedores que se encuentran en las especiales condiciones que describe, sin tener que recurrir a declarar la inconstitucionalidad del régimen, única solución posible antes de sancionarse la ley 25.344, pues la ley 23.982 no contenía una previsión de esa índole. En tales condiciones, en caso de encontrarse acreditados los extremos de hecho que requieren el art. 18 de la ley 25.344 y su reglamentación, el crédito de autos debe quedar excluido del régimen de consolidación de deudas y, en consecuencia, procedería su cancelación en efectivo.


    Cots, Libia Elda c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Servicios Públicos s/ Sumario incidente de embargo.


    C, 1674, L. XLIV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Ejecución fiscal. Cancelación de deudas estatales. Inaplicabilidad del art. 258 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Falta del monto a liquidarse. Admisibilidad del recurso.


    El recurso extraordinario es formalmente admisible pues, si bien es un principio asentado que las decisiones adoptadas en la etapa de ejecución no configuran la sentencia definitiva requerida por el art. 14 de la ley 48, ello admite excepciones cuando lo decidido pone fin a la discusión y causa un gravamen de imposible reparación ulterior, extremo que se verifica en autos. Asimismo, se discute la interpretación de normas de carácter federal y la decisión recaída ha sido contraria al derecho que la apelante funda en ellas. Asiste razón al apelante en cuanto afirma que no es posible considerar que el monto de la condena hasta el 1° de abril de 1991 se halla consentido, ni que proceda la ejecución parcial de la sentencia en los términos del art. 258 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En primer lugar, en el dictamen emitido por este Ministerio Público en la causa S. 554, L. XLV, se sostuvo que, al aprobar la liquidación practicada por la actora el tribunal apelado se apartó de disposiciones que regulan la cancelación de las deudas estatales, pues no procede practicar actualización alguna con posterioridad al 1° de abril de 1991, ni incluir intereses en la liquidación a ser aprobada en sede judicial más allá de la fecha de corte que fijan las leyes de consolidación. Lo correcto es que se la practique hasta el 31 de diciembre de 1999 por tratarse de una deuda comprendida en la ley 25.344 y, de allí en adelante, el acreedor debe ocurrir a la sede administrativa que corresponda, para la determinación y ulterior reclamo de los intereses que deben calcularse entre aquella fecha y la de emisión de los bonos, como así también los que devenguen los bonos de consolidación según la serie que corresponda entregar. En segundo lugar, no resulta aplicable el art. 258 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, toda vez que, si bien la cámara confirmó la sentencia dictada en primera instancia en cuanto al fondo del asunto, lo cierto es que las cuestiones planteadas en el recurso extraordinario parcialmente concedido no se vinculan con la responsabilidad de los organismos estatales por la pérdida de la mercadería, sino con el modo en que será ejecutado aquel pronunciamiento en lo que atañe al monto que debe entregarse en concepto de indemnización. La decisión de ejecutar parcialmente la sentencia definitiva cuando aún se halla controvertido el modo en que debe liquidarse la suma que la demandada abonará a la actora en cumplimiento de la condena, resulta contraria a los preceptos que regulan la cancelación de las deudas estatales, cuya aplicación es imperativa en virtud del carácter de orden público que revisten (arts. 16 de la ley 23.982 y 13 de la ley 25.344). Corresponde hacer lugar a la queja interpuesta y revocar la sentencia apelada en cuanto fue materia de recurso extraordinario.


    Streri, Alicia Esther c/ Administración Nacional de Aduanas y otro s/ Proceso de ejecución


    S, 787, L. XLV, 20 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Ejecución fiscal. Consolidación de deudas de Estado Nacional. Ley 25.344. Contribución de alumbrado, barrido y limpieza, territorial y de pavimentos y aceras y ley nacional 23.514. Art. 450 y siguientes de la ley 189 de la Ciudad de Buenos Aires. Sentencia equiparada a definitiva. Admisibilidad del recurso.


    Las resoluciones dictadas en juicios ejecutivos son, por regla, insusceptibles de tratamiento por vía extraordinaria, toda vez que, para ello, se requiere que la apelada sea sentencia definitiva, entendiendo por tal, la que pone fin al pleito o causa un gravamen de imposible o insuficiente remedio ulterior, requisito cuya concurrencia no debe obviarse aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales. Sin embargo, el rechazo de la defensa del Estado Nacional basada en la improcedencia del juicio ejecutivo para perseguir el cobro tributario que aquí se debate es asimilable a la sentencia definitiva a la que alude el art. 14 de la ley 48; pues el fallo apelado la desestimó, lo que supone dar curso a la ejecución fiscal, sin que el agravio que de ello resulte pueda ser revisado en trámite ulterior; donde no sería ya procedente hacerlo. El régimen establecido por la ley 25.344 no implica que necesariamente el acreedor no pueda iniciar procedimientos de cobro respecto de las deudas comprendidas en él. En efecto, en el sub lite debe tenerse presente la particular situación en que se encuentra la demandada, pues las leyes 23.982 y 25.344 de consolidación de las deudas del Estado Nacional revisten de carácter declarativo a las sentencias que condenan al pago de sumas de dinero. Sin embargo, tal circunstancia no constituye impedimento alguno para que la actora inicie el proceso de ejecución fiscal mediante la única vía que la legislación autoriza –art. 450 y siguientes de la ley 189 de la Ciudad de Buenos Aires- con el objeto de obtener un pronunciamiento judicial que declare su derecho y asegure, al mismo tiempo, la defensa del ejecutado. Por otro lado, el inicio de esta vía de apremio es el recurso conferido al Fisco local para interrumpir la prescripción y mantener así sus acciones y poderes para exigir el pago del tributo. La Corte, al referirse al art. 551 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, ha dicho que la sentencia que mandar llevar adelante la ejecución se denomina "sentencia de remate" por razones meramente históricas, pero que no comporta per se actos precautorios ni coactivos sobre el patrimonio del deudor. Las normas de consolidación vigentes en el ámbito nacional no tienen entidad suficiente para impedir el curso del proceso ejecutivo expresamente autorizado para estos casos por los arts. 450 y siguientes de la ley 189 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, ni su efecto interruptivo de conformidad con los arts. 78 del Código Fiscal y 3.986 del Código Civil, con el único argumento de que la suma reclamada queda comprendida en el régimen de consolidación. Sin perjuicio de ello, la cancelación de la deuda reconocida judicialmente en el presente proceso de apremio, deberá efectuarse siguiendo los procedimientos previstos por el régimen de consolidación antes aludido.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional AA y/o propietario Av. España 2501 s/ Ejecución Fiscal.


    G, 703, L. XLV, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Emergencia Sanitaria Nacional. Decreto 486/02. Suspensión de la ejecución de condena contra el Sistema Nacional de Seguros de Salud. Ley 26.077: prórroga y excepciones. Requisitos para considerar excluidos de la prórroga. Precedente "Martorell".


    De la lectura del artículo 2° de la Ley N° 26.077, es razonable concluir que las excepciones de los efectos propios del estado de emergencia sanitaria, allí determinadas, son tres: (i) las previsiones referidas al P.M.O.E, (ii) "las trabas de las medidas cautelares ejecutivas contra los agentes del Sistema Nacional del Seguro de Salud, incluyendo el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados, de causa o título posterior al 31 de diciembre del año 2005 que se originen en el año 2006", y (iii) "las ejecuciones de sentencias firmes pasadas en autoridad de cosa juzgada". Los supuestos excluidos de los efectos de la emergencia sanitaria son, por un lado, las trabas de "medidas cautelares ejecutivas" de causa o título posterior al 31 de diciembre del año 2005 que se originen en el año 2006, y, por otro, las ejecuciones de sentencias firmes pasadas en autoridad de cosa juzgada, las que implicarán "medidas ejecutorias", como parte esencial e indispensable de dicho estado del proceso. Se estableció en uno de los votos del precedente de Fallos 313:650, las diferencias -en el marco del proceso ejecutivo- de los distintos tipos de embargo: preventivo, ejecutivo y ejecutorio, y se precisó que, si bien en el proceso ejecutivo resultan procedentes tanto el embargo preventivo como el ejecutivo, aquellos trámites no son esenciales para la ejecución de la sentencia, como sí lo es, por el contrario, el embargo ejecutorio.  Resultaba razonable que se privilegiara como excepción, el cumplimiento de sentencias judiciales firmes en resguardo del principio de cosa juzgada directamente vinculado al derecho de propiedad. Los derechos reconocidos por una sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada quedan incorporados al patrimonio de los interesados y protegido por el art. 17 de la Ley Superior, de modo que no pueden ser privados de ellos sin que se viole el mencionado precepto constitucional. No se advierte una contradicción legislativa, desde que las medidas cautelares se encontraban suspendidas habiéndose habilitado con el dictado de la Ley N° 26.077 las "ejecutivas" de causa o título posterior al 31 de diciembre de 2005 que se originen en el año 2006; esto es, las vinculadas a trámites rápidos y abreviados basados en titulas de aquella naturaleza y con un límite temporal del que parece haberse excluido a las ejecuciones de sentencias firmes, que guardan relación con lo expuesto en el párrafo que antecede. Es claro, entonces, que la norma se refiere a supuestos diversos y a etapas procesales distintas. La hermenéutica adoptada en la anterior instancia no puede, de tal forma, ser tildada como irrazonable.  El único requisito que surge del texto de la ley, para considerar excluidas de la prórroga a las ejecuciones de sentencias, es que éstas se encuentren firmes, pasadas en autoridad de cosa juzgada, sin que en el caso, se haya controvertido que el acuerdo preventivo homologado revista el carácter de sentencia firme pasada en autoridad de cosa juzgada, como lo resolvió la alzada. En el precedente de autos "Martorell, Nélida Leonor c/ Instituto de Obra Social s/ acción de amparo" (S.C. M. N° 761; L XXXIX), el Máximo Tribunal se refirió a la norma en debate (art. 2° de la Ley N° 26.077), destacando como excepción a las ejecuciones de sentencias firmes pasadas en autoridad de cosa juzgada, sin limitar dicho supuesto a la fecha de la causa o título de la obligación.


    Obra Social del Personal de ENCOTESA y de las Com. de R.A. s/ Concurso Preventivo


    O, 221, L. XLIV, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Etapa de ejecución de sentencia. Decreto 471/02. Bonos de la deuda pública: excepción al diferimiento de los pagos. Falta de gravamen. Recurso extraordinario inadmisible.


    A los efectos del recurso extraordinario, el Estado Nacional no logra demostrar cuál es el gravamen que le provoca la sentencia que impugna, circunstancia que hace inadmisible al recurso. En efecto, la sentencia de la cámara que rechazó el pedido de declaración de inconstitucionalidad del decreto 471/02 y ordenó pagar los servicios de los bonos a la paridad fijada por aquél, en virtud de considerar que la actora estaba incluida entre las excepciones al diferimiento de pagos, no le causa un gravamen actual al Estado Nacional, porque lo cierto es que éste comenzó a abonar los servicios financieros de los títulos públicos antes del dictado de la sentencia impugnada, precisamente al entender que la situación de aquélla estaba alcanzada por las excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda pública que prevé la resolución 73/02 del Ministerio de Economía, concretamente en su art. 2°, inc. b), tal como, por otra parte, lo manifiesta en respuesta a la medida ordenada por la Corte.


    Fontenla, Lilian Camila Eva c/ Poder Ejecutivo Nacional ley 25.561 Dto 1.570/01 214/02 s/ Amparo ley 16.986


    F, 604, L. XLIV, 23 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Excepción al diferimiento del pago. Pretensión de inconstitucionalidad del Decreto 471/02. Remisión a Fallos: 328:690 ("Galli"). Inexistencia de gravamen. Ausencia de interés actual que deba recibir respuesta de la Corte Suprema: pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta.


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. La subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. Esta es la situación que se configura en la causa, ya que el recurrente no demuestra cuál es el gravamen que le ocasiona la sentencia de la cámara que rechazó el pedido de declaración de inconstitucionalidad del decreto 471/02 pues, por un lado el 50% de lo adeudado ha sido pagado por excepción mientras que el 50% restante, tal como surge del informe presentado por el Estado Nacional, ingresó al canje dispuesto por el decreto 563/10 y, en consecuencia, no podría efectuarse ningún reclamo posterior.


    Casal, Roberto y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos 1570/01 214/02 471/02 s/ Amparo sobre ley 25.561


    C, 309, L. XLV, 18 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Excepciones al diferimiento al pago de la deuda pública. Bonos Externos. Mayores 75 años. Resolución 158/03 del Ministerio de Economía. Amparo. Cuestión devenida abstracta. Falta de objeto. Fin del proceso.


    Con la resolución 158/03 y la conducta de la actora, que entendió que con su dictado se había reparado la lesión constitucional que constituía el fundamento del amparo que promovió, la cámara declaró abstracta la acción por carecer de objeto actual y luego reiteró que esa resolución puso fin al proceso que aquélla inició. La jurisprudencia del Tribunal que enseña que "es de la esencia del Poder Judicial decidir colisiones efectivas de derecho" como con las propias características del proceso instaurado por la actora. En efecto, si el amparo tiene por finalidad remover el obstáculo que impide ejercer los derechos que se dicen conculcados, cuando aquél desaparece ello trae como consecuencia que se extinga el proceso. El impedimento que la actora denunció desapareció con el dictado de la resolución administrativa que contempló su situación y de ahí que tanto ésta como la cámara entendieran que el proceso carecía de objeto. No es posible ejecutar una sentencia que puso fin al amparo por las circunstancias apuntadas y que, por lo tanto, todas las resoluciones judiciales posteriores, en cuanto pretenden hacer cumplir una decisión que extinguió el proceso por falta de objeto, carecen de eficacia y son pasibles de ser declaradas nulas. Frente a manifestaciones litigiosas deformadas, la Corte está autorizada -y del modo en que lo estime conducente a esos fines- para tomar conocimiento del asunto y arbitrar lo que razonablemente corresponda para superar los escollos, corregir y encauzar los excesos deformantes del trámite. Si la actora considera que alguna conducta estatal afecta sus derechos, debe hacerlos valer por las vías pertinentes en un nuevo proceso. Corresponde declarar la nulidad de las resoluciones posteriores a la sentencia, en cuanto por ellas se pretende hacer cumplir una resolución que extinguió el proceso por falta de objeto.


    Karzovnik de Eiben, Sara c/ Ministerio de Economía de la Nación s/ Amparo


    K, 85, L. XLIV, 12 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Impuesto a las ganancias. Supuestos de exención. Potestades de fiscalización, verificación y percepción del organismo recaudador. Remisión al dictamen de la causa C. 1504, L. XLIV, "Círculo Odontológico de Comodoro Rivadavia c/ AFIP – DGI s/ contencioso administrativo".


    En dicha oportunidad se ha dicho que frente a los supuestos de exención y aun cuando el particular tenga expedido a su favor el reconocimiento de la AFIP, ello no implica un status de indemnidad respecto de las potestades de fiscalización, verificación y percepción de éste organismo recaudador, sino que, por el contrario, él las conserva de igual forma que respecto de los casos gravados. Y debe ejercerlas para demostrar en cada año fiscal; que la entidad exenta ipso iure ha transgredido las condiciones legales bajo las cuales goza de la franquicia, situación que la coloca a extramuros del beneficio y habilita entonces a la AFIP a exigir el pago del tributo por cada período que corresponda. Las constancias de autos corroboran este aserto toda vez que una eventual sentencia favorable que obtenga el Fisco en esta causa no habilitará el cobro del impuesto a las ganancias presuntamente adeudado por la actora, sino que deberá iniciar el procedimiento obligatoriamente establecido por el art. 17 de la ley 11.683 como único medio para fijar el monto de distribución de utilidades en cada uno de los períodos fiscales individualmente considerados, la consecuente pérdida de la franquicia durante esos lapsos concretos y el impuesto a ingresar con más sus accesorios. El proceso de determinación de oficio del art. 17 de la ley 11.683 es la única vía legalmente prevista para que el Fisco acredite, como erróneamente pretendió hacerlo aquí, la existencia de la distribución directa o indirecta de utilidades en cada período fiscal, la consecuente pérdida de la franquicia durante ese lapso y el monto del impuesto a ingresar que pretende con más sus accesorios.


    Fundación Proyecto Cambio c/ AFIP - Resol. 119/98 s/ Dirección General Impositiva


    F, 713, L. XLIV, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Pago de los adicionales establecidos por el decreto 1893/83 a personal del Ministerio de Salud y Acción Social. Procedencia del recurso extraordinario: errónea interpretación del régimen de consolidación de deudas.


    El recurso extraordinario respecto de la falta de evaluación de los elementos probatorios ha sido bien rechazado. En efecto, las críticas que se formulan contra la sentencia por haber descalificado sus razones, no habilitan la vía extraordinaria del art. 14 de la ley 48, porque constituyen sólo discrepancias respecto de lo resuelto por los jueces de la causa sobre cuestiones de hecho y prueba, sin que baste cuestionar el acierto con que tales circunstancias han sido valoradas para justificar la tacha de arbitrariedad que se invoca. Cabe traer a colación aquella jurisprudencia que señala que el recurso extraordinario no procede cuando se discute el alcance y la interpretación que los jueces de la causa hicieron de las cuestiones de hecho, prueba y de las normas de derecho común y procesal atinentes a la solución de la litis, admitiéndose la vía excepcional, sólo en aquellos supuestos en que la sentencia configure un manifiesto apartamiento de las normas conducentes a la solución del caso, de prueba relevante de hechos acreditados en la causa. La alzada precisó que la ley de consolidación 23.982 previó el pago de intereses desde la fecha de corte hasta la emisión del título, cuando en rigor los intereses que fija dicha ley en su art. 12 son aquellos que rigen para los bonos que se emiten para cancelar la deuda. Además, no aplicó normas posteriores ya vigentes a la fecha de su pronunciamiento y de las cuales no debió prescindir. Resulta prudente a esta altura aclarar que existen tres períodos diferentes para la aplicación de intereses en el régimen de consolidación de deudas: 1°) intereses judiciales según las normas legales vigentes que corren hasta la fecha de corte de cada obligación de acuerdo a la fecha en que se generó la acreencia - en el caso, hasta el l° de abril de 1991 por tratarse de una obligación comprendida en la ley 23.982-; 2°) intereses por el período que media entre la fecha de corte y la fecha de emisión de los bonos - lo reclamado en autos- y 3°) los intereses a pagar a partir de la fecha de emisión de los bonos con los cuales se cancelarán las acreencias -en el sub lite, en principio, con bonos de consolidación octava serie con fecha de emisión 4 de enero de 2010, conforme a lo dispuesto por los arts. 59 (segundo párrafo) y 60 inc. b) de la ley 26.5c46 que establece, en el apartado VI, que estos bonos devengarán intereses trimestrales a la tasa BADLAR privada y serán capitalizables trimestralmente desde la fecha de emisión y hasta el 4 de abril de 2014, inclusive y que a partir del 4' de julio de 2014 se pagarán trimestralmente en efectivo.  Es decir que en autos, lo reclamado y no resuelto conforme a derecho, es el pago de intereses durante el 2° período -el que media entre la fecha de corte y la fecha de emisión de los bonos- que, de no existir, generaría ciertamente un menoscabo para los derechos del acreedor.


    Fernández, Gladis Esther y otros c/ Estado Nacional (Ministerio de Salud y Acción Social) s/ Empleo público


    F, 449, L. XLV, 09 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Pago de los servicios financieros de bonos de la deuda pública (Bocones Previsionales 2° Serie). Decreto 471/02. Excepciones al diferimiento de los pagos de los servicios de la deuda pública que contemplan las leyes 25.827, 26.198 y 26.337: en razón de la edad. Inclusión del tenedor de un título entre las excepciones al diferimiento de los servicios de la deuda pública nacional: no se modifica por nuevas leyes que contemplan otras modalidades de tratamiento y regulación de la deuda pública.


    La interpretación de la cámara de las normas que rigen el caso no justifica el reproche que le endilga el apelante, toda vez que es posible concluir, tal como aquélla lo hizo, que la situación de los actores se consolidó con las normas que contemplaron la excepción en cuestión, sin que obste a ello la circunstancia de que en leyes posteriores se regulara de modo diferente el tratamiento de la deuda pública. En apoyo de este aserto concurren al menos dos circunstancias que no se pueden pasar por alto. Por un lado, que no hay ninguna disposición en las leyes que el apelante invoca que permita sostener su aplicación retroactiva, mientras que, por el otro, en numerosos casos en los que concurrían situaciones similares a las que se plantean en autos, el Estado Nacional abonó los servicios de la deuda al incluir a los tenedores de los títulos en alguna de las excepciones al diferimiento de los pagos que se contemplaron en distintas normas, sin que interrumpiera el cumplimiento de tal obligación por el mero vencimiento del ejercicio fiscal o por la sanción de una nueva ley de presupuesto, tal como se comprueba en una gran cantidad de expedientes análogos en los que intervino este Ministerio Público Fiscal y que actualmente se encuentran a consideración del Tribunal. Esta conducta es demostrativa de que el apelante consideró que la inclusión del tenedor de un título entre las excepciones al diferimiento de los servicios de la deuda pública nacional no se ve modificada por nuevas leyes que contemplan otras modalidades de tratamiento y regulación de la deuda pública, en posición que coincide con la que adoptó la cámara en la resolución que ahora se impugna.


    Tapella, Nestor Carlos y otro c/ Estado Nacional s/ Amparo ley 16.986


    T, 394, L. XLIV, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Pago de títulos de la deuda pública. Bonos regidos por legislación extranjera. Improcedencia de la pesificación dispuesta por el decreto 471/02 y de la excepción al diferimiento del pago de la deuda pública: leyes 25.827 y 25.967. Remisión al dictamen de la causa "Isola".


    Tal como se puso de resalto en esa oportunidad, el decreto 471/02, no alcanza a los Bonex 2017 que posee el actor, de ahí que resulte impropio resolver este caso aplicando sus disposiciones. Resulta sumamente claro el art. 1° del decreto en cuestión cuando señala que: "Las obligaciones del Sector Público Nacional, Provincial y Municipal vigentes al 3 de febrero de 2002 denominadas en dólares estadounidenses u otra moneda extranjera, cuya ley aplicable sea solamente la ley argentina, se convertirán a pesos uno con cuarenta centavos ($ 1,40) por; cada dólar estadounidense o su equivalente en otra moneda extranjera y se ajustar por el coeficiente de estabilización de referencia (CER)" y, por lo tanto, estos bonos de los actores no están regidos por el decreto 471/02, sino por la ley extranjera.  La resolución 158/03 y las leyes 25.827 y 25.967 establecieron excepciones al diferimiento del pago de la deuda pública aplicables a los tenedores de esta clase de bonos, que no fueron mantenidas en las sucesivas leyes de presupuesto y que el tribunal consideró como derecho adquirido del actor declarando, en consecuencia, abstracto expedirse sobre su constitucionalidad. Por ello, la causa debe volver al tribunal de origen para que se pronuncie sobre la situación en la que se encuentran tales bonos así como acerca de la inclusión o no del actor entre los supuestos de excepciones al diferimiento de los pagos de los servicios de la deuda pública nacional, máxime cuando se trata de cuestiones fácticas cuya resolución corresponde a los jueces de la causa y, en principio, excede la competencia revisora de esta instancia.


    Moroni, Oscar Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos 1570/01 214/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    M, 718, L. XLIV, 20 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Pretensión de inconstitucionalidad decreto 471/02. Bonos de la deuda pública. Excepciones al diferimiento de pagos. Ausencia de interés actual que deba recibir respuesta de la Corte Suprema: pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta.


    El Tribunal ha señalado que la subsistencia de requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la existencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. Esta es la relación que se configura en la causa ya que el recurrente no demuestra cuál es el gravamen que le ocasiona la sentencia de la cámara que rechazó el pedido de declaración de inconstitucionalidad del decreto 471/02 pues, si bien aquél ordenó pagar los servicios de los bonos a la paridad fijada por esa norma, en virtud de considerar que la actora estaba incluida entre las excepciones al diferimiento de pagos, lo cierto es que el Estado Nacional abonó la totalidad de los servicios. Al no advertirse la presencia de un interés actual que deba recibir una respuesta de la Corte Suprema, toda decisión al respecto es inoficiosa, pues le está vedado expedirse sobre planteos que han devenido abstractos.


    Cabrera, Lidia Ester Reconstrucción c/ Poder Ejecutivo Nacional ley 25.561 Dtos 1570/01 214/02 s/ Amparo.


    C, 294, L. XLV, 18 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Régimen de promoción industrial. Ley 23.658. Beneficios tributarios. Cuenta corriente computarizada. Fijación de montos máximos utilizables en el periodo fiscal. Costos fiscales teóricos demeritados. Art. 10 de la ley 23.928. Art. 4° de la ley 25.561. Imposibilidad de proceder a su indexación, actualización o repotenciación que hayan sido establecidas por leyes, reglamentos o contratos de fecha anterior al 1° de abril de 1991. Facultad del Congreso Nacional la fijación del valor de la moneda. Decreto 2.054/92. Elección opcional del régimen legal de sustitución o desvinculación del sistema nacional de promoción industrial.


    El Tribunal indicó que la ley 23.658 tuvo por objeto reemplazar el sistema entonces vigente de regímenes promocionales por otro "explícito, claro y cuantificable", que se implementaría mediante la entrega de bonos nominativos, no reintegrables e intransferibles, utilizables exclusivamente para el pago de los impuestos correspondientes. Con tal finalidad, en el art. 12 dispuso sustituir "de pleno derecho" el sistema de utilización de beneficios tributarios que fueron oportunamente otorgados a las empresas promovidas, por el que se instrumentó en el título II de dicha ley, y facultó al Poder Ejecutivo Nacional a dictar las normas complementarias y reglamentarias pertinentes. A su vez, en el art. 14, estableció que la utilización de los beneficios derivados de aquellas normas se haría mediante "bonos de crédito fiscal", cuyas características y función explicitó. Acotó los beneficios y fijó, en la denominada "cuenta corriente computarizada", los montos máximos utilizables por cada gravamen y cada período fiscal. Las cifras allí acreditadas respondieron a los denominados "costos fiscales teóricos demeritados", esto es, los incluidos en los proyectos oportunamente aprobados, limitados según el grado de cumplimiento dado hasta ese momento a los compromisos asumidos por cada beneficiario, todo ello en virtud de las particulares características previstas en el nuevo régimen. Quedó así fijado el techo de la deuda comprometida por el Fisco frente a cada sujeto promovido. Con posterioridad fue sancionada la ley 23.928, cuyo art. 10 derogó, con efecto a partir del 1° de abril de 1991, todas las normas legales o reglamentarias que establecían o autorizaban la indexación por precios, actualización monetaria, variación de costos o cualquier otra forma de repotenciación de las deudas, impuestos, precios o tarifas de los bienes, obras o servicios. Expresamente se aclaró que la derogación se aplicaría aun a los efectos de las relaciones y situaciones jurídicas existentes, no pudiendo aplicarse ni esgrimirse ninguna cláusula legal, reglamentaria, contractual o convencional - inclusive convenios colectivos de trabajo- de fecha anterior, como causa de ajuste en las sumas que correspondía pagar, sino hasta el día 1° de abril de 1991. Precepto que fue modificado por el art. 4° de la ley 25.561, pero manteniendo su espíritu.  Por lo tanto, la actora no puede invocar cláusula legal reglamentaria, contractual o convencional de fecha anterior al 1° de abril de 1991, como causa de repotenciación o actualización del valor de los bonos depositados en sus cuentas corrientes computarizadas, por impedirlo tanto el art. 10 de la ley 23.928 como el art. 4° de la ley 25.561 . La aplicación de lo dispuesto en el art. 10 de la ley 23.928 (texto según su similar 25.561) respecto de los montos acreditados en la denominada "cuenta corriente computarizada", siendo la prohibición de actualización o repotenciación de esos montos un acto reservado al Congreso Nacional por disposiciones constitucionales expresas y claras, pues es quien tiene a su cargo la fijación del valor de la moneda y no cabe pronunciamiento judicial ni decisión de autoridad alguna ni convención de particulares tendientes a su determinación. Las disposiciones del art. 40 de la ley 25.561 y del art. 5 del decreto 214/02 resultan aplicables al régimen promocional del cual goza la actora. Con posterioridad a la entrada en vigor de la ley 23.928 se dictó el decreto 2.054/92, cuyo art. 1 ° dispuso que el 1° de diciembre de 1992 comenzaría a regir el régimen instituido por el título II de la ley 23.658 de sustitución de beneficios promocionales. Dicho reglamento, permitió a las empresas ya acogidas a la promoción industrial optar entre permanecer en el régimen legal de sustitución, o bien, desvincularse del sistema nacional de promoción industrial.  Es frente a la instauración de este nuevo sistema cuando la voluntad del interesado debía manifestarse por permanecer en el régimen legal de sustitución y otra voluntad la de la Administración Pública, en conjunción con aquélla, daba nacimiento al acto administrativo que resultaba de ese modo bilateral en su formación y en sus efectos. En ese momento se fijaron los respectivos derechos y obligaciones emergentes de esa concurrencia de voluntades, en especial, "la aceptación del costo fiscal teórico y, de los criterios de utilización para los años que aún resten del proyecto, sin mecanismo de indexación, actualización o repotenciación alguno, debido a la clara prohibición del art. 10 de la ley 23.928. Por ello, la posterior sanción del art. 4° de la ley 25.561 no genera agravio alguno al derecho de propiedad de la actora, toda vez que esta ley no avanzó sobre los términos de aquella relación bilateral reencauzada en los términos de la ley 23.928 y del decreto 2.054/92.


    Orbis Mertiris San Luis S.A.I.C. c/ A.F.I.P. y otros s/ Ordinario


    O, 244, L. XLV, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Ley 25.967. Diferimiento de los servicios de bonos de la deuda pública (BONTES). Excepciones. Necesidad de cumplir determinados requisitos para obtener el beneficio. Actora que no cumple con un recaudo indispensable: ingreso de los bonos a la Caja de Valores S.A. antes del 31 de diciembre de 2001. Remisión dictamen emitido en la causa P. 474, L. XLIV, "Paganini".


    En dicha oportunidad, luego de examinar las normas aplicables se concluyó en que son tres los requisitos para exceptuarse del diferimiento general de pagos de la deuda nacional, en particular respecto de los bonos del tesoro (BONTES) involucrados en esa causa. Ellos son: a) que los bonos estén en poder de personas físicas de setenta y cinco años o más de edad; b) que las tenencias se encuentren acreditadas en la Caja de Valores S.A. al 31 de diciembre de 2001 y c) que éstas se mantengan sin variación. Asimismo, se consideró que la previsión de que los títulos se encuentren registrados antes de una determinada fecha para que sus tenedores estén exceptuados del diferimiento se presenta razonable y descarta cualquier afectación de la garantía constitucional de igualdad.


    Junyent, Josefina c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02, 471/02 s/ Proceso de conocimiento


    J, 116, L. XLIV, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción de amparo. Emergencia económica. Decreto 471/02. Bonos del tesoro. Pago en cumplimiento de medida cautelar. Sentencia consentida: inadmisibilidad del recurso extraordinario.


    El recurso extraordinario no puede prosperar, puesto que la sentencia de primera instancia, que rechazó la inconstitucionalidad del decreto 471/02 pero tuvo por consolidado lo pagado en cumplimiento de la medida cautelar, fue consentida por el recurrente que no utilizó los remedios legales a su disposición para modificarla y, en consecuencia, quedó firme. La Corte tiene dicho que el recurso extraordinario es inadmisible si, al haber tenido el recurrente la posibilidad de ejercer debidamente su derecho de defensa en juicio, no lo hizo en forma adecuada, ya que al omitir utilizar la vía procesal apta para el reconocimiento de su derecho, no puede pretender que en forma tardía se subsane aquella conducta omisiva.


    Cadenas García de Muñoz, Ángeles c/ PEN Ley 25.561 Dto. 1.570/01 214/02 s/ Amparo


    C, 1567, L. XLIV, 27 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Bonos previsionales: cancelación. Pretendida inconstitucionalidad del decreto 471/02. Excepción prevista en la resolución 73/02 ME. Inexistencia de pagos pendientes. Falta de gravamen. Circunstancias que tornan inoficiosa la decisión.


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. El Tribunal ha señalado que la subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tomado inoficiosa la decisión pendiente.


    Sernicola, Rubens Ernesto c/ Estado Nacional - Dto. 1735/04 y 1733/04 (Dto. 471/02) s/ Amparo ley 16.986


    S, 924, L. XLVI, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Compraventa de máquinas. Emergencia económica: constitucionalidad, hermenéutica y aplicación del régimen legal. Ley 25.561. Decretos 214/02 y 320/02. Aplicación de la doctrina del esfuerzo compartido. Precedentes "Bustos", "Rinaldi" y "Longobardi". Reajuste equitativo: porcentaje para el cálculo.


    La decisión de la Sala B al sostener que la constitucionalidad de la normativa de emergencia no se hallaba controvertida porque no había sido cuestionada por los contendientes, constituye un apartamiento expreso de lo resuelto por la Corte Suprema que revocó el anterior pronunciamiento, precisamente, porque ese tribunal había omitido pronunciarse sobre la validez del artículo 2° del decreto 320/02. Si bien el a quo se pronunció respecto a algunas de las argumentaciones vertidas conforme ordenó el Máximo Tribunal lo cierto es que declaró operativo al caso el artículo 2° cuestionado, sin abordar el tema referido a su validez constitucional.  Por otra parte, considerando que los jueces de la causa tuvieron por acreditado que las máquinas eran importadas en su totalidad, que la facturación se realizó en dólares y que en la demanda al reclamar el reajuste equitativo la actora sostuvo que su precio debía cancelarse en dólares ya que su valor, al igual que el de reposición -conforme cotización que adjuntó- era superior al percibido, el debate en torno al porcentaje de la devaluación que ambas partes deberán soportar encuadra en las pautas establecidas por la Corte en el precedente "Londobardi". De ahí que la instrucción de tomar en consideración el valor de reposición de las cosas, bienes o prestaciones con componentes importados para el reajuste equitativo, aún cuando el juez tenga libertad para repartir el riesgo sobreviniente, de ninguna manera lo autoriza para hacer recaer en uno de los contratantes casi todo el peso de la devaluación.


    I.G.T. Argentina S.A. s/ Green S.A. s/ Ordinario.


    I, 22, L. XLVI, 07 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contratos de mutuo celebrados en pesos convertibles. Inaplicabilidad del Decreto 214/02 a obligaciones exigibles en pesos. Interpretación de la ley. Remisión a E. 222, L. XLII.


    El art. 4° del decreto 214/02 expresamente dispone que a las deudas referidas en su art. 8° se les aplicará un Coeficiente de Estabilización de Referencia, el que será publicado por el Banco Central de la República Argentina. En ese orden de ideas, el art. 8° del decreto establece que las obligaciones exigibles de dar sumas de dinero expresadas en dólares estadounidenses u otra moneda extranjera, no vinculadas al sistema financiero, cualquiera sea su origen o naturaleza, se convertirán a razón de un dólar estadounidense (U$S 1) = un peso ($ 1), a las cuales se les aplicará lo dispuesto en su art. 4°. Los contratos invocados en esta causa están excluidos del ámbito de aplicación del decreto 214/02, máxime cuando la Corte en reiteradas oportunidades ha dicho que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador, que la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley y que cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma.


    La Pampa, provincia de c/ Fondo Fiduciario de Infraestructura Regional s/ Incumplimiento de contrato.


    L, 337, L. XL, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Impuesto al valor agregado: determinación de oficio. Asociación gremial exenta del tributo. Ley 23.697: suspensión de beneficios fiscales. Decreto 824. Interpretación de la ley. Principio de reserva de ley o legalidad en materia tributaria.


    Es evidente que no surge del art. 2° de la ley de emergencia económica 23.697, ni de su ubicación sistemática dentro de la ley, la suspensión de la franquicia a que hace referencia la demandada. En efecto, la exención es una norma que impide que se concrete la consecuencia natural de la realización de un hecho imponible, esto es, que sea exigible el pago del tributo de que se trate. Para decirlo con términos más sencillos: el particular no debe ingresar dinero al Estado. Por tal motivo, es claro que no puede ser confundida jamás con un subsidio o una subvención (o con un "compromiso del mismo carácter"), ya que estos institutos, por el contrario, involucran una erogación, un pago por parte del Estado hacia un particular u otro ente privado, en virtud de una norma que así lo establezca. Resulta de toda evidencia que el Congreso Nacional, al legislar respecto de la referida emergencia económica, tuvo presente cuál es la delimitación teórica de estos institutos, puesto que, como surge de la lectura del art. 5° de la ley (insertado en el Capítulo II, "Suspensión de los regímenes de promoción industrial"), estableció respecto de estos regímenes de incentivo la suspensión de una serie de beneficios, contemplando expresamente entre ellos a las "exenciones" (ver incs. a-, b-, C-, d-, e-, f- e i- de dicho artículo). Tiene dicho el Tribunal que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente para determinar tal voluntad es la letra de la ley, cuyas palabras deben ser comprendidas en el sentido más obvio del entendimiento común, sin que quepa a los jueces sustituir al legislador, sino aplicar la norma tal como éste la concibió. Es claro que la suspensión bajo análisis estuvo ceñida a aquellos conceptos que, bajo el nombre de subsidios, subvenciones, etc., implicaban erogaciones de fondos para el Tesoro Nacional, las cuales se intentaron revisar en el marco de emergencia en que se encontraba en país con el objetivo de determinar su pertinencia o verdadera necesidad. Por ende, es evidente que la exención de la cual gozaba la actora en virtud de lo dispuesto por la ley 22.1 05 no fue afectada por la suspensión dispuesta por su similar 23.697, como surge tanto de la letra de la ley como de la clara intención legislativa. El Fisco Nacional llega a un resultado diverso en cuanto a la inteligencia de esta norma legal, puesto que involucra el texto del decreto 824. Resulta prístino que es entonces el decreto el que modifica la norma legal de exención, circunstancia que no está permitida en nuestro sistema constitucional, a la luz de los arts. 4°, 17 y cc. de nuestra Carta Magna, y de la constante y unívoca jurisprudencia del Tribunal respecto del principio de reserva de ley o legalidad en materia tributaria, motivo por el cual dicho reglamento resulta inconstitucional. Por tanto, forzoso es colegir que la exención dispuesta por la ley 22.105 -que alcanzó a los servicios prestados por la actora frente al impuesto al valor agregado durante los períodos octubre de 1989 a agosto de 1991, como lo reconoce el Fisco Naciona1no fue suspendida en su vigencia por la ley 23.697.


    Asociación de Empleados de Comercio de Rosario (TF 14019-1) c/ DGI


    A, 35, L. XLV, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Títulos de la deuda pública nacional. Conversión a pesos. Decreto 471/02. Emergencia económica. Remisión al dictamen y sentencia en precedente “Galli” (Fallos: 328:690).


    Asiste razón al recurrente en cuanto sostiene que la cámara dejó de aplicar las disposiciones del decreto 471/02 que regulan la situación de los títulos de la deuda pública nacional regidos por la ley argentina, que precisamente son los que la actora tiene en su poder. El tema que se debate en la causa, la validez constitucional de la decisión del Estado Nacional de convertir a pesos las obligaciones instrumentadas en títulos de la deuda pública, adoptada por un complejo plexo normativo, del cual sobresale el decreto 471/02 (ratificado por el art. 62 de la ley 25.725), constituye otra derivación de las medidas implementadas para conjurar la crisis que padece el país desde hace tiempo, pero que demostró toda su intensidad y gravedad a partir de fines de 2001 y condujo, entre otras cosas, como es bien conocido, a que el legislador declarara el estado de emergencia pública en materia social, económica, administrativa, financiera y cambiaria mediante la ley 25.561, cuyas disposiciones son de orden público (art. 19). La omisión de los jueces de la causa de aplicar las disposiciones del mencionado decreto a la situación planteada en autos constituye una resolución contraria implícita al derecho federal en el que el recurrente sustenta su posición, que justifica revocar parcialmente la sentencia apelada.


    Reina de Flores, Sara c/ Gobierno Nacional Argentino (Ministerio del Interior) s/ Ley 9688


    R, 144, L. XLIV, 11 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Actualización de honorarios impagos con mora: aplicación de la tasa de interés pasiva. Constitucionalidad del art. 61 de la ley 21.839, modificada por la ley 24.432. Declaración de inconstitucionalidad de una norma: acto de suma gravedad que debe ser considerado la ultima ratio del orden jurídico. Necesaria convicción cierta de que su aplicación conculca el derecho o la garantía constitucional invocado. Improcedencia alegación genérica. Interés moratorio: sancionar actitud del deudor. Prohibición reajuste de valores. Facultad del Poder Legislativo Nacional.


    El interés moratorio encuentra justificación en la mora del deudor, que retiene en forma indebida una suma de dinero que corresponde al acreedor. Es decir, no tiene como función compensar la depreciación económica, la inflación ni la devaluación de la moneda, tal como lo sostiene el actor, sino fundamentalmente sancionar la actitud del deudor, funcionando como indemnización en favor de acreedor a causa de tal comportamiento. Con tal comprensión, la tasa pasiva resulta suficiente para cumplir tal recaudo respecto de los intereses de ese tipo aplicables a deudas de honorarios en mora. La prohibición al reajuste de valores así como de cualquier otra forma de repotenciar las deudas, ordenada por los preceptos cuestionados, es un acto reservado al Congreso Nacional por disposiciones constitucionales expresas y claras, pues es quien tiene a su cargo la fijación de valor de la moneda y no cabe pronunciamiento judicial ni decisión de autoridad alguna ni convención de particulares tendientes a su determinación, opinión que fue compartida por el Tribunal con fecha 30 de junio de 2005 por sentencia registrada en Fallos: 328:2567. Por lo tanto, declarar la inconstitucionalidad del art. 61 de la ley arancelaria implicarla desconocer una norma federal como la 25.561 que establece una prohibición indexatoria.


    Gargano, Diego c/ Banco de la Nación Argentina s/ Ejecución de honorarios


    G, 196, L. XLVI, 07 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Cobro de tributo. Exención impositiva vigente durante los períodos fiscales reclamados. Actividad vinculada con la impresión y encuadernación de revistas para empresas prestadoras del servicio de televisión por cable: comprendida en la dispensa. Art. 6, inc. a) de la ley del IVA, 23.765. Interpretación de la ley: intención del legislador. Por su letra. Conveniencia o equidad de los impuestos o contribuciones creados por el Congreso Nacional: improcedencia revisión por parte de los jueces. Facultades amplias y discrecionales del Poder Legislativo para elegir los objetos imponibles, determinar las finalidades de percepción y disponer los modos de valuación de los bienes o cosas sometidos a gravamen o exentos de él. Límite: violación preceptos constitucionales.


    La norma cuya interpretación cuestiona el Fisco Nacional en esta instancia, vigente durante los períodos fiscales cuestionados, disponía -con relación a la dispensa en estudio- lo siguiente: "Estarán exentas del impuesto establecido por la presente ley, las ventas, las locaciones indicadas en el inciso c) del artículo 3° y las importaciones definitivas que tengan por objeto las cosas muebles que se indican a continuación: a) Libros, folletos e impresos similares, incluso en hojas sueltas; diarios y publicaciones periódicas, impresos, incluso ilustrados" (art. 1°, punto 7, de la ley 23.765, B.O. del 9 de enero de 1990). Es pacífico criterio hermenéutico del Tribunal que la primera regla de interpretación de las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador y la primera fuente para determinar tal voluntad es la letra de la ley, cuyas palabras deben ser comprendidas en el sentido más obvio del entendimiento común sin que quepa a los jueces sustituir al legislador, sino aplicar la norma tal como éste la concibió. Las revistas elaboradas por la actora son susceptibles de ser calificadas como "publicaciones periódicas" y la inteligencia propuesta por el Fisco Nacional, más allá del mérito o la bondad que pueda contener en sí, carece de todo asidero en la letra de la ley. De la lectura del texto legal aplicable al caso de autos no surge, siquiera implícitamente, que las publicaciones periódicas exentas debían limitarse a aquellas de "finalidad cultural, informativa o de interés general" o bien que sólo aluda a "revistas de divulgación masiva o sectorial, en las cuales los textos periodísticos propiamente dichos constituyen un porcentaje significativo con respecto a la totalidad de la edición", como infundadamente lo propone la recurrente. Además el Fisco no agrega razón alguna, sea en el debate legislativo, o en el objetivo perseguido por quien proyectó la norma luego transformada en ley, para apoyar el sentido que propone respecto de la franquicia en disputa, más allá de las razones de oportunidad o mérito aludidas. No es adecuado formular distinciones entre diversos tipos de "publicaciones periódicas" -a los fines del excluirlas del beneficio en trato- cuando la ley no lo hace pues, según conocido adagio, ubi lex non distinguit, nec nos distinguere debemus.


    Graziani Gráfica S.A. (TF 16341-I) c/ DGI


    G, 113, L. XLVI, 28 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Empresa de transporte interjurisdiccional. Acción declarativa contra provincia. Cumplimiento de requisitos establecidos por el art. 322 del CPCCN. Pretensión de cobro del impuesto sobre los ingresos brutos. Remisión precedentes. Improcedencia doble imposición. Examen de las pruebas de la causa. Improcedencia de la pretensión fiscal local.


    V.E. invalidó el impuesto sobre los ingresos brutos que se pretendía aplicar a los prestadores de un servicio público de transporte interjurisdiccional en aquellos supuestos en que se acreditó que las tarifas pertinentes habían sido fijadas por la autoridad nacional sin considerar, entre los elementos del costo, el impuesto a los ingresos brutos provincial y que la actora era contribuyente, en el orden nacional, del impuesto a las ganancias (Fallos: 308:2153; 311:1365; 316:2182; 316:2206 y más recientemente en Fallos: 321:2501 y E.115, L.XXXIV, "El Cóndor Empresa de Transportes S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ acción declarativa"). Para decidir de esta forma, sostuvo que cuando el impuesto provincial sobre los ingresos brutos no es trasladable -por no estar contemplada su incidencia en el precio fijado mediante tarifa oficial- su determinación conduce a que sea inexorablemente soportado por el contribuyente, hipótesis en la cual el gravamen queda excluido de la previsión del art. 9°, inc. b, párrafo cuarto, de la ley 20.221 (texto según ley 22.006; actualmente, art. 9°, inc. b, de la ley 23.548) y encuadrado en el párrafo segundo del mismo artículo, en cuyo texto se plasmó el principio básico que privilegió el legislador, consistente en la prohibición de mantener o establecer impuestos locales sobre la materia imponible sujeta a imposición nacional coparticipable. De ahí que, encontrándose las rentas de las demandantes sujetas al impuesto a las ganancias (ley 20.628 y modificatorias), la aplicación del tributo local importaba la configuración de la hipótesis de doble imposición contraria a la reglas señalada precedentemente Según surge de los informes de la Comisión Nacional de Regulación del Transporte, la empresa actora se desenvuelve como operadora de transporte de pasajeros tanto en régimen de servicio público como de tráfico libre y que en el cálculo tarifario aplicable (tanto el anteriormente en vigor, como el determinado por el decreto 2407/02 y sus normas complementarias, no fue incluida la gabela en disputa.


    Transportes Automotores La Estrella c/ Mendoza, provincia de s/ Acción de inconstitucionalidad


    T, 535, L. XLIII, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Exportaciones. Excedentes de crédito fiscal de IVA de los períodos posteriores a marzo de 2002. Pesificación. Alcance del art. 2 del decreto 261/02. Límite temporal al reconocimiento de las diferencias operadas en el tipo de cambio sobre los créditos fiscales afectados por las disposiciones de los decretos 1387/01 y 214/02. Interpretación de la ley: su letra.


    El decreto 261/02 vino a subsanar dos situaciones críticas, contempladas en cada uno de los párrafos de su art. 2°, las que recibieron un tratamiento específico y excepcional en el marco de la generalidad de la conversión a pesos y la paridad dispuesta por la ley 25.561 y el decreto 214/02. En los considerandos del decreto 261/02 se manifiesta que por su similar 214/02 se estableció, entre otras medidas, la conversión a pesos de todas las obligaciones de dar sumas de dinero, de cualquier causa u origen, expresadas en dólares estadounidenses o en otras monedas extranjeras, existentes a la sanción de la ley 25.561. Como consecuencia de ello, las previsiones referidas a la devolución del IVA contenidas en el título V del decreto 1387/01 han perdido vigencia, motivo por el cual no resulta procedente efectivizar dicho reintegro a través de la entrega de dólares estadounidenses. No puede colegirse de la redacción de esta norma que haya sido indudable intención del Poder Ejecutivo Nacional abonar también diferencias de cambio por los excedentes de crédito fiscal exteriorizados con anterioridad al 31 de enero de 2002 provenientes de facturas o documentos equivalentes emitidos hasta esa fecha- cuyo recupero efectivo no pudo concretarse sino mediante la realización de operaciones de exportación posteriores al 28 de febrero de 2002. La indicación "siempre que se vincule con exportaciones perfeccionadas" seguida de los términos "hasta el 28 de febrero de 2002" no puede ser entendida como una redacción descuidada o desafortunada del legislador, sino que la sucesión entre ambos indica claramente que la intención del Ejecutivo fue -sin ignorar la "regla de tope" fijada por el art. 43 de la ley del tributo- reconocer la especial situación en la que se encontraban aquellos sujetos que tenían IVA proveniente de facturas emitidas hasta el 31 de enero de 2002, por adquisiciones que fueron insumidas en la producción de bienes exportados hasta el 28 de febrero de 2002 inclusive, reconociendo las diferencias de cambio como excepción a la paridad general fijada por los arts. 10 y 80 de1 decreto 214/02. La postura de la actora, en consecuencia, no es una derivación correcta de los términos utilizados por la norma.


    Algodonera Avellaneda S.A. c/ Estado Nacional - AFIP - DGI s/ Dirección General Impositiva


    A, 842, L. XLV, 13 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Multa por infracción a la ley del impuesto de sellos. Principio de retroactividad de la ley penal más benigna. Decreto 114/93: no deroga el hecho imponible cuya omisión en el pago origina la sanción cuestionada. Principio de legalidad tributaria. Creación o eliminación de impuestos: función privativa del Poder Legislativo.


    V.E. ha sido claro cuando explicó que el artículo 59, segundo párrafo de la ley 18.524 permitió al Poder Ejecutivo Nacional conceder exenciones parciales o totales, en forma general o particular, de los impuestos allí contemplados cuando razones de orden económico así lo justificaran y que, por el artículo 34 de la ley 24.073, se lo facultó "para disminuir las respectivas alícuotas vigentes o dejar sin efecto total o parcialmente, en la medida en que estime que los ingresos provenientes de los restantes tributos así lo permita, a los siguientes gravámenes: a) impuestos de sellos..." (Fallos: 333:538, cons. 8). También allí -en el considerando siguiente- destacó el Tribunal que, con posterioridad, por el decreto 114/93 el Poder Ejecutivo Nacional invocó las facultades conferidas por el artículo 34 de la ley 24.073 y derogó a partir del 1° de febrero de 1993 el impuesto de sellos "para todos los hechos imponibles contenidos en la ley, excepto los descriptos en el artículo 2 de este decreto" (artículos 1 y 3). En el considerando 13) del precedente mencionado-, especificó que los alcances del citado decreto deben precisarse con arreglo al artículo 34 de la ley 24.073. Este precepto legal facultó al Poder Ejecutivo Nacional para disminuir las alícuotas vigentes del impuesto de sellos, inclusive hasta base cero, pero no autorizó la derogación del impuesto pues, conforme con el principio de legalidad tributaria, la creación o eliminación de impuestos es función privativa del Congreso de la Nación. Por ello, concluyó esa Corte que, más allá de lo impropio del término utilizado en el artículo 1 del decreto 114/93 ("Derógase el impuesto... "), lo cierto es que no puede atribuirse a este precepto otro efecto que haber reducido determinadas alícuotas a base cero, manteniendo a la vez vigente la alícuota fijada por la ley del tributo según el texto ordenado de 1986 para los hechos imponibles mencionados por el artículo 2 del mismo texto reg1amentario (cfr. Fallos: 333:538, cons. 13, segundo párrafo).


    Alto Palermo S.A. (TF 13049-1) c/ DGI


    A, 766, L. XLIV, 06 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa contra provincia. Potestad de aplicar un impuesto provincial. Ley 23.548 de Coparticipación Federal de Impuestos. Intervención de terceros: Comisión Nacional de Valores. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    La violación a la Ley de Coparticipación Federal de Impuestos no suscita una cuestión federal, en cuanto, según la nueva doctrina del Tribunal, se trata de una ley-convenio que al ser ratificada por una ley local entra a formar parte del derecho público provincial, aunque con diversa jerarquía, por lo que su violación configura un asunto de igual naturaleza, lo cual quita el carácter exclusivamente federal a la materia del pleito, imprescindible para la tramitación de estas actuaciones en la instancia originaria del Tribunal. Ello es así puesto que el sistema federal y las autonomías provinciales exigen que sean los magistrados locales los que intervengan en las causas en que se ventilen asuntos de derecho público provincial, sin perjuicio de que las cuestiones de índole federal que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado por el art. 14 de la ley 48. Además, el cobro de un tributo no constituye una causa civil, por ser una carga impuesta a personas o cosas con un fin de interés público y su percepción un acto administrativo. Tampoco hace surtir dicha competencia originaria la citación de la Comisión Nacional de Valores, en los términos del art. 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que peticionan las actoras.  Cabe recordar que el instituto de la intervención de terceros reviste carácter excepcional y su admisión debe ser interpretada en forma restrictiva, especialmente cuando mediante el éxito de su solicitud podría quedar librada al resorte de los litigantes la determinación de la competencia originaria de la Corte. Por lo tanto, resulta exigible a quien la solicita la carga de demostrar que se trata de alguno de los supuestos que autorizan a disponerla, esto es, la afectación de un interés propio o la presencia de una comunidad de controversia con las partes, que pueda traer aparejada una futura acción de regreso contra el tercero (cfr. arts. 90, 92 Y 94 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación). Las actoras no han expuesto adecuadamente las razones por las que consideran procedente o necesaria la intervención de la Comisión Nacional de Valores, pues las circunstancias reseñadas no evidencian que en el caso esté en juego un interés directo de tal ente regulador que justifique tal citación.


    Asociación de bancos privados de capital argentino (ADEBA) y otros c/ Misiones, provincia de y otro s/ Acción declarativa de cereteza.


    A, 692, L. XLVI, 23 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa: requisitos de procedencia. Pago de regalías hidrocarburíficas. Art. 2 de la Resol. 188/93 de la Secretaría de Energía de la Nación. Computo de los volúmenes de gas. Gravabilidad. Interpretación armónica de las normas.


    El thema decidendum, estriba en determinar cuál es la inteligencia que corresponde asignar al art. 2° de la resolución 188/93 de la Secretaría de Energía de la Nación. Se advierte que se halla fuera de debate que la energía eléctrica generada con los volúmenes de gas extraídos del yacimiento, y cuya gravabilidad aquí se controvierte, es enteramente consumida dentro de éste, empleándose en su mantenimiento y operatividad. La ley 17.319 -cuya constitucionalidad no se halla aquí cuestionada- preceptúa el pago de regalías en sus arts. 59 y cc., y que en su art. 63, de manera clara, establece que “No serán gravados con regalías los Hidrocarburos usados por el concesionario o permisionario en las necesidades de las explotaciones y exploraciones”. Estos preceptos están reglamentados, en lo que hace a la forma de liquidación del mentado tributo -entre otras normas- por el art. 2°, punto III, b) del decreto 1.671/69, en cuanto fija que la producción de gas natural computable para el pago de ese tributo no debe comprender los volúmenes efectivamente aprovechados en actividades necesarias para su explotación o exploración. En tal sentido, el inc. a) del art. 2° de la resolución 188/93 de la Secretaría de Energía, en sintonía con lo dispuesto por la ley 17.319 y por el decreto 1.671/69 permite deducir de los volúmenes de gas efectivamente producidos en un yacimiento aquellos cuyo uso sea necesario para el mantenimiento de las explotaciones y exploraciones, sin efectuar distinción en cuanto a las diversas formas que su empleo pueda requerir (reinyección, producción de otras formas de energía, etc.). Sobre tal base, es evidente que asiste la razón a la actora en cuanto a que las normas referidas, en su armónica interpretación, avalan la tesitura por ella adoptada en tanto detrajo del cómputo de los volúmenes de gas declarados, a fin de liquidar las regalías, la porción de ese combustible empleada para generar la energía eléctrica necesaria para explotar el yacimiento, extremo fáctico que se halla fuera de debate en esta causa. Seguir la tesitura interpretativa de la demandada importaría otorgar indebida primacía al último párrafo del art. 2° del citado reglamento, privando de toda operatividad al inc. a) del segundo párrafo, puesto que resulta difícil concebir un uso del gas -aun él que deba emplearse para las mencionadas actividades imprescindibles para la explotación del yacimiento- que no implique su uso o transformación para generar otra fuente de energía. Tal postura se opone frontalmente a la asentada doctrina de la Corte que sostiene que la interpretación de las normas debe armonizar con el ordenamiento jurídico restante y con los principios y garantías de la Constitución Nacional, evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras y adoptando como verdadero el que las concilie y deje a todas con valor y efecto.


    Chevron San Jorge S.R.L. c/ Neuquen, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad (Regalías sobre gas)


    C, 2126, L. XLI, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra DGI. Devolución de pagos en demasía. Resoluciones generales (DGI) 3.624 y 4.059. Derecho del contribuyente a repetir el impuesto: anticipos en exceso. Distorsión del fundamento impositivo.


    Para una acabada comprensión de los hechos, debe explicarse que la empresa demandante exportaba la mayor parte de su producción -y que, consiguientemente, estaba exenta del IVA y tenía derecho al reintegro del gravamen, de acuerdo con los arts. 70 inc. d y 41 de la ley del gravamen, según el texto vigente al momento de solicitar la devolución-, y se vio también alcanzada por una serie de pagos anticipados del IVA, fijados por el Fisco Nacional para quienes se desempeñasen en el marco de la actividad frigorífica. Es errónea la inteligencia dada por la DGI al segundo párrafo del art. 4°, de la resolución general 3.680, en tanto pretendió con ella negar el derecho del contribuyente a la restitución íntegra de la suma reclamada por haber sido ella cancelada a tenor de lo dicho por el Fisco parcialmente en bonos de crédito fiscal. A la luz de todo lo hasta aquí expuesto, queda evidenciada la falsedad en la causa invocada por la DGI en su resolución para denegar parcialmente la devolución de pagos en demasía a que la actora tenía derecho, puesto que nunca pudo tener saldo a su favor expresado en dichos bonos de crédito fiscal, y, en consecuencia, sin sustento alguno la exigencia fiscal de intereses sobre la suma anticipadamente restituida. Por otro lado, para disipar cualquier atisbo de duda que pudiera caber, hay que destacar que, si bien la DGI encuadró el pedido de la actora como de devolución "de saldo de pago a cuenta del IVA RG. 4059, tal como dejó claramente asentado el Tribunal, "en el supuesto de haberse abonado anticipos en mayor medida que la deuda resultante de la declaración jurada del período, se origina el derecho del contribuyente a repetir el impuesto en exceso conforme el resultado de su balance impositivo y no las sumas pagadas en demasía en concepto de anticipos", doctrina de la Corte que resulta de plena aplicación a la especie, toda vez que la suma a repetir surgía de las declaraciones juradas del IVA que exponían un saldo a favor del contribuyente con relación a la obligación tributaria sustantiva debida. Por último, y a tenor de las vicisitudes de esta causa, es oportuno traer a colación lo expresado por la Procuración General en cuanto a que si la recaudación de los tributos pierde su fundamento esencialmente impositivo para convertirse en un fenómeno exclusivamente financiero, que genera intereses sobre una presunta manifestación de riqueza luego desvirtuada, las bases éticas del derecho de recaudar se ven distorsionadas.


    Finexcor S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso.


    F, 464, L. XLIII, 18 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra la DGI. Repetición por sumas en concepto de IVA. Seguro de vida: supuesto especial de exclusión del gravamen. Ley 14.394. Ligazón entre el riesgo "vida" y el gasto de sepelio: tratamiento tributario.


    Es palmario que el impuesto al valor agregado alcanza -en forma general e indeterminada- a todas las locaciones y prestaciones, siempre que se realicen sin relación de dependencia y a título oneroso, mencionando, "entre otras" y al solo efecto ilustrativo, a las operaciones de seguros sin distinción. La extensión analógica del supuesto especial de exclusión del gravamen prevista para "los seguros de vida de cualquier tipo", en manera tal de abarcar también otros que no han sido contemplados en el precepto, se exhibe en pugna con el principio constitucional de legalidad del tributo. En autos, de convalidarse la postura de la actora, se la beneficiaría con una exclusión del tratamiento tributario general previsto para todas las operaciones de seguro, incluyéndola en la fijada con carácter particular y único para "los seguros de vida de cualquier tipo", sin que, strictu sensu el art. 3°, inc. e), pto. 21, ap. 1) de la ley de la gabela así lo disponga en virtud de lo explicado anteriormente. Tampoco puede sostenerse, como lo hicieron erróneamente el Tribunal Fiscal y la Cámara, que el seguro de sepelio debe ser asimilado a la exclusión de la cual goza el de vida puesto que ambos poseen similar estructura y, en los dos casos, el evento que determina la obligación de pago es la muerte. Sin perjuicio de ello, no puede obviarse que estas aseveraciones de las instancias anteriores tampoco resultan correctas, puesto que la prestación del asegurador en el caso del denominado "seguro de vida" no sólo puede estar supeditada a la defunción del asegurado sino también a su supervivencia a determinada edad o fecha o, incluso, a una combinación de los dos anteriores.  La Superintendencia de Seguros de la Nación, fundándose en criterios técnicos que a dicha institución le corresponde reglar en ejercicio de su poder de policía, ha fijado en la citada resolución 21.523/92 los requisitos administrativos para operar en materia de seguros de sepelio, sin que pueda válidamente seguirse de allí que también ha establecido el tratamiento tributario que corresponde dispensarles a ellos, equiparándolos a los seguros de vida en punto al exclusión del impuesto al valor agregado del cual gozan estos últimos. Es que, salvo el 'valladar infranqueable' que suponen las limitaciones constitucionales, las facultades del Congreso Nacional son amplias y discrecionales, de modo que el criterio de oportunidad o acierto con que las ejerza es irrevisable por cualquier otro poder. De tal manera, tiene la atribución de elegir los objetos imponibles, determinar las finalidades de percepción y disponer los modos de valuación de los bienes o cosas sometidos a gravamen -o, en su casos, excluidos de él siempre que no se infrinjan preceptos constitucionales. Y el acierto o el error, el mérito o la conveniencia de las soluciones legislativas así adoptadas no son puntos sobre los que el Poder Judicial deba pronunciarse.


    Inst. Autartico Prov. del seguro de Entre Rios (19930-I) c/ D.G.I.


    I, 204, L. XLIV, 03 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Exportación de productos incluidos en la ley 21.453. Solicita liquidación y pago del "factor de convergencia" establecido por el decreto 803/01: "régimen transitorio para el comercio exterior”. Decreto 191/02: deroga factor de convergencia. Precedente 320:2656: Interpretación de ley 21.453.


    El decreto 803/01 estableció un "régimen transitorio para el comercio exterior", instrumentado a través de la instauración del "factor de convergencia" (art. 1°), el que debía calcularse diariamente por el Banco Central de la República Argentina (art. 3°), de acuerdo con la fórmula establecida en su art. 2°, la que determinaba que aquél era equivalente a un dólar estadounidense menos el promedio simple de un dólar estadounidense y un euro de la Unión Europea, según la cotización allí fijada. El mentado régimen tuvo en miras otorgar a las exportaciones una mayor competitividad para obtener una mejor inserción de la Argentina en el comercio mundial (párrafo 1° de' 'los considerandos del decreto indicado), mediante el otorgamiento de un "beneficio a las exportaciones" (párrafo 2°) que, dentro del marco de la ley de convertibilidad, no afectaba el esquema monetario entonces en vigor ni tenía costo fiscal (párrafo 4°). Está fuera de debate que las operaciones involucradas fueron realizadas con arreglo a lo normado por la citada ley 21.453, que las ventas fueron registradas con antelación al dictado del decreto 191/02, como así también que los respectivos permisos de embarque fueron documentados luego del dictado de este último reglamento. El factor de convergencia puede considerarse comprendido dentro de la amplia enumeración de las medidas tributarias y los estímulos fiscales contemplada en el primer párrafo del art. 6° de esa ley. Es que, como ha dicho V.E. en la mentada causa de Fallos: 320:2656, una conclusión contraria -es decir y para el caso de autos, que propicie la supresión del beneficio del factor de convergencia para las exportaciones de autos, como así de su pago para el caso simétrico de importaciones- "no sería conciliable con la conocida jurisprudencia del Tribunal que ha establecido que las leyes deben interpretarse siempre evitando darles un sentido que ponga en pugna sus disposiciones, destruyendo las unas por las otras, y adoptando como verdadero el que las concilie y deje a todas con valor y efecto”. En tal sentido -y siguiendo el razonamiento de esa Corte en el precedente indicado- debe advertirse que una solución como la indicada importaría privar, de efectos a lo previsto por el art. 6° de la ley 21.453 o bien asignarle a éste una interpretación ostensiblemente inadecuada. Admitir que las exportaciones se han realizado con sujeción al régimen de la citada ley y sus normas complementarias (decretos 803/01 y sus modificaciones y reglamentaciones) pero, al mismo tiempo, negar la procedencia de un beneficio que de acuerdo con ese régimen es inequívocamente aplicable porque estaba vigente la norma que lo instituyó en el momento en que quedo fijado el tratamiento tributario de cada operación, implicaría la construcción por parte del intérprete de una nueva ley, con los aspectos que estima más conveniente de normas sucesivas, lo cual resulta a todas luces inaceptable.


    Aceitera General Deheza S.A. (TF 22313-A) c/ DGA


    A, 311, L. XLVI, 01 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Oposición al pago de la tasa de justicia formulada por asociación sindical. Exenciones contempladas en art. 13 de la ley 23.898 y art. 39 de la ley 23.551. Tratamiento en el IVA de prestaciones hoteleras brindadas a sujetos no afiliados. Intereses no vinculados con la representación gremial. Remisión a Fallos: 318:1226..


    Como ha sostenido la Corte en la causa de Fallos: 318:1226, “las excepciones contemplada en el art. 3, inc. e de la ley 23.898 y en el art. 39 de la ley 23.551, están dirigidas a eximir están dirigidas a eximir a las asociaciones sindicales de trabajadores del pago de la tasa judicial cuando estas últimas actuaren en ejercicio de su representación gremial o en el cumplimiento específico de sus funciones propias, circunstancia que no se verifica si (...) demanda tiende a la defensa de intereses pecuniarios que aparecen desvinculados de su representación gremial”. La inteligencia propuesta por la recurrente para el art. 39 de la ley de asociaciones sindicales llevaría a otorgarle a esa franquicia una latitud tal que privaría de sentido al condicionamiento señalado, en cuanto a que ella está referida sólo a “los actos y bienes de las asociaciones sindicales con personería gremial destinados al ejercicio específico de las funciones propias previstas en los artículos 5° y 23”. En tal sentido la postura de la actora conduce inexorablemente a eliminar esta distinción legislativa, otorgando el beneficio en forma indiscriminada a toda la actividad del sindicato, resulte ella destinada al ejercicio de sus funciones propias o no.  Por último, la actora esgrime en su favor los precedentes de Fallos: 323:973 y 326:3336, como asimismo lo resuelto en la causa M.1233, XLIII, “Mellace, Roque José y otro”, alegando que en ellos se trató acerca de sendas franquicias en la tasa de actuación contenidas en el art. 39 de la ley 23.661 -en los dos primeros- y en el art. 29 de su similar 20.321 -en el restante-. Sin embargo, en dichos casos esas normas no son de similar tenor a aquellas a las que aquí resulta aplicable pues; a diferencia de ésta, no contienen condicionamiento alguno en su redacción que limite su aplicabilidad únicamente a ciertas tareas de los entes subjetivamente eximidos. Por último, la actora esgrime en su favor los precedentes de Fallos: 323:973 y 326:3336, como asimismo lo resuelto en la causa M.1233, XLIII, “Mellace, Roque José y otro”, alegando que en ellos se trató acerca de sendas franquicias en la tasa de actuación contenidas en el art. 39 de la ley 23.661 -en los dos primeros- y en el art. 29 de su similar 20.321 -en el restante-. Sin embargo, en dichos casos esas normas no son de similar tenor a aquellas a las que aquí resulta aplicable pues; a diferencia de ésta, no contienen condicionamiento alguno en su redacción que limite su aplicabilidad únicamente a ciertas tareas de los entes subjetivamente eximidos.


    Sindicato Petrolero de córdoba - Inc de Rec Ext y Tasa Justicia c/ D.G.I. (TF 20380-I).


    S, 499, L. XLV, 10 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Trabajos de pavimentación por encargo de la municipalidad. Determinación de oficio practicada sobre el impuesto al valor agregado. Incorrecta aplicación de la dispensa del tributo. Ley 23.349. Sentencia contraria a derecho: no es una derivación razonada del derecho vigente.


    El pronunciamiento recurrido, al declarar aplicable la exención contenida en el art 7°, inc. h), pto. 19), de la ley de IVA, omitió que el mismo exime del pago de la gabela únicamente a las prestaciones y locaciones comprendidas en el art. 3° inc. e), ap. 21) que allí se enumeran y, por ende, no alcanza a los trabajos de pavimentación que están alcanzados por el "inc. a)" del citado art 3°. En estas condiciones, la decisión apelada no es una derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias probadas de la causa, lo que descalifica al pronunciamiento de su carácter de acto judicial válido. En idéntico sentido, el convenio suscripto entre la actora y la Municipalidad de Campana para llevar adelante los trabajos de pavimentación, no es un medio válido para eximir a la primera del pago del IVA, pues, por un lado, mal podría sustentarse una exención tributaria en las previsiones de un contrato, que sólo puede ser establecida por ley. Y por el otro, porque ni la Provincia ni sus municipios poseen atribuciones para eximir de tributos nacionales. La necesaria existencia del régimen municipal y de las atribuciones que la Constitución Nacional le reconoce, no puede derivarse la de anular o desconocer las atribuciones delegadas al Congreso de la Nación, entre las cuales se encuentran la de establecer tributos nacionales y, por ende, sus exenciones.  Para que nazca la obligación tributaria sólo se requiere la realización del hecho imponible, cualquiera fuere el sujeto que lo lleve a cabo y con independencia de la finalidad de lucro perseguida por el prestador. La Corte sostuvo que los instrumentos, medios y operaciones a través de los cuales el gobierno nacional ejercita sus poderes, están exentos de impuestos por los estados, y los instrumentos, medios y operaciones de que se valen las provincias para ejercitar los poderes que les pertenecen, están exentos de impuestos por el gobierno nacional; en virtud del principio implícito de la independencia del gobierno de la Nación y de los estados dentro de sus respectivas esferas, doctrina que corresponde también extender a los instrumentos de gobierno municipales. Sin embargo, para reconocer esta inmunidad, debe resultar con clara evidencia que el uso de los poderes impositivos nacionales obsta a la actividad gubernamental local o que la entorpece material y apreciablemente. Es decir que, en este caso, para que la potestad impositiva nacional soporte la excepcional restricción, deviene indispensable la presencia de circunstancias también excepcionales, de las que nazca la certeza de que la atribución local resguardada ha sufrido o sufrirá una real perturbación. Debe mediar un efectivo "entorpecimiento a la marcha de la institución". En tales condiciones, en ausencia de una norma del Congreso de la Nación que establezca la exclusión de objeto alegada por la actora, su oposición al pago del IVA por las tareas de pavimentación que ha realizado resulta infundada.


    Coop. Integ. Prov. Serv. Púb. T. Municaplidad de Campana LTDA (TF 2561-I) s/ D.G.I.


    C, 1508, L. XLIII, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa de certeza. Comercialización de hidrocarburos. Pretensión de cobro de regalías por parte de una provincia de acuerdo al precio internacional. Cumplimiento de requisitos del art. 322 del CPCCN. Interpretación ley 17.319. Cálculo de regalías. Contenido y alcance del art. 6 de la ley 25.561.


    El art. 56 inc. C), ap. I, de la ley 17.319 regula sucesivamente dos supuestos claramente diferenciados para fijar el valor de los hidrocarburos a los fines del cálculo de la regalía: las “operaciones en el mercado interno” – en cuyo caso el valor estará determinado por el precio de venta en las transacciones celebradas con terceros o el valor corriente del producto dentro del país – y las “exportaciones” – supuesto en el que será aquel realmente obtenido por el concesionario al destinar el hidrocarburo para su consumo en el exterior-. Es claro que el valor a considerar para la liquidación y pago de las regalías por los hidrocarburos líquidos y gas natural producidos en el mercado interno es el "precio efectivamente obtenido" (decretos 2.178/91 y 2.411/91), esto es, el "efectivamente facturado" (resoluciones de la Secretaría de Energía 155/92 y 435/04) en las "operaciones con terceros" (ley 17.319) o, en los supuestos especialmente previstos, "el valor corriente del producto en el mercado interno al tiempo de enajenarse o industrializarse”. Por ende, es improcedente la postura provincial de calcular las regalías sobre el precio internacional de esos productos vendidos, enajenados o industrializados en el mercado interno, cuando aquél no ha sido el "efectivamente obtenido" ni' el ""efectivamente facturado", ni tampoco representa "el valor corriente del producto en el mercado interno al tiempo de enajenarse o industrializarse". En el caso de exportaciones de hidrocarburos líquidos y gas natural, el derecho que percibe el Estado Nacional (arts. 724 y sgtes., Código Aduanero) no podrá ser detraído del valor de “boca de pozo” empleado para el cálculo y pago de las regalías a las provincias. Lo dispuesto en nada influye, por ende, respecto de las operaciones en el mercado interno involucradas en esta causa, las que configuran un supuesto de hecho ajeno al alcance de ese precepto. Corroboran lo expuesto los debates originados con motivo de la sanción de la ley 25.561. Lo que el miembro informante expresó es que las provincias continuarían cobrando las regalías sobre la renta petrolera como lo venían haciendo hasta ese momento (año 2002), es decir, sobre el precio "efectivamente facturado" o "el valor corriente del producto al tiempo de enajenarse o industrializarse" para las operaciones en el mercado interno. Paralelamente, en caso de operaciones con el exterior, la Nación habría de apropiarse, a futuro, del mayor valor -en pesos- de esas exportaciones de hidrocarburos, sin que en este caso singular se viera afectado el erario provincial, pues los derechos de exportación no serían deducibles para el cálculo de las regalías. Este mayor valor en pesos derivaba de las expectativas de devaluación del peso frente al dólar existentes a la fecha de sanción de la ley. Por último, el art. 2° de la ley 26.197 es claro al establecer que: "A partir de la promulgación de la presente ley, las provincias asumirán en forma plena el ejercicio del dominio originario y la administración sobre los yacimientos de hidrocarburos que se encontraren en sus respectivos territorios...". Ese acto de promulgación se produjo el 3 de enero de 2007, es decir, con posterioridad a los períodos debatidos en esta causa (marzo a septiembre de 2002). Por lo cual deviene inoficioso analizar el alcance de esas facultades de administración en este caso y su incidencia respecto de los derechos y obligaciones de los titulares de los permisos de exploración y concesiones de explotación otorgados o aprobados por el Estado Nacional con anterioridad a su promulgación.


    YPF S.A. c/ Mendoza, provincia de y otro s/ Acción declarativa de certeza


    Y, 49, L. XLIII, 14 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Procesal Constitucional


    Control de Constitucionalidad


    Reincorporación al Instituto Autárquico Provincial de Obra Social de Santa Fe (lAPOS) de los jubilados y pensionados bancarios de la Caja de Jubilaciones y Pensiones de dicha Provincia. Planteo iniciado por la Obra Social Bancaria Argentina.


    En el supuesto, no se acredita conforme es menester el concreto perjuicio que afecta a la demandante. La accionante sólo se limita argüir un daño actual, concretamente, la afectación del principio de solidaridad, "base y fundamento del sistema de obras sociales", por lo que se torna abstracto cualquier pronunciamiento acerca de la constitucionalidad de la norma. En las condiciones antedichas, las aserciones de la reclamante acerca de la vulneración de su derecho devienen dogmáticas, a lo que se agrega que, carece de legitimación para alegar afectaciones de derechos que, en todo caso, concernirían a los afiliados -es decir, terceros cuya representación no se acredita- tales como las vinculadas con la privación del derecho de opción, carencia prestacional con aportes, aumento de alícuota, etc. Por otro lado, la facultad de legislar en materia de seguridad y previsión social compete a la Nación (art. 75, inc. 12, C.N.) y a las provincias, por cuanto la obligación que impone el artículo 14 bis de la Carta Fundamental se extiende a los estados provinciales en lo concerniente a la administración pública local, los magistrados y funcionarios de sus tribunales, los integrantes de las legislaturas y al propio del ejercicio del poder de policía sobre la práctica de las profesiones liberales. En el caso, no se advierte acreditado, el exceso en el ejercicio de las potestades provinciales reprochado por la actora, lo que autoriza a descartar su presentación federal. Por ello, corresponde desestimar el planteo constitucional referido a los artículos 1 y 2 de la ley provincial N° 11.854, con las enmiendas propuestas por el artículo 2° del decreto N° 3.785/00, aprobadas por la Honorable Legislatura local.


    Obra Social Bancaria Argentina c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de Inconstitucionalidad (Sobre la Ley 11854).


    O, 566, L. XL, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal


    Habeas data: información remitida por un banco a las bases de antecedentes crediticios. Ley 25.326, art. 26, inciso 4° -reglamentada por decreto 1558/01-. Derecho al olvido.


    A la actualidad, no ha transcurrido íntegramente el plazo de cinco años para solicitar la eliminación de la información relativa al actor por parte del banco, por lo que la sentencia debe ser revocada. Es propicio puntualizar que no se trata en el sub lite de una mera reiteración de informes irrelevantes de la entidad crediticia, sino del cumplimiento de una obligación legal que les es impuesta por el organismo de control, que tiene por objeto dar a conocer la situación económica financiera de una persona para evaluar adecuadamente su solvencia.


    Yas Dardo Guido c/ Citibank N.A. s/ sumarísimo


    Y, 31, L. XLV, 01 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez natural con competencia en el litigio de almirantazgo y jurisdicción marítima en razón de la materia y del territorio.


    Ninguna de las excepciones a la regla de definitividad de la sentencia se presenta en el sub lite, toda vez que el pronunciamiento de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, que desestimó el planteo de incompetencia formulado por la demandada, no es una sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que no deniega el fuero federal pues, por el contrario, sostiene su propia competencia, que, según lo tiene decidido la Corte Suprema de Justicia de la Nación, todos los magistrados que integran la judicatura de la Capital de la República revisten el mismo carácter nacional. Por otro lado, tampoco se configura una situación de privación de justicia que afecte en forma directa e inmediata la defensa en juicio, ya que dicha decisión no clausuró la vía procesal intentada y el recurrente quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado. Por todo ello, debe desestimarse la queja interpuesta.


    Riquelme, Ricardo Fabián c/ Pesquera Veraz SA s/ Accidente - Acción Civil


    R, 416, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de hecho planteado por la condenada. Posterior acreditación del depósito de la suma de condena: desistimiento tácito. Cuestión abstracta.


    Se advierte del examen de las constancias agregadas al expediente principal, que la sociedad recurrente depositó, con posterioridad a la interposición del recurso de hecho las sumas correspondientes a capital e intereses resultantes de las liquidaciones practicadas y aprobadas, ajustándose a los términos de la condena dictada en autos, sin formular reserva de continuar con el trámite de la queja. Corresponde atribuir a la conducta de la demandada el carácter de desistimiento tácito de la impugnación porque media incompatibilidad manifiesta entre ambas gestiones procesales (v. doctrina de Fallos 324:697; 326:3996; entre otros). En consecuencia, no corresponde dictar un pronunciamiento sobre el fondo del asunto, por haberse tornado abstracta la cuestión debatida.


    Donati Hermanos S.A. c/ Renault Argentina S.A. y otros s/ ordinario


    D, 348, L. XLV, 16 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. P. N° 686, L. XLIII "Papamundo SA y otra c/ Solvay Indupa SAIC.".


    Grupo República S.A. c/ Solvay Indupa S.A.I.C. s/ Ordinario.


    G, 7, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. P. N° 686, L. XLIII, "Papamundo S.A. Yotra c/ Solvay Indupa SAIC."


    Grupo República S.A. c/ Solvay Indupa S.A.I.C. s/ Ordinario.


    G, 12, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. O. N° 182, L XLV "Ontivero, Laura Haydeé c/ Banco Roela SA y otro s/ amparo", en la cual, a su vez, se remitió a S.C. P. N° 686, L XLIII "Papamundo SA y otra c/ Solvay SAIC."


    Garlot, Adela y otros c/ Banco Roela S.A. y otros s/ acción declarativa


    G, 576, L. XLV, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. T. N° 350, L. XLV; ''Tijera, Ramón y otros c/ Estado Nacional".


    Escobar Elvira Bertinat y otros c/ Estado Nacional y/o Ministerio del interior y/o Dirección General de Gendarmería y/o quien resulte responsable s/ Amparo.


    E, 228, L. XLV, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Fundamentación autónoma del recurso de queja. Transmisión a título gratuito. Donación: apreciación del discernimiento exigible.


    No se discute en autos que la cuestión se sitúa estrictamente en un plano de hecho, prueba y derecho común, por lo que no resulta susceptible de revisión, excepto que se constate el apartamiento intolerable de una recta comprensión jurídica del conflicto. La intervención de la Corte sólo podrá tener lugar frente a la manifiesta configuración de un absurdo. Las apelantes no han cumplido con el recaudo básico de suficiencia, toda vez que esa inexcusable autonomía no se logra con la mera expresión de una solución jurídica contraria a la que siguió el a quo, cuando ella no atiende ni controvierte los argumentos del decisorio en crisis. La motivación central del fallo, no responde a conceptos jurídicos irrazonables y no se aparta abiertamente de los hechos de la causa, de manera que los agravios no pasan de ser diferencias con el criterio interpretativo de la sentencia, en punto a posibles errores de apreciación -en un terreno no federal-, inconducentes en esta instancia. Sea cual fuere la propia visión acerca de la mejor forma de zanjar un debate, la solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la apreciación de circunstancias fácticas y constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa; y, en tal sentido, la Corte no es -salvo en el recurso ordinario-, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar dichas cuestiones.


    Hernandez Wallace de Nieva Aida M. c/ Barroetaveña, María Angela y otros s/ Nulidad.


    H, 164, L. XLIV, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso Extraordinario Federal


    Accidente de trabajo. Responsabilidad civil de la ART: deberes relacionados con la prevención de accidentes.


    En cumplimiento de la finalidad de prevención del ordenamiento, se exige a la ART, mediante medidas adecuadas, su interposición oportuna para conjurar el riesgo. La falta de su intervención idónea y adecuada de conformidad con las normas exigibles para el caso, tiene virtualidad suficiente para considerar que hay relación causal. Deben existir tareas concretas y demostrativas de que se hizo todo lo técnicamente posible y conducente para intentar evitar una situación de riesgo como la que produjo el hecho dañoso. De lo contrario, se incurriría en un apartamiento palmario del derecho aplicable (art. 1074 C.C.), al consagrar una suerte de exención de responsabilidad civil, absoluta y permanente, de las ART respecto de sus obligaciones en materia de prevención de los riesgos del trabajo, pues uno de los objetivos que caracteriza a la ley 24.557 y su decreto reglamentario 170/96, es reducir la siniestralidad laboral a través de la prevención de los riesgos.


    Ponce, Cristian Leandro c/ Anacri S.A. y otro s/ Accidente


    P, 364, L. XLV, 29 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Acuerdo para la reactivación y el crecimiento del sector automotriz. Reducción del margen comisional de las concesionarias. Indemnización. Impuesto a los Ingresos Brutos por ventas dentro del sistema de ahorro previo: obligado al pago.


    Corresponde considerar que asiste razón a los demandados recurrentes toda vez que el a quo para decidir condenar a los co-demandados a pagar una indemnización por la diferencia del 2% del margen comisional por las operaciones convencionales y por las concertadas en el marco del régimen de ahorro previo, se sustentó, esencialmente, en la pérdida de vigencia del "Acuerdo para la reactivación y el crecimiento del sector automotriz" cuyo vencimiento operó el 31 de diciembre de 1991, dado que la cámara que nuclea a las concesionarias automotrices -ACARA- no había suscripto las prórrogas posteriores, sin valorar las distintas circunstancias económicas, jurídicas y contractuales, oportunamente planteadas por las partes, y que resultan conducentes para la solución del caso. De los instrumentos contractuales agregados a la causa, no surge la facultad del concedente de fijar o imponer el precio de venta de los rodados y el margen de comercialización, situación fáctica que no fue puntualmente controvertida, por lo que corresponde determinar el alcance y funcionamiento del sistema pactado, y en ese marco, evaluar sobre la procedencia del reclamo. Por otro lado, no pueden tener favorable acogida los agravios relacionados con los pagos realizados en concepto de Impuesto a los Ingresos Brutos por las operaciones concertadas dentro del sistema de ahorro previo que el tribunal condenó a reintegrar, ya que los apelantes no rebaten adecuadamente lo resuelto por la alzada, sino que su crítica se centra en que no fue acreditado que la actora haya abonado los impuestos que reclama y en que la concesionaria, en definitiva, al no haber hecho ningún reclamo con anterioridad, consintió el sistema de facturación. Asimismo, mediante el pronunciamiento que resolvió un recurso de aclaratoria, se alteró en forma substancial y sin sustanciación previa ni traslado a la parte demandada, el momento en que debían comenzarse a computar los réditos ("desde que cada suma fue adeudada"), que había sido fijado por una sentencia anterior ("desde la fecha de notificación de la demanda en ausencia de una intimación de pago fehaciente al deudor"). Así, lo resuelto respecto del cálculo de los accesorios, excedió los límites de la simple corrección de algún concepto oscuro, o error material, y alteró, en lo sustancial, la decisión en orden al alcance de los intereses.


    Autocam S.A.C.I.F.I. c/ Autolatina Argentina S.A. y otros s/ Ordinario.


    A, 215, L. XLV, 09 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Ajustes de aportes en concepto de obra social del personal en actividad, retirados y pensionistas de la Prefectura Naval Argentina. Facultad del EMGA para disponer sobre incremento de porcentuales. Resoluciones del EMGA N° 1.126/93 y N° 1.146/93 y normas análogas. Régimen de las leyes N° 23.660 y 23.661.


    El personal en actividad, retirado y los pensionistas de la Armada y de la Prefectura Naval, sobre la base de las normas administrativas cuestionadas, aportaron cerca de diecisiete años a la entidad sumas que rondaron en muchos casos el catorce por ciento de sus salarios sujetos a aportes y en un lapso en que la contribución del empleador, Estado Nacional, se limitó mayormente al 4,5% y la de los demás trabajadores alcanzaba, en general, a un porcentaje análogo. Por amplio que se aprecie el ámbito de autonomía del Poder Ejecutivo en el tema, sus potestades no llegan a consentir la desnaturalización de derechos ni lo desvinculan en modo alguno de la facultad del Congreso Nacional de dictar leyes en la materia. De otra manera las previsiones reseñadas habilitarían a un órgano administrativo subalterno a instaurar aportes excepcionales a fin de paliar insuficiencias presupuestarias y revertir el desequilibrio económico-financiero de la entidad. Ello importa tanto como asentir a la existencia de una autorización administrativa para establecer aportes extraordinarios sin límites cuantitativos ni temporales. Así, los incrementos en los aportes, corresponde sean fijados por el órgano con competencia para disponerlo.


    Faure, Carlos Alberto c/ Estado Nacional s/ ordinario


    F, 552, L. XLV, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia de las provincias para establecer las remuneraciones mínimas de los médicos que prestan servicios en relación de dependencia.


    La potestad de fijar las remuneraciones de los médicos que trabajan en el territorio de una provincia en relación de dependencia, en principio, no forma parte de las competencias de la "cláusula de código" (art. 75.12, CN) que se atribuye al Congreso de la Nación y, en cambio, sí tiene fundamento en el "poder de policía" previsto por el art. 121 y siguientes de la Constitución Nacional.


    Salud y Empresa S.A. c/ Duran, Sandro s/ consignación


    S, 117, L. XLVI, 22 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Defensa del consumidor y usuario de servicios bancarios: servicio de seguro no requerido, adherido ni aceptado expresamente. Reintegro de sumas debitadas con intereses. Exclusión de los beneficiarios de coberturas por siniestros ocurridos.


    La invocación de cláusulas constitucionales no excusa la falta de aquella exigencia de definitividad, puesto que los agravios pueden encontrar remedio en las instancias inferiores o por la vía extraordinaria, si correspondiere abrirla una vez que se expida el tribunal superior de la causa. Debe concluirse que, en el presente estadio, el requerimiento de intervención de la Corte resulta prematuro. En relación al planteo de gravedad institucional, se considera que -más allá de las dificultades prácticas que puede generar la novedad que representa para nuestro medio este tipo de acciones, o de las naturales repercusiones que tiene la actividad jurisdiccional en el cuerpo social o, incluso, de la condición que reviste la parte demandada-, no se han establecido con la precisión exigible, las proyecciones generales efectivas que en toda la comunidad puede provocar el acatamiento de una resolución -que obedece en su casi totalidad al cumplimiento de una sentencia ejecutoriada-, de modo que se justifique sustituir el juicio del tribunal de la causa, en aspectos puntuales eminentemente patrimoniales. Esta alegación, carente de sustento argumentativo consistente, es decir, de un serio y concreto desarrollo que demuestre de manera indubitable la concurrencia del extremo, resulta inhábil para dar lugar a la apertura del remedio extraordinario.


    Unión de Usuarios y Consumidores c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ incidente de ejecución


    U, 16, L. XLV, 28 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Deudas en dólares por importaciones pendientes de pago al 10 de enero de 2002. Mercado único y libre de cambios. Comunicación BCRA "A" N° 3473. Decreto N° 260/02. Decreto N° 71/02.


    El principio de irretroactividad de las disposiciones legales, no emana de la Constitución Nacional sino de la ley, y es una norma de interpretación que debe ser tenida en cuenta por los jueces en la aplicación de las leyes pero no obliga al Poder Legislativo, que puede derogarla cuando el interés general lo exija. Lo que ni el legislador ni el juez pueden, en virtud de una ley nueva o de su interpretación, es arrebatar o alterar un derecho patrimonial adquirido al amparo de la anterior. Teniendo en consideración que el 8 de febrero de 2002 se estableció mediante el Decreto N° 260/02 un mercado único y libre de cambios, y que se encuentran pendientes de pago deudas por importaciones (sin que la accionante haya consignado judicialmente, suma alguna susceptible de ser imputada a la deuda o haya acreditado fehacientemente haber intentado abonar al tipo de cambio preferido con anterioridad al dictado del Dec. N° 260/02 y de la Com. N° 3473), la aplicación del Decreto N° 260/02 y de la ComunicaciónB.C.R.A. "A" 3473 al sub lite, no afecta derechos adquiridos, toda vez que no se retrotraen prestaciones ya ejecutadas y definitivas en cuanto al fondo del asunto.


    Cienfuegos S.A. c/ PEN Ley 25.561 Dto. 1570/01 214/02 s/ Amparo ley 16.986


    C, 1889, L. XL, 26 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Ejecución de documento falsificado. Temeridad y malicia: imposición de multa al actor y sus letrados.


    Le asiste razón al recurrente en cuanto sostiene que el fallo del a quo resulta arbitrario por falta de fundamentación suficiente. La sentencia se aparta de las constancias de la causa ya que sostiene que los letrados de la parte actora no podían desconocer que se había peticionado en base a un titulo falsificado, y que son en consecuencia responsables de haber demandado sin derecho, pero esta afirmación no se encuentra fundada en ninguna constancia de la causa. Por el contrario, no se examinó que se trató de un proceso de ejecución, que el peritaje scopométrico no pudo ser concluyente en lo que a adulteraciones o modificaciones del documento cuestionado se refiere, y que, en un primer momento, condujo a la juez de primera instancia a mandar llevar adelante la ejecución. La resolución aparece así huérfana de argumentación que relacione la prueba en la que estriba la conducta de los letrados que justifique una sanción grave como la impuesta. No se encuentra acreditado que los abogados sancionados en este caso hayan tenido alguna participación o imputación en el juicio penal en el que luego resultara condenado el Sr. Corti. El a quo no demostró la existencia del elemento subjetivo (dolo) requerido para constituir en maliciosa la conducta del apelante.


    Corti, Raul Arnaldo c/ Matarazzo, Maria Angela s/ Preparación de la vía ejecutiva.


    C, 654, L. XLV, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Ejecución hipotecaria de vivienda única y familiar. Local comercial anexo a la vivienda. Tasa de interés máxima aplicable. Leyes N° 25.798 y 26.167.


    El artículo 6 de la Ley N° 26.167, en lo pertinente a la suma resultante del cálculo para la determinación de la deuda, prevé que "deberá adicionársele un interés cuya tasa no podrá ser superior al 2,5% anual por todo concepto, desde la mora hasta su efectivo pago", quedando expresamente prohibida la capitalización de intereses. En tales condiciones no obsta a la aplicación de lo establecido -que constituye una norma de orden público-, la presencia de un local comercial a la calle o un depósito con fines indeterminados en la finca hipotecada situado junto a la vivienda única y familiar, ya que dicha circunstancia no le quita al bien el carácter requerido por la norma para su protección.


    Requejo, Daniel Ernesto y otro c/ Aquino, Juan Carlos s/ Ejecución Hipotecaria.


    R, 56, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Enfermedad profesional incapacitante. Ley de riesgos de trabajo N° 24.557.


    No fue respondido por los jueces el reclamo referido a los "daños" a que se refiere el mentado art. 75 de la LCT y, en concreto, al haberse verificado la existencia y cuantía de un daño, incapacitante y relacionado con las tareas realizadas corresponde pronunciarse acerca del planteo de inconstitucionalidad del sistema. Por ello, corresponde revisar la sentencia y examinar con detenimiento los planteos constitucionales que se formularon, por cuanto no cabe duda que de la forma en que los jueces interpretaron y aplicaron las normas en juego se omitió tener en cuenta que se frustraba el examen de la procedencia de la obtención de reparación por daños, a pesar que admitieron haberse comprobado su existencia y la posible vinculación con las tareas, según dijeron en la sentencia.


    Rivadero, Nicolas Cayetano c/ Liberty A.R.T. S.A. y otra s/ Indemnización.


    R, 720, L. XLIV, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    La declaración de incompetencia de la justicia laboral no implica denegatoria del fuero federal.


    En el caso el actor alegó que se desempeñaba como empleado en relación de dependencia con el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y reclamó a ésta daños y perjuicios derivados de un accidente sufrido en ocasión de cumplir labores para la demandada, fundando su pretensión en normas de derecho común. Por lo tanto, no se encuentra demostrado que los aspectos centrales de la acción entablada se muestren vinculados con materia o persona que justifique la instancia especial de excepción, por lo que la pretensión de la actora acerca de la intervención del juzgado nacional del trabajo no aparece fincada por su jurisdicción nacional, sino por la índole de la materia en disputa que resulta evidentemente de naturaleza común. En consecuencia, la declaración de incompetencia en tal sentido no significa de ninguna forma, una denegatoria del fuero federal.


    Azame, Ángel Aníbal c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ accidente - acción civil


    A, 747, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Previo se salve falta de notificación de la sentencia


    La sentencia recurrida no ha sido notificada al Banco Hipotecario S.A., previo a todo, debe salvarse dicha omisión.


    Cufre, Daniel Antonio y otra c/ Ena y otros s/ Amparo Ley 16.986.


    C, 460, L. XLVI, 07 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Fallo: 332:12, y S.C. R N° 441, L. XLV; "Rolando, Arnoldo y otro c/ Estado Nacional - Estado Mayor General del Ejército Argentino s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg."; y S.C. M N° 49, L. XLIV "Massi, Carlos c/ Estado Nacional - Gendarmería Nacional".


    Tijera, Ramón Omar y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Gendarmería Nacional - División Retiros y Pasividades y/o quien resulte responsable s/ amparo


    T, 350, L. XLV, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la causa S.C. G. N° 607, L. XLIII; "Gallinger, José y otros c/ Estado Nacional" sentencia del 28/04/09, y S.C. L. N° 807, L. XLIII; "Lerini, Carlos y otros c/ Estado Nacional" fallo del 28/04/09.


    Aranda, Alfredo Artemio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de economía s/ Proceso de conocimiento.


    A, 788, L. XLV, 16 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. T. N° 350, L. XLV; "Tijera, Ramón y otros c/ Estado Nacional".


    Aguayo, Catalino y otros c/ Estado Nacional y/o Ministerio de Seguridad y Derechos Humanos - Dirección Nacional de Gendarmería y/o quien resulte responsable s/ Amparo.


    A, 1054, L. XLV, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. T. N° 350, L. XLV; "Tijera, Ramón y otros c/ Estado Nacional".


    Fernández, Hilario y otros c/ Estado Nacional y/o Ministerio del Interior y/o Dirección Nacional de Gendarmería - Sección retiros y pasividades y/o quién resulte responsable s/ Amparo.


    F, 575, L. XLV, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. A. N° 1003, L. XLIV, "Alfacar S.A. si concurso preventivo si incidente de revisión promovido por HSBC Bank Argentina".


    Tie S.A. c/ Banco de la Nación Argentina s/ Proceso de conocimiento.


    T, 71, L. XLVI, 26 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. A. 179; L. XLV "Armonía de Castelli Esthela y otros c/ Provincia de Salta - ANSeS".


    Peralta, María Carlota c/ Administración Nacional de la Seguridad Social y/o Provincia de Salta s/ Sumario previsional - reajustes de haberes.


    P, 654, L. XLV, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. A. N° 858, L. XLV "Acher, María Laura y otros c/ Adherir S.A. y otros s/ Medida Cautelar".


    Mansilla, Dominga Haydee y otros c/ Sanatorios y clínicas asociados S.A. s/ Despido.


    M, 609, L. XLVI, 17 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. A. N° 858, L. XLV "Acher, María Laura y otros c/ Adherir S.A. y otros s/ Medida Cautelar".


    Portela, Graciela Raquel y otro c/ Aderir S.A. s/ Quiebra s/ Despido.


    P, 463, L. XLVI, 17 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. A. N° 858, L. XLV "Acher, María Laura y otros c/ Adherir S.A. y otros s/ Medida Cautelar".


    Sabate, Alberto Antonio y otros c/ Aderir S.A. y otros s/ Quiebra despido.


    S, 585, L. XLVI, 17 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. A. N° 858, L. XLV "Acher, María Laura y otros c/ Adherir S.A. y otros s/ Medida Cautelar".


    Toledo, Nélida Leonor y otros c/ Sanatorios y Clínicas asociados S.A. s/ Despido.


    T, 239, L. XLVI, 17 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. F. N° 416, L. XLVI; "Fink, Blanca Ester c/ Estado Nacional".


    Cuevas, Juan Pablo y otro c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - P.N.A. s/ Cobro de pesos


    C, 907, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. F. N° 416, L. XLVI; "Fink, Blanca Ester c/ Estado Nacional".


    Lagoria, Agustín Adolfo c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Ordinario


    L, 371, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. F. n° 416, L. XLVI; "Fink, Blanca Ester cl Estado Nacional".


    Curi, Rubén Darío c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Ordinario


    C, 929, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. O. N° 528, L. XLI; "Ortiz, Marcelino y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal".


    El reconocimiento de la naturaleza general de los suplementos creados por el decreto N° 2744/93 al personal retirado, se encuentra restringido por la manera en que se liquidan tales asignaciones al personal en actividad, y un fallo que excediera tal límite traería aparejada la ruptura de la regla de proporcionalidad establecida por el artículo 96 de la ley N° 21.965.


    Perrotta, Daniel Hector y otros c/ E.N. Ministerio del Interior P.F.A. s/ Personal militar y civil de las FFAAA y de seguridad.


    P, 117, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. S N° 301, L. XLIV; "Salas, Pedro A. y otros c/ Estado Nacional s/ amparo".


    Altamirano, Abel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Contencioso administrativo.


    A, 373, L. XLV, 21 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. S. N° 301, L. XLIV; "Salas, Pedro A. y otros c/ Estado Nacional" del 05/12/08.


    Buscaglia, Carlos Hector c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparos y Sumarísimos.


    B, 208, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. S. N° 301, L. XLIV; "Salas, Pedro A. y otros c/ Estado Nacional".


    Fink, Blanca Ester c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ Ordinario


    F, 416, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. T N° 269; L. XLIV, "Tommasi Automotores SA c/ Ciadea SA y otro" y S.C. T N° 306; L. XLIV, "Tommasi Automotores SA c/ Ciadea SA y otro".


    Tommasi Automotores S.A. c/ CIADEA S.A. y otro s/ Ordinario.


    T, 315, L. XLIV, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. T N° 269; L. XLIV, "Tommasi Automotores SA c/ Ciadea SA y otro".


    Tommasi Automotores S.A. c/ CIADEA S.A. y otro s/ Ordinario.


    T, 306, L. XLIV, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. T. N° 350, L. XLV "Tijera, Ramón y otros c/ Estado Nacional".


    Lopez, Luis Argentino c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Dirección Nacional de Gendarmería y/o quien resulte responsable s/ Amparo.


    L, 518, L. XLV, 19 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. T. N° 350, L. XLV; "Tijera, Ramón y otros c/ Estado Nacional".


    Bustos, Clemente Martín y otros c/ Estado Nacional y/o Ministerio del Interior y/o Dirección Nacional de Gendarmería y/o quien resulte responsable s/ Amparo.


    B, 961, L. XLV, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. A. N° 373, L. XLV: "Altamirano, Abel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ contencioso administrativo"; y S.C. S. N° 301, L. XLIV; "Salas, Pedro y otros c/ Estado Nacional s/ amparo".


    Martinez, Juan Salbador c/ Estado Nacional Ministerio de Defensa s/ Contencioso administrativo.


    M, 344, L. XLV, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. H N° 16, L. XLVI "Hay, Miguel c/ Estado Nacional" y S.C. P N° 117, L. XLVI "Perrolla, Daniel y otros c/ Estado Nacional".


    Chesini, Jorge Nestor c/ Estado Nacional s/ Ordinario.


    C, 734, L. XLVI, 19 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al fallo dictado en autos S.C. A. N° 710; L. XLII "Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Juárez, Liliana Noemí s/ ejecución fiscal".


    Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Petrich S.R.L. s/ Ejecución Fiscal.


    F, 97, L. XLV, 19 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Representación de menores. Omisión de dar intervención al ministerio pupilar: nulidad.


    El artículo 59 del Código Civil, establece que a más de los representantes necesarios, los incapaces son promiscuamente representados por el Ministerio de Menores, que será parte legitima y esencial en todo asunto judicial o extrajudicial, de jurisdicción voluntaria o contenciosa, en que los incapaces demanden o sean demandados, o en que se trate de las personas o bienes de ellos, so pena de nulidad de todo acto y de todo juicio que hubiere lugar sin su participación - art. 494 del Código Civil-. Ninguna intervención se le confirió al Ministerio Pupilar previo a la adopción de decisiones posibles de causar a dicha representación promiscua, un gravamen de insusceptible reparación ulterior, tales como la que dispuso tener por ratificadas las presentaciones de los menores y ordenó reanudar el plazo normado del art. 94 de la L.O. sin notificar al Ministerio de Menores. Por ello, corresponde declarar la nulidad del trámite cumplido con posterioridad a la mencionada actuación y devolver los autos a la instancia correspondiente para la continuación del proceso.


    Rusticane, Diego Emilio c/ De Gregorio, Rodolfo s/ despido


    R, 297, L. XLIV, 01 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Se requiere al Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario N° 3 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires la remisión de los autos: "Bacanelli, Francesca Paola c/ Subterráneos de Buenos Aires Sociedad del Estado s/ Daños y perjuicios" -registro 13.582/0-.


    Baccanelli, Francesca Paola c/ Subterráneos de Buenos Aires Sociedad del Estado s/ Daños y perjuicios


    B, 203, L. XLVI, 22 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Requisitos de admisibilidad


    Carácter remunerativo a los suplementos previstos en los decretos N° 2.133/91, 713/92 y 2.744/93 para el personal de la PFA. Exclusión del personal de la Secretaria de Inteligencia (ex-SIDE).


    No ha sido esclarecido lo referente a la dependencia de revista del causante del beneficio, esto es, si desempeñaba tareas en la ex- Secretaría de Inteligencia del Estado o en la Policía Federal, y, en su caso, si le compete a la pensionada acceder a los rubros de los decretos N° 2133/91, 2.298/91, 713/92 y 2.744/93, referidos en principio al personal de la PFA. Tal cuestión resulta singularmente conducente a la luz de lo resuelto por la Corte en Fallos: 3304786, donde declaró que el decreto N° 2744/93 resulta de aplicación exclusiva al personal policial que se rige por la ley N° 21.965, universo que no integran los jubilados de los servicios de inteligencia, aun cuando sus derechos previsionales se rijan supletoriamente por aquella norma y las prestaciones sean administradas por la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal (v., en especial, considerando 4° y 5°). En las condiciones antedichas se concluye en que el pronunciamiento no se sustenta y que debe invalidarse jurisdiccionalmente.


    Pecorari de Gubellini, Haydee c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior y otro s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    P, 537, L. XL, 13 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios derivados de la venta de acciones clase C al Fondo de Garantía y Recompra del PPP de Telefónica de Argentina S.A.


    El recurso carece de la suficiencia y fundamentación que exige el artículo 15 de la Ley N° 48, dado que, mayormente, reitera agravios desestimados en las instancias ordinarias y se sostiene en generalidades imprecisas, dogmáticas y no siempre atinentes, expresadas -en parte- bajo la forma de interrogaciones pretendidamente retóricas. El escrito de interposición debe incluir una crítica prolija, concreta y razonada de la sentencia, que refute todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya, sin que baste a dicho efecto sostener un criterio distinto al del fallo, reiterar argumentos expuestos en instancias previas o remitir a otras piezas de la causa. Se han tornado irrevisables en la instancia las conclusiones del a quo en punto a que los actores concertaron un negocio válido, percibieron el valor de las acciones sin reservas y no demostraron el fraude de la operatoria que cuestionan, por ello el resolutorio cuenta con fundamentos no federales que lo sustentan, cuyo tenor torna abstracto ponderar otros de índole federal que pudiera contener por falta de una relación directa e inmediata con la materia decidida en el proceso.


    Roldan, Enrique Alfredo y otros c/ Sindicato de acc del PPP de Telefónica de Argentina S.A. s/ Proceso de conocimiento.


    R, 391, L. XLV, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Obligaciones en dólares. Inconstitucionalidad del régimen de emergencia.


    Una atenta lectura del recurso revela que el capítulo por el que se confirió vista a esta Procuración General, contiene tres argumentos orientados estrictamente a acreditar la admisibilidad de la apelación federal, empero, no se ha ocupado de impugnar concretamente la respuesta por la que se inclinaron los jueces. Entonces, al encontrarse desprovista de un serio y concreto desarrollo donde se rebatan de manera indubitable los fundamentos que sustentan a la decisión de la Cámara, la apelación resulta inhábil para autorizar la apertura de este remedio extraordinario.


    London Supply S.A.C.I.F.I. c/ Alimar S.A. y otro s/ ordinario


    L, 84, L. XLV, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Concubinato. Derecho a pensión. Apreciación de la prueba.


    El pronunciamiento aparece presidido por un injustificado rigor en la consideración del conjunto probatorio que es contrario a las pautas hermenéuticas tocantes a la materia, extremo que conduce a que deba invalidarse. El a quo, vulneró derechos y garantías de raigambre constitucional, privándole a la actora de una prestación alimentaria que le corresponde, con evidente desconocimiento del derecho reconocido por el artículo 14 bis de la Constitución Nacional, que asegura el otorgamiento por parte del Estado Nacional de los beneficios de la seguridad social con carácter integral e irrenunciable, por lo que debe invalidarse lo así decidido.


    Gonzalez, Margarita c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Prestaciones varias.


    G, 2108, L. XLII, 04 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Condena al pago de una obligación in solidum. Alteración de los alcances de la sentencia por aplicación del régimen de las obligaciones mancomunadas: menoscabo a la garantía del debido proceso.


    El fallo que puso fin a la litis, hizo lugar a la demanda por responsabilidad civil entablada contra tres codemandados, distinguiendo los diferentes factores de atribución de responsabilidad y condenándolos concurrentemente a abonar al actor el monto fijado, sus accesorios y las costas del juicio. Consagró, pues, una obligación in solidum, que implica diversidad de título contra cada deudor y, acuerda libertad al acreedor para dirigirse contra cualquiera de los obligados, con el único límite de no poder cobrar doblemente (v., entre otros, Fallos: 324:1535 y 2972; 325:1585 y Fallos 329:1881 [consid. 16°]). La Sala ha venido ahora a enmendar por una vía elíptica los efectos de la cosa juzgada, imponiendo la aplicación del régimen de las obligaciones simplemente mancomunadas, sin aportar ningún motivo que justifique semejante modificación. Tal actuación, al avanzar sobre un capítulo pasado en autoridad de cosa juzgada, conlleva un profundo menoscabo a la garantía del debido proceso, con la correlativa lesión -de indiscutible gravedad-, al derecho de propiedad del actor.


    Ruibal, Daniel Jose c/ Milsztein, Walter Javier y otros s/ Daños y Perjuicios.


    R, 325, L. XLV, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Improcedencia del recurso extraordinario por deficiencias formales. Presentación de un memorial posterior para subsanar errores. Inaplicabilidad de la doctrina de la arbitrariedad.


    La doctrina de la arbitrariedad posee carácter excepcional y no tiene por objeto corregir pronunciamientos presuntamente equivocados en orden a temas no federales -en el caso, los agravios en estudio remiten, en definitiva, al examen de cuestiones de derecho procesal local-, pues para su procedencia, se requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, que descalifique la sentencia apelada como acto jurisdiccional válido. La recurrente no logra demostrar que el superior tribunal de la provincia haya incurrido en arbitrariedad al rechazar las apelaciones extraordinarias locales con sustento en reglas procesales que delimitan su admisión. En relación con ello, no parece irrazonable lo decidido por los magistrados en orden a la imposibilidad del memorial presentado con posterioridad a los recursos extraordinarios, de subsanar los óbices formales por ellos señalados, situación que importaría, de otra forma, reeditar una facultad procesal cuyo ejercicio había quedado agotado con la primera presentación. Por otra parte lo referente a la forma en que se dictó la sentencia atacada, en cuanto al orden de los votos, tampoco, posee habilidad para modificar la solución que se propone, en tanto no fue demostrado el agravio que pudo haber producido la inversión en el orden de votación. En función de lo expuesto, corresponde declarar mal concedido el recurso extraordinario.


    Vilas, Norma Liliana E/A García, Humberto César s/ Pedido de quiebra por suc. de José Baz González Exp. nº 203/97 s/ Tercería de mejor derecho.


    V, 26, L. XLV, 21 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Indemnización por accidente de trabajo. Ley de Riesgos de Trabajo: montos percibidos de la ART. Reclamo de reparación integral.


    En el caso se han alegado supuestos que harían procedente la intervención del Alto Tribunal y la apertura del remedio excepcional por vía de la doctrina de arbitrariedad de sentencia; pues la garantía de defensa en juicio no sólo comprende la posibilidad de ofrecer y producir pruebas sino también la de obtener una sentencia que sea una derivación razonada del derecho vigente con relación a los hechos demostrados en el proceso. La sentencia apelada con argumentos dogmáticos, formales y aparentes omite las cuestiones objeto de pretensión que fueron claramente planteadas en la demanda y que obtuvieron respuestas favorables, en principio teniendo en cuenta que no hubo en el expediente hechos controvertidos por la contraria, en la medida que no se contestó la demanda y que sobre esa base se estructuró la relación procesal. Por ello, corresponde su admisibilidad teniendo en cuenta que en el precedente "Aquino" se destacó que a la hora de proteger la integridad psíquica, física y moral del trabajador, frente a supuestos regidos por el principio alterum non laedere, debe tenerse en cuenta la consideración plena de la persona humana y los imperativos de justicia de la reparación, seguidos por nuestra Constitución Nacional y, de consiguiente por la Corte, que no debe cubrirse sólo en apariencia.


    Ferreira, Miguel Ángel c/ Benito Roggio e Hijos SA s/ Accidente de trabajo


    F, 216, L. XLV, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Jubilaciones. Inconstitucionalidad del artículo 24 inc. a) de la ley 24.241.


    En el sub-lite, el juzgador se apartó del tema propuesto para su revisión, desde que se dedicó a una cuestión subsidiaria como es la movilidad de las prestaciones del demandante, dejando de lado el eje central de la apelación que es el monto de la jubilación que como resultado arrojaba la ecuación contenida en el artículo 24 inciso a) de la ley 24.241, especialmente, como se expresó, en cuanto al porcentaje a multiplicar por la cantidad de años de servicios, y la tacha de confiscatoriedad que, sobre él, propuso el ahora recurrente. Por lo expuesto, corresponde admitir la queja.


    Bay, José Antonio Ramón c/ Anses s/ Reajustes varios.


    B, 1166, L. XLIII, 21 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Principio solve et repete. Razonabilidad y constitucionalidad. Excepción. Menoscabo del derecho de defensa en juicio. Concurso preventivo del obligado al pago.


    Corresponde recordar que si bien se ha admitido de forma reiterada que la exigencia de depósitos dinerarios previstos como requisito de viabilidad para la intervención judicial no es contraria a los derechos de igualdad y defensa en juicio, también se reconoció supuestos de excepción al principio de solve et repete que contemplan fundamentalmente situaciones patrimoniales concretas de los particulares, a fin de evitar que ese previo pago se traduzca, a causa de la falta, comprobada e inculpable, de los medios pertinentes para enfrentar la erogación, en un real menoscabo del derecho de defensa en juicio. Así, el principio del solve et repete para acceder a la instancia judicial, resulta razonable y constitucional, salvo cuando el depósito previo exigido fuere desproporcionado con relación a la concreta capacidad económica del apelante, imposibilidad que debe ser alegada y probada por el interesado. La parte actora en su presentación de fecha10 de febrero de 2006, informó la apertura de su concurso preventivo el día 28 de diciembre de 2005, con indicación del número de expediente, carátula, juzgado por ante el que tramita, juez a cargo y número de sentencia, por lo cual, no resulta razonable desconocer dicha situación procesal, máxime valorando la magnitud del monto de la determinación de la deuda -más de $2.000.000-, cuyo pago previo es exigido para la procedencia de la instancia judicial. Asimismo, no constituye fundamento válido para sustentar un tratamiento diferente que autorice el pago íntegro fuera del proceso universal, que el crédito fiscal a favor de la demandada goce de privilegio general (art. 246, inc. 4°, Ley N° 24.522), toda vez que de acuerdo con el articulo 247 ese plexo normativo, los créditos con ese privilegio, sólo pueden afectar la mitad del producto líquido de los bienes, luego de satisfechos los créditos con privilegio especial, los gastos de conservación y de justicia, y el capital resultante de sueldos, salarios y remuneraciones previsto en el artículo 246, inciso 1°. El beneficio que pueda redundar para el resto de los acreedores la revocación de la determinación fiscal, no puede entenderse como premisa suficiente para autorizar, en el caso, el pago del tributo en los términos del Código Tributario provincial, ya que, justamente, la procedencia sustancial de la acción es eventual.


    Servicios Médicos S.R.L. c/Provincia de Córdoba s/plena jurisdicción - recurso de apelación


    S, 404, L. XLV, 03 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Procedencia del pronto pago de crédito con privilegio general. Acreedor con discapacidad física y psicológica grave e irreversible. Afectación de la par conditio creditorum.


    El pronunciamiento atacado no ha estudiado debidamente los aspectos oportunamente planteados que hacen a la efectiva protección de los derechos esenciales a la vida, a la salud y a la integridad física de la acreedora receptados constitucionalmente. La accidentada ha solicitado puntualmente un pronto pago de su crédito verificado con privilegio general, por lo cual corresponde merituar el grado excepcional de discapacidad física y psicológica grave e irreversible (100%) como consecuencia del accidente de tránsito, y si existen fondos suficientes, como lo afirma la propia peticionante, para atender los pasivos concursales, para así poder concluir si la medida altera -o no- el principio de la par conditio creditorum, o, en su defecto, evaluar la procedencia de un pago parcial, atendiendo las gravísimas circunstancias que rodean al caso y que fueron invocadas por la recurrente.


    Helvetia Argentina S.A. de seguros s/ Liquidación judicial.


    H, 114, L. XLV, 19 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Responsabilidad civil del titular del automotor que no realizó denuncia de venta. Aplicación de doctrina plenaria. Deprendimiento de la guarda.


    El decisorio que confirma el fallo de primera instancia en el cual el propietario de la agencia automotor fue condenado con base en la documentación referida, pero omite tratar los agravios que formuló el apelante relativos al desprendimiento de la guarda del automotor y al deber que pesa sobre los comerciantes habituales en la compraventa de automotores de inscribir a su nombre los que adquieran para su reventa posterior -cfr: art. 9, Dto ley 6582, mod. por Ley 22.977-, no constituye un acto jurisdiccional válido. Máxime, cuando también omite examinar las constancias de la causa a efectos de determinar si concurren o no los presupuestos de atribución de responsabilidad civil al propietario de la cosa riesgosa o peligrosa o sus eximentes -art. 1113 del Código Civil- que el artículo 27 de la Ley 22.977 contempla. La sentencia dictada sobre la base de afirmaciones dogmáticas y prescindiendo del examen de planteos oportunamente propuestos, debe ser descalificada con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad. Especialmente cuando, conforme doctrina de la Corte, si la ley 22.977 exonera de responsabilidad a quien efectúa una denuncia de venta -cuya sinceridad no es objeto de comprobación- no corresponde privar del mismo efecto a quien demuestre efectivamente que se encuentra en idéntica situación, es decir que no dispone del vehículo por haberlo enajenado y hallarse el automotor en poder del adquirente o de terceros que de éste hubiesen recibido el uso, tenencia o posesión; por cuanto ello -privar al titular registral de la posibilidad, jurídicamente relevante, de demostrar si concurre tal extremo importaría un exceso ritual, incompatible con el ejercicio del derecho de defensa en juicio.


    Allidiere, Alejandro c/ Dinocco, Pablo Omar y otros s/ Daños y Perjuicios.


    A, 1136, L. XLV, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Servicio privatizado de provisión de agua y tratamiento de efluentes cloacales: contrato de concesión. Aplicación del CCT N° 57/75. Homologación ante el Ministerio de Trabajo.


    En el caso, la interesada no alcanza el objetivo de poner de manifiesto la arbitrariedad del fallo, es decir, la existencia de un desacierto extremo, una equivocación tan grosera que aparezca como inconcebible en una racional administración de justicia. No se controvierte el aserto del tribunal de mérito en punto a que el contrato de concesión del servicio suscripto entre la Provincia de Formosa y la accionada estableció la obligatoriedad de la concesionaria de ajustarse al acuerdo colectivo entonces vigente, CCT N° 57/75, facultando su modificación mediante nuevos convenios con las asociaciones gremiales en el marco de la ley N° 14.250. Por otro lado, la accionada se limita a esgrimir una postura meramente discrepante en torno a la necesidad de homologación del mencionado acuerdo-marco y a su caracterización como un convenio colectivo. En ese marco, lo expuesto evidencia que este punto de la controversia se vincula, en definitiva, en forma central, con la naturaleza jurídica, alcance y efectos del acuerdo-marco, así como, luego, de acuerdo con ella, con la necesidad o no de su registración u homologación por el Ministerio de Trabajo, aspectos que han sido resueltos por los jueces de la causa con argumentos fácticos y de hermenéutica jurídica que la recurrente no demuestra que comprometan el orden público y que, más allá de su acierto o error, logran superar la tacha de arbitrariedad cuya admisibilidad resulta de carácter eminentemente restrictivo.


    Garrido, César Waldino c/ Aguas de Formosa S.A. s/ acción común


    G, 766, L. XLV, 02 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Reclamo de reintegro del beneficio por rebajas en las tarifas del servicio eléctrico para jubilados.


    Los jueces del Superior Tribunal cuando desestimaron la presentación directa local tuvieron por fundamento central la falta de copia de las constancias pertinentes de la causa sin advertir que la norma procesal habilita la posibilidad de requerir las copias que faltan o aún el expediente principal (arts. 282, 233 del código del rito local). Nótese que en el trámite de la jurisdicción provincial no es obligatoria la presentación de las copias junto con la interposición de la queja y que, en todo caso, el Tribunal podrá exigir su presentación si lo estimare conveniente (art. 285 del Código citado). Las razones expuestas resultan suficientes para que el fallo en recurso sea dejado sin efecto, a fin de que otros jueces se dediquen a estudiar en plenitud las circunstancias de hecho y de derecho debatidas, y puedan ofrecer el debido basamento sobre lo que en definitiva estimen al respecto.


    Torres, Ceferino Israel y otros c/ Edesal S.A s/ cobro de pesos recurso de queja


    T, 27, L. XLIV, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Solicitud de beneficio previsional: acreditación de los requisitos. Fecha de inicio del beneficio. Decreto 679/95; Res. Conjunta 91/95 ANSeS -16/95 OGI; Ley 24.241.


    En el caso los agravios del recurrente harían procedente el remedio federal por vía de la doctrina de la arbitrariedad, pues la garantía de defensa en juicio no solo comprende la posibilidad de ofrecer y producir pruebas sino, también, la de obtener una sentencia que sea derivación razonada del derecho vigente en relación a los hechos demostrados en el proceso. El a-quo, previo a describir el marco legal que encuadraba la cuestión -art. 19 de la ley 24.241, artículo 3° del decreto 679/95 y la Res. Conjunta 91/95 ANSeS-16/95 OGI- se limitó a afirmar que la fecha de inicio a computar era el 30/04/02 pues, en ese momento, la actora canceló su deuda. Propiciar, de esa manera, la solución del caso prescinde del acabado análisis que merece la cuestión en debate, pues nos encontramos ante un beneficio de la seguridad social que requiere que se lo trate con la delicadeza que exige su naturaleza. El a-qua al reconocer como aplicable la Resolución aludida, debió haber verificado si el presentante había cumplido con sus obligaciones en los plazos por ella reglados y, de ser ello así, convalidar la primera presentación del formulario en cuestión como fecha de inicio y no, tal como lo hizo, arribar a una conclusión que prescindía de su letra y de los antecedentes concretos del caso, sin explicación alguna.


    Fernández, María c/ Anses s/ Prestaciones varias.


    F, 222, L. XLIII, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contrato de concesión: atipicidad, interpretación, resolución. Acuerdo para la reactivación y el crecimiento del sector automotriz. Reducción del margen comisional de las concesionarias. Posición dominante del concedente, subordinación del concesionario.


    Asiste -en parte- razón a los demandados recurrentes toda vez que el a quo para concluir que la resolución del vínculo contractual dispuesta por Ciadea SA (invocando la facultad conferida por la Cláusula 18 del contrato de concesión) por incumplimiento de las obligaciones de pago a cargo de la concesionaria, fue ilegitima, se sustentó en pautas de excesiva laxitud, omitiendo la consideración de circunstancias fácticas, jurídicas y contractuales, oportunamente planteadas por las partes y conducentes para la solución de la controversia. La situación de subordinación del concesionario, o, en otros términos la posición dominante y predisponente del concedente, no permiten por si solas caracterizar la conducta de la Terminal como abusiva en los términos del artículo 1071 del Código Civil, sin estudiar la relación y la conducta de las partes dentro del particular contexto del contrato -atípico- y sin exponer, razones de derecho y hecho suficientes. No fue demostrada en la sentencia la puntual irrazonabilidad de la facultad del fabricante de fijar el precio y el margen de comercialización de la concesionaria, con relación al funcionamiento y naturaleza del contrato de concesión, como así tampoco que una comisión del 14% recibida por el concesionario haya sido la causa de la frustración de su negocio. La alzada concluyó que había mediado un trato discriminatorio y violatorio del principio de igualdad, valorando para así decidir la mayor tolerancia financiera que habría tenido la concedente con las sociedades por ella controladas. Sin embargo, dicho tratamiento diferenciado no puede ser catalogado, per se, como discriminatorio, en tanto pueden existir desigualdades fácticas -que hacen a la organización y funcionamiento del negocio y de cada sociedad en particular-, que justifiquen comercialmente dicha conducta. Estos aspectos, esenciales para adoptar una decisión al respecto, no fueron debidamente estudiados por los jueces. Asimismo no fue demostrado en las actuaciones, ni siquiera invocado puntualmente por la concesionaria, que las consecuencias del denominado "efecto tequila" hayan sido de una gravedad tal que justifiquen el incumplimiento de las obligaciones a cargo de la parte actora y permitan alterar las estipulaciones contractuales derivadas del mutuo y de la concesión. Por otro lado, no parece razonable la conclusión del tribunal, en lo relativo a la aplicación de intereses, ya que ello tuvo su razón, justamente, en el incumplimiento de la parte actora, sin que pueda invocarse como argumento la inexistencia de inflación en ese periodo. Corresponde valorar que la ley consagra el pleno respeto a las obligaciones contractualmente asumidas, siendo en principio válidos los intereses por mora convenidos (arts. 621, 622 Y 1197, Cód. Civil), sin que se advierta prima facie, o haya sido acreditado, que se encuentre comprometido el orden público, la moral o las buenas costumbres. En estos aspectos, corresponde que el recurso del fabricante prospere.


    Tommasi Automotores S.A. c/ CIADEA S.A. y otro s/ Ordinario.


    T, 269, L. XLIV, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios derivados del fallecimiento de una empleada doméstica. Actividad riesgosa. Culpa de la víctima.


    No se ha precisado en forma razonada e integral en el marco de una acción como la presente, fundada en el derecho común, en qué presupuesto del art. 1113 del Código Civil -que se destaca como aplicable al caso- encuadra concretamente la situación de autos. Ni se efectúan una adecuada correlación y síntesis con la posibilidad que emana de lo dispuesto por el art. 1111 de dicho ordenamiento de fondo cuando pudieran mediar factores concurrentes. Tampoco se explica en forma precisa y en el contexto efectivo de los hechos de la causa, el concepto de culpa suficiente y de nexo causal adecuado que se invoca. Aun cuando parece imputarse el desenlace fatal al empleador pues "imponía" a la trabajadora una actividad riesgosa "la limpieza por fuera de ventanales de gran envergadura ubicados en el piso 11 del edificio", lo cierto es que lo único demostrado en el juicio es que la tarea de la empleada doméstica consistía en limpiar los vidrios de una ventana actividad cuyo peligro ínsito cabe descartar. Así, desde que el pronunciamiento del a quo sólo halla fundamento en argumentos aparentes que no se ajustan a las constancias del proceso evidenciando un análisis parcial y aislado de los diversos elementos del juicio obrantes en autos sin integrarlos ni armonizarlos debidamente en su conjunto, corresponde descalificarlo.


    Guillen, Hilda Alicia Geraldine c/ Parra, Carlos Daniel y otro s/ Accidente - Acción civil.


    G, 721, L. XLV, 17 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Denegación de indemnización por daños provocados con motivo del trabajo. Planteo de inconstitucionalidad del régimen de la LRT. Precedentes "Gorosito" y "Aquino".


    Al haberse planteado ante el Superior Tribunal la falta de fundamento y de coherencia de la decisión impugnada, con base en que se tuvieron por demostradas las lesiones, la incapacidad, la relación causal entre ambos y la responsabilidad de la demandada, y habiéndose denegado el resarcimiento con apoyo únicamente en un precedente ("Gorosito" Fallos 325:11) que carecía de similitud con el sub examine, se impone una revisión de lo decidido en la anterior instancia y al no haber sido examinados en la sentencia apelada los planteos de la actora, corresponde estar a lo decidido por la Corte (S.C. F. 982. L. XLI, Recurso de Hecho: "Fierro, Néstor c/ Caminos de las Sierras SA, sentencia del 20 de mayo de 2008, entre otros) y revocar el pronunciamiento apelado, por estar en juego defensas que, soslayadas, resultaban sin embargo conducentes para una debida solución del litigio, en especial teniendo en cuenta la doctrina constitucional sentada en el caso "Aquino" (Fallos 327:3753). Por otra parte, los jueces del Tribunal laboral al interpretar y aplicar las normas en juego omitieron tener en cuenta que se frustraba el examen de la procedencia de la obtención de reparación por daños provocados con motivo del trabajo, a pesar que admitieron haberse comprobado su existencia y su posible vinculación con las tareas realizadas, según dijeron en la sentencia. Todo ello conduce a descalificar el fallo, principalmente, cuando la Corte tiene dicho que es válido extender a los litigios laborales la pauta hermenéutica sentada en materia de previsión social según la cual, debe actuarse con cautela para llegar a la denegatoria de beneficios reconocidos por las leyes en la materia (Fallos: 311:903 y sus citas).


    Barrionuevo, Juan Carlos c/ Renault Argentina S.A. s/ Indemnización.


    B, 1064, L. XLIV, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Reclamo de acciones clase "B" del Programa de Propiedad Participada de Aerolíneas Argentinas SA realizado por empleados en activad y cesados. Plazo de prescripción decenal (art. 4023 Código Civil).


    En el sublite, incurre en error la a quo cuando, tras referir que el comienzo del cómputo debe establecerse el 02/05/95 -día de publicación en el Boletín Oficial N° 28.134 del decreto N° 596/95, del 25/04/95-, concluye que el plazo decenal del artículo 4.023 del Código Civil no se hallaba cumplido el 11/04/06, día de formalización del reclamo, esto es, cerca de once años después de acaecido "el hito inicial de la prescripción liberatoria". Además nada arguye la Juzgadora en torno a la existencia de una causal suspensiva o interruptiva del curso de la prescripción. Por otro lado, si bien la decisión de la a qua carecería de alcance definitivo en lo tocante a la situación de los actores en actividad, pues su tratamiento se difiere para la etapa de ejecución de sentencia, razones de economía procesal autorizan a extender la solución propuesta, máxime, cuando el fallo carece notoriamente de sostén en ese punto -basado en la ausencia de datos suficientes y en razones de justicia, con arreglo a las normas en materia de cargas probatorias y aplicación oficiosa del derecho vigente. Por último, y en orden a la invocación por los actores de la ley N° 26.412, cabe estar en lo pertinente, a lo dictaminado el 30/06/10 en los autos S.C. A. N° 560, L. XLI; "Accionistas del PPP de Aerolíneas Argentinas c/ Aerolíneas Argentinas S.A.", punto II, segundo párrafo, in fine, en razón de brevedad.


    Alfonsín, María Celia y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Producción s/ Proceso de conocimiento.


    A, 89, L. XLVI, 20 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Ley de Riesgos del Trabajo: validez de los arts. 21 y 22. Agotamiento del trámite ante la Comisión Médica para recurrir a la justicia.


    En el caso, el Superior Tribunal reprochó al trabajador no haber agotado el trámite ante la Comisión Médica antes de recurrir a la justicia, aspecto que fue criticado por la parte actora porque no se atendió a los planteos constitucionales que sostuvo en el remedio local con sustento en los criterios que la Corte sentó a partir del precedente "Castillo". Sin embargo el Superior local soslayó su tratamiento limitándose a exigir el cumplimiento formal de la legislación impugnada, sin atender precisamente los agravios con los cuales el recurrente la había cuestionado con base constitucional. En dicho precedente la Corte admitió que el actor articulara su pretensión directamente ante la justicia, sin que hubiese sido un obstáculo el haber preterido la instancia ante las comisiones médicas. En esta causa en que se demandó la reparación de las prestaciones de la LRT, por dolencias relacionadas con las tareas prestadas para el empleador; el perito designado de oficio informó que producían una incapacidad laborativa vinculada al trabajo realizado; y la actora impugnó algunos artículos de la LRT a lo largo de todo el proceso con criterio que mantuvo, extremo que amerita ser oído, más allá del planteo referido a los efectos del silencio de la ART y al haber soslayado el trámite ante las Comisiones Médicas.


    Díaz, Juan Carlos c/ La Caja ART SA s/ Ordinario


    D, 170, L. XLV, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Procedencia del recurso extraordinario. Exceso de jurisdicción que autoriza a descalificar la sentencia por arbitraria. Denegatoria del fuero federal.


    Un exceso de jurisdicción con el consecuente apartamiento de las cuestiones específicas objeto de controversia, autoriza a descalificar la sentencia por la vía excepcional de la arbitrariedad, por su afectación directa del derecho de defensa. Ello permite la apertura de la vía extraordinaria, máxime, cuando existe una denegatoria del fuero federal, causal reconocida por la Corte Suprema para admitir el excepcional remedio procesal interpuesto. No corresponde efectuar planteos de competencia en causas concluidas por el dictado de la sentencia. La actitud del juzgador no respondió al tratamiento de un agravio llevado ante su estrado configurándose, por esa razón, el exceso jurisdiccional mencionado, lo que basta para descalificar a la sentencia en crisis como acto jurisdiccional válido.


    Armonia de Castelli, Esthela y otros c/ Provincia de Salta - ANSES s/ Prestaciones varias.


    A, 179, L. XLV, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Derecho de propiedad de marca. Cotitularidad. Medida cautelar solicitada por un titular contra el otro a raíz de la registración y utilización de la marca en el extranjero. Aplicación analógica del Tratado Sobre Marcas de Comercio y de Fábrica de Montevideo de 1889. Denegación de jurisdicción nacional. Ley N° 22.362. "Convenio de París Para la Protección de la Propiedad Industrial", ratificado por la ley N° 17.011.


    Se debate aquí si los tribunales argentinos tienen jurisdicción internacional para conocer en la pretensión cautelar formulada por la actora que solicita "la prohibición de innovar respecto de la titularidad de una marca (y su logo), registrada por ante el Registro Italiano de Patentes por el demandado". La Alzada, sobre la sola base del artículo 4 del Tratado Sobre Marcas de Comercio y de Fábrica de Montevideo de 1889, negó -por analogía- la jurisdicción de los tribunales argentinos. Esta solución no se sostiene como es menester pues, a lo controversial de la subsunción analógica practicada, se le suma que la Sala pretirió que el demandado habría inscripto en el Registro italiano, como único titular, una marca -prima facie- solicitada nacionalmente con antelación e inscripta, más tarde, en el marco del artículo 9 de la ley N° 22.362. Además ninguna consideración mereció la supuesta existencia, entre las mismas partes y en el fuero respectivo, de numerosos procesos anteriores en torno a la titularidad y uso de la marca controvertida, así como el hecho de que el destinatario de la precautoria contaría con domicilio real en el país. Por otro lado, el carácter territorial de las marcas no constituye óbice a la vigencia de los principios que hacen a la invalidez de los actos contrarios a la moral y a las buenas costumbres temperamento que deviene congruente con la directriz que se deriva de los artículos 953 y 1071 del Código Civil; 24, inciso b), de la ley N° 22.362 y 6 quinquies, punto B, apartado 3, del "Convenio de París Para la Protección de la Propiedad Industrial", ratificado por la ley N° 17.011 (v. art. 2°, párrafo 1, del Acuerdo TRIPS-ADPIC, ley N° 24.425). Debatiéndose la jurisdicción para entender en la cautelar solicitada en el marco de la reivindicación de titularidad parcial de una marca y del reproche de un proceder registral de mala fe -pretensiones, prima facie, congruentes con otras ya radicadas en el país y que difieren substancialmente de los presupuestos de falsificación y adulteración de marcas a que se refiere el artículo 4 del Tratado Sobre Marcas de Comercio de Montevideo mencionado-, se considera que el fallo cuestionado no se sostiene y debe invalidarse.


    De Estrada, Martina Maria s/ Medidas cautelares.


    D, 38, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Relación laboral no registrada. Encuadramiento en el Estatuto del Periodista. Inaplicabilidad de la doctrina de la arbitrariedad, mera discrepancia con lo resuelto.


    Las críticas vertidas giran, sustancialmente, en torno a que la sentencia impugnada convalidó la tipificación del nexo que ligó a las partes como una relación laboral, y sólo traducen diferencias con el criterio del juzgador para la selección y valoración de la prueba, ya que no resultan suficientes para rechazar las consideraciones en que se apoya el pronunciamiento recurrido, máxime frente a la excepcionalidad del remedio que se intenta. En similares términos corresponde responder el planteo expuesto en el segundo agravio que se limita a criticar el encuadramiento de la actividad de la actora en el Estatuto del Periodista con características que tipifican dicha actividad y que remiten a cuestiones de hecho y prueba que han sido resueltas en el margen de lo opinable sobre normas de derecho común. Asimismo, las cuestiones referidas a la multa e indemnizaciones previstas en la ley de empleo (24.013) no trasuntan más que una mera discrepancia con el criterio con que se ha pronunciado la Cámara Laboral. La morigeración del resarcimiento prevista en el art. 16 de la ley 24.013 es un tema discrecional de los jueces, cuestión propia de los jueces de la instancia y extraña a esta instancia extraordinaria. Respecto de las costas cabe señalar que el tema es de carácter accesorio y procesal insusceptible de tratamiento por la vía del art.14 de la ley 48. En definitiva, la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada.


    Michi, Mónica Beatriz c/ Marketing y Comunicación Política S.A. s/ Despido.


    M, 246, L. XLV, 21 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 

  


  
    Capítulo V


    Derecho Internacional


    Derecho Internacional Privado


    Jurisdicción internacional en materia contractual. Artículos 56 del Tratado de Derecho Civil Internacional de Montevideo y 5° del Protocolo Adicional a los Tratados de Montevideo de 1940. Ley de lugar de la celebración del contrato: aplicación subsidiaria para aquellos contratos en los que el lugar de cumplimiento no pueda ser determinado al momento de ser celebrados. Acuerdo de partes que define la jurisdicción uruguaya para todos los efectos legales del contrato: declaración inhábil para determinar la jurisdicción internacional. Artículo 56 del Tratado: prórroga post litem.


    La jurisdicción internacional en materia contractual está regulada por el artículo 56 del Tratado de Derecho Civil Internacional de Montevideo y por el artículo 5 del Protocolo Adicional a los Tratados de Montevideo de 1940 (ratificado por la Argentina mediante el decr. ley 7771/56 y por la Rep. Oriental del Uruguay el 12/11/42). Asimismo, la ley del lugar de la celebración del contrato, se aplica en forma subsidiaria para aquellos contratos en los que el lugar de cumplimiento no pueda ser determinado al momento de ser celebrados, según las reglas de los artículos 37 y 38 del Tratado. Teniendo en cuenta ese contexto normativo, es oportuno mencionar que las partes -un uruguayo, con domicilio en aquel país, y una S.A. argentina, con domicilio en la República Argentina- celebraron un "Convenio de Producción Radial" en Montevideo cuyo objeto era la producción y la programación de una emisora, que la actora posee en Colonia de Sacramento, República Oriental del Uruguay, quedando a su cargo la explotación de la FM. En este punto, cabe señalar que si bien las partes acordaron la jurisdicción uruguaya para todos los efectos legales del contrato, renunciando a cualquier otro fuero o jurisdicción, conforme lo dispuesto por el artículo 5 del Protocolo Adicional al Tratado, que rechaza en forma expresa la autonomía de la voluntad, dicha declaración no es hábil para determinar la jurisdicción internacional. La actora interpuso una acción contra la S.A. argentina por "cobro de adeudos contractuales, rescisión del contrato de producción y programación radial por incumplimiento de la demandada y reparación de los perjuicios causados", ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil de 2° Turno de la República Oriental del Uruguay, y que la demandada al contestar demanda y ofrecer prueba, opuso excepción previa de Incompetencia y reconvención. El magistrado actuante en dicho proceso, desestimó la excepción opuesta -falta de jurisdicción-, la que quedó consentida. Estos aspectos no fueron controvertidos. En ese marco, y más allá del lugar de cumplimiento del contrato, lo cierto es que el artículo 56 del Tratado permite la prórroga post litem, que requiere la presentación en el juicio del demandado, sin cuestionar la jurisdicción. En este sentido, si bien la sociedad condenada opuso la excepción de falta de competencia ante el juez de primera instancia de la República Oriental del Uruguay, dicho planteo fue rechazado, y no fue apelado. Además, reconvino la acción contra el actor y otra sociedad, y conforme surge del expediente, obtuvo una decisión parcialmente favorable. Esta conducta del demandado, sin dudas, importó una manifestación real e inequívoca de su voluntad, sin que los argumentos presentados en orden a la distinción entre aceptación tácita y positiva, logren conmover la conclusión arribada. En efecto, el artículo 56 permite la prórroga de la jurisdicción de forma no ficta, en el marco de una acción promovida por el actor, por lo que la asunción por parte de la demandada de su defensa, con la posibilidad de presentar pruebas, articulaciones y excepciones, y la interposición posterior de la reconvención ante esos magistrados, no puede tener otra calificación que una manifestación inequívoca de la voluntad real en orden a la jurisdicción, considerando que, en el sub lite, no fue apelada la decisión del magistrado uruguayo que se declaró competente para entender en la causa. En relación con los agravios vinculados con la violación a los principios de orden público del derecho argentino, que obstaculizaría la ejecución de la sentencia extranjera (art. 517, inc. 4, Cód. Proc. y art. 20, inc. f, del Protocolo de Cooperación y Asistencia Jurisdiccional en Materia Civil, Comercial, Laboral y Administrativa), corresponde precisar que en realidad se relacionan con el examen de aspectos, estrictamente, de hecho, prueba y derecho común analizados por los tribunales uruguayos, sin que se advierta, en el marco de la concesión del presente recurso, la afectación a los principios que se invoca. Además, tampoco se evidencia en la solución otorgada por el derecho uruguayo y expuesto en la sentencia en cuestión, una contradicción con lo dispuesto por la legislación común argentina, que importe la afectación de los derechos que se invoca en el recurso extraordinario. Corresponde decir que el problema relacionado con la posibilidad de resolver el contrato de autos por el demandado, fue descartado por los jueces uruguayos, sobre la base de que no medió incumplimiento del actor que permitiera dejarlo sin efecto, para lo cual se consideró que las obligaciones del accionante eran de medio y no de resultado. Para así decidir, los magistrados valoraron la prueba aportada a la causa, y, en tal contexto, fue condenada la recurrente, por lo que no puede razonablemente entenderse afectado el principio que veda el enriquecimiento sin causa, así como tampoco el de buena fe contractual.


    Vargas Lerena, Álvaro c/ Cadena País Producciones Publicitarias S.A. s/ ejecutivo


    V, 262, L. XLV, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Restitución de menores. Fijación de nueva residencia de los menores sin la anuencia del otro progenitor. Residencia habitual. Situación social de los menores Convenio sobre aspectos civiles de la sustracción internacional de menores de La Haya "CH 1980". Convención sobre los Derechos del Niño. Perspectiva interpretativa.


    El recurso resulta admisible, ya que se ha puesto en tela de juicio la inteligencia de dos Convenios internacionales y la decisión impugnada es contraria al derecho que la apelante pretende sustentar en aquéllos (art. 14 inc. 3 de la ley 48). Las gestiones encaminadas a la restitución internacional, se emprendieron dentro del plazo previsto en el CH 1980 (1 año). Luego, la eventual integración de los niños al nuevo ambiente, carece per se de virtualidad para rechazar el pedido de autos. Al tiempo de viajar a Buenos Aires, los menores vivían en territorio noruego, sin que -a diferencia de lo que postula la madre- ésta demostrase siquiera que la estancia allí fue meramente provisoria, con miras a establecerse definitivamente en la República Argentina. Esa residencia debe tenerse como habitual, con los alcances del CH 1980. Por otro lado, conforme al Derecho noruego, en correlación con lo previsto por el art. 3 in fine y 5 inc. a, la madre no estaba habilitada para fijar la residencia de los hijos, fuera del territorio noruego, sin la anuencia del otro progenitor, de manera que su conducta devino ilícita a los fines del CH 1980. El padre sólo concedió un permiso amplio para que los niños viajaran en compañía de la madre, anuencia que de ningún modo puede interpretarse como comprensiva de la conformidad para su radicación en la Argentina. Además, no se han arrimado elementos objetivos que avalen los dichos de la progenitora sobre la exposición a un alto compromiso psicosocial, por lo que esos argumentos carecen de idoneidad. Y, en definitiva, más allá de la previsible alteración que pueden envolver la partida y la reanudación de la vida en Noruega, las actuaciones producidas en el expediente en el plano de la comunicación con los niños y su actual entorno, no aportan un solo dato concreto que permita tener por configurada la excepción del art. 13 inc. b), con la estrictez que impone la doctrina de la Corte. Tampoco se ha traído al juicio nada que admita inferir una afección a los derechos y libertades fundamentales, en el sentido del CH 1980. No se encuentra en nuestro ordenamiento ningún imperativo que obste a la restitución en las especiales circunstancias de autos. Por estas consideraciones, el recurso es formalmente procedente y debe confirmarse la sentencia apelada, para cuyo cumplimiento habrán de adoptarse todas las medidas que mejor atiendan al más esmerado resguardo de los niños, entre ellas, la exhortación a las partes para que adecuen su conducta -en lo que a cada uno le concierna a la alta responsabilidad que les corresponde como cuidadores y formadores primarios de sus hijos.


    G. E. W. c/ A., V. A. s/ Reintegro de Hijo.


    G, 256, L. XLVI, 14 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Restitución de un menor. Convenio sobre aspectos civiles de la sustracción internacional de menores de La Haya: CH 1980. Aceptación del otro progenitor comunicada por correo electrónico: valor probatorio.


    Si se descartase la consideración del correo electrónico enviado, en función de su falta de legalización -que pudo ordenarse oficiosamente y que, por lo demás, fue subsanada, se incurriría en un exceso de rigor formal. En estas actuaciones la recurrente ha logrado satisfacer cumplidamente la carga probatoria que le incumbía, respecto de la configuración de un avenimiento paterno, cuya solidez se ha evaluado con la rigurosidad con la que deben apreciarse las excepciones previstas en el texto convencional. La misiva en cuestión devela en forma inequívoca que el padre del menor no estaba haciendo valer -ni iba a hacerlo en el futuro- su derecho de procurar el reintegro inmediato. Por todo ello, se considera que se ha verificado la aceptación paterna en cuanto a la permanencia del menor en territorio argentino junto a la ahora demandada, de modo que - de conformidad con lo dispuesto en el citado art. 13 inc. a)-, no es obligatorio para las autoridades nacionales activar el procedimiento restitutorio previsto por el Convenio sobre aspectos civiles de la sustracción internacional de menores de La Haya (CH 1980).


    R., M. A. c/ F., M. B. s/ reintegro de hijo


    R, 390, L. XLVI, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 

  


  
    Capítulo VI


    Derecho Laboral


    Derecho Colectivo del Trabajo


    Asociaciones Sindicales de Trabajadores


    Representación Sindical en la Empresa


    Demanda por cobro de salarios de representante gremial. Protección de la estabilidad gremial. Entidad sin personería gremial. Trato discriminatorio. Principio de libertad sindical. Ley 23.551 de Asociaciones Profesionales.


    En el sub lite el a qua omitió tener en cuenta el interés jurídico invocado con fundamento en los arts. 14 bis y 75 inciso 22 de la Constitución Nacional, el art 8.3 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y 22.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y los Convenios de la Organización Internacional del Trabajo (OIT, nros. 87, 98, 111, 135) en cuanto tutelan al representante gremial a fin de garantizar el principio de libertad sindical, tal como fue invocado en el recurso extraordinario local. Ante el rechazo dogmático de los jueces de grado de la acción con fundamento en la falta de personería gremial de la entidad que decía representar, se imponía un tratamiento integral y comprensivo del problema en el marco de las propias posibilidades que ante aquel rechazo aportó el interesado con fundamento en la tutela que la Ley de Asociaciones Profesionales (n° 23.551) otorga a los representantes sindicales, aún cuando pertenezcan a una entidad sin personería gremial reconocida por la simple inscripción.


    Piñero, Héctor Ramón c/ SUBPGA S.A. s/ despido


    P, 894, L. XLIV, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflictos Colectivos de Trabajo


    Huelga


    Demanda contra el Poder Judicial de la Nación por restitución de salarios descontados por días de huelga. Supuesta actitud persecutoria y antisindical de la demandada. Aplicación de la Acordada N° 21 del 21 de mayo de 1985 de la CSJN. Extemporaneidad de la decisión.


    En el caso no vienen cuestionadas las facultades ordenatorias de la Corte en la materia de derecho constitucional de huelga y su reglamentación dispuesta por la Ley de Ordenamiento Laboral (25.877) dictada por el Congreso de la Nación, sino la interpretación que el a quo efectuó del procedimiento que se siguió en relación a los descuentos realizados a partir de la aplicación de la Acordada N° 21 del 21 de mayo de 1985. En este trámite se debatió la extemporaneidad, reprochada por el juzgador, de la decisión tomada por el Tribunal al realizar los descuentos por los días de huelga, en fecha posterior a la prevista en la Acordada respectiva. Aspecto que la Cámara entendió suficiente para resolver como lo hizo y que motiva el agravio de la recurrente ya que la segunda instancia fue habilitada por otro motivo, la "existencia de una actitud persecutoria y antisindical de la demandada, como represalia por los reclamos efectuados por la entidad sindical mencionada", sin que este punto fuese examinado por el juzgador. La exigencia de proceder al descuento en un tiempo determinado, no es un presupuesto caprichoso requerido por los jueces en el fallo, sino que se sustenta en la propia norma que habilita la deducción. En el caso, la reducción salarial fue realizada varios meses después, sin que se demuestre, ni se advierta de las constancias con que se cuenta, que se hubiese cumplido con el dictado de disposición alguna en contrario. Razón por la cual, no parece cumplida la exigencia prevista en la acordada, y en tal sentido no se muestra irrazonable la interpretación formulada por el a quo.


    Vaccaro, María Mercedes c/ Poder Judicial de la Nación s/ Juicio sumarísimo


    V, 463, L. XLIV, 12 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Derecho de la Seguridad Social


    Sistema Integrado de Jubilaciones y Pensiones


    Acción declarativa entablada por magistrados judiciales contra una provincia. Garantía constitucional de la intangibilidad de las remuneraciones. Convenio de Transferencia del Sistema Previsional. Acta complementaria.


    La intervención de la Corte en el caso de arbitrariedad de sentencia es excepcionalísima y se circunscribe a descalificar los fallos que, por la extrema gravedad de sus desaciertos u omisiones, no pueden alcanzar validez jurisdiccional, y que tal constatación habrá de anteceder, necesariamente, a la de eventuales cuestiones federales propiamente dichas. La crítica de la quejosa, en lo tocante a dicha causal, se detiene en un supuesto exceso en la resolución, por apartamiento de los estrictos términos de la litis, de la carga y eficacia probatoria y del iura novit curia, y en una hipotética desnaturalización del trámite declarativo, aspectos, de tenor no federal, se fundan en la causa sobre argumentos que, allende su grado de acierto, error o tenor opinable, bastan para descartar la tacha invocada. La admisión de la causal es especialmente restringida cuando se trata de fallos de tribunales superiores provinciales, en temas de hecho y derecho público local, y que la determinación del alcance de la litis y de los pedidos de las partes es materia de los tribunales del caso, ajena a la vía. El a quo expuso razones para descartar tanto el reproche de incongruencia como los dirigidos a la producción y valoración probatoria, y las aserciones de la demandada se evidencian, frente a ello, meramente discrepantes. La valoración probatoria excede la vía extraordinaria y que la practicada por el inferior no se demostró absurda, el a quo hizo hincapié en las constancias incorporadas, como medida para mejor proveer, a fin de actualizar las acompañadas originariamente por los actores en la demanda. En cuanto a lo substancial, en virtud de la ley provincial n° 5588, se facultó al Poder Ejecutivo local a suscribir un acta complementaria del Convenio de Transferencia del Sistema Previsional, para la aplicación en la Provincia del Sistema Jubilatorio para Magistrados y Funcionarios del Poder Judicial de la Nación tipificado en los artículos 8 al 17 y 26 al 33 de la ley n° 24.018, adaptando sus reglas a las particularidades de la jurisdicción. La eventual suscripción del acta complementaria con los alcances y contenidos manifestados en el decreto, proveería adecuada satisfacción al planteo de los actores, tornando abstracta la cuestión discutida en el pleito. En tales condiciones, la cuestión devino abstracta a partir de la suscripción y aprobación del acta complementaria mencionada, pues el litigio ha perdido con ello objeto actual, lo que obsta a su consideración por la Corte. Sin perjuicio de lo dicho, no es ocioso concluir anotando que el Alto Tribunal, en un antecedente relacionado con el sub lite, se expidió, en fecha reciente sobre el resultado finalmente confiscatorio del tope del art. 9°, inciso 3°, de la ley n° 24.463, respecto de un beneficio previsional ajustado a los términos de la ley n° 4.042.


    Cau Loureyro, Gustavo y Paganini, María Virginia c/ Estado Provincial s/ Acción declarativa de certeza


    C, 162, L. XLV, 23 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda por reintegro de aportes. Competencia del fuero de la seguridad social: artículo 2° de la ley 24.655.


    Los accionantes dirigen su planteo, centralmente, al cese y el consiguiente reintegro de aportes indebidos realizados al régimen de obras sociales.  El artículo 2° de la ley 24.655 otorgó a los Magistrados del fuero de la Seguridad Social el conocimiento de los procesos relativos a la ejecución de obligaciones contempladas en el artículo 24 de la ley 23.660. Por ello, en el marco de una interpretación razonable de dicha norma, dada la específica versación que por la materia posee dicho fuero, la causa debe tramitar ante el Juzgado Federal de la seguridad Social.


    Palavecino, Carlos Daniel y otros c/ EN - Ministerio de Justicia-PFA- Dto. 582/93 1419/07


    COMP, 985, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra Anses. Reclamo por haber jubilatorio. Fecha inicial de pago. Período adeudado prescripto. Sentencia arbitraria: omisión de tratamiento cuestiones conducentes para la solución del caso.


    La interpretación de las normas que en el caso han efectuado la Anses como el a quo ha incurrido en un excesivo rigorismo formal, en desmedro de los derechos del beneficiario. De las actuaciones surge que lo requerido por el organismo previsional se redujo a un mero formalismo, pues no tuvo incidencia alguna en cuanto al resultado del trámite, salvo el tiempo transcurrido para el inicio del pago del beneficio. Nótese que el actor, ante el reclamo referido, se limitó a solicitar la prescripción del periodo demandado, circunstancia que neutralizó toda ventaja recaudatoria para la administración y que, en cambio, le significó la postergación de la percepción del beneficio previsional, por el tiempo en que aquella se demoró en realizarlo, es decir más de un año.


    Ramos, Alberto Oscar c/ Anses s/ Prestaciones varias


    R, 36, L. XLII, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Prestación previsional de magistrados. Pedido de inclusión reintegro por gastos protocolares al haber básico. Solicitud para liquidar la prestación en un 85% de la remuneración total. Inadmisibilidad de la queja.


    Resulta innegable la existencia de exigencias protocolares inherentes a la responsabilidad y cometido en actividad de ministros, secretarios y subsecretarios del Poder Ejecutivo Nacional; y por otro, no resulta menos claro, que nos se efectivizaron aportes y contribuciones en relación al reintegro, pese a lo establecido en la legislación respectiva. Por otra parte, los defectos argumentales del recurso, obstan a su procedencia a la luz del artículo 15 de la ley 48, lo que se encarece en un supuesto como el estudiado en el que se contienden, entre otros, aspectos que remiten al examen de extremos fácticos y procesales relativos a los rubros que deben considerarse a los fines previsionales, ajenos a la vía. En tales condiciones, a la par de no advertir en el sublite la excepcional tacha que se alega, se aprecian razonablemente los extremos federales involucrados en la cuestión, por lo que procede confirmar la sentencia en cuanto fue materia de recurso.


    Bertrán, Rufino José y otros c/ Anses s/ Reajustes varios


    B, 2324, L. XLI, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Reajuste previsional. Plazo de prescripción para el cobro de las diferencias adeudadas. Prueba conducentes. Fines tuitivos de la legislación previsional.


    Corresponde habilitar la instancia en tanto lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con menoscabo de las garantías constitucionales. Ello, toda vez toda vez que la Sala citada basó su postura respecto a la fecha en que debía comenzar a computarse la prescripción para percibir el reajuste solicitado, en una conjetura que no encuentra relación con los elementos probatorios que obran en la causa. Para así decidir textualmente la sentencia "presume" que la administración rechazó un reclamo posterior al invocado por el actor pero no individualizó ni determinó en qué prueba objetiva funda su afirmación.


    Ballesteros, Jorge Honorio s/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes varios.


    B, 711, L. XLIII, 07 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Financiamiento


    Haberes previsionales: requisitos para la disminución. Existencia de confiscatoriedad o arbitraria desproporción. Descuento operado que supera los porcentajes de recortes tolerados históricamente por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    Los agravios esgrimidos cuestionan la resolución 210.111/01 de la Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de la Provincia de Córdoba con sustento en que resulta confiscatoria y, por ende, contraria a las previsiones constitucionales que salvaguardan el derecho de propiedad (arts. 14 y 17, CN). Sobre el tema compete referir que la Corte Suprema reiteró que los haberes previsionales pueden ser disminuidos, sin detrimento de la garantía del artículo 17 de la Ley Fundamental, cuando razones de interés público o bienestar general -o exigencias superiores vinculadas a la subsistencia del sistema o su funcionamiento regular- lo justifiquen, medie sustento legal y el resultado no sea confiscatorio ni arbitrariamente desproporcionado. En ese orden precisó, también, que no se debe atender a un porcentaje fijo de descuento para determinar la existencia de confiscatoriedad o arbitraria desproporción, sino que, evaluando las particularidades de cada supuesto, se han aceptado diversos montos de reducción como no lesivos de los derechos de los agentes en pasividad. En la causa, la a quo apreció que no se ha acreditado ni se presenta evidente que la rebaja en el haber previsional de los actores adquiera caracteres confiscatorios en la medida que, en ningún caso, supera el treinta y tres por ciento del haber de pasividad de los accionantes. La recurrente, por su parte, hace hincapié en que no se debate que la merma en los haberes, por aplicación de la resolución n° 210.111, alcanzó al 30%, a lo que procede añadir la rebaja anterior del decreto 1777/95 y el impacto de la desvalorización monetaria, lo que determina -explica- que, en la práctica, los beneficios se hayan visto reducidos en más del 50%. Si bien compete a la Corte Suprema de Justicia de la Nación considerar la existencia de confiscatoriedad, lo cierto es que en las actuaciones el descuento operado supera los porcentajes de recortes tolerados históricamente por el Tribunal, por lo que se juzga evidenciada la desnaturalización del beneficio previsional de los actores. Se añade a lo anterior que, tanto la resolución n° 210.111/01 como la propia ley 8866, que nada refiere expresamente en torno a la situación salarial de los jubilados del sector, precedieron a la declaración de emergencia del sector público local verificada por el decreto 2656/01, y que, por ende, sin apoyo en una emergencia estricta, vino a privarse a los actores de manera definitiva, como anota la Cámara, de un porcentaje muy relevante de su haber de retiro.


    Castro de Olmedo, María Lucía y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba s/ amparo


    C, 3221, L. XLII, 05 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Funcionamiento


    Cálculo de jubilación ordinaria: artículos 41 y 50 del decreto-ley n° 9650/80. Movilidad de las prestaciones. Monto reducido por el Instituto de Previsión Social de la provincia de Buenos Aires. Haber mensual: setenta por ciento de la remuneración mensual asignada al cargo de que era titular el afiliado a la fecha de cesar en el servicio o en el cargo de mayor jerarquía que hubiese desempeñado.


    La inteligencia conferida por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires a los artículos 41 y 50 del decreto-ley n° 9650/80, en lo que se refiere al cálculo de la jubilación ordinaria y, a partir de ello, a la posterior movilidad de las prestaciones, no se justifica como es menester. Es que, con arreglo a la referida preceptiva, el haber mensual de la jubilación ordinaria "será el equivalente al setenta (70) por ciento de la remuneración mensual asignada al cargo de que era titular el afiliado a la fecha de cesar en el servicio o en el cargo de mayor jerarquía que hubiese desempeñado" (cfr. art 41, párrafo 1°, dec-ley 9650/80) y no, como erróneamente interpretó el Ente previsional, al setenta por ciento de la remuneración asignada al cargo en actividad.


    Cabello, Ángeles Isabel c/ Provincia de Buenos Aires (I.P.S.)


    C, 681, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Regímenes


    Beneficio jubilatorio. Aplicación del tope del art. 9, ley 24.463. Inclusión de sumas regladas por el decreto 838/94: remisión al dictamen de la causa "Bertran, Rufino José y otros c/ ANSES". Antecedente "Arrués".


    La decisión se encuentra al abrigo de la tacha de arbitrariedad propugnada, pues el recurrente no logra demostrar la falta de fundamentación que alega, o la omisión del juzgador de tratar temas conducentes para la correcta solución del pleito, que fueran oportunamente propuestos. Los agravios referidos a la viabilidad de inclusión de las sumas regladas por el decreto 838/94 para el cálculo del monto del correspondiente haber jubilatorio no podrán prosperar, de acuerdo a lo expresado en el dictamen de la causa B. 2324, L. XLI, "Bertran, Rufino José y otros c/ ANSES" al que cabe remitirse por razones de brevedad. Igual suerte deberán correr los planteos dirigidos a sostener la inaplicabilidad del artículo 9° de la Ley de Solidaridad Previsional al beneficio jubilatorio de la actora, pues, en cumplimiento de la sentencia que hizo lugar a la acción declarativa interpuesta por la misma demandante de esta causa, el organismo previsional fijó la fecha de adquisición de su derecho jubilatorio el 31/10/03, y la fecha inicial de pago el 1/11/03, momentos en que ya se encontraba en vigencia la ley 25.668, que eliminó de la 24.018, a partir del 1° de diciembre de 2002, el estatuto para los funcionarios de los Poderes Ejecutivo y Legislativo de la Nación, así como también de la ex Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires. Tal circunstancia, es decir la modificación de la norma por medio de la cual se obtuvo la prestación, hizo que le sean aplicables a los beneficiarios de dicho régimen especial derogado, las disposiciones de las leyes generales como la 24.463, tal como lo sostuvo V.E. en el precedente "Arrués" publicado en Fallos: 329:2146, entre las que se encuentra el sistema de topes allí estipulado.  Sin embargo, cabe poner de resalto que V.E. sostuvo que el mentado art. 9, era válido siempre y cuando no resulte comprobado el perjuicio concreto que ocasionó su aplicación, en medida tal que la merma del haber resultara confiscatoria de acuerdo con la doctrina del Alto Tribunal sentada en la causa "Actis Caporale". De confirmarse en la causa que la deducción practicada representa una suma superior al porcentaje tolerado de acuerdo a la doctrina aquí reseñada cabria declararlo inválido, en dicha medida.


    Krauthamer, Beatriz c/ ANSeS s/ Prestaciones varias


    K, 19, L. XLIV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Prueba del concubinato con el causante para acceder al beneficio previsional de pensión. Valoración de la prueba.


    Para decidir de la forma descripta, los Jueces, tras analizar minuciosamente el material arrimado a la causa, concluyeron que no era factible dilucidar de las probanzas por sí mismas la notoriedad, singularidad y permanencia requerida a fin de demostrar, más allá de la aludida cohabitación, la convivencia de la presentante en aparente matrimonio con el de cujus. Las declaraciones testimoniales fueron valoradas pero consideradas carentes de precisión, escasas e inconsistentes para tener por configurado el concubinato y, al mismo tiempo discordantes con la prueba recogida por la Administración y por la Fiscalía de Estado. La recurrente sólo se limita disentir con la valoración que se efectuó de la prueba producida en autos, sin conmover la conclusión a la que arribó el Superior Tribunal de la Provincia de Buenos Aires.


    Luján, Ester Cornelia c/ Provincia de Buenos Aires - Instituto de Previsión Social s/ demanda contencioso administrativa


    L, 742, L. XLIV, 13 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Prestación jubilatoria. Fecha de adquisición del derecho: cumplimiento de requisitos legales. Demora en la determinación de deuda no atribuible a la recurrente. Beneficio de carácter alimenticio. Procedencia del recurso.


    Las cuestiones oportunamente propuestas por la recurrente, y eventualmente conducentes para la solución del caso, no fueron examinadas por el juzgador, sin que diera, tampoco, razón suficiente para su rechazo, por lo que la resolución carece de base adecuada para sustentarla Ello es así, pues tal como se desprende de las actuaciones, los sentenciantes no tuvieron en cuenta el reclamo referido a la demora en la determinación de la existencia y cuantificación de deuda que no resulta atribuible al recurrente, pues esa tardanza obedece al tiempo transcurrido en la determinación del monto, por aparte de los organismos actuantes (ANSeS y DGI), actividades que, por cierto, no pueden operar en perjuicio de la interesada en razón de la naturaleza alimentaria del derecho debido, como lo entendió el Alto Tribunal en otras oportunidades.  Máxime, cuando una buena parte de la prolongación del trámite obedeció a la errónea determinación del monto adeudado. Corresponde asimismo señalar sobre el punto, que la recurrente procedió a interponer tres pedidos de pronto despacho, requiriendo un pronunciamiento de la administración, sin obtener una respuesta favorable, lo que claramente demuestra su voluntad de impulsar el procedimiento, extremo que tampoco fue ponderado en el decisorio ahora atacado. Así, las circunstancias apuntadas demuestran que la actitud del juzgador no se condice con la extrema cautela con la que los jueces deben actuar al momento de analizar peticiones como la esgrimida, máxime tratándose en el caso de un beneficio de carácter alimentario.


    Aphecarena, Juana María c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ cobro de pesos


    A, 205, L. XLIII, 03 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Sujetos Comprendidos


    Derecho del interesado para jubilarse o el de sus sucesores para obtener pensión: régimen de las disposiciones en vigor a la fecha de la cesación en el servicio o del fallecimiento del causante. Beneficios de la seguridad social: características. Imprescriptibilidad de las jubilaciones, retiros y pensiones. Deber de los jueces al momento de decidir cuestiones que conducen a la denegación de prestaciones alimentarias. Convenios de transferencia previsional celebrados entre las provincias y la Nación.


    El derecho del interesado para jubilarse o el de sus sucesores para obtener pensión, se rige en principio, y salvo precepto legal en contrario, por las disposiciones en vigor a la fecha de la cesación en el servicio o del fallecimiento del causante en su caso. Asimismo, es un principio general que los beneficios de la seguridad social son irrenunciables, y en el caso de las jubilaciones, retiros y pensiones imprescriptibles. La circunstancia de que la provincia de Río Negro celebrara con la Nación el Convenio de Transferencia Previsional, a partir del cual delegó en ella la facultad de legislar en la materia, y derogó la normativa provincial, no puede implicar que la actora pierda el derecho que tenía a obtener el beneficio a la luz de lo normado por la ley local vigente a la fecha del fallecimiento de su progenitor, que dio origen a esa prerrogativa. Los jueces deben actuar con suma cautela cuando deciden cuestiones que conducen a la denegación de prestaciones alimentarias; el rigor de los razonamientos lógicos debe ceder ante la necesidad de que no se desnaturalicen los propósitos tuitivos que inspiran la materia previsional. En este sentido, cabe resaltar, también, que el derecho al beneficio de pensión es imprescriptible, cualquiera fuere el tiempo transcurrido desde el nacimiento del derecho, sin perjuicio de la eventual extinción de los derechos devengados. Mediante los convenios de transferencia previsional celebrados entre las provincias y la Nación, no se pretendió retacear los derechos de quienes gozaban, o debían acceder a los beneficios previsionales; por el contrario, se pretendió evitar que las crisis de financiamiento por las que atravesaban los distintos regímenes locales pudieran proyectarse en desmedro de los jubilados y pensionarios, naturales destinatarios del cambio instrumentado.


    Liccardi Diva, Nora c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ pensiones


    L, 1302, L. XLII, 09 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Personal en retiro de la fuerza policial. Suplementos creados por el decreto n° 2744/93. Artículo 96 de la ley n° 21.965. Remisión a lo dictaminado en S.C. O. 528, L. XLI; "Ortiz, Marcelino y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal".


    Remisión a lo dictaminado en S.C. O. 528, L. XLI; "Ortiz, Marcelino y otros c/ Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal". Allí se dijo que el reconocimiento de la naturaleza general de los suplementos creados por el decreto n° 2744/93 al personal retirado, se encuentra restringido por la manera en que se liquidan tales asignaciones al personal en actividad, y un fallo que excediera tal límite traería aparejada la ruptura de la regla de proporcionalidad establecida por el artículo 96 de la ley n° 21.965.


    Hay, Miguel Angel c/ Estado Nacional y/o Ministerio del interior s/ Ordinario.


    H, 16, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Derecho Individual del Trabajo


    Contrato de Trabajo


    Extinción


    Despido. Arbitrariedad. Sanción conminatoria, art. 132 bis LCT: evaluación parcial de las constancias probatorias. Reconocimiento de la calidad de viajante de comercio, horas extras, condena solidaria: meras discrepancias. Existencia de la relación laboral: falta de tratamiento adecuado.


    Respecto de la sanción prevista en el art. 132 bis de la LCT, por falta total o parcial de ingresos de cuotas, aportes y contribuciones a los organismos de seguridad social, se desprende del fallo una evaluación parcial de las constancias probatorias en cuanto del informe contable se tuvo en cuenta solamente los aportes realizados a partir de octubre de 2000 omitiéndose referencia a la falta de registro en el ANSES del periodo comprendido entre 1987 y 1991 y la prueba informativa que evidenciaba la falta de aportes. La interpretación del a quo se limita a un análisis parcial y aislado de los diversos elementos de juicio, no los integra ni armoniza debidamente en su conjunto, en consecuencia se impone descalificar el pronunciamiento en este aspecto. En cuanto a la interpretación del concepto de viajante de comercio y el planteo relativo a las horas extras, son cuestiones que sólo traducen una discrepancia con la forma en la que fueron apreciados y fijados los hechos y las pruebas en la causa, aspectos que en la medida que fueron tratados y resueltos, tanto por el magistrado de grado como por el a quo con argumentos de igual naturaleza, independientemente de su acierto o error, descartan la tacha de arbitrariedad alegada. Sin perjuicio de ello, si bien lo atinente a la existencia de la relación laboral remite al examen de cuestiones de hecho, prueba y derecho común, ajenas a la instancia extraordinaria, cabe hacer excepción al principio cuando, como aquí ocurre, los jueces de la anterior instancia no han dado adecuado tratamiento a la controversia de acuerdo con las constancias del caso y la normativa aplicable, de forma tal que la decisión se basa en afirmaciones dogmáticas que le dan un sustento aparente.  En atención a la opinión propuesta en el primer párrafo deviene innecesario expedirse sobre los planteos deducidos que se encuentran vinculados a la decisión que en definitiva se adopte con respecto a la aplicación de la situación prevista en el art. 132 bis de la LCT, razón por la cual sería prematuro expedirse sobre la causal de despido. Los agravios referidos a la condena solidaria con fundamento en el art. 30 de la LCT, respecto al primer apartado de la norma sobre la que discute cuestiones de interpretación y alcance propia del derecho común y su relación con los hechos y prueba de la causa, no aparecen más que una mera discrepancia de los decidido por los jueces, máxime teniendo en cuenta que el presupuesto fáctico para la responsabilidad solidaria previsto en ella fue modificado en su texto por la ley n° 25.013 (art. 17). En cambio, resulta atendible el planteo respecto al requisito del cumplimiento del control de las obligaciones laborales pertinentes, pues es evidente la prescindencia del texto legal vigente por parte de los jueces que deberán dar al caso un tratamiento adecuado y con fundamento en la norma que corresponde aplicar.  Merece admitir el planteo referido a la falta de análisis del pronunciamiento respecto de la verificación concreta del control que debe realizar quienes contraten o subcontraten servicios en los términos del art. 30 de la LCT, pues del fallo impugnado no se observa que el a quo hubiese examinado y verificado efectivamente el cumplimiento o no en el caso de tal exigencia.


    Batista, Heraldo Antonio y otro c/ Parrucci, Graeiela y otro s/ despido


    B, 1191, L. XLIV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Declaración de caducidad de dividendos concursales pendientes de cobro. Arts. 218 y 224 de la ley 24.522. Recurso deducido por la fiscal general. Modo de notificación del proyecto de de distribución a los acreedores laborales. Especial protección constitucional del crédito del trabajador. Remisión a los dictámenes de las causas C. 534, L. XLIV, “Clínica Marini s/quiebra”; A. 113, L. XLVI, “Aesa Aceros Especiales S.A. s/ Quiebra” y D. 231, L. XLIV, “Dolce Pasti s/ quiebra”.


    En el sub lite existían fondos suficientes para satisfacer los créditos alimentarios y privilegiados, consideración antecedente que tornaba razonable notificar fehacientemente a los acreedores laborales pendientes. La hermenéutica planteada por la representante del Ministerio Público se inserta en lo resuelto por V.E. en innumerables fallos en los que se sostiene que el trabajador es sujeto de preferente atención constitucional tanto por el art. 14 bis como por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. Consecuentemente, el principio de unidad de acción en que debe desenvolverse este Ministerio Público Fiscal, impide vedar el acceso de la recurrente a una instancia judicial plena.


    Case SACIFIE s/ Quiebra


    C, 1011, L. XLIV, 10 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Declaración de caducidad de dividendos concursales pendientes de cobro. Arts. 218 y 224 de la ley 24.522. Recurso deducido por la fiscal general. Modo de notificación del proyecto de de distribución a los acreedores laborales. Especial protección constitucional del crédito del trabajador. Remisión a los dictámenes de las causas C. 534, L. XLIV, “Clínica Marini s/quiebra”; A. 113, L. XLVI, “Aesa Aceros Especiales S.A. s/ Quiebra”, C. 1011, L. XLIV, “Case SACIFIE s/quiebra”.


    Existiendo fondos suficientes para afrontar el gasto que genere la notificación, al ser solo 5 trabajadores, se debe comunicar la existencia de los fondos a dichos acreedores, ya que no requerirá mayores gastos ni resultaría trabajoso.   La hermenéutica planteada por la representante del Ministerio Público se inserta en lo resuelto por V.E. en innumerables fallos en los que se sostiene que el trabajador es sujeto de preferente atención constitucional tanto por el art. 14 bis como por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos. El principio de unidad de acción en que debe desenvolverse este Ministerio Público Fiscal, impide vedar el acceso de la recurrente a una instancia judicial plena.


    Dolce Pasti S.A. s/ Quiebra


    D, 231, L. XLIV, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Declaración de caducidad de dividendos concursales pendientes de cobro. Arts. 218 y 224 de la ley 24.522. Recurso deducido por la fiscal general. Modo de notificación del proyecto de distribución a los acreedores laborales. Especial protección constitucional del crédito del trabajador. Remisión autos C. 534, L. XLIV, “Clínica Marini s/quiebra”; C. 1011, L. XLIV, “Case SACIFIE s/quiebra” y D. 231, L. XLIV, “Dolce Pasti s/quiebra”.


    La hermenéutica planteada por la representante del Ministerio Público se inserta en lo resuelto por V.E. en innumerables fallos en los que se sostiene que el trabajador es sujeto de preferente atención constitucional tanto por el art. 14 bis como por el Derecho Internacional de los Derechos Humanos.


    Aesa Aceros Especiales S.A. s/ quiebra s/ inc. de apelación


    A, 113, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Despido discriminatorio: planteo de nulidad. Aplicación a las relaciones laborales de la Ley 23.592. Previsiones de la Ley de Asociaciones Sindicales.


    Verificado por los jueces del caso el trato diferenciado, éste debe tener por basamento circunstancias objetivas razonables que justifiquen apartarse de una garantía que es pilar de la forma republicana de gobierno (v. Fallos: 210: 500; 264:301, entre otros). Tal exigencia no podría ser preterida so pretexto de una supuesta libertad de despedir, pues resultaría intolerable y no podría alegarse con seriedad que dicha excepción se configurase por la mera circunstancia de ser laboralmente dependiente y haber celebrado un contrato de trabajo, de forma tal que el empleado afectado fuese discriminado doblemente, al provocarse el acto que dio origen al reclamo y, luego, al vedarle el acceso al amparo de la Ley Antidiscriminatoria (N° 23.592); disposición que, como se expuso, convoca a estudiar el caso desde una óptica más amplia que el mero interés de los litigantes porque involucra y afecta a toda la comunidad. Pretender que la aplicación al caso de la mencionada ley "está condicionada a que el trabajador se encuentre comprendido en alguna de las previsiones contenidas en los artículos 48, 50 y 52 de la ley de Asociaciones Sindicales", estaría distinguiendo donde la norma no distingue e imponiendo una carga que la ley no exige.


    Ledesma, Florencio c/ Citurs Batalla S.A. s/ Sumarisimo.


    L, 263, L. XLV, 07 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Reclamo de indemnización por despido, salarios adeudados, entrega de certificados art. 80 LCT. Vínculo de empleador plural. Derecho de percibir comisiones. Arbitrariedad. Apartamiento de las constancias de la causa. Sentencia que no constituye una derivación razonada del derecho vigente.


    La sentencia atacada no provee un análisis razonado de cuestiones oportunamente introducidas y conducentes para la correcta dilucidación del pleito. Le asiste razón a la recurrente en cuanto al agravio referido al rechazo del reclamo por el descuento de las comisiones percibidas, pues la decisión carece de todo apoyo en las constancias de la causa e inclusive resuelve de manera contraria al fallo "Aguirre", que se invoca en el decisorio y se aparta de lo dispuesto en el art. 108 de la LCT. El a quo decidió dejar sin efecto la condena a reintegrar las sumas descontadas, sin explicar por qué razón, no correspondía hacer lugar al reclamo, máxime teniendo en cuenta que el planteo deducido por las demandadas se apoyaba en la cláusula que establecía que dicho rubro se haría efectivo una vez constatado "el efectivo ingreso del aporte del afiliado", extremo éste que fue resuelto en sentido contrario por el segundo punto del plenario de marras. Razón por la cual, la forma en que tomó la decisión el a quo parece contradecir su propio razonamiento sobre el mencionado plenario. En cuanto al segundo agravio, referido al supuesto de la figura del "empleador plural", que el a quo entiende que se dio en el presente caso cuando aplicó el art. 26 de la LCT y por ende descartó la posibilidad que existiese entre el trabajador y las codemandadas distintos contratos de trabajo. Decidió que hubo un solo vínculo, a partir del cual consideró que se percibieron salarios razonables, que según su criterio excluían la pretensión de créditos insatisfechos. En tales condiciones, le asiste razón a la recurrente cuando sostiene que el a quo se aparta de las constancias dela causa. El fallo omite dar un tratamiento adecuado al planteó referido a que le está vedada a la empresa Consolidar AFJP SA "formular ofertas complementarias fuera de su objeto", según lo dispone el art. 59 de la ley 24.241; en cuyo marco cobra relevancia el argumento del actor referido al mantenimiento de contratos de objeto diferentes, separados entre s, con cada una de las restantes codemandadas. Es decir, la averiguación de la existencia, o no, de una pluralidad de contratos.  Dé esa manera, el fallo satisface sólo en forma aparente la necesidad de ser una derivación razonada del derecho vigente con referencia a los hechos de la causa. Por lo tanto, debe ser descalificado en su carácter de acto judicial. Situados en dicho plano, es menester recordar que es condición de validez de los pronunciamientos jurisdiccionales que sean fundados exigencia que no se orienta exclusivamente a contribuir al mantenimiento del prestigio de la magistratura, sino que procura la exclusión de decisiones irregulares y que no aparece debidamente satisfecha en el presente caso tal exigencia, procediendo, por ende, que se invalide el fallo de la alzada. Es del caso destacar que lo apuntado exime de analizar los restantes agravios, sin que, por cierto, ello implique abrir juicio sobre la solución que, en definitiva, proceda adoptar sobre el fondo del asunto.


    Lopardo, Gustavo Antonio c/ Consolidar AFJP S.A. y otros s/ Diferencias de salarios


    L, 471, L. XLIV, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Inaplicabilidad impuesto a las ganancias sobre indemnización prevista en el art. 52 de la ley 23.551. Procedencia repetición. Remisión D. 1148, L. XLII, "De Lorenzo, Amalia Beatriz (TF 21.504-1) c/ DGI".


    La suma de cuya gravabilidad se trata -es decir la integrada por los conceptos denominados como "indemnización por estabilidad gremial" e "indemnización por asignación gremial" en el convenio homologado la Secretaría de Trabajo de la Provincia de Buenos Aires, es aquella prevista en el art. 52 de la ley 23.551. En efecto, en el cuarto párrafo de dicho precepto se estipula que el trabajador que ejerce funciones de representación sindical, además de las garantías de estabilidad dadas en la misma ley (v. gr. arts. 48, 50 y cc.), tiene la opción de considerar extinguido el vínculo laboral y colocarse en situación de despido indirecto, en cuyo caso tiene derecho a cobrar, además de las indemnizaciones por despido, "una suma equivalente al importe de las remuneraciones que le hubieren correspondido durante el tiempo faltante al del mandato y el año de estabilidad posterior". El resarcimiento en trato carece de la periodicidad y de la permanencia de la fuente necesaria para quedar sujeto al gravamen, en los términos del art. 2° de la ley del impuesto a las ganancias, ya que es directa consecuencia del cese de la relación laboral. Dicho en otros términos, desde un orden lógico de los sucesos, se impone reconocer que primero ocurre el cese de la relación de trabajo y, luego, como consecuencia suya, nace el derecho a la indemnización.


    Cuevas, Luis Miguel c/ AFIP - DGI s/ Contencioso administrativo


    C, 1676, L. XLIV, 12 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Empleo público. Demanda por diferencias indemnizatorias salariales. Ley 20.767. Multas aplicadas por infracción a las leyes de trabajo: porcentaje como incentivo al trabajador inspector. Condiciones para su cobro.


    La solución no radica en interpretar las normas del fondo de reconversión laboral ni las referidas al régimen previsional -concepto de remuneración- como propone la parte recurrente, sino en aplicar la ley 20.767 -que sustituyó el art. 73 de la ley complementaria permanente de presupuesto 11.672 y que fue derogada por el art. 15 del anexo II de la ley 25.212-. De ello cabe concluir que se requieren varias condiciones conjuntas para cobrar este "incentivo" al trabajo: 1) que el empleado inspector labre un acta de infracción; 2) que, además, la multa motivo del acta se perciba efectivamente; 3) que el monto a percibir no corresponda al trabajador perjudicado por la infracción. El posible importe adicional no es fijo sino aleatorio y se cobra en tanto y en cuanto el inspector -por su propia labor personal- labre multas por infracciones a las leyes laborales. De modo tal que si no fija sanciones o, a todo evento, si de las actas labradas no se perciben los montos de las multas por la autoridad de aplicación, el empleado no cobra adicional alguno. Por lo tanto mal podría formar parte de la indemnización una suma sujeta a la propia actividad, en este caso, no ejercida, por el actor.


    Garrido, Juan Alberto c/ P.E.N. - Ministerio de Trabajo y Seguridad Social s/ Empleo público


    G, 348, L. XLIV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Sujetos


    Indemnización por incapacidad por enfermedad laboral. Planteo de inconstitucionalidad del art. 46.1 de la Ley de Riesgos del Trabajo. Listado de enfermedades profesionales. Precedente "Castillo" (Fallos 327:3610), "Aquino" (Fallos 327:3753) y "Silva" (Fallos 330:5435). Validez de los arts. 21 y 22 de la LRT: remisión al dictamen de autos. A. 1165, L. XL.


    El Superior Tribunal reprochó la falta de demostración, en sede administrativa, de la inclusión en el listado respectivo de las patologías denunciadas, cuando precisamente esa cuestión fue motivo de impugnación constitucional, pues la Sala única de la Cámara de Trabajo de la provincia tras admitir la competencia rechazó la excepción de falta de acción con fundamento en que el trabajador no agotó el trámite recursivo ante la Comisión Médica Central respecto de las patologías rechazadas en el ámbito administrativo por no estar en el listado de enfermedades profesionales (lumbocialtalgia, hipertensión arterial, neurosis y artropatía de ambas manos) ni demostrado que la denegación en esa oportunidad hubiese sido arbitraria. En el precedente “Castillo”, la Corte admitió soslayar la actuación en sede administrativa pues el actor articuló su pretensión directamente ante la justicia, sin que hubiese sido un obstáculo el haber preterido la instancia ante las comisiones médicas; inclusive, sin cuestionar la validez de los artículos 21 y 22 de la LRT, articuló su pretensión dentro del marco reparador de la ley 24.557 y, segundo, que en el precedente Aquino, el Superior Tribunal reconoció el accionar con la amplitud de debate que garantiza el trámite judicial a todo ciudadano, con fundamento en que la vía jurisdiccional no estaba cerrada pese a la existencia de un trámite administrativo obligatorio.  En el caso “Silva” señaló que no parecen quedar dudas de que la LRT, de 1995, es incompatible con el orden constitucional y supralegal enunciado, puesto que ha negado todo tipo de reparación al trabajador víctima de una enfermedad que guarda relación de causalidad adecuada con el trabajo, por el sólo hecho de que aquélla no resulta calificada de enfermedad profesional en los términos de dicha norma.


    Obregon, Francisco Victor c/ Liberty ART s/ Demanda


    O, 223, L. XLIV, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 

  


  
    Capítulo VII


    Derecho Penal


    Derecho Constitucional


    Declaraciones, Derechos y Garantías


    Garantías


    Querella por injurias. Derogación del delito con posterioridad a la interposición del recurso extraordinario. Retroactividad de la ley mas benigna.


    Los fallos de la Corte Suprema deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque ellas sean sobrevinientes a la interposición del Recurso Extraordinario.


    D. G., Héctor Raúl s/ Querella por injurias -Causa N° 4455-


    D, 666, L. XLIV, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Parte Especial


    Delitos Previstos en el Código Penal


    Delitos contra el Orden Público


    Denuncia contra el Embajador del Estado Israelí tras considerar que sus manifestaciones habrían tenido la voluntad de instar a cometer delito de genocidio en nuestro Estado. Inexistencia de delito.


    No debe solicitarse la conformidad de juzgamiento del Estado extranjero, en los términos del artículo 24, inciso 10, del decreto-ley 1285/58, toda vez que los hechos denunciados no tendrían entidad suficiente para constituir un hecho delictivo, pues sólo una interpretación extrema y fuera de contexto sobre la expresión 'extinguir', podría otorgarle el alcance que los denunciantes pretenden.


    R., Domingo y T., Esteban s/ Denuncia.


    R, 79, L. XLVI, 31 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Procesal Constitucional


    Recurso Extraordinario Federal


    Alegada violación a la garantía de juez imparcial. Juzgamiento en plazo razonable. Principio de legalidad. Facultad jurisdiccional de ordenar una instrucción suplementaria. Concepto de documento público con finalidad de acreditar identidad. Doctrina de la arbitrariedad.


    La cuestión constitucional debe plantearse en la primera oportunidad posible en el curso del proceso, exigencia que tiene por objeto que el tema de agravio haya sido sometido a las instancias ordinarias y debatido en ellas, evitando así lo que constituye una reflexión tardía de las partes en cada caso concreto. A fin de determinar la existencia de imparcialidad del juzgador debe analizarse qué tipo de actuación le incumbió al magistrado en la etapa preparatoria del juicio. Habría que verificar si la actuación del juez en esa oportunidad demostró signos claros que pudieran generar en el imputado dudas razonables acerca de su neutralidad frente al caso. El principio de legalidad enunciado en el artículo 18 de la Constitución Nacional, si bien proscribe la aplicación analógica o extensiva de la ley penal, no impide la interpretación de sus normas que, en cuanto legales, requiere también la determinación de su sentido jurídico, función que es propia del Poder Judicial. La escritura de reconocimiento de filiación no puede ser considerada documento público que tiene por finalidad acreditar identidad, a diferencia de los certificados de nacimiento y de parto, que fueron expresamente incorporados mediante la ley 24.410.


    M., Walter Luis; G., María Angela y G., Miguel Luis s/ Falsedad ideológica de instrumento público destinado a acreditar la identidad de las personas y otros - Causa Nº 3255/08


    M, 88, L. XLV, 19 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S. C. C. N° 1389, L. XLIV "Cano, Jorge Osear s/ Recurso de casación".


    M., Luis Alberto s/ Recurso de Casación


    M, 282, L. XLV, 03 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Procesal Penal


    General


    Jurisdicción y Competencia


    Conflicto de competencia entre Juzgado Federal y Juzgado de garantías. Uso de fotocopia de D.N.I. adulterado como parte del ardid para cometer una estafa. Declinación a favor de la Justicia Federal por tratarse de un documento público.


    Atento el carácter federal que reviste un documento nacional de identidad corresponde al fuero de excepción conocer acerca de su presunta falsificación y uso, y que la circunstancia de que se hubieran utilizado fotocopias de ese instrumento, habilita de igual modo la jurisdicción federal. Cuando una estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial - esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    B., Juan Carlos s/ Inf. art. 172 C.P.


    COMP, 601, L. XLV, 15 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 

  


  
     


    Capítulo VIII


    Derecho Procesal Civil y Comercial


    Parte Especial


    Medidas Cautelares


    Medida cautelar solicitada por colegio notarial provincial. Gravedad institucional. Ley 25.246. Posible perturbación del derecho a desempeñar actividad laboral lícita. Viabilidad de las medidas precautorias: verosimilitud del derecho invocado y peligro irreparable en la demora.


    La doctrina de la Corte enseña, por un lado, que los recaudos de viabilidad de las medidas precautorias deben ser ponderados con especial prudencia cuando una decisión favorable altera el estado de hecho o de derecho existente al momento de su dictado y configura un anticipo de jurisdicción respecto del fallo final de la causa, así como aquella otra que resalta que todo sujeto que pretenda la tutela anticipada proveniente de una medida cautelar debe acreditar la existencia de verosimilitud en el derecho invocado y el peligro irreparable en la demora, ya que resulta exigible que se evidencien fehacientemente las razones que justifican resoluciones de esa naturaleza. En autos la peticionaria de la medida cautelar concedida por la cámara no logra satisfacer plenamente esos requisitos, aun cuando es bien sabido que para despachar este tipo de medidas no se requiere certeza absoluta por parte de los jueces. La Corte ha dicho en forma reiterada que la viabilidad de las medidas precautorias se halla supeditada a que se demuestre ese requisito, así como el peligro en la demora (art. 230 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), y dentro de aquéllas, la innovativa es una decisión excepcional porque altera el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de su dictado, habida cuenta de que configura un anticipo de jurisdicción favorable respecto del fallo final de la causa, lo que justifica una mayor prudencia al apreciar los recaudos que hacen a su admisibilidad. En el caso, la orfandad de pruebas en cuanto al peligro inminente que se derivaría sobre la actividad del Colegio actor y de los escribanos que lo conforman surge palmaria, toda vez que ningún elemento se aporta para justificar este requisito, en tanto la posible aplicación de sanciones por incumplimiento a las normas de la ley 25.246 y de la resolución 10/04 son hipotéticas y conjeturales en este estado del proceso. Ello, sumado a los gravosos efectos que la cautelar provoca tanto a la autoridad de aplicación de esa ley como al interés general, en la medida en que impide totalmente a la Administración que ejerza los poderes legalmente atribuidos en todo el ámbito territorial provincial y con respecto a todos los actos en los que intervengan los notarios de la Provincia, conduce a sostener que, en el caso, aquélla es pasible de ser descalificada.


    Colegio Notarial de Mendoza c/ PEN (U.I.F.) s/ Ordinario


    C, 329, L. XLIV, 30 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Clases


    Traba de embargo sobre los fondos de la citada empresa en garantía. Aplicación del artículo 56 de la Ley 24.522. Inaplicabilidad del Coeficiente de Estabilización de Referencia. Falta de aplicación por parte del a quo de la normativa dictada con motivo de la emergencia (Ley 25.561).


    Asiste razón a la apelante toda vez que el a quo para resolver, en definitiva, que el monto de la franquicia pactada originariamente y con anterioridad al dictado de la Ley N° 25.561, resultaba superior a la suma de condena, citando a tal efecto la sentencia final, omitió valorar que por resolución del magistrado de primera instancia, que se encuentra firme, fue aprobada la liquidación presentada por la demandada que ascendía a un monto mayor. Además, surge diáfano que constituyó materia de agravio de la citada en garantía en los recursos presentados contra la decisión mencionada, la falta de aplicación por parte del a quo de la normativa dictada con motivo de la emergencia (Ley N° 25.561), que convertiría, según su pretensión, la franquicia en un monto superior al de condena, posición que fue controvertida por la parte actora. Asimismo, si bien fueron pagados emolumentos a la profesional y la ejecución siguió su curso, ello no torna abstracta la cuestión a decidir que involucra el alcance de la franquicia en cuanto a su monto por aplicación del plexo normativo de emergencia, y su impacto en las obligaciones contractuales de la aseguradora.


    Diaz, Ivana Esmeralda c/ Transportes Metropolitanos General San Martin s/ Daños y Perjuicios.


    D, 681, L. XLIII, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Presupuestos


    Cargos específicos destinados al desarrollo de obras de infraestructura energética. Medida cautelar de suspensión de la aplicación de la ley 26.095. Presunción de legitimidad de los actos estatales. Necesidad de extrema prudencia en la apreciación de las circunstancias. Falta de configuración de los recaudos de procedencia de la cautelar.


    El tribunal ha concedido la medida precautoria sin que se encontraran configurados los recaudos para su procedencia, es decir que la resolución recurrida carece de sustento válido y es por lo tanto arbitraria, al no constituir una derivación razonada del derecho vigente con particular aplicación de las circunstancias de la causa. No se advierte configurada la verosimilitud del derecho esgrimido por la actora frente a la presunción de legitimidad que es propia de los actos estatales como los impugnados. Ello, por cuanto la ley 26.095, que declaró el desarrollo de obras de infraestructura energética como objetivo prioritario y de interés del Estado Nacional, tuvo como finalidad adoptar medidas tendientes a minimizar los riesgos de desabastecimiento energético y atender el aumento de la demanda debido a los niveles de crecimiento económico registrado en los últimos años. Sin embargo, esos aspectos de fundamental importancia fueron omitidos al decretarse la cautelar, neutralizando así la aplicación de una ley formal del Poder Legislativo y de los actos de las autoridades competentes dictados en su consecuencia. La Corte ha señalado que la presunción de validez que debe reconocerse a los actos de las autoridades constituidas obliga en procesos precautorios que, como el presente, son de un limitado conocimiento, a una severa apreciación de las circunstancias del caso y a una actuación con suma prudencia por parte del Máximo Tribunal que, sin resignar por cierto su función de custodio de la Constitución, evite que medidas de esta índole comprometan la actuación de los poderes públicos en un ámbito tan sensible para el desarrollo económico y la prestación de los servicios públicos.


    Cerámica Fighiera S.R.L. c/ Estado Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    C, 375, L. XLV, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Procesos Especiales


    Declaración de Incapacidad e Inhabilidad


    Declaración de incompetencia: tribunal que debe llevar adelante el control legal. Inmediación: favorecimiento del seguimiento judicial directo y personal del afectado por la medida, de la concentración de todas las diligencias destinadas a determinar su estado de salud y de la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos.


    En Fallos: 328:4832, la Corte Suprema de Justicia de la Nación señaló que la inmediación, de un lado, coadyuva a un seguimiento judicial directo y personal del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración de todas las diligencias destinadas a determinar su estado de salud, como asimismo a la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos, evitando la dilación excesiva en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria. En concordancia con dicho criterio, toda vez que el causante está internado en la Clínica Abrines, sita en la localidad de Quilmes, Provincia de Buenos Aires, resulta aconsejable que, propendiendo a una mayor eficacia de la actividad tutelar, sea el Tribunal Colegiado de Instancia Única del Fuero de Familia N° 2 de Quilmes, Provincia de Buenos Aires, el que lleve adelante el pertinente control legal.


    R., C. G. s/ artículo 482 Código Civil


    COMP, 296, L. XLVI, 14 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Derechos y garantías fundamentales de las personas afectadas por discapacidades profundas. Causante que quedó sin la debida vigilancia Judicial durante un extenso período. Deficiencia en los actos procesales. Valor indiscutible de la capacidad en la conciencia jurídica actual: oportunidad para realizar la pericia psiquiátrica, en los términos del art. 155 del Código Civil. Marcada inobservancia de garantías de jerarquía superior, que hacen tanto al debido proceso, como a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de los discapacitados. Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 145, L. XLIV, "F.C.M. s/ insania"; S.C. Comp. 191, L. XLIV, "L.R. s/ art. 482 Código Civil", y S.C. Comp. 233, L. XLIV,"N.E. s/ internación".


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha puesto especial énfasis en la necesidad indispensable de que se resguarden los derechos y garantías fundamentales de las personas afectadas por discapacidades profundas, en virtud de las condiciones de vulnerabilidad, fragilidad, impotencia y abandono a las que, con frecuencia, se ven sometidos. A la luz de esa directiva, y sin perjuicio del motivo concreto por el que llegan los autos a esta instancia, no puede dejar de destacarse que, en la especie, la remisión de los antecedentes al tribunal provincial insumió catorce meses, y la elevación del expediente a esa Corte llevó prácticamente un año. Consecuentemente, la causante quedó sin la debida vigilancia Judicial durante un extenso período, carencia que, por lo demás, se repite a lo largo del expediente. En esa misma línea, se advierto que -aunque transcurrieron casi catorce años desde que el Ministerio Pupilar impulsó la acción -, no se ha definido aún la situación jurídica de la causante. Paralelamente, los actos cumplidos en ese sentido adolecen de serias deficiencias pues, por un lado, no se ha notificado en forma personal la apertura a prueba y se sustanció la diligencia probatoria central (art. 631 del CPCCN), a pesar de que la junta médica no se había constituido en legal forma. Por otra parte, en momentos cruciales del proceso (como son la evaluación médica antedicha y la notificación del traslado previsto por el art. 632 CPCCN), no se han adoptado recaudos mínimos para asegurar la participación efectiva de la denunciada (por ejemplo, a partir de la realización de esos trámites en espacios especiales, con presencia de intérpretes idóneos), en orden al ejercicio pleno de la defensa en juicio. Tampoco se han realizado a través de especialistas en la materia los test de medición de las funciones auditivas y vocales y de la comunicación escrita, en pos de verificar y, en su caso, establecer la extensión y posible abordaje de las patologías que pudieren existir a ese nivel. Esto se dice porque nuestro sistema contempla separadamente los supuestos de demencia y sordomudez -que, por cierto, obedecen a realidades diversas-, distinción que debería llevar a que los jueces fueran particularmente prudentes a la hora de encauzar la calificación legal, proveyéndose de todos los elementos técnicos adecuados para determinar con la mayor certeza la índole de la alteración orgánica, y del impedimento para darse a entender por medio de la escritura (doct. de los arts. 54, incs. 3° y 4°, y 141 del Código Civil). Entonces, habida cuenta del valor indiscutible que reviste la capacidad en la conciencia jurídica actual, sólo después de haberse definido aquel marco, podrá darse paso a la pericia psiquiátrica, en los términos del art. 155 del Código Civil, rodeando sus operaciones de todos las previsiones que salvaguarden razonablemente la posibilidad de expresión genuina por parte de la denunciada y teniendo en cuenta los hallazgos que, respecto de las repercusiones concretas en la vida de relación, se hayan hecho en los informes socio-ambientales pertinentes. Finalmente, en el plano patrimonial, no obstante el rigor ínsito en la materia precautoria, no se instó la reinscripción de la inhibición general de bienes decretada, por lo que ésta caducó. Entre tanto, se enajenó un inmueble que podría ser de titularidad de la causante, sin autorización judicial y sin posterior control sobre el destino del producido. A esto se agrega que la medida cautelar sólo se ha vuelto a anotar en el Registro de la Propiedad Inmueble local. Todo lo dicho, entonces, devela una marcada inobservancia de garantías de jerarquía superior, que hacen tanto al debido proceso, como a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de los discapacitados, mandatos todos ellos de fuente constitucional y supranacional que comprometen la responsabilidad jurisdiccional de modo perentorio. Por ello, se aconseja que ese estado de cosas sea corregido inmediatamente por el tribunal que la Corte Suprema de Justicia de la Nación seleccione para hacerse cargo del seguimiento del caso.


    F., A. S. s/ Insania


    COMP, 321, L. XLVI, 04 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Derechos y garantías fundamentales de personas afectadas por eventuales trastornos mentales y de aquellos sometidos a una internación psiquiátrica coactiva. Dilucidación del tribunal competente: criterios para adjudicar la competencia. Remisión a Fallos: 328:4832.


    El juez del lugar donde se encuentra internado el presunto incapaz es el más apto para conocer en el trámite a él vinculado toda vez que, por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, y la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos, como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal.


    A., Sergio Alejandro s/ Internación


    COMP, 973, L. XLV, 04 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Derechos y garantías fundamentales de personas afectadas por eventuales trastornos mentales y de aquellos sometidos a una internación psiquiátrica coactiva. Dilucidación del tribunal competente: criterios para adjudicar la competencia. Remisión a Fallos: 328:4832.


    El juez del lugar donde se encuentra internado el presunto incapaz es el más apto para conocer en el trámite a él vinculado toda vez que, por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, y la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos, como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal.


    R., R. A. s/ insania y curatela


    COMP, 1069, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Fiscalización del régimen de internación. Lugar de internación distante. Eficacia de la actividad tutelar. Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. Comp. 107, L.XIV, "P., O.M.T s/ insania y curatela".


    En la especie, el causante está internado en un centro de rehabilitación sito en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, desde el año 1995, alejada más de dos mil kilómetros de la Ciudad de Rio Gallegos. Aquella notable distancia física constituye una realidad que supera ampliamente al texto del art. 405 del Código Civil. De ahí que -de ceñirnos ciegamente a la letra de dicho precepto, soslayando esa circunstancia objetiva de peso innegable-, se caería en el dispendio de duplicar intervenciones jurisdiccionales, a propósito del cumplimiento de las revisiones periódicas (exámenes médicos, encuestas ambientales y rendiciones de cuentas). Y, fundamentalmente, se obstruiría el control directo propio de la función del juez de la insania, poniéndose en crisis la agilidad -incluso, la urgencia impostergable-, con que deben solventarse ciertas vicisitudes propias de la enfermedad mental y de la vida misma del incapaz. Por ello, y propendiendo a una mayor eficacia de la actividad tutelar, corresponde que sea el Juzgado Nacional -donde tramita el control de internación del incapaz-, el que siga entendiendo en las presentes actuaciones.


    A., M. H. s/ Insania


    COMP, 343, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Lugar de internación en otra jurisdicción. Control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida. Principios de inmediatez y economía procesal.


    El juez del lugar donde se encuentra internado el causante es el más apto para conocer en el trámite, toda vez que por un lado su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida, y de otro favorece la concentración en este marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal.  Por ello, y toda vez que el causante se encuentra internado en una clínica de la localidad de Ituzaingó, Provincia de Buenos Aires, resulta aconsejable que a los fines de una eficaz protección sea el juzgado de esa ciudad el que entienda y decida en el control de la salud psicofísica del causante.


    V., Luis Alberto s/ Insania y curatela


    COMP, 988, L. XLV, 04 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Lugar de internación en otra jurisdicción. Eficacia de la actividad tutelar.


    El Juzgado Nacional ha hecho el seguimiento de la problemática desde el año 2000, dictando sentencia de incapacidad en el año 2001. Toda vez que, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que la causante está internada en la localidad de Loma Hermosa, Provincia de Buenos Aires -totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar-, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente la interesada, el expediente debería tramitar ante el tribunal de familia provincial.


    T., M. A. s/ Insania


    COMP, 331, L. XLVI, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Lugar de internación en otra jurisdicción. Eficacia de la actividad tutelar. Custodia y promoción activa de derechos y garantías fundamentales.


    Este expediente tramitó ante la Justicia Nacional, desde el año 1982. Así las cosas, atento a que no ha habido una variación de las condiciones iniciales con suficiente entidad como para justificar un desplazamiento de la competencia, y ponderando que el lugar actual de internación del causante, está ubicada en la localidad de Remedios de Escalada -accesible para la efectiva tarea tutelar-, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente la interesada, el expediente debería tramitar ante el Tribunal de Familia provincial. Por otro lado, en orden a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de esta persona enferma, se deben destacar los yerros y dilaciones en que se incurrió a lo largo de estas actuaciones.


    S., A. s/ Inhabilitación art. 152 bis


    COMP, 133, L. XLVI, 22 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Lugar de internación en otra jurisdicción. Eficacia de la actividad tutelar. Debida vigilancia judicial. Custodia y promoción activa de derechos y garantías fundamentales.


    Toda vez que el interesado está alojado en un establecimiento sito en Mercedes, Provincia de Buenos Aires, resulta aconsejable que -propendiendo a una mayor eficacia de la actividad tutelar-, sea el juzgado de familia provincial, el que lleve adelante el pertinente control legal. Por otro lado, los tribunales comprometidos en el conflicto de competencia han priorizado este último aspecto en detrimento de la debida vigilancia judicial que, en los hechos, se encuentra suspendida. En consecuencia, en orden a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales del causante, se recomienda que tanto el juez como el Ministerio Público de la Defensa que hayan de actuar, arbitren los medios para que con suma urgencia se efectúe un examen médico-forense acerca del estado de salud del causante, y de la necesidad de continuar el tratamiento con internación. De ser así, deberá evaluarse la adecuación de la casa terapéutica a los requerimientos de aquél, y, en el futuro, actualizarse con una frecuencia razonable los reportes institucionales, los controles médicos y ambientales, y el contacto personal del juez con el causante.


    R., L. M. s/ Internación


    COMP, 410, L. XLVI, 30 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Lugar de internación. Eficacia de la actividad tutelar. Protección de derechos y garantías fundamentales. Debida vigilancia judicial. Necesidad de exámenes médico forenses periódicos. Adecuación del establecimiento.


    Toda vez que el causante está internado en un centro de rehabilitación sito en Fco. Álvarez, Moreno, Provincia de Buenos Aires, resulta aconsejable que, propendiendo a una mayor eficacia de la actividad tutelar, sea el juzgado provincial, el que lleve adelante el pertinente control legal. Por otro lado, esta persona -alojada en un establecimiento desde hace tres años-, ha carecido por un extenso período de la debida vigilancia judicial, que, por lo demás, tampoco se había cumplido con anterioridad. Frente a la gravedad de la situación descripta, y en orden a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de esta persona enferma, resulta imprescindible que tanto el tribunal como el Ministerio Público de la Defensa que intervengan, se encarguen de arbitrar los medios para que con suma urgencia se efectúe un examen médico-forense acerca del estado de salud del causante, y de la necesidad de continuar el tratamiento con internación. De ser así, deberá evaluarse la adecuación del establecimiento a los requerimientos de aquél y, en el futuro, actualizarse con una frecuencia razonable los reportes institucionales, los controles médicos y ambientales, y el contacto personal del juez actuante con el causante.


    M., A. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP, 176, L. XLVI, 23 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Lugar de residencia en otra jurisdicción. Eficacia de la actividad tutelar.


    El Juzgado Nacional ha hecho el seguimiento de la problemática desde el año 1998 dictando sentencia de insania en 1999. Toda vez que, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que la causante se encuentra residiendo en la localidad de Avellaneda; Provincia de Buenos Aires -totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar- corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional.  Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente la interesada, el expediente debería tramitar ante el Tribunal de Familia provincial.


    C., S. B. s/ Insania y Curatela.


    COMP, 174, L. XLVI, 16 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Lugar de residencia en otra jurisdicción. Eficacia de la actividad tutelar.


    El Juzgado Nacional ha hecho el seguimiento de la problemática, dictando sentencia de incapacidad en el año 1989. Así las cosas, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando, que el causante se encuentra desde el año 2001 residiendo en la localidad Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires Aires -totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar-, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional.  Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante, el expediente debería tramitar ante el Tribunal de Familia provincial.


    H., M. C. s/ Incidente de familia


    COMP, 10, L. XLVI, 23 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Lugar de residencia en otra jurisdicción. Eficacia de la actividad tutelar.


    El Juzgado Nacional ha hecho el seguimiento de la problemática, dictando sentencia de incapacidad en el año 1994. Así las cosas, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que la causante se encuentra desde el año 1977 residiendo en la localidad de Adrogué, Provincia de Buenos Aires -totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar-, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente la interesada, el expediente debería tramitar ante el Tribunal de Familia provincial.


    L., M. E. s/ Insania - curatela


    COMP, 103, L. XLVI, 07 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Lugar de residencia en otra jurisdicción. Eficacia de la actividad tutelar. Contacto periódico del juez con el causante institucionalizado.


    El Juzgado Nacional en lo Civil ha hecho el seguimiento de la problemática desde el año 1999, dictando sentencia de incapacidad en 2004. Toda vez que no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que la causante reside en la localidad de Del Viso, Provincia de Buenos Aires -totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar-, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente la interesada, el expediente debería tramitar ante el Tribunal de Familia provincial. Por otro lado, los jueces deben tomar contacto periódico con las personas cuyos derechos básicos están en juego en este tipo de procesos, máxime cuando -como ocurre en el caso- cursan un tratamiento con institucionalización, supuesto en el que habrán de concurrir a los respectivos establecimientos. En tal sentido, se aconseja que sean quienes fueron los jueces designados, se hagan cargo inmediatamente de su cometido, corrigiendo en lo pertinente los defectos apuntados.


    L., M. D. s/ Insania


    COMP, 550, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Lugar de residencia en otra jurisdicción. Eficacia de la actividad tutelar. Custodia y promoción activa de los derechos de la persona enferma.


    De la lectura de la causa surge que la Justicia Nacional -en cuyo ámbito se dictó la pertinente sentencia de interdicción-, ha conocido en la problemática desde el año 1974, cosa que continuó haciendo después de tener noticia del cambio de domicilio. Así, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que la causante reside en la localidad de Isidro Casanova, Provincia de Buenos Aires -totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar- corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional. No obstante, ponderando que la Corte se encuentra facultada para determinar qué tribunal debe entender en el caso, si estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente la causante el proceso deberá ventilarse ante la justicia civil de La Matanza, Provincia de Buenos Aires. Por otro lado, en orden a la custodia y promoción activa de los derechos de esta persona enferma, se recomienda que tanto el tribunal como el Ministerio Público de la Defensa intervinientes, se encarguen con la premura del caso de corroborar fehacientemente la situación actual y de enderezar los aspectos pendientes.


    K., I. s/ Insania


    COMP, 365, L. XLVI, 28 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Lugar de residencia en otra jurisdicción. Eficacia de la actividad tutelar. Custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de los discapacitados mentales. Responsabilidad jurisdiccional.


    El Juzgado Nacional ha hecho el seguimiento de la problemática desde el año 1992, dictando sentencia de incapacidad el Juzgado Nacional Civil N° 23 en el año 1970.  Así las cosas, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando, que la causante se encuentra desde el año 1995 residiendo en la localidad de Luján y desde el año 2002 en la localidad de Adolfo Sourdeaux, ambas de la Provincia de Buenos Aires -totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar-, corresponde que continúe entendiendo la Justicia Nacional.  Sin perjuicio de ello, si la Corte estimare que debe intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente la interesada, el expediente debería tramitar ante el Tribunal de Familia provincial. Por otro lado, cabe destacar que el conflicto de competencia lleva alrededor de dos años y medio, y se ha interrumpido el acompañamiento jurisdiccional del causante, sin verificar previamente que algún magistrado hubiese asumido el conocimiento de la causa. A consecuencia de ello, esta persona -aquejada por una deficiencia mental seria y alojada en una institución-, carece de la debida vigilancia judicial. Ese aspecto debería atenderse con toda premura, pues se vincula directamente con garantías de jerarquía superior, que hacen a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de los discapacitados mentales; mandatos todos ellos de fuente constitucional y supranacional, que comprometen la responsabilidad jurisdiccional de modo perentorio.


    F., R. F. s/ Insania y curatela


    COMP, 57, L. XLVI, 23 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Lugar de residencia. Bienes de la causante en distintas jurisdicciones.


    De las constancias del expediente, surge que la causante habría pasado a residir -a partir de 1997 y con visos de definitividad- en Córdoba, adonde la trasladó su hija y curadora, para internarla luego en una clínica psiquiátrica, de la localidad de Viila Alberdi. Parece prudente que sea el tribunal de la residencia habitual de la causante el que lleve a cabo el seguimiento del estado de su persona y negocios, en lugar de aquel que se encuentra muy distante y que ni siquiera conoció en la problemática de la causante con anterioridad. Estos son los elementos primordiales que deben ponderarse para definir el conflicto, y no la existencia de bienes en sede chubutense, que -por lo demás- no serían los únicos, ya que también habría patrimonio radicado en Córdoba.


    T., M. T. s/ Actos relacionados con incapaces - otros


    COMP, 1059, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Lugar donde se encuentra internado el causante. Principios de inmediatez y economía procesal.


    El Juez del lugar donde se encuentra internado el causante, es el más apto para conocer en el trámite a ella vinculado toda vez que, por un lado, su intervención coadyuva al control directo y personal del órgano judicial del afectado por la medida; y, de otro, favorece la concentración en ese marco de todas las diligencias médicas destinadas a determinar su estado de salud, la eliminación de trámites procesales superfluos y onerosos como la prolongación excesiva de los plazos en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria del individuo, aspectos todos ellos vinculados a los principios de inmediatez y economía procesal. Por ello, y toda vez que el causante se encuentra internado en una institución sita en General Rodríguez, Provincia de Buenos Aires, resulta aconsejable que, a los fines de una eficaz protección, sea el juzgado de esa ciudad el que entienda y decida en el control de su salud psicofísica.


    U. L., L. A. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP, 51, L. XLVI, 30 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. 653, L. XLV, "S.V.N. s/curatela".


    P., C. D. s/ Curatela.


    COMP, 527, L. XLVI, 12 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia del juez del lugar de residencia del insano. Inmediatez y eficacia en la actividad tutelar.


    Toda vez que la causante residiría en la localidad de Wilde, Provincia de Buenos Aires, corresponde que, propendiendo a una mayor eficacia de la actividad tutelar, sea el Tribunal Colegiado de Instancia Única del Fuero de Familia N° 1 de Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires, el que adopte las medidas urgentes que estime correspondan ante la situación de abandono del tratamiento y desprotección de la causante informada por el Juzgado Nacional.


    F., R. I. s/ medidas precautorias


    COMP, 1035, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez competente para la declaración de demencia y fiscalización del régimen de internación. Funciones. Lugar de internación. Remisión a lo dictaminado en la causas "F. C. M. s/insania", S. C. Comp. N° 145, L. XLIV; S.C. Comp. N° 191, L.XLlV, "L.R. s/art. 482 Código Civil"; y S.C. Comp. N° 233, L.XLlV , "N.E. s/internación".


    No se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar que el tribunal actuante resigne la competencia, puesto que el causante está alojado -como lo estaba al iniciarse el proceso de insania- en una clínica totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar. Asimismo, el domicilio real del causante y el de su esposa -postulante a la representación legal- se encuentran en territorio provincial, ámbito en el que también radica la sede de los negocios familiares. Por otra parte, los médicos tratantes han planteado enfáticamente la necesidad de que se derive al paciente a instituciones con otro perfil, situadas también en la provincia de Buenos Aires; con lo cual, el punto de conexión vinculado con el lugar de internación en esta ciudad, resulta sumamente endeble, y podría perder su virtualidad con relativa prontitud, desplazándose hacia dicha provincia. Asimismo, de los antecedentes surgen omisiones graves, que podrían comprometer la libertad y poner en juego la salud del causante, cuyo cuidado es una de las funciones primordiales de los jueces en este tipo de procesos. En consecuencia, corresponde -en orden a la custodia y promoción activa de los derechos de esta persona enferma-, que tanto el tribunal como el Ministerio Público de la Defensa a quienes se le encomiende en definitiva la tarea tutelar, se encarguen con la premura del caso de enderezar los aspectos pendientes.


    G., O. R. s/Iinsania curatela


    COMP, 829, L. XLVI, 19 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez competente para la declaración de demencia y fiscalización del régimen de internación. Lugar de internación en distinta jurisdicción.


    La internación de la persona sujeta a un proceso de insania, es una vicisitud propia del trámite que -en principio-, no admite el fraccionamiento de la atribución jurisdiccional. De lo contrario, se duplicaría la actuación judicial, poniéndose en peligro la unidad de criterio y acción imprescindibles en esta materia, con la consiguiente posibilidad de decisiones contradictorias, en un plano tan delicado de la vida humana. Por ende, atento a que el domicilio del denunciado se sitúa en la ciudad de Buenos Aires, y la cercanía de la localidad de Carapachay posibilita un adecuado desarrollo de la función tutelar, corresponde que el proceso quede radicado ante la Justicia Nacional.


    Z. y L., R. J. s/ Insania


    COMP, 963, L. XLVI, 28 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez competente para la declaración de demencia y fiscalización del régimen de internación. Lugar de residencia. Inmediación.


    Según surge de los elementos reunidos en la causa, tanto el causante como su hermana -denunciante y propuesta como curadora-, habitan permanentemente en el Partido de Zárate, mientras que en esta Ciudad sólo se lleva a cabo la respectiva terapia ambulatoria. Si bien es cierto que en la especie la Justicia Nacional tomó intervención en la problemática, sólo lo hizo por espacio de tres meses, en el limitado marco de un control de una internación que concluyó con el alta médica. Si a ello se agrega que no se trata aquí de un asunto referido al turno, esa acotada actuación -llevada a cabo trece años atrás-, carece de una mínima virtualidad para operar el desplazamiento de la competencia. En ese contexto, al no encontrar ninguna razón atendible para apartarse de la norma específica aplicable en el sub lite, se concluye que la acción ha sido correctamente entablada ante el foro provincial.


    R., F. D. s/ Insania.


    COMP, 774, L. XLVI, 09 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez competente para la declaración de demencia y fiscalización del régimen de internación. Regularización del proceso.


    En tanto anteriormente la Corte -por remisión al dictamen de Procuración- resolvió atribuir el conocimiento del proceso a la Justicia Nacional, que había prevenido en el asunto, debe estarse al criterio ya sentado en autos, en tanto los presupuestos de hecho tenidos en cuenta para así decidir, no han sufrido ninguna variación. Si bien ello, si así se entendiera, corresponderá ventilar el proceso ante el foro donde el causante se encuentra residiendo. Por otro lado, se han observado en la causa extensos períodos sin actividad y, por ende, una ausencia de seguimiento cercano de las diligencias encomendadas a los tribunales provinciales, asimismo, no se supervisó la gestión hecha por la curadora, tampoco se ejerció el control de los fondos previsionales cuyo cobro se había autorizado en mayo de 2002, nunca se entabló contacto personal con el enfermo en el establecimiento en el que vive, ni se requirieron a éste los informes cuatrimestrales de estilo. En atención a ello, corresponde que el tribunal que vaya a intervenir en el futuro, se haga cargo inmediatamente de su cometido, y corrija en lo pertinente los defectos apuntados.


    C. J. O. s/insania


    COMP, 865, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez competente para la declaración de demencia y fiscalización del régimen de internación. Remisión a Fallos: 328:4832 y 331:211.


    En tanto la inmediación coadyuva a una supervisión judicial directa y personal del afectado por la medida y favorece la concentración de todas las diligencias destinadas a determinar su estado de salud, como asimismo, a la eliminación de gestiones procesales superfluas y onerosas, evitando la dilación excesiva en la adopción de decisiones vinculadas a la libertad ambulatoria, corresponde que el juzgado del lugar de internación sea el que lleve adelante el pertinente control legal.


    T. A. s/ Internación


    COMP, 871, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez competente para la declaración de demencia y fiscalización del régimen de internación. Remisión a lo dictaminado en la causa S.C.Comp. 107, L.XIV, "P., O.M.T s/ insania y curatela". Protección de los derechos y garantías fundamentales de las personas afectadas por trastornos mentales. Debido proceso. Responsabilidad jurisdiccional.


    La notable distancia física entre el Juzgado competente para el discernimiento de la tutela y el lugar de internación efectiva -en el caso a más de quinientos kilómetros- constituye una realidad que supera ampliamente al texto del art. 405 del Código Civil, cuya aplicación ciega implicaría el dispendio de duplicar intervenciones jurisdiccionales, y fundamentalmente, obstruiría el control directo y el contacto personal propios de la función del juez de la insania, poniéndose en crisis la agilidad -incluso, la urgencia impostergable-, con que deben solventarse ciertas vicisitudes propias de la enfermedad mental y de la vida misma del enfermo. Asimismo, en atención a las múltiples deficiencias advertidas en el proceso, que afectan derechos fundamentales de la persona, corresponde ordenar al tribunal que arbitre en forma inmediata las medidas conducentes a la solución de las mismas y que, a futuro, se regularicen los controles médicos, reportes institucionales y el contacto personal del juez con el causante.


    M.E.H s/ Incidente de competencia


    COMP, 734, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez competente para la declaración de demencia y fiscalización del régimen de internación. Remisión a lo dictaminado en las causas "F. C. M. s/insania", S. C. Comp. N° 145, L. XLIV; S.C. Comp. N° 191, L.XLlV, "L.R. s/art. 482 Código Civil"; y S.C. Comp. N° 233, L.XLlV, "N.E. s/internación". Protección de los derechos y garantías fundamentales de las personas afectadas por trastornos mentales. Regularización de la situación procesal.


    En tanto no se ha operado una alteración en las circunstancias fácticas de suficiente entidad como para justificar que se decline la competencia, puesto que la causante vive en una localidad totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar, corresponde continúe actuando el juzgado interviniente hasta la fecha. Si bien ello, si se entendiera que corresponde privilegiar el control directo y el contacto personal propios de la función del juez de la insania, corresponderá ventilar el proceso ante el foro donde la causante se encuentra residiendo. Asimismo, en atención a que la acción fue promovida en junio de 2005, sin que -pasados cinco años-, se haya dictado sentencia, de tal suerte que un aspecto primordial de la vida de la causante, como es la capacidad, sigue aún a la espera de definición jurisdiccional, y en tanto no se ha inscripto aún la inhibición general de bienes decretada en febrero de 2006, corresponde que ese estado de cosas, sea corregido inmediatamente por el tribunal que se determine como competente.


    G. L. S. s/ Insania


    COMP, 850, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez competente para la declaración de demencia y fiscalización del régimen de internación. Remisión a lo dictaminado en las causas "F. C. M. s/insania", S. C. Comp. N° 145, L. XLIV; S.C. Comp. N° 191, L.XLlV, "L.R. s/art. 482 Código Civil"; y S.C. Comp. N° 233, L.XLlV, "N.E. s/internación". Protección de los derechos y garantías fundamentales de las personas afectadas por trastornos mentales. Regularización de la situación procesal.


    No se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar que se resigne la competencia, puesto que el causante continúa alojado en el partido de Lanús, provincia de Buenos Aires, totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar. Por otro lado, de las constancias de la causa surge que no se ha tomado el debido contacto personal con el enfermo, ni se requirieron con la periodicidad necesaria los informes del establecimiento que lo alberga, tampoco se controló la vigencia de la inhibición general de bienes, ni se instó el esclarecimiento de las eventuales responsabilidades civil y penal de los familiares que percibieron el beneficio del que era titular el causante, y no rindieron cuentas de la aplicación en su favor, tampoco se proveyó de inmediato a su protección, realizable sin mayores dificultades a partir de la cobertura social respectiva y de los fondos que se le liquidaban desde agosto de 1987, tampoco se tomaron medidas urgentes frente a la derivación aconsejada por los especialistas, en función de no ser adecuada la institución encargada de su atención, en consecuencia corresponde que -en orden a la custodia y promoción activa de los derechos de esta persona enferma-, tanto el tribunal como el Ministerio Público de la Defensa a quienes se le encomiende en definitiva el seguimiento, se encarguen con la premura del caso de enderezar los aspectos pendientes.


    M., O. F. s/ Insania curatela


    COMP, 766, L. XLVI, 01 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez competente para la declaración de demencia y fiscalización del régimen de internación. Remisión a lo dictaminado en las causas "F. C. M. s/insania", S. C. Comp. N° 145, L. XLIV; S.C. Comp. N° 191, L.XLlV, "L.R. s/art. 482 Código Civil"; y S.C. Comp. N° 233, L.XLlV, "N.E. s/internación". Protección de los derechos y garantías fundamentales de las personas afectadas por trastornos mentales. Regularización de la situación procesal. Responsabilidad judicial.


    No se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar que se resigne la competencia, puesto que la causante continúa habitando en una localidad totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar. Si bien ello, si se entendiera que corresponde privilegiar el control directo y el contacto personal propios de la función del juez de la insania, corresponderá ventilar el proceso ante el foro donde la causante se encuentra. Por otro lado, en atención a que la acción fue promovida en septiembre de 1993, sin que -pasados diecisiete años-, se haya dictado sentencia, de tal suerte que un aspecto primordial de la vida de la causante, como es la capacidad, sigue aún a la espera de definición jurisdiccional, y en tanto se han observado irregularidades que develan una marcada inobservancia de garantías de jerarquía superior, que hacen tanto al debido proceso, como a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de las personas implicadas, mandatos todos ellos de fuente constitucional y supranacional que comprometen la responsabilidad de los jueces de modo perentorio, corresponde que ese estado de cosas, sea corregido inmediatamente por el tribunal que se determine como competente.


    P., C. A. s/ Art. 482 Código Civil


    COMP, 718, L. XLVI, 04 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez competente para la declaración de demencia y fiscalización del régimen de internación. Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. N° 145, L. XLIV, "F.C.M. s/insania"; S.C. Comp. N° 191, L.XLlV, "L.R. s/art. 482 Código Civil", y S.C. Comp. N° 233, L.XLlV , "N.E. s/internación".


    Toda vez que, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que el causante reside en la localidad de Don Torcuato, Provincia de Buenos Aires -totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar-, corresponde la competencia de la Justicia Nacional.


    P., J. s/ Insania


    COMP, 974, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Domicilio del causante.


    De la lectura de las actuaciones surge que el Juzgado Nacional ha hecho el seguimiento de la problemática, dictando sentencia de incapacidad el 5 de octubre de 1995. En consecuencia no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, y ponderando que el causante reside en la localidad de Lanús, Provincia de Buenos Aires -totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar-, corresponde continúe el seguimiento. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimara que debería intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante, estos obrados deberán radicarse ante el tribunal provincial.


    R., A. s/ Incidente familia


    COMP, 724, L. XLVI, 21 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Domicilio y lugar de internación en distintas jurisdicciones. Eficacia de la actividad tutelar.


    Aún cuando el causante tenga domicilio en la Ciudad de Buenos Aires, toda vez que está internado en una clínica de psicopatología, sita en la localidad de Bernal Oeste, Provincia de Buenos Aires, corresponde que, propendiendo a una mayor eficacia de la actividad tutelar, sea el Tribunal Provincial, el que lleve adelante el pertinente control legal.


    C., M. S. s/ Artículo 482 del Código Civil.


    COMP, 572, L. XLVI, 16 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Lugar de internación en otra jurisdicción. Irregularidades procesales que afectan derechos y garantías de las personas afectadas por trastornos mentales.


    El Juzgado Nacional ha hecho el seguimiento de la problemática desde el año 1979, dictando sentencia de incapacidad el 29 de diciembre de 1981. Así, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, ponderando además que el causante está internado en una clínica de salud mental sita en El Talar, Partido de Tigre, Provincia de Buenos Aires, localidad totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimara que debería intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante, estos obrados deberán radicarse ante el tribunal provincial. Por otro lado, se han detectado una serie de irregularidades en el proceso que implican un déficit del seguimiento en desmedro de esta persona enferma, cuya custodia integral se encuentra a cargo del tribunal de la insania. En tal sentido, corresponde que los jueces ante quienes en definitiva se radique el juicio, se hagan cargo inmediatamente de su cometido, corrigiendo en lo pertinente los defectos apuntados.


    B., M. s/ Insania.


    COMP, 610, L. XLVI, 07 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Lugar de residencia en otra jurisdicción. Irregularidades procesales que afectan derechos y garantías de las personas afectadas por trastornos mentales. Vigilancia judicial.


    El Juzgado Nacional ha hecho el seguimiento de la problemática desde el año 1988, dictando sentencia de incapacidad el 28 de diciembre de 1990 para luego ser reasignado a otro Juzgado Nacional en lo Civil, el 20 de noviembre de 1992. Así, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, ponderando además que el causante reside en la localidad de Ezpeleta, Provincia de Buenos Aires, totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimara que debería intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante, estos obrados deberán radicarse ante el tribunal provincial. Por otro lado, desde hace tiempo, esta persona, aquejada por una deficiencia mental grave, ha carecido de la debida vigilancia judicial, que, por lo demás, tampoco se había cumplido anteriormente con la periodicidad y rigor pertinentes, toda vez que, además, no se han realizado evaluaciones socio-ambientales y médicas en forma periódica. En tal sentido, corresponde que los jueces ante quienes en definitiva se radique el juicio, se hagan cargo inmediatamente de su cometido, corrigiendo en lo pertinente los defectos apuntados.


    L., B. S. s/ Exortos y oficios


    COMP, 625, L. XLVI, 29 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez de la insania. Residencia del insano en otra jurisdicción. Irregularidades procesales que afectan derechos y garantías de las personas afectadas por trastornos mentales.


    La Justicia Nacional ha hecho el seguimiento de la problemática, dictando sentencia de incapacidad el 13 de octubre de 1986. Así, no se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar un desprendimiento de la competencia, ponderando además que el causante está residiendo en la localidad de Ingeniero Budge, Partido de Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires localidad totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar. Sin perjuicio de ello, si la Corte estimara que debería intervenir el foro del lugar donde se encuentra efectivamente el causante, estos obrados deberán radicarse ante el tribunal provincial. Por otro lado, se han detectado una serie de irregularidades en el proceso que implican un déficit del seguimiento en desmedro de esta persona enferma, cuya custodia integral se encuentra a cargo del tribunal de la insania. En tal sentido, corresponde que los jueces ante quienes en definitiva se radique el juicio, se hagan cargo inmediatamente de su cometido, corrigiendo en lo pertinente los defectos apuntados.


    C., C. s/ Insania y Curatela.


    COMP, 694, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Resguardo de los derechos y garantías fundamentales de las personas afectadas por enfermedades mentales. Acción de insania interpuesta: extenso período transcurrido sin que se modificara al menos la carátula del expediente. Indeterminación de la situación jurídica del afectado. Patrimonio del presunto incapaz: ausencia de control. Marcada inobservancia de garantías de jerarquía superior: debido proceso, custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de los discapacitados.


    La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha puesto especial énfasis en la necesidad indispensable de que se resguarden los derechos y garantías fundamentales de las personas afectadas por enfermedades mentales, en virtud de las condiciones de vulnerabilidad, fragilidad, impotencia y abandono a las que, con frecuencia, se ven sometidos. A la luz de esa directiva, no puede dejar de destacarse que, en la especie, pasaron casi nueve años desde que se interpuso la acción de insania, sin que se modificara al menos la carátula del expediente, de modo que diera cuenta efectiva del objeto de la denuncia instaurada (insania). Más recientemente, en el año 2007, volvió a incoarse la misma denuncia, con olvido de las actuaciones cumplidas anteriormente en ese mismo sentido. En definitiva, tras largos períodos de inactividad, aún no se ha determinado la situación jurídica del afectado, quien ni siquiera fue visitado por ninguno de los jueces actuantes, aunque -salvo escasísimos momentos- permaneció internado desde el año 1998. Tampoco se intentó encauzar la situación de la familia, en orden a suscitar un mayor compromiso, no obstante los informes que ilustran acabadamente acerca de los resultados negativos que la conduela de sus allegados provoca en el enfermo. Finalmente, en el plano patrimonial -cuya real composición nunca se esclareció-, nada se ha hecho para fiscalizar que la pensión mencionada en el expediente sea administrada en beneficio efectivo de quien sería su titular. A su turno, los jueces de Lomas de Zamora no llevaron a cabo ninguna diligencia, a pesar de que el expediente se encuentra alojado allí desde diciembre de 2008. Todo lo dicho devela una marcada inobservancia de garantías de jerarquía superior, que hacen tanto al debido proceso, como a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de los discapacitados, mandatos todos de fuente constitucional que comprometen la responsabilidad jurisdiccional de modo perentorio. En tales condiciones, corresponde determinar que nada cabe resolver en esta instancia, por lo que, sin más trámite, corresponde devolver el expediente al Tribunal Colegiado de Instancia Única del Fuero de Familia N° 4 del Departamento Judicial de Lomas de Zamora, que deberá ocuparse inmediatamente de la totalidad de los aspectos pendientes, referidos tanto a la capacidad del afectado como a su protección integral.


    A., H. J. s/ Artículo 482 Código Civil


    COMP, 920, L. XLV, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez competente para la declaración de inhabilitación y fiscalización del régimen de internación. Remisión a lo dictaminado en las causas "F. C. M. s/insania", S. C. Comp. N° 145, L. XLIV; S.C. Comp. N° 191, L.XLlV,"L.R. s/art. 482 Código Civil"; y S.C. Comp. W 233, L.XLlV, "N.E. s/internación". Función del juez. Regularización del proceso.


    No se ha operado una alteración en las circunstancias de suficiente entidad como para justificar que se resigne la competencia, puesto que el causante continúa habitando en una localidad totalmente accesible en orden a la efectividad de la tarea tutelar. Si bien ello, si se entendiera que corresponde privilegiar el control directo y el contacto personal propios de la función del juez de la insania, corresponderá ventilar el proceso ante el foro donde el causante se encuentra residiendo. Por otro lado, se han detectado dilaciones y omisiones en el proceso, y tratándose en el caso de una persona especialmente vulnerable, corresponde ordenar al tribunal que resulte seleccionado para ocuparse del trámite, que arbitre en forma inmediata las medidas conducentes a la solución de las mismas.


    V., J. F. s/ Inhabilitación


    COMP, 798, L. XLVI, 19 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juicio Ejecutivo


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. Comp. N° 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo".


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Zalazar, Emilio s/ Cobro ejecutivo.


    COMP, 695, L. XLVI, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Ejecución fiscal iniciada por una provincia: elección del lugar para que tramite la causa. Juez del domicilio del deudor.


    Como principio, el art. 5, inc. 7 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece que será juez competente en las acciones fiscales por cobro de impuestos, tasas o multas y salvo disposición en contrario, el del lugar del bien o actividad gravados o sometidos a inspección o fiscalización, el del lugar en que deban pagarse o el del domicilio del deudor a elección del actor. Asimismo, cabe señalar que el art. 116 del Código Fiscal de la Provincia de Entre Ríos establece que será competente para entender en el juicio de apremio el juez del domicilio tributario o real del demandado a elección del actor.


    Provincia de Entre Ríos c/ López Novoa Buenaventura s/ Apremio


    COMP, 449, L. XLVI, 04 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Ejecución fiscal. Excepción a la procedencia del recurso extraordinario. Rechazo de excepciones de inhabilidad de título y litispendencia. Efectiva impugnación de deuda. Efecto suspensivo de la apelación presentada ante el Tribunal Fiscal de la Nación. Inexistencia de deuda exigible. Sentencia arbitraria.


    Tratándose de juicios de apremio, V.E. ha admitido en forma excepcional la procedencia de la vía extraordinaria, cuando resultaba manifiesta la inexistencia de deuda exigible, pues lo contrario implicaba privilegiar un excesivo rigor formal con grave menoscabo de garantías constitucionales. Los tribunales se encuentran obligados a tratar y resolver adecuadamente en tales pleitos, las defensas fundadas en la inexistencia de deuda exigible, siempre y cuando ello no presuponga el examen de otras cuestiones cuya acreditación exceda el limitado ámbito de estos procesos. El Juzgado interviniente se limitó a indicar que el acto del 7/06/07 -antecedente del título ejecutivo cabeza de estas actuaciones- se encontraba firme por no haber sido apelado. De esta forma, el contribuyente se vio privado de la suspensión que el art. 167 de la ley 11. 683 concede a la apelación del inc. b) de su Art. 76 con clara lesión a su derecho de propiedad. La sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación razonada del derecho vigente, con adecuada referencia a los hechos de la causa, como lo corrobora el pronunciamiento del Tribunal Fiscal de la Nación que luce a fs. 125 134, en especial los puntos IV y VI, en que este último organismo se declaró competente para entender en la revisión de ambas resoluciones. Es propio de los jueces de la causa fijar los hechos articulados y las pruebas que sean conducentes para la decisión del pleito. Pero tal consideración no es bastante para excluir de la solución a dar al caso su visible fundamento de hecho, porque la renuncia consciente a la verdad es incompatible con el servicio de justicia.


    A.F.I.P. c/ Agumar Servicios Turísticos S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    A, 386, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Se requiere al Juzgado Federal de Ejecuciones Fiscales Tributarias N°1 para que remita los autos: "Fisco Nacional - AFIP c/ Alpargatas S.A. s/ Ejecución Fiscal" (Expte. 20.458/09) en trámite por ante dicho tribunal.


    Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Alpargatas Calzados S.A. s/ Ejecución Fiscal.


    F, 305, L. XLVI, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juicio hipotecario: improcedencia de la atracción al sucesorio del tercero poseedor.


    Las acciones por cobro de un crédito garantizado con hipoteca contra una sucesión no están comprendidas en el artículo 3284, inc. 4° del Código Civil, por lo que no rige respecto de ellas el principio con arreglo al cual el juicio sucesorio atrae las acciones personales que se sigan contra el deudor fallecido. Más allá de que el causante revista la condición de tercer poseedor respecto del bien en cuestión, el proceso sucesorio no ejerce fuero de atracción sobre el juicio hipotecario.


    Compañía Mediterránea SA y otro c/ Cantero, Liliana Olga s/ Ejecución hipotecaria


    COMP, 891, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Ejecución hipotecaria. Inhabilidad de la escritura pública. Supuesto incumplimiento del principio de especialidad. Crédito posteriormente verificado en concurso preventivo. Omisión de prueba decisiva.


    El fallo prescinde de prueba decisiva para resolver la controversia y genera una decisión de alcance definitivo en virtud de lo dispuesto por el artículo 553 del Código Procesal, lo cual permite adelantar que los agravios vertidos en la apelación federal habrán de prosperar. Ello es así puesto que al pronunciarse sobre la inhabilidad de la escritura pública -hipoteca en primer grado constituida en garantía del crédito posteriormente verificado en el concurso del demandado- el a quo se apartó de las constancias de la causa, de las cuales surge que la garantía fue instrumentada en ciento ochenta mil dólares estadounidenses (u$s180.000), no pesos, importe en moneda extranjera que, vale señalar, también se corresponde con el capital objeto del mutuo al que accedió. A partir de esa premisa la mayoría de la Sala deriva el incumplimiento del principio de especialidad de la hipoteca por no haberse integrado el titulo con una planilla o liquidación, omitiendo ponderar que de autos también resulta que al promover la ejecución hipotecaria el banco Informó haber solicitado la verificación tardía de su acreencia en el concurso preventivo de los demandados y que había sido admitida con el privilegio denunciado. Circunstancia que aparece acreditada mediante copia de la resolución del Juez del concurso de la cual surge que hizo lugar a la verificación de acuerdo con lo dictaminado por el Sindico, quien había aconsejado verificar el crédito insinuado en dólares estadounidenses pesificado conforme al artículo 3 del decreto 214/02 con el privilegio especial del artículo 241, inciso 4 de la Ley de Concursos y Quiebras.


    Banco de la Nación Argentina c/ Escude, Oscar R. y otro s/ ejecución hipotecaria


    B, 5, L. XLV, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Ejecución de multa aplicada por el ENRE contra EDENOR S.A. Incumplimiento de obligaciones previstas en el contrato de concesión. Ley 24.065. Falta de fuerza ejecutiva en el título. Distinción entre la creación de título ejecutivo en el Derecho Privado y en el Derecho Administrativo. Necesidad de ley atributiva del carácter ejecutivo. Inaplicabilidad del régimen de juicio ejecutivo.


    Es aplicable el principio con arreglo al cual las leyes procesales deben interpretarse teniendo en cuenta el contexto general y los fines que las informan, en tanto con ello no se fuerce indebidamente la letra o el espíritu del precepto que rige el caso. Así pues, para que resulte procedente este tipo de proceso es necesario que la ley en forma expresa haya otorgado al acto administrativo el atributo de ser "título ejecutivo". Ello surge de la exigencia impuesta por el transcripto art. 605 en cuanto requiere un título al que por ley se haya atribuido fuerza ejecutiva. En tal sentido, es menester reparar que no surge de las disposiciones de la ley 24.065 que el ENRE esté habilitado para perseguir el cobro de la clase de multas como la que se reclama en el sub lite mediante la vía ejecutiva. Tampoco es posible fundar la procedencia de esa vía en las prescripciones del art. 604 del código de rito porque dicha norma supone la existencia del título ejecutivo exigido en los términos del art. 605. A diferencia de lo que ocurre en el Derecho Privado, en el cual la creación del título ejecutivo proviene del deudor obligado, en el Derecho Administrativo es la Administración Pública -en su calidad de acreedora y cuando la ley la autoriza- quien crea unilateralmente el título ejecutivo, lo que constituye el rasgo distintivo entre uno y otro y en consecuencia, hace inaplicable a este último el régimen genérico previsto en el código de rito.


    ENRE - Resol. 1070/06 c/ EDESUR S.A. s/ Proceso de ejecución


    E, 55, L. XLIV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Proceso Concursal


    Depósito judicial en dólares estadounidenses. Tasa de interés aplicable. Cuenta a la vista. Remisión dictamen "Flores de Massari, María Cedermina c/ Zangari, Alejandro s/ ejecutivo", F. 43, L. XLV (en particular punto III).


    Asiste razón al recurrente, desde que el pronunciamiento atacado, ha resuelto confirmar la sentencia de la instancia anterior y, en consecuencia, aplicar intereses a una tasa del 7% anual al depósito de autos, sobre la base de considerarlo invertido -al momento del dictado de las normas que ordenaron la conversión a pesos de los depósitos- en un plazo fijo en dólares estadounidenses, cuando de las constancias de autos, surge que los fondos judiciales se encontraban en una cuenta a la vista en esa moneda extranjera, que no habría generado intereses desde la conformación del saldo, circunstancia que no fue controvertida. Al respecto, el tribunal debió estudiar pormenorizadamente los efectos propios de la naturaleza de ese tipo de depósito, para poder resolver sobre sus accesorios. Desde otro lado, no fue puntualmente imputada la mora del depositario, situación que no cabe tener por configurada, en el marco de lo expuesto, y atendiendo a que la diferencia de cambio correspondiente al depósito a la vista de autos fue puesta a disposición y devuelta.


    Trachter, Abraham s/ Quiebra


    T, 25, L. XLV, 11 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Donación de terrenos al Estado Provincial. Revocación de donación por inejecución de cargos impuestos al donatario. Rechazo: declaración de voluntad extintiva facultativa. Pretendida excepción de falta de legitimación activa del síndico de la quiebra.


    El art. 1852 del Código Civil, establece que la acción de revocación de la donación por inejecución de los cargos por parte del donatario, compete al donante -o a sus herederos, si se trata de una persona física-, sea que las cargas estén impuestas en el interés del donante o en el interés de terceros, y que consistan ellas o no en prestaciones apreciables en dinero. La limitación del art. 1852 del Código Civil, relativa a la revocación de las donaciones por inejecución de cargos impuestos al donatario, no tiene otro propósito que impedir la acción oblicua de acreedores. En tales condiciones, es del caso precisar que si bien la transmisión gratuita de la propiedad sobre los lotes de terreno, tuvo lugar fuera del periodo de sospecha, ello no conduce a concluir la falta de legitimación del síndico para la presente acción. Los cargos provienen de la voluntad del donante y deben cumplirse de la manera en que el disponente ha querido y entendido que debían cumplirse, y en consonancia con ello, el art. 1852 del Código Civil antes mencionado, reserva la facultad de revocar la donación, por inejecución de los cargos, al donante y sus herederos, lo cual permite interpretar que el legislador entendió que son esas personas quienes deben apreciar los intereses que motivaron la liberalidad. En definitiva, se trata de un acto de declaración de voluntad extintiva facultativa, de modo que la extinción no se produce por el mero incumplimiento de los cargos. Sin embargo, por un lado, no puede perderse de vista que el donante es una persona de existencia ideal -sociedad comercial- que, en razón de la quiebra declarada, se encuentra disuelta. En ese marco, los aspectos evaluados oportunamente por el órgano de administración de la sociedad anónima, para resolver la donación en cuestión, actualmente, dado su estado de falencia, han perdido vigencia. Es más, no se encuentra demostrado en este estado que se hubiere declarado la conclusión de la quiebra por avenimiento, en cuyo caso de darse en el futuro, el debate se ceñiría a la validez de los actos cumplidos hasta entonces por el síndico. Desde otro lado, el ejercicio del derecho de revocar la donación por incumplimiento del cargo, tendrá eventualmente efectos positivos en el patrimonio sujeto a ejecución colectiva, por lo que no se entiende razonable rechazar la posibilidad de que el síndico de la quiebra en el marco de las atribuciones conferidas por la Ley N° 24.522, solicite la revocación por incumplimiento del cargo, cuando no se ha invocado que su mantenimiento importe un interés o beneficio para la sociedad quebrada y cuando su representación es ejercida por aquel funcionario. Máxime, cuando fue el magistrado a cargo del proceso universal, quien mandó entablar al síndico una acción autónoma como la de autos. En tal sentido, tal derecho de revocación no encuadra en ninguno de los supuestos previstos en el art. 108 de la Ley N° 24.522, para ser considerado excluido de los efectos propios del estado falencial. El art. 1852 del Código Civil no tiene otro propósito que impedir la acción oblicua de los acreedores, pero no constituye un obstáculo legal para la cesión de ese derecho a revocar la donación por incumplimiento del cargo, desde que las acciones de que se trata no son inherentes a la persona del donante, como lo demuestra el solo hecho de que pueden ser ejercidas por los herederos, ni existe prohibición expresa o implícita de ceder tales derechos. De tal forma, siendo la acción transmisible a los herederos corresponde descartar su carácter personalísimo, lo cual permite concluir, por un lado, que el derecho de revocar la donación por incumplimiento de los cargos no configura el supuesto de excepción previsto en el art. 108, inciso 1° de la Ley N° 24.522 y, por el otro, que el síndico se encuentra legitimado para promover la presente demanda. Por último, no puede asimilarse la actuación del síndico con la de los acreedores, desde que aquél es un sujeto auxiliar de la justicia, cuya actividad en el proceso colectivo se desarrolla con autonomía, sin subordinación jerárquica, y en base a la idoneidad técnica que deriva de su título profesional y sus funciones están determinadas por la ley tanto en interés del deudor, como de los acreedores y del proceso en general.


    Monte Belvedere S.A. c/ provincia del Neuquén s/ revocación de donación


    M, 775, L. XLII, 07 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Período de sospecha en la quiera. Actos ineficaces de pleno derecho. Declaración de caducidad del derecho a declarar la ineficacia de transferencias accionarias.


    Cabe destacar, que conforme dispone el artículo 118 de la Ley N° 24.522, la declaración de ineficacias pronuncia sin necesidad de acción o petición expresa, y en ese marco, en el que, por un lado, fue fijada la fecha de cesación de pagos más de un año y medio después de la declaración de quiebra y, por otro, reitero, la sindicatura presentó la acción el último día del plazo legalmente previsto (cuya responsabilidad por la demora, de considerarlo pertinente, evaluará el Máximo Tribunal), era menester un tratamiento pormenorizado de tales situaciones para considerar fundada una decisión que, en definitiva, importa cargar sobre los acreedores las consecuencias del retardo o inacción del tribunal.


    Banco Extrader S.A. c/ Citibank S.A. s/ ordinario


    B, 252, L. XLV, 15 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Concurso preventivo: modificación del domicilio social. Domicilio ficticio. Preservación de los principios del juez natural, seguridad jurídica, igualdad y economía procesal.


    Ha resuelto el Alto Tribunal que en supuestos excepcionales, cede el principio del domicilio legal actual como determinante de la competencia, cuando se advierte que pueda configurarse el supuesto de la existencia de un domicilio ficticio, que altere el acceso regular de los acreedores al procedimiento para la defensa de sus derechos, circunstancia que se verifica en el sub-lite. De los elementos de juicio que obran en la causa puede inferirse que el cambio del domicilio social mediante una nueva inscripción en otra jurisdicción fue realizado inmediatamente antes de iniciarse la presentación en concurso preventivo y, con posterioridad al pedido de quiebra que se sustanciaba ante el Juzgado Nacional, motivo por el que se considera que a los fines de la radicación de los procesos universales no corresponde tener por válido al domicilio en la localidad de La Matanza que pretende hacer valer la deudora.


    Cierres Love SAIC s/ Concurso Preventivo.


    COMP, 376, L. XLVI, 16 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda laboral contra la concursada. Verificación del crédito. Artículo 21 de la Ley 24.522. Fuero de atracción del concurso.


    De los elementos de juicio que obran en estas actuaciones se desprende que el actor dedujo incidente de verificación de crédito en el proceso concursal de la demandada, conforme a lo normado por el artículo 32 de la Ley 24.522. Sobre el particular la Corte ha sostenido, de acuerdo a lo normado por el artículo 4° de la Ley 26.086 -que sustituyó el artículo 21 de la Ley 24.522-, en cuanto dispone que los procesos de conocimiento en trámite y juicios laborales, salvo que el actor opte por suspender el proceso y verificar su crédito de conformidad con el trámite previsto por el artículo 32 del ordenamiento concursal, quedan excluidos de la radicación ante el juez que entiende en el proceso universal. Asimismo el Máximo Tribunal ha señalado, que si la actora insinuó su crédito en los términos de dicha norma, tal opción ejercida torna operativo el fuero de atracción del concurso, criterio que corresponde aplicar al caso.


    Marchessi, Carlos Alberto c/ Transporte Metropolitano Belgrano sur s/ Incidente de verificación de crédito.


    COMP, 488, L. XLVI, 13 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Ejecución fiscal contra empresa fallida. Fuero de atracción.


    En atención a que la deuda en cuestión se devengó con posterioridad a la sentencia de quiebra de la sociedad demandada, no resulta aplicable el fuero de atracción previsto en el artículo 132 de la Ley 24.522 (según Ley 26.086) toda vez que sólo opera respecto de las obligaciones de causa o título anterior de la declaración de falencia.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Compañia Embotelladora S.A. (Pepsi) s/ Ejecución fiscal.


    COMP, 592, L. XLVI, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez competente en la ejecución fiscal contra el fallido. Fuero de atracción.


    Al tratarse de una ejecución fiscal de créditos de causa anterior a la fecha de declaración de falencia, el juicio en cuestión no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el art. 21 de la Ley 24.522 (texto según Ley 26.086), motivo por el que corresponde el fuero de atracción contemplado en el artículo 132 de dicho cuerpo legal.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Trafilación Wulfman S.A. s/ejecución fiscal


    COMP, 839, L. XLVI, 03 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Juicio ordinario sin sentencia definitiva contra demandado fallido. Improcedencia de atracción a la quiebra: art. 132 Ley 24.522.


    En el marco de un juicio ordinario en el que se reclaman sumas de dinero por el alegado incumplimiento de las obligaciones a cargo de la sociedad demandada -y ahora fallida- en razón de contratos de compraventa celebrados por las partes, en el que aún no se ha dictado sentencia definitiva sobre el fondo, no procede la aplicación del fuero de atracción previsto en el artículo 132 de la ley 24.522, toda vez que los procesos de conocimiento en trámite se encuentran legalmente excluidos de dicho instituto (art. 21, inc. 2° y 132, de ese cuerpo legal), sin que haya sido acreditado, ni siquiera invocado, que el actor haya optado por suspender el procedimiento y verificar su crédito en el proceso universal.


    National Starch & Chemical S.A. c/ Sidipel S.A. s/ cobro ordinario de sumas.


    COMP, 743, L. XLVI, 01 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Operatividad del fuero de atracción. Reapertura del procedimiento: existencia de bienes susceptibles de desapoderamiento (art. 231, ley 24.522). Quiebra clausurada por falta de activo en los términos del art. 230 de la ley 24.522.


    De las constancias de la causa no surge que el proceso universal haya concluido, sino que ha sido clausurada la quiebra por falta de activo en los términos del artículo 230 de la Ley N° 24.522. Al respecto, es dable señalar que en el proceso universal fue aprobado el proyecto de distribución final de fondos, y que conforme se desprende del informe del síndico, se constituyó una reserva a favor de un crédito (en apelación) del Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, respecto de la cual, no obstante la solicitud del juez actuante, la sindicatura no se expidió. En ese contexto, asiste razón a la magistrada de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, toda vez que continúa la operatividad del fuero de atracción, pues, conforme dispone el artículo 231 de la ley 24.522, el procedimiento puede reabrirse cuando se conozca la existencia de bienes susceptibles de desapoderamiento. En este punto, corresponde destacar que no consta que en el proceso universal de autos, habiendo transcurrido los dos años después de la resolución que dispone la clausura del procedimiento del expediente principal, se haya dispuesto la conclusión de la quiebra. Por todo ello y por tratarse en el caso de una ejecución fiscal, trámite que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas por el artículo 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086), es competente para seguir conociendo en las presentes actuaciones el magistrado a cargo del Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial N° 6, ante el que tramita la quiebra del deudor.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Michael Vilcinskas S.A. s/ Ejecución fiscal.


    COMP, 1011, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Proceso universal. Operatividad del fuero de atracción: ejecución fiscal.


    De las constancias de la causa surge que se decretó la apertura del proceso universal con fecha 19 de julio de 2007 y que se encuentra en etapa informativa. En consecuencia, sigue operativo el fuero de atracción del concurso de la demandada toda vez que en el caso se trata de una ejecución fiscal, trámite que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26086).


    G.C.B.A. c/ La Pira, Horacio s/ ejecución fiscal - ABL


    COMP, 262, L. XLVI, 14 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Proceso universal. Procedencia del fuero de atracción: la ejecución de un titulo de crédito. Trámite excluido de las excepciones previstas por el artículo 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086).


    Conforme surge de la causa, ante el Juzgado Nacional en lo Comercial N° 15 tramita el concurso preventivo de Docane S.A, y toda vez que en autos se trata de la ejecución de un titulo de crédito, trámite que no se encuentra comprendido en las excepciones previstas por el artículo 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086), procede el fuero de atracción contemplado en dicho cuerpo legal.


    Guevara, Felipe c/ Docane S.A. s/ cobro ejecutivo


    COMP, 291, L. XLVI, 04 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda contra fallida y BNA. Litisconsorcio necesario. Improcedencia del fuero de atracción del proceso universal: art. 21 Ley 24.522.


    La actora inició demanda de daños y perjuicios contra una persona en quiebra, y el Banco de la Nación Argentina, ante el juzgado donde se sustancia el proceso universal de la primera. El artículo 27 de la Ley N° 21.799 -Carta Orgánica del Banco Nación Argentina- establece que dicha institución, como entidad del Estado Nacional, cuando es demandada está sometida exclusivamente a la jurisdicción federal que expresamente invocó. Resulta entonces aplicable en principio el artículo 133, párrafo 2° de la ley 24.522, -según ley 26086- que establece que existiendo litisconsorcio necesario respecto de los demandados la acción debe proseguir ante el tribunal originario, continuando el trámite con la intervención del síndico. A lo que cabe agregar que la modificación introducida por la sanción de la ley 26083 a la ley 24.522 en su artículo 21, inc. 1 y 3, dispone que los procesos de conocimiento en trámite y aquello en que el concursado sea demandado en un litisconsorcio necesario, se encuentran excluidos del fuero de atracción del proceso universal, ello sin perjuicio de que el acreedor requiera la verificación después de obtenida la sentencia criterio que resulta extensible al supuesto de quiebra.


    Zaballa, Mirtha Isabel c/ Haddad Carmen y otros s/ Daños y perjuicios.


    COMP, 876, L. XLV, 04 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda de despido. Sanción art. 132 bis de LCT. Improcedencia del fuero de atracción del concurso preventivo: obligaciones post concursales.


    No corresponde que las presentes actuaciones queden radicadas donde tramita el juicio universal, toda vez que el despido que les da origen es de fecha 3 de mayo de 2004, por lo que se trata de obligaciones nacidas con posterioridad a la presentación en concurso preventivo -4 de agosto de 2003-. En igual sentido, la acreencia que surge de la sanción conminatoria contemplada en el artículo 132 bis de la L.C.T, tiene también carácter post concursal, toda vez que ésta sólo se hace efectiva al momento de operarse la extinción del contrato de trabajo.


    Urquiza, Héctor Ramón c/ Integralco S.A. s/ despido


    COMP, 445, L. XLVI, 12 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Proceso de conocimiento: improcedencia del fuero de atracción de la quiebra de la demandada.


    De los elementos de juicio que obran en la causa, surge que la fallida ha sido demandada y la actora no ha desistido la acción que le inició. Ahora, más allá de la discusión en tomo a la configuración o no de un litisconsorcio facultativo respecto de la fallida, el juicio en cuestión, de conformidad con lo normado por los artículos 132 y 21 inc. 2° de la Ley 24.522-(según Ley 26.086) está excluido de la aplicación del fuero de atracción por tratarse de un proceso de conocimiento.


    Sánchez, Haydee Esther c/ Robledo, Antonio Ramón s/ daños y perjuicios


    COMP, 70, L. XLVI, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Sociedad concursada demandada. Litisconsorcio pasivo necesario. Improcedencia del fuero de atracción del proceso universal.


    Surge de estas actuaciones que la sociedad concursada es demandada y los actores no han desistido su acción contra ella, extremo que la convierte en parte obligada e inescindible del proceso. En consecuencia, resulta entonces, aplicable en principio el artículo 133, párrafo 2° de la ley 24.522, que con la reforma introducida por la ley 26.086, establece que existiendo Iitisconsorcio necesario respecto de los demandados, la acción debe proseguir ante el tribunal originario, continuando el trámite con la necesaria intervención del sindico. Cabe agregar que la referida reforma en su artículo 21 inc. 3° de la ley 24.522 -en lo que aquí interesa- dispone que en los procesos en que el concursado sea parte de un litisconsorcio pasivo necesario, como prima facie, de acuerdo a los hechos expuestos en la demanda ocurre en el caso, quedan excluidos del fuero de atracción del proceso universal.


    Carabetta, Matilde y otros c/ Fideicomisos y Mandatos S.A. s/ Acción de nulidad.


    COMP, 264, L. XLVI, 18 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Improcedencia del fuero de atracción en el acuerdo preventivo extrajudicial.


    La Corte ha sostenido que no corresponde la aplicación del fuero de atracción previsto por el inc. 10 del art. 21 de la ley 24.522 al acuerdo preventivo extrajudicial regulado por los arts. 69 y sigtes. de dicho cuerpo legal, resaltando que dicha solución no ha perdido vigencia tras las modificaciones introducidas por las leyes 25.589 y 26.086 al art. 72 de la aludida ley 24.522, ya que ambas han dispuesto sólo "la suspensión" de las acciones de contenido patrimonial durante el trámite de la homologación, mas no el desplazamiento de las actuaciones. También ha dicho el Máximo Tribunal que lo establecido por el art. 76 de la ley concursal (según ley 25.589) no determina la aplicación del fuero de atracción porque con la homologación del convenio cesa la suspensión y cada acreedor recupera el ejercicio de la acción individual que tiene contra el concursado para obtener la cancelación judicial o extrajudicial de su crédito con el límite que hubiere dispuesto el concordato extrajudicial homologado, máxime no existiendo en el acuerdo preventivo extrajudicial una posibilidad de concurrencia tardía por incidente o por acción individual.


    Barbero, Stella Maris Patricia c/ PEN s/ Amparo


    COMP, 1065, L. XLV, 18 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda ejecutiva por cobro de multas contra una concursada. Fuero de atracción del concurso preventivo: causa de la obligación preconcursal.


    En virtud de que la causa -infracciones cometidas durante y con anterioridad al año 2003- de la obligación cuya ejecución ahora se pretende, es de fecha anterior a la presentación en concurso de la demandada (21 de abril de 2005), y lo previsto por el artículo 32 de la Ley de Concursos y Quiebras ya citado, sin que concurran en el caso las excepciones previstas en el artículo 21 de la Ley 24.522 (texto según ley 26.086), opera el fuero de atracción del concurso preventivo.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Asociación para la lucha contra la parálisis Infantil s/ Ejecución de Multas.


    COMP, 385, L. XLVI, 07 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Ejecución fiscal contra una concursada. Fuero de atracción del concurso.


    Se desprende de las presentes actuaciones que el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires promovió demanda ejecutiva contra la concursada. En tal contexto, cabe advertir que en estos autos no se ha dictado sentencia y, al tratarse de una ejecución fiscal, el juicio en cuestión no se encuentra comprendido en las excepciones previstas en el art. 21 de la ley 24.522 (texto según ley 26.086), motivo por el que resulta procedente el fuero de atracción contemplado en el primer párrafo de dicho cuerpo legal.


    G.C.B.A. c/ Microomnibus Ciudad Bs. As. S.A. s/ ejecución fiscal - radicación de vehículos


    COMP, 154, L. XLVI, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda de consignación contra los sucesores de la acreedora. Fuero de atracción del sucesorio.


    Analizados los presupuestos fácticos, si bien en el caso no se configuran en sentido estricto los requisitos del artículo 3284 inc. 4°, resulta razonable atribuir competencia al juzgado donde tramita el proceso sucesorio toda vez que el objeto de la pretensión de estas actuaciones es cumplir con una obligación de pago, en la cual, la causante revestía la condición de acreedora. Ello es así pues, la decisión que se adopte en esta causa tendrá consecuencias directas en el juicio sucesorio, en lo que respecta a la determinación del activo que compone el acervo hereditario. Consecuentemente, razones de economía procesal y seguridad jurídica, aconsejan que sea un solo magistrado el que deba entender en los procesos aludidos.


    Fuhrmann S.A. c/ Picón Fernández Salmerón y otros s/ sumario (consignación)


    COMP, 861, L. XLV, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda de inconstitucionalidad de normas de emergencia financiera. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio.


    La actora –hoy fallecida- demandó al Poder Ejecutivo Nacional y al Banco de la Provincia de Buenos Aires, solicitando la declaración de inconstitucionalidad de las normas dictadas con motivo de la emergencia financiera relacionada con la reprogramación de depósitos bancarios -leyes 25.561 y concordantes-.  Así, en el caso no opera el fuero de atracción de los juicios sucesorios, ya que no se trata de una acción personal interpuesta por acreedores del difunto (art. 3284 del Código Civil).


    Wurch, Paulina c/ Estado Nacional y otros s/ Inconstitucionalidad.


    COMP, 180, L. XLVI, 27 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Fuero de atracción del sucesorio. Estado de indivisión de la herencia.


    Se advierte que la deuda cuyo cobro se persigue por la presente litis, se devengó con anterioridad al fallecimiento del causante, por lo cual resulta operativo el fuero de atracción que ejerce su sucesorio respecto de estos obrados, toda vez que no surge de ellos que haya cesado el estado de indivisión de herencia del de cujus, al no encontrarse acreditada la inscripción ante el Registro de la Propiedad Inmueble de su declaratoria de herederos y cesión de derechos y acciones celebrada por sus derechohabientes, que en su oportunidad dispusiera el Magistrado.


    Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. c/ Martin Guillermo s/ Ordinario.


    COMP, 213, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Fuero de atracción del sucesorio. Improcedencia: deuda fiscal devengada con posterioridad al fallecimiento.


    La deuda fiscal cuyo cumplimiento se persigue en autos, se devengó con posterioridad al fallecimiento de causante, conforme surge de la sentencia interlocutoria, mediante la cual se designó Administrador de los bienes del sucesorio del causante, a su único y universal heredero, razón por la cual cabe considerarla excluida del fuero de atracción del sucesorio.


    O.S.P.R.E.R.A. c/ Sucesión de José Jais (Jais José Federico) Establecimiento Yacotula s/ Ejecución fiscal


    COMP, 992, L. XLV, 18 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Oposición al pago de la tasa de justicia por pérdida de la jurisdicción. Concurso preventivo. Alegada falta de legitimación pasiva. Improcedencia del fuero de atracción. Precedente de fallos 327:457 y 328:3088.


    Las resoluciones sobre cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia extraordinaria en tanto no constituyen sentencia definitiva y sólo cabe apartarse de dicho principio en caso de haberse denegado el fuero federal o consagrado una efectiva privación de justicia, supuesto de excepción que no se halla configurado en el sub-lite. No obstante el fuero de atracción del concurso, el juez federal continuó entendiendo en la causa ya que, al haberse concluido por caducidad de instancia, lo decidido se encuentra en línea con la doctrina sentada por V.E. en el precedente de Fallos 327:457 cuando sostuvo que resulta inoficiosa la remisión de una ejecución al juez del concurso habiéndose dictado sentencia ejecutiva después de abierto dicho proceso universal; y reiterada en el precedente de Fallos 328:3088 con respecto a la quiebra. En ese contexto, no se advierte que el rechazo del fuero de atracción pueda causar un gravamen de imposible o insuficiente remedio ulterior. Máxime cuando dicha tasa es un crédito que la AFIP pretende cobrarle al Banco Central, no al demandado concursado. Tampoco resultan suficientes para desvirtuar el decisorio los agravios vertidos en torno a la falta de legitimación del Banco Central por no ser el obligado al pago de la tasa de justicia -cuestiones de derecho común y procesal- pues no rebaten el argumento de los jueces sobre la imposibilidad de indagar en la relación causal de los documentos ejecutados por su carácter de títulos de crédito. Conclusión que los magistrados fundaron en la doctrina sentada en el precedente de Fallos 330:1300, en el cual V.E. postuló que en el juicio ejecutivo donde el Banco Central invocó su condición de cesionario de un pagaré endosado a su favor por el ex Banco B.I.D Coop. Ltdo. -tal como ocurre en el sub-lite- no correspondía investigar la causa que dio origen a la obligación por la naturaleza de título de crédito.  Finalmente, al apelante sostiene que la Cámara omitió expedirse acerca de la existencia de un certificado de deuda que fuera emitido con antelación a la sentencia objeto de recurso, es decir sin que hubiese una decisión firme al respecto. Sin embargo, la ejecución de ese certificado se encuentra apelada ante la Cámara Federal de Rosario, por lo que dicha discusión resulta ajena al objeto de esta litis. Las defensas esgrimidas en relación a este punto, además de carecer de relación directa con lo decidido en este juicio y que -eventualmente- deban ser analizadas en el marco que corresponda, también evidencian la falta de definitividad de la cuestión en debate en este proceso.


    Banco Central de la República Argentina c/ Consolid Argentina S.A. s/ ejecutivo


    B, 761, L. XLV, 07 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Causante citado como tercero. Fuero de atracción.


    Si bien no se configuran en sentido estricto los requisitos que contempla el artículo 3284 inc. 4° para tornar viable el fuero de atracción del sucesorio, resulta razonable atribuir competencia al juzgado donde tramita dicho juicio universal. Ello por cuanto la pretensión se encuentra vinculada con derechos y obligaciones referidos a un inmueble del que serían dueños -entre otros- el causante y sus hermanos; y toda vez que en autos ha sido citado el causante como tercero, razones de economía procesal y seguridad jurídica, en el marco de lo dispuesto por el artículo 96 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y de la doctrina de Fallos: 328:2488, corresponde que sea un solo magistrado quien debe entender en los procesos aludidos.


    Bracht, Juan Enrique c/ Macchiavello, María Luisa Clotilde y otro s/ Cumplimiento de contrato.


    COMP, 367, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Disolución de sociedad conyugal. Fuero de atracción del sucesorio.


    Corresponde dirimir el conflicto a favor del Magistrado Provincial, a cargo del sucesorio del causante, pues, más allá que la acción de divorcio tramitó ante el Juez Nacional, ante quien el causante inició también las actuaciones de disolución de la sociedad conyugal, su fallecimiento posterior, compromete la asignación de bienes al de cujus, los que previa dilucidación de su carácter propio o ganancial pasarían a conformar parte de su sucesorio. Siendo ello así esa cuestión puede considerarse como concerniente a bienes hereditarios, y por consiguiente, comprendida en el fuero de atracción previsto por el artículo 3284, inciso 1° del Código Civil.


    Martin, Jose Ramón s/ Sucesión Testamentaria y Ab - Intestato.


    COMP, 441, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Exclusión del fuero de atracción del sucesorio de las acciones de cobro de deudas devengadas con posterioridad al fallecimiento del causante.


    En las presentes actuaciones se persigue el cobro de deudas anteriores y posteriores al fallecimiento del causante. Respecto del reclamo por periodos anteriores al fallecimiento, corresponde que entienda Juzgado Nacional, toda vez que rige el fuero de atracción que ejerce la sucesión, conforme lo dispuesto en el artículo 3284 del Código Civil (v. doctrina de Fallos: 329:3914 y 4855 entre otros). Respecto de las obligaciones posteriores al fallecimiento del causante, debe considerárselas excluidas del fuero de atracción (v. doctrina de Fallos: 323:1735 y, más recientemente, sentencia de la Corte del 23 de octubre de 2007, en los autos S.C. Comp. 773, L.XLlII, "SADAIC c/Carreras, Enrique y otros s/cobro sumario sumas dinero").


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Alejandro Jorge s/ Ejecución Fiscal.


    COMP, 741, L. XLVI, 20 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Fuero de atracción del sucesorio del demandado: exclusión de deudas devengadas con posterioridad al fallecimiento.


    De los elementos de juicio que obran en la causa no surge que el causante haya contraído la deuda -base del trámite ejecutivo-, pues ella se devengó con posterioridad a su fallecimiento, motivo por el que esta acción se encuentra excluida del fuero de atracción del sucesorio.


    Banco Suquia S.A. c/ Gonzalez Alzaga, Juan Benjamin y otro s/ Cobro Ejecutivo.


    COMP, 517, L. XLVI, 16 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Procesos de Familia


    Autorización para salir del país a menor de edad. Tenencia a cargo de la madre. Superior interés del niño: determinación. Intervención de especialistas. Evaluaciones psicológica y ambiental. Elementos para la formación del convencimiento del juez.


    Las cuestiones que se suscitan en torno a personas menores de edad deben solventarse en función de su mayor bienestar. El superior interés de la infancia es un concepto abierto. Consecuentemente, en el desenvolvimiento de su ministerio –eminentemente práctico- los jueces están llamados a asignarle unos contenidos precisos y, al mismo tiempo, a dar buenos fundamentos acerca de la selección que realicen para no caer en un uso antifuncional de sus facultades discrecionales. De ello se sigue que la determinación de ese mejor interés, hará necesaria la intervención de especialistas, quienes han de trasmitir al tribunal las comprobaciones y resultados de su actividad. Y, al hacerlo, le suministrarán elementos para la formación de su convencimiento, con relación a temas cuya aprehensión va más allá de la ciencia jurídica. En el caso, en forma dogmática el a quo ha desvirtuado el punto de vista acerca de la conveniencia del niño que brindaron los expertos, en consonancia con su representación promiscua. Y, esa irregularidad reviste suficiente gravedad como para descalificar, sin más, a la resolución recurrida. Corresponde apoyarse en las distintas opiniones técnicas vertidas a lo largo del proceso, pues no se alcanza a percibir ningún elemento de juicio que se oponga a sus constataciones, con suficiente peso como para habilitar una decisión que las contraríe. Todos los especialistas consultados en autos son contestes, por un lado, en los mayores beneficios que se seguirán para este niño a partir de la convivencia con su madre; y, por el otro, no develan variables salientes, de tipo traumático, en el proyecto propuesto por la actora. Más allá del buen desempeño paterno y claros esfuerzos realizados por el progenitor en el cuidado del niño, en el contexto examinado, lo determinante es, pues, que el menor es ya un preadolescente que últimamente vivió con su madre durante períodos relativamente extensos; experiencia ésta -de la que no se tienen noticias negativas-, que desea profundizar. Y esa intención coincide con el nutrido consejo profesional allegado a la causa.


    V., M. N. c/ S., W. F. s/ Autorización


    V, 777, L. XLII, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Juez competente de la guarda con fines de adopción. Protección a los intereses del menor.


    La eficiencia de la actividad tutelar, torna aconsejable una mayor inmediación del juez de la causa con la situación del menor. Por ello, y en tanto surge acreditado en autos, que los guardadores se domicilian con la menor en la ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe, resulta competente para intervenir en la acción de guarda con fines de adopción deducida por los accionantes, el Magistrado a cargo del Tribunal Colegiado de Familia N° 5 de Rosario.


    G., M. L. s/ Guarda con fines de adopción.


    COMP, 556, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Parte General


    Acción


    Empresa de transporte interjurisdiccional de pasajeros. Procedencia declaración de inconstitucionalidad del impuesto de sellos, reclamado por una provincia, sobre el permiso de concesión otorgado por la Secretaría de Transporte de la Nación. Concurrencia de recaudos fijados por el art. 322 del CPCCN. Remisión L. 1798, L. XXXVIII, "Línea 22 S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Acción declarativa" (Fallos: 333:538).


    La declaración de certeza, en tanto no tenga carácter simplemente consultivo, no importe una indagación meramente especulativa y responda a un caso que busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal, constituye causa en los términos de la Ley Fundamental. Se encuentran reunidos los requisitos establecidos por el art. 322 del CPCCN, pues ha mediado una actividad explícita de la Dirección Provincial de Rentas de la demandada, dirigida a la percepción del impuesto que estima adeudado. En efecto, la resolución determinativa 645/04, junto a su rectificativa 693/04, que luce a fs. 96/97 -requerimiento a los que la actora le atribuye ilegitimidad y lesión al régimen federal-, representan una conducta explícita de la Dirección Provincial de Rentas dirigida a la percepción del impuesto adeudado.


    Transportes Automotores Plusmar S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    T, 367, L. XLII, 09 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Actos Procesales


    Nulidad de los Actos Procesales


    Nulidad de la notificación al domicilio legal estatutario de la sociedad demandada: arts. 30 y 32 inciso b de la Ley Orgánica de Procedimiento Laboral.


    Cierto es que lo atinente a las nulidades procesales reviste el carácter de una cuestión de hecho y de derecho procesal, ajena al recurso extraordinario, pero ello no es óbice para hacer excepción a dicha doctrina cuando la aplicación de los preceptos procesales excede de una manera irrazonable los límites que impone el respeto de la garantía de la defensa en juicio. Ello ocurre en el sub lite, pues al revocar el pronunciamiento y dejar sin efecto todo lo actuado desde la notificación de la demanda, sobre la base de consideraciones insuficientes para apartarse de la práctica que ordena el código ritual, se privó a la parte de un pronunciamiento sobre el fondo de la pretensión, postergando indebidamente el pleito, con serio menoscabo a la garantía de la defensa en juicio. Las severidades no resultan un mero ritualismo ya que se trata de normas de fondo que deben valorarse con suma prudencia si se pretende, por excepción, apartarse de sus reglas. El reproche endilgado a la parte actora, por haber prescindido de elementos de hecho objetivos, sustentado en que la diligencia de notificación no cumplió su finalidad, no es posible cuando tales consecuencias son debidas a la falta de actualización del domicilio real de la obligada, que es la persona de existencia ideal demandada. Además, de las constancias no se evidencia otro domicilio real que el denunciado por el actor como legal, que coincide con el informado por el Registro Público de Comercio y con el de las copias de poder acompañadas por la propia demandada. En consecuencia, las notificaciones que se practiquen allí tienen plenos efectos legales.


    Acher, María Laura y otros c/ Aderir S.A. y otros s/ medida cautelar


    A, 858, L. XLV, 01 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Acumulación de Procesos


    Acumulación de procesos. Daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito. Identidad de causa origen. Probabilidad del dictado de fallos contradictorios. Aplicación del art. 188 del CPCCN.


    De lo expuesto, resulta evidente, que al tratarse de un mismo hecho determinante que impone a los jueces dilucidar en primer lugar la responsabilidad o no de los demandados en ambos procesos, la sentencia que recaiga en los dos juicios, resolverá circunstancias de hecho, prueba y fundamentación jurídica comunes, que podrían conducir al dictado de fallos contradictorios y, consecuentemente, susceptibles de provocar un escándalo jurídico. Si bien en el caso no se configura el requisito de identidad de partes, la causa origen de ambos reclamos es la misma, toda vez que concurren ciertos elementos objetivos comunes, que tornan aconsejable que sea un solo magistrado que intervenga en ambos procesos a los fines de evitar sentencias contradictorias. Si bien las causas tramitan en distintas jurisdicciones territoriales, razones de seguridad jurídica y economía procesal hacen procedente la acumulación de acciones, conforme a lo previsto en el artículo 188 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, aplicable en el sub-lite.


    Provincia Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. y otros c/ Cardozo, Julio Fabián y otros s/ cobro de suma de dinero


    COMP, 948, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia


    A fin de mejor dictaminar, se solicita al Tribunal que -de estimarlo pertinente- requiera la remisión del expediente N° 36.117/0, caratulado: "Bernath, Damián Ariel y otros c/ GCBA s/ amparo (art. 14 CCABA)", radicado ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario N° 4 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Lamuedra, Ernesto Ricardo c/ Bernath, Damian Ariel y otro s/ nulidad de matrimonio


    COMP, 375, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    A fin de mejor dictaminar, se solicita al Tribunal que -de estimarlo pertinente- requiera la remisión del expediente N° 36.408/0, caratulado: "Castillo, Norma Edith y otros c/ GCBA s/ amparo (art. 14 CCABA)", radicado ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo y Tributario N° 4 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Lamuedra, Ernesto Ricardo c/ Castillo, Norma Edith y otro s/ nulidad de matrimonio


    COMP, 362, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    A fin de mejor dictaminar, se solicito a la Corte Suprema de Justicia de la Nació que requiera la remisión de los autos caratulados: "Martin Guillermo Francisco s/ Sucesión Ab Intestato", expediente SM 5472/06, N° 45.017 en trámite por ante el Juzgado Civil y Comercial N° 6 del Departamento Judicial de San Martín, Provincia de Buenos Aires.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. c/ Martin, Guillermo s/ ordinario


    COMP, 213, L. XLVI, 16 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    A fin de mejor dictaminar, y teniendo en cuenta la naturaleza del reclamo, se solicito con carácter urgente se requiera la remisión de las actuaciones caratuladas "Zapata, Luis Darío s/ amparo", o en su defecto fotocopias certificadas, en trámite por ante el Juzgado de Garantías N° 4 de Quilmes, Provincia de Buenos Aires.


    Incidente de competencia en causa "Zapata, Luis s/ amparo"


    COMP, 1018, L. XLVI, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    A los efectos de mejor dictaminar en la presente competencia, se solicita a la Corte Suprema la remisión de las actuaciones caratuladas "Abate, Carlos Héctor y otros c/ Sindicación de Accionistas Clase "C" del PPP Telecom Argentina s/ división de condominio".


    Suárez, Andrés Avelino y otros c/ Fondo de Garantía y Recompra del PPP Telecom Argentina y otro s/ división de condominio


    COMP, 1007, L. XLV, 22 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    A los efectos de mejor dictaminar se solicita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación requiera la remisión de los autos caratulados "Pirizal SA s/ Inhibitoria", expte N° 15.818/2007 en trámite por ante el Juzgado Civil, Comercial y Laboral de Santo Tomé, Provincia de Corrientes.


    Dobrila, Vladimiro y otros c/ El Pirizal S.A. y otro s/ ordinario


    COMP, 996, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    A los fines de mejor dictaminar se solicita a la CSJN que tenga a bien requerir, de estimarlo pertinente, que el Juzgado Federal N° 2 de Tucumán remita los autos: "Asociación Tucumana de Criadores de Caballos Peruanos de Paso VS. Asociación Argentina de Criadores de Caballos Peruanos de Paso y otra s/ Acción de Amparo".


    Asociación Argentina de Criadores de Caballos Peruanos de Paso c/ Asociación Tucumana de Criadores de Caballos Peruanos s/ amparo - recurso de apelación


    COMP, 253, L. XLVI, 13 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    A los fines de mejor dictaminar, en orden a lo que surge de las constancias de autos, se solicita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación que tenga a bien requerir al señor Juez a cargo del Juzgado Nacional en lo Comercial N° 6, la remisión de los autos "Michael Vilcinskas y Asociados S.A. s/ quiebra".


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Michael Vilcinskas Asociados S.A. s/ Ejecución fiscal


    COMP, 1011, L. XLV, 08 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción personal derivada de delito o cuasi delito. Juez competente a elección del actor: lugar del hecho o domicilio del demandado. Domicilio de la citada en garantía. Contexto fáctico.


    Si bien la parte actora denunció en el escrito de inicio, un domicilio de la aseguradora en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, el desplazamiento de la competencia admitido por el artículo 118 de la Ley 17.418, no puede importar desvincularlo del contexto fáctico de las actuaciones, de donde surge, que la póliza fue emitida por la casa matriz de la citada en garantía en la Ciudad de Rosario, Provincia de Santa Fe, y que el accidente tuvo lugar en la Ciudad de Bragado, Provincia de Buenos Aires, donde, asimismo, tanto el actor como el demandado tienen sus domicilios reales.


    Troyano, Miriam Noemi c/ Leiva, Daniel Arnolfo y otro/a s/ Daños y perjuicios autom. c/lesiones o muerte


    COMP, 822, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Acumulación de procesos en diferentes etapas procesales: improcedencia.


    No procede la acumulación de procesos cuando éstos se encuentran en diferentes etapas procesales, que impidan su sustanciación conjunta, en especial cuando en uno de ellos se ha dictado sentencia. En el caso, no se verifican los extremos ni las circunstancias excepcionales admitidas por la Corte que autorice a dejar de lado la regla mencionada, máxime, cuando tampoco se configura en la especie una afectación a la uniforme administración de justicia ni se evidencia la posible configuración de situaciones jurídicas contradictorias.


    Trotta, Omar Hugo c/ Guerrieri, Carlos Alberto y otros s/ Daños y perjuicios.


    COMP, 731, L. XLVI, 04 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Compentencia de la justicia ordinaria local para entender en un reclamo por el cobro de honorarios.


    Para resolver una cuestión de competencia se debe atender, en primer término, a los hechos que se relatan en la demanda, y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de la pretensión. La justicia federal es un fuero de excepción y, no dándose causal específica que lo haga surgir en el caso, su conocimiento corresponde a la jurisdicción ordinaria local. Dada la naturaleza de la cuestión, derivada de una relación jurídica entre personas particulares, ambas domiciliadas en Tandil, Provincia de Buenos Aires, y en atención a que la actora pretende la aplicación de la ley arancelaria provincial, y los hechos que dan lugar al reclamo de autos -cobro de honorarios-, corresponde que la justicia ordinaria local entienda en el sub-lite.


    Rodríguez, Sandra Mabel c/Mathiasen, Helga s/fijación de honorarios judiciales


    COMP, 791, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia del juez de la adopción para resolver cuestiones sobre restitución del menor.


    El pronunciamiento impugnado emana de la Sala J de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil, órgano jurisdiccional que reviste carácter nacional y, por el otro, la materia sobre la que versa el proceso se sustenta, en principio, en normas de derecho común (restitución, guarda y protección de una menor), lo que impide considerar que en el proceso se configura un típico caso de denegatoria del fuero federal. Por otro lado, el pronunciamiento del referido tribunal de alzada que, al confirmar el decisorio del juez de grado declara la competencia de los tribunales ordinarios de la localidad de Victoria, Provincia de Entre Ríos, para seguir conociendo en este proceso, no importa, privar al recurrente de la garantía de acceso a la jurisdicción ni una efectiva privación de justicia.


    Forneron, Anibal Leonardo s/ Medidas Precautorias.


    F, 302, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia en el marco del Convenio de Transferencia del Sistema de Previsión Social de la provincia al Estado Nacional.


    Si bien no se han cumplido con estrictez los recaudos formales relativos a la correcta traba de la competencia, pues los tribunales intervinientes no se la han atribuido en forma recíproca, corresponde a la Corte resolverla, en tanto la profusión de decisiones jurisdiccionales adoptadas en la materia, no sólo va en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia, sino que, atento el tiempo transcurrido -más de cuatro años de iniciado el reclamo- se configura una hipótesis de virtual privación jurisdiccional. La propia alzada previsional declaró la competencia del fuero siendo inviable que luego modifique el alcance de dicha decisión, máxime cuando se encuentra firme. En atención a ello y como lo tiene reiterado la Corte, corresponde dirimir la contienda y disponer que siga entendiendo en la causa la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social.


    Castillo, Eva Beatriz c/ Anses -UADI Salta s/ Recurso de apelación.


    COMP, 805, L. XLVI, 04 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia en razón de distinta vecindad. Aplicación de normas nacionales de procedimiento.


    Surge de autos que uno de los actores y los demandados son vecinos de la Ciudad de Tinogasta, Provincia de Catamarca, mientras que el otro accionante denunció su domicilio real en la ciudad de Caleta Olivia, Provincia de Santa Cruz. El referido actor si bien denunció su domicilio en extraña jurisdicción, consintió la actuación de los tribunales ordinarios de la Provincia de Catamarca con el inicio de estas actuaciones. Así, no se hallan reunidos los extremos exigidos a los fines de que surta el fuero federal en razón de la distinta vecindad de las partes litigantes. Por otro lado, de los elementos de prueba agregados a la causa surge que tanto el lugar de celebración, el de pago (parcial) como el de la operatoria de compra venta del bien inmueble convenida entra las partes, es la ciudad de Tinogasta, provincia de Catamarca, ergo, ese ha sido el lugar expresamente pactado a los efectos del cumplimiento de las obligaciones allí convenidas, por todo ello corresponde pronunciarse en favor de la competencia de la justicia local.


    Olivera, Francisca del Rosario c/ Farias Hilda Gladys y otro s/ Incumplimiento de contrato - Daños y perjuicios.


    COMP, 735, L. XLVI, 04 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre jueces de primera instancia.


    Los conflictos habidos entre jueces nacionales de primera instancia, deben ser resueltos por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido, sin que obste a ello, la circunstancia que uno de los magistrados nacionales sea federal con asiento en una Provincia, en virtud de ello, corresponde que la presente causa sea remitida a la Cámara Federal de la Provincia de Mendoza, a fin de que dirima el conflicto positivo trabado.


    Tomografía Computada Rioja SRL c/ General Electric Company y otros s/ Ordinario.


    COMP, 558, L. XLIV, 04 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia.


    La contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada del juez que previno. En el caso, el pronunciamiento ya emitido de la alzada pone fin al conflicto planteado.


    Ronutti, Fernando Martin c/ Obra Social de la unión del personal civil de la Nación s/ Amparo.


    COMP, 806, L. XLVI, 04 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre tribunales nacionales de primera instancia.


    El presente conflicto de competencia no debe ser dirimido por la Corte, en atención a lo dispuesto por el artículo 24 inc. 7 del Decreto Ley 1285/58, texto según Ley 21.708, toda vez que la contienda dispuesta entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Blanco, Amadeo Lujan c/ Superintendencia de Riesgos del Trabajo s/ Acción de amparo


    COMP, 898, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto entre jueces de distintas jurisdicciones -nacional y provincial-. Acción personal derivada de delito o cuasi delito. Opción del actor: lugar del hecho o domicilio del demandado.


    El artículo 5°, inciso 4) del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en que fundaron la competencia los actores establece, que en las acciones personales derivadas de delitos o cuasidelitos, conforme acontecería en autos, resulta competente para entender el Juez del lugar del hecho, o del domicilio del demandado a elección del actor. En tales condiciones, los accionantes optaron por la jurisdicción del domicilio real de ambas demandadas, por lo que corresponde estar a los términos de dicha opción. No obsta ello, el hecho de que ante el Juzgado Civil, Comercial y Laboral de Monte Caseros, Provincia de Corrientes, tramiten otros autos relacionados, toda vez que dichas actuaciones fueron iniciadas a posteriori, en la que la demandada no efectuó manifestación alguna respecto de dicha circunstancia, razón por la cual, corresponde que es el fuero laboral nacional que previno, y por quien optaran los accionantes al demandar, sea quien continúe entendiendo en la litis.


    Flores, Argentino y otro c/ Empresa Constructora Vialmani SA y otro s/Daños y perjuicios


    COMP, 627, L. XLVI, 14 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto entre jueces de los fueros civil y laboral. Empleada doméstica: accidente sufrido en el inmueble donde prestaba tareas.


    Aún cuando la accionante en autos ejerce una acción de naturaleza civil y reclama por rubros de esa naturaleza, desde que encuadra la relación jurídica que la vincula con los demandados como un contrato de trabajo, debe declararse la competencia de la Justicia del Trabajo, para seguir entendiendo en el juicio. En tal sentido, la acción se enmarca en el diseño amplio del artículo 20 de la Ley 18.345, que establece la aptitud jurisdiccional de la Justicia Nacional del Trabajo, para entender en todas las cuestiones que se vinculen directa o indirectamente con una relación laboral, surgidas entre trabajadores y empleadores, aunque estén fundadas en disposiciones del derecho común aplicable al caso, por lo que no hay razón alguna para apartar a un Juez laboral del conocimiento de las cuestiones que, en virtud de la materia de que se trata, es el que resulta idóneo para conocer en ellas, dado la especialidad que goza el referido fuero.


    Peña, Juana Delia c/ Nudel, Maria y otro s/ Daños y perjuicios (acc. de trabajo)


    COMP, 669, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires por el cobro de honorarios no percibidos.


    Corresponde atribuir competencia a la Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, toda vez que según se desprende de los términos de la presente demanda, la pretensión de los actores se dirige contra el Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, comprendida en el supuesto enunciado en el art. 48 de la Ley local N° 7, que establece que "los Juzgados en lo Contencioso Administrativo y Tributario entienden en todas las cuestiones en que la Ciudad sea parte, cualquiera fuera su fundamento u origen, tanto en el ámbito del derecho público como del derecho privado", y, de conformidad con el artículo 2 del Código Contencioso Administrativo y Tributario del la Ciudad de Buenos Aires.


    Merguin, Mirta Susana y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ incidente de ejecución de honorarios


    COMP, 422, L. XLVI, 13 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Esta contienda jurisdiccional no corresponde la intervención de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. En efecto, el artículo 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58, según texto ley 21.708, dispone que los conflictos entre jueces nacionales de primera instancia deberán ser resueltos por la Cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido.


    Ronutti, Fernando Martín c/ Obra Social de la Unión del Personal Civil de la Nación s/ amparo


    COMP, 1058, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Esta contienda jurisdiccional no corresponde la intervención de la Corte Suprema. En efecto, el artículo 24, inc. 7°, del decreto ley 1285/58, según texto ley 21.708, dispone que los conflictos entre jueces nacionales de primera Instancia deberán ser resueltos por la Cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido.


    Weremczuk De Vignatte, Laura Susana c/ Obra Social de Choferes de Camiones y otros s/ Beneficio de litigar sin gastos


    COMP, 64, L. XLVI, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Incompetencia del fuero contencioso administrativo. Competencia del fuero civil. Impugnación de pericias psiquiátricas dispuestas por el juzgado civil.


    Es el fuero civil el que está llamado a conocer en el asunto, puesto que la competencia en lo contencioso administrativo se determina principalmente a partir de la materia y no de la persona considerada aisladamente (art. 45 de la ley 13.998). Requiere, pues, que la relación jurídica se haya entablado en un contexto normativo federal, y los actos cuestionados revistan naturaleza administrativa; presupuestos que no concurren en el sub lite, desde que en la especie se pretende la revisión de decisiones que no sólo fueron adoptadas en un marco de derecho eminentemente privado, sino que tienen -y esto es determinante- neto carácter jurisdiccional.


    Gechidjian, María Cecilia s/ Amparo Ley 16.986.


    COMP, 815, L. XLVI, 04 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia de conflicto de competencia.


    No existe un conflicto de competencia en el que Corte Suprema deba expedirse, pues aquel fue dirimido por la alzada del juzgado que primero conoció en la causa, de acuerdo a lo prescripto por el artículo 24, inc. 7° del Decreto Ley 1285/58, texto según ley 21.708.


    Sanchez, Norma Isabel c/ Universidad de Buenos Aires s/ Nulidad de resolución administrativa.


    COMP, 657, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inmunidad de jurisdicción de los estados extranjeros relativa o restringida. Compromiso de pago concertado de buena fe. Competencia de los tribunales argentinos. Ley 24.488.


    En el precedente "Manauta" (Fallos: 317:1880) la Corte modificó la línea jurisprudencial que receptaba la inmunidad de jurisdicción absoluta y estableció que debía examinarse, en cada caso, la naturaleza iure imperii o iure gestionis del acto que motivaba el reclamo. Se recordó también que la Corte expuso que el Instituto de Derecho Internacional admitió la falta de inmunidad respecto de controversias basadas en relaciones de buena fe y seguridad jurídica localizadas en el foro que en modo alguno afectan el normal cumplimiento de la representación diplomática. En el sublite la reclamación de la actora se apoya, en un compromiso de pago concertado de buena fe, sin imperio soberano -relativo a servicios personales onerosos prestados en el país por residentes en él-, y para ser cumplimentado en el territorio argentino. En efecto, la Embajada convino con sus asesores y representantes la entrega de un automóvil en reconocimiento y compensación de las arduas y delicadas tareas que los citados profesionales llevan a cabo en defensa de los intereses de la Misión y específicamente respecto a una causa penal en la que se encontraba involucrado un funcionario administrativo de la Embajada. La crítica de la recurrente no consigue rebatir las razones del fallo ni poner de resalto un vicio invalidante en el marco de la excepcional doctrina sobre sentencias arbitrarias, por lo que corresponde confirmar la sentencia que otorgó jurisdicción a los tribunales argentinos.


    Clementi, Edgar Omar y otro c/ Embajada de la Federación Rusa y otros s/ Cumplimiento de contrato.


    C, 724, L. XLV, 16 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Medida autosatisfactiva. Improcedencia de la declaración de incompetencia una vez concluida la causa con sentencia.


    Si bien el artículo 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso, este precepto debe ser interpretado en forma armónica con la jurisprudencia de la Corte, en cuanto ha dicho que el ejercicio de esa facultad excepcional deviene impropio cuando la causa ha concluido mediante el dictado de una sentencia. En el caso, el magistrado federal ya hizo lugar a la medida autosatisfactiva objeto de la pretensión deducida. Asimismo, se encuentra demandado en el sub lite, entre otros, el Ministerio de Desarrollo Social de la Nación, circunstancia esta que, habilita la competencia de la justicia federal.


    Lopez, Honoria Isabel c/ Profe y otro s/ Medida autosatisfactiva.


    COMP, 742, L. XLVI, 15 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso sin trámite, elevación prematura.


    Surge de las actuaciones que existe un recurso al que no se ha dado trámite por lo que la presente elevación de la causa resulta prematura. En tales condiciones, deberán devolverse los autos al Juzgado Nacional en lo Civil N° 102, con el objeto de que se provea a dicho recurso.


    C., J. C. s/ Artículo 482 Código Civil.


    COMP, 632, L. XLVI, 07 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Comp. 1299. L. XLIII, "Lomolino, Gustavo Daniel y otro c/ Consorcio de Gestión del Puerto Quequen s/ sumarísimo".


    Sordo, Sebastián Matías y otros c/ Consorcio Gestión de Puerto Quequen s/ Sumarísimo


    COMP, 1014, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Fallos 323:1531 y 332:908. Competencia del Juzgado Nacional en lo Civil N° 88.


    O., L. R. W. s/ Curatela Art. 12 Código Penal


    COMP, 1077, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Fallos: 323:1531 y 332:908. Competencia del Juzgado de Familia N° 3 de Rawson, Provincia de Chubut.


    O.L.A. s/ curatela


    COMP, 345, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Fallos: 328:4832.


    N., F. C. A. s/ artículo 482 Cód. Civil


    COMP, 322, L. XLVI, 19 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia dictada en autos S.C.Comp. 736, L.XLlV "Establecimiento Educativo Inst. Modelo c/ Caja Complementaria de Previsión Social para la Actividad Docente".


    Instituto San José c/ Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente s/ Nulidad de acto administrativo.


    COMP, 792, L. XLVI, 04 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia dictada en la causa S.C.Comp.533, L.XLVI "García, Johana María Luján c/ Sociedad Española de Beneficencia Hospital Español s/ amparo".


    S., L. c/ Instituto de obra social del ejército s/ Amparo.


    COMP, 725, L. XLVI, 04 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a las causas "Fiorito" y "Andrada Vicente y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ daños y perjuicios", S.C. Comp. N° 1412, L. XLIII.


    M., M. A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ daños y perjuicios - resp. prof. médicos y aux.


    COMP, 848, L. XLVI, 19 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a las sentencias dictadas en las causas "Salamoni, Jorge Alberto y otros c/Estado Nacional y otro s/ proceso de conocimiento", S.C.Comp. W 1914, L. XL, y, "Valenzuela, Luis Adán y otros c/ Estado Nacional y otro s/ proceso de conocimiento", S.C.Comp. N° 1420, L. XLII.


    Blanco, Hugo Daniel y otros c/ Estado Nacional y otro s/ Proceso de conocimiento.


    COMP, 866, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. 873, L. XLV "Kisser, Raymundo c/ Mitre, Victoria s/ sumario".


    Kisser, Raymundo Arturo c/ Salamone, Juan Héctor s/ordinario


    COMP, 883, L. XLVI, 03 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en "S.C.Comp.533, L.XLVI "García Johanna María Luján c/ Sociedad Española de Beneficencia Hospital Español s/ amparo".


    Carmona, Marcelo Oscar c/ Asociación Mutualista Empleados del Banco de la Pcia. de Bs.As. s/ amparo


    COMP, 526, L. XLVI, 07 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 627, L. XLVI caratulada: "Flores, Argentino y otro c/ Empresa Constructora Vialmani SA y otro s/ daños y perjuicios".


    Cooperativa Agropecuaria y de Provisión de Electricidad Aguara Ltda s/ Cuestión de competencia por vía inhibitoria


    COMP, 772, L. XLVI, 14 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C.Comp. N° 642, L XLVI; caratulados: "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Barrios, Emilio c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Procedimiento laboral Art. 46 ley 24557.


    COMP, 651, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa "Compañía Embotelladora (PEPSI) s/ ejecución fiscal -anuncios publicitarios-" S.C. Comp. N° 592, L. XLVI.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Compañia Embotelladora S.A. (Pepsi) s/ Ejecución fiscal.


    COMP, 596, L. XLVI, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa "Compañía Embotelladora (PEPSI) s/ ejecución fiscal -anuncios publicitarios-" S.C. Comp. N° 592, L. XLVI.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Compañia Embotelladora S.A. (Pepsi) s/ Ejecución fiscal.


    COMP, 595, L. XLVI, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa "Compañía Embotelladora (PEPSI) s/ ejecución fiscal -anuncios publicitarios-" S.C. Comp. N° 592, L. XLVI.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Compañia Embotelladora S.A. (Pepsi) s/ Ejecución fiscal.


    COMP, 594, L. XLVI, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa "Compañía Embotelladora (PEPSI) s/ ejecución fiscal -anuncios publicitarios-" S.C. Comp. N° 592, L. XLVI.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Compañia Embotelladora S.A. (Pepsi) s/ Ejecución fiscal.


    COMP, 593, L. XLVI, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Procedimiento Laboral Art. 46 ley 24.557


    COMP, 642, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. N° 642, L. XLVI caratulada: "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Acuña, Isabelino c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Procedimiento Laboral Art. 46 Ley 24557.


    COMP, 649, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. N° 642, L. XLVI caratulada: "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Fernandez, Ruben Desiderio c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Procedimiento Laboral Art. 46 Ley 24557.


    COMP, 647, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. N° 642, L. XLVI caratulada: "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Gonzalez, Ramón Marcial c/ Mapfre A.R.T. S.A. s/ Procedimiento Laboral Art. 46 Ley 24557.


    COMP, 652, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. N° 642, L. XLVI caratulada: "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Nuñez, Martin Valeriano c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Procedimiento Laboral Art. 46 Ley 24557.


    COMP, 650, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. N° 642, L. XLVI caratulada: "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Ocampo, Jorge c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Procedimiento Laboral Art. 46 Ley 24557.


    COMP, 648, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. N° 642, L. XLVI caratulada: "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Ojeda, Pedro c/ Prevención A.R.T. s/ Procedimiento Laboral Art. 46 Ley 24557.


    COMP, 644, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. N° 642, L. XLVI caratulada: "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Rodriguez Wenceslao c/ Federación patronal Seguros S.A. s/ Procedimiento Laboral Art. 46 Ley 24557.


    COMP, 646, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. N° 642, L. XLVI caratulada: "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Sanchez, Antonio c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Procedimiento laboral Art. 46 ley 24557.


    COMP, 643, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. C. Comp. N° 642, L. XLVI caratulada: "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Sena, Omar Marciano c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Procedimiento Laboral Art. 46 ley 24557.


    COMP, 645, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. Comp. 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo (12)".


    Compañia Financiera Argentina S.A. c/ Benitez, Miguel Angel s/ Cobro Ejecutivo.


    COMP, 658, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. Comp. 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo (12)".


    Compañia Financiera Argentina S.A. c/ Lopez, Ruben s/ Cobro Ejecutivo.


    COMP, 637, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. Comp. N° 1132; LXXXVIII, "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación". Conflicto en razón de la materia agotado.


    Gadea, Rubén Marcelo s/ Apelación Art. 46 Ley 24.557.


    COMP, 755, L. XLVI, 05 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. Comp. N° 76, L. XLVI "O.S. de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/Obra Social del Personal de Farmacia s/nulidad de acto jurídico".


    Obra Social de la Asociaciones de Empleados de Farmacia de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ Nulidad de acto jurídico.


    COMP, 629, L. XLVI, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C.Comp. 755, L. XLVI, caratulados: "Gadea Rubén Marcelo s/ apelación art. 46 Ley 24557".


    Zapata, Omar Alfredo s/ Apelación Art. 46 Ley 24.557.


    COMP, 776, L. XLVI, 05 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C.Comp. 76; L. XLVI "Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad del acto jurídico"


    Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/nulidad de acto jurídico


    COMP, 885, L. XLVI, 03 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C.Comp. 76; L. XLVI "Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad del acto jurídico".


    Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico


    COMP, 946, L. XLVI, 03 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C.Comp. N° 1132; L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Romero, Marta Rosa c/ Prevención ART s/materia de otro fuero


    COMP, 886, L. XLVI, 03 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Aguirre, Emilio Alberto c/CNA A.R.T. S.A. S/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 928, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Aguirre, Francisco Solano c/ Mapfre A.R.T. S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 920, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Aguirre, Rubén c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 929, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Aguirre, Valentín c/ Mapfre A.R.T. S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 922, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Barrios, Luis Bonifacio c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 916, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Chávez Víctor Oscar c/Federación Patronal Seguros S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 913, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Fernández, Jose Luis c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 912, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Fernández, Ramón Antonio c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 921, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Fernández, Víctor Hugo c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 923, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Gallardo, Ramón Antonio c/Federación Patronal Seguros S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 918, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Gutiérrez, Ramón c/ CNA A.R.T. S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 925, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Lafuente, Miguel Antonio c/CNA A.R.T. S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 926, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Marinich, Néstor c/ Mapfre A.R.T. S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 915, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Molina, Gregorio c/Federación Patronal Seguros S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 917, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Pereyra, Andrés Ceferino c/ CNA ART S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 914, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Pérez, Carlos Alberto c/Prevención ART S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 931, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Prieto, Rubén Eduardo c/CNA A.R.T. S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 930, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Torres, Eugenio Salvador c/ CNA A.R.T. S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 924, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación", y S.C. Comp. 642, L XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo".


    Vega, Luis Rodolfo c/ CNA ART S.A. s/procedimiento laboral art. 46 Ley 24557


    COMP, 919, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación" y S.C. Comp. N° 642, L. XLVI "Roberts Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros SA s/ accidente de trabajo",


    Castillo Hermes c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Procedimiento laboral art. 46 ley 24.557.


    COMP, 862, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación" y S.C.Comp. N° 642, L. XLVI "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ accidente de trabajo".


    Alvarez, Manuel Alberto c/ CNA A.R.T. S.A. s/ Procedimiento laboral art. 46 ley 24557.


    COMP, 859, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación" y S.C.Comp. N° 642, L. XLVI "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ accidente de trabajo".


    Chavez, Oscar Antonio c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ Procedimiento laboral art. 46 ley 24.557.


    COMP, 860, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación" y S.C.Comp. N° 642, L. XLVI "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ accidente de trabajo".


    Pitra, Ana Mabel por si y en nombre y representación de su hijo menor c/ La Segunda A.R.T. S.A. s/ Procedimiento laboral art. 46 ley 24.557.


    COMP, 858, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación" y S.C.Comp. N° 642, L. XLVI "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ accidente de trabajo".


    Ramos, Nélida Argentina c/ CNA A.R.T. S.A. s/ Procedimiento laboral art. 46 ley 24.557.


    COMP, 861, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación" y, S.C.Comp. N° 642, L. XLVI "Roberts, Roberto Federico c/ Federación Patronal Seguros S.A. s/ accidente de trabajo".


    Martinez, Roque Victoriano c/ Federación Patronal seguros S.A. s/ Procedimiento laboral art. 46 ley 24557.


    COMP, 857, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas S.C.Comp.1922, L XL "Saldaño, Carlos Roque c/ Provincia ART", y S.C. Comp. 804, L XLIII "Marchetti, Néstor Gabriel c/ La Caja ART SA s/ Ley 24.577".


    Mansilla Ascensión c/ HSBC La Buenos Aires Seguros S.A. s/ Accidente - Ley especial.


    COMP, 745, L. XLVI, 05 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C Comp. 231, L XLVI, "Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Toledo Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo".


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Fuentes Farías, Samuel Benjamín s/ Ejecutivo


    COMP, 318, L. XLVI, 27 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C Comp. 231, L XLVI, "Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Toledo Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo".


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Galean, Miguel Antonio s/ cobro ejecutivo


    COMP, 232, L. XLVI, 19 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C Comp. 231, L XLVI, "Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Toledo Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo".


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Herrera, Víctor Ariel s/ cobro ejecutivo


    COMP, 282, L. XLVI, 27 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C Comp. 231, L XLVI, "Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Toledo Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo".


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ López, Arturo s/ cobro ejecutivo


    COMP, 319, L. XLVI, 27 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C Comp. 231, L XLVI, "Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Toledo Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo".


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Ranucci, Eduardo Rubén s/ cobro ejecutivo


    COMP, 290, L. XLVI, 27 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C Comp. 231, L XLVI, "Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Toledo Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo".


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Sarquisian, Lucía s/ ejecutivo


    COMP, 281, L. XLVI, 27 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp 225, L. XLVI caratulados: "Lobo, Raúl Enrique s/ Proc. Laboral - art. 46 ley 24557".


    Luchini, Carlos Antonio s/ Proc. Laboral - Art. 46 Ley 24.557.


    COMP, 229, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp 225, L. XLVI caratulados: "Lobo, Raúl Enrique s/ Proc. Laboral - art. 46 ley 24557".


    Maidana, Felipe Ramón s/ Proc. Laboral - Art. 46 Ley 24.557


    COMP, 224, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 145, L. XLIV, "F.C., M. s/insania"; S.C. Comp. 191, L. XLIV, "L. R. s/art. 482 Código Civil"; y S.C. Comp. 233, L. XLIV, "N.E. s/internación". Sin perjuicio del motivo concreto por el que el expediente llega a esta instancia, de su lectura surgen algunas particularidades que el Ministerio Fiscal no puede pasar por alto. En efecto, la denuncia fue promovida en septiembre de 1996, sin que -transcurridos más de trece años- se haya dictado sentencia. Tampoco se tomaron las medidas correspondientes a los fines de tramitar una pensión, a pesar de lo informado en cuanto a que la causante padece problemas de salud que no son atendidas por razones económicas. Por ello, en orden a la custodia y promoción activa de los derechos de esta persona enferma, se recomienda que tanto el tribunal como el Ministerio Público de la Defensa intervinientes, se encarguen -con la premura del caso y en lo que les correspondiere- de estos aspectos.


    F. de O., N. A. s/ Inhabilitación


    COMP, 134, L. XLVI, 16 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 225, L. XLVI caratulados: "Lobo Raul Enrique s/ Proc. Laboral - art. 46 ley 24557".


    Barco, Antonio c/ Proc. Laboral - Art. 46 Ley 24.557.


    COMP, 230, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Toledo Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo (12)".


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Agostino, Adrián Fabio s/ cobro ejecutivo


    COMP, 337, L. XLVI, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo (12)".


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Ramírez, Sonia Patricia s/ ejecutivo


    COMP, 570, L. XLVI, 09 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo (12)".


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Vidal, Rubén Oscar s/ ejecutivo


    COMP, 589, L. XLVI, 09 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 524; L. XLV, "Nemarnich, Mónica Laura c/ PEN y otro s/ amparos y sumarísimos".


    Bruno, Adolfo c/ PEN y otros s/ amparo


    COMP, 937, L. XLVI, 28 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 653, L. XLV, "S., V.N. s/curatela".


    H. P., M. T. s/ curatela


    COMP, 382, L. XLVI, 16 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 76, L. XLVI "O.S. de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico".


    O.S. de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico


    COMP, 77, L. XLVI, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 76, L. XLVI "O.S. de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico".


    O.S. de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ Nulidad de acto jurídico


    COMP, 78, L. XLVI, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 76, L. XLVI "O.S. de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico".


    Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico


    COMP, 347, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 76, L. XLVI "O.S. de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico".


    Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico


    COMP, 348, L. XLVI, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 76; L.XLVI "Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad del acto jurídico".


    Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico


    COMP, 856, L. XLVI, 19 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 76; L.XLVI "Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad del acto jurídico".


    Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico


    COMP, 847, L. XLVI, 19 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 913, L. XLV "O.S. de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico".


    Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ Nulidad de acto jurídico


    COMP, 1064, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 913, L. XLV "O.S. de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico".


    Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia si nulidad de acto jurídico


    COMP, 914, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII, "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Benítez, Carlos Rubén s/ procedimiento laboral - Art.46 Ley 24.557


    COMP, 228, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Maidana, José Ramón s/ proceso laboral - art. 46 - ley 24.557


    COMP, 617, L. XLVI, 08 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. NC 1132; L. XXXVIII, "Ramos Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Lobo, Raúl Enrique s/ Proc. Laboral - Art. 46 Ley 24.557.


    COMP, 225, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. Comp. 748, L XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ acción meramente declarativa".


    Sarno, Emilio Raúl y otro c/ PEN - LEY 25.561 - Dtos. 1570/01 214/02


    COMP, 28, L. XLVI, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. Comp. n° 1132, L XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Robledo, Liliana s/ Accidente de Trabajo Ley N° 24.557


    COMP, 1026, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. Comp. n° 1132, L XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Soler, Pedro Tomas s/ Accidente de Trabajo Ley N° 24.557


    COMP, 1029, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Responsabilidad civil de los profesionales médicos. Competencia de la justicia ordinaria aún cuando se demande conjuntamente a organismos sometidos a la jurisdicción federal. Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. Comp. N° 193, L. XLVI, caratulada: "Riegas, Stella Maris c/ Estado Nacional y otros s/ responsabilidad médica".


    Es competente en razón de la materia, conforme a los artículos 43 y 43 bis del decreto-ley N° 1285/58, reformado por la ley 23.637, la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Civil de la Capital Federal para entender en reclamos como el de autos, en los que se demanda por responsabilidad civil de los profesionales médicos, aún cuando organismos sometidos en razón de las personas a la jurisdicción federal, integren la litis como codemandados.


    Spaciuk, Eugenia Sofía c/ Hospital Militar y otros s/ responsabilidad médica


    COMP, 944, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Se requiere a ambos tribunales en conflicto la remisión de los respectivos procesos.


    Comas, Pamela Josefina c/ Codoni, Cristian Javier s/ Medida cautelar.


    COMP, 876, L. XLVI, 15 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Se requiere la remisión de los autos "Violeta, Federico y otra s/ sucesión ab-intestato", Expediente N° 5008/2009, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 7 del Departamento Judicial de La Matanza, Provincia de Buenos Aires.


    Nanni, Norma c/ Zacarias, Gustavo Luis s/ Ejecución de alquileres.


    COMP, 904, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Se solicita la devolución de las actuaciones al Juzgado Nacional de Primera Instancia en lo Comercial N° 14, Secretaría N° 27, a los fines pertinentes.


    Szychowski, María Alejandra c/ Farming S.A. s/ Medidas precautorias.


    COMP, 884, L. XLVI, 15 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Se solicita la remisión de los autos "Pin Pin Argelia c/ Montero Perfecto y/o s/ Ejecución Hipotecaria", Expediente N° 71.960, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 1 de Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires.


    Montero, Perfecto c/ Banco de la Nación s/ Amparo.


    COMP, 628, L. XLVI, 09 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Se solicita la remisión de los autos "San Martín, Fernando Jaime c/ Barone, Patricio s/ daños y perjuicios", Expediente N° 75.050, en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N° 1 de San Martin, Provincia de Buenos Aires.


    Laino, Emilia Blanca c/ Barone, Carlos Marcelo s/ Daños y Perjuicios.


    COMP, 803, L. XLVI, 04 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Sentencia de apremio. Fuero de atracción por la quiebra del contribuyente.


    En las presentes actuaciones se ha dictado sentencia ejecutiva -que se encuentra firme. En tal contexto, resulta inoficiosa la remisión de la causa al juez del proceso universal, ello sin perjuicio que el actor solicite la verificación de su crédito en el trámite concursal.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Sesti Francisco s/ Apremio provincial (310).


    COMP, 773, L. XLVI, 11 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Toda vez que de las actuaciones de la causa surge que la pena impuesta al causante venció el 31 de mayo de 2009, el planteo en torno a la competencia deviene abstracto.


    C., L. L. s/ curatela


    COMP, 165, L. XLVI, 23 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Toda vez que del informe que antecede surge que el causante de autos habría fallecido el día 7 de febrero del corriente año, corresponde considerar que previa acreditación mediante el correspondiente certificado de defunción, ante la instancia y por la vía que la Corte Suprema estime corresponder, cabe declarar que el planteo que nos ocupa deviene abstracto.


    Almada, Juan Carlos s/ exhortos y oficios


    COMP, 125, L. XLVI, 09 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Toda vez que el causante fue dado de alta médica con fecha 25 de abril de 2009, el planteo de competencia en relación al control de internación deviene abstracto.


    Luque de la Vega, Jorge Marcelo s/ diligencias preparatorias


    COMP, 668, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Toda vez que en ningún momento se ha configurado un conflicto de competencia, sino que la interesada debía instar otra demanda en sede nacional, cosa que -por lo demás- ha hecho finalmente, corresponde, entonces, dictaminar que deviene inoficioso un pronunciamiento del Tribunal en la cuestión.


    C., M. L. c/ C. M., C. O. s/ divorcio - art. 215 Cód. Civil


    COMP, 280, L. XLVI, 14 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Alimentos: acción de cobro. Embargo sobre los “Bonos Independencia”. Resolución de un tribunal provincial: irrevisable por la justicia nacional. Proceso ajeno al conocimiento de la Corte Suprema.


    La vía utilizada por la peticionaria no constituye alguna de las previstas en los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, para habilitar la jurisdicción de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. La actora pretende la intromisión del Tribunal en un proceso sujeto a la jurisdicción y competencia de los magistrados de la Provincia de Tucumán, por una vía inadecuada, pues aquélla persigue mediante una acción de cobro de pesos que se ejecute en un juicio nuevo las resoluciones dictadas por el juez local, infringiendo, así, los modos y términos previstos en la legislación adjetiva provincial, que son de cumplimiento ineludible. La Corte tiene establecido desde antiguo que -con arreglo al art. 7° de la Constitución Nacional- las resoluciones de los tribunales provinciales dentro de su competencia no pueden ser revisadas por los de la Nación, con excepción de que se lo haga por la vía del recurso extraordinario, pues tales resoluciones son actos de soberanía y la justicia nacional no puede examinarlas, ya sea admitiendo recursos que contra ellas se interpongan, ya conociendo de demandas que tiendan al mismo fin.


    Nisman, Gabriela Viviana c/ Tucumán, Provincia de s/ Cobro de pesos


    N, 195, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia dirimido por el órgano superior común: cuestión que la Corte Suprema no debe resolver.


    Es doctrina de la Corte Suprema que las cuestiones de competencia suscitadas entre magistrados nacionales de primera instancia deben ser resueltas por la cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido, y en tal sentido, ha establecido que no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia. Por ello, en el sub lite, encontrándose dirimido el conflicto por el órgano superior común a ambos tribunales contendientes, no hay en estas actuaciones una cuestión de competencia que la Corte Suprema deba resolver.


    Riveiro, Juan José c/ Estado Nacional - M° de Defensa Militar y Civil de las FF.AA. y de Seguridad.


    COMP, 413, L. XLVI, 28 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Acción de amparo a fin de obtener la cobertura integral de internación geriátrica. Inicio de proceso de declaración de demencia en otra jurisdicción. Autonomía de los procesos.


    Estos obrados resultan autónomos respecto del proceso de insania de la representada, en trámite por ante la justicia provincial. La competencia del Juzgado de Familia es exclusiva y excluyente, no ejerciendo la insania fuero de atracción en relación a la causa en estudio.


    M. de B., R. c/ Medicus S.A. de Asistencia Médica y Científica s/ Amparo


    COMP, 166, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Acción de desalojo, ejecución de alquileres, y daños y perjuicios. Locación con fines comerciales entre dos sociedades anónimas. Competencia comercial.


    El contrato objeto de estas actuaciones celebrado entre dos sociedades anónimas se encuentra orientado a una explotación mercantil. En tal sentido, cabe resaltar, el carácter comercial de ambas partes y el fin del bien locado, relativo al giro de un negocio comercial que explotaba la actora y que luego por cesión continuó la demandada. Es claro que la relación jurídica que vinculó a los litigantes excede ampliamente el marco de un contrato de locación urbana. Por otro lado, la actora comunicó al Magistrado haber recuperado el inmueble objeto de la litis, en su carácter de propietaria, y en un todo de conformidad con lo normado por el artículo 1564 del Código Civil, por lo que la acción incoada ya no se encontraría dirigida principalmente a obtener el desalojo, sino a percibir un resarcimiento por los daños y perjuicios ocasionados a la explotación comercial. Se sigue de ello, y de acuerdo con lo dispuesto por los artículos 1, 5, 7 y 8 del Código de Comercio y 43 bis, primer párrafo del decreto ley 1285/58, compete a la justicia comercial entender en el presente juicio.


    Unity Oil S.A. c/ Golo Kids S.A. y otro s/ desalojo - otras causales


    COMP, 977, L. XLV, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Acción de encuadramiento convencional. Conflicto colectivo de trabajo. Jurisdicción laboral ordinaria.


    Tal corno lo consigna el demandante, no nos encontramos ante una contienda de encuadramiento sindical -entendida como un conflicto de representación entre dos entes con personería gremial-, sino frente a una controversia de "encuadramiento convencional". Así, le asiste razón a los jueces de la Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo, en cuanto se inhibieron de entender en el juicio por no encontrarse la acción comprendida dentro del procedimiento establecido por los artículos 59 y concordantes de la Ley 23.551. En efecto, de las actuaciones no resulta que se recurra un acto administrativo definitivo referido a una contienda intersindical de representación, que habilite la competencia originaria de la Cámara de Apelaciones del Trabajo, la que por la naturaleza de la cuestión debatida debe ser interpretada restrictivamente, desde que la solución de la Justicia de Posadas, importaría extender la competencia de la Alzada a un supuesto no contemplado expresamente en la norma aplicable, en desmedro del principio de la doble instancia. Nos encontramos ante un conflicto colectivo de trabajo cuya demanda, debe tramitar ante la jurisdicción laboral ordinaria, en los términos de lo normado por la Ley 25.877 -art. 20, inc. e)- en que se fundó el reclamo.


    U.T.H.G.R.A. c/ Supermercados California s/ ley de asociaciones sindicales


    COMP, 885, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Declinatoria e inhibitoria.


    En el caso cabe aplicar lo dispuesto por el artículo 7° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que establece que elegida una vía para promover la cuestión de competencia -esto es, la declinatoria o la inhibitoria-, no podrá posteriormente usarse la otra. Sentado ello, sin embargo en el sub-lite, el cotejo de las constancias surge que bajo la apariencia de una acción de amparo, la demandada reeditó una cuestión de competencia -inhibitoria-, lo que lleva a concluir su improcedencia. Además, cabe resaltar que, respecto de la excepción de incompetencia promovida ante el fuero federal de la provincia de Tucumán, recayó una decisión adversa al planteo del aquí demandado, que se encuentra firme, toda vez que no fue apelada.


    Asociación Tucumana de Criadores de Caballos Peruanos de paso c/ Asociación Argentina de Criadores de Caballos Peruanos y otra s/ Acción de Amparo.


    COMP, 411, L. XLVI, 27 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda contra el Estado Nacional solicitando el pago de diferencias salariales y la inconstitucionalidad del art. 44 de la ley 24.624. Competencia del fuero contencioso administrativo federal.


    Al ser demandado el Estado Nacional (Ministerio de Defensa - Estado Mayor General de la Armada), y encontrarse en tela de juicio el pago de diferencias salariales, luego de haberse efectuado el reclamo administrativo correspondiente, este proceso puede estimarse comprendido dentro de las causas contencioso administrativas contempladas en el art. 45, inc. a), de la ley 13.998, máxime, cuando la demanda no se fundó en normas propias del derecho previsional.


    Altamirano, Héctor Alfredo (R) c/ EN - Ministerio de Defensa- EMGA


    COMP, 804, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda contra el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados (PAMI). Autoasegurado. Competencia federal.


    La actora interpuso el recurso contemplado en el artículo 46 de la ley 24.557 por discrepar con el porcentaje de discapacidad otorgado por el organismo administrativo, derivada del accidente de trabajo que padeció mientras prestaba servicios como enfermera para el Instituto Nacional de Servicios Sociales para Jubilados y Pensionados. Procede en el caso la intervención del fuero de excepción, puesto que compete a la justicia federal conocer en las causas en que la Nación -o una entidad nacional- sea parte; máxime cuando, al no haber sido notificado el organismo citado en la demanda, nada puede inferirse en términos de una eventual prórroga a favor de la jurisdicción ordinaria.


    Centeno, Mariana Verónica c/ Autoaseguradora s/ ley 24.557


    COMP, 306, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda contra la aseguradora de riesgos del trabajo solicitando pago de intereses compensatorios correspondientes a una indemnización por enfermedad profesional percibida con anterioridad. Competencia de la justicia laboral.


    El demandante dirigió un planteo a fin de obtener el cobro de intereses compensatorios generados por el capital nominal oportunamente abonado al actor en concepto de indemnización por enfermedad profesional. En ese marco, más allá de que el fundamento de la pretensión gira en torno a una resolución definitiva dictada por una Sala de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social, teniendo en cuenta que la reclamación incoada se encuentra fundada en legislación laboral común, de conformidad con lo establecido en el art. 20 de la ley 18.345, la presente causa habrá de continuar su trámite ante el juzgado laboral, a donde habrá de remitirse, a sus efectos.


    Schantl, José Francisco c/ Provincia de Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. s/ cobro de pesos


    COMP, 191, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda contra una prestadora privada de salud. Proceso de insania en trámite en otra jurisdicción: improcedencia de atracción.


    En el caso, si bien la acción se dirige contra una entidad privada, cabe señalar que ambas partes consintieron la jurisdicción federal para conocer en el juicio. En tal situación teniendo en cuenta que estos obrados resultan autónomos respecto del proceso de insania de la representada, -en trámite por ante la justicia provincial- no cabe admitir el desplazamiento del proceso ya que el juicio de insania no ejerce, fuero de atracción respecto de este tipo de proceso. Por otra parte, desde que en autos no se debate el alcance de cláusulas del contrato celebrado con la prestadora, y la demanda se funda exclusivamente en principios institucionales y constitucionales de prioritaria trascendencia para la estructura del sistema de salud implementado por el Estado Nacional, que involucra tanto a las obras sociales, como a las prestadoras privadas de servicios médicos, interpreto que la causa debería quedar radicada ante la justicia federal.


    G., J. M. L. c/ Sociedad Española de Beneficencia Hospital Español s/ amparo


    COMP, 533, L. XLVI, 07 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda de daños y perjuicios contra empresa de energía eléctrica. Responsabilidad por el presunto accionar ilícito a la empresa demandada. Materia de derecho común, competencia local.


    Se desprende de las presentes actuaciones que la actora promovió demanda contra Integración Eléctrica Sur Argentino S.A. con el objeto de obtener indemnización por los daños y perjuicios causados en su persona y bienes, como consecuencia de la realización de trabajos para una obra del tendido eléctrico de extra alta tensión. En tal sentido, la actora invocó que el ingreso a su propiedad -mediante el uso de violencia- por parte de la empresa demandada fue ilegal. Fundó su pretensión en normas del Código Civil. Así, analizados los presupuestos fácticos, el resarcimiento que se reclama en la especie deriva de una relación jurídica entre particulares en la que se atribuye responsabilidad por el presunto accionar ilícito a la empresa demandada. El conflicto en cuestión se halla entonces regido por normas de derecho común, toda vez que no se encuentra debatido en autos el alcance y aplicación de la Ley N° 19.552 de Servidumbre Administrativa de Electroducto.


    Oroquieta, Mónica Margot c/ Integración Eléctrica Sur Argentino S.A. s/ daños y perjuicios


    COMP, 947, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda por despido contra una Obra Social. Materia de derecho común: competencia local.


    El accionante formalizó un planteo basado en la L.C.T., a fin de obtener una reparación por un distracto incausado. No deja de ser relevante en autos el hecho de que la demandada contestó la demanda y nada dijo en relación a la competencia de la justicia federal, ergo consintió la competencia del juzgado laboral local. En este sentido, la declaración de incompetencia de la justicia local sobre la base de la materia federal involucrada es errada, ya que tal como se explicó la demanda se funda en normas de derecho común. En ese plano, teniendo en cuenta que el objeto de la pretensión remite al análisis de legislación laboral común de fondo, en el marco de lo dispuesto por el art. 75.inc. 12 de la Constitución Nacional, corresponde entender en los presentes obrados a la justicia local.


    Giampa, Ana Angélica c/ Os.Pe.Gap. s/ Indemnización.


    COMP, 386, L. XLVI, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Determinación de honorarios profesionales extrajudiciales. Competencia de la justicia local.


    Dado la naturaleza de la cuestión, derivada de una relación jurídica entre personas particulares, ambas domiciliadas en la localidad de Bahía Blanca y en atención a los hechos que dan lugar al reclamo de autos –determinación de honorarios extrajudiciales-, y a que el actor pretende la aplicación de la Ley 21.839, -extremo que conduce al estudio de normas de derecho común y procesal-, la justicia ordinaria local resulta competente para entender en el sub-lite.


    Palomo, Eduardo Fabián c/ Mari, Josefa s/ fijación de honorarios extrajudiciales


    COMP, 1057, L. XLV, 18 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Ejecución hipotecaria. Cláusula de prórroga de jurisdicción. Relación de consumo. Artículo 36 de la ley 24.240 de Defensa del Consumidor: competencia del juez del domicilio del consumidor.


    En el caso cabe precisar que la naturaleza del vínculo jurídico establecido entre las partes en litigio, las circunstancias y características de la operación de crédito instrumentada en el contrato de mutuo con garantía hipotecaria que se ejecuta, permiten inferir que la situación planteada en autos se encuentra amparada por los principios previstos en la Ley de Defensa del Consumidor. En ese contexto jurídico, resulta razonable la solicitud de los demandados vinculada con la declaración de competencia de los tribunales de la Ciudad de Mar del Plata, jurisdicción donde los litigantes celebraron el contrato de mutuo, tiene sucursal la entidad prestamista, donde además se efectuaron los pagos y que también coincide con el domicilio tanto, de los deudores, como del inmueble que se pretende ejecutar. Valga señalar que el desplazamiento del juicio a favor del juez de esta ciudad importaría encarecer al consumidor los costos económicos para litigar en una jurisdicción ajena, en razón de la distancia, a la de su domicilio real.


    Sociedad Militar Seguro de Vida Institución Mutualista c/ Marino, Gabriel Pablo s/ Ejecución hipotecaria.


    COMP, 910, L. XLV, 04 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Ejecución hipotecaria. Cláusula de prórroga de jurisdicción. Relación de consumo. Artículo 36 de la ley 24.240 de Defensa del Consumidor: competencia del juez del domicilio del consumidor.


    La cláusula de prórroga de la jurisdicción inserta en el contrato de ejecución hipotecaria debe ser interpretada en el sentido más favorable a la parte débil de la relación jurídica, el consumidor, de conformidad con los artículos 3 y 37 de la ley 24.240. Cabe poner de resalto que ley 26.361 modificatoria del artículo 36 de la ley 24.240 de Defensa del Consumidor, determinó los requisitos para "las operaciones financieras y de crédito para el consumo", y dispuso que será competente para entender en los litigios relativos a esa clase de contratos el juez del domicilio real del consumidor, siendo nulo cualquier pacto en contrario. El préstamo de dinero cuyo cobro se persigue en autos fue utilizado para la adquisición de un bien inmueble. En consecuencia, resulta aplicable al caso lo normado por el artículo 36 mencionado que establece la competencia del juez del lugar del domicilio real del deudor. En ese contexto jurídico, resulta razonable la solicitud del demandado vinculada con la declaración de competencia de los tribunales de Mendoza, lugar donde los litigantes celebraron el mutuo hipotecario, tiene domicilio la parte acreedora, y se encuentra el inmueble gravado.


    Banco Hipotecario S.A. s/ Álvarez, Raúl Orlando s/ Ejecución hipotecaria.


    COMP, 220, L. XLV, 16 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Elevación prematura.


    En atención a las consideraciones expuestas en los autos S.C. Comp. N° 177, L. XLVI, la elevación dispuesta en esta causa resulta prematura, en tanto la resolución que tuvo por competentes a los tribunales de la provincia de San Juan, no se encuentra firme.


    T., M. E. c/ Z., J. A. s/ Art. 250 C.P.C. incidente familia.


    COMP, 918, L. XLV, 04 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Elevación prematura.


    No se ha trabado un conflicto que deba atenderse en esta instancia, en los términos del 24 inc. 7° del decreto-ley 1285/58, quedando la configuración futura de la disputa, ligada a la suerte de la apelación pendiente. En tales condiciones, en este estado, la elevación de la causa dispuesta resulta prematura.


    Z., J. Á. c/ T., M. E. s/ divorcio vincular


    COMP, 177, L. XLVI, 07 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Embargo y subasta de un estadio de fútbol. Oficio ley N° 22.172 dirigido a la justicia de Mendoza. Ley N° 6.858 de la provincia de Mendoza: inembargabilidad e inejecutabilidad de los bienes muebles e inmuebles afectados a fines deportivos o recreativos de propiedad de los clubes de fútbol. Planteo de inconstitucionalidad.


    Involucrando el presente litigio a dos personas privadas, una de las cuales -incapacitada- persigue desde hace alrededor de doce años el acatamiento de un pronunciamiento laboral firme, dista de advertirse el tenor manifiestamente afectatorio de la competencia del juez requerido o del orden público local de la subasta ordenada, respecto de un predio que ya no concierne, en rigor, al dominio de la Provincia de Mendoza. Por lo demás, sólo cabe rechazar la solicitud expedida vía ley N° 22.172 en supuestos excepcionales, extremo al que se adiciona que no es válido desconocer la condición de sujetos de preferente tutela constitucional de los trabajadores.


    Ramírez, Rubén Eduardo c/ Club Atlético Gimnasia y Esgrima s/ Ordinario - enfermedad Accidente (ley de riesgos)


    COMP, 473, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Inhabilitación. Falta de determinación del domicilio real del causante. Juez del lugar donde se encuentra internado.


    No se encuentra determinado el domicilio real del causante de autos, con lo cual, resulta plenamente aplicable la regla supletoria que establece el artículo 5°, inciso 8) in fine, del CPCCN, y que toma como punto de conexión la residencia de la persona denunciada.


    L., M. G. s/ Inhabilitación


    COMP, 3, L. XLVI, 18 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Juez de la curatela. Domicilio real o lugar de residencia del penado.


    A falta de otros elementos de juicio ciertos y en virtud de que -conforme lo manifestado por el penado- el centro de su vida civil se localizaría en el ámbito del Departamento Judicial de La Matanza, donde asimismo vivirían la cónyuge –propuesta como curadora- y la prole sobre la que habrá de tener consecuencias directas la citada norma del art. 12, corresponde que su curatela continúe su trámite en dicha jurisdicción.


    V., J. C. s/ Curatela


    COMP, 346, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Juez de la insania y curatela. Lugar de residencia del causante distante. Art. 405 del Código Civil. Protección de los derechos y garantías de las personas afectadas por trastornos mentales. Irregularidades procesales. Responsabilidad judicial.


    En la especie, la causante vive desde 1995 en Bahia Blanca, Provincia de Buenos Aires, alejada casi setecientos kilómetros de esta ciudad autónoma. Aquella notable distancia física constituye una realidad que supera ampliamente al texto del art. 405 del Código Civil. De ahí que -de ceñirse ciegamente a la letra de dicho precepto, soslayando esa circunstancia objetiva de peso innegable-, se caería en el dispendio de duplicar intervenciones jurisdiccionales, a propósito del cumplimiento de las revisiones periódicas (exámenes médicos, encuestas ambientales y rendiciones de cuentas). Y, fundamentalmente, se obstruiría el control directo propio de la función del juez de la insania, poniéndose en crisis la agilidad -incluso, la urgencia impostergable, con que deben solventarse ciertas vicisitudes propias de la enfermedad mental y de la vida misma de la incapaz. En atención a ello, propendiendo a una mayor eficacia de la actividad tutelar, corresponde que sea el Tribunal de Familia provincial, el que lleve adelante la pertinente tarea protectoria. Por otro lado, las constancias de la causa develan una marcada inobservancia de garantías de jerarquía superior; que hacen tanto al debido proceso, como a la custodia y promoción activa de los derechos fundamentales de los discapacitados mentales, mandatos todos ellos de fuente constitucional y supranacional que comprometen la responsabilidad jurisdiccional de modo perentorio. Por ello, se aconseja que en forma urgente se tomen medidas de resguardo inmediato de la integridad física de la insana; se realice una evaluación socio-ambiental y médica rigurosa, exhaustiva e integral; se adopten los recaudos para asegurar a la causante condiciones estables de vida digna, y un tratamiento que dé respuesta adecuada a los requerimientos de su estado de salud; se revise la representación legal actual y se provea una curatela responsable; se efectúe un estrecho seguimiento, tomando el juez actuante contacto personal periódico con la causante; se decrete y anote sine die la inhibición general de bienes; y se esclarezca la composición y situación de la prole.


    G. L., M. R. s/ Insania y curatela


    COMP, 297, L. XLVI, 18 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Juez de la insania. Lugar de residencia.


    Atendiendo a que en otros casos la Corte ha sostenido que la competencia debe atribuirse al juez del lugar donde se encuentra el causante, corresponde que estos obrados se radiquen ante el tribunal de familia provincial.


    P., J. T. s/ Insania y curatela


    COMP, 92, L. XLVI, 23 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Juicio de apremio. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio: deuda devengada con posterioridad al fallecimiento del causante.


    La deuda -base del proceso de apremio- fue devengada con posterioridad al fallecimiento del causante, con lo cual, según doctrina de la Corte Suprema, la causa debe considerarse excluida del fuero de atracción mencionado.


    Municipalidad de General San Martín c/ Nager, Emilio S. s/ apremio (42)


    COMP, 892, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Juicio ejecutivo. Improcedencia del fuero de atracción del sucesorio.


    El causante, a cuyo sucesorio se pretende acumular estos obrados, habría fallecido el 17 de junio de 1994, tramitando éste ante el Juzgado Civil y Comercial de Lomas de Zamora. A su vez, el mutuo objeto de la presente litis, no fue suscripto por el de cujus -en efecto data del 13 de abril de 1999-, es decir que las obligaciones contraídas por los demandados, fueron posteriores al fallecimiento de quien en vida fuera su cónyuge y padre. El juicio se encuentra por ende, excluido del fuero de atracción que ejerce el sucesorio en los términos de lo normado por el artículo 3284 del Código Civil. Asimismo, no se da en autos ninguna de las causales de conexidad con el sucesorio, al menos en lo atinente al objeto de la presente litis.


    Muller, Erwin c/ Graziano, Dora s/ Preparación de la vía ejecutiva.


    COMP, 366, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Juicio es de índole exclusivamente patrimonial: improcedencia de la declaración oficiosa de incompetencia.


    En cuanto a la procedencia de la declaración oficiosa de incompetencia por razón del territorio decidida por el juez nacional, se advierte que dicha facultad está restringida en forma expresa por el Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En efecto, por aplicación de lo establecido en el artículo 4°, tercer párrafo, del mencionado código de rito, el juez no puede declarar de oficio su incompetencia en asuntos exclusivamente patrimoniales cuando ella se funda en razón del territorio, pues ella puede ser prorrogada por las partes.


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo


    COMP, 231, L. XLVI, 19 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Obra social demanda nulidad de acto jurídico y reintegro de aportes contra otra obra social.


    El reclamo de autos excede las previsiones del artículo 2°, inciso f) de la Ley 24.655, ya que éste refiere únicamente a las causas que tienen por objeto la ejecución de aportes y contribuciones en el marco de lo dispuesto por el artículo 24 de la Ley 23.660, requisito que no acontece en autos. Por ello, encontrándose en el sub lite demandada una obra social, de conformidad con lo normado por el artículo 38 de la Ley 23.661, resulta competente para entender en la presente causa el Juzgado Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    O.S. de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ Nulidad de acto jurídico


    COMP, 76, L. XLVI, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Reclamo por publicidad de una sociedad contra otra. Ley N° 22.802 de Lealtad Comercial. Ley N° 25.156 de Defensa de la Competencia.


    En el caso, los hechos que dan lugar al reclamo de daños y perjuicios emanan de una publicidad realizada por la sociedad demandada, a la cual la actora le atribuye carácter de comparativa, engañosa y falsa, que denigra y desacredita los productos que comercializa, invocando la accionante, que dicho acto es de competencia desleal, por ser contrario a los usos y prácticas en materia comercial e industrial, y, a la normativa de lealtad comercial, defensa de la competencia, aspectos relacionados preferentemente con la interpretación, sentido y alcance de temas regulados por la Ley N° 22.802 de Lealtad Comercial. y la Ley N° 25.156 de Defensa de la Competencia. En tal sentido, valga señalar que el objeto de esta litis no está vinculado con el uso indebido o exclusividad de la marca en cuestión, razón por la que no se justifica la competencia que establece el artículo 33 de la Ley N° 22.362. Consecuentemente, analizados los presupuestos fácticos del caso, teniendo en cuenta que se trata de un reclamo iniciado por una sociedad anónima contra otra de responsabilidad limitada, dado la actividad que ambas desarrollan de comercialización y atento a que el objeto de la Ley N° 22.802 es preservar la lealtad de las relaciones mercantiles, la naturaleza de la cuestión se encuentra comprendida en el ámbito del derecho comercial.


    Energizer Argentina S.A. c/ Procter & Gamble Argentina SRL s/ ordinario


    COMP, 415, L. XLVI, 07 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Recurso pendiente: necesidad de resolución previa.


    La resolución de incompetencia dictada por el Juez Comercial no se encuentra firme, toda vez que se ha deducido recurso de apelación contra dicho decisorio. En tales condiciones, resulta de aplicación la doctrina del Tribunal según la cual, cuando se encuentra pendiente de resolución la apelación interpuesta, corresponde con carácter previo a determinar la competencia, que se resuelva el recurso deducido.


    UOL Sinectis S.A. c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Impugnación de Actos Administrativos.


    COMP, 395, L. XLVI, 07 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Régimen de visitas. Prevalencia del juez del lugar donde habita el niño.


    Corresponde que el conflicto se resuelva de acuerdo con la pauta rectora establecida por la Corte Suprema en cuanto a la prevalencia del juez del lugar donde habita efectivamente el niño, en pos de optimizar la realización activa de los objetivos tutelares implícitos en este tipo de procesos, para cuyo cumplimiento la inmediación constituye un factor de innegable importancia.


    E., J. A. s/ Medida cautelar - Expte. 4078/08 s/ Incidente de competencia territorial negativa


    COMP, 895, L. XLV, 22 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Solicitud de verificación. Acreedor de naturaleza laboral. Crédito con privilegio especial excluido del acuerdo preventivo homologado. Competencia del fuero laboral: artículo 57 de la Ley 24.522.


    El crédito en cuestión, goza de privilegio especial y no ha sido objeto de una propuesta que lo comprenda, conforme surge de las manifestaciones del magistrado que entiende en el proceso universal. Consecuentemente, el actor deberá ejecutar su acreencia ante el fuero del trabajo, ello en virtud de la naturaleza laboral de su crédito y de conformidad con la regla establecida en el artículo 57 de la Ley 24.522.


    Ayala, Héctor c/ Micrómnibus Norte S.A. s/ Despido


    COMP, 1034, L. XLV, 18 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social: art. 15 de la ley 24.463.


    La Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos contra las sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al art. 15 de la ley 24.463. Ello no acontece en la causa, toda vez que, lo que se pide aquí es una acción meramente declarativa.


    Diócesis de San Miguel c/ Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente s/ acción meramente declarativa


    COMP, 320, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social: art. 15 de la ley 24.463.


    La Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos contra las sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al art. 15 de la ley 24.463. Ello no acontece en la causa, toda vez que, lo que se reclama aquí es la ejecución de aportes obligatorios a la Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Sociedad Educacionista Alemana de Quilmes s/ ejecución fiscal


    COMP, 94, L. XLVI, 22 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social: art. 15 de la ley 24.463.


    La Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos contra las sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al art. 15 de la ley 24463, ello no acontece en la causa que nos ocupa, toda vez que lo que se reclama aquí es la ejecución de aportes obligatorios a la Caja Complementaria para la Actividad Docente.


    Caja Complementaria de Previsión para la Actividad Docente c/ Peralta, Anahí s/ ejecución ley 22.804 y concordantes


    COMP, 338, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social: art. 15 de la ley 24.463.


    La Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos contra las sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al art. 15 de la ley 24463. Ello no acontece en la causa, toda vez que el objeto de la presente acción radica en la solicitud de inconstitucionalidad de la normativa de emergencia que pesificó el contrato de renta vitalicia previsional de la demandante.


    Scarponi Velia, Rosa c/ PEN - Siembra s/ amparo


    COMP, 505, L. XLVI, 06 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social: art. 15 de la ley 24.463.


    La Cámara Federal de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos de apelación contra las sentencias dictadas por los Juzgados Federales de Primera Instancia con asiento en las provincias, en los supuestos en que la acción se haya iniciado conforme a lo previsto por el artículo 15 de la ley 24.463, modificado por el artículo 3 de la ley 24.655, presupuesto que no se configura en el sub lite.


    Lorenzon, Elsa Mabel (Defensora Ciudadana de La Plata) c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ amparos y sumarísimos


    COMP, 440, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social: art. 15 de la ley 24.463.


    Le asiste razón a los integrantes de la Sala II de la Cámara Federal de la Seguridad Social, toda vez que sólo actúa como tribunal de grado en los recursos contra las sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al artículo 15 de la ley 24.463, modificado por la ley N° 24.655, supuesto que no se configura en el sub-lite, en el que se debaten los alcances y validez constitucional de la normativa de emergencia y su aplicación al contrato de renta vitalicia celebrado por la actora y la aseguradora de retiro.


    Trabucco, Jorge Alberto c/ Siembra Seguro de Retiro S.A. s/ acción de inconstitucionalidad


    COMP, 924, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Repetición de lo abonado solidariamente en virtud de condena en sede laboral. Competencia civil.


    La peticionaria formalizó un planteo dirigido a obtener la restitución de lo abonado a fin de cancelar la reparación a la que fueron solidariamente condenadas junto con la demandada en jurisdicción laboral. Conforme a ello, sin perjuicio de que la litis tiene como objeto la distribución de las cargas de una condena dictada en el fuero laboral, no mediando un conflicto entre un empleado y su empleador, el planteo resulta ajeno a los términos del artículo 20 de la N° 18.345.


    Liberty Art S.A. c/ Estudio Balto S.R.L. s/ cobro de sumas de dinero


    COMP, 263, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto positivo de competencia entre jueces federales de primera instancia.


    Si bien existe un conflicto positivo de competencia, en el caso la controversia no es de las que la Corte deba dirimir pues, al haberse suscitado entre jueces federales de primera instancia, ella debe ser resuelta por la alzada de la que depende el magistrado que previno, sin que obste para ello que uno de los magistrados tenga asiento en una provincia.


    Bodega Navarro Correas S.A. s/ Navarro Ramonda, María Cecilia s/ Nulidad de marca.


    COMP, 295, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto positivo de competencia. Demanda por daños y perjuicios. Responsabilidad civil derivada de accidente de tránsito. Prórroga de la jurisdicción territorial. Artículo 118 de la ley 17.418: opción del actor por la jurisdicción del domicilio del asegurador.


    De la Cláusula 10 del Anexo 2 de las Condiciones Generales del contrato de seguro surge que tanto la aseguradora citada, como el asegurado, acordaron someterse al régimen de la referida Ley de Seguros, normativa que, cabe reiterar, en su artículo 118, segundo párrafo dispone que: "El damnificado puede citar en garantía al asegurador...” y "En tal caso debe interponer la demanda ante el juez del lugar del hecho o del domicilio del asegurador". De ello se deduce que si la actora -presunta damnificada- optó por prorrogar la jurisdicción a favor de los tribunales con competencia en el domicilio del asegurador, la referida codemandada -que fue parte y consintió dicha prerrogativa al someterse expresamente al régimen ele la ley 17.418- no puede en esta instancia pretender que esa opción sea invalidada. Máxime cuando, tampoco ha invocado la nulidad de tal cláusula contractual ni demostrado en concreto que el desplazamiento le genere una efectiva privación de justicia o importe una real afectación de la garantía de defensa en juicio. En ese orden de ideas y toda vez que la actora, atendiendo al domicilio de la empresa de seguros, optó por los tribunales con asiento en la ciudad de Buenos Aires, jurisdicción que, además fue consentida por la aseguradora al contestar la demanda, corresponde que el proceso quede radicado en esta última jurisdicción.


    Ardissone, Esther Bibiana c/ Ramos, Thuer José Abel s/ Daños y perjuicios (Acc. Tran. c/ Les. o muerte).


    COMP, 254, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia planteada entre dos jueces nacionales de primera instancia: no deber resolver la Corte Suprema: art. 24, inc. 7° del Decreto-Ley 1285/58.


    En el sub-lite no se ha configurado una controversia jurisdiccional en la que deba intervenir la Corte Suprema por aplicación de lo previsto por el art. 24, inc. 7° del decreto-ley 1285/58, toda vez que la contienda de competencia planteada entre dos jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada del juez que previno.


    Luongo Hnos. S.H. c/ C.N.A. A.R.T. S.A. s/ reint. p/ sumas de dinero


    COMP, 153, L. XLVI, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia que no deber resolver la Corte Suprema: art. 24, inc. 7° del Decreto-Ley 1285/58.


    Conforme el art. 24 inc. 7° del decreto 1285/58, en la presente causa no existe un conflicto de competencia que deba dirimir la Corte Suprema, pues la cuestión suscitada ya fue dirimida por la Cámara alzada del cual depende el tribunal que primero intervino.


    CNA Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Giannone, Hernán José s/ accidente ley especial


    COMP, 48, L. XLVI, 22 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia que no deber resolver la Corte Suprema: art. 24, inc. 7° del Decreto-Ley 1285/58l.


    Esta contienda jurisdiccional no es de las que deba dirimir la Corte Suprema. Ello es así, atendiendo a lo establecido por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley n° 1285/58 (según ley n° 21.708), que prevé que el conflicto habido entre jueces nacionales y federales de primera instancia debe ser resuelto por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido en la litis.


    Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ Cobro de pesos.


    COMP, 279, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Cuestión ya resuelta por el superior común.


    La contienda negativa de competencia suscitada ya ha sido dirimida por los integrantes de la Sala II de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social. Por ello, encontrándose dirimido el conflicto por el órgano superior común a ambos tribunales contendientes, no hay en estas actuaciones una cuestión de competencia que la Corte Suprema deba resolver.


    Baigorria Bernabe, Isidro Raúl c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - FAA - Dto. 886/05 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    COMP, 534, L. XLVI, 18 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Demanda de daños y perjuicios. Prematura declaración de incompetencia. Corresponde a la justicia local.


    Según lo dispuesto por el art. 5° del C.P.C.C.N. la competencia se debe determinar teniendo en cuenta la naturaleza de las pretensiones deducidas en la demanda y no por las defensas opuestas por el demandado. Resulta prematura la declaración de incompetencia decidida por el juez en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, puesto que aún el Estado Nacional no ha intervenido en el proceso y, en consecuencia, no se sabe si va oponer excepciones o si va a consentirla jurisdicción de los tribunales locales.  En tales condiciones el proceso debe continuar su trámite en la justicia local.


    Villalba, Jorge Fernando y otros c/ GCBA s/ Daños y perjuicios (excepto resp. médica)


    COMP, 549, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Demanda por daño ambiental. Actividades contaminantes y dañosas a la salud. Corresponde a la justicia provincial.


    La pretensión de los actores consiste en obtener que cesen las molestias y actividades contaminantes y dañosas a la salud que produce la planta industrial, ubicada en Mercedes, Provincia de Buenos Aires, así como que se realicen las obras necesarias para la recomposición del daño ambiental que causó su accionar, o que en su defecto se pague la indemnización correspondiente. Determina que sean las autoridades locales las encargadas de valorar y juzgar si la actividad proyectada afecta aspectos tan propios del derecho provincial, como lo es todo lo concerniente a la protección del medio ambiente. Corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión cabe extraerla de la propia Constitución, la que, si bien establece que le cabe a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, reconoce expresamente en su art. 41 anteúltimo párrafo, a las jurisdicciones locales en la materia, que por su condición y raigambre no pueden ser alteradas. Además, el ambiente es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que no es otro que quien ejerce autoridad en el entorno natural y en la acción de las personas que inciden en ese medio, máxime cuando no se advierte en el caso un supuesto de problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción. Tampoco se encuentra acreditado que el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales, de modo de surtir la competencia federal.  En el sub lite, los actores no ha aportado prueba o estudio ambiental que permita afirmar la interjurisdiccionalidad del daño, y las manifestaciones que se realizan en el escrito de demanda no permiten generar la correspondiente convicción.  La degradación de recursos ambientales, cuya recomposición se pretende, están ubicados en la Provincia de Buenos Aires y la contaminación denunciada, atribuida al derrame de los desechos derivados de la actividades que realiza la empresa demandada, también encontraría su origen en el territorio del esa provincia. Tampoco corresponde a la competencia de la justicia federal ratione personae, porque no existen motivos suficientes para concluir que estemos en presencia de un supuesto de litisconsorcio pasivo necesario como lo requiere el art. 89 del C.P.C.C.N., pues la relación jurídica que vincula a las partes no es común al Estado Nacional, a quien tanto los actores como la demandada le han negado participación y responsabilidad por los daños ocasionados, sino que por el contrario, la causa está vinculada con el ejercicio del poder de policía ambiental, asunto regido por el derecho público local.


    Benzrihen, Carlos Jorge y otro/a c/ Industrias Magromer Cueros y Pieles S.A. s/ Daños y perjuicios


    COMP, 624, L. XLV, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Juicio de apremio promovido por la Provincia de Buenos Aires contra empresas estatales a fin de obtener el cobro de una suma de dinero en concepto de Impuesto a los Ingresos Brutos. Competencia federal no invocada por los beneficiarios. Justicia en lo contencioso administrativo del departamento judicial de La Plata, provincia de Buenos Aires.


    Atento a las constancias de la causa se desprende que su conocimiento correspondería a la jurisdicción federal en razón de la persona. Sin embargo, cabe recordar, que la competencia federal ratione personae es un beneficio y una garantía que ha sido establecido para ciertas personas, que solamente puede ser ejercido por ellas. Por lo tanto, al no haber sido invocado, todavía, por la empresa demandada no corresponde a la justicia federal entender en autos. Tampoco puede inferirse una eventual prórroga a favor de la jurisdicción ordinaria.


    Fisco de la Provincia de Buenos Aires c/ Intercargo SAC y otro s/ Apremio provincial


    COMP, 544, L. XLVI, 01 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Sucesión. Falta de acreditación fehaciente del último domicilio del causante. Lugar del fallecimiento.


    Resulta aplicable al caso la Jurisprudencia del Tribunal que establece que, cuando la prueba producida en relación al último domicilio del causante es poco clara o contradictoria, debe tenerse por cierto que él se encontraba en el lugar de su fallecimiento. Dicha solución debe prevalecer en el sub-lite, máxime cuando, el trámite ante la referida jurisdicción provincial, tiene un mayor grado de avance -declaratoria de herederos- y donde también se domicilian la mayor parte de los herederos legítimos.


    Pagano, Julio César s/ Sucesión ab-intestato


    COMP, 626, L. XLV, 31 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Error en la remisión: facultad de la Corte Suprema para decidir qué tribunal debe entender. Acción civil: individualización de la familia de sangre de las actoras. Proceso penal por supuesto delito de supresión de estado. Principio de accesoriedad.


    Ubicada la solicitud en el marco de un proceso voluntario tendiente pura y exclusivamente a la adopción de medidas orientadas a esclarecer la identidad de las peticionarias, ponderando también la conexión existente entre los problemas en cuestión, con el propósito primordial de evitar el dispendio jurisdiccional, corresponde que el asunto sea asumido por el juez del crimen.


    Belmonte, Andrea Fabiana y otros s/ materia a categorizar


    COMP, 62, L. XLVI, 04 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia de CSJN en autos "Rondinone, Romina Inés c/ Yahoo de Argentina s/ medidas precautorias", S.C.Comp. N° 915, L XLII, del 12 de febrero de 2007.


    N., Wanda Solange c/ Yahoo de Argentina SRL y otro s/ Medidas precautorias


    COMP, 1023, L. XLV, 04 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia de fecha 08 de febrero de 2005 en autos S.C. Comp. N° 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisíón Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Soto, Humberto Miguel s/ Proceso laboral - Art. 46 Ley 24.557.


    COMP, 327, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia de fecha 08 de febrero de 2005 en autos S.C. Comp. N° 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Grunblatt, Cristina Rosa c/ Mapfre Argentina A.R.T. S.A. s/ Materia de otro fuero.


    COMP, 339, L. XLVI, 13 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia de fecha 12 de febrero de 2007 en autos "Rondinone, Romina Inés c/ Yahoo de Argentina s/ medidas precautorias", S.C. Comp. N° 915, L. XLII.


    David Gutierrez, Pamela Carolina y otros c/ Microsoft de Argentina S.A. s/ Medidas Cautelares.


    COMP, 178, L. XLVI, 22 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia de fecha 23 de septiembre de 2008 en autos S.C. Comp. N°618; L. XLlV "AA c/ lOMA s/ amparo".


    Torreira, Maria Cristina y otro c/ IOMA s/ Amparo.


    COMP, 387, L. XLVI, 12 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia de la CSJN de fecha 30 de septiembre de 2003 en autos S.C. Comp. N° 748, L. XXXVIII, "Viejo Roble S.A. c/ Bank Boston NA s/ acción meramente declarativa”.


    Olazábal Cardozo, Silvia Raquel cl Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo.


    COMP, 894, L. XLV, 04 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia en autos S.C. Comp. N° 1132, L XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación"; del 08 de febrero de 2005.


    Salinas, Guillermo s/ Proceso laboral - Art. 46 Ley 24.557.


    COMP, 328, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia en autos S.C. Comp. N° 1132, L XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelacíón"; del 08 de febrero de 2005.


    Trinthamen González, Orlando s/ Proceso laboral - Art. 46 Ley 24.557.


    COMP, 329, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia en autos S.C. Comp. N° 1132, L. XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelacíón".


    Villordo, Cresencio s/ Proceso laboral - Art. 46 Ley 24.557


    COMP, 326, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a las sentencias de autos "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios - resp, prof médicos y aux." S.C. Comp. N°118, L XLIII, y "Andrada Vicente y otro c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ daños y perjuicios", S.C. Comp. N° 1412, L. XLIII.


    GCBA s/ Otros procesos incidentales


    COMP, 968, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Gonzalez, Juan Daniel s/ Accidente Ley N° 24.557


    COMP, 194, L. XLVI, 27 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 1132; L. XXXVIII, "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica N° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Suárez, Diego Uriel s/ Proc. Laboral Art. 46 Ley 24.557.


    COMP, 444, L. XLVI, 28 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 231, L. XlVI "Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo".


    Compañia Financiera Argentina c/ Remmer Fanni Arsenia s/ Cobro Ejecutivo.


    COMP, 465, L. XLVI, 07 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo".


    Compañia Financiera Argentina S.A. c/ Cabañna Miguel Ángel s/ Cobro ejecutivo.


    COMP, 558, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 231, L. XLVI "Compañia Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo".


    Compañia Financiera Argentina S.A. c/ Fernandez, Rosana Beatriz s/ Ejecutivo.


    COMP, 554, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo".


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Gambatti, Mabel Noemi s/ Ejecutivo.


    COMP, 417, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo”.


    Compañía Finanaciera Argentina S.A. c/ Fernández, Santo Ricardo s/ Cobro ejecutivo.


    COMP, 368, L. XLVI, 16 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo”.


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Cortez, José Ariel s/ cobro ejecutivo


    COMP, 336, L. XLVI, 01 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo”.


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Díaz, Rosa Leonor s/ Cobro ejecutivo.


    COMP, 370, L. XLVI, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo”.


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Ocampos Castor, Ramón s/ Ejecutivo


    COMP, 397, L. XLVI, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo”.


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Quiña, Ubaldo Ascencio s/ Cobro ejecutivo.


    COMP, 371, L. XLVI, 16 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo”.


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Rodríguez, Cristian Martín s/ Ejecutivo.


    COMP, 394, L. XLVI, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo”.


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Rosales, Claudio Ceferino s/ Ejecutivo.


    COMP, 364, L. XLVI, 16 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo”.


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Villasreo, Juan Carlos s/ Cobro ejecutivo.


    COMP, 369, L. XLVI, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 231; L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo".


    Calbi, Salvador c/ Mango Juan Raul s/ Ejecutivo.


    COMP, 443, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 279, L. XLVI "O.S. de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/cobro de pesos".


    Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ Cobro de pesos.


    COMP, 305, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 279, L. XLVI "O.S. de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/cobro de pesos".


    Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ Cobro de pesos.


    COMP, 304, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. Comp. N° 411, L. XLVI "Asociación Tucumana de Criadores de Caballos Peruanos de Paso c/ Asociación Argentina de Criadores de Caballos Peruanos y otra s/ acción de amparo".


    Asociación Argentina de Criadores de Caballos Peruanos c/ Asociación Tucumana de Criadores de Caballos Peruanos.


    COMP, 253, L. XLVI, 27 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en Comp. 228, L. XLVI caratulados: "Benítez, Carlos Rubén s/ Proc. Laboral – art. 46 ley 24557".


    Gómez, Luis Ángel s/ Proc. laboral - Art. 46 Ley 24.557


    COMP, 227, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en autos "Kisser, Raimundo c/ Mitre, Victoria s/ sumario" Comp. 873, L. XLV.


    Kisser, Raimundo Arturo c/ Portillo, Rosario Adela s/ Ordinario


    COMP, 186, L. XLVI, 22 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en autos S.C. Comp. N° 809; L. XLV "Perez Leonardi, Maximiliano c/ Asociación Mutual Empleados Banco Pcia. Bs As", en fecha 23 de marzo de 2010.


    Zapata, Luis Darío y otros s/ Amparo


    COMP, 1018, L. XLV, 30 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Se solicita la remisión de los autos "Bergel, Salvador Dario y otros c/ Penna, Julio César y otros s/ ejecución hipotecaria".


    Bracht, Juan Enrique c/ Macciavello, María Luisa Clotilde y otro s/ Cumplimiento de contrato.


    COMP, 367, L. XLVI, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Se solicita la remisión de los autos "Di Leo, Vito y otro c/ Comité Ejec, de Accionista Clase "C" de Telecom S, France T, S, a, s/ sumario" Expte, N° 67,743.


    Colombo, Luis Jose y otros c/ Fondo de Garantía y Rec. del PPP de Telecom Arg. S.A. y otros s/ Ordinario.


    COMP, 435, L. XLVI, 13 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia en Razón de la Materia


    Accidente de tránsito in intinere. Demanda por daños contra la empleadora y demás intervinientes en la colisión. Planteo de inconstitucionalidad de la Ley de Riesgos del Trabajo N° 24.557. Competencia de la justicia en lo civil.


    La accionante señala que el accidente de tránsito que da lugar al reclamo ocasionó el fallecimiento del causante, y ocurrió cuando éste se dirigía a la empresa donde trabajaba, en una combi contratada por la empleadora, por lo que demandó además de a la empleadora, a los propietarios de la camioneta y de todos los vehículos que provocaron la colisión, a quienes los conducían y a sus respectivas aseguradas, como así también a la concesionaria de la autopista en cuyo trayecto se produjo el siniestro. La accionante en ningún momento encuadró su reclamo en la Ley 24.557, ni en eventuales diferencias que pudieren adeudársele al causante con motivo de una indemnización abonada en el marco de una relación laboral; más aún, planteó en autos la inconstitucionalidad de la normativa de la Ley de Riesgos del Trabajo, que le impide promover la acción civil por los daños y perjuicios ocasionados. Por todo ello, y en tanto la acción reposa centralmente en una reparación integral por responsabilidad extracontractual derivada de actos ilícitos, con fundamento en las previsiones contenidas en el artículo 1113 y concordantes del Código Civil, respecto de la cual solo dos de los codemandados tendrían vínculos de trabajo con el occiso, la controversia excede del ámbito laboral y resulta en mayor medida vinculada al fuero civil competente entonces para entender en autos.


    Carranza, Norma Beatriz por si y en rep. de sus hijos menores G. y L. A., T. c/ Petrobras Energía S.A. y otros s/ Accidente acción civil.


    COMP, 520, L. XLVI, 20 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia de la justicia nacional en lo civil: solicitud por parte de la accionante del cumplimiento de una cláusula del pacto por el cual finalizaba la relación que la unió con las demandadas (dos compañías de seguros). Resarcimiento por los daños y perjuicios sufridos en virtud de la falta de cumplimiento de dicha estipulación. Aspectos propios del derecho civil.


    La accionante solicitó el cumplimiento de una cláusula del pacto por el cual finalizaba la relación que la unió con las demandadas (dos compañías de seguros), más un resarcimiento por los daños y perjuicios sufridos en virtud de la falta de cumplimiento de dicha estipulación, objeto que atañe fundamentalmente aspectos propios del derecho civil. Por lo expuesto, dentro del limitado marco cognoscitivo en el que se deciden las cuestiones de competencia, corresponde dirimir la contienda y disponer que la causa quede radicada ante la justicia nacional en lo civil.


    Guinzburg, Sofía Gladi c/ Argos Compañía Argentina de Seguros Grales. S.A. y otro s/ cobro de aportes o contribuciones


    COMP, 79, L. XLVI, 31 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Cese de interferencia sobre frecuencia de emisión de estación de radio de Amplitud Modulada. Distribución del espacio radioeléctrico. Justicia Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    El fuero contencioso administrativo federal es el competente para conocer en autos, dado que para resolver la controversia se deberán aplicar normas y principios propios del derecho público, donde resulta clara la relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para su solución. La materia en debate, su contenido jurídico y el derecho que se intenta hacer valer, permite considerar al sub lite como una causa contenciosa administrativa, en los términos del art. 45, inc. a), de la ley 13.998. La ley 22.285 así como también la nueva ley 26.522 fijan la competencia de los tribunales en lo contencioso administrativo, federal en supuestos vinculados a los servicios de radiodifusión (v. arts. 81 y 112, respectivamente).


    Prodera S.A. c/ Amodio, Adrián Carlos y/o otro s/ Medida cautelar (autónoma).


    COMP, 307, L. XLVI, 27 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Marco regulatorio para la industria y comercialización de gas licuado de petróleo. Multa impuesta por organismo provincial por infracción a normas de la ley 24.240 de defensa del consumidor. Trámite ante la justicia federal.


    La actora impugna una sanción administrativa impuesta por un organismo provincial por infracción a la ley de defensa del consumidor y objeta que éste tenga competencia para ejercer el control e intervenir en el desarrollo de la actividad que brinda, en razón de que esa facultad ha sido conferida a organismos nacionales específicos por la ley 26.020 que establece el Régimen Regulatorio de la Industria y Comercialización de Gas Licuado de Petróleo. Resulta competente la justicia federal pues la correcta solución de la causa depende esencialmente de la aplicación e interpretación de normas de derecho federal como es la ley 26.020, así como también de discernir la posible compatibilidad entre ese marco normativo y el instituido por la ley 24.240, cometidos que exceden los encomendados a los tribunales provinciales y se encuentran reservados a la jurisdicción federal ratione materiae.


    Amarilla Gas S.A. s/ Recurso


    COMP, 217, L. XLVI, 16 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contrato comercial entre empresas dedicadas al fraccionamiento, comercialización y distribución de gas licuado. Actividad reglada por normas federales. Medidas preliminares y de prueba anticiapada. Restitución de bienes dados en comodato. Competencia de la justicia nacional comercial.


    Del escrito de inicio surge que la actora -una empresa fraccionadora y comercializadora de gas licuado de petróleo para uso industrial, comercial y domiciliario- aduce que incorporó al demandado a su red de comercialización entregándole en comodato varios envases, cuya exhibición y secuestro persigue por vía de esta diligencia preliminar -artículo 323, inciso 2° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación- que articula en forma previa a la acción de restitución que promoverá en su carácter de propietario de dichos bienes. Funda su reclamo en las cláusulas de los contratos de comodato suscriptos y los artículos 2265 y concordantes del Código Civil y los artículos 195, 221 y 323 del Código de rito. Tales cuestiones, remiten con influencia decisiva al estudio de un contrato celebrado entre las partes en el marco de una operatoria comercial. En ese contexto, en razón de la materia, debe declararse la competencia del fuero nacional comercial para entender en las presentes actuaciones. No obsta a esta solución la particularidad que el actor haya invocado algunos preceptos de la ley 26.020 -que integran el régimen federal aplicable a la actividad de fraccionamiento, comercialización y distribución desempeñada por las partes- toda vez que, el pleito se vincula en forma preponderante, con la dilucidación de cuestiones de naturaleza comercial regidas por el derecho común. Por lo tanto, teniendo en cuenta que en virtud de lo prescripto por el artículo 6°, inciso 4° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en las medidas preliminares y precautorias, es competente el juez que debe conocer en el proceso principal, compete a la justicia comercial entender en el juicio.


    Total Especialidades Argentina S.A. c/ Colman, Julio Cesar s/ Medidas preliminares y de prueba anticipada.


    COMP, 662, L. XLVI, 20 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Denuncia de un accidente laboral: exigencia de la reparación por daños y perjuicios a la empleadora. Conexidad con la relación laboral alegada: imputación de responsabilidad atribuido a la empleadora. Acción por accidente de trabajo fundamentada en los arts. 512, 1077, 1078, 1109, 1113 y concordantes del Código Civil. Sustento de la pretensión enraizada prima facie en cuestiones directamente vinculadas con aspectos del derecho laboral. Competencia de la justicia laboral.


    Toda vez que del reclamo se desprende que el actor denunció un accidente laboral exigiendo la reparación por daños y perjuicios a la demandada a quien señaló como su empleador, corresponde considerar, en tal contexto, analizados los presupuestos fácticos, que la causa fuente del reclamo de autos guarda conexidad con la relación laboral alegada; ello en virtud de la imputación de responsabilidad que el accionante atribuye a la empleadora. En ese sentido, se desprende que el pretensor promovió acción por accidente de trabajo con fundamento en los arts. 512, 1077, 1078, 1109, 1113 y concordantes del Código Civil. En tales condiciones, el sustento de la pretensión se encuentra prima facie enraizado en cuestiones directamente vinculadas con aspectos del derecho laboral, más allá de la invocación de normas del Código Civil, ya que lo pretendido por el actor es una indemnización de daños causado a su salud psico-física producida en ocasión del trabajo. Por lo tanto, la causa deberá seguir con su trámite por ante la justicia del trabajo.


    Torres Carlos, Aníbal c/ Unión Obrera Metalúrgica de la República Argentina y/o quien resulte responsable s/ daños y perjuicios, etc.


    COMP, 1044, L. XLV, 16 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Reclamo de reintegro de una ART a su asegurado. Cuestión de naturaleza comercial.


    La actora, una Aseguradora de Riesgo de Trabajo- promovió demanda contra su asegurado con el objeto de que se le reintegre una suma de dinero que habría abonado en el marco de una condena solidaria recaída en sede laboral. La accionante manifestó que quedaban excluidos de la cobertura del contrato de seguro por riesgo de trabajo que había contratado con la demandada, todo reclamo del trabajador y/o sus derechohabientes fundado en las previsiones del los articulas 39 de la Ley 24.557, 1072, 1109, 1113 y cc. del Código Civil. Analizados los presupuestos fácticos, surge que el objeto de la pretensión se vincula con el incumplimiento que involucra a dos firmas comerciales, tomadora y prestataria de póliza; y si bien concierne al seguro obligatorio instituido en la ley 24.557, no media conflicto entre un trabajador y su empleador, ni prima facie posee influencia decisiva para la solución del supuesto de determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos de derecho laboral. Además, lo referido estrictamente a la creación, funcionamiento y gestión de las aseguradoras de riesgo del trabajo se encuentra regulado por la Ley 20.091 de Entidades de Seguro y Control, de neto corte mercantil, sin perjuicio de lo previsto, en ese plano, por la Ley 24.557. Se concluye así que la naturaleza de la materia debatida en el sub-lite, se encuentra comprendida en el ámbito del derecho comercial.


    Asociart S.A. c/ Piero S.A.I.C. s/ Ordinario.


    COMP, 487, L. XLVI, 16 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Reclamo laboral contra entidad sindical. Competencia del fuero local.


    Teniendo en cuenta que el objeto de la pretensión remite al análisis de legislación laboral común de fondo, más allá del carácter sindical de la entidad demandada, en el marco de lo dispuesto por el art. 75. inc. 12 de la Constitución Nacional, corresponde entender en los presentes obrados a la justicia local.


    Eberle, Horacio Rubén c/ Uocra Central s/ Amparo.


    COMP, 580, L. XLVI, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de una mala praxis médica. Competencia ratione materiae de la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Civil de la Capital Federal. Artículos 43 y 43 bis del decreto-ley 1285/58, reformado por la ley 23.637. Intervención en la litis como codemandados de organismos sometidos ratione personae a la Jurisdicción federal.


    Toda vez que la actora persigue el resarcimiento por los daños y perjuicios derivados de una mala praxis médica en que supuestamente incurriera una profesional de la salud del servicio de Obstetricia del Hospital Militar Central, tercerizado por una empresa, al cual fue derivada por la obra social "Hospital Aeronáutico Central", dependiente de la Fuerza Aérea Argentina, corresponde, entonces, establecer que en dicho marco es competente ratione materiae, conforme los artículos 43 y 43 bis del decreto-Iey 1285/58, reformado por la ley 23.637, la Justicia Nacional de Primera Instancia en lo Civil de la Capital Federal, más allá de que en tales reclamos, en los que se demandare por responsabilidad civil de los profesionales médicos, intervengan en la litis como codemandados organismos sometidos ratione personae a la Jurisdicción federal.


    Riegas, Stella Maris c/ Estado Nacional y otros s/ Responsabilidad médica


    COMP, 193, L. XLVI, 04 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Tenencia de menor. Lugar de residencia del niño. Conflicto positivo de competencia.


    Una vez propuesta la cuestión de competencia mediante el mecanismo de la inhibitoria, aquélla no puede replantearse por la vía de la declinatoria; no obstante lo cual, ambas partes han ingresado en ese defectuoso carril. De la lectura de los antecedentes que tengo a la vista, surgiría la existencia de actuaciones que no fueron remitidas; entre ellas, un proceso de ejecución en el que la tenencia que persigue la madre en este juicio, ya se le habría conferido, a partir de la homologación de un convenio celebrado entre los progenitores. Corresponde pronunciarse de inmediato, atento al tenor de la cuestión y dado que, obran en la causa suficientes datos para así hacerlo. Así, al atribuirse la competencia, el tribunal misionero se tomó como fundamento primordial el principio perpeluatio jurisdiclionis, que, es cierto, debe ponderarse en la solución del conflicto, mas en este supuesto, lleva a la conclusión contraria. Es que, sin duda alguna, en el conocimiento de la problemática familiar previno la Justicia Nacional, puesto que a ese foro acudió originalmente la madre, según ella misma lo reconoce. Y lo hizo en base a un acuerdo concluido en la instancia de mediación, donde -bueno es recordarlo-, la Sra. K. se había sometido con exclusividad y con el debido patrocinio letrado, a los jueces de la ciudad de Buenos Aires, fijando allí el domicilio a los fines del ejercicio de la guarda. La Corte tiene decidido que, una vez radicado el litigio, los eventuales cambios de domicilio de las partes no constituyen causa idónea para alterar la competencia, por lo que corresponde que el litigio se ventile ante el Juez Nacional.


    K., C. I. c/ S. F. G. s/ Tenencia.


    COMP, 575, L. XLVI, 21 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda contra ART: incumplimiento del contrato de seguro. Competencia comercial.


    Del escrito de inicio se desprende que la peticionaria, sustentó su reclamo en el incumplimiento del contrato de seguro, derivado de la falta de pago de la demandada de las incapacidades laborales temporales que la asegurada abonó a sus dependientes ante diferentes infortunios y que la aseguradora debió reintegrar por estar a su cargo dichos siniestros conforme la Ley de Riesgos del Trabajo. Tal incumplimiento involucra a dos sociedades comerciales, tomadora y prestataria de la póliza; y si bien concierne al seguro obligatorio instituido en la ley n° 24.557, lo cierto es que no media conflicto entre un trabajador y su empleador, ni -prima facie- posee influencia decisiva para la solución del supuesto la determinación de cuestiones directamente vinculadas con aspectos individuales o colectivos del derecho laboral (arts. 20 y 21, LO). Así, la naturaleza del problema a dilucidar se encuentra comprendido, substancialmente, en el ámbito del derecho comercial, circunstancia que torna aconsejable asignar el conocimiento de la causa a los tribunales especializados en la materia, sin perjuicio de la proyección tangencial del pleito en lo referido al aseguramiento de los riesgos laborales de la actora.


    Intercargo S.A.C. c/ Luz ART s/ reint. p/ sumas de dinero


    COMP, 42, L. XLVI, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Pago con subrogación en derechos de AFIP. Materia de derecho común, competencia del fuero local.


    La presente acción debe continuar tramitando ante la justicia ordinaria local. En efecto, conforme surge de los hechos expuestos en la demanda -a los que cabe atender a fin de resolver las cuestiones de competencia- la actora, subrogándose en los derechos de la acreedora (A.F.I.P.) en los términos del art. 767 del Código Civil, pretende repetir del demandado las sumas que pagó a dicha entidad nacional en concepto de capital, intereses y costas de una ejecución fiscal, promovida como consecuencia de un tributo impago correspondiente al inmueble del que ambas partes eran condóminas. Esta materia; relativa al pago con subrogación, involucra así la interpretación y aplicación de una normativa de derecho común, por lo que determina la competencia del fuero local para conocer en el juicio. Por otra parte, la demanda no se ha dirigido nominal ni sustancialmente contra la A.F.I.P., ni se ha cuestionado decisión alguna emanada de esa entidad como así tampoco se evidencia una efectiva afectación al patrimonio estatal.


    Simoni de Besil, Isabel Alicia c/ Nuñez, Romelia s/ Repetición de Pago.


    COMP, 426, L. XLVI, 12 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Prescripción de acciones personales por deuda exigible. Extinción de la hipoteca. Competencia del fuero civil.


    La presente causa debe tramitar ante la justicia nacional en lo civil, toda vez que surge de la demanda -hechos a los que se tiene que atender a fin de resolver las cuestiones de competencia- la actora dirige su acción contra un fideicomiso, cuyo fiduciario es el demandado, solicitando que se declare la prescripción de las obligaciones nacidas de dos préstamos hipotecarios otorgados por el ex Banco Iberá. Dichos créditos fueron garantizados con hipoteca en primer y segundo grado a favor de la referida entidad financiera y transferidos en dominio fiduciario al fideicomiso. En este orden de ideas, resulta claro que el objeto principal del juicio se relaciona, con influencia decisiva, con la interpretación del sentido y/o alcance de las normas que regulan el instituto de la "extinción de las hipotecas", como, así también, con las vinculadas a la "prescripción de las acciones personales por deuda exigible", contenidas en los artículos 3187 y 4023 del Código Civil, que fueron expresamente invocadas por la accionante. Dicha materia, y dada su especificidad en la cuestión, habilita, la actuación del fuero nacional en lo civil para seguir conociendo en el asunto.


    Chaves Perez S.A. c/ Oshea, Marcelo Adrian s/ Ordinario.


    COMP, 408, L. XLVI, 12 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Usucapión de un vehículo automotor. Proceso penal precedente. Materia de derecho común, competencia de la justicia local.


    La presente acción debe seguir con su trámite ante la justicia ordinaria local, toda vez que conforme surge de los hechos expuestos en la demanda -a los que cabe atender a fin de resolver las cuestiones de competencia- se pretende adquirir la propiedad por usucapión de un camión; materia que determina la competencia de los tribunales provinciales al estar en juego la aplicación del instituto de prescripción adquisitiva que regula el código de fondo. No resulta óbice a la solución, la aplicación del artículo 1101 del Código Civil que debería hacer, en el momento procesal oportuno, el magistrado provincial. Ello así, tanto porque de los propios dichos de los actores como de las constancias obrantes en los agregados surge que el proceso penal precedió al de usucapión y que ambos presentan naturaleza diferente e independiente; lo cual obstaría a su acumulación sin perjuicio de la vinculación final que pudieran tener.


    Arenas, Correa Benito y otro c/ Vinca, Miguel s/ Prescripción adquisitiva.


    COMP, 577, L. XLV, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amparo a fin de obtener el cese de actividades contaminantes al medio ambiente y a la salud. Precedente fallos: 318:992. Inobservancia de criterios para determinar la competencia federal en razón de materia ambiental. Corresponde a la justicia local.


    En autos, las únicas omisiones que generan el pedido de amparo de los actores al órgano jurisdiccional se imputan a las autoridades provinciales, en cuanto tienen el deber de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la provincia (arts. 36 y 38 de la Constitución de la Provincia del Chaco). Cabe señalar que en el escrito de demanda no se concretan ni identifican cuáles son los actos u omisiones en que pudieren haber incurrido las autoridades nacionales y, en consecuencia, la Nación no es parte sustancial en esta causa. Ello determina que sean las autoridades locales las encargadas de valorar y juzgar si la actividad proyectada afecta aspectos tan propios del derecho provincial, como lo es todo lo concerniente a la protección del medio ambiente. En efecto, en el precedente de Fallos: 318:992, la Corte Suprema dejó establecido que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión cabe extraerla de la propia Constitución, la que, si bien establece que le cabe a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, reconoce expresamente en su art. 41, anteúltimo párrafo, a las jurisdicciones locales en la materia, que por su condición y raigambre no pueden ser alteradas. Además, el ambiente es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que no es otro que quien ejerce autoridad en el entorno natural y en la acción de las personas que inciden en ese medio, máxime cuando no se advierte en el caso un supuesto de problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción. Tampoco se encuentra acreditado que "el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales", de modo de surtir la competencia federal. La Corte ha delineado los criterios que deben tenerse en cuenta para determinar la procedencia de dicha competencia federal en razón de la materia ambiental, estableciendo que debe delimitarse el ámbito territorial afectado, debe tratarse de un recurso ambiental interjurisdiccional, o de un área geográfica que se extienda más allá de la frontera provincial. Es decir, que abarque a más de una jurisdicción estatal, provincial, de la Ciudad de Buenos Aires o internacional, puesto que debe tratarse de un asunto que incluya problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción. Asimismo, es preciso demostrar la efectiva contaminación o degradación de tal recurso ambiental interjurisdiccional, lo que permitirá afirmar la pretendida interjurisdiccionalidad o, en su defecto, de alguna otra evidencia que demuestre la verosímil afectación de las jurisdicciones involucradas.  En cuanto a la afectación de las condiciones ambientales de las aguas de los cursos de los ríos Paraguay y Paraná, la indiscutible migración de los cursos del agua, y de elementos integrados a ella como consecuencia de la acción antrópica, no son datos suficientes como para concluir que el caso en examen deba ser decidido por la jurisdicción federal pretendida. El planteo debe ser ventilado ante la justicia provincial, en cuya sede los actos u omisiones de autoridades provinciales serán ponderados por los jueces naturales a los efectos que la soberanía local ha querido darle. Ello es así, en tanto las provincias conservan por el pactum foederis competencias diversas que no han sido delegadas en el Gobierno Federal.


    Ferrau, Marco Antonio y otros c/ Municipalidad de Las Palmas y otros s/ Acción de amparo


    COMP, 485, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia Federal


    Acción de protección de datos personales. Archivos de datos interconectados en redes interjurisdicciones, nacionales o internacionales: competencia del fuero federal. Ley 25.326.


    La actora pretende proteger (suprimir y/o bloquear) tanto su nombre como todo otro dato relativo a su actividad profesional como abogada que circula en la red de internet en especial, en los buscadores o facilitadores como: "Yahoo", entidad a la que expresamente demandó, "Google", y en el portal de www.pjn.gov.ar, circunstancia que permite sostener, razonablemente, que la causa debe continuar con su trámite ante la justicia federal. En el precedente "Svatzky, Betina", la Corte determinó que resulta competente el fuero de excepción en aquellos casos en que los archivos de datos se encuentren interconectados en redes interjurisdiccionales, nacionales o internacionales (cfr. Art. 36, inciso b, de la ley 25.326).


    Centofanti, María Estela c/ Google Inc. s/ Medidas cautelares.


    COMP, 507, L. XLVI, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Banco de la Nación Argentina como codemandado solidario: competencia federal.


    Procede la intervención del fuero de excepción para conocer en la causa, toda vez que la acción se dirige, en su condición de codemandado solidario, contra el Banco de la Nación Argentina (art. 116 de la Constitución Nacional y art. 27 de la Ley 21.799).


    Riquelme, Betty Hortencia c/ Sul Mare S.A. y otro s/ Despido.


    COMP, 676, L. XLVI, 14 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social. Actuación como tribunal de grado en los recursos contra las sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias: casos en que la acción se inició con arreglo al art. 15 de la ley 24.463. Exclusión: reclamo de la ejecución de aportes obligatorios a la Caja Complementaria para la Actividad Docente.


    La Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos contra las sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al art. 15 de la ley 24.463. Sin embargo, ello no acontece en la causa, toda vez que lo que se reclama es la ejecución de aportes obligatorios a la Caja Complementaria para la Actividad Docente. Por lo tanto, corresponde entender en la apelación incoada a la Sala III de la Cámara Federal de la Ciudad de La Plata, provincia de Buenos Aires.


    Caja Complementaria de Prev. para la Actividad Docente c/ Obispado de Lomas De Zamora s/ ejecución ley 23.660


    COMP, 190, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Proceso de relocalización de viviendas. Contaminación ambiental causada por la cuenca Matanza-Riachuelo. Remisión Fallos 331:1622 y 332:2522. Trámite ante el Juzgado Federal de Quilmes que intervino.


    La pretensión de los actores, damnificados por la contaminación ambiental causada por la cuenca Matanza-Riachuelo, consiste en obtener que se les garantice un efectivo acceso a la vivienda digna y adecuada, al momento de llevar adelante proceso de relocalización de las familias afectadas en el marco del cumplimientos de los objetivos fijados en Fallos: 330:6336 ("Mendoza").


    Pajares de Olivera, María y otros c/ GCBA s/ Amparo (art. 14 CCABA)


    COMP, 546, L. XLVI, 03 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra el Estado Nacional: competencia del fuero federal.


    Con prescindencia de la naturaleza común de la normativa involucrada (Fallos: 327:3610), sobre la que hace hincapié el juez federal, procede en el caso la intervención del fuero de excepción toda vez que se encuentra demandado, en su condición de "autoasegurado" en los términos de la ley Riesgos de Trabajo N° 24.577, el Estado Nacional -Armada Argentina- (v. Fallos: 318:1738; 327:732, y más recientemente S.C.Comp. 780, L. XLII "Martellini Elba Rosa c/ Comisión Médica N° 13 s/ apelación").


    Mendez, Beatriz Pilar s/ Comisión médica N° 13 s/ Apelación.


    COMP, 571, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Regularización de haberes jubilatorios. Pago retroactivo de las diferencias salariales dejadas de percibir desde que se obtuvo el beneficio previsional. Pretensión dirigida contra la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina. Competencia de la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social: recursos contra las sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al art. 15 de la ley 24.463.


    Toda vez que un agente ex personal civil del Ejército Argentino solicita la regularización de su haber jubilatorio y el pago retroactivo de las diferencias salariales dejadas de percibir desde que obtuvo su beneficio previsional, pretensión que se dirige contra la Caja de Retiros, Jubilaciones y Pensiones de la Policía Federal Argentina, y puesto que, en tal sentido, la Cámara Federal de Apelaciones de la Seguridad Social sólo actúa como tribunal de grado en los recursos contra las sentencias dictadas por los juzgados federales de primera instancia con asiento en las provincias, en los casos en que la acción se inició con arreglo al art. 15 de la ley 24.463, en consecuencia, corresponde considerar que dicha situación no se encuentra configurada en las actuaciones, toda vez que, conforme a lo normado, la acción no se inició contra una resolución emanada de la A.N.Se.S.


    Alinari, Carlos Victor Humberto c/ Caja de Retiro Jub. y Pensiones de la P.F.A s/ Prestaciones varias.


    COMP, 606, L. XLVI, 29 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. Comp. N° 508, L. XLV, caratulada "Garrido, Luis Alberto y otros c/ Terminal Quequén SA s/ Laboral".


    Ali, Abraham y otros c/ Terminal Quequén S.A. s/ diferencias salariales


    COMP, 680, L. XLVI, 01 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Transporte de ómnibus de mediana y larga distancia. Fijación de valores a percibir en concepto de toque de dársenas. Competencia justicia federal.


    El conocimiento y la decisión de esta causa le corresponde a la justicia federal, ello es así porque, por un lado, para resolver la cuestión -determinar la tarifa de peaje- será necesario analizar el pliego de licitación y el contrato de concesión celebrado entre el Estado Nacional y la Terminal de Mar del Plata S.A. y verificar en cuyo caso el cumplimiento de las obligaciones de los demandados. Por el otro lado, al instaurarse la demanda contra el Estado Nacional (Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios Secretaria de Transporte de la Nación), el fuero federal también resulta competente para conocer en la causa en razón de la persona, en virtud de lo dispuesto por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2, inc. 6 y 12 de la ley 48.


    El Rápido S.A. y otros c/ Terminal Mar del Plata S.A. y otro s/ Amparo.


    COMP, 7, L. XLVI, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. AFJP citada como tercero. Dictado de la Ley 26.425: ANSeS: subrogación de la legitimación pasiva. Declaración de incompetencia prematura. Fuero federal ratione personae: prerrogativa que puede ejercer exclusivamente aquél en cuyo favor se ha establecido.


    Compete a la justicia federal entender en las causas en que una entidad nacional sea parte, más allá de lo dispuesto por la referida ley 26.425. En el supuesto aun no se le ha corrido traslado de las actuaciones anoticiando al organismo nacional del presente proceso, por lo que la incompetencia decretada es prematura, ya que se basa en un beneficio que la accionada en este estado del proceso aun no ha requerido.


    Zalazar, Ercira Inés c/ QBE ART S.A. Expofrut S.A. s/ reclamo


    COMP, 242, L. XLVI, 18 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda contra Comisión Médica Central y A.N.Se.S: intervención del fuero de excepción.


    Se desprende de las actuaciones que el actor promovió una acción requiriendo, por una parte una prestación previsional por invalidez y también, de otra parte, la impugnación de un dictamen de la Comisión Médica Central que arrojó un porcentaje de discapacidad inferior al requerido para la viabilidad de su pretensión. Con prescindencia de la naturaleza común de la normativa correspondiente a la apelación del dictamen de la comisión médica, sobre la que hace hincapié el juez federal, procede en el caso la intervención del fuero de excepción, toda vez que se encuentra demandada una entidad de carácter público.


    Ledesma, Héctor c/ A.N.Se.S. y otros p/ Apelación


    COMP, 887, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda contra Registro de la Propiedad Automotor. Fuero federal en razón de la persona.


    Toda vez que la demanda se dirige nominal y sustancialmente contra el Registro Seccional de la Propiedad Automotor de La Matanza N° 2, es el fuero federal por razón de la persona el competente, ello en virtud de lo dispuesto por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 6° y 12 de la ley 48. Por otro lado, cabe advertir que dicha jurisdicción ha sido expresamente invocada por la interventora de ese registro público en su contestación de demanda.


    Blanco, Graciela Aurora c/ Skiliarow, Eugenio y otro/a s/ Daños y Perjuicios Incump. Contractual (exc Estado)


    COMP, 12, L. XLVI, 28 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda por despido contra el Estado Nacional - Ministerio de Economía y Producción de la Nación. Competencia de la justicia federal en los contencioso administrativo.


    La justicia federal resulta competente para conocer en la causa, puesto que al instaurarse una demanda contra el Estado Nacional o una entidad nacional, el fuero federal surte por razón de la persona, en virtud de lo dispuesto por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 6° y 12 de la ley 48. El fuero contencioso administrativo es el competente para conocer, dado que para resolver la controversia se deberán aplicar normas y principios propios del derecho público, donde resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos propios del derecho administrativo asumen para su solución.


    Kweitel, Mercedes Carina c/ E.N. - Mº Economía s/ Empleo Público.


    COMP, 1008, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Denegación de pensión por fallecimiento de pareja del mismo sexo. Reclamo de daños y perjuicios por trato discriminatorio contra ANSES. Ley 23.592. Competencia federal.


    Teniendo en consideración que el objeto de la litis persigue la reparación de los daños y perjuicios civiles padecidos por el accionar discriminatorio de la accionada, corresponde que la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal entienda en las presentes actuaciones.


    Gonzalez, Roberto c/ Estado Nacional - Anses s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seg.


    COMP, 931, L. XLV, 27 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Obra social demandada. Competencia federal.


    En autos se ha demandado a una obra social comprendida en los supuestos contemplados por los artículos 1° de la ley 23.660 y 2°, segundo párrafo, de la ley 23.661, motivo por el cual resulta aplicable al caso el artículo 38 de la última norma citada, en cuanto prevé el sometimiento exclusivo de los agentes del seguro de salud a la jurisdicción federal, pudiendo optar por la justicia ordinaria sólo cuando fueran actores.


    De Marco, Gabriela Nair c/ Obra Social Unión Personal s/ acción de amparo


    COMP, 13, L. XLVI, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Impugnación de sanción administrativa impuesta por un organismo provincial. Ley de Telecomunicaciones 19.798. Ley de Defensa del Consumidor 24.240. Jurisdicción federal ratione materiae. Remisión a Fallos: 327:5771 y 330:2115.


    Resulta competente la justicia federal, pues la correcta decisión sobre la apelación deducida exige precisar el sentido y alcance de normas federales dictadas por el Estado Nacional en ejercicio de las facultades conferidas por la ley nacional de telecomunicaciones 19.798, así como discernir la posible compatibilidad entre ese marco normativo y el instituido por la ley 24.240 de defensa del consumidor, ya que tales cometidos exceden los encomendados a los tribunales provinciales y se encuentran reservados a la jurisdicción federal ratione materiae.


    Telefónica de Argentina S.A. s/ Apelación


    COMP, 40, L. XLVI, 12 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A." y segunda hipótesis del acápite VII del dictamen del Ministerio Público; y Fallos: 327:26 "Rodríguez Atilana". Justicia nacional en lo civil y comercial federal.


    Vottero, Oscar Alberto c/ P.E.N y otros s/ Sumarísimo


    COMP, 220, L. XLVI, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Pretensión de cobro de tasa municipal por inspección de productos alimenticios. Código Alimentario Nacional. Competencia del fuero federal.


    El fuero federal resulta competente para conocer en el sub lite, pues el conflicto -tal como ha sido planteado- se circunscribe a determinar si la tasa que pretende cobrarle el municipio es contraria a lo previsto en la Constitución Nacional y en el Código Alimentario Nacional, resultando la aplicación e interpretación de estos preceptos federales esenciales para la solución de la causa. La Corte ha asignado naturaleza federal a las normas del Código Alimentario Nacional y que este Ministerio Público se ha pronunciado por la competencia de los tribunales federales en pleitos en los que se debatían la constitucionalidad de normas municipales que imponían tributos cuando se alegaba que eran contrarias al Código citado.


    Cepas Argentina S.A. c/ Municipalidad de Esteban Echeverría s/ Acción declarativa de certeza


    C, 19, L. XLVI, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra una entidad nacional: Dirección Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad del Automotor y de Créditos Prendarios. Pretendida inscripción de un motovehículo sin formulario 01. Competencia por razón de la persona. Justica federal.


    La pretensión del actor consiste en obtener un pronunciamiento judicial que le permita la inscripción a su nombre de un motovehículo en el Registro Nacional de la Propiedad del Automotor pues, según dice, carece del formulario 01 necesario para efectuarla sin que sea posible expedir otro (disposición 73/2010 de la Dirección Nacional de los Registros Nacionales de la Propiedad del Automotor y de Créditos Prendarios). En tales condiciones, corresponde a la justicia federal conocer en la causa puesto que al instaurarse una demanda contra el Estado Nacional o una entidad nacional, el fuero federal surte por razón de la persona, en virtud de lo dispuesto por los arts. 116 de la Constitución Nacional y 2°, inc. 6 y 12 de la ley 48 (Fallos: 308:2033; 310:2340; 312:592; 330:29). No obsta a lo expuesto, la circunstancia de que una vez radicado el proceso ante la justicia de excepción su titular evalúe la procedencia o no de la demanda.


    Alonso, Sebastian Gonzalo s/ Autorización judicial


    COMP, 696, L. XLVI, 05 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Pretensión municipal de cobro de un tributo. Naturaleza federal de las normas del Código Alimentario Nacional. Remisión al dictamen de la causa C. 19, L. XLVI, "Cepa Argentina S.A. c/ Municipalidad de Esteban Echeverría s/ Acción declarativa de certeza". Corresponde a la justicia federal.


    En el precedente citado, se sostuvo que la Corte ha asignado naturaleza federal a las normas del Código Alimentario Nacional y que el Ministerio Público se ha pronunciado par la competencia de los tribunales federales en pleitos en los que se debatían la constitucionalidad de normas municipales que imponían tributos cuando se alegaba que eran contrarias al Código citado. En consecuencia, este proceso debe continuar su trámite ante la justicia federal de San Martín.


    Molinos Rio de La Plata S.A. c/ Municipalidad de Merlo s/ Ordinario


    M, 265, L. XLV, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra una provincia por el Estado Nacional. Ejecución fiscal contra la provincia. Pago de certificados de deuda. Competencia originaria de la Corte.


    En atención a la naturaleza de las partes que han de intervenir en el pleito, la causa corresponde a la competencia originaria de la Corte. En efecto, toda vez que una provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- es demandada por un organismo del Estado Nacional, la Comisión Nacional de Comunicaciones, -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia.


    Estado Nacional c/ Salta, provincia de s/ Ejecución fiscal.


    E, 174, L. XLVI, 11 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de provincia contra Estado Nacional. Presunta conducta discriminatoria: asignación desigual de recursos federales. Competencia originaria de la Corte.


    Toda vez que una Provincia -a quien le corresponde la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- demanda al Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar la demanda en esta instancia.


    San Luis, provincia de c/ Estado Nacional s/ Ordinario.


    S, 152, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demandada contra persona que reviste "status diplomático". Salarios adeudados e indemnización. Art. 117 de la Constitución Nacional y art. 24, inc. 1° in fine del decreto-ley 1285/58. Competencia originaria de la Corte.


    Según se desprende de los términos de la demanda, a cuya exposición de los hechos se debe atender de modo principal para determinar la competencia y del informe del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto, el demandado cumple funciones como "Tercer Secretario" de la Embajada de Alemania en nuestro país, por lo que goza de "status diplomático" en los términos del art. 1, inc. "e", de la Convención de Viene sobre Relaciones Diplomáticas de 1961.


    Espeche, Oscar Luis c/ Flossmann, Jurgen Wolfgan s/ Despido.


    E, 41, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen


    Competencia Ordinaria


    Carácter remunerativo de sumas acordadas en convenio conciliatorio. Reclamo de aportes y contribuciones. Competencia local.


    En el proceso sustanciado en jurisdicción local, los actores demandaron por diferencias salariales a su empleador, y luego los contendientes arribaron a un acuerdo conciliatorio que posteriormente fue homologado por la alzada laboral. Ahora bien, de estas actuaciones, surge que la pretensión de los actores es declarar remunerativa la suma acordada por las partes en ese convenio, y consecuentemente, se apliquen astreintes a la demandada hasta tanto ingrese los aportes y contribuciones correspondientes en los organismos de la seguridad social. Conforme a los principios de seguridad jurídica, celeridad y economía procesal, y a los fines de evitar la configuración de situaciones procesales contradictorias en uno u otro juicio, es razonable que el magistrado que previno en el proceso principal sea el competente para dilucidar la presente controversia, correspondiendo la radicación definitiva de la causa ante su juzgado. Además, cabe agregar que el planteo derivado de la calificación del referido monto convenido entre las partes, está vinculado con obligaciones que surgen de un contrato de trabajo con fundamento en la ley laboral (arts. 79 y 80 LCT).


    Caffa, Alberto y otros c/ Grupo Estrella S.A. y otro s/ Sumario.


    COMP, 472, L. XLVI, 13 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Cobro de honorarios por gestión administrativa ante el ANSES. Competencia de la justicia ordinaria.


    La actora promovió demanda con el objeto de que sean determinados sus honorarios por la tarea desarrollada extrajudicialmente, relacionada con la gestión administrativa llevada a cabo ante ANSES respecto del beneficio previsional del aquí demandado, fundando su pretensión en las leyes local N° 8904 y nacional N° 17.040 de Actuación de Apoderados y Gestores en el ámbito de la Previsión Social. Dada la naturaleza de la cuestión, derivada de una relación jurídica entre personas particulares, ambas domiciliadas en Olavarría, Provincia de Buenos Aires y en atención a que la actora pretende la aplicación de la ley arancelaria provincial N° 8904 con el límite que emana del art. 5° de la ley 17.040 y los hechos que dan lugar al reclamo de autos -cobro de honorarios-, la justicia ordinaria local resulta competente para entender en el sub-lite.


    Conte, Maria Cecilia c/ Maggi, Juan Angel s/ Materia a Categorizar.


    COMP, 653, L. XLVI, 20 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Reclamo contra la Caja de Jubilaciones, Subsidios y Pensiones para el Personal del Banco de la Provincia de Buenos Aires para la incorporación al haber del suplemento "Retribución Especial Semestral". Competencia local: ente autárquico provincial, normativa de derecho público local.


    La causa se encuentra regida por el derecho público local, pues para decidir sobre la pretensión de la parte actora - acreditación en sus haberes jubilatorios del suplemento denominado "Retribución Especial Semestral"-, es necesario analizar el contenido de la ley local N° 13.364, que reglamenta el funcionamiento del organismo demandado, cuyo artículo 1° determina que es una entidad autárquica de derecho público, con domicilio en la ciudad de La Plata, Provincia de Buenos Aires. Por tales razones, al no configurar una causa civil, compete a la justicia contencioso administrativa local el conocimiento de este proceso, dado que el caso versa sobre normas y actos de autoridades locales, en el sub lite de la Provincia de Buenos Aires.


    Dimitroff, Juan y otros c/ Caja de jubilaciones del Banco de la Pcia de Buenos aires s/ Amparo.


    COMP, 569, L. XLVI, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Demanda por cumplimiento de obligaciones nacidas de un contrato de compraventa de automotor. Regularización del status jurídico del rodado. Competencia del fuero civil.


    La presente acción debe seguir su trámite ante la justicia nacional en lo civil, toda vez que conforme surge de los hechos expuestos en la demanda -a los que cabe atender a fin de resolver las cuestiones de competencia- los actores, vendedores del automotor, con sustento en el contrato de compraventa suscripto con la compradora, solicitan a la demandada que realice todos los trámites y diligencias, exigidos tanto por las leyes que rigen en la materia como por el aludido convenio, a fin de regularizar el status jurídico del rodado objeto de la transacción y su inscripción en el registro correspondiente. Dichas cuestiones, al involucrar el cumplimiento de obligaciones nacidas en el marco de un contrato de compraventa, regulado por el derecho común, determina la competencia del fuero civil para conocer en el juicio.


    Viera, Sandra Patricia y otro c/ Virgone, María Alejandra Rita s/ Transferencia e Inscripción Automotor.


    COMP, 185, L. XLVI, 27 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Desalojo de inmueble: determinación de estado de ocupación. Programa de Recuperación de la Traza de la ex AU3. Competencia de la justicia local.


    La pretensión de la actora consiste en determinar, en forma previa a iniciar el desalojo, si el inmueble en cuestión se encuentra ocupado y, en tal caso, si lo es por los beneficiarios del "Programa de Recuperación de la Traza de la ex AU3" (ley 324). Ello determina que sean los jueces locales quienes deben conocer en este proceso ya que tendrán que analizar, entre otras cosas, el alcance de una norma dictada por los legisladores locales, sobre cuya base deberán establecer la calidad de beneficiarios de los presuntos ocupantes.


    G.C.B.A. c/ Ocupantes inmueble calle Concepción Arenal N°,


    COMP, 80, L. XLVI, 12 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Nulidad por simulación de contrato de locación. Competencia de la justicia ordinaria.


    Teniendo en consideración la naturaleza de la demanda promovida -acción de nulidad por simulación de un contrato de locación, restitución del inmueble a su propietario, daños y perjuicios ocasionados-; el carácter particular de las partes intervinientes; los domicilios a considerar -el del actor en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y el de los demandados en la Ciudad de Rio Grande, Provincia de Tierra del Fuego-; y la normativa de carácter común aplicable al caso, correspondería intervenir en autos al fuero ordinario local, toda vez que la jurisdicción federal es privativa y excluyente, excepcional y limitada, no dándose ninguna de las circunstancias normativas que hagan viable su intervención.


    Castro, Abel Roberto c/ Binrell S.A. y Australtex S.A. s/ Simulación


    COMP, 93, L. XLVI, 14 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Pretensión de cobro tributo municipal en concepto de derecho de publicidad y propaganda. Régimen de Coparticipación Federal de Impuestos. Precedente Fallos: 332:1007 "Papel Misionero S.A.I.F.C.”. Cuestión de naturaleza local: competencia de los jueces locales.


    Mediante esta acción declarativa la actora procura despejar el estado de incertidumbre en el que se encuentra respecto de la pretensión municipal de cobrar un tributo en concepto de "derecho de publicidad y propaganda", en tanto entiende que viola el Régimen de Coparticipación Federal de Impuestos, instituido por la ley 23.548 y por el art. 75 de la Constitución Nacional. Así, resulta aplicable al sublite lo resuelto por la Corte Suprema en el precedente "Papel Misionero S.A.I.F.C.”, el cual, señaló que el régimen de coparticipación federal forma parte integrante del plexo normativo local. A la luz de este nuevo criterio, la materia del pleito reviste naturaleza local, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados locales.


    Visa Argentina S.A. c/ Municipalidad de Carlos Casares s/ Acción declarativa de certeza.


    V, 359, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia Territorial


    Jurisdicción territorial: posibilidad de prórroga por los interesados. Asuntos exclusivamente patrimoniales. Competencia por razón del lugar convenido por los contratantes. Cobro de los honorarios pactados en un convenio: competencia de la justicia ordinaria local.


    La jurisdicción territorial es esencialmente prorrogable por los interesados cuando se trata de asuntos exclusivamente patrimoniales -art. 2° del Código Procesal Civil y Comercial- y a los fines de la dilucidación de la controversia ha de estarse a la competencia por razón del lugar convenido por los contratantes. En este sentido, cabe señalar que de la naturaleza de la presente cuestión -cobro de los honorarios pactados en un convenio- derivada de una relación jurídica entre personas particulares domiciliadas en la provincia de Entre Ríos, se sigue entonces que el sub-lite no presenta las notas de conexidad y accesoriedad con la causa principal -aquella en que el abogado desarrolló su tarea profesional- que Justifique la aplicación del art. 6°, inc. 1, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Corresponde considerar, por lo tanto, que compete a la justicia ordinaria local entender en el caso, máxime cuando las partes acordaron someterse a dicha Jurisdicción.


    Kisser, Raimundo c/ Mitre, Victoria s/ Sumario


    COMP, 873, L. XLV, 04 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Solicitud de medidas cautelares. Sub Programa Federal de Construcción de Viviendas: defectos de construcción. Demanda contra el municipio y el instituto provincial de vivienda. Corresponde a la competencia de la justicia local.


    Se desprende que el objeto de la demanda consiste en obtener que la municipalidad cumpla con lo establecido en el Sub Programa Federal de Construcción de Viviendas para la construcción de viviendas, a raíz de los defectos de construcción que surgen del informe pericial acompañado.  Así, este proceso corresponde a la competencia de los jueces locales, porque son esos magistrados los que tendrán que examinar el alcance de normas de naturaleza local creadas y aplicadas por autoridades de tal carácter, tal como son las licitaciones y adjudicaciones dispuestas por el municipio de acuerdo con el Sub programa Federal de Construcción de Viviendas, así como su ejecución.


    Ganon, Gabriel Elías Heriberto c/ Municipalidad de San Pedro y otro s/ Medida cautelar


    COMP, 117, L. XLVI, 21 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Cuestiones de Competencia


    Conflicto de competencia. Reclamo de indemnización por incapacidad laboral interpuesto ante un juzgado federal. Intervención de la Comisión Médica. Supuesto carácter inculpable de la enfermedad. Declaración de oficio inconstitucionalidad del artículo 46 de la Ley 24.557. Posibilidad de declarar la incompetencia "en cualquier estado del proceso".


    El actor reclamó ante el Juzgado Federal, a la A.R.T., la indemnización por la incapacidad laboral que dice padecer como consecuencia de la actividad desarrollada como auxiliar en una planta de congelado de pescado, con fundamento en lo normado por la Ley 24.557.  Resulta de aplicación al caso la jurisprudencia de la Corte que reiteradamente ha señalado que el fundamento del artículo 352, segundo párrafo del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que faculta a los jueces federales con asiento en las provincias para declarar su incompetencia "en cualquier estado del proceso", reside en que la justicia federal es un fuero limitado y de excepción, y sólo puede intervenir en causas de esa naturaleza. Por ello, y no dándose causal específica que lo haga surgir en el caso, su conocimiento corresponde a la jurisdicción local, a fin de preservar el doble orden jurisdiccional establecido en la Constitución Nacional.


    Germinario, Domingo Santiago c/ Responsabilidad Patronal A.R.T. S.A. s/ Materia de otro fuero


    COMP, 1024, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Actora de edad avanzada que promueve una medida cautelar con el objeto de que se ordene su incorporación a una empresa de medicina prepaga. Cese de la cobertura médica oportunamente contratada. Prestador del servicio: sociedades anónimas no comprendidas dentro del supuesto previsto en el artículo 38 de la ley 23.661 que fija la competencia federal para las llamadas Obras Sociales. Contrato de medicina de prepaga: características. Planteo especial del caso: consecuencia del cese del servicio médico asistencial que afecta a la amparista en su condición de afiliada. Competencia del juez que entiende en el proceso falencial de la sociedad anónima. Ausencia de una normativa específica. Derechos fundamentales a la vida y la salud.


    En el caso, los hechos que dan lugar al reclamo de autos se relacionan con el cese de la cobertura médica oportunamente contratada, siendo el prestador del servicio, en su inicio, Terapia Integral S.A.C. y luego, Dineros S.A., sociedades anónimas no comprendidas dentro del supuesto previsto en el artículo 38 de la ley 23.661 que fija la competencia federal para las llamadas Obras Sociales. Sobre el particular, la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha sostenido que el contrato de medicina de prepaga es innominado o atípico, siendo la duración del convenio su nota relevante ya que la satisfacción de la finalidad perseguida dependerá de la continuidad de la asistencia médica; en cambio desde el punto de vista económico es una actividad que se apoya substancialmente en el ahorro de los clientes, es decir en el empleo del capital anticipado por éstos. Sentado ello, cabe señalar, que si bien la CSJN ha sostenido que la interpretación, sentido y/o alcance de las obligaciones nacidas en un contrato de medicina prepaga, excede el marco comercial, el planteo especial del caso es consecuencia del cese del servicio médico asistencial que afecta a la amparista en su condición de afiliada, quien, según denuncia, tuvo su origen a raíz de la estricta vinculación entre la empresa Dineros S.A y la quiebra de Terapia Integral SAC, aspecto que no resulta ajeno a la competencia comercial. En tal sentido, y más allá de que el objeto del reclamo de autos excede la competencia del juez de la quiebra de Terapia Integral S.AC., en tanto no resulta aplicable el fuero de atracción, lo cierto es que las cuestiones invocadas por la accionante y debatidas en torno a la posible vinculación entre la firma Dineros S.A y la fallida, extremo que podría dar lugar a una confusión patrimonial y eventual acción de extensión de quiebra-, deberá ser sometida ante el juez que entiende en el proceso falencial de la sociedad Terapia Integral S.AC., quien se halla habilitado para dictar todas las medidas de impulso de la causa y de investigación que resulten necesarias, ello en los términos del artículo 274 de la Ley 24.522 y con la necesaria intervención del síndico. En tal contexto, analizados los presupuestos fácticos, y ante la ausencia de una normativa específica respecto de la particular situación que se presenta en el caso, razones de economía procesal autorizan a dejar de lado reparos procedimentales y dirimir la cuestión de competencia sin más trámite para evitar con ello un dispendio jurisdiccional innecesario, siendo que ha transcurrido un año sin que la causa tenga radicación definitiva, máxime cuando en el sub lite se trata de amparar los derechos fundamentales a la vida y la salud que cuentan con tutela de orden constitucional. Y puesto que el reclamo de autos está vinculado con una persona de edad avanzada que a la fecha carece de cobertura médica por el cese de la prestación del servicio imputable a la empresa de medicina prepaga que oportunamente contrató y que, por otra parte, no es aceptada por otra entidad, corresponde considerar que es el juez donde se sustancia la quiebra de Terapia Integral S.A.C. quien se halla en mejores condiciones de inmediación y celeridad para dilucidar el objeto de esta presentación.


    Giuliani, Celia c/ Dincros S.A. s/ medidas cautelares


    COMP, 221, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Causas sobre medio ambiente: efectiva degradación o contaminación de recursos ambientales interjurisdiccionales. Solicita remisión de prueba documental, como medida previa a emitir dictamen.


    Zeballos, Saúl Argentino c/ San Juan, Provincia de s/ Amparo ambiental


    Z, 107, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia de la justicia federal cuando comparece una entidad nacional que invoca el fuero.


    Se ha dicho que compete a la justicia federal conocer en la causa cuando una entidad nacional comparece al proceso e invoca su derecho a dicho fuero. En atención a ello, corresponde el conocimiento al fuero de excepción, toda vez que el Instituto Nacional de Tecnología Agropecuaria -I.N.TA- como entidad autárquica del Estado Nacional, invocó la jurisdicción federal en razón de la persona cuando interpuso la excepción de incompetencia.


    Trangoni, Rodolfo c/ Asoc. Coop. Est. Exp. Agrop. Inta Saenz Peña s/acción autónoma de nulidad


    COMP, 821, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia de la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal: obra social que persigue la nulidad del traspaso de agentes. Reclamo que excede las previsiones del artículo 2, inciso f, de la Ley 24.655: causas que tienen por objeto la ejecución de aportes y contribuciones en el marco de lo dispuesto por el artículo 24 de la Ley 23.660.


    La Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia persigue la nulidad del traspaso de los agentes que menciona la Obra Social demandada. En dicho contexto, el reclamo de autos excede las previsiones del artículo 2, inciso f, de la Ley 24.655, ya que éste refiere únicamente a las causas que tienen por objeto la ejecución de aportes y contribuciones en el marco de lo dispuesto por el artículo 24 de la Ley 23.660, requisito que no acontece en autos. Por ello, encontrándose en el sub lite demandada una obra social, de conformidad con lo normado por el articulo 38 de la Ley 23.661, corresponde concluir que resulta competente para entender en la causa la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ Nulidad de acto jurídico


    COMP, 913, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia ajeno a la decisión de la Corte Suprema de Justicia de la Nación: contienda trabada entre Jueces nacionales de primera instancia. Intervención de la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    El presente conflicto de competencia no debe ser dirimido por la Corte Suprema de Justicia de la Nación, toda vez que, en atención a lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21 708, la contienda trabada entre Jueces nacionales de primera instancia debe ser resuelta por la alzada de que dependa el que primero hubiese conocido.


    Proyección Seguros de Retiro S.A. c/ Estado Nacional s/ amparos y sumarísimos


    COMP, 192, L. XLVI, 10 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia en causa de medio ambiente. Fuero federal: contaminación de recursos ambientales interjurisdiccionales. Solicita medida previa para poder dictaminar.


    Si bien por regla general para determinar la competencia se debe atender de modo principal a la exposición de los hechos que surge de los términos de la demanda, de conformidad con los arts. 4° y 5° del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, en las causas sobre medio ambiente tal principio resulta insuficiente, pues el criterio de atribución de competencia para que proceda el fuero federal en razón de la materia está dado por el art. 7° de la Ley General del Ambiente, 25.675, que exige como presupuesto mínimo la efectiva degradación o o contaminación de recursos ambientales interjurisdiccionales.


    Raffo, Julio César Antonio y otros c/ San Juan, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Amparo


    R, 215, L. XLVI, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia resuelto por la Alzada del magistrado que previno.


    La Corte tiene dicho que no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7 del decreto-ley 1285/58, texto según ley 21.708, le acuerda, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia (v. Fallos 308:2037; 326:84). Tales antecedentes, son de aplicación al sublite, toda vez que remitidos los autos a la Alzada de la magistrada que previno, sus integrantes dispusieron la competencia de la Justicia Federal de la Seguridad Social para entender en las presentes actuaciones. Por ello, no hay en estas actuaciones una cuestión de competencia que la Corte deba resolver.


    Miño, Miguel Angel c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejercito Argentino s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad.


    COMP, 600, L. XLVI, 16 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia.


    Conforme lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7 del decreto ley 1285/58, según texto ley 21.708, la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada del juez que previno.


    Huesca, Pedro Adolfo c/ PEN ley 25.561 Dto 1570/01 214/02 (Metlife) s/ Proceso de conocimiento Ley 25.561


    COMP, 578, L. XLVI, 16 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre jueces nacionales de primera instancia.


    Conforme lo dispuesto por el artículo 24, inc. 7 del decreto ley 1285/58, según texto ley 21.708, la contienda de competencia habida entre jueces nacionales de primera instancia, debe ser resuelta por la alzada del juez que previno.


    Malvino, Maria Cristina c/ PEN Ley 25.561 Dto 1570/01 214/02 (Hartford) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 585, L. XLVI, 16 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre tribunales nacionales de primera instancia.


    Con arreglo a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, los conflictos que se plantean entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la Cámara de que dependa el Juez que primero hubiese conocido, y no por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (v. Fallos: 302:855; 307:388 entre otros).


    Casais Piñeiro, Fernando c/ Telefónica de Argentina S.A. s/ Daños y perjuicios.


    COMP, 567, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Pretensión de inconstitucionalidad con efectos erga omnes de ley local que crea el Registro Público de Comercio y Contralor de Personas Jurídicas de la C.A.B.A., del art. 34 del Código de Comercio y de las leyes nacionales 21.768 y 22.280. Trámite ante la Justicia Federal en lo Contencioso Administrativo. Causa regida por la Constitución Nacional: preservación de las órbitas de competencia entre jurisdicciones locales y el Gobierno Federal.


    En el sub lite el objeto de la acción consiste en obtener la declaración de inconstitucionalidad de la ley local 2875 -que dispuso la creación de un Registro Público de Comercio y Contralor del Personas Jurídicas en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y estableció que las funciones y competencias de la Inspección General de Justicia podrían traspasarse al Gobierno de la Ciudad-, así como que se establezca que el registro y la fiscalización de las sociedades extranjeras son asuntos de materia federal y que no pueden traspasarse a un órgano local, lo que implicaría, por consiguiente, la declaración de inconstitucionalidad del art. 34 del Código de Comercio y de las leyes 21.768 y 22.280. El conocimiento y la decisión de esta causa corresponden a la justicia federal. En efecto, ello es así porque por un lado, mediante esta acción la actora pretende que se declare la invalidez de ciertas leyes dictadas por el Congreso Nacional por estimar que son contrarias a la Constitución Nacional, de modo tal que aquella pretensión se funda directa y exclusivamente en disposiciones constitucionales y en el régimen de distribución de competencias entre el Estado Nacional, las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Por el otro, porque si bien cuestiona un acto local, se advierte que tal pretensión exige -esencial e ineludiblemente- determinar, en forma previa, si el ejercicio de esas facultades invade un ámbito de competencia que es propio de la Nación. En el ámbito de la Capital Federal, el fuero en lo contencioso administrativo federal resulta competente para conocer en este proceso toda vez que, para resolver la controversia será necesario aplicar normas y principios del derecho público, que se relacionan con las facultades y deberes propios de la administración, en los que resulta clara la prioritaria relevancia que los aspectos del derecho administrativo asumen para su solución.


    Fiscalía General ante la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial c/ GCBA s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 903, L. XLV, 09 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Recursos deducidos por aplicación de la Ley de Defensa de la Competencia 25.156. Tribunal competente en el ámbito de la Capital Federal: Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico. Cuestión ya resuelta por la Corte Suprema: efectos de sus decisiones sobre tribunales y demás operadores jurídicos.


    El inconveniente derivaría de que el art. 53 de esa ley establece que será competente la cámara federal que corresponda y no especifica cuál es esa cámara en el ámbito de la Capital Federal. El decreto 1019/99 vetó ciertas disposiciones de la ley 25.156, entre las que se encontraba la determinación de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial para resolver en casos como el que ahora se analiza. Luego, el decreto 89/01 estableció que sería la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal la competente para resolver los recursos. Sin perjuicio de ello, este problema es más aparente que real pues, en rigor de verdad, ya se encuentra resuelto por la Corte Suprema y, por lo tanto, lo que corresponde es que los tribunales y demás operadores jurídicos se ajusten a sus decisiones. En efecto, antes y después del último decreto citado, por remisión a los fundamentos del Ministerio Público Fiscal, V.E. resolvió que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico es el órgano judicial competente en esta Capital para conocer en estos casos (Fallos: 323:2577 y 329:860) y en ambos precedentes se exponen los motivos que dan fundamento a esta decisión, que, en síntesis, son tanto la especialidad adquirida por el tribunal penal, por su intervención en las anteriores leyes de defensa de la competencia, como la coherencia con el art. 56 de la ley 25.156, en cuanto establece que se apliquen los Códigos Penal y Procesal Penal de la Nación. El conflicto que ahora se plantea se debe resolver por aplicación de los criterios que surgen de los precedentes del Tribunal a los que se hizo referencia, máxime cuando es bien sabido que las sentencias de la Corte Suprema deben ser lealmente acatadas tanto por las partes como por los organismos jurisdiccionales que intervienen en las causas, porque la supremacía de la Corte, cuando ejerce la jurisdicción que la Constitución y las leyes le confieren, impone a todos los tribunales, nacionales y provinciales, la obligación de respetar y acatar sus decisiones.


    Telecom Italia Spa y otro s/ Solicitud de inhibitoria


    COMP, 875, L. XLV, 22 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia: amparo por mora contra municipio. Obtención de permiso para trabajar en una playa local. Trámite ante la justicia local. Improcedencia fuero federal.


    La materia en debate no reviste naturaleza federal que haga surtir el fuero de excepción, pues mediante la acción se pretende obtener una decisión de un organismo local. Tampoco compete a la justicia federal ratione personae, pues el sujeto demandado es la Municipalidad de General Pueyrredón. Los jueces locales son los que tendrán que examinar el alcance de las disposiciones locales, creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, interpretándolos en el espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles.


    Oliver, Néstor Rubén c/ Municipalidad de General Pueyrredón s/ Amparo por mora.


    COMP, 779, L. XLVI, 13 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto positivo de competencia. Suspensión de actividad minera realizada en suelo provincial: justicia provincial. Improcedencia fuero federal. Intervención de los magistrados locales en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza.


    Esta causa debe tramitar ante la justicia local. En primer término, porque es claro que la materia en debate no reviste naturaleza federal que haga surtir el fuero de excepción, pues el amparo se dirige contra una decisión de naturaleza local creada y aplicada por autoridades locales. En segundo término, esta causa tampoco compete a la justicia federal ratione personae. Ello es así, porque los sujetos demandados, la Dirección Provincial de Minería y la Secretaria de Política Ambiental, son organismos comprendidos en la esfera de la actuación del gobierno de la Provincia de Buenos Aires.


    Fiscalía de Estado Provincia de Buenos Aires c/ Gildin S.A. s/ Cuestión de competencia.


    COMP, 531, L. XLV, 18 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Demanda contra municipio. Remisión Fallos: 316:331. Necesidad de pronunciamiento del tribunal sobre su competencia.


    En tal oportunidad se resolvió que, si bien el art. 354, inc. 1), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone el archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, dicha norma no puede extenderse más allá de aquellos supuestos en que sea admisible estimar inválido lo actuado por el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud. Por aplicación de este criterio se resolvieron las Comp. 698, L. XLV, "Abregu, Pablo Domingo s/ denuncia c/ distribuidora" y Comp. 814, L. XLV, "Computronic SRL c/ Municipalidad de San Miguel de Tucumán y otros s/ Inconst.".


    Soccer Store S.R.L. c/ Municipalidad de San Miguel de Tucumán s/ Inconstitucionalidad


    COMP, 518, L. XLVI, 04 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Inadmisibilidad recurso extraordinario. Ausencia del requisito de sentencia definitiva o resolución equiparada.


    El recurso es inadmisible, toda vez que las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero, federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior. En el sub lite no se encuentra configurada ninguna de esas situaciones, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, por consiguiente, el proceso quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir tramitando su pretensión.


    Protección a Consumidores y Usuarios de la República Argentina - Asociación civil c/ Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Ordinario


    P, 328, L. XLVI, 10 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Multa por infracción a la ley de defensa del consumidor. Falta de pronunciamiento sobre la competencia. Remisión Fallos: 316:331.


    En tal oportunidad se resolvió que, si bien el art. 354, inc. 1, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone el archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, la Corte sostuvo que dicha norma no puede extenderse más allá de aquellos supuestos en que sea admisible estimar inválido lo actuado por el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud. Corresponde devolver las actuaciones a la Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo de Tucumán (Sala III), a fin de que se pronuncie sobre su competencia.


    Rueda, Felipa s/ Denuncia contra Distribuidora San Martin.


    COMP, 278, L. XLVI, 11 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Razones de economía procesal: resolución por parte de la Corte Suprema. Inexistencia de causas conexas: cuestiones debatidas y etapas procesales diferentes. Trámite ante la justicia nacional en lo civil y comercial federal. Remisión precedente.


    Si bien este proceso tiene como antecedente una acción de amparo que tramitó ante el Juzgado en lo Contencioso Administrativo Federal N° 11, lo cierto es que no existe conexidad entre ambas causas, toda vez que difieren las cuestiones debatidas entre una y otra, así como las etapas procesales en que se encuentran, circunstancias que vedan la posibilidad de que se dicten sentencias contradictorias. Resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público.


    Viana, Gustavo Ismael y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 1570/01, 214/02 (BBVA) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 552, L. XLVI, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Remisión Fallos: 326:4019 "Viejo Roble S.A.". Dispendio de actividad jurisdiccional: resolución por parte del máximo tribunal. Trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    El planteamiento de cuestiones de competencia debe efectuarse en la primera oportunidad posible para su rápida resolución por parte del órgano competente, a fin de evitar un dispendio de actividad jurisdiccional, tal como aconteció en el sub examine, donde han intervenido cinco jueces de primera instancia y una cámara y el litigante todavía no encuentra un tribunal para que entienda en su proceso. Elementales razones de economía procesal permiten dejar de lado reparos procedimentales, con el objeto de no seguir dilatando la resolución del tema, lo que obviamente va en desmedro de la adecuada prestación del servicio de justicia y autorizan a V.E. a resolverlo. Se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen de este Ministerio Público emitido en esa causa, así como lo señalado en la causa Comp. 176, L. XLV, "Del Valle Díaz, Rosa Petrona c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561".


    Robustelli de Vecchia, Luisa c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP, 383, L. XLVI, 04 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia: atribución recíproca. Resolución por parte del tribunal superior del órgano que previno.


    En el sub lite hubo una atribución sucesiva de aptitud jurisdiccional entre los diversos tribunales intervinientes, circunstancia que impide que se configure correctamente la traba de una contienda de esa naturaleza, pues para ello es menester que esa atribución sea recíproca. El conflicto debe encontrar solución en la Cámara del juez que primero intervino (v. art. 24, inc.7°, del decreto-ley 1285/58).


    Cooperativa de Vivienda, Crédito y Consumo Ferromar Ltda. c/ Estado Nacional - Anses - Resol. 255/09 s/ Medida cautelar (autónoma)


    COMP, 398, L. XLVI, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amparo contra GCBA y Telecom Personal S.A. a fin de que cese el funcionamiento de antena de telefonía celular. Cuestiones de competencia entre tribunales de distintas jurisdicciones: resolución por aplicación de las leyes nacionales de procedimiento. Declaración de oficio de incompetencia que resulta extemporánea, por el estado procesal de la causa. Continuación del trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    En el marco de una interpretación armónica de las pautas previstas en los arts. 4 y 10 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, la declaración de oficio de incompetencia efectuada por el magistrado en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad de Buenos Aires resulta extemporánea. Ello es así pues, según se desprende de las constancias de la causa, las partes interesadas en el proceso no han planteado cuestión de competencia alguna, con lo cual ha concluido la posibilidad de hacerlo en lo sucesivo y, además, porque la oportunidad del magistrado para desprenderse de las actuaciones había fenecido pues ello sólo podía darse al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una excepción de tal naturaleza, y no luego de dictar la medida cautelar solicitada, ordenar el traslado de la demanda y abrir la causa a prueba, tal como aconteció en el sub lite.


    Etchevarne Parravicini, María Fernanda y otro c/ GCBA (Antena Olleros 2025) y otro s/ Amparo ley 16.986


    COMP, 701, L. XLVI, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional: continuación ante los tribunales de la justicia provincial que ya intervinieron. Límite de transferencia de expedientes.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia provincial debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado actos típicamente jurisdiccionales, que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Piazza, Daniel Alberto c/ Banco Francés (B.B.V.A.) s/ Sumarísimo


    COMP, 405, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional: continuación ante los tribunales que ya intervinieron. Límite de transferencia de expedientes.


    Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional -ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta su culminación ante el fuero que lo dictó. Ello es lo que sucedió en autos, en virtud de la sentencia dictada, razón por la cual la justicia Nacional en lo Civil debe seguir interviniendo, toda vez que el límite de transferencia de expedientes entre jurisdicciones está dado por el principio de radicación, el cual se configura con el dictado de lo que se ha denominado "actos típicamente jurisdiccionales", que son aquellos que importan la decisión de un conflicto mediante la adecuación de las normas aplicables, como resulta característico de la función jurisdiccional encomendada a los jueces.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires c/ Nazario J. Rivera y Cia. SAICA s/ Ejecución fiscal ABL


    COMP, 502, L. XLVI, 03 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Demanda entablada por piloto comercial y de transporte de línea aérea. Cuestión vinculada con el servicio de transporte aéreo: sujeta a prescripciones del derecho aeronáutico y normas operativas dictadas por la autoridad aeronáutica competente. Competencia del fuero nacional en lo civil y comercial federal.


    Mediante este proceso el actor procura obtener que la Policía de la Seguridad Aeroportuaria arbitre los medios necesarios para que se le permita el ingreso a los aeropuertos y de esta forma pueda tripular las aeronaves para las cuales se encontraría habilitado por la autoridad aeronáutica. Si bien el actor cuestiona un acto administrativo, la materia de dicho acto versa sobre un tema atinente al derecho aeronáutico, toda vez que la Policía de Seguridad Aeroportuaria, al denegarle el permiso personal aeroportuario, tuvo en cuenta la disposición 172/2010 PSA, que aprueba el Reglamento de Registro y Control de Ingreso, Circulación y/o Permanencia de Personas y Vehículos en las instalaciones Aeroportuarias, en virtud de las facultades reconocidas por la ley 26.102.


    Grande, Luis Adolfo c/ EN - Ministerio de Justicia - PSA s/ Medida cautelar (autónoma)


    COMP, 672, L. XLVI, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Demanda por cobro de sumas de dinero en concepto de daños y perjuicios derivados del uso indebido de la imagen. Reproducción de publicidad protagonizada por el actor, luego de vencido el contrato suscripto entre las partes. Trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil. Improcedencia fuero laboral.


    Le corresponde a la justicia nacional en lo civil el conocimiento de la causa, toda vez que si bien existió entre los litigantes un contrato, el objeto de la pretensión radica en el resarcimiento de los daños y perjuicios derivados de un presunto accionar ilícito y negligente de la demandada, de acuerdo a lo prescripto por el Código Civil y por la ley 11.723 de protección de la propiedad intelectual, lo que excede y resulta ajeno a la relación contractual originaria que vinculó a las partes. Cuando se trata de acciones resarcitorias personales, derivadas de un supuesto ilícito, resulta competente, para entender en razón de la materia la justicia civil, por resultar de aplicación lo dispuesto por el art. 43, inciso "b" del decreto-ley 1285/58, que habilita la competencia ordinaria para este tipo de causas.


    López Rossi, Hernán Gonzalo c/ Telecom Personal Argentina SA s/ Daños y perjuicios


    COMP, 434, L. XLVI, 25 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Habilitación para resolver un recurso.


    Por aplicación de la doctrina de V.E. que surge del precedente "Rezk" (publicado en Fallos: 324:2493), cabe concluir que la cámara no estaba en condiciones de pronunciarse sobre la competencia de la justicia provincial para entender en esta causa, pues ello no había sido materia de apelación.


    Piazza, Fernando Alfonzo c/ Banco Francés s/ Sumarísimo


    COMP, 404, L. XLVI, 28 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Impugnación de actos administrativos municipales: justicia local en lo contencioso administrativo. Improcedencia fuero de excepción: materia que no reviste naturaleza federal. Partes intervinientes:  inexistencia del derecho a litigar en ese fuero.


    Toda vez que el juez que deba solucionar el pleito tendrá que examinar el alcance de los actos y normas locales creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter, pienso que corresponde a los jueces provinciales entender en este proceso, interpretándolos en el espíritu y en los efectos que la soberanía local ha querido darles. El respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en la causa en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que los temas federales qué también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado en el art. 14 de la ley 48.


    Mor S.A. c/ Municipalidad de Quilmes s/ Contencioso administrativo


    COMP, 504, L. XLVI, 25 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Rectificación de título de propiedad automotor. Trámite ante la Cámara Federal de Apelaciones con competencia territorial en el lugar donde tenga su asiento el registro sección cuya decisión se recurre.


    Si bien la pretensión original de la actora fue que se rectificara el certificado de importación del vehículo, a fin de que se eliminara la observación que indicaba la restricción para circular, lo cierto es que luego aquélla inscribió el automóvil ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor Seccional Mar del Plata y que en el título de propiedad expedido por el encargado de aquel registro figura la observación que se quiere suprimir. El requerimiento que se hace a los órganos judiciales consiste en que se rectifique el título de propiedad del automotor, por lo que corresponde otorgarle el trámite previsto en el art. 37 del Régimen Jurídico del Automotor (t.o. por el decreto 1114/97 y modificaciones posteriores leyes 25.232, 25.345 y 25.677), en cuanto establece que las decisiones de los encargados de registro en materia registral podrán ser recurridas ante la Cámara Federal de Apelaciones con competencia territorial en el lugar donde tenga su asiento el registro sección contra cuya decisión se recurre.


    Flotta, Verónica Agustina s/ Apel. de res. denegat. del Registro Prop. Automotor.


    COMP, 467, L. XLVI, 13 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 1126, L. XLIII, "Cons. de Prop. San Pedrito c/ Comisión Municipal de la Vivienda" y Comp. 858, L. XLIV, "Consorcio de Propietarios San Pedrito 1450 c/ Comisión Municipal de la Vivienda s/ Ejecución de expensas".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia nacional en lo civil.


    Consorcio de propietarios Escalada 2831 Torre 9 Sector B c/ GCBA y otros s/ Ejecución de expensas.


    COMP, 747, L. XLVI, 05 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 697, L. XXXIX, "Tizado, Javier s/ Amparo" y Fallos: 327:467 ("Mutualidad Argentina de Hipoacúsicos").


    El proceso debe continuar su trámite ante el Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Banco de la Ciudad de Buenos Aires c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Producción s/ Proceso de conocimiento.


    COMP, 813, L. XLVI, 26 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 835, L. XLIV, "Cardiolab SA c/ EN - Ministerio de Economía y otro s/ Proceso de conocimiento" y Comp. 874, L XLV, "Flecliba c/ EN - Ministerio de Economía - INSSJP - PAMI s/ Amparo por mora".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia nacional en lo civil y comercial federal.


    Aesfper c/ Resol. 268/03 y otro s/ Amparo por mora


    COMP, 547, L. XLVI, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión Comp. 916, L. XLIV, "Nuevo Central Argentino SA c/ Estado Nacional - AFIP - DGI s/ Inclusión régimen facilidades de pago".


    Este proceso debe continuar su trámite ante la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    Ferroexpreso Pampeano SAC c/ EN - AFIP - DGI - Resol. 1185/05 (GC) s/ Proceso de conocimiento.


    COMP, 760, L. XLVI, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión dictamen del día de la fecha emitido en la causa Comp. 549, L. XLVI, "Villalba, Jorge Fernando y otros c/ GCBA s/ Daños y perjuicios (excepto resp. médica)".


    En este estado el proceso debe continuar su trámite en la justicia local.


    Ruiz Díaz, Daniel Matías c/ GCBA s/ Daños y perjucios(excepto Resp. médica)


    COMP, 639, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.


    Vargas Anibarro, Gonzalo Felipe y otros c/ G.C.B.A y otro s/ Daños y perjuicios - Resp. prof. med. y aux.


    COMP, 486, L. XLVI, 06 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción: resolución por aplicación de las normas nacionales de procedimiento.


    Teniendo presente que el trámite de la inhibitoria se encuentra regulado por los arts. 9 y ss. del CPCCyN, solicito a V.E. que tenga a bien requerir al juzgado de origen los autos principales.


    GCBA y otros s/ Otros procesos incidentales.


    COMP, 807, L. XLVI, 15 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Cuestiones de competencia. Remisión Fallos: 311:1622 y 332:2522. Control jurisdiccional de las cuestiones concernientes a la Cuenca Matanza-Riachuelo: competencia del Juzgado Federal de Quilmes.


    La pretensión de la Cámara Argentina de Arena y Piedra deducida contra la Autoridad de la Cuenca Matanza-Riachuelo (ACUMAR), la Municipalidad de Avellaneda y la Provincia de Buenos Aires (Subsecretaría de Actividades Portuarias del Ministerio de la Producción), se encuentra contemplada entre los supuestos previstos por V.E. en Fallos: 332:2522, considerando 3, punto "c", toda vez que tiene por objeto obtener que se declare la inconstitucionalidad de los desalojos de las empresas areneras de las cabeceras y muelles de la cuenca Matanza-Riachuelo, en el marco del cumplimiento de los objetivos fijados en Fallos: 330:3663 ("Mendoza").


    Cámara Argentina de Arena y Piedras c/ Buenos Aires, provincia de y otros s/ Acción declarativa.


    C, 959, L. XLVI, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Cuestiones de competencia: inadmisibilidad recurso extraordinario. Competencia del fuero federal y ausencia de circunstancias excepcionales que permitan equiparación con pronunciamiento definitivo.


    En el sub lite no se encuentra configurada ninguna situación excepcional que permita apartarse de la regla, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que no deniega el fuero federal, pues asignó el conocimiento de la causa la Cámara Federal de Salta y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, por consiguiente, aquél quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en donde puede seguir tramitando su pretensión.


    Decoteve S.A. c/ Grupo Clarín S.A. s/ Apel. Resol. Comisión Nacional de Defensa de la Competencia y otros


    D, 194, L. XLVI, 04 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda por indemnización por despido contra el Gobierno de la Ciudad. Improcedencia competencia de la justicia nacional del trabajo. Procedencia recurso extraordinario: equiparación denegación del fuero federal. Vínculo contractual que no resulta ser de carácter laboral: fuero contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    El fallo que rechaza la competencia la justicia nacional del trabajo, equivale a la denegación del fuero federal, atento al carácter que revisten todos los jueces de la Capital Federal. Si bien la actora mediante esta acción reclama el pago de una indemnización por despido fundada en normas del derecho laboral común, no se advierte que el vínculo que mantenía con el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires sea el de un contrato de trabajo. Del escrito de la demanda surge que los contratos o instrumentos que firmaba tenían carácter transitorio, con plazo de vencimiento, que no da lugar al nacimiento de la relación de dependencia o laboral y tampoco a la realización de aportes previsionales o patronales, ni al goce de la obra social respectiva, ni a ningún otro tipo de beneficio. Toda vez que es parte en este proceso el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y se han puesto en tela de juicio actos administrativos emanados de uno de sus órganos (Secretaria de Comunicación Social) los que deberán ser examinados a la luz de normas del derecho público local, el conocimiento de esta causa corresponde a la justicia en lo contencioso administrativo y tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Tregierman, Daniela Alejandra c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Despido


    T, 36, L. XLVI, 16 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Dirección de los autos y valoración conjunta de la situación de hermanos menores de edad. Elementos para resolver la competencia. Reclamo de la aplicación de dos módulos rectores en la atribución de la competencia que implican consecuencias difícilmente compatibles: proximidad del tribunal interventor y unidad en el conocimiento de la problemática de un mismo grupo fraterno.


    Desde la Procuración General de la Nación se ha propiciado que la dirección de los autos y la valoración conjunta de la situación de todos los hijos, se concentre en un único magistrado. Asimismo, se ha impulsado la vigencia de la inmediación, poniendo énfasis en la relevancia de ese arbitrio en orden a la eficacia de la actividad tutelar. No obstante, y sin abdicar de esa idea cardinal, se ha advertido la necesidad de examinar prudencialmente los componentes de cada caso particular, guiada por la convicción de que en esta materia el mejor interés que consagra la Convención de los Derechos del Niño, así lo exige. En este sentido, el estudio de las especiales características de la problemática que da origen a este proceso, donde se reclama la aplicación de dos módulos rectores en la atribución de la competencia que -en una primera mirada- implican consecuencias difícilmente compatibles, que son, por un lado, la proximidad del tribunal interventor; y, por el otro, la unidad en el conocimiento dela problemática de un mismo grupo fraterno, lleva a pensar que es prudente aplicar al caso este último módulo rector, pues, a partir de la consideración de los hechos de la causa, se vislumbra la estrecha y fluida relación interdisciplinaria sostenida a lo largo del tiempo por el conjunto de los organismos intervinientes.


    Z., I. D. s/ Art. 35 inc. H Ley 13.298.


    COMP, 808, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    División de condominio solicitado por accionistas del Fondo de garantía y Recompra del PPP Telecom Argentina Stet France Telecom SA. Conexidad.


    No se advierten problemas de economía procesal o de sentencias contradictorias que ameriten la conexidad, en razón no solo de los distintos estadios procesales en que ambas causas se encuentran, sino, por otra parte, por tratarse de diferentes actores, pudiendo los antecedentes particulares del caso "Abate" ser tenidos en cuenta por el Magistrado Comercial, peticionando dichas actuaciones, de considerarlo pertinente, antes del dictado de la respectiva sentencia. Cabe señalar que de autos se desprende que los actores invocan encontrarse legitimados para ejercer el derecho de división objeto de la litis, en razón de no haber vendido sus acciones y ser actuales titulares accionistas, circunstancia ésta que los diferenciaría del caso "Abate", en el cual se rechazó la demanda con sustento en la falta de legitimación de los accionantes, por no ser titulares de acciones del PPP. Por todo lo expuesto, la acumulación ordenada ha perdido el objeto práctico que la justifica, resultando improcedente e inoportuna, en un todo de conformidad con lo prescripto por los artículos 188, inciso l° y 4° y 190 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. En estos obrados debe continuar entendiendo el Magistrado Comercial, toda vez que, no es dable admitir que se pretenda, una vez reconocida ab initio por todos los jueces la naturaleza comercial del vínculo y su radicación en esa sede, el ulterior desplazamiento de la causa a otro tribunal.


    Suárez, Andres Avelino y otros c/ Fondo de garantía y Recompra del PPP Telecom Argentina y otro s/ División de condominio.


    COMP, 1007, L. XLV, 07 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Exclusión del fuero de atracción concursal. Concursado como actor en una acción contencioso administrativa.


    Si bien la Corte tiene dicho que el fuero de atracción de los juicios universales, sean de sucesión o concurso, opera aún tratándose de procesos que correspondieren al fuero federal y sea cual fuere la causa que determine la jurisdicción, en el sub-lite, por una parte, la verificación de los créditos fiscales fue desestimada, habiendo resuelto la jueza del concurso que no operaba el fuero de atracción reglado en el artículo 21 de la ley 24.522 y que la decisión del recurso de revisión articulado por la DGI quedaba supeditada a la existencia de sentencia firme en estos actuados; por otra, que en el caso se trata de una acción contencioso administrativa en la que el concursado reviste el carácter de actor y cuyo contenido excede lo meramente patrimonial. Por ello, teniendo en cuenta además que el fuero de atracción del concurso opera sólo en forma pasiva (v. Fallos 329:4412, 5094, entre otros), corresponde que se disponga que el Juzgado Federal de Bahía Blanca continúe entendiendo en la causa.


    Martinez, Juan José c/ AFIP DGI s/ Impugnación acto administrativo.


    COMP, 530, L. XLVI, 29 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia conflicto de competencia que la Corte deba resolver. Contienda resuelta. Declaración de incompetencia extemporánea: inoportunamente adoptada y vulneración de principios de preclusión y estabilidad de los actos procesales.


    No se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58 le confiere la de revisar las decisiones de las cámaras federales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia. En efecto, la Cámara Federal de la Seguridad Social (Sala III) -tribunal de alzada del juzgado que primero intervino- resolvió el conflicto de competencia entre los magistrados que intervinieron en el pleito y declaró que la causa debía tramitar ante el Juzgado Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal N° 7. La declaración de incompetencia fue extemporánea. Ello es así, pues de las constancias de la causa se desprende que las partes interesadas en el proceso no han planteado cuestión de competencia alguna y, además, porque la oportunidad del magistrado para desprenderse de las actuaciones había fenecido pues ello sólo podía darse al inicio de la acción, o al tiempo de resolver una excepción de tal naturaleza (v. art. 4 y ss del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), y no varios años después de interpuesta la demanda, cuando ya se había producido toda la prueba y con dos escritos presentados solicitando que se llame autos a sentencia.


    Lombardero, Diego Alberto c/ EN - PFA - Dto. 2000/91, 628/92 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    COMP, 691, L. XLVI, 01 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia conflicto de competencia. Cuestión suscitada entre jueces de primera instancia: resolución por parte del tribunal superior del juzgado que intervino en primer término.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que V.E. deba resolver, puesto que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal.


    Barrios, Natividad c/ Estado Nacional - Anses s/ Ordinario


    COMP, 396, L. XLVI, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia cuestión de competencia. Conflicto entre jueces de primera instancia: resolución por parte de la cámara de la cual depende el juzgado que ha intervenido en primer término. Remisión precedentes. Trámite ante la Justicia Nacional en lo Civil y Comercial Federal.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que V.E. deba resolver, puesto que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal. El art. 24 inc. 7 del decreto ley 1285/58, excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el juzgado que ha intervenido en primer término. Sin perjuicio de lo anterior, si V.E. considera que deben dejarse de lado tales aspectos procesales, tal como lo resolvió en la Comp. 717, L. XLV, "Di Piazza, Hilda Elena c/ PEN - Ley 25.561 (diferencia Cer) - HSBC s/ Proceso de conocimiento", entonces resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen emitido, así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana").


    Pozzi, Alberto Hugo c/ PEN Ley 25.561 - Dto. 1570/01, 214/02 (BNL) s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 603, L. XLVI, 10 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia cuestión de competencia. Conflicto jurisdiccional entre jueces de primera instancia: resolución por parte de la cámara de la cual depende el juzgado que ha intervenido en primer término.


    El conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal. El art. 24 inc. 7°), del decreto ley 1285/58, excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el juzgado que ha intervenido en primer término.


    Pflaumer, Silvia c/ Estado Nacional - Inti s/ Reconocimiento de categoría


    COMP, 802, L. XLVI, 15 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia cuestión de competencia. Cumplimiento del procedimiento establecido en el CPCyCN (arts. 9° y ss.).


    No existe todavía en el sub lite una cuestión de competencia que V.E. deba resolver en los términos del art. 24, inc. 7°) del decreto ley 1285/58, toda vez que la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal (Sala V) no se pronunció en ningún sentido respecto de la inhibitoria admitida por la Sala II de la Cámara en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    GCBA s/ Otros procesos incidentales


    COMP, 430, L. XLVI, 30 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia cuestión de competencia. Falta de atribución recíproca de aptitud jurisdiccional entre los tribunales intervinientes.


    La magistrada del Juzgado en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial de Lomas de Zamora, Provincia de Buenos Aires, no se pronunció acerca de la cuestión de competencia, es decir, no declaró en forma expresa si es o no competente para conocer en la causa, sino que decidió enviarla en consulta a V.E. para que le indique en que jurisdicción debe tramitar el reclamo del denunciante, teniendo en cuenta la resolución adoptada en la causa "Mendoza" (Fallos: 329:2316). La presentación efectuada por la magistrada local, mediante la cual se solicita a la Corte que se expida acerca de la jurisdicción y el fuero competente para entender en las causas vinculadas al caso "Mendoza", no constituye acción o recurso alguno que, con arreglo a los arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional, habiliten la competencia ordinaria o extraordinaria de la Corte Suprema, ni un caso de privación de justicia que le corresponda resolver en los términos del art. 24, inc. 7, del decreto-ley 1285/58.


    Origione, Darío Juan Eduardo s/ Denuncia


    COMP, 564, L. XLVI, 14 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Órgano judicial competente para entender en los recursos de apelación contra resoluciones administrativas dictadas con fundamento en la ley 25.156: Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico. Conexidad de causas. Posibles decisiones judiciales contradictorias adoptadas en un mismo expediente: único órgano judicial que dirima las cuestiones conexas a dicha actuación administrativa.


    En el día de la fecha me expido en la Comp. 875, L. XLV, en la que se suscita una contienda positiva de competencia entre las salas II de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal y A de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, con motivo del órgano judicial competente que debe entender en los recursos de apelación contra resoluciones administrativas dictadas con fundamento en la ley 25.156. En virtud de lo expuesto en esa causa, de íntima conexión con esta presentación y atento a que ahí propugno que se asigne el conocimiento de tales cuestiones a la cámara citada en último término, considero pertinente remitir a dicho tribunal estas actuaciones para que determine si existe, o si se mantiene, la situación de contradicción alegada por los peticionarios de fs. 292/308 y que adopte las medidas conducentes para resolver ese eventual conflicto.


    Telecom Italia Spa y Telecom Italia International NV s/ Su presentación


    T, 297, L. XLV, 22 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Pleitos derivados de contratos laborales entre particulares: determinación de la competencia. Artículo 24 de la ley 18.345. Partes domiciliadas en diferentes jurisdicciones.


    Cuando las partes tienen domicilio en diferentes provincias o una en una provincia y otra en la Ciudad de Buenos Aires, no es una disposición local la que puede establecer la competencia sino la ley de procedimientos nacional que es la única que puede legislar teniendo en cuenta la coexistencia de las diversas jurisdicciones. Asimismo, en los pleitos derivados de contratos laborales entre particulares según lo dispone el artículo 24 de la ley 18.345, será competente -a elección del actor trabajador- o bien el juez del lugar del trabajo, o el del lugar de la celebración del contrato o el del domicilio del accionado -empleador- y que está inspirado por el objeto evidente de proteger a los trabajadores que, en la casi totalidad de los casos, serán los demandantes a que se refiere el precepto. Por lo tanto, corresponde determinar que en la causa es competente la justicia nacional del trabajo con asiento en la C.A.B.A. puesto que, de lo expresado en el escrito de demanda -al que debe estarse a los efectos de determinar la jurisdicción- surge claramente que el actor optó por tramitar la litis en el domicilio de la co-demandada aseguradora.


    Alonso Orlando c/ Anafer S.A. y otro s/ Accidente - Acción Civil


    COMP, 960, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Pretensión municipal de cobro de tributo en concepto de derecho por publicidad y propaganda: incompetencia de la justicia federal. Presunta violación del Régimen de Coparticipación Federal de Impuestos, ley 23.548 y art. 75 de la Constitución Nacional. Competencia justicia local.


    Los pronunciamientos que resuelven cuestiones de competencia no autorizan la apertura de la instancia del art.14 de la ley 48, pues dichas decisiones no constituyen sentencia definitiva, salvo que medien determinadas circunstancias excepcionales que permitan equiparadas a tales, como que haya denegación del fuero federal. En el caso "Papel Misionero" (Fallos: 332: 1007), -al modificar expresamente el criterio de la causa "El Cóndor" (Fallos: 324:4426)-, el Tribunal señaló que el régimen de coparticipación federal de impuestos forma parte del plexo normativo local. A la luz de este nuevo criterio, en su concreta aplicación al sub lite, la materia del pleito reviste naturaleza local, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados locales.


    Embotelladora del Atlántico S.A. c/ Municipalidad de Guaymallén s/ Acción declarativa de certeza - medida cautelar.


    E, 125, L. XLVI, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa "Compañía Embotelladora (PEPSI) s/ ejecución fiscal -anuncios publicitarios-" S.C. Comp. 592, L. XLVI.


    Compañía Embotelladora (PEPSI) s/ Ejecución fiscal - anuncios publicitarios.


    COMP, 739, L. XLVI, 07 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. Comp. N° 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo".


    Compañía Financiera Argentina S.A. c/ Montorfano, Nadia Carla s/ Cobro ejecutivo.


    COMP, 751, L. XLVI, 07 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C. Comp. N° 231, L. XLVI "Compañía Financiera Argentina SA c/ Toledo, Cristian Alberto s/ cobro ejecutivo".


    Compañía Financiera S.A. c/ Lopez, Marcelo Javier s/ Cobro ejecutivo.


    COMP, 757, L. XLVI, 07 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S.C.Comp. N° 2097; LXXXIX, "Balto Adriana Irene y otro c/ Homi Plan de Salud y otro s/ incumplimiento de contrato".


    Fernandez, Juana c/ SAMI s/ Amparo.


    COMP, 719, L. XLVI, 14 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del 22 de marzo del corriente año, emitido en la Comp. 875, L. XLV, "Telecom Italia Spa y otro s/ solicitud de inhibitoria".


    La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, por intermedio de su Sala A, es la competente para entender en estos autos.


    Assicurazioni Generali Spa y otro s/ Solicitud de inhibitoria


    COMP, 187, L. XLVI, 25 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del 22 de marzo del corriente año, emitido en la Comp. 875, L. XLV, "Telecom Italia Spa y otro s/ solicitud de inhibitoria".


    La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, por intermedio de su Sala A, es la competente para entender en estos autos.


    Edizione S.R.L. s/ Solicitud de inhibitoria


    COMP, 189, L. XLVI, 25 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del 22 de marzo del corriente año, emitido en la Comp. 875, L. XLV, "Telecom Italia Spa y otro s/ solicitud de inhibitoria".


    La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico, por intermedio de su Sala A, es la competente para entender en estos autos.


    Telefónica S.A. s/ Solicitud de inhibitoria


    COMP, 188, L. XLVI, 25 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa T. 297, L. XLV, "Telecom Italia Spa y Telecom Italia Intemational NV".


    Correspondería que se remita esta causa a la Sala A de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico.


    Telecom Italia Spa y otro s/ Incidente de medida cautelar


    COMP, 159, L. XLVI, 22 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión T. 297, L.XLV. "Telecom Italia SpA y Telecom Italia Intemational NV".


    Correspondería que se remita esta causa a la Sala A de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico.


    Garrido, Enrique s/ Su presentación


    G, 682, L. XLV, 22 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Responsabilidad extracontractual del fabricante del vehículo por mal funcionamiento del cinturón de seguridad. Domicilio del demandado en otra provincia. Competencia del fuero federal.


    Con relación a las pretensiones personales fundadas en reparaciones integrales por responsabilidad extracontractual derivada de presuntos actos ilícitos -como ocurre en autos-, el Art. 5°, inciso 4°, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, dispone que será juez competente el del lugar del hecho o el del domicilio del demandado, a elección del actor. En este contexto, se advierte que el actor atribuye responsabilidad extracontractual al fabricante del vehículo que conducía por mal funcionamiento del cinturón de seguridad del conductor cuya primera manifestación se produjo al momento del siniestro ocurrido en el Departamento de La Paz, Provincia de Entre Ríos, jurisdicción que, vale destacar, fue también elegida por el accionante para iniciar su reclamo. De este modo, habiendo optado el actor a estos fines por el juez del lugar que interpreta como del hecho -acontecimiento cuya jurisdicción no se encuentra debatida por la demandada-, la acción debe seguir tramitando, por razón del territorio, ante los mencionados tribunales. Además y toda vez que la actora tiene su domicilio en la localidad de La Paz, Provincia de Entre Ríos y la demandada lo denunció en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde que el pleito quede radicado ante la justicia federal de la ciudad de Paraná, Provincia de Entre Ríos, a la que deberá remitirse a sus efectos.


    Valenzuela, Alfredo Ernesto c/ General Motors de Argentina S.R.L. s/ Sumario por Daños y Perjuicios.


    COMP, 439, L. XLVI, 21 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Supuesto ajeno a la excepcional competencia de la justicia federal: naturaleza local de la legislación en materia de los riesgos del trabajo y carácter común de las partes en juicio. Trabajador que reviste la calidad de personal embarcado: régimen de la ley 17.371 (contrato de ajuste). Reclamo fundado en la ley 24.557.


    En orden a la naturaleza local de la legislación en materia de los riesgos del trabajo y el carácter común de las partes en juicio, el supuesto resulta ajeno a la excepcional competencia de la justicia federal. Máxime cuando el Juzgado federal, al recibir el expediente se declaró incompetente en razón de la inconstitucionalidad del art 46 primer apartado de la ley 24.557. Luego de consentida la radicación ante el Juzgado local y adecuado su trámite varios meses después, la misma magistrada advierte que el trabajador revestía la calidad de personal embarcado, y en consecuencia, sometido al régimen de la ley 17.371 (contrato de ajuste). Sin embargo, tal circunstancia no fue invocada en ningún momento por el trabajador, sino, por el contrario, fundó su reclamo en la ley 24.557.


    Serrano, José Alberto c/ Provincia ART s/ Apelación


    COMP, 67, L. XLVI, 06 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Toda vez que se ha dictado sentencia ejecutiva -que se encuentra firme-, corresponde considerar que resulta inoficiosa la remisión de la causa al juez del proceso universal, ello sin perjuicio de que el actor solicite la verificación de su crédito en el trámite concursal.


    Banco Patagonia Sudameris S.A. c/ Cigran Dora S.A. y otro s/ cobro ejecutivo


    COMP, 209, L. XLVI, 22 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción de cobros de indemnización. Cuestión de naturaleza procesal. Aplicación de derecho público local. Pretensión contencioso administrativa. Inexistencia de cuestión federal. Jurisdicción provincial.


    Tiene resuelto el tribunal que las cuestiones de naturaleza procesal son ajenas a la jurisdicción extraordinaria, especialmente cuando son resueltas mediante la aplicación de disposiciones que integran el derecho público local, cuya decisión corresponde a los tribunales provinciales, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias de darse sus propias instituciones y regirse por ellas, salvo supuestos de arbitrariedad. También expresó que no le corresponde determinar qué tribunal debe entender en un proceso cuya jurisdicción ejercen los jueces locales toda vez que ello resultará de la aplicación que hagan de las leyes locales los órganos judiciales que ellas contemplan. Esta doctrina tiene su razón de ser en que esas situaciones deben encontrar solución en el ámbito local, por los procedimientos pertinentes y por los órganos competentes, y ello es lo que sucedió en autos, donde el superior tribunal local resolvió su competencia por tratarse de una pretensión contencioso administrativa sin que, además, hubiera conflicto con tal interpretación desde el momento en que la primera instancia judicial que intervino entendió su incompetencia en el proceso y elevó las actuaciones a la jurisdicción del máximo órgano jurisdiccional provincial por la materia en trato. Tampoco concurren circunstancias de arbitrariedad que permitan apartarse de la regla antes enunciada porque si bien el tribunal de la causa se declaró competente y ordenó el archivo de las actuaciones lo hizo previo análisis del cumplimiento de los recaudos necesarios para tener por habilitada la instancia conforme normas locales y, por lo tanto, tramitó según las disposiciones rituales de la provincia circunstancia que demuestra que no existe privación de justicia.


    Scrimini, Carlos Arturo c/ Gobierno de la provincia de Santiago del Estero s/ Cobro de pesos


    S, 622, L. XLIV, 19 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa del Estado Nacional contra una provincia. Pretendida inconstitucionalidad de ley provincial 9.631: revocación de donación efectuada. Corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    El sub lite corresponde a la competencia originaria de la Corte, en atención a la naturaleza de las partes del proceso. Toda vez que el Estado Nacional -que tiene derecho al fuero federal según lo dispuesto en el art. 116 de la Ley Fundamental- demanda a la Provincia de Entre Ríos -a quien le concierne la competencia originaria de la Corte de conformidad con el art. 117 de la Constitución Nacional- la única forma de conciliar ambas prerrogativas jurisdiccionales es sustanciar el pleito en esta instancia originaria.


    Estado Nacional (Ejército Argentino) c/ Entre Ríos, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E, 28, L. XLVI, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa. Pretensión municipal de cobrar un tributo en concepto de derecho de publicidad y propaganda. Precedente: "Papel Misionero S.A.I.F.C.". Régimen de coparticipación federal: parte integrante del plexo normativo local. Materia de naturaleza local.


    Resulta aplicable al sub lite lo resuelto por V.E. en el precedente de Fallos: 332:1007 ("Papel Misionero S.A.I.F.C"), en donde al modificar expresamente el criterio de la causa "El Cóndor" (Fallos: 324:4426), señaló que el régimen de coparticipación federal forma parte integrante del plexo normativo local. A la luz de este nuevo criterio, en su concreta aplicación al sub lite, la materia del pleito reviste naturaleza local, circunstancia que impone su conocimiento y resolución por parte de los magistrados locales. Ello es así en resguardo del respeto al sistema federal y de las autonomías provinciales que requieren que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que los temas federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario.


    Adt Security Services S.A. c/ Municipalidad de Las Heras s/ Ordinario


    A, 97, L. XLVI, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Ausencia de contienda correctamente trabada cuya resolución competa a la Corte Suprema. Requisitos del art. 24, inc. 7°, del decreto - ley 1285/58.


    No existe un conflicto que la Corte deba resolver pues ya lo hizo el tribunal instituido para ello, y no se encuentra dentro de las facultades que el Art. 24, inc. 7°), del decreto - ley 1285/58 le confiere, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia.


    Cisneros, Cristian Carlín y otros c/ Instituto Nacional de Asociativismo y Economía social s/ Diligencia preliminar


    COMP, 32, L. XLVI, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Cobro de un crédito reconocido en causas judiciales. Responsabilidad extracontractual de entidades nacionales. Justicia nacional en lo contencioso administrativo federal.


    La pretensión de los actores consiste en obtener el cobro de un crédito que les fue reconocido en causas judiciales, que aún no han podido obtener como consecuencia del cumplimiento irregular de las funciones de las entidades demandadas, y por el inadecuado ejercicio del poder de policía. Teniendo en cuenta que la demanda se dirige contra el Estado Nacional, por violación de los deberes de policía que le competen respecto de las empresas aseguradoras y que ejerce por medio de la Superintendencia de Seguros de la Nación, encontrándose en juego la función administrativa propia del órgano estatal, corresponde la competencia de la justicia nacional en lo contencioso administrativo federal. La materia en debate excede el marco de competencia atribuida por el art. 83 de la ley 20.091 al fuero nacional en lo comercial y autoriza a encuadrar la acción entre las causas contencioso administrativas aludidas por el art. 45, inc. a), de la ley 13.998.


    Clavero, Manuel y otros c/ Inder (El) y otros s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 384, L. XLVI, 01 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Situación ante un tributo: pretensión municipal de cobrar un tributo en concepto de tasa por inspección sanitaria, higiene, profilaxis y seguridad. Declaración extemporánea de incompetencia.


    Si bien el art. 352, segundo párrafo, del C.P.C.C.N. invocado por el a quo, autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia "en cualquier estado del proceso", el ejercicio de esa facultad excepcional deviene impropio cuando la causa ha concluido mediante el dictado de la sentencia que pone fin a la controversia. Ello es así, pues sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia federal, la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ellos principios fundamentales que pudieran impedirlo. La declaración de incompetencia efectuada por la cámara resultó extemporánea, pues al momento, en que fueron elevadas las actuaciones el magistrado de primera instancia ya había resuelto la excepción de incompetencia planteada por la demandada y se había pronunciado sobre el fondo del asunto. En tales condiciones, el tribunal de alzada no se encontraba habilitado para reeditar una cuestión que había quedado oportunamente definida, máxime cuando la sentencia dictada por el juez subrogante del Juzgado Federal de Paraná tiene virtualidad para radicar definitivamente el expediente.


    Frigorífico de Aves Soychu S.A. c/ Municipalidad de Gualeguay s/ Acción meramente declarativa de certeza


    F, 34, L. XLVI, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Incorrecta traba de la contienda. Razones de celeridad y economía procesal hacen aconsejable el pronunciamiento. Corresponde a la justicia nacional en lo civil y comercial federal.


    Resultan aplicables al sub lite los criterios definitorios sentados en Fallos 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la tercera hipótesis reseñada en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido es esa causa, así como lo señalado en Fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana").


    Krause, Norberto Julio c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Amparo


    COMP, 179, L. XLVI, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto negativo de competencia. Juez de la quiebra de persona de existencia visible. Competencia en caso de agrupamiento. Declaración de incompetencia prematura.


    No surge de las constancias de la causa, manifestación alguna por parte del presunto deudor en orden a determinar el lugar de sus negocios (si existiere), sino sólo información que surgiría del padrón electoral, sin que, en principio, pueda identificarse, sin más, con la sede social de la sociedad de la cual es representante legal y actuó como fiador solidario, liso, llano y principal pagador. El artículo 256 de la Ley N° 19.550 prevé la obligación de que la mayoría absoluta de los directores de una sociedad anónima tenga domicilio real en la República, esto es, "el lugar donde tienen establecido el asiento principal de su residencia y sus negocios" (art. 89 Cód. Civil), lo cual permite deducir que el director puede realizar sus negocios en diversa jurisdicción.  Desde otro lado, no se ha acreditado el agrupamiento que justifique el desplazamiento de las reglas de atribución de competencia, para lo cual, se debe destacar, no resulta definitorio que el presidente de la sociedad anónima revista asimismo la calidad de socio, ya que su responsabilidad es limitada.


    Baldomero, Santiago s/ Quiebra


    COMP, 993, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Inadmisibilidad recurso extraordinario. Ausencia del requisito de sentencia definitiva o resolución equiparada.


    El recurso es inadmisible, toda vez que las resoluciones referidas a la competencia de los tribunales no autorizan, en principio, la apertura de la instancia extraordinaria, salvo que medie denegación del fuero federal u otras circunstancias excepcionales que permitan equiparar esos interlocutorios a pronunciamientos definitivos, entre ellas cuando la decisión atacada conduce a configurar un supuesto de privación o denegación de justicia de imposible o tardía reparación ulterior, situación que no se encuentra configurada en el sub lite, toda vez que, por un lado, la resolución apelada no es una sentencia definitiva, ni puede ser equiparada a tal, si se tiene en cuenta que no deniega el fuero federal, pues asignó el conocimiento de la causa a la justicia de excepción y, por otra parte, tampoco coloca al recurrente en una situación de privación de justicia que afecte -en forma directa e inmediata- la defensa en juicio, ya que no clausuró la vía procesal promovida y, por consiguiente, el actor quedó sometido a la jurisdicción de un tribunal determinado en el que puede seguir tramitando su pretensión. No obsta a esto último, la declaración de incompetencia de la justicia federal en una causa anterior, porque ello es consecuencia de la conducta discrecional del actor que la consintió, y porque, en rigor, no hay impedimento para que promueva su reclamo judicial en el fuero federal competente.


    Smith, Federico Roberto c/ Universidad de La Matanza s/ Despido


    S, 925, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Acción de amparo a fin de obtener la aplicación de las disposiciones del decreto 2769/93 y de la resolución 1281106 del Ministerio de Defensa de la Nación. Corresponde a la justicia federal.


    Cabe recordar que a los fines de dilucidar cuestiones de competencia, ha de estarse, en primer término, a los hechos que se relatan en el escrito de demanda y después, y sólo en la medida en que se adecue a ellos, al derecho que se invoca como fundamento de su pedido.  Siendo ello así, resulta competente la justicia federal en razón de la persona demandada y de la materia del pleito, sin perjuicio de lo que corresponda resolver en cuanto a la competencia territorial, aspecto para el cual se deberán tener en cuenta las disposiciones de los arts. 4 y 18 de la ley 16.986 y concordantes.


    Coronel, Jose Ernesto y otros c/ Gendarmería Nacional Argentina s/ Amparo


    COMP, 990, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Acción declarativa contra el GCBA. Contrato de concesión. Cobro del impuesto a los ingresos brutos. Corresponde a la justicia en lo contencioso, administrativo y tributario de la Ciudad de Buenos Aires.


    De los términos de la demanda se desprende que el objeto de la pretensión radica en la determinación y el encuadramiento de la actividad que desarrollaron los actores en virtud de la concesión otorgada por el Gobierno de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a fin de poder establecer la base aplicable para el cálculo del impuesto sobre los ingresos brutos y su correspondiente alícuota. Este proceso corresponde a la justicia local, pues no se configura ninguno de los supuestos para que proceda la jurisdicción federal ratione personae o ratione materiae. En efecto, por un lado, ninguna de las partes tiene derecho a litigar en dicho fuero de excepción y, por el otro, el juez, que deba solucionar el pleito tendrá que examinar el alcance de actos y normas locales creadas y aplicadas por las autoridades de igual carácter (en especial el contrato, de concesión celebrado entre las partes y las leyes impositivas locales), en consecuencia, corresponde a los jueces locales entender en este proceso, interpretándolos en el espíritu y en los efectos de la soberanía local ha querido darles. Ello, en razón de que el respeto del sistema federal y de las autonomías provinciales requiere que sean los jueces locales los que intervengan en las causas en que se ventilen cuestiones de esa naturaleza, sin perjuicio de que los temas federales que también puedan comprender esos pleitos sean susceptibles de adecuada tutela por la vía del recurso extraordinario regulado en el art. 14 de la ley 48. No obsta a lo expuesto, la circunstancia de que dicho fuero no hubiese intervenido en el pleito, toda vez que es bien conocido que la Corte está facultada para otorgar el conocimiento de las causas a los jueces competentes, aun cuando no hubiesen intervenido en la contienda.


    Publicidad Sarmiento S.A. y otros c/ G.C.B.A. s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 58, L. XLVI, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Actividades contaminantes contra la salud y el medio ambiente. Precedente de Fallos: 318:992. Corresponde a la justicia provincial.


    Las autoridades locales deben ser las encargadas de valorar y juzgar si la actividad proyectada por la demandada afecta aspectos tan propios del derecho provincial, como lo es todo lo concerniente a la protección del medio ambiente. En el precedente de Fallos: 318:992, la Corte Suprema dejó establecido que corresponde reconocer a las autoridades locales la facultad de aplicar los criterios de protección ambiental que consideren conducentes para el bienestar de la comunidad para la que gobiernan, así como valorar y juzgar si los actos que llevan a cabo sus autoridades, en ejercicio de poderes propios, afectan el bienestar perseguido. Tal conclusión cabe extraerla de la propia Constitución, la que, si bien establece que le cabe a la Nación dictar las normas que contengan los presupuestos mínimos de protección, reconoce expresamente en su art. 41, anteúltimo párrafo, a las jurisdicciones locales en la materia, que por su condición y raigambre no pueden ser alteradas. Además, el ambiente es responsabilidad del titular originario de la jurisdicción, que no es otro que quien ejerce autoridad en el entorno natural y en la acción de las personas que inciden en ese medio, máxime cuando no se advierte en el caso un supuesto de problemas ambientales compartidos por más de una jurisdicción. Tampoco se encuentra acreditado que el acto, omisión o situación generada provoque efectivamente degradación o contaminación en recursos ambientales interjurisdiccionales, de modo de surtir la competencia federal. La degradación de recursos ambientales, cuya recomposición se pretende, están ubicados en la Provincia de Buenos Aires y la contaminación denunciada, atribuida al derrame de los desechos derivados de la actividades que realiza la empresa demandada, también encontraría su origen en el territorio del esa provincia.  Por lo tanto, sin perjuicio de que tras una evaluación científica pueda llegar a determinarse con suficiente verosimilitud el carácter interjurisdiccional de que se trata, el planteo del actor debe ser ventilado, en las circunstancias actuales, ante la justicia provincial, en cuya sede los actos u omisiones de autoridades provinciales serán ponderados por los jueces naturales a los efectos que la soberanía local ha querido darle. Ello es así, en tanto las provincias conservan por el pactum foederis competencias diversas que no han sido delegadas en el Gobierno Federal.


    Rivarola, Martín Ramón c/ Rutilex, Hidrocarburos Arg. S.A. s/ Cese y recomposición daño ambiental


    COMP, 143, L. XLVI, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Cobro de expensas. Remisión a lo resuelto en autos Comp 1126, L. XLIII, "Cons. de Prop. San Pedrito c/ Comisión Municipal de la Vivienda" y Comp 263, L. XLIV, "Consorcio de Propietarios Edificio 4 Sector B c/ Instituto de Vivienda de la CABA s/ ejecución de expensas", sentencias del 26 de marzo y del 24 de junio de 2008, respectivamente.


    Consorcio de Propietarios José Bonifacio 2.949/55/61 c/ Instituto de Vivienda s/ Ejecución de expensas


    COMP, 1032, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Improcedencia de cuestiones de competencia luego del dictado de la sentencia en la causa principal. Fallos: 329:5607. Justicia provincial en lo civil y comercial.


    Las contiendas de competencia no pueden prosperar después de dictada sentencia en la causa principal, pues lo contrario implicaría afectar la cosa juzgada y agravaría los derechos de defensa y de propiedad. Esta es la situación que se presenta en el sub lite en virtud de la sentencia dictada.


    Formosa Refrescos S.A. c/ Dirección de Rentas de la provincia de Misiones s/ Amparo.


    COMP, 732, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Remisión a lo resuelto por la Corte en "Macera”, “Fiorito” y "Narcisenfeld”. Competencia de la justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad de Buenos Aires.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Otros procesos incidentales


    COMP, 807, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Remisión Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios- resp. Prof médicos y aux".


    El proceso debe continuar su trámite ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo y Tributario de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Vargas Anibarro, Gonzalo Felipe y otros c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otro s/ Daños y Perjuicios Resp. prof. Med. y aux


    COMP, 486, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Acción de habeas data contra el Estado Nacional – Poder Judicial de la Nación. Sentencia: decisión que radica el expediente.


    La oportunidad para plantear cuestiones de competencia reconoce la limitación establecida por expresas disposiciones procesales. En efecto, no obstante el carácter de orden público de las normas que la reglan, la misma condición tienen los preceptos tendientes a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. Las causas en las que ha recaído un acto jurisdiccional –ya sea que se encuentre firme o no, o que dé por terminado el proceso por alguna de las formas de extinción previstas en la ley- deben continuar su trámite hasta finiquitar el pleito ante el fuero que lo dictó.


    Domínguez, Osmar Sergio c/ Estado Nacional y otros s/ Habeas data


    COMP, 1031, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Cuestión de competencia. Medidas cautelares dictadas por jueces incompetentes.


    Tiene dicho la Corte que las medidas cautelares, o sus modificatorias, dictadas por jueces incompetentes y apeladas por los interesados, pueden ser revisadas por un tribunal de grado de otro fuero, en el cual ha continuado su trámite.


    Zulaica, Raquel Angélica y otros c/ PEN - Ley 25.561, Dto. 1570/01, 214/02 (Galicia - HSBC - BBVA) s/ Amparo


    COMP, 1067, L. XLV, 19 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Cuestiones de competencia. Inexistencia de interés actual. Pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta.


    La doctrina del Tribunal sobre los requisitos jurisdiccionales ha subrayado que la inexistencia de éstos es comprobable de oficio y que su desaparición importa la del poder de juzgar. Ello está en consonancia con aquella otra que indica que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado. Por aplicación de tales principios y en virtud del acuerdo suscripto por las partes a través del cual desisten de la acción y del proceso, en el que también declaran no tener nada que reclamarse y que ha devenido abstracta la cuestión vinculada a la competencia, deviene inconducente pronunciarme respecto de la cuestión de competencia sometida a consideración. Sin perjuicio de lo expuesto, si la Corte considerase que subsiste un interés en resolver tales cuestiones, resulta aplicable al sub lite lo resuelto en la Comp. 405, L. XLVI, “Piazza, Daniel Alberto”.


    Lopez Lecube, Rodrigo y otros c/ Banco de Galicia y Bs. As. S.A. s/ Sumarisimo.


    COMP, 909, L. XLVI, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Decisión de cámara nacional actuando como tribunal dirimente del conflicto de competencia. Cuestión que no debe resolver la Corte Suprema.


    No existe un conflicto que la Corte deba resolver pues ya lo hizo el Tribunal instituido para ello, y no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1285/58 le confiere, la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia. Sin perjuicio de lo anterior, si la Corte considera que deben dejarse de lado tales aspectos procesales, entonces resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en "Viejo Roble S.A.", puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen emitido, así como lo señalado en ("Rodríguez Atilana").


    Vattimo, Pantaleón c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 1570/01 y 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    COMP, 50, L. XLVI, 12 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra ARBA por restitución de fondos. Entidad autárquica. Proceso ajeno a la competencia originaria de la Corte Suprema.


    El actor dirige la acción de amparo nominalmente contra la Provincia de Buenos Aires, pero cuestiona los actos emanados de la Agencia de Recaudación de la Provincia de Buenos Aires (ARBA), por lo que la demanda solo se dirige sustancialmente contra esa entidad que no es aforada a esta instancia, en razón de que la ley local 13.766 (arts. 1° y 2°) le otorga carácter autárquico de derecho público, por lo cual hace que no se identifique con la Provincia de Buenos Aires. En efecto, dicha entidad es la única que reviste el carácter de titular de la relación jurídica sustancial que da fundamento al amparo, en tanto es el sujeto que emitió los actos que, lesionan, restringen, alteran y amenazan, con arbitrariedad e ilegalidad manifiesta, según dice, los derechos y garantías constitucionales que se denuncian como violados, por lo que sería también la única que resultaría obligada y con posibilidades ciertas de restituirlos. En tales condiciones, dado que el art. 117 de la Constitución Nacional establece de modo taxativo los casos en que la Corte ejercerá su competencia originaria y exclusiva, la cual, por su raigambre, es insusceptible de extenderse a otros casos no previstos, el proceso resulta ajeno a la competencia originaria de la Corte.


    Obra Social del Personal de Imprenta, Diarios y Afines de la Republica Argentina (OSPIDA) c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Amparo


    O, 280, L. XLV, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia de conflicto de competencia. Conflicto suscitado entre jueces nacionales de primera instancia: dirimido por la cámara que ejerce la alzada. En caso de economía procesal: Remisión a fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.), segunda hipótesis del acápite VII del dictamen del Ministerio Público y 327:26 ("Rodríguez Atilana"). Justicia nacional en lo civil y comercial federal.


    No existe un conflicto que la Corte deba resolver, pues ya lo hizo el tribunal instituido para ello y no se encuentra dentro de las facultades que el art. 24, inc. 7°), del decreto-ley 1.285/58 le confiere la de revisar las decisiones de las cámaras nacionales cuando ellas actúan como tribunales dirimentes en los conflictos de competencia. En efecto, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil y Comercial Federal (Sala II) -tribunal de alzada del juzgado que primero intervino- resolvió el conflicto de competencia entre los magistrados que intervinieron en el pleito y declaró que la causa debía tramitar ante el Juzgado Nacional en lo Comercial N° 15, quien debió acatar la decisión. Sin perjuicio de lo anterior, si la Corte considera que deben dejarse de lado tales aspectos procesales, entonces resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se encuentra configurada la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen emitido, así como lo señalado en fallos: 327:26 ("Rodríguez Atilana").


    Martinesse, Rubén Darío c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Sumarísimo


    COMP, 800, L. XLVI, 15 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia de conflicto de competencia. Discordancia entre integrantes de las Salas de la Cámara Nacional de Apelaciones: resolución por la Junta de Superintendencia de ese tribunal. Acordada 7/94.


    En el sub lite no existe una contienda de competencia acerca de cuya resolución deba expedirse el Ministerio Público ni V.E., toda vez que, por un lado, no se trata un conflicto en el marco de un diferendo jurisdiccional entre jueces y, por el otro, está fuera de debate que la causa debe tramitar ante la Cámara Nacional en lo Contencioso Administrativo Federal de esta Capital.


    Solitario, Fernando Rubén c/ M° J y DD.HH. - Resol. 978/05 Art. 3 Ley 24.043


    COMP, 116, L. XLVI, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Inexistencia de cuestión de competencia. Conflicto suscitado entre jueces nacionales de primera instancia: dirimido por la cámara que ejerce la alzada. Remisión al fallo: 326:4019 ("Viejo Roble S.A.") y segunda hipótesis en el acápite VII del dictamen. Corresponde a la justicia nacional en lo civil y comercial federal.


    No existe en el sub lite una cuestión de competencia que la Corte deba resolver, puesto que el conflicto suscitado debe ser dirimido por la Cámara Federal de Apelaciones de La Plata.  Ello es así, porque el art. 24 inc. 7°), del decreto ley 1285/58, excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el juzgado que ha intervenido en primer término. Sin perjuicio de lo anterior, si en el caso la Corte considera que deben dejarse de lado tales aspectos procesales, resultan aplicables al sub examine los criterios definitorios sentados en Fallos: 326:4019 ("Viejo Roble S.A."), puesto que se ha configurado la segunda de las hipótesis reseñadas en el acápite VII del dictamen del Ministerio Público emitido en esa causa.


    Figgini, Ana Antonia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    COMP, 982, L. XLVI, 20 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Medida cautelar. Presunta falta de ingreso y liquidación fuera de término de divisas provenientes del cobro de exportaciones. Art. 1, incs. e, y f, ley 19.359. Posibilidad del actor de elegir donde tramitará la causa. Justicia nacional en lo penal económico.


    El art. 14 de la ley 19.359 establece que la ejecución de la pena de multa estará a cargo del Banco Central de la República Argentina y tramitará en todos los casos conforme al régimen previsto por los arts. 604 y 605 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Asimismo, el art. 5°, inc. 7°), del Código citado estipula que será juez competente en las acciones fiscales por cobros de impuestos, tasas o multas y salvo disposición en contrario, el del lugar del bien o actividad gravados o sometidos a inspección o fiscalización, el del lugar en el que deban pagarse o el del domicilio del deudor a elección del actor. En tales condiciones, el actor tiene la posibilidad de elegir dónde tramitará la causa y esa elección, tal como surge de la demanda, fue que la causa tramitara ante el juez del jugar del pago de la obligación.


    D. S., Jorge s/ Presunta infracción al régimen penal cambiario.


    COMP, 1075, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Previo a dictaminar sobre la competencia, se solicita a V.E. se libre oficio a la Dirección de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, a fin de que informe si el demandado en autos se encuentra acreditado ante nuestro país en algún cargo que le confiera "status diplomático" en los términos de los artículos 1° inc. e) de la Convención de Viena sobre relaciones diplomáticas.


    Espeche, Oscar Luis c/ Flossmann, Jurgen Wolfgan s/ Despido


    E, 41, L. XLVI, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Procedencia recurso extraordinario en cuestiones de competencia. Declaración extemporánea de incompetencia. Causa concluida mediante el dictado de sentencia que puso fin a la controversia.


    Si bien el art. 352, segunda parte, del Código Procesal Civil y Comercial autoriza a los jueces federales con asiento en las provincias a declarar su incompetencia "en cualquier estado del proceso", el ejercicio de esa facultad excepcional deviene impropio cuando la causa ha concluido mediante el dictado de la sentencia que pone fin a la controversia. Ello es así pues, sin perjuicio del carácter de orden público de las normas que reglan la competencia federal, la misma condición tienen los preceptos legales que tienden a lograr la pronta terminación de los procesos, en tanto no se opongan a ello principios fundamentales que pudieran impedirlo. El tribunal de alzada no se encontraba habilitado para reeditar una cuestión que ya había quedado firme, máxime cuando las cuestiones de competencia no pueden prosperar después de dictada la sentencia en la causa principal tal como ocurre en el sub lite, pues lo contrario importaría afectar la cosa juzgada y agravaría los derechos de defensa y de propiedad.


    Unilever de Argentina S.A. c/ Municipalidad de Villa María s/ Acción declarativa de certeza


    U, 26, L. XLVI, 26 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa Comp. 990, L. XLVI, “Coronel, José Hernesto c/ Gendarmería Nacional Argentina s/ Amparo”. Corresponde a la justicia federal.


    Hogalde, Jorge Alberto y otros c/ Gendarmería Nacional Argentina s/ Amparo


    COMP, 994, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa Comp. 807, L. XLVI, "G.C.B.A y otros s/ otros procesos incidentales".


    Beraza, Fernando Jose Domingo c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    COMP, 968, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión Fallos: 316:331; Comp. 698, L. XLV, "Abregu, Pablo Domingo s/ Denuncia c/ Distribuidora" y Comp. 278, L. XLVI, "Rueda, Felipa s/ Denuncia c/ Distribuidora San Martin".


    Si bien el art. 354, inc. 1°), del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación dispone el archivo del expediente en caso de que el tribunal considerado competente sea de distinta jurisdicción, dicha norma no puede extenderse más allá de aquéllos supuestos en que sea admisible estimar inválido lo actuado por el juez en principio competente, aunque luego haya perdido esa aptitud.


    Merli, Mónica Cristina s/ Denuncia contra Arnet


    COMP, 207, L. XLVI, 17 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Prórroga de la Competencia


    Inmueble objeto de dos juicios radicados en distintas jurisdicciones. Cláusula de prórroga de competencia. Interpretación favorable al consumidor.


    Mientras en estos obrados se está peticionando la escrituración de un determinado inmueble de la Ciudad de San Salvador de Jujuy; en el expediente en trámite ante los tribunales del Distrito Centro de la Ciudad de Salta, se está solicitando su restitución, es decir que el objeto de ambos juicios recae sobre el mismo inmueble, con pretensiones que se encuentran en los extremos opuestos y que pueden conducir a pronunciamientos contradictorios, antecedentes que permiten concluir que resulta razonable y de conveniente economía procesal que sea un solo magistrado el que entienda en las dos pretensiones que tienen una íntima conexidad causal, a fin de evitar el dictado de sentencias opuestas, o que decisiones que recaigan en uno de ellos hagan cosa juzgada respecto de las ya planteadas en el otro. En lo que concierne a la cláusula de prórroga de la competencia territorial a favor de los Tribunales de la Provincia de Salta, pactada por las partes tanto en el "Compromiso de Compraventa", como en el "Acta en Préstamo Precario", impugnada por los actores, corresponde tener presente que el domicilio real de los compradores se encuentra en la Provincia de Jujuy, al igual que el inmueble objeto de ambas litis, siendo también el domicilio de pago de las cuotas convenidas por la compra de la vivienda, además de haber sido el lugar donde se suscribieron los documentos mencionados. Debe considerarse también que en este tipo de convenios, resguardados por los principios que emanan de los artículos 3 y 37 de la Ley 24.240 (según Ley 26.361), aún en caso de duda, corresponde sean interpretados en el sentido más favorable a la parte débil de la relación jurídica, que es el consumidor.


    Bernardo, A.O. Negendank y Labaque, Susana c/ Jorge Suarez y Empresa Constructora S.R.L. s/ Recurso de inconstitucionalidad


    COMP, 590, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Cosa Juzgada


    Pretensión anulatoria de sentencia firme. Causa conexas. Procedencia recurso extraordinario: derechos de propiedad y de defensa resultantes de la cosa juzgada.


    Si bien es cierto que la Corte admitió la revisión de la cosa juzgada a pedido de una de las partes, lo hizo en supuestos excepcionales -cosa juzgada fraudulenta dictada en virtud de cohecho, violencia u otra maquinación; connivencia dolosa de las partes dejando a terceros sin defensa o fundada en un hecho ilícito o por derivación de una estafa procesal; inexistencia de un verdadero y auténtico proceso judicial- situación que no es la de autos en donde no se puede dudar de tener por verdadero lo resuelto por aquella sentencia después de haberse dado la oportunidad a las partes de ejercer sus respectivas defensas y valerse de los recursos disponibles para atacar las soluciones que les eran adversas, máxime si se tiene en cuenta que las cámaras no están obligadas a aplicar la jurisprudencia de casos análogos ni aun de otras salas de la misma cámara o similares.


    Formiga de Rafaldi, Nelida Esther y otros c/ GCBA s/ Nulidad de acto jurídico


    F, 132, L. XLVI, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Prueba


    Admisibilidad de la Prueba


    Divorcio vincular: incidente por cesación del régimen de contacto con las hijas. Nulidad de las evaluaciones psicológicas acompañadas con la demanda. Recurso de casación. Pronunciamiento que contraría abiertamente una pauta establecida en la causa con carácter firme. Incongruencia de apreciar en un estadio preliminar del trámite los elementos traídos al juicio: operación valorativa propia de la sentencia final. Pautas de interpretación de la ley.


    Los jueces reobran sobre la procedencia formal del recurso de casación, a despecho de que el mismo cuerpo ya se había ocupado de zanjar positivamente este punto preliminar, dejando de lado los óbices de parejo tenor esgrimidos por la Cámara y determinando expresamente que "si bien, las cuestiones de índole procesal, que no resuelven el fondo de la cuestión controvertida no son, en principio, impugnables por la vía del recurso extraordinario de Casación, cabe no obstante, equipararlas a un pronunciamiento definitivo cuando, como sucede en el sub-lite, los efectos que produce la resolución cuestionada sobre una medida cautelar previamente dispuesta por el Juez inferior, así como los derechos que afecta, determinan que el agravio que causa sea de aquellos que, de no ser atendidos en la oportunidad en que se los invoca, pueden generar perjuicio de imposible o insuficiente reparación ulterior"; y que "las objeciones ... acerca de la admisibilidad de la prueba documental agregada ... resultan aptas para habilitar su tratamiento en la instancia excepcional del recurso casatorio". Luego, el pronunciamiento contraría abiertamente una pauta establecida en la causa con carácter firme, al afirmar que el conflicto no es materia de casación, por involucrar cuestiones probatorias y por no generar un agravio de imposible reparación ulterior. Se aparta, así, de la estabilidad ínsita en la noción de sentencia judicial, cuya finalidad le confiere jerarquía constitucional y la resguarda con los atributos propios del orden público. Por lo demás, dado que el recurso de casación versaba estrictamente sobre la apelabilidad de la interlocutoria que declaró la nulidad en primera instancia, difícilmente se pueda -como lo hace el tribunal superior de la causa-, pensar que no existía una cuestión normativa, estando en juego la interpretación del art. 379 del CPCC. La exigencia de que la actora ahondara en el posible absurdo o arbitrariedad de una decisión que no era objeto del recurso, además de estar formulada dogmáticamente, también aparece como inadecuada pues la actora efectivamente había esgrimido diversos reparos que bien podían implicar una tacha en ese sentido. El Superior Tribunal ha abordado el fondo del asunto (nulidad de los informes profesionales glosados con la demanda), sin perjuicio de la acotada finalidad que inspiraba el recurso de casación (concesión de una apelación rechazada); mas la interesada ha consentido que así sea. Cabe, entonces, recordar que en el plano sustancial, dicho cuerpo comenzó su examen focalizándose en el agravio referido a la extemporaneidad de la decisión anulatoria. Tuvo en cuenta que el auto donde la Cámara ordenó resolver la ineficacia planteada, se encuentra firme; y, con ello, concluyó que aquél es un ítem sobre el que no se puede volver. Este aserto merece dos objeciones. La primera, es que el repaso integral del escrito muestra que la actora puso de relieve la incongruencia de apreciar en un estadio preliminar del trámite los elementos traídos al juicio, evaluando así dicho material bajo el ropaje de la ineficacia, cuando esa operación valorativa es propia de la sentencia final. De tal manera, la recurrente no sólo aludió al aspecto temporal, en los términos puramente formales del art. 184 del CPCC, sino que también apuntó a que, de no haberse omitido aquella distinción primordial, la sanción que perseguía su contraria no debería haber progresado. Por otro lado, aún en la hipótesis de resultar acertado, aquel fundamento del tribunal de la causa, deja subsistentes otros puntos conducentes que se han ignorado, entre ellos: 1.- la Cámara no hizo mérito de las críticas desarrolladas en la queja, ni motivó la inaplicabilidad de las normas de derecho en ella citadas, limitándose a aceptar sin más la supuesta irregularidad de la prueba aportada. ii.- la prueba no es nula, tratándose en realidad de una cuestión relativa al valor probatorio, que no fue introducida por el demandado y cuya evaluación debe realizarse en el momento de dictar sentencia. iii.- se confunde de manera manifiesta e inexcusable nulidad con apreciación de la prueba. iv.- no se ha invocado una nulidad de fondo (art. 1037). V.- es inaceptable consagrar la inadmisibilidad de la prueba so pretexto de que representa una pericial encubierta. vi.- es menester tener en cuenta los criterios que preconiza el dictamen fiscal (restricción con que debe evaluarse la repulsa de un medio probatorio; momento en que debe juzgarse el peso de la documental; e inexistencia de lesión a los derechos del demandado, quien fue escuchado en legal forma). vii.- la Cámara del fuero penal rechazó un pedido análogo. Paralelamente, la respuesta mayoritaria de la Corte provincial encierra una notable contradicción, desde que postula la procedencia de la nulidad, pero las razones en las que descansa no develan un solo vicio que conduzca a consagrar esta grave sanción. Al contrario, de su lectura surge que este aspecto de la denegatoria se apoya exclusivamente en la idea de que los informes cuestionados carecen de valor pericial, y sólo deben tomarse como alegaciones de parte. Esa incompatibilidad lógica, se profundiza al expresar "ello no quiere decir que le esté prohibido ... aportar al pleito, en su propio interés los resultados de dichos informes [se refiere a las opiniones técnicas extra procesales] aunque estos estarán privados ... de todo valor probatorio, y ello en virtud de que cada uno de los litigantes puede aducir ... todos los argumentos que estimen oportunos pero nunca pueden ser la base para fundar en forma exclusiva y totalmente sobre la misma una decisión, porque los mismos no pueden ser calificados estrictamente como un medio probatorio" (sic). Como se colige inmediatamente, esta afirmación -además de abandonar el terreno propio de la nulidad procesal, que es la anomalía in procedendo, para adentrarse anticipadamente en la ponderación de la virtualidad probatoria-, tiene un colofón opuesto al que le dieron los jueces, quienes reconocieron que no existe impedimento para presentar estos informes, pero al mismo tiempo, los fulminaron con la invalidez. Por ese camino, al par de olvidar que el carácter extra pericial de sus aportes, constituyó un pilar central de la postura actoral, y de desentenderse del contexto en el que se planteó el problema, el razonamiento resulta artificioso. En efecto, desdibuja la naturaleza de los informes allegados, despojándolos a priori de su eventual fuerza de convicción como prueba instrumental. Pero también los descalifica como posibilidad argumentativa, desde que -a pesar de haberlos tipificado como manifestaciones de parte interesada-, termina por desterrarlos del proceso. Es que si se apega por hipótesis a la premisa de la que partió la mayoría (es decir, despojar a los elementos impugnados de cualquier connotación probatoria para caracterizarlos como un pasaje más del discurso de la actora), queda al descubierto la incongruencia interna del fallo pues -de guardar coherencia con la perspectiva en la que se colocaron los propios jueces-, éstos debieron necesariamente justificar los motivos por los que desechaban in limine un fragmento de lo que, en su parecer, serían "alegaciones vertidas por la parte en defensa de su interés". Esa explicación resultaba insoslayable, toda vez que el recorte impuesto equivale a eliminar un capitulo sustancial de la demanda misma, alterando así los términos constitutivos de la litis, con indudable afectación a la garantía del debido proceso. En todo caso, la interpretación que hacen los jueces desvirtúa las reglas procesales aplicables al caso; y, por esa vía, instaura dentro del proceso civil la inexorable proscripción de cualquier antecedente extrajudicial de índole técnica. Restringe así dogmáticamente las aptitudes defensivas, en un estadio y en un plano particularmente delicados, donde esas constancias se presentan como factores eventualmente relevantes, máxime en lo que atañe a los conflictos vinculados con la salud psicofísica y, específicamente, a la violencia y al abuso intrafamiliar. Termina, por añadidura, vedando la posibilidad de acreditar por esa vía la verosimilitud del derecho, en casos como el de autos en los que el eventual riesgo atinente a personas menores de edad, requiere de medidas y de un actuar rápido, directo y anticipado a la sustanciación de la controversia. Resulta conveniente recordar la enseñanza de la CSJN en torno a que los magistrados deben desentrañar la significación jurídica de las normas, superando la rigidez de las pautas gramaticales, pero en su labor hermenéutica están igualmente obligados a abstenerse de toda inteligencia que equivalga a prescindir del régimen aplicable. De esta manera, al desviarse injustificadamente de las pautas legales, introduciendo un supuesto de inadmisibilidad que no resulta ni de la literalidad de los preceptos que contemplan específicamente la situación planteada, ni de su integración dentro del marco procesal-constitucional, el pronunciamiento impugnado ha incurrido en arbitrariedad. Por ende, habida cuenta de la severa insuficiencia que exhiben estos aspectos de la resolución, la apelación federal debe progresar.


    G., M. S. c/ J. V., L. s/ Divorcio vincular.


    G, 1961, L. XLII, 27 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Sujetos Procesales


    Abogados


    Improcedencia reclamo de pago de honorarios cuando se actúa con asignación fija o en relación de dependencia. Interpretación art. 2 de la ley 21.839. Deber de los jueces de conformar sus decisiones de acuerdo al criterio utilizado por la Corte. Procedencia recurso extraordinario en etapa de ejecución. Pronunciamiento arbitrario: fundamentación aparente. Prescindencia de la normativa aplicable al caso. Interpretación de una norma: su letra. Incorrecta apreciación de las circunstancias obrantes en la causa.


    Al considerar la cámara aplicable el segundo párrafo del art. 49 de la ley 21.839 en virtud del cual el profesional puede reclamar que su cliente se haga cargo de la suma fijada en concepto de honorarios, se apartó de lo expresamente previsto por el art. 2° de la mencionada norma en cuanto veda al abogado tal posibilidad cuando actúa con asignación fija o en relación de dependencia. Precisamente éste es el supuesto de autos donde, de acuerdo a las constancias de la causa, entre el letrado patrocinante y la empresa demandada en autos existió una relación laboral en virtud de la cual aquél percibía una remuneración mensual, prestando servicios dentro de la estructura empresaria, circunstancia que no fue objeto de controversia. La sentencia de la alzada implica privar de efecto por vía indirecta a la norma en cuestión, lo que posibilita que el profesional perciba por un único trabajo dos remuneraciones abonadas por la misma parte. No impide arribar a tal conclusión la circunstancia de que las costas sean impuestas a la parte actora. De lo contrario, por la vía intentada, se neutralizaría la previsión contemplada en el artículo 2 de la ley 21.839, que limita la facultad del letrado a exigir el pago de sus honorarios a la parte condenada en costas siempre y cuando no sea su empleadora. V.E. ha considerado arbitrario el criterio según el cual ante la falta de pago del honorario por la parte actora, condenada en costas, resulta de aplicación el segundo párrafo del art. 49 de la ley 21.839 -en cuya virtud el profesional podría reclamar que su cliente se hiciere cargo de la suma fijada-, ya que ello implica un apartamiento de lo expresamente previsto por el art. 2 de la ley mencionada en cuanto veda al abogado tal posibilidad de cobro cuando actúa con asignación fija o en relación de dependencia.


    Danduono, Claudio c/ Subterráneos de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    D, 549, L. XLV, 12 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Régimen de consolidación de deudas. Honorarios profesionales. Leyes 23.982 y 25.344. Fecha de realización de los trabajos profesionales: necesidad de determinación.


    En el régimen instaurado por la ley nacional 23.982, a cuyos términos remite la ley 25.344, la causa de la obligación de pagar honorarios está dada por el servicio prestado por el profesional en el marco de un proceso judicial. Tal criterio exige atenerse a la fecha en que se realizaron los trabajos profesionales que configuraron la causa de la obligación de pagar los emolumentos y no la fecha de su regulación o previsión presupuestaria, lo cual conduce a concluir en que, contrariamente a lo alegado por las partes, carece de relevancia tanto la fecha de inicio de los trabajos como la de su finalización, pues el servicio profesional es realizado mediante prestaciones continuadas. Sobre la base de lo expuesto, la obligación de pagar honorarios debe considerarse alcanzada por la consolidación en la medida en que corresponda a la retribución de la tarea profesional cumplida hasta la fecha de corte (ley 25.344, modificada por el art. 58 de la ley 25.725). Por ello, a los efectos de determinar el porcentaje de la retribución que debe quedar comprendido en el régimen de consolidación y aquel que debe afrontarse en efectivo, es preciso establecer qué trabajos fueron llevados a cabo con anterioridad al 31 de diciembre de 2001 y aquellos que fueron realizados con posterioridad a esa fecha, aspecto de hecho y prueba que, por cierto, resulta ajeno a esta vía extraordinaria.


    Topalaco S.R.L. s/ quiebra s/ incidente de revisión


    T, 352, L. XLIV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Regulación de honorarios de abogados. Intereses. Pretensión de inconstitucionalidad. Errónea interpretación y aplicación de las normas arancelarias locales. Defectos en el cálculo de la base regulatoria. Incumplimiento del límite máximo establecido por el art. 505 CC. Sentencia arbitraria.


    En lo referido a la tacha de arbitrariedad, es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden sobre recursos extraordinarios locales, máxime cuando, como en el caso, lo objetado se refiere, finalmente, a honorarios cabe hacer excepción a ese principio cuando median graves defectos de fundamentación, que descalifican al fallo como acto judicial válido. Por otra parte, la Corte tiene dicho que los errores aritméticos o de cálculo en que incurra una decisión, deben ser necesariamente rectificados por los jueces, sea pedido de parte o de oficio, y que la liquidación presentada por un litigante y consentido por el otro, no obliga al magistrado a obrar en un sentido determinado. Con respecto a la limitación procesal invocada por el tribunal sólo veda la introducción de pretensiones o defensas ajenas a las que fueron objeto de debate en las instancias anteriores, más ello no obsta a la aplicación que por el principio iura novit curia, corresponde efectúe el juez, del derecho vigente para la solución de los temas sometidos a su consideración. No es ocioso mencionar que la Corte ha dicho que el último párrafo del artículo 505 del Código Civil (agregado por la Ley N° 24.432), que establecen un tope al alcance de la obligación de cumplir con las costas del 25% del monto de la sentencia, laudo, transacción o instrumento que ponga fin a la causa, es constitucional y no afecta los derechos reconocidos en la Ley Suprema a las provincias, ya que las Constitución Nacional confiere al Estado Nacional la facultad de dictar la legislación civil y del mismo modo se lo prohíbe a las provincias (arts. 75, inc. 12, y 126) , y tal atribución comprende, naturalmente, la posibilidad de regular el contenido y alcance de las obligaciones. Asimismo, el Máximo Tribunal puntualizó que no deben aplicarse las nuevas disposiciones legales con relación a los trabajos realizados con anterioridad a su vigencia, ya que ello traería aparejada una afectación de derechos adquiridos en la medida en que la situación general creada por el anterior artículo 505 del Código Civil, con anterioridad a las modificaciones introducidas por la ley N°24.432, se transformó en una situación jurídica concreta e individual que no puede ser alterada sin riesgo de afectar el derecho de propiedad. La Corte ha establecido que la naturaleza accesoria de los intereses respecto del capital, así como su carácter esencialmente indemnizatorio de la privación temporaria de aquél, impide considerarlos integrativos del valor de la demanda en los supuestos de rechazo de aquélla a los efectos de regular los honorarios.


    Banco de San Juan s/ Sucesión de Marcos Soto


    B, 1022, L. XLIV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


     Juez


    Cambio normativo operado sobre el tributo cuestionado en autos: traslado a la parte. Evitar pronunciamiento inoficioso. Circusntacnias existentes al momento de resolver.


    El Tribunal, con fundamento en las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, debería requerir al presentante de esta queja que manifieste lo que estime pertinente al respecto.


    Peñaflor S.A., Bodegas Trapiche S.A., Bva S.A. y Bodegas El Esteco S.A. c/ Municipalidad de Lanús s/ Inconstitucionalidad


    P, 505, L. XLV, 03 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de V.E. se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Pasquini, Laura y otro c/ PEN - Ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561.


    P, 646, L. XLV, 20 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del C.P.C.C.N.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art, 39 del C.P.C.C.N., que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de la litis.


    Goldberg, Carlos Roberto c/ E.N. - DAPED s/ Proceso de conocimiento


    G, 401, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    Se solicita, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Adoptar el temperamento que aquí se propone asegura que la sentencia final de la Corte se ajuste a circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Sgarbossa, Juana Luisa c/ Poder Ejecutivo Nacional ley 25.561 Dto 1570/01 214/02 s/ Amparo


    S, 289, L. XLVI, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN. Circunstancias existentes al momento de la sentencia.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Es necesario adoptar el temperamento que aquí se propone para asegurar que la sentencia final de la Corte se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Proietto, Antonio Francisco c/ Estado Nacional Ministerio de Economía Dto 1735/04 (BONTE 03) s/ Proceso de conocimiento.


    P, 233, L. XLVI, 10 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Títulos de deuda pública nacional. Necesidad de medidas para mejor proveer. Riego de emitir pronunciamiento inoficioso.


    El Tribunal deberá requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. Ello a fin de asegurar que sentencia final se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Monder, Marcos y otro c/ PEN - Ley 25.561, Dtos. 1570/01 y 214/02 (Galicia) s/ Proceso de conocimiento - ley 25.561.


    M, 203, L. XLV, 09 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Títulos de la deuda pública nacional. Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCCN.


    El Tribunal debería requerir, como medida para mejor proveer y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis.  Adoptar el temperamento que aquí se propone para asegura que la sentencia final de V.E. se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y aleja el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Cabrera, Lidia Ester - Reconstrucción c/ PEN - Ley 25.561, Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561


    C, 294, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Títulos de la deuda pública nacional. Necesidad de requerir una medida para mejor proveer. Ejercicio de las facultades que otorga el art. 36 del CPCyCN.


    El tribunal debe requerir como medida para mejor proveer, y en ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, que las partes informen de modo preciso y en forma circunstanciada acerca de los títulos de la deuda pública nacional que son objeto de esta litis. En concreto, si se abonan los servicios financieros y la amortización de dichos bonos, y si existen pagos pendientes o ya se encuentran cancelados, pues ello permitirá contar con elementos indispensables para pronunciar una decisión útil sobre los temas debatidos en el sub lite. Es necesario adoptar el temperamento propuesto para asegurar que la sentencia final de V.E. se ajuste a las circunstancias existentes al momento de su dictado y alejar el riesgo de emitir un pronunciamiento inoficioso.


    Azar, Regina y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02, 471/02 c/ Caja de Valores s/ Proceso de conocimiento


    A, 1048, L. XLV, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Ministerio Público


    Demanda de daños y perjuicios. Muerte del actor. Declaración de caducidad de instancia. Representación de los herederos menores. Falta de integración debida de la litis. Ministerio Público Pupilar: deberes y atribuciones. Doble representación: necesaria y promiscua. Ley 24.946. Art. 59 Código Civil. Injustificado rigor formal en detrimento de la garantía de la defensa en juicio.


    Los incapaces son promiscuamente representados por el Ministerio de Menores, que será parte legítima y esencial en todo asunto judicial o extrajudicial, de jurisdicción voluntaria o contenciosa en que los aquellos demanden o sean demandados, o en que se trate de las personas o bienes de ellos, so pena de nulidad de todo acto y de todo juicio que hubiere lugar sin su participación. La Corte ha puesto de resalto que, con la sanción de la ley 24.946, entre los deberes y atribuciones de los defensores públicos de menores e incapaces, se cuenta el de intervenir en los términos del art. 59 del Código Civil, en todo asunto judicial o extrajudicial que afecte la persona o bienes de los menores e incapaces, y entablar en defensa de éstos, las acciones y recursos pertinentes ya sea en forma autónoma o junto con sus representantes necesarios; así como el promover o intervenir en cualquier causa y requerir, todas las medidas conducentes a la protección de la persona y bienes de los menores, cuando carecieren de asistencia o representación legal; fuere necesario suplir la inacción de sus asistentes y representantes legales, parientes o personas que los tuvieren a su cargo; o hubiere que controlar la gestión de estos últimos (art. 25, inc. i; 54, incs. a y c; 55, inc. b y Fallos: 324:245). La intervención de la Defensoría se caracteriza por ser promiscua y complementaria, en tanto representa al menor en forma conjunta con sus representantes legales, a quienes no sustituye ni reemplaza. De la misma forma, se enfatizó que la función atribuida por el art. 59 del Código Civil y la ley 24.946, es de orden público y no se limita a una simple ratificación de lo actuado por los representantes necesarios, sino que sus atribuciones se extienden a entablar todas las acciones y recursos necesarios en resguardo del interés de sus representados. En la especie, el litigio no se ha conformado regularmente. Es que, no habiendo sido integrada la litis con la Defensoría Oficial, en el momento en el que los menores comparecieron al juicio, no puede decirse que la representación de los herederos menores cumpliera ambos extremos -el legal y el promiscuo-; con lo cual, el proceso no ha llegado a constituirse debidamente a su respecto. La postergación indefinida o la frustración ritual del derecho de los herederos menores a obtener una sentencia en un plazo razonable, implica una grave lesión a la garantía de la defensa en juicio. Entonces, el criterio interpretativo aplicable debería ser restrictivo, definiendo las eventuales dudas, a favor de la subsistencia del proceso.


    Vargas, Moisés Roberto c/ Balut Hermanos S.R.L. s/ daños y perjuicios


    V, 154, L. XLIV, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Partes


    Demanda de cobro por certificados de deuda de aportes y contribuciones contra una provincia. Legitimación activa del Instituto de Servicios Sociales Bancarios. Fiscalización y percepción de aportes y contribuciones destinados a las obras sociales. Facultades reglamentarias del Poder Ejecutivo. Remisión a A. 2465, L. XXXVIII “Alto Paraná S.A. c/ AFIP”.


    Las previsiones invocadas por la Provincia de Mendoza, no autorizan a aseverar que se hayan reconocido al Ente Fiscal facultades "exclusivas" en materia de fiscalización y percepción de aportes y contribuciones destinados a las obras sociales, pues de su articulado no surge tal calificativo ni que se hubiesen derogado las potestades concurrentes reconocidas a dichas entidades por normas precedentes, en particular, por los artículos 21 y 24 de la ley 23.660. Se lee en el primero de los preceptos que, para la fiscalización y verificación de las obligaciones emergentes de la ley, los funcionarios e inspectores de la Dirección Nacional de Obras Sociales (DINOS) y de las obras sociales tendrán, en lo pertinente, las atribuciones asignadas a los de la Dirección Nacional de Recaudación Previsional (DNRP), y las actas de inspección labradas por tales funcionarios e inspectores hacen presumir, a todos los efectos legales, la veracidad de su contenido (art. 21). Por su parte, se lee en el segundo artículo aludido, que el cobro judicial de los aportes, contribuciones, recargos, intereses y actualizaciones debidos a las obras sociales, y de las multas pertinentes se hará por la vía de apremio prevista en el Código ritual, sirviendo de suficiente titulo el certificado de deuda expedido por las obras sociales o los funcionarios en que hubieran delegado esa facultad (art. 24). Si bien el ISSB fue concebido como un organismo autárquico en jurisdicción del Ministerio de Bienestar Social, su funcionamiento se rige no sólo por la ley 19.322, orgánica del Instituto, sino también por la Ley de Obras Sociales n° 18.610 (cfse. arts. 1°, 18, 20 y 23, ley n° 19.322), antecesora de la ley n° 23.660, actualmente en vigor (cfr. art. 44), y cuya preceptiva comprende a los institutos de administración mixta, las obras sociales y las reparticiones u organismos que teniendo como fines los de la ley n° 23.660, hayan sido creados por leyes de la Nación (cfr. art. 1°, inc. b), como es el supuesta del ISSB, con las especificaciones determinadas en el propio precepto (cfr. arts. 2, último párrafo; y 12, ap. b), ley n° 23.660). No se advierte que el artículo 6 del decreto n° 1.629/1996 contradiga los preceptos invocados por la demandada en su presentación y, en ese contexto, tampoco advierto que exceda facultades reglamentarias del Poder Ejecutivo ni que obste a la revisión judicial de lo que eventualmente se decida en su marco, extremo, por otra parte, que deviene inoficioso en el supuesto. Por ello, corresponde desestimar el planteo constitucional deducido por la demandada referido a la falta de legitimación activa del Instituto de Servicios Sociales Bancarios, hoy ente residual.


    Instituto de Servicios Sociales Bancarios c/ Provincia de Mendoza s/ Cobro de sumas de dinero


    I, 235, L. XLII, 31 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Procesal Constitucional


    Recurso Extraordinario Federal


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos N. 135, L. XLV, "Novello, Rafael Víctor - Apoderado de la Unión Cívica Radical y otros s/ Impugnan candidatura a Diputado Nacional".


    Es inoficioso que la Corte se pronuncie sobre los temas que se plantean en el escrito de apelación federal y, por lo tanto, corresponde declarar abstracta la cuestión planteada en aquél.


    Abuin, Alfredo Ángel y otro - Apoderados del Partido Demócrata Progresista s/ Impugnan oficialización de postulación a candidatura.


    A, 748, L. XLV, 15 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos N. 135, L. XLV, "Novello, Rafael Víctor - Apoderado de la Unión Cívica Radical y otros s/ Impugnan candidatura a Diputado Nacional".


    Es inoficioso que la Corte se pronuncie sobre los temas que se plantean en el escrito de apelación federal y, por lo tanto, corresponde declarar abstracta la cuestión planteada en aquél.


    Gisande, Gastón Gustavo s/ Impugna oficialización de postulación a candidatura


    G, 593, L. XLV, 15 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la minar en la causa T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    El diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (arts. 49 y 51).


    Vicentini, Juan Enrique c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo.


    V, 317, L. XLV, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Fondos judiciales pesificados. Cuentas a la vista y plazos fijos constituidos originariamente en moneda extranjera. Remisión a S.C. A. N° 1300; L. XLIV. "Algodonera Lavallol S.A s/ quiebra". Aplicación de intereses.


    Corresponde hacer lugar a la queja y al recurso extraordinario, confirmar la decisión en cuanto declaró procedentes los intereses del depósito judicial de autos invertido en dos plazos fijos a 30 días; y revocarla en relación a: (i) la determinación de la tasa aplicable para el cálculo de los intereses generados por ese depósito a plazo fijo, con el alcance indicado en el punto IV, último párrafo, del dictamen en la causa S.C. A. N° 1300; L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra" y (ii) la imposición de accesorios al depósito a la vista.


    Brukman Hermanos S.A. s/ Quiebra


    B, 326, L. XLV, 28 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Procesal Penal


    General


    Jurisdicción y Competencia. Competencia.


    Conflicto de competencia. Remisión a Competencia N° 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ Privación Ilegítima de la libertad".


    M., Gabriel Hernán s/ Su denuncia


    COMP, 247, L. XLVI, 11 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 192, L. XLI, in re "Avalos, Rosana Inés s/ Su denuncia".


    U.F.I.S.E.S. s/ Denuncia extorsión.


    COMP, 436, L. XLVI, 02 de agosto de 2010


    Ver Dictamen  

  


  
    Capítulo IX


    Derecho Procesal Administrativo


    Inhabilitación de la instancia judicial. Vencimiento del plazo dispuesto en el art. 25 de la ley 19.549. Procedencia recurso extraordinario en cuestiones de orden procesal: resolución que deniega la habilitación de la instancia judicial. Derecho de defensa en juicio. Personal de inteligencia. Proceso contencioso administrativo: título IV de la ley 19.549. Diferente criterio de la Corte Suprema: último intérprete del ordenamiento jurídico. Adecuación a sus pautas.


    Como principio, son aplicables al ámbito de las Fuerzas Armadas, de Seguridad, Policiales y de Inteligencia los requisitos de admisibilidad de la acción contencioso administrativa previstos en la ley 19.549 -salvo, claro está, que existan normas especiales que rijan en aquél-. Respecto del control judicial de las Fuerzas Armadas, de Seguridad, Policiales y de Inteligencia, en lo que al proceso contencioso administrativo se refiere, ella se debe regir por el título IV de la ley 19.549 y requiere que la impugnación de los actos administrativos o los reclamos se planteen de acuerdo a lo dispuesto en los arts. 23 y 24 de aquélla o en los regímenes especiales de esas fuerzas, y que las demandas se interpongan dentro del plazo de caducidad establecido en el art. 25, según los casos. Sin perjuicio de lo expuesto, hay que tener en cuenta el diferente criterio que, respecto de tales temas, surge de la jurisprudencia del Tribunal. La Corte sostuvo que los requisitos de admisibilidad de la acción contencioso administrativa previstos en la ley 19.549 no son aplicables en el ámbito de las fuerzas armadas y de seguridad, criterio que no varía aun cuando el decreto 9101/72 fue derogado por su similar 722/96 (modificado éste por el decreto 1155/97), puesto que la aplicación supletoria de la ley 19.549 a los procedimientos especiales no puede ser extendida a disposiciones restrictivas de derechos.


    Dona, Agustín Carlos y otros c/ Estado Nacional - SIDE - Resol. 17/00 s/ Empleo público


    D, 43, L. XLVI, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Partes


    Legitimación


    Liquidación de honorarios. Sentencia equiparada a definitiva. Error material. Representación judicial del Estado. Apoderados. Ley 17.516. Requisitos exigidos por la ley para la validez una transacción estatal. Autorización expresa de la autoridad jerárquicamente facultada. Extemporaneidad del planteo. Excepción. Excesivo rigor formal. Afectación de la garantía de la defensa enjuicio. Procedencia del recurso.


    Las normas aplicables a los apoderados del Estado no les permiten efectuar disposición de recursos públicos sin autorización de la autoridad superior. El art. 8 del decreto 411/80, reglamentario de la ley 17.516 de representación judicial del Estado, establece que aquellos necesitan la autorización expresa de las autoridades u órganos mencionados en el art. 1 (en el caso, el órgano superior del ente descentralizado, que en ese entonces, era el Director General de la DGI), para formular allanamientos y desistimientos, otorgar quitas y esperas, transigir, conciliar, es decir, para renunciar a derechos que no les son propios sino del Estado, y que implican una erogación pecuniaria que debe afrontar toda la comunidad. En la resolución por la que el funcionario autorizaba a sus apoderados a estar en juicio, se determinaba que los representantes del Fisco Nacional no podrán allanarse, desistir total o parcialmente, transar, percibir, hacer renuncia, remisión o quita de derechos, salvo autorización expresa y por escrito de esta Dirección General. La Cámara apelada omitió considerar la aplicación de estas normas, en cuanto impedían que los apoderados de la DGI en el juicio modificaran los términos del acuerdo al que se había arribado en sede administrativa, pues ello implicó realizar compromisos patrimoniales vinculantes para el organismo sin la autorización expresa de la autoridad superior.  El art. 308 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación establece que los jueces, al homologar un convenio transaccional, deberán examinar la concurrencia de los requisitos exigidos por la ley para la validez de la transacción, lo que incluye la capacidad y personería de las partes, como así también la disponibilidad de los derechos en litigio, lo que hace al examen sobre la validez de la transacción, y los apoderados de la DGI no podían disponer de los derechos de los que no eran titulares.  La cámara, el regular los honorarios, se basó en la resolución en la que había “homologado” erróneamente un convenio modificado sin que se contara para ello con la autorización de las autoridades administrativas jerárquicamente facultadas al efecto.  En lo que hace al tiempo transcurrido entre el dictado de la decisión regulatoria de honorarios y la presentación de la AFIP solicitando que se realizara nueva liquidación de los honorarios conforme a las pautas del acuerdo inicial, si bien la Corte tiene dicho que lo atinente a la existencia o no de cosa juzgada es un problema de hecho y de derecho procesal extraño a la instancia del art. 14 de la ley 48, ello no impide al Tribunal conocer en un planteo de esa naturaleza, cuando su examen por los tribunales de la causa extiende su valor formal mas allá de los límites razonables y prescinde de una adecuada ponderación de las constancias relevantes del expediente, lo cual redunda en evidente menoscabo de las garantías consagradas en el art. 18 de la Constitución Nacional. El Tribunal destacó que la aplicación de la institución de la cosa juzgada y los loables motivos que inspiran el principio de inmutabilidad de las sentencias no son absolutos y deben ceder frente a la necesidad de afirmar el valor jurídico y objetivo constitucional de afianzar la justicia, entendiendo a ésta como una virtud al servicio de la verdad sustancial, lo cual se expresa por medio de una decisión judicial que conduzca a consagrarla y al reconocimiento de los derechos que surgen evidenciados de las constancias del proceso, pues no corresponde que el acreedor se ampare en el vencimiento de plazos y pérdida de las oportunidades procesales previstas para su objeción, para beneficiarse con un resultado, que acrecentaría indebidamente su pretensión, en perjuicio indudable de los intereses y derechos de los terceros involucrados.  La existencia de resoluciones que formalmente se apartan de lo dispuesto en una sentencia firme, lejos de menoscabar la autoridad de la cosa juzgada, la preservan, porque salvaguardan su justicia, sin la cual el más intimo sentido de dicha autoridad, que es su sentido moral, no es concebible, y que el cumplimiento de una sentencia informada por errores aritméticos o de cálculo, lejos de preservar, conspira y destruye la institución de la cosa juzgada de inequívoca raigambre constitucional. Al fundarse la regulación de honorarios en una resolución ilegítima, el planteo de la AFIP debió ser considerado por el tribunal apelado a fin de que no se afectaran los propósitos mencionados. La cámara, al fallar como lo hizo, no sólo desconoció la aplicación de las normas federales invocadas sino que, al fundar su decisión en las normas de procedimiento laboral, incurrió en excesivo rigor formal con grave afectación de la garantía de la defensa enjuicio, sin considerar argumentos conducentes de la AFIP. En estas condiciones, media un nexo directo e inmediato entre lo resuelto y los derechos constitucionales que se dicen vulnerados que impone que deje sin efecto la resolución apelada.


    Fortuna, Jorge y otros c/ Dirección General Impositiva s/ Diferencias de salarios


    F, 125, L. XLV, 26 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Principios


    Debido Proceso Adjetivo


    Demanda contra Universidad Nacional. Impugnación administrativa: concurso universitario. Vencimiento del plazo del art. 25, ley 19.549. Disposición R. 2/08 del Consejo Superior de la UNLP. Garantías constitucionales vulneradas. Principio in dubio pro actione. Fundamentación insuficiente: criterio subjetivo y dogmático. Sentencia arbitraria.


    Asiste razón a los apelantes cuando sostienen que la decisión que ahora impugnan afectó sustancialmente su derecho de defensa, toda vez que el a quo resolvió la cuestión sin atender a las disposiciones que rigen el caso, que aquéllos invocaron en tiempo oportuno, y sin dar razones para apartarse de ellas.  La cámara fundó su decisión únicamente en que el recurso judicial se presentó una vez vencido el plazo del art. 25 de la ley 19.549, sin examinar el planteo de que ese término no había transcurrido al momento de interponer aquel recurso por aplicación de lo previsto en el art. 40 de la reglamentación aprobada por el decreto 1759/72. Lo cierto es que, tal como lo señalan los apelantes, la norma que regula el procedimiento en el ámbito universitario expresamente dispone: "Para cuestiones no previstas expresamente en esta reglamentación y siempre que no fueren incompatibles con la ley Orgánica de las Universidades Nacionales y el Estatuto de la Universidad Nacional de La Plata, se aplicarán en forma supletoria, la Ley 19.549, el decreto 1789/72 [rectius: decreto 1759/72] y el Código de Procedimiento en lo Civil y Comercial de la Nación" (conf. Art. 116 de la Ordenanza UNLP N° 101). En tales condiciones, se advierte que el tribunal falló con fundamento en su exclusivo criterio subjetivo y dogmático, al mismo tiempo que arribó a una conclusión jurídicamente inapropiada, según se desprende de una discreta interpretación de las normas examinadas. Y todo ello en un contexto en el que está probado que la Administración obró defectuosamente al notificar el acto, circunstancia que no debería perjudicar al particular al momento de intentar la revisión judicial del acto que considera lesivo de sus derechos. De ahí que resulte procedente requerir un examen atento de la cuestión para evitar que, como sucede en el caso, se afecte gravemente la garantía constitucional de acceso a la justicia (art. 18 de la Constitución Nacional) y se desconozca el principio in dubio pro actione, rector en materia de habilitación de la instancia contencioso administrativa. Por ello, media relación directa e inmediata entre lo decidido y las garantías constitucionales invocadas (art. 15 de la ley 48), así como que la decisión judicial es descalificable como acto jurisdiccional válido.


    Saravi, Roberto y otros c/ Universidad Nacional de La Plata s/ Recurso administrativo directo


    S, 732, L. XLV, 16 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Procesal Constitucional


    Recurso Extraordinario Federal


    Trámite ante la Corte


    Impugnación de candidaturas a diputados nacionales que luego renunciaron a su cargo. Inexistencia de gravamen: pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta.


    El planteo introducido en el recurso extraordinario carece de objeto actual en la medida en que ha desaparecido el presupuesto que dio lugar al reclamo de los partidos políticos actores y ello impide considerar la sustancia de la cuestión que, como de naturaleza federal, aquéllos invocan, por la tradicional doctrina del Tribunal que enseña que le está vedado expedirse sobre planteos que devienen abstractos en tanto todo pronunciamiento resultaría inoficioso al no decidir un conflicto litigioso actual.


    Novello, Rafael Victor s/ Apoderado de la Unión Civica Radical y otros Impugnan Candidatura a Diputado Nacional.


    N, 135, L. XLV, 15 de abril de 2010


    Ver Dictamen 

  


  
    Capítulo X


    Derecho Procesal Constitucional


    Derecho Administrativo


    Poder de Policía


    Supuestos Particulares. Policía Sanitaria


    Acción declarativa de certeza. Pretendida inconstitucionalidad de las resoluciones 624/02 y 127/02 del Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria (SENASA). Leyes 3.959 y 24.305. Programa nacional de lucha contra la fiebre aftosa. Falta de elementos probatorios.


    Mediante la resolución 624/02 se dispuso dejar sin efecto la provisión de vacunas antiaftosas por parte del Servicio Nacional de Sanidad y Calidad Agroalimentaria, estableciendo que su adquisición será realizada directamente por los entes sanitarios, los que debían proveerse de las vacunas necesarios para la ejecución del plan local, de los laboratorios productores (arts. 1, 3 y 5). Por su parte, la resolución colectiva 127/02 creó un sistema mixto mediante el cual se permite la coexistencia de los entes destinados a la comercialización y aplicación de la vacuna antiafiosa conjuntamente con las veterinarias. La ley 3.959 establece que el SENASA es el organismo encargado de ejercer el poder de policía en materia agroalimentaria, y, por su parte, la ley 24.305, que implementó el "programa nacional de lucha contra la fiebre aftosa”, declara de interés nacional la erradicación de dicha enfermedad en todo el territorio nacional. Según se desprende de dichas normas, el SENASA ha sido instituido como autoridad de aplicación y organismo encargado de adoptar todas las acciones tendientes a erradicar la fiebre aftosa. Por lo tanto, las resoluciones 624/02 y 127/02, cuya declaración de inconstitucionalidad solicita el actor, han sido dictadas por la demandada dentro de la órbita de competencias atribuidas por el Poder Legislativo. Tiene dicho el Tribunal, que la declaración de inconstitucionalidad de una norma implica un acto de suma gravedad institucional, de manera que debe ser considerada como ultima ratio del orden jurídico y está a cargo de quien afirma la irrazonabilidad de una norma la fundamentación adecuada a su aseveración. En tales condiciones, los planteos de la actora configuran alegaciones abstractas sobre la supuesta violación del derecho a trabajar, de ejercer el comercio y de propiedad, producida mediante resoluciones que tilda de irrazonables, pero sin que se haya aportado al sub examine elemento probatorio concreto alguno sobre tales extremos. Las resoluciones impugnadas no pueden ser calificadas como manifiestamente ilegítimas o arbitrarias, pues no contradicen ni se presentan inadecuadas a los fines perseguidos por el legislador, ni consagran una iniquidad manifiesta.  Se declara admisible el recurso y se confirma la sentencia apelada.


    Colegio médico veterinario de la Provincia de Córdoba c/ SENASA s/ Acción declarativa de certeza.


    C, 523, L. XLVI, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Derecho Constitucional


    Declaraciones, Derechos y Garantías


    Garantías


    Habeas Corpus. Presentación del imputado "in pauperis". Condiciones de detención. Reiterados traslados del imputado. Defensor Oficial que postula la desestimación. Incompetencia de la Corte Suprema para intervenir. Jurisdicción taxativa.


    Con la extensión del procedimiento sumarísimo de habeas corpus a la protección de la dignidad y respeto a la persona, con los que debe cumplirse la privación de libertad, el legislador ha buscado establecer un medio legal adicional, rápido y eficaz, para resguardar el trato digno en las prisiones y para solucionar situaciones injustas que allí se planteen. Lo que caracteriza al instituto sub examine es el objetivo de suministrar un recurso expeditivo para la tutela de los derechos comprometidos cuando fuere urgente modificar el agravamiento de las condiciones de detención, y cuando ello no aconteciere por cualquier razón. Sin embargo, resultan ajenos a la competencia originaria de la Corte los pedidos de habeas corpus, salvo que se trate de alguna de las personas mencionadas en el artículo 117 de la Constitución, pues la jurisdicción que asigna la Carta Fundamental a la Corte es taxativa y no puede ser ampliada por ley ni por vía interpretativa. Por ende, corresponde que sea el magistrado competente en la materia el que se expida en los términos del artículo 3, inciso 2°, de la de la ley 23.098.


    P., Claudio Alberto s/ Su presentación


    P, 451, L. XLVI, 16 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Segunda intervención de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en la causa. Derecho a la doble instancia. Argumentos esgrimidos con posterioridad a la interposición del recurso. Límites formales al ejercicio de la garantía.


    El recurso extraordinario no tiene por objeto dirimir en una tercera instancia las divergencias del apelante con respecto a la interpretación posible de las normas procesales o de derecho común que efectúan los jueces de la causa, excepto que lo decidido conduzca a la frustración de derechos que cuentan con amparo constitucional. Los pronunciamientos que declaran extemporáneos los agravios introducidos fuera del plazo legal no son, por sí mismos, contrarios al derecho a obtener la revisión de la condena por parte de un tribunal superior. Vale recordar que el acceso a la instancia de revisión de la sentencia no es incondicionado y los Estados pueden subordinarlo al cumplimiento de determinados requisitos formales. En tal sentido, el hecho de que no todo alzamiento contra un fallo tenga aptitudes como para justificar su procedibilidad formal, ni sea idóneo para alcanzar la revisión que se propone, no debe ni puede confundirse con la afectación de la garantía al recurso que, como todos los demás derechos de raigambre constitucional, no es absoluta y se ejerce conforme a las normas que reglamentan su ejercicio.


    Z., Jose Luis s/ Causa N° 91441


    Z, 32, L. XLV, 28 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Procesal Constitucional


    Recurso de Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal


    Delitos de lesa humanidad. Arresto domiciliario. Excarcelación bajo caución personal. Agente imputado con alta jerarquía. Riesgo procesal.


    Las investigaciones encaminadas a esclarecer los crímenes cometidos durante la última dictadura, tuvieron inicio luego de restablecida la democracia, y la circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas conductas que indefectiblemente se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos, entre los que se encuentra el que se juzga en esta causa. Conductas que, por lo demás, fueron llevadas a cabo con el empleo de diversos medios, por quienes resultaban eventuales imputados o se oponían obstinadamente a que el actuar ilegal de aquéllos sea sometido a juicio, incluso en situaciones sociopolíticas de nuestro país que ya no eran las más favorables para las estructuras de poder a las que habría servido el imputado. Este Ministerio Público no teme a la capacidad física de un anciano para fugarse o entorpecer de manera activa el proceso, sino al ascendiente que todavía conserve sobre las estructuras de poder que integró en una posición decisoria y que, por desgracia, pueden pervivir en el país.


    S., Carlos Alberto s/ Causa N° 12.152.


    S, 384, L. XLVI, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Garantías procesales. Derecho a la doble instancia. Supuesta violación a los principios de inmediación y continuidad. Valoración de la prueba. Las cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal son de competencia ajena a la Corte.


    La invalidez de la sentencia, de acuerdo el código provincial se vincula sólo con la falta de lectura en el término de ley o con la lectura efectuada fuera del tiempo señalado, lo que no se observa en el caso, salvo que la defensa quisiera denunciar, aunque aclaró que no, la falsedad instrumental del acta de lectura que ella misma suscribió. Por otro lado, para la apelación extraordinaria no basta con sostener un criterio interpretativo distinto del seguido en la sentencia, sino que es preciso contestar mediante una crítica concreta y razonada todos y cada uno de los argumentos expuestos en ella. Ante todo, es preciso recordar que los jueces, no están obligados a considerar todos y cada uno de los argumentos propuestos por las partes, sino sólo aquéllos que estiman conducentes para la correcta solución del caso. No se puede dejar de señalar que los reparos invocados en el recurso federal y reiterados en la queja trasuntan una mera disconformidad con aspectos que, por regla, constituyen materia ajena a esta instancia de excepción, pues se vinculan a cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal oportunamente desechadas sobre la base de argumentos que, al margen de su acierto o error, resultan suficientes y, en consecuencia, no compete a la Corte revisar.


    B., Daniel Heraldo s/ Su presentación


    B, 1234, L. XLIV, 12 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Improcedencia del recurso. Falta de fundamentación. Garantía prevista en el artículo 8, inciso 2°, apartado "h", de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Cuestiones de prueba no corresponden ser analizadas mediante el recurso del art. 14 de la ley 48. Valoración de la prueba.


    Para que la omisión de valorar determinada prueba ocasione la nulidad de la sentencia, la misma debe aparecer como eficaz y decisiva, con posibilidades de influir efectivamente en el fallo, de manera que contrastándola con el resto del material probatorio, el pronunciamiento quede sin un sustento adecuado. En el proceso penal, debido a la importancia de los intereses individuales involucrados, la sentencia de condena sólo puede ser resultado de un convencimiento que esté más allá de toda duda razonable, acerca de la responsabilidad del acusado por un hecho punible. Sin embargo, no cabe deducir de esto que la mera invocación de cualquier incertidumbre o de versiones contrapuestas acerca de los hechos impida, per se, obtener razonablemente, a través de un estudio sistemático que contemple de un modo integral toda la prueba, el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento de condena. En rigor, cada circunstancia relacionada con asuntos humanos del pasado, dependiente de evidencia o demostración, está abierta a alguna duda posible o imaginaria. El concepto "más allá de duda razonable" es, en sí, probabilístico y, por lo tanto no es, simplemente, una duda posible, del mismo modo que no lo es una duda extravagante o imaginaria. Es, como mínimo una duda basada en razón. En estos términos, el examen realizado por el sentenciante constituye, una razonable explicación otorgada a la interacción de los datos objetivos obtenidos, reconocidos de antemano de la realidad, según su natural desenvolvimiento.


    C., Fernando Ariel s/ Causa N° 8398.


    C, 927, L. XLIV, 01 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Impugnación de multa impuesta a empresa petrolera. Disminución del monto por parte del juzgado Penal Económico. Incompetencia de la Cámara de Casación para intervenir en el recurso. Ausencia de agravio federal o arbitrariedad.


    La apelación extraordinaria del articulo 14 de la ley 48 es improcedente cuando se pretende revisar decisiones de los tribunales de la causa acerca de la admisibilidad de los recursos interpuestos ante ellos, en razón de tratarse de cuestiones de hecho y derecho procesal. Si bien la interpretación de las sentencias de la Corte configura cuestión federal bastante para sustentar el recurso extraordinario, ello sólo es exacto en los supuestos en que se desconozca, en lo esencial, lo decidido en el anterior pronunciamiento del Tribunal en la misma causa.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Infracción Ley 20680 - Causa N° 11.077


    S, 798, L. XLV, 10 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Impugnación de multa impuesta por la Secretaría de Comercio Interior del Ministerio de Economía y Producción. Ley 20680 de abastecimiento de combustible. Absolución de la empresa. Falta de fundamentación suficiente en el recurso del representante del Estado Nacional.


    En el escrito del recurso extraordinario no se rebaten todos y cada uno de los argumentos en que se apoya la sentencia apelada para arribar a las conclusiones de las que se agravia el recurrente. El remedio federal no satisface los recaudos de fundamentación que imponen el artículo 15 de la ley 48 y la acordada 4/2007 del Tribunal.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Infracción Ley 20.680


    S, 524, L. XLV, 10 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Impugnación de multa impuesta por la Secretaría de Comercio Interior del Ministerio de Economía y Producción. Ley 20680 de abastecimiento de combustible. Absolución de la empresa. Falta de fundamentación suficiente en el recurso del representante del Estado Nacional.


    En el escrito del recurso extraordinario no se rebaten todos y cada uno de los argumentos en que se apoya la sentencia apelada para arribar a las conclusiones de las que se agravia el recurrente. El remedio federal no satisface los recaudos de fundamentación que imponen el artículo 15 de la ley 48 y la acordada 4/2007 del Tribunal.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Infracción Ley 20680 - Causa N° 6452


    S, 168, L. XLVI, 10 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Impugnación de multa impuesta por la Secretaría de Comercio Interior del Ministerio de Economía y Producción. Ley 20.680 de abastecimiento de combustible. Absolución de la empresa. Falta de fundamentación suficiente en el recurso del representante del Estado Nacional.


    En el escrito del recurso extraordinario no se rebaten todos y cada uno de los argumentos en que se apoya la sentencia apelada para arribar a las conclusiones de las que se agravia el recurrente. El remedio federal no satisface los recaudos de fundamentación que imponen el artículo 15 de la ley 48 y la acordada 4/2007 del Tribunal.


    Shell Compañía Argentina S.A. s/ Infracción Ley 20.680


    S, 764, L. XLV, 10 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Incorporación de cuestionamientos extemporáneos al recurso extraordinario. Coautoría. Delitos contra la propiedad. Robo agravado por el uso de arma de fuego, en concurso real con coacción agravada por el empleo de arma de fuego.


    Los nuevos cuestionamientos que el recurrente pretende traer a debate en esta instancia extraordinaria resultan extemporáneos y ajenos a la competencia de V.E. por remitir a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, por lo que corresponde rechazar la presente queja, pues la invocación de que se halla involucrada en el pleito una cuestión constitucional, no puede ser el resultado de una reflexión tardía o una mera ocurrencia.


    D., Sebastián Alfredo José s/ Causa N° 8.019.


    D, 226, L. XLV, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Ley 20.680. Imposición de multa a empresa petrolera. Posterior absolución. Falta de fundamentación suficiente en el Recurso Extraordinario.


    El remedio federal no satisface los recaudos de fundamentación que imponen el artículo 15 de la ley 48 y la acordada 4/2007 del Tribunal.


    Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción Ley 20680 - Causa N° 11.194-


    S, 312, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Ley 20.680. Imposición de multa a empresa petrolera. posterior revocación. Fundamentación insuficiente por parte del recurrente.


    En el escrito del recurso extraordinario no se rebaten todos y cada uno de los argumentos en que se apoya la sentencia apelada para arribar a las conclusiones de las que se agravia el recurrente. Así, el remedio federal no satisface los recaudos de fundamentación que imponen el artículo 15 de la ley 48 y la acordada 4/2007 del Tribunal.


    Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción Ley 20.680


    S, 165, L. XLVI, 10 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Prescripción de la acción penal. Paso del tiempo establecido como el máximo de la pena para el delito imputado desde la citación a juicio de las partes. Resolución de la posible prescripción en forma previa a la cuestión de fondo.


    La prescripción en materia penal es de orden público. En consecuencia, debe ser declarada de oficio por el tribunal correspondiente, ya que se produce de pleno derecho, debe ser resuella en forma previa a cualquier decisión sobre el fondo y debe declararse en cualquier instancia del juicio y por cualquier tribunal.


    O. G., Juan Ángel s/ Causa N° 10.523


    O, 269, L. XLV, 07 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de Queja. Rechazo por ausencia de la debida fundamentación de fundamentación, sustentada en agravio federal alguno.


    La queja interpuesta no puede prosperar. por cuanto la impugnación extraordinaria cuyo rechazo la originó carece de la fundamentación autónoma que exige el artículo 15 de la ley 48.


    I., Diego R. s/ Causa N° 6359


    I, 160, L. XLIV, 31 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso Extraordinario Federal. Agravios vinculados a cuestiones de hecho, prueba y derecho común. Intervención limitada de la Corte. Remisión a expediente R. 1096, L. XLIII, "Ruiz, Franco David s/ Robo con armas, etc, -causa n° 2496-".


    Las quejas del recurrente no trasuntan de meras discrepancias en relación con el alcance de normas de derecho procesal, y con la valoración de circunstancias de hecho y prueba, cuya apreciación constituye, en principio, facultad propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia de excepción. El ejercicio que hacen los magistrados de sus facultades para fijar las sanciones dentro de los límites previstos en las leyes respectivas, no suscitan cuestiones que quepa decidir a la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, en tanto se vinculan con aspectos de hecho, prueba y derecho común, salvo arbitrariedad.


    A., Juan Manuel s/ Causa N° 9310


    A, 165, L. XLV, 20 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la causa R. 418, L. LXV "Rolón, Oscar Augusto s/ Causa N° 9.267".


    D., Luis Juan s/ Causa N° 10.379


    D, 362, L. XLV, 06 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Se mantiene el Recurso de Queja interpuesto por el Sr. Fiscal General.


    P., Ubaldino s/ Causa N° 11.617


    P, 41, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Se mantiene la Queja interpuesta.


    C., Mariano Ezequiel s/ Causa N° 11.101


    C, 378, L. XLVI, 20 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Se solicita la remisión de los autos principales.


    R., Jorge Alberto s/ Causa N°12.152


    R, 332, L. XLVI, 15 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Se solicita la remisión de los autos principales.


    S., Cristián Martín s/ Causa N° 11.188


    S, 437, L. XLVI, 14 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Solicitud de los autos principales.


    B., Nicholas y otros s/ Causa N° 9410


    B, 434, L. XLVI, 20 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Supuesta infracción a la ley 22.262. Empresa petrolera. Anterior intervención de la Corte Suprema. Falta de fundamentación suficiente en el recurso de queja interpuesto.


    El recurso extraordinario interpuesto carece de la critica concreta y razonada de las consideraciones del a quo. Asi, en virtud de los principios que gobiernan el instituto, los fundamentos de la sentencia apelada lucen razonables a la luz del precedente invocado, de las constancias de la causa y de las normas aplicadas.


    Repsol YPF Gas S.A. - Cooperativa de obras y Servicios Públicos Sociales y viviendas El Bolson LTDA (COOPETEL - LEDS) - Totalgas Argentina S.A. s/ Infracción Ley 22.262.


    R, 884, L. XLIV, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Actas de infracción labradas por AFIP. Impugnaciones. Aclaratoria. Supuesta omisión de expedirse sobre agravios federales oportunamente introducidos. Improcedencia de la queja.


    La sentencia apelada se integra con el auto que resolvió el pedido de aclaratoria, interpuesto por la actora en los términos del artículo 166, apartado 2°), del Código de rito, el cual no fue objeto de impugnación ni censura; mediante un nuevo remedio extraordinario, sino sólo criticado en la presentación directa por tardío, pese a su contenido explicito y sustantivo en orden a las omisiones acusadas. Lo anterior es así, toda vez que, allende la formulación final denegatoria del pedido de aclaración, lo cierto es que mediante el auto respectivo se suplió, por iniciativa de la propia actora, la omisión en que incurrió la Alzada a propósito de cuestiones deducidas y discutidas en el litigio, como establece el mencionado artículo 166, apartado 2°) in fine, del Código procesal. En tales condiciones, los agravios expuestos en el recurso federal, cuya denegación origina la queja, devienen extemporáneos por prematuros y carentes, por obvias razones, del sustento exigido para la procedencia del remedio, déficit que no es subsanable por la vía de una ulterior presentación directa.


    Techint Compañía Técnica Internacional S.A.C.I. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos s/ impugnación de deuda


    T, 748, L. XLII, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra Rentas de La Pampa. Regla solve et repete. Injustificado rigor formal. Garantía de defensa en juicio.


    El pronunciamiento, al clausurar sin más la instancia abierta cuando la totalidad del capital y de los accesorios estaban ya abonados con sus intereses hasta la fecha del efectivo pago -esto último en cumplimiento de la negativa al pedido de suspensión del acto administrativo resuelto por ese mismo tribunal- aplicó en forma automática la regla del solve et repete en desmedro de las constancias del expediente, haciendo gala de un ciego ritualismo incompatible con el debido proceso adjetivo, por lo que debe descalificarse la sentencia como acto judicial válido.


    Grainco Pampa S.A. c/ Provincia de La Pampa - Dirección General de Rentas s/ Demanda


    G, 916, L. XLIV, 23 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda por despido. Condena a directores de la empleadora. Rechazo del recurso de queja: mera disconformidad con lo decidido.


    Las críticas de los impugnantes no exceden la disconformidad con lo decidido, extremo al que se adiciona que la Corte Suprema ha descartado planteas análogos al propuesto, fundada en el artículo 280 del Código de rito y en la insuficiencia del recurso. Recuérdese que, a propósito del artículo 30 del Régimen de Contrato de Trabajo, la Corte declaró que es impropio del cometido del Tribunal, en el contexto de un recurso extraordinario federal, formular una determinada interpretación del derecho común (cf. Fallos: 3322815). Por lo demás, cabe precisar que la instancia federal no queda habilitada para la interpretación de cualquier fallo de la Corte, sino cuando se controvierte el alcance de uno dictado con anterioridad en la misma causa extremo ajeno al sublite y que el agravio tocante a la imposibilidad de los quejosos de incumplir la ley n° 24.013, dada la falta de intimación personal, resulta tardío pues, en rigor, recién fue introducido en la queja.


    Díaz, Mirtha Ramona c/ Equiphotel S.A. y otros s/ Despido.


    D, 567, L. XLIV, 07 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    El recurso extraordinario, cuya denegación originó esta queja, no se dirige contra una sentencia definitiva o equiparable. Cuestiones susceptibles de ser nuevamente planteadas ante los jueces de la causa. Corresponde desestimar la queja.


    Pozzi, María Elena c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo.


    P, 623, L. XLIII, 23 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    En tanto se trata de una única resolución la cuestionada por todos los recurrentes y confirmada ésta en una sentencia donde se tratan en general los agravios de todos los presentantes, con motivo de la solución propiciada en el dictamen del día de la fecha en los autos B. 80 L. XLV, corresponde admitir la queja.


    Banco Integrado Departamental Cooperativo Limitado y otros c/ BCRA Res. 295/99 (Exp. 100.194/96 SUM FIN 883)


    B, 174, L. XLV, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Exilio. Beneficio previsto en la ley 24.043. Pautas sobre “exilio puro” en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    El tribunal en su pronunciamiento analizó las circunstancias en las que la actora debió abandonar el país y concluyó que debía percibir el beneficio solicitado. Así las cosas, la Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de “exilio puro”.


    Calvo Hermida, Elba Carmen c/ Ministerio de Justicia y DDHH s/ Art. 3 de la Ley 24.043 – Res. 2.089/08 -


    C, 671, L. XLV, 14 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Fondos judiciales depositados a plazo fijo en dólares estadounidenses. Generación de intereses. Cálculo.


    Los fondos judiciales -depositados a la vista o a plazo- integran la capacidad prestable de las entidades financieras depositarias, razón por la cual devengan intereses; incluso la propia ley de autarquía judicial (ley 23.853) incluye como recursos específicos, afectados al Presupuesto de Gastos e Inversiones del Poder Judicial, a los importes liquidados por las instituciones financieras originados en razón de las inversiones dispuestas por los señores jueces nacionales o federales en los juicios que tramitan (art. 30 inc. e) y a toda renta que se obtenga por operaciones financieras que puedan efectuarse con los fondos obtenidos con los recursos enumerados precedentemente (inc. e). Entre las inversiones se detallan las operaciones en moneda de curso legal y en moneda extranjera -tanto se refieran a depósitos a la vista o a plazo fijo-, estipulando el porcentual de comisión por la diferencia entre la tasa activa y la pasiva, conforme a su vez a la capacidad prestable del depósito y la compraventa de títulos. Resulta razonable, la resolución que ordenó abonar los intereses que la imposición legalmente generaba, y que, dada la naturaleza accesoria de éstos, a los efectos de su cálculo, sigan la suerte de la obligación principal.


    B. de P., María Rosa en representación de su hijo menor P. B. R. c/ YPF s/ Accidente


    B, 365, L. XLIV, 04 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Fondos judiciales depositados en dólares estadounidenses. Liquidación. Intereses. Pronunciamiento del Tribunal Superior abstracto. Remisión a S.C. A. N° 1300, L. XLIV, “Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Se advierte que mediante providencia de mero trámite, la magistrada actuante sólo ordenó practicar la liquidación del depósito judicial invertido a plazo fijo, pero no se refirió, puntualmente, a los intereses de dicha imposición. Sin embargo, el banco presentó un recurso de apelación contra esa decisión sobre la base de agravios vinculados a los intereses que -según interpretó- eran mandados a liquidar, el que fue, finalmente, desestimado por la alzada.  Así, no obstante la falta de coherencia entre los fundamentos del fallo del a quo y su parte dispositiva, desde que con fundamentos relacionados a la aplicabilidad de los intereses al depósito judicial de autos, rechaza un recurso contra una decisión que no trata tal aspecto, la ausencia de gravamen para el apelante, convierte en abstracto el pronunciamiento del Máximo Tribunal al respecto.


    Ralston Purina Argentina S.A. c/ Petty Can S.A. y otros s/ Ejecutivo.


    R, 239, L. XLIV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Formalidades de la sentencia: firma del juez, requisito esencial. Conformación de la voluntad mayoritaria del tribunal. Sentencia nula.


    Corresponde habilitar la instancia de excepción pues de las constancias de autos surge que la sentencia apelada no fue suscripta por el juez cuyo voto resultaba dirimente para la conformación de la mayoría requerida para decidir el recurso interpuesto. Ello resulta suficiente para invalidar el acto impugnado por haberse omitido las formalidades sustanciales, sin que se haya invocado supuesto alguno de excepción al funcionamiento del tribunal colegiado; circunstancia que determina su inexistencia como sentencia de un tribunal en violación del artículo 18 de la Constitución Nacional. Esta solución guarda congruencia, además, con las prescripciones locales en la materia. Así, no siendo válido el pronunciamiento sobre el fondo del asunto, resulta inoficioso pronunciarse sobre los restantes agravios vertidos por el recurrente con sustento en la doctrina de la arbitrariedad puesto que, al tacharse de nula la sentencia no tiene cabida la discusión planteada en torno a los argumentos que lo sustentan.


    Stacchiola Marino, Luis c/ Barni de Zenarruza, María Beatriz s/ Desalojo por vencimiento de contrato.


    S, 493, L. XLV, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Incidente de tasa de justicia. Nulidad de contrato comercial. Susceptibilidad de apreciación pecuniaria. Adecuada proporción del gravamen. Posible confiscatoriedad. Derecho de propiedad. Falta de prueba concreta y circunstanciada. Rechazo de la queja.


    Los agravios de la recurrente -fundados en que el objeto de este litigio no es susceptible de apreciación pecuniaria y que la sentencia a dictarse en autos no tendrá, en ningún caso, la finalidad de incidir en su patrimonio- resultan inadmisibles pues, para su rechazo, la Cámara dio fundamentos que acuerdan sustento suficiente a lo resuelto, sin que las discrepancias del recurrente con la inteligencia otorgada a la ley 23.898 resulten eficaces pata habilitar la vía excepcional intentada. La exégesis que la Alzada realizó de los arts. 2° y 4° de esta norma para considerar que la pretensión de nulidad del contrato de opción de compra de acciones es susceptible de apreciación pecuniaria, así como para fijar este valor en función de la diferencia entre el precio establecido en la opción de compra y el valor real de las acciones objeto del acuerdo, no excede el marco de una discreta interpretación de aquellos preceptos. Por el contrario, lo contrario al sentido común y a la realidad de los hechos sería afirmar que la petición de nulidad de un contrato comercial como el aquí debatido no resulta susceptible de apreciación pecuniaria a los fines de abonar la tasa de justicia adeudada. En idéntico sentido, resultan insustanciales para la apertura de la vía extraordinaria, los planteos con los que la actora pretende sustentar, con base constitucional, su objeción al pago de la tasa de justicia. Cabe recordar que el Tribunal ha dicho, en efecto, que las tasas suponen una contraprestación aproximadamente equivalente al costo del servicio prestado, más también aclaró que respecto de ciertos servicios no resulta posible fijar con exactitud el costo individual y, por ende, se fijan contribuciones aproximadas, equitativas, que pueden dejar superávits en unos casos y déficits en otros, estableciéndose compensaciones en cálculos hacendarios más o menos acertados, pero que los jueces no pueden revisar. Asiste razón al pronunciamiento recurrido cuando señala que la actora no ha acreditado, como era menester, que la tasa tiene alcances confiscatorios, ya que se ha limitado a esgrimir una afectación sustancial e irreparable de su patrimonio sin ofrecer prueba alguna tendiente a ilustrar a los jueces de la causa sobre el efectivo perjuicio que invoca.  Esgrime asimismo la actora que la exigencia tributaria le provoca una indebida afectación de su derecho de defensa y del acceso a la justicia, transformándose en una valla infranqueable para litigar. La parte se circunscribe a alegar un supuesto cercenamiento de su derecho a la defensa en juicio mas sin haber aportado elemento alguno al momento de oponerse al pago de la tasa intimada, tendiente a demostrar la imposibilidad de sufragar la gabela que constituye la causa de ese hipotético perjuicio, motivo por el cual sus afirmaciones se evidencian, al menos, carentes de todo sustento. Por lo demás, no puede sostenerse genéricamente que la tasa de justicia obste a la posibilidad de acceder a la jurisdicción, toda vez que la falta de ingreso del tributo no impide la prosecución del trámite normal del juicio (art. 11, ley 23.898).


    W de Argentina Inver S.L. c/ Telecom Italia Internacional s/ Incidente de tasa de justicia


    W, 25, L. XLV, 14 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Nulidad del despido y reinstalación de la reclamante. Supuesta conducta discriminatoria. Distribución de las cargas probatorias. Sana crítica. Rechazo del recurso.


    Los agravios dirigidos a cuestionar la sentencia por haber prescindido la cámara de la prueba incorporada al proceso no es apto para suscitar la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, toda vez que el tribunal, en la ponderación de las constancias de la causa, apoyó su decisión con argumentos suficientes en las declaraciones de testigos que citó y su grado de convicción podría enmarcarse en la regla de la sana crítica (art. 386 del CPCCN). Ello es así máxime, cuando la sentencia se sustenta en argumentos no federales que, más allá de su acierto o error, resultan suficientes para excluir la tacha de arbitrariedad invocada.


    Pellicori, Liliana Silvia c/ Colegio Público de Abogados de la Capital Federal s/ amparo


    P, 489, L. XLIV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja. Depósito de las sumas de condena sin hacer reserva de continuar el recurso. Desistimiento tácito.


    De las constancias de autos se desprende que después de la presentación del recurso de hecho, la citada Provincia Servicios de Salud S.A. acreditó el depósito de las sumas resultantes de la liquidación practicada, que integraron el capital de condena e intereses y honorarios de la representación letrada de la actora y perito contador, dándolos en pago, sin formular en dichos actos reserva de continuar con el trámite de la queja. En consecuencia, se libraron los respectivos giros, posteriormente retirados por las interesadas. Cabe atribuir a tal proceder -con arreglo a jurisprudencia reiterada del Alto Cuerpo- el carácter de desistimiento tácito de la impugnación deducida mediante la presentación del recurso de hecho en trámite.


    Sinchicay, Mónica Fabiana y otro c/ Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia s/ Despido.


    S, 3, L. XLV, 28 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia de fecha 18 de diciembre de 2007 en causa L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior – Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios”.


    Sin perjuicio de que la solución expuesta se ajusta a la doctrina sentada por la Corte en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior – Policía Federal s/ daños y perjuicios".


    Anibal Juan c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ Daños y Perjuicios


    A, 52, L. XLVI, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la sentencia de fecha 18 de diciembre de 2007 en causa L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior – Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios”.


    Sin perjuicio de que la solución expuesta se ajusta a la doctrina sentada por la Corte en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior – Policía Federal s/ daños y perjuicios".


    Temchuk, Juan Felix c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos s/ Daños y perjuicios


    T, 228, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos B. 2048, L. XLII “Barrios, Leónidas Alberto y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional” y C. 2178, L. XLII “Cuesta, Eulogio c/ Poder Ejecutivo Nacional”.


    López Kaltenegger, Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    L, 285, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos F. 43; L. XLV, "Flores de Massari, Maria Cedermina c/ Zangari, Alejandro s/ ejecutivo".


    Fiasche, Jose y Fiasche, Francisco Sociedad de Hecho s/ Quiebra


    F, 41, L. XLV, 04 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. C. N° 3221, L. XLII "Castro de Olmedo, María Lucia y otros c/ Caja de Jubilaciones Pensiones y Retiros de Córdoba", y S.C. W, N° 51, L. XLIII "White, Nicolás c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de la Provincia de Córdoba".


    Nallar, Salomon Waldo c/ Caja de Jubilaciones Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Amparo


    N, 124, L. XLIII, 28 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. C. N° 3221, L. XLII; "Castro de Olmedo, M y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de la Provincia de Córdoba".


    Gianni de González, Gloria María c/ Caja de Jubilaciones Pensiones y Retiros de Córdoba s/ plena jurisdicción - Recursos de casación e inconstitucionalidad


    G, 327, L. XLV, 12 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. C. N° 681, L. XLV "Cabello, Ángeles Isabel c/ Provincia de Buenes Aires (Instituto de Previsión Social)".


    Von Wernich, Roberto Federico c/ Provincia de Buenos Aires (Instituto de Previsión Social) s/ demanda


    V, 602, L. XLII, 27 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. F. N° 43; L. XLV, "Flores de Massari, Marra Cedermina c/ Zangari, Alejandro s/ ejecutivo".


    Dirabe S.A. s/ Quiebra


    D, 721, L. XLIV, 11 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. S. N° 3, L. XLV "Sinchicay Mónica Fabiana y otro c/ Asociación Francesa Filantrópica de Beneficeneia".


    Sinchicay, Mónica Fabiana y otro c/ Asociación Francesa Filantrópica y de Beneficencia s/ Despido.


    S, 6, L. XLV, 28 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Resulta innecesario un pronunciamiento en esta queja, toda vez los agravios planteados ya han sido tratados en otro dictamen de la fecha.


    Novello, Rafael Victor Apoderado de la Unión Civica Radical y otros s/ Impugnan Candidatura a Diputado Nacional.


    N, 137, L. XLV, 15 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Títulos de deuda. Diferimiento del pago. Inconstitucionalidad del art. 1° del Dec. 471/02. Precedente “Galli”. Inteligencia y alcance de los precedentes de la Corte Suprema.


    Con arreglo a lo previsto en el art. 14 de la ley 48, siempre que esté en tela de juicio la inteligencia de un pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa, en que el recurrente funda el derecho que estima asistirle, se configura una hipótesis que hace formalmente viable el recuro extraordinario. Empero, la procedencia sustancial de dicho recurso está supeditada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte, cuya evaluación corresponde a los integrantes de la Corte por ser los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos, especialmente en supuestos como el de autos en el que no hubo intervención previa del Ministerio Público.


    Astelarra, María Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    A, 751, L. XLV, 27 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Requisitos de Admisibilidad


    Desestimación recurso de queja: examen de cuestiones de hecho y prueba. Ausencia de arbitrariedad.


    Los agravios de la apelante remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba, propias del tribunal de la causa y ajenas -como regla y por su naturaleza- al recurso deducido, máxime cuando la decisión se sustenta en argumentos suficientes que, más allá de su acierto o error, bastan para excluir la tacha de arbitrariedad invocada y, por tanto, que la presente queja debería ser desestimada.


    Sánchez, Hermida, Jimena c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 2498/08 (Ex. 163.128/07).


    S, 505, L. XLV, 18 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Garantías constitucionales: defensa en juicio, debido proceso y garantía a la doble instancia. Instrumentos internacionales de protección de Derechos Humanos con jerarquía constitucional. Sentencia condenatoria y decisiones procesales diferentes a ésta. Doctrina de la arbitrariedad. Deber que tienen las instancias inferiores de conformar sus decisiones a las sentencias de la Corte dictadas en casos similares.


    Si bien las decisiones que declaran la improcedencia de los recursos extraordinarios locales no justifican el otorgamiento del remedio previsto en el Art. 14 de la ley 48, corresponde descalificar lo resuelto si se ha sustentado en fundamentos dogmáticos que no dieron respuesta jurídica a la controversia suscitada lo cual, no sólo vicia a la sentencia como acto jurisdiccional válido por omisión de pronunciamiento de cuestiones conducentes, sino que también constituye una negativa a juzgar la materia constitucional planteada, de ineludible competencia para el tribunal superior. La evolución en la valoración del significado de la impugnación de la sentencia condenatoria a causa del riesgo del error judicial ocurrida en el último medio siglo condujo a interpretar de manera amplia el derecho de defensa en juicio y a considerar a la posibilidad de revisión de la condena de primera instancia ante un tribunal superior como una manifestación de ese derecho. Este derecho a defenderse una vez más, después de la defensa en primera instancia y antes de que la resolución pase en autoridad de cosa juzgada, que en nuestro ordenamiento constitucional encuentra una base normativa en el Art. 18 de la Constitución Nacional, ha sido receptado, a su vez, en varios instrumentos internacionales de protección de derechos humanos, algunos de ellos vigentes con rango constitucional en el ordenamiento jurídico argentino. Además la jurisprudencia de la Corte Interamericana, siguiendo en lo sustancial al Comité de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, siempre ha entendido que el Art. 8.2.h de la Convención consagra un derecho del condenado a recurrir la sentencia adversa antes de que ésta quede firme, esto es, que otorga una garantía de reconsideración de caso ante un tribunal superior prevista a favor del condenado en primera instancia con la finalidad de reducir el riesgo de error judicial. El derecho internacional de los derechos humanos no establece un derecho fundamental a recurrir toda decisión procesal, sino solamente uno a recurrir la sentencia condenatoria. No obsta a esta conclusión que la Comisión Interamericana de Derechos Humanos en el Informe 24/92 se haya referido al derecho al recurso en relación con decisiones procesales diferentes de la sentencia condenatoria. Como es conocido, la Comisión allí estableció que "el recurso de casación es una institución jurídica que, en tanto permite la revisión legal por un tribunal superior del fallo y de todos los autos procesales importantes, incluso de la legalidad de la producción de la prueba, constituye en principio un instrumento efectivo para poner en práctica el derecho reconocido por el art. 8.2.h de la Convención". Sin embargo, en el marco de ese informe la referencia a "todos los autos procesales importantes" tan sólo constituye un obiter dictum irrelevante para la decisión, pues en ninguno de los casos analizados en ese informe se discutía la existencia de un derecho al recurso sobre decisiones diferentes de la sentencia condenatoria. Circunscripto así el alcance con el que ha sido concebida la garantía de la doble instancia, nada impide, sin embargo, que, en aplicación del principio de desarrollo progresivo, se pueda postular una analogía in bonam partem de modo de extender el derecho al recurso también a la decisión que resuelve el encarcelamiento preventivo, teniendo en cuenta que desde el punto de vista de los efectos materiales no se distingue de la privación de la libertad a título de condena. Las decisiones que desestimaron los recursos interpuestos, sin verificar la aplicación al caso de la garantía constitucional alegada, se erigen así como arbitrarias desde que se apartan de los precedentes "Strada" y "Di Mascio". El apartamiento de esta clara jurisprudencia del Tribunal, sin justificación expresa, se opone además al deber que tienen las instancias inferiores de conformar sus decisiones a las sentencias de la Corte dictadas en casos similares, en virtud de su condición de intérprete supremo de la Constitución Nacional y de las leyes dictadas en consecuencia.


    A., Oscar Alfredo s/ Causa N° 104.552


    A, 378, L. XLV, 16 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Robo agravado por el uso de armas. Tipo de armas comprendidas por la agravante. Cuestiones de derecho común, ajenas a la vía extraordinaria. Oportunidad de planteos sobre constitucionalidad. Falta de fundamentación del recurrente.


    La interpretación en que se funda el fallo apelado, no excede el marco de exégesis razonable sobre una norma de derecho común, y su examen resulta, en consecuencia, ajeno a la competencia de V.E. cuando conoce por la vía extraordinaria. La cuestión constitucional debe plantearse en la primera oportunidad posible en el curso del proceso, exigencia que tiene por objeto que el tema de agravio haya sido sometido a las instancias ordinarias y debatido en ellas, evitando así lo que constituye una reflexión tardía de las partes.


    L., Jonathan Ángel s/ Causa N° 91.128


    L, 357, L. XLV, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Daños y perjuicios. Accidente durante un partido de rugby. Inadmisibilidad del recurso de queja: sentencia razonable y fundada. Mera discrepancia con lo decidido. Falta del recaudo de ser un recurso autosuficiente.


    La sentencia examinada no ha incurrido en una limitación sustancial injustificada de la vía utilizada, ni ha afectado el derecho de defensa en juicio y debido proceso. El apelante debería haber explicado escrupulosamente dónde reside la incongruencia del razonamiento reseñado en torno a la inexistencia de infracción reglamentaria atribuible al réferi, extremo que no ha satisfecho cabalmente, conforme lo reclamaba el particular devenir de este proceso. Estudiadas así las alegaciones esbozadas a título de arbitrariedad, en el caso no se ha acreditado la cualidad excepcional de las irregularidades acusadas, requisito ineludible para la apertura del recurso extraordinario. En este ámbito, la pauta seguida invariablemente por esa Corte, indica que la mera invocación de arbitrariedad o de agravios constitucionales, no alcanza para descalificar a las decisiones de los jueces locales. La apelación no cubre el recaudo básico de autosuficiencia. Es que, como tiene dicho VE la autonomía no se logra con la expresión de una opción jurídica contraria a la de los jueces, cuando ella no atiende ni controvierte con idoneidad las bases centrales en las que éstos se sustentaron. El tribunal, como elemento primordial, desechó la casación por no detectar vicios formales relevantes, sin que al así hacerlo haya incurrido en desaciertos groseros, que puedan comprometer la garantía de la defensa en juicio. De manera que los agravios -algunos, incluso, apartados de posturas sustentadas anteriormente, o reiterativos de ideas ya desechadas- quedan reducidos a meras diferencias con el criterio de la Corte local, en punto a eventuales errores de ponderación en un ámbito de hecho, prueba y derecho común, extraño a la intervención correctiva acotada que incumbe a VE en la órbita del recurso federal. Con ello, sea cual fuere la propia visión acerca de la mejor forma de zanjar este debate, no procede entrar aquí en ese orden de consideraciones. Al contrario, según la doctrina de Corte, la solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la apreciación de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa; y, en tal sentido. VE no es -salvo en el recurso ordinario-, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar dichas cuestiones.


    B. S., J. G. c/ Unión Cordobesa de Rugby y otros s/ ordinario


    B, 1179, L. XLIV, 10 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso Extraordinario Federal


    Remisión a lo dictaminado en autos A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Maiorini, Roberto s/ Quiebra


    M, 317, L. XLV, 04 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Moreno, Jose Alfonso y otros c/ E.N. M° Interior GN Dtos 1104/05 y 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    M, 197, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


     


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Ortega, Salvador Moises y otros c/ Estado Nacional, Ministerio de Justicia GN Dto 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    O, 56, L. XLVI, 15 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictámenes emitidos en las causas B. 2048, L. XLII, "Barrios, Leónidas Alberto y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional" y L. 285, L. XLV, "López Kaltenegger Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ amparo".


    Pozzi, María Elena c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    P, 639, L. XLIV, 23 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Se mantiene el recurso extraordinario interpuesto por el Fiscal General.


    Unión Argentina de Pescadores Artesanales c/ Dirección de Desarrollo Marítimo y Fluvial s/ Amparo.


    U, 8, L. XLVI, 03 de mayo de 2010


    Ver Dictamen


    Remisión al dictamen C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (ex 141610/04)".


    Cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 16 de diciembre de 2008).


    Navarro, Susana Teresa c/ Ministerio de justicia y derechos humanos s/ Art. 3 ley 24.043 - Resol. 661 ex 142.855/04


    N, 194, L. XLV, 23 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Chudoba, Silvio Fernando y otros c/ Ministerio del Interior GN Dtos. 1.126/06 861/07 s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


    C, 1175, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Garzon, Mariano Roque y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Justicia GN Dtos 1126/06 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    G, 323, L. XLVI, 15 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Lapertosa, Oscar Horacio y otros c/ Estado Nacional, Ministerio del Interior GN Dto 1104/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    L, 121, L. XLVI, 15 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    A los fines de mejor dictaminar, resulta necesario conocer el temperamento adoptado por el Juzgado Federal en lo Criminal y Correccional de San Martín, al que se Ie habría girado copia íntegra de la causa, con miras a su intervención. En consecuencia, se solicita que se requiera el expediente o fotocopia certificada de las actuaciones labradas en dicha sede.


    Belmonte, Andrea Fabiana y otros s/ Materia a categorizar (277)


    COMP, 62, L. XLVI, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Agravio fundado en la valoración de circunstancias agravantes inconstitucionales. Proceso penal en trámite. Remisión a fallos 328:4343.


    No resulta posible valorar un procedimiento en trámite como factor determinante para elevar el monto de la pena, sin vulnerar el principio de inocencia.


    C., Dario Ruben s/ Recurso de Casación


    C, 633, L. XLV, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Ausencia de fundamentación respecto de los agravios federales planteados. Alegación de sentencia definitiva o equiparable. Ne bis in idem. Rechazo.


    El recurso no observa la condición exigida por el artículo 14 de la ley 48 en lo que respecta a la existencia de sentencia definitiva o equiparable a ella por su efectos. La pretensión de traer a debate ante esta instancia extraordinaria un cuestionamiento que no fue presentado ante la anterior, no puede ser acogida pues constituye una reflexión tardía sobre el punto. No existen plazos automáticos o absolutos y precisamente, la referencia a las particularidades del caso aparece como ineludible, pues ese derecho se encuentra limitado a que los apelantes acrediten lo irrazonable de la prolongación.


    R. P., María Soledad s/ Abuso Sexual Agravado


    R, 276, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Concesión de suspensión de juicio a prueba. Agravios de la querella referentes a cuestiones de derecho común. Cuestiones ajenas a la competencia de la Corte.


    Desde su origen, la cuestión que se intenta someter a conocimiento de V.E. remite al análisis de normas referidas a una materia propia de derecho común, que en la medida que fueron resueltos sin arbitrariedad y con fundamentos de igual naturaleza, no habilitan esta instancia extraordinaria.


    V., María Elena s/ Defraudación por desbaratamiento de derechos acordados en concurso con falsificación de documento público


    V, 194, L. XLV, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Devolución de los autos a la Corte por incumplimiento, por parte de un juzgado de primera instancia de Santa Fe, de instrucciones impartidas por la Corte Suprema. Obligatoriedad de las sentencias de la Corte Suprema.


    La supremacía de la Corte, cuando ejerce la jurisdicción que la Constitución y las leyes le confieren, impone a todos los tribunales, nacionales y provinciales, la obligación de respetar y acatar sus decisiones. En razón de ello, se ha señalado que las autoridades de una provincia (entre las que se encuentran los Jueces locales) no pueden trabar o turbar en forma alguna la acción de los Jueces que forman parte del Poder Judicial de la Nación y el deber de acatamiento que sobre ellas pesa adquiere mayor significación cuando se trata de pronunciamientos de la Corte, que es suprema en el ejercicio de su competencia y cuyas decisiones son de cumplimiento inexcusable, sin que a ninguna autoridad provincial le esté permitido desconocerlas


    R., Juan Alfredo y otros s/ Infracción Art. 103 del Código de Faltas - Causa N° 2723-


    R, 1812, L. XLI, 09 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Devolución recurso de queja a fin de tramitar junto con su principal.


    Minera del Altiplano S.A. c/ Estado Nacional - PEN s/ Amparo


    M, 889, L. XLV, 13 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Dictamen en los autos principales: innecesariedad de pronunciamiento en la queja.


    W de Argentina Inversiones SL - Incidente parte demandada c/ Telecom Italia Internacional NV s/ Medida cautelar (autónoma) s/ incidente de continuación de trámite


    W, 16, L. XLVI, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Dictamen en los autos principales: innecesariedad de pronunciamiento en la queja.


    W de Argentina Inversiones SL c/ Telecom Italia Internacional NV y otro s/ Medida cautelar autónoma s/ incidente de continuación de trámite


    W, 17, L. XLVI, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Diferimiento del pago de la deuda pública. Remisión dictámenes emitidos en las causas P. 1493, L. XLII, "Pérez Villalba, María Magdalena c/ Poder Ejecutivo Nacional" y T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    Cabe agregar que el diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (art. 49 y 51). Sin perjuicio de ello, con relación a la posible aplicación de la ley 26.017 y el decreto 1735/04, es inoficioso emitir pronunciamiento ya que la recientemente sancionada ley 26.547 suspendió la vigencia de los arts. 2,3 y 4 de la ley mencionada hasta el 31 de diciembre de 2010, o hasta que finalice el proceso de reestructuración de la deuda pública (art. 1 de la ley 26.547).


    Goñi, Alberto Omar c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    G, 284, L. XLV, 11 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Diferimiento del pago de la deuda pública. Remisión dictámenes emitidos en las causas P. 1493, L. XLII, "Pérez Villalba, María Magdalena c/ Poder Ejecutivo Nacional" y T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    Con relación a la posible aplicación de la ley 26.017 y el decreto 1735/04, es inoficioso emitir pronunciamiento ya que la recientemente sancionada ley 26.547 suspendió la vigencia de los arts. 2,3 y 4 de la ley mencionada hasta el 31 de diciembre de 2010, o hasta que finalice el proceso de reestructuración de la deuda pública (art. 1 de la ley 26.547). Cabe agregar que el diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (art. 49 y 51).


    Garrafa, Pierino Gustavo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    G, 541, L. XLIV, 08 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Estese a lo dictaminado en S.C. H. n° 36, L. XLVI; "Horisberger, Mario y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario y sus acumulados".


    Horisberger, Mario Antonio y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario


    H, 37, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Estese a lo dictaminado en S.C. H. n° 36, L. XLVI; "Horisberger, Mario y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario y sus acumulados".


    Horisberger, Mario Antonio y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario


    H, 38, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación. Denegatoria de Recurso Extraordinario por parte de la Cámara de Casación. Recurso de Queja por parte del Fiscal General. Apartamiento infundado de la sala, respecto de sus propios precedentes.


    La respuesta brindada por el a quo, al considerar la concesión del recurso extraordinario, debió haber explicado al menos las razones que lo llevaban a no seguir la línea jurisprudencial de su propia sala, incluso en el expediente al que parificó el presente caso a efectos de resolver la cuestión. Este déficit, de conformidad con la doctrina de la arbitrariedad desarrollada por V.E., privan al pronunciamiento de fundamento suficiente que lo sustente y ello basta para descalificarlo como acto jurisdiccional válido.


    S. M., Carlos Guillermo s/ Causa N° 12291


    S, 337, L. XLVI, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas (FIA). Facultad para intervenir en procesos penales no iniciados por su propia denuncia. Legitimación para recurrir. Interpretación de la L.O.M.P. en la materia.


    Ya en ocasión de aprobar el reglamento interno de la FIA, en el año 2005, el Procurador General adoptó la interpretación más favorable a la intervención de ese organismo, al disponer que la FIA se hallaba facultada a participar en los procesos penales de su competencia, en los términos del art. 45, aunque la causa no hubiese sido iniciada por su propia denuncia, interpretación reiterada luego en la Res. PGN Nº 147/08, del 5 de noviembre de 2008 y, en la Res. PGN nº 133/09, del 13 de octubre de 2009. Cabe recordar que la inteligencia de las leyes debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general y los fines que las informan y a ese objeto la labor del intérprete debe ajustarse a un examen atento de sus términos que consulte la racionalidad del precepto y la voluntad del legislador, extremos que no deben ser obviados por las posibles imperfecciones técnicas de la instrumentación legal, precisamente, para evitar la frustración de los objetivos de la norma. Y, desde esta perspectiva, la exégesis de la norma propuesta y adoptada en los instrumentos mencionados es la que se conforma más acabadamente a lo que indican esos principios hermenéuticos, en tanto favorece del mejor modo la consecución de los objetivos para los que fue concebida la FIA.


    Moreno, Guillermo s/ Recurso de Queja.


    M, 534, L. XLVI, 17 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Garantías constitucionales: Debido proceso y garantía de la imparcialidad. El mismo tribunal que condenó al imputado había confirmado el procesamiento y prisión preventiva durante la etapa de instrucción.


    Es incompatible con los principios del debido proceso, por quebrantamiento de la tutela de imparcialidad, la doble actividad, persecutoria primero y de juzgamiento después. De todos modos se habría violado la garantía de imparcialidad como fruto de una deficiencia estructural del sistema de enjuiciamiento penal.


    R., Gregorio s/ Recurso de casación.


    R, 648, L. XLV, 11 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Impugnación de multa impuesta por la Secretaría de Comercio Interior del Ministerio de Economía y Producción. Ley 20680 de abastecimiento de combustible. Absolución de la empresa. Falta de fundamentación suficiente en el recurso.


    En el escrito del recurso extraordinario no se rebaten todos y cada uno de los argumentos en que se apoya la sentencia apelada para arribar a las conclusiones de las que se agravia el recurrente. El remedio federal no satisface los recaudos de fundamentación que imponen el artículo 15 de la ley 48 y la acordada 4/2007 del Tribunal.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Infracción Ley 20.680 - Causa N° 6446


    S, 166, L. XXXVI, 10 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Infracción a la ley 20.680 y resolución 25/2006 de la Secretaría de Comercio Interior. Impugnación de sanción impuesta a empresa petrolera. Deber de abastecimiento a las estaciones de servicio.


    El remedio federal no satisface los recaudos de fundamentación que imponen el artículo 15 de la ley 48 y la acordada 4/2007 del Tribunal. Respecto de la alegación de gravedad institucional, sólo se ha hecho en términos genéricos y mediante meras afirmaciones dogmáticas que tampoco satisfacen aquel requisito de la apelación.


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción Ley 20.680


    S, 190, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Infracción a la ley 20.680 y Resolución 25/2006 de la Secretaría de Comercio. Impugnación de sanción impuesta a empresa petrolera. Deber de abastecimiento a estaciones de servicio.


    El remedio federal no satisface los recaudos de fundamentación que imponen el artículo 15 de la ley 48 y la acordada 4/2007 del Tribunal. La alegación de gravedad institucional solo se ha hecho en términos genéricos y mediante meras afirmaciones dogmáticas que tampoco satisfacen aquel requisito de la apelación.


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción Ley 20.680


    S, 704, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Prescripción de la acción penal. Garantía de ser juzgado en un plazo razonable. Art. 62 del C.P. Inexistencia de plazos legales automáticos o absolutos.


    Lo relativo a la prescripción de la acción penal es materia ajena a la jurisdicción extraordinaria por versar esencialmente sobre temas de hecho y derecho procesal y común. Sin embargo cabe hacer excepción a ese principio cuando el pronunciamiento recurrido carece de fundamentación suficiente o luce en forma inequívoca un apartamiento de la solución normativa prevista por ley. No existen plazos automáticos o absolutos, y la inobservancia de los términos de derecho interno no configura, por sí, una violación a la garantía de ser juzgado en un plazo razonable.


    A., Dardo Gustavo s/ Causa N° 7363


    A, 1059, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Pronunciamiento en el día de la fecha en los autos.


    Unión de Usuarios y Consumidores c/ Estado Nacional - Secretaría de Comunicaciones s/ Amparo Ley 16.986


    U, 50, L. XLV, 09 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario. Falta de fundamentación suficiente. Derecho a ser juzgado en un plazo razonable. Prescripción. Remisión a S.C. A. 395, L. XL, "Henin, Guillermo Arturo s/ Defraudación contra la Administración Pública -causa N° 43.129".


    Las reglas que rigen la prescripción constituyen materia propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la jurisdicción extraordinaria federal.


    H., Guillermo Arturo y otros s/ Inc. de procesamiento y embargo.


    H, 5, L. XLV, 08 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso Extraordinario. Remisión a lo dictaminado en los autos M.25 XLVI "Montecchiari, Claudio s/ Recurso de queja".


    M., Claudio Alejandro s/ Recurso extraordinario


    M, 26, L. XLVI, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión "Cabrera" (Fallos: 327:2905) y dictamen emitido en la causa H. 39, L. XLIV "HSBC Administradora de Inversiones S.A. c/ PEN - Ley 25.561 y Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo ley 16.986".


    Alonso de Badini, Matilde y otro c/ Banco Privado de Inversiones S.A. s/ Ordinario


    A, 427, L. XLIV, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión "Cabrera" (Fallos: 327:2905) y dictamen emitido en la causa H. 39, L. XLIV, "HSBC Administradora de Inversiones S.A. c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo ley 16.986".


    Banco Río de La Plata S.A. c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo ley 16.986


    B, 95, L. XLV, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ E.N. - M° Interior - GN - Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Benitez, Domingo Eduardo c/ E.N. Ministerio de Defensa Ejército Dto 1104/05 1095/06 s/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    B, 89, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ E.N. - M° Interior - GN - Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Buchanan, Hugo Oscar y otros c/ E.N. Ministerio del Interior GN Dtos 1104/05 y 1126/06 s/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    B, 150, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ E.N. - M° Interior - GN - Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Ibarra, Nestor Gustavo y otros c/ E.N. Ministerio del Interior GN Dtos 1104/05 y 1126/06 s/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    I, 24, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ E.N. - M° Interior - GN - Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Mara, Hugo Jorge y otros c/ E.N. Ministerio del Interior GN Dtos 2769/93 y 1126/06 d/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    M, 168, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ E.N. - M° Interior - GN - Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Osuna, Jorge Oreste c/ E.N. Ministerio de Defensa Ejército Dto 1104/05 1095/06 s/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    O, 36, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ E.N. - M° Interior - GN - Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Dinelli, Claudio Rodolfo y otros c/ E.N. Ministerio del Interior GN Dto 1104/05 s/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    D, 90, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ E.N. - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Chagaray, Antonio Mariano y otros c/ E.N. M° del Interior GN Dtos 1104/05 1126/06 s/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    C, 110, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ E.N. - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Forastier, Antonio c/ E.N. Ministerio del Interior GN Dtos 1246/05 1126/06 s/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    F, 50, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a causa A. 93, XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de casación".


    H., Jose Hugo s/ Recurso de Casación


    H, 53, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Comp. 118, L. XLIII, "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios- resp. Prof médicos y aux".


    Castiñeira, Noelia Carolina c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ daños y perjuicios


    COMP, 969, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a dictamen B. 965, 1. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Gerber, Jorge Mauricio y otro c/ E.N. Minisiterio de Defensa Dto 1104/05 s/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    G, 115, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a dictamen B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ E.N. - M° Interior - GN - Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Silva, Cristian Orlando y otros c/ E.N. Ministerio del Interior Dtos 1246/05 y 1126/06 s/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    S, 109, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a dictamen B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ E.N. - M° Interior - GN - Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Sole, Cristian Omar y otros c/ E.N. Ministerio de Defensa AA Dto 1104/05 1053/08 s/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    S, 124, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a dictamen B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ E.N. - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Sepulveda, Pablo Sebastian y otros c/ E.N. Ministerio del Interior GN Dto 1104/05 y 1126/06 s/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    S, 82, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a dictamen B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ E.N. - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Sequeira, Ariel y otros c/ E.N. Ministerio de Justicia GN Dto 1126/06 s/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    S, 118, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a dictamen B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ E.N. - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Tomatis, Roberto Marcelo c/ E.N. DNG Dto 1126/06 s/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    T, 21, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Fallos 329:3054, 329:3488 y 330:3483.


    Gómez, Carmen Clementina c/ Monzón, Diego y otros s/ daños y perjuicios - acc. tran. c/ les. o muerte


    G, 1122, L. XLIV, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Fallos 329:3054, 329:3488 y 330:3483.


    Tevéz, Walter Adrián c/ Modo S.A. de Transporte Automotor y otros s/ daños y perjuicios acc. tran. c/ les. o muerte


    T, 288, L. XLV, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Fallos: 329:3054, 329:3488 y 330:3483.


    Szkaluba, Osvaldo Francisco c/ Duarte, Ramón y otros s/ daños y perjuicios


    S, 1061, L. XLIV, 16 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Fallos: 332:12.


    Estado Mayor General del Ejército Argentino s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    R, 441, L. XLV, 19 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la causa A. 93; L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de casación".


    L., Horacio y otros s/ Ley 24.390


    L, 197, L. XLVI, 13 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos B. 262, L. XLV.


    B., Fabian Gabriel y otros s/ Inf. Art. 189 bis - Portación de Arma de Fuego de Uso Civil - del Código Penal - Causa N° 6192/2008 -


    B, 242, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en " A. 885, L. XLIV. "Arte Radiotelevisivo Argentino S.A c/ EN-Dto. 1214/03 s/ proceso de conocimiento".


    Cuyo Televisión S.A. y otros c/ Estado Nacional p/ acción declarativa de inconstitucionalidad


    C, 1228, L. XLV, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en "S.C. B. 1191, L. XLIV, Batista, Heraldo Antonio y otro c/ Parrucci, Graeiela y otro s/ despido".


    Batista, Heraldo Antonio y otro c/ Parrucci, Graciela y otros s/ despido


    B, 1156, L. XLIV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en "S.C. B. 1191, L. XLIV, Batista, Heraldo Antonio y otro c/ Parrucci, Graeiela y otro s/ despido".


    Batista, Heraldo Antonio y otro c/ Parrucci, Graeiela y otro s/ despido


    B, 1165, L. XLIV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en "Sánchez y Toledo Alfonso c/ P.E.N. y otros s/ amparo", S.C. Comp. N° 512, L.XLIII, y "Loguercio, Federico T. c/ Banco de la Nación Argentina s/ acción declarativa", S.C. Comp. N° 376, L. XLIV.


    Montero, Perfecto c/ Banco de la Nación s/ amparo


    COMP, 628, L. XLVI, 19 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos caratulados "Villareal, Ángel y otros s/recurso de casación", letra V, N° 361, libro XLV.


    S., Rafael Ramón s/ Recurso de casación (en Autos Galvan Sergio Daniel)


    S, 427, L. XLV, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en B. N° 875, L XLIV.


    B. de G., M. A. y otro c/ Sanatorio Agote y otros s/ daños y perjuicios


    B, 934, L. XLIV, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en C. 1056. XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Ocampo, Jorge Raúl c/ Buenos Aires, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar


    O, 279, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en C. 1056. XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Pereira, Delfino y otros c/ Formosa, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar


    P, 676, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en C. 1056. XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Pereyra, Héctor Guillermo c/ Córdoba, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ ordinario


    P, 677, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en C. 1056. XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Roda, David y otro c/ Santa Fe, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar


    R, 678, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en C. 1056. XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Vallejos, Pompeyo Antonio c/ Buenos Aires, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar


    V, 436, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en C. 1056. XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Zilli, Hugo Osvaldo y otros c/ Buenos Aires, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar


    Z, 109, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en causas H.169; L. XLIII, "Hernández, Jorge Luis s/ causa N° 8289" y P. 1017; L. XLIV, "Porra, Ariel Zertón s/ Recurso extraordinario".


    Rubio, María Cristina c/ Glikin, Leonardo Jose s/ Nulidad


    S, 391, L. XLVI, 16 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa A. 93, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de casación".


    C., Nicolas s/ Recurso de Casación


    C, 1040, L. XLVI, 08 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en las causas H.169; L. XLIII, "Hernández, Jorge Luis s/ causa N° 8289" y P. 1017; L. XLIV, "Porra, Ariel Zenón s/ Recurso extraordinario".


    Señor Fiscal General solicita desarchivo de causa que tramitaran por art. 10 ley 23.049 s/ Solicita excarcelación de Appiani, Jorge Humberto.


    S, 377, L. XLVI, 16 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos S. 168, L. XLVI, "Shel Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Inf. ley 20.680 -causa na 6452-".


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Infracción Ley 20680 - Causa N° 6453


    S, 167, L. XLVI, 10 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en M. 336, L. XLIV, "Molina, Horacio y otros c/ Policía Federal Argentina".


    Cabo, Alejandro Gabriel c/ EN - M° Interior - PFA - Dto. 582/93 s/ personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    C, 136, L. XLVI, 16 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S. 798, L. XLV, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Infracción ley 20.680 -causa n° 11077-"


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Infracción Ley 20680 - Causa N° 42/2008


    S, 797, L. XLV, 10 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en A. 1003, L. XLIV, "Alfacar S.A. s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión promovido por HSBC Bank Argentina".


    Juki S.A.C.F.I.A. s/ Concurso Preventivo s/ Incidente de revisión promovido por Nuevo Banco Suquia S.A.


    J, 44, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S. C. A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Marini, Jorge Raúl c/ Castelo, Jorge Alberto s/ ordinario


    M, 18, L. XLV, 14 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C B. n° 185, L XLV, "Brondino, Juan Enrique y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario".


    Ardetti, José María c/ Estado Nacional s/ ordinario


    A, 100, L. XLVI, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. C. 3.221, L. XLII, "Castro de Olmedo, M. y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de Córdoba".


    Alessio, Antonio Pedro y otros s/ Amparo


    A, 1861, L. XLII, 12 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. C. 3.221, L. XLII, "Castro de Olmedo, M. y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de la Provincia de Córdoba".


    Aimar, Armando Luis y otros s/ amparo


    A, 1862, L. XLII, 12 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. C. n° 681, L XLV; "Cabello, Ángeles c/ Provincia de Buenos Aires (I.P.S.)".


    Braico, Norma Olga c/ Provincia de Buenos Aires (I.P.S.)


    B, 534, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. C. n° 681, L XLV; "Cabello, Ángeles c/ Provincia de Buenos Aires (I.P.S.)".


    Clemente Elsa María c/ Provincia de Buenos Aires (I.P.S.)


    C, 680, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. C. n° 681, L. XLV: "Cabello, Ángeles c/ Provincia de Buenos Aires (I.P.S.)".


    Ale, Alejandro c/ Provincia de Buenos Aires (I.P.S.)


    A, 1213, L. XLIV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 228, L. XLVI, "Benítez, Carlos Rubén s/ Proc. Laboral - art 46 ley 24557".


    Orbez, Ricardo Horacio s/ proc. laboral - art.46 ley 24.557


    COMP, 226, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Comp. 913, L. XLV "O.S. de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico".


    Obra Social de las Asociaciones de Empleados de Farmacia c/ Obra Social del Personal de Farmacia s/ nulidad de acto jurídico


    COMP, 915, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. F. 552, L. XLV, "Faure, Carlos Alberto c/ Estado Nacional s/ ordinario".


    Araujo, Claudio Luis y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario


    A, 261, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. F. 552, L. XLV, "Faure, Carlos Alberto c/ Estado Nacional s/ ordinario".


    Bacigalupo, Arturo José c/ Estado Nacional s/ ordinario


    B, 222, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. F. 552, L. XLV, "Faure, Carlos Alberto c/ Estado Nacional s/ ordinario".


    Bianchi, Omar y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario


    B, 201, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. F. n° 552, L. XLV; "Faure, Carlos Alberto c/ Estado Nacional s/ ordinario".


    Horisberger, Mario Antonio y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario


    H, 36, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. F. n° 552, L. XLV; "Faure, Carlos Alberto c/ Estado Nacional s/ ordinario".


    Klug, Hugo Omar y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario


    K, 25, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. F. n° 552, L. XLV; "Faure, Carlos Alberto c/ Estado Nacional s/ ordinario".


    Ullfig, Carlos Alberto c/ Estado Nacional s/ ordinario


    U, 93, L. XLIV, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. N. 154; L. XLIV, "Nieto, Nicolasa del Valle c/ La Cabaña S.A. y otros s/ daños y perjuicios".


    Vega, Adolfo y otros c/ Villa Galicia San José S.R.L. y otro s/ daños y perjuicios


    V, 140, L. XLV, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. P. N° 686, L. XLIII, "Papa mundo SA y otra c/ Solvay Indupa S.A.I.C.", y S.C. M. N° 416; L. XLIV, "Melhem, Oscar y otro c/ Solvay Indupa S.A.".


    Melhem, Oscar y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ amparo


    M, 477, L. XLIV, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. T. 350, L. XLV; "Tijera, Ramón y otros c/ Estado Nacional".


    Mendoza, Carlos Alberto c/ Estado Nacional y/o Ministerio del Interior - Dirección Nacional de Gendarmería - Sec. Retiros y Pasividades y/o quien resulte responsable s/ amparo


    M, 1051, L. XLV, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. T. 350, L. XLV; "Tijera, Ramón y otros c/ Estado Nacional".


    Ortellado, Lorenzo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Gendarmería Nacional - División Retiros y Pasividades y/o quien resulte responsable s/ amparo


    O, 263, L. XLV, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S.C. Y. 25, L. XLV, "YPF S.A. c/ Mercante Hermanos S.A.C.I. y A. s/ escrituración".


    YPF S.A. c/ Mercante Hermanos S.A.C.I. y A. s/ escrituración


    Y, 29, L. XLV, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en SC B. 185, L. XLV, "Brondino, Juan Enrique y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario".


    Chapelet, Víctor Hugo c/ Estado Nacional s/ ordinario


    C, 216, L. XLVI, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en SC B. 185, L. XLV, "Brondino, Juan Enrique y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario".


    Giraud, Manuel Alfredo c/ Estado Nacional s/ ordinario


    G, 604, L. XLV, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en SC B. 185, L. XLV, "Brondino, Juan Enrique y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario".


    Moreno, Victoriano y otro c/ Estado Nacional s/ ordinario


    COMP, 692, L. XLV, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en SC B. 185, L. XLV, "Brondino, Juan Enrique y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario".


    Vallejo, Serafín Román c/ Estado Nacional s/ ordinario


    V, 107, L. XLVI, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a los autos S. 190 L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ inf. ley 20.680 -apelación de multa-".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción Ley 20.680


    S, 203, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a los autos S. 190 L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ inf. ley 20.680 -apelación de multa-".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción Ley 20.680


    S, 338, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a los autos S. 190 L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ inf. ley 20.680 -apelación de multa-".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción Ley 20.680


    S, 385, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a los autos S. 190 L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ inf. ley 20.680 -apelación de multa-".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción Ley 20.680


    S, 386, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a los autos S. 190 L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ inf. ley 20.680 -apelación de multa-".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción Ley 20.680


    S, 390, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a los autos S. 190 L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ inf. ley 20.680 -apelación de multa-".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción Ley 20.680


    S, 392, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a los autos S. 190 L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ inf. ley 20.680 -apelación de multa-".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción Ley 20.680


    S, 462, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a los autos S. 704, 1. XLV, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ inf. ley 20.680".


    Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción ley 20680 - Causa N° 11192/08-


    S, 34, L. XLVI, 10 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a los autos S. 704, L. XLV, "Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Inf. ley 20.680".


    Shell Compañia Argentina S.A. s/ Infracción Ley 20680 - Causa N° 12.540-


    S, 35, L. XLVI, 10 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Remisión a S.C. N° 169, H, L. XLIII, "Hernández, Jorge Luis s/ causa N° 8289" y S.C. N° 1017, P, L. XLIV, "Porra, Ariel Zenón s/ Recurso Extraordinario".


    S., Osvaldo Gabriel s/ Recurso Extraordinario


    S, 281, L. XLV, 04 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. Comp. 118 L. XLIII "Fiorito, Omar Horacio y otro c/ Buchbinder, Marcos y otros s/ daños y perjuicios -resp. Prof. Médicos y aux.".


    Fernández, Mercedes Soledad c/ Viola Aldo Gustavo y Otros s/ Daños y perjuicios - resp. prof. médicas y aux


    COMP, 987, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. Comp. n° 1132, L XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Araujo, Juan Carlos s/ Accidente de Trabajo Ley N° 24.557


    COMP, 1030, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. Comp. n° 1132, L XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Centurión, Zenón c/ Prevención A.RT. S.A. s/ Procedimiento laboral - Art. 46 Ley 24.557


    COMP, 1070, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. Comp. n° 1132, L XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Galarza, José Víctor s/ Accidente de Trabajo Ley N° 24.557


    COMP, 1027, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. Comp. n° 1132, L XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Mendoza, Juan s/ Accidente de Trabajo Ley N° 24.557


    COMP, 999, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. Comp. n° 1132, L XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Quintana, Eleuterio s/ Accidente de trabajo - Ley N° 24.557


    COMP, 1028, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. Comp. n° 1132, L XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Ramírez, Francisco s/ Accidente ley N° 24.557


    COMP, 974, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. Comp. n° 1132, L XXXVIII; "Ramos, Ariel c/ Comisión Médica n° 13 de Bahía Blanca s/ apelación".


    Sánchez, Rumildo Crispin s/ Accidente de Trabajo Ley N° 24.557


    COMP, 1025, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. N° 169, H, L XLIII, "Hernández, Jorge Luis s/ Causa N° 8289 y P. 1017, L. XLIV, "Porra, Ariel Zenón s/ Recurso extraordinario".


    S., Pablo Enrique s/ Recurso Extraordinario


    S, 118, L. XLV, 04 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. N° 169, H, L. XLIII, "Hernández, Jorge Luis s/ causa N° 8289" y S.C. N° 1017, P, L. XLIV, "Porra, Ariel Zenón s/ Recurso Extraordinario".


    M. L., José Leonardo s/ Recurso Extraordinario


    M, 1297, L. XLIV, 04 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión A. 93, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de casación".


    Sin perjuicio de lo dicho en ese dictamen, sólo queda agregar que, en el sub lite, el a quo se limitó a cuestionar los fundamentos que la cámara de apelaciones utilizó para justificar la aplicación al caso del criterio de la complejidad de la causa, pero omitió toda consideración acerca de la aplicabilidad, que también predicó el tribunal de apelación, del criterio referido a la cantidad de delitos atribuidos. Esto torna insuficiente la fundamentación dada por el a quo para descalificar el fallo de la cámara de apelaciones, pues la prórroga seguiría encontrando sustento en otro de los criterios autónomos mencionados en la ley para establecer la razonabilidad de la duración de la prisión preventiva en el que la cámara, como se dijo, había fundado también su fallo.


    L., Oscar Rubén y otro s/ Recurso de casación


    L, 267, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal Militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Correa Fortunato, Baltazar y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dtos. 1246/05 y 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad.


    C, 450, L. XLVI, 12 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior -GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal Militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Aciar, Oscar Alfredo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - GN - Dtos. 1104/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad.


    A, 281, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior -GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal Militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Arévalo, Rodolfo Rubén y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - GN - Dtos. 1104/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seg.


    A, 386, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior -GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal Militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Arregui, Sergio Javier y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dtos. 1246/05 y 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seg.


    A, 370, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior -GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal Militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Leguizamón, Gustavo Daniel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - GN - Dtos. 1104/05 y 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAAA y de seguridad.


    L, 132, L. XLVI, 12 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior -GN - Dtos. 1246/05, 1126/06 s/ Personal Militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Salvador, Gabriel Alejandro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - GN - Dto. 1126/06 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seg.


    S, 233, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Arevalo, Ricardo y otros c/ E.N. Ministerio del Interior GN Dto 1246/05 1126/06 s/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    A, 73, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - M° Interior -GN- Dto. 1246/05 1126/06 s/ Personal Militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Altamirano, Jose Omar y otros c/ E.N. Ministerio de Justicia GN Dto 861/07 s/ Personal Militar y Civil de las F.F.A.A. y de Seguridad


    A, 43, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en los autos D. 282, L. XLV, "Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1580/06 (Ex. 145.687/04)".


    Calotti, Atilio Gustavo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art.3 Ley 24.043 - Resol. 1460/06 (Ex. 337.170/92).


    C, 699, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en G. 201, L. XLVI, "Garcia Velasco, Miguel Ángel s/ Causa N° 12.021".


    G. V., Miguel Ángel s/ Causa N° 11.998


    G, 200, L. XLVI, 30 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la causa A. 644, L. XL VI, "A. S., Randolfo Luis s/ Causa N° 12.565".


    A. S., Randolfo Luis s/ Causa N°12.567.


    A, 643, L. XLVI, 13 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en autos M. 491, L. XLV, "Molina, Adriana Isabel y otros s/ P.S.A. Homicidio simple - encubrimiento - causa N° 194/06".


    M., Adriana Isabel y otros s/ P.S.A. Homicidio simple - encubrimiento - causa N° 194/06.


    M, 544, L. XLV, 01 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la causa D 175, L. XLVI, "Daviou, Carlos Eduardo s/ Causa N° 11999".


    A., Juan Arturo s/ Causa N° 11.909


    A, 298, L. XLVI, 14 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en las causas H. 169; L. XLIII, "Hernández, Jorge Luis s/ Causa Nº 8.289" y P. 1017; L. XLIV, "Porra, Ariel Zenón s/ Recurso extraordinario".


    T., Marcelo s/ Recurso extraordinario


    T, 466, L. XLIV, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en las causas Z. 105, L. XLV, "Zimmermann, Albino s/ Causa N° 10.087", S. 616, L. XLV, "Santamaría, Pedro s/ Causa N° 10.982", y en cuanto al fondo del asunto resulta aplicable la causa A. 93, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de casación".


    M., Jorge Luis s/ Causa N° 12.596


    M, 684, L. XLVI, 09 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa A. 874, L. XLIV, "Alcon Laboratorios Argentina S.A. c/ Municipalidad de Córdoba".


    Byk Argentina S.A. (hoy Altana Pharma S.A.) c/ Municipalidad de Río Cuarto s/ Recurso


    B, 459, L. XLV, 03 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa C. 1676, L. XLIV, "Cuevas, Luis Miguel c/ AFIP - DGI s/ contencioso administrativo".


    Bozzani, Juan Enrique c/ AFIP s/ Contencioso administrativo


    B, 944, L. XLV, 06 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 361, L. XLIII, "Padec c/ Swiss Medical S.A. s/ Nulidad de cláusulas contractuales".


    Proconsumer c/ Banco de la Ciudad de Buenos Aires s/ Sumarísimo


    P, 192, L. XLIII, 03 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa R. 110, L. XLV, "Rocheteau, Jorge Eric y otros c/ Universidad Nacional de La Plata".


    Galan, María Cecilia y otro c/ Universidad Nacional de La Plata s/ Impugnación de acto administrativo


    G, 88, L. XLV, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa R. 110, L. XLV, "Rocheteau, Jorge Eric y otros c/ Universidad Nacional de La Plata".


    Martínez Robbio, María Susana y otro c/ Universidad Nacional de La Plata s/ Impugnación de acto administrativo


    M, 182, L. XLV, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa M. 483, L. XLV, "Metrovías S.A. c/ Ente Único Regulador de Servicios Públicos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales".


    Metrovías S.A. c/ Ente Regulador de Servicios Públicos de la Ciudad de Buenos Aires s/ otros recursos judiciales


    M, 475, L. XLVI, 30 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha de la causa E. 55, L. XLIV, "ENRE - Resol. 1070/06 c/ Edesur S.A."


    Ente Nacional Regulador de la Electricidad - Resol. 438/07 y otros c/ Empresa Distribuidora y Comercializadora Norte S.A. s/ Proceso de ejecución.


    E, 72, L. XLIV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa E. 280, L. XLIV, "Establecimiento Liniers S.A. c/ Estado Nacional - Ley 26.095 - Ministerio de Planificación - Resol. 2008/06 y otros s/ Amparo ley 16.986".


    Rendering S.A. c/ Estado Nacional - Ley 26.095 - Dto. 1216/06 - Ministerio de Planificación - Resol. 2008/06 - Enargas 3689/07 s/ Amparo


    R, 606, L. XLV, 04 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa E. 280. L. XLIV, "Establecimiento Liniers S.A. c/ Estado Nacional - Ley 26.095 - Ministerio de Planificación - Resol. 2008/06 y otros s/ Amparo ley 16.986".


    Club Daom Asociación civil c/ EN - Ministerio de Planificación - Resol. 2008/06 y otros s/ Amparo ley 16.986


    C, 408, L. XLV, 04 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa E. 280. L. XLIV, "Establecimiento Liniers S.A. c/ Estado Nacional - Ley 26.095 - Ministerio de Planificación - Resol. 2008/06 y otros s/ Amparo ley 16.986".


    Rendering S.A. c/ Estado Nacional - Ley 26.095 - Dto. 1216/06 - Ministerio de Planificación - Resol. 2008/06 - Enargas 3689/07 s/ Amparo ley 16.986


    R, 690, L. XLV, 04 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa F. 713, L. XLIV, "Fundación Proyecto Cambio c/ AFIP - Resol. 119/98 s/ Dirección General Impositiva".


    Fundación Proyecto de Cambio c/ AFIP - Resol. 119/98 s/ Dirección General Impositiva


    F, 643, L. XLIV, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa T. 117, L. XLVI, "Thomas, Enrique c/ Estado Nacional s/ Amparo - Apela Medida Cautelar".


    Thomas, Enrique Luis c/ Estado Nacional s/ Amparo


    T, 127, L. XLVI, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa V. 312, L. XLV, "Volkswagen Argentina S.A. (TF 22.179-A) c/ DGA".


    Ford Argentina SCA (TF 21855-A) c/ DGA


    F, 444, L. XLV, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa V. 312, L. XLV, "Volkswagen Argentina S.A. (TF 22.179-A) c/ DGA".


    Volkswagen Argentina S.A. (TF 21976-A) c/ DGA


    V, 87, L. XLVI, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa V. 312, L. XLV, "Volkswagen Argentina S.A. (TF 22.179-A) c/ DGA".


    Volkswagen Argentina S.A. (TF 21981-A) c/ DGA


    V, 12, L. XLVI, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa V. 312, L. XLV, "Volkswagen Argentina S.A. (TF 22.179-A) c/ DGA".


    Volkswagen Argentina S.A. (TF 21986-A) c/ DGA


    V, 59, L. XLVI, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa V. 312, L. XLV, "Volkswagen Argentina S.A. (TF 22.179-A) c/ DGA".


    Volkswagen Argentina S.A. (TF 22120-A) c/ DGA


    V, 96, L. XLVI, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa V. 312, L. XLV, "Volkswagen Argentina S.A. (TF 22.179-A) c/ DGA".


    Volkswagen Argentina S.A. (TF 22159-A) bis c/ DGA Resol 2026/06 (Expte. 430900/95 EA)


    V, 88, L. XLVI, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa V. 312, L. XLV, "Volkswagen Argentina S.A. (TF 22.179-A) c/ DGA".


    Volkswagen Argentina S.A. (TF 22162-A) c/ DGA


    V, 95, L. XLVI, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa V. 312, L. XLV, "Volkswagen Argentina S.A. (TF 22.179-A) c/ DGA".


    Volkswagen Argentina S.A. (TF 22176-A) c/ DGA


    V, 305, L. XLV, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa V. 312, L. XLV, "Volkswagen Argentina S.A. (TF 22.179-A) c/ DGA".


    Volkswagen Argentina S.A. (TF 22178-A) c/ DGA


    V, 313, L. XLV, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa V. 312, L. XLV, "Volkswagen Argentina S.A. (TF 22.179-A) c/ DGA".


    Volkswagen Argentina S.A. (TF 24421-A) c/ DGA


    V, 123, L. XLVI, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en la causa V. 312, L. XLV, "Volkswagen Argentina S.A. (TF 22.179-A) c/ DGA".


    Volkswagen Argentina S.A. c/ DGA


    V, 303, L. XLV, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en los autos D. 549, L. XLV, "Danduono, Claudia c/ Subterráneos de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios".


    Dorin, Silvia Edit c/ Subterráneos de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios


    D, 548, L. XLV, 12 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen en los autos D. 549, L. XLV, "Danduono, Claudia c/ Subterráneos de Buenos Aires s/ Daños y perjuicios".


    Hermanson, Carlos Gustavo c/ Subterráneos de Buenos Aires Soc. del Estado s/ Daños y perjuicios


    H, 29, L. XLVI, 12 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos E. 45, L. XLVI, "El Brujo S.R.L. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - AFIP - DGA - Resol. 485/05 s/ Dirección General de Aduanas".


    Inmomax S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol. 485/05- DGA s/ Proceso de conocimiento


    I, 53, L. XLVI, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos E. 45, L. XLVI, "El Brujo S.R.L. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - AFIP - DGA - Resol. 485/05 s/ Dirección General de Aduanas".


    Tuti Fruti S.R.L. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol. 485/05 - DGA s/ Proceso de conocimiento


    T, 92, L. XLVI, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos F. 1295, L. XLII, "Fabrizzi, Adriana Rosa c/ Banco Central de la República Argentina s/ Daños y perjuicios".


    Bertolo, Marcelina y otros c/ Banco Central de la República Argentina s/ Daños y perjuicios


    B, 1923, L. XLII, 11 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos F. 1295, L. XLII, "Fabrizzi, Adriana Rosa c/ Banco Central de la República Argentina s/ Daños y perjuicios".


    Contreras de Montiel, Eva y otros c/ Banco Central de la República Argentina s/ Daños y perjuicios


    C, 3135, L. XLII, 11 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del dia de la fecha en los autos F. 1295, L. XLII, "Fabrizzi, Adriana Rosa c/ Banco Central de la República Argentina s/ Daños y perjuicios".


    Florio, Ángel Torcuato y otros c/ Banco Central de la República Argentina s/ Daños y perjuicios


    F, 1336, L. XLII, 11 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos G. 196, L. XLVI, "Gargano, Diego c/ Banco de la Nación Argentina s/ Ejecución de honorarios".


    Pascal, David c/ Banco de la Nación Argentina s/ Ejecución de honorarios


    P, 121, L. XLVI, 07 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos G. 727, L. XLV, "Galeano, Juan José c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Dto. 5046/51 s/ Empleo público".


    Amadeo, Octavio David y otro c/ Estado Nacional - CSJN - Dto. 5046/51 s/ Empleo público


    A, 543, L. XLV, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos G. 727, L. XLV, "Galeano, Juan José c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Dto. 5046/51 s/ Empleo público".


    Ballestero, Jorge Luis c/ Estado Nacional - CSJN - Dto. 5046/51 s/ Empleo público


    B, 609, L. XLV, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos G. 727, L. XLV, "Galeano, Juan José c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Dto. 5046/51 s/ Empleo público".


    Facciuto, Omar Alberto c/ Estado Nacional - CSJN- Dto. 5046/51 s/ Empleo público


    F, 33, L. XLVI, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en los autos G. 727, L. XLV, "Galeano, Juan José c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo de la Magistratura - Dto. 5046/51 s/ Empleo público".


    Schelgel, Luis Alberto c/ Estado Nacional - CSJN - Dto. 5046/51 s/ Empleo público


    S, 210, L. XLVI, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha en M. 1063, L. XLV, "Mara, Hugo Jorge c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - SSI - GN - Resol. 1219/96 y 1307/97 SS s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Flores, José Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - SSI - GN - Dto. 231/92 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    F, 525, L. XLV, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha, C. 1399, L. XLIV, "Costa Marina S.A. c/ AFIP - DGI s/ Acción declarativa".


    El Marisco SACI c/ AFIP - DGI s/ Acción declarativa


    E, 8, L. XLV, 20 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha, A.311, L. XLV, "Aceitera General Deheza S.A. (T.F. 22.313-A) c/ DGA".


    Nidera SA (TF 20937-A) c/ DGA


    N, 79, L. XLVI, 01 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha, C. 1241, L. XLIV, "Cortez, Jesús Florentino y otros c/ Ferrocarriles Argentinos".


    Donaire, Lucas c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral


    D, 240, L. XLV, 06 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha, C. 1399, L. XLIV, "Costa Marina S.A. c/ AFIP - DGI s/ Acción declarativa".


    Luis Solimeno e Hijos SA c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - DGI s/ Acción declarativa


    L, 44, L. XLV, 20 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha, causa A. 386, L. XLIV, "Fisco Nacional - AFIP c/ Agumar Servicios Turísticos S.R.L. s/ Ejecución fiscal".


    A.F.I.P. c/ Agumar Servicios Turísticos S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    A, 284, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha, causa C. 329, L. XLIV, "Colegio Notarial de Mendoza c/ PEN (U.I.F.) s/ ordinario".


    Colegio de Escribanos del Neuquén c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos de la Nación s/Ordinario s/ incidente de apelación


    C, 1371, L. XLIV, 30 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha, in re T. 63, L. XLVI, "Tissera, Héctor Daniel c/ Dirección General de Aduanas (AFIP) s/ Contencioso administrativo".


    Hagopian, Ofelio c/ Dirección General de Aduanas (AFIP) s/ Contencioso administrativo


    H, 86, L. XLVI, 14 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha, O. 244, L. XLV, "Orbis Merting San Luis S.A.I.C. c/ Afip y otros".


    Artanco S.A. c/ Afip - Dgi s/ Ordinario.


    A, 1141, L. XLV, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día de la fecha, O. 244, L. XLV, "Orbis Merting San Luis S.A.I.C. c/ Afip y otros".


    Plastar San Luis S.A. c/ Afip - Dgi s/ Ordinario.


    P, 796, L. XLV, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en el día de la fecha en B. 751, L. XLIV.


    Bianchi, Nair Esther c/ Empresa Nacional de Telecomunicaciones y/o Telefónica de Argentina S.A. s/ Ley 9.688.


    B, 694, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en el día de la fecha en la causa S. 554, L. XLV, "Streri, Alicia Esther c/ Administración Nacional de Aduanas y otros s/ Daños y perjuicios".


    Streri, Alicia Esther c/ Administración Nacional de Aduanas y otro s/ Daños y perjuicios.


    S, 509, L. XLV, 20 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa A. 93, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de casación".


    S. M, Carlos Guillermo y otros s/ Ley 24.390


    S, 257, L. XLVI, 17 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 939, L. XLIV, "Boschetti, Lidia Ana c/ Estado Nacional- Ministerio de Justicia - DNRPAyCP - Dto. 894/01 s/ Proceso de conocimiento".


    Del Fresno, Fernando c/ Estado Nacional - Dto. 894/01 s/ Proceso de conocimiento


    D, 218, L. XLVI, 06 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Vallejos, Claudio Jesús y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    V, 113, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Van Hauvart, Pablo Esteban y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dtos. 1104/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    V, 127, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa C. 1842, L. XLIII, "Consolidar ART SA c/ Superintendencia de Riesgos del Trabajo y otro Rsls. 39/98 y 25.806/98 s/ Proceso de conocimiento".


    Prevención Aseguradora de Riesgos del Trabajo S.A. c/ Superintendencia de Riesgos del Trabajo y otros s/ Proceso de conocimiento


    P, 175, L. XLVI, 01 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa E. 280, L. XLIV, "Establecimiento Liniers S.A. c/ Estado Nacional - Ley 26.095 - Ministerio de Planificación - Resol. 2008/06 y otros s/ Amparo ley 16.986".


    Inta S.A. c/ Estado Nacional - Ley 26.095 - Ministerio de Planificación - Res. 2008/06 s/ Amparo ley 16.986


    I, 9, L. XLV, 14 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa G. 196, L. XLVI, "Gargano, Diego c/ Banco de la Nación Argentina s/ Ejecución de honorarios".


    Bonnin, Carlos Alfredo y otro c/ Estado Nacional s/ Ejecución de sentencia


    B, 363, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa M. 483, L. XLV, "Metrovías S.A. c/ Ente Único Regulador de Servicios Públicos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales".


    Metrovías S.A. c/ Ente Único Regulador de Servicios s/ Otros reclamos judiciales


    M, 386, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa M. 56, L. XLIV, "Mutual de Socios Credivico c/ AFIP".


    Asociación Mutual de Asociados y Adherentes del Centro Juvenil Sportivo Belgrano c/ AFIP - DGI s/ Contencioso administrativo


    A, 1160, L. XLIV, 06 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    Cabe agregar que el diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (arts. 49 y 51). Sin perjuicio de ello, toda vez que la actora es titular de Bonos de Consolidación (U$S) 2° Serie obtenidos en los términos de la ley 24.411 y que, en consecuencia, se encuentra dentro de las excepciones al diferimiento de los servicios de la deuda pública que establece la resolución del Ministerio de Economía 73/02, corresponde aclarar que la suspensión de la ejecución de la sentencia firme dictada en la causa, en los términos de los arts. 52 y 55 de la ley 26.422, se debe entender en aquello que exceda la resolución 73/02 indicada.


    Esma, Carmen Ema y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento.


    E, 227, L. XLV, 26 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa Y. 19, L. XLII, "YPF S.A. c/ Neuquén, provincia del s/ Medida cautelar", publicada en Fallos: 329:4829.


    Desarrollos Petroleros y Ganaderos S.A. c/ Mendoza, provincia de y otro Estado Nacional) s/ Medida cautelar


    D, 180, L. XLVI, 11 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa Z. 191, L. XLIII, "Zanluchi de Avellaneda, Norma y otros c/ I.N.V. s/ Cont. Adm."


    Stocco, Teresa Isabel y otro c/ I.N.V. s/ Contencioso administrativo.


    S, 271, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la minar en la causa T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    El diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (arts. 49 y 51).


    Faentino, Daniel Omar c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo.


    F, 328, L. XLIII, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en los autos B. 907, L. XLIV, "Barbat, Cecilia c/ Universidad de Buenos Aires s/ Despido".


    Bravo, Natalia c/ Estado Nacional - Ministerio de Trabajo, Empleo y Formación de Recursos Humanos s/ Despido


    B, 78, L. XLIII, 15 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictámenes emitidos en la causa D. 195, L. XLII, "D'Amico Eugenio y otros c/ Estado Nacional" y T. 924, L. XLI, "Torchia, Julio José c/ Poder Ejecutivo Nacional".


    El Tribunal resolvió esas causas en el mismo sentido que los dictámenes del Ministerio Público Fiscal.


    Ghio, Ana María c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    G, 1086, L. XLII, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictámenes emitidos en las causas B. 2048, L. XLII, "Barrios, Leónidas Alberto y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional" y L. 285, L. XLV, "López Kaltenegger, Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo".


    Vergara, Horacio Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo.


    V, 340, L. XLIV, 20 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictámenes emitidos en las causas Y. 35, L. XLIV, "Yánez, María Nelly c/ Estado Nacional" y A. 751, L. XLV, "Astelarra, María Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo".


    Fragale, Wanda Josefa c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561


    F, 214, L. XLV, 10 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictámenes en las causas P. 1493, L. XLII, "Pérez Villalba, María Magdalena c/ Poder Ejecutivo Nacional"; T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561" y V. 59, L. XLV, "Vélez, Jorge Enrique s/ Medida autosatisfactiva".


    Cabe agregar que el diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (arts. 49 y 51).


    Cadenazzi, María Cristina c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    C, 847, L. XLIV, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión Fallos: 329:963.


    Angulo, José Pedro (TF 21995-I) y otros c/ D.G.I.


    A, 167, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión L. 170, L. XLV, ''Lofiego, José Eduardo s/ Causa n° 10.463".


    V., Ramón y otro s/ Causa n° 10.354


    V, 145, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión P. 474, L. XLIV, "Paganini, María y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 214/02 y 1735/04 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561".


    Emanuel, María Angélica y otro c/ Estado Nacional - DADP s/ Amparo ley 16.986


    E, 236, L. XLIV, 12 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión P. 474, L. XLIV, "Paganini, Maria y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 214/02 y 1735/04 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561".


    Fayad, Víctor Manuel c/ Poder Ejecutivo Nacional y otro s/ Amparo


    F, 415, L. XLV, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión P. 474, L. XLIV, "Paganini, María y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 214/02 y 1735/04 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561".


    Ghio, Marina Guadalupe c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    G, 571, L. XLV, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Se solicita a la Corte Suprema de Justicia de la Nación como medida previa para poder dictaminar, que disponga la remisión de la prueba documental a la que hacen referencia las comunidades aborígenes actoras en el punto X.A. del escrito de inicio y que fue reservada en secretaría, a fin de poder evaluar si aquella circunstancia fáctica se encuentra adecuadamente demostrada y, en consecuencia, concluir si la causa corresponde o no a la instancia originaria de la Corte.


    Comunidad aborigen Santuario Tres Pozos y otros c/ Jujuy, provincia de y otros s/ Amparo.


    C, 1196, L. XLVI, 07 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Se solicita la remisión de los autos principales.


    G., Walter Daniel y Jatum, Jose Alejandro s/ Causa N° 9602


    G, 735, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Se solicita la remisión de los autos principales.


    Y., Juan de la Cruz s/ Causa N° 10.812


    Y, 17, L. XLVI, 13 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Se solicita la remisión de los autos principales.


    Z., Carlos Javier y otros s/ Causa N° 12.251


    Z, 138, L. XLVI, 22 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Solicita remisión actuaciones producidas en razón de lo dispuesto en el art. 25, incs. "g" y "h" de la ley 24.946 Orgánica del Ministerio Público.


    Provincia A.R.T. c/ Estado Nacional y otro s/ Acción declarativa


    P, 670, L. XLV, 15 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Tenencia y Portación de armas. Pedido de inconstitucionalidad del Art. 189 bis del C.P. Falta de fundamentación suficiente respecto de los agravios federales planteados.


    La declaración de inconstitucionalidad de una norma es un acto de suma gravedad institucional que debe ser considerado como última ratio, ya que las leyes debidamente sancionadas y promulgadas de acuerdo con los mecanismos previstos en la Norma fundamental gozan de una presunción de legitimidad que opera plenamente, y que obliga a ejercer dicha atribución con sobriedad y prudencia, únicamente cuando la repugnancia de la norma con la cláusula constitucional sea manifiesta, clara e indudable. Una declaración de tal gravedad impone a quien la pretende, según lo indicó la Corte en reiteradas oportunidades, demostrar claramente de qué manera la ley que se cuestiona contraría la Constitución Nacional, causándole de ese modo un gravamen, y que tal circunstancia ocurre en el caso concreto.


    B., Fabian Gabriel y otros s/ Inf. Art. 189 bis Portación de Arma de Fuego de Uso Civil C.P. s/ Recurso de Inconstitucionalidad Concedido


    B, 262, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Toda vez que no se ha sustanciado el recurso extraordinario, en los términos del art. 257 segundo párrafo del Código Procesal, y en resguardo del derecho de defensa en juicio y en orden a evitar eventuales nulidades, corresponde que -previo a todo trámite- se subsane el defecto apuntado.


    Bello, Alberto s/ Sucesión ab intestato


    B, 1230, L. XLIV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción de amparo: eximición de topes y reducciones porcentuales dispuestos por inc. 2° del artículo 9 de la ley 24.463. Antecedente "Arrués" Fallos: 329:2146. Improcedencia del recurso.


    No se configura en el caso un supuesto de arbitrariedad, pues más allá de lo sostenido por el recurrente, lo cierto es que el juzgador resolvió sobre el tema planteado sin mencionar el artículo 9° inc. 3°) de la ley 24.463. Por otra parte, si bien es cierto que el a-quo basó su decisión en un antecedente que usualmente se utiliza como fundamento para decidir sobre la constitucionalidad del inciso 3°, lo cierto es que su aplicación al sub-lite no resulta per se irrazonable y, por tanto no es motivo para descalificar, desde este punto de vista, el decisorio atacado.  En el sub lite es de plena aplicación la doctrina sentada por la Corte Suprema en la causa "Arrués" (Fallos: 329:2146) donde se puso de resalto que no le era aplicable la ley 24.463 a las prestaciones obtenidas mediante el régimen especial que comprendía al demandante, pero sólo hasta el momento en que éste último fue derogado, es decir el 1° de diciembre de 2002 (cfme. artículo 8 de la ley 25.668, y Fallo citado -en especial su considerando 10° y sus citas-).


    Bravo Herrera, Felix Horacio c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Amparo.


    B, 141, L. XLIII, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Acto ineficaz por conocimiento de la cesación de pagos: venta de un inmueble. Caducidad de la acción revocatoria. Artículos 119, 120 y 124 de la ley 24.522. Requisitos de admisibilidad de la acción. Injustificado rigor formal en la interpretación de las normas aplicables. Arbitrariedad.


    Se configura un supuesto de arbitrariedad por cuanto el Tribunal Local, al rechazar la demanda de revocatoria concursal deducida con base en el conocimiento del estado de cesación de pagos del deudor (arts. 119, 120 y concordantes de la ley 24.522), incurre en un injustificado rigor formal en la interpretación de las normas aplicables alterando su sentido, con un claro desmedro del derecho de accionar del actor incompatible con el derecho de defensa A partir del examen que realizaron respecto de la posibilidad de omitir los recaudos de intimación judicial y espera reglados en el artículo 120 de la ley 24.522, a la luz de los principios genéricos que informan el ordenamiento concursal, modifican -limitando en perjuicio de los acreedores- el plazo general de ejercicio de la acción de ineficacia concursal -artículo 119 de la ley 24.522- a que se refiere el artículo 124 de dicha ley, disponiendo una distinción que la norma no contempla. Por otra parte, los jueces soslayan la relevancia del desistimiento del síndico formulado en una audiencia celebrada antes que el acreedor promoviera la acción así como también su presentación -antecedentes que importaron una negativa a la promoción de la acción- imponiendo al acreedor una diligencia que, en el marco referido, carecía de toda virtualidad para producir el efecto perseguido en las normas aplicables que -cabe indicar- ya estaba cumplido. De tal suerte, más allá de la naturaleza común y formal de las cuestiones debatidas, la resolución cuenta con fundamentos sólo aparentes, antecedente que autoriza a dejarla sin efecto.


    Rota, Sergio c/ IATA SAIC y F y o s/ ordinario


    R, 40, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo. Pago de los bonos de la deuda pública. Pronunciamiento inoficioso: carencia de objeto actual. Precedente de fallos 327:3655 ("Campbell").


    En el precedente indicado, la Corte recordó su doctrina en cuanto a que si lo demandado carece de objeto actual su decisión es inoficiosa, puesto que la desaparición de los requisitos jurisdiccionales que habilitan su actuación importa la de poder juzgar, en tanto, la ausencia de interés económico convierte en abstracto el pronunciamiento requerido al tribunal, tal como sucede en el sub lite. Sin perjuicio de ello, corresponde asimismo revocar la sentencia apelada, en tanto su subsistencia podría ocasionar un gravamen injustificado al recurrente ya que la conducta adoptada por el actor importó la renuncia a la pretensión que constituyó el objeto de la demanda.


    Falcon, Héctor Carlos c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    F, 506, L. XLIV, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo. Pretensa inconstitucionalidad: art. 11, Dto 2.407/02, y Res. 8/03 (S.T.N.). Ausencia de "caso o controversia": el Estado no puede ser considerado parte en la relación jurídica. No procede el pronunciamiento judicial.


    Si bien resulta indudable que la validez de las normas federales suscita cuestión apta para la apertura del recurso extraordinario cuando la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa ha sido contraria a esa validez, su procedencia se encuentra liminarmente subordinada a la existencia de un "caso" o "controversia" que determine la jurisdicción de los tribunales federales. La aparente rigidez del art. 2°, inc. d). de la ley 16.986 no puede ser entendida en forma absoluta, porque ello equivaldría a destruir la esencia misma de la institución que ha sido inspirada en el propósito definido de salvaguardar los derechos sustanciales reconocidos por la Constitución, cuando no existe otro remedio eficaz al efecto. Este principio, fue aplicado por otra parte, a las normas legales y reglamentarias de alcance general, categorías entre las que V.E. sostuvo que no cabe formular distinciones a este fin. Por lo demás, el art. 43 de la Constitución Nacional establece ahora que, en el marco del amparo, puede declararse In inconstitucionalidad de las normas. Sin embargo, es evidente que el ejercicio de esta trascendente función jurisdiccional inexcusablemente requiere, aun cuando se trate de una acción de amparo, de la existencia de un "caso" o "controversia" en los términos del art. 20 de la ley 27, situación que no se configura en la especie, por lo que no procede decisión judicial alguna sobre la cuestión propuesta. En efecto, y tal se indicó en Fallos: 327:1813 el Estado -en el caso, Nacional- no puede ser considerado "parte" de la relación jurídica en la que se busca obtener la remoción de un acto que se considera manifiestamente arbitrario e ilegítimo cuando actúa, tal como ocurre en el supuesto de autos, exclusivamente a través de su actividad legislativa. Esta actividad legislativa sólo determina el marco jurídico aplicable, pero su cuestionamiento debe ser encauzado entre quien resulta afectado por el régimen y quienes se digan sus beneficiarios, por el cauce procesal que en cada supuesto corresponda. Una solución distinta importaría admitir planteos directos de inconstitucionalidad por vía de demanda o de acción, extremos que no ha aceptado esa Corte, y transformar en parte procesal al Estado Nacional en todos aquellos expedientes en los que se tachase de inconstitucional una norma dictada por él, a pesar de no mediar un vínculo directo con quien esgrime tal pretensión. Por esa vía se lograrían declaraciones genéricas de inconstitucionalidad con efectos ergo omnes, extraños a la específica modalidad con que ese Tribunal ha admitido este tipo de pretensiones ya desde sus inicios. En tales condiciones, y sin perjuicio de las acciones legales que la actora se considere con derecho conforme a la legislación que entienda aplicable al caso, no procede pronunciamiento judicial alguno sobre la cuestión propuesta.


    Terminal del Tucumán S.A. c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    T, 459, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Amparo. Pronunciamiento inoficioso: carencia de objeto actual. Precedente de fallos 327:3655 ("Campbell").


    En el precedente indicado, la Corte recordó su doctrina en cuanto a que si lo demandado carece de objeto actual su decisión es inoficiosa, puesto que la desaparición de los requisitos jurisdiccionales que habilitan su actuación importa la de poder juzgar, en tanto, la ausencia de interés económico convierte en abstracto el pronunciamiento requerido al tribunal, tal como sucede en el sub lite. Sin perjuicio de ello, corresponde asimismo revocar la sentencia apelada, en tanto su subsistencia podría ocasionar un gravamen injustificado al recurrente ya que la conducta adoptada por el actor importó la renuncia a la pretensión que constituyó el objeto de la demanda.


    Cejas, Daniel Blas Ramón c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dto. 1570/01 214/02 471/02 s/ Amparo


    C, 1379, L. XLIV, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Cancelación de deuda. Rechazo de acción de inconstitucionalidad. Calificación de deudor en situación 6. Ausencia de sentencia arbitraria. Improcedencia del recurso.


    En autos no concurren los requisitos para habilitar la vía del art. 14 de la ley 48, pues, ante la falta de queja del actor contra la decisión de la cámara de denegar el recurso extraordinario por interpretación de normas federales, en ese tema la sentencia ha quedado firme y nada hay que agregar al respecto. Con relación a la supuesta arbitrariedad imputada al fallo, porque no tuvo en cuenta la situación del actor, no existe en el caso y por lo tanto, tampoco puede ser atendido en esta instancia de excepción. Ello es así, porque el apelante nada dice, ni mucho menos demuestra, que su situación fáctica era la que requerían las normas para cancelar las deudas bancarias con bonos. En concreto, que se encontraba calificado en alguna de las categorías del art. 39 del decreto 1387/01, a la fecha que estableció el art. 18 del decreto 1524/01.


    Rama, Antonio c/ Banco Galicia y Buenos Aires S.A. y otros por sumarísimo


    R, 279, L. XLII, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Como medida para mejor proveer se solicita oficiar al Ministerio de Educación-Educación Superior, con el fin de que se informe si el Consejo de Universidades se expidió sobre la cuestión planteada. Reunida la documentación mencionada y eventualmente conferidos y contestados los traslados propuestos, se solicita correr nueva vista.


    Colegio de Profesionales de la Ingeniería civil de la provincia de Santa Fe c/ UNR s/ Acción declarativa de certeza e inconst.


    C, 1014, L. XLV, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda entre juzgados federales con asiento en distintas provincias. Inexistencia conflicto de competencia que la Corte Suprema deba resolver.


    El conflicto debe ser dirimido por la Cámara Federal de Apelaciones de Resistencia, porque el art. 24, inc. 7°), del decreto ley 1285/58, excluye de los conflictos jurisdiccionales que le corresponde resolver a la Corte Suprema a los que se traban entre jueces de primera instancia, cuya solución compete a la cámara de la cual depende el juzgado que ha intervenido en primer término.


    Cardozo, Isidoro Manuel c/ Gendarmería Nacional s/ Amparo


    COMP, 1033, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Criterios fijados en el dictamen de la causa Comp. 990, L. XLVI, "Coronel, José Hernesto". Trámite ante la justicia federal.


    Bogado, Ramón Javier y otros c/ Gendarmería Nacional Argentina s/ Amparo


    COMP, 993, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda a fin de obtener liquidación con carácter remunerativo y bonificable de las asignaciones del Decreto 2769/93. Remisión al dictamen de la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior – GN – Decreto 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Espil, Oscar Osvaldo c/ Gendarmería Nacional Argentina s/ Ordinario


    E, 47, L. XLVI, 07 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de ex-agentes de SEGBA S.A. por cobro de derechos accionarios concernientes al Programa de Propiedad Participada de Edenor S.A. Desvinculación de los trabajadores por retiros voluntarios. Falta de legitimación pasiva. Remisión a S.C. A. N° 689, L, XLV "Alvaro, Humberto y otros c/ Edesur SA y otro s/ proceso de conocimiento".


    Emerge de las actuaciones que los actores, ex-agentes de SEGBA S.A. fueron transferidos a la nueva licenciataria de la actividad, Edenor S.A., y que más tarde se desligaron de ella, en el plano de los artículos 15 y 241 de la Ley de Contrato de Trabajo, en virtud de sendos retiros voluntarios. Por otro lado, resaltar que el perito contador informó que la revisión del listado de adherentes confeccionado por el Banco de la Nación permite comprobar que ninguno de los actores se encuentra incluido en el Programa.  En las condiciones antedichas. habiéndose retirado voluntariamente los actores de Edenor S.A. entre el 29/10/92 y el 27/01/93, el pronunciamiento no se sustenta como es debido, y debe invalidarse, con arreglo a las razones provistas en el dictamen de autos S.C. A. N° 689, L, XLV: "Alvaro, Humberto y otros c/ Edesur SA y otro s/ proceso de conocimiento".


    Pugliese, Eduardo José y otros c/ Edenor S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento


    P, 541, L. XLV, 18 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Desestimación por parte del actor ante el incumplimiento de lo requerido por el Tribunal. Pronunciamiento inoficioso. Cuestión devenida abstracta.


    En ejercicio de las facultades que le otorga el art. 36 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, el Tribunal requirió al actor que aclare si lo expresado personalmente en el Tribunal importaba un desistimiento de la acción. La parte actora no hizo ninguna presentación, por lo que al vencer el plazo se dispuso que los autos vuelvan a estudio del Tribunal y luego se confirió vista al Ministerio Público Fiscal. Resulta inoficioso que la Corte se expida sobre los recursos extraordinarios interpuestos, toda vez que la conducta del actor importa una renuncia al derecho cuya consagración por la sentencia apelada dio fundamento a los remedios federales, circunstancia que determina que la Corte no deba entender en estos últimos, por cuanto la ausencia de interés, exteriorizada por el beneficiario del fallo recurrido, convierte en abstracto el pronunciamiento requerido al Tribunal sobre la cuestión de fondo discutida. Asimismo, corresponde dejar sin efecto la sentencia apelada, pues su subsistencia causaría a los apelantes un gravamen no justificado, en la medida en que no cabe descartar que alguna consecuencia gravosa para ellos pudiera ser extraída de una sentencia declarativa de inconstitucionalidad que no pudo ser revisada por la conducta del actor.


    Noriega, Laureano c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 (Galicia) s/ Amparo


    N, 341, L. XLI, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Diferimiento del pago de la deuda pública. Remisión al dictamen y al fallo de la causa T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - ley 25.561 – Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    Con relación a la posible aplicación de la ley 26.017 y el decreto 1735/04, es inoficioso emitir pronunciamiento ya que la ley 26.547 suspendió la vigencia de los arts. 2°, 3° Y 4° de la ley mencionada hasta el 31 de diciembre de 2010, o hasta que finalice el proceso de reestructuración de la deuda pública. A ello cabe agregar que el diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (arts. 49 y 51).


    Cancelo, Juan Antonio Inc. Ejec. c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dtos. 1570/01 214/02 s/ Proceso de Ejecución


    C, 1959, L. XLIII, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Diferimiento del pago de la deuda pública. Remisión al dictamen y al fallo de la causa T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - ley 25.561 – Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    Con relación a la posible aplicación de la ley 26.017 y el decreto 1735/04, se torna inoficioso emitir un pronunciamiento ya que la ley 26.547 suspendió la vigencia de los arts. 2°, 3° y 4° de la ley mencionada hasta el 31 de diciembre de 2010, o hasta que finalice el proceso de reestructuración de la deuda pública. A ello cabe agregar que el diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (art. 49 y 51).


    Vidal, Mario Federico y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Dto 214/02 s/ Amparo


    V, 133, L. XLV, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    En el presente no existen cuestiones federales que requieran de una opinión de la Procuración General, circunstancias que eximen de dictaminar.


    Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES) c/ La Rioja, provincia de s/ Cobro de pesos


    A, 675, L. XLIII, 06 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Exilio. Beneficio previsto en la ley 24.043. Caso "Yofre de Vaca Narvaja". Pautas sobre “exilio puro” en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    El tribunal en su pronunciamiento analizó las circunstancias en las que el actor debió abandonar el país, examinó si ellas habían sido corroboradas en autos y concluyó que, como se verificaba en el caso un supuesto análogo al que fue ponderado por la Corte Suprema in re "Yofre de Vaca Narvaja", debía conceder el beneficio solicitado. Así las cosas, la Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de “exilio puro”.


    Pérez, Jorge Horacio c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1236/08 (Ex. 152.339/05).


    P, 452, L. XLV, 12 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Exilio. Beneficio previsto en la ley 24.043. Pautas de precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    El tribunal examinó las situaciones de hecho obrantes en la causa y concluyó que resultaban idóneas para asimilar la presente a aquellos casos en los que la Corte declaró el derecho de los actores a percibir la compensación establecida en la ley 24.043.


    Rossi, María Carola del Carmen c/ Ministerio de Justicia y DD.HH. - Art. 3° Ley 24.043- Resol. 952/08


    R, 625, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Exilio. Beneficio previsto en la ley 24.043. Pautas sobre “exilio puro” en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    El tribunal en su pronunciamiento realizó el examen de las probanzas obrantes en autos y entendió que las circunstancias en las que la actora tuvo que abandonar el país lejos de ser considerada como voluntaria o libremente adoptada, fue la única alternativa que tuvo para salvar su vida. Así las cosas, al dictar sentencia como lo hizo, la Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de “exilio puro”.


    López, Alanis Marta Nelly c/ Ministerio de Justicia y DDHH, Art. 3 Ley 24.043, Res. 1.113/08 Ex. 144.747/04


    L, 508, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Exilio. Beneficio previsto en la ley 24.043. Pautas sobre “exilio puro” en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    Las circunstancias que rodearon el exilio de la demandante son equiparables a aquellas que prevé como indemnizables la ley 24.043. El tribunal en su pronunciamiento realizó un examen de las probanzas obrantes en autos y entendió que las circunstancias en las que la actora tuvo que abandonar el país permitían concluir en que su decisión lejos de ser considerada como voluntaria o libremente adoptada, fue la única alternativa que tuvo para salvar su vida.  Así las cosas, la Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de “exilio puro”.


    Pisarello, María Cecilia c/ Ministerio de Justicia y DD.HH. - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1774/06


    P, 628, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Exilio. Denegación del beneficio previsto en la ley 24.043. Pautas sobre “exilio puro” en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    El tribunal en su pronunciamiento realizó un examen de las circunstancias en las que la actora debió abandonar el país y concluyó que, ante la ausencia de elementos probatorios suficientes de la persecución política y personal que ella sostuvo, haber padecido, su partida debía interpretarse como un autoexilio voluntario. La Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de “exilio puro”.


    Mato, Alicia Dolores c/ Ministerio de Justicia y DDHH, Art. 3 Ley 24.043-R 149/08 Ex. 146.135/04


    M, 1032, L. XLV, 13 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Exilio. Denegación del beneficio previsto en la ley 24.043. Pautas sobre “exilio puro” en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    El tribunal en su pronunciamiento realizó un examen de las circunstancias en las que la actora debió abandonar el país, así como de las probanzas obrantes en autos y concluyó que no existían elementos probatorios suficientes para tener por configurados los presupuestos que la Corte tuvo en cuenta en el precedente "Yofre de Vaca Narvaja, Susana", razón por la cual la decisión de la actora de abandonar el país debía ser interpretada como un exilio voluntario. Así las cosas, la Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de "exilio puro".


    De Rosas, Fanny Elena c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1084/06 (Ex. 145.184/04).


    D, 404, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Exilio. Denegación del beneficio previsto en la ley 24.043. Pautas sobre “exilio puro” en los precedentes "Portugheis" y "Cagni".


    El tribunal en su pronunciamiento realizó un examen de las circunstancias en las que la actora debió abandonar el país, concluyó que por no obrar en autos elementos probatorios suficientes relativas a la persecución política y personal en contra de la recurrente, su partida debía interpretarse como un autoexilio voluntario. La Cámara siguió las pautas sentadas por la Corte en relación a los casos denominados de “exilio puro”.


    Avila, Olga Silvia c/ Ministerio de Justicia y DDHH, Ley 24.043, Res. 662/08 Ex 145.289/04


    A, 994, L. XLV, 07 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Facultades de la Comisión Nacional de Valores: infracción por publicidad engañosa en el ámbito de la oferta pública de obligaciones negociables. Cuestión de carácter fáctico, no susceptible de revisión por la vía extraordinaria.


    Los agravios vertidos en torno a las facultades de la CNV en el ámbito de la oferta pública de ONs no concitan cuestión federal que habilite la vía extraordinaria toda vez que no controvierten per se la hermenéutica de la preceptiva que las regula -ni la solución del caso depende de ello-, sino que están enderezados a cuestionar el carácter engañoso que dicho Organismo atribuyó a la cita que la emisora consignó en la publicidad sobre las ejercidas en el caso concreto, cuestión de índole fáctica y procesal. En efecto, al sancionar a los recurrentes, la CNV no imputó haber consignado información inexacta sobre sus atribuciones, sino el carácter engañoso de la declaración vertida en el contexto que fue realizada. Vale decir que, estrictamente hablando, no cuestionó la objetividad o certeza de la información proporcionada en la publicidad, sino que ponderó que en el marco de la actividad de control y aprobación que dicho Organismo realiza -la cual describió-, a fin de evitar confusión o error en el público, la emisora debió precisar o aclarar en qué consistía o a qué aspectos se circunscribía la aprobación y control en el caso concreto. Conclusión que, sin perjuicio de su naturaleza no federal, encuentra apoyo en la reglamentación especial que define y atribuye un alcance específico tanto a la autorización que la CNV confiere para hacer oferta pública de valores, como a los deberes informativos que los intervinientes en el mercado deben cumplir. Los agravios relativos al alcance de la mención a las atribuciones de la CNV en la publicidad reputada como "engañosa", no rebaten, como es menester, la conclusión del a quo en el sentido que la genérica declaración efectuada en la web del Banco afirmando que la CNV aprobaba y auditaba el "plan crediticio" de la emisora (plan de afectación de fondos) podía inducir a error al público sobre las seguridades que ofrecía la inversión en sus ONs. Afirmación que sustentó en el argumento que la función de la CNV se circunscribía a comprobar que en el prospecto se informara el destino de los fondos -elegido libremente por la emisora- a fin de obtener el beneficio impositivo, sin aprobarse ni hacerse un juicio de valor sobre la conveniencia o inconveniencia del mismo, aspecto este último que vale recalcar, tampoco ha sido controvertido. En definitiva, esta cuestión que reviste carácter fáctico, no es susceptible de revisión por la vía extraordinaria; máxime cuando, además de haber sido resuelta con fundamentos no federales suficientes, también adquirió firmeza al no haber sido interpuesta la queja contra la resolución que denegó el recurso extraordinario deducido con fundamento en la doctrina de la arbitrariedad.


    Florensa, Martín y otros c/ Banco Roela S.A. s/ Denuncia


    F, 104, L. XLV, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Fondos judiciales depositados en dólares estadounidenses. Ley 25.561. Intereses: porcentaje para el cálculo. Principio de cosa juzgada. Enriquecimiento incausado del patrimonio del actor.


    La suma a la que arriba la liquidación traduce un resultado excesivo, que deriva en un enriquecimiento incausado del patrimonio del actor y se aparta palmariamente del accesorio que hubiere generado la imposición en dólares estadounidenses en el lapso en cuestión. Ello, a su vez, se ve confirmado por la pretensión originaria del propio actor, que era la obtención de los réditos que naturalmente hubiese generado el capital en la moneda de origen. En tales condiciones, si bien la alzada sostuvo que las cuestiones referidas a las tasas de interés constituían planteos ya debatidos en la causa sobre los cuales había recaído decisión, omitió valorar que, por las circunstancias particulares del caso, la aplicación de los porcentajes indicados podía conducir a un resultado irrazonable. La Corte ha dicho que debe descalificarse la sentencia que, so color de un supuesto respecto al principio de cosa juzgada, aprueba una liquidación que conduce a un resultado que quiebra toda norma de razonabilidad, violenta los principios establecidos en los artículos 953 y 1071 del Código Civil y desnaturaliza la finalidad de la pretensión entablada.


    Arancibia Viuda de Hoyos, Nora del Valle c/ Dresser Atlas Argentina S.A.M.P. s/ Accidente - acción civil


    A, 528, L. XLIV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Fondos judiciales pesificados. Cuentas a la vista y plazos fijos constituidos originariamente en moneda extranjera. Remisión al dictamen de la causa A. 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A s/ quiebra". Aplicación de intereses.


    Corresponde hacer lugar a la queja y al recurso extraordinario, confirmar la decisión en cuanto declaró procedentes los intereses del depósito judicial de autos invertido en dos plazos fijos a 30 días; y revocarla en relación a: (i) la determinación de la tasa aplicable para el cálculo de los intereses generados por ese depósito a plazo fijo, con el alcance indicado en el punto IV, último párrafo, del dictamen en la causa S.C. A. N° 1300; L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ Quiebra" y (ii) la imposición de accesorios al depósito a la vista.


    Flores de Massari, María Cedermina c/ Zangari, Alejandro s/ ejecutivo


    F, 43, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Inaplicabilidad de las normas que contemplaban la reexpresión en el valor de los bonos depositados en las cuentas corrientes computarizadas de la actora. Resolución (ME) 1.280/92. Remisión al dictamen 0. 244, L. XLV, "Orbis Merting San Luis S.A.I.C. c/ AFIP y otros". Insuficiencia de fundamento autónomo en la apelación extraordinaria.


    El debate en el caso resulta sustancialmente análogo al ya examinado en el dictamen 0. 244, L. XLV, "Orbis Merting San Luis S.A.I.C. c/ AFIP y otros", cuyos fundamentos se dan por reproducidos en cuanto fueren aplicables a esta causa. Además de ello, la cámara también ratificó el pronunciamiento de grado en cuanto había ordenado a la AFIP que adecue la diferencia a uno de la relación promedio entre valor agregado y valor bruto de producción, respetando una distribución porcentual del 72% para IVA compras y del 28% para IVA saldo. En este aspecto, la apelación extraordinaria no satisface la exigencia de ser suficiente en cuanto a su fundamento autónomo, puesto que el recurrente omite por completo toda referencia a la cuestión a lo largo de su escrito, careciendo por ende de una crítica en torno a los fundamentos en los que se apoyó la cámara para llegar a las conclusiones que supuestamente lo agravian. Por lo expuesto, corresponde revocar la sentencia en cuanto ha sido materia de recurso extraordinario y rechazar la demanda, con la salvedad expuesta en los dos párrafos que anteceden, aspecto en el cual el recurso debe ser declarado improcedente.


    Formar S.A. c/ A.F.I.P. - D.G.I. s/ Ordinario


    F, 748, L. XLIV, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Indemnización por fallecimiento relacionado a un acto de servicio. Indemnización basada en normas de derecho común. Remisión al fallo "Mengual" (considerandos 5 a 7), y al dictamen de la causa "Azzetti".


    No existe óbice alguno para otorgar una indemnización basada en normas de derecho común a un integrante de las fuerzas armadas (o a sus derechohabientes), cuando las leyes específicas que rigen a la institución no prevén una reparación, sino un haber de retiro de naturaleza previsional y se trata -como ocurre en el caso- de circunstancias ajenas al combate, consecuencia de un hecho accidental que podía ser imputado jurídicamente al Estado Nacional. Por no tratarse en el caso de un fallecimiento acaecido en acciones bélicas y en virtud de que las disposiciones respectivas de la ley 19.101 no contemplan un régimen indemnizatorio especial, sino que tratan de haberes previsionales, no existió impedimento alguno para reclamar el resarcimiento de los daños por las normas del derecho común.


    Matilla, Héctor Eduardo y otro c/ Estado Nacional s/ Daños y perjuicios


    M, 397, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Indemnización por fallecimiento relacionado a un acto de servicio. Indemnización basada en normas de derecho común. Remisión al precedente "Mengual" y al dictamen de la causa "Azzertti".


    No existe óbice alguno para otorgar una indemnización basada en normas de derecho común a un integrante de las fuerzas armadas (o a sus derechohabientes), cuando las leyes específicas que rigen a la institución no prevén una reparación, sino un haber de retiro de naturaleza previsional y se trata de circunstancias ajenas al combate, consecuencia de un hecho accidental que podía ser imputado jurídicamente al Estado Nacional. En consecuencia, por no tratarse en el caso de un fallecimiento acaecido en acciones bélicas y en virtud de que las disposiciones respectivas de la ley 19.101 no contemplan un régimen indemnizatorio especial, sino que tratan de haberes previsionales a los que tampoco podrían acceder los progenitores del causante por no cumplir las condiciones exigidas por la norma, no existió impedimento alguno para reclamar el resarcimiento de los daños por las normas del derecho común.


    Villegas, Hugo Daniel y otra c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Ejército Arg. s/ Ordinario


    V, 271, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Índice de movilidad jubilatoria retroactiva. Inconstitucionalidad de la ley 26.198. Precedente "Badaro". Remisión a causa S.C. V 439; L. XL "Vargas, Gerardo c/ ANSeS s/ reajustes varios".


    Primeramente, en lo referido a la doctrina sentada por la Corte Suprema en la causa "Badaro", no le asiste razón a la apelante. Ello es así, desde que la decisión recurrida no se ve conmovida por sus dichos desde que no aportó argumentos idóneos que permitan descalificar lo resuelto. Dicha circunstancia, pues, desbarata cualquier impedimento para aplicar a la causa tan relevante marco jurisprudencial, desde que no se advierte un apartamiento manifiesto por los jueces de la causa de lo decidido en tal precedente. Y en todo caso, es de precisar también que con posterioridad, en ocasión de contestar el traslado que la Corte le confirió, el actor planteó -tal como ocurrió en el fallo que nos ocupa- la inconstitucionalidad de la ley 26.198. Tal situación habilita a que ahora sean de aplicación las pautas plasmadas en el segundo fallo de la causa "Badaro" en 2007, reajustando los haberes previsionales del actor, de acuerdo a las pautas allí reseñadas. Respecto a la inconstitucionalidad decretada sobre los artículos 64 y 66 de la ley 25.827, debe decirse que tal planteo suscita el examen de cuestiones sustancialmente análogas a las resueltas por la Corte Suprema en la causa S.C. V 439; L. XL "Vargas, Gerardo c/ ANSeS s/ reajustes varios", fallada el 20 de diciembre de 2005, a cuyas consideraciones, en lo pertinente, corresponde remitirse, en razón de brevedad.


    Sosena, Elena Romana c/ Anses s/ Reajustes varios.


    S, 487, L. XLIII, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Inteligencia de un pronunciamiento dictado en la misma causa. Procedencia del recurso. Inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte.


    La procedencia sustancial del recurso extraordinario está supeditada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte cuya evaluación corresponde a los integrantes de la Corte por ser los que se encuentran en mejores condiciones para desentrañar el alcance de sus propios fallos especialmente en supuestos como el de autos en el que no hubo intervención previa del Ministerio Público.


    Defferrari, Elena Rosa c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    D, 364, L. XLV, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Omisión de traslado del recurso extraordinario. Art. 257 CPCCN.


    Es doctrina del Tribunal que la adecuada notificación de las distintas etapas fundamentales del proceso, particularmente el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el art. 257, segundo párrafo, del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que crean conducentes para la correcta solución de la causa. De esta manera, toda vez que la Sala V de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo Federal denegó el recurso extraordinario deducido por la Administración Federal de Ingresos Públicos, sin haber dado cumplimiento, en forma previa, al traslado que determina la norma citada supra, respecto de la actora, y sin haber dado razones que justifiquen tal omisión, corresponde que, con carácter previo al dictamen de la Procuración General, se deje sin efecto el pronunciamiento de la Cámara en ese punto, y se devuelvan los autos principales al tribunal de origen a fin de que sustancie el trámite dispuesto por el art. 257 del citado código de rito.


    Metrovias S.A. c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso.


    M, 862, L. XLIV, 13 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Pesificación de obligaciones negociables en moneda extranjera. Régimen de emergencia Ley 25.561, Decreto 214/02 y concordantes. Precedentes "Bustos", "Rinaldi" y "Longobardi". Constitucionalidad.


    Toda vez que en el sub-lite el Banco sostiene que las ON expresadas en moneda extranjera emitidas por dicha entidad financiera con anterioridad al 6 de enero de 2002, quedaron alcanzadas por la conversión a pesos de las obligaciones dispuesta por el decreto 214/02 y normativa concordante y ratificatoria, cabe puntualizar que dicha hermenéutica concuerda con los argumentos expuestos por la Procuración General en la causa: S.C. P. N° 686, L. XLIII "Papamundo S.A. y otra c/ Solvay S.A.I.C, donde se sostuvo la constitucionalidad de la normativa que dispuso la pesificación respecto a una emisión de ON que efectuó la deudora en su concurso preventivo remitiendo a los precedentes de Fallos 330:855 "Rinaldi", 330:5345 "Longobardi" y 331:1040 "Fecred", igual criterio se sostuvo en los autos: S.C. S. N° 492, L. XLIV, "Slatapolsky, Jorge Alberto c/ Banco Do Brasil SA s/ Ordinario". Si bien la actora alega que la moneda de la contratación -dólares- fue el motivo que la llevó a adquirir las ON y que la pesificación importa un abuso, no explica por qué el sistema de cálculo instrumentado en tales normas arrojaría un resultado expoliatorio como afirma; siendo del caso recordar, que quien tacha de inconstitucional una ley aduciendo que vulnera las garantías constitucionales receptadas en los artículos 16, 17 y 18 debe probar de modo concluyente la forma en que tal afectación ha tenido lugar.


    Ontivero, Laura Hayde c/ Banco Roela S.A. y otro s/ Amparo


    O, 182, L. XLV, 12 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Plazo de prescripción de la acción por infracciones detectada por la CNV -organismo de control del régimen de la oferta pública-. Vacío legal de la Ley N° 17.811 al momento de los hechos. Integración. Naturaleza preventiva del derecho administrativo sancionador, en contraposición con la represiva del derecho penal. Aplicación analógica de la Ley N° 21.526 de Entidades Financieras. Posterior dictado del Decreto N° 677 01.


    La sentencia impugnada para resolver integrar la Ley N° 17.811 (texto original) en materia de prescripción, con el Código Penal, parte de la premisa de la ausencia de diferencia entre las sanciones administrativas y las penales, por ser ambas -según allí se afirma- expresiones de la potestad represiva del Estado; sin pronunciarse sobre el fondo del tema. Ante la ausencia, al momento de los hechos, de una solución normativa respecto del plazo de prescripción de la acción para sancionar infracciones cometidas en el marco del régimen de la oferta pública de valores negociables, corresponde recurrir a los principios de leyes análogas, toda vez que la regla de interpretación prevista en el artículo 16 del Código Civil excede los límites del ámbito del derecho privado y se proyecta como un principio general, vigente en todo el orden jurídico interno. En tal contexto, no parece irrazonable la aplicación analógica de otro cuerpo legal de carácter administrativo, tal como es la Ley N° 21.526 de Entidades Financieras, que posee más puntos en común con el sistema regulado por la Ley N° 17.811 que el ordenamiento penal y prevé un plazo de prescripción (seis años) de la acción que nace de las infracciones a ese régimen (v. art. 42, Ley N° 21.526).  Existiendo una norma de idéntico rango legal dentro del ordenamiento jurídico administrativo destinado a regular una materia sustancialmente similar a la de la Ley de Oferta Pública, como es la Ley de Entidades Financieras, corresponde suplir el vacío existente en materia de prescripción con éste último cuerpo legal. A mayor abundamiento, es oportuno destacar que, si bien no se encuentra controvertida la inaplicabilidad al caso del Decreto N° 677 01 (B.O 26/05/01), posterior a los hechos, su dictado importó una modificación sustancial d la Ley N° 17.811, y en materia de prescripción estableció un plazo idéntico al ya regulado e la Ley N° 21.526 -art. 42- (v. art. 40, Dec. N° 677/01 que incorporó el art. 10 bis de la Ley N° 17.611).


    Comisión Nacional de Valores c/ Telefónica Holding de Argentina S.A. s/ Organismos externos


    C, 1614, L. XLIV, 19 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Pretensión municipal de cobro de un tributo. Naturaleza federal de las normas del Código Alimentario Nacional. Remisión al dictamen de la causa C. 19, L. XLVI, "Cepa Argentina S.A. c/ Municipalidad de Esteban Echeverría s/ Acción declarativa de certeza". Corresponde a la justicia federal.


    Russo, Daniel Horacio y otros c/ Estado Nacional - Corte Suprema de Justicia de la Nación - Consejo Magistratura Dto 5046/51 s/ Empleo público


    R, 475, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Previo a dictaminar, acompáñese el certificado de deuda que se pretende ejecutar.


    Obra social para la actividad docente - OSPLAD c/ Chaco, provincia de (Ministerio de educación, cultura, ciencia y tecnología) s/ Ejecución fiscal


    O, 265, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Previo a dictaminar, acompáñese el certificado de deuda que se pretende ejecutar.


    Obra social para la actividad docente (OSPLAD) c/ Catamarca, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O, 264, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Previo a dictaminar, acompáñese el certificado de deuda que se pretende ejecutar.


    Obra social para la actividad docente c/ Corrientes, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O, 250, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Previo a dictaminar, acompáñese el certificado de deuda que se pretende ejecutar.


    Obra social para la actividad docente c/ Jujuy, provincia de s/ Ejecución fiscal


    O, 267, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Procedencia del recurso extraordinario federal. Excepciones: excesivo rigor formal. Omisión de pronunciamiento sobre cuestiones planteadas y conducentes para la adecuada solución del litigio.


    En el caso, corresponde hacer excepción a la regla según la cual las resoluciones que declaran desierto un recurso ante el tribunal de alzada no son, en razón de su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía del art. 14 de la ley 48, cuando lo resuelto revela un excesivo rigor formal susceptible de frustrar el derecho federal invocado en el caso. En el sub lite se configura un supuesto de excepción que permite revisar la sentencia apelada, toda vez que el escrito de apelación de la demanda contiene argumentos suficientes sobre el tema que se pretende someter a conocimiento de la cámara, en los que se encuentran contenidas las exigencias mínimas para sustentar la apelación. Por ello, la decisión que declaró desierto el recurso no sólo trasunta un excesivo rigor formal en el modo de apreciar la suficiencia técnica de la apelación interpuesta por la demandada contra la decisión de primera instancia, sino que omite pronunciarse sobre cuestiones oportunamente planteadas y conducentes para la adecuada solución del litigio. En este sentido, el apelante invocó claramente desde el inicio que de las actuaciones que tramitaron en sede administrativa surge que el acto administrativo mediante el cual se declaró que la afección padecida por el actor no guarda relación con los actos del servicio había quedado firme y consentido. De tal modo, sus agravios no constituían meras discrepancias subjetivas, sino que se apoyaban en consideraciones jurídicas y en constancias de la causa que, a su criterio, no fueron debidamente evaluadas por los magistrados. En base a ello, y sin dejar de reconocer las amplias facultades de los jueces de la causa para calificar los recursos y peticiones de las partes, en el sub examine existe relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas (artículo 15 de la ley 48) y, por ello, la sentencia recurrida es pasible de ser descalificada como acto jurisdiccional válido.


    Franco Andres c/ Ejército Argentino y otros s/ Sumario


    F, 228, L. XLVI, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Proceso de quiebra. Pretensa inconstitucionalidad de los arts. 218 y 224, ley 24.522. Alegada arbitrariedad de sentencia. Principio de unidad de acción del MPF.


    El principio de unidad de acción en que debe desenvolverse el Ministerio Público Fiscal, impide vedar el acceso de la recurrente a una instancia judicial plena.


    Clínica Marini S.A. s/ quiebra


    C, 534, L. XLIV, 16 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Proceso de reestructuración de la deuda pública. Ley 26.547. Pronunciamiento inoficioso.


    Con relación a la situación de quienes no adhirieron al canje y en lo que respecta a la posible aplicación de la ley 26.017 y los decretos 1733/04 y 1735/04, es inoficioso emitir pronunciamiento ya que la recientemente sancionada ley 26.547 contempla la situación de aquel1as personas que no hayan adherido al canje y suspendió la vigencia de los arts. 2°, 3° y 4° de la ley mencionada hasta el 31 de diciembre de 2010, o hasta que finalice el proceso de reestructuración de la deuda pública (art. 1° de la ley 26.547).


    Bernardez, Elvira y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    B, 1199, L. XLIV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Programa de Propiedad Participada de Aerolíneas Argentinas. Proceso de expropiación. Leyes N° 26.412 y 26.466. Forma de integración del aumento de capital aprobado.


    Remisión a lo dictaminado en autos en fecha 25 de octubre de 2007.


    Accionistas del Programa de Propiedad Participada de Aerolíneas Argentinas c/ Aerolíneas Argentinas S.A. s/ Sumario


    A, 560, L. XLI, 30 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Pronunciamiento innecesario: agravios considerados en dictamen del día de la fecha en los autos principales.


    Bustos, Jorge Alberto y otros c/ Estado Nacional - Secretaría de inteligencia del Estado - Resol. 17/00 y otros s/ Empleo público


    B, 413, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Regla del solve et repete. Menoscabo del derecho de defensa en juicio. Sentencia arbitraria: no es una derivación razonada del derecho vigente, y apartamiento de las constancias de la causa.


    La regla del solve et repete ha sido receptada en diversos ordenamientos locales y en distintas leyes del ámbito federal y su validez constitucional fue declarada por una constante jurisprudencia de V.E., destacándose que el requisito del previo pago no importa, por sí mismo, violación del art. 18 de la Ley Fundamental. Empero, el propio Tribunal ha morigerado tal exigencia en aquellos casos en los que existe una desproporcionada magnitud entre la suma que el contribuyente debe ingresar y su concreta capacidad económica o su estado patrimonial, a fin de evitar que ese pago previo se traduzca en un real menoscabo de garantías que cuentan con protección constitucional. Lo declarado por el tribunal recurrido en torno a que la actora no ha logrado acreditar que se halla en una situación de excepcionalidad frente a esa regla peca por apartarse de constancias relevantes del expediente, hecho que tiñe de arbitrariedad la decisión y la hace devenir incompatible con un adecuado servicio de Justicia, máxime en atención a las particulares circunstancias que rodearon la tramitación de la presente causa.  Sus afirmaciones constituyen un apartamiento de las concretas alegaciones y constancias de la causa, llevando inexorablemente a la aplicación de la doctrina pretoriana sobre la arbitrariedad de las sentencias. El Tribunal Superior omitió toda consideración concreta y puntual respecto del informe contable, del que surgen datos objetivos que hacen referencia a la situación económica y financiera en que se encontraba la actora al momento de recurrir a la justicia local, acerca de la alegada imposibilidad de hacer frente al pago de la suma reclamada. También aparece huérfano de sustento el aserto formulado en la sentencia recurrida, sobre el quinto párrafo del art. 120 del código fiscal de la Provincia, y de su reglamentación. La decisión apelada ha sellado irrevisiblemente toda posibilidad de prueba a la actora con relación a que tampoco se halla en condiciones para constituir alguna de las garantías allí contempladas.  El silencio en que incurre la sentencia apelada sobre este punto, constituye otra causal más de arbitrariedad, lesiva del derecho de defensa del contribuyente. Y es que, la garantía consagrada en el art. 18 de la Constitución Nacional, requiere que no se prive a nadie arbitrariamente de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que pudieran eventualmente asistirle sino por medio de un proceso conducido en legal forma y que concluya con el dictado de una sentencia fundada.


    Asesores Industriales S.R.L. Empresa de Servicios Eventuales c/ Superior Gobierno de la provincia de Córdoba s/ Plena Jurisdicción - Recurso de apelación


    A, 446, L. XLV, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a B. 1617, L. XLI, "Bidau, Sara Margarita y otros c/ Anses"


    Hirzy, Silvia Beatriz c/ E.N. CSJN Ac 75/93 y 37/94 s/ Empleo Público


    H, 10, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a C. 1056, XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Incidente de medida cautelar


    C, 1056, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a C. 1056, XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Castillo, Ramón y otros c/ Chaco, Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Incidente de medida cautelar


    C, 1206, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a C. 1056, XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Cruz, Timoteo c/ Formosa, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Incidente de medida cautelar


    C, 1266, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a C. 1056, XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Donoso, Omar Enrique c/ Río Negro, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Ordinario


    D, 514, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a C. 1842, L. XLIII, "Consolidar ART SA c/ Superintendencia de Riesgos del Trabajo y otro Rsls. 39/98 y 25.806/98 s/ Proceso de conocimiento".


    Asociart A.R.T. S.A. c/ superintendencia de Riesgos del Trabajo y otro s/ Proceso de conocimiento


    A, 401, L. XLV, 05 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Comp. 1575, L. XLl, "Escudero, Gisela M. c/ Colegio de Fonoaudiologos s/ amparo".


    Miralles, Jorgelina y otros c/ Colegio de Fonoaudiólogos s/ Amparo


    COMP, 41, L. XLVI, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Fallos: 327:3610 "Castillo", y S.C. S. N° 1781, L. XLI; "Strangio, Domingo c/ Cattorini Hnos. S.A.C.I.F. s/ accidente", sentencia del 12 de mayo de 2009.


    Vildoso Sisterna, Carlos Alberto c/ Liberty ART S.A. y otro s/ Accidente de Trabajo s/ Acción Especial.


    V, 86, L. XLV, 04 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Fallos: 332:1624 "Compañía Microómnibus".


    Expreso Tigre Iguazu S.R.L. c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    E, 180, L. XLVI, 16 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a G. 195, XLVI, Originario, “Glaciar Pesquera S.A. c/ Tierra del Fuego Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de  s/Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Explotación Pesquera de la Patagonia S.A. c/ Tierra del Fuego Antártida E islas del Atlántico s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E, 63, L. XLVI, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior – Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios”.


    Sin perjuicio de que la solución expuesta se ajusta a la doctrina sentada por la Corte en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en el dictamen del 29 de marzo de 2007, emitido en la causa A. 774, L. XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior – Policía Federal s/ daños y perjuicios".


    Arpires, Luis Daniel c/ Estado Nacional - Mº J y Seg. y DD.HH Policía Federal s/ Accidente en el ámbito Militar y Fuerzas de Seg


    A, 426, L. XLV, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos "Flores de Massari, María Cedermina c/ Zangari, Alejandro s/ ejecutivo", S.C. F N° 43; L. XLV.


    Banco Mayo Cooperativo Limitado c/ ingeniería Vladimiro Stefani y Asociados SA y otros s/ ejecutivo


    B, 13, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos "S.C. B. N° 1191, L. XLIV, "Batista Heraldo Antonio y otro c/ Parrucci, Graciela y otro s/despido".


    Batista, Heraldo Antonio y otro c/ Parrucci, Graeiela y otro s/ despido


    B, 1164, L. XLIV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos “Vila, Luis Roberto c/ Grupo Concesionario del Oeste S.A. s/ Despido” S.C. V. N° 530, L. XLVI.


    Vila, Luis Roberto c/ Grupo Concesionario del Oeste S.A. s/ Despido


    V, 77, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Sichel, Gerardo Federico s/ Quiebra - Incidente de Apelación Art. 250


    S, 241, L. XLV, 04 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos B. 965, L. XLV “Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior – GN – Dec. 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.”.


    Jalley, Jorge Horacio y otros c/ Ministerio del Interior GN Dtos. 1.246/05 y 1.126/06


    J, 98, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos M. 353, L. XXXVIII “Municipalidad de Avellaneda c/ Obras Sanitarias de la Nación -en liquidación- s/ ejecución fiscal”, cuyos fundamentos compartió y dio por reproducidos en fallo de Corte del 30 de septiembre de 2003.


    Almandos, Gustavo L. c/ Superintendencia de Seguros de la Nación s/ Empleo público


    A, 367, L. XXXIII, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S. C. A. N° 1003, L. XLIV, "Alfacar SA s/ concurso preventivo s/ incidente de revisión promovido por HSBC Bank Argentina" en fecha 12 de mayo de 2009.


    ABN AMRO Bank NV Sucursal Argentina (Fid del Fid L) c/ Hyundai Motor Argentina S.A. y otros s/ Ordinario.


    A, 363, L. XLV, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S. C. A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Centro Comercial La Prudencia S.A. s/ Quiebra s/ Incidente de apelación


    C, 72, L. XLV, 27 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. A N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    Sueldo, Dardo Omar s/ Quiebra.


    S, 50, L. XLV, 04 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. A. N° 528, L. XLIV "Arancibia Viuda de Hoyos, Nora del Valle c/ Dresser Atlas Argentina SAMPIC s/ accidente-acción civil" en lo que concierne al agravio vinculado con la aplicación de intereses, y a lo dictaminado en S.C. A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol SA s/ quiebra" en relación a las cuestiones de fondo.


    Torres, Lidia Aurora y otros c/ Homesa Americana S.A. y otros s/ Acc. civil.


    T, 115, L. XLIV, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. A. N°689. L. XLV "Alvaro. Humberto y otros c/ Edesur SA y otro" y S.C. P. N° 541, L. XLV ''Pugliese, Eduardo y otros c/ Edenor S.A .y otro".


    Rotiroti, Catalina c/ Edenor S.A. y otro s/ Proceso de conocimiento.


    R, 717, L. XLV, 18 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. B. N° 185, L. XLV, "Brondino, Juan Enrique y otros c/ Estado Nacional s/ ordinario".


    Gramajo, Oscar A. y otro c/ Estado Nacional s/ ordinario


    G, 606, L. XLV, 18 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. C. N° 3221, L. XLII "Castro de Olmedo, M. y otros c/ Caja de Jubilaciones, Pensiones y Retiros de la Provincia de Córdoba".


    Bendayan, Jacobo Leon y otros c/ Caja de Jubilaciones Pensiones y Retiros de Córdoba s/ Amparo.


    B, 2094, L. XLII, 28 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. C. N° 329, L. XLII; "Canosa, María A y otros c/ Gas del Estado S.E. en liquidación y otros s/ participación accionariado obrero", en fecha 29/06/07, y fallado por sus fundamentos el 08/04/08; S.C. D. N° 493, L. XLII; "De Luca, Daniel c/ Gas del Estado S.E. en liquidación y otro s/ participación accionariado obrero", de fecha 29/02/08; y S.C B. N° 20, L. XLIV; "Barria, Alejandro y otros c/ Estado Nacional", en 14/11/08, fallado por sus fundamentos el 03/11/09.


    Cimadoro, Ana María y otros c/ Gas del Estado Soc. del Estado en Liquidac. y otro s/ Proceso de conocimiento.


    C, 733, L. XLV, 30 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. C. N° 681, L. XLV; "Cabello, Ángeles c/ Provincia de Buenos Aires (I.P.S.)".


    Berutti, Juan Carlos c/ Provincia de Buenos Aires (I.P.S.)


    B, 535, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. F. N° 43; L. XLV, "Flores de Massari, María Cedermina c/ Zangari, Alejandro s/ ejecutivo".


    Toja, Angel s/ Quiebra.


    T, 95, L. XLV, 28 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos S.C. S N° 301, L. XLlV: "Salas, Pedro Ángel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ amparo".


    Aliendo, Domingo R. y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa s/ contencioso administrativo


    A, 374, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en C. 1056. XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar"


    Delfino, Roberto Ramón y otros c/ Chaco, provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Medida cautelar


    D, 27, L. XLVI, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en C. 1056. XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Barbona, Rubén Eliciades c/ Santa Fe, provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Medida cautelar


    B, 46, L. XLVI, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en C. 1056. XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Girazoles, Aldo Antonio y otros c/ Corrientes, provincia de y otros (Estado Nacional) s/ Medida cautelar


    G, 35, L. XLVI, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en D. 326, L. XLV, "De Simone Eduardo Lorenzo c/ Estado Nacional - Secretaría de Turismo s/ Daños y Perjuicios".


    De Simone, Eduardo Lorenzo c/ E.N. Secretaría de Tursimo Resol. 557/04 s/ Proceso de Conocimiento


    D, 389, L. XLV, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en D. 43, L. XLVI "Dona, Agustin Carlos y otros c/ EN-SIDE-Resol 17/00 s/ empleo público - co-actor Ormella".


    Gravina, Eduardo Damian y otros c/ Estado Nacional SIDE Resol. 17/00 s/ Empleo público.


    G, 646, L. XLVI, 16 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en D. 43, L. XLVI "Dona, Agustin Carlos y otros c/ EN-SIDE-Resol 17/00 s/ empleo público - co-actor Ormella".


    Martinez, Victor Luis c/ Estado Nacional SIDE Resol. 17/01 s/ Empleo público.


    M, 783, L. XLVI, 16 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en D. 436, XLV, Originario, "Dow Agrosciences Argentina S.A. c/ Misiones, Provincia de s/ cobro de pesos".


    El proceso corresponde a la competencia originaria de la Corte.


    Riomat S.A. c/ Buenos Aires, provincia de s/ Reintegro de sumas de dinero


    R, 134, L. XLVI, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos S.C. P. N° 587, L. XLIV, "Petrolera LF Company SRL c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol 776/06 s/ amparo ley 16.986".


    Wintershall Energía S.A. c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol. 776/06 s/ Amparo ley 16.986


    W, 15, L. XLV, 01 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en el día de la fecha en autos S.C. P. N° 587, L.XLIV, "Petrolera LF Company SRL c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol 776/06 s/ amparo ley 16.986".


    Petrolera TDF Company S.R.L. c/ Estado Nacional, Ministerio de Economía resol. 776/06 s/ Amparo ley 16.986


    P, 588, L. XLIV, 01 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en F. 253, L. XLIV, "Fundación Pérez Companc c/ Estado Nacional – DGI – s/ Dirección General Impositiva".


    A ello cabe agregar que resultan improcedentes los agravios relativos a la inconstitucionalidad de las normas que autorizaron la emisión de los bonos de consolidación sexta serie que le serán entregados en pago de sus acreencias. Pues el recurrente ha efectuado un planteo en términos genéricos sin acreditar el agravio en el caso concreto. Cabe recordar que V.E. tiene dicho que el interesado en la declaración inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional causándole así un gravamen, para lo cual es menester que precise y acredite suficientemente en la causa el perjuicio que le origina la aplicación del precepto que se ataca.


    Credimax SACIFIA c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos s/ Contrato de obra pública


    C, 63, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en F. 253, L. XLIV, "Fundación Pérez Companc c/ Estado Nacional – DGI – s/ Dirección General Impositiva".


    A ello cabe agregar que resultan improcedentes los agravios relativos a la inconstitucionalidad de las normas que autorizaron la emisión de los bonos de consolidación sexta serie que le serán entregados en pago de sus acreencias. Pues el recurrente ha efectuado un planteo en términos genéricos sin acreditar el agravio en el caso concreto. Cabe recordar que V.E. tiene dicho que el interesado en la declaración inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional causándole así un gravamen, para lo cual es menester que precise y acredite suficientemente en la causa el perjuicio que le origina la aplicación del precepto que se ataca.


    Credimax SACIFIA c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos s/ Contrato de obra pública


    C, 72, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en F. 253, L. XLIV, "Fundación Pérez Companc c/ Estado Nacional – DGI – s/ Dirección General Impositiva".


    A ello cabe agregar que resultan improcedentes los agravios relativos a la inconstitucionalidad de las normas que autorizaron la emisión de los bonos de consolidación sexta serie que le serán entregados en pago de sus acreencias. Pues el recurrente ha efectuado un planteo en términos genéricos sin acreditar el agravio en el caso concreto. Cabe recordar que V.E. tiene dicho que el interesado en la declaración inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional causándole así un gravamen, para lo cual es menester que precise y acredite suficientemente en la causa el perjuicio que le origina la aplicación del precepto que se ataca.


    Credimax SACIFIA c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos s/ Contrato de obra pública


    C, 73, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en F. 253, L. XLIV, "Fundación Pérez Companc c/ Estado Nacional – DGI – s/ Dirección General Impositiva".


    A ello cabe agregar que resultan improcedentes los agravios relativos a la inconstitucionalidad de las normas que autorizaron la emisión de los bonos de consolidación sexta serie que le serán entregados en pago de sus acreencias. Pues el recurrente ha efectuado un planteo en términos genéricos sin acreditar el agravio en el caso concreto. Cabe recordar que V.E. tiene dicho que el interesado en la declaración inconstitucionalidad de una norma debe demostrar claramente de qué manera ésta contraría la Constitución Nacional causándole así un gravamen, para lo cual es menester que precise y acredite suficientemente en la causa el perjuicio que le origina la aplicación del precepto que se ataca.


    Credimax SACIFIA c/ Empresa Ferrocarriles Argentinos s/ Contrato de obra pública


    C, 77, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en G. 195, XLVI, Originario, “Glaciar Pesquera S.A. c/ Tierra del Fuego Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Estremar S.A. c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E, 78, L. XLVI, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en G. 195, XLVI, Originario, “Glaciar Pesquera S.A. c/ Tierra del Fuego Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/Acción declarativa de inconstitucionalidad”.


    Empresa Pesquera de la Patagonia y Antártida S.A. c/ Tierra del Fuego, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    E, 62, L. XLVI, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en G. 812, L. XLV, “Gallo Mendoza, Guillermo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 535/08 (Ex. 149.874/05)”.


    Gallo Mendoza Pablo c/ Ministerio de Justicia y DDHH art. 3 ley 24.043 resol 755/08 ex 149.877/05


    G, 87, L. XLVI, 09 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en G. 812, L. XLV, “Gallo Mendoza, Guillermo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 535/08 (Ex. 149.874/05)”.


    Gallo Mendoza, Javier c/ Ministerio de Justicia, seguridad y Derechos Humanos de la Nación s/ Recurso


    G, 1161, L. XLIV, 09 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en G. 812, L. XLV, “Gallo Mendoza, Guillermo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 535/08 (ex. 149.874/05)”.


    Gallo Mendoza, Lucas c/ Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación s/ Recurso


    G, 1160, L. XLIV, 09 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en I. 157, L. XLI, "Isola, Horacio A. c/ PEN LEY 25.561 DTO 1570/01 214/02 471/02 s/ amparo ley 16.986".


    Feal, Jose Luis y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dto 1570/01 214/02 s/ Amparo


    F, 605, L. XLIV, 13 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa P. 474, L. XLIV, "Paganini, María y otro c/ PEN - ley 25.561 – dto. 214/02 y dto. 1735/04 s/ proceso de conocimiento - ley 25.561".


    Monder, Marcos y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional ley 25.561 Dto 1570/01 214/02 (Galicia) s/ Proceso de conocimiento


    M, 203, L. XLV, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa S. 313, L. XLV, Originario "San Luis, Provincia de c/ Estado Nacional s/ incidente de medida cautelar".


    Chubut, provincia del c/ Estado Nacional s/ Acción declarativa de cereteza y cobro de pesos


    C, 621, L. XLVI, 16 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en la causa V. 312, L. XLV, "Volskwagen Argentina S.A. (TF 22.l79-A) c/ DGA".


    Ford Argentina SCA c/ Estado Nacional DGA Resol. 7182/07 (PRLA) s/ Dirección General de Aduanas


    F, 32, L. XLVI, 10 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en M. 462, L. XLVI.


    Mansilla, Carlos Alberto c/ Prefectura Naval Argentina s/ Daños y perjuicios - Benef. de lit sin gastos


    M, 409, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en P. 1493, L. XLII, "Pérez Villalba, María Magdalena c/ Poder Ejecutivo Nacional" y T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561”.


    El diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (arts. 49 y 51).


    Vélez, Jorge Enrique s/ Medida autosatisfactiva


    V, 59, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - ley 25.561 - dtos 1570/01 214/02 s/ amparo sobre ley 25.561".


    Cid, Juan c/ Poder Ejecutivo Nacional ley 25.561 Dto 1570/01 214/02 s/ Proceso de conocimiento


    C, 1144, L. XLVI, 14 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo expresado en autos V. 499, L. XLIII, "Vila, Alfredo Luis c/ Gobierno Nacional y/o PEN s/ Usucapión".


    No corresponde un pronunciamiento de esta Procuración General.


    Vila, Alfredo Luis c/ Gobierno Nacional y/o Poder Ejecutivo Nacional s/ Usucapión


    V, 497, L. XLIII, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo fallado por la CSJN en L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior – Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios" y a lo dictaminado en A. 774, L XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional- Ministerio del Interior - Policía Federal s/ daños y perjuicios".


    Gambini, Ruben Eduardo c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Policía Federal s/ Daños y perjuicios.


    G, 710, L. XLVI, 14 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo fallado por la CSJN en L. 377, L. XLI, "Leston, Juan Carlos c/ Estado Nacional- Ministerio del Interior - Policía Federal Argentina s/ daños y perjuicios" y a lo dictaminado en A. 774, L XLII, "Andrada, Alberto Miguel c/ Estado Nacional- Ministerio del Interior - Policía Federal s/ daños y perjuicios".


    Schultz, Gustavo Daniel c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Secretaría de seg. Int. Pol. Fed. s/ Accidente en el ámbito militar y fzas de seg.


    S, 731, L. XLVI, 16 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto en la causa M. 1401, L. XLIII, “Marcelo, Osvaldo Mario y otros c/ Estado Nacional - SIDE- Resol. 17/00 s/ empleo público".


    Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en "Alaniz, Miguel Angel c/ Estado Nacional – Ministerio de Defensa – EMGE s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seguridad".


    Bustos, Jorge Alberto y otros c/ Estado Nacional - Secretaría de inteligencia del Estado - Resol. 17/00 s/ Empleo público


    B, 446, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo resuelto por la Corte en autos R. 354, XLIV "Ramos, José Luis c/ Estado Nacional (Min. de Defensa-A.R.A.) s/ indemnización por despido".


    Sin perjuicio de mantener el criterio contrario expresado en el dictamen de la causa.


    Iribarne, Rodolfo Antonio c/ Estado Nacional (Honorable Senado de la Nación) s/ Empleo público


    I, 192, L. XLIV, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a los fallos "Franco" y "Freitas Henriques" (Fallos: 322:1868 y 2398, respectivamente) y "Carabajal" (Fallos: 332: 12).


    Leguizamón, Eduardo Domingo y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del interior - Gendarmería Nacional s/ Demanda contencioso administrativa.


    L, 93, L. XLVI, 13 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a P. 582, XXXIX, Originario, "Papel Misionero SAIFC c/ Misiones, Provincia de s/ Acción declarativa".


    Asociación de Bancos de la Argentina y otros c/ Misiones, provincia de y otros s/ Acción de repetición y declarativa de inconstitucionalidad


    A, 2103, L. XLIII, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a P. 846, L. XLIV, "Pravisani, Mirta Araceli Teresita c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 779/08 (Ex. 132.574/02)".


    Cettour, Ines Victoria c/ Ministerio de Justicia y DDHH art. 3 Ley 24.043 Resol. 779/08 ex 131.811/01


    C, 517, L. XLVI, 09 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen A. 874, L. XLIV, "Alean Laboratorios Argentina S.A. c/ Municipalidad de Córdoba".


    Justesa Imagen Argentina S.A. c/ Municipalidad de Río Cuarto s/ Plena jurisdicción


    J, 123, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen C. 1056, XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Lezcano, Miguel Luis y otro c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Incidente de medida cautelar


    L, 559, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen C. 1056, XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Lopez, Marcos Polonio y otro c/ Entre Ríos, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ Ordinario


    L, 487, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen C. 1056, XLV, Originario, "Carrizo, Fausto Leonardo y otros c/ Corrientes, Provincia de y otro (Estado Nacional) s/ incidente de medida cautelar".


    Medina, Juan Ignacio y otros c/ Chaco, Provincia del y otro (Estado Nacional) s/ Incidente medida cautelar


    M, 1069, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa A. 284, L. XLIV, "Fisco Nacional – AFIP – c/ Agumar Servicios Turísticos S.R.L s/ Ejecución fiscal".


    Fisco Nacional - A.F.I.P. c/ Agumar Servicios Turísticos S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    F, 131, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa A. 386, L. XLIV, "Fisco Nacional – AFIP - c/ Agumar Servicios Turísticos S.R.L. s/ Ejecución fiscal".


    Fisco Nacional - A.F.I.P. c/ Agumar Servicios Turísticos S.R.L. s/ Ejecución fiscal


    F, 219, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa A. 874, L. XLIV, "Alcon Laboratorios Argentina S.A c/ Municipalidad de Córdoba".


    Bristol-Myers Squibb Argentina S.A. s/ Municipalidad de Río Cuarto s/ Demanda contencioso administrativa


    B, 1080, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior – GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FF AA y de Seg.".


    Paz, Ricardo Salvador y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada Argentina - Dto. 1104/05 y 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    P, 254, L. XLVI, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1508, L. XLIII, "Cooperativa Integral de Provisión de Servicios Públicos Trabajadores Municipales de Campana Ltda. (TF 21.561-I) c/ DGI”.


    Cooperativa Integral de Provisión de Servicios Públicos Trabajadores Municipales de Campana Ltda c/ Dirección General Impositiva s/ Recurso


    C, 1391, L. XLIII, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa C. 1674, L. XLIV.


    Cots, Libia Elda c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos y otros s/ Sumarios s/ incidente de embargo


    C, 1543, L. XLIV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa D. 539, L. XLV, "De Pinto, Silvia Noemí c/ Estado Nacional - Poder Judicial de la Nación - (Dto. 5046/51) s/ Empleo público".


    Fasanelli, Luis Pedro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Corte Suprema de Justicia de la Nación - Consejo de la Magistratura s/ Empleo público


    F, 274, L. XLVI, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa D. 539, L. XLV, "De Pinto, Silvia Noemí c/ Estado Nacional - Poder Judicial de la Nación - (Dto. 5046/51) s/ Empleo público".


    Sejzer, Luis Alberto y otros c/ Estado Nacional - Corte Suprema de Justicia - Consejo de la Magistratura Dto 5046/51 s/ Empleo Público


    S, 465, L. XLVI, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa D. 539, L. XLV, "De Pinto, Silvia Noemí c/ Estado Nacional – Poder Judicial de la Nación - (Dto. 5046/51) s/ Empleo público".


    Reisenman, Eugenia Victoria y otros c/ E.N. CSJN Consejo de la Magistratura Dto. 5046/51 s/ Empleo público


    R, 34, L. XLVI, 02 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa D. 539, L. XLV, “De Pinto, Silvia Noemí c/ Estado Nacional – Poder Judicial Nacional – (Dto 5046/51) s/ Empleo público”.


    Mezzera, Irene Elena c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Corte Suprema de Justicia de la Nación - Consejo de la Magistratura Dto 5046/51 s/ Empleo público


    M, 495, L. XLVI, 07 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa D. 539, L. XLV, “De Pinto, Silvia Noemí c/ Estado Nacional -PJN- (Dto. 5046/51) s/ Empleo público”.


    Uriarte, Fernando Alcides y otros c/ Estado Nacional - Corte Suprema de Justicia de la Nación - Consejo de la Magistratura Dto 5046/51 s/ Empleo público


    U, 42, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa E. 280, L. XLIV, "Establecimiento Liniers S.A. c/ Estado Nacional - Ley 26.095 - Ministerio de Planificación - Resol. 2008/06 y otros s/ Amparo ley 16.986",


    Cadenas Puertolas, Miguel c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de planificación federal, inversión pública y servicios - Ente Nacional regulador del gas s/ Sumarisimo


    C, 502, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa E. 280, L. XLIV, "Establecimiento Liniers S.A. c/ Estado Nacional - Ley 26.095 - Ministerio de Planificación - Resol. 2008/06 y otros s/ Amparo ley 16.986".


    Cadenas Puertolas, Miguel c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de planificación federal, inversión pública y servicios - Ente Nacional regulador del gas s/ Sumarisimo


    C, 474, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa E. 280, L. XLIV, "Establecimiento Liniers S.A. c/ Estado Nacional – Ley 26.095 – Ministerio de Planificación – Resol. 2008/06 y otros s/ Amparo ley 16.986".


    Muñoz Bracero, Luis c/ Estado Nacional - Ministerio de Planificación Federal y Ente Nacional de Regulador del Gas s/ Acción meramente declarativa


    M, 400, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa E. 280, L. XLIV, "Establecimiento Liniers S.A. c/ Estado Nacional – Ley 26.095 – Ministerio de Planificación – Resol. 2008/06 y otros s/ Amparo ley 16.986".


    Muñoz Bracero, Luis c/ Poder Ejecutivo Nacional Ministerio de Planificación Federal, Inversión Pública y Servicios Ente Nacional de Regulador del Gas Enargas s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad sumarísimo


    M, 450, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa E. 280, L. XLIV, "Establecimiento Liniers S.A. c/ Estado Nacional – Ley 26.095 – Ministerio de Planificación – Resol. 2008/06 y otros s/ Amparo ley 16.986".


    Sucesión de Bartolomé Lopez Amat S.R.L. c/ Ente Nacional Regulador del Gas - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Planificación federal, Inversión Pública y Servicios s/ Acción meramente declarativa de inconstitucionalidad - Medida cautelar


    S, 322, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa E. 280, L. XLIV, "Establecimiento Liniers S.A. c/ Estado Nacional – Ley 26.095 – Ministerio de Planificación – Resol. 2008/06 y otros s/ Amparo ley 16.986".


    Sucesión de Bartolomé Lopez Amat S.R.L. c/ Estado Nacional - Poder Ejecutivo Nacional - Ministerio de Planificación federal, Inversión Pública y Servicios - Ente Regulador del Gas s/ Sumarisimo


    S, 348, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa E. 280, L. XLIV, “Establecimiento Liniers S.A. c/ Estado Nacional – Ley 26.095 – Ministerio de Planificación – Resol. 2008/06 y otros s/ Amparo ley 16.986”.


    Muñoz Martinez, Cristobal c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Acción declarativa de certeza


    M, 449, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa E. 280, L. XLIV, “Establecimiento Liniers S.A. c/ Estado Nacional – Ley 26.095 – Ministerio de Planificación – Resol. 2008/06 y otros s/ Amparo ley 16.986”.


    Muñoz Martinez, Cristobal c/ Poder Ejecutivo Nacional y otros s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    M, 399, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa E. 55, L. XLIV, “ENRE - Resol. 1070/06 c/ EDESUR S.A.”.


    Ente Regulador de la Electricidad c/ Edenor S.A. s/ Proceso de ejecución


    E, 4, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa F. 352, L. XLIV, "Frondizi, Marcelo Hernando c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1075/06 (Expte 144.307/04)", cuyos argumentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 2 de febrero de 2010).


    Serrano, Silvia Susana c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 2751/08 (Ex. 143.744/04)


    S, 517, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa F. 711, L. XLIV “Fondo Nacional de las Artes c/ Tierra del Fuego, Antártida e Islas del Atlántico Sur, Provincia de s/ Ejecución fiscal”.


    Fondo Nacional de las Artes c/ Tierra del fuego, Antártida Argentina e Islas del Atlántico sur, Provincia de s/ Ejecución fiscal


    F, 504, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa H. 177, L. XLIV, "Hanriquez, Abdón Zenón c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1011/06 (ex 343.747/92)".


    Hanriquez, Ramón Arcángel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 977/06 (Ex. 338.899/92)


    H, 68, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa M. 967, L. XLV, Originario "Martínez, Fernando Diego c/ Catamarca, Provincia de s/ daños y perjuicios".


    Maturano, Rafael c/ Catamarca, provincia de s/ Daños y perjuicios


    M, 1070, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa M. 967, L. XLV, Originario "Martínez, Fernando Diego c/ Catamarca, Provincia de s/ daños y perjuicios".


    Sueldo, Guillermo Oscar c/ Catamarca, provincia de s/ Daños y perjuicios


    S, 860, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa P. 474, L. XLIV. “Paganini, María y otro c/ Poder Ejecutivo Nacional – ley 25.561 – dto 214/02 y dto 1735/04 s/ Proceso de conocimiento – ley 25.561”.


    Camaño, Félix Héctor c/ Poder Ejecutivo Nacional - ley 25.561 - Dto. 1570/01, 214/02, 471/02 s/ Proceso de conocimiento


    C, 177, L. XLVI, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa T. 394, L. XLIV, "Tapella, Néstor Carlos y otro c/ Estado Nacional – Bocones Previsionales s/ Ampro ley 16.986".


    Abud, Emilio Gabriel c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Proceso de conocimiento


    A, 924, L. XLIV, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de la causa Y. 35, L. XLIV, “Yañez, María Nelly c/ Estado Nacional”.


    Birella Ida c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    B, 316, L. XLV, 04 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de las causas Y. 35, L. XLIV, "Yánez, María Nelly c/ Estado nacional", y A. 751, L. XLV, "Astelarra, María Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo".


    Burzny, Hinda Clara c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    B, 298, L. XLVI, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de las causas Y. 35, L. XLIV, "Yánez, María Nelly c/ Estado Nacional", y A. 751, L. XLV, "Astelarra, María Patricia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo".


    Faure, Guillermo c/ Poder Ejecutivo Nacional Ley 25.561 Dto. 1570/01 214/02 s/ Amparo


    F, 131, L. XLVI, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen de P. 1493, L.XLII, "Pérez Villalba, María Magdalena c/ Poder Ejecutivo Nacional" y T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - dtos 1570/01 214/02 s/ amparo sobre ley 25.561".


    Cabe agregar que el diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (art. 49 y 51). Sin perjuicio de ello, toda vez que la actora es titular de Bonos de Consolidación Previsionales (U$S) 2° serie y se encuentra incluida entre las excepciones al diferimiento del pago de los servicios de la deuda pública que establece la resolución del Ministerio de Economía 73/02, corresponde aclarar que la suspensión de la ejecución de la sentencia firme dictada en la causa se debe entender en aquello que exceda la resolución 73/02 indicada, siempre y cuando existan remanentes pendientes de pago.


    Benfield, Rebeca Celina c/ PEN s/ Proceso de ejecución


    B, 481, L. XLIV, 08 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen en los autos principales F. 274, L. XLVI "Fasanelli, Luis Pedro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - CSJN - Consejo Magistratura s/ Empleo público".


    Fasanelli, Luis Pedro y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Corte Suprema de Justicia de la Nación - Consejo de la Magistratura s/ Empleo público


    F, 231, L. XLVI, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen en los autos principales S. 465, L. XLVI, "Sejzer, Luis Alberto y otros c/ Estado Nacional - CSJN - Consejo Magistratura - Dto. 5046/51 s/ Empleo público".


    Sejzer, Luis Alberto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia - Corte Suprema de Justicia de la Nación - Consejo de la Magistratura s/ Empleo Público


    S, 402, L. XLVI, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen N. 194, L. XLV, "Navarro, Susana Teresa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art 3 Ley 24.043 - Resol. 661/08 (Ex. 142.855/04)”.


    Navarro, Susana Teresa c/ Ministerio de justicia y derechos humanos s/ Art. 3 ley 24.043 - Resol. 661


    N, 183, L. XLV, 23 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen y al fallo de la causa G. 119, L. XLV, "Gass, Adolfo c/ Ministerio de Justicia y DDHH – Art. 3 Ley 24.043 – Resol. 585/07 (exp 154.006/06)".


    Gass, Raquel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos Art. 3 ley 24.043 Resol. 270/09 ex 447992/98


    G, 341, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen y al fallo de la causa S. 968, L. XLIII, “Sánchez Cardozo, Carlos María c/ Ministerio de Justicia y DDHH – Art. 3 ley 24043 (Resol. 462/4)”.


    Casavieja Castellanos, Margarita c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos y otro s/ Recurso Directo


    C, 370, L. XLII, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión al dictamen y fallo de la causa P. 413, L. XLIII, “Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos – Art 3° Ley 24.043 – Resol. 1198/06 (446755/98)”.


    Rovaletti, María Lucrecia c/ Consejo Nacional de Invest. Cient. y Tecnolog. s/ Diferencias salariales


    R, 369, L. XLIV, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión causa M. 1401, L. XLIII, "Marcelo, Osvaldo Mario".


    Sin perjuicio de que tal solución se ajusta a la doctrina sentada por V.E. en torno al objeto del litigio, se mantiene la opinión vertida en el dictamen de la causa A. 2012, L. XLI, "Alaniz, Miguel Angel".


    Barcos, Olga Adriana y otros c/ Estado Nacional - Secretaría de inteligencia del Estado s/ Empleo público


    B, 14, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión Comp. 118, L. XLIII; Comp. 190, L. XLIII; Comp. 543, L. XLIV.


    GCBA s/ Otros procesos incidentales


    COMP, 53, L. XLVI, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión Comp. 118, L. XLIII; Comp. 190, L. XLIII; Comp. 991, L. XLIV.


    Ramos, María de los Ángeles c/ Tassi, Gladis Mabel y otro s/ Daños y perjuicios


    COMP, 667, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen causa A.12, L. XLVI, "ACIJ y otros c/ Estado Nacional y otros s/ proceso de conocimiento".


    ACIJ y otros c/ Estado Nacional y otros s/ Proceso de conocimiento


    A, 39, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa A. 246, L. XXXIX, “Argenova S.A. c/ Santa Cruz, Provincia de s/ acción declarativa".


    Sin perjuicio de ello, si V.E. entiende que ello no es suficiente para tener por configurados los presupuestos de admisibilidad de la acción del art. 322, correspondería rechazar esta demanda (conf. P. 232, L. XXXIX. "Pescasur S.A. y otro c/ Santa Cruz, Provincia de s/ acción declarativa de inconstitucionalidad")


    Arbumasa S.A. c/ Santa Cruz, provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A, 179, L. XXXIX, 28 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa B. 93, L. XLIV, “Boston Cia. Argentina de Seguros S.A. c/ EN – AFIP s/ proceso de conocimiento”.


    Mapfre Aconcagua Art S.A. c/ Estado Nacional – AFIP Dto. 863/98 s/ Dirección General Impositiva


    M, 406, L. XLIV, 11 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa B. 939, L. XLIV, "Boschetti, Lidia Ana c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y DNRPA y CP - Dto. 894/01 s/ Proceso de conocimiento".


    Audero, Nelly Alicia c/ Estado Nacional - Dto. 894/01 s/ Proceso de conocimiento


    A, 678, L. XLV, 09 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa D. 282, L. XLV, "Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1580/06 (Ex. 145.687/04)".


    Cardillo, Rosa Azucena c/ Ministerio de Justicia y DDHH, Art. 3 Ley 24.043 Res. 1.084/06 Ex 446.385/98


    C, 88, L. XLVI, 07 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Alaya, Mirta Ramona c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 2547/08 (Ex. 143.966/04)


    A, 635, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Alaye, María Florencia c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1509/08 (Ex. 451.006/98)


    A, 505, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Comes, Francisco Javier c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 2498/08 (Ex. 146.220/04)


    C, 698, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Comes, Ramiro Pablo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 2498/08 (Ex. 146.357/04)


    C, 794, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Corsini, Nestor Edgardo c/ Ministerio de Justicia y DDHH, Art. 3 Ley 24.043, Res. 2.665/08, Ex. 146.136/04


    C, 1229, L. XLV, 06 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Díaz, Marta c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Nota Ley 5233/06 - Rs. 2089/08 (Ex. 142.674/04)


    D, 385, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Duarte, Maria Elena c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1236/08 (Ex. 155.510/06)


    D, 331, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Ferreyra, Marta Clara c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 (Ex. 131.262/01) Dict 1280/05


    F, 487, L. XLV, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Franconetti, Maria Gloria c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1236/08 (Ex. 144.449/04)


    F, 356, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Gómez, Roberto Hermes c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1649/08 (Ex. 144.312/04)


    G, 464, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Gurucharri, Eduardo Ernesto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1113/08 (Ex. 391.540/95)


    G, 446, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Pankonin, Patricia Isabel c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 904/08 (Ex. 147.359/05)


    P, 145, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Platero, María del Carmen c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1236/08 (Ex. 146.344/04)


    P, 414, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Possa de Ríos, Olga Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 337/08 (Ex. 471.125/99)


    P, 382, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Ríos, Fernanda c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1385/08 (Ex. 147.809/05)


    R, 299, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Schclarek, Miguel Fernando c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 661/08 (Ex. 449.913/98)


    S, 195, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa P. 413, L. XLIII, "Portugheis, Elsa Rosa c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - art. 3° ley 24.043 - Resol. 1198/06 (ex. 446.755/98)", cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 30 de septiembre de 2008).


    Silvia Proll, Eduardo Sixto c/ M° J y DD.HH. - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 662/08


    S, 613, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de los autos principales.


    Pérez, Norma Beatriz c/ Buenos Aires, Provincia de y otros s/ Daños y perjuicios


    P, 27, L. XLVI, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del 26 de febrero de 2010, causa D. 282, L. XLV, "Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1580/06 (Ex. 145.687/04)".


    Montenegro Sol Marcela c/ Mº J y DD.HH. - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 76/07 (EXP 144.468/04)


    M, 640, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del 26 de febrero de 2010, causa D. 282, L. XLV, "Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1580/06 (Ex. 145.687/04)".


    Otheguy, María del Carmen c/ Ministerio de Justicia y DDHH s/ Art. 3 Ley 24.043


    O, 175, L. XLV, 06 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del 26 de febrero de 2010, causa D. 282, L. XLV, "Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1580/06 (Ex. 145.687/04)".


    Paz Ruiz, Ofelia Máximina c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Res. 1783/06 (Exp. 452.019/98)


    P, 491, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del 26 de febrero de 2010, causa D. 282, L. XLV, "Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1580/06 (Ex. 145.687/04)".


    Ricci, Mario Miguel Gustavo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos s/ Resol. 1075/06 s/ Art. 3 Ley 24.043


    R, 457, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen del día 18 de abril de 2008, de la causa C. 1044, L. XLIII, "Cagni, Carlos Alberto c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 Ley 24.043 - Resol. 1155/06 (ex. 141610/04)".


    Cuyos fundamentos y conclusiones fueron compartidos por V.E. (sentencia del 16 de diciembre de 2008).


    Gallo Mendoza, Guillermo c/ Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - Art. 3 ley 24.043 - resol. 535/08 (ex. 149874/05)


    G, 812, L. XLV, 09 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 939, L. XLIV, "Boschetti, Lidia Ana c/ Estado Nacional- Ministerio de Justicia - DNRPAyCP - Dto. 894/01 s/ Proceso de conocimiento".


    Mase Fidel c/ Estado Nacional - Dto. 894/01 s/ Proceso de conocimiento


    M, 38, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Cedermaz, Jorge Adan y otros c/ EN M° Interior GN Dto. 1104/05 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    C, 237, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Cil, Miguel Angel y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Gendarmería Nacional - dto. 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    C, 614, L. XLV, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Arzamendia, Pablo y otros c/ Ministerio del Interior GN Cto. 1246/06 s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


    A, 296, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Audisio, Jorge Alberto c/ EN M° Defensa Ejército Dtos 2769/93 y 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    A, 325, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Bravo, Francisco y otros c/ Estado Nacional Ministerio de Justicia GN Dtos 1246/05 861/07 a/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    B, 266, L. XLVI, 15 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Burtoboy, Nestor Simon y otros c/ EN M° Interior Gendarmería Nac. Dto. 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    B, 334, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Caballero, Laureano Adolfo y otros c/ EN M° Justicia GN Dtos. 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    C, 393, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Caliva, Javier Ramón y otros c/ Ministerio del Interior GN Dto. 1.104/05 s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


    C, 1066, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Cardenas, Antolin y otros c/ EN M° Interior GN Dto. 1106/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    C, 235, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Chichizola, Ricardo Alberto c/ Estado Nacional Ministerio de Defensa Dtos 1104/05 1095/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    C, 472, L. XLVI, 16 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Dominguez, Humberto Roque y otro c/ E.N. M° Interior GN Dto 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    D, 167, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Fernandez, Manuel Osvaldo y otros c/ Estado Nacional Ministerio del Interior GNA Dtos 1246/05 y 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    F, 139, L. XLVI, 15 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Flores, Vilfrido c/ Ministerio del Interior Dto. 1.246.705 1.126/06 s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


    F, 305, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Gauto, Esteban y otros c/ Ministerio del Interior GN Dto. 1.126/06 s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


    G, 852, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Londra, Paulino Enrique y otros c/ Ministerio del Interior s/ Personal Militar y civil de las FFAA y de Seguridad


    L, 539, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Marchiotti Libio, Olivio y otros c/ Ministerio del Interior s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


    M, 313, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Martínez, Manuel Benjamín c/ Ministerio de defensa s/ Personal Militar y Civil de las FFAA y de Seguridad


    M, 681, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Martinez, Pablo Eduardo y otro c/ E.N. M° Interior PNA Dto. 1104/05 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    M, 396, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Perez, Fabio Florencio y otros c/ E.N. M° Interior GN Dto 1246/05 y 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    P, 167, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Pruzzo, Luis Angel y otros c/ E.N. M° Interior GN Dto 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    P, 140, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Rahm, Carlos Alberto y otros c/ E.N. M° Justicia GN Dto 861/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    R, 208, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Reta, Alberto Oscar Enrique c/ Estado Nacional Ministerio de Defensa EMGA Dtos. 1104/05 871/07 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    R, 220, L. XLVI, 16 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.".


    Sainz, Juan Obdulo y otros c/ E.N. M° Interior GN dto 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    S, 250, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa M. 483, L. XLV, "Metrovías S.A. c/ Ente Único Regulador de Servicios Públicos de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales".


    Metrovías S.A c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Otros recursos judiciales


    M, 665, L. XLVI, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa P. 1493, L. XLII, “Perez Villalba, María Magdalena c/ Poder Ejecutivo Nacional” y T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1.570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    El diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (arts. 49 y 51). Sin perjuicio de ello, toda vez que el actor es titular de Bonos de Consolidación Previsionales (U$S) 2° serie y se encuentra dentro de las excepciones al diferimiento de los servicios de la deuda pública que establece la resolución del Ministerio de Economía 73/02, corresponde aclarar que la suspensión de la ejecución de la sentencia firme dictada en la causa se debe entender en aquello que exceda la resolución 73/02 indicada, siempre y cuando existan remanentes pendientes de pago.


    Manigot Beruti, Marcelo Agustín c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561


    M, 162, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    El diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (arts. 49 y 51).


    Abate, Salvador Norberto c/ Poder Ejecutivo Nacional ley 25.561 Dto 1570/01 214/02 s/ Amparo


    A, 1164, L. XLIV, 23 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    El diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (arts. 49 y 51).


    Biedma, Jose María c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    B, 916, L. XLV, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    El diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (arts. 49 y 51).


    De Maio, Luisa c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    D, 242, L. XLIV, 23 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    El diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (arts. 49 y 51).


    Godoy de Ardizzone, Delia Leticia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    G, 844, L. XLV, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa T. 186, L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561".


    El diferimiento de los servicios de la deuda pública se mantiene en la ley 26.546, que aprueba el Presupuesto de Gastos y Recursos de la Administración Nacional para el presente ejercicio (arts. 49 y 51).


    Soltex SAICA c/ Poder ejecutivo Nacional s/ Amparo


    S, 646, L. XLV, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión Z. 143, L. XLIII, "Zaragoza, Rubén Horacio y otros c/ Estado Nacional - Ministerio de Defensa - Armada Argentina s/ personal militar y civil de las Fuerzas Armadas".


    Nina, Daniel Diego y otros c/ E.N. M° Defensa Armada Argentina s/ Personal militar y civil de las FF.AA. y de Seguridad


    N, 118, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisón a lo dictaminado en el día de la fecha en la causa F. 512, L. XLIV, "Frigorífico Paladini S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos".


    Innecesario opinar en el presente expediente.


    Frigorífico Paladini S.A. c/ A.F.I.P. s/ Demanda


    F, 529, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Se advierte que, conforme a lo dispuesto por los arts. 126 y 128 primer párrafo del Código Civil (t.o. Ley 26.579), la menor ha llegado a su mayoría de edad. En consecuencia, corresponde que -previo a todo trámite- se la emplace para que comparezca a estar a derecho, por sí o por apoderado.


    R., Carlos Alberto y Otro c/ Pinus, Daniel Eduardo y Otros s/ daños y perjuicios


    R, 784, L. XLIV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Se mantiene la situación indicada en el dictamen anterior. Se devuelven los autos a sus efectos.


    Ciancio Sandra Cristina c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Despido


    C, 1173, L. XLIV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Se requiera la remisión del expediente "Solari S.A. s/ quiebra s/ incidente de revisión por Bauen S.A.C.I. y C." (N° 8345/02).


    Solari S.A. s/ Quiebra - Incidente de Revisión por Bauen SACI y C.


    S, 993, L. XLIV, 27 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Se solicita la remisión ad effectum videndi et probandi de las actuaciones caratuladas O. 192, L. XXXVII "OSBA s/ Provincia de Santa Fe s/ acción de inconstitucionalidad".


    Obra Social Bancaria Argentina c/ Santa Fe, Provincia de s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad (sobre la Ley 11.854)


    O, 566, L. XL, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Solicita se aclare la situación, en resguardo del debido proceso y a efectos de dictar una sentencia útil.


    Musillario, Hector Salvador c/ Estado Nacional ley 25.967 Dto. 1.735/04 s/ Amparo ley 16.986


    M, 843, L. XLIV, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Solicita se disponga el traslado a la contraparte, a fin de que manifieste lo que considere pertinente.


    Petrobras Energía S.A. c/ Terminales Rio de la Plata S.A. y otro s/ Sumarisimo


    P, 16, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Solicitud de ex Juez de Faltas de la Municipalidad de Buenos Aires de inclusión en régimen jubilatorio para los magistrados nacionales: ley 24.018. Beneficio previsional de excepción. Equiparación de sueldos. Intangibilidad de haberes. Rechazo del recurso.


    No le asiste razón al recurrente, desde que el traspaso del sistema previsional de la Ciudad Autónoma a la Nación no es razón suficiente para que los regímenes especiales federales deban ser aplicados a los agentes trasladados como lo pretende el reclamante, pues fueron concebidos a partir de situaciones particulares que el legislador nacional, especialmente, contempló para su creación. Cabe aquí recordar que el Alto Tribunal precisó que las solicitudes de beneficios previsionales de excepción deben dilucidarse con criterio estricto y riguroso.  Además, que en el año 2002 el Congreso de la Nación trató el régimen de la ley 24.018, empero lejos de ampliar su ámbito de aplicación intentó derogarlo en su totalidad por medio de la ley 25.668, parcialmente vetada por el Poder Ejecutivo, razón por la cual sigue vigente para los magistrados y funcionarios Judiciales e integrantes del Ministerio Público de la Nación, circunstancia que echa por tierra el argumento del recurrente en cuanto a que no incluyó a los jueces de faltas, sólo por un problema temporal en la sanción de la ley previsional que nos ocupa y del decreto 82/94 mencionado.  La equiparación de sueldos entre los jueces municipales y los nacionales en actividad no es un indicativo de que deben -como lo pretende el actor- considerarse comprendidos en el mismo sistema jubilatorio pues, como es sabido, muchas veces se utilizó sistemas similares para determinar la remuneración de cargos públicos que corresponden a áreas del Estado absolutamente disímiles y que, además, muchas veces poseen regímenes jubilatorios específicos que responden a su función. Por último, se debe señalar que en su esfuerzo argumentativo el actor no logra demostrar que los jueces de faltas de la ex Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, gozaban de la intangibilidad de sus haberes, tal como los magistrados de la Nación, pues de las normas que refiere como base de su posición sólo surge que los sueldos no podían ser disminuidos, salvo por medidas generales presupuestarías o monetarias dictadas por los poderes nacionales (v. art. 56 in fine de la ley 19.987) beneficio que básicamente se refiere a garantías generales que abrigan los emolumentos de todos los trabajadores públicos.


    Losa, Néstor Osvaldo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ acción meramente declarativa


    L, 233, L. XLIII, 27 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Toda vez que en el día de la fecha se expidió en los autos, se considera que resulta innecesario pronunciarse en esta queja.


    Pastuszuk, Juan Carlos c/ P.E.N. e Instituto de Previsión Social s/ Acción Contencioso Administrativa


    P, 378, L. XLIII, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Generalidades


    Bonos de la deuda pública. Pretensión de inconstitucionalidad decreto 471/02. Inadmisibilidad recurso extraordinario: inexistencia de gravamen. Ausencia de interés actual que deba recibir respuesta de la Corte Suprema: pronunciamiento inoficioso. Cuestión abstracta.


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. La subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y que, entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. El recurrente no demuestra cuál es el gravamen que le ocasiona la sentencia de la cámara que ordenó pagar los servicios de los bonos a la paridad fijada por el decreto 471/02, en virtud de considerar que el actor estaba incluido entre las excepciones al diferimiento de pagos, ya que lo cierto es que el Estado Nacional abonó la totalidad de los servicios, precisamente al entender que la situación del actor estaba alcanzada por las excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda pública que prevé la resolución 73/02 del Ministerio de Economía, concretamente en su art. 2°, inc. c).


    Brugola, Humberto Leonardo c/ PEN - Ley 25.561, Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo.


    B, 550, L. XLV, 26 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Como medida para mejor dictaminar, requiera al tribunal de origen las actuaciones administrativas y los dos paquetes con agregados.


    Gardebled Hermanos S.A c/ Entel s/ Contrato de obra pública


    G, 1046, L. XLIV, 07 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Denegación apelación extraordinaria. Omisión de cumplimiento del trámite previsto en el art. 257, segundo párrafo, del CPCyCN. Sustanciación del recurso.


    La sustanciación que establece el precepto normativo indicado es condición de validez de todo pronunciamiento de la Corte sobre los planteos introducidos en el recurso extraordinario, así como que V.E. ha señalado reiteradamente que ese traslado tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la correcta solución de la causa.


    Iribarren, Pablo Eduardo s/ Queja (Presidente del Superior Tribunal de Justicia s/ Investigación)


    I, 62, L. XLV, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Falta de cumplimiento con lo solicitado. Nuevo pedido.


    San Martín, Amalia Carmen c/ PEN - Ley 25.561 - Dto. 214/02, 471/02 (Caja de Valores) s/ Proceso de conocimiento - ley 25.561


    S, 260, L. XLV, 03 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Falta de traslado del recurso interpuesto. Cumplimiento art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación.


    Natalini, Adrián Claudio c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y otro s/ Daños y perjuicios


    N, 42, L. XLVI, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Falta de vencimiento de plazo fijado por el Tribunal. Devolución de autos.


    Francovich, María Isabel y otro c/ Estado Nacional - PEN - 1570/01, 471/02 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    F, 818, L. XLIV, 15 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Falta de vencimiento de plazo fijado por el Tribunal. Devolución de autos.


    Pasquini, Laura y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01 y 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561


    P, 646, L. XLV, 15 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Notificación pendiente.


    Flasa Agency S.A. c/ Vial Cinco S.A. s/ Daños y perjuicios (Acc. tran. c/ les o muerte)


    F, 84, L. XLVI, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Pago de los servicios de títulos de la deuda pública. Cancelación total. Subsistencia de los requisitos jurisdiccionales: comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar. Inexistencia de gravamen: pronunciamiento inoficioso.


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. El recurrente no demuestra cuál es el gravamen que le ocasiona la sentencia de la cámara que ordenó pagar los servicios de los bonos a la paridad fijada por el decreto 471/02, en virtud de considerar que el actor estaba incluido entre las excepciones al diferimiento de pagos, ya que lo cierto es que el Estado Nacional abonó la totalidad de los servicios, precisamente al entender que la situación del actor estaba alcanzada por las excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda pública que prevé la resolución 73/02 del Ministerio de Economía, concretamente en su art. 2, inc. a). Al no advertirse la presencia de un interés actual que deba recibir una respuesta de la Corte Suprema, toda decisión al respecto es inoficiosa, pues le está vedado expedirse sobre planteos que han devenido abstractos.


    Olive, Ilda Yolanda María c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo ley 16.986


    O, 267, L. XLIV, 03 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Pretensión de inconstitucionalidad decreto 471/02. Pago de bonos de deuda pública, derivada de la ley 24.043. Cancelación total. Subsistencia de los requisitos jurisdiccionales: comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar. Inexistencia de gravamen: pronunciamiento inoficioso y abstracto.


    Las sentencias de la Corte deben ajustarse a las condiciones existentes al momento en que se dictan, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, de tal manera que no corresponde emitir pronunciamiento cuando a la luz de esas circunstancias se ha tornado inoficioso decidir la cuestión materia de agravios. La subsistencia de los requisitos jurisdiccionales es comprobable de oficio y su desaparición importa la de poder juzgar y entre tales extremos, se halla la inexistencia de gravamen cuando las circunstancias sobrevinientes han tornado inoficiosa la decisión pendiente. El recurrente no demuestra cuál es el gravamen que le ocasiona la sentencia de la cámara que rechazó el pedido de declaración de inconstitucionalidad del decreto 471/02 pues, si bien aquél ordenó pagar los servicios de los bonos a la paridad fijada por esa norma, en virtud de considerar que el actor estaba incluido entre las excepciones al diferimiento de pagos, lo cierto es que el Estado Nacional abonó la totalidad de los servicios. Al no advertirse la presencia de un interés actual que deba recibir una respuesta de la Corte Suprema, toda decisión al respecto es inoficiosa, pues le está vedado expedirse sobre planteos que han devenido abstractos.


    Gurevich, Daniel Roberto c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    G, 51, L. XLV, 24 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión A. 885, L. XLIV, "Arte Radiotelevisivo Argentino S.A. c/ Estado Nacional - Dto. 1214/03 s/ Proceso de conocimiento". Cuestión abstracta.


    Atento a que el apelante carece de interés en su recurso, es inoficioso que V.E. se pronuncie sobre los temas que se plantean en el escrito de apelación federal.


    T.V. Río Diamante S.A. c/ Estado Nacional s/ Amparo


    T, 345, L. XLV, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen vertido en la causa P.587, L. XLIV, "Petrolera LF Company SRL c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol. 776/06 s/ Amparo ley 16.986".


    Resulta inoficioso que el Tribunal se pronuncie en la presente causa.


    Total Austral S.A. Sucursal Argentina c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía - Resol. 776/06 s/ Amparo ley 16.986.


    T, 346, L. XLV, 31 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Solicita prueba documental como medida para mejor dictaminar.


    Minera del Altiplano S.A. c/ Estado Nacional - PEN y otra s/ Amparo


    M, 137, L. XLVI, 06 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Falta de traslado previsto en el art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Derecho de defensa en juicio y debido proceso.


    V.E. ha señalado que el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el precepto legal del código de rito tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la -correcta solución de la causa. Ello es así, porque la garantía de la defensa en juicio supone, en sustancia, que las decisiones judiciales sean adoptadas previo traslado a la parte con la cual se pide, es decir, dándole oportunidad de ser oída y ejercer sus derechos en forma y con las solemnidades que establecen las leyes. De ahí que el Tribunal haya dejado sin efecto una sentencia que dictó sin que el afectado por ella haya tenido oportunidad de ejercer aquella garantía elemental y primaria de nuestro ordenamiento.


    Rubaja, Nélida c/ PEN - Ministerio de Economía - Caja de Valores s/ Inconstitucionalidad


    R, 712, L. XLV, 08 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Falta de traslado previsto en el art. 257 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación. Derecho de defensa en juicio y debido proceso.


    V.E. ha señalado que el traslado del recurso extraordinario federal que dispone el precepto legal del código de rito tiene por objeto proporcionar a los litigantes la oportunidad de ejercer sus defensas con la amplitud que exige el debido proceso y plantear las cuestiones que sean conducentes para la -correcta solución de la causa. Ello es así, porque la garantía de la defensa en juicio supone, en sustancia, que las decisiones judiciales sean adoptadas previo traslado a la parte con la cual se pide, es decir, dándole oportunidad de ser oída y ejercer sus derechos en forma y con las solemnidades que establecen las leyes. De ahí que el Tribunal haya dejado sin efecto una sentencia que dictó sin que el afectado por ella haya tenido oportunidad de ejercer aquella garantía elemental y primaria de nuestro ordenamiento.


    Sánchez de Hidalgo, Gladys Nélida c/ Estado Nacional - Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo ley 16.986


    S, 416, L. XLIV, 16 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Requerir los autos principales.


    Toda vez que las cuestiones de competencia entre tribunales de distinta jurisdicción deben ser resueltas por aplicación de las normas nacionales de procedimiento y teniendo presente que el trámite de la inhibitoria se encuentra regulado por los arts. 9° y ss. del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, solicito a V.E. que tenga a bien requerir al juzgado de origen los autos caratulados "Banco Galicia y Buenos Aires - inc. med. c/ Minsiterio de Hacienda (CABA) - AGIP Resol. 3808/08 s/ Proceso de conocimiento" (expte. N° 7.897/2009), toda vez que los autos principales se encuentran en esta dependencia desde el día 21 de diciembre de 2010.


    Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires y otros s/ Otros procesos incidentales


    COMP, 430, L. XLVI, 28 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Requisitos formales de la apelación extraordinaria: inobservancia del art 1 de la acordada 4/2007 de la CSJN, cantidad de renglones por página. Cuestión de fondo: remisión al dictamen de la causa B. 965, L. XLV, “Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ Estado Nacional – Ministerio del Interior – GN – Dto 1246/05 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.”


    Ojeda, Rolando Rufino y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - Gendarmería Nacional s/ Personal militar y civil de las FFAA y de seguridad


    O, 74, L. XLVI, 10 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Solicita remisión de prueba documental.


    San Juan, provincia de y otro c/ Mafia del Castillo, Carlos Humberto y otro s/ Cobro de peso


    S, 930, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Traslado del recurso extraordinario: remisión dictamen de la causa S. 416, L. XLIV, "Sánchez de Hidalgo, Gladys Nélida". Cuestión de fondo: criterios de la causa T. 186. L. XLIV, "Tonelli, Pablo Gabriel y otro", compartidos por V.E. en su sentencia.


    Estado Nacional - Ministerio de Economía s/ Queja


    E, 251, L. XLIII, 28 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Requisitos de admisibilidad


    Admisibilidad recurso extraordinario. Cumplimiento de requisitos fijados por la Acordada 4/2007: control por parte de la CSJN.


    Esa Corte es la encargada de constatar el efectivo cumplimiento de los recaudos que impone aquel reglamento, tanto por su carácter de juez de la admisibilidad del recurso en la instancia que se intenta abrir como porque así lo dispone expresamente dicho cuerpo normativo cuando establece: "En el caso de que el apelante no haya satisfecho alguno o algunos de los recaudos para la interposición del recurso extraordinario federal y/o de la queja, o que lo haya hecho de modo deficiente, la Corte desestimará la apelación mediante la sola mención de la norma reglamentaria pertinente, salvo que, según su sana discreción, el incumplimiento no constituya un obstáculo insalvable para la admisibilidad de la pretensión recursiva" (art. 11).


    Genoud, Martín Miguel c/ Jurisprudencia Argentina S.A. y otro s/ Despido


    G, 867, L. XLIV, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Admisibilidad recurso extraordinario. Cumplimiento de requisitos fijados por la Acordada 4/2007: control por parte de la CSJN.


    Esa Corte es la encargada de constatar el efectivo cumplimiento de los recaudos que impone aquel reglamento, tanto por su carácter de juez de la admisibilidad del recurso en la instancia que se intenta abrir como porque así lo dispone expresamente dicho cuerpo normativo cuando establece: "En el caso de que el apelante no haya satisfecho alguno o algunos de los recaudos para la interposición del recurso extraordinario federal y/o de la queja, o que lo haya hecho de modo deficiente, la Corte desestimará la apelación mediante la sola mención de la norma reglamentaria pertinente, salvo que, según su sana discreción, el incumplimiento no constituya un obstáculo insalvable para la admisibilidad de la pretensión recursiva" (art. 11).


    Licciardi, Francisco Rosario c/ Banco de la provincia de Buenos Aires s/ Ordinario


    L, 48, L. XLVI, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Cuestionamiento de decretos que otorgaron incrementos salariales para trabajadores del sector privado. Inadmisibilidad del recurso extraordinario. Inexistencia de caso, causa o controversia. Improcedencia intervención del Poder Judicial de la Nación (art. 116 de la Constitución Nacional). Falta de parte adversa que integre la relación jurídica sustancial.


    La constante jurisprudencia de V.E. ha desechado la existencia de causa cuando se procura la declaración general y directa de inconstitucionalidad de las normas o actos de otros poderes. En tales circunstancias, la Corte negó que estuviese en la órbita del Poder Judicial de la Nación la facultad de expedirse en forma general sobre la constitucionalidad de las normas emitidas por los Poderes Legislativo y Ejecutivo, pues el poder conferido a la Corte Suprema y a los tribunales nacionales por los arts. 108, 116 y 117 de la Constitución Nacional se define, de acuerdo con una invariable interpretación, como el que se ejercita en las causas de carácter contencioso a las que se refiere el art. 2 de la ley 27; es decir aquellas en las que se persigue en concreto la determinación del derecho entre partes adversas. La cuestión en examen no puede ser asimilada al supuesto de "caso contencioso" en los términos del art. 2° de la ley 27, en razón de que acceder a lo peticionado por la actora exigiría emitir un pronunciamiento de carácter genérico mediante el cual se juzgasen las bondades del sistema implementado para incrementar los salarios de los trabajadores del sector privado, función que está vedada a los tribunales ejercer si no se configuran los presupuestos sustanciales y procesales necesarios. La circunstancia de haberse dirigido la demanda contra quien no es titular de la relación jurídica en procura de una declaración general y directa de inconstitucionalidad, resulta suficiente para desestimar el recurso extraordinario interpuesto y me exime de considerar otras cuestiones propuestas, ya que devienen inoficiosas frente a la solución que se propugna.


    El Cóndor S.A. Empresa de Transporte San Cayetano y otros c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Acción de inconstitucionalidad


    E, 275, L. XLIII, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Delito de homicidio culposo agravado. Accidente de tránsito. Cuestiones ajenas al recurso extraordinario.


    Las alegaciones que se expusieron en el libelo recursivo y que se pretenden apoyar en la doctrina de la arbitrariedad, no logran superar una mera discrepancia con el criterio que tuvieron los tribunales intervinientes acerca de los hechos, la prueba, la responsabilidad del recurrente y su consecuencia punitiva, cuestiones que además, resultan materia propia de los jueces de la causa y ajenas, como regla y por su naturaleza, a esta instancia extraordinaria, en tanto no se haya incurrido en desaciertos u omisiones de gravedad extrema o en contradicciones de tal magnitud que hagan prácticamente irreconocible la aplicación del método de reconstrucción histórica.


    S., Eduardo Alexis s/ Causa N° 109.559.


    S, 251, L. XLVI, 27 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Inadmisibilidad recurso extraordinario: falta de gravamen.


    A los efectos del recurso extraordinario, el apelante no logra demostrar cuál es el gravamen que le provoca la sentencia que impugna, circunstancia que hace inadmisible al recurso.


    Arancibia, Adriana Dolores c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561


    A, 66, L. XLV, 03 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Inadmisibilidad recurso extraordinario: falta de gravamen.


    A los efectos del recurso extraordinario, el apelante no logra demostrar cuál es el gravamen que le provoca la sentencia que impugna, circunstancia que hace inadmisible al recurso.


    Badoff, Vanesa Verónica c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento - Ley 25.561


    B, 646, L. XLIV, 03 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Inadmisibilidad recurso extraordinario: falta de gravamen.


    A los efectos del recurso extraordinario, el apelante no logra demostrar cuál es el gravamen que le provoca la sentencia que impugna, circunstancia que hace inadmisible al recurso.


    Elbert, Ana María c/ PEN - Ley 25.5 61, Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Amparo sobre ley 25.561


    E, 64, L. XLV, 03 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Inadmisibilidad recurso extraordinario: falta de gravamen.


    A los efectos del recurso extraordinario, el apelante no logra demostrar cuál es el gravamen que le provoca la sentencia que impugna, circunstancia que hace inadmisible al recurso.


    Peralta Sanhueza, Juan Fernando Mario c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 s/ Proceso de conocimiento - ley 25.561


    P, 855, L. XLIV, 03 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Inadmisibilidad recurso extraordinario: falta de gravamen.


    A los efectos del recurso extraordinario, el apelante no logra demostrar cuál es el gravamen que le provoca la sentencia que impugna, circunstancia que hace inadmisible al recurso.


    Sous, Nicolás Leopoldo c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02, 471/02 s/ Amparo sobre Ley 25.561


    S, 172, L. XLV, 03 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa. Pretensión de inconstitucionalidad del impuesto sobre la ganancia mínima presunta. Exención del impuesto: franquicias concedidas por el régimen de la ley 22.021 y 22.973. Procedimiento reglado por la ley 11.683. Falta de causa de carácter contencioso: no procede decisión judicial sobre la cuestión.


    No se configura con relación al tributo y los períodos aquí cuestionados un caso en que se verifique un estado de incertidumbre que "pudiera producir un perjuicio o lesión actual al actor y éste no dispusiera de otro medio legal para ponerle término inmediatamente" (art. 322 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, subrayado agregado). Frente a la claridad del precepto en orden al carácter subsidiario de esta acción, el actor no alega -ni mucho menos demuestra- que no tuvo a su alcance otros medios legales idóneos para aventar la falta de certidumbre que le asistía acerca de la procedencia del gravamen. El organismo jurisdiccional se encuentra facultado para interpretar si las franquicias concedidas por el régimen de la ley 22.021 y 22.973 abarcan al impuesto a las ganancia mínima presunta creado por la ley 25.063, sin que resulte necesario para ello la declaración de inconstitucionalidad alguna y, por ende, sin que pueda alegarse como obstáculo para acudir a esa vía lo dispuesto por el art. 185 de la ley ritual tributaria. Por otra parte, la decisión allí adoptada es susceptible de revisión judicial en las instancias respectivas, sin requerirse pago previo como requisito para la admisibilidad del recurso. Por ello, con apoyo en la clara doctrina del Tribunal, la declaración de certeza que se pretende obtener del órgano judicial en este expediente, sólo podría emanar como consecuencia del procedimiento reglado por la ley 11.683, cuyas disposiciones revisten el carácter de ordenamiento específico de todos los aspectos vinculados con la determinación y percepción de los tributos cuya recaudación se halla a cargo de la Dirección General Impositiva, y fuera del cual no cabe intentar la apertura de vía alguna para arribar a una declaración respecto del alcance del beneficio que posee la actora en el impuesto a la ganancia mínima presunta por los períodos en cuestión. En consecuencia, al no existir causa de carácter contencioso en el presente estado de las actuaciones, por los fundamentos antes expresados, no procede decisión judicial alguna sobre la cuestión propuesta.


    Valle de la Luna S.A. c/ A.F.I.P. s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad.


    V, 97, L. XLV, 29 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Consolidación de deuda. Cancelación de créditos. Cálculo de intereses. Pretensión de inconstitucionalidad de los arts. 64, ley 25.827 y 51 ley 25.967. Improcedencia del recurso: no se configura un gravamen concreto y actual. Cuestiones de hecho, prueba y derecho común: ajenas al recurso.


    La pretendida inconstitucionalidad de los arts. 64 de la ley 25.827 y 51 de la ley 25.967 con fundamento en que lesionaría el derecho de propiedad y el principio de igualdad por efectuar una distinción con un criterio arbitrario y discriminatorio, es improcedente pues una declaración en tal sentido resultaría prematura. La procedencia del remedio federal exige un gravamen concreto y actual y ello no se configura en las concretas circunstancias de la causa, toda vez que las cuestiones aludidas podrán ser planteadas en la etapa procesal oportuna si la actora eventualmente considerara que sus derechos se encuentran afectados, máxime si se tiene en cuenta que la ley 26.546 de presupuesto para el ejercicio 2010 dispuso la creación de nuevas series de bonos de consolidación para cancelar deudas como la de autos. Por lo tanto, los agravios invocados al respecto constituyen argumentaciones prematuras o meramente conjeturales que impiden la apertura de la instancia extraordinaria. En cuanto a las quejas vertidas en torno a la revisión de los coeficientes adoptados para practicar la liquidación y a la aplicación de la ley 24.283, resultan inadmisibles, toda vez que constituyen cuestiones de hecho, prueba y derecho común que resultan ajenas, en principio, a la vía extraordinaria del art. 14, de la ley 48, sin que la apelante demuestre que se ha configurado un caso de arbitrariedad que justifique la intervención de la Corte en materias reservadas a los jueces de la causa. A ello cabe agregar que, si bien los jueces deben fallar con sujeción a las reglas y los principios de forma, nada excusa su indiferencia respecto de la verdad objetiva en la misión de dar a cada uno lo suyo, , La decisión apelada cuenta con fundamentos suficientes basados en argumentos no federales que autorizan a descartar la tacha de arbitrariedad invocada por la recurrente, pues no se advierte un apartamiento de la solución legal ni la irrazonabilidad de las conclusiones.


    Bianchi, Nair Esther c/ E.N.T.E.L y otro s/ Ley 9.688


    B, 751, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra Estado Nacional. Pretendida inconstitucionalidad de las resoluciones 9/04 y 175/07. Servicio de medicina prepaga. Modificaciones contractuales: reducción del plazo de notificación a usuarios y consumidores. Ausencia de gravamen actual y concreto. Improcedencia del Recurso extraordinario.


    No es recurrible el contenido de una sentencia mientras de él no se derive una decisión que cause un gravamen actual y concreto. Esta es la situación del sub lite, toda vez que la afirmación que efectúa la Cámara y que la actora cuestiona no le produce gravamen alguno. Las manifestaciones de los jueces en el sentido de que frente a "...la posibilidad de que pudiesen presentarse cambios negativos o perjudiciales para el consumidor o usuario" "tendría que analizarse... en cada supuesto en particular, ya que más allá de verificarse si el cambio cumple con los recaudos antes referidos, también debería evaluarse la actitud de cada usuario y la afectación que le pudiera provocar a su patrimonio la hipotética modificación", no causa a la recurrente un gravamen actual, el que se produciría en el supuesto de que se le negara legitimación para cuestionar modificaciones contractuales efectuadas en contravención a la resolución 9/04 y perjudicara intereses homogéneos de los usuarios. Tal circunstancia, evidentemente no existe en autos. En consecuencia, la citada afirmación contenida en la sentencia apelada, no es más que un obiter, es decir, un razonamiento que no es relevante para la solución del caso y que, por ello, carece de todo efecto negativo para aquélla. Cabe agregar que, si bien es cierto que el tema puntual de la reducción del plazo de 60 a 30 días para dar a conocer a los usuarios y consumidores las modificaciones contractuales no es meramente imaginaria sino real, la determinación que un plazo, cualquiera sea su duración, per se no beneficia ni perjudica; ya que estos efectos sólo pueden predicarse con relación a otro término, en el caso los efectos negativos o positivos sobre la prestación del servicio, y precisamente este aspecto fáctico fue el que tomó en cuenta la Cámara para resolver, materia que no puede examinarse en esta instancia, toda vez que la actora consintió la desestimación del recurso por arbitrariedad de la sentencia, sin que se dedujera la pertinente queja.


    Unión de usuarios y consumidores c/ Estado Nacional SCI resol 175/07 SCT resol 9/04 y otro s/ Proceso de Conocimiento.


    U, 55, L. XLV, 18 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Diferimiento del pago de la deuda pública. Pronunciamiento inoficioso. Agravio extemporáneo.


    Con relación a la posible aplicación de la ley 26.017 y el decreto 1735/04, es inoficioso emitir pronunciamiento ya que la recientemente sancionada ley 26.547 suspendió la vigencia de los arts. 2°, 3° y 4° de la ley mencionada hasta el 31 de diciembre de 2010, o hasta que finalice el proceso de reestructuración de la deuda pública (art. 1° de la ley 26.547). El agravio referido a la falta de aplicación del diferimiento del pago de la deuda pública dispuesto por los arts. 52 y 55 de la ley 26.337, fue de introducción extemporánea y, por lo tanto, no puede ser materia de recurso, pues dicho cuestionamiento debió ser planteado ante los jueces de la causa para que se pronunciaran al respecto y no en oportunidad de interponer el recurso extraordinario ante V.E.. En tales condiciones, este planteo es tardío y no puede ser analizado en esta instancia.


    Molfino de Andretich, Vilma c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    M, 1287, L. XLIV, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Improcedencia de la intervención del Ministerio Público. Procede el recurso ordinario de apelación. Art. 33, inc. 3° de la ley 24.946.


    La Corte ha sostenido reiteradamente que no cabe considerar la apelación extraordinaria cuando procede el recurso ordinario concedido por ser éste comprensivo de la plena jurisdicción de la Corte Suprema. Ello así, si bien la Corte declaró formalmente admisible aquel presentado por el Estado Nacional, dicha circunstancia no es óbice para analizar si corresponde su tratamiento o si, por el contrario, debe suspenderse su examen, toda vez que ese juicio fue provisorio. Ello se deriva de los términos ''prima facie" utilizados en la concesión como de la jurisprudencia del Tribunal, máxime si se tiene en cuenta: a) que la Corte concedió el recurso ordinario de apelación; b) la previa consideración de éste sobre el extraordinario ante el conocimiento más amplio que él supone y c) que aquel presentado por el Estado Nacional lo fue en subsidio del ordinario. En estas condiciones, de conformidad con el art. 33, inc. 3° de la ley 24.946, no corresponde a esta Procuración expedirse respecto del recurso ordinario de apelación del Estado Nacional. Respecto de la apelación extraordinaria de este último, tampoco corresponde considerarla actualmente, en atención a la jurisprudencia y los fundamentos reseñados en el párrafo anterior. En relación con la apelación extraordinaria presentada por la Universidad Nacional -que fue denegada y se presentó en queja- en tanto los temas a tratar son los mismos que los formulados por el Estado Nacional en el recurso ordinario de apelación y que éste fue quien la trajo a juicio (art. 94 CPCC) y solicitó, a su vez, que la sustanciación del recurso de la entidad educativa se suspendiera hasta la resolución del ordinario, tampoco corresponde en la oportunidad su tratamiento por idénticos motivos a los expuestos respecto de la apelación federal del Estado Nacional.


    Vila, Alfredo Luis c/ Gobierno Nacional - Poder Ejecutivo Nacional s/ Usucapión.


    V, 499, L. XLIII, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Improcedencia del recurso. Cuestiones de derecho común y procesal no revisables por el Tribunal.


    El recurso deducido no evidencia ningún hecho que pueda revertir el principio reiteradamente admitido por la Corte en cuanto a que las cuestiones de derecho común y procesal no son revisables por el Tribunal. La Corte ha establecido que son cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, propias de los jueces de la causa y ajenas al recurso extraordinario lo atinente al alcance que corresponde dar al recurso interpuesto por los apelantes y a la expresión de agravios vertida para fundamentar las apelaciones interpuestas, en particular cuando la decisión cuenta con fundamentos suficientes que le confieren base jurídica y descartan la tacha de arbitrariedad. Ha manifestado el Tribunal al respecto, que incumbe a los magistrados ordinarios determinar el alcance de las presentaciones efectuadas, facultad cuyo ejercicio no está sujeto a revisión en la instancia extraordinaria salvo manifiesta arbitrariedad.


    Perez Ortega, Laura Fernanda c/ Honorable Cámara de Diputados de la Nación s/ Empleo Público


    P, 334, L. XLV, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inadmisibilidad del recurso. Inexistencia de cuestión federal típica. Cuestiones de hecho y prueba.


    Sin perjuicio de que el recurso extraordinario intentado fue concedido por entenderse cuestionada la interpretación de normas de carácter federal, es formalmente inadmisible y por ello, fue mal concedido desde el momento en que no se encuentra configurada una cuestión federal típica. Los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a la falta de aplicación de la ley de procedimientos administrativos y a la interpretación de normas federales, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo de la alzada, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48. El tribunal ponderó las circunstancias de hecho y consideró reunidos los requisitos legales para determinar la inexistencia de vicios que atenten contra la regularidad y legitimidad de los actos administrativos como para provocar su nulidad, por entender que el organismo estatal había aplicado las normas pertinentes y que, en uso de las facultades discrecionales y con los argumentos suficientes, había dejado sin efecto la designación transitoria en la función superior y revertido la situación escalafonaria del actor a la suya permanente de la cual nunca se lo privó. Al no mediar declaración de ilegitimidad de los actos atacados no puede haber resarcimiento pues falta la causa de tales obligaciones. Por otro lado, sobre los planteos formulados con sustento en la arbitrariedad de la sentencia, no corresponde que la Corte se pronuncie toda vez que ante la denegación del recurso en este aspecto, el apelante no dedujo queja.


    Silva Tamayo, Gustavo Eduardo c/ EN - Sindicatura General de la Nación - Resol. 58/03, 459/03 s/ Empleo público


    S, 897, L. XLV, 08 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Nulidad de Resolución 483/09 dictada por Comisión Nacional de Defensa de la Competencia. Ley 25.156. Autoridad de aplicación. Tratamiento inoficioso: cuestión devenida abstracta.


    Resulta inoficioso el tratamiento del recurso por falta de agravio y que, en principio, carece de virtualidad todo pronunciamiento de V.E. toda vez que, por aplicación de la jurisprudencia que establece que las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al momento de la decisión, aunque ellas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario.  Ello es así, en primer lugar, porque el propio recurrente, con el dictado de la resolución de la Secretaria de Comercio Interior 483/09 dirimió el cuestionamiento “interorganos”. Por otro lado, la cuestión de competencia planteada se tomó abstracta a partir del fallo de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Penal Económico (sala A) en los autos principales "Pirelli & C.S.P.A. y otros s/ notificación art. 8° ley 25.156" en tanto se decidió - en sentencia que quedó firme- anular la resolución 483/09 por entenderse vulnerado el derecho de defensa y se ordenó dictar un nuevo acto previa sustanciación del procedimiento. Es decir que, al retrotraerse, el procedimiento a la oportunidad prevista, en el art. 8° de la ley de defensa de la competencia, se dejaron sin efecto todas aquellas decisiones que llevaron al dictado de la resolución 483/09, entre ellas, la aquí apelada.


    Telefónica de España Olimpia y otros s/ Dilig. preliminar s/ Ley 25.156 inc. de verif. de cumplimiento de resol. 44/09


    T, 356, L. XLV, 17 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Pretendida inconstitucionalidad de impuestos locales. Supuesta contravención del art. 21 de la ley 14.771. Inadmisibilidad de la acción declarativa de certeza: ausencia de "causa" o "caso contencioso" que permita la intervención del Poder Judicial de la Nación.


    La circunstancia de que la radicación del proceso haya de materializarse ante los estrados de la Corte no importa un pronunciamiento sobre la admisibilidad de la acción intentada, a cuyo efecto es necesario considerar, además, si la demanda cumple con los requisitos que el art. 322 del código de rito establece como condicionantes para la posibilidad de entablar acciones meramente declarativas. Siempre que la cuestión no tenga un carácter simplemente consultivo ni importe una indagación meramente especulativa, sino que responda a un caso o causa, y busque precaver los efectos de un acto en ciernes, al que se atribuye ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal, la acción declarativa conforma un recaudo apto para intentar que se eviten los eventuales perjuicios que se denuncian. Contrariamente a lo pretendido por la accionante, ninguna de las resoluciones que menciona contiene reclamo concreto alguno ni fija definitivamente la posición del Fisco, sino que ellas se limitan a rechazar sendas solicitudes de reconocimientos de exención en alguno de los tributos involucrados. Los certificados de exención, emitidos por los organismos con competencia en el ámbito fiscal no exteriorizan una pretensión fiscal de cobro sino que son simples actos de verificación administrativa de la situación en que, prima facie, se encuentran determinadas personas ante un tributo, a los fines de adecuar su actuación respecto de los demás sujetos gravados por éste, como asimismo del propio Fisco. Por otra parte, la actividad administrativa de fiscalización, configurada por la orden de inspección y por los diversos requerimientos formulados a la actora, tampoco implican un pronunciamiento definitivo por parte del Fisco que implique concretar su pretensión fiscal. Sobre la base de tales criterios, asiste razón a la demandada en cuanto a que no se encuentran reunidos los extremos para considerar habilitada la vía de la acción declarativa, en los claros términos de la doctrina de V.E. que exige que la actividad administrativa que afecte un interés legítimo tenga un grado de concreción bastante, lo que requiere la existencia de un acto determinativo de oficio o que pueda asimilarse a él en sus efectos. El planteamiento traído ante V.E. en esta oportunidad resulta conjetural o hipotético, ya que no se ha probado la existencia de un comportamiento concreto de la Dirección Provincial de Rentas, configurativo del requisito del "acto en ciernes", que pueda válidamente originar una relación jurídica concreta con la accionada que tome inmediato su gravamen. En tales condiciones, la pretensión deducida, tendiente a obtener una declaración general y directa, de inconstitucionalidad de los impuestos locales mencionados, por contravenir -supuestamente- el art. 21 de la ley 14.771, no constituye "causa" o "caso contencioso" que permita la intervención del Poder Judicial de la Nación.


    Yacimientos Mineros de Agua de Dionisio c/ Tucumán, provincia de s/ Acción declarativa de certeza


    Y, 58, L. XLII, 16 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario improcedente: falta de configuración de los supuestos de excepción que habilitan la vía.


    La apelación federal interpuesta resulta formalmente improcedente, por no haberse acreditado la concurrencia de los supuestos de excepción que habilitan la restricta intervención de la Corte en la materia. No se advierte que en el caso se haya operado un gravamen concreto y actual, de insusceptible o insuficiente reparación ulterior, de manera que la resolución atacada pueda equipararse a una sentencia definitiva. Por lo tanto, dado que los presupuestos de admisibilidad del recurso extraordinario no pueden salvarse a través de la invocación de la doctrina de la arbitrariedad o del desconocimiento de prerrogativas fundamentales, la apelación federal no resulta viable.


    Cerdan, Ramona Asunción c/ Lopez Cano, Vilma Edith y otros s/ Recurso de Hecho


    C, 888, L. XLIV, 27 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Reclamo de indemnización laboral. Facultades de los tribunales provinciales, jurisdicción y ejercicio de su ministerio: regidos por las leyes locales. Recurso inadmisible. Meras discrepancias con lo resuelto por el máximo tribunal local.


    Es jurisprudencia de la Corte que las facultades de los tribunales provinciales, el alcance de su jurisdicción y la forma en que ejercen su ministerio -al ser materias que se encuentran regladas por la constitución y las leyes locales- escapan a la instancia del art. 14 de la ley 48, en virtud del respeto debido a las atribuciones de las provincias, así como que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir en tercera instancia pronunciamientos equivocados o que el recurrente considere tales en orden a temas no federales, pues su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que se dicten en el país, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes. Sobre tales bases, el recurso es formalmente inadmisible, cuando los agravios que se plantean por su intermedio constituyen meras discrepancias con lo resuelto por el máximo tribunal local, en el ejercicio de sus atribuciones, sobre materias regidas por el Derecho público provincial y con fundamentos de igual carácter que, más allá de su acierto o error, lo ponen a resguardo de la tacha que le endilga el recurrente.


    Di Marzio, Silvia Fabiana c/ Municipalidad de Rosario s/ Recurso contencioso administrativo


    D, 164, L. XLV, 07 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Denegación del beneficio previsto por la ley 24.043. Procedencia recurso extraordinario: inteligencia de pronunciamiento del Tribunal dictado en la misma causa.


    Empero, la procedencia sustancial de dicho recurso se halla supeditada a que la resolución impugnada consagre un inequívoco apartamiento de lo dispuesto por la Corte y son sus integrantes -por el carácter de interprete máximo y final que de sus propios dichos tiene el Tribunal quienes deben desentrañar el alcance de lo decidido, según ha dejado expuesto esta Procuración General en diversos dictámenes.


    Duca, Carmelo Eduardo c/ Ministerio de Justicia y Derechos humanos - Art. 3 ley 24.043 - Resol. 1580/06 (Ex. 145.687/04)


    D, 282, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Juicio de apremio. Pago de servicio de agua. Improcedencia de la apelación extraordinaria.


    Los agravios traídos por el recurrente resultan ineficaces para habilitar la vía intentada, toda vez que según firme jurisprudencia de la Corte Suprema, las decisiones recaídas en los juicios de apremio no son susceptibles, en principio, de recurso extraordinario pues carecen del carácter de sentencia definitiva en los términos del artículo 14 de la ley 48, requisito que no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad.  Tampoco se verifica en la especie denegatoria del fuero federal como fuera oportunamente alegado por el recurrente Por otro lado y a mayor abundamiento, cabe destacar que el Máximo Tribunal tiene reiteradamente dicho que los pronunciamientos que deciden respecto de la distribución de la competencia entre los magistrados con asiento en la Capital Federal, en razón del carácter nacional que todos ellos revisten, son insusceptibles de apelación extraordinaria.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Estado Nacional y otro s/ Ejecución fiscal


    A, 19, L. XLIV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario: requisitos de procedencia formal. Falta de pronunciamiento definitivo. Recurso inadmisible.


    La apelación federal resulta defectuosa, desde que no se ha demostrado que aquí concurran en plenitud los presupuestos de admisibilidad propios de ese remedio de excepción. Esto en tanto, no existe en la especie un pronunciamiento definitivo, en los términos del art. 14 primer párrafo de la ley 48, pues el fallo en crisis no pone fin a la discusión. En tales condiciones, ponderando que los extremos de procedencia formal del recurso extraordinario no pueden salvarse a través de la invocación de la doctrina de la arbitrariedad o del desconocimiento de prerrogativas fundamentales, la apelación federal no resulta viable.


    Sangari, Jorge Elio y Gabilán Elba Isabel c/ Colegio Médico de Jujuy s/ inconstitucionalidad


    S, 823, L. XLIII, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Cumplimiento de pena. Condena a reclusión perpetua. Cómputo de la prisión preventiva. Aplicación errónea del "dos por uno". Debida aplicación del art. 24 del Código Penal.


    El Tribunal sentenciante, erróneamente, decidió aplicar a la pena de reclusión el mecanismo vulgarmente conocido como "dos por uno" y, en consecuencia, duplicar los días de detención a partir del momento en que la prisión preventiva habría devenido irrazonable. Sin embargo, cabe destacar que no se trata en el caso de asignar a la prisión preventiva una duración menor a la real ("medio por uno"); se trata en cambio de adjudicar a quienes enfrentan la pena de reclusión un cómputo ficticio que, en función de determinados parámetros de política criminal, el legislador había instaurado en beneficio de otro tipo de condenados.


    A. C., Enrique Lautaro s/ Causa N° 10727


    A, 123, L. XLVI, 21 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Absolución de los imputados. Parte querellante que no requirió la elevación a juicio. Imposibilidad de efectuar pedido de pena y de recurrir la sentencia absolutoria.


    Sin perjuicio de la forma en que el legislador local decidió regular la intervención del querellante en el proceso penal y sus diferencias con el ordenamiento de forma nacional, la ausencia de legitimación a favor de este es consecuencia directa de no haber reclamado esa parte la elevación de la causa a juicio, por lo que no parece razonable que durante el debate pueda concretar una pretensión penal que no formuló en aquélla oportunidad, independientemente del carácter -adhesivo o autónomo- que pueda atribuirse a la intervención de la querella. La acusación constituye un bloque indisoluble que se perfecciona en dos momentos procesales distintos; el requerimiento de elevación a juicio, que habilita la jurisdicción del tribunal para abrir el debate y, por otro lado, el alegato del fiscal solicitando condena, que habilita la jurisdicción del tribunal para fallar. Por lo tanto, el incumplimiento del primero de esos requisitos en la oportunidad y forma exigida en el ordenamiento ritual provincial, tampoco habilitaba a la querella para impugnar los fundamentos que invocó la Cámara al absolver a los imputados, más allá de la petición en igual sentido realizada por la fiscal al momento de alegar y sin que ello implique desconocer el derecho a recurrir que tiene la víctima del delito o su representante, a partir de las normas internacionales sobre garantías y protección judicial previstas en el artículo 8.1. y 25, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.


    M., Renzo y otros s/ P.SS.AA. Homicidio en ocasión de robo - Causa N° 6/04


    M, 842, L. XLV, 28 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Doctrina de la arbitrariedad de sentencias dictadas por tribunales superiores provinciales. Carácter restrictivo. Falta de fundamentación suficiente por parte del recurrente.


    La arbitrariedad tiene carácter restrictivo cuando se trata de pronunciamientos que se refieren al otorgamiento de recurso locales por los superiores tribunales de provincia, salvo que su rechazo se lo haya sustentado con fórmulas genéricas y abstractas que importen un apartamiento de las constancias de la causa, en flagrante violación a las reglas de la defensa en juicio y el debido proceso. Los jueces no están obligados a tratar todos los argumentos invocados por las partes, sino sólo aquellos que estimen decisivos para la solución del caso. En la prueba de presunciones resulta inexcusable la confrontación crítica de todos los indicios para poder descartarlos, en la medida que para su configuración es necesario que sean concordantes entre sí y no equívocos.


    M., Carlos Federico s/ Robo Calificado por el uso de arma y robo calificado por homicidio realmente concursados entre sí


    M, 922, L. XLIV, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Suspensión de funcionario judicial sin goce de haberes. Concepto de "sentencia definitiva". Sumario administrativo independiente de causa penal. Falta de fundamentación suficiente. Facultad sancionatoria de la Cámara de Apelaciones.


    El concepto de definitividad para el recurso extraordinario no difiere del establecido para el recurso de casación, habida cuenta el carácter de tribunal intermedio de la cámara homónima. El artículo 21 bis del Reglamento para la Justicia Nacional, en el que se fundó la decisión en el ámbito disciplinario, establece la facultad de disponer suspensiones sin goce de haberes durante la instrucción del sumario administrativo sólo en caso de que no resultare conveniente la permanencia en funciones o el cambio de tareas del funcionario, pero no la deriva en forma obligatoria de la situación del agente en la causa penal, aun cuando ésta pueda ser tomada, claro está, como fundamento para la decisión. Según aquella normativa, la autoridad de superintendencia puede adoptar diferentes alternativas que no implican en todos los casos la restricción total del derecho a trabajar ni de la percepción de además de que por su provisionalidad, justamente, pueden ser alteradas de acuerdo con el devenir del proceso administrativo.


    M., Claudio Alejandro s/ Recurso extraordinario


    M, 25, L. XLVI, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inadmisibilidad recurso de queja. Resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares: ausencia del carácter de sentencia definitiva.


    Las medidas cautelares tienen naturaleza instrumental y accesoria, pues no constituyen un fin en sí mismas, sino que tienden a posibilitar el cumplimiento de la sentencia definitiva a dictarse en el juicio principal. Su finalidad no es lograr el objeto perseguido en la demanda de manera anticipada, sino asegurar la eficacia de la sentencia. Asimismo, son eminentemente provisionales, destinadas a regir, como máximo, hasta el dictado de la sentencia de fondo y pueden ser solicitadas o dejadas sin efecto en cualquier momento, o incluso ser ampliadas, mejoradas o sustituidas, a pedido del deudor o del acreedor (conf arts. 202 y 203 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).


    Grupo Dracma S.A. y otro c/ Estado Nacional - Secretaría de Comunicaciones - Nota 1004/08 s/ Proceso de conocimiento.


    G, 665, L. XLV, 22 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Inadmisibilidad recurso extraordinario. Existencia de sentencia definitiva: requisito cuya concurrencia no debe obviarse aunque se invoque arbitrariedad o violación de garantías constitucionales. Remisión dictamen del 15 de marzo de 2010, en la causa A. 92, L. XLV, "Asociación de Editores de Diarios de Buenos Aires (AEDBA) c/ Estado Nacional - Decreto 746/03 - AFIP s/ Medida cautelar".


    Aquí tampoco se encuentra habilitada la vía extraordinaria del art. 14 de la ley 48 pues la resolución apelada no reviste el carácter de definitiva o equiparable a tal toda vez que el auto que dispone, modifica o rechaza una medida cautelar no tiene fuerza material de cosa juzgada y, no obstante la preclusión de la facultad de impugnarlo, puede ser alterado en cualquier tiempo cuando cambian las circunstancias en las que fue dictado (art. 202 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación y doctrina de Fallos: 321:3384).


    ADEPA - Inc. Med. c/ Estado Nacional - Dto. 746/03 s/ Proceso de conocimiento


    A, 114, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Inadmisibilidad recursos extraordinarios: ausencia del requisito de sentencia definitiva. Resoluciones que ordenan, modifican o levantan medidas cautelares no revisten tal carácter.


    Los recursos extraordinarios son inadmisibles porque no se dirigen contra una sentencia definitiva, toda vez que la resolución apelada no resuelve el fondo de la cuestión debatida ni impide la tramitación normal de la causa. Las medidas cautelares tienen naturaleza instrumental y accesoria, pues no constituyen un fin en sí mismas, sino que tienden a posibilitar el cumplimiento de la sentencia definitiva a dictarse en el juicio principal. Su finalidad no es lograr el objeto perseguido en la demanda de manera anticipada, sino asegurar la eficacia de la sentencia. Asimismo, son eminentemente provisionales, destinadas a regir, como máximo, hasta el dictado de la sentencia de fondo y pueden ser solicitadas o dejadas sin efecto en cualquier momento, o incluso ser ampliadas, mejoradas o sustituidas, a pedido del deudor o del acreedor (conf. arts. 202 y 203 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación).


    W de Argentina Inver. S.L. - Incidente de recurso extraordinario c/ Telecom Italia Spa.


    W, 14, L. XLVI, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Rechazo acción de amparo. Otorgamiento de renovación de licencia de conducir. Requisito de sentencia definitiva: habilitación de la instancia de excepción. Ausencia de gravamen de imposible o muy difícil reparación ulterior por otras vías. Inadmisibilidad recurso extraordinario. Interpretación de normas de derecho público local: ajenas a la instancia del art. 14 de la ley 48.


    En orden a verificar si en autos se encuentra habilitada la instancia de excepción del art. 14 de la ley 48, cabe recordar que la resolución apelada debe ser definitiva o equiparable a esa categoría, calidad de la que carecen las que rechazan la acción de amparo cuando dejan subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la instancia ordinaria. No obstante, dicho principio no es absoluto, ya que cede cuando las resoluciones impugnadas causen un agravio que, por su magnitud y circunstancias de hecho, pueda ser de tardía, insuficiente o imposible reparación ulterior, o cuando se configura un supuesto de gravedad institucional. De la decisión adoptada por el Superior Tribunal no impide al actor que solicite a la Administración que le expida la licencia de conducir, trámite que será resuelto sobre la base de las disposiciones vigentes, ni, por cierto, que eventualmente cuestione la decisión administrativa por las vías judiciales que correspondan. Si bien, tal principio no es absoluto, lo que se exige para admitir el remedio extraordinario es la demostración de que la sentencia impugnada causa un gravamen de imposible o muy difícil reparación ulterior por otras vías. El cumplimiento de dicho requisito, en casos como el de autos, es elemental porque es bien sabido que la acción de amparo no está destinada a reemplazar los medios ordinarios de solución de las controversias, aunque, también es cierto y V.E. se ha encargado de destacarlo, su exclusión por la existencia de otros recursos administrativos o judiciales no puede fundarse en una apreciación meramente ritual. El pronunciamiento del Tribunal local satisface esta última pauta, pues se apoya en la evaluación de las condiciones fácticas de la causa, aspecto que, por naturaleza y contenido probatorio, es propio de los jueces naturales y ajeno a la instancia del art.14 de la ley 48.


    A., L., c/ Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires s/ Amparo Art. 14 CCABA s/ Rec. de inconst.


    A, 574, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso interpuesto "in pauperis" por el imputado contra la sentencia condenatoria. Rechazo por parte del secretario del Tribunal, sin notificación a la defensa. Invalidez de la resolución, y todo lo actuado en su consecuencia.


    La denegatoria del recurso interpuesto contra la sentencia condenatoria conlleva el ejercicio de la potestad jurisdiccional, propia de los jueces, por cuanto se trata de una decisión con aptitud para acarrear la firmeza de dicha sentencia y poner fin a toda controversia respecto del fondo del asunto. En tal sentido, las disposiciones pertinentes del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, por las que se regula el régimen procesal del recurso extraordinario del artículo 14 de la ley 48 establecen que la decisión acerca de la admisibilidad de la apelación federal corresponde al tribunal de la causa. Cabe destacar entonces que los secretarios pueden ordenar y firmar por sí solos los despachos o diligencias de mero trámite, pero el rechazo del recurso interpuesto por el imputado, no es de esa índole.


    G., Gaston Ceferino s/ Causa N° 196/07


    G, 787, L. XLV, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Ejecución de multa contra EDENOR S.A. Desestimación de excepciones. Falta del carácter de sentencia definitiva. Improcedencia del recurso extraordinario.


    Las resoluciones dictadas en los procedimientos de ejecución que establecen los arts. 604 y 605 del Código Procesal Civil no constituyen sentencia definitiva en los términos que requiere el art. 14 de la ley 48 para la viabilidad del recurso extraordinario. La alegada insuficiencia del juicio ordinario posterior para el completo resarcimiento de los agravios que pudieran derivar de la ejecución no constituye excepción válida al mencionado principio. En consecuencia, la decisión de la Cámara, que desestimó la excepción de inhabilidad de título e hizo lugar a la ejecución de la multa aplicada, en tanto no priva a la recurrente de la posibilidad de plantear su pretensión en otro proceso, permitiéndole la interpretación del acta acuerdo que cita e invocar y acreditar la espera por otros medios que no se limiten a la documentación como lo establece el proceso ejecutivo (art. 544 inc. 8° del CPCCN), carece del recaudo de sentencia definitiva que autorice su revisión mediante el recurso extraordinario. Resulta aplicable la reiterada jurisprudencia de la Corte en el sentido de que los pronunciamientos dictados en juicios ejecutivos, que no revisten el carácter de sentencia definitiva, no son susceptibles de recurso extraordinario, salvo circunstancias de excepcional gravedad, sin que se adviertan aquí motivos que le irroguen a la demandada un perjuicio irreparable en los términos requeridos por la Corte para habilitar esta instancia de excepción.


    Ente Regulador de la Electricidad - Resol. 439/07 c/ Edenor S.A. s/ Proceso de ejecución


    E, 98, L. XLV, 12 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Improcedencia del recurso extraordinario: ausencia de sentencia definitiva.


    El recurso extraordinario no logra solventar el único problema a dilucidar en esta instancia, atinente a la definitividad o no de la resolución que acogió parcialmente la prescripción planteada. El defecto aludido queda en evidencia si se repara en que el dictado del pronunciamiento final está pendiente. Entonces, el proceso ha de continuar, con la posibilidad de que, en la sentencia de mérito, progrese la pretensión del actor. De ser así, el conflicto habrá de fenecer en el ámbito natural de los jueces de la causa, sin provocar perjuicio alguno para el ahora recurrente. De serle adversa la definitiva, el actor podrá agotar la vía recursiva local y, en su caso, ocurrir ante la Corte Suprema en pos de una revisión integral. Por ello, en el actual estadio del juicio, el requerimiento de intervención de la Corte, resulta prematuro.


    Cayecul, Rogelio Fernandez c/ Peña Tirso, Raul y otro s/ Acción de Nulidad.


    C, 1470, L. XLIV, 07 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Improcedencia del recurso extraordinario: ausencia de sentencia definitiva. Autos que resuelven cuestiones de competencia.


    Los autos que resuelven cuestiones de competencia no constituyen sentencias definitivas a los efectos del recurso extraordinario salvo que exista denegatoria del fuero federal, así como que la ausencia de ese requisito no puede suplirse aunque se invoque la existencia de arbitrariedad o el desconocimiento de garantías constitucionales. En tal sentido, en el sub lite no se da ninguna de las excepciones que el Máximo Tribunal ha admitido a la mencionada doctrina, toda vez que, acorde lo señalado por Alzada, es la justicia federal quien entenderá en el proceso, lo que impide considerar que en el sub examine ha existido denegación del aludido fuero.


    YPF S.A. c/ Brillo, Jorge Omar s/ Ordinario.


    Y, 14, L. XLVI, 12 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Levantamiento de medida cautelar de no innovar. Recurso extraordinario inadmisible: falta de sentencia definitiva.


    Se ha establecido reiteradamente por esta Corte, que tratándose de abrir una tercera instancia, el legislador sólo la autoriza respecto de las sentencias definitivas y por tales se entienden las que dirimen la controversia poniendo fin al pleito, o haciendo imposible su continuación, y es sabido que no revisten aquel carácter las resoluciones referentes a medidas cautelares, inclusive las que disponen la prohibición de innovar, sea que las decreten, levanten o modifiquen. Ello es así pues el auto que dispone, modifica o suprime una medida cautelar no tiene fuerza material de cosa juzgada y, no obstante la preclusión de la facultad de impugnarlo, puede ser alterado en cualquier tiempo cuando cambian las circunstancias en las que fue dictado.


    Asociación de Editores de Diarios de Buenos Aires (Aedba) c/ Estado Nacional - Dto. 746/03 - AFIP s/ Medida cautelar


    A, 92, L. XLV, 15 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Prescripción de la acción penal. Sobreseimiento de los imputados por haber operado el "Plazo razonable" para su juzgamiento. Recurso de la parte querellante. Principio de bilateralidad.


    Lo relativo a la prescripción de la acción penal constituye materia que, por regla, es propia de los jueces de la causa y ajena, en principio, a la jurisdicción extraordinaria federal, por tratar esencialmente sobre cuestiones de hecho, y de derecho común y procesal. El apelante no explica por qué el principio de bilateralidad impondría reconocer a la víctima los derechos con que cuenta el imputado, con el mismo alcance, vedando toda distinción en este punto entre ambos sujetos a pesar de que el principio de igualdad ante la ley no impide la existencia de diferencias legítimas. Los cuestionamientos del apelante se reducen, en definitiva, a una mera discrepancia con el criterio del a quo, por lo que remiten a la consideración de cuestiones de hecho y prueba, ajenas a esta instancia extraordinaria, máxime cuando la decisión se sustente en argumentos suficientes que, más allá de su acierto o error, basta para excluir la tacha de arbitrariedad.


    P. H., Jesus y otro s/ Recurso de casación


    P, 420, L. XLV, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Ley 22.802 de lealtad comercial. Bien jurídico protegido. Imposición de multa a supermercado por parte del Poder Ejecutivo. Cuantía de la sanción impuesta.


    El bien jurídico que pretendió resguardar la ley 22.802 fue la protección del consumidor, y esa finalidad se vería claramente menoscabada si se prescindiera de la exigencia de veracidad en la identificación de mercaderías que regula su capitulo I. Cabe recordar aquí que en la inteligencia de las leyes debe darse pleno efecto a la intención del legislador. La Ley de Lealtad Comercial regula materias cuya protección interesa al Estado Nacional en beneficio de todos los habitantes, esto es el ejercicio de la buena fe en el ejercicio del comercio y la protección de los consumidores para que puedan acceder a una información fidedigna sobre los elementos que han de adquirir y constituye uno de los métodos idóneos para el cumplimiento de los deberes constitucionales impuestos al Estado para una mejor protección de sus ciudadanos al regular la garantía prevista expresamente en el art. 42 de la Constitución Nacional. Por otra parte, la individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye materia no revisable por la vía del recurso extraordinario. A tal fin, los jueces no están obligados a analizar todos los argumentos invocados por las partes sino sólo aquéllos que estimen decisivos para la solución del pleito. En este sentido, la posible parquedad de fundamentos no autoriza a descalificar la sentencia como acto jurisdiccional válido en tanto no derive en una afectación al debido proceso.


    Supermercados N. S.A. s/ Apela multa


    S, 1058, L. XLIII, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Ley 22.802 de lealtad comercial. Imposición de multa a Supermercado. Cuantía de la sanción impuesta. Consideración de los antecedentes de la empresa.


    Los jueces no están obligados a analizar todos los argumentos de las partes sino sólo aquéllos que estimen decisivos para la solución del pleito. Por otra parte la individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye materia no revisable por la vía del recurso extraordinario. Cabe recordar asimismo que la posible parquedad de fundamentos no autoriza a descalificar la sentencia como acto jurisdiccional válido en tanto no derive en una afectación al debido proceso.


    Supermercado N. S.A. s/ Apela Multa (Ley 22.802)


    S, 1317, L. XLIII, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Ley 22.802 de lealtad comercial. Imposición de multa a supermercado. Cuantía de la sanción impuesta. Relevancia de los antecedentes de la empresa. Aplicación de los arts. 40 y 41 del Código Penal.


    Tratándose de la inteligencia de la ley 22.802, cuya naturaleza federal ha sido reconocida en fallos del máximo Tribunal, en su decisión la Corte no se encuentra limitada por los argumentos de las partes o lo expresado en la sentencia. Si bien el artículo 18 no hace expresa referencia a que deberán tenerse en cuenta los antecedentes al fijar el monto de la multa allí prevista para quien infrinja las disposiciones de la ley, las normas reglamentarias y las resoluciones que en su consecuencia se dicten, ese recaudo surge de modo incuestionable de los artículos 40 y 41 del Código Penal, cuya aplicación supletoria a esta materia deriva del artículo 27 de la Ley de Lealtad Comercial.


    Supermercado N. S.A. s/ Ley 22.802


    S, 320, L. XLIV, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Ley 24.240. Imposición de multa a Supermercado. Impugnación por vía judicial. Antecedentes de la empresa. Cuantía de la sanción impuesta.


    La impugnación no sólo carece de la critica concreta y razonada de los fundamentos de la sentencia, sino que también contiene planteos tardíos.


    Carrefour Argentina S.A. c/ DNCI - Disp 288/02 (Expte 64-729/02)


    C, 1377, L. XLIII, 20 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra el Estado Nacional. Responsabilidad solidaria. Interpretación del art. 2 y 30 LCT. Aplicación del derecho común: tarea propia de los jueces de la causa. Inadmisibilidad del recurso.


    El recurso extraordinario es formalmente inadmisible porque las cuestiones entre empleados y empleadores que atañen a los derechos que emanan de la relación laboral, debatidos ante los tribunales del fuero respectivo, no dan lugar, por tratarse de problemas de hecho, prueba y derecho común y procesal, a la vía establecida en el art. 14 de la ley 48. La interpretación de las distintas disposiciones de la Ley de Contrato de Trabajo es una tarea propia de los jueces de la causa, dado que se trata de la aplicación del derecho común y es ajena, en principio, a la vía del recurso extraordinario. Dicha regla no es absoluta, porque admite excepciones en caso de arbitrariedad, pero para que ello suceda el interesado debe demostrar que la sentencia apelada incurre en el vicio apuntado, circunstancia que no aparece configurada en el sub lite. En el marco de un recurso extraordinario, es impropio del cometido jurisdiccional de la Corte, formular una determinada interpretación del art. 30 de la LCT dado el carácter común que ésta posee y si bien es cierto que el excepcionalísimo supuesto de arbitrariedad de sentencia autoriza a que el Tribunal revise decisiones de los jueces de la causa en materia del mentado derecho común, la intervención en dichos casos no tiene como objeto sustituir a aquéllos en temas que son: privativos, ni corregir fallos equivocados o que se reputen tales, sino que se circunscribe a descalificar los pronunciamientos que, por la extrema gravedad de sus desaciertos u omisiones, no pueden adquirir validez jurisdiccional. Las críticas del apelante sólo trasuntan una mera discrepancia con lo resuelto por los jueces de la causa, pero no se hacen cargo de los argumentos del Tribunal y de la cámara ni logran demostrar que el razonamiento de la cámara incurra en los graves defectos que exige la doctrina de la arbitrariedad para su procedencia. Tampoco es suficiente para habilitar la instancia extraordinaria la alegada contradicción entre lo resuelto en esta causa y otras decisiones de otras salas de la cámara, porque la invocación de haberse dictado sentencias que se dicen contradictorias en materia de derecho común, no plantea problema constitucional ni autoriza la intervención de la Corte a fin de unificar pronunciamientos en temas no federales.


    Monrroy, Elsa Alejandra c/ Infantes S.R.L. y otro s/ Despido


    M, 130, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Honorarios de los abogados y agentes fiscales de AFIP. Titularidad. Facultades. Remisión al dictamen y fallo de la causa D. 406, L. XL, "Dadón". Disposiciones (AFIP) 145/01 y 493/05. Recurso parcialmente inadmisible: falta de demostración de agravio concreto.


    No es óbice para ello que en estos autos se haya puesto en tela de juicio, además, la constitucionalidad de las disposiciones (AFIP) 145/01 y 493/05, ya que las razones de fondo vertidas en la causa indicada y en sus citas brindan también adecuada respuesta a los cuestionamientos que intentaron impugnar la validez de esos actos generales. Por otra parte, los tres escuetos párrafos que obran en el escrito de la actora, dirigidos a cuestionar la aplicación retroactiva de las pautas de distribución sentadas por la disposición (AFIP) 145/01 por supuesta violación al art. 17 de la Constitución Nacional, no satisfacen los requisitos mínimos de fundamentación que son exigibles para la admisibilidad del recurso extraordinario. Para la correcta deducción de aquél es menester que, dado su carácter autónomo, se lo funde mediante un preciso relato de los hechos de la causa, de la materia federal en debate y de la vinculación existente entre ésta y aquellos, con una crítica prolija y circunstanciada de todos y cada uno de los argumentos en que la decisión se apoya para arribar a las conclusiones que motivan los agravios. Este aspecto no se encuentra cumplido pues la actora no ha logrado rebatir, como debía, el razonamiento del pronunciamiento recurrido en cuanto a la sustitución del régimen de la resolución (DGI) 150/92 tras el dictado de su similar (DGI) 171/97, en especial a la luz de la clara letra de los arts. 30 y 31 de esta última. Tampoco ha brindado explicación alguna para conmover los argumentos respecto a que la posterior suspensión del nuevo régimen, ordenada por la disposición (AFIP) 75/97, carece de entidad para hacer renacer el vigor que definitivamente había perdido la resolución (DGI) 150/92 y, en estas condiciones, la apelante no demuestra poseer un agravio patrimonial concreto al amparo de las pautas de distribución que habían sido fijadas por un régimen ya derogado.


    Robles, Luis Eduardo c/ AFIP - DGI - Disp. 145/01 s/ Dirección General Impositiva


    R, 676, L. XLV, 06 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso inadmisible. Cuestiones de hecho, prueba y derecho común. Inexistencia de arbitrariedad. Pesificación. Fallos: 149:137. Derechos patrimoniales. Voluntario sometimiento a un régimen jurídico. Improcedencia de su impugnación ulterior.


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente inadmisible, a la luz de la doctrina del Tribunal que indica que la resolución de temas de hecho, prueba y derecho común y procesal es materia reservada a los jueces de la causa y ajena a la instancia del art. 14 de la ley 48. Si bien dicho principio no es absoluto, ya que admite excepción con base en la doctrina de la arbitrariedad, en el sub lite no concurren los presupuestos que permitan apartarse de la regla general. Las críticas del apelante solo traducen su discrepancia con el criterio del a quo acerca de la valoración de la conducta desplegada por una de las partes durante la ejecución contractual, pero sin demostrar, con el rigor que es necesario en estos casos, que la solución adoptada carezca de fundamentos o se aparte inequívocamente del precepto normativo que rige el caso. En efecto, el tribunal, sobre la base de los antecedentes de la causa y extremos fácticos que tuvo por probados y de cuya realidad no ha existido controversia, llegó a la conclusión de que había sido la propia conducta del actor que, sin formular reserva, protesta o cuestionamiento alguno, percibió en pesos (a la paridad uno a uno) los montos liquidados por la demandada con efectos cancelatorios del pago por la ejecución del contrato de locación de servicios. La Corte ha sostenido que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir fallos equivocados o que se consideren tales sino que atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa, impiden considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido, pues su objeto no es abrir una tercera vía o instancia ordinaria para revisar las decisiones judiciales que se consideren erróneas. Esa jurisprudencia es aplicable al sub iudice, máxime cuando los magistrados que decidieron la causa sustentaron su criterio en antigua y uniforme doctrina de la Corte, expuesta a partir de Fallos: 149:137, según la cual el voluntario sometimiento de los interesados a un régimen jurídico, sin expresa reserva, determina la improcedencia de su impugnación ulterior con base constitucional. Ello, por cuanto con relación a los derechos patrimoniales, hay hipótesis en que una ley en su aplicación al caso particular debe ser sostenida a causa de que la parte que la objeta, por un acto anterior, ha excluido la posibilidad de ser oída sobre su validez; ya que cuando una previsión constitucional ha sido establecida exclusivamente para la protección de los derechos de propiedad de los ciudadanos, éstos se hallan facultados para renunciar a esa protección. Por otra parte, la pretensión enderezada a que se apliquen normas que rigen las relaciones sometidas al derecho laboral introducida por primera vez en el recurso extraordinario con apoyo en aspectos que no fueron anteriormente alegados, configura una reflexión tardía que es insuficiente para habilitar la instancia federal, pues la jurisdicción de la Corte se encuentra limitada a la revisión de aspectos contenidos en la sentencia apelada. Los agravios del apelante deben ser desestimados pues, tal como lo tiene establecido el Tribunal, no basta con proponer determinada solución jurídica sino que es preciso señalar y revertir debidamente todos los argumentos sobre los que se apoya la sentencia y demostrar que el pronunciamiento adolece de vicios en el razonamiento de los jueces o de una decisiva falta de fundamentos.


    Enrich, Balada Jorge c/ Entidad Binacional Yacireta s/ Cumplimiento de contrato


    E, 65, L. XLV, 05 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Sucesión. Reintegro de bienes al acervo hereditario. Colación. Pretensión de nulidad de acto jurídico. Simulación. Prescripción. Acervo hereditario. Secuela de juicio. Seguridad jurídica y custodia de la buena fe de los terceros. Falta de autosuficiencia y cuestiones ajenas al recurso extraordinario.


    Los agravios no consiguen establecer de qué manera el pronunciamiento en crisis se aleja francamente de las constancias del expediente o de una inteligencia viable de los institutos implicados en el diferendo. Tampoco se demuestra cómo esos antecedentes podrían imponer a la acción instaurada un contenido específico distinto al atribuido por el superior tribunal de la causa. Estamos ante una reflexión tardía de la interesada, que pugna por desandar situaciones generadas a partir de su propio desempeño, al par de consolidadas procesalmente. Y lo hace pretextando la utilización de la regla iura novit, en una postura contradictoria que este Ministerio no puede avalar, desde que en el fondo, viene reprochando a los jueces haberse atenido -en un plano de derecho formal y común- a la configuración especifica de una demanda y de unas defensas diseñadas por ella misma. La recurrente no consigue develar el absurdo de la premisa fundamental del fallo acerca de los componentes que integran la cuestión (colación de bienes distraídos de la masa, mediante donaciones encubiertas tras negocios con apariencia onerosa); ni logra refutar la significación que los jueces atribuyeron a la parte dispositiva del pronunciamiento dictado en la instancia anterior, que tipificaron como manda de colacionar. Ello, sin contar con que la propia apelante ha hecho reiterado mérito de jurisprudencia elaborada, justamente, alrededor de asuntos donde conviven ambas figuras (simulación y colación). Es en ese contexto que no se replica con idoneidad la respuesta jurisdiccional construida en torno a dos ideas principales: (a) Que la acción de simulación incoada, tiende a atacar una liberalidad disimulada bajo otro ropaje, con el propósito de dotar de bienes al planteo por colación efectivamente acumulado en esta causa. (b) Que la demanda ejercitada al servicio de esta última acción -que se encuentra prescripta-, resulta -por lo mismo- inviable. Tampoco se ha atacado de modo expreso y pormenorizado en el plano propio de la doctrina de la arbitrariedad, otra de las proposiciones centrales ya mencionadas, esto es, que la colación que en definitiva se perseguía, ha decaído por el transcurso del tiempo.  No se ha rebatido el núcleo del razonamiento de los jueces, esto es, que la acción de colación fue efectivamente ejercida en autos y que ella se encuentra prescripta, por lo que -con abstracción de la tesis a la que se adhiera en cuanto a la simulación entablada- ésta se habría tornado vacua, por haber caído la pretensión principal a la que estaba destinada a abastecer La apelación no cubre el recaudo básico de autosuficiencia. Es que, como tiene dicho V.E., la autonomía no se logra con la expresión de una opción jurídica contraria a la de los jueces, cuando ella no atiende ni controvierte con idoneidad las bases centrales en las que éstos se sustentaron. En atención a los términos en los que quedó trabada la litis y se comparta o no el temperamento seguido en la sentencia, el tribunal adoptó una salida posible, en un tema que suscita posturas diversas, sin incurrir en desaciertos groseros en el encuadre de la relación jurídica. De manera que los agravios -en gran medida contradictorios con conductas anteriores o reiterativos de ideas ya desechadas- no pasan de meras diferencias con el criterio interpretativo de la Corte local, en punto a eventuales errores de apreciación en un ámbito no federal. Por ende, resultan inconducentes en esta instancia. No estamos ante una apelación que habilite a enderezar lo opinable, ni aún el desacierto mismo. Con ello, sea cual fuere la propia visión acerca de la mejor forma de zanjar este debate, no procede entrar aquí en ese orden de consideraciones. Al contrario, según doctrina de esa Corte, la solución de las controversias mediante el análisis y aplicación del derecho común y la apreciación de las circunstancias fácticas y las constancias probatorias, no puede sino fenecer con el ejercicio de la potestad jurisdiccional de los tribunales superiores de la causa; y, en tal sentido, V.E. no es -salvo en el recurso ordinario-, una nueva y tercera instancia para revalorizar y juzgar dichas cuestiones.


    Carniel, Leandro Atilio s/ Sucesión s/ Nulidad acto jurídico e inclusión de bienes


    C, 177, L. XLIII, 18 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Determinación por los jueces del porcentaje para el cálculo de los intereses del depósito judicial invertido en un plazo fijo en moneda extranjera: falta de sustento respecto a las constancias de la causa, las normas legales aplicables, y las tasas que para operaciones de idénticas características pagaban las entidades financieras durante el periodo reclamado. Obtención de los réditos que naturalmente hubiese generado el capital en la moneda de origen. Remisión a lo dictaminado en S. C. A. N° 1300, L XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra".


    La determinación por los jueces del porcentaje para el cálculo de los intereses del depósito judicial invertido en un plazo fijo en moneda extranjera, no se sustenta en las constancias de la causa, ni en las normas legales aplicables, como así tampoco en las tasas que para operaciones de idénticas características pagaban las entidades financieras durante el periodo reclamado. Ello, a su vez, se ve confirmado por la pretensión originaria del propio actor, que era la obtención de los réditos que naturalmente hubiese generado el capital en la moneda de origen. En efecto, la aplicación de la tasa antes citada, traduce un resultado excesivo, que deriva en un enriquecimiento incausado del patrimonio del actor y se aparta palmariamente del accesorio que hubiere generado la imposición en dólares estadounidenses en el lapso en cuestión. Sin perjuicio de lo expresado, que habilitaría declarar procedente la apelación federal, dejar sin efecto la sentencia impugnada y remitir las actuaciones al tribunal de origen para que dicte una nueva con arreglo a derecho, habiendo la Procuración General emitido opinión sobre el fondo del asunto en autos S. C. A. N° 1300, L XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra", el 1° de octubre de 2009, en lo sustancial, análogos al presente, corresponde remitirse a sus términos y consideraciones, en su caso, en todo lo pertinente, por razones de brevedad. En tales condiciones, en estricta ortodoxia recursiva, correspondería dejar sin efecto la decisión impugnada y restituir las actuaciones al tribunal de origen, a sus efectos; o bien, por las razones expuestas y en resguardo de una mayor celeridad procesal, de estimarlo procedente la Corte Suprema, cabría declarar admisible la apelación federal y revocar la sentencia, en cuanto fue materia de apelación.


    Trobo Baz, Antonio c/ HSBC Bank Argentina S.A. s/ incidente


    T, 89, L. XLV, 16 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Improcedencia del desalojo: sociedad creada por uno de los cónyuges codemandados para lograr el lanzamiento inmediato del otro del inmueble que los dos compraron. Afectación de los derechos de propiedad, defensa en juicio y debido proceso. Sentencia contradictoria y dogmática. Desarrollo del proceso civil. Excesivo rigor formal del fallo.


    Al mantener el criterio sustentado por la Cámara y remitirse a los precedentes que cita en el fallo, la Corte local tomó como premisa que el proceso de desalojo responde a una acción personal. Adicionalmente, juzgó que la titularidad del bien resulta intrascendente y que no existen elementos que autoricen la permanencia de la codemandada en el inmueble. Este discurso, frente a las especiales circunstancias de autos, parece contradictorio y dogmático. La discordancia interna se encuentra en que, aun cuando da por supuesto que este particular procedimiento está restringido a aspectos de índole netamente personal, el tribunal termina cohonestando, sin fundamentos suficientes, el progreso de una pretensión a la que se le venía oponiendo una defensa dirigida -entre otros objetivos- a neutralizar aquél extremo de admisibilidad. Como puede colegirse inmediatamente, esa circunstancia no es indiferente, por su eventual virtualidad para sustraer la discusión del ámbito de lo personal -que la Corte local reconoció como propio de este resorte procesal- para trasladarlo a otro terreno -el de los derechos reales-, remitiendo el conflicto a un plano adjetivo de mayor amplitud. Adicionalmente, al avalar el argumento referido a la propiedad del bien, el fallo dio una respuesta genérica alejada completamente del problema concreto, desde que la recurrente no esgrimió en ningún momento la idea de que la sociedad carece de legitimación por no ser titular del inmueble. Propugnó, en cambio, que el codemandado principal y la sociedad actora funcionaban en miras a un mismo interés -el del Sr. codemandado- y que la ocupación no tenía como título una locación, sino una compraventa celebrada años antes. Estas observaciones demuestran también el cariz dogmático de la conclusión antes señalada; máxime que, el auto apelado rechazó el recurso de inaplicabilidad de ley, por motivos eminentemente formales, referidos a la oportunidad de los planteos y al carácter no definitivo de la sentencia de segunda instancia. Por ende, no examinó ninguno de los argumentos presentados por la interesada, en cuanto a que el departamento fue comprado por ella y el codemandado antes de contraer matrimonio, ni evaluó -como debería haberlo hecho- la verosimilitud de ese relato en orden a la aptitud de la vía elegida. El proceso civil ha de tener un desarrollo lógico donde las formas -instrumentales por naturaleza-, no deben abordarse de modo tal que conduzcan a un abandono de la verdad jurídica objetiva. En ese sentido, se advierte que en las distintas instancias, la demandada previno documentadamente a los jueces, primero, acerca de algunos hallazgos producidos en las actuaciones penales (inequívocamente vinculadas a este pleito, en tanto versan sobre la eventual estafa cometida por el demandado principal y la sociedad actora, utilizada a modo de fachada), y más tarde, sobre las indagaciones iniciadas ante la I.G.J., con base en la misma versión que sustentó a lo largo del juicio. El fallo incurrió en un excesivo rigor formal y se apartó sin explicación alguna de la directiva de la Corte Suprema en el sentido de que las circunstancias relevantes que sobrevengan a la interposición del recurso sujeto al juzgamiento, sean tenidas en cuenta, adoptando incluso medidas que permitan evaluar integralmente aquellos aspectos conducentes y no meras apariencias. Dicho criterio resultaba estrictamente aplicable al caso, desde que los antecedentes preteridos constituían un grave indicio acerca de que la sociedad actora y el demandado principal operaban de consumo en menoscabo de la codemandada, de manera tal que el trámite todo no habría sido sino una herramienta al servicio del fraude. Precisamente, la seriedad de esa sospecha vino a confirmarse más tarde pues, a partir de aquel hallazgo, la I.G.J. entabló una demanda por nulidad de la citada entidad jurídica. Luego, la conexidad de esas piezas con la justa solución del debate que debía zanjarse, aparece patente; con lo cual, atendiendo a las peculiaridades del asunto, al descartar a priori aquel elemento de convicción, los jueces no han ponderado la realidad subyacente, como debieron hacerlo -a pesar de la restricción cognoscitiva propia del modo en que se había constituido la relación procesal y de la etapa en la que ésta se encontraba-. De esta manera, la negativa a tomar nota de las constancias mencionadas -que, por lo demás, podían requerirse de oficio por tratarse de expedientes públicos directamente ligados al conflicto-, entraña un rigor formal inexcusable, que deriva en el franco cercenamiento del derecho de defensa. Por consiguiente, al no hacerse cargo de un panorama indudablemente conducente -y más allá de lo que corresponda decidir en definitiva-, el fallo deviene arbitrario y debe descalificarse como acto jurisdiccional válido.


    Bronson Stern S.A. c/ Rebuffo, Carlos Alberto s/ desalojo


    B, 698, L. XLIII, 24 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Impuesto sobre los ingresos brutos: interpretación de normas locales. Cuestión ajena al recurso extraordinario. Intervención de los magistrados locales en las causas en que se ventilen asuntos de esa naturaleza. Ausencia de arbitrariedad en el pronunciamiento impugnado. Inadmisibilidad del recurso extraordinario.


    El recurso planteado resulta inadmisible pues, para rechazar la pretensión fiscal, el Superior Tribunal dio fundamentos de hecho, prueba y derecho público local que acuerdan sustento suficiente a lo resuelto, sin que las discrepancias del recurrente resulten eficaces para habilitar la vía excepcional intentada. La postura asumida por el tribunal recurrido resulta plausible a la luz de la normativa vigente y de los hechos comprobados de la causa, circunstancia que sella la suerte adversa de la arbitrariedad que la recurrente imputa a lo resuelto. El pronunciamiento impugnado se sustenta en normas de derecho público local, razonablemente interpretadas, cuyo error o acierto no corresponde juzgar a la Corte sin alterar su cometido fundamental de tribunal de garantías constitucionales, máxime cuando no se advierte un grosero apartamiento de la solución normativa prevista para el caso o un defecto grave en su fundamentación.


    Italtel Spa Societa Italiana c/ Chaco, provincia del s/ Demanda contencioso administrativa.


    I, 125, L. XLIV, 18 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Anulación del acto de cesantía. Arbitrariedad. Cuestiones de derecho municipal. Pronunciamiento extra petita. Cuestión indemnizatoria.


    Los agravios dirigidos a cuestionar la sentencia por haber prescindido la Suprema Corte del marco legal aplicable y violar presuntamente normas del régimen municipal no son aptos para suscitar la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, toda vez que el tribunal concluyó que el acto de cesantía no estaba suficientemente motivado y que -de no haber fallecido el causante- correspondía su reincorporación para ser sometido a un nuevo proceso disciplinario y, en su caso, sancionado por la administración municipal en ejercicio de su potestad pero con fundamento expreso en el mismo acto, con lo que no se encuentra que se haya conculcado facultad disciplinaria alguna. Tampoco se entiende que el pronunciamiento pueda ser considerado como extra petita en tanto y en cuanto, si bien no formaba parte del objeto de la demanda el monto indemnizatorio ni el mecanismo para su fijación, resulta a todas luces prudente el mérito del tribunal de aplicar normas similares del orden local que estimen aconsejable el pago de salarios caídos o de un porcentaje de éstos, sin que se advierta arbitrariedad en el modo en que se resolvió. Ello es así, máxime cuando también tiene dicho el Tribunal que la doctrina de la arbitrariedad es de aplicación estrictamente excepcional y no puede requerirse por su intermedio el nuevo examen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, salvo que se demuestre su notorio desvío de las leyes aplicables o una total ausencia de fundamento, pues no pretende convertir a la Corte en un tribunal de tercera instancia, ni tiene por objeto corregir fallos equivocados, toda vez que sólo pretende suplir defectos realmente graves de fundamentación o razonamiento que impidan considerar a la sentencia como acto jurisdiccional válido. Sin embargo, asiste razón a la recurrente en punto a que no se tomó en cuenta que la sentencia anulatoria se dictó más de siete años después del fallecimiento del actor y que, cierto es, mal pudo haber cobrado remuneración alguna durante dicho período, máxime si a resultas de la liquidación del proceso se comprobara que el 60% de los salarios caídos desde el cese hasta la fecha de la sentencia anulatoria supera con creces el 100% de salarios caídos desde el cese hasta el fallecimiento del causante, supuesto éste considerado causa de extinción del contrato de empleo.


    Mathieu, Americo Domingo c/ Municipalidad de la Matanza s/ Demanda contencioso administrativo


    M, 1362, L. XLIV, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Cumplimiento de la Res. Gral. (AFIP) 1.359/02, 1.400/02. 1.502/03 y 1.833/05, reglamentarias de las leyes 23.966 y 25.345. Medida cautelar de no innovar. Sentencia arbitraria. Omisión a las circunstancias concretas de la causa. Omisión de fundamentos necesarios. Remisión a fallos: 331:2737. No configura un acto judicial válido.


    La medida cautelar en crisis fue otorgada con el solo respaldo de las afirmaciones de la parte actora, las cuales carecen del necesario apoyo probatorio. Con respecto al peligro en la demora, la Cámara lineó su decisión en dos extremos que lucen huérfanos de adecuado sustento probatorio.  Por un lado, omite toda referencia a las circunstancias concretas de la causa, sin revelar los motivos específicos ni indicar por medio de cuáles razonamientos arribó a tan categórica conclusión.  Por otro, una medida como la aquí en trato requeriría de una conclusión más fundada sobre este punto. Asimismo, la Cámara manifiesta, como toda apoyatura de la verosimilitud del derecho que asiste a las empresas actoras, que ella está dada porque los alcances de las obligaciones impuestas aparecen en principio reñidos con los principios de legalidad y razonabilidad, al fijarles ciertos requisitos. Omitió aportar el necesario fundamento acerca de las razones jurídicas que subyacen en tal aserto, y que le permitiría justificadamente suspender los efectos de las normas que regulan la cuestión de fondo debatida. Respecto de estas mismas normas, V.E. ya se ha expedido en el precedente de Fallos: 331:2737, en el que trató una pretensión similar a la aquí esgrimida. Al concederse la medida solicitada, se obtiene por anticipado el propósito que sólo se podría lograr con la admisión de la demanda, extremo que de por si resulta inaceptable. La decisión apelada resulta descalificable como acto judicial válido, a la luz de la conocida doctrina de la Corte elaborada en torno a las sentencias arbitrarias. Por último, el criterio de amplitud en la concesión de medidas como la solicitada en autos dista del utilizado por la Corte, que ha dicho con firmeza que el examen de la procedencia de tales cautelas ha de efectuarse con particular estrictez, atento a la afectación que producen sobre el erario público, pues la percepción de las rentas del Tesoro es condición indispensable para el regular funcionamiento del Estado.


    Avila, Mario Alejandro y otros c/ A.F.I.P. s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    A, 423, L. XLIII, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra el Estado. Posibilidad de reforma parcial de Constitución provincial. Fallos: 316:2743. Inexistencia de arbitrariedad. Ausencia de gravedad institucional.


    En el sub lite, además de tratarse de una cuestión de derecho público local cuya resolución compete al máximo órgano judicial provincial, se advierte que el pronunciamiento cuestionado cuenta con suficientes fundamentos de igual carácter que lo ponen a salvo de la tacha que se le endilga. Ello es así, porque aquél resolvió la cuestión luego de discernir la efectiva inteligencia de las leyes 5.692 y 5.765 -que declararon la necesidad de la reforma parcial de la Constitución y establecieron los temas que la convención reformadora podía considerar a efectos de realizar su cometido- y ello no sólo desde el punto de vista gramatical sino en relación con otras disposiciones de la Constitución provincial -en particular los arts. 178, 179 y 180- y con el reglamento de la convención constituyente local. No se pueden pasar por alto otras dos circunstancias que también impiden considerar arbitraria la sentencia apelada. Una, que para fundar esta conclusión el Superior Tribunal de Justicia provincial señaló que la Constitución local contempla la posibilidad de su reforma, total o parcial, por medio de un procedimiento que consiste en dos etapas. La primera, denominada preconstituyente, se desenvuelve en el seno del poder legislativo local, cuya función esencial es declarar la necesidad de la reforma y fijar los temas que se pueden analizar por la convención reformadora. La segunda, o constituyente, en la que se convoca a una convención de representantes elegidos directamente por el pueblo, a la que le compete exclusivamente la facultad de hacer o no reformas a la Constitución Provincial. Este esquema, exige, además, para el caso de reforma parcial, aparte de la declaración, que la Legislatura determine los artículos, capítulos, partes e institutos de la Constitución que se someterán para su reforma a la convención, la que debe limitarse a estos puntos en su cometido (ex art. 178 y actuales arts. 237 y 238 de la Constitución correntina). La otra, en tanto, que la posición de la mayoría del a quo está en línea con la jurisprudencia de la Corte en materia de procesos de reformas constitucionales provinciales, incluso la de Corrientes. En efecto, en el caso "Ríos", con cita de Manuel Gorostiaga, el Tribunal señaló que los poderes conferidos a la convención constituyente no pueden reputarse ilimitados, porque el ámbito de aquéllos se halla circunscrito por los términos de la norma que la convoca y le atribuye competencia. En sentido coincidente vale destacar que, las facultades atribuidas a las convenciones constituyentes están condicionadas al examen y crítica de los puntos sometidos a su resolución dentro de los principios cardinales sobre que descansa la constitución. Los argumentos del recurrente carecen de entidad suficiente para abrir una instancia que tiene carácter excepcional y que no busca sustituir a los jueces naturales en la solución de los problemas que le son privativos, máxime cuando es bien sabido que la doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas o que el recurrente considere tales, con sustento en su mera discrepancia con el alcance atribuido por el tribunal apelado a principios y normas de derecho público local, sino que reviste un carácter estrictamente excepcional. Y es por ello que su procedencia requiere un apartamiento inequívoco de la solución normativa o una absoluta carencia de fundamentación, pues de lo contrario se extendería la jurisdicción de la Corte habilitándola para revisar todas las decisiones judiciales que dicten, con menoscabo de los límites establecidos por la Constitución y las leyes.


    Sotelo, Cesar Pedro - Fiscal General del Poder Judicial de la Provincia de Corrientes c/ Estado de la Provincia de Corrientes s/ Acción contencioso administrativa


    S, 357, L. XLV, 13 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda laboral. Condena solidaria: art. 30 LCT. Momento a partir del cual se atribuye la solidaridad. Sentencia arbitraria, procedencia del recurso.


    Le asiste razón al recurrente, en cuanto sostiene que el fallo del a quo omitió dar tratamiento a los agravios que su parte formuló respecto de la sentencia de primera instancia que hizo lugar a la condena solidaria. En efecto, tal como lo señala el recurrente no cuestionó tal responsabilidad, sino que planteó la falta de tratamiento de la objeción formulada respecto a la inclusión de los créditos derivados de períodos anteriores y propios de la cesionaria, fechas en las que la condenada solidaria no tenía vínculo alguno con la co-demandada y su dependiente. Este tema propuesto a la alzada no tuvo respuesta concreta por parte del a quo, pues la remisión al art. 705 del Código Civil se refirió a la medida del crédito. Por el contrario, la discusión planteada se vincula con el momento a partir del cual se atribuye la solidaridad.


    Scholles, Néstor Fabián c/ Meis S.R.L. y otros s/ despido


    S, 110, L. XLV, 01 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Determinación del impuesto a las ganancias. Remisión a la sentencia de la causa W. 166, L. XLI, "Werthein, Julio (TF 16.814-1) c/ Dirección General Impositiva". Arbitrariedad. Omisión de cuestiones propuestas y conducentes. Afectación del derecho de defensa.


    Los recurrentes plantearon ante el Tribunal Fiscal de la Nación un serio argumento para desvirtuar la determinación del impuesto a las ganancias efectuada por el ente recaudador, consistente en que la sociedad en la que se desempeñaron como directivos se dedicaba a la producción de obras de teatro nacionales y que, por ende, se encontraba exenta del gravamen en virtud de lo establecido por los decretos 1.251/58 y 6.066/58. Si bien el citado tribunal administrativo resolvió este punto de forma contraria a sus respectivas posiciones, su sentencia no les causaba agravio toda vez que declaró la nulidad de las resoluciones determinativas de oficio que les afectaban al extenderles la responsabilidad. Sin perjuicio de ello, al contestar la expresión de agravios del Fisco Nacional mantuvieron ese argumento relativo al alcance del beneficio fiscal.  Resulta clara la jurisprudencia de V.E. en cuanto a que el vencedor no está obligado a apelar los fundamentos del fallo que lo favorece, pero puede en la alzada mantener sus argumentos o defensas desechados en la instancia anterior, al momento de contestar los agravios de su contraria. En tales condiciones, resulta aplicable la doctrina de reiterados precedentes del Tribunal según la cual son descalificables por arbitrariedad los pronunciamientos que omiten el tratamiento de cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para la correcta decisión del litigio, en tanto la omisión en que incurrió la Cámara afecta ostensiblemente e el derecho de defensa de la actora, puesto que la determinación de oficio quedaría confirmada en este punto sin que el argumento de fondo que expuso para impugnarlo hubiera sido considerado, como correspondía, en la segunda instancia.


    Bim Bam Bum Producciones S.A. (TF 14951-I) c/ DGI


    B, 110, L. XLIV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Medidas de no innovar. Resolución dogmática y arbitraria del Tribunal. Abstención del cobro impositivo por parte del GCBA ante un pedido en tal sentido de la empresa concesionaria de casinos. Habilitación de la concesión de la actividad del buque-casino.


    Resulta evidente que las resoluciones apeladas incurren en graves defectos de fundamentación al haber omitido tener en cuenta que la percepción de las rentas públicas es condición indispensable para el funcionamiento regular del Estado y que las medidas cautelares que conllevan su postergación debe ser examinadas con absoluta estrictez, a la vez que le impone a la Ciudad que se abstenga de exigir el cobro del tributo, privándola de una herramienta de singular importancia para el funcionamiento de la comunidad, y exime al concesionario de cumplir con obligaciones de su contrato como la de abonar todos los impuestos, tasas y contribuciones de cualquier origen o naturaleza por el ejercicio de la actividad.


    Giachino, Luis Alberto y otro c/ Estado Nacional - Dirección General de Sanidad de Fronteras y Terminales de Transporte y otros s/ Acción meramente declarativa.


    G, 962, L. XLIII, 14 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Régimen jurídico para la función pública. Declaración de ilegitimidad de las resoluciones y del decreto provincial que apartan del cargo de director de un Instituto público. Resarcimiento de daños y perjuicios, e intereses. Alegada arbitrariedad de sentencia. Inadmisibilidad del recurso. Materia de derecho público local y cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal y público local: propia de los jueces de la causa. Meras discrepancias de criterios.


    Los recursos extraordinarios interpuesto son inadmisibles, ya que por su intermedio se pretende que V.E. revise una sentencia del Superior Tribunal provincial sobre una materia que integra el derecho público local, cual es el contenido y alcance del Régimen Jurídico Básico de la Función en la Administración Pública Provincial (ley 1.556) y el régimen jurídico de los actos administrativos provinciales, decisión que fue adoptada con fundamentos suficientes para descartar la tacha de arbitrariedad invocada. En efecto, no se advierte que la sentencia apelada exhiba los reproches que los recurrentes le atribuyen, porque el tribunal apelado remitió a los argumentos del Procurador General que, para considerar ilegítimas las resoluciones y el decreto cuestionado por la actora, lo hizo confrontándolos con lo dispuesto por la ley 1.556 que establece el régimen vigente en materia de empleo público en la provincia. Por otra parte, tampoco es admisible el recurso extraordinario, cuando sólo expresa su discrepancia de criterio respecto de la decisión apelada de no ampliar o actualizar la suma estipulada para la indemnización de los daños y perjuicios ocasionados, resolución que fue adoptada luego de evaluar aspectos de hecho y prueba que, al igual que los temas de derecho público local, constituye un ámbito propio de los jueces de la causa. Corresponde rechazar la tacha de arbitrariedad esgrimida si los fundamentos suscitan el análisis de cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal y público local respecto de los cuales el recurso exhibe una mera discrepancia de criterio, sin que su acierto o error pueda ser examinado por el Tribunal en atención a que la doctrina de la arbitrariedad tiene un carácter estrictamente excepcional, y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, ya que la misma atiende solamente a supuestos de excepción en los que, fallas de razonamiento lógico en que se sustenta la sentencia, o una manifiesta carencia de fundamentación normativa impidan considerar el pronunciamiento apelado como un acto jurisdiccional válido.


    Pastuszuk, Juan Carlos c/ P.E.N. e Instituto de Previsión Social s/ Acción Contencioso Administrativa


    P, 513, L. XLIII, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Derecho a la doble instancia. Doctrina de la arbitrariedad de sentencias. Recurso del particular ofendido. Facultades de la querella adhesiva o autónoma a los fines de recurrir un sobreseimiento.


    Si el recurrente sostiene la existencia de una cuestión federal estricta, además de criticar el decisorio por arbitrario, se debe tratar en primer término esta última cuestión, ya que de existir la tacha de arbitrariedad, las restantes quejas se tornarían abstractas en razón de la descalificación de la sentencia como acto jurisdiccional. Con esta doctrina no se propone convertir a la Corte Suprema en un tercer tribunal de las instancias ordinarias ni corregir fallos que se reputen equivocados, sino que tiende a cubrir hipótesis de naturaleza excepcional en las que las deficiencias lógicas del razonamiento o una total ausencia de fundamento normativo impiden considerar el decisorio como la sentencia fundada en ley a que aluden los arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional. Así, la sentencia impugnada no proporciona razón alguna de por qué la inexistencia de motivos para sobreseer (lo que constataría una eventual revocación del sobreseimiento) debería implicar la existencia de motivos para acusar y elevar la causa a juicio. Y tampoco podría proporcionarla, pues no hay relación de implicación lógica alguna entre la decisión de revocar un sobreseimiento y la decisión sobre la acusación y elevación de la causa a juicio. La revocación del sobreseimiento sólo implica que el proceso no se clausura y debe seguir su curso, pero aún no dice nada sobre el mérito para presentar una acusación que posibilite un juicio oral. No se advierte de qué manera el hecho de que el código local ponga exclusivamente en manos del ministerio público fiscal la decisión sobre la acusación, guarda relación con el problema que plantea el caso en examen, pues aquí no se trata de la cuestión de si la acusación debe ser sólo pública o si también puede ser privada, sino del derecho de apelar el auto de sobreseimiento de la parte querellante.


    I., David Gustavo y otros s/ Privación Ilegítima de la libertad


    I, 131, L. XLIV, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Improcedencia verificación condicional de un crédito insinuado por la AFIP, por deuda al impuesto a la ganancia mínima presunta de la concursada. Creación de dispensa que la ley no contiene: inexistencia de capacidad contributiva al existir quebrantos. Falta de declaración de inconstitucionalidad. Sentencia arbitraria: no constituye derivación razonada del derecho aplicable con adecuada referencia a los hechos de la causa.


    El proceder llevado adelante por el tribunal apelado equivale, sin más, a prescindir de la aplicación de la ley del gravamen sin que se haya declarado previamente su inconstitucionalidad. El principio de capacidad contributiva es requisito sine qua non para ser llamado al levantamiento de las cargas públicas, tal como lo ha reconocido esa Corte en reiteradas oportunidades, pero no menos cierto es que no cabe admitir una interpretación de las disposiciones, legales o reglamentarias, que equivalga a la prescindencia de su texto, si no media debate y declaración de inconstitucionalidad o ilegalidad, pues la exégesis de la norma debe practicarse sin violencia de su letra ni de su espíritu. Tal criterio resulta de clara aplicación en la especie y conduce a invalidar la sentencia recurrida al ser ésta portadora de un grave vicio de arbitrariedad pues se le niega el derecho al cobro incondicional de la gabela en trato, sin declarar la invalidez constitucional de la norma que lo rige. Tampoco ha señalado el tribunal apelado en qué disposición legal se basó para declarar verificado "condicionalmente" el crédito del Fisco por el impuesto en cuestión, ni ha dejado en claro cuál es la condición que deberá cumplirse para que éste pueda proceder, en su caso, al cobro de la gabela, circunstancias que se erigen en motivos adicionales de tacha de lo decidido y que aconsejan, hacer lugar al recurso deducido.


    Sanatorio Concordia S.A. s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión


    S, 1132, L. XLIII, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Bonos de consolidación en moneda nacional. Mecanismo para la cancelación de los créditos. Apartamiento del criterio expuesto por el Alto Tribunal. Carácter obligatorio de las decisiones adoptadas por la Corte Suprema.


    La alzada justificó el emplazamiento dispuesto sobre la base de que se intentó preservar el crédito adeudado a través de la entrega de otra cosa a un valor equiparable. Sin embargo, se trata de una afirmación manifiestamente dogmática en la medida en que omite considerar que la Corte, en su anterior intervención, ya determinó que no es posible crear una norma jurídica, ni un procedimiento diverso al establecido para ejecutar la sentencia, ni fijar una paridad que no está prevista en ninguna de las normas de emergencia aplicables al caso. Por lo demás, pese a que el pronunciamiento transcribe un parágrafo del dictamen de este Ministerio Público donde se mencionan los modos de cancelación de las deudas estatales, seguidamente sostiene que se ajusta a derecho el mecanismo adoptado en primera instancia porque contempla la entrega de bonos de consolidación en moneda nacional según los preceptos de la ley 25.344. Tal aseveración importa el desconocimiento deliberado de la superior autoridad de que está institucionalmente investida la Corte Suprema, toda vez que no se ha puesto en tela de juicio la legitimidad de la cancelación de la deuda mediante aquellos títulos, sino que los cuestionamientos que precisó el Tribunal en su anterior sentencia se encontraban dirigidos al particular modo que cálculo establecido al margen de toda legislación vigente. Sentado ello, cabe recordar que V.E. tiene dicho que sus sentencias deben ser lealmente acatadas tanto por las parte como por los organismos jurisdiccionales que intervienen en las causas. En tales condiciones, el carácter obligatorio de las decisiones adoptadas por la Corte Suprema en el ejercicio de su jurisdicción, comporta lo conducente para hacerlas cumplir.


    Cortez, Jesús Florentino y otros c/ Ferrocarriles Argentinos s/ Laboral


    C, 1241, L. XLVI, 06 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Despido indirecto. Indemnización: art. 15, ley 24.013. Duplicación de la indemnización: art. 16, ley 25.561. Remisión al dictamen de la causa “Di Mauro” y a Fallos: 328:1745. Sentencia arbitraria: no constituye una derivación razonada del derecho vigente.


    Las cuestiones referidas al art. 15 de la Ley de Empleo, encuentran respuesta en lo dictaminado en autos "Di Mauro", en la que V.E. se pronunció favorablemente en Fallos 328:1745, a cuyos términos y consideraciones corresponde remitir. La recurrente sostuvo puntualmente su planteo con fundamento en normas concretas, en doctrina y jurisprudencia que consideró aplicables al caso, sin que la solución cuestionada diera respuestas a tales extremos, máxime teniendo en cuenta que, en el mencionado plenario "Ruiz" la mayoría adoptó la línea doctrinaria desplegada en torno a la interpretación doctrinaria del citado art. 246 de la LCT en cuanto resolvió que resulta aplicable la duplicación de la indemnización contemplada en el artículo 16 de la ley 25.561 en los casos de despido indirecto con sustento en el art. 246 citado, que establece los mismos derechos indemnizatorios para el trabajador que se da por despedido por un incumplimiento grave que no consiente la prosecución del vínculo. A ello se añade la reflexión que hicieran algunos jueces en dicho debate plenario en la que se señaló que si la situación de despido indirecto no se encontrara amparada por la norma, bastaría que el empleador dejase de cumplir con sus deberes injuriando de esa manera al trabajador, aunque sin que éste obtuviera la reparación agravada, fomentando lo que precisamente la norma pretendió evitar, temas que fueron invocados en el sub lite y omitidos por el fallo en crisis. El art. 246 de la Ley de Contrato de Trabajo, responde al pacto comisorio implícito en todos los contratos sinalagmáticos de prestaciones recíprocas y es coherente con el carácter bilateral de la injuria. Existe, pues, una suerte de principio de "igualación de los efectos", emergentes de las distintas tipologías extintivas. En ambos supuestos (despido directo o indirecto) la relación de trabajo se extingue "por una conducta ilícita" - incumplimiento de deberes contractuales -, es decir: "ilicitud contractual". De lo dicho surge con claridad que el juzgador ha obviado el estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa, lo que conduce a sostener la procedencia de las defensas opuestas. En tal situación, resulta innecesario el tratamiento de las demás cuestiones deducidas por la recurrente, ya que el pronunciamiento apelado no constituye una derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las circunstancias comprobadas de la causa, por lo que se impone su descalificación como acto judicial válido.


    Club Atlético San Lorenzo de Almagro Asociación Civil s/ Concurso preventivo s/ Incidente de revisión por Ernesto José María González Gonçalvez


    C, 533, L. XLIV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Habeas Corpus. Plazo razonable de la prisión preventiva. Aplicación "no automática" de la ley 24.390. Imputada con sentencia no firme. Extravío de las actuaciones. Peligros procesales. Falta de fundamentación suficiente al denegarse la excarcelación. Doctrina de la arbitrariedad.


    Los motivos del tribunal de casación para justificar la prolongada duración del proceso y la prisión cautelar que cumple la imputada aparecen como una afirmación genérica y dogmática con una decisiva carencia de fundamentación en las constancias de la causa, que autorizan su descalificación como acto jurisdiccional válido. Y ello es así, pues únicamente se hizo referencia a la naturaleza del hecho y a la gravedad del delito por el que aquélla fue condenada. También se aludió a la existencia de peligros procesales que se infiere de esa situación y a la imposibilidad de la procesada de poder acceder, en ese momento, al beneficio de la libertad condicional. Sin embargo, no se mencionó el motivo por el cual se presumía que esas circunstancias, junto con las condiciones personales de la nombrada, cuya objetiva valoración también se soslayó, pudieran desencadenar en un intento de eludir la acción de la justicia en caso de accederse a su soltura. Los Tribunales intervinientes se limitaron a negar que se haya realizado una valoración crítica o apreciado debidamente las pautas con que debe ser evaluada la duración del proceso en cada caso en concreto, atento a la naturaleza propia de ser juzgado sin dilaciones indebidas, sin hacerse cargo de las razones invocadas por la defensa respecto de la complejidad del hecho, de la conducta asumida por la inculpada y de la diligencia de las autoridades competentes en la dirección del proceso. Por lo tanto, resulta arbitraria aquella aseveración, al encontrarse desprovista de un análisis de tales extremos en relación con el prolongado tiempo de detención que viene sufriendo la imputada y al tiempo que lleva en trámite este dilatado proceso, que priva a la decisión apelada de todo sustento jurídico.


    V., Gabriela Elizabeth s/ Habeas corpus, recurso de casación, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley


    V, 328, L. XLV, 27 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de consignación del saldo de precio y escrituración de inmueble. Cumplimiento de obligaciones emergentes del contrato de compraventa. Pesificación. Sentencia infundada y contradictoria con las constancias de la causa. Razonamiento incompleto.


    La decisión prescinde o contradice constancias de la causa, incurre en contradicción y afirmaciones dogmáticas, de manera tal que no constituye derivación razonada del derecho vigente con arreglo a las constancias de la causa, porque los jueces de la causa arribaron a la conclusión que ella incurrió en incumplimiento de su obligación de escriturar y que, por ende, debía abonar la multa reglada en el contrato mediante una fundamentación aparente que no constituye la exigible en los pronunciamientos jurisdiccionales.  El argumento de la sentencia resultaría incompleto además porque omite analizar rasgos característicos y conducentes de la renuncia, tales como la posibilidad de su manifestación tácita salvo que la ley exija que sea efectuada en forma expresa; que la ignorancia de las leyes o error de derecho no sirve de excusa (arts. 20 y 873.del Código Civil) y la doctrina sobre los actos propios. Cuestiones todas estas sobre las cuales, los jueces no formulan ninguna consideración.  La conclusión que la renuncia a la pesificación no fue acreditada y que, por lo tanto, la demandada se hallaba obligada a aceptar el pago a cuenta ofrecido por la actora en los términos del articulo 11 de la ley 25.561 carece de sustento objetivo.


    YPF S.A. c/ Mercante Hermanos S.A.C.I. y A. s/ Escrituración


    Y, 25, L. XLV, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Reclamo de reajuste del haber jubilatorio. Aportes y contribuciones previsionales: obligación del empleador. Condena anterior a abonar diferencias salariales y efectuar contribuciones previsionales. Procedencia del recurso: prescindencia de prueba conducente y desatención a los fines tuitivos de la legislación previsional.


    El juzgador ha obviado el estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa. Las afirmaciones dirigidas a sostener que cualquier reconocimiento en la adecuación de los haberes en relación con la remuneración de la actividad depende del cumplimiento de las cotizaciones de la seguridad social correspondiente y en tanto ello no se efectúe es improcedente el reajuste, omite la prueba aportada en el expediente que tramitó en sede laboral, en cuanto allí se determinó la obligación de ingresar esos recursos al sistema por parte del empleador obligado. Tal medio probatorio descartado por el a quo no sólo deja huérfana de fundamento a la sentencia, sino que no encuentra el sustento firme en la prueba aportada a la causa, y sólo trasluce el apartamiento de algunos elementos que, por su magnitud, podrían variar el resultado del proceso. En efecto, la aplicación dogmática del art. 25 de la ley 18.037 que realiza el organismo previsional para denegar el reajuste al afiliado con fundamento central en la falta de retención de aportes, ignora que judicialmente se condenó al empleador a realizar dichos aportes y contribuciones y también que el reclamante en dicha demanda laboral denunció los incumplimientos, con fundamento en normas posteriores al dictado de aquélla (art. 17 de la ley 24.013) cuya hermenéutica debió adecuarse al caso en análisis. De tal manera, que la interpretación realizada no armoniza su texto con el resto del ordenamiento y adopta una hermenéutica parcial, aislada y errónea. Los excesos y omisiones señalados, pues, bastan para sostener que la actitud del sentenciador no condice con la extrema cautela con que deben actuar los jueces, en el tratamiento de beneficios de orden alimentario.


    Real, Antonio Lorenzo c/ Administración Nacional de la Seguridad Social s/ Reajustes Varios.


    R, 1647, L. XLII, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Ley 20.680. Imposición de multa a empresa petrolera. Insuficiente fundamentación del recurso extraordinario.


    En el escrito del recurso extraordinario el recurrente no rebate todos y cada uno de los argumentos en que se apoya la sentencia apelada para arribar a las conclusiones de las que se agravia el recurrente. De tal modo, el remedio federal no satisface los recaudos de fundamentación que imponen el artículo 15 de la ley 48 y la acordada 4/2007 del Tribunal.


    Shell Compañia Argentina de Petroleo S.A. s/ Infracción Ley 20.680


    S, 24, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Situación análoga a la analizada en la causa C. 1082, L. XLIV, "Cavallo, Gabriel Rubén c/ E.N. - CSJN - Dto. 5046/51 s/ Empleo público". Pronunciamiento inválido: inadecuada fundamentación.


    Le asiste razón al apelante desde el momento en que, si bien la alegada violación fue analizada por el a quo, solamente lo ha sido a raíz de conceptos y percepciones personales -incluso, es así expresamente reconocido por uno de los miembros del tribunal (pto. 9, primer párrafo, del voto del Dr. Guillermo Pablo Galli)- lo que invalida el pronunciamiento. La mera invocación de la experiencia personal de los jueces o su convicción subjetiva no proporcionan una adecuada fundamentación a la sentencia toda vez que, de ese modo, al omitir considerar la legislación especifica su fallo no constituye una derivación razonada del derecho aplicable con referencia a los hechos de la causa. Por lo tanto, y sin que ello implique un pronunciamiento sobre el fondo del asunto, la sentencia no puede considerarse jurídicamente válida.


    Atucha de Ares, Mónica c/ Estado Nacional - CSJN - Dto. 5046/51 s/ Empleo público


    A, 992, L. XLV, 11 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Cumplimiento de medida cautelar. Doctrina de la arbitrariedad. Sentencia carente de fundamentos. Afectación de la garantía del debido proceso.


    La sentencia no confiere un tratamiento adecuado al asunto, acorde a las constancias del caso y a la normativa aplicable. En efecto, la exigencia de demostrar que se ha dado cumplimiento a lo dispuesto en la sentencia, carece de sustento normativo, pues del carácter devolutivo que asigna a los recursos el art. 198 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación no es posible derivar una condición no prevista expresamente por la norma, exégesis que, por lo demás, traduce una restricción irrazonable del derecho del apelante a obtener una sentencia que resuelva las cuestiones planteadas en el curso del proceso. En tales condiciones, el fallo apelado debe descalificarse como acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de la arbitrariedad de sentencias, pues al supeditar el tratamiento de aspectos pertinentes para la resolución de la causa al cumplimiento de la medida cautelar, carece de una debida fundamentación, lo que afecta gravemente la garantía del debido proceso legal (art. 18 de la Constitución Nacional), sin que lo expuesto implique pronunciamiento alguno sobre la solución que, en definitiva, corresponde otorgar a la causa.


    Olavarria y Aguinaga, Jesús María c/ Administración Federal de la Seguridad Social s/ Juicio Sumarísimo


    O, 15, L. XLV, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda por despido y salarios adeudados. Incremento de las indemnizaciones: art. 2 Ley 25.323. Atenuación prudencial. Procedencia del recurso: fundamentación aparente.


    El a quo entendió que en el caso no se advertía la existencia de elementos que lleven a modificar la decisión en cuanto se aplicó el incremento del 50% de las indemnizaciones de los arts. 232, 233 y 245 de LOT, previstas en el art 2° de la ley 25.323 para los casos en que, debidamente intimado, el empleador no abonase en término dichas indemnizaciones. A su vez, respecto de la atenuación prudencial a la que están facultados los jueces sostuvo que al haberse acreditado que la demandada despidió utilizando una figura incorrecta y no abonó en tiempo y forma las indemnizaciones derivadas del distracto, conducta que motivó el reclamo judicial, correspondía "acceder al resarcimiento en cuestión sin la atenuación del agravamiento indemnizatorio". Sin embargo, contradiciendo su propio razonamiento, aminoró el monto pertinente, al calcular dicho porcentaje solamente sobre la diferencia entre lo abonado en concepto de las mencionadas indemnizaciones y lo que debió pagar oportunamente la demandada, sin fundamento alguno que explique tal proceder, no atendiendo, por lo tanto, al texto expreso de la ley en cuanto dispone la reducción prudencial "si hubieran existido causas que justificaren la conducta del empleador" (art. 2°, último párrafo de la ley 25.323) extremo que no surge revelado en modo alguno de la sentencia en crisis. Por ello, cabe admitir la procedencia del remedio de excepción, ya que se trata de uno de los supuestos en los que el acto jurisdiccional carece de los requisitos mínimos que lo sustenten válidamente como tal, pues media una fundamentación aparente, de naturaleza dogmática, o inferencias sin sostén jurídico o fáctico con el sólo apoyo en la voluntad de los jueces.


    Vila, Luis Roberto c/ Grupo Concesionario del Oeste S.A. s/ despido


    V, 530, L. XLIV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda por los daños derivados de la falta de emisión de los bonos de participación en las ganancias: acciones clase C del Programa de Propiedad Participada. Artículo 29 de la ley N° 23.696. Inexistencia de privatización de Ferrocarriles Argentinos. Falta de implementación del PPP: facultad discrecional del Poder Ejecutivo. Falta de sustento fáctico y jurídico: sentencia arbitraria.


    En relación al planteo de arbitrariedad, asiste razón a la quejosa y la sentencia debe ser invalidada, y es que el planteo carece del imprescindible sustento fáctico y jurídico que lo viabilice. Ningún esfuerzo realiza por justificar la eventual aplicación analógica de la normativa relativa a YPF S.A., notoriamente ajena a Ferrocarriles Argentinos, ni al deducir el reclamo ni al recibir la intimación para formular peticiones concretas, tras la inhibitoria parcial decidida por el juez, ni por fundar su aserto de que la privatización de Ferrocarriles Argentinos se dispuso el 01/01/91, ni los demás extremos fácticos inherentes a la procedencia del planteo. Cabe apuntar que ello era particularmente exigible frente a su admisión de que no se constituyó un PPP en FE.ME.S.A. La Sala desconoce que la lectura del art. 21 de la Ley N° 23.696 revela que ha sido voluntad legal conferir al Ejecutivo facultades discrecionales para resolver frente a cada hipótesis de privatización, la implementación o no de un PPP, y que si bien es cierto que el artículo 29 de la ley citada reconoció operatividad a la emisión de los bonos ello es así en el terreno de las empresas creadas como consecuencia del proceso privatizador concretado en el marco de dicho ordenamiento y en los casos en que se decidió implementar programas de propiedad participada. Así, puesto que el sublite carece del imprescindible sustento fáctico y jurídico y que los litigantes están contestes en que no se instrumentó un PPP en la compañía demandada, el resolutorio debe invalidarse.


    Martina, José y otros c/ E.F.A. Empresa Ferrocarriles Argentinos y otros s/ Cobro de sumas de dinero


    M, 485, L. XLV, 25 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Inteligencia de un pronunciamiento de la Corte, recaído en la causa. Pasivos ocultos. Interpretación de cláusulas de contrato de transferencia de acciones. Sentencia arbitraria: falta de fundamentación.


    Asiste razón a los apelantes, cuando afirman que el a quo, lejos de adaptar la nueva decisión a las pautas señaladas por el Tribunal, determinó, sin fundamento hábil, que la expresión pasivos ocultos, inserta en el contrato de transferencia de acciones celebrado el 8 de enero de 1985, como alcance de la obligación de garantía asumida por los vendedores en forma solidaria (v. Cláusula Séptima), comprendía aquellos pleitos que habían sido notificados a la compañía aseguradora con anterioridad a la transferencia de acciones y que no formaban parte del anexo al contrato, limitando, de tal forma, el acuerdo a los "juicios" conocidos y no declarados.  Si como resolvió la alzada, fuera requisito configurativo del pasivo oculto -para que opere la garantía- que haya sido notificada la demanda a la compañía de seguros con anterioridad a la transferencia accionaria, los vendedores sólo serian responsables por los pasivos que correspondan a pleitos notificados antes de la transferencia, no declarados en el listado anexo al contrato, debiendo entonces mediar un factor subjetivo (culpa), que, justamente había sido despejado, como determinante, por el Tribunal en el Fallo, en una inteligencia razonable de las pautas contractuales. De acuerdo a los criterios sentados en el dictamen al que remitió el Tribunal, no puede deducirse razonablemente de las cláusulas pactadas y ya mencionadas, que la noción de pasivo oculto pueda equipararse a la de la interposición de la demanda, ya que si bien la garantía deberá hacerse efectiva luego de la sustanciación de un proceso judicial con condena, el pasivo fue generado con anterioridad; prueba de ello es la previsión contable de los siniestros referida por la Cámara. Recuérdese que los pasivos declarados son los que figuran en el listado de juicios, anexo al contrato. Cabe recordar lo declarado por V.E. en varios precedentes, en cuanto a que sus sentencias deben ser lealmente acatadas, tanto por las partes como por los organismos jurisdiccionales que intervienen en las causas, principio que se basa primeramente en la estabilidad propia de toda resolución firme pero, además, en la supremacía de la Corte, que ha sido reconocida por la ley -art. 16, apartado final, ley 48-. A ello debe agregarse que el carácter obligatorio de las decisiones adoptadas por la Corte Suprema en ejercicio de su jurisdicción, comporta indiscutiblemente lo conducente a hacerlas cumplir, por lo que corresponde dejar sin efecto lo resuelto en orden a la interpretación contractual.


    Pocovi, Osmar Miguel y otro c/ Brennan, Horacio Marcelo Santos y otros s/ Ordinario


    P, 438, L. XLV, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Obra social. Multa por infracciones previstas en la ley 23.661. Planteo de inconstitucionalidad del artículo 43, inciso b). Facultad de la autoridad de aplicación. Delegación. Control judicial del actuar administrativo. Falta de fundamentos, repetición de argumentos desestimados.


    La Obra Social incurrió en diversas infracciones consistentes tanto en el desconocimiento de normas en la materia, como en el incumplimiento de intimaciones administrativas y judiciales, merecedoras de una de multa de equivalente a veinte veces el haber mínimo de jubilación ordinaria del régimen para el personal dependiente. La Cámara, a propósito del cuestionamiento constitucional del artículo 43, inciso b), de la ley n° 23.661, valoró, en suma que la facultad de la autoridad de aplicación se exhibe sometida a límites que han sido fijados por el órgano legislativo (como el tipo infraccional y la escala punitiva), todo lo cual mantiene a esta delegación dentro de las pautas que la Corte Suprema ha establecido para considerarla constitucional, tanto más cuando se prevé el control judicial suficiente del actuar administrativo, en lo concerniente al procedimiento y a la sanción. En los estrictos términos del artículo 15 de la ley n° 48 la presentación federal de la actora no se sostiene pues en sustancia, se limita a repetir argumentos desestimados en la instancia anterior, discrepando con el parecer expresado lo que no alcanza para habilitar la vía.


    Obra Social Bancaria Argentina c/ Superintendencia de Servicios de Salud Resol. 679/05


    O, 66, L. XLIV, 20 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Reajuste de haberes de personal militar en actividad. Liquidaciones erróneamente practicadas. Normas de consolidación de deudas. Cosa juzgada. Sentencia arbitraria: fundamentación en afirmaciones dogmáticas.


    Lo resuelto por el tribunal sobre la base de que existe cosa juzgada con respecto a la liquidación de la deuda consolidada, importa desconocer que se trata de disposiciones de inexcusable aplicación en atención al carácter de orden público que revisten y que la Corte tiene dicho que la preclusión procesal produce el efecto de tomar irrecurribles las resoluciones judiciales, mas no el de legitimar situaciones inconciliables con el orden público, pues concluir lo contrario importaría desnaturalizar el proceso judicial hasta el punto de convertirlo en un medio apto para convalidar transgresiones a las normas imperativas. En virtud de ello y de lo establecido por la Corte en el sentido de que en los casos en que se impugnan liquidaciones judiciales sobre la base de que conducirían a resultados manifiestamente irrazonables, las objeciones del recurrente no pueden ser desatendidas so pretexto de un supuesto respeto al principio de cosa juzgada. Así, la decisión apelada es descalificable como acto judicial válido por no ser derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las circunstancias comprobadas de la causa y, en consecuencia, guarda nexo directo e inmediato con las garantías constitucionales invocadas (art. 15 de la ley 48).


    Ibarrola, Ramón y otros c/ Estado Nacional s/ Reajuste de haberes


    I, 70, L. XLV, 07 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Régimen de consolidación de deudas. Improcedencia de la aplicación de astreintes. Pago de deudas sometidas al régimen de consolidación de la Ley 23.982. Sentencia arbitraria: defectos de fundamentación.


    Al sostener la cámara que la demandada asumió una conducta morosa en el cumplimiento de su obligación y que el acreedor tuvo voluntad de cobro, pone en evidencia que se fundó en afirmaciones meramente dogmáticas sin tener en cuenta que, cuando una obligación queda comprendida en el régimen de consolidación de deudas, se produce la novación de la obligación original y de cualquiera de sus accesorios, razón por la cual solo subsisten para el acreedor los derechos derivados de la consolidación que la misma ley establece, circunstancias que impone que el interesado se someta a las disposiciones de la ley y a los mecanismos administrativos previstos en ella y su reglamentación, a fin de percibir los créditos que le son reconocidos.  El acreedor cambió su opción anterior de percibir el crédito en dólares estadounidenses por bonos en moneda nacional, circunstancia que fue admitida por el juez de la causa. Como consecuencia de ello, lo cierto es que debía realizarse un nuevo cálculo de crédito, suscribirse los nuevos formularios de requerimiento de pago y obtener la conformidad de los órganos de control, según lo establecido por la normativa vigente en ese momento, sin que pudiera suplirse tales trámites con una intimación judicial a depositar los bonos en el plazo de diez días, pues se trata de disposiciones de inexcusable aplicación en atención al carácter de orden público que revisten. La decisión de la cámara que deja subsistente la imposición de sanciones conminatorias, aparece en el caso, desvinculada a la finalidad que les es propia, esto es, compeler al cumplimiento de un mandato judicial por parte de quien lo resiste injustificadamente y se constituye en fuente indebida de enriquecimiento del acreedor, máxime cuando quedo acreditado en autos que la demandada depositó los bonos correspondientes a la suma reclamada cumpliendo así la obligación de pagar la condena. El pronunciamiento apelado exhibe graves defectos de fundamentación que lo descalifican como un acto jurisdiccional válido con arreglo a la doctrina de la Corte sobre arbitrariedad de sentencias.


    Garofalo, Francisco Luis c/ Empresa de Ferrocarriles Argentinos s/ Enfermedad - accidente


    G, 766, L. XLIII, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Doctrina de arbitrariedad de sentencias. Falta de consideración suficiente de prueba testimonial. Facultades de los jueces de la causa. Razonabilidad y sana crítica en la fundamentación de la sentencia condenatoria.


    Para determinar la concurrencia en el caso de arbitrariedad, resulta necesario examinar la forma en que fue apreciado el hecho y las pruebas acumuladas en el proceso, así como también la consecuente aplicación de lo dispuesto en el artículo 3 del Código Procesal Penal, aspectos que, por regla, están reservados a los jueces de la causa y, por ende, su revisión resulta ajena a esta instancia extraordinaria. Sin embargo, ello no impide que ante las particularidades que presentan determinados casos, su análisis permita apartarse de ese principio con base en la doctrina de la arbitrariedad, toda vez que con ésta se procura asegurar las señaladas garantías constitucionales, exigiendo que las sentencias sean fundadas y constituyan derivación razonada del derecho vigente con aplicación a las constancias efectivamente comprobadas en la causa. En efecto, si bien le está vedado al a quo revalorar la prueba acumulada en un determinado caso sometido al conocimiento, sí le cabe examinar a través de la vía impugnatoria que surge de un pronunciamiento presuntamente arbitrario, si el temperamento adoptado reposa sobre argumentos carentes de razonabilidad, con prescindencia de su correcta evaluación a la luz ele la sana crítica racional y de la consideración de la prueba que, integrada al proceso y evaluada. en su conjunto con el resto de los elementos de convicción, conduciría necesariamente a otra solución lógica.


    R. H., Jaime Eduardo s/ Causa N° 10.831


    R, 109, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Impugnación de multa impuesta a empresa petrolera. Ley 20.680 de abastecimiento de combustible. Resolución 25/2006 de la Secretaría de Comercio Interior del Ministerio de Economía y Producción. Concepto de "cobertura constante". Doctrina de la arbitrariedad de sentencias.


    Los agravios introducidos por el recurrente son, por principio, ajenos a esta instancia extraordinaria, por referirse a temas de hecho y prueba. Sin embargo, cabe admitir su procedencia en aquellos supuestos en los que el acto jurisdiccional carece de los requisitos mínimos que lo sustenten válidamente como tal, en razón de arbitrariedad manifiesta derivada del apartamiento de constancias comprobadas de la causa, de la omisión de tratamiento de cuestiones sustanciales planteadas por las partes, o cuando media una fundamentación aparente, apoyada sólo en conclusiones de naturaleza dogmática. Por ello, el pronunciamiento apelado, merece ser descalificado bajo la alegada doctrina de la Corte en materia de arbitrariedad.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Infracción Ley 20.680 - Causa N° 12.809


    S, 373, L. XLV, 10 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Cese de tareas por Decreto Ley 8597/76. Reconocimiento de servicios fictos para la obtención del beneficio jubilatorio: presunción de móvil político. Exceso ritual.


    La exigencia de que el cese se produjera dentro del tiempo que determinó la norma, se traduce, en el caso, en un exceso ritual, pues es claro que el proceso de apartamiento del actor de las tareas que realizaba, comenzó dentro del período establecido por la norma, tal como surge de la prueba y culminó sólo unos días después de lo estipulado por la ley, mediante el dictado de la Resolución que determinó su cese laboral. El término de dos años establecido en el Decreto Ley 8597/76 no debería en el caso aplicarse taxativamente, pues, la norma determina un marco que debe ser evaluado en cada supuesto en particular. Y ello es así pues ella regula los requisitos necesarios para la obtención de beneficios de naturaleza alimentaria, en situaciones excepcionales. Por otro lado, no puede constituir obstáculo insalvable la duda que pueda existir acerca de la causa que dio lugar al cese, pues no resulta razonable exigirle al peticionario, más de 30 años después de ocurrido el hecho, y con una avanzada edad, que acompañe nuevas pruebas a esos fines ya que frente a las particularidades señaladas resultaría de muy difícil cumplimiento y hasta contrario al espíritu del beneficio que pretende.


    Clark, Antonio c/ Provincia de Buenos Aires s/ Demanda contencioso administrativa.


    C, 725, L. XLV, 09 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Beneficio previsional: reconocimiento de servicios fictos. Detención, cesanteo y exilio de un policía bonaerense. Leyes N° 11.729 y 12.545. Rigorismo formal. Falta de consideración de cuestiones conducentes.


    La actora peticionó la aplicación complementaria de las leyes N° 11.729 y 12.545, extremo que la a quo erróneamente pretirió so pretexto de que la parte había optado por la aplicación excluyente de la ley citada en último término. Además, la conclusión referida a que el pretensor no reúne los requisitos previstos en la ley N° 12.545 se subordina a un rigorismo que prescinde del examen de las circunstancias en que se verificó la baja del actor y de su eventual analogía con las receptadas en la legislación en la materia. Las leyes N° 11.729 (BO: 21/12/95) y N° 12.545 (BO: 16/11/2000), latamente, reconocen servicios fictos a personas exoneradas o cesanteadas de cargos públicos por causas políticas gremiales .o estudiantiles, a las que hubieran sufrido prisión, exilio o privación de la libertad que no fuera consecuencia de delitos comunes y al personal penitenciaria y policial provincial declarado prescindible por aplicación de los decretos-leyes N° 8.595/76 y N° 8.596/76 (BO: 31/03/76 y 06/04/76), a partir -en lo que aquí interesa- del 24/03/76 (v. ley N° 11.207, BO: 25/03/92). En tales condiciones, aun cuando los agravios remiten al estudio de cuestiones fácticas y de derecho público local, el remedio es procedente pues, mediante una consideración formalista e inacabada de lo actuado, se desatiende la índole del derecho previsional reclamado, tutelado constitucionalmente.


    Torres Eduardo Alberto c/ Provincia de Buenos Aires (Ministerio de Justicia y Seguridad).


    T, 271, L. XLV, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Pretensión de cobro de impuesto de sellos provincial sobre un contrato de concesión para la prestación de servicio. Sentencia arbitraria. Cuestión de fondo resuelta en causa anterior.


    Los pronunciamientos del Tribunal deben ajustarse a las circunstancias existentes en el momento en que se dictan, aunque ésas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario.  Tal doctrina resulta aplicable en la especie puesto que, en la ya citada causa "Aguas Argentinas S.A. c/ Buenos Aires, Provincia de s/ Acción declarativa" recayó sentencia definitiva, mediante la cual. V.E, resolvió el fondo de la cuestión, haciendo lugar a la demanda y declarando la improcedencia del impuesto reclamado con relación al referido contrato de concesión. Así las cosas, zanjada la cuestión de fondo con respecto a la determinación de oficio que originó las presentes actuaciones, lo resuelto por el tribunal apelado devendría en un ritualismo inútil, al obligar a la aquí actora a abonar primero y repetir después un concepto cuya improcedencia ya ha sido establecida por V.E. con valor de cosa juzgada.


    Aguas Argentinas S.A. c/ Provincia de Buenos Aires


    A, 580, L. XLIV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en S C A. N° 1300, L. XLIV, "Algodonera Lavallol S.A. s/ quiebra". Procedencia de la apelación federal: omisión del a quo respecto a la forma en que el Banco redolarizó el capital del depósito utilizando los intereses que generó mientras se hallaba pesificada. Falta de tratamiento en la sentencia al agravio del memorial enderezado a cuestionar dicho aspecto.


    Resulta procedente la apelación federal deducida puesto que, al confirmar la decisión que ordenó el depósito de una diferencia en pesos, el a quo no tuvo en cuenta la forma en que el Banco redolarizó el capital del depósito utilizando los intereses que generó mientras se hallaba pesificada, ni dio tratamiento en la sentencia al agravio del memorial enderezado a cuestionar dicho aspecto. En consecuencia, corresponde confirmar la decisión recurrida en cuanto declaró procedentes los intereses del depósito judicial de autos invertido en plazos fijos y revocarla respecto a la determinación de la tasa aplicable para su cálculo.


    Establecimientos Textiles San Andres S.A. s/ quiebra


    E, 271, L. XLIV, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Concurso preventivo. Créditos provenientes de una determinación impositiva. Fuero concursal: atribuciones de los jueces. Arbitrariedad. Omisión de argumentos propuestos. Sentencia que no constituye un acto jurisdiccional válido.


    Las sentencias emanadas de los superiores tribunales de provincia, en oportunidad de pronunciarse sobre recursos extraordinarios previstos en el orden local, son en principio, irrevisables en la vía del art. 14 de la ley 48, salvo arbitrariedad, tacha que a su respecto debe considerarse como particularmente restringida. Supuesto de excepción que se configura en el sub lite, por cuanto el Juzgador ha prescindido, sin dar fundamentos suficientes, de la consideración de cuestiones o argumentos oportunamente propuestos, que eventualmente, resultarían conducentes para la adecuada solución del litigio. La sentencia de la Corte local que rechaza el recurso de inconstitucionalidad sin resolver la cuestión relativa a la articulación de las atribuciones de los jueces del fuero concursal con las disposiciones de la ley tributaria, no constituye acto jurisdiccional valido.  Más aún cuando a la fecha de su dictado el Máximo Tribunal también se había expedido en el caso "Supercanal'" (Fallos 326:1774), análogo al presente en orden a la tramitación coetánea de una apelación consentida y el pedido de verificación en el concurso declarando operativo el fuero de atracción una vez que se dictara sentencia por el Tribunal Fiscal en razón de que "no [podía] admitirse existencia de dos procedimientos judiciales con el mismo objeto, es decir, tendientes a revisar la existencia y alcance del crédito y viabilizar su reclamo ante la empresa deudora, porque ello importaría limitar la facultad jurisdiccional de los jueces intervinientes, afectar los principio liminares de defensa en juicio y debido proceso, abriendo la posibilidad de alterar la cosa juzgada y generar el peligro de decisiones contradictorias, con afectación del supremo objetivo de la seguridad jurídica". A lo que cabe agregar, que si bien las sentencias de la Corte sólo deciden los procesos concretos que le son sometidos y no resultan obligatorias para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber de conformar sus decisiones a esa jurisprudencia, careciendo de fundamentación los fallos que se apartan de los precedentes de Tribunal sin proporcionar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición allí adoptada.


    Fimaco S.A. s/ Concurso preventivo - incidente de revisión promovido por Afip - Causa n° 176/01


    F, 1168, L. XLII, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Ejecución fiscal. Excepción de inhabilidad de título. Aportes y contribuciones con destino al Régimen Nacional de la Seguridad Social. Remisión al fallo A 710, L. XLII, “Administración Federal de Ingresos Públicos”. Pronunciamiento arbitrario: no pondera las circunstancias del caso y lo prescripto por el art. 92 de la ley 11.683.


    Lo aquí debatido guarda sustancial similitud con lo decidido por el Tribunal en la causa A. 710, L. XLII, "Administración Federal de Ingresos Públicos c/ Juárez, Liliana Noemí s/ Ejecución fiscal". Tal como también ocurrió en la citada causa, aquí el juez interviniente declaró la inhabilidad del título ejecutivo prescindiendo de la debida ponderación de las circunstancias del caso y de lo prescripto por el citado artículo 92 de la ley de rito fiscal, por lo cual el fallo resulta descalificable con arreglo a la conocida doctrina de V.E. respecto de la arbitrariedad de sentencias, toda vez que se exigió el dictado de un acto administrativo luego de que la acreencia fue determinada y notificada, fundando tal decisión en la falta de un acto que estableciese y comunicase la deuda cuyo cobro pretende el Fisco, por contribuciones y aportes de la seguridad social. Sin embargo, el monto reclamado fue determinado y notificado al contribuyente, tal como lo exige la normativa aplicable para las deudas por aportes y contribuciones con destino al RNSS, sin que el contribuyente haya alegado haberla impugnado a través de las vías pertinentes a tal efecto. Por ende, la exigencia de una resolución administrativa que no está prevista por el régimen legal vigente resulta inadmisible, lo que basta para descalificar la decisión recurrida a la luz de la doctrina sobre la arbitrariedad de las sentencias. Lo hasta aquí señalado no empece a que, al momento de decidir nuevamente sobre el particular, el juez pueda examinar la idoneidad de las actas referidas para sustentar un certificado de deuda. Es decir, que pueda ponderar si los títulos ejecutivos fueron expedidos en forma tal que permitan identificar con precisión suficiente los conceptos y períodos reclamados, de manera que la ejecutada no quede en estado de indefensión y, en el caso que así no fuese, ponderar si la prueba aportada por la AFIP resulta idónea para subsanar dicha falencia denunciada por la ejecutada de acuerdo con el criterio sentado por esa Corte en su precedente de Fallos: 323:2161.


    Fisco Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva - c/ Tarchini, Irma Susana s/ Ejecución Fiscal


    F, 98, L. XLV, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Jubilación. Trabajo insalubre. Decreto 1851/75: reducción proporcional de la edad exigida para obtener la prestación. Exceso de rigor formal. Prescindencia de prueba conducente. Desatención de fines tuitivos de la legislación previsional. Sentencia arbitraria.


    Lo decidido prescinde de prueba conducente y desatiende los fines tuitivos de la legislación previsional, con menoscabo de las garantías constitucionales.  El juzgador no integró las concordantes declaraciones testificales, con las certificaciones de servicios expedidas por la empresa empleadora que obran en la causa respecto a otros trabajadores a quienes la demandada les reconoció los servicios insalubres. La Cámara, en su razonamiento, incurrió en un exceso de rigor formal al imponer al actor una carga probatoria "más imperiosa" sobre su desempeño "habitual y permanente". Ello coloca al actor en una situación de indefensión al agravarle su carga probatoria, ya que indudablemente se le dificultaba -por la desaparición física de su antiguo lugar de trabajo- demostrar la insalubridad que alega y la habitualidad de su desempeño allí, aspecto que los jueces introducen sorpresivamente desde que no había sido objeto de planteos en el juicio. El a qua con su razonamiento aplicó retroactivamente los requisitos del decreto 1851/75, al período que el actor solicita le sean reconocidos como diferenciales, sin haber tenido en cuenta, ni haber dado razones suficientes por qué se basa en dicha normativa cuando, al menos desde 1930 los trabajos del tipo de los realizados en la empresa empleadora eran considerados insalubres (decreto nacional s/n del 11 de marzo de 1930 reglamentario de la ley 11.544 art. 6 inc. 12, firmado por el Presidente Irigoyen). El a-qua ha obviado el estudio de serios y conducentes elementos que se aprecian en la causa, circunstancia que autorizarían a dejar sin efecto el pronunciamiento en el marco de doctrina de la arbitrariedad, en especial en el marco de la naturaleza previsional de las prestaciones reclamadas.


    Vázquez, Rubén Ramón c/ Anses s/Interrupción de prescripción


    V, 801, L. XLII, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Cómputo de intereses en concepto de daño moral con motivo de la explosión de la Fábrica Militar de Río Tercero. Régimen de consolidación de deudas del Estado. Inadmisibilidad recurso extraordinario: inexistencia de cuestión federal típica. Agravios que traducen una mera disconformidad con lo decidido: ausencia de crítica razonada de los fundamentos del fallo.


    El agravio vertido no cuestiona la aplicación del régimen aludido -que es de orden público- sino sólo la fecha de inicio del cómputo de los intereses del monto consolidado a abonar y por lo tanto sólo traduce una mera discrepancia con las razones de hecho, prueba y cuestiones procesales que fundan el fallo del tribunal, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48. La procedencia de la apelación federal está condicionada a que el escrito en que se la interpone contenga la enunciación clara de los hechos de la causa que permita establecer la relación directa e inmediata entre lo que ha sido materia de debate y decisión en autos y las garantías constitucionales que se aducen lesionadas.


    López, Mario y otros c/ ENA - Ministerio de Economía s/ Ordinario


    L, 152, L. XLVI, 12 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Cómputo de intereses en concepto de daño moral con motivo de la explosión de la Fábrica Militar de Río Tercero. Régimen de consolidación de deudas del Estado. Inadmisibilidad recurso extraordinario: inexistencia de cuestión federal típica. Agravios que traducen una mera disconformidad con lo decidido: ausencia de crítica razonada de los fundamentos del fallo.


    Los agravios vertidos no cuestionan la aplicación del régimen aludido sino sólo la fecha de inicio del cómputo de los intereses del monto consolidado a abonar y por lo tanto sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho, prueba y cuestiones procesales que fundan el fallo del tribunal, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48. La procedencia de la apelación federal está condicionada a que el escrito en que se la interpone contenga la enunciación clara de los hechos de la causa que permita establecer la relación directa e inmediata entre lo que ha sido materia de debate y decisión en autos y las garantías constitucionales que se aducen lesionadas.


    Calvi, Hugo Eduardo José y otra c/ ENA - Ministerio de Economía s/ Ordinario


    C, 315, L. XLVI, 12 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Cómputo de intereses en concepto de daño moral con motivo de la explosión de la Fábrica Militar de Río Tercero. Régimen de consolidación de deudas del Estado. Inadmisibilidad recurso extraordinario: inexistencia de cuestión federal típica. Agravios que traducen una mera disconformidad con lo decidido: ausencia de crítica razonada de los fundamentos del fallo.


    Los agravios vertidos no cuestionan la aplicación del régimen aludido sino sólo la fecha de inicio del cómputo de los intereses del monto consolidado a abonar y por lo tanto sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho, prueba y cuestiones procesales que fundan el fallo del tribunal, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48. La procedencia de la apelación federal está condicionada a que el escrito en que se la interpone contenga la enunciación clara de los hechos de la causa que permita establecer la relación directa e inmediata entre lo que ha sido materia de debate y decisión en autos y las garantías constitucionales que se aducen lesionadas.


    Felber, René y otros c/ ENA - Ministerio de Economía s/ Daños y perjuicios


    F, 93, L. XLVI, 12 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Cómputo de intereses en concepto de daño moral con motivo de la explosión de la Fábrica Militar de Río Tercero. Régimen de consolidación de deudas del Estado. Inadmisibilidad recurso extraordinario: inexistencia de cuestión federal. Agravios que traducen una mera disconformidad con lo decidido: ausencia de crítica razonada de los fundamentos del fallo.


    Los agravios vertidos no cuestionan la aplicación del régimen aludido sino sólo la fecha de inicio del cómputo de los intereses del monto consolidado a abonar y por lo tanto sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho, prueba y cuestiones procesales que fundan el fallo del tribunal, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48.


    Garayalde, Esteban José y otros c/ EN - Ministerio de Economía s/ Ordinario


    G, 163, L. XLVI, 17 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Cómputo de intereses en concepto de daño moral con motivo de la explosión de la Fábrica Militar de Río Tercero. Régimen de consolidación de deudas del Estado. Inadmisibilidad recurso extraordinario: inexistencia de cuestión federal. Agravios que traducen una mera disconformidad con lo decidido: ausencia de crítica razonada de los fundamentos del fallo.


    Los agravios vertidos no cuestionan la aplicación del régimen aludido sino sólo la fecha de inicio del cómputo de los intereses del monto consolidado a abonar y por lo tanto sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho, prueba y cuestiones procesales que fundan el fallo del tribunal, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48. La procedencia de la apelación federal está condicionada a que el escrito en que se la interpone contenga la enunciación clara de los hechos de la causa que permita establecer la relación directa e inmediata entre lo que ha sido materia de debate y decisión en autos y las garantías constitucionales que se aducen lesionadas.


    Belmonte, Domingo José y otros c/ ENA - Ministerio de Economía s/ Ordinario


    B, 287, L. XLVI, 12 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Pretensión de prescripción de sanciones disciplinarias impuestas por el BCRA. Inadmisibilidad recurso extraordinario: ausencia de cuestión federal típica.


    No está planteada específicamente en autos una controversia en punto a normas federales -o al menos la impugnación pretendida fue genérica y sin mayor fundamento, a la vez que no formó parte del recurso de apelación- y los argumentos de los actores no se dirigen a cuestionar la interpretación dada por la cámara a las disposiciones del art. 42 de la ley 21.526. Los recurrentes se limitan a peticionar la aplicación de las normas penales referidas a la prescripción de la acción y a los precedentes relacionados con la denominada "secuela de juicio" que no fueron motivo del fallo recurrido ni materia del juicio y que sostienen que son de aplicación en los supuestos de sanciones administrativas dada su naturaleza penal cuando V.E. tiene desde antaño dicho que "las correcciones disciplinarias [impuestas por el Banco Central] no importan el ejercicio de jurisdicción criminal propiamente dicha ni del poder ordinario de imponer penas, por lo que no se aplican, a su respecto, los principios generales del Código Penal en materia de prescripción".


    Bonder Aaron (Emperador Compañia Financiera S.A.) y otros c/ B.C.R.A. s/ Resol.178/93


    B, 853, L. XLIV, 07 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda por cobro de diferencias salariales. Ascenso en el cargo. Inadmisibilidad del recurso: falta de cuestionamiento de las normas invocadas.


    El recurso es formalmente inadmisible cuando, si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia federal, en realidad no cuestionan ninguna de las normas de carácter en juego (en el caso, decreto de necesidad y urgencia 455/99 y ley 25.237) ni el acto administrativo que lo designó con la limitación salarial mientras durara la emergencia (decreto 1153/99), ni la decisión administrativa que exceptuó del régimen de la ley 25.237, a partir del 1° de enero de 2000, a los que, como el aquí actor, tenían la vacante financiada congelada (D.A. 80/2000).


    Amoroso, Horacio Alberto c/ Estado Nacional - Ministerio RREE C I y Culto (Expte. 15970/01) s/ Empleo público


    A, 601, L. XLV, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Presunta infracción al Código Aduanero. Limitación de la cantidad de divisas a exportar por un menor de edad. Actividad reglamentaria: límites. Nulidad de la sanción.


    E1 decreto 1.570/01, modificado por su similar 1.606/01 prohibió, de manera transitoria la exportación de billetes y monedas extranjeras, y metales preciosos amonedados, salvo que se realizase a través de entidades sujetas a la Superintendencia de Entidades Financieras y Cambiarías, y previamente autorizadas por el Banco Central, dejando subsistente la posibilidad de hacerlo cuando estas operaciones fueran inferiores a los 10.000 dólares estadounidenses o a su equivalente en otras monedas. La discriminación relativa a los menores de edad en cuanto a la cantidad de divisas que éstos podían exportar fue establecida por el art. 3 de la resolución general 1.176 de la AFIP, al indicar que el importe señalado debía ser considerado por pasajero o tripulante “mayor de veintiún (21) años de edad o emancipado”. Y, posteriormente, la disposición 160/2001 de la DGA, en sus arts. 1 y 2, dividió a los menores no emancipados en dos categorías (entre 21 y 16 años, y los menores de 16 años), y fijó el monto que éstos podían exportar (2.000 y 1.000 dólares estadounidenses, respectivamente). Así las cosas, resulta correcto el resultado al que arribó la sentencia apelada puesto que, en definitiva, fueron los reglamentos dictados por la AFIP y la DGA los que establecieron una restricción sobre los menores de edad que no estaba contenida en el decreto 1.570/01, siquiera de manera implícita.


    Rodinova, Natalia c/ Estado Nacional - AFIP - DGA - Resol. 2458/04 (Expte. 603809/02) s/ Administración Nacional de Aduanas


    R, 491, L. XLIV, 11 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario federal. Fundamentación. Requisitos objetivos. Cuestion federal. Supuestos que no constituyen cuestión federal.


    El recurso extraordinario federal es formalmente improcedente si la parte no demuestra la existencia de cuestión federal que habilite, en el caso concreto, el conocimiento del Tribunal. Esto sucede si la argumentación planteada por la defensa, más allá de la invocación de principios de raigambre constitucional, se refiere a cuestiones de hecho, prueba y derecho común, cuestiones que son ajenas al conocimiento de la Corte, salvo aquéllos supuestos cuyas particularidades hacen la excepción con base en la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias, arbitrariedad ésta que la parte debe demostrar, en tanto no resulte manifiesta o evidente.  Si el recurso extraordinario se limita a reiterar los planteamientos ya presentados en la casación, instancia en la que fueron ampliamente tratados y resueltos con un grado de exhaustividad necesario, más allá de su acierto, error, o lo opinable de lo decidido, ésto descarta la hipótesis posible de la arbitrariedad, máxime si en la consideración de las cuestiones introducidas se pone en evidencia que se trata de una mera disconformidad o desacuerdo con algunas valoraciones contenidas en el fallo, por cierto abundantes.  Las alegaciones sobre la imparcialidad del tribunal de juicio y la garantía del juez natural, carecen de relevancia a los fines del art. 14 de la ley 48, si encontraron reparación adecuada en el momento oportuno, lo que sucede en caso de que haya sido planteado en el recurso de casación y tratado en el fallo, y su reedición en el recurso extraordinario sólo insista en su postura sin confutarlo, lo que además priva a la impugnación de la adecuada fundamentación.  En esas circunstancias no se advierte violación alguna, si el impugnante no demuestra la relación directa e inmediata con la garantía del juez natural de la causa que invoca en su favor, pues ella está dirigida a impedir la creación de fueros personales -prohibidos por el art. 16 de la Constitución Nacional- como la de comisiones especiales dispuestas con la finalidad de reprimir hechos sucedidos con anterioridad. Si el recurso se dirige a cuestionar el monto de la pena impuesta, cabe recordar que la graduación de las sanciones, dentro de los límites ofrecidos por las leyes respectivas, constituye el ejercicio de una facultad propia de los jueces de la causa y resulta materia ajena al recurso del art. 14 de la ley 48, particularmente en los casos en que tanto jueces al condenar como la mayoría en casación al rechazar su recurso, consideraron diversos elementos para fundamental su decisión, lo que demuestra que, más allá de lo opinable, se señalaron las circunstancias concretas del hecho que derivaron en la determinación de la pena y su gravedad, lo que además impide su descalificación con base en la doctrina sobre arbitrariedad de sentencias.


    B., Angel Pedro s/ Causa N° 8702.


    B, 232, L. XLV, 19 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Acción declarativa interpuesta por el Fiscal de Estado de una provincia, a fin de aclarar su situación frente al impuesto a las ganancias. Pretensión de no tributar ese gravamen por su cargo, por integrar el Poder Judicial de dicha jurisdicción. Interpretación de normas de derecho público local. Rechazo de demanda. Inadmisibilidad recurso extraordinario.


    El recurso aquí planteado resulta inadmisible pues para rechazar la pretensión del actor la Cámara dio fundamentos de hecho, prueba y derecho público local que acuerdan sustento suficiente a lo resuelto sin que las discrepancias del recurrente resulten eficaces para habilitar la vía excepcional intentada. Dilucidar si el Fiscal de Estado de la Provincia de Buenos Aires resulta ser o no integrante de su poder judicial y por ende un organismo susceptible de quedar amparado por la garantía de la intangibilidad del art. 110 de la Constitución Nacional involucra exclusivamente la interpretación de normas de derecho público local, realizada discretamente por el superior tribunal de la causa sin que haya habido mácula alguna de arbitrariedad a su respecto. El pronunciamiento impugnado se sustenta en normas de derecho público local razonablemente interpretadas, cuyo error o acierto no corresponde juzgar a la Corte sin alterar su cometido fundamental de tribunal de garantías constitucionales, máxime cuando no se advierte un grosero apartamiento de la solución normativa prevista para el caso o un defecto grave en su fundamentación.


    Szelagowski, Ricardo c/ Estado Nacional - AFIP s/ Acción declarativa de inconstitucionalidad


    S, 231, L. XLV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Acuerdo de juicio abreviado. Cambio de calificación legal por parte del Tribunal. Escala penal mas leve que la correspondiente al delito imputado en el acuerdo. Imposición de la pena acordada. Principio de iura novit curia. Cuestiones de hecho, prueba y derecho común.


    El recurrente únicamente se ciñó a expresar dogmáticamente que el cambio por una calificación más benigna debió aparejar indefectiblemente una sanción menor a la que el propio imputado había acordado en el marco de juicio abreviado, lo que no resulta suficiente para la debida fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48. Tampoco ha explicado por qué la sola modificación de los límites de pena previstos para el nuevo encuadre jurídico debe implicar necesariamente, como si fuera un cálculo matemático, una disminución proporcional de la sanción como si algo de la realidad fáctica o personal se hubiese alterado cuando, por el contrario, no ha existido una variación de los aspectos objetivos del suceso, ni de las calidades de su autor.


    A., Hector Jose s/ Causa N° 10.410


    A, 941, L. XLV, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Cuestionamiento de multa y sanción: inadmisibilidad recurso extraordinario. Cuestiones de hecho y prueba e interpretación de normas de carácter procesal: ajenas al remedio extraordinario y sólo revisables en caso de arbitrariedad. Falta de presentación de la queja.


    En orden a examinar si en autos se encuentra habilitada la instancia del art. 14 de la ley 48, cabe señalar, en primer término, que debido a que la cámara denegó expresamente el recurso extraordinario por las causales de arbitrariedad que se le achacaban a la sentencia y el apelante no dedujo queja al respecto, aquellos temas no se pueden tratar a esta altura, toda vez que la jurisdicción de la Corte ha quedado abierta sólo en la medida que la otorgó el tribunal de la instancia anterior. Aun tratándose de la interpretación de leyes federales, la solución de los problemas de carácter procesal está reservada a los jueces de grado, con exclusión de la vía del recurso extraordinario. Se advierte que si bien el apelante sostiene que existe cuestión federal y la alzada concedió el recurso extraordinario fundado en dicha causal -aunque sin mencionar cuáles serían las normas de tal carácter cuya interpretación se encuentra controvertida en autos-, en realidad los agravios de aquél están dirigidos a cuestionar la sentencia en la resolución de aspectos de hecho, prueba y cuestiones procesales, que son ajenos al orden federal.


    Fulao, Edmundo Ramón c/ PNA - Disp. DJPM JS1 690/07 Expte. 18878/05


    F, 561, L. XLV, 04 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Cuestiones ajenas al recurso extraordinario federal: pronunciamientos de los más altos tribunales provinciales que deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de orden local. Tacha de arbitrariedad particularmente restringida. Agravios que remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común. Agravios dirigidos a cuestionar la sentencia por la forma que los jueces han interpretado la prueba. Decisión con argumentos suficientes por parte del tribunal.


    Corresponde precisar que los pronunciamientos de los más altos tribunales provinciales que deciden acerca de la procedencia de los recursos extraordinarios de orden local, no justifican, por regla, el otorgamiento de la apelación extraordinaria -en virtud del carácter fáctico y procesal de las cuestiones que suscitan- y la tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de aquéllos. Tal es la doctrina de la que no cabe apartarse en este caso pues no se advierte que la apelante demuestre ciertamente que el superior tribunal de la provincia haya incurrido en arbitrariedad al rechazar el recurso local con sustento en las reglas procesales que delimitan su admisión. A su vez los agravios reseñados precedentemente remiten al examen de cuestiones de hecho, prueba, y derecho común, ajenas -como regla y por su naturaleza- a la instancia del artículo 14 de la ley 4.8. Cabe recordar que la arbitrariedad es de aplicación restringida, no apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los fundamentos de dicha índole, sobre los cuales los jueces de la causa apoyaron sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción excluyente. Por lo tanto, no configura un supuesto de arbitrariedad que autorice la intervención del Tribunal, el fallo que cuenta, más allá de su acierto o error, con fundamentos de hecho, prueba y derecho público local suficiente, si las discrepancias del recurrente no logran desvirtuar lo decidido. Desde este punto de vista, los agravios dirigidos a cuestionar la sentencia por la forma que los jueces han interpretado la prueba incorporada al proceso no es apto para suscitar la apertura de la instancia del art. 14 de la ley 48, toda vez que el tribunal, en la ponderación de las constancias de la causa, apoyó su decisión con argumentos suficientes, que más allá de su grado de acierto es propio de la actividad jurisdiccional y ajena a la instancia extraordinaria.


    Botello, Claudia Alejandra y otros c/ Superior Gobierno de la Provincia de Córdoba s/ recurso


    B, 942, L. XLIV, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Decisión adoptada en un incidente de verificación de créditos. Desestimación de queja: examen de cuestiones de hecho y prueba ajenas por naturaleza al remedio extraordinario federal. Inexistencia de arbitrariedad.


    Aun cuando la Corte ha equiparado a definitivas las decisiones adoptadas en incidentes de verificación de créditos en procesos concursales, lo que haría admisible en ese sentido el recurso extraordinario planteado, de todas modos, cabe desestimarlo habida cuenta de que los planteos en el deducidos remiten al examen de cuestiones de hecho y prueba -en cuanto a determinar la validez de un supuesto reconocimiento de deuda- ajenas por naturaleza a la vía del art. 14 de la ley 48, agravios que, por otra parte, fueron resueltos sin arbitrariedad por la alzada. El fallo exhibe fundamentos mínimos que lo ponen a resguardo de la tacha de arbitrariedad invocada, de tal modo que los agravios de la apelante sólo traducen su desacuerdo con lo expresado por los jueces de la causa. No es ocioso recordar que tiene dicho V.E. que el recurso extraordinario no tiene por objeto sustituir a dichos magistrados en la decisión de cuestiones que le son privativas, ni corregir en tercera instancia fallos equivocados o que se reputen tales.


    Perkins Argentina S.A.IC. s/ Concurso preventivo incidente de revisión por Banco Extrader S.A.


    P, 681, L. XLIV, 26 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Doctrina de la arbitrariedad. Aplicación excepcional. Valoración de prueba nueva. Conocimiento anterior de la prueba. Cuestiones ajenas a la competencia de la Corte Suprema.


    La tacha de arbitrariedad es de aplicación excepcional y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, Si es que no se demuestran groseras deficiencias lógicas de razonamiento o una total ausencia de sostén normativo que impidan considerar al fallo como la "sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Esa tacha es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden, como en el caso, recursos extraordinarios de orden local. Ante la pretensión defensiva de valorar nuevos elementos probatorios, además de ser nueva en sí, lo relevante es que la prueba acredite alguna circunstancia también nueva y, sobre todo, sustancial, es decir, un aporte significativo a los extremos que dan base a la condena. Cabe destacar que en el presente no se ha realizado una crítica concreta y razonada de los fundamentos conducentes en que se apoyó el resolutorio. En esta inteligencia, los reparos del recurrente no trasuntan de una mera disconformidad con aspectos que, por regla, constituyen materia ajena a esta instancia de excepción, pues se vinculan con cuestiones de hecho y prueba, y derecho común y procesal, que han sido oportunamente desechados sobre la base de argumentos que no compete a la Corte revisar, en particular si el decisorio cuenta con motivación suficiente que, más allá de su acierto o error, descarta la arbitrariedad.


    B. D., Marcelo; T. A., Hugo Julio y R., Hector Fabian s/ Robo seguido de muerte - Causa N° 87.647-


    B, 661, L. XLV, 10 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Homicidio calificado. Incumplimiento de Acordada N° 4/07. Imputados detenidos en zona fronteriza con la República de Brasil. Interposición de la nulidad de detención. Negativa del tribunal a suspender el juicio para incorporar mas prueba testimonial. Agravios introducidos de modo tardío.


    Toda vez que la presentación carece de los formularios-carátulas previstos en los arts. 2° y 5° de la Acordada N° 4/07 para los recursos extraordinario y de hecho, respectivamente, el recurso ha sido bien denegado. Sin perjuicio de ello, la negativa del tribunal a suspender el debate, para reiterar comparendos de testigos que residen en el extranjero, no implica la vulneración del derecho de defensa, pues, más allá de que lo decidido se encuentra dentro de las facultades del tribunal de juicio, de acuerdo a las normas que regulan la incorporación de la prueba en la ley de procedimientos provincial, lo cierto es que se contaba con otros elementos probatorios, entre ellos, declaraciones y actas públicas, no impugnadas. El agravio referido a la falta de prueba directa que sindique a los acusados como los autores del homicidio, no puede prosperar, en tanto no sólo resulta ser una cuestión desconocida para el a qua por haber sido incluida por primera vez en la impugnación extraordinaria, sino que, además, resulta ser ajena, por su naturaleza, a esta instancia.


    D. S. N., Paulo Joares y otro s/ Homicidio calificado y robo en concurso real - Causa N° 436/07-.


    D, 443, L. XLV, 29 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Impugnación de sentencia. agravios invocados por la defensa. Cuestiones de hecho, prueba y derecho común ajenos a la competencia de la Corte Suprema.


    La decisión impugnada contiene fundamentos suficientes con base en las constancias de la causa y en las normas que consideró aplicables al sub júdice, que no fueron debidamente refutados y que, por opinables que resulten, no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional. El ejercicio que hacen los magistrados de sus facultades para fijar las sanciones dentro de los límites previstos en las leyes respectivas, no suscitan cuestiones que quepa decidir a la Corte por la vía del artículo 14 de la ley 48, en tanto se vinculan con aspectos de hecho, prueba y derecho común, salvo arbitrariedad.


    S., Fabian Dario s/ Recurso extraordinario federal


    S, 629, L. XLV, 12 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso Extraordinario Federal. Funcionario judicial. Abuso de autoridad. Falsificación de documentos y medios de prueba en causas judiciales. Introducción de cuestiones ajenas a la instancia extraordinaria. Incumplimiento de la debida fundamentación.


    Las cuestiones que se refieren a la constitución e integración de los tribunales, a las formalidades de las sentencias y al modo de emitir el voto de los jueces cuando integran tribunales colegiados, son ajenas al recurso extraordinario. Así, la recurrente se agravia porque el a quo sostuvo que sus planteos son ajenos al remedio federal por tratarse de cuestiones de derecho común y procesal, pero no desarrolló el punto, de manera que incumplió con el requisito de fundamentación. En virtud de ello es que el máximo tribunal revisor de la provincia ha dado respuesta razonable a los agravios de la parte, sin que, además, se haya demostrado un incumplimiento a la garantía de la doble instancia, por lo que el recurso extraordinario fue bien denegado.


    L., Rolando Alberto s/ Favorecimiento de evasión agravado por la calidad de funcionario público etc. - Causa N° 31/08-.


    L, 82, L. XLV, 03 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario federal. Requisitos para su procedencia. Improcedencia del recurso extraordinario ante resoluciones que rechazan la defensa de prescripción.


    El recurso extraordinario federal resultaría improcedente, si es interpuesto contra las decisiones que rechazan la defensa de prescripción, ya que aquéllas no ponen término al pleito ni impiden su continuación, principio que no debe soslayarse aunque se invoque lesión a garantías constitucionales o la tacha de arbitrariedad.


    C., Carlos Alberto s/ Recurso de casación.


    C, 934, L. XLV, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra Obras Sanitarias de la Nación. Cuestiones relacionadas a la caducidad de instancia: resultan ajenas al Recurso Extraordinario. Ausencia de arbitrariedad. Inadmisibilidad del recurso de queja.


    El recurso interpuesto es inadmisible toda vez que los apelantes sólo expresan su discrepancia con la interpretación efectuada por la alzada respecto de normas de derecho procesal, sin demostrar apartamiento de las normas aplicables, la falta de fundamentación en los hechos conducentes del sub lite, o la irrazonabilidad de las conclusiones. En efecto, la sentencia recurrida declaró la nulidad de la notificación del llamado a autos, al entender que dicha resolución debía notificarse en forma personal o por cédula y no ministerio legis. A su vez, declaró operada la caducidad de instancia. Tales conclusiones hallan adecuado sustento en las consideraciones de hecho y de derecho formuladas por la alzada con relación a las normas que consideró aplicables al sub lite (art. 135 inc. 8 y 310 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación), circunstancia que resulta suficiente para desestimar los argumentos esgrimidos por el apelante, pues, sólo traducen meras discrepancias con el criterio del tribunal apelado. Habida cuenta de ello, los argumentos del apelante carecen de entidad suficiente para abrir una instancia que tiene carácter excepcional y que no busca sustituir a los jueces naturales en la solución de los problemas que le son privativos.


    Alderete, Fernando Luis c/ Obras sanitarias de la nación s/ Ejecución de honorarios.


    A, 518, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de rendición de cuentas. Conversión a pesos de sumas depositadas. Pretendido cobro de las diferencias. Inadmisibilidad del recurso: meras discrepancias de hecho y prueba.


    En las cuestiones de autos, la cámara se limitó a realizar una apreciación de las conductas y hechos que realizaron las partes en la relación contractual que las unía, y los actores no lograron rebatir este punto con argumentos sólidos, y las críticas que exponen en el escrito de recurso extraordinario se limitan a controvertir la evaluación de cuestiones fácticas y de prueba que impiden su tratamiento en esta instancia.  Es jurisprudencia constante del Tribunal que no es procedente el recurso extraordinario cuando, tal como sucede en el caso, las objeciones se vinculan con los argumentos fácticos del fallo y sólo traducen la discrepancia del recurrente con lo expresado por la cámara sobre la base de fundamentos de hecho y prueba que, al margen de su acierto o error, bastan para sustentar lo resuelto y excluir la descalificación de la sentencia.


    Di Marco, Ricardo Nestor y otro c/ Boston Securities S.A. Soc. de bolsa s/ Ordinario


    D, 34, L. XLVI, 28 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Servicio de telecomunicaciones. Pretendido cuestionamiento de normas municipales. Improcedencia del amparo: ausencia de requisitos de viabilidad. Improcedencia del recurso: no se dirige contra una sentencia definitiva.


    El recurso debe dirigirse contra una sentencia definitiva o asimilable, calidad de la que carecen las que rechazan la acción de amparo pero dejan subsistentes el acceso a la revisión judicial por la vía ordinaria. De acuerdo con tal doctrina, el recurso extraordinario planteado no se dirige contra una decisión definitiva o equiparable a tal. La sentencia recurrida no importó una decisión contraria al derecho de la apelante, sino sobre la improcedencia de la acción instaurada por no reunir los recaudos para su viabilidad. Si el rechazo de la acción de amparo deja subsistente el acceso a la revisión judicial a través de la instancia ordinaria, el recurso extraordinario resulta improcedente pues no se dirige contra una resolución definitiva. La vía utilizada por la actora para cuestionar las normas de la Municipalidad de Casilda es improcedente porque no se demostró que aquéllas adolezcan de arbitrariedad e ilegitimidad manifiesta. La accionante no logró acreditar la configuración de estos requisitos, toda vez que alegaron la incompetencia de las autoridades locales para adoptar las medidas cuestionadas. Sin embargo, el examen que se realiza en este tipo de procesos no permite asegurar que las normas involucradas resulten manifiestamente inconstitucionales. En el dictamen emitido en la causa T. 79, L. XLIV, "Telefónica Comunicaciones Personales c/ Municipalidad de Rosario" se expresó que debían distinguirse las normas sobre el servicio de telecomunicaciones, de aquellas que reglan la ubicación de la estructura de soporte. Allí se opinó que las atribuciones atinentes a la regulación administrativa y técnica, el control, la fiscalización y verificación en materia de telecomunicaciones era competencia de los órganos nacionales, mientras que competía a las autoridades locales la regulación de todo lo concerniente a los espacios físicos para el emplazamiento de las instalaciones. En ese sentido, se consideró que las normas que regulan aspectos que hacen al desarrollo urbano y de índole típicamente municipales no se contraponen con las normas federales que reglan los aspectos técnicos de los servicios de telecomunicaciones, cuya competencia es exclusiva de las autoridades nacionales. Los cuestionamientos constitucionales de la actora se circunscriben a alegar que las disposiciones municipales complican el tráfico y la eficacia de las telecomunicaciones, sin acreditar de que manera el cumplimiento de tal normativa interfiere en forma concreta y efectiva con la prestación del servicio de telecomunicaciones en el ámbito municipal o no se demuestra que el cumplimiento de aquéllas implique suspender, obstaculizar o paralizar el servicio en la jurisdicción, según los términos del art. 6° de la ley 19.798. En definitiva, éste y otros planteos efectuados por la recurrente, tal el caso del derecho adquirido que invoca tener en virtud de lo dispuesto por la resolución de la Secretaría de Comunicaciones 9951/99 escapan al limitado marco cognoscitivo que supone un proceso de amparo pues la arbitrariedad o ilegalidad manifiesta requiere que la lesión de los derechos o garantías reconocidas resulte del acto u omisión de la autoridad pública en forma clara e inequívoca sin necesidad de un largo y profundo estudio de los hechos, ni de un amplio debate y prueba. Lo hasta aquí expresado no implica pronunciarse sobre los derechos de la apelante, sino sobre la improcedencia de la acción instaurada por carecer de ilegalidad o arbitrariedad manifiesta para poner en debate el respeto a esos derechos, ni existe gravedad institucional que justifique prescindir del requisito de sentencia definitiva, previsto en el art. 14 de la ley 48.


    Nextel Comunications Argentina S.A. c/ Municipalidad de casilda s/ Amparo - medida cautelar


    N, 179, L. XLIV, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen


    Ley 22.802 de lealtad comercial. Imposición del multa a supermercado. Cuantía de la pena aplicada. Cuestiones propias de los jueces de la causa.


    Cabe recordar que los jueces no están obligados a analizar todos los argumentos de las partes sino sólo aquéllos que estimen decisivos para la solución del pleito; y que la posible parquedad de fundamentos no autoriza a descalificar la sentencia como acto jurisdiccional válido en tanto no derive en una afectación al debido proceso. El reclamo del recurrente constituye entonces una mera discrepancia sobre la valoración de una materia que, aun regida por una ley federal, es propia de los jueces de la causa.


    C. Argentina S.A. s/ Apela Multa (Ley 22.802)


    C, 1697, L. XLIII, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Ley 22.802 de lealtad comercial. Principio de legalidad. Sanción reglamentada por el Poder Ejecutivo. Imposición de multa a Supermercado. Cuantía de la multa impuesta.


    No vulnera el principio de legalidad previsto en el artículo 18 de la Constitución Nacional la circunstancia de que por vía reglamentaria, se complete la descripción del tipo legal cuando la ley lo ha autorizado expresamente, siempre que el destinatario de la norma pueda conocer anticipadamente la conducta punible. Asimismo, la individualización de las sanciones, en tanto observe los límites fijados por las leyes respectivas, constituye materia no revisable por la vía del recurso extraordinario.


    D. S.A. s/ Infracción ley 22.802


    D, 908, L. XLIII, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Ley 22.802. Sanción impuesta a Supermercado por vender productos sin la identificación del país de fabricación. Cuantía del la sanción impuesta. Remisión a los art. 40 y 41 del Código Penal.


    La sanción que se le impuso a la empresa fue por considerarla responsable de la infracción al art. 1 inc. b, de la ley 22.802, es decir, por comercializar productos envasados carentes de identificación acerca del nombre del país donde fueron producidos o fabricados, violando la prohibición de comercializar frutos o productos cuya identificación contravenga la dispuesto en el art. 1° de la presente ley. Es decir que no fue penalizada por incumplir su obligación de controlar la veracidad de la información que, de acuerdo a la ley, deben contener los productos que comercializa, sino por haber violado la prohibición de venderlos sin identificación. Respecto de la cuantía de la sanción impuesta, si bien el artículo 18 no hace expresa referencia a que deberán tenerse en cuenta los antecedentes al fijar el monto de la multa allí prevista para quien infrinja las disposiciones de la ley, las normas reglamentarias y las resoluciones que en su consecuencia se dicten, ese recaudo surge de modo incuestionable de los artículos 40 y 41 del Código Penal, cuya aplicación supletoria a esta materia deriva del artículo 27 de la Ley de Lealtad Comercial.


    C. Argentina S.A. s/ Ley 22.802 - Expte N° S01.0271425/04


    C, 1523, L. XLIII, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de Casación. Ausencia de mantenimiento por parte del abogado defensor. Deserción del recurso. Cumplimiento de los plazos perentorios. Derecho a la doble instancia. Interpretación y alcance.


    Las resoluciones que declaran desierto un recurso ante el tribunal de alzada no son, debido a su naturaleza fáctica y procesal, impugnables por la vía del artículo 14 de la ley 48. Sostener lo contrario implicaría dejar librado al capricho del recurrente la justificación de la demora para ejercer sus derechos y, de esa forma, desconocer que los plazos procesales y el régimen de preclusión tienen por finalidad reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva de certeza. Este punto de vista no es incompatible con la garantía de la doble instancia, pues la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sostenido en su decisión del 2 de julio de 2004 en el caso "Herrera Ulloa vs. Costa Rica" que los Estados tienen un margen de apreciación para regular el ejercicio del recurso que contempla el artículo 8.2.h. de la Convención, en tanto no se establezcan restricciones o requisitos que infrinjan la esencia misma del derecho de recurrir del fallo, y que el mero hecho de que un reclamo no produzca un resultado favorable -como podría ocurrir, por ejemplo, cuando no hubiera acudido oportunamente al procedimiento apropiado- no demuestra por sí solo la inexistencia de un recurso interno eficaz. El hecho de que no todo alzamiento contra un fallo tenga aptitudes como para justificar su procedibilidad formal, ni sea idóneo para alcanzar la revisión que se propone, no debe ni puede confundirse con la afectación de la garantía al recurso que, como todos los demás derechos de raigambre constitucional, no es absoluta y se ejerce conforme a la reglas que reglamentan su ejercicio.


    V., Ángel y Arias, Javier Luis s/ Recurso de casación


    V, 361, L. XLV, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Bonos de consolidación de deuda. Medida cautelar. Interposición del recurso. Falta de fundamentación. Falta de relación directa con la resolución que se pretende impugnar. Recurso denegado.


    El escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que, incluso, valga a tal efecto una nueva crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia. Tales pautas también son aplicables al recurso de queja por denegación del extraordinario, ya que el apelante se debe hacer cargo de las razones que fundaron aquella denegatoria, pues de lo contrario la presentación directa estaría privada del fundamento mínimo tendiente a demostrar su procedencia. El recurso fue bien denegado por la cámara, debido a que su falta de fundamentación es evidente ya que el estado nacional se queja de la sentencia en cuanto declaró la inconstitucionalidad de las normas relativas a la libre disponibilidad de los depósitos, pero de las constancias de la causa surge que esa sentencia sólo continuó una medida cautelar y en ningún momento declaró la inconstitucionalidad de dichas normas. Se trata, entonces, de una resolución completamente diferente a la que se cuestiona por intermedio del escrito del recurso extraordinario. Igual defecto exhibe la queja por la que se pretende cuestionar esa decisión, pues en ese escrito no se rebaten aquellos argumentos y en rigor, nada se dice sobre ellos, sino que el presentante se explaya sobre otros temas que no tienen relación directa con la resolución que se quiere impugnar.


    Salde, Graciela María c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    S, 242, L. XLII, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Pretendida declaración de inconstitucionalidad de la resolución ENARGAS 584/98. Inadmisibilidad del recurso extraordinario. Introducción tardía de agravio.


    Sabido es que no procede el recurso extraordinario cuando las cuestiones constitucionales en que se funda, planteadas por primera vez en el escrito de interposición de aquél, pudieron proponerse durante el proceso judicial, pues la confirmación por la cámara del acto dictado por el ENARGAS era una eventualidad previsible para el interesado. Al ser ello así, la tacha de inconstitucionalidad del art. 5° de la resolución -ENARGAS- 584/98, que debió ser reiterada y debidamente fundada en sede judicial en la primera oportunidad que le brindaba el proceso constituye un planteo extemporáneo y un óbice para su tratamiento en esta instancia de excepción. En tales condiciones, la tardía introducción de tal agravio obsta a su examen, toda vez que hace aplicable la doctrina de la Corte según la cual si las argumentaciones que desarrolla el recurrente no fueron oportuna y suficientemente propuestas a los jueces de grado, ello impide su consideración en la instancia extraordinaria.


    Transportadora Gas del Norte S.A. Inc. de Rec. extraordinario c/ Resolución 526/04 Enargas s/ Proceso de Ejecución


    T, 473, L. XLIV, 07 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Bonos de la deuda pública derivada de la ley 24.411. Pretensión de inconstitucionalidad decreto 471/02. Inadmisibilidad recurso extraordinario: falta de demostración del gravamen que provoca la sentencia impugnada.


    La sentencia de la cámara que rechazó el pedido de declaración de inconstitucionalidad del decreto 471/02 y ordenó pagar los servicios de los bonos a la paridad fijada por aquél, en virtud de considerar que los actores estaban incluidos entre las excepciones al diferimiento de pagos, no le causa un gravamen actual al Estado Nacional, porque lo cierto es que éste comenzó a abonar los servicios financieros de los títulos públicos antes del dictado de la sentencia impugnada, precisamente al entender que la situación de aquéllos estaba alcanzada por las excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda pública que prevé la resolución 73/02 del Ministerio de Economía, concretamente en su art. 2°, inc. b), tal como, por otra parte, lo manifiesta en respuesta a la medida ordenada por V.E.


    Azar, Regina y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02, 471/02 - Caja de Valores s/ Proceso de conocimiento.


    A, 1048, L. XLV, 26 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Bonos de la deuda pública. Excepción al diferimiento de pago. Improcedencia recurso extraordinario: mera discrepancia con los fundamentos de hecho y prueba expresados en la sentencia.


    El remedio federal es formalmente inadmisible, pues si bien los agravios vertidos en él afirman la existencia de una controversia en punto a normas federales, en realidad sólo traducen una mera discrepancia con las razones de hecho y prueba que fundan el fallo del a quo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio, a su revisión por la vía del art. 14 de la ley 48.


    Coria, Enrique Máximo c/ Estado Nacional - Ministerio de Economía y otros s/ Amparo


    C, 607, L. XLV, 23 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Importación de mercaderías. Repetición de sumas abonadas en demasía en concepto de tasa de estadística. Improcedencia recurso extraordinario: agravios introducidos en forma tardía.


    En su apelación extraordinaria, la demandada sostiene, como primer agravio, que es un hecho insoslayable que ni el certificado de origen ni la factura describen la mercadería objeto de la importación. Tal objeción suscita el examen de cuestiones de hecho y prueba, que constituyen materia propia de los jueces de la causa y ajenas, por principio, a la vía excepcional del art. 14 de la ley 48, y que han quedado fuera del alcance de la instancia revisora de V.E. pues el recurso extraordinario fue concedido sólo en lo tocante a la interpretación de normas federales, sin que la representación de la demandada haya deducido la pertinente queja alegando motivos de arbitrariedad. En cuanto al restante agravio, tampoco puede tener acogida en esta instancia, ya que no fue oportunamente propuesto ante los tribunales ordinarios, sino introducido en autos recién al momento de presentar el recurso extraordinario, por lo que resulta el fruto de una reflexión tardía sobre el punto.


    DGA (Autos Daimler Chrysler Argentina S.A. - TF 16489-A)


    D, 76, L. XLIV, 23 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Pretensión de inconstitucionalidad decreto 471/02. Cancelación de bonos de la deuda pública derivada de la ley 24.411. Inadmisibilidad recurso extraordinario: falta de demostración del gravamen que la sentencia le causa.


    La sentencia de la cámara que rechazó el pedido de declaración de inconstitucionalidad del decreto 471/02 y ordenó pagar los servicios de los bonos a la paridad fijada por aquél, en virtud de considerar que la actora estaba incluida entre las excepciones al diferimiento de pagos, no le causa un gravamen actual al Estado Nacional, porque lo cierto es que éste comenzó a abonar los servicios financieros de los títulos públicos antes del dictado de la sentencia impugnada precisamente al entender que la situación del actor estaba alcanzada por las excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda pública que prevé la resolución 73/02 del Ministerio de Economía, concretamente en su art. 2 inc. b).


    Grigera Dupuy, Victoria María c/ PEN - Ley 25.561, Dto. 1570/01, 214/02 s/ Amparo


    G, 44, L. XLV, 22 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de Queja. Prórroga de la prisión preventiva. Falta de fundamentación suficiente. Ausencia de materia federal.


    El recurrente no cumple con el requisito de adecuada fundamentación que exige el artículo 15 de la ley 48. Este déficit, de acuerdo con inveterada jurisprudencia del Tribunal, autoriza a descalificar el recurso por infundado.


    C., Diego Salvador s/ Causa N° 9446


    C, 741, L. XLV, 18 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Bonos de la deuda pública derivada de la ley 24.411. Pretensión de inconstitucionalidad decreto 471/02. Inadmisibilidad recurso extraordinario: falta de demostración del gravamen que provoca la sentencia impugnada. Remisión a E. 64, L.XLV, "Elbert, Ana María c/ PEN Ley 25.561 Dto. 1570/01 214/02 s/ amparo ley 25.561"; S. 172, L. XLV, "Sous, Nicolás Leopoldo c/ PEN - ley 25.561 - Dtos. 1570/01 214/02 471/02 s/ amparo ley 25.561" y A. 66, L.XLV. "Arancibia, Adriana Dolores c/ PEN - ley 25.561 - Dtos. 1570/01 214/02 471/02 s/ amparo ley 25.561".


    La sentencia de la cámara -que rechazó el pedido de declaración de inconstitucionalidad del decreto 471/02 y ordenó pagarlos servicios de los bonos a la paridad fijada por aquél, en virtud de considerar que los actores estaban incluidos entre las excepciones al diferimiento de pagos- no le causa un gravamen actual al Estado Nacional, porque lo cierto es que éste comenzó a abonar los servicios financieros de los títulos públicos antes del dictado de la sentencia impugnada, precisamente al entender que la situación de los actores estaba alcanzada por las excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda pública que prevé la resolución 73/02 del Ministerio de Economía, concretamente en su art. 2°, inc. b), tal como, por otra parte, lo manifiesta en respuesta a la medida ordenada por V.E.


    Uribe, Ana Livia y otro c/ PEN - Ley 25.561 - Dtos. 1570/01, 214/02 - Caja de Valores s/ Amparo ley 25.561


    U, 46, L. XLIV, 17 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Cancelación de bonos de la deuda pública derivada de la ley 24.411. Decreto 471/02. Inadmisibilidad del recurso: falta de demostración del gravamen que causa la sentencia.


    A los efectos del recurso extraordinario, el apelante no logra demostrar cuál es el gravamen que le provoca la sentencia que impugna, circunstancia que hace inadmisible al recurso. En efecto, la sentencia de la cámara que ordenó pagar los servicios de los bonos a la paridad fijada por el decreto 471/02, en virtud de considerar que la actora estaba incluida entre las excepciones al diferimiento de pagos, no le causa un gravamen actual al Estado Nacional, porque lo cierto es que éste comenzó a abonar los servicios financieros de los títulos públicos antes del dictado de la sentencia impugnada, precisamente al entender que la situación de la actora estaba alcanzada por las excepciones al diferimiento de los pagos de la deuda pública que prevé la resolución 73/02 del Ministerio de Economía concretamente en su art. 2°, inc. b).


    Le Fur, Alicia c/ Poder Ejecutivo Nacional s/ Amparo


    L, 16, L. XLVI, 20 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda de reajuste del haber previsional. Inconstitucionalidad del artículo 16 de la ley 24.463. Improcedencia del recurso interpuesto por ANSeS: falta de crítica concreta y razonada de los argumentos de la sentencia.


    El recurso intentado por la ANSeS, fue mal concedido, pues para la procedencia, del remedio federal es preciso formular una crítica concreta y razonada de todos y cada uno de los argumentos expuestos en la sentencia atacada, en orden a demostrar que lo allí decidido no es válido para resolver el caso. Del escrito del recurso sólo surge el esbozo de una serie de confusos e imprecisos argumentos inhábiles para conmover la sentencia atacada. Por ello, cabe declarar la insuficiencia del recurso extraordinario en los términos del artículo 15 de la ley 48, pues las críticas del apelante manifestadas de manera dogmática, carecen de los requisitos mínimos indispensables para su tratamiento, y no resultan suficientes para conmover las consideraciones del fallo impugnado ya que no las rebate mediante una explicación prolija y circunstanciada, como es exigible frente a la excepcionalidad del remedio intentado.


    Mercader, Martha Evelina c/ ANSeS s/ Reajustes varios - medida cautelar


    M, 1360, L. XLIII, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Cobro de tasa municipal. Ausencia de hecho imponible. Contravención de disposiciones de la ley federal 23.548. Concesión del recurso federal. Superior tribunal de la causa. Fundamentación autónoma del recurso. Existencia de cuestión federal. Facultad del art. 280 del CPCCN: invocada por la Corte Suprema. Improcedencia de su ejercicio por parte de los tribunales anteriores. Pronunciamientos arbitrarios.


    El examen de los requisitos de admisibilidad de los recursos es facultad privativa del tribunal de alzada, por ser una cuestión de hecho y de derecho procesal, ajena a la instancia del art. 14 de la ley 48. Sin embargo, una de las excepciones a este principio la configura el apartamiento de la solución normativa prevista para el caso, pues es condición de las sentencias judiciales que constituyan derivación razonada del derecho vigente, con aplicación a las circunstancias del proceso. De la lectura del escrito de interposición del recurso extraordinario federal surgen clara y sucintamente expuestos tanto los motivos por los cuales la actora cuestiona el fondo del asunto debatido -criticando la sentencia de cámara- como asimismo la arbitrariedad de la resolución del Tribunal Superior de Justicia de Córdoba que rechazó la queja local y naturalmente, la achacada a la de la instancia anterior, que había desestimado el recurso local de casación. Es evidente que en su recurso federal la actora cuestionó, con la suficiente claridad, tanto los motivos argüidos por los tribunales locales para denegar las sucesivas apelaciones intentadas en dicha vía, como asimismo expuso, una vez más, las razones de fondo que hacen a su derecho. La sentencia recurrida no satisface sino en forma aparente la necesidad de ser derivación del derecho vigente con adecuada referencia a los hechos de la causa, por lo que corresponde atender los agravios del apelante en cuanto a la arbitrariedad que imputa a lo resuelto. Se ha invocado de manera impertinente la facultad contenida el art. 280 del CPCCN, norma que sólo puede ser invocada por V.E. sin que quepa su ejercicio, en principio, a los tribunales anteriores. En efecto, dicha disposición está ubicada en la Parte General, Libro 1, Título IV, Capítulo IV, Sección 6 de dicho código ritual, y se halla referida al procedimiento que esa Corte Suprema debe llevar a cabo cuando se haya interpuesto un recurso extraordinario. No corresponde que el tribunal apelado sea quien aplique lo allí dispuesto, para considerar insustancial una cuestión federal invocada por alguna de las partes. Las afirmaciones del Tribunal Superior de Justicia local tendientes a desacreditar la postura asumida por la aquí recurrente, fincados en que ésta se limita a insistir en sus razones, equivale a pretender que una cadena de sentencias que arbitrariamente desestiman un argumento válido de una de las partes logra alcanzar la inexpugnabilidad ante V.E por el mero hecho de la contumacia en dicho proceder, lo que debe ser rechazado de plano, sin reparar en pretendidos óbices formales debidos al derecho procesal local. Hay cuestión federal suficiente involucrada en el fondo del asunto, los argumentos han sido correctamente mantenidos en las instancias recursivas locales y federales y, por ende, corresponde que el Tribunal Superior de Justicia de Córdoba entienda al respecto, como tribunal superior de la causa que es.


    Alcón Laboratorios Argentina S.A. s/ Municipalidad de Córdoba s/ Demanda contencioso administrativa


    A, 874, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Deuda en concepto de indemnización. Intereses. Inadmisibilidad recurso extraordinario: cuestiones de hecho y prueba. Ausencia de demostración del perjuicio que se dice sufrido. Sumas que no estaban expresadas en dólares sino en pesos: exclusión aplicación decreto 214/02.


    El recurso extraordinario interpuesto es formalmente inadmisible, a la luz de la doctrina del Tribunal que indica que la resolución de cuestiones de hecho y prueba es una materia reservada a los jueces de la causa y ajena a la instancia del art. 14 de la ley 48. Y si bien dicho principio no es absoluto, ya que admite excepción con base en la doctrina de la arbitrariedad, en el sub lite no concurren los presupuestos que permitan apartarse de la regla general. A la generalidad de los términos del recurso y al hecho de que, a la postre, el juicio de los magistrados descansa sobre un sustrato fáctico probatorio, se añade la absoluta carencia de todo elemento que permita demostrar la existencia concreta del gravamen argüido. Cabe señalar, en tal sentido, que el escrito de apelación extraordinaria ni siquiera cuenta con una estimación provisoria o aproximada del eventual perjuicio que dote al pedido de declaración de inconstitucionalidad que formula de la seriedad requerida para su juzgamiento y que, por el contrario, se remite a desarrollos contenidos en presentaciones anteriores. Dicho defecto, con arreglo a la teoría recursiva, torna ineficaz el remedio ejercido, dado que es un presupuesto inexcusable de quien lo intenta acreditar la concreción del gravamen que pretende revertir, desde que los jueces están sólo para dirimir conflictos concretos y no para verter enunciaciones generales y abstractas ni, mucho menos, para suplir los déficits de fundamentación imputables únicamente a la conducta discrecional de las partes. La ausencia de una demostración, ha reiterado V.E., en el sentido de que en el caso concreto se suscita el gravamen invocado, convierte en abstracto cualquier pronunciamiento acerca de su constitucionalidad. El monto fijado en concepto de indemnización en esta causa está excluido del ámbito del decreto 214/02, máxime cuando V.E. en reiteradas oportunidades ha dicho que la primera regla para interpretar las leyes es dar pleno efecto a la intención del legislador, que la primera fuente para determinar esa voluntad es la letra de la ley y que "cuando ésta no exige esfuerzo de interpretación debe ser aplicada directamente, con prescindencia de consideraciones que excedan las circunstancias del caso expresamente contempladas por la norma".


    Acosta Torres, Eulogio c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y otros s/ Daños y perjuicios


    A, 182, L. XLV, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Inadmisibilidad recurso de queja. Ausencia de fundamentación: discrepancias con el criterio de la resolución recurrida. Falta de demostración de irrazonabilidad en la decisión.


    La doctrina del Tribunal en materia de fundamentación autónoma del remedio extraordinario señala que el escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que, incluso, valga a tal efecto una nueva crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia. Tales pautas también son aplicables al recurso de queja por denegación del extraordinario, ya que el apelante se debe hacer cargo de las razones que fundaron aquella denegatoria, pues de lo contrario la presentación directa estaría privada del fundamento mínimo tendiente a demostrar su procedencia. La presentación en estudio carece de debido fundamento pues sólo traduce las discrepancias del recurrente con el criterio de la cámara, pero sin refutarlo mediante argumentos conducentes que sirvan para poner en evidencia una decisiva falta de razonabilidad en la decisión.


    Pena, Indiana Elsa y otros c/ Estado Nacional - Ministerio Público - Defensoría General de la Nación s/ Empleo Público


    P, 230, L. XLV, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Inadmisibilidad recurso extraordinario. Ausencia de fundamentación: discrepancias con el criterio de la resolución recurrida. Falta de demostración de irrazonabilidad en la decisión.


    La doctrina del Tribunal en materia de fundamentación autónoma del remedio extraordinario señala que el escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal a través de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, sin que, incluso, valga a tal efecto una nueva crítica general a las líneas principales de la argumentación del pronunciamiento resistido, puesto que se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyó para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia. Con base en ella, en el caso, el recurso extraordinario debe rechazarse pues el apelante no rebate adecuadamente todos y cada uno de los fundamentos de la decisión apelada, en especial en cuanto a la diferenciación entre la situación de la actora y la de los defensores prevista en el art. 75 de la ley 24.946, como así tampoco respecto de las distintas tareas que cumplen unos y otros y de la consecuente ausencia de violación del principio de igualdad. Las críticas del apelante se oponen, meramente, a las conclusiones del sentenciador que, más allá de su grado de acierto o error, exteriorizan fundamentos suficientes como para sustentar la decisión a que arribó, a la par que reiteran asertos ya vertidos en instancias anteriores que fueron desechados del mismo modo por la cámara.


    Martinez, Perla Irene c/ Estado Nacional - Ministerio Público - Defensoría Gral de la Nación s/ Empleo público


    M, 351, L. XLV, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Personal del Servicio Penitenciario Federal. Suplemento zona sur instituido por decreto 165/88. Inadmisibilidad recurso extraordinario: ausencia requisito de fundamentación autónoma.


    La apelación deducida no cumple con el requisito de fundamentación autónoma ni rebate todos y cada uno de los fundamentos de la sentencia, en los términos de la jurisprudencia del Alto Tribunal que señala que el escrito de interposición del recurso debe contener un prolijo relato de los hechos de la causa de relevancia principal, que permita vincularlos con las cuestiones que se plantean como de naturaleza federal por medio de una crítica concreta y razonada de los argumentos en que se basa la sentencia que se impugna, pues se exige rebatir todos y cada uno de los fundamentos en que el juzgador se apoyo para arribar a las conclusiones de que el apelante se agravia. El recurrente se limita a realizar una extensa transcripción de algunas piezas procesales y de normas que serían aplicables al caso, sin hacerse cargo de que tribunal asignó carácter remunerativo al denominado suplemento zona sur previsto por el decreto 165/88 sobre la base de que lo percibe la generalidad del personal que reside en las provincias incluidas y de que la ley 16.065 establece el cómputo de los suplementos a los efectos jubilatorios.


    Pérez Vila, José Luis c/ Estado Nacional - Ministerio de Justicia y Derechos Humanos - SPF - Dto. 2260/91 s/ Personal militar y civil de las Fuerzas Armadas y de Seguridad


    P, 589, L. XLV, 15 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Solicitud de medida de no innovar. Tribunal encargado del manejo de fondos de una subasta. Inexistencia de gravedad institucional. Ausencia de arbitrariedad. Cosa juzgada. Improcedencia recurso extraordinario. Fundamentación autónoma del recurso. Cuestión de competencia: no constituye sentencia definitiva.


    V.E. tiene dicho reiteradamente que el escrito mediante el cual se introduce el recurso debe bastarse a sí mismo, de manera que su sola lectura sea suficiente para la comprensión del caso, por lo que es menester que contenga un relato claro y especifico de los hechos y de las cuestiones relevantes de la causa. Como regla, la forma en que los tribunales provinciales ejercen su ministerio a nivel del derecho procesal, local o común, no es susceptible de revisión federal, dado que este remedio no tiene por objeto sustituir a los magistrados de la causa en la decisión de conflictos propios de su esfera, ni abrir una tercera instancia ordinaria para debatir temas ajenos a la competencia extraordinaria de esa Corte. Los agravios no consiguen develar defectos lógicos excepcionales en torno al punto específicamente sometido a consideración de V.E., con lo cual atendiendo a lo tardío del intento recursivo que busca eludir las consecuencias de una decisión firme, la apelación federal interpuesta resulta formalmente improcedente.


    Romero, Roberto Carlos c/ Superintendencia de Seguros de la Nación y Estado provincial s/ Medida de no innovar


    R, 145, L. XLVI, 14 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Robo agravado en tentativa. Reenvío de las actuaciones para hacer un nuevo juicio. Régimen de nulidades. Garantías procesales: ne bis in idem e in dubio pro reo.


    En tanto la resolución desincriminatoria ostentaba defectos en su fundamentación que la descalificaban como tal, no puede ser considerada como un acto procesal amparado por los principios procesales de preclusión y progresividad, de modo que resulte prohibida su reedición. Por el contrario, ése es precisamente el sentido del instituto de la nulidad, previsto en todos los códigos procesales, que persigue la nueva realización de los actos viciados, pero ya bajo fas formas procesales legales. Con arreglo al principio in dubio pro reo, nadie puede ser penado sin que en el juicio previo sea declarado culpable de un hecho delictuoso, culpabilidad que debe ser establecida con arreglo a las pruebas producidas en la forma que las leyes prescriben. Sin embargo, no cabe extraer de ello que la mera invocación de cualquier incertidumbre acerca de los hechos impida, per se, obtener el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento de condena. Por el contrario, el estado de duda no puede reposar en una pura subjetividad, sino que debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva evaluación de todos los elementos de prueba en conjunto.


    L., Claudio Alcides s/ Causa N° 9895


    L, 291, L. XLV, 28 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso extraordinario. Requisitos. Fundamentación suficiente. Alegación de gravedad institucional.


    Si en el escrito del recurso extraordinario no se rebaten todos y cada uno de los argumentos en que se apoya la sentencia apelada para arribar a las conclusiones de las que se agravia el recurrente, cabe concluir que el remedio federal no satisface los recaudos de fundamentación que imponen el artículo 15 de la ley 48 y la acordada 4/2007 de la Corte.  La alegación de gravedad institucional no modifica la situación, si sólo se ha hecho en términos genéricos y mediante meras afirmaciones dogmáticas que tampoco satisfacen aquel requisito de la apelación.


    Shell Compañía Argentina de Petróleo S.A. s/ Infracción Ley 20.680


    S, 391, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Rechazo de acción declarativa. Interpretación ley impuesto a las ganancias. Actividad administrativa que no afecta un interés legítimo y directo. Ausencia de acto concreto o en ciernes del poder administrador que configure una causa que habilite la intervención del Poder Judicial de la Nación.


    Si bien resulta indudable que la interpretación de normas federales suscita cuestión apta para la apertura del recurso ante esa Corte Suprema, cuando la sentencia definitiva del superior tribunal de la causa ha sido adversa a la pretensión fundada por la apelante en esas normas (art. 14, inc. 3°, de la ley 48), la procedencia de tal remedio se encuentra liminarmente subordinada a la existencia de un caso o controversia que habilite la jurisdicción de los tribunales federales. Con relación a la acción prevista en el art. 322 del código de forma, ella debe responder a un "caso", "causa" o "controversia", ya que dicho procedimiento no tiene carácter simplemente consultivo ni importa una indagación meramente especulativa. En efecto, esa acción debe tener por finalidad precaver las consecuencias de un acto en ciernes, al que se le atribuya ilegitimidad y lesión al régimen constitucional federal y fijar las relaciones legales que vinculan a las partes en conflicto. Estos requisitos no se cumplen en el sub lite, en la medida en que la actora no ha acreditado la existencia de una concreta actividad desarrollada por el ente recaudador federal que haya puesto en tela de juicio el derecho que pretende ejercer amparado en las normas invocadas.


    Costa Marina S.A. c/ Administración Federal de Ingresos Públicos - DGI s/ Acción declarativa


    C, 1399, L. XLIV, 20 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Trámite ante la Corte


    Amparo: devolución del IVA de exportaciones. Nueva reglamentación para el trámite de reintegro de gravámenes. Pronunciamiento inoficioso: falta de objeto actual.


    Las sentencias de la Corte deben atender a las circunstancias existentes al tiempo de su dictado, aunque sean sobrevinientes al recurso extraordinario, lo cual resulta aplicable también a las decisiones en los juicios de amparo. En efecto, más allá de que la sentencia recurrida menciona que la sanción consistió en una "multa", y que ello resulta evidentemente erróneo -lo cual bastaría para descartarla como decisión judicial válida, a tenor de la doctrina de V.E. sobre la arbitrariedad-, se observa que si bien la actora solicitó en su escrito inicial que se otorgara efecto suspensivo a lo dispuesto en el art. 5° de la resolución 55/08, mientras durase su impugnación –tanto administrativa como judicial-, ello implicó directamente controvertir lo dispuesto en el art. 36, inc. b), de la resolución general 1.351/02 de la AFIP, es decir, se trató de una impugnación de un acto general partir de uno singular en que se hace aplicación de aquél. Y, en lo que resulta fundamental en esta instancia, la resolución general 1.351/02 fue sustituida por la resolución general 2.000/06 de la AFIP. En tales condiciones, resulta inoficioso que ese Tribunal se expida sobre el recurso interpuesto, toda vez que la acción de amparo estuvo enderezada, en sustancia, a cuestionar el primer reglamento, en tanto dispuso la exclusión del trámite de las solicitudes de devolución del IVA de exportaciones del título I en ciertos casos, y resulta patente que, a partir de la entrada en vigor de la nueva reglamentación, es ésta la norma que rige el trámite de reintegros del gravamen, sin que contenga un mecanismo de exclusión como el que, en definitiva, cuestionó la actora en su momento, toda vez que únicamente prevé un régimen general. Al respecto, el Tribunal ha señalado en reiterada doctrina que si lo demandado carece de objeto actual, su decisión es inoficiosa, puesto que la desaparición de los requisitos jurisdiccionales que habilitan su actuación importa la de poder juzgar, circunstancia comprobable aún de oficio.  Sin perjuicio de ello, también corresponde dejar sin efecto la sentencia recurrida, pues su subsistencia podría causar al apelante un gravamen no justificado, en la medida en que no cabe descartar que alguna consecuencia gravosa para él pudiera ser extraída de una sentencia que no pudo ser revisada.


    Industrias Deriplom S.A. c/ Estado Nacional - Administración Federal de Ingresos Públicos - Dirección General Impositiva - Resolución 55/08 s/ Amparo ley 16.986


    I, 116, L. XLV, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Apelación extraordinaria. Cumplimiento de requisitos previstos en la Acordada 4/2007: examinados por la Corte, en atención a que se vinculan con el dictado de dicho reglamento.


    De estimar el Tribunal que los defectos que la cámara reprocha a la apelación de la actora no son esenciales ni importan un obstáculo insalvable para admitirla, podría dejar de lado tales reparos para el caso de autos y realizar el examen de las cuestiones que aquélla plantea ante vuestro estrado, eventualidad frente a la cual ingreso al tratamiento del tema de fondo planteado. Las cuestiones que se debaten en el sub lite resultan sustancialmente análogas a las examinadas por este Ministerio Público en el dictamen del 5 de mayo de 2010, B. 965, L. XLV, "Borejko, Carlos Isidoro y otros c/ EN - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1246/05, 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg."


    Cardozo, Emilio Ernesto y otros c/ Estado Nacional - Ministerio del Interior - GN - Dto. 1126/06 s/ Personal militar y civil de las FFAA y de Seg.


    C, 509, L. XLVI, 15 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Cuestionamiento de resolución 776/06 Ministerio de Economía. Ley 26.217. Impuesto sobre exportaciones de hidrocarburos. Demanda que carece de objeto actual: pronunciamiento inoficioso. Remisión Fallos: 324:3948 y D. 148, L. XL; E. 272, L. XLI.


    Resulta inoficioso que ese Tribunal se expida sobre el recurso extraordinario interpuesto toda vez que la acción de amparo estuvo enderezada a cuestionar únicamente la resolución 776/06 del Ministerio de Economía y Producción en tanto dispuso la aplicación del tributo del art. 6 de la ley 25.561 a las operaciones de exportación realizadas desde el ME, y resulta patente que a partir de la entrada en vigor de la ley 26.217 es ésta norma la que regula tal aplicación, motivo por el cual la norma lesiva que ataca no está hoy en vigor.


    Petrolera LF Company S.R.L. c/ Ministerio de Economía s/ amparo ley 16.986


    P, 587, L. XLIV, 01 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Demanda contra municipalidad. Interrupción del tráfico de telecomunicaciones móviles. Intervención de empresa de telefonía como tercero en el marco de trámite recursivo: única y directa destinataria de la sentencia dictada. Doctrina de la arbitrariedad. Agravios no susceptibles o de tardía reparación ulterior.


    Resulta procedente el recurso extraordinario, al amparo de la doctrina de la arbitrariedad acuñada por la Corte, si se toma en cuenta que se pretende ejecutar la sentencia dictada en autos contra quien no fue demandado en el proceso, ni fue sujeto en forma expresa de condena, a lo cual cabe agregar que tampoco se le permite defender sus derechos, puesto que el tribunal alude a que la cuestión fue resuelta en forma definitiva por los jueces de la causa y que el proceso se encuentra concluido. Por estas razones asiste razón al apelante cuando sostiene que el superior tribunal incurre en arbitrariedad porque permite que se disponga el desmantelamiento y remoción de una antena que sería de su propiedad en un proceso judicial del cual no sólo no fue parte, sino que, además, ni siquiera participó como tercero, toda vez que le fue expresamente denegado su pedido en tal sentido. En esta última resolución, precisamente, la jueza señaló que en el proceso previsto en la ley 10.000, por su carácter declarativo, "... el pedido de intervención (como tercero coadyuvante) debe efectuarse pendiente el juicio y no, como en el caso ocurre, cuando ya se ha dictado sentencia y ésta se encuentra firme" y agregó que la pretensión de recurrirla resulta inadmisible de acuerdo al estado de la causa y a la previsión contenida en el art. 306 del Código de rito provincial. En consecuencia de lo expuesto, habida cuenta de que aun cuando la intimada al cumplimiento de la sentencia dictada en el proceso fue la Municipalidad de Rosario, dicha decisión afecta a bienes de la empresa de telefonía quien no fue condenada, por lo cual deviene inadmisible ordenar la ejecución de la sentencia a su respecto sin al menos darle oportunidad de invocar y probar sus derechos y agravios, lo que torna descalificable el pronunciamiento de la Corte de la Provincia.


    Vecinos de la ciudad de Rosario c/ Municipalidad de Rosario s/ Ley 10.000


    V, 425, L. XLIV, 15 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Agravios relativos a la prescripción de la acción y violación del principio de congruencia. Alegada arbitrariedad de sentencia por contradicción y omisión de tratamiento de ciertas cuestiones. Meras discrepancias subjetivas con lo evaluado por la alzada.


    En el presente no concurren los supuestos de excepción que permiten revisar, en ese sentido, la sentencia apelada. Ello es así, toda vez que aquélla se pronuncia sobre todas las cuestiones oportunamente planteadas y conducentes para la resolución del caso, de tal manera que los agravios esgrimidos por los apelantes constituyen una mera discrepancia subjetiva respecto de lo evaluado adecuadamente por la alzada. Desde este punto de vista, al reconocer las amplias facultades de los jueces de la causa para calificar los recursos y peticiones de las partes, no existe en el sub examine una relación directa e inmediata con las garantías constitucionales invocadas. Por último, toda vez que los demás agravios versan sobre la arbitrariedad de la sentencia en punto a su contradicción y omisión de tratamiento de ciertas cuestiones y la alegada tacha fue denegada sin que los apelantes ocurrieran en queja, resulta improcedente que V.E. los examine.


    Losicer, Jorge Alberto y otros c/ BCRA - Resol. 169/05 (Expte. 105666/86 Sum. Fin. 708)


    L, 216, L. XLV, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen


    Procesal Penal


    General


    Jurisdicción y Competencia


    Contienda negativa de competencia. Denuncia en orden de hurto y estafa.


    Si lo vinculado a la presunta falsificación de documento cuya presentación constituiría estafa procesal, concurre formalmente con este último delito, ambas infracciones deben ser investigadas en el lugar donde fue presentado el pagaré.


    Z. S., Patricio s/ Estafa


    COMP, 1017, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen

  


  
    Capítulo XI


    Derecho Procesal Penal


    Derecho Constitucional


    Declaraciones, Derechos y Garantías


    Garantías


    Recurso de Queja. Prescripción. Derecho de los imputados a ser juzgados en un plazo razonable sin dilaciones indebidas. Complejidad de la causa. Actividad recursiva de los imputados. Prórrogas de indagatoria. Determinación del plazo en el caso concreto.


    La mera prolongación del proceso no torna automáticamente aplicable la prescripción de la acción, sino que es necesario que se pruebe la irrazonabilidad del plazo. La acreditación de tal extremo resulta especialmente exigible conforme la doctrina del Máximo Tribunal, según la cual en materia penal no existen plazos automáticos o absolutos, por lo que la duración del proceso debe ser apreciada en cada caso en concreto. No parece que pueda afirmarse que obedezca a una deficiente actuación de los órganos encargados de administrar justicia el tiempo que insumió la investigación. La actividad desplegada por la defensa, es propia de una estrategia que autoriza a presumir su renuncia a obtener un juicio rápido.


    B., Alberto Ernesto y otro s/ Causa N° 10.046


    B, 296, L. XLV, 10 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Violación a la garantía de imparcialidad objetiva de los jueces. Jueces de Cámara que intervienen a consecuencia del recurso interpuesto contra la sentencia definitiva, siendo los mismos que ya intervinieron en el recurso contra el procesamiento y su confirmación.


    Dos de los tres Jueces que confirmaron el auto de procesamiento del condenado, no reunieron la exigencia de imparcialidad objetiva a la hora de pronunciarse sobre la sentencia definitiva, en razón de que ya habían opinado sobre aspectos dirimentes del fondo del asunto. En tal sentido, la violación a la imparcialidad del juzgador se trata de una nulidad absoluta que involucra una garantía reconocida por el derecho internacional y la omisión de su consideración puede comprometer la responsabilidad del Estado Nacional frente al orden jurídico supranacional.


    M., Alberto Ramón s/ Homicidio en estado de emoción violenta agravado por el uso de arma de fuego y portación ilegítima de arma de fuego civil en concurso real- Causa N° 724/04


    M, 939, L. XLIII, 04 de febrero de 2010


    Ver Dictamen


    Garantía constitucional del debido proceso legal y defensa en juicio en beneficio de todas los sujetos procesales. Garantía del ne bis in idem. Absolución del imputado. Sentencia casada. Orden de realizar un nuevo juicio por arbitrariedad, contradicción en la sentencia, y existencia de actos viciados.


    Todo aquel a quien la ley reconoce personería para actuar en juicio en defensa de sus derechos, está amparado por el artículo 18 de la Constitución Nacional, sea que actúe como acusador o acusado, como demandado o demandante, ya que en todo caso, media interés institucional en reparar el agravio si éste existe y tiene fundamento en la Constitución, puesto que ella garantiza a todos los litigantes por igual el derecho a obtener una sentencia fundada previo juicio llevado en legal forma, cualquiera sea la naturaleza del procedimiento -civil o criminal- de que se trate. La garantía de debido proceso, consiste en la correcta observancia de estas formas sustanciales relativas a la acusación, defensa, prueba y sentencia. La retrogradación no está constitucionalmente prohibida cuando se orienta a reeditar actos afectados por vicios que comprometen las garantías del debido proceso legal y la defensa en juicio, pero sí lo está, en principio, cuando su objetivo es cubrir meras deficiencias probatorias o de preceptos adjetivos; en otras palabras, defectos cuya naturaleza no altera la sustanciación del debate en la forma que asegura el artículo 18 de la carta fundamental. El instituto de la nulidad persigue la nueva realización de los actos viciados, pero ya bajo las formas legales, actividad que no puede, en estos términos, considerarse violatoria de la garantía que impide el bis in idem.


    K. Y. S. s/ Recurso Extraordinario


    K, 121, L. XLIV, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Derecho Penal


    Parte Especial


    Delitos Previstos en el Código Penal


    Delito de falsificación de tarjetas de crédito. Sustitución de las bandas magnéticas de las tarjetas. Art. 282 del Código Penal.


    En aquellos casos en que no se modificaron los elementos extrínsecos de la tarjeta de crédito, esto es: su numeración, el nombre del titular o la fecha de su vencimiento, sino que se transformó la sustancia misma de la tarjeta, su esencia, es decir: la información codificada que contiene, los hechos deben encuadrarse en la acción típica de falsificar tarjetas de crédito -y no en meramente alterarlas- que en función de lo dispuesto por el artículo 285 del Código Penal, se encuentra criminalizada por el artículo 282 de ese cuerpo.  A diferencia de los demás instrumentos comerciales equiparados a la moneda de curso legal por el artículo 285 del código de fondo, en el caso de las tarjetas de crédito la información no se agota en el texto grabado en el soporte material, sino que está contenida en la banda magnética, que es, en definitiva, la sustancia del documento y sin la cual sería imposible realizar una operación comercial. Así, al cambiar la información electrónica contenida en ella por la de otra, no se está alterando un formulario cierto, sino que lo que se efectúa, lisa y llanamente, es la mutación esencial de la verdad documental, ya que pasa a ser la imitación de una tarjeta de crédito completamente distinta, cuyo titular y entidad financiera emisora difieren en un todo.  Todas las señas de una tarjeta crediticia se ven falseadas, cuando al introducir en su banda magnética información referida a otra, los datos consignados en su exterior se toman mendaces, en relación a la verdad intrínseca del instrumento. En consecuencia, al variar la totalidad de sus elementos constitutivos dejó de ser lo que era en su sustancia para convertirse en uno distinto, un híbrido con las señas particulares de una persona y su entidad emisora que en realidad contiene el status financiero codificado de otra relación comercial, que es la que informa a estos instrumentos.


    G., Ricardo Ariel s/ Extradición.


    G, 782, L. XLV, 16 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Procesal Constitucional


    Recurso de Queja por denegación del Recurso Extraordinario Federal


    Ausencia de agravio federal suficiente. Ausencia de arbitrariedad. Cambio de calificación legal. Identidad de estructura fáctica.


    No ha existido una variación de los aspectos objetivos del suceso, ni de las calidades de sus autores, razón por la cual la modificación de los limites de pena previstos para el nuevo encuadre jurídico, no puede conllevar necesariamente, como si fuera un cálculo matemático, una disminución proporcional de la sanción como si algo de la realidad fáctica o personal se hubiese alterado. Claro está, que ello siempre será posible dentro de los límites previstos en las leyes respectivas lo que, además, constituye una facultad propia de los jueces y ajenas a la instancia extraordinaria, pues se vinculan con aspectos de hecho, prueba y derecho común, excepto casos de arbitrariedad.


    S., Ariel Fabio s/ Causa N° 4832


    S, 1119, L. XLIV, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Rechazo de recurso de queja interpuesta a sentencia condenatoria al resultar uno de los imputados autor del delito de homicidio simple, y autor de encubrimiento agravado a otro.


    Se admite, en pos del principio de bilateralidad y el derecho a la jurisdicción, que basta para habilitar la imposición de una condena por el tribunal oral el pedido de pena formulado por el querellante particular al pronunciar su acusación en el debate (Doctrina del precedente "Santillán").


    M., Adriana Isabel s/ P.S.A. de homicidio simple - Causa N° 5.834/08.


    M, 491, L. XLV, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de Queja. Derechos recursivos de la querella. Cuestiones de hecho y prueba. Materia ajena a la instancia extraordinaria.


    Los agravios no trasuntan de meras discrepancias en relación con el alcance de normas de derecho común y procesal, y con la valoración de circunstancias de hecho y prueba, cuya apreciación constituye, en principio, facultad propia de los jueces de la causa y ajena, por ende, a esta instancia de excepción.


    A., Jorge Eduardo y otros s/ Ley 24.390 - Causa N° 9.508


    A, 220, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de Queja. Infracción al Código Aduanero. Intento de reingreso de mercadería de forma irregular. Guías aéreas falsificadas. Principio de congruencia y reformatio in peius. Cuestiones de hecho y derecho, ajenas a la instancia extraordinaria.


    En cuanto el cuestionamiento introducido por el recurrente se refiere a las atribuciones que poseía la cámara de casación para conocer en el recurso de la forma en que lo hizo, no excede de ese ámbito ajeno a la vía contenida en el artículo 14 de la ley 48, sobre todo porque tampoco se ha logrado demostrar vicio alguno en el fundamento expuesto por el a quo para tal decisión. Las críticas formuladas aparecen como meras discrepancias en relación con el alcance de normas de derecho procesal cuya apreciación constituye facultad propia de los jueces y ajena, por ende, a esta instancia de excepción. La interpretación de normas procesales incluidas en leyes federales constituye, en principio, una cuestión ajena al ámbito del recurso extraordinario, salvo supuesto de arbitrariedad. Cabe recordar que en materia de nulidades procesales prima un criterio de interpretación restrictiva y sólo cabe anular las actuaciones cuando un vicio afecte un derecho o interés legítimo y cause un perjuicio irreparable, sin admitirlas cuando no existe una finalidad práctica, que es razón ineludible de su procedencia. En efecto, la nulidad por vicios formales carece de existencia autónoma dado el carácter accesorio e instrumental del derecho procesal; exige, como presupuesto esencial, que el acto impugnado tenga trascendencia sobre la garantía de la defensa en juicio o se traduzca en la restricción de algún otro derecho. De otro modo, la sanción de nulidad aparecería respondiendo a un formalismo vacío, en desmedro de la idea de justicia y de la pronta solución de las causas, en lo que también está interesado el orden público.


    M., Pablo Juan y otros s/ Causa N° 5117


    M, 855, L. XLIII, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de Queja. Ley 22.262 de Defensa de la Competencia. Aplicación de multa a empresas industriales. Intervención de dos Salas de la Cámara de Casación para entender en los recursos presentados. Nulidad de resolución de cámara por afectación a la garantía de Juez Natural. Art. 18 C.N. Cámara de Casación como tribunal intermedio en caso de multas por infracción a la ley 22.262.


    Si bien los recursos deducidos por ante los tribunales de la causa, por vincularse con asuntos de naturaleza no federal, son en principio, ajenas a la instancia extraordinaria, el Tribunal ha hecho excepción a ello cuando lo resuelto frustra la vía utilizada por el justiciable sin fundamentación idónea o suficiente, lo que traduce una violación a la garantía del debido proceso adjetivo consagrada por el artículo 18 de la Constitución Nacional. La radicación de la queja en una sala distinta de la que previno afectó en definitiva la garantía del juez natural, consagrada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. V.E. ha sostenido que le cabe la obligación de corregir la actuación de las cámaras cuando se configura un supuesto de transgresión a los principios fundamentales inherentes a la mejor y más correcta administración de justicia, entre los que se hallan los relativos a la adecuada composición y funcionamiento de sus órganos. Los fundamentos invocados por la Sala IV al declarar procedentes las quejas por recurso de casación denegado, lucen como una interpretación posible de los pronunciamientos de V.E. allí citados que han asignado a esa cámara la calidad de tribunal intermedio.


    L. N. Compañía Industrial S.A. y otros s/ Ley 22262 - Causa N° 54419-


    L, 319, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Se mantiene el recurso de queja interpuesto por el Sr. Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación Penal.


    R., Santiago Omar y otros s/ Causa n° 11.633.


    R, 305, L. XLVI, 30 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso Extraordinario Federal


    Recurso Extraordinario Federal. Contrabando de estupefacientes. Procedimiento de apertura de valijas en aeropuerto internacional. Registro de comunicaciones entre los imputados. Relaciones comerciales aparentes. Cuestiones de hecho y prueba ajenas a la competencia de la Corte Suprema.


    No es procedente el recurso extraordinario, toda vez que no se rebaten los argumentos del a quo en términos que satisfagan el requisito de fundamentación autónoma a que se refiere el artículo 15 de la ley 48. Ello es así cuando el recurrente se limita a reiterar dogmáticamente las objeciones formuladas en las instancias anteriores acerca de cuestiones de hecho, prueba y derecho común y procesal, sin ocuparse de realizar una crítica concreta y razonada del fallo apelado. Las cuestiones de hecho, prueba y derecho procesal, cuando exhiben una mera discrepancia con el criterio adoptado para juzgar por demostrado el cuerpo del delito y la responsabilidad penal, resultan ajenas por naturaleza a la instancia del artículo 14 de la ley 48. La duda respecto de la participación y responsabilidad criminal de un imputado no puede reposar en una pura subjetividad, sino que debe derivarse de una minuciosa, racional y objetiva evaluación de todos los elementos de prueba en conjunto. La mera invocación de cualquier incertidumbre acerca de los hechos no impide, per se, obtener razonablemente, a través de un análisis detenido de toda la prueba en conjunto, el grado de convencimiento necesario para formular un pronunciamiento de condena.


    G. V., José Ramón y otros s/ Recurso Extraordinario


    G, 856, L. XLV, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso Extraordinario. Apelación interpuesta sobre resolución de la Secretaría de Comercio Interior del Ministerio de Economía y Producción. Absolución de la empresa denunciada. Afectación a la garantía de defensa en juicio. Deficiente fundamentación del Recurso Extraordinario.


    En el recurso extraordinario no se rebaten todos y cada uno de los argumentos en que se apoya la sentencia apelada para arribar a las conclusiones de las que se agravia el recurrente. Es por ello que el remedio federal no satisface los recaudos de fundamentación que imponen el artículo 15 de la ley 48 y la acordada 4/2007 de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción Ley 20680.


    S, 419, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso Extraordinario. Cuestiones de hecho y prueba. Remisión a M. 88, L. XLV Y en los autos M. 83, L. XLV, "Martínez, Walter Luis, María Angélica Godoy y Miguel Luis Galli si falsedad ideológica de instrumento público destinado a acreditar la identidad de las personas y otros -causa N° 3255/08·"


    M., Walter Luis y otros s/ Falsedad ideológica de instrumento destinado a acreditar la identidad de las personas y otros - Causa N ° 3255/08


    M, 85, L. XLV, 19 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ley 24.390 -causa n° 9508".


    P., Ruben Oscar s/ Causa N° 9.913


    P, 193, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a A. 220, L. XLV, caratulada "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ Ley 24.390 -causa N° 9508".


    R. C., Eduardo Alberto s/ Causa N° 9.255


    R, 225, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ recurso de casación".


    A., María Eva s/ Recurso de casación


    A, 339, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a causa A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ley 24.390 -causa N° 9508".


    L., José Ruben s/ Causa N° 10.463


    L, 300, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Causa A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ley 24.390 -causa n° 9508".


    S., Raúl Enrique y otros s/ Causa N° 9.759


    S, 157, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a causa A. 93, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    L., Horacio y otros s/ Recurso de Casación


    L, 110, L. XLVI, 26 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a causa A. 93; L XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    A., Jorge Eduardo y otros s/ Ley 24390


    A, 230, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a causa S.C. A. 93, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    T., Julio Antonio s/ Recurso de Casación


    T, 87, L. XLVI, 26 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a causa S.C. A. 93, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    V., Eugenio Bautista y otro s/ Recurso de Casación


    V, 94, L. XLVI, 26 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a dictamen emitido en la causa L. 319, L. XLV.


    L. N. Compañia Industrial S.A. y otros s/ Ley 22.262


    L, 152, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a los autos S. 190 L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ inf. ley 20.680 -apelación de multa-".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción Ley 20.680


    S, 148, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a los autos S. 190 L. XLV, "S. C. A. de P. S.A. s/ inf. ley 20.680 -apelación de multa-".


    S. C. A. de P. S.A. s/ Infracción Ley 20.680.


    S, 24, L. XLV, 08 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otro s/ Ley 24.390 -causa N° 9508".


    G., Roberto Omar s/ Causa N° 9.991


    G, 306, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ Ley 24.390 -causa N° 9508"


    L., Jorge Daniel s/ Causa N° 9.911


    L, 160, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ ley 24.390 -causa n° 9508".


    B., Victor Hermes s/ Causa N° 9.257


    B, 256, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ Ley 24.390 -causa n° 9508".


    C. Héctor Romeo, P. Juan Calixto, F. Mario José s/ Ley 24.390


    C, 500, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ ley 24.390 -causa n° 9508".


    C., Bernabe Jesús s/ Causa N° 10.185


    C, 323, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ Ley 24.390 -causa N° 9508".


    G. V., Pablo Eduardo y otros s/ Ley 24.390 - Causa N° 10.103


    G, 209, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ Ley 24.390 -causa N° 9508".


    K., Miguel s/ Causa N° 9.915


    K, 27, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ Ley 24.390 -causa N° 9508".


    M., Oscar Antonio s/ Ley 24.390


    M, 170, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ Ley 24.390 -causa N° 9508".


    M., Raúl Orlando s/ Causa N° 10.157


    M, 277, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ ley 24.390 -causa N°, 9508".


    G., Manuel Jacinto y otros s/ Causa N° 9.841


    G, 165, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ Ley 24.390 -causa n° 9508".


    F., Mario José s/ Causa Nº 9.253


    F, 167, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ley 24.390 -causa n° 9508".


    A., María Eva s/ Causa N° 9.256


    A, 337, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 220, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ Ley 24.390 -causa N° 9508".


    M., Domingo Manuel s/ Causa N° 9.453


    M, 296, L. XLV, 05 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A , Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    B., Victor Hermes s/ Recurso de casación


    B, 257, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    C., Carlos Octavio s/ Ley 24.390


    C, 202, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    C., Hector y otros s/ Ley 24.390


    C, 542, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    D. B., Ramón Genaro s/ Recurso de Casación


    D, 154, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    D. T., Adolfo Miguel s/ Ley 24390


    D, 198, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    D., Abel y otros s/ Ley 24.390


    D, 552, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    F., Mario José s/ Recurso de Casación


    F, 168, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    G. V., Pablo Eduardo s/ Ley 24.390


    G, 212, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    G. V., Pablo Eduardo s/ Recurso de Casación


    G, 90, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    G. V., Pablo Eduardo s/ Recurso de Casación


    G, 91, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    G., Carlos Orlando s/ Recurso de Casación.


    G, 435, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    G., Manuel Jacinto s/ Recurso de Casación


    G, 167, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    M., Domingo Manuel y ortos s/ Recurso de Casación


    M, 298, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    M., Oscar Antonio s/ Ley 24.390


    M, 171, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    M., Oscar Antonio s/ Recurso de Casación


    M, 100, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    P., Antonio s/ Recurso de Casación.


    P, 88, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    R. C., Eduardo Alberto s/ Recurso de Casación


    R, 226, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    R., Juan Carlos s/ Recurso de Casación


    R, 80, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    R., Juan Carlos s/ Recurso de Casación


    R, 81, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    R., Juan Carlos s/ Recurso de Casación


    R, 82, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    S., Raul Enrique s/ Recurso de Casación


    S, 92, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    S., Raul Enrique s/ Recurso de Casación


    S, 93, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a S.C. A. 93, L. XLV, "A., Jorge Eduardo y otro s/ Recurso de Casación".


    S., Raul Enrique y otros s/ Recurso de Casación


    S, 158, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión A. 93, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ ley 24.390 -causa N° 9508".


    F., Pedro Antonio s/ Causa N° 10589


    F, 362, L. XLV, 07 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen de la causa L. 319, L. XLV.


    Loma Negra Compañia Industrial S.A. y otros s/ Ley 22.262


    L, 154, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa L. 319, L. XLV.


    L. N. Compañia Industrial S.A. y otros s/ Ley 22.262


    L, 161, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa L. 319, L. XLV.


    Loma Negra Compañía Industrial S.A y otros s/ Ley 22.262 Comisión Nacional de Defensa de la Competencia


    L, 155, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión dictamen emitido en la causa L. 319, L. XLV.


    Loma Negra Compañia Industrial S.A. y otros s/ Ley 22.262


    L, 159, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Se solicita la remisión de los autos principales para su resolución.


    P., Ubaldino s/ Causa N° 11.617


    P, 41, L. XLVI, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Se solicita la remisión de los autos principales.


    R. H., Jaime Eduardo s/ Causa N° 10.831


    R, 109, L. XLVI, 06 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Sentencia equiparable a definitiva, que habilitan el Recurso de Casación. Remisión a causa L. 267, XLV, "Lanzón, Oscar Rubén y otro s/ Recurso de Casación".


    S., Pedro Antonio s/ Causa n° 10.982


    S, 616, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Para mejor dictaminar se solicita la remisión de los autos principales.


    C., Mariano Ezequiel s/ Causa N° 11.101


    C, 378, L. XLVI, 20 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Se mantiene la queja articulada por el Sr. Fiscal General ante la Cámara Nacional de Casación.


    R., Lucia Belen y otro s/ Causa N° 10275.


    R, 294, L. XLVI, 15 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Requisitos de admisibilidad


    Recurso Extraordinario. Cuestiones de hecho y prueba. Inexistencia de elementos para aplicar la teoría de la Arbitrariedad. Revocación parcial de la sentencia.


    Los planteos del apelante constituyen una mera discrepancia con las razones de hecho y derecho procesal en que se fundó el fallo, cuya evaluación es materia privativa de los jueces de la causa y, por ende, ajena, en principio a su revisión por vía del artículo 14 de la ley 48, máxime cuando lo decidido cuenta con fundamentos que, al margen de su acierto o error, bastan para sustentarlo y excluir su descalificación en los términos de la doctrina sobre arbitrariedad.


    M., Walter Luis, G., María Angela y G., Miguel Luis s/ Falsedad ideológica de instrumento público destinado a acreditar la identidad de las personas y otros - Causa Nº 3255


    M, 83, L. XLV, 19 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Derecho Procesal Penal


    Etapas del Proceso Penal


    Instrucción. Excarcelación


    Delitos de lesa humanidad cometidos a través de un sistema de represión ilegitima durante la última dictadura militar. Desaparición forzada de personas. Riesgo procesal. Condiciones personales del imputado.


    Excarcelar a un imputado de numerosos delitos de lesa humanidad no sólo pone en riesgo la realización de la justicia penal, sino también la responsabilidad internacional del Estado argentino, tal como lo expuso esta Procuración en otras ocasiones. La desaparición forzada de personas es considerada un delito continuado o permanente mientras se ignore el destino de las víctimas y al tener en cuenta que aún hoy se desconoce su destino, debemos concluir que el imputado al menos por omisión, continuaría la comisión de las desapariciones forzadas que se le imputan. Por otra parte, el delito de desaparición forzada de personas es concebido y ejecutado necesariamente por una organización, ello no puede inducir a generalizaciones apresuradas: no se trata aquí de cualquier organización, sino de una formada al amparo de una dictadura que, además de gobernar la Argentina durante siete años, integró una red continental de represión ilegítima, cuyas estructuras de acción dieron sobradas pruebas de poder aun después de restablecida la democracia en la región y que, por desgracia, todavía hoy conservarían una actividad remanente en nuestro país.


    B., Daniel Humberto s/ Causa N° 11525.


    B, 959, L. XL, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad cometidos a través de un sistema de represión ilegitima durante la última dictadura militar. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la causa L. 31 O, XLVI, "Lynch Jones, Ricardo Jorge s/ Causa N° 12.420".


    Tal como en el caso "Lynch Jones" las consideraciones efectuadas por la cámara federal nos permiten concluir en que "no estamos hablando aquí de cualquier imputado, sino de alguien que habría sido entrenado y capacitado con sumo rigor para llevar a cabo complejas operaciones de inteligencia, sin dejar rastros que puedan incriminarlo a él o a sus camaradas", y tampoco estaríamos hablando de "cualquier organización, sino de una formada al amparo de una dictadura que, además de gobernar la Argentina durante siete años, integró una red continental de represión ilegítima, cuyas estructuras de acción dieron sobradas pruebas de poder aun después de restablecida la democracia en la región". En resumen, el tribunal de casación no podía, sin incurrir en arbitrariedad, dejar de ponderar las circunstancias expuestas, pues, al haberlo hecho, ha desconocido elementos de juicio que, por mandato legislativo, deben ser tenidos en cuenta antes de decidir la liberación de un imputado.


    A. S., Randolfo Luis s/ Causa N°12.565.


    A, 644, L. XLVI, 13 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad cometidos a través de un sistema de represión ilegitima durante la última dictadura militar. Riesgo procesal. Condiciones personales del imputado.


    El a quo omite valorar que las investigaciones encaminadas a esclarecer los crímenes cometidos durante la última dictadura, de los que serían responsables, entre otros, quienes desempeñaron funciones estratégicas de mando, como el imputado, tuvieron inicio luego de restablecida la democracia. Y que la circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas conductas que indefectiblemente se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos, entre los que se encuentran los que se juzgan en esta causa. Conductas que, por lo demás, fueron llevadas a cabo con el empleo de diversos medios, por quienes resultaban eventuales imputados o se oponían obstinadamente a que el actuar ilegal de aquéllos sea sometido a juicio, incluso en situaciones sociopolíticas de nuestro país que ya no eran las más favorables para las estructuras de poder a las que habría servido al imputado. Tampoco se puede desconocer, que algunos casos recientes de maniobras que ponen en peligro la conclusión regular de los procesos por los delitos caracterizados en el art. 10, inc. 1°, de la ley 23.049, apuntalan la presunción de que aquellas estructuras de poder, que actuaron con total desprecio por la ley, integrando una red continental de represión ilegítima, todavía hoy mantienen una actividad remanente. Y que la libertad del imputado, al que se le atribuyen hechos gravísimos que habría cometido en su calidad de agente de esas estructuras, aumenta la posibilidad de que recurra a ellas para eludir u obstaculizar la acción de la justicia. Este Ministerio Público no teme a la capacidad física de un anciano para fugarse o entorpecer de manera activa el proceso, sino al ascendiente que todavía conserve sobre las estructuras de poder que integró en una posición de mando y que, por desgracia, pueden pervivir en el país. No se teme la fuerza, sino el poder de un hombre.


    C., Oscar Alfredo s/ Causa N° 11.164.


    C, 49, L. XLVI, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad cometidos a través de un sistema de represión ilegitima durante la última dictadura militar. Riesgo procesal. Condiciones personales del imputado.


    En el caso de autos no se trataría de cualquier imputado, sino de alguien que habría sido entrenado y capacitado para operar en la clandestinidad sin ser identificado y eliminar toda prueba que pueda incriminado a él o a sus camaradas, y que, además, todavía podría conservar un ascendiente sobre esas estructuras que habrían actuado bajo sus órdenes y que, como es notorio, han dado sobradas pruebas de poder aun después de restablecida la democracia en la región. También se debe tener en cuenta la circunstancia de que justamente a causa de la eficiencia de ese aparato clandestino de represión ilegitima para no dejar rastros de su accionar criminal, y de la actuación corporativa posterior de los responsables de los hechos para garantizarse la impunidad, todavía hoy existen arduas dificultades para conocer la verdad de lo ocurrido. Por lo que resulta oportuno recordar que no se debe a la impericia de la justicia que aún estén en trámite las investigaciones sobre los crímenes cometidos durante la última dictadura, sino a las numerosas maniobras que indefectiblemente se orientaron a impedir el esclarecimiento de esos hechos, entre los que se encuentran los que se juzgan en esta causa. El tribunal de casación no podía dejar de ponderar las circunstancias mencionadas, sin incurrir en arbitrariedad, al tener en cuenta las condiciones personales del imputado que valoró para ordenar su libertad, pues resolver de esa manera implica, por un lado, desconocer elementos de juicio que, por mandato legislativo, deben ser considerados antes de decidir la liberación de un imputado, y, por otro lado, afirmar infundadamente que las circunstancias tenidas en cuenta superan el riesgo procesal, al ignorar otras que también resultan relevantes, lo cual es inadmisible. Mucho más si se observa que, a raíz de la suma gravedad de los hechos imputados, es muy probable que, de recaer condena, la pena seria una de las máximas previstas en nuestro ordenamiento.


    M., Domingo s/ Causa N° 11.964.


    M, 384, L. XLVI, 15 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad cometidos a través de un sistema de represión ilegítima durante la última dictadura militar. Riesgo procesal. Condiciones personales del imputado.


    La desaparición forzada de personas es considerada un delito continuado o permanente mientras se ignore el destino de las víctimas. Y al tener en cuenta que aún hoy se desconoce el destino de muchas de ellas, debemos concluir que el imputado, al menos por omisión, continuaría la comisión de las desapariciones forzadas que se le imputan. Nadie niega, por lo demás, que el delito de desaparición forzada de personas puede tener como característica intrínseca la de ser concebido y ejecutado por una organización en la clandestinidad y en secreto, pero ello no puede inducir a generalizaciones apresuradas: no se trata aquí de cualquier organización, sino de una formada al amparo de una dictadura que, además de gobernar la Argentina durante siete años, integró una red continental de represión ilegítima cuyas estructuras de acción dieron sobradas pruebas de poder aun después de restablecida la democracia en la región. Excarcelar a un imputado de numerosos delitos de lesa humanidad no sólo pone en riesgo la realización de la justicia penal, sino también la responsabilidad internacional del Estado argentino.


    D., Carlos Eduardo s/ Causa N°11.999


    D, 175, L. XLVI, 14 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad cometidos a través de un sistema de represión ilegitima durante la última dictadura militar. Riesgo procesal. Condiciones personales del imputado.


    La desaparición forzada de personas es considerada un delito continuado o permanente mientras se ignore el destino de las víctimas. Y al tener en cuenta que aún hoy se desconoce el destino de muchas de ellas, debemos concluir que el imputado, al menos por omisión, continuaría la comisión de las desapariciones forzadas que se le imputan por lo que si se aceptara que, como dice la casación, no pueden considerarse comprendidas en el art. 319 del C.P.P.N. las maniobras de entorpecimiento de las investigaciones que tengan relevancia para la calificación de esos hechos, como las prácticas sistemáticas de ocultamiento del destino de los desaparecidos, lo que incluye la eliminación de toda prueba o rastro, deberíamos entender que tampoco podríamos evaluar la existencia de riesgos procesales sobre la base de la posibilidad de que el imputado contribuya a llevarlas a cabo en el futuro, ni siquiera cuando se comprobara su participación reciente en alguna de esas maniobras, pues siempre se trataría de circunstancias calificadoras de los hechos que siguen ejecutándose hasta que se determine el paradero de las víctimas. Por lo demás, nadie niega que el delito de desaparición forzada de personas puede tener como característica intrínseca la de ser concebido y ejecutado por una organización en la clandestinidad y en secreto, pero ello no puede inducir a generalizaciones apresuradas: tampoco se trata aquí de cualquier organización, sino de una formada al amparo de una dictadura que, además de gobernar la Argentina durante siete años, integró una red continental de represión ilegítima, cuyas estructuras de acción dieron sobradas pruebas de poder aun después de restablecida la democracia en la región. En síntesis, el tribunal de casación no podía, sin incurrir en arbitrariedad, dejar de ponderar las circunstancias expuestas, pues, al haberlo hecho, ha desconocido elementos de juicio que, por mandato legislativo, deben ser considerados antes de decidir la liberación de un imputado, o sea, antes de llegar a la conclusión subjetiva de que, razonablemente, no existe en el caso el riesgo en cuestión o de que es mayor la probabilidad de que no se concrete.


    O., Victor Roberto s/ Causa N° 12.566.


    O, 161, L. XLVI, 08 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad cometidos a través de un sistema de represión ilegitima durante la última dictadura militar. Riesgo procesal. Condiciones personales del imputado.


    La desaparición forzada de personas es considerada un delito continuado o permanente mientras se ignore el destino de las víctimas. Y al tener en cuenta que aún hoy se desconoce el destino de muchas de ellas, debemos concluir que el imputado, al menos por omisión, continuaría la comisión de las desapariciones forzadas que se le imputan, por lo que si se aceptara que no pueden considerarse comprendidas en el art. 319 del C.P.P.N. las maniobras de entorpecimiento de las investigaciones que tengan relevancia para la calificación de esos hechos, como las prácticas sistemáticas de ocultamiento del destino de los desaparecidos, lo que incluye la eliminación de toda prueba o rastro, deberíamos entender que tampoco podríamos evaluar la existencia de riesgos procesales sobre la base de la posibilidad de que el imputado contribuya a llevarlas a cabo en el futuro, ni siquiera cuando se comprobara su participación reciente en alguna de esas maniobras, pues siempre se trataría de circunstancias calificadoras de los hechos que siguen ejecutándose hasta que se determine el paradero de las víctimas. No estamos hablando aquí de cualquier imputado, sino de alguien que habría sido entrenado y capacitado con sumo rigor para llevar a cabo complejas operaciones de inteligencia, sin dejar rastros que puedan incriminado a él o a sus camaradas. Por lo demás, nadie niega que el delito de desaparición forzada de personas puede tener como característica intrínseca la de ser concebido y ejecutado por una organización en la clandestinidad y en secreto, pero ello no puede inducir a generalizaciones apresuradas: tampoco se trata aquí de cualquier organización, sino de una formada al amparo de una dictadura que, además de gobernar la Argentina durante siete años, integró una red continental de represión ilegítima, cuyas estructuras de acción dieron sobradas pruebas de poder aun después de restablecida la democracia en la región. Resulta entonces que el tribunal de casación no podía, sin incurrir en arbitrariedad, dejar de ponderar las circunstancias expuestas, pues, al haberlo hecho, ha desconocido elementos de juicio que, por mandato legislativo, deben ser considerados antes de decidir la liberación de un imputado, o sea, antes de llegar a la conclusión subjetiva de que, razonablemente, no existe en el caso el riesgo en cuestión o de que es mayor la probabilidad de que no se concrete.


    L. J., Ricardo Jorge s/ Causa N° 12.420.


    L, 310, L. XLVI, 13 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad cometidos a través de un sistema de represión ilegitima durante la última dictadura militar. Riesgo procesal. Condiciones personales del imputado.


    La desaparición forzada de personas es considerada un delito continuado o permanente mientras se ignore el destino de las víctimas. Y al tener en cuenta que aún hoy se desconoce el destino de muchas de ellas, debemos concluir que el imputado al menos por omisión, continuaría la comisión de las desapariciones forzadas que se le imputan, porque si se aceptara que, como dice la casación, no pueden considerarse comprendidas en el art. 319 del C.P.P.N. las maniobras de entorpecimiento de las investigaciones que tengan relevancia para la calificación de esos hechos, como las prácticas sistemáticas de ocultamiento del destino de los desaparecidos, que incluye la eliminación de toda prueba o rastro, deberíamos entender que tampoco podríamos evaluar la existencia de riesgos procesales sobre la base de la posibilidad de que el imputado contribuya a llevarlas a cabo en el futuro, ni siquiera cuando se comprobara su participación reciente en alguna de esas maniobras, pues siempre se trataría de circunstancias calificadoras de los hechos que siguen ejecutándose hasta que se determine el paradero de las víctimas. Nadie niega que el delito de desaparición forzada de personas puede tener como característica intrínseca la de ser concebido y ejecutado por una organización en la clandestinidad y en secreto, pero ello no puede inducir a generalizaciones apresuradas: no se trata aquí de cualquier organización, sino de una formada al amparo de una dictadura que, además de gobernar la Argentina durante siete años, integró una red continental de represión ilegítima, cuyas estructuras de acción dieron sobradas pruebas de poder aun después de restablecida la democracia en la región y que, por desgracia, pueden pervivir en el país. Y no puede descartarse que el imputado todavía conserve un ascendiente en esas estructuras que, come hemos dicho, sirvió en posiciones decisorias. En síntesis, el tribunal de casación no podía, sin incurrir en arbitrariedad, dejar de ponderar las circunstancias expuestas, pues ello parece implicar, por un lado, el desconocimiento de elementos de juicio: que por mandato legislativo, deben ser considerados antes de decidir la liberación de un imputado, y, por otro lado, la afirmación de que las circunstancias tenidas en cuenta superan el riesgo procesal, sin confrontarlas con otras que también resultan relevantes, lo cual es inadmisible


    R., Miguel Ángel Alberto s/ Causa N° 12.263.


    R, 328, L. XLVI, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad cometidos a través de un sistema de represión ilegitima durante la última dictadura militar. Riesgo procesal. Condiciones personales del imputado.


    Las condiciones del imputado resultan de interés en esta instancia porque justamente a causa de la eficiencia del aparato clandestino de represión ilegítima que existió durante la última dictadura y de la actuación corporativa posterior de los responsables de los hechos, todavía hoy existen arduas dificultades para conocer la verdad de lo ocurrido, por lo que no estaríamos hablando aquí de cualquier imputado, sino de un militar que habría sido entrenado y capacitado con el rigor que su profesión supone, para operar en la clandestinidad y ejecutar las medidas necesarias para asegurar su impunidad y la de sus camaradas. En el mismo sentido, se debe tener en cuenta que no se debe a la impericia de la justicia que aún estén en trámite las investigaciones sobre los crímenes cometidos durante aquella dictadura, sino a las numerosas maniobras que indefectiblemente se orientaron a impedir el esclarecimiento de esos hechos, entre los que se encuentran los que se juzgan en esta causa. Y que tales maniobras se llevaron a cabo incluso en situaciones sociopolíticas de nuestro país que ya no eran las más favorables para la organización criminal a la que habría servido el imputado, cuyas estructuras de acción, por lo demás, han dado sobradas pruebas de poder aun en tiempos recientes. Los criterios para aseverar la verdad de un juicio son siempre subjetivos, ya que es imposible establecer el grado objetivo de probabilidad o de confirmación de cualquier hipótesis en relación con cualquier conjunto de datos disponibles. Lo único que podría decirse es que existe un elemento objetivo cuya valoración subjetiva y razonada no puede omitirse. Si realmente fueran necesarios criterios objetivos de verdad -y no únicamente elementos objetivos que sólo pueden ser valorados subjetivamente- para poder afirmar que hay riesgo procesal y decidir, en consecuencia, el encarcelamiento preventivo de un imputado, este instituto nunca podría aplicarse, en cuanto la hipótesis del riesgo procesal y de su probabilidad de concreción es, como cualquier hipótesis, probabilística y siempre es posible, cualquiera que sea el grado de probabilidad o de confirmación, que sea objetivamente falsa. Por lo tanto, lo único que se quiere sostener aquí es que el tribunal de casación no podía dejar de ponderar las circunstancias mencionadas sin incurrir en arbitrariedad, pues, al haberlo hecho, ha desconocido elementos de juicio que, por mandato legislativo, deben ser considerados antes de decidir la liberación de un imputado, o sea, antes de llegar a la conclusión subjetiva de que, razonablemente, no existe en el caso el riego en cuestión o de que es mayor la probabilidad de que no se concrete.


    A., Juan Ramón s/ Causa N° 12.418.


    A, 589, L. XLVI, 23 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad cometidos a través de un sistema de represión ilegitima durante la última dictadura militar. Riesgo procesal. Responsabilidad internacional del Estado argentino.


    En los casos que se imputan al acusado varios delitos calificados como de lesa humanidad, se encuentra comprometida la responsabilidad internacional del Estado argentino, que debe garantizar el juzgamiento de todos los hechos de esas características, de acuerdo con el derecho internacional vinculante para nuestro país. Por lo que dado que lo decidido por la cámara de casación autoriza la libertad del imputado, con la consiguiente posibilidad de que se sustraiga a la acción de la justicia, pone inmediatamente en riesgo aquellos compromisos de la Nación y, por lo mismo, configura un caso de gravedad institucional.


    M., Mario Antonio s/ Causa Nº12.680.


    M, 711, L. XLVI, 22 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad cometidos a través de un sistema de represión ilegitima durante la última dictadura militar. Riesgo procesal. Responsabilidad internacional del Estado Argentino. Condiciones personales del imputado.


    Los argumentos brindados para disponer la libertad del imputado no condicen con el especial deber de neutralizar toda posibilidad de fuga o entorpecimiento de la investigación en casos como el aquí considerado, en cuanto excarcelar a un imputado de numerosos delitos de lesa humanidad no sólo pone en riesgo la realización de la justicia penal, sino también la responsabilidad internacional del Estado argentino.


    G., Orlando s/ Causa N° 11.873


    G, 244, L. XLVI, 14 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad.


    En los delitos calificados como de lesa humanidad, se encuentra comprometida la responsabilidad internacional del Estado argentino. Dado que lo decidido por la cámara de casación autoriza la libertad del imputado, con la consiguiente posibilidad de que se sustraiga a la acción de la justicia, pone inmediatamente en riesgo aquellos compromisos de la Nación y, por lo mismo, configura un caso de gravedad institucional.


    O., Ernesto s/ Causa N°12.000


    O, 47, L. XLVI, 24 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad. Admisibilidad del recurso extraordinario con motivo del otorgamiento de la excarcelación. Riesgos procesales.


    Los argumentos que brinda la casación para sostener la inexistencia de riesgos procesales, no condicen con el especial deber de cuidado que pesa sobre los magistrados para neutralizar toda posibilidad de fuga o entorpecimiento de la investigación en casos como el aquí considerado. Por otra parte no se puede desconocer la presunta existencia de estructuras de poder que actuaron en la época de comisión de los hechos con total desprecio por la ley, integrando una red continental de represión ilegítima, y que todavía hoy mantienen una actividad remanente. Por eso la libertad del imputado, al que se le atribuyen hechos gravísimos que habría cometido en su calidad de agente de esas estructuras, podría facilitar la posibilidad de que recurra a ellas para eludir u obstaculizar la acción de la justicia. Este Ministerio Público no teme a la capacidad física de un anciano para fugarse o entorpecer de manera activa el proceso, sino al ascendiente que todavía conserve sobre las estructuras de poder que integró en una posición estratégica y que, por desgracia, pueden pervivir en el país. No se teme la fuerza, sino el poder de un hombre.


    C., Tomás Hermógenes s/ Causa N° 11.468


    C, 304, L. XLVI, 04 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad. Admisibilidad del recurso extraordinario motivado por la excarcelación otorgada por la Sala II de la Cámara de Casación Penal. Riesgos procesales.


    Los argumentos que brinda la casación para sostener la inexistencia de riesgos procesales, no condicen con el especial deber de cuidado que pesa sobre los magistrados para neutralizar toda posibilidad de fuga o entorpecimiento de la investigación en casos como el aquí considerado. Excarcelar a un imputado de numerosos delitos de lesa humanidad no sólo pone en riesgo la realización de la justicia penal, sino también la responsabilidad internacional del Estado argentino. La desaparición forzada de personas es considerada un delito continuado o permanente mientras se ignore el destino de las víctimas. Al tener en cuenta que aún hoy se desconoce el destino de muchas de ellas, debemos concluir que el imputado, al menos por omisión, continuaría la comisión de las desapariciones forzadas que se le imputan, por lo que si se aceptara que, como dice la casación, no pueden considerarse comprendidas en el art. 319 del C.P.P.N. las maniobras de entorpecimiento de las investigaciones que tengan relevancia para la calificación de esos hechos, como las prácticas sistemáticas de ocultamiento del destino de los desaparecidos, lo que incluye la eliminación de toda prueba o rastro, deberíamos entender que tampoco podríamos evaluar la existencia de riesgos procesales sobre la base de la posibilidad de que el imputado contribuya a llevarlas a cabo en el futuro, ni siquiera cuando se comprobara su participación reciente en alguna de esas maniobras, pues siempre se trataría de circunstancias calificadoras de los hechos que siguen ejecutándose hasta que se determine el paradero de las víctimas.


    G. V., Miguel Angel s/ Causa N° 12.021


    G, 201, L. XLVI, 30 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad. Admisibilidad del recurso extraordinario motivado por la excarcelación otorgada por la Sala III de la Cámara de Casación Penal. Riesgos procesales.


    Si bien las sentencias de la Corte Suprema sólo deciden los procesos concretos que le son sometidos y ellas no resultan obligatorias para casos análogos, los jueces inferiores tienen el deber moral de conformar sus decisiones a esa jurisprudencia y, por tal razón, carecen de fundamentación los pronunciamientos de los tribunales que se apartan de dichos precedentes sin proporcionar nuevos argumentos que justifiquen modificar la posición allí adoptada. Por otra parte no se puede desconocer la presunta existencia de estructuras de poder que actuaron en la época de comisión de los hechos con total desprecio por la ley, integrando una red continental de represión ilegítima, y que todavía hoy mantienen una actividad remanente. Por eso la libertad del imputado, al que se le atribuyen hechos gravísimos que habría cometido en su calidad de agente de esas estructuras, podría facilitar la posibilidad de que recurra a ellas para eludir u obstaculizar la acción de la justicia.


    G., Joaquin s/ Causa N° 10.456.


    G, 21, L. XLVI, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad. Agente de imputación con alta jerarquía militar. Arbitrariedad de excarcelación basada en circunstancias personales del imputado.


    La Cámara omite que las investigaciones encaminadas a esclarecer los crímenes cometidos durante la última dictadura, tuvieron inicio luego de restablecida la democracia, y que la circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas conductas que indefectiblemente se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos, entre los que se encuentra el que se juzga en esta causa. Conductas que, por lo demás, fueron llevadas a cabo con el empleo de diversos medios, por quienes resultaban eventuales imputados o se oponían a que el actuar ilegal de aquéllos sea sometido a juicio, incluso en situaciones sociopolíticas de nuestro país que ya no eran las más favorables para las estructuras de poder a las que habría servido el imputado. En otras palabras, no parece irrelevante, a los fines del juicio prospectivo exigido por el artículo 319 del código ritual, que la rigurosa capacitación y entrenamiento de los integrantes de esas estructuras de poder para no dejar o eliminar los rastros de su accionar ilegal, así como su actuación corporativa posterior para garantizarse la impunidad, resulten causas esenciales de que todavía hoy existan arduas dificultades para conocer la verdad de lo ocurrido.


    F., Mario Carmelo s/ Causa N° 12.154.


    F, 287, L. XLVI, 23 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad. Agente de imputación con alta jerarquía militar. Arbitrariedad de excarcelación basada en circunstancias personales del imputado.


    No se debe a la impericia de la justicia que aún estén en trámite las investigaciones sobre los crímenes cometidos durante la dictadura, sino a las numerosas maniobras que indefectiblemente se orientaron a impedir el esclarecimiento de esos hechos, entre los que se encuentran los que se juzgan en esta causa. Y que tales maniobras se llevaron a cabo incluso en situaciones sociopolíticas de nuestro país que ya no eran las más favorables para la organización criminal a la que habría servido el imputado, cuyas estructuras de acción, por lo demás, han dado sobradas pruebas de poder aun en tiempos recientes.


    C., Leopoldo Norberto y otros s/ Causa N° 12.491.


    C, 626, L. XLVI, 04 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación de imputados de delitos de lesa humanidad. Remisión a lo dictaminado en S.C., G 167, L. XLV, "Garcia, Manuel Jacinto y otros s/recurso de casación".


    R. Jorge Carlos s/ Causa N°9.841.


    R, 151, L. XLV, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación de imputados de delitos de lesa humanidad. Remisión a lo dictaminado en S.C., G 212, L. XLV, "Garcia Velazco, Pablo Eduardo s/ley 24390".


     


    R., Jorge Carlos s/ Causa N° 10.103.


    R, 152, L. XLV, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación de imputados de delitos de lesa humanidad. Remisión a lo dictaminado en S.C., S 158, L. XLV, "Scheller, Raúl Enrique y otros s/recurso de casación".


    R., Jorge Carlos s/ Causa N° 9.759.


    R, 150, L. XLV, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación de imputados por delitos de lesa humanidad. Remisión a lo dictaminado en S.C., D 198, L. XLV, "Donda Tigel, Adolfo Miguel s/ley 24390".


    D. T., Aldolfo Miguel s/ Causa N° 10.531.


    D, 264, L. XLV, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación de imputados por delitos de lesa humanidad. Remisión a lo dictaminado en S.C., G 167, L. XLV, "Garcia, Manuel Jacinto y otros s/recurso de casación".


    A., Jorge Eduardo s/ Causa N° 9.829.


    A, 96, L. XLV, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación de un imputado de delitos de lesa humanidad. Ponderación del entrenamiento del imputado para la eliminación de pruebas, y de las estructuras de poder que integró. Consideración de la detención domiciliaria como medida menos lesiva. Arbitrariedad de la resolución que no tiene en cuenta aquellas cuestiones.


    Las investigaciones encaminadas a esclarecer los crímenes cometidos durante la última dictadura, de los que serían responsables, entre otros, quienes habrían desempeñado funciones estratégicas -como el imputado-, tuvieron inicio luego de restablecida la democracia. Y que la circunstancia de que todavía estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a la rigurosa capacitación y entrenamiento de los autores de aquellos crímenes para no dejar o eliminar los rastros de su accionar ilegal, así como a las numerosas maniobras que, como es notorio, llevaron a cabo para garantizarse la impunidad, incluso en situaciones sociopolíticas de nuestro país que ya no les eran favorables.  Por lo tanto, cabe remarcar que este Ministerio Público no teme a la capacidad física de un anciano para fugarse o entorpecer de manera activa el proceso, sino al ascendiente que todavía conserve sobre las estructuras de poder que integró en una posición estratégica y que, por desgracia, pueden pervivir en el país, como ya lo han demostrado en aquellas ocasiones.  En síntesis, el tribunal de casación no podía dejar de ponderar estas circunstancias, sin incurrir en arbitrariedad. Y, en todo caso, tampoco podía soslayar que la detención cautelar en su domicilio que venía cumpliendo el imputado, no resulta violatoria de sus garantías fundamentales, si se tiene en cuenta el carácter menos lesivo de esa medida respecto del encarcelamiento y las gravísimas transgresiones a los derechos humanos que se le imputan.


    O., Guillermo Martín s/ Causa n° 11.988.


    O, 187, L. XLVI, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación de un imputado por delitos de lesa humanidad. Consideración de las estructuras clandestinas que actuaron al amparo de la última dictadura militar y de las caracterísitcas del delito de desaparición forzada de personas. Evaluación de los riesgos procesales: características del hecho y la organización criminal.


    Si el imputado, según la imputación que se le dirige, sería un militar entrenado y capacitado para operar en la clandestinidad y eliminar u ocultar toda prueba o rastro que pueda incriminado a él o a sus camaradas, y también que en virtud de la rigurosa capacitación y entrenamiento de los responsables de los hechos, así como de su actuación corporativa posterior para garantizarse la impunidad, todavía hoy existen arduas dificultades para conocer la verdad de lo ocurrido. El delito de desaparición forzada de personas tiene como característica intrínseca la de ser concebido y ejecutado por una organización en la clandestinidad y en secreto, pero no se trata aquí de cualquier organización, sino de una formada al amparo de una dictadura que, además de gobernar la Argentina durante siete años, integró una red continental de represión ilegítima, cuyas estructuras de acción dieron sobradas pruebas de poder aun en tiempos recientes.  Estas circunstancias, distintas de la gravedad de la pena prevista para los delitos imputados, no pueden ser desconocidas por el tribunal de casación sin incurrir en arbitrariedad, al considerar la cuestión decisiva para confirmar o revocar el encierro cautelar, esto es, si su detención sería útil para contrarrestar riesgos procesales.


    P., Guillermo Horacio s/ recurso de casación.


    P, 626, L. XLVI, 07 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación de un imputado por delitos de lesa humanidad. Consideración de las estructuras ilegítimas de poder a las que perteneció el imputado, de la pena en expectativa, y de su capacitación como militar a efectos de evaluar el peligro de fuga.


    Las investigaciones sobre los crímenes cometidos durante la última dictadura sólo pudieron tener inicio luego de restablecida la democracia, y la circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas conductas que indefectiblemente se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos, entre los que se encuentran los que se juzgan en esta causa, incluso en situaciones sociopolíticas de nuestro país que ya no eran las más favorables para las estructuras de poder a las que habria servido el imputado.  Nadie niega que es inadmisible fundar la prisión preventiva del imputado únicamente en la naturaleza de los delitos que se le enrostran, pero justamente por ello es necesario tener en cuenta que el imputado habría integrado una organización formada al amparo de una dictadura que, además de gobernar la Argentina durante siete años, formó parte de una red continental de represión ilegítima, cuyas estructuras de acción dieron sobradas pruebas de poder aun después de restablecida la democracia en la región y que, por desgracia, todavía hoy conservarían una actividad remanente en nuestro país.  En este sentido, no se puede desconocer que algunos casos recientes de maniobra, que ponen en peligro la conclusión regular de los procesos por los delitos caracterizados en el art. 10, inc. 1°, de la ley 23.049, como la sospechosa muerte del ex Prefecto Héctor Febres en su celda de detención de una delegación de la Prefectura Naval Argentina, las intromisiones delictuosas que ha sufrido la justicia federal cordobesa durante el desarrollo de reservadas tareas vinculadas o la notoria desaparición del testigo Julio López en la provincia de Buenos Aires, apuntalan esa presunción.  En consecuencia, el tribunal de casación no podía dejar de ponderar, sin incurrir en arbitrariedad, que la experticia, los medios y las relaciones de las que el imputado tendría la posibilidad de valerse dentro de aquellas estructuras, en virtud de su pasado como agente de operaciones especiales del Estado, podría autorizar a sostener que su libertad favorece la probabilidad de que eluda u obstaculice la acción de la justicia. Riesgo que se vería fortalecido por la expectativa de una pena que, como hemos dicho, sería de suma gravedad.


    P., Héctor Enrique s/ Causa n° 11586.


    P, 785, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación de un imputado por delitos de lesa humanidad. Evaluación de los riesgos procesales. Desaparición forzada de personas: características del delito. Consideración del aparato de represión ilegítima que operó durante la dictadura militar.


    La desaparición forzada de personas es considerada un delito continuado o permanente mientras se ignore el destino de las víctimas. Si en el caso se desconoce el destino de muchas de ellas, se debe concluir que el imputado, al menos por omisión, continuaría la comisión de las desapariciones forzadas que se le imputan. Este delito puede tener como característica intrínseca la de ser concebido y ejecutado por una organización en la clandestinidad y en secreto, pero aquí no se trata de cualquier organización, sino de una fundada al amparo de una dictadura que, además de gobernar la Argentina durante siete años, integró una red continental de represión ilegítima, cuyas estructuras de acción dieron sobradas pruebas de poder aun después de restablecida la democracia en la región. No se teme a la capacidad física de un anciano para fugarse o entorpecer de manera activa el proceso, sino al ascendiente que todavía conserve sobre aquellas estructuras que le fueron adictas y que, por desgracia, pueden pervivir en el país. No se teme la fuerza, sino el poder de un hombre.


    O., Edgardo Aroldo s/ Causa N° 12.003.


    O, 83, L. XLVI, 03 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación de un imputado por delitos de lesa humanidad. Evaluación del riesgo procesal. Consideración de la estructura de represión ilegitima que funcionó durante la última dictadura militar. Condiciones personales del imputado.


    La desaparición forzada de personas es considerada un delito continuado o permanente mientras se ignore el destino de las víctimas. En consecuencia, siendo que aún hoy se desconoce el destino de varias de ellas, cabe concluir que el imputado, al menos por omisión, continuaría la comisión de las desapariciones forzadas que se le imputan. Nadie niega que el delito de desaparición forzada de personas puede tener como característica intrínseca la de ser concebido y ejecutado por una organización en la clandestinidad y en secreto, pero ello no puede inducir a generalizaciones apresuradas: no se trata aquí de cualquier organización, sino de una fundada al amparo de una dictadura que, además de gobernar la Argentina durante siete años, integró una red continental de represión ilegítima, cuyas estructuras de acción dieron sobradas pruebas de poder aun después de restablecida la democracia en la región. Estas circunstancias, distintas de la gravedad de la pena prevista para los delitos imputados, no podían ser desconocidas por el tribunal de casación, sin incurrir en arbitrariedad, al considerar la cuestión que él mismo indicó como decisiva para confirmar o revocar el encierro cautelar del imputado, o sea, si el detenido podría o no entorpecer las investigaciones en el futuro o, en otras palabras, por qué podría decirse que su detención es útil para evitar el riesgo de que ello suceda. No parece admisible, en efecto, que puedan descartarse sin más ni más como pautas relevantes para evaluar la existencia de riesgo procesal, que algunos de los hechos investigados se sigan cometiendo y que la experticia del imputado y los medios y las relaciones de las que tendría la posibilidad de valerse dentro de aquellas estructuras de recuperar su libertad, apuntalan la presunción de que se encontraría en condiciones de obstruir la acción de la justicia, como tantas veces en el pasado se lo ha hecho desde la organización que habría integrado. Existe un especial deber de neutralizar toda posibilidad de fuga o entorpecimiento de la investigación en casos donde se investiga la comisión de delitos de lesa humanidad, ya que excarcelar a un imputado de varios delitos de ese carácter no sólo pone en riesgo la realización de la justicia penal, sino también la responsabilidad internacional del Estado argentino.


    D., Juan de Dios s/ Causa N° 11.784.


    D, 174, L. XLVI, 18 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación. Crímenes cometidos durante la última dictadura militar. Eficacia de las instituciones militares y maniobras desplegadas a los fines de eludir el accionar de la justicia. Elementos de juicio a considerar, a los fines excarcelatorios.


    No se debe a la impericia de la justicia que aún estén en trámite las investigaciones sobre los crímenes cometidos durante aquella dictadura, sino justamente a la eficiencia de aquel aparato clandestino de represión ilegítima, a la actuación corporativa posterior de los responsables de los hechos y a las numerosas maniobras que se orientaron a impedir su esclarecimiento, incluso en situaciones sociopolíticas de nuestro país que ya no eran las más favorables para la organización criminal a la que habría servido el imputado. El tribunal de casación no podía dejar de ponderar las circunstancias mencionadas sin incurrir en arbitrariedad, pues, al haberlo hecho, ha desconocido elementos de juicio que, por mandato legislativo, deben ser considerados antes de decidir la liberación de un imputado.


    L., Luis Leonidas s/ Recurso de Casación.


    L, 414, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación. Delito de desaparición forzada de personas cometidas durante la última dictadura militar. Evaluación de los riesgos procesales: características del hecho y la organización criminal.


    La desaparición forzada de personas es considerada un delito continuado o permanente mientras se ignore el destino de las víctimas. Por lo tanto, tampoco podríamos evaluar la existencia de riesgos procesales sobre la base de la posibilidad de que el imputado contribuya a llevarlas a cabo en el futuro, ni siquiera cuando se comprobara su participación reciente en alguna de esas maniobras, pues siempre se trataría de circunstancias calificadoras de los hechos que siguen ejecutándose hasta que se determine el paradero de las víctimas. La superposición de las circunstancias que integran el tipo objetivo con las que sirven para establecer la hipótesis del riesgo procesal, es un avatar que en nada interfiere en ambos juicios: el de adecuación típica y el de prospección del aseguramiento cautelar. Lo cual, por lo demás, se desprende claramente del mandato legislativo, al establecer el artículo 319 del código de forma la "objetiva y provisional valoración de las características del hecho" como pauta para fundamentar la presunción de riesgo procesal. En tanto, el delito de desaparición forzada puede tener como característica intrínseca la de ser concebido y ejecutado por una organización en la clandestinidad y en secreto, pero ello no puede inducir a generalizaciones apresuradas: no se trata aquí de cualquier organización, sino de una formada al amparo de una dictadura que, además de gobernar la Argentina durante siete años, integró una red continental de represión ilegítima, cuyas estructuras de acción dieron sobradas pruebas de poder aun en tiempos recientes.


    C., Rodolfo Oscar s/ recurso extraordinario.


    C, 1109, L. XLVI, 07 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación. Delito de desaparición forzada de personas cometidas durante la última dictadura militar. Plazo razonable de la prisión preventiva. Art. 1° de la ley 24.390. Evaluación de los riesgos procesales: eficacia de la organización militar para eludir la acción de la justicia.


    A causa de la eficiencia del aparato clandestino de represión ilegítima de la dictadura militar para no dejar rastros de su accionar criminal, y de la actuación corporativa posterior de los responsables de los hechos para garantizarse la impunidad, todavía hoy existen arduas dificultades para conocer la verdad de lo ocurrido.  Es oportuno recordar que las investigaciones encaminadas a esclarecer los crímenes cometidos durante la última dictadura, sólo pudieron tener inicio tras el restablecimiento de la democracia, y que la circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas maniobras que indefectiblemente se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos, entre los que se encuentran los que se juzgan en esta causa, incluso en situaciones sociopolíticas de nuestro país que ya no eran las más favorables para las estructuras de poder a las que habría servido el imputado y que, desgraciadamente, todavía podrían conservar una actividad remanente en nuestro país.  Tampoco puede resultar decisivo para ordenar la libertad del imputado el argumento de que ya ha cumplido más de tres años de detención cautelar, pues se trata de una mera afirmación genérica, carente en su sustento de toda argumentación ulterior, que omite, en especial, hacerse cargo de la jurisprudencia de la Corte según la cual el artículo 1° de la ley 24.390 ha de ser interpretado en el sentido de que no establece un plazo de aplicación automática, sino uno que debe ser determinado por la autoridad judicial, tras tener en cuenta las circunstancias concretas del caso particular (doctrina del "plazo judicial").


    R., Héctor Raúl s/ Causa N° 11.433.


    R, 271, L. XLVI, 07 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación. Delitos de lesa humanidad cometidos durante la dictadura militar. Delito de desaparición forzada de personas. Evaluación de los riesgos procesales: consideración de las circunstancias de clandestinidad y secreto en la que habrían sucedido los hechos.


    Existe una diferencia específica entre el delito de desaparición forzada de personas y el de lesa humanidad: el ocultamiento de los hechos y la negativa a informar puede considerarse inherentes a la desaparición forzada, pero no a todos los delitos de lesa humanidad. En otras palabras, reconocer que éstas características propias participan de la naturaleza de la desaparición forzada, que es uno de los varios delitos considerados de lesa humanidad, no autoriza a extenderlas a los demás del mismo género. El delito de desaparición forzada es considerado continuado o permanente mientras se ignore el destino de las víctimas. De esa manera, si fuese correcto que, no se pueden valorar las circunstancias de secreto y clandestinidad en que habrían sido cometidos los hechos investigados, ni la posible participación del imputado en el ocultamiento de información y la destrucción de elementos de prueba, a los fines del pronóstico previsto en el artículo 319 del código ritual, nunca podríamos tener en cuenta, mientras no se determine el paradero de las víctimas, las maniobras de entorpecimiento de las investigaciones que tengan relevancia para la calificación de esos hechos como desaparición forzada, ni siquiera cuando se comprobara la participación reciente del imputado en alguna de esas maniobras, ya que siempre se trataría de circunstancias calificadoras de los hechos que siguen ejecutándose hasta que aquello no ocurra. La detención cautelar bajo la modalidad de arresto domiciliario que venía cumpliendo el imputado ante una imputación de gravísimas transgresiones a los derechos humanos, no parece violatoria de sus garantías fundamentales, al considerar el carácter menos lesivo de esa medida cautelar respecto del encarcelamiento.


    V., Juan Miguel s/ Causa N° 12.632.


    V, 320, L. XLVI, 13 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación. Delitos de lesa humanidad cometidos durante la última dictadura militar. Análisis sobre la existencia de riesgos procesales: ponderación de las acciones orientadas a la obstrucción del esclarecimiento de esta clase de hechos.


    Las investigaciones encaminadas a esclarecer los crímenes cometidos durante la última dictadura, tuvieron inicio luego de restablecida la democracia, y la circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas conductas que indefectiblemente se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos, incluso en situaciones sociopolíticas de nuestro país que ya no eran las más favorables para las estructuras de poder castrenses.  Tampoco se puede ignorar que algunos casos recientes de maniobras que ponen en peligro la conclusión regular de los procesos por los delitos caracterizados en el art. 10, inc. 1°, de la ley 23.049, como la sospechosa muerte del ex Prefecto Héctor Febres en su celda de detención en una delegación de la Prefectura Naval Argentina, las intromisiones delictuosas que ha sufrido la justicia federal cordobesa durante el desarrollo de reservadas tareas vinculadas o la notoria desaparición del testigo Julio López en la provincia de Buenos Aires, apuntalan la presunción de que aquellas estructuras de poder, que actuaron en la época de comisión de los hechos con total desprecio por la ley, integrando una red continental de represión ilegítima, todavía hoy mantienen una actividad remanente. Y que la libertad de esta clase de imputados, a los que se le atribuyen delitos gravísimos que habrían cometido como agente de esas mismas estructuras, facilita la posibilidad de que recurra a ellas para eludir y obstaculizar la acción de la justicia. Puede afirmarse que la libertad de los imputados de este tipo de delitos favorece la posibilidad de que eluda o entorpezca la acción de la justicia al tener en cuenta su experticia, los medios y las relaciones de las que podrían valerse dentro de las referidas estructuras. Y el tribunal de casación no puede dejar de considerar este riesgo sin incurrir en arbitrariedad, al tener en cuenta las condiciones socioeconómicas del imputado que valoró para ordenar su libertad, condiciones que, dicho sea de paso, cumplen, por lo general, todos los agentes de las fuerzas de seguridad que alcanzaron similar grado y se encuentran sospechados de delitos de lesa humanidad, ya que obraron, justamente, al amparo de su propicia situación familiar, económica y social, y bajo este mismo estatus podrían frustrar su proceso.  Además el riesgo aludido se vería robustecido por la expectativa de penas que, si consideramos las gravísimas imputaciones que se aluden, serian con toda probabilidad una de las máximas previstas en nuestro ordenamiento.


    F., Victor Oscar s/ Causa N° 11.470.


    F, 11, L. XLVI, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación. Delitos de lesa humanidad cometidos durante la última dictadura militar. Ponderación de riesgos procesales: evaluación de las acciones orientadas a la obstrucción del esclarecimiento de los hechos.


    Las investigaciones encaminadas a esclarecer los crímenes cometidos durante la última dictadura tuvieron inicio luego de restablecida la democracia, y la circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas conductas que indefectiblemente se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos.  Tampoco se puede desconocer que algunos casos recientes de maniobras que ponen en peligro la conclusión regular de los procesos por los delitos caracterizados en el art. 10, inc. 1°, de la ley 23.049, como la sospechosa muerte del ex Prefecto Héctor F. en su celda de detención en una delegación de la Prefectura Naval Argentina, las intromisiones delictuosas que ha sufrido la justicia federal cordobesa durante el desarrollo de reservadas tareas vinculadas o la notoria desaparición del testigo Julio L. en la provincia de Buenos Aires, apuntalan la presunción de que las estructuras de poder que actuaron en la época de comisión de los hechos con total desprecio por la ley, integrando una red continental de represión ilegítima, todavía hoy mantienen una actividad remanente.  Y en los casos de imputados quienes se les atribuyen delitos gravísimos cometidos como agentes de inteligencia de esas mismas estructuras, cuyos integrantes lograron por años su impunidad al haber actuado de manera clandestina, eliminado todo rastro o prueba de los crímenes cometidos y garantizado su unidad corporativa posterior para privar a las víctimas y a la sociedad del conocimiento de la verdad, por lo que puede afirmarse que su liberación facilita la posibilidad de que recurran a ellas para eludir u obstaculizar la acción de la justicia.  En síntesis, su experticia, los medios y las relaciones de las que podría valerse dentro de las referidas estructuras para frustrar su proceso, nos persuaden de que el tribunal de casación no puede dejar de ponderar este riesgo, sin incurrir en arbitrariedad, al tener en cuenta las condiciones socioeconómicas y familiares que valoró para ordenar su libertad. Riesgo que, además, se vería robustecido por la expectativa de una pena que, considerando las gravísimas imputaciones que se les dirigen, seria con toda probabilidad una de las máximas previstas en nuestro ordenamiento.


    M. L., Francisco Manuel s/ Causa N° 11.152.


    M, 31, L. XLVI, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación. Delitos de lesa humanidad cometidos durante la última dictadura militar. Prisión domiciliaria como medida menos lesiva. Ponderación de riesgos procesales: evaluación de las acciones orientadas a la obstrucción del esclarecimiento de los hechos.


    En los casos de imputados por delitos de lesa humanidad a favor de quienes se concedió la excarcelación, y que hasta ese momento cumplían la detención cautelar en su domicilio, no se puede soslayar el carácter menos lesivo de esa detención respecto del encarcelamiento con el mismo fin, ya que ante una imputación de gravísimas transgresiones a los derechos humanos, tal medida no parece violatoria de las garantías fundamentales del acusado.  Las investigaciones encaminadas a esclarecer los crímenes cometidos durante la última dictadura, tuvieron inicio luego de restablecida la democracia, y la circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas conductas que indefectiblemente se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos. Conductas que, por lo demás, fueron llevadas a cabo en diversas situaciones sociopolíticas y mediante distintos medios, por quienes resultaban eventuales imputados o se oponían obstinadamente a que el actuar ilegal de aquéllos sea sometido a juicio.  Tampoco se puede desconocer que algunos casos recientes de maniobras que ponen en peligro la conclusión regular de los procesos por los delitos caracterizados en el art. 10, inc, 1°, de la ley 23,049, como la sospechosa muerte del ex Prefecto Héctor Febres en su celda de detención de una delegación de la Prefectura Naval Argentina, las intromisiones delictuosas que ha sufrido la justicia federal cordobesa durante el desarrollo de reservadas tareas vinculadas o la notoria desaparición del testigo Julio López en la provincia de Buenos Aires, apuntalan la presunción de que las estructuras de poder que actuaron en la época de comisión de los hechos con total desprecio por la ley, integrando una red continental de represión ilegitima, todavía hoy mantienen una actividad remanente, Y que la libertad de esta clase de imputados, a los que se le atribuyen hechos gravísimos que habría cometido en su calidad de agentes estratégico de esas estructuras, facilita la posibilidad de que recurran a ellas para eludir u obstaculizar la acción de la justicia.  El tribunal de casación no puede dejar de ponderar este riesgo sin incurrir en arbitrariedad, al tener en cuenta las condiciones personales de los imputados, riesgo que, por lo demás, se ve robustecido por la expectativa de una pena que, si se considera la gravedad de la imputaciones, seria una de las máximas previstas en nuestro ordenamiento.


    F., Eduardo René s/ Causa N° 11.158.


    F, 10, L. XLVI, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación. Delitos de lesa humanidad cometidos durante la última dictadura militar. Prisión domiciliaria como medida menos lesiva. Ponderación de riesgos procesales: evaluación de las acciones orientadas a la obstrucción del esclarecimiento de los hechos.


    En los casos de imputados por delitos de lesa humanidad a favor de quienes se concedió la excarcelación, y que hasta ese momento cumplían la detención cautelar en su domicilio, no se puede soslayar el carácter menos lesivo de esa detención respecto del encarcelamiento con el mismo fin, ya que ante una imputación de gravísimas transgresiones a los derechos humanos, tal medida no parece violatoria de las garantías fundamentales del acusado.  Las investigaciones encaminadas a esclarecer los crímenes cometidos durante la última dictadura, tuvieron inicio luego de restablecida la democracia, y la circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas conductas que indefectiblemente se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos. Conductas que, por lo demás, fueron llevadas a cabo en diversas situaciones sociopolíticas y mediante distintos medios, por quienes resultaban eventuales imputados o se oponían obstinadamente a que el actuar ilegal de aquéllos sea sometido a juicio.  Tampoco se puede desconocer que algunos casos recientes de maniobras que ponen en peligro la conclusión regular de los procesos por los delitos caracterizados en el art. 10, inc, 1°, de la ley 23.049, como la sospechosa muerte del ex Prefecto Héctor Febres en su celda de detención de una delegación de la Prefectura Naval Argentina, las intromisiones delictuosas que ha sufrido la justicia federal cordobesa durante el desarrollo de reservadas tareas vinculadas o la notoria desaparición del testigo Julio López en la provincia de Buenos Aires, apuntalan la presunción de que las estructuras de poder que actuaron en la época de comisión de los hechos con total desprecio por la ley, integrando una red continental de represión ilegitima, todavía hoy mantienen una actividad remanente, y que la libertad de esta clase de imputados, a los que se le atribuyen hechos gravísimos que habría cometido en su calidad de agentes estratégico de esas estructuras, facilita la posibilidad de que recurran a ellas para eludir u obstaculizar la acción de la justicia.  El tribunal de casación no puede dejar de ponderar este riesgo sin incurrir en arbitrariedad, al tener en cuenta las condiciones personales de los imputados, riesgo que, por lo demás, se ve robustecido por la expectativa de una pena que, si se considera la gravedad de la imputaciones, sería una de las máximas previstas en nuestro ordenamiento.


    P., Luis Alberto s/ Causa N° 11.160.


    P, 779, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación. Delitos de lesa humanidad cometidos durante la última dictadura militar. Prisión domiciliaria como medida menos lesiva. Ponderación de riesgos procesales: evaluación de las acciones orientadas a la obstrucción del esclarecimiento de los hechos.


    En los casos de imputados por delitos de lesa humanidad a favor de quienes se concedió la excarcelación, y que hasta ese momento cumplían la detención cautelar en su domicilio, no se puede soslayar el carácter menos lesivo de esa detención respecto del encarcelamiento con el mismo fin, ya que ante una imputación de gravísimas transgresiones a los derechos humanos, tal medida no parece violatoria de las garantías fundamentales del acusado.  Las investigaciones encaminadas a esclarecer los crimenes cometidos durante la última dictadura, tuvieron inicio luego de restablecida la democracia, y la circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas conductas que indefectiblemente se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos. Conductas que, por lo demás, fueron llevadas a cabo en diversas situaciones sociopolíticas y mediante distintos medios, por quienes resultaban eventuales imputados o se oponían obstinadamente a que el actuar ilegal de aquéllos sea sometido a juicio. Tampoco se puede desconocer que algunos casos recientes de maniobras que ponen en peligro la conclusión regular de los procesos por los delitos caracterizados en el art 10, inc, 1°, de la ley 23,049, como la sospechosa muerte del ex Prefecto Héctor Febres en su celda de detención de una delegación de la Prefectura Naval Argentina, las intromisiones delictuosas que ha sufrido la justicia federal cordobesa durante el desarrollo de reservadas tareas vinculadas o la notoria desaparición del testigo Julio López en la provincia de Buenos Aires, apuntalan la presunción de que las estructuras de poder que actuaron en la época de comisión de los hechos con total desprecio por la ley, integrando una red continental de represión ilegitima, todavía hoy mantienen una actividad remanente, y que la libertad de esta clase de imputados, a los que se le atribuyen hechos gravísimos que habría cometido en su calidad de agentes estratégico de esas estructuras, facilita la posibilidad de que recurran a ellas para eludir u obstaculizar la acción de la justicia.  El tribunal de casación no puede dejar de ponderar este riesgo sin incurrir en arbitrariedad, al tener en cuenta las condiciones personales de los imputados, riesgo que, por lo demás, se ve robustecido por la expectativa de una pena que, si se considera la gravedad de la imputaciones, sería una de las máximas previstas en nuestro ordenamiento.


    M., Leandro Marcelo s/ Causa N° 11.323.


    M, 29, L. XLVI, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación. Delitos de lesa humanidad cometidos durante la última dictadura militar. Prisión domiciliaria como medida menos lesiva. Ponderación de riesgos procesales: evaluación de las acciones orientadas a la obstrucción del esclarecimiento de los hechos.


    En los casos de imputados por delitos de lesa humanidad que al momento de la concesión de su excarcelación, se encontraban cumpliendo la detención cautelar en su domicilio, no se puede soslayar el carácter menos lesivo de esa detención respecto del encarcelamiento con el mismo fin, por lo que ante una imputación de gravísimas transgresiones a los derechos humanos, tal medida no parece violatoria de las garantías fundamentales del acusado.  Las investigaciones encaminadas a esclarecer los crímenes cometidos durante la última dictadura, tuvieron inicio luego de restablecida la democracia, y la circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas conductas que indefectiblemente se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos. Conductas que, por lo demás, fueron llevadas a cabo en diversas situaciones sociopolíticas y mediante distintos medios, por quienes resultaban eventuales imputados o se oponían obstinadamente a que el actuar ilegal de aquéllos sea sometido a juicio.  Tampoco se puede desconocer que algunos casos recientes de maniobras que ponen en peligro la conclusión regular de los procesos por los delitos caracterizados en el art. 10, inc. 1°, de la ley 23.049, como la sospechosa muerte del ex Prefecto Héctor F. en su celda de detención en una delegación de la Prefectura Naval Argentina, las intromisiones delictuosas que ha sufrido la justicia federal cordobesa durante el desarrollo de reservadas tareas vinculadas o la notoria desapatición del testigo Julio L. en la provincia de Buenos Aires, apuntalan la presunción de que las estructuras de poder que actuaron en la época de comisión de los hechos con total desprecio por la ley, integrando una red continental de represión ilegítima, todavía hoy mantienen una actividad remanente. Y que la libertad de los imputados a quienes se les atribuyen hechos gravísimos que habrían cometido en su calidad de agente de esas estructuras, facilita claramente la posibilidad de que recurra a ellas para eludir u obstaculizar la acción de la justicia.  El tribunal de casación no puede, sin incurrir en arbitrariedad, dejar de ponderar este riesgo. Debe tenerse en cuenta que las condiciones personales de esta clase de imputados se cumplen, por lo general, todos los militares de similar grado sospechados de delitos de lesa humanidad, ya que obraron, justamente, al amparo de su propicia situación económica, familiar y social, y bajo este mismo estatus podrían frustrar su proceso. A lo que cabe agregar que ese riesgo se ve robustecido por la expectativa de una pena que, al tener en cuenta la gravedad de las imputación, sería una de las máximas previstas en nuestro ordenamiento.


    M., Ángel Lionel s/ Causa N° 11.166.


    M, 30, L. XLVI, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación. Delitos de lesa humanidad cometidos durante la última dictadura militar. Prisión domiciliaria como medida menos lesiva. Ponderación de riesgos procesales: evaluación de las acciones orientadas a la obstrucción del esclarecimiento de los hechos.


    En los casos de imputados por delitos de lesa humanidad que al momento de la concesión de su excarcelación, se encontraban cumpliendo la detención cautelar en su domicilio, no se puede soslayar el carácter menos lesivo de esa detención respecto del encarcelamiento con el mismo fin, por lo que ante una imputación de gravísimas transgresiones a los derechos humanos, tal medida no parece violatoria de las garantías fundamentales del acusado.  Las investigaciones encaminadas a esclarecer los crímenes cometidos durante la última dictadura, tuvieron inicio luego de restablecida la democracia, y la circunstancia de que hoy estén en trámite no se debe a la impericia de la justicia, sino a las numerosas conductas que indefectiblemente se orientaron a la obstrucción del esclarecimiento de esos hechos. Conductas que, por lo demás, fueron llevadas a cabo en diversas situaciones sociopolíticas y mediante distintos medios, por quienes resultaban eventuales imputados o se oponían obstinadamente a que el actuar ilegal de aquéllos sea sometido a juicio.  Tampoco se puede desconocer que algunos casos recientes de maniobras que ponen en peligro la conclusión regular de los procesos por los delitos caracterizados en el art. 10, inc. 1°, de la ley 23.049, como la sospechosa muerte del ex Prefecto Héctor Febres en su celda de detención en una delegación de la Prefectura Naval Argentina, las intromisiones delictuosas que ha sufrido la justicia federal cordobesa durante el desarrollo de reservadas tareas vinculadas o la notoria desapatición del testigo Julio López en la provincia de Buenos Aires, apuntalan la presunción de que las estructuras de poder que actuaron en la época de comisión de los hechos con total desprecio por la ley, integrando una red continental de represión ilegítima, todavía hoy mantienen una actividad remanente. Y que la libertad de los imputados a quienes se les atribuyen hechos gravísimos que habrían cometido en su calidad de agente de esas estructuras, facilita claramente la posibilidad de que recurra a ellas para eludir u obstaculizar la acción de la justicia.  El tribunal de casación no puede, sin incurrir en arbitrariedad, dejar de ponderar este riesgo. Debe tenerse en cuenta que las condiciones personales de esta clase de imputados se cumplen, por lo general, todos los militares de similar grado sospechados de delitos de lesa humanidad, ya que obraron, justamente, al amparo de su propicia situación económica, familiar y social, y bajo este mismo estatus podrían frustrar su proceso. A lo que cabe agregar que ese riesgo se ve robustecido por la expectativa de una pena que, al tener en cuenta la gravedad de las imputación, sería una de las máximas previstas en nuestro ordenamiento.


    B., Guillermo Félix s/ Causa N° 11.154.


    B, 23, L. XLVI, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Excarcelación. Imputado de delito de desaparición forzada de personas durante la última dictadura militar. Posibilidad de eludir el accionar de la justicia.


    Al excarcelar a un imputado de numerosos delitos de lesa humanidad no sólo pone en riesgo la realización de la justicia penal, sino también la responsabilidad internacional del Estado argentino. La desaparición forzada de personas, en tanto, es considerada un delito continuado o permanente mientras se ignore el destino de las víctimas. Cabe destacar que, no se trata aquí de cualquier organización, sino de una formada al amparo de una dictadura que, además de gobernar la Argentina durante siete años, integró una red continental de represión ilegítima, cuyas estructuras de acción dieron sobradas pruebas de poder aun después de restablecida la democracia en la región y que, por desgracia, todavía hoy conservarían una actividad remanente en nuestro país.


    V., Eugenio Bautista s/ causa N° 11.726


    V, 45, L. XLVI, 25 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a lo dictaminado en autos G.21, XLVI, "Guil, Joaquín s/causa N° 10456".


    D., Jorge Roberto s/ Causa n° 12692.


    D, 578, L. XLVI, 13 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en A. 230, L. XLV, "Acosta , Jorge Eduardo y otros s/ Recurso de casación".


    A., Jorge Eduardo s/ Causa N° 10.770


    A, 445, L. XLV, 28 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la causa A. 230, L. XLV, "Acosta, Jorge Eduardo y otros s/ Recurso de casación".


    A., Juan Antonio s/ Causa N° 10.769


    A, 431, L. XLV, 28 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la causa D. 175, L. XLVI, "D., Carlos Eduardo s/ Causa N° 11.999".


    D., Carlos Eduardo s/ Causa N° 12.004


    D, 176, L. XLVI, 14 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Valor jurídico de las sentencias de la Corte Interamericana. No obligatoriedad erga omnes. Plazo razonable de la prisión preventiva. Doctrina del plazo judicial. Doctrina del plazo legal máximo.


    Según el derecho interamericano, las únicas decisiones de los órganos de protección del sistema interamericano que son obligatorias para los Estados son las sentencias contenciosas de la Corte Interamericana, y ello, por un lado, en los términos del art. 68.1 de la Convención Americana, esto es, sólo respecto del Estado que fue parte en el proceso internacional y exclusivamente en relación con ese proceso concreto y, por el otro, siempre y cuando esas sentencias no impongan una medida que implique desconocer derechos fundamentales del orden jurídico interno. Las decisiones de la Corte Interamericana no tienen efectos generales, erga omnes, sobre otros casos similares existentes en el mismo u otro Estado. En cuanto concierne a la jurisprudencia de la Corte Interamericana, esto es, al fundamento jurídico de la decisión -decisión o parte resolutiva a la cual se refiere el art. 68.1-, ninguna disposición de la Convención establece su carácter vinculante y mucho menos su valor erga omnes. El derecho argentino no ha establecido expresamente la obligatoriedad de las sentencias de la Corte Interamericana más allá de lo dispuesto por el art. 68 de la Convención Americana. La doctrina sentada a partir de "Giroldi" ha de interpretarse en el sentido de que un tribunal judicial nacional está obligado a tener en consideración la jurisprudencia de los órganos interamericanos relativa a las disposiciones de la Convención Americana, así como de otros textos del derecho interamericano que estén sometidos a la supervisión de dichos órganos y formen parte del bloque de constitucionalidad (v.gr., la Convención Interamericana contra la Desaparición Forzada de Personas). Esto incluye un deber de examinar minuciosamente la aplicabilidad de la jurisprudencia al caso concreto, de exponerla y discutirla razonadamente y, en su caso, de explicar las razones jurídicas por las cuales no se la sigue en el caso particular. El hecho de que la jurisprudencia de la Corte Interamericana deba servir de guía para la interpretación de los preceptos convencionales no significa, empero, su aplicación irreflexiva y automática. Esta jurisprudencia debe ser evaluada y ponderada en el marco del orden constitucional y, por ello, a la luz de las demás normas constitucionales, desde luego obligatorias para los tribunales nacionales. La Corte Interamericana sentó en el precedente "Bayarri" la doctrina de que se viola el art. 7.5 de la Convención cuando un Estado, que ha establecido un plazo legal máximo a la duración de la prisión preventiva, mantiene a una persona en encarcelamiento preventivo luego del vencimiento de dicho plazo. Los tribunales locales son quienes deben decidir si la ley nacional establece un plazo legal máximo a la prisión preventiva, es decir, si la doctrina del precedente "Bayarri" es aplicable a la ley 24.390 según el texto de 25.430. La Corte Interamericana tiene la última palabra sobre la interpretación de la Convención en los procesos internacionales seguidos en el sistema interamericano. Pero en los procesos judiciales internos, son los tribunales que integran el poder judicial de la Nación y, en última instancia V.E., los que deben decidir todas las cuestiones referidas a la interpretación de la Constitución, de las leyes de la Nación y también de los tratados internacionales. La afirmación contenida en la sentencia impugnada acerca de que la doctrina "Bramajo" sería reprochable a la luz del nuevo precedente "Bayarri", únicamente podría ser plausible en relación con el texto original de la ley 24.390. No, en cambio, respecto del texto reformado por la ley 25.430, pues el nuevo texto no regula un plazo legal fijo, sino que consagra legalmente la doctrina del plazo judicial. Se comparta o no, con la reforma de la ley 25.430 el legislador tuvo por propósito quitar a los plazos de la ley 24.390 su carácter automático o fatal, esto es, quiso dejar de lado la doctrina del plazo legal.


    A., Jorge Eduardo y otro s/ recurso de casación


    A, 93, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Prisión preventiva. Prórroga. Aplicación de la ley 24.390 con la reforma introducida por la ley 25.430. Precedente "Bramajo". Doctrina del plazo judicial.


    Si bien es cierto que la aplicación retroactiva de la ley 25.430 se halla vedada por el principio de legalidad material, consagrado en el art. 18 de la Constitución Nacional, también lo es que el recurrente no demuestra, en qué medida la aplicación de la ley 24.390 habría de conducir a otra solución cuando, según la jurisprudencia de V.E. -única dirimente en esta cuestión- sentada en Bramajo y reiterada recientemente en la causa S. 61, XLVI, "Simón, Julio H. s/recurso de casación" (sentencia del 1 de junio de 2010), esa norma ha de ser interpretada en el sentido de que no establece un plazo de aplicación automática, sino uno que debe ser determinado por la autoridad judicial teniendo en cuenta las circunstancias concretas del caso particular (doctrina del "plazo judicial").


    R., Oscar Augusto Isidro s/ Causa N° 9.267


    R, 418, L. XLV, 06 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    General


    Solicitud de desestimación y archivo de denuncia por no constituir delito el hecho allí relatado. Presunta maniobra de contrabando de importación que involucra embarcación de bandera panameña. Competencia originaria ajena a la cuestión.


    De las constancias del expediente relacionadas en el referido dictamen fiscal se desprende que corroborados los extremos que dieran lugar a la prevención inicial, se habría determinado que no existió maniobra delictiva de ningún tipo. En consecuencia, y además de lo restringida y excepcional que resulta la competencia originaria de la Corte Suprema de Justicia de la Nación (arts. 116 y 117 de la Constitución Nacional), no surgen elementos de prueba sobre cuya base pueda señalarse una eventual responsabilidad de alguna persona miembro de una representación diplomática acreditada ante nuestro país, por lo que opino que esta causa resulta ajena a la competencia originaria de V.E.


    N.N. s/ Inf. Ley 22.415.


    N, 126, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Extradición


    Aplicación de tratado bilateral. Tratado de extradición celebrado con la República del Paraguay (cfr. ley 25.302), art 10.2. Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767), art. 8.d y art. 13 d, y c. Prohibición del juez de la extradición de conocer sobre el fondo del asunto. Fundamento de la privación de libertad.


    Ante la existencia de un tratado bilateral, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento internacional (artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados) e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre ambas naciones. Por otra parte, excede al trámite de este pedido la consideración de irregularidades que pudieran existir en la sustanciación del proceso principal, ya que, por definición, le está vedado al juez de la extradición conocer del fondo del asunto y, en especial, sobre la culpabilidad o inculpabilidad de la persona reclamada, por lo que las quejas referidas a la sustanciación de la investigación en jurisdicción paraguaya deben ser planteadas ante el magistrado de origen. En cuento a la privación de la libertad encuentra su fundamento formal, en los procesos extraditorios, en la solicitud de arresto provisorio emanada de las autoridades competentes extranjeras, la cual se sustenta en una orden de detención judicial.


    P., Claudio Alberto s/ Detención preventiva con miras de extradición a la República del Paraguay


    P, 128, L. XLVI, 31 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Cómputo del tiempo de privación de la libertad que demande el trámite de extradición. Facultad investida por cualquiera de los órganos del Estado requirente. Partes en los pedidos de asistencia judicial internacional. Instrumentos de cooperación judicial.


    La extradición no será concedida si el Estado requirente no diere seguridades de que se computará el tiempo de privación de libertad que demande el trámite de extradición, como si el extraditable lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento. Como puede apreciarse, no se inviste especialmente a los tribunales judiciales la facultad de asegurar lo allí prescripto, sino que simplemente se hace referencia al "Estado requirente"; expresión que, se refiere a cualquiera de sus órganos, incluido el Ministerio Público Fiscal. Las partes en los pedidos de asistencia judicial internacional son los Estados. Así, se ha sostenido que "toda extradición supone un Estado requirente y un Estado requerido", y que los convenios y las leyes específicas son instrumentos de cooperación judicial destinados a reglar las relaciones entre los Estados en la materia, con el debido respeto por las garantías fundamentales del requerido.


    M., Ben Ivgy s/ Extradición.


    M, 420, L. XLIII, 01 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Concesión de extradición. Remisión al memorial que luce en fojas 478/482.


    Interpol s/ Pedido de detención por extradición a España de Mario Luis B. s/ Causa N° 298/08.


    I, 52, L. XLV, 02 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de lesa humanidad. Revocación de sentencia que permitía la extradición reclamada por la República de Italia por hechos cometidos en suelo argentino durante la última dictadura militar. Violación al principio de ne bis in idem. Art. 25 de la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal: representación del interés por la extradición por parte del Ministerio Público Fiscal.


    Desde que nuestro país volvió a regirse por las instituciones democráticas nuestra república ha demostrado voluntad para juzgar los hechos ocurridos en este territorio entre el 24 de marzo de 1976 y el 10 de diciembre de 1983. En el plano específico de las solicitudes de extradición también se advierte la intención de esclarecer los hechos cometidos en la dictadura. La política vigente, en materia de derecho internacional, se encuentra plasmada en el Decreto Nacional 420/2003 donde se deja establecida la necesidad del trámite judicial en todos los casos de solicitudes de colaboración o extradición. Para ello se tiene especial consideración que, si bien la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (ley 24.767) impone al Ministerio Público Fiscal el deber de "representar el interés por la extradición", esta tarea debe conjugarse con la defensa de la legalidad que la Constitución Nacional pone en cabeza de los fiscales. Máxime cuando las pretensiones del Estado requirente se encuentran adecuadamente salvaguardadas, con la noticia dada a sus autoridades locales de que pueden intervenir por medio de un representante, tal como lo permite el artículo 25 de la ley 24.767. Por otra parte conceder la extradición implicaría privar al requerido de la garantía que resguarda contra la doble persecución penal, por cuanto, una vez iniciado el proceso, cualquiera sea la causa por la que finalice -absolución, condena o no continuación- el individuo requerido está al amparo de aquélla, según el alcance del ordenamiento jurídico argentino. Adoptar la solución de favorecer el juzgamiento por los tribunales argentinos de los hechos cometidos en suelo nacional, brinda seguridad al requerido en cuanto a que no tendrá que enfrentarse a múltiples procedimientos por los mismos acontecimientos y, además, garantiza el amplio ejercicio de su derecho de defensa, por la cercanía al sitio donde fueron cometidos los delitos y a las pruebas de su existencia.


    O. O., Antranig s/ Extradición.


    O, 215, L. XLV, 25 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Extradición requerida por autoridades de la República Oriental del Uruguay. Delito de lavado de activos. Características del proceso de extradición. Cuestiones de validez de prueba o actos procesales.


    El proceso de extradición no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues no envuelve el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido en los hechos que dan lugar al reclamo, razón por la cual, no caben en él otras discusiones que las referentes a la identidad de la persona cuya entrega se reclama y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y, en su caso, los tratados que gobiernan el proceso. A este respecto, se ha dicho que las cuestiones en torno a la validez de la prueba o de los actos procesales; las que se dirigen a cuestionar la legalidad del procedimiento de origen, de los tipos penales del ordenamiento jurídico extranjero, o de ciertos institutos propios del sistema de investigación del Estado requirente; y las referidas a que la prueba para vincular al requerido con el hecho atribuido resultaba notoriamente insuficiente, constituyen defensas que han de ser interpuestas en la causa que motiva la solicitud y resueltas por la autoridad judicial extranjera con competencia para ello, ya que lo contrario conduce a desnaturalizar el procedimiento de la extradición, que no admite otros reparos que los derivados de la soberanía de la Nación requerida y de las condiciones fundamentales escritas en las leyes y los tratados que regulen la materia. Por otra parte, la especial naturaleza del trámite de extradición no autoriza una revisión exhaustiva de los elementos que integran el proceso que se le sigue a la persona en el país requirente, dado a que imponerle a jueces ajenos al proceso (como los son los de la extradición) resolver cuestiones, quizás intrincadas, como la validez y fiabilidad de la prueba, sobre la base de un conocimiento imperfecto de los hechos de la causa, trae como peligrosa consecuencia que puedan dictarse decisiones infundadas que podrían pesar en contra de los propios intereses de los imputados. Desde esta perspectiva, la extradición es un procedimiento de asistencia judicial internacional cuyo fundamento radica en el interés común de todos los estados de que los delincuentes sean juzgados en el país a cuya jurisdicción internacional corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictivos, por lo que en las actuaciones sobre extradición el criterio judicial debe ser favorable al propósito de beneficio universal que la inspira.


    I., Alejandro s/ Extradición.


    I, 56, L. XLVI, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Extradición requerida por las autoridades de la República Federativa de Brasil. Plazo de presentación del pedido formal de la misma: la introducción extemporánea de la solicitud de auxilio internacional no provoca su nulidad. Procedimiento de extradición. Facultades del Poder Ejecutivo. Entrega de nacionales. Falta de requisito de reciprocidad para situaciones análogas con el país solicitante. Rol del Poder Judicial de la Nación. Pedido de replanteamiento de prueba.


    La tardía introducción formal del pedido de extradición no puede invocarse como una excepción legal contra la entrega del requerido, toda vez que la fijación de un término para el mantenimiento del requerido bajo arresto provisorio tiene por objeto impedir que, reclamada la detención sin prueba alguna, esa situación se prolongue más allá del plazo establecido si el Estado requirente no presenta antecedentes bastantes para justificar su solicitud. Resulta ilustrativo señalar que tanto en el tratado bilateral, como en la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal, la única consecuencia que acarrea la remisión tardía de la documentación, es la liberación de la persona requerida (artículos VI, párrafo 2, del tratado y 50 de la ley). En efecto, el fin del artículo citado del convenio con Brasil (así como también del artículo 50 de la ley 24.767 y las normas coincidentes que contienen los tratados de extradición) es evitar la extensión inmotivada de la detención (o del sometimiento a proceso) del extraditable sin que el Estado requirente exprese en forma fehaciente su interés por el extrañamiento. Por otra parte, es importante destacar que en los procedimientos de extradición no hay etapa de instrucción en sentido estricto, en razón de que no se persigue comprobar si existe un hecho delictuoso mediante diligencias conducentes al descubrimiento de la verdad, establecer las circunstancias que lo califiquen, agraven, atenúen, justifiquen o influyan en la punibilidad, individualizar a los partícipes, o comprobar la extensión del daño provocado por el delito. Y ello es así porque el pedido formal de extradición funciona en nuestro sistema procesal de forma similar a la requisitoria de elevación a juicio. Es decir, el acto que da comienzo al proceso de extradición es análogo y equiparable al que inaugura la etapa de juicio. Como se ve, la sucesiva participación de un juez en los dos estadíos del proceso penal no se adapta al particular procedimiento de la extradición donde, por definición, le está vedado a éste conocer del fondo del asunto, y en especial, sobre la culpabilidad o inculpabilidad de la persona reclamada. Este criterio es concordante con la ley 24.767 en cuanto establece que "En el juicio no se podrá discutir acerca de la existencia del hecho imputado o la culpabilidad del requerido, restringiéndose el debate a las condiciones exigidas por esta ley, con exclusión de las que surgen de los artículos 3°, 5° y 10" (artículo 30). Desde otro punto de vista el Tratado de extradición con la República Federativa de Brasil prescribe que las partes se comprometen a la entrega recíproca de los individuos requeridos judicialmente que se encuentran en el territorio de la otra, con la salvedad de que "cuando el individuo en cuestión fuere nacional del Estado requerido, éste no estará obligado a entregarlo" (artículo 1). De allí se sigue que es potestativo de los países firmantes el entregar o no a sus nacionales. Es decir que, por voluntad de los contratantes, el tratado establece una cláusula facultativa en ese aspecto. Circunstancia que se encuentra prevista en el artículo 12 de la ley 24.767, último párrafo: "... si fuere aplicable al caso un tratado que faculta la extradición de nacionales, el Poder Ejecutivo, en la oportunidad prevista en el artículo 36, resolverá si se hace o no lugar a la opción". De tal forma, ante un tratado internacional que faculta la entrega de nacionales, la decisión recae exclusivamente en ese poder. Finalmente la falta de reciprocidad invocada por el recurrente se vincula con la ejecución de un tratado y las consecuencias que, en caso de su incumplimiento, pueden derivarse. En este sentido se entiende que es el derecho interno de cada Estado el que determina cuál es el órgano estatal investido de la competencia necesaria para apreciar la ejecución por un Estado extranjero de sus obligaciones internacionales. De esta forma le corresponde en forma privativa al Poder Ejecutivo la valoración de las relaciones que vinculan a nuestro país con el Estado requirente y, por tanto, es él el único que se halla capacitado para decidir hasta qué punto la práctica extranjera, o el motivo que ha dado lugar a ella, puede afectar la confianza en el cumplimiento de las obligaciones que asume la nación solicitante. Respecto del rol que cumple el Poder Judicial de la Nación en la práctica de los estados en la ejecución de sus obligaciones, sólo está constitucionalmente habilitado para asignarle consecuencias jurídicas en la medida en que una norma así lo establezca y con el alcance que ella disponga, de forma que no puede erigirse en juez de la condición de reciprocidad para, en su caso, negarse a aplicar un tratado, ya que la apreciación de aquella circunstancia y de las consecuencias que su configuración o ausencia pueden generar en el campo de las obligaciones convencionales internacionales en juego, constituye una atribución política del Poder Ejecutivo Nacional, en consonancia con las cláusulas constitucionales que confían a éste el manejo de las relaciones exteriores.


    S. P., Luis Bernardo s/ Captura internacional.


    S, 126, L. XLVI, 11 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Extradición requerida por las autoridades del Reino de España. Interés en la tutela de los derechos de los hijos menores del requerido. Convención sobre los Derechos del Niño. Determinación de pruebas pertinentes al proceso de extradición. Plazo de presentación del pedido formal de extradición. Requisitos. Competencia del juez de la extradición. Fines resocializadores de la pena. Plazo de prescripción.


    La existencia de hijos menores no está contemplada como causal que impida la extradición de sus progenitores, ni en el tratado de extradición ni en la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (24.767). Ello no significa, en modo alguno, desentenderse del prioritario interés en la tutela de los derechos del niño, conforme lo prevé la Convención sobre los Derechos del Niño. En otro orden de ideas, la determinación de qué pruebas son pertinentes es una potestad del juez quien, si considera que las propuestas de la parte no lo son por ser ajenas al especial proceso de extradición, no viola la garantía de defensa en juicio por cuanto no es obligación del tribunal conformar su decisión a las pretensiones de la parte, sino velar para que ella cuente con la efectiva posibilidad de oponer sus defensas. Este criterio es concordante con la estructura del proceso penal nacional en el cual el magistrado puede rechazar pruebas si las considera impertinentes o inútiles (cfr. artículo 348 del Código Procesal Penal de la Nación) o "impertinentes o sobreabundantes" (cfr. artículo 356), conforme el progreso de los estadios procesales. Por otra parte, la tardía introducción del pedido formal de prórroga de extradición no puede invocarse como una excepción legal contra la entrega, toda vez que la fijación de un término para el mantenimiento del requerido bajo arresto provisorio tiene por objeto impedir que, reclamada la detención sin prueba alguna, esa situación se prolongue más allá del plazo establecido si el Estado requirente no presenta antecedentes bastantes para justificar su solicitud. Es importante destacar que no es competencia del juez de la extradición evaluar a la luz de nuestro ordenamiento una cuestión de fondo que sólo podrá ser discutida en los tribunales del país requirente, tal como lo serían los beneficios de los que pudiera gozar el condenado en la ejecución de la pena privativa de libertad, donde se deberán aplicar los principios de buena fe y pro homine. Ello sin perjuicio, que por razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas de derecho internacional de los derechos humanos, se aconseja que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de libertad al que estuvo sujeto el requerido en el trámite de extradición, con el fin de que las autoridades jurisdiccionales competentes extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento. Finalmente, el efectivo cumplimiento de los fines resocializadores de la pena es una pauta ajena a la presente etapa del juicio de extrañamiento, por lo que siempre que el resto de pena supere el umbral mínimo dispuesto por el artículo 2.2 del tratado aplicable, se presume el interés de los Estados contratantes para poner en movimiento los mecanismos internos de colaboración internacional, debido a la gravedad del delito por el cual fue condenada la persona a extraditar. Es que las pautas invocadas como los fines de la pena y los vínculos que por relaciones familiares o residencia pudiera tener el condenado en Argentina, deberán ser tomadas en cuenta por el Ministerio de Justicia, en función de lo establecido en el art. 84 de la ley 24.767, cuando decida acerca de la petición de traslado. En los supuestos de los artículos 82 y 83 lo que se aplica es una medida administrativa destinada a determinar el lugar de cumplimiento de la condena, conforme la pretensión del condenado y siguiendo criterios humanitarios para una mejor resocialización; esto es, para que se cumplan adecuadamente los fines de la pena.


    R., Enzo Federico s/ Su pedido de extradición.


    R, 211, L. XLVI, 12 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Requerimiento de extradición por las autoridades de la República de Francia. Garantías procesales. Doble persecución penal.


    Toda vez que el juez de la extradición rechazó la entrega reclamada en virtud de que el extraditable está siendo juzgado por los mismos hechos que motivaron la requisitoria en suelo nacional, en salvaguarda de la garantía que protege contra la múltiple persecución penal y que el representante del Ministerio Público Fiscal en esa instancia no expresó agravio alguno contra dicha decisión, estimo que debe confirmarse la decisión recurrida y denegarse la colaboración rogada.


    A., Alfredo Ignacio s/ Extradición.


    A, 538, L. XLVI, 13 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Concesión de extradición. Protección y garantías del imputado. Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal. Convención sobre los Derechos del Niño.


    La Corte ha establecido en otras extradiciones solicitadas, como en el caso, por la República de Paraguay, que debe tenerse en cuenta no tanto las referencias genéricas a una situación determinada, sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en este proceso en particular de la justicia del país requirente, tanto en lo que se refiere no sólo a sus derechos y garantías como a la seguridad y custodia de su persona. En el caso, no existen motivos suficientes y valederos para dudar de que en el estado requirente -con quien nos une una larga tradición de asistencia recíproca- se habrá de "aplicar con justicia la ley de la tierra".  De esta forma, basta, para resguardar la integridad física del extraditable, que el Poder Ejecutivo (quien deberá hacer efectivo el extrañamiento -artículo 38 de la ley 24.767-) provea de los medios necesarios para que el traslado se efectúe resguardando su salud física y ponga en conocimiento del Estado requirente su estado de salud a fin de que continúe recibiendo los tratamientos médicos que hubiere menester. Por otro lado, ante la existencia de tratado, sus disposiciones son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento convencional (artículo 31 de la Convención de Viena sobre Derecho de los Tratados) e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre las naciones.  Al mismo tiempo, la extradición es una de las causas justificadas por la Convención de los Derechos del Niño para efectuar la separación entre padres e hijos. En este sentido, la pauta hermenéutica liminar del "interés superior del niño" no puede ser interpretada de forma que los derechos receptados por el instrumento internacional, sean utilizados para beneficiar a los adultos con quienes el niño mantiene algún vínculo familiar o afectivo.


    F. R., Manuel s/ Detención preventiva con fines extraditorios


    F, 496, L. XLV, 15 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Improcedencia. Agravio presentado por la defensa: La solicitud de extradición efectuada por las autoridades de los Estados Unidos de Norteamérica oculta una persecución por razones políticas.


    Mal puede prosperar una acusación si no se acompañan pruebas fehacientes que apuntalen la protesta de la defensa, sin que puedan considerarse de igual forma meras conjeturas que no alcanzan para conmover la confianza que necesariamente depositan los Estados contratantes en sus respectivos sistemas de gobierno y, particularmente, en que los tribunales del país requirente aplicaron y han de aplicar con justicia la ley de la tierra.


    T., Patrick Champlain s/ Extradición


    T, 354, L. XLII, 15 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Juicio de extradición. Posible comisión de delitos contra la administración pública en la República del Perú. Causales de suspensión del juicio extraditorio: improcedencia de las causales no previstas en el tratado de extradición aplicable. Valoración de la situación carcelaria del país requirente.


    Mal puede prosperar una acusación como la que se intenta si no se acompañan pruebas fehacientes que apuntalen la protesta de la defensa con aplicación a la concreta situación de los imputados, sin que puedan atenderse meras conjeturas que no alcanzan para conmover la confianza que necesariamente depositan los estados contratantes en sus respectivos sistemas de gobierno y, particularmente, en que los tribunales del país requirente aplicaron y han de aplicar con justicia la ley de la tierra. En cuanto a cuestión de que la concesión de la extradición afectaría el entorno familiar del imputado, más allá de que su vaga y general referencia así como su extemporánea invocación, le valen de por sí el rechazo, la misma debe ser desestimada, además, por cuanto constituye una causal ajena a las previstas por el tratado aplicable para denegar el auxilio solicitado. En cuanto a la denegación de la solicitud de suspender el trámite de la extradición, hasta tanto se dilucide en el país requirente el planteo de nulidad contra la orden de arresto internacional, esta cuestión ya fue planteada anteriormente por la parte y resuelta fundadamente por el a quo durante la sustanciación de este proceso, sin que la recurrente haya mencionado su disconformidad tras ser notificada ni invocado el perjuicio en la audiencia de debate, razón por la cual deviene manifiesta su improcedencia, en función de los principios de preclusión y progresividad, que también caracterizan a los procedimientos de extradición. Allende de la intempestividad y falta de continuación señalada, es igualmente impertinente desde que tanto el tratado que gobierna este proceso como la ley nacional no contemplan esta causa de suspensión del juicio extraditorio. Y ello es así, por la sencilla razón de que éste no reviste el carácter de un verdadero juicio criminal, pues no envuelve el conocimiento del proceso en el fondo, ni implica decisión alguna sobre la culpabilidad o inculpabilidad del individuo requerido en los hechos que dan lugar al reclamo, motivo por el cual, no caben en él otras discusiones que las referentes a la identidad de la persona cuya entrega se reclama y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y, en su caso, los tratados que gobiernan el proceso. En cuanto a la cuestión de la prescripción, más allá de que la vaguedad y simpleza de la argumentación intentada está lejos de constituir una crítica concreta y razonada de la resolución, ya que no brinda mayores explicaciones de la razón que la orienta a desechar la regulación de la legislación foránea sobre el asunto, allende de mencionar que viola el principio de in dubio pro reo, sin siquiera hacer surgir la duda razonable que pueda llevar a ese desenlace, la ley peruana es suficientemente clara al respecto: ante la comisión de un delito por parte de funcionarios o servidores públicos en perjuicio del patrimonio del Estado o de organismos sostenidos por éste, se duplican los plazos de prescripción. En cuanto a la cuestión de que el estado de los establecimientos carcelarios del país requirente implicaría someter al extraditable a un trato incompatible con los estándares internacionales de protección de los derechos humanos, la mayoría de la Corte, tanto en "Borelina" como en "Crousillat", consideró que esa situación no constituye, por sí, un impedimento a la extradición porque "debe tenerse en cuenta en estos casos, no tanto las referencias genéricas a una situación determinada sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en este proceso en particular de la justicia del país requirente". Criterio concordante con el que propugna el Comité contra la Tortura, respecto del deber estatuido en el artículo 3 del Convenio, esto es, la prohibición de extraditar o entregar personas a países donde puedan ser sometidos a torturas o maltratos, quien sostiene que "el riesgo de tortura debe acreditarse sobre supuestos que van más allá de una mera especulación o sospecha" y "que ese peligro es personal y actual". En este contexto, debe merituarse que la República del Perú comunicó el "compromiso del órgano jurisdiccional peruano de prestar las garantías suficientes de que,en caso el procesado sea extraditado, se adoptarán las medidas y recaudos atinentes para salvaguardar su integridad".Es que la alegada situación carcelaria constituye, en el caso, un dato insuficiente, desde que el Estado requirente garantizó que velará por el bienestar del extraditable cabe descartar cualquier temor a que el Estado requirente incumpla sus deberes de protección de los derechos del imputado, ello dentro de la confianza que necesariamente depositan los Estados contratantes en sus respectivos sistemas de gobierno, máxime con un país cuyo compromiso con el resguardo de los derechos inalienables de toda persona se refleja en que, al igual que la Argentina, es firmante de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, y teniendo en consideración, además, que "existen mecanismos de protección nacionales y supranacionales que, a todo evento, podrán ejercer un control acerca de las condiciones que preocupan al extraditado".


    B. D., Jimmy Miguel s/ Arresto provisorio con fines de extradición.


    B, 770, L. XLVI, 09 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Tráfico ilícito de sustancias estupefacientes desde Argentina a Uruguay. "Proveedor estable". Tratado de extradición con la República Oriental del Uruguay. Concurrencia de aptitudes de los Estados contratantes para investigar las conductas descriptas en la requisitoria internacional. Excepción. Convención de extradición con la República de Italia. Caso "Kader". Ley 24.767. Deber del Ministerio Público Fiscal de "representar el interés por la extradición". Art. 120 de la Constitución Nacional. Convención sobre el Tráfico Ilícito de Estupefacientes de Viena de 1988.


    En el instrumento internacional (Tratado de extradición con la República Oriental del Uruguay) se reguló sobre el aspecto de la concurrencia de aptitudes de los Estados contratantes para investigar las conductas descriptas en la requisitoria internacional. En lo pertinente, allí se previó, para la procedencia de la extradición, "que la Parte requirente tenga jurisdicción para juzgar acerca de los hechos en los que se funda la solicitud, hayan sido o no cometidos en el territorio de la Parte requirente, salvo que la Parte requerida tenga competencia para conocer en la causa" (artículo 3.l.a). Como puede apreciarse, la cláusula impone como límite a la colaboración internacional que la contraparte tenga aptitud para conocer en los acontecimientos objeto de requisitoria. Resulta entonces que la conducta descripta por las autoridades requirentes al ser cometida en suelo nacional (artículo 10 del Código Penal de la Nación) también excita la competencia argentina, por lo que debe denegarse la entrega reclamada por imperio de la cláusula de exclusión contemplada en el acuerdo internacional. Esto es así, desde que los convenios y leyes de extradición no deben ser entendidos exclusivamente como instrumentos de cooperación judicial, destinados a reglar las relaciones entre los Estados en la materia, sino que también deben considerarse como garantía sustancial de que una persona no será entregada a un Estado extranjero sino en los casos y bajo las condiciones fijadas en el tratado o la ley, con respeto a sus derechos humanos fundamentales. Para este postulado se tiene especial consideración que, si bien la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (ley 24.767) impone a este Ministerio Público Fiscal el deber de "representar el interés por la extradición", esta tarea debe conjugarse con la defensa de la legalidad que la Constitución Nacional pone en cabeza de los fiscales (artículo 120). Máxime cuando las pretensiones del Estado requirente se encuentran adecuadamente salvaguardadas, con la noticia dada a sus autoridades locales de que pueden intervenir por medio de un representante, tal como lo permite el artículo 25 de la ley 24767. En consecuencia de lo mencionado cobra actualidad la obligación que surge de la Convención sobre el Tráfico Ilícito de Estupefacientes de Viena de 1988, en cuanto fija el deber de adoptar todas las medidas necesarias para que un Estado parte se declare competente respecto de delitos convencionales que haya tipificado cuando el presunto delincuente se encuentre en su territorio y dicha parte no lo extradite a otra basándose en que el delito se ha cometido en su territorio.


    Q. M., Modesto s/ Extradición.


    Q, 38, L. XLVI, 15 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Extradición. Solicitud efectuada por los Estados Unidos de Norteamérica a la Argentina. Incomparecencia de imputado a la audiencia de imposición de pena. Utilización de la vía diplomática. Requisito de la doble subsunción. Principio de legalidad.


    La existencia de un tratado bilateral, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento internacional. Si el Estado requirente transmite un compromiso mediante las autoridades facultadas para ello, no puede dudarse de que dicha comunicación es idónea para expresar su voluntad. Respecto del requisito de la doble incriminación lo relevante es que las normas penales de los países requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción y para esta constatación el juez de la extradición no está limitado por el nomen iuris del delito. Lo decisivo es, entonces, la coincidencia en la "sustancia de la infracción". No afecta a ello una diferencia en los elementos normativos del tipo o cuando la figura, tal como está regulada en el Estado requirente, posee mayores elementos típicos que la nacional o cuando carece de algunos elementos establecidos en el tipo argentino. El instituto anglosajón de conspiracy es asimilable al de asociación ilícita. Poco importará saber si cuando el hecho acaeció la conducta era reprimida por el orden jurídico argentino; lo que sí será importante es constatar si la Argentina considera viable el ejercicio de la persecución penal por ese hecho al momento en que se solicite su asistencia internacional, esto es, a partir del ingreso del pedido formal de extradición, que es la primera ocasión en la cual se le pide al Estado Argentino que haga uso de su poder represivo a título de cooperación internacional. No rige aquí el principio de legalidad en su exigencia de lex previa. Y ello es así puesto que, las normas de extradición no son reglamentarias del artículo 18 de la Constitución Nacional sino de su artículo 14, en tanto no es la finalidad de estos procedimientos la determinación de la culpabilidad del sujeto requerido por el hecho por el que se lo solicita sino que importan excepciones a la libertad de entrar, permanecer y salir del país.


    V., Bruce Vito s/ Extradición.


    V, 1, L. XLVI, 22 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Juicio de extradición. Nulidades: falta de cumplimiento de etapas procesales establecidas legalmente. Competencia del Poder Ejecutivo para resolver si hace lugar a la solicitud de extradición.


    La resolución apelada carece de validez al no haberse cumplido las etapas procesales del trámite judicial establecidas legalmente. A este respecto, tiene dicho la Corte que si en el ámbito de su competencia extraordinaria se encuentra habilitada para efectuar el control, aun de oficio, del desarrollo del procedimiento cuando se encuentran involucrados aspectos que atañen al orden público, toda vez que la eventual existencia de un vicio capaz de provocar una nulidad absoluta y que afectaria una garantía constitucional no podría ser confirmada, con mayor razón aún conserva dicha potestad cuando actúa en el marco de la mayor amplitud de la jurisdicción ordinaria, ya que la medida del conocimiento que otorga el recuso de apelación coincide con la que corresponde al órgano que dictó la resolución impugnada. Por esta razón, las actuaciones deben regresar al tribunal que intervino en la sustanciación del trámite extraditorio a fin de que las partes puedan ofrecer su parecer respecto de la información acompañada al pedido de colaboración transnacional y ejercer plenamente sus facultades en un contradictorio. Ello, sin perjuicio de señalar que, al tratarse de un pedido de colaboración regido por un instrumento internacional que faculta la extradición de nacionales, es prerrogativa del Poder Ejecutivo resolver si hace o no lugar a la opción.


    Unidad Especial de Investigaciones Policía de la Provincia de Chaco s/ Remite actuaciones orden de detención vía Interpol de Raúl Andrés V.


    U, 63, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Delitos de asociación destinada al tráfico ilícito de sustancias estupefacientes de forma reiterada y tráfico agravado de esas sustancias desde Argentina a Italia. "Proveedor estable". Deficiencias formales que adolecen tanto el recurso como su concesión. Incumplimiento del requisito exigido por el artículo 2 de la acordada 4/200. Caso "Kader". Ley 24.767. Artículo 120 Constitución Nacional. Deber del Ministerio Público Fiscal de "representar el interés por la extradición". Convención sobre el Tráfico Ilícito de Estupefacientes de Viena de 1988.


    Si el Tribunal pese a las deficiencias formales de que adolecen tanto el recurso como su concesión, entiende que debe pronunciarse sobre las cuestiones de autos porque pueden afectar el orden público, la entrega solicitada por imperio del artículo 7.a) del instrumento internacional (Tratado de extradición con la República de Italia), no debería concretarse. Esto es así, desde que los convenios y leyes de extradición no deben ser entendidos exclusivamente como instrumentos de cooperación judicial destinados a reglar las relaciones entre los estados en la materia, sino que también deben considerarse como garantía sustancial de que una persona no será entregada a un Estado extranjero sino en los casos y bajo las condiciones fijadas en el tratado o la ley, con respeto a sus derechos humanos fundamentales (considerando 4° del citado precedente "Kader"). Para ello tengo en especial consideración que, si bien la Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal (Ley 24.767) impone a este Ministerio Público Fiscal el deber de "representar el interés por la extradición", esta tarea debe conjugarse con la defensa de la legalidad que la Constitución Nacional pone en cabeza de los fiscales (artículo 120). Máxime cuando las pretensiones del Estado requirente se encuentran adecuadamente salvaguardadas, con la noticia dada a sus autoridades locales de que pueden. Intervenir por medio de un representante, tal como lo permite el artículo 25 de la ley 24.767. En consecuencia cobra actualidad la obligación que surge de la Convención sobre el Tráfico Ilícito de Estupefacientes de Viena de 1988, en cuanto fija el deber de adoptar todas las medidas necesarias para que un Estado parte se declare competente respecto de delitos convencionales que haya tipificado cuando el presunto delincuente se encuentre en su territorio y dicha parte no lo extradite a otra basándose en que el delito se ha cometido en su territorio.


    A., Juan Carlos s/ Detención preventiva con fines de extorsión (Asociación ilícita destinadas al Tráfico de Drogas s/ Art. 110 Código Penal Italiano Art. 73, 74 y 80 de la Ley de Drogas Italiana N° 309/09).


    A, 539, L. XLVI, 10 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Procedimiento de extradición. Características. Audiencia de debate. Plazo. Determinación de prueba. Denegación de la misma. Artículo 25 de la ley 24.767: Facultad para el Estado requirente de intervenir como parte en el trámite judicial por medio de apoderados. Artículo 11.e de la ley 24.767: cómputo de tiempo de privación de libertad que demande el trámite de extradición a las resuelto del juicio que lo origina. Imposibilidad de los tribunales del país requerido de modificar la calificación efectuada por los del país requirente. Denominación utilizada por los distintos Estados para referirse a los delitos. Pedido formal de extradición: requisitos previstos en el artículo 3.d de la ley 24.767.


    La extradición es un acto de asistencia jurídica internacional cuyo fundamento radica en el interés común a todos los Estados en que los delincuentes sean juzgados, y eventualmente castigados, por el país a cuya jurisdicción corresponde el conocimiento de los respectivos hechos delictuosos, sin admitirse otros reparos que los derivados de la soberanía de la Nación requerida y de las leyes o tratados que rijan el caso. En cuanto a una cuestión procesal, la determinación de qué pruebas son necesarias es una potestad del juez quien, si considera que las propuestas de la parte no son conducentes por ser ajenas a este tipo de proceso no viola la garantía de defensa en juicio, por cuanto no es obligación del tribunal conformar su decisión a las pretensiones de la parte sino velar para que ella cuente con la efectiva posibilidad de oponer sus defensas. Este criterio es concordante con la estructura del proceso penal nacional (aplicable al presente por la remisión del artículo 30 de la ley 24.767 a las normas del juicio correccional) en el cual el magistrado puede rechazar pruebas si las considera impertinentes o inútiles (cfr. artículo 348 del Código Procesal Penal de la Nación) o "impertinentes o sobreabundantes" (cfr. artículo 356). Y el juicio de pertinencia y utilidad no admite recurso alguno (cfr. artículo 199 in fine). En otro orden de ideas, cabe señalar que el pedido de extradición hace las veces de requerimiento de instrucción y de elevación a juicio, por lo tanto, si se envía información complementaria de ese pedido, obvia decirlo, también constituye una ampliación de ese requerimiento, sobre el cual versa el juicio de extrañamiento. Por otra parte, el procedimiento de extradición se lleva a cabo con sujeción a las reglas que para el juicio correccional establece la ley de forma. Por esta razón, el plazo que debe tenerse en cuenta a los fines de fijar la fecha de la audiencia de debate se rige por lo previsto en su artículo 406, que establece un mínimo de 3 días de diferencia con el vencimiento del término de citación a juicio, y no del artículo 359, citado por la recurrente, que prevé para los procedimientos criminales, un mínimo de 10 días. Bajo otro orden de ideas, el artículo 25 de la ley 24.767 establece la facultad para el Estado requirente de intervenir como parte en el trámite judicial por medio de apoderados, y no realiza distinciones ni impone límites respecto a la forma y oportunidad de llevar a cabo dicho acto. Por lo tanto, mientras dicho proceso no haya concluido, el derecho que le asiste al país requirente subsiste. El trámite de extradición no reviste el carácter de un juicio criminal, por lo que no caben en él otras discusiones que las referentes a la identidad del requerido y a la observancia de los requisitos exigidos por las leyes y los tratados aplicables. La extradición no será concedida si el Estado requirente no diere seguridades de que se computará el tiempo de privación de libertad que demande el trámite de extradición, como si el extraditable lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento. En relación a la denominación que utilizan los distintos Estados para referirse a los delitos, en muchos casos difieren de la nacional, situación que ha llevado al Tribunal a sostener, en numerosas ocasiones, que la doble subsunción de la conducta reprochada no exige identidad normativa entre los tipos penales en que las partes contratantes subsumieron los hechos que motivan la entrega reclamada, sino que lo relevante es que las normas penales de los países requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción y para esta constatación el juez de la extradición no está limitado por el nomen iuris del delito. Lo decisivo es, entonces, la coincidencia en la "sustancia de la infracción". Los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del país requirente.


    C., Yehuda s/ Extradición.


    C, 230, L. XLVI, 30 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Proceso de extradición. Posible afectación a las garantías de ser juzgado en un plazo razonable y al plazo razonable en la duración de la prisión preventiva. Peligro de ser sometido a tratos inhumanos en el país requirente. Principio de especialidad del proceso extraditorio.


    En los procesos de extradición, respecto de la posible afectación de la garantía constitucional del plazo razonable de privación de libertad y de duración del proceso penal, debe tenerse en cuenta que el concepto de plazo razonable, previsto en el artículo 7°, inciso 5°, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y en el artículo 9°, inciso 3°, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, ambos de jerarquía constitucional (artículo 75, inciso 22°, segundo párrafo, de la Constitución Nacional), tiene como fundamento la injusticia esencial que significa la morosidad en un proceso donde una persona encarcelada espera su veredicto. Tan es así, que si se cotejan ambos dispositivos, observamos que los dos tratados tienden a acelerar el proceso penal, evitar razonablemente la prisión preventiva, y dar cauce a la excarcelación durante su trámite, con subordinación a garantías que hacen a la eficacia del mismo proceso. Pero esta morosidad se refiere al trámite del proceso, no a las demoras que sufre por complejos y delicados trámites de extradición, en los que no se puede avanzar en el juicio del imputado. En principio, el lapso de detención cumplido en un juicio regular de extradición, puede considerarse como razonable, aún cuando se prolongare más allá del admitido para una causa ordinaria, ya que la complejidad de esos procesos internacionales y la voluntad elusiva que se presume en el requerido. Desde estas consideraciones, también, puede agregarse que este planteo referido al instituto del plazo razonable (speedy trial) no tiene virtualidad en el proceso de extradición sino, en todo caso, en el juicio principal; esto es, en el que tramita en el Estado requirente, ante cuyos tribunales deberá la parte alegarlo, por cuanto constituye una defensa de fondo ajena al objeto de juicio de extradición (artículo 30, segundo párrafo de la ley 24.767). Precisado, entonces, que éste es el sentido que cabe otorgarle a la garantía aludida cuando se trata de cuestionar la duración de un procedimiento extraditorio -delimitado a dar fundamento a la asistencia internacional-, no corresponde someter el punto al control jurisdiccional de la Corte, máxime si, por otra parte, el requerido atribuye demora "por sobretodo" a las autoridades extranjeras en contestar los exhortos que,oportunamente, se ordenaron y libraron por este país, por su propio pedido.  Ante la existencia de tratado bilateral, sus disposiciones y no las de la legislación interna son las aplicables al pedido de extradición, ya que lo contrario importaría tanto como apartarse del texto del instrumento internacional (artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados) e incorporar un recaudo no previsto por las partes contratantes, alterando unilateralmente lo que es un acto emanado del acuerdo entre varias naciones razones de equidad y justicia que reconocen sustento en las normas del derecho internacional de los derechos humanos que obligan a ambos países, aconsejan que el juez de la causa ponga en conocimiento del país requirente el tiempo de privación de la libertad al que estuvo sujeto el requerido en este trámite de extradición, con el fin de que las autoridades extranjeras arbitren las medidas a su alcance para que ese plazo de detención se compute como si el extraditado lo hubiese sufrido en el curso del proceso que motivó el requerimiento.  La naturaleza del trámite de extradición se encuentra informada por el principio de especialidad, conforme al cual la asistencia internacional que se brinda se circunscribe a aquellos hechos delictivos contenidos en el formal pedido de extradición, por lo que, la concesión versará sobre esa plataforma fáctica en virtud de la cual se introdujo la solicitud y no sobre alguna otra, aunque tramite por separado.  La posible afectación a las garantías constitucionales del principio de inocencia, defensa en juicio y debido proceso legal adjetivo, frente a la situación de riesgo concreto de cumplimiento de pena dictada en contumacia a la que se vería expuesto el imputado, no es tal ya que el Tratado de extradición con los Estados Unidos del Brasil, cfr. ley 17.272, establece en el artículo 11, segundo párrafo, que "en caso de condena en rebeldía, se podrá conceder la extradición, mediante promesa hecha, por el Estado requirente, de reabrir el juicio a los fines de la defensa del condenado", circunstancia que, a todo evento, podrá ser articulada como defensa en aquel otro pedido de extradición.  En relación al supuesto peligro de ser sometido a tratos inhumanos en razón del estado carcelario del Estado requirente, deben tenerse en cuenta en estos casos, no tanto las inferencias genéricas a una situación determinada sino si en la causa existen elementos que permitan poner en tela de juicio la correcta actuación en este proceso en particular de la justicia del país requirente. Esto no ocurre si la defensa se limita a mencionar informes que dan cuenta del presunto estado crítico del sistema penitenciario del país vecino, pero sin hacerse cargo de demostrar que el requerido se verá expuesto a un peligro real y concreto. Si en dicho informe se indicó, además, que no existe, por el momento, ninguna sanción o recomendación de parte de la Comisión o de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el ámbito de cuestiones o medidas cautelares y provisorias, sobre la situación de los derechos humanos en las cárceles del Estado requirente, todo esto lleva a concluir que no existen motivos suficientes y valederos para dudar de que el Estado requirente habrá de "aplicar con justicia la ley de la tierra", por lo que corresponde declarar la procedencia de la extradición.


    C., Alejandro Diego s/ Extradición República Federal de Brasil.


    C, 1057, L. XLV, 09 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Proceso de extradición. Encausamiento el requerido ante los tribunales de nuestro país por los hechos que motivaron el pedido. Desistimiento del recurso interpuesto contra la sentencia denegatoria de extradición.


    En los casos en que la disconformidad del fiscal federal con la resolución que rechaza un pedido extraditorio lo es en cumplimiento de su obligación como representante del interés por la extradición -artículo 25 la ley 24.767-, pero el mismo se mantiene tutelado -en caso de divergencia- con la comunicación permanente del Ministerio Público Fiscal a los embajadores extranjeros haciéndoles conocer del derecho que les asiste de intervenir en el proceso mediante apoderados -artículo 25, segunda parte-, frente al encausamiento del imputado en nuestro país por hechos que motivaron un requerimiento de extradición -que se habrían cometido en territorio nacional- corresponde desistir del recurso.


    B., Jorge Eduardo s/ Inc. de Apelac. art. 33 ley 24.767.


    B, 34, L. XLVI, 25 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Confirmación de sentencia. Pedido de extradición al Reino de España. Impedimento de modificar la calificación efectuada por el país requirente. Exigencias de la descripción de los hechos imputados. Requisito de la doble subsunción. Prescripción de los hechos para la ley nacional y extranjera.


    Los tribunales del país requerido no pueden modificar la calificación efectuada por los del país requirente, de forma tal que al ser cuestiones que se refieren al fondo del asunto, ajenas por su naturaleza al trámite de extradición, deben ser tratadas en el proceso foráneo. Por otra parte la descripción de los hechos imputados es satisfecha cuando se cumple con la finalidad de brindar certidumbre al extraditable sobre los hechos por los cuales habrá de defenderse en el marco del proceso que se le sigue en el Estado requirente. En cuanto a la doble subsunción del hecho es relevante que las normas penales del país requirente y requerido prevean y castiguen en sustancia la misma infracción, y para esta constatación el juez de la extradición no está limitado por el nomen iuris del delito, ni, más específicamente, por los elementos accidentales del tipo objetivo. Lo decisivo es, entonces, la coincidencia en la "sustancia de la infracción".


    Interpol s/ Pedido de detención por extradición a España de Mario Luis B. - Causa N° 298/08.


    I, 52, L. XLV, 16 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Revocación de sentencia. Denegación de extradición requerida por la República de Portugal. Pronunciación del magistrado a quo sobre el fondo de la cuestión sin haber celebrado el juicio correccional previsto en el artículo 30 de la Ley de Extradiciones.


    La Ley de Cooperación Internacional en Materia Penal es suficientemente clara en cuanto consagra que sólo una vez superada la etapa de juicio el ordenamiento legal habilita a la autoridad judicial a pronunciarse acerca de la procedencia o improcedencia del pedido de extradición, consistiendo las únicas salvedades a este principio que el reclamado dé su consentimiento para ser extraditado o que se compruebe que la persona detenida no es la requerida, no contándose entre ellas el ejercicio de la opción prevista para el nacional de cumplir una condena foránea en territorio argentino.


    B., Emilio s/ Extradición.


    B, 900, L. XLV, 12 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de apelación contra concesión de extradición. Diferencias con los precedentes "Andreev" y "Smirnov". Tratamiento y análisis de las defensas alegadas.


    Ante la inexistencia de un tratado de extradición que vincule a la República Argentina con el Reino de Suecia, resulta aplicable al caso la ley 24.767 de Cooperación Internacional en Materia Penal. Por otro lado, con excepción del punto 5, todos los agravios que se intentan hacer valer constituyen una mera reiteración de los que ya fueron ventilados en el procedimiento de extradición y en el debate, y abordados en la sentencia, limitándose la parte a insistir en sus planteamientos. Corresponde confirmar la sentencia en todo cuanto fuera motivo de apelación.


    D., Gabor Bjorn Janos s/ Extradición


    D, 501, L. XLV, 23 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Garantías Procesales


    Homicidio en riña en unidad penitenciaria de menores. Intento de fuga. Garantías. Defensa en juicio. Derecho a obtener revisión amplia de la condena. Derecho a contar con un adecuado asesoramiento legal. Representación unificada de los imputados durante el juicio. Plazos procesales. Valoración de la prueba. Determinación y fundamentación de la pena.


    Quien sufre un proceso penal ha de ser provisto de un adecuado asesoramiento legal mas ello no implica juzgar sobre decisiones tácticas o el curso de acción escogido. Además, un desacierto en la estrategia de la defensa, un error en la ponderación de los hechos y el derecho o desacuerdos entre el defensor y su pupilo no implican necesariamente lesión a la garantía constitucional analizada, en tanto allí tiende a asegurar oportunidades suficientes de audiencia y prueba, y no un determinado resultado. Por eso, el a quo acierta en decir que hubo ocasión suficiente de debate y prueba, sin que a ello obste la representación unificada de los imputados durante el juicio; sobre todo cuando es solo con posterioridad que se especula sobre una situación de contraposición de intereses que no se desarrolla y se alega de modo genérico la afectación de la garantía, sin aportar mayores precisiones que la demuestren. En ese sentido, es condición para la procedencia de los recursos deducidos sobre la base de la violación de la defensa en juicio la demostración de un perjuicio efectivo a ese derecho, recaudo que no se satisface cuando el apelante no especifica de manera concreta la influencia que hubieran tenido en la decisión del pleito las defensas que el recurrente se habría visto impedido de oponer directrices que, aun con la flexibilidad que exigen estos supuestos frente a la preeminencia de la garantía que se trata, no se verifican mínimamente en este caso, pues de las constancias de la causa no se desprende un menoscabo esencial ni evidente de la defensa y los planteamientos se reducen a su mera invocación. Por otra parte son razones de seguridad jurídica las que obligan a poner un momento final para el ejercicio de ciertos derechos, pasado el cual, y sin extenderlo más, deben darse por decaídos, porque no puede desconocerse que los plazos procesales y el régimen de preclusión tienen por finalidad reglar la forma en que se llegará a una decisión definitiva de certeza. De lo contrario, se dejaría librado al arbitrio del recurrente la justificación de las demoras, incluso indecisiones, en el ejercicio de sus derechos, y de tal suerte, daría lugar a la posibilidad de que todos los pronunciamientos judiciales se rebatieran incesante y caprichosamente, afectando principios esenciales como lo son los de preclusión, cosa juzgada y economía procesal.


    C., L. A. y B., A. M. s/ Su presentación.


    C, 173, L. XLIV, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Inhibición


    Recurso extraordinario federal. Excusación de los jueces de la causa, denegada por la Cámara Nacional de Casación Penal. Remisión a la causa L. 117. XLIII, "Lamas, Pablo Fernando s/homicidio agravado -recusación-, causa n° 2370".


    L., Sergio Orlando s/ Recurso extraordinario.


    L, 139, L. XLVI, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Jurisdicción y Competencia


    Remisión a Competencia n° 342 L. XLII, "Falcón, Cristián s/ infracción a la ley 23.737".


    M., Luciano Sebastian s/ Inf. art. 14 1er Párrafo de la ley 23.737


    COMP, 9, L. XLVI, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Competencia n° 827 L. XLV, "Cabrera, Luis y otro, s/ Infracción a la ley 23.737".


    M., Dario(Alias en Nano) s/ Inf. Ley 23.737


    COMP, 138, L. XLVI, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 325:269.


    A., Luis Alberto s/ Su denuncia


    COMP, 120, L. XLVI, 06 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia ajena a la Corte Suprema de Justicia.


    V.E. tiene establecido que deben atenderse las circunstancias existentes al momento de decidir, aunque ellas sean sobrevinientes a su radicación ante el Tribunal.


    V., Diego Adolfo s/ Art. 89 y 119.


    COMP, 615, L. XLVI, 08 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo establecido en Fallos: 329:2781.


    G., Leandro Jesús y otros s/ Lesiones en riña.


    COMP, 605, L. XLVI, 19 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito de Lesiones. Necesidad de profundizar la investigación y determinar la gravedad y tipo de lesiones sufridas.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Ello sólo podrá determinarse con la profundización de la pesquisa, así como también resulta necesario la determinación de las lesiones sufridas por el denunciante y su carácter, circunstancias cuya acreditación resulta indispensable para discernir el juez que en definitiva deba conocer.


    M., Gustavo Adolfo s/ Denuncia


    COMP, 775, L. XLV, 05 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Hallazgo de automotor con numeraciones que no se corresponden con el rodado. Alternatividad de las figuras de robo y encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción, sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su incautación constituya una pauta que autorice sin más, a desechar su participación en ese delito.


    B., Juan José


    COMP, 879, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Remisión a Competencia N° 723 L. XLII, "Antinori, Daniel Oscar s/ Infracción a la ley 23.737".


    S. A., Alejandro Hugo s/ Inf. Ley 23.737


    COMP, 344, L. XLVI, 09 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Secuestro de cartuchos de bala y vainas. Ausencia de elementos para considerar la existencia de acopio.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. En atención a la cantidad y características de las municiones secuestradas, así como también a las circunstancias que rodearon al hecho objeto de análisis, no se aprecia que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio.


    A. D. s/ Homicidio de Cejas, Inocencio Lujan s/ Infracción al art. 189 bis inc. 3 del C.P.


    COMP, 870, L. XLV, 31 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Secuestro de municiones. Usuario legítimo. Ausencia de elementos que determinen el acopio.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. Así, en atención a la cantidad y características de las municiones secuestradas al imputado, dada su condición de legítimo usuario, no se aprecia que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio.


    B., Fabricio Ivan s/ Acopio de municiones


    COMP, 665, L. XLV, 05 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Actos presuntamente defraudatorios. Falta de entrega de mercadería pagada. investigación insuficiente.


    El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que V.E. pueda ejercer las atribuciones que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    S., Salvador y otros s/ Estafa


    COMP, 59, L. XLVI, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Competencia de la Cámara de Apelaciones para dirimir el conflicto.


    De acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    R., Jorge Carlos s/ Denuncia.


    COMP, 1063, L. XLV, 22 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Concesión oficial para vender automotores. Quita de la concesión. Maniobra de "vaciamiento".


    Resulta indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los que versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito cometido es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A. M., Alejandro s/ Denuncia


    COMP, 971, L. XLV, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Declinación a la justicia federal por falsificación de documento público, y necesidad de profundizar la investigación por parte del juez declinante.


    Corresponde que el magistrado declinante realice una adecuada investigación que permita definir la situación jurídica de los imputados mediante el dictado de un auto de mérito. Atento el caracter nacional de la cédula de identificación de automotor que se incautó en poder de los detenidos, corresponde que el juez declinante ceda la investigación a su respecto a favor del juzgado federal con competencia territorial donde se comprobó ese delito.


    C., Roxana Paola Soraya y otros s/ Encubrimiento


    COMP, 725, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Defraudación por desbaratamiento de derechos acordados. Escritura traslativa de dominio de un inmueble de Capital Federal efectuada en sede provincial. Razones de economía procesal.


    Si la defraudación por desbaratamiento de derechos acordados se instrumenta mediante una escritura traslativa de dominio celebrada en territorio provincial respecto de un inmueble ubicado en esta ciudad, debe reputarse cometido en ambas jurisdicciones y la competencia discernirse con base en razones de economía procesal.


    G., Juan Carlos s/ Estafa


    COMP, 770, L. XLV, 31 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito de Defraudación. Declinación en función del lugar donde se llevaron a cabo los actos que conformaron parte de la maniobra. Razones de economía procesal.


    Más allá de la calificación legal que en definitiva corresponda asignar a los hechos en estudio, la presente contienda debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y teniendo en cuenta los distintos lugares donde se desarrollaron actos con relevancia típica.


    V. A. S.A. y otros s/ Estafa


    COMP, 1010, L. XLV, 07 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito de estafa. Declinación en función del lugar donde se concretaron las entrevistas previas como la disposición patrimonial.


    El iter criminis del delito de estafa comienza con el despliegue del procedimiento ardioso o engañoso, a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial y la figura se consuma cuando se realiza efectivamente esa disposición.


    L., Oscar y E., Cristian s/ Estafa


    COMP, 144, L. XLVI, 09 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delitos de lesiones y amenazas. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Declinación en favor del fuero correccional por contar con mas amplia competencia.


    Mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados. Sin embargo, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto. y más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones leves, corresponde que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    A., Roberto s/ Art. 149 bis del C.P.


    COMP, 941, L. XLV, 05 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delitos de lesiones y amenazas. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Competencia mas amplia del juzgado correccional.


    Mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados. Más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones leves, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces que esos supuestos presuntamente delictivos sean investigados por la justicia correccional que en definitiva. posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    N., Rodolfo Alberto s/ Infracción art. 149 bis del C.P.


    COMP, 884, L. XLV, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Desaparición de cosa mueble, sometida a ejecución prendaria. Radicación en jurisdicción provincial. Deficiente planteo de competencia.


    Es presupuesto necesario para el correcto planteo de una contienda negativa de competencia que los jueces intervinientes se la atribuyan recíprocamente.


    B., Alicia Isabel s/ Defraudación por desbaratamiento


    COMP, 52, L. XLIV, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Falsificación de documento público y estafa. Hurto de automotor. Conducta inescindible. Necesidad de determinar los hechos de la causa. Competencia de excepción solo respecto del encubrimiento.


    En los casos en que el delito de falsificación o uso de documentos públicos concurre idealmente con el de estafa, se conforma una única conducta insusceptible de ser escindida, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Para cometer la estafa materia de esta contienda, se habría utilizado un título del automotor adulterado, al tener carácter nacional, habilita la competencia del fuero de excepción.


    C., Ariel Alfredo s/ Encubrimiento


    COMP, 975, L. XLV, 09 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Falsificación de documento público. Determinación de la competencia en función del lugar de adulteración, o en su defecto donde se descubrió del delito.


    Resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso. Sin embargo, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración. debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.


    B., Sebastián Gabriel s/ Falsificación de documento público


    COMP, 908, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Falsificación de documentos públicos. Declinación en función del lugar donde se confeccionó el documento.


    Resulta competente, para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso.


    T., Nestor Gabriel s/ Denuncia


    COMP, 1078, L. XLV, 31 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Falsificación de documentos y estafa. Presentación de la documentación en Registro de la Propiedad Automotor. Denunciante de estafa imputada por la falsificación. Concurso ideal entre ambas figuras.


    La falsificación de documentos habría sido el ardid que indujo a error y motivó su acto de disposición patrimonial perjudicial, acontecimientos que no pueden ser escindidos, pues conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, en la que la adulteración de documentos concurre idealmente con la estafa posterior, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Cuando hay concurrencia ideal entre un delito común y otro de índole federal, es al fuero de excepción al que compete continuar la investigación.


    D., Miguel Angel s/ Defraudación


    COMP, 98, L. XLVI, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Infracción a la Ley 26.052. Remisión Competencias N° 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ Infracción a la ley 23.737" y N° 303 L. XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la ley 23.737".


    R., Luis Alejandro y otros s/ tenencia de estupefacientes con fines de comercialización


    COMP, 87, L. XLVI, 31 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Lesiones sufridas en el marco de una cirujía plástica. Consumación del delito en territorio provincial.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Las declaraciones tanto de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    T., Gustavo s/ Lesiones Culposas Art. 94


    COMP, 49, L. XLVI, 31 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Necesidad de determinar los hechos sometidos a investigación y su calificación jurídica.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    N.N. s/ Delito de Acción Pública


    COMP, 108, L. XLVI, 20 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Necesidad de profundizar la investigación e individualizar los hechos de la causa.


    Los escasos elementos de convicción que obran en el incidente, impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso los que, según mi parecer, no pueden ser apreciados in extenso, a fin de discernir finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos.


    N., Normando y otros s/ Ley 25.246


    COMP, 112, L. XLVI, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Necesidad de profundizar la investigación, y dilucidación de los verdaderos hechos acaecidos, de manera previa y como requisito para resolver adecuadamente la competencia.


    Si el caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura penal determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285. Sólo a partir de la profundización de la pesquisa orientada a dilucidar las dudas que generan las circunstancias del caso, podría determinarse el verdadero alcance de los hechos en conflicto y su consecuente calificación jurídica, para establecer así la competencia de la causa sobre una base sólida, máxime cuando la multiplicidad de acontecimientos que aquéllas comprenden permitiría incluso considerar distintas hipótesis delictivas.


    G., Sergio Daniel s/ Estafa


    COMP, 822, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Presentación de documentación apócrifa por ante el Registro de la Propiedad Automotor. Necesidad de de profundizar la investigación y determinar con precisión los hechos de la causa.


    El presente conflicto carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que la etapa procesal requiere los pormenores y el alcance del hecho investigado, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58.


    G., Miguel Angel s/ Infracción Art. 248 C.P.


    COMP, 517, L. XLV, 20 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Privación ilegal de la libertad cometida en una jurisdicción y cese de la misma en otra. Declinación en función de la comisión de otro delito en jurisdicción provincial.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    B., Horacio Rubén s/ denuncia


    COMP, 8, L. XLVI, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Privación ilegal de la libertad y robo. Declinación en función del lugar donde se perfeccionaron ambos delitos. Coincidencia con el domicilio de la víctima.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    C., Pablo Alexis s/ Denuncia


    COMP, 1054, L. XLV, 05 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Remisión a Competencia N° 1076, L. XLV, "Kloster, Juan José s/ Lesiones graves".


    R., Laura Mariel s/ Lesiones Culposas.


    COMP, 55, L. XLVI, 22 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Remisión a Competencia N° 2073, L. XXXIX, "Else, Osvaldo Manuel s/ Tenencia indebida de arma de fuego de uso civil".


    N.N. s/ Delito de Acción Pública


    COMP, 35, L. XLVI, 10 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Remisión a competencia N° 342 L. XLII, "Falcón, Cristián s/ Infracción a la ley 23.737".


    J., Angel Enrique s/ Tenencia de estupefacientes


    COMP, 18, L. XLVI, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Remisión a Competencia N° 611 L. XLIII, "Constante, Ramón Ceferino s/ Infracción a la ley 23.737"


    S., Javier y otros s/ Infracción a la Ley 23.737


    COMP, 238, L. XLVI, 30 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. remisión a Competencia N° 719, L. XLV, "Tomasino, Carlos A. s/ Infr. art. 302 del C.P".


    M., Julio Alberto s/ Infracción art. 302 del C.P.


    COMP, 107, L. XLVI, 22 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Remisión a Competencia N° 723 L. XLII "Antinori, Daniel Osear s/ Infracción a la ley 23.737".


    B., Marcelo Edgardo s/ Tenencia de Estupefacientes


    COMP, 198, L. XLVI, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Remisión a Competencia N° 855 L.XLV, "Fernandez Sergio Fabián s/ su denuncia".


    Fiscal c/ A. Alejandro s/ Averiguación


    COMP, 438, L. XLVI, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Remisión a Competencia N° 152 L. XLVI, "Giaimo, Lucas y otros s/ infracción a la ley 23.737".


    N., Jorge Néstor s/ Inf. Ley 23.737


    COMP, 219, L. XLVI, 10 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de Competencia. Remisión a Competencias N° 1503 L. XLII "Adorni, Fabián América s/ peculado" y N° 452 L. XLIII "González, Bernardino y otro s/ Infracción a la ley 23.737".


    P. M., Antonio Baltasar s/ Presunta Infracción Art. 189 bis del C.P.


    COMP, 352, L. XLVI, 23 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Remisión a Competencias N° 264 L. XLII, "Salazar, Silvia s/ Infracción a la ley 23.737" y N° 303 L. XLII, "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la ley 23.737".


    R., José Antonio s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización


    COMP, 261, L. XLVI, 10 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Remisión a competencias N° 827 L. XLV, "Cabrera, Luis y otro, s/ Infracción a la ley 23.737" y la N° 138 L. XLVI "Maciel, Dario y otro s/ Infracción a la ley 23.737".


    S., Fabian Andres y otros s/ Confabulación - Tenencia de estupefacientes


    COMP, 140, L. XLVI, 31 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Remisión a Fallos: 315:2570 y 328:315.


    R., Victor Dario s/ Denuncia.


    COMP, 104, L. XLVI, 22 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Remisión a Fallos: 326: 1580 y 328:315


    C. P., Susana Edith s/ Denuncia.


    COMP, 101, L. XLVI, 22 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Rmisión a Competencia N° 504, L. XLIV "Franco, Eduardo Alberto s/ Inf. art. 6.1.9 de la ley 451".


    P., Claudio Jose s/ Adulteración o Sustitución de número o placa


    COMP, 113, L. XLVI, 28 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Robo y Encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación, y determinar la participación del imputado en el robo.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, especialmente si se repara en que no surge que se haya realizado ninguna medida tendiente a dilucidar sus posibles participaciones en ella sin que el tiempo transcurrido entre el desapoderamiento del vehículo y su hallazgo sea una pauta que autorice, sin más, a desechar su intervención en aquél.


    V., Francisco Daniel s/ Encubrimiento


    COMP, 962, L. XLV, 05 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Se establece que la cuestión debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    C., Alejandro Esteban s/ Su denuncia


    COMP, 81, L. XLVI, 10 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Sustracción de vehículo. Hallazgo posterior en la misma jurisdicción. Lugar de consumación del delito.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto. La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    C. R., Roberto Daniel s/ Robo agravado y otros


    COMP, 828, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Traba de competencia ajena al ámbito de intervención de la Corte Suprema. Intervención de la Cámara de Apelaciones.


    Los conflictos de competencia que toca dirimir a V.E. son aquellos en los que no media un superior común entre los tribunales contendientes conforme lo dispuesto por el art. 24 inc. 7 del decreto-ley 1285/58, que asimismo prevé que los que se susciten entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido.


    C. M., Jeremias Osvaldo y otros s/ Robo de automotor con lesiones


    COMP, 16, L. XLVI, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Traba entre dos tribunales de la misma provincia. Incompetencia de la Corte para intervenir.


    D. R. M., Sergio Luis s/ Denuncia


    COMP, 938, L. XLV, 10 de mayo de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda de competencia. Remisión a Competencia N° 130 L. XLII, "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737".


    G., Cristina Alejandra s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP, 431, L. XLVI, 30 de junio de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia a raíz de causa en la que se investiga la infracción al artículo 142 bis del Código Penal.


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones


    A., María Cristina (víctima) s/ Inf. Art. 166 Inc. 2º y 170 del C.P.


    COMP, 20, L. XLVI, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia a raíz de causa en la que se investiga la infracción al artículo 142 bis del Código Penal.


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    D., Osvaldo Arturo (víctima) s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 21, L. XLVI, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia.


    Para determinar la competencia resulta necesario precisar los hechos y el encuadre de éstos en una figura penal determinada, regla que no se habría cumplido en autos por el magistrado que promovió la contienda. Decir tan solo "que el hecho habría acontecido en un establecimiento nacional, afectando intereses federales, comprometiéndose el buen servicio que debe prestar dicho centro de detención, pudiendo existir incumplimiento de las funciones de custodia y resguardo de la integridad física de los internos y visitas por parte de sus empleados ..." no significa determinar un suceso delictivo concreto y establecer, "prima facie", su calificación legal.


    F., Martin Gastón s/ Homicidio.


    COMP, 513, L. XLVI, 15 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia.


    Toda vez que de la escueta denuncia anónima surge que el objeto procesal de esta causa consistiría en el incumplimiento de deberes, por parte de quien sería un funcionario público provincial, que habría omitido cumplir en tiempo y forma con el deber de acudir a través del personal correspondiente, a extinguir un incendio que se había provocado en terrenos ubicados en territorio bonaerense, corresponde al juez de garantías conocer en el hecho denunciado.


    R., Gabriel s/ Incumplimiento de los deberes de funcionario público (Art. 249 C.P.).


    COMP, 587, L. XLVI, 15 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo de mercaderías sometida al control aduanero. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la competencia Nº 359 L. XXXV, in re "Ayechú, Carlos Bernardo s/ Denuncia", en la competencias Nº 125, L. XXXIX, in re "Orsi, Ricardo César Vicente s/ Denuncia de contrabando", y Nº 1741 L. XLI, in re "Vargas, Juan s/ Denuncia".


    S., Alejandro P. s/ Denuncia


    COMP, 713, L. XLV, 16 de febrero de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Delitos de homicidio y robo calificado. Solicitud del beneficio de prisión domiciliaria.


    Del testimonio prestado por C. M. surge que de existir hechos con relevancia típica, éstos involucrarían la jurisdicción de organismos provinciales, ya se trate del servicio penitenciario o de la justicia bonaerenses, sin que exista alguna circunstancia que habilite la jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida, pues la intervención de ese fuero está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    C. M., Miguel s/ Denuncia


    COMP, 157, L. XLVI, 06 de abril de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 1249, L. XLI, in re "López, Santiago Alberto s/ Delito de acción pública".


    Q., Valeria Analia s/ Su denuncia


    COMP, 158, L. XLVI, 18 de mayo de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. A raíz de la rotura del medidor eléctrico producido en el marco de un conflicto vecinal se interrumpieron las telecomunicaciones en localidad de Quilmes y en las localidades vecinas ocasionando perjuicios económicos a esa firma.


    El hecho objeto del conflicto entorpeció el uso normal de las comunicaciones por telefonía móvil, circunstancia que implicó la consecuente interrupción del servicio público interjurisdiccional de telecomunicaciones por aproximadamente dos días, por lo que corresponde declarar la competencia de la justicia federal para entender en estas actuaciones y en las que corren por cuerda.


    B., Federico c/ R., Juan Carlos y M., Carmen s/ Daño


    COMP, 100, L. XLVI, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Adquisición de automóvil a través de plan de ahorro. Falsificación de documentos privados. Investigación insuficiente.


    La cuestión de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a V.E. ejercer la facultad prevista en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    V., Ruben Antonio s/ Denuncia


    COMP, 446, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Tenencia ilegítima de armas. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción, en atención a la relación de alternatividad que existe entre esa figura y su encubrimiento.


    D. S., Antonio s/ Tenencia ilegal de arma de fuego de fuego y encubrimiento agravado


    COMP, 211, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas telefónicas. Lugar de residencia de la víctima.


    Del informe del analista jurídico, surge que las amenazas fueron proferidas en la localidad de Lanús, donde además, reside la víctima.


    C., Lucas s/ Denuncia.


    COMP, 882, L. XLVI, 17 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Carencia de elementos necesarios para la intervención de la Corte Suprema.


    La presente contienda negativa de competencia carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados, y subsumirlos "prima facie" en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra, a mi modo de ver, impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    A., Rodrigo Ernesto y otros s/ Estafa


    COMP, 212, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Competencia de la Cámara para dirimir el conflicto. Innecesaria intervención de la Corte.


    Conforme lo dispuesto en el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, los conflictos que se susciten entre jueces nacionales de primera instancia deben ser resueltos por la alzada de que dependa el juez que primero hubiese conocido.


    S., Juan Eustaquio s/ Denuncia


    COMP, 764, L. XLVI, 28 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Competencia N° 130 L. XLII "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737".


    R. C., Felipe s/ Inf. Ley 23.737


    COMP, 500, L. XLVI, 26 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación cometida en sede provincial. Declinación en función del lugar de los hechos.


    Si bien es cierto que el juez declinante no estableció la calificación legal de los hechos, no lo es menos que la versión del denunciante -avalada por la documentación que presentó y no desvirtuada por otras constancias- permite concluir que en cualquiera de las hipótesis a considerar, los actos con relevancia típica acontecieron en el partido de Pilar.


    P., Diego Alejandro s/ Retención Indebida


    COMP, 356, L. XLVI, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación en la venta de automotores con documentación apócrifa. Necesidad de profundizar la investigación.


    El presente conflicto de competencia no se halla precedido de la investigación suficiente como para que V.E. pueda ejercer las atribuciones que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    C., Leandro Antonio y Garcia, Diego s/ Estafa


    COMP, 37, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación.


    El objeto procesal de esta investigación sería una defraudación y no se advierte en el caso concreto la comisión de alguno de los delitos previstos en la ley 25.891, que protege la autenticidad intrínseca del sistema electrónico de comunicaciones móviles.


    S., Nilda Luisa s/ Dcia. presunta inf. ley 25.891


    COMP, 149, L. XLVI, 11 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito contra la integridad sexual cometido en perjuicio de la menor. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 993, L. XLIV, in re "Pagola Reinalde, Pedro s/ Denuncia".


    C., P. G. s/ Abuso sexual


    COMP, 265, L. XLVI, 18 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito contra la integridad sexual cometido en perjuicio de una menor. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia, in re "Valdemoros, Walter Orlando s/ Abuso deshonesto".


    S., D. G. s/ Abuso sexual


    COMP, 1, L. XLVI, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas coactivas.


    Para determinar la competencia cuando se trate de hechos que, aunque cometidos en distintos territorios, comporten un mismo contexto y modalidad delictiva, debe atenderse a las razones de economía procesal y mejor administración de justicia que aconsejan que sea un único tribunal el que entienda en todos ellos.


    P., Maximiliano s/ Coacción.


    COMP, 358, L. XLVI, 06 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas. Causas con identidad de imputado. Imposibilidad de acumulación por conexidad. Investigaciones escindibles.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, es materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    D., Adrian Gabriel s/ Amenazas


    COMP, 744, L. XLVI, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Entrega de vehículo con vicios ocultos. Entrega del rodado y descubrimiento de los vicios en territorio provincial.


    A los fines de discernir la competencia deben tenerse en cuenta los distintos lugares donde pudieron desarrollarse actos con relevancia típica y la cuestión debe resolverse atendiendo a razones de economía procesal y mejor administración de justicia.


    Responsables de la firma G. S.A. s/ Defraudación


    COMP, 44, L. XLVI, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de extorsión. Atribución del conocimiento de estas actuaciones a la justicia bonaerense.


    Teniendo en cuenta las especiales características del hecho denunciado y lo que surge de las constancias agregadas al incidente, la maniobra extorsiva de la que habría sido víctima G. reconocería una motivación que no excedería de lo estrictamente particular, por lo que carecería de entidad suficiente para afectar la seguridad del Estado nacional o de alguna de sus instituciones.


    G., Solange Estefania s/ Su denuncia


    COMP, 151, L. XLVI, 06 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de injuria y calumnias a raíz de una nota periodística en un semanario en las que se le imputaban diferentes estafas en la venta de terrenos.


    Toda vez que las expresiones agraviantes atribuidas a los imputados no guardarían relación con el ejercicio de funciones públicas, corresponde al Juzgado en lo Correccional N° 4, el que debe continuar con el trámite de las actuaciones.


    I., César Ricardo y Quinteros, Raúl Marino s/ Querella.


    COMP, 1013, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos cometidos en el marco de un conflicto interno de sindicato.


    Toda vez que del análisis de las constancias incorporadas al incidente, surge que los hechos objeto de esta contienda no reconocerían una motivación que exceda de lo estrictamente particular -pues responderían a un conflicto interno del sindicato- ni afectarían intereses federales, corresponde al juzgado provincial seguir conociendo en estas actuaciones.


    C., David Raúl y otros s/ Delitos de estafa y otras defraudaciones.


    COMP, 538, L. XLVI, 22 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de abuso sexual y privación ilegítima de la libertad.


    La solución de este conflicto debe regirse por la aplicación de las reglas de territorialidad múltiple, ya que en los casos en que ha existido el traslado de una persona por distintas jurisdicciones, y en una de ellas se cometió el delito fin, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    C., Alejandro Pedro s/ Violación con fuerza e intimidación


    COMP, 184, L. XLVI, 15 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de estafa, falsificación de documento nacional de identidad, usurpación de titulo y falsificación de firma en un escrito judicial. Unidad de conducta. Delitos cometidos en ocasión de concurso preventivo de un S.R.L.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos apócrifos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- no susceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero y la que sostiene que si un delito común resulta inseparable de otro de índole federal -como ocurre aquí donde está en juego un DNI falso-, es a este fuero al que corresponde la investigación de ambos. En cuanto a los delitos que se habrían cometido en ocasión del concurso preventivo de E. S.R.L, toda vez que se trata de una maniobra susceptible de ser separada de la anterior -aunque se haya alegado cierta conexión final-, y que el proceso tramitó ante un juzgado comercial de esta ciudad, deben ser investigados por la justicia nacional de instrucción.


    L., Dora Gladis s/ Estafa


    COMP, 22, L. XLVI, 30 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos previstos los artículos 31 de la ley 22.362 y 72, inciso "a", de la ley 11.723. Imitación burda. Justicia contravencional y de faltas.


    Toda vez que la justicia federal ha descartado que en el presente caso se hubiese configurado un delito penal, estimo que corresponderá a la justicia contravencional y de faltas, verificar la existencia de alguna de las contravenciones prescriptas por los artículos 83 y 84, del Código Contravencional de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    Propietario del Local Calle General Urquiza s/ Infracción Ley 11.723.


    COMP, 708, L. XLVI, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia por adulteración de monto de factura.


    Toda vez que se desconoce el lugar donde se habría producido la adulteración de la factura corresponde continuar con las actuaciones al magistrado de la de la jurisdicción donde aquélla se presentó y donde se consumó la defraudación en perjuicio de las rentas provinciales mediante su utilización.


    Tribunal de cuentas 5300 1398/08 s/ Denuncia


    COMP, 991, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia por irregularidades que se llevarían a cabo en el proceso de inhumación de cadáveres sin identificación (N.N.).


    En tanto la justicia federal descartó que los hechos denunciados hubiesen tenido una relación directa o indirecta con la desaparición sistemática de personas ocurridas durante los gobiernos de facto entre los años 1976-1983; o con hechos conexos posteriores; considero que el hecho a investigar sólo quedaría circunscripto a las irregularidades cometidas por funcionarios municipales en relación con el procedimiento de inscripción de inhumaciones, las que podrían llegar a constituir una omisión ilegal por parte de éstos para realizar actos inherentes a su oficio, extremo que debe ser dilucidado por la justicia provincial.


    B., Rosario Rubén s/ Denuncia.


    COMP, 631, L. XLVI, 22 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia recibida en la Central Telefónica de Emergencias 911 de la policía provincial.


    Corresponde entender en las presentes actuaciones a la justicia ordinaria local, en cuyo ámbito territorial se domicilia la víctima y se recibieron las llamadas extorsivas.


    G., Pablo s/ Denuncia.


    COMP, 660, L. XLVI, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia sobre sustracción y violación de correspondencia y a consecuencia de eso presunto delito de estafa.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él.


    M., Eduardo Héctor -Dte-. s/ Robo.


    COMP, 1061, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Depósitos dinerarios en cuenta bancaria, correspondiente a empresa concursada. Posible comisión de delito de naturaleza federal.


    Los escasos elementos de convicción que obran en el incidente, impiden dilucidar el verdadero alcance delictivo de los hechos materia del proceso a fin de formar fundado criterio acerca de la existencia de un delito previo en el que los imputados no hubieran participado, y en caso afirmativo, la naturaleza común o federal de esa infracción a la que se halla estrechamente vinculada la determinación de la competencia para investigar su encubrimiento.


    Agroindustrias L. B. S.A. s/ Inf. Art. 278 inc. 1 del C.P.


    COMP, 717, L. XLIV, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Difusión por internet de imágenes de contenido pornográfico infantil. Aplicación restrictiva del fuero federal. Declinación a favor de la justicia local.


    Cuando la conducta que se investiga constituye prima facie un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquellos que contempla el artículo 3° de la ley 48, corresponde decidir la competencia en favor de la justicia ordinaria. Asimismo, a partir de la doctrina sentada en la causa "Parodi" se entiende que las imputaciones de un delito de difusión por Internet de imágenes relacionadas con la pornografía infantil no constituyen base suficiente para surtir la competencia del fuero federal, limitada y de aplicación restrictiva.


    S., M. R. s/ Infracción Arts. 128 y 129 del Código Penal


    COMP, 5, L. XLVI, 04 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Distribución de la misma de acuerdo al domicilio del banco girado.


    Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el articulo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    N., Eduardo Antonio y E., Mirta s/ Infracción Art. 302 Código Penal


    COMP, 150, L. XLVI, 12 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Domicilio del banco girado.


    Toda vez que de los términos de la denuncia surge que el cheque sería de pago diferido y que además, éste no pudo ser cobrado por orden de no pagar, ya sea que se trate de la infracción prevista en el inciso 1° o 3° del artículo 302 del Código Penal, V.E. tiene establecido que en ambos supuestos corresponde investigar al tribunal con jurisdicción sobre el domicilio del banco girado.


    D. A., Romina Paola s/ Inf. Art. 302 C.P.


    COMP, 127, L. XLV, 12 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ejercicio ilegal de la medicina. Necesidad de profundizar la investigación e incorporar los elementos necesarios para resolver la cuestión.


    La contienda carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados, y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada.


    M., Cristina Esther s/ Art. 208 Inc. 1° del CPN


    COMP, 89, L. XLVI, 31 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Elementos insuficientes para la intervención de la Corte Suprema.


    El presente conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita a V.E. ejercer las facultades conferidas por el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58.


    P., Gerardo Carlos s/ Retención indebida


    COMP, 749, L. XLVI, 08 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Elementos insuficientes para la intervención de la Corte Suprema.


    La investigación carece a mi modo de ver, de la investigación suficiente para individualizar los pormenores de los hechos con la certeza necesaria que esta etapa requiere y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    G., Virginia Rocha s/ Robo con lesiones previstas en arts. 90 y 91


    COMP, 737, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Elementos insuficientes para la intervención de la Corte Suprema.


    La investigación carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados y subsumirlos "prima facie", en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra, a mi modo de ver, impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    W. S.A. s/ Estafa


    COMP, 736, L. XLVI, 09 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Elementos insuficientes para la intervención de la Corte Suprema.


    Los escasos elementos agregados al incidente, no alcanzan para individualizar concretamente los hechos sobre los cuales versa el conflicto, para encuadrarlos "prima facie" en alguna figura penal determinada y discernir, consecuentemente, el lugar de su comisión y el tribunal a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    D., Juan Carlos s/ Denuncia


    COMP, 543, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Elementos insuficientes para la intervención de la Corte.


    La investigación carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados, y subsumirlos "prima facie" en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    Blanca Nieves D. s/ Denuncia


    COMP, 780, L. XLVI, 08 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Erroneo planteo. Necesidad de determinar los hechos del caso y su calificación jurídica.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Z., Atilio Ceferino s/ Estafa


    COMP, 109, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documento público: adulteración de firma en autorización para manejar. Necesidad de individualizar los hechos del caso.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Andres y L., Horacio s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP, 102, L. XLVI, 21 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos de automotor y Defraudación. Afectación a organismo nacional.


    No se puede descartar, que exista vinculación entre la defraudación sufrida por la querellante y las maniobras delictivas que finalmente originaron el entorpecimiento del registro nacional. Resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia que, por el momento, la investigación quede a cargo del mismo tribunal.


    S., Graciela Noemi s/ Denuncia Adult. Doc.


    COMP, 95, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de licencia de conducir. Remisión a Competencia N° 373 L. XLII "Guillén, Osvaldo s/ Uso de documento adulterado".


    V. R., Santos s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP, 697, L. XLVI, 01 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo de vehículo con chapa patente falsificada. Posible comisión de delito federal. Necesidad de profundizar la investigación y precisar los hechos.


    Resulta imprescindible incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y las calificaciones que se les puede atribuir, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    O., Chirstian Ariel s/ Denuncia


    COMP, 1079, L. XLV, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incendio.


    Corresponde a la justicia de excepción entender en los hechos capaces de provocar un perjuicio directo al patrimonio de la Nación y afectar el buen servicio de sus empleados.


    Comisaria Primera Museo y Archivo Histórico s/ Denuncia.


    COMP, 496, L. XLVI, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incompetencia de la Corte para dirimir el conflicto.


    De acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    B., Laura s/ Denuncia.


    COMP, 844, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 24.051. Residuos peligrosos.


    En principio, sustancias y gases provenientes de las actividades de relleno sanitario e incineración de residuos patógenos aquí denunciados, pueden considerarse "residuos peligrosos" en los términos del anexo de la ley 24.051. Ahora bien, del análisis de los elementos de juicio incorporados al incidente, no se advierte, hasta el momento, la configuración de alguno de los supuestos territoriales o de "repercusión económica" contemplados en el artículo 1° de la ley 24.051, que habilitan su aplicación, por lo que, de conformidad a la doctrina de Fallos: 331:1231, corresponde a la justicia provincial seguir conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    C. d. P., María Isabel s/ Denuncia.


    COMP, 591, L. XLVI, 22 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 24.051. Residuos peligrosos.


    Toda vez que de los elementos incorporados al incidente no surge, hasta el momento, la configuración de alguno de los supuestos contemplados en el artículo 1° de la ley 24.051 que habiliten la aplicación de esta norma, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para seguir conociendo en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    M., Silvia y otro s/ Denuncia.


    COMP, 497, L. XLVI, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Insuficiencia de elementos necesarios para la intervención de la Corte.


    Los elementos hasta ahora reunidos, no resultan suficientes para que V.E. ejerza las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores de los hechos investigados.


    P., Jose s/ Estafa


    COMP, 636, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Insuficiencia de elementos para dictaminar.


    El presente incidente carece de los elementos indispensables para emitir opinión sobre la contienda negativa de competencia.


    O., Pedro Antonio s/ Denuncia.


    COMP, 819, L. XLVI, 13 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Investigación de robo del corazón de Fray Mamerto Esquiú, que se encontraba en el Templo de San Francisco.


    Toda vez que la declaración aludida no implicó la cesión del templo o de sus bienes al Estado Nacional, cuyo dominio exclusivo siguió perteneciendo a la Iglesia Católica la investigación correspondería a la justicia ordinaria.


    V., Paco Ellioth Alberto s/ Robo


    COMP, 536, L. XLV, 16 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Maniobras encauzadas a la distribución del negocio del juego en la Provincia de Buenos Aires, y a la obtención de la habilitación para la instalación de tragamonedas en los hipódromos y agencias hípicas de la misma provincia. Colaboración de autoridades del gobierno bonaerense e institutos provinciales. Criterio negativo de unidad de objeto.


    No se advierte ninguna circunstancia que habilite la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, pues la intervención de ese fuero está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    M., Juan Carlos y otros s/ Su denuncia.


    COMP, 688, L. XLVI, 11 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Maniobras tendientes a defraudar o extorsionar. Competencia a la justicia local.


    Toda vez que de las constancias incorporadas hasta el momento al incidente, surge que el objeto de la denuncia se trataría de maniobras tendientes a defraudar o extorsionar a la familia del denunciante, y no se advierte cómo éstas serían capaces de suscitar la competencia del fuero federal, de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde a la justicia provincial asumir la jurisdicción para entender en esta causa.


    M., Nicolás Ignacio s/ Denuncia.


    COMP, 614, L. XLVI, 22 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Naufragio de una embarcación.


    Toda vez que el naufragio ocurrió en el lago Traful, que está ubicado dentro de los límites de la provincia de Neuquén, por lo que no se afectó la navegación interjurisdiccional. Por lo demás, el accidente no habría puesto en peligro la seguridad de los transportes fluviales ni obstruido el normal funcionamiento de alguna terminal portuaria. Y tampoco surge otra circunstancia que permita habilitar la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional y restringida, ya que está condicionada a la existencia de hechos que puedan perjudicar directa y efectivamente a la Nación.


    P. , Daniel s/ Delito contra la seguridad pública.


    COMP, 729, L. XLVI, 05 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Necesaria intervención del superior tribunal correspondiente al juzgado que primero tomó conocimiento.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7° del decreto ley 1285/58, la contienda debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    L., Atilio Ricardo s/ Denuncia


    COMP, 703, L. XLVI, 28 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Necesaria intervención del superior tribunal correspondiente al juzgado que primero tomó conocimiento.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la contienda debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    C., Ramón Anibal s/ Denuncia


    COMP, 602, L. XLVI, 28 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Necesaria intervención del superior tribunal correspondiente al juzgado que primero tomó conocimiento.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, la contienda debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    R., Nadia Ivana Samanta s/ Estafa


    COMP, 706, L. XLVI, 28 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de delimitar los hechos investigados y su calificación legal. Vuelta al juzgado que tomo conocimiento de la notitia criminis.


    La presente contienda carece de los elementos necesarios para conocer con la certeza que esta etapa requiere los pormenores y el alcance de la totalidad de los hechos investigados y subsumirlos "prima facie" en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra, impedida de ejercer las facultades previstas por el art. 24 inc. 7° del decreto/ley 1285/58.


    A., Ricardo Esteban s/ Denuncia


    COMP, 201, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de delimitar los hechos sometidos a investigación. Devolución de las actuaciones al juez que tomo conocimiento de la notitia criminis.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compele investigarlo y juzgarlo.


    A., Nelly Nilda s/ Denuncia


    COMP, 521, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de delimitar los hechos y su calificación legal.


    Si el conflicto de competencia no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie, en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento en una figura penal determinada.


    Registro Propiedad Automotor S.L. s/ Denuncia


    COMP, 787, L. XLVI, 22 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de individualizar los hechos de la causa y su calificación jurídica.


    Resulta indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los que versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito cometido es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    O., Hector Alejandro s/ Estafa


    COMP, 204, L. XLVI, 15 de junio de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de individualizar los hechos de la causa y su calificación jurídica.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    B., Adriana Evangelina s/ Encubrimiento


    COMP, 91, L. XLVI, 08 de junio de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de individualizar los hechos de la causa.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    P., Fernando Fiorentino s/ Denuncia


    COMP, 997, L. XLV, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de profundizar la investigación y delimitar con precisión los hechos investigados, por parte del juez que previno en la causa.


    Resulta indispensable para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los que versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito cometido es que cabe pronunciarse acerca del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Gustavo Adolfo s/ Defraudación por retención indebida


    COMP, 303, L. XLVI, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de profundizar la investigación. Multiplicidad de alternativas delictivas.


    No resulta posible que V.E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58, pues el presente conflicto no se halla precedido de una investigación suficiente que permita discernir el verdadero alcance de los acontecimientos y el modo en que habrían ocurrido, para establecer así, su correcta significación jurídica y, consecuentemente, la competencia material en la causa. Sólo a partir de la profundización de la pesquisa podrian subsanarse las deficiencias señaladas, máxime cuando ante la multiplicidad de circunstancias que comprenden los acontecimientos, podrian considerarse distintas modalidades delictivas e hipótesis fácticas posibles.


    M., Luis Alberto y otros s/ Inv. por Robo de Automotor en perjuicio de Carlos Roberto Funes y otros


    COMP, 877, L. XLV, 23 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Obstaculización de la circulación del tránsito en la vía pública o espacios públicos.


    Toda vez que el magistrado federal, en consonancia con lo solicitado por el fiscal, descartó la posible comisión de un delito, corresponde al juez con competencia en lo contravencional asumir su jurisdicción y continuar la investigación que le permita pronunciarse sobre la posible infracción contravencional.


    N.N. s/ Extorsión.


    COMP, 684, L. XLVI, 05 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Posible adulteración de formularios de transferencia de dominio de automotor. Investigación insuficiente.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que V.E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del Decreto Ley 1285/58. Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Oscar Alejandro s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP, 73, L. XLVI, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Posible delito de privación ilegítima de la libertad.


    Más allá de la calificación legal que en definitiva resulte, toda vez que de los elementos incorporados al incidente, de momento, no surgen las circunstancias contempladas en el precedente "Ramaro", corresponde a la justicia local continuar con el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    L., Lin s/ Denuncia.


    COMP, 908, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta fabricación de laguna artificial en barrio cerrado. Ausencia de determinación de figura penal.


    Sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo.


    L. G. s/ Denuncia desprendimiento actuac. prelimin.


    COMP, 641, L. XLVI, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción al artículo 248 del Código Penal.


    Toda vez que el objeto procesal de esta causa consistiría en el incumplimiento, por parte de funcionarios provinciales, de deberes de control propios del poder de policía sobre presuntas actividades ilegales de extracción de suelo en un terreno perteneciente al gobierno local, corresponde al Juzgado de Garantías conocer en estas actuaciones. Las reglas de acumulación por conexidad sólo son aplicables a los conflictos en los que participan jueces nacionales.


    S. A., Silvia Irma y C., Marcelo Fernando s/ Incumplimiento de los deberes de funcionario público.


    COMP, 333, L. XLVI, 30 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto "desarmadero" ilegal de automotores. Ley 24.051. Sustancias perjudiciales para el medio ambiente y los seres vivos. Delito de encubrimiento.


    Las reglas de conexidad en materia penal, a las que se refiere el juez local, sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales. Sobre esa base, considerando también los derechos que amparan al imputado contra la doble persecución penal y el aseguramiento de su defensa, corresponde al juez local asignar la competencia para investigar la presunta comisión del delito de encubrimiento. Por otra parte, con relación a la detección de sustancias que podrían importar una infracción de la ley 24.051, cabe señalar que de los elementos de juicio incorporados al incidente no se advierte, hasta el momento, la configuración de alguno de los supuestos territoriales o de "repercusión económica" contemplados en el artículo 10 de la ley 24.051 que habilitan la competencia federal.


    P., Marcelo Alberto s/ Denuncia.


    COMP, 699, L. XLVI, 03 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 723 L. XLII "Antinori, Daniel Oscar s/ Infracción a la ley 23.737".


    D., Ariel Rodrigo s/ Estupefacientes - Comercialización


    COMP, 753, L. XLVI, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a competencia n° 1062, L. XLV "Torres, Ernesto s / Lesiones (artículo 89 del C.P)".


    A., Nilda Elba s/ Lesiones y amenazas


    COMP, 721, L. XLVI, 28 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 1062, L. XLV "Torres, Ernesto s/ Lesiones (artículo 89 del C.P)".


    G. B. E. D. s/ Lesiones y amenazas


    COMP, 828, L. XLVI, 11 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia n° 130 L. XLII in re "Echevarría, Sandra P. s/ infracción a la ley 23.737".


    A., Damian Alejandro s/ Inf. ley 23.737


    COMP, 941, L. XLVI, 16 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 1609, L. XL, "Pérez Carmoni, Anselmo y otros s/ Estafa en concurso real con estafa en grado de tentativa".


    P., Bartolina s/ Estafa.


    COMP, 906, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 188, L. XLIII, "Céspedes, Isaías s/ dcia. Infr. ley 23.592."


    S., Nicolas s/ Posible comisión de delito de acción pública.


    COMP, 894, L. XLVI, 17 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 205, L. XLV "Amarilla, Luis Alberto s/ Lesiones dolosas".


    D. G., L. B. s/ Lesiones leves


    COMP, 683, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 273 L. XLVI "Mármol, Gustavo s/ coacción"


    B., Carolina Lujan s/ Amenazas


    COMP, 433, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 273 L. XLVI "Mármol, Gustavo s/ Coacción".


    F., Jorge Guillermo s/ Coacción


    COMP, 767, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a competencia N° 342 L. XLII "Falcón, Cristián s/ Infracción a la ley 23.737"


    M., Santiago s/ Estupefacientes comercialización


    COMP, 634, L. XLVI, 06 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ defraudación por desbaratamiento".


    P., Jorge Pablo s/ Lesiones, daño y amenazas


    COMP, 889, L. XLV, 10 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 416, L. XLV, "Colambres, Federico J. s/ dcia".


    B. C., Mirko Stefan s/ Denuncia.


    COMP, 772, L. XLIV, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia n° 452 L. XLIII "González, Bernardino y otro s/ Infracción a la ley 23.737".


    N.N. Daniela y N.N. Marcelo s/ Ley 27.373 tenencia de estupefacientes con fines de comercialización


    COMP, 998, L. XLVI, 29 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a competencia n° 452 L. XLIII "González, Bernardino y otro, s/ Infracción a la ley 23.737".


    C., Carlos Castor - T., Tomas s/ Estupefacientes, siembra, producción, almacenamiento, transporte, suministro y tenencia de arma de uso civil


    COMP, 555, L. XLVI, 24 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 612, L.XLVI "Espínola, Cristaldo s/ Lesiones leves".


    A., Carlos Gaston s/ Resistencia a la autoridad


    COMP, 623, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 612, L.XLVI "Espínola, Cristaldo s/ Lesiones leves".


    P., Julio s/ Incidente de competencia


    COMP, 372, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 641, L. XL VI "Las Golondrinas s/ denuncia desprendimiento actuaciones preliminares"


    Nuevo Quilmes s/ Denuncia.


    COMP, 775, L. XLVI, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 723 L. XLII "Antinori, Daniel Oscar s/ Infracción a la ley 23.737".


    A., Andres Luis s/ Inf. Ley 23.737


    COMP, 834, L. XLVI, 11 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 723 L. XLII "Antinori, Daniel Oscar s/ Infracción a la ley 23.737".


    N., Ricardo Nestor s/ Infr. a la ley 23.737


    COMP, 911, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia n° 723 L. XLII "Antinori, Daniel Oscar si infracción a la ley 23.737".


    B., Leonardo Maximiliano y otros s/ Ley 23.737


    COMP, 948, L. XLVI, 16 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 723 L. XLII, "Antinori, Daniel Oscar s/ Infracción a la ley 23.737".


    C., Alberto Martin s/ Estupefacientes - Tenencia para uso personal


    COMP, 1001, L. XLVI, 29 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 739, L. XLI, "Hanselmann, Eduardo Horacio s/ Privación ilegítima de la libertad".


    M., Raul s/ Dcia Pta extorsión.


    COMP, 778, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 752, L. XLV, "N.N. s/ Defraudación".


    Q., Valeria s/ Denuncia.


    COMP, 820, L. XLVI, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencia N° 793, L. XLIII, "Villanueva, Alejandro Gabriel s/ denuncia estafa".


    S., Leandro Enrique s/ Estafa.


    COMP, 950, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencias n° 130 L. XLII "Echevarría, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737" y N° 611 L. XLIII "Constante, Ramón Ceferino s/ Infracción a la ley 23.737".


    B., Claudio Andres y Proz, Lucas E. s/ Tráfico de estupefacientes con fines de comercialización


    COMP, 954, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencias N° 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ Infracción a la ley 23.737" y N° 303 L. XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la ley 23.737".


    R., Hector Emanuel s/ Tenencia de estupefacientes con fines de comercialización


    COMP, 759, L. XLVI, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencias N° 398 L. XLII "Cante, Gabriel s/ Av. presunta infr. ley 23.737" y N° 429 L. XLIII "Oviedo, Mario Sebastián s/ infr. ley 23.737".


    Fiscal s/ Denuncia Inf. Ley 23.737


    COMP, 461, L. XLVI, 11 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencias N° 398 L. XLII "Conte, Gabriel s/ av. presunta infr. ley 23.737" y N° 429 L. XLIII "Oviedo, Mario Sebastián s/ infr. ley 23.737".


    L., Ricardo Antonio s/ Av. Inf. ley 23.737


    COMP, 832, L. XLVI, 24 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Competencias N° 398 L. XLII "Conte, Gabriel s/ av. presunta infr. ley 23.737" y N° 429 L. XLIII "Oviedo, Mario Sebastián s/ infr. ley 23.737"


    Fiscal s/ Pta. Inf. ley 23.737


    COMP, 557, L. XLVI, 20 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 323:3289.


    H., Eduardo Luis s/ Pto delito de acción pública


    COMP, 428, L. XLVI, 11 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 326: 1580 y 328 :315.


    R., Fernando Luis s/ Denuncia.


    COMP, 559, L. XLVI, 15 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 328:390.


    A. S., Orlando s/ Denuncia.


    COMP, 827, L. XLVI, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 329:2130.


    B., Daniel Omar s/ Denuncia.


    COMP, 843, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 330:36.


    Maximiliano M. s/ Denuncia.


    COMP, 795, L. XLVI, 17 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 331: 1224.


    B., Jaqueline y S., Fernando David s/ Inf. art. 189 bis del C.P.


    COMP, 99, L. XLVI, 20 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1060 L. XLV "Moares, Cristian Alejandro s/ Artículo 289 inciso 3° del Código Penal".


    E., Gustavo s/ Art. 289 Inc. 3 del C.P.


    COMP, 377, L. XLVI, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia n° 1062, L. XLV "Torres, Ernesto s/ Lesiones (artículo 89 del C.P)".


    M., Marta Haydee s/ Denuncia


    COMP, 655, L. XLVI, 28 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 159 L. XLIII "Juárez, Rosa Stella Maris s/ Tenencia de estupefacientes".


    A., Miguel Antonio y Benitez, Yesica V. s/ Inf. ley 23.737


    COMP, 951, L. XLVI, 16 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la competencia N° 192, ,L. XLI, "Avalos, Rosana Inés s/ Su denuncia"


    I., Salvador s/ Incidente de competencia.


    COMP, 640, L. XLVI, 20 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. remisión a la Competencia n° 358 L. XLII "Sans, Claudia Ester s/ comercialización de estupefacientes".


    L., Ester Carmen s/ Inf. a la ley 23.737


    COMP, 525, L. XLVI, 20 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la competencia N° 452 L. XLIII "González, Bernardino y otro s/ Infracción a la ley 23.737".


    B., Valdemar y otros s/ Inf. ley 23.737


    COMP, 748, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la competencia N° 462, L. XLII, "Araujo, Karina Alejandra s/ defraudación"


    F., Susana Patricia s/ Denuncia.


    COMP, 586, L. XLVI, 15 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la competencia N° 723 L. XLII, "Antinori, Daniel Oscar s/ infracción a la ley 23.737"


    F., Mariela Paula s/ Ley 23.737


    COMP, 666, L. XLVI, 14 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a las Competencias N° 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ Infracción a la ley 23.737" y N° 303 L. XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la ley 23.737".


    D. B., Alejandro Martin s/ Cuestión de competencia


    COMP, 654, L. XLVI, 28 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 130 L. XLII, "Echevarria, Sandra P. s/ Infracción a la ley 23.737".


    V., Reinaldo s/ Inf. Ley 23.737 y art. 189 bis del C.P.


    COMP, 499, L. XLVI, 26 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a competencia N° 342 L. XLII "Falcón, Cristián s/ Infracción a la ley 23.737".


    Fiscal s/ Av. Pta. Inf. Ley 23.737


    COMP, 720, L. XLVI, 27 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión al precedente de Fallos: 328:315.


    B., César Fabián s/ Denuncia.


    COMP, 577, L. XLVI, 22 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a establecido en los precedentes de Fallos: 326: 1580 y 328:315.


    C., Gabriela Carmen s/ Denuncia.


    COMP, 122, L. XLVI, 12 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a Fallos: 325:269.


    Cooperativa Agropecuaria F. s/ Su denuncia.


    COMP, 267, L. XLVI, 11 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a Fallos: 325:269.


    R., José Antonio s/ Su denuncia


    COMP, 246, L. XLVI, 27 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a Fallos: 328:3086 y a la Competencia N° 928, L. XLIII, in re "Romero, América Azucena s/ Infracción ley 24.270".


    S., Romina Paola s/ Ley 24.270.


    COMP, 330, L. XLVI, 01 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a la Competencia N° 993, L. XLIV, in re "Pagola, Reinalde Pedro s/ Denuncia".


    G., Domingo Ricardo s/ Abuso sexual


    COMP, 206, L. XLVI, 18 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en Fallos: 325:269.


    Autores desconocidos s/ Quema de cañaverales


    COMP, 162, L. XLI, 06 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en Fallos: 325:269.


    C., Julio César s/ Su denuncia


    COMP, 161, L. XLVI, 06 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en Fallos: 325:269.


    Cooperativa de Trabajadores de Trabajo A. Limitada s/ Su denuncia


    COMP, 121, L. XLI, 06 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en Fallos: 325:269.


    Cooperativa de Trabajadores Unidos de Trabajo Agropecuario s/ Su denuncia


    COMP, 268, L. XLVI, 11 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en Fallos: 325:269.


    Ingeniero Ñ. S.A. SER s/ Denuncia.


    COMP, 266, L. XLVI, 11 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en Fallos: 325:269.


    J., Francisco Valentín s/ Su denuncia


    COMP, 160, L. XLVI, 06 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en Fallos: 326:3407.


    P., Norberto Rafael s/ Su denuncia


    COMP, 1053, L. XLV, 19 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en Fallos: 329:2130.


    D. R., Juan Carlos s/ Denuncia


    COMP, 1004, L. XLV, 22 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Comp. N° 963, L. XLI, in re "Vidal Torres, Samuel Enrique s/ Ley 11.723"


    S., Oscar Jonathan s/ Inf. Ley 11.723.


    COMP, 769, L. XLVI, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 1047, L. XLIV, in re "Bilancieri, Eduardo s/ Inf. Ley 24.051".


    Autores desconocidos s/ Quema de cañaverales (Damnificado: Empresa O. S.A.)


    COMP, 60, L. XLVI, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la competencia N° 1065, L. XLIV in re "Verón, Marcelo E. s/ Inf. Art . 302 C.P.".


    P. S.R.L. s/ Inf. Art. 302.


    COMP, 1012, L. XLV, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 1295, L. XLIII, in re "Vaz, Luis G. s/ robo con armas".


    P., José Luis s/ Robo con arma de fuego.


    COMP, 27, L. XLVI, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 15, L. XLV, in re "Mamani, Maria E. s/ Infr. Ley 24.270".


    A. Aliana, Inés s/ Impedimento de contacto


    COMP, 216, L. XLVI, 06 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 1594, L. XLI, in re "Escobar, Jorge Ezequiel s/ Su secuestro extorsivo".


    C., Carlos Enrique y otros s/ Inf. Art. 170 C.P.


    COMP, 258, L. XLVI, 06 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 199, L. XLV, "Martínez, Alberto Raúl s/ Inf. art. 302". Declinación en función del domicilio del banco girado.


    Z., Hugo Horacio y Z., Claudio Javier s/ Inf. Art. 302 C.P.


    COMP, 167, L. XLVI, 14 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 400, L. XLVI, in re "Sanabria, Carina A. s/ Infr. ley 24.270".


    D., Clara s/ Infracción Ley 24.270.


    COMP, 728, L. XLVI, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 538, L. XLV, in re "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública".


    M., Hugo y otros s/ Inf. Ley 26.364.


    COMP, 1041, L. XLV, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 538, L. XLV, in re "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública".


    M., María de los Ángeles s/ Inf. Art. 125 bis 1° Párrafo del C.P.


    COMP, 6, L. XLVI, 09 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 620, L. XLIV, in re "Rey, Gustavo Ariel y otros s/ Defraudación".


    U.F.I.S.E.S. s/ Denuncia s/ Delito contra la propiedad y la administración pública


    COMP, 749, L. XLV, 09 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 8, L. XLV, in re "Sagini Rodríguez, Eduardo s/ Homicidio y tentativa".


    M., Nicolás Rafael o Fernández, Hugo y otros s/ Inf. Arts. 89 del CP.


    COMP, 715, L. XLVI, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 824, L. XLV, in re "Zaldúa, Carlos Alberto s/ Su denuncia".


    G., Roberto Antonio s/ Amenazas


    COMP, 196, L. XLI, 19 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia Nº 775, XXXII, in re "Cánovas, Carlos Edgardo s/ Denuncia tentativa de estafa".


    F., Daniel Alfredo s/ Posible comisión de delito de acción pública


    COMP, 1066, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo establecido en Fallos: 325:269.


    L., Pedro Miguel y otros s/ Quema de cañaverales


    COMP, 249, L. XLVI, 30 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 1447, L. XL, "Servicio Penitenciario Federal N° 1 s/ Apremios ilegales".


    B., Gustavo Adolfo s/ Su denuncia


    COMP, 88, L. XLVI, 12 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Residuos patológicos en los términos del art. 19 de la ley 24.051. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 1057, L. XL, in re "Basurero Municipal San Carlos s/ Infr. leyes especiales".


    Hallazgo s/ Inf. Ley 24.051


    COMP, 136, L. XLVI, 12 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Resistencia a la autoridad.


    Toda vez que las constancias incorporadas al incidente dan cuenta que el objeto procesal ha quedado circunscrito a la supuesta resistencia a la autoridad ya que el imputado no habría acatado la orden impartida por la policía bonaerense para que él y su cónyuge descendieran de la formación, que se hallaba, por entonces, detenida en la localidad de Maquinista Savia, corresponde que sea la justicia provincial la que conozca en ese hecho.


    D., Jorge Avelino s/ Atentado y resistencia a la autoridad


    COMP, 118, L. XLVI, 14 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo y privación ilegítima de la libertad. Desistimiento de la cuestión de competencia.


    La resolución por la cual la justicia nacional dispuso la remisión de la causa a favor del juzgado bonaerense, importó el desistimiento de la cuestión de competencia por ella planteada anteriormente y, por lo tanto, ha desaparecido todo conflicto que pudiera ser sometido a conocimiento de la Corte.


    P., Nicolas s/ Denuncia


    COMP, 363, L. XLVI, 26 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo de menor.


    En autos no se presentan las circunstancias causídicas contempladas en el caso "Ramaro", por lo que corresponde a la justicia bonaerense sumir el conocimiento de esta causa.


    G., Alejandro Alberto s/ Secuestro extorsivo.


    COMP, 675, L. XLVI, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de bienes muebles de una vivienda e invasión de ese inmueble por parte de terceros.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto las reglas de conexidad en materia penal sólo son aplicables a la distribución de competencia entre jueces nacionales, por cuanto la materia escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal, que inspiran aquellas disposiciones. Principio del cual no conviene apartarse en este caso teniendo en cuenta que, más allá del litigio pendiente sobre la propiedad de los bienes, lo cierto es que ambos delitos, el supuesto hurto de los bienes muebles de una casa y la supuesta expulsión de su morador protegen de manera inmediata, no el dominio, sino la pacifica tenencia de las cosas.


    B., Wenceslao Hernán Marcos s/ Denuncia


    COMP, 980, L. XLV, 13 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Traba incorrecta de la misma. Necesaria intervención de tribunal de alzada.


    La contienda de competencia no se encuentra correctamente trabada, ya que debió ser aquel tribunal de alzada - que oportunamente confirmó la resolución del juez que declinó la competencia - quien debió mantener o no su postura.


    N., Henert Alejandro s/ Habeas corpus


    COMP, 960, L. XLVI, 30 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Venta de bebidas alcohólicas durante elección de autoridades locales. Infracción al Art. 136 del Código Electoral de la Nación. Ausencia de afectación a intereses Nacionales. Declinación a favor de la justicia local.


    La venta de bebidas alcohólicas, acontecida durante comicios para elegir autoridades y representantes en los poderes provinciales, no afecta una elección nacional ni el servicio o patrimonio de los organismos vinculados a ésta. Ello así, en la medida en que son los Estados Provinciales quienes deben asegurar sus propias instituciones en el marco de un sistema representativo y republicano.


    Juzgado de Paz de Trevelin s/ Denuncia


    COMP, 85, L. XLVI, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Venta de CD´s apócrifos. Necesidad de individualizar los hechos y su calificación legal.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    P. S., Silvia Elizabeth y otro s/ Infracción Leyes 11.723 y 22.362


    COMP, 148, L. XLVI, 31 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencias. Remisión a Competencias N° 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ Infracción a la ley 23.737" y N° 303 L. XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ Infracción a la ley 23.737".


    S., Juan Ignacio y Campos, Pablo Ruben s/ Transporte de estupefacientes


    COMP, 758, L. XLVI, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencias. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 1057, L. XL, in re "Basurero Municipal San Carlos s/ Infr. leyes especiales".


    Actuaciones Comisaria Chascomús s/ Inf. ley 24.051


    COMP, 135, L. XLVI, 07 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa. Remisión a Competencia N° 612, L.XLVI "Espínola, Cristaldo s/ Lesiones leves".


    P. G., Federico s/ Robo en tentativa


    COMP, 588, L. XLVI, 07 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    De acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1. 285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    G., María Eugenia s/ Su denuncia.


    COMP, 72, L. XLVI, 12 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Doctrina de arbitrariedad de sentencias. Facultades de revisión de la Corte Suprema en cuestiones procesales. Remisión a los autos F. 1370, L.XLII, "Fuertes Mamani, Juan Manuel s/causa N° 6797".


    La doctrina de la arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales de provincia cuando deciden recursos extraordinarios de orden local. Los agravios planteados constituyen una cuestión procesal ajena, por regla, a esta instancia extraordinaria.


    C., Dario Ruben s/ Causa N° 95430


    C, 536, L. XLV, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Competencia N° 108 L. XLII, "Stagliano, Damián s/ Infracción a la ley 23.737".


    M., Rosa s/ Pta. Inf. Art. 14 1° Párrafo de la Ley 23.737


    COMP, 84, L. XLVI, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Competencia N° 338, L. XLIV, "Secantes, Juan Pablo y otro s/ Av. pta. infracción a la ley 23.737".


    L., Javier Edgardo s/ Cultivo Ilegítimo de plantas para producir estupefacientes


    COMP, 170, L. XLVI, 21 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Competencia N° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por desbaratamiento".


    P. V., Hector Oscar s/ Coacción


    COMP, 481, L. XLV, 05 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Competencia n° 406, L. XLI, "Raspagliesi, Rodolfo Alberto s/ Defraudación por Desbaratamiento".


    A. M., Tulio Juan y otros s/ Estafa Procesal


    COMP, 294, L. XLV, 15 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Competencia n° 665, L. XLIII, "Romero, Carlos Darío s/ infracción a la ley 23.373".


    S., María Claudia y otros s/ Inf. Ley 23.737


    COMP, 61, L. XLVI, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Competencia N° 723 L. XLII, "Antinori, Daniel Osear s/ Infracción a la ley 23.737".


    G., Gustavo s/ Inf. Ley 23.737


    COMP, 1068, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Competencia n° 796 L. XLIII, "Cagnetta, Damián s/ Infracción a la ley 23.737".


    C. R., Wilfredo s/ Denuncia


    COMP, 799, L. XLV, 10 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Competencia n° 796, L. XLIII, "Cagnetta, Damián s/ Infracción a la ley 23.737".


    C., David Anibal s/ Infracción ley 23.737


    COMP, 851, L. XLV, 15 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Competencia N° 8, L. XLV, "Sagini Rodríguez, Eduardo s/ homicidio y tentativa". Lesiones entre internos de complejo federal de detención.


    Ausencia de afectación a intereses federales ni a la prestación del servicio del establecimiento nacional.


    S., Constanza s/ Lesiones


    COMP, 210, L. XLVI, 11 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Competencia N° 994 L. XLV. "Martineli Jorge si su denuncia".


    M., Jorge Osvaldo s/ Denuncia


    COMP, 74, L. XLVI, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Competencias N° 264 L. XLII "Salazar, Silvia s/ Infracción a la ley 23.737" y N° 303 L. XLII "Vialaret, Maxímiliano y otra s/ Infracción a la ley 23.737".


    T., Adelina y L., Héctor Ramón s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 142, L. XLVI, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a Competencias N° 264, L. XLII "Satazar, Silvia s/ infracción a la ley 23.737" y N° 303 L. XLII "Vialaret, Maximiliano y otra s/ infracción a la ley 23.737"


    E., Rubén Marcelo s/ Infracción a la ley 23.737


    COMP, 11, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión a la Competencia N° 723 L. XLII,"Antinori, Daniel Oscar s/ infracción a la ley 23.737".


    Unidad Funcional de Instrucción N° 14 s/ Denuncia infracción Ley 23.737


    COMP, 1035, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado a la Competencia N° 40, L. XLV, in re "Castro, Silvia Adriana y otro s/ Delito de acción pública".


    G., María Cristina s/ Denuncia de abuso deshonesto


    COMP, 953, L. XLV, 31 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en Fallos: 325:269.


    H., Francisco Jesús s/ Su denuncia


    COMP, 1073, L. XLV, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en Fallos: 325:269.


    M. S., Marcil Antonio y otros s/ Inf. Art. 166 Inc. B del Código Penal


    COMP, 934, L. XLV, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en Fallos: 325:269.


    R., Antonio Franciso s/ Su denuncia


    COMP, 935, L. XLV, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en Fallos: 325:269.


    R., Héctor Eloy s/ Su denuncia


    COMP, 1074, L. XLV, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en Fallos: 328:4216


    C. , Jaime Alberto s/ Extorsión


    COMP, 664, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la competencia Nº 470, L. XLV, in re "Acuña, Carlos y otros s/ Falsificación de documento".


    Lista V. y B. del S. de T. de E. de R. y P. H.l s/ Su denuncia.


    COMP, 1009, L. XLV, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia Nº 1056, L. XLIV, in re "Sosa, Oscar s/ Infr. Art. 119 C. P.".


    G., José Alfredo s/ Estupro agravado


    COMP, 965, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia Nº 1137, L. XLIII in re "Ferreira Menino, Oscar s/ Estafa".


    Banco M. B. s/ Defraudación


    COMP, 1048, L. XLV, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia Nº 200, L. XLIII, in re "Sosa, José Eduardo s/ Infr. Ley 22.362".


    R., Casimiro Alfredo s/ Infracción Ley 11.723


    COMP, 29, L. XLVI, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo de Fallos: 315:2570, 326:1580 y 328:315.


    V., María Laura s/ Defraudación


    COMP, 283, L. XLVI, 31 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Devolución de los autos al juzgado de origen a fin que subsane errores procesales.


    Además de no haberse formado incidente por separado respecto de la contienda suscitada con ese tribunal, tampoco se ha incorporado a este expediente la resolución por la que su titular habría rechazado esa declinatoria, elemento indispensable para emitir opinión en el conflicto.


    D. G., Carlos Edgardo s/ Falsificación, alteración o supresión de la numeración registrada


    COMP, 957, L. XLV, 31 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1249, L. XLI, "López, Santiago Alberto s/ delito de acción pública".


    Q., Valeria Analía s/ Denuncia.


    COMP, 403, L. XLVI, 06 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Remisión a Competencias N° 211, L.XLI, "Molina, Jorge Leonardo y Gamboa, Andrés Adrián si portación de arma de uso civil" y N° 595, L.XLI, "Personal Policial s/ hallazgo de arma de guerra".


    A. S., Cristian Jesus s/ Presunta Comisión de Delito


    COMP, 878, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Resolución a cargo de la Cámara de Apelaciónes del juzgado que intervino primero en la causa.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    S., Karina Laura s/ Denuncia


    COMP, 930, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    De acuerdo a lo reglado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58, sustituido por la ley 21.708, debe ser dirimida por el tribunal de alzada del que depende aquél que primero hubiere conocido.


    B., Nicolás Sebastián y otros s/ Secuestro extorsivo


    COMP, 240, L. XLVI, 30 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    Más allá de que el inmueble se encuentre ubicado en territorio bonaerense, y de que allí se hubiere anotado provisionalmente su presunta transferencia fiduciaria, la maniobra defraudatoria se habría desarrollado en Capital Federal. En consecuencia y habida cuenta que en esa jurisdicción, además, se domiciliarían los imputados, corresponde declarar la competencia del juzgado nacional en lo criminal de instrucción para entender en las presentes actuaciones.


    M., Alberto Daniel y Montardit, Carlos Damián s/ Defraudación.


    COMP, 269, L. XLVI, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Accidente ferroviario con posterior interrupción del servicio. Empresa privada pestataria del servicio. Ausencia de afectación a intereses federales.


    El ferrocarril representa un instrumento de comunicaciones puesto a disposición de los intereses generales de la Nación y, cualquier hecho que estorbe o impida el normal funcionamiento del servicio de transporte constituye materia federal. Sin perjuicio de aquello, las funciones tradicionalmente asignadas al ferrocarril han variado y se cumplen, en la actualidad, a través de otros medios de transporte, por lo que, para que un hecho de aquellas características suscite cuestión federal, en los casos en que la Nación no sea la prestataria directa del servicio, es preciso que exista una afectación al objeto esencial de protección, que es, el libre desarrollo del tráfico interjurisdiccional.


    O., Jorge David y Ramírez, Silvia s/ Su denuncia.


    COMP, 310, L. XLVI, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Concurrencia ideal. Leyes 22.362 y 11.723.


    En esta causa se investiga un solo hecho susceptible de ser encuadrado en dos tipos penales (contenidos en las leyes 22.362 y 11.723), que concurren idealmente entre sí. Y teniendo en cuenta que el sobreseimiento recae sobre un hecho y no respecto de una calificación legal, la resolución del juez federal cerró total y definitivamente la causa provocando la extinción de toda pretensión penal. Luego, al no haber causa, no hay caso que V. E. deba resolver.


    D., Walter Adrián y otros s/ Leyes especiales.


    COMP, 460, L. XLVI, 13 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Criterios que habilitan la competencia del fuero federal: Ausencia de afectación directa a los intereses del Estado Nacional.


    Toda vez que la provincia de Buenos Aires designó al "Instituto de Obra Médico Asistencial (lOMA)" como órgano ejecutor del programa de salud que se financia con fondos que la Nación destina a las provincias, el caso no tendría entidad para afectar directamente los intereses del Estado Nacional o de alguna de sus instituciones, ni el buen servicio de sus empleados.


    F., Lilia Marcela s/ Denuncia.


    COMP, 959, L. XLVI, 13 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa cometida con el uso de un documento privado falso.


    La consideración de las consecuencias patrimoniales derivadas de un delito, no puede determinar por sí sola la procedencia del fuero federal, en la medida en que el hecho, por su naturaleza, no afecte efectiva y directamente el patrimonio de la Nación o de alguna de sus instituciones.


    S., Yamila y otros s/ Defraudación en perjuicio de la Adm. Púb. Nacional y otro.


    COMP, 464, L. XLVI, 09 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo de DNI. Obtención de préstamos por terceros mediante la utilización del documento robado.


    Toda vez que de los elementos de la causa se desprende que los préstamos se habrían obtenido en dos comercios de la localidad de San Francisco Solano, donde, a su vez, se adquirieron algunos productos, corresponde al juez provincial continuar con el trámite de estas actuaciones.


    T. R., Clara Maria s/ Denuncia.


    COMP, 952, L. XLVI, 13 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo perpetrado en perjuicio de agentes diplomáticos. Competencia originaria.


    Para promover la competencia originaria, en las causas concernientes a delitos perpetrados en perjuicio de agentes diplomáticos, es indispensable que quienes resulten legitimados soliciten formalmente ser tenidos por parte en el proceso, petición que no ha formulado ningún funcionario de la representación diplomática involucrada.


    A. F., Matilde s/ Denuncia robo.


    A, 536, L. XLVI, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia de titular de cuenta bancaria. Débito de importe percibido a favor de organismo provincial.


    Toda vez que de los antecedentes incorporados al legajo no surge la falsificación de documentos nacionales o la afectación al normal funcionamiento de un organismo de esa índole y el buen servicio que prestan sus empleados, corresponde a la justicia provincial asumir la jurisdicción para entender en las presentes actuaciones.


    C., Alfredo Rodolfo s/ Delito de acción pública.


    COMP, 349, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia por amenazas a través de mensajes anónimos dejados en el contestador automático de teléfono celular.


    Aquellas causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48, deben en principio tramitarse en sede federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del no conocimiento prioritario de los tribunales nacionales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    R., César Alberto s/ Denuncia.


    COMP, 341, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Irregularidades de declaraciones de testigos en el marco de una investigación administrativa.


    Habida cuenta que el objeto de las actuaciones sería el de investigar la conducta de funcionarios provinciales en un expediente administrativo de una institución también provincial, circunstancia no controvertida por el magistrado local al ceñirse a la ausencia de adecuación legal, estimo que al caso no resultan aplicables las disposiciones del art. 33, inc. 1° del Código Procesal Penal de la Nación, que contempla los delitos que obstruyen o corrompen el buen servicio de los empleados nacionales y sus instituciones.


    A., Roberto Ignacio s/ Denuncia.


    COMP, 785, L. XLVI, 21 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Mala Praxis.


    En atención a que de las constancias causídicas, no surge otro objeto procesal que el de una posible mala praxis médica, corresponde a la justicia nacional proseguir con su intervención en estas actuaciones.


    V. d. L., María Arcangela s/ Muerte por causa dudosa.


    COMP, 578, L. XLV, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    O., Gabriel Gaston s/ Amenazas


    COMP, 687, L. XLVI, 28 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Pelea entre internos alojados en complejo penitenciario con el uso de armas punzantes llamadas "facas".


    Toda vez que de las constancias agregadas al incidente no se advierte que los hechos objeto de esta contienda hubieran entorpecido las funciones del establecimiento penitenciario, ni que existan elementos que permitan sospechar, por acción u omisión, la responsabilidad de sus empleados, ni el buen servicio que prestan, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para entender en el trámite de estas actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    V. Lucas, M., Carlos y otros s/ Lesiones.


    COMP, 601, L. XLVI, 08 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1594, L. XLI,"Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo".


    R., Alejandro Hernán s/ Infracción art. 170 del C.P.


    COMP, 223, L. XLVI, 28 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en Fallos: 329:2130.


    N., Facundo Ernesto, M. Natalia de los Ángeles s/ Competencia.


    COMP, 453, L. XLVI, 06 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a lo dictaminado en la Competencia N° 744, L. XXXVIII, "Gauto, César Bartolomé s/ infracción ley 13.944".


    G. R., María Lourdes s/ Inf. Ley 13.944.


    COMP, 54, L. XLVI, 12 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión al precedente sentado en Fallos: 329:3905.


    L., Miguel Ángel c/ Jonas, Lidia Beatriz s/ Delito contra la administración pública.


    COMP, 705, L. XLVI, 03 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 1.151, L. XLIII, in re "Svetliza, Laura M. s/ Instigación al suicidio".


    M., Laura Estela s/ Muerte por causa dudosa.


    COMP, 425, L. XLVI, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 1249, L. XLI, in re "López, Santiago Alberto s/ Delito de acción pública".


    Q., Valeria Analia s/ Denuncia.


    COMP, 704, L. XLVI, 13 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la competencia N° 1249, L. XLI, in re "López, Santiago Alberto s/ Delito de acción pública".


    Q., Valeria Analia y otros s/ Denuncia.


    COMP, 489, L. XLVI, 23 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la competencia N° 1594, L. XLI, in re "Escobar, Jorge Ezequiel s/ Su secuestro extorsivo".


    A., Lucas Matías s/ Secuestro extorsivo calificado.


    COMP, 536, L. XLVI, 25 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 1594, L. XLI, in re "Escobar, Jorge Ezequiel s/ Su secuestro extorsivo".


    R., Juan Ramón s/ Secuestro extorsivo.


    COMP, 287, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la competencia N° 2154, L. XXXIX, in re "Juárez, Aldo Miguel s/ Denuncia presunta infracción art. 174, inc. 5°, del Código Penal".


    A., Raúl Guillermo s/ Delito de acción pública.


    COMP, 458, L. XLVI, 06 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado la Competencia N° 1594, L. XLI, in re "Escobar, Jorge Ezequiel s/ Su secuestro extorsivo".


    P. M., Antonio Baltasar y otros s/ Inf. Arts. 166, 167 y 170 del Código Penal.


    COMP, 542, L. XLVI, 25 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo establecido en Fallos: 315:2570 y 328:315.


    P., Martín Adrián s/ Su denuncia


    COMP, 236, L. XLVI, 22 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo establecido en fallos: 326: 1580 y 328:315.


    D. M., Raúl y S. R. F. s/ Defraudación


    COMP, 773, L. XLV, 22 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro y posterior pedido de rescate. Criterios que habilitan la competencia del fuero federal: interpretación restrictiva.


    Cualquiera sea la calificación penal que en definitiva quepa dar al hecho objeto de este conflicto, lo cierto es que respondería a motivaciones que no excederían de lo estrictamente particular, por lo que carecería de entidad suficiente para afectar la seguridad del Estado nacional o de alguna de sus instituciones. La competencia del fuero federal es de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva.


    L., Jonathan s/ Av. pto. secuestro extorsivo (víctima).


    COMP, 943, L. XLVI, 13 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Solicitud de pensión a favor de supuesta concubina. Presunta defraudación cometida en perjuicio de ANSES. Criterios que habilitan la competencia del fuero federal. Posible afectación a organismo nacional.


    Toda vez que surge de la documentación incorporada al legajo que se habría intentado obtener beneficios previsionales de la ANSES y que, tal maniobra habría sido realizada de manera presuntamente fraudulenta, no puede descartarse, aún, la afectación al normal desenvolvimiento de ese organismo nacional, circunstancia que habilita la intervención del fuero de excepción.


    I, Maria Cristina s/ Estafa.


    COMP, 881, L. XLVI, 13 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ausencia de la investigación indispensable para resolver el conflicto.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. Ante la ausencia de tales requisitos, cabe concluir que la causa carece de la investigación suficiente como para que la Corte pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    D., Gustavo Damian s/ Estafa


    COMP, 332, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1594, L. XLI, "Escobar, Jorge Ezequiel s/ su secuestro extorsivo".


    C., Walter Javier s/ Su denuncia (Vic. de Sec. Extorsivo).


    COMP, 763, L. XLVI, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 325:269.


    D., Ramón Luis s/ Denuncia


    COMP, 298, L. XLVI, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a la Competencia N° 1062, L. XLV "Torres, Ernesto s/lesiones".


    R., Juan y otro s/ Coacción


    COMP, 442, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Desapoderamiento de rodado y su encubrimiento. Necesidad de resolver la situación procesal del imputado respecto del desapoderamiento. Infracción art. 289 C.P.: Competencia ordinaria.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, Razón por la cual resultaría en principio, competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción. Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto del desapoderamiento. En cuanto a la presunta infracción al artículo 289, inciso 3°. del Código Penal, tiene establecido la Corte que ese delito no posee entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, por lo que resulta de competencia ordinaria.


    I., César José s/ Encubrimiento


    COMP, 30, L. XLVI, 26 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Encubrimiento de rodado sustraído. Necesidad de resolver la situación procesal del imputado respecto del desapoderamiento. Infracción al art. 289 inc. 3° del C.P.: Competencia ordinaria.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción. las infracciones al articulo 33 del decreto ley 6582 -art. 289, inciso 3° del Código Penal, según reforma ley 24.721- no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    V., Armando Miguel s/ Encubrimiento


    COMP, 139, L. XLVI, 21 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Hallazgo de automotor en jurisdicción extraña a la de su sustracción. Necesidad de profundizar la investigación.


    La escasa investigación llevada a cabo no alcanza para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el delito que podría haber cometido el imputado en autos.


    M., Luciano Andres s/ Encubrimiento


    COMP, 928, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Hurto de automotor y encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación y resolver la situación procesal del imputado respecto del desapoderamiento. Competencia federal respecto del secuestro de documentos públicos apócrifos.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de la justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento, la justicia federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por este delito no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    C., Miguel Angel s/ Encubrimiento


    COMP, 800, L. XLV, 15 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Hurto y encubrimiento. Investigación insuficiente. Necesidad de indagar a los imputados y determinar su situación procesal respecto del hurto.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    I., Darío Humberto s/ Encubrimiento


    COMP, 734, L. XLV, 15 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Robo y Encubrimiento. Alternatividad de las figuras. Necesidad de dictar auto de mérito respecto del robo.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento. Una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia sobre esa base.


    O., Horacio Ricardo s/ Encubrimiento


    COMP, 33, L. XLVI, 17 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Alterantividad entre el desapoderamiento de un rodado y su encubrimiento. Vuelta de las actuaciones a la Corte. Investigación insuficiente.


    Es a la juez nacional a la que corresponde discernir la situación jurídica del prevenido respecto del desapoderamiento del automotor con base en una investigación suficiente que, no se ha realizado en el presente.


    S., Mariano Alejandro s/ Encubrimiento y otro


    COMP, 432, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento agravado. Imputado desvinculado de la sustracción. Investigación en etapa de debate.


    Corresponde declarar la competencia del juez federal de primera instancia, sin que la circunstancia de que la causa ya hubiese superado la etapa de investigación en los estrados locales obste a esa solución, desde que éste es el que debe, en su caso, adecuar el trámite a las reglas de procedimiento que rigen en su jurisdicción.


    A., Anibal Alberto s/ Encubrimiento


    COMP, 656, L. XLVI, 05 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Encubrimiento y robo. Alternatividad de las figuras. Necesidad de decidir situación procesal respecto del robo. Declinación en función de una mejor economía procesal.


    Resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los que se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal que conocerá debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal. La relación de alternatividad existente entre el encubrimiento y el robo, resulta necesario contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del procesado en cuanto a su participación en el desapoderamiento, por parte de la judicatura que conoce al respecto.


    L., Ernesto; A., Cesar; G., Osvaldo; P., Jorge Dino s/ Robo con armas


    COMP, 208, L. XLVI, 17 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor sustraído en extraña jurisdicción. Supresión de numeraciones. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de profundizar las investigaciones.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Acerca del hecho restante, relativo al hallazgo del vehículo en poder de los imputados, considero que los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que aquellos habrían incurrido.


    G., Pablo Adrian y B., Jorge s/ Robo agravado por ser cometido en lugar poblado y en banda


    COMP, 574, L. XLVI, 11 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor sustraído en otra jurisdicción. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento.


    Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    A., Graciela del Carmen s/ Denuncia


    COMP, 479, L. XLVI, 11 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor sustraído. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación y dictar auto de mérito respecto del desapoderamiento.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del desapoderamiento.


    D. L., Ramón s/ Tenencia de vehículo con pedido de secuestro


    COMP, 340, L. XLVI, 27 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo de rodado y autopartes denunciados por robo. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación y definir la situación jurídica de los imputados.


    Los escasos elementos reunidos hasta el presente no alcanzan para calificar, con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, la conducta en que los imputados habrían incurrido. En este sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción.


    F., Carlos Francisco s/ Encubrimiento


    COMP, 620, L. XLVI, 11 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo en sede provincial de motocicleta sustraída en territorio de la capital. Alternatividad entre robo y encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación y dictar auto de mérito.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Resulta entonces indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto de la sustracción.


    A., Marcelo Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP, 512, L. XLVI, 27 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo en sede provincial de motocicleta sustraído en Capital Federal. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Infracción al art. 289 del C.P. de competencia local.


    Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    P., Herrera Raúl s/ Denuncia hurto


    COMP, 447, L. XLVI, 20 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo en territorio provincial de automotor sustraído en la Capital Federal. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento.


    Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    R., Miguel Angel s/ Encubrimiento Art. 277 inc. 3 Apartado a


    COMP, 490, L. XLVI, 11 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hurto y Encubrimiento. Hallazgo de rodado en Capital, sustraído en sede provincial. Necesidad de dictar auto de mérito respecto de la sustracción.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido respecto de la sustracción.


    P. P., Edwin Jesus s/ Encubrimiento


    COMP, 243, L. XLVI, 20 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presentación de documentación del automotor apócrifa por ante el registro correspondiente y la imputación de su encubrimiento. Acumulación de causas.


    Corresponde acumular los procesos que se formaron en virtud de la falsificación de documento público y su encubrimiento y atribuir su conocimiento al tribunal provincial.


    A., Claudio Fabian s/ Denuncia


    COMP, 252, L. XLVI, 31 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de automotor y su encubrimiento. Alternatividad de las figuras. Imputados procesados por encubrimiento. Necesidad de dictar auto de mérito respecto del robo.


    La imputación a una misma persona de un robo o su encubrimiento es alternativa y, por ello, la resolución de mérito que desvincule al acusado del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con que se le atribuya específicamente el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca de la competencia. Por otra parte, el encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual en la causa donde los imputados han sido desvinculados del robo, resulta competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde su encubrimiento se llevó a cabo.


    H., Alejandro Daniel y otro s/ Hurto de automotor o vehículo en la vía pública


    COMP, 761, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de automotor. Alternatividad del robo con su encubrimiento. Declinación en favor del primer juez que intervino respecto del robo, a fin de profundizar la investigación.


    Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito de encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    G., Ricardo Estanislao s/ Hurto calificado de automotor - Santo Tomé


    COMP, 745, L. XLV, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo y Encubrimiento. Alternatividad de las figuras. Necesidad de dictar auto de mérito respecto del robo.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción.


    K., Javier Marcos s/ Denuncia


    COMP, 276, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo y encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación y dictar auto de mérito respecto del robo. Competencia ordinaria por infracción art. 289 del C.P.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación juridica de los imputados en cuanto al robo. En relación con las presuntas infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, son de competencia de la justicia ordinaria, pues no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    D., Marcelo Damian Franco Raul s/ Encubrimiento


    COMP, 25, L. XLVI, 17 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de automotor con denuncia de robo. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Infracción al art. 289 del C.P. de competencia local.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría, en principio, competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no haya tenido participación alguna en la sustracción. En tales condiciones, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del prevenido en cuanto a la sustracción. Las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    S., Mariano Alejandro s/ Encubrimiento y otro


    COMP, 432, L. XLVI, 11 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de automotor y posterior detención de imputado a bordo del rodado en distinta jurisdicción. Alternatividad entre el robo y su encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación.


    Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. En virtud de ello, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito sustentado en las probanzas de la causa, que defina su situación jurídica respecto de la sustracción.


    C., Martin Luciano s/ Encubrimiento


    COMP, 582, L. XLVI, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y encubrimiento. Relación de alternatividad los delitos. Posible participación del imputado en el delito presuntamente encubierto.


    Resulta en principio competente para conocer del encubrimiento el juez con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado no ha tenido participación alguna en la sustracción.  Cabe destacar que dada la relación de alternatividad que media entre las figuras de robo y encubrimiento, una resolución de mérito que desvincule al prevenido del primer delito no requiere necesariamente su sobreseimiento, sino que basta con imputarle el segundo, si así correspondiere, para resolver luego acerca le la competencia sobre esa base.


    C., Martin s/ Denuncia Robo Testimonio exp. N° 56378/08


    COMP, 942, L. XLV, 07 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Utilización de documentos falsos. Desconocimiento del lugar donde se cometió la falsificación. Competencia Federal por el lugar de su presentación, para transferir el dominio de automotor.


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    A., Hernan Ariel s/ Denuncia


    COMP, 760, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delitos de robo y Encubrimiento. Hallazgo en sede provincial de autopartes correspondientes a automotor denunciado en la Capital. Declinación en favor de juez capitalino. Investigación por hallazgo de chapa patente falsificada en cabeza del Juez provincial.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaria eventualmente competente para su conocimiento el Juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo. siempre y cuando surja con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo.


    A., Daniel Oscar s/ Encubrimiento


    COMP, 867, L. XLV, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Hurto y encubrimiento. Investigación insuficiente. Declinación en virtud del lugar donde se comprobó el ilícito.


    Las infracciones al artículo 289 inciso 3 del Código Penal -según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, pues no tienen entidad suficiente para producir perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y que en ausencia de prueba acerca del lugar de su comisión, debe intervenir la jurisdicción con competencia territorial donde aquélla fue comprobada.


    C., Facundo Andres s/ Encubrimiento


    COMP, 754, L. XLV, 15 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Falsificación de documento público y estafa. Utilización del documento apócrifo como parte del ardid constitutivo de la estafa. Conducta única e inescindible.


    Si la utilización de documentos adulterados fue el ardid empleado para defraudar, se trata de un caso de pluralidad de actos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta, insusceptible de ser escindida, la que deberá ser investigada por la justicia federal debido al carácter nacional del instrumento falsificado, ya que el juzgamiento por separado de un único hecho importaría violar la prohibición de la doble persecución penal, de rango constitucional.


    C., Cecilia s/ Denuncia.


    COMP, 342, L. XLVI, 29 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Compra de rodado, valiéndose de documento de identidad falso. Falsificación de documento y estafa. Concurso ideal.


    En los casos en que el delito de falsificación o uso de documentos públicos concurre idealmente con el de estafa, se conforma una única conducta insusceptible de ser escindida, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Toda vez que durante la comisión de los hechos se habría utilizado un documento nacional de identidad presuntamente adulterado, corresponde intervenir a la justicia federal.


    R., Viviana s/ Denuncia.


    COMP, 129, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de sustracción coactiva agravada que tiene como víctima a un fiscal.


    Debido a que los hechos objeto del conflicto guardarían estricta relación con el desempeño de la magistratura ordinaria de Tres Arroyos se estaría afectando la administración de justicia local, cuyo aseguramiento corresponde a cada Provincia (artículo 5 de la Constitución Nacional).


    T., Daniel Domingo y B., Nelson Edgardo s/ Sustracción coactiva agravada reiterada


    COMP, 105, L. XLVI, 17 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Sustracción de datos de tarjetas magnéticas. Mismo comercio denunciado por varias personas. Necesidad de profundizar la investigación.


    La cuestión de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita a V.E. ejercer la facultad prevista en el artículo 24, inciso 7° , del decreto ley 1285/58.


    Q., Valeria Analía s/ Denuncia


    COMP, 23, L. XLVI, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Imputado detenido en poder de efectos correspondientes a dos robos cometidos en territorio provincial.


    Lo actuad ante la justicia nacional de menores ha precisado en forma suficiente y con apoyo en las comprobaciones que resultaron de la investigación efectuada hasta el presente que los hechos que originaron este conflicto consisten en la presunta intervención de los imputados en dos robos calificados cometidos en territorio de la provincia de Buenos Aires.


    B., Gaston Matias y otros s/ Investigación de delito de acción pública


    COMP, 811, L. XLVI, 10 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de aborto. Competencia territorial.


    El principio general de que el hecho punible se estima cometido en todas las jurisdicciones donde se desarrolló la acción, y también en el lugar de verificación del resultado, permite elegir una de ellas según pautas de economía procesal, por lo que se ha resuelto que en el delito de aborto puede optarse tanto por la jurisdicción donde se ejecutaron las maniobras abortivas, como por aquélla donde se produjo la muerte del feto.


    T. S., M. X. s/ Su denuncia


    COMP, 285, L. XLVI, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Abuso sexual supuestamente cometido en varias jurisdicciones. Declinación en función del domicilio de las partes y cuestiones de mayor economía procesal.


    Cuando se trata de hechos sucesivos de abuso sexual, que involucran a las mismas personas, pero cometidos en distintos territorios, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los sitios en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mayor economía procesal.


    I., J. s/ Abuso Sexual.


    COMP, 334, L. XLVI, 01 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Convenio N° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Delitos de Lesiones y Amenzas. Declinación a favor de la justicia correccional por no integrar el convenio el delito de lesiones.


    Más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones, pienso que al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    B., Antonio Luis y C. S., Jaine Enrique s/ Lesiones recíprocas


    COMP, 890, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Enajenación fraudulenta de vehículo. Presentación de documentación falsa. Declinación a favor de la justicia federal con asiento en jurisdicción de la seccional del Registro de la Propiedad Automotor.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima -provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial- esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    D., Jorge Alberto s/ Defraudación


    COMP, 726, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Supresión de numeración de chasis y motor de automotor. Necesidad de profundizar la investigación.


    El presente conflicto no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos y sus circunstancias más relevantes, como para que V.E. pueda ejercer las facultades. La supresión de la numeración del automotor haría indispensable una investigación de más amplio espectro para individualizar a los sospechosos que pudieron haber intervenido en ese delito, como así también en la receptación de autopartes de presunto origen ilícito.


    S., Enrique Omar s/ Art. 289 inc. 3 del C.P.


    COMP, 983, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia en la causa instruida por el delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar.


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, y a tal efecto, conviene estar a razones de economía procesal y mejor defensa de las partes.


    D., Néstor Ariel s/ Infracción a la Ley 13.944


    COMP, 1040, L. XLV, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    En atención al carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar, no hay razón de principio que imponga decidir en favor de la competencia de alguno de los jueces en el ámbito de cuyas respectivas jurisdicciones se ha mantenido la acción delictiva, por lo que son determinantes para resolver el punto consideraciones de economía y conveniencia procesal.


    P., D. A. s/ Incumplimiento de los deberes de asistencia familiar


    COMP, 954, L. XLV, 19 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    En casos como el de autos resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    K., Adrián Guillermo y otros s/ Secuestro extorsivo.


    COMP, 1020, L. XLV, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    C., Luis Rodolfo Francisco s/ Muerte por causa dudosa


    COMP, 1056, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    Teniendo en cuenta los elementos incorporados en el legajo, cabe advertir que existen versiones contrapuestas de los hechos que no han sido suficientemente acreditadas para poder determinar, cuanto menos prima facie, cuál es el objeto procesal de la causa, y a qué tribunal corresponde investigarlos. Por ello, es el preventor quien debe continuar con el trámite del expediente, en cuya jurisdicción se realizó la denuncia cuestionada en su veracidad, se encuentra uno de los estudios jurídicos en cuestión y tienen su domicilio los bancos girados, solución que a esta altura parece la más económica para los fines causídicos.


    S., Alberto César s/ Estafa en tentativa.


    COMP, 378, L. XLVI, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegal de la libertad y robo. Consumación del delito en distintas jurisdicciones. Declinación en función de cuestiones de economía procesal.


    Resultan competentes para conocer en los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del tribunal que conocerá de la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    F., Nestor Walter s/ Denuncia


    COMP, 46, L. XLVI, 26 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Adulteración de numeraciones de chasis y motor de automotor. Colocación de chapa patente adulterada. Infracción al art. 289 del Código Penal. Unificación de la investigación.


    Corresponde a la justicia federal investigar la posible infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, en tanto no puede desconocerse la estrecha vinculación que en el caso existe entre ésta y el documento apócrifo.


    L., Arnaldo Damian s/ Falsificación de marcas y contraseñas


    COMP, 424, L. XLVI, 26 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Causa acumulada por conexidad en investigación por portación ilegítima de arma de uso civil e infracción al art. 189 bis. Posterior sobreseimiento respecto respecto del delito de naturaleza federal. Continuidad del trámite por ante el mismo juzgado, en virtud de la acumulación ya resuelta.


    El sobreseimiento resuelto por el juez federal no incide en las razones que oportunamente V.E. ponderó para establecer la competencia de ese fuero, pues dicha decisión no pone fin a la persecución penal sino respecto de la persona a favor de la cual se dictó, y de ningún modo en relación con cualquier otro sujeto que hubiera tomado intervención, aunque aún no se encuentre individualizado, y tampoco puede afectar la estrecha vinculación entre los hechos ya puesta de manifiesto para concluir que una mejor administración de justicia requería que la causa tramitase ante un único tribunal.


    S., Dario German s/ Portación de arma de uso civil


    COMP, 673, L. XLVI, 24 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Corrupción de menores.


    Para situaciones como las de autos, a los fines de determinar la competencia del juez que debe investigar la totalidad de la problemática familiar y los delitos que ocurrieron de su seno, debería atenderse ante todo a razones de economía procesal y mejor administración de justicia.


    M., E. R. y otras s/ Coacción.


    COMP, 459, L. XLVI, 20 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación cometida en perjuicio de local comercial. Lugar del ardid y de la disposición patrimonial. Declinación en función de cuestiones de economía procesal.


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial.


    V., Allfredo s/ Denuncia.


    COMP, 835, L. XLVI, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por administración fraudulenta y evasión impositiva. Unidad de conducta. Cuestiones de economía procesal y mejor administración de justicia


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Dada la estrecha vinculación que existiría entre la evasión impositiva y la defraudación por administración fraudulenta objeto de este conflicto las que, además, integrarían un mismo contexto delictivo, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación sea llevada a cabo por un único tribunal.


    R. C., Margarita Cecilia y C., Jorge Luis s/ Delito de defraudación por administración fraudulenta


    COMP, 967, L. XLV, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por estelionato.


    Si los hechos a investigar han tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    Transporte 9 de Julio S.A. y otro s/ Estafa


    COMP, 737, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Despojo de bienes mediante engaño. Víctima con demencia senil y alzheimer.


    Toda vez que de las constancias casuísticas del legajo se desprendería que todos los hechos a investigar integrarían un plan común destinado a despojar a la víctima de sus derechos hereditarios, razones de economía procesal aconsejan que sea un único tribunal el que deba conocer en todos ellos.


    L., Eduardo Alberto y otros s/ Defraudación a un menor o incapaz.


    COMP, 846, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Presentación de contrato presuntamente apócrifo. Declinación en función de una mayor economía procesal. Lugar de intimación y domicilio de las partes.


    Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del Juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    C. B., Blasido y C., Luis Gilberto s/ Defraudación


    COMP, 288, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito contra la propiedad. Estafa.


    En atención a que la defraudación objeto de esta contienda se cometió en varios lugares, la elección del Juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    H., Washington Lorenzo s/ Estafa.


    COMP, 324, L. XLVI, 01 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de abandono de persona seguido de muerte. Deterioro de la salud de la causante en una jurisdicción y fallecimiento en otra. Determinación de la competencia en función de una mejor economía procesal.


    El delito se estima cometido en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción y también en el lugar de verificación de su resultado, lo que permite elegir una de ellas atendiendo a las exigencias de una mejor economia procesal. Habida cuenta que la causante residió en esta ciudad previo a su deceso, en cuya vivienda habría recibido atención por parte de las imputadas, y donde aún habita su hermana, quien podría encontrarse en una situación de peligro, corresponde continuar conociendo en estas actuaciones, al magistrado nacional que previno, en cuya jurisdicción se encuentra el nosocomio en el que habría ingresado la victima e, inclusive, tramita el expediente civil que, por protección de personas, se inició a su respecto.


    M., María Evelina s/ Denuncia


    COMP, 82, L. XLVI, 09 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Atribución de la competencia en función de razones de economia procesal y para resguardar el derecho de defensa de los imputados.


    Cuando la profusión de decisiones jurisdiccionales en tomo al tema de la competencia conlleva la demora en el trámite del conflicto por parte de la justicia, actúan en desmedro del principio de economía procesal y del buen servicio de justicia.  En los conflictos de competencia en casos de fraude cuyos actos fueron agrupados en un solo hecho delictivo, y que fuese calificado como de administración fraudulenta continuada, el hecho que sean o no interdependientes, conformen o no un solo delito de, son cuestiones que no corresponde discutir en esta etapa procesal, por lo que no parece irrazonable que prosiga su juzgamiento en los tribunales provinciales, en aras del principio de la economía procesal y de una mejor satisfacción de las garantías de los imputados, ya que es en esa sede donde vienen ejerciendo su defensa.


    T., Pablo y otros s/ Administración fraudulenta y otros


    COMP, 972, L. XLV, 19 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas.


    De las constancias del legajo surge que el hecho relatado por la cónyuge del denunciante, en oportunidad de presentarse como querellante, no integra el objeto procesal de esta causa, lo cual sería acertado pues, por un lado, carecería de relevancia penal y, por el otro, el expediente administrativo que corre por cuerda indica que el tema del beneficio de pensión se estudió ampliamente por la autoridad concedente, con la participación de las dos mujeres que lo pretendían, sin el menor atisbo de una conducta fraudulenta. Sentado ello, la causa se circunscribe al delito de amenazas que estarían estrictamente vinculadas con cuestiones inherentes a la vida privada del difunto denunciante y, por lo tanto, su investigación es ajena al fuero federal. Por lo demás, el Tribunal tiene resuelto que si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    C., Carlos Alberto s/ Su denuncia.


    COMP, 68, L. XLVI, 29 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa.


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que se resolverá, en definitiva, conforme a razones de economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    M., Norma Elizabeth s/ Estafa.


    COMP, 551, L. XLVI, 22 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de extorsión.


    Tiene dicho el Tribunal que si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    E., María Yamila s/ Extorsión.


    COMP, 357, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de robo y privación ilegítima de la libertad. Declinación en función de la una mejor economía procesal.


    Resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y que la elección del que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    Z. C., Alfredo s/ Denuncia


    COMP, 286, L. XLVI, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos contra la libertad. Secuestro extorsivo.


    En los delitos contra la libertad, son competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    S., Fernando Abel y otro s/ Secuestro extorsivo.


    COMP, 568, L. XLVI, 27 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones y amenazas. Convenio de Transferencia Progresiva de las competencias penales 14/2004. Juzgado Correccional con mas amplia competencia.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para las figuras de daño y lesiones leves, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    O., Ariel Adolfo s/ Amenazas y otros


    COMP, 293, L. XLVI, 11 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación.


    Toda vez que de las constancias del incidente, surge que los manifestantes se habrían valido de una supuesta confianza con el personal de Prefectura para efectuar el corte de la ruta bahiense en el puerto de Ingeniero White, circunstancia que no permitiría descartar, hasta el momento, la configuración -por acción u omisión- de alguno de los delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, se considera que, en el caso, debe entender la justicia federal de Bahía Blanca. En suma, corresponde a esa jurisdicción conocer en las presentes actuaciones, solución que es la que más se adecua al principio de economía procesal -comunidad de prueba- y al de defensa en juicio


    Fiscal s/ Averiguación Pta. Inf. Delito acción pública PBCA PNA (Puerto de Bahía Blanca)


    COMP, 450, L. XLVI, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia formula ante la Oficina de Violencia Doméstica por lesiones y amenazas.


    Si el delito a investigar ha tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del Juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los procesados.


    P., Pedro Guillermo s/ Art. 98 y 149 bis del Código Penal.


    COMP, 946, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Distribución de la misma de acuerdo al domicilio de la menor.


    En los procesos en los que pudiese resultar víctima un menor de edad, debe tenerse en cuenta, a los fines de determinar el tribunal competente, su lugar de residencia, pues esta solución es la que mejor contempla "el interés superior del niño". Toda vez que es el ámbito donde el progenitor podría ejercer una mejor defensa de los intereses de la niña.


    S., M. N. s/ Posible comisión de delito de acción pública


    COMP, 961, L. XLV, 05 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Estafa en la compra de un automotor. Víctima analfabeto. Declinación en función de razones de economía procesal.


    En los casos de estafa, tanto el lugar en el que se desarrolló el ardid como aquél donde se verifica la disposición patrimonial deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que en definitiva se resolverá conforme a razones de economía procesal.


    F., Juan Carlos s/ Estafa


    COMP, 480, L. XLVI, 11 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsa denuncia de robo de automotor. Defraudación a empresa de seguros.


    En el delito de estafa cometido sobre la base de una falsa denuncia a una compañía de seguros de la Capital Federal, debe aplicarse el principio según el cual el hecho se estima cometido en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción y también en el lugar de la verificación del resultado, y la elección del tribunal competente debe hacerse atendiendo a razones de economía procesal.


    P., Andres Rodolfo s/ Defraudación


    COMP, 169, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsa venta de camiones. Desconocimiento de la empresa fabricante. Comisión de actos típicos en distintas localidades. Declinación en función de la mejor economía procesal.


    La estafa se estima cometida en todos aquellos ámbitos territoriales en que se ha realizado alguna parte de la acción típica, y para discernir la competencia debe estarse a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    F., Fernando Gabriel c/ Alanis, Maximiliano s/ Denuncia


    COMP, 874, L. XLVI, 22 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor sustraído en extraña jurisdicción. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Conexidad.


    Las decisiones que se adopten en materia de competencia deben perseguir una mejor, más expedita y uniforme administración de justicia.


    B., Jorge Orlando s/ Encubrimiento


    COMP, 155, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hechos suscitados en distintas jurisdicciones. Abuso sexual de menor de edad.


    Cuando se trata de hechos sucesivos de abuso sexual, que involucran a las mismas personas, pero cometidos en distintos territorios, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los sitios en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mayor economía procesal.


    V., P. A. s/ Abuso deshonesto.


    COMP, 471, L. XLVI, 03 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Jurisdicción originaria de la Corte de acuerdo al status diplomático. Artículos 116 y 117 de la Carta Magna. Irregularidades relacionadas con la importación, circulación y nacionalización de automotores ingresados al país con franquicia diplomática. Beneficios tributarios.


    Toda vez que surge del trámite que ciertos diplomáticos habrían cesado en las funciones que desempeñaron con rangos de aforado, razón por la cual no gozan del privilegio conferido por el artículo 117 de la Carta Magna, entiendo que no existe fundamento legal alguno que habilite la competencia originaria del tribunal a su respecto. Por otra parte, de las mismas actuaciones se desprende que otros diplomáticos se encontrarían aún acreditados en nuestro país, por lo que estimo que, en principio, corresponde a ellos la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto en los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. Ello, sin perjuicio de que previamente se determine a través del Ministerio de Relaciones Exteriores, Comercio Internacional y Culto de la Nación, si los nombrados siguen teniendo status diplomático, en los términos de la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas, supuesto que, una vez acreditado, obligará a requerir al Estado al cual representan la conformidad exigida por el artículo 24, inciso 1°, último párrafo, del decreto-ley 1285/58 y el artículo 32 de la citada convención, para ser sometidos a juicio.


    M., Jorge José y otros s/ Su presentación.


    M, 768, L. XLVI, 13 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ley 26.052. Modificación sustancial de la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737. Venta "al menudeo" de estupefacientes. Secuestro de armas.


    En relación con la presunta comercialización de estupefacientes que constituyó el objeto primario de la investigación, resulta oportuno recordar, que si bien la ley 26.052 modificó sustancialmente la competencia material para algunas de las conductas típicas contenidas en la ley 23.737, al asignar su conocimiento a la justicia local, siempre que las provincias adhieran a ese régimen, de ningún modo importa desconocer el carácter prioritario de la jurisdicción federal en la materia, tal como incluso se ve reflejado en sus artículos 3° y 4°. Lo dispuesto en el artículo 3° responde a ese mismo principio, en tanto la aplicación de las reglas de conexidad están inspiradas en asegurar una más expedita y uniforme administración de justicia, en estos casos de la jurisdicción federal.


    G., Lucas y otros s/ Tenencia de Estupefacientes para comercialización


    COMP, 152, L. XLVI, 10 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Llamados intimidantes efectuados a una iglesia. Declinación de la competencia en función del lugar donde se efectuaron las llamadas.


    Habida cuenta que las llamadas telefónicas supuestamente intimidantes fueron efectuadas desde un domicilio ubicado en jurisdicción provincial donde aquél concurrió a hacer valer sus derechos y en cuyo ámbito además, se sustancia el juicio por homicidio relacionado con el caso, corresponde declarar la competencia del magistrado local.


    G., Dolores Basilia s/ Extorsión


    COMP, 528, L. XLVI, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Operaciones comerciales realizadas ilícitamente.


    Estimo que las particularidades del caso no permiten descartar que todos los hechos formen parte de un único contexto delictivo, por lo que razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.


    C., Esteban José s/ Denuncia.


    COMP, 808, L. XLVI, 05 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Plan de ahorro para adquisición de automovil. Depósito de dinero a fin de la entrega del rodado. Cuenta perteneciente a ex representante comercial. Posible defraudación.


    Tanto el lugar en el que se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en que se verifica la disposición patrimonial constitutiva del perjuicio, han de ser tenidos en cuenta a los fines de establecer la competencia, la que en definitiva debe resolverse conforme a razones de economía procesal.


    C., Alberto Elpidio s/ Denuncia


    COMP, 309, L. XLVI, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Posible defraudación del abogado a su cliente mediante la desviación del mandato encomendado.


    Si las maniobras a investigar han tenido desarrollo en distintas jurisdicciones territoriales, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados.


    P., Luis Alberto s/ Estafa.


    COMP, 754, L. XLVI, 01 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito contra la integridad sexual de menores de edad.


    Al resultar de las constancias del incidente que la conducta a investigar estaría compuesta por una multiplicidad de hechos con el mismo "modus operandi", con una finalidad común consistente en conocer a los menores vía Internet y tomar contacto personal con ellos en los torneos deportivos que se organizaban en jurisdicción provincial, corresponde por razones de economía procesal y mejor administración de justicia aconsejan que sea un mismo Tribunal el que entienda en todos los hechos.


    R., C. M. y R., L. D. s/ Corrupción de menores de 13 años.


    COMP, 958, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de administración fraudulenta.


    Las defraudaciones deben estimarse cometidas donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber. En los supuestos en que esa conducta se verifica en distintas jurisdicciones la controversia debe ser resuelta ponderando cuestiones que aseguren una más eficaz investigación y mayor economía procesal.


    B., Ángel José y otro s/ Defraudación.


    COMP, 990, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de lesiones por parte del padre hacia su hijo menor de edad.


    Sin perjuicio del lugar concreto donde se desarrollaron los hechos, corresponde al juez nacional continuar con el trámite de la causa. Esta solución además contempla de mejor modo el interés superior del niño, ya que es ésta la sede donde podría ejercerse mejor la defensa de sus intereses, gracias al contacto directo y personal del órgano judicial con la menor.


    M., D. s/ Lesiones (Art. 92 C.P.)


    COMP, 865, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Rango diplomático del imputado. Apropiación de teléfono celular.


    De las constancias agregadas darían cuenta del rango diplomático del imputado, circunstancia que, en principio, habilitaría la jurisdicción originaria de la Corte, con arreglo a lo dispuesto por los artículos 116 y 117 de la Constitución Nacional y sus leyes reglamentarias. En el supuesto de que V.E. asuma su conocimiento originario, por razones de economía procesal, mejor administración de justicia y en aras de garantizar un amplio ejercicio del derecho de defensa -artículo 8.2.h. de la Convención Americana sobre Derechos Humanos- se podría delegar en el juez que previno la instrucción del sumario.


    B., El Bachir s/ Av. Hurto.


    B, 796, L. XLVI, 08 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de camión transportador de mercadería y privación ilegítima de la libertad. Lugar donde cesó la privación de libertad y radicación de la denuncia.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    L., Benito s/ Denuncia


    COMP, 498, L. XLVI, 16 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo y privación ilegítima de la libertad. Declinación en virtud de cuestiones de una mejor economía procesal.


    Resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeran actos con relevancia típica, y que la elección del que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    G., Gabriel Adrian y otro s/ Amenazas agravadas, lesiones leves y daños


    COMP, 529, L. XLVI, 08 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de automotor, adulteración de sus numeraciones y encubrimiento. Unificación de la investigación, por cuestiones de economía procesal.


    Corresponde a la justicia federal investigar el encubrimiento de un delito cometido en la provincia, vinculado con hechos ilícitos cuyo juzgamiento compete a la justicia nacional, por cuanto ellos obstruyen o afectan su administración. En lo relativo a la infracción al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, su investigación corresponde a la órbita de la justicia ordinaria ya que no tiene entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento. Sin embargo, en razón de la conveniencia desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, corresponde al fuero federal conocer en ambos hechos.


    V., Diego Leonardo y otro s/ Encubrimiento


    COMP, 311, L. XLVI, 27 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Tenencia de arma, cuya numeración se encuentra erradicada. Sobreseimiento respecto de la tenencia. Conexidad material.


    Dada la estrecha vinculación que existe entre la portación ilegítima del arma y la erradicación de su numeración, al encontrarse ellas relacionadas con un mismo objeto, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que su investigación quede a cargo de un único tribunal. Por otra parte, compete a la justicia federal conocer en el encubrimiento de un delito cuyo juzgamiento corresponde a ese fuero.


    F., Walter Angel y otros s/ Infr. art. 189 bis portación de arma de fuego de uso civil


    COMP, 714, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Usurpación de inmueble. Falsificación de contrato de locación. Subarrendamiento. Unificación de la investigación.


    Si bien el presunto uso de un documento falsificado para obtener de manera fraudulenta el reconocimiento judicial de la calidad de locatario y la ocupación material del inmueble son hechos independientes que aparecen cometidos en diversas jurisdicciones, no lo es menos que la significación jurídico penal del segundo podría depender de lo que se compruebe acerca del primero.


    G., Jose Ramón y Z., Ruben s/ Usurpación de inmueble


    COMP, 503, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Violencia doméstica.


    Las lesiones que constituyen materia de este conflicto, presuntamente cometidas en territorio provincial, presentarían características homogéneas y formarían parte del mismo contexto de violencia doméstica en el que habrían tenido lugar las ocurridas en esta ciudad, donde convivía con su ex pareja. En consecuencia, razones de economía procesal, una mejor administración de justicia y defensa del imputado exigen que los hechos sean analizados en su conjunto por un mismo tribunal.


    D., Gustavo Ángel s/ Art. 89 C.P.


    COMP, 454, L. XLVI, 23 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencias. Delito de lesiones y amenazas.


    Mediante el Convenio N° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de algunos delitos como las figuras de amenazas y daño.


    P., Jorge Pablo s/ Lesiones daño y amenazas


    COMP, 889, L. XLV, 22 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Delito de estafa. Realización de varios hechos por la misma persona. Posible unidad de acción. Competencia de un único tribunal.


    En los casos en que que varias empresas habrían sido inducidas por diferentes medios a contratar una publicación de un aviso de prensa, y la prestación no se concretó, a pesar de haber sido cobrada, si se observa también que en los casos en que se usó internet, ademas de resultar coincidente la dirección de correo electrónico, el nombre y el apellido utilizado por la persona firmante es el mismo con quien otros damnificados se habrían comunicado telefónicamente, cabe concluir que si las circunstancias no permiten descartar que todos los hechos denunciados formen parte de una unidad de contexto delictivo, en la que existiría comunidad de prueba, razones de economía procesal y una mejor administración de justicia aconsejan que su investigación quede a cargo de un único tribunal.  En consecuencia, corresponde declarar la competencia del juzgado que previno para conocer en el hecho que originó el conflicto, máxime si la mayor cantidad de hechos se habría producido en esa jurisdicción y hay una investigación avanzada en esa sede.


    Poligráfica del Plata s/ Estafa.


    COMP, 750, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Denuncia formulada por funcionario de Prefectura Naval a raíz de incidentes ocasionados en el marco de una protesta laboral pesquera. Afectación del normal desenvolvimiento de la actividad portuaria. Contienda negativa de competencia. Aceptación parcial de la misma por el fuero federal.


    La aceptación parcial de competencia afectaría el principio de economía procesal y la valoración conjunta del material probatorio. Tal como se desprende de los antecedentes, los hechos vinculados con los daños ocasionados en los edificios de Fruticultura y del Consorcio de Gestión, en la oficina de Practicaje, en un automóvil y contenedores de basura ubicados en el predio portuario, integran el mismo contexto de acción en el que se desarrollaron aquéllos sobre los que la justicia federal reconoció su competencia excepcional. En consecuencia, y teniendo en cuenta la magnitud de los acontecimientos registrados, no puede descartarse que éstos hubieren entorpecido el normal desenvolvimiento de la actividad portuaria, sobre la cual el Estado Nacional mantiene su potestad de control y afectado el buen servicio que deben brindar los organismos nacionales que cumplen tareas en el puerto de Bahía Blanca.


    R., Ernesto Gustavo y otros s/ Daño, lesiones leves y agresión con armas.


    COMP, 248, L. XLVI, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Robo y privación ilegal de la libertad. Declinación en favor de la justicia nacional por haberse cometido el robo en la Ciudad de Buenos Aires.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    L., Juan Marcelo s/ Denuncia


    COMP, 812, L. XLV, 15 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Unificación de penas impuestas en diferentes jurisdicciones. Tribunal que impuso la mayor pena. Necesidad de revocar la condicionalidad de una de tales condenas.


    Frente a la verificación de la hipótesis prevista por el artículo 27 del Código Penal el juzgado provincial no procedió a dictar sentencia única de oficio, razón por la cual cobra vigor el segundo apartado del artículo 58 y, por lo tanto, debe ser ahora el tribunal nacional que impuso la pena mayor, el que se expida sobre la unificación de ambas condenas.


    P., Alexis Sebastian s/ Robo con armas en tentativa


    COMP, 335, L. XLVI, 20 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Unificación de penas impuestas por diferentes tribunales. Asunción por parte de quien impuso la pena mayor.


    Cuando se deba Juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal. Sin embargo, se impone en el caso la aplicación de la disposición contenida en el segundo apartado de la misma norma, razón por la cual corresponde ahora a la justicia nacional -por haber impuesto la pena mayor- expedirse respecto de la unificación de ambas condenas.


    A., Sergio Martin s/ Incidente de pena única


    COMP, 598, L. XLVI, 28 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo de rodado sustraído en extraña jurisdicción. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Lugar de secuestro del rodado y detención del imputado.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. En tal sentido, resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina la situación jurídica del imputado respecto del desapoderamiento


    S., Walter Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP, 412, L. XLVI, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre Juzgado Federal y Nacional. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Determinación de la responsabilidad del imputado respecto del encubrimiento. Investigación a cargo de Juez Nacional que previno.


    Resultaría en principio competente para su conocimiento el Juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    F., José Daniel s/ Encubrimiento


    COMP, 933, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Desbaratamiento de derechos acordados, cuya maniobra habría sido efectuada en jurisdicción provincial. Declinación en favor de Juez que previno en la investigación por cuestiones de economía procesal.


    El desbaratamiento de derechos consumado mediante el otorgamiento en determinada jurisdicción de una escritura traslativa de dominio relativa a un inmueble ubicado en otra diferente, debe reputarse cometido en ambas, por lo que cabe atenerse a razones de economía procesal para fijar la competencia territorial.


    D. U., Soledad s/ Defraudación por Desbaratamiento


    COMP, 984, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Sobreseimiento parcial, solo respecto de los delitos de competencia Federal. Necesidad decontinuar la investigación por los restantes hechos en el mismo Juzgado, en virtud de la estrecha vinculación.


    Un sobreseimiento recaído en la causa no pone fin a la persecución penal sino respecto de la persona en favor de la cual se dictó, y tampoco puede afectar la estrecha vinculación entre los hechos.


    R., Juan Ignacio s/ Inf. art. 292 y 296 C.P.


    COMP, 780, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por retención indebida de rodado entregado a mecánico para su reparación. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Walter Marcelo s/ Defraudación.


    COMP, 738, L. XLVI, 04 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Entrega de dinero bajo error o ardid. Empresa con estado de cesación de pagos. Posible comisión de estafa.


    Las diferentes tratativas, la suscripción del documento y la entrega del dinero ocurrieron en el partido de San Martín, por lo que corresponde al tribunal provincial continuar con el trámite de estas actuaciones.


    S., Ramón Eduardo y otros s/ Estafa


    COMP, 868, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Estafa por medio informático. Transferencia de dinero desde Homebanking en perjuicio del titular de la cuenta bancaria. Lugar del perjuicio. Juez que previno.


    Habida cuenta el lugar donde se produjo el perjuicio patrimonial, donde se domicilia el denunciante y se encuentra la sucursal bancaria donde tiene la cuenta, corresponde al juzgado de garantías proseguir la investigación.


    P., Marcelo Ricardo s/ Denuncia.


    COMP, 782, L. XLVI, 17 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Haberes: Retención indebida de cuota a favor de Asociación Mutual de Empleados del Estado. Posterior devolución del dinero.


    Más allá de la calificación legal que en definitiva resulte, toda vez que de los elementos incorporados al incidente surge que el denunciante percibe sus haberes jubilatorios en la ciudad de Mar del Plata, donde reside, y que allí le fueron reintegrados en efectivo los descuentos indebidos que detectó en su recibo, resulta conveniente que la justicia provincial que previno, prosiga con el trámite de la causa.


    S., Roberto Hugo s/ Denuncia.


    COMP, 849, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor con numeraciones falsas. Alternatividad entre la sustracción y su encubrimiento. Asunción de la competencia por parte de juez provincial.


    No existe en el caso una cuestión de competencia que V.E. deba resolver de acuerdo a lo preceptuado por el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58.


    Z., Carlos Alberto s/ Encubrimiento


    COMP, 284, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo de automotor sustraído en extraña jurisdicción. Supresión de la numeración del chasis. Ausencia de afectación a Registro de la Propiedad Automotor, o su funcionamiento. Necesidad de profundizar la investigación.


    Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado provincial que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones. Asimismo, las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    F., Luis Emanuel s/ Art. 289 inc. 3° del C.P.


    COMP, 608, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Impresición de los hechos sometidos a investigación. Posible comisión de delito o falta. Necesidad de profundizar la investigación.


    Constituyen elementos indispensables para su correcto planteamiento, que las declaraciones de incompetencia' contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    L., Héctor Antonio s/ Su denuncia


    COMP, 391, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de profundizar la investigación y la individualización de los hechos.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    A., Hector Horacio s/ Denuncia


    COMP, 562, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de delimitar los hechos y su calificación legal, y profundizar la investigación. Juez que previno.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de competencia, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del Juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Jesus Daniel s/ Inf. art. 189 bis


    COMP, 722, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de profundizar la investigación y determinar con precesión los hechos objeto de la misma.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Adolfo Fracisco y otro s/ Estafa


    COMP, 686, L. XLVI, 07 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Necesidad de profundizar la investigación. Necesaria intervención del Juez que previno en la causa.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    F., Natalia Soledad s/ Estafa


    COMP, 416, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Obtención de líneas telefónicas en perjuicio de quien habría extraviado su documento de identidad. Otras defraudaciones cometidas en su perjuicio. Necesidad de profundizar las investigaciones.


    Resulta indispensable para el correcto planteo de una cuestión de competencia que se encuentren individualizados los hechos sobre los cuales versa, además de las calificaciones que les pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez al que compete investigarlo y juzgarlo.


    G., Ariel s/ Estafa


    COMP, 682, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Préstamos otorgados a choferes de colectivos. Retención de haberes con fines de pago del crédito. Ejecución de crédito contra los deudores. Presunta defraudación.


    Corresponde al juez que asumió la competencia respecto de la defraudación, incorporar los elementos necesarios para darle precisión a los sucesos y las calificaciones que se les puede atribuir.


    C. S.A. s/ Estafa


    COMP, 277, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Procedimiento presuntamente irregular. Denuncia contra comisaría efectuada por imputado, durante su declaración indagatoria.


    Habida cuenta que la extracción de testimonios motivo de esta contienda surge del descargo que brindó el imputado al ser oído en declaración indagatoria, su eventual dilucidación no puede efectuarse en forma aislada sino, contrariamente, bajo la concentración del trámite de la causa ante un solo magistrado quien, tras lo que resulte de la pesquisa, deberá en definitiva circunscribirlos a una u otra versión y resolver en consecuencia, evitando así el dictado de sentencias contradictorias.


    Seccional N° 31 de la P.F.A. s/ Delito de acción pública.


    COMP, 638, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de chapas patentes presuntamente apócrifas. Presunta infracción aduanera. Necesidad de profundizar las investigaciones.


    El presente caso no se encuentra precedido de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie" en alguna figura penal determinada y, finalmente, resolver en orden a la competencia. En tal sentido, no se han realizado suficientes medidas a fin de esclarecer los aspectos que comprenden los demás sucesos que se investigan, cuya multiplicidad de circunstancias, inclusive, podría dar lugar a considerar diversas hipótesis delictivas.


    Repuestos Chaco casa de repuestos s/ Incidente de competencia


    COMP, 466, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supresión de numeración de arma. Necesidad de profundizar la investigación.


    Si uno de los jueces en conflicto cita jurisprudencia de la Corte, el otro debe ponderarla, y no limitarse, sin aportar nuevos elementos de juicio, a elevar las actuaciones.


    C., Mario Maximiliano s/ Supresión de la numeración de un arma de fuego


    COMP, 494, L. XLVI, 11 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Venta de discos compactos presuntamente apócrifos. Necesidad de profundizar la investigación.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    M., Jose Alejandro y Borra, Gustavo Daniel s/ Infracción a la ley 11.723


    COMP, 300, L. XLVI, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Hurto de automotor y su encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación y deslindar la responsabilidad del imputado en la sustracción.


    Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo, en razón de la relación de alternatividad existente entre ambas infracciones.


    R., Raul Roque s/ Encubrimiento


    COMP, 899, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo. Competencia asumida por la Justicia Federal en causa conexa.


    Toda vez que la justicia federal platense asumió oportunamente la competencia y condenó a los restantes partícipes, a ella corresponde seguir conociendo del asunto.


    A., Martin Elias s/ Secuestro extorsivo.


    COMP, 794, L. XLVI, 17 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de camión y privación ilegítima de la libertad en perjuicio de su conductor. Lugar donde se cesó el segundo delito.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    O., Marcelo Ramón s/ Denuncia


    COMP, 508, L. XLVI, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Chapa patente duplicada. Conocimiento del ilícito a través de la recepción de infracciones de tránsito en una comuna de la provincia de Santa Fe.


    Si no surge el lugar donde se cometió la infracción corresponde conocer de la causa al magistrado en cuya jurisdicción se comprobó la anomalía.


    A., Victor Manuel s/ Denuncia.


    COMP, 14, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito de defraudación por abuso de firma en blanco. Determinación de la competencia en virtud del lugar donde se intenta hacer valer el documento.


    La defraudación por abuso de firma en blanco concurre formalmente con el delito de estafa procesal y su investigación corresponde al magistrado con jurisdicción sobre la sede del tribunal donde se hizo valer el documento.


    M., Liliana s/ Defraudación


    COMP, 361, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito de Defraudación. Engaño a jubilados por parte de un agente de turismo. Acto ardidoso en una jurisdicción y lugar de cumplimiento del contrato en otra. Lugar de cumplimiento del contrato.


    Cuando el acto perjudicial en violación del deber constitutivo del delito de administración fraudulenta, consiste en la rendición de una cuenta falsa o incluso su omisión, resulta relevante para discernir la competencia el lugar en que debía cumplirse la obligación.


    N., Cristian Ariel s/ Defraudación


    COMP, 115, L. XLVI, 15 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito de Homicidio. Disparo, internación en otra jurisdicción y posterior fallecimiento. Aplicación de principio de territorialidad.


    Por aplicación del principio de territorialidad, corresponde al magistrado provincial asumir la competencia de una causa donde se investiga el homicidio de un individuo, por disparo recibido en Villa Celina, Provincia de Buenos Aires.


    C., Ariel Alfredo s/ Averiguación homicidio simple.


    COMP, 312, L. XLVI, 29 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delitos de estafa y retención indebida. Denuncias recíprocas efectuadas en diferentes jurisdicciones.


    La causa debe continuar tramitando en cuya jurisdicción se domicilian ambas involucradas y se encuentra radicado el automóvil objeto del litigio.


    B., Mónica Graciela s/ Denuncia estafa


    COMP, 813, L. XLV, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    Tanto las declaraciones del denunciante como del imputado, pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvinculadas por otros elementos del expediente. Sentado ello, la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito.


    M., Tamara Pamela y otros s/ Coacción.


    COMP, 613, L. XLVI, 22 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Adulteración de documento. Lugar de utilización a los fines de tramitar juicio ejecutivo.


    Toda vez que no surge el lugar de la presunta adulteración del documento público, pero sí que al presente estaría haciéndose valer en un proceso de ejecución que tramita ante la justicia en lo civil y comercial de Lomas de Zamora, corresponde al juzgado de garantías de esa ciudad conocer en estas actuaciones.


    Z., Jorge y Lage de Busto, Carmen s/ Falsificación de documentos públicos.


    COMP, 762, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Captura y comercialización de ejemplares de fauna silvestre. Ley de competencia ordinaria por el lugar del hecho.


    La ley de protección y conservación de la fauna silvestre N° 22.421, en materia de delitos, no ha establecido la jurisdicción federal, por lo que las cuestiones de competencia deben ser resueltas atendiendo al lugar de su comisión.


    D'A., Juan Carlos y otros s/ Inf. ley 22.362.


    COMP, 777, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Concurso ideal de estafa con falsificación de documentos.


    Toda vez que no surge de las constancias incorporadas al legajo que los cartulares cuestionados fueran extraviados o sustraídos, ni el lugar en el que se habría producido su adulteración, corresponde al juez de Lomas de Zamora, en cuya jurisdicción, de acuerdo a los dichos y la documentación aportada por el denunciante, tiene su domicilio la entidad en la que se presentaron al cobro los cheques presuntamente apócrifos, investigar tanto la falsificación como la estafa que se habría intentado con su utilización, delitos que concurren en forma ideal.


    S., Maximiliano s/ Su denuncia


    COMP, 182, L. XLVI, 14 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Concurso ideal. Delito de falsificación y estafa.


    Habida cuenta que de las constancias del legajo no surge el lugar donde se produjo la adulteración del cheque, corresponde al magistrado bonaerense con jurisdicción sobre el domicilio de la entidad donde se presentó al cobro el documento apócrifo, investigar tanto la falsificación como la estafa que se habría intentado con su utilización, delitos que concurrirían en forma ideal.


    C., Liliana Filomena s/ Estafa


    COMP, 203, L. XLVI, 03 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Contrato de cooperación empresaria. Venta de bienes ajenos. Posible administración infiel o desbaratamiento de derechos acordados mediante contrato. Lugar de celebración del contrato y su administración.


    Para determinar si el hecho puntualmente denunciado configura un delito, es necesario inscribir esa valoración en el marco más amplio del análisis del contrato por el cual se constituyó el emprendimiento y la investigación de la forma en que cada uno de los contratantes ejecutó su parte. El esclarecimiento de esos aspectos con el objeto de determinar si hubo comportamientos infieles, abusivos o contrarios a los deberes y facultades relativos a la administración del negocio común, compete al juez del territorio en que el contrato se celebró y esa administración tiene efectivamente lugar.


    J. S., Levi s/ Sup. estafa


    COMP, 604, L. XLVI, 08 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación cometida en perjuicio de entidades crediticias a través de recibos de sueldo apócrifos. Hechos independientes.


    Aunque existiese un vínculo de conexión final entre hechos que se presenten prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias, o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan jueces nacionales.


    D. P., Oscar Enrique y otro s/ Estafa


    COMP, 501, L. XLVI, 26 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por retención indebida. Declinación en función del domicilio del deudor.


    La defraudación por retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar de la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación.


    P., Jose Oscar s/ Defraudación por retención indebida


    COMP, 218, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por retención indebida. Demora en la entrega de automotor por parte del mecánico. Declinación en función del lugar de entrega, o domicilio del deudor.


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida y que, cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del sitio de la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de exigirse esa obligación.


    J., Juan Jose s/ Defraudación


    COMP, 271, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas presuntamente cometido por agente policial en formación ferroviaria. Desconocimiento del caracter federal o local del agente.


    Del incidente no surge, hasta el momento, elemento de juicio que indique que el denunciado sea agente de la Policía Federal, por lo que, corresponde a la justicia local continuar con el trámite de la causa.


    A. W., Juan Carlos s/ Denuncia.


    COMP, 172, L. XLVI, 30 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas simples. Delitos cometidos en el ámbito virtual. Red social "facebook".


    En atención que de las constancias de la causa no surge el lugar concreto en el que se profirieron las amenazas, teniendo en cuenta la dificultad para determinar este punto en delitos cometidos en el ámbito virtual, y dado que tanto la víctima, sus hermanas -quienes recibieron los mensajes amenazantes en su cuenta de facebook- y el acusado -por la denunciante- de haberlas emitido, viven en la provincia de Buenos Aires, estimo que de conformidad con la regla general de atribución jurisdiccional del domicilio (artículos 100 y 102 del Código Civil), corresponde que sea la justicia local la que conozca en la presente causa, sin perjuicio de que si su titular considera que la investigación corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    C., Alejandra Adriana s/ Denuncia.


    COMP, 510, L. XLVI, 22 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de retención indebida.


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida.


    C., Roberto José y otro s/ Defraudación.


    COMP, 524, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de Robo y Privación ilegítima de la libertad y robo. Comienzo de ejecución en una jurisdicción y finalización del plan delictivo en otra.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    D., Walter Gabriel s/ Denuncia


    COMP, 237, L. XLVI, 11 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Desbaratamiento de derechos de terceros. Venta de lotes sometidos a ejecución hipotecaria. Lugar donde se efectuó la escritura traslativa de dominio.


    El delito de desbaratamiento de derechos acordados se consuma cuando ya realizada la disposición patrimonial se torna incierto o litigioso el derecho adquirido. Asimismo, este es un delito que lesiona el patrimonio del primer adquirente.


    R. de S., Rosa y otros s/ Defraudación, falsedad ideológica instrumento público


    COMP, 414, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Empleados de Telefónica de Argentina: intento de manipular la subcontratación de obras y pedido de dinero. Posibles amenazas coactivas.


    Los hechos que se investigan en estas actuaciones han sido valorados en forma adecuada por el juez de la capital, tanto en su calificación provisoria como en el lugar de su comisión.


    G. D., Agustín s/ Denuncia


    COMP, 475, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Entrega de automotor a mecánico. Desaparición del vehículo. Denuncia de robo. Posible falsa denuncia. Lugar de consumación del delito.


    Para discernir la competencia penal en razón del territorio debe atenderse al sitio donde se ha consumado el delito.


    T., Hector Horacio s/ Falsa denuncia art. 245


    COMP, 663, L. XLVI, 16 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Entrega de cheques sin fondos. Posible aplicación del art. 302 del Código Penal. Domicilio del banco girado.


    Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    D. C., Salvador s/ Inf. art. 302 C.P.


    COMP, 870, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falso testimonio. Declinación de la competencia en función de lo dictaminado en la competencia N° 691; L. XLI, "Letizia, Pablo Alberto s/ falso testimonio".


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    L., Marcelo Fabian y M., Matias Alberto s/ Falso testimonio


    COMP, 124, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hurto de cosas muebles. Defraudación cometida con D.N.I. aparentemente falsificado. Extracción de dinero de caja de ahorro.


    La presente contienda no ha sido correctamente trabada, pues para ello es necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa.


    C., María del Carmen s/ Defraudación


    COMP, 1049, L. XLV, 26 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Lesiones sufridas por menor en local comercial. Lugar del hecho y domicilio de los padres del menor en sede provincial.


    Toda vez que el hecho ocurrió en la localidad de Lanús, corresponde al magistrado provincial continuar con el trámite de estas actuaciones.


    G.G.S.F.A. s/ Av. de lesiones.


    COMP, 942, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Lesiones.


    Más allá de las escasas probanzas del legajo, habida cuenta que de las declaraciones, surge que el tío de la víctima -cuyos dichos resultan verosímiles y no se encuentran desvirtuados por otros elementos de la causa- manifestó que el accidente que produjo las lesiones ocurrió en la ciudad de Escobar, corresponde al magistrado local continuar con el trámite de las actuaciones, a pesar de que el domicilio de la obra en construcción no sea correcto.


    N.N. s/ Art. 94 C.P.


    COMP, 616, L. XLVI, 10 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Libramiento de cheque sin provisión de fondos. Orden de no pagar. Estafa. Declinación en virtud del domicilio del banco girado.


    La razón por la cual se rechazó el pago del cheque fue por carecer de fondos suficientes, es decir orden de no pagar. Por ello corresponde al Juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal.


    Corporación R. S.R.L. s/ Infracción Art. 302 del C.P.


    COMP, 126, L. XLVI, 27 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Otorgamiento de poder. Utilización abusiva del mismo. Afectación de inmueble en garantía de obligación de terceros. Posterior ejecución forzada.


    Toda vez que el hecho materia de esta contienda -más allá de la calificación legal que en definitiva se le otorgue- se desarrolló en la ciudad de Mar de Ajó, donde además, tramitó la ejecución de la deuda avalada y se habría dispuesto el remate del inmueble, por aplicación del principio de territorialidad, corresponde a él asumir la jurisdicción para entender en las presentes actuaciones.


    A., Leon Mario s/ Estafa.


    COMP, 633, L. XLVI, 17 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presentación de certificados médicos adulterados. Declinación en función del lugar de su presentación.


    Teniendo en cuenta que la imputada habría presentado certificados presumiblemente falsos en un colegio ubicado en Pontevedra, provincia de Buenos Aires, corresponde al tribunal local conocer acerca de los hechos denunciados.


    M., Graciela s/ Defraudación


    COMP, 168, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presentación de documentación presuntamente apócrifa en juicio ejecutivo. Lugar de desarrollo del expediente y de presentación de la documentación.


    Toda vez que los inmuebles que generaron las deudas por expensas, se encuentran en jurisdicción bonaerense, lugar en el que funciona la administración del consorcio de copropietarios, donde, además, se promovió el juicio ejecutivo, se produjo la subasta y se presentó la documentación presuntamente adulterada, corresponde asignar competencia a la justicia local.


    P., Marta s/ Defraudación por administración fraudulenta.


    COMP, 823, L. XLVI, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta retención indebida de dinero, valores y documentación. Amenazas telefónicas.


    La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, y que cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    M., Marta Hilda s/ Defraudación por retención indebida


    COMP, 731, L. XLV, 16 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto pago de dádivas. Transacción en estación de servicio de la Capital Federal. Hechos trascendentes acaecidos en territorio provincial.


    Más allá de la calificación legal que, en definitiva, corresponda asignar a los hechos investigados, no resulta posible considerar que éstos hayan acaecido en un único ámbito territorial, pues si bien la entrega del dinero habría tenido lugar en una estación de servicio de esta ciudad, no puede pasarse por alto, que fue en la provincia de Buenos Aires donde se habría presentado el imputado ante el denunciante, para ofrecerle, sugestivamente, y en uso de presumibles funciones policiales, solucionar sus eventuales inconvenientes, incluso respecto de la custodia que había asumido en una curtiembre ubicada en ese mismo ámbito territorial, donde además aquél denunció los episodios y, desde donde también efectuó los llamados telefónicos que, con intervención de la policía local, dieron inicio al operativo.


    M., Hernan Pablo s/ Extorsión


    COMP, 619, L. XLVI, 15 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad ejecutada en más de una jurisdicción. Aplicación de normas de remisión locales, ajenas a la jurisdicción nacional.


    Es necesario que los tribunales intervinientes se atribuyan recíprocamente el conocimiento de la causa.


    M., Juan Alberto s/ Denuncia


    COMP, 456, L. XLVI, 11 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegitima de la libertad mantenida en el tiempo y diferentes jurisdicciones. Posterior robo del rodado. Lugar donde se consumó un segundo delito.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    L., Hector Miguel s/ Denuncia


    COMP, 492, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad y posterior robo. Declinación en función del lugar donde se cometió el robo.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    P., Carlos Alberto s/ Denuncia.


    COMP, 69, L. XLVI, 28 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegitima de la libertad, mantenida en el tiempo y en diferentes jurisdicciones. Posterior robo. Lugar donde se cometió el segundo delito.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    G., Jorge Horacio s/ Robo agravado por el uso de arma de fuego y otros


    COMP, 260, L. XLVI, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Régimen de visitas. Impedimento del progenitor de ver al menor. Interés superior del niño.


    Distribución de la competencia priorizando el interés superior del niño, ya que se privilegia su lugar de residencia actual. Con lo que se asegura una intervención más cercana y pronta de los órganos jurisdiccionales y tutelares, a los que el menor podría acceder sin mayores desplazamientos.


    S., C. A. s/ Inf. Ley 24.270.


    COMP, 400, L. XLVI, 13 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 377, L. XL V in re "Krul Construcciones S.A. s/ Estafa".


    Teniendo en cuenta que el hecho denunciado se habría desarrollado en el marco de una operación de compraventa de mercadería pagada con un cheque diferido y que las constancias incorporadas al legajo son insuficientes para acreditar, por el momento, que en la oportunidad de su entrega existía algún medio engañoso que viciara la voluntad del comprador, estimo que corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura penal prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el artículo 6° de la ley 24.452.


    Francisco L. y otros s/ Estafa.


    COMP, 581, L. XLVI, 23 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 15, L. XL V, in re "Mamani, María E. s/ Inf. Art. 1 de la ley 24.270".


    S., Mariana s/ Infracción Ley 24.270.


    COMP, 726, L. XLVI, 05 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 199, L. XLV, in re "Martínez, Alberto Raúl s/ Inf. Art. 302". Asignación de competencia conforme al domicilio del banco girado.


    M., Mariano Martín s/ Inf. Art. 302 del C.P.


    COMP, 624, L. XLVI, 27 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 744, L. XXXVIII, in re "Gauto, César Bartolomé s/ Infracción ley 13.944".


    S., Néstor y otros s/ Estafa.


    COMP, 516, L. XLVI, 17 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Residuos peligrosos. Necesidad de profundizar las investigaciones por parte del juzgado local.


    De las constancias de la causa no surgen datos que permitan suponer dónde habrían ocurrido los elementos característicos de los posibles tipos penales. Pero de ellas sí se desprende el lugar donde el residuo habría sido almacenado para su posterior destrucción en la planta de tratamiento.


    G. S., Martin (H) s/ Denuncia


    COMP, 522, L. XLVI, 15 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de camión y posterior privación ilegítima de la libertad. Traslado de la víctima a otra jurisdicción.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    K., Walter s/ Denuncia


    COMP, 234, L. XLVI, 11 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de camiones de transporte de mercadería y privación ilegal de la libertad. Posible delito de contrabando. Justicia Federal del lugar de los hechos.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. La competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    D., Jose Osvaldo s/ Robo agravado y privación ilegítima de la libertad


    COMP, 1071, L. XLV, 11 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de mercadería de camión transportador. Llegada a destino. Supuesto lugar de comisión.


    En materia penal, el principio rector emanado del artículo 118 de la Constitución Nacional, es que la competencia por razón del territorio resulta improrrogable, y se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    C., Rene Angel s/ Hurto de mercadería


    COMP, 565, L. XLVI, 28 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de mercadería de un camión y privación ilegítima de la libertad de su chofer. Lugar donde se cometió el robo.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    Z., Gustavo Sergio s/ Denuncia


    COMP, 661, L. XLVI, 30 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de automotor robado con chapa patente apócrifa. Alternatividad con su encubrimiento.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de la competencia entre las provincias, o entre éstas y la Nación, se encuentra regida por la Constitución, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por razones de mero orden o economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    P., Chistian Rodolfo y otros s/ Encubrimiento


    COMP, 727, L. XLVI, 28 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de automotor en territorio provincial y resistencia a la autoridad cometida en la capital. Hechos escindibles. Aplicación de principio de territorialidad.


    La competencia penal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    P., Martin Gaston s/ Art. 239 C.P.


    COMP, 576, L. XLVI, 11 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de mercaderías. Aplicación del principio de territorialidad.


    En atención a que de los dichos del denunciante, surge que la mercadería habría sido sustraída durante su guarda en los depósitos de la empresa "E.", en el aeropuerto de Ezeiza, ya que su traslado hasta esta ciudad -donde se comprobó el faltante- fue realizado sin interrupción y vigilado por personal de seguridad, por aplicación del principio de territorialidad, que corresponde declarar la competencia de la justicia local para entender en la causa.


    O. S., Augusto José s/ Denuncia.


    COMP, 681, L. XLVI, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Tenencia de arma de guerra. Competencia territorial improrrogable.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, es materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    E., Edgardo Ivan s/ Tenencia de arma de guerra


    COMP, 457, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de comptencia. Delito de estafa.


    La entrega de un cheque de pago diferido perteneciente a una cuenta corriente cerrada con anterioridad, a cambio de una prestación en dinero, constituye el ardid o engaño típico de la figura del artículo 172 del Código Penal.


    P., Francisco Andrés s/ Estafa


    COMP, 195, L. XLVI, 19 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la competencia N° 199, L. XLV, in re "Martínez, Alberto Raúl s/ Inf. Art. 302". Competencia de acuerdo al domicilio del banco girado.


    L. I., Juan Alejandro s/ Inf. Art. 302 del C.P.


    COMP, 670, L. XLVI, 22 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el ilícito.


    Visa Argentina S.A. s/ Defraudación por retención indebida.


    COMP, 781, L. XLVI, 20 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    Toda vez que de las constancias del incidente surge que la defraudación habría ocurrido con el presunto descuento indebido de aportes sindicales en el Partido de San Martín, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para entender en las presentes actuaciones.


    S.U.T.E.P. y otros s/ Defraudación por retención indebida.


    COMP, 515, L. XLVI, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Abuso deshonesto de una menor de edad. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en Fallos: 324:2355 y en la Competencia N° 1865, L. XLI in re "Comán, Juan Carlos s/ Abuso deshonesto mod. Ley 25.087".


    Toda vez que de los dichos de la denunciante surge que los actos contra la integridad sexual en perjuicio de su hija habrían ocurrido en la localidad de Olavarría, donde ambas se domicilian, corresponde a la justicia bonaerense conocer en las presentes actuaciones.


    A., L. A. s/ Abuso sexual.


    COMP, 270, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Circunvención de incapaces. Enajenación a precio irrisorio de inmueble de un incapaz.


    La circunvención de incapaces es un delito de peligro concreto y no de daño efectivo, pues se consuma con la sola firma de un documento que importe cualquier efecto jurídico de carácter patrimonial en perjuicio del incapaz.


    B. D. de R., L. y otros s/ Estafa.


    COMP, 531, L. XLVI, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenazas por vía telefónica.


    Toda vez que de los dichos del denunciante surge que las llamadas telefónicas amenazantes fueron recibidas por aquél en su domicilio particular de esta ciudad, lugar donde se habrían producido los efectos intimidatorios, corresponde al magistrado nacional continuar con la investigación de estas actuaciones.


    B. D. L. T., Rubén Claudio s/ Amenazas.


    COMP, 171, L. XLVI, 12 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación. Art. 173 inc. 3 y 7, y art. 174 C.P. Competencia territorial en función de los actos con relevancia típica.


    En los procesos en los cuales la conducta denunciada podria configurar algunas de las defraudaciones especiales contempladas en los incisos 3° o 7° del articulo 173, o bien, la figura agravada del articulo 174, inciso 2°, todos del Código Penal, cuando los actos con relevancia típica para la configuración de cualquiera de esos delitos -tales corno la suscripción de un poder para administrar los bienes en favor del denunciado como la revocación del primero, por el cual se lo excluyó al denunciante del manejo conjunto de las mentadas cuentas bancarias- se lleven a cabo en una escribanía de determinada localidad, ciudad donde ademas, reside el denunciado con su madre, corresponde al juzgado de esa sede intervenir en el conocimiento de la causa.


    C., Heraclio Abelardo s/ Su denuncia.


    COMP, 1043, L. XLV, 09 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa en venta por internet. Competencia territorial.


    En atención al criterio según el cual tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, pueden ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial según convenga a la razón procesal, si de los dichos del denunciante -no desvirtuados por otros elementos de la causa- se desprende que la disposición patrimonial para la configuración del delito se habría desarrollado en determinada localidad, lugar donde además el damnificado impuso el giro postal en favor del vendedor, es éste el lugar que se debe preferir si allí es donde se domicilia la víctima y donde ésta acudió para hacer valer sus derechos.


    Y., Oscar Alfredo s/ Denuncia estafa


    COMP, 15, L. XLVI, 09 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Competencia territorial en función del lugar donde se realizó la disposición patrimonial.


    En las contiendas de competencia en que exista coincidencia entre los magistrados intervinientes sobre la calificación del hecho a investigar, resulta de aplicación la doctrina según la cual tanto lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél donde se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial. Por aplicación de este principio, si de las constancias agregadas a la causa, surge que ésta se produjo con la entrega por parte del denunciante en las oficinas del imputado en determinada localidad, corresponde al juez de esa jurisdicción entender en la causa.


    C., Angelo y otros s/ Estafa


    COMP, 45, L. XLVI, 09 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de falsificación de instrumento privado. Competencia territorial en función del lugar donde se habría presentado la documentación apócrifa.


    En los casos de falsifiación de documentos en los que se desconoce el lugar de creación del documento apócrifo, debe estarse al lugar en el que fue utilizado.  Por lo tanto, en los conflictos de competencia en los cuales uno de los jueces encuadró el hecho a investigar prima facie en la figura de falsificación de documento privado, y el restante magistrado interviniente en la contienda no cuestionó esa calificación, corresponde a éste continuar con el trámite de las actuaciones, si la única circunstancia de lugar que se conoce, es que en su jurisdicción se habría presentado la documentación presuntamente adulterada.


    O., Susana s/ Denuncia.


    COMP, 4, L. XLVI, 09 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Investigación sobre presunta delito de estafa intentada mediante el uso de un Documento Nacional de Identidad adulterado.


    Resulta competente para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se lo confeccionó y si no es posible establecer esta circunstancia, debe estarse a donde fue usado.


    B., Lucas Omar s/ Estafa


    COMP, 998, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Principio de territorialidad. Interés superior del niño.


    Al no haber constancias del régimen de visitas que habría pactado el denunciante con su ex mujer ante un tribunal civil que no especifica, teniendo en cuenta los supuestos maltratos que recibirían los menores en su casa de Lanús, por aplicación del principio de territorialidad y atendiendo al interés superior del niño, corresponde a la justicia bonaerense conocer en el expediente.


    O., Karina Alejandra s/ Inf. Ley 24.270.


    COMP, 511, L. XLVI, 08 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad y robo de camión. Posterior hallazgo del rodado.


    Cuando pudo haber existido, privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    G., Ulises Ismael s/ Su denuncia


    COMP, 351, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 897, L. XLV, in re "Murias, Carlos G. y otro s/ Infracción ley 13.944".


    L., Pablo María s/ Inf. Art. (S) 1 Ley 13.944 incumplimiento de deberes de asistencia familiar.


    COMP, 418, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo establecido en los precedentes publicados en Fallos: 324:3463; 326:347 y 1701; y en la Competencia N° 470, L. XLI in re "Martucci, Alejandro y otros s/ Infr. art. 302 del C.P".


    L., José Luís s/ infr. art. 302 C.P.


    COMP, 38, L. XLVI, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Formulario 012 de verificación del Automotor falsificado presuntamente por personal policial. Indeterminación del lugar de la falsificación. Jurisdicción federal de naturaleza excepcional y restringida.


    N., Ruben Esteban s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP, 738, L. XLV, 03 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documento público. Hipótesis delictivas. Determinación del lugar de la falsificación.


    Si de las probanzas del expediente no surge dónde se cometió esa infracción, corresponde investigarla al tribunal en cuya jurisdicción se comprobó y donde fue secuestrado el rodado. Una vez determinada la competencia y sin que medien nuevas circunstancias que autoricen apartarse de lo decidido, no corresponde promover cuestiones insustanciales que causan daño a la buena administración de justicia.


    B., Isabelino y T. S., Gustavo s/ Inf. art. 289 Inc. 3° del Código Penal


    COMP, 34, L. XLVI, 14 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hurto de pertenencias en el trayecto de un viaje en ómnibus. Ignorancia del lugar de comisión.


    En aquellos casos de hurtos ocurridos durante el trayecto de un viaje, en que el denunciante advierta el faltante de sus pertenencias en determinada ciudad, cabe colegir que el delito habría acaecido en el trayecto desde el punto de salida y esa ciudad, por lo que corresponde declarar la competencia del juez de esa jurisdicción.


    G., Romina Elizabeth s/ Denuncia.


    COMP, 374, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta utilización fraudulenta de poder otorgado por persona en estado de demencia senil. Lugar donde se otorgó el instrumento.


    El objeto de esta controversia ha quedado circunscripto a la investigación de los efectos patrimoniales lesivos que se habrían derivado del poder otorgado y toda vez que de las constancias de la causa no surge donde éste se firmó queda como dato decisivo para resolver la competencia, el lugar de la casa objeto del instrumento.


    S., Beatriz s/ Denuncia.


    COMP, 799, L. XLVI, 17 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Falsificación de documento público: cesión de derechos hereditarios. Declinación en función del lugar donde se confeccionó el documento.


    El delito de falsificación de instrumento público se consuma cuando Se confecciona el documento.


    Z., Andrea Karina s/ Falsedad ideológica


    COMP, 1003, L. XLV, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Abuso sexual. Identidad de victimario. Víctimas pertenecientes al ámbito familiar. Comisión en diferentes jurisdicciones. Declinación conforme el lugar del hecho.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencias judiciales entre las provincias o entre ellas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no pueden ser alteradas por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden jugar en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    L., J. y L., A. s/ Coacción.


    COMP, 315, L. XLVI, 14 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Defraudación por compraventa de automotor con documentación adulterada. Falta de medidas probatorias. Prenda posterior a la compraventa.


    B., Carlos Alberto s/ Denuncia


    COMP, 457, L. XLV, 03 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito de abuso sexual y trata de personas. Declinación en favor de la justicia ordinaria. Dichos de la víctima.


    Aplicación de la doctrina de Fallos: 325:908.


    D´A., R. E. s/ Denuncia.


    COMP, 147, L. XLVI, 19 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito de amenazas dirigidas por e-mail de una jurisdicción hacia otra. Perfeccionamiento del delito con la recepción de la manifestación. Competencia del juez correspondiente al domicilio del denunciante.


    Cuando las declaraciones del denunciante sobre el lugar de comisión del hecho son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa, la competencia debe ser establecida sobre esa base.


    G., Mario Gaston s/ Denuncia amenazas


    COMP, 1019, L. XLV, 30 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito de falsificación de documento público. Declinación en virtud del lugar en que se confeccionó el documento.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunsrancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones los jueces en conflicto. En ese sentido, el delito de falsificación de instrumento público se consuma cuando se confecciona el documento falso.


    P., Aldo Natale s/ Falsificación de documento público


    COMP, 906, L. XLV, 26 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito de retención indebida. Declinación en función del lugar donde se debía entregar la maquinaria entregada.


    El delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida y que, para el caso de no existir un acuerdo de voluntades acerca de tal extremo, debía estarse a lo dispuesto en los artículos 749 y 141O del Código Civil, conforme a los cuales la obligación debe ser cumplida en el domicilio del deudor.


    P., Enrique Julio s/ Denuncia


    COMP, 560, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Determinación por el lugar de comisión del delito.


    Tanto las declaraciones del denunciante como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos del expediente.


    G., W. s/ Abuso Deshonesto


    COMP, 959, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Estafa con comienzo de ejecución en Capital Federal y consumación en extraña jurisdicción. Declinación en favor de la justicia provincial por el lugar de consumación.


    El iter criminis del delito de estafa comienza con el despliegue del procedimiento ardioso o engañoso, a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial y la figura se consuma cuando se realiza efectivamente esa disposición.


    C. M., Jeremías y otros s/ Robo de automotor


    COMP, 838, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Falsa denuncia de sustracción de automotor. Defraudación en perjuicio de compañía de seguros, con sede en Capital Federal. Declinación a favor de juez local, en virtud de domicilio del denunciante, lugar de la denuncia y aparición del rodado.


    En el delito de estafa cometido sobre la base de una falsa denuncia a una compañía de seguros de la Capital Federal, debe aplicarse el principio según el cual el hecho se estima cometido en todas las jurisdicciones en las que se ha desarrollado alguna parte de la acción y también en el lugar de la verificación del resultado; y la elección del tribunal competente debe hacerse atendiendo a razones de economía procesal.


    C., Luis s/ Estafa


    COMP, 777, L. XLV, 16 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. falsificación de documentos públicos. Documentación de transferencia de automotor. Uso de documentos apócrifos en jurisdicción distinta del lugar de venta del automotor.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores cuando, tal como ocurrió en el caso, éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    L., Luis Eduardo s/ Su denuncia


    COMP, 836, L. XLV, 16 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Hallazgo de automotor sustraído en otra jurisdicción. Necesidad de profundizar la investigación por parte del Juez que previno en la sustracción.


    Resultaría en principio competente para su conocimiento el Juez federal con jurisdicción territorial donde el desapoderamiento se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. Si no resulta con claridad que el imputado por el encubrimiento ha sido ajeno a la comisión del delito encubierto, es conveniente que entienda el magistrado nacional que intervino en las actuaciones por la sustracción del vehículo.


    R. F., Ariel s/ Encubrimiento


    COMP, 979, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Hallazgo en jurisdicción provincial de automotor sustraído en Capital Federal. Declinación en función del lugar del hecho.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    P., Hugo Ariel y R., Carlos Matias s/ Hurto de Automotor o Vehículo en la vía pública


    COMP, 244, L. XLVI, 12 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Lesiones sufridas por pasajeras de formación ferroviaria. Declinación en función del lugar donde ocurrieron las presuntas lesiones.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Los hechos -objeto de contienda- habrían ocurrido en territorio de la provincia de Buenos Aires, donde culminó el trayecto ferroviario, y donde, además, habría recibido la primer asistencia médica una de las damnificadas.


    Dimas Ernesto M. s/ Denuncia lesiones


    COMP, 164, L. XLVI, 29 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Ley 11.723 de propiedad intelectual. Declinación de la competencia en favor de la justicia local del lugar donde se efetuó el secuestro de mercadería.


    D. del V., Ezequiel s/ Infracción ley 11.723


    COMP, 921, L. XLV, 10 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Retención de bienes muebles, que formaron parte de un bien inmueble ejecutado. Declinación en función del lugar de apropiación.


    Si las declaraciones del denunciante son verosímiles y no se encuentran desvirtuadas por otras constancias de la causa la competencia debe ser establecida sobre la base de esas manifestaciones; y asimismo, a esos fines el tribunal no debe atenerse a las calificaciones efectuadas por los magistrados contendientes.


    B., Alejandra y otro s/ Retención Indebida


    COMP, 175, L. XLVI, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    De constituir el hecho investigado la figura prevista en el artículo 173, inciso 2°, del Código Penal, está establecido que el delito de retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida y que, en el supuesto de no existir un acuerdo de voluntades acerca de ese lugar, debe estarse a lo dispuesto por los artículos 749 y 1410 del Código Civil, según los cuales, la obligación debió ser cumplida en el domicilio del deudor.


    M. de O., Diego Fedérico s/ Defraudación por retención indebida


    COMP, 63, L. XLVI, 12 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    Más allá de las escasas probanzas del legajo, surge que la apropiación indebida del automóvil se llevó a cabo en Trenque Lauquen, lugar en el que se encuentra ubicada la entidad bancaria en la que el denunciante tenía una cuenta corriente a su nombre y, donde además, se domicilian las partes involucradas. Por lo tanto corresponde al magistrado bonaerense continuar con el trámite de las actuaciones.


    M., Jorgelina Irene s/ Delito de acción pública.


    COMP, 473, L. XLVI, 06 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    Tanto el lugar en el que se desarrolló el ardid propio de la estafa, como aquel en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial. El iter criminis de la estafa se inicia con el despliegue del procedimiento ardidoso o engañador, a efectos de lograr del sujeto pasivo la disposición patrimonial perjudicial, y la figura se consuma cuando se realiza efectivamente esa disposición.


    G., Eduardo s/ Estafa.


    COMP, 145, L. XLVI, 04 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    Toda vez que de las constancias del incidente surge que la disposición patrimonial perjudicial habría ocurrido con la presunta obtención indebida de aportes sindicales en la localidad de Martínez opino que corresponde declarar la competencia del juez de San Isidro para entender en las presentes actuaciones.


    M., Jorge Alberto s/ Estafa.


    COMP, 483, L. XLVI, 09 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    Toda vez que de las constancias del incidente surge que la disposición patrimonial perjudicial habría ocurrido con la presunta obtención indebida de aportes sindicales en la localidad de Sáenz Peña, Partido de Tres de Febrero, corresponde declarar la competencia de la justicia de San Martín para entender en las presentes actuaciones.


    M., Jorge Alberto s/ Estafa.


    COMP, 484, L. XLVI, 09 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    Toda vez que de las constancias incorporadas al legajo surge que el imputado habría comprado un terreno de manera presuntamente fraudulenta y a un precio vil, en incumplimiento de la gestión que le fuera encomendada y en perjuicio tanto para la firma mandante como para el vendedor, por aplicación del principio de territorialidad, corresponde al magistrado provincial, en cuya jurisdicción se habría suscripto la escritura traslativa de dominio, conocer en el trámite del expediente.


    B. H., Francisco Javier y Balbiani, Martha s/ Estafa.


    COMP, 355, L. XLVI, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    Toda vez que de los términos de la denuncia surge que la llamada por medio de la cual se profirieron las amenazas habría sido recibida mientras se hallaba en su domicilio y habida cuenta que el magistrado provincial no cuestiona su competencia sobre el hecho, por aplicación del principio de territorialidad, corresponde al Juzgado de Garantías N° 1 de La Matanza asumir el conocimiento de la presente causa.


    W., Adolfo Gustavo s/ Coacción.


    COMP, 423, L. XLVI, 06 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    Toda vez que tanto de las constancias del legajo, como de la declaración del hijo de la víctima -que resulta verosímil y no se halla controvertida por otras circunstancias de la causa- surge que el hecho que originó las quemaduras graves acaeció en jurisdicción bonaerense, razón por la cual corresponde a la justicia provincial conocer en la presente causa.


    K., Juan José s/ Su denuncia


    COMP, 1076, L. XLV, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos contra la fé pública. Pago con cheques sin provisión de fondos.


    El hecho denunciado se habría desarrollado en el marco de una operación de compra de valores -en el caso, de pago diferido-, circunstancia que permitiría descartar que en oportunidad de su entrega hubiere existido algún medio engañoso que viciara la voluntad de la compradora, quien asumió el riesgo que, de por sí, implica la aceptación de tal operatoria de valores con promesa de pago futuro, por lo que el hecho encuadraría prima facie en los supuestos del artículo 302, cuya investigación corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado.


    G., Jorge Norberto s/ Inf. Art. 302 C.P.


    COMP, 222, L. XLVI, 11 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de estafa.


    Más allá de la calificación legal que le pudiera corresponder al hecho a investigar -tentativa de estafa o infracción a los artículos 302, incisos 1° y/o 2°, del Código Penal- toda vez que los cheques fueron entregados en Zárate, donde también se encuentra ubicado el domicilio del banco girado corresponde a la justicia bonaerense conocer en la presente causa.


    I., Raúl Emilio y otros s/ Estafa.


    COMP, 850, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Abuso sexual y robo. Manifestaciones del denunciante. Lugar de los hechos sometidos a investigación.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. También ha sostenido el Tribunal, que la competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    H. F., J. M. s/ Denuncia


    COMP, 818, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Accidente doméstico que derivo en muerte.


    Toda vez que de las constancias del expediente se desprende que las quemaduras habrían sido producto de un accidente doméstico, en una vivienda de San Martín, y que habría permanecido internada en el Hospital Belgrano de esa localidad, del que fuera derivada a aquél corresponde al juez bonaerense investigar las circunstancias en que se produjeron tales lesiones.


    S., Alicia s/ Muerte por causa dudosa.


    COMP, 354, L. XLVI, 14 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Artículo 125 bis del Código Penal.


    Toda vez que el objeto procesal de la causa sería la presunta promoción o facilitación a la prostitución de menores de dieciocho años de edad y habida cuenta que de conformidad con los elementos de juicio reunidos hasta el momento, el hecho tendría lugar en un inmueble ubicado en Villa Madero, partido de La Matanza, corresponde a la justicia provincial asumir el conocimiento de estas actuaciones.


    A. s/ Corrupción de menores de 18 años.


    COMP, 402, L. XLVI, 06 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Competencia en función del territorio.


    Más allá de la calificación que, en definitiva, recaiga sobre los hechos denunciados, y toda vez que de los dichos del querellante y de las demás constancias de la causa, surge que en determinada localidad se llevaron a cabo los actos jurídicos relacionados con los bienes dados en garantía y las obligaciones asumidas por el querellante y su esposa, frente a la empresa acreedora, corresponde a la justicia de aquélla localidad, que previno, y en cuya jurisdicción reside la mayoría de los imputados, continuar conociendo en la causa.


    Z., Silvestre y otros s/ Extorsión.


    COMP, 609, L. XLVI, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Competencia en razón del territorio. Lugar de consumación del delito.


    En aquellos casos en que las constancias incorporadas al incidente den cuenta que el hecho a investigar se circunscribe a un posible homicidio o, en su defecto, a una eventual instigación o inducción al suicidio acaecido en determinada jurisdicción, corresponde asignar competencia a la justicia ordinaria de esa jurisdicción para conocer en la causa.  Ello así, por cuanto conforme al principio de territorialidad la competencia penal ratione loci se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito, razón práctica de la que no hay motivos para apartarse.


    M., Emiliano Nicolas s/ Delito de Acción Pública.


    COMP, 43, L. XLVI, 22 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Competencia territorial.


    En las contiendas de competencia en las cuales uno de los magistrados intervinientes reconoce la competencia territorial provincial sobre el hecho denunciado, corresponde a éste continuar con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de que, para el caso de considerar que la pesquisa corresponde a otro juez de su misma provincia, se la remita de conformidad con las normas del derecho procesal local, cuya interpretación y aplicación es ajena a la jurisdicción nacional.


    F. G., Juan s/ Denuncia


    COMP, 90, L. XLVI, 09 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación. Venta de bien ajeno. Declinación en función del domicilio de la inmobiliaria y del bien ofrecido en venta.


    B. M. I. S.A. s/ Estafa


    COMP, 256, L. XLVI, 26 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito contra la propiedad. Defraudación.


    Puesto que los hechos acaecidos se suscitaron en jurisdicción bonaerense corresponde que sea el juez de esa sede el que conozca en la presente causa.


    C., Jorge Alberto s/ Estafa.


    COMP, 390, L. XLVI, 23 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito contra la propiedad. Estafa.


    Toda vez que surge de los dichos no controvertidos, tanto del denunciante como de la damnificada, que la suscripción engañosa de los documentos utilizados para perjudicarla patrimonialmente, tuvo lugar en el domicilio de la localidad de Tortuguitas corresponde conocer en el expediente al magistrado bonaerense.


    Serivicio L. M. y otros s/ Estafa.


    COMP, 541, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de abuso sexual. Competencia en razón del territorio.


    Conforme al principio de territorialidad, la competencia penal "ratione loci" se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.  Sentado ello, siempre que de las constancias incorporadas a la causa surja que los presuntos abusos sexuales habrían ocurrido en una localidad determinada, corresponde atribuir el conocimiento del expediente al magistrado de esa jurisdicción.


    Z., R. s/ Abuso Sexual.


    COMP, 756, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de calumnias e injurias.


    Los delitos de calumnias e injurias deben considerarse cometidos en el lugar en que se exteriorizan los términos presuntamente agravantes.


    A. TV s/ Querella (Dte. A. Néstor Alfredo)


    COMP, 976, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de defraudación a la administración pública. Afectación del patrimonio y las rentas de la provincia.


    Se eligió para este caso la competencia basada en el principio territorial, tesitura que no debe variar mientras no varíen las circunstancias (especiales) de lugar.


    O., José María y otros s/ Defraudación.


    COMP, 429, L. XLVI, 09 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa y posterior comisión de delito de privación ilegítima de la libertad, amenazas y lesiones.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, deben ser investigados por los jueces del lugar donde aparecen cometidos, en tanto la distribución de competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiraron las reglas de acumulación por conexidad que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente jueces nacionales.


    G., Luis Alberto s/ Denuncia.


    COMP, 468, L. XLVI, 17 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa.  Competencia en razón del territorio.


    En aquellos casos en que de las constancias reunidas en el legajo -no controvertidas por otros elementos del expediente-, surja que en determinada localidad se encuentra ubicada la sucursal bancaria en la que se solicitó la apertura de la cuenta corriente, el crédito para su refinanciación y se entregó el pagaré con el aval del denunciante que no pudo ser cobrado, considerando que tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, corresponde declarar la competencia de la justicia de aquélla jurisdicción para intervenir en la causa.


    D. G., Carlos Alberto s/ Denuncia


    COMP, 83, L. XLVI, 22 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de estafa. Maniobras ardidosas llevadas a cabo en más de una jurisdicción. Unicad de contexto delictivo. Competencia territorial.


    En aquellos casos en que el imputado habría realizado una serie de maniobras engañosas que formarían parte de un único contexto delictivo, cuya producción comenzó con el ardid desplegado en la provincia de Buenos Aires, y continuó desarrollándose en la Capital Federal, donde habría ocurrido la suscripción engañosa de documentos y el apoderamiento de dinero en efectivo, y dado que, además, esos instrumentos se presentaron como luego defensa en un juicio entablado por la denunciante ante el fuero civil y comercial provincial, corresponde a la justicia de aquélla provincia conocer en las actuaciones.


    M., Fabio Augusto s/ Estafa


    COMP, 1039, L. XLV, 12 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de falsedad ideológica. Competencia territorial.


    En los casos en que, de la declaración prestada por el denunciante -no controvertida con otros elementos de la causa-, se desprenda que los hechos tuvieron lugar en determinada localidad, corresponde asignar competencia a la justicia de esa jurisdicción para conocer en la causa.


    P., Daniel Alberto s/ Inf. Art. 52 del Código contravencional.


    COMP, 770, L. XLVI, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de pago con cheque sin provisión de fondos. Competencia territorial.


    En los casos de hechos que podrían encuadrar en la figura prevista en el artículo 302 del Código Penal, a la luz de lo establecido en el articulo 6° de la ley 24.452, corresponde atribuir competencia para entender en la causa al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado, máxime cuando la misma tendría relación con otra, por el mismo hecho, que tramitaría ante ese juzgado.


    G. C., Charles s/ Art. 302 del C.P.


    COMP, 132, L. XLVI, 23 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de Robo. Consumación del delito en jurisdicción provincial. Declinación en función del territorio.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    B., Cristian Isaias s/ Denuncia


    COMP, 373, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos contra la integridad sexual. Remisión de acuerdo a la Competencia N° 325, L. XLIV, in re "Calixto Ortega s/ Abuso deshonesto - modelo ley 25.087".


    D., P. E. s/ Su denuncia.


    COMP, 1016, L. XLV, 10 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos contra la propiedad. Estafa.


    Si consideramos que estamos ante una defraudación cometida presuntamente por el empleado infiel, que no entregó a su mandante las sumas percibidas en su nombre, y siendo que es aquí donde debió rendir sus cuentas, podemos concluir que todo el accionar delictivo queda encuadrado en esta Capital, con lo que corresponde a la justicia nacional conocer en la causa.


    C., Pedro s/ Estafa.


    COMP, 583, L. XLVI, 27 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos contra la propiedad. Estafa.


    Tanto el lugar donde se desarrolla el ardid propio de la estafa, como aquél en el que se verifica la disposición patrimonial, deben ser tenidos en cuenta para establecer la competencia territorial, la que debe resolverse en definitiva, por razones de economía procesal. Toda vez que distintas víctimas realizaron la disposición patrimonial en diferentes jurisdicciones, conviene, en pos de la integridad del objeto procesal, privilegiar el lugar del ardid, es decir, desde donde el imputado habría enviado los e-mails engañosos, que es también el lugar donde éste recibió los bienes, donde reside y donde fue detenido.


    J., Istueta s/ Estafa.


    COMP, 493, L. XLVI, 08 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de hurto y trata de personas. Competencia en función del territorio.


    Las declaraciones tanto de la víctima como del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa. En este sentido, cuando los hechos descriptos tanto por la denunciante como por la imputada hubiesen ocurrido en la misma jurisdicción, corresponde al juez de esa jurisdicción continuar con la investigación, sin perjuicio de que, de comprobarse los dichos de ésta última en los términos de la ley 26.364 de trata de personas, se remita la causa al magistrado federal que corresponda.


    T., M. S. s/ Hurto


    COMP, 872, L. XLV, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de retención u ocultación de menores. Competencia territorial.


    En aquellos casos en que el objeto procesal de la causa se circunscriba a la retención u ocultación de menores, si los mismas fueron encontrados en la casa de los imputados, donde se encontraban viviendo, corresponde al juzgado provincial de esa jurisdicción  conocer respecto de ese hecho.


    D. S., M. s/ Sustracción de menores.


    COMP, 864, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de robo y privacíón ilegítima de la libertad. Competencia territorial.


    En los casos de delitos de robo y privación ilegítima de la libertad, resultan competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, y en esa hipótesis la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.  En concordancia con este criterio, y en los casos en que de los dichos del denunciante -no controvertidos por otras constancias del expediente-, surja que tanto el asalto como la sustracción se produjeron en determinada localidad, donde además se domicilian el denunciante y su esposa, corresponde al juzgado de esa jurisdicción, que previno continuar con el trámite de las actuaciones.


    L., Héctor Gabriel s/ Denuncia.


    COMP, 607, L. XLVI, 28 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Demolición de galpón perteneciente a Radio Nacional. Ausencia de afectación a intereses federales. Competencia ordinaria por el lugar del hecho.


    La sola circunstancia de que los hechos presuntamente delictivos hubieren tenido lugar dentro de un terreno del Estado nacional no atribuye competencia al fuero de excepción.


    M., Gabriel Adrian s/ Denuncia.


    COMP, 902, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia efectuada en relación a los repetidos abusos sexuales que habrían padecido las victimas por parte de su padrastro.


    En los delitos de abuso sexual son competentes los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica y, frente a tal hipótesis, la elección del tribunal que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a exigencias de una mejor economía procesal.


    R., J. R. s/ Su denuncia.


    COMP, 323, L. XLVI, 10 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia formulada por el defensor oficial a raíz de las amenazas que habría sufrido su defendido por parte de otros internos en la Unidad N° I del Servicio Penitenciario Federal, donde se encontraba detenido.


    Distribución de competencia de acuerdo al lugar en que se encuentra ubicado el establecimiento donde se habrían realizado las amenazas.


    G., Juan Carlos s/ Su denuncia


    COMP, 235, L. XLVI, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia por delito de estafa.


    Determinación de la competencia de acuerdo al lugar donde se suscitaron los hechos con relevancia típica, como en el caso de autos, donde se suscribió el boleto de compraventa.


    P., Diego Gabriel s/ Estafa


    COMP, 986, L. XLV, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia por utilización de documentación presuntamente adulterada.


    Las falsificaciones se consuman cuando éstas se producen, y en caso de desconocerse el lugar de su confección, debe estarse a aquél en el que se utilizó el documento apócrifo o donde se lo pretendió hacer valer.


    D., Luisa Isabel s/ Su denuncia


    COMP, 241, L. XLVI, 03 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Documento público adulterado. Desconocimiento respecto del lugar de confección. Declinación en función del lugar de uso del documento.


    Si el documento presenta una adulteración material y no surge de las probanzas dónde se lo confeccionó, corresponde al juez del lugar en que se utilizó y comprobó la adulteración conocer a su respecto.


    R. S., Román s/ Denuncia


    COMP, 768, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Entrega de cheques de pago diferido. Orden de no pagar. Investigación por el robo de los cheques. Posible comisión de estafa.


    Corresponde al Juez provincial continuar con la investigación en tanto allí tiene domicilio el banco girado, se efectuó la denuncia por robo - frustatoria del pago - y se habrían entregado los cheques.


    Next Step s/ Estafa.


    COMP, 733, L. XLVI, 17 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Entrega de dinero a empresa de turismo. Viaje no realizado y ausencia de devolución del dinero. Lugar del hecho.


    Conforme al principio de territorialidad, la competencia penal "ratione loci" se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    Empresa Ilhasol s/ Estafa.


    COMP, 797, L. XLVI, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Fallecimiento de paciente ingresada a hospital por quemaduras. Lugar de los hechos.


    Cabe recordar, que en materia penal, el principio rector emanado del artículo 118 de la Constitución Nacional, es que la competencia por razón del territorio resulta improrrogable, y se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    C., Rosa Estela s/ Denuncia


    COMP, 579, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsa denuncia de robo de automotor. Defraudación a empresa de seguros. Venta sucesiva del rodado en extraña jurisdicción. Lugar de los hechos.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto las reglas de acumulación por conexidad, sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los Jueces nacionales.


    D. T. P., Leonardo s/ Estafa


    COMP, 599, L. XLVI, 28 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo en territorio provincial de automotor sustraído en la capital. Lugar de comisión del delito.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    S., Tomas Alberto s/ Robo agravado


    COMP, 561, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Investigaciones por presunto delito de supresión de estado civil. Competencia territorial.


    En aquellos casos en que los dichos de la denunciante, sean el único elemento con que se cuenta en la causa, y de aquéllos surja que tanto la madre como el menor, en el momento de su entrega por dinero a otra familia, residían en determinada localidad, y considerando que este dato es esencial para determinar la competencia territorial en el caso de niños desplazados, corresponde a la justicia de esa jurisdicción provincial conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior en cuanto a, la competencia material.


    L., Elizabeth Lidia s/ Desaparición de persona.


    COMP, 707, L. XLVI, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Lesiones culposas.


    Más allá de las escasas probanzas del legajo y que manifestó que el accidente que produjo las lesiones ocurrió en Lomas del Mirador, corresponde al magistrado local continuar con el trámite de las actuaciones, a pesar de que en la actualidad no sea el lugar en donde reside la pareja.


    N., Estela Mauri s/ Su denuncia.


    COMP, 392, L. XLVI, 12 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Lesiones leves, presuntamente cometidas por personal policial de la Provincia de Buenos Aires, en el marco de un allanamiento llevado a cabo en la Provincia de Buenos Aires. Orden emanada de juez provincial.


    Toda vez que de los dichos de las víctimas -no controvertidos por otras constancias del legajo-, surgen imputaciones precisas y concretas a policías de la provincia de Buenos Aires, por hechos que habrían sido cometidos en esa jurisdicción, resulta competente el juez provincial para intervenir en la presente investigación.


    N., Jonatan Gabriel s/ Lesions leves.


    COMP, 389, L. XLVI, 29 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Lesiones ocasionadas a raíz del accidente automovilístico suscitado en la autopista Buenos Aires - La Plata.


    Toda vez que de los dichos de la damnificada (no controvertidos por constancia alguna del expediente) surge que los hechos denunciados habrían ocurrido en la localidad de Avellaneda corresponde al juez provincial continuar con la investigación


    M., Hugo s/ Lesiones culposas


    COMP, 56, L. XLVI, 16 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Posible delito de administración fraudulenta. Lugar de ejecución de los hechos.


    Habida cuenta que el hecho fue calificado como una infracción al artículo 173 inciso 7°, cabe aplicar la doctrina de la Corte según la cual el delito de administración fraudulenta debe reputarse cometido en el lugar donde se ejecuta el acto infiel perjudicial en violación del deber y, en caso de no conocerse ese lugar, debe presumirse que aquél se ha llevado a cabo en el domicilio de la administración sin que obste a ello la circunstancia de que la sociedad tenga su domicilio legal en otra jurisdicción.


    M., Alfredo Omar y otros s/ Estafa.


    COMP, 841, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presentación de documento presuntamente apócrifo en proceso colectivo en sede comercial. Lugar de presentación del documento.


    Es competente el juez del lugar donde fue presentado en juicio el documento espurio.


    Banco de la Provincia de Buenos Aires s/ Estafa.


    COMP, 678, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión de los delitos de falsificación y de tentativa de estafa.


    El delito de falsificación de instrumentos privados concurre formalmente con el de estafa, ambas infracciones deben ser investigadas por el juez con competencia en el lugar en el que aquéllos fueron usados y donde, además, ha tenido comienzo de ejecución el segundo delito.


    A., Antonio C. y otro s/ Estafa


    COMP, 981, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta comisión del delito de aborto.


    Debe declararse la competencia del juez provincial, pues en esa jurisdicción se habría llevado a cabo la presunta intervención y/o maniobra abortiva, lugar donde también habría muerto el feto, en tanto que en el hospital capitalino sólo habría recibido asistencia médica con la finalidad primordial de preservar su salud.


    D., A. s/ Aborto propio.


    COMP, 825, L. XLVI, 08 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta estafa al Banco Nación.


    La sustracción de un cheque constituye un hecho distinto del uso ilícito que posteriormente se realiza con él. Toda vez que de las constancias del legajo no surge el lugar donde se produjo la adulteración del documento, corresponde al magistrado con jurisdicción sobre el domicilio de la entidad donde se obtuvo el cobro, es decir, donde ocurrió la disposición patrimonial fraudulenta, investigar tanto la falsificación como la estafa perpetrada con su utilización.


    B., Ricardo Atilio s/ Defraudación.


    COMP, 679, L. XLVI, 01 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta retención indebida de un automóvil.


    Más allá de la existencia o no de delito y de su posible calificación legal, corresponde a la justicia provincial entender en estas actuaciones, lugar donde se encontraría el bien objeto del presente litigio.


    C. , Verónica Luisa s/ Defr. por retención indebedida


    COMP, 1052, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de defraudación. Utilización fraudulenta de datos personales.


    Es el juez de José C. Paz quien debe entender en la causa, dado que es en su jurisdicción donde se materializó la operación de mutuo mediante la supuesta utilización fraudulenta de los datos personales del denunciante. Sin perjuicio de ello, cabe advertir que si de la investigación ulterior surgiese que se utilizó documentación destinada a acreditar la identidad del denunciante tal extremo habilitaría la intervención del fuero de excepción.


    M., Rafael Esteban s/ Denuncia.


    COMP, 476, L. XLVI, 25 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de estafa.


    Distribución de competencia de acuerdo al lugar de entrega de la mercadería, objeto de la operación de compra telefónica presuntamente ilícita.


    S., Ivan Gabriel s/ Denuncia


    COMP, 214, L. XLVI, 28 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de estafa.


    Toda vez que se analiza una posible estafa en grado de conato debe ponderarse, primordialmente, ante la ausencia de disposición patrimonial, el lugar donde se desarrollaron los actos típicos constitutivos de esa infracción.


    M., Carlos Anibal s/ Su denuncia.


    COMP, 1051, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegal de la libertad y robo. Transcendencia del lugar donde se consumó el robo.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    M., Marcelo Alberto s/ Denuncia


    COMP, 292, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad cometida por parte de la pareja. Denuncia efectuada en la Oficina de violencia doméstica de la Corte. Lugar de comisión del delito.


    Toda vez que la presunta privación ilegítima de la libertad, habría ocurrido en Monte Grande, por aplicación del principio de territorialidad corresponde a la justicia provincial intervenir en las presentes actuaciones.


    A., Raul Maximiliano s/ Coacción - Privación ilegal de la libertad agravada (art. 142 inc. 1), abuso sexual - art. 119 1° Párrrafo).


    COMP, 932, L. XLVI, 01 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 15, L. XLVI, in re "Yurno, Oscar Alfredo s/ Denuncia estafa".


    Toda vez que la disposición patrimonial para la configuración del delito habría ocurrido en Mar de Ajó, lugar en el que se efectuó el depósito dinerario y donde, además, reside el denunciante, corresponde asignar competencia a la justicia local para continuar con el trámite de las actuaciones.


    Q., Pablo s/ Delito de acción de pública.


    COMP, 584, L. XLVI, 22 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 752, L. XLV, in re "N.N. s/ Defraudación".


    Toda vez que los datos de la tarjeta de crédito habrían sido utilizados para la compra fraudulenta de un producto entregado en territorio bonaerense, corresponde asignar competencia al juzgado local para entender en estas actuaciones.


    Q., Valeria Analía s/ Denuncia.


    COMP, 399, L. XLVI, 06 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo y lesiones. Hechos desarrollados en territorio provincial. Lugar de los hechos.


    Toda vez que los hechos denunciados se produjeron en territorio bonaerense, en el que también tiene su domicilio la víctima, corresponde al tribunal provincial continuar con el trámite de las actuaciones.


    M. M., Jose Luis s/ Denuncia.


    COMP, 814, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro extorsivo.


    No se presentan en autos las circunstancias causídicas contempladas en el precedente "Ramaro", por lo que corresponde a los tribunales ordinarios de la provincia de Buenos Aires asumir el conocimiento de la causa, pues habría sido en esa jurisdicción el último lugar donde la víctima estuvo cautiva y ocurrió su liberación.


    C., Noel Arnaldo y otros s/ Inf. Art. 170 del C.P.


    COMP, 272, L. XLVI, 06 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Seguimiento del imputado a la víctima, y posterior gesto amenazante. Lugar de comisión del delito.


    La competencia penal por razón de territorio resulta improrrogable, y se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    P., Fernando Martin s/ Art. 149 bis


    COMP, 455, L. XLVI, 26 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Suicidio de paciente dado de alta en centro de salud mental. Trascendencia del lugar donde fue atendido el occiso.


    En materia penal, el principio rector emanado del artículo 118 de la Constitución Nacional, es que la competencia por razón del territorio resulta improrrogable, y se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito. Corresponde entonces conocer al juzgado local en cuya jurisdicción se encuentra el centro médico de salud mental donde fue atendido el paciente y presuntamente, el médico tratante, podría haber omitido los deberes de cuidado objeto de imputación.


    R., Vicente s/ Suicidio


    COMP, 407, L. XLVI, 04 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Supuesto agente de seguros, desconocido por la compañía. Presunta estafa. Lugar del ardid y los actos de disposición patrimonial.


    Tanto el ardid como los actos de disposición patrimonial perjudiciales se habrían desarrollado en territorio provincial, por lo que corresponde a este juez continuar con el trámite del expediente.


    Z., Roberto Juan s/ Estafa.


    COMP, 842, L. XLVI, 25 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de medios de prueba. Determinación de la competencia en función del lugar donde se consumó el delito.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    I. S.A. s/ Sustracción y destrucción de medios de prueba


    COMP, 97, L. XLVI, 26 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 24.270 y delito de defraudación. Competencia territorial.


    Si que de los dichos del denunciante no surge con certidumbre la residencia actual de los menores, pero sí que en determinada jurisdicción tuvo su asiento el hogar donde vivía el grupo familiar, y que de allí se mudaron con su madre, circunstancia a partir de la cual quedó impedido el contacto con el padre privándolo del ejercicio de sus derechos y obligaciones, su conocimiento corresponde al juzgado de aquélla jurisdicción.   Con relación a la presunta venta irregular del inmueble, y sin perjuicio de la calificación legal efectuada por los contendientes, es el juzgado en cuya jurisdicción se sitúa el bien y que por esta razón contaría con más expedito acceso a los elementos de prueba, el que se encuentra en mejores condiciones para investigar este hecho.


    S., N. A. s/ Defraudación por estelionato.


    COMP, 539, L. XLVI, 15 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas proferidas en el ámbito laboral. Lugar del hecho.


    La competencia penal por razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    S., Raul y otros s/ Estafa


    COMP, 24, L. XLVI, 31 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Fraude. Falsificación de firma. Competencia del tribunal donde se cometió la infracción.


    En tanto el presunto delito a investigar se habría comprobado en el marco de una relación laboral existente entre el imputado y la damnificada, en principio, resulta de aplicación al caso la doctrina de Fallos: 326:2945, por lo que corresponde al magistrado de la ciudad donde se habrían llevado a cabo los actos infieles en violación del deber de cuidado o custodia, continuar con la pesquisa.


    Z., Gabriela Soledad y otro s/ Estafa


    COMP, 1005, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción a la ley 24.270. Interés superior del niño.


    La elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una más eficaz investigación, mayor economía procesal y mejor defensa de los imputados. Cuando se analizan intereses vinculados a menores debe primar el interés superior del niño por sobre cualquier otro, incluso el de los padres; por ello, para asignar la competencia debe ponderarse el lugar de residencia actual de los menores.


    O., Susana Amalia s/ Infracción a la ley 24.270.


    COMP, 289, L. XLVI, 15 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de camión y privación ilegítima de la libertad de sus tripulantes. Declinación en función del lugar de comisión del robo.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    O., Jorge Hipolito s/ Denuncia


    COMP, 611, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de camión y privación ilegítima de la libertad de su chofer. Comienzo de ejecución en una jurisdicción y consumación en otra.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    P., Julio Omar s/ Denuncia


    COMP, 895, L. XLVI, 22 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Caso de privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción, si en alguna de ellas además se cometió otro delito.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    P., Juan José s/ Denuncia


    COMP, 1046, L. XLV, 05 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción, cuando en alguna de ellas se cometió además otro delito.


    Cuando pudo haber existido privación ilegítima de la libertad en más de una jurisdicción y en alguna de ellas se cometió además otro delito, es a los tribunales de esta última a los que corresponde entender en la causa.


    M., Jorge Osvaldo s/ Denuncia


    COMP, 994, L. XLV, 05 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Administración fraudulenta. Declinación en función del domicilio donde se cometió el acto o el domicilio social.


    La administración fraudulenta debe estimarse cometida donde se ejecutó el acto perjudicial en violación al deber o, de no conocerse este, en el domicilio de la administración, sin que obste a ello la circunstarcia de que la sociedad tenga su sede legal en otra jurisdicción.


    C., Jorge Luis y R., Franco Eugenio s/ Estafa


    COMP, 26, L. XLVI, 11 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Posible inscripción de dominio de automotor "mellizo". Necesidad de delimitar los hechos y su posible calificación legal.


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación suficiente que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58. Para poder llegar a una conclusión en orden a la fijación de la competencia, es necesario que los magistrados entre los cuales se suscite un conflicto jurisdiccional hayan realizado una precisa descripción de los hechos y su consecuente encuadramiento como determinada infracción penal.


    S. R., Jose s/ Denuncia Inf. art. 292 del Código Penal


    COMP, 131, L. XLVI, 26 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre Juzgado Correccional y Contravencional. Ausencia de elementos del tipo objetivo de amenazas. Declinación en favor de la Justicia Correccional.


    C., María Carolina s/ Lesiones leves y amenazas


    COMP, 778, L. XLV, 10 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Art. 189 bis inc. 4°: competencia de la justicia ordinaria.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Por ello, atento que la competencia federal es de naturaleza excepcional y restringida y dado que la figura prevista y reprimida en el artículo 189 bis, inciso 4°, del Código Penal, no se encuentra comprendida en los postulados del artículo 33 del Código Procesal Penal de la Nación, el juez provincial debe conocer a su respecto.


    N., Miguel Angel y otro s/ Acopio de Armas de Fuego y Municiones (Art. 189 bis Ap. 3 párrafo 1° C.P.)


    COMP, 130, L. XLVI, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delitos de hurto y usurpación. Convenio N° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Juzgado Correccional con mas amplia competencia.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que la pena establecida para el delito de usurpación sea superior a la dispuesta para la figura de hurto simple, al no haberse traspasado expresamente esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires a través de ninguno de los convenios de transferencia progresiva de competencias aprobados por las legislaturas nacional y local, corresponde entonces que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    L. Natacha Mariana y B. Victoria s/ Hurto


    COMP, 75, L. XLVI, 20 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Falsificación de documentación referente a la transferencia de vehículo. Necesidad de profundizar la investigación.


    Los elementos agregados al incidente resultan insuficientes para individualizar los hechos que permitan ensayar con razonable certidumbre una calificación legal a su respecto.


    C., José s/ Denuncia


    COMP, 829, L. XLV, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Hallazgo de motovehículo con número de motor adulterado y pedido de secuestro. Denuncia de secuestro efectuada en extraña jurisdicción. Declinación en función del lugar donde se secuestró el rodado.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal -según reforma ley 24.721- son de competencia de la justicia ordinaria, ya que no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento y, en caso de desconocerse dónde se cometió la infracción, corresponde su conocimiento al juzgado con jurisdicción en el lugar en el que se comprobó la anomalía y se secuestró el rodado.


    H., David Benito s/ Encubrimiento


    COMP, 995, L. XLV, 16 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Lesiones y amenazas. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Juzgado correccional con mas amplia competencia.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos no resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia dividir la continencia de la causa. Por lo tanto más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires corresponde entonces que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional, que en definitiva posee la mas amplia competencia para su conocimiento.


    B., Luis Alberto s/ Denuncia (Actos discriminatorios)


    COMP, 940, L. XLV, 10 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Secuestro de municiones y armas. Declinación en favor de la justicia local que previno, y por no configurarse el delito de acopio.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se han perpetrado, según pueda apreciarse prima facie, y con presindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    D. S., Antonia Brigida y otro s/ Infracción art. 189 bis del C.P.


    COMP, 847, L. XLV, 15 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda de competencia. Infracción de tránsito. Prórroga de jurisdicción instada por el infractor. Previsión de la Ley Nacional de tránsito.


    La norma de la ley nacional de tránsito, autoriza la prórroga de jurisdicción para el juzgamiento de las infracciones de tránsito en razón de domicilio del infractor y constituye un derecho para éste.


    M., Raul Leandro s/ Inf. Art. 113 bis violación de semáforo rojo


    COMP, 427, L. XLVI, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Adulteración transitoria de chapa patente de automotor. Inexistencia de delito penal. Posible falta. Remisión a Competencia N° 504 L. XLIV in "Franco, Eduardo Alberto s/ Inf. Art. 6.1. 9. de la ley 451".


    El magistrado correccional debió haber procedido al archivo de las actuaciones pero no declinar la competencia, pues las cuestiones de esta índole están reservadas para su juzgamiento. Ello, sin perjuicio de la remisión de testimonios a la jurisdicción local, ante el supuesto de que el hecho investigado pudiera encuadrar en la infracción al artículo 6.1.9. de la ley 451 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, cuyo análisis se encuentra exclusivamente reservado a ese ámbito.


    M., Cristian Alejandro s/ Art. 289 inc. 3° C.P.


    COMP, 1060, L. XLV, 26 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas coactivas por parte de la ex pareja de la víctima.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    L. G., Axel Maximiliano s/ Lesiones leves, amenazas y daño


    COMP, 463, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Artículo 12 de la ley 23.737. Ostentación en la acción punible desarrollada en lugar público.


    El artículo 12 de la ley 23.737 no hace referencia al mero consumo en lugares expuestos al público, sino que exige que tal consumo sea realizado con ostentación y trascendencia, lo que implica introducir en la figura la exigencia de un determinado resultado: la trascendencia al público y una modalidad de conducta: con ostentación, entre los cuales existe una indudable relación ya que trascenderá al público la conducta que de alguna manera se haya realizado ostentosamente.


    H., Ernesto Nicolas s/ Pta Inf. Ley 23.737


    COMP, 31, L. XLVI, 26 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Automotor con numeración de chasis erradicada. Posible encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación. Infracción al art. 289 del Código Penal: ausencia de afectación al Registro de la Propiedad Automotor, o su normal funcionamiento.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en el delito de robo. Por otra parte, las infracciones al art. 289 del Código Penal no poseen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, por lo que resultan de competencia ordinaria.


    H. S., Carlos Mario s/ Encubrimiento


    COMP, 789, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Causa por infracción a la ley 23.737 y tenencia ilegítima de arma de uso civil. Posible conexidad con otra causa. Segundo delito de caracter ordinario.


    Atento que el juez local no ha desconocido el carácter ordinario del delito motivo de contienda considero que corresponde declarar su competencia en el caso.


    L., Carolina Graciela s/ Inf. ley 23.737


    COMP, 765, L. XLVI, 24 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Cesión de tierras del CEAMSE. Ausencia de afectación al patrimonio del Estado Nacional.


    Toda vez que CEAMSE es una entidad mixta cuyo capital accionario pertenece al Gobierno de la Provincia de Buenos Aires y a la Municipalidad de la Ciudad de Buenos Aires, estimo que cabe descartar, prima facie, que el presunto traspaso irregular de tierras de su propiedad a la empresa SUYSA haya afectado el patrimonio del Estado Nacional.


    M., Silvia s/ Denuncia.


    COMP, 668, L. XLVI, 28 de octubre de 2010


    Ver Dictamen


    Contienda negativa de competencia. Competencia de la Cámara. Innecesaria intervención de la Corte.


    De conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    G., Leandro Manuel s/ Denuncia


    COMP, 566, L. XLVI, 08 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito cometido por agente dipómático. Exclusión del régimen del art. 117 de la Constitución Nacional.


    No existe fundamento legal alguno que habilite la competencia originaria del Tribunal.


    M., Mohamed s/ Abuso sexual.


    M, 939, L. XLVI, 23 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenaza simple. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima Jacie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los Jueces en conflicto. Cabe destacar entonces que la investigación del delito de amenaza simple ha sido traspasada a la justicia contravencional mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    C., Carlene Farrapo s/ Amenazas Art. 149 bis del Código Penal


    COMP, 421, L. XLVI, 26 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenaza simple. Delito traspasado a la órbita del Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires.


    Teniendo en cuenta las manifestaciones vertidas por la denunciante no puede inferirse que la finalidad que habría guiado el obrar de la imputada, haya estado dirigida a que aquélla hiciera algo contra su voluntad. Por ello, considero que, en principio, el suceso "sub examine" no excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple.


    V., Nelida s/ Coacción


    COMP, 812, L. XLVI, 27 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de amenaza. Elementos del tipo objetivo de amenazas. Competencia de la justicia nacional.


    De acuerdo a lo que se desprende de las declaraciones vertidas, no puede descartarse que la finalidad que habría guiado el obrar del imputado haya estado dirigido a doblegar su voluntad para acceder a sus pretensiones. Por ello. considero que en principio el suceso "sub examine" excedería los elementos previstos en el tipo objetivo de la amenaza simple.


    P., Mariano Martin s/ Infr. Arts. 149 bis, Amenazas - C.P.


    COMP, 1047, L. XLV, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de daño. Convenio de Transferencia de competencias penales. Competencia contravencional.


    El delito de daño calificado se encuentra incluido entre aquellos mencionados en el Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


    M., Pablo Luciano s/ Daño agravado


    COMP, 255, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones y amenazas. Convenio N° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales a la Ciudad de Buenos Aires. Competencia más amplia de la justicia correccional.


    Mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de algunos delitos claramente allí enumerados. Resulta conveniente desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que el mínimo de la escala penal establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura que describe y reprime el artículo 89 del Código Penal, estimo que al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el tribunal correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    J. A., Matias Ariel s/ Art. 149 bis del C.P.


    COMP, 793, L. XLVI, 30 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones y amenazas. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Juzgado Correccional con mas amplia competencia.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que el mínimo de la escala penal contemplada para aquél delito sea superior al establecido para la figura de lesiones leves, corresponde que ambos supuestos presuntamente delictivos sean investigados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    Local L. N. sito en Av. Juan B. Alberdi 5. Cap. Fed. (Propietarios) s/ Lesiones 89 C.P. - 149 Bis


    COMP, 1038, L. XLV, 31 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones y amenazas. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de la Competencias Penales. Juzgado Correccional con mas amplia competencia.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que el mínimo de la escala penal contemplada para aquél delito sea superior al establecido para la figura de lesiones leves, ante la circunstancia de no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    T., Ernesto s/ Lesiones - Art. 89 C.P.


    COMP, 1062, L. XLV, 21 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones y amenazas. Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de las competencias penales a la Ciudad de Buenos Aires. Juzgado nacional con más amplia competencia.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    S., Ruben Oscar s/ Inf. Arts. 149 bis Amenazas - C.P.


    COMP, 163, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Entrega de cheques sin provisión de fondos. Posible comisión del delito previsto en el art. 302 del Código Penal.


    Corresponde al juez con jurisdicción en el domicilio del banco girado evaluar la aplicación o no al caso de la figura prevista en el artículo 302 del Código Penal.


    M., Graciela Laura y otros s/ Inf. art. 302 C.P.


    COMP, 746, L. XLVI, 29 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Erradicación de las numeraciones de automotor. Ausencia de afectación al Registro de la Propiedad Automotor, o su normal funcionamiento.


    Las infracciones al artículo 289, inciso 3°, del Código Penal, en cuanto no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento, aquéllas son de competencia de la justicia ordinaria.


    P., Jorge Adrián s/ Infracción al Art. 289 inc. 3° del C.P.


    COMP, 393, L. XLVI, 06 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Extracción de árbol por disposición del G.C.B.A.. Posible delito de daño agravado. Necesidad de profundizar la investigación.


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer con la certeza necesaria los hechos que motivaron esta causa. La ausencia de la necesaria investigación que debe preceder a toda cuestión de competencia, obsta la posibilidad de encuadrar el suceso en algún delito determinado con el grado de certeza que esta etapa requiere, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    Fiscal s/ Denuncia


    COMP, 622, L. XLVI, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Formulario 08 de transferencia automotor con firma apócrifa y certificación notarial. Formulario no presentado ante el Registro de la Propiedad Automotor.


    Corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional, porque con ello se obstruye el normal desenvolvimiento del citado organismo y el buen servicio de sus empleados.


    L., Claudio Martin s/ Falsificación de documento público


    COMP, 693, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hallazgo de armas y municiones. Ausencia de elementos para ser considerado delito de acopio. Declinación en favor de la justicia local.


    En atención a la cantidad y características de las municiones secuestradas, así como también a las circunstancias que rodearon al hecho objeto de análisis, no se aprecia que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio.


    P., Martin Pablo y otros s/ Delito de acopio de armas de fuego y de municiones y encubrimiento agravado


    COMP, 478, L. XLVI, 28 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hechos de hostigamiento, sin coacción. Competencia contravencional.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    M., Gustavo Gabriel s/ Coacción y otro


    COMP, 273, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hostigamiento de la ex pareja de la denunciante. Delito de amenazas. Competencia contravencional.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    C., Luis Cristian s/ Coacción


    COMP, 257, L. XLVI, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 13.944. Denuncia efectuada con anterioridad a la entrada en vigencia del Convenio 14/2004 de transferencia de competencias penales. Remisión a Competencia N° 577; L. XLIV, "Crespo, Adrián Marcelo s/ amenazas".


    Los delitos tipificados en la ley 13.944 se encuentran incluidos entre aquellos mencionados en el Convenio 14/2004 de Transferencia de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Sin embargo, los hechos fueron denunciados en la causa con anterioridad a la entrada en vigencia del aludido convenio.


    S. M., Julian Mauro s/ Inf. Ley 13.944


    COMP, 215, L. XLVI, 19 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Investigación por homicidio, relacionada con infracción a la ley 23.737. Intervención de la justicia federal de aplicación restrictiva y excepcional.


    Cuando la conducta que se investiga constituye "prima facie" un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquellos que contempla el artículo 3° de la ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria.


    V., Adrian Gustavo s/ Homicidio


    COMP, 864, L. XLV, 21 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Manifestaciones insultantes. Necesidad de determinar el alcance y tipicidad de las mismas. Posible delito de amenazas o contravención.


    La Corte ha reconocido la atribución de legislar sobre faltas y sancionarlas con penas de alcance puramente local, siempre y cuando esos hechos u omisiones no caigan en la órbita de la legislación nacional punitoria, razón por la cual cabe concluir que existe preponderancia de la ley penal sobre la contravencional.


    M., Valeria y otro s/ Coacción


    COMP, 540, L. XLVI, 30 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presentación de acta notarial presuntamente apócrifa ante el Colegio de Escribanos. Ausencia de afectación al normal desenvolvimiento de organismo nacional.


    Corresponde a la justicia federal entender en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el registro nacional, porque con ello se obstruye el normal desenvolvimiento del citado organismo y el buen servicio de sus empleados.


    B., Sebastian Vicente s/ Falsificación material de documento


    COMP, 889, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Resistencia a la autoridad y portación de arma. Hechos escindibles. Competencia contravencional respecto de la portación de arma.


    El hecho imputado resulta escindible del delito investigado en sede nacional, pues según surge del legajo, la portación del arma era anterior y no formó parte de la resistencia a la autoridad.


    C., Simon Enrique s/ Art. 189 bis del C.P.


    COMP, 183, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Retención indebida de armas por parte de empleados de seguridad. Lugar de cumplimiento de la obligación o domicilio del deudor.


    La retención indebida se consuma en el lugar donde debió efectuarse la entrega o devolución no cumplida. Cuando no existió un acuerdo de voluntades acerca del lugar donde debió efectuarse la restitución del bien, debe tenerse en cuenta el domicilio del deudor en el momento de ser exigida la restitución.


    M., Eliseo Agustín y Ortigoza, Juan Antonio s/ Retención indebida


    COMP, 316, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de mercadería depositada en la zona primaria aduanera del aeropuerto internacional de Ezeiza. Posible afectación al ejercicio de la Aduana de la Nación.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Como consecuencia de los hechos que se investigan se habría visto frustrado el adecuado ejercicio de las facultades legales de la Aduana de la Nación.


    N.N. s/ Av. de Contrabando


    COMP, 381, L. XLVI, 18 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de armas en allanamientos. Competencia de la justicia ordinaria para entender en la causa.


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, tanto la tenencia como la portación de armas pertenecen al ámbito de competencia de la justicia ordinaria.


    G., Juan Guillermo s/ Inf. ley de armas y explosivos y art. 189 bis


    COMP, 451, L. XLVI, 08 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de armas y municiones. Características de los elementos secuestrados. Elementos insuficientes para configurar el delito de acopio. Competencia local.


    En atención a la cantidad y características de las armas y municiones secuestradas, no se aprecia que, en principio, se trate en el caso del delito de acopio.


    Comisaría distrito segunda s/ Sup. tenencia y acopio de arma de guerra


    COMP, 784, L. XLVI, 22 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de armas y municiones. Inexistencia del delito de acopio.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones le atribuyen los jueces en conflicto. En atención a la cantidad y características de las armas y municiones secuestradas no se aprecia que en principio se trate en el caso del delito de acopio.


    N., Nestor Osvaldo s/ Tenencia no autorizada de Arma de uso Civil


    COMP, 137, L. XLVI, 28 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de discos compactos presuntamente apócrifos. Posible infracción a las leyes 11.723 y 22.362.


    Atento que de las constancias incorporadas al incidente surge que, en principio el hecho investigado sólo encuadraría en las previsiones de la ley 11.723, corresponde declarar la competencia del magistrado local.


    D., Olga Aurora y A., Roberto Oscar s/ Infracción a la ley 11.723


    COMP, 474, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de municiones. Insuficiencia para configurar delito de acopio. Competencia ordinaria.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces en conflicto.


    Z., Valentin s/ Inf. Art. 189


    COMP, 956, L. XLV, 08 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Unificación de pena a cargo de quien impuso la ultima condena. Ante su omisión lo hará el que impuso la pena mayor.


    Cuando se deba juzgar a una persona que está cumpliendo pena impuesta por sentencia firme en razón de un delito distinto, corresponde al juez que dicte la última sentencia proceder de acuerdo a lo establecido por el artículo 58 del Código Penal.


    L., Juan Carlos s/ Incidente de pena única.


    COMP, 71, L. XLVI, 28 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito de amenazas. Declinación en favor de la justicia Contravencional y de Faltas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en virtud del Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales.


    A., Marcela Fabiana s/ Amenazas - Art. 149 bis del C.P.


    COMP, 841, L. XLV, 10 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Desvío de fondos públicos por parte de Intendente municipal. Ausencia de afectación a intereses del Estado Nacional o sus agentes. Intervención de la justicia local.


    No obstante que se trataría de fondos que asigna la nación, cabe suponer que ya habrían ingresado a las arcas provinciales; de lo contrario, la intendencia no habría tenido su disposición efectiva la conducta denunciada. En consecuencia el desvío de los fondos no tendría entidad para afectar directamente los intereses del Estado Nacional o alguna de sus instituciones, ni el buen servicio de sus agentes.


    N.N. s/ Posible comisión de Delito de Acción Pública


    COMP, 317, L. XLVI, 21 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Encubrimiento y falsificación de documento público. Cédula de automotor adulterada. Investigaciones independientes.


    Cuando se investiga una pluralidad de delitos corresponde separar el juzgamiento de aquellos de naturaleza federal de los de índole común, aún si fueren conexos.


    A., Juan Pablo s/ Encubrimiento.


    COMP, 199, L. XLVI, 17 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de hurto de mercaderías en zona portuaria. Mercadería alojada en galpón privado. Ausencia de afectación a intereses federales.


    No se encuentran afectados intereses federales, pues la mercadería habría sido hurtada en circunstancias en que se hallaba depositada en un galpón, en virtud de un contrato privado, y cuya vigilancia estaba a cargo exclusivamente de una empresa privada de seguridad. Por ello, corresponde a la justicia local continuar con el trámite del expediente.


    A, Martín s/ Denuncia.


    COMP, 851, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de índole común. Inexistencia de otras cirunstancias que habiliten la competencia federal. Competencia del juzgado local.


    En los casos en que la hipótesis delictiva objeto de investigación constituya un delito de índole común, y no se advierta alguna otra circunstancia que pudiera hacer surtir la jurisdicción federal, de naturaleza excepcional e interpretación restrictiva, corresponde al juzgado provincial continuar investigando en la causa, sin perjuicio de lo que resulte del trámite ulterior.


    Dirección Nacional de Fiscalización de Desarmaderos y Autopartes s/art. 229 del C.P.P.N


    COMP, 702, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de abuso de autoridad, incumplimiento de los deberes de funcionario público, encubrimiento, falsedad ideológica de documento y retención indebida.


    Teniendo en cuenta los delitos que se dicen cometidos y que éstos se atribuyen a los miembros de un tribunal provincial en el ejercicio aparente de sus funciones judiciales, no parece que el caso tenga alguna entidad para afectar intereses federales en los términos del art. 3, inc. 3° de la Ley 48, por lo que corresponde atribuir competencia a la justicia local.


    C., Agapito s/ Denuncia.


    COMP, 709, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de suministro infiel, adulteración y distribución de medicamentos adulterados en la provincia de Buenos Aires. Aplicación de la ley 26.052.


    En los casos en que se investigue el presunto suministro infiel de medicamentos en la provincia de Buenos Aires, aquéllos se encuentran alcanzados por las disposiciones del artículo 2° de la ley 26.052, que modifica el artículo 34 de la ley 23.737, ya que la provincia de Buenos Aires sancionó la respectiva ley de adhesión -ley 11.392-. Respecto de la adulteración y distribución, si no se han reunido elementos que justifiquen el conocimiento de la justicia federal, esencialmente de excepción, compete al magistrado local asumir su jurisdicción, sin perjuicio de lo que surja de la investigación posterior.


    Ministerio de Salud de la Provincia de Buenos Aires s/ denuncia.


    COMP, 854, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Ley de residuos peligrosos. Art. 1° ley 24.051.


    En los casos en que, de los elementos incorporados a la causa surgiría la contaminación de un determinado acuífero, pero esa degradación no afecte a las personas o al medio ambiente fuera de los límites de la provincia, al no verificarse ninguno de los supuestos de excepción descriptos en el artículo 1° de la ley 24.051, corresponde declarar la competencia de la justicia provincial para conocer en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la investigación ulterior.


    G., Roberto Fernando s/ Infracción art. 200 C.P.


    COMP, 665, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda positiva de competencia. Remisión a los autos Comp.N°538 L. XLV, "Fiscal s/ Av. presuntos delitos de acción pública".


    A., Arnoldo Alberto y Gómez, Julio César s/ Facilitación a la prostitución y otra.


    COMP, 869, L. XLVI, 13 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Homicidio y lesiones en riña entre internos alojados en un establecimiento penitenciario.


    Si de las constancias agregadas al incidente no se advierte que los hechos objeto de la contienda hubieren entorpecido las funciones del establecimiento penitenciario, ni que existan elementos que permitan sospechar, por acción u omisión, la responsabilidad de sus empleados, ni el buen servicio que prestan, corresponde declarar la competencia del juzgado provincial para proseguir con el trámite de las actuaciones, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior investigación.


    M., Héctor Daniel y otros s/ Homicidio y lesiones en riña.


    COMP, 491, L. XLVI, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de abandono de persona. Naturaleza del delito. Competencia material.


    Cuando la conducta que se investiga constituye "prima facie" un delito de naturaleza común, que por sus características no puede ser considerado de aquéllos que contempla el artículo 3° de la ley 48, corresponde decidir la competencia a favor de la justicia ordinaria.


    S., Jorge Armando s/ Denuncia.


    COMP, 659, L. XLVI, 28 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delitos de lesiones y amenazas. Convenio N° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Declinación a favor de la justicia correccional por contar con mas amplia competencia.


    Más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones leves, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces que ambos supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    A., Raquel s/ Inf. Art. 149 Bis


    COMP, 955, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Convenio N° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales. Delitos de Usurpación y hurto. Declinación a favor del juzgado con competencia mas amplia.


    En virtud de la estrecha vinculación que mantienen los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo un único tribunal.


    P., Nora Cristina s/ Infr. art. 181 inc. 1 Usurpación


    COMP, 786, L. XLV, 10 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Declinación a favor de la justicia local por falta de afectación a algún órgano del Estado Nacional, o alguna de sus instituciones.


    Las causas en las que se imputa la comisión de alguno de los delitos previstos en el artículo 3°, inciso 5°, de la ley 48 -que rige la materia- deben tramitar en primer lugar ante la justicia federal, sin perjuicio de la competencia ordinaria en los casos en que, del conocimiento prioritario de los tribunales federales, lo actuado revele inequívoca y fehacientemente que los hechos tienen estricta motivación particular y que, además, no existe posibilidad de que resulte afectada, directa o indirectamente, la seguridad del Estado Nacional o alguna de sus instituciones.


    F., Sergio Fabian s/ Denuncia


    COMP, 855, L. XLV, 16 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito de amenazas, de competencia contravencional, por Convenio N° 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales, y delito de lesiones leves. Declinación a favor de la justicia correccional por mayor amplitud de competencia.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    V., Carlos Alberto s/ Lesiones leves y amenazas


    COMP, 818, L. XLV, 10 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito de amenazas y lesiones. Declinación a favor de la justicia correccional por contar con competencia mas amplia.


    Mediante el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, se ha traspasado a la justicia en lo contravencional la investigación de algunos delitos. Sin embargo, corresponde que en virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    W. S., Frankye Martin s/ Inf. art. 149 bis del C.P.


    COMP, 833, L. XLV, 10 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delitos de robo y privación Ilegítima de la libertad. Comienzo de ejecución en una jurisdicción y consumación en otra. Delito de efectos permanentes.


    Resultan competentes para conocer de los delitos de robo y privación ilegítima de la libertad los magistrados con jurisdicción en cada uno de los lugares en los cuales se produjeron actos con relevancia típica, de modo que la elección del que conocerá en la causa debe hacerse atendiendo a las exigencias de una mejor economía procesal.


    A., Mauricio s/ Denuncia


    COMP, 771, L. XLV, 22 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Interevnción de la justicia federal en forma excepcional. Ausencia de perjuicio para las rentas del Estado Nacional. Declinación en favor de la justicia local.


    Si no resulta posible determinar fehacientemente los pormenores, ni los lugares en el que habrían ocurrido los distintos sucesos presuntamente delictivos ni su precisa calificación legal y no se ha determinado fehacientemente la existencia de un perjuicio directo y efectivo para las rentas del Estado Nacional que condicione la intervención del fuero de excepción, corresponderá la intervención de la justicia local.


    P., Jorge s/ Falsificación


    COMP, 849, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Robo de chapa patente a rodado estacionado en la vía pública. Intervención del fuero federal estricta y limitada. Continuidad del trámite de la causa por ante la justicia ordinaria.


    La declaración del denunciante, aunque no esté corroborada, en la medida en que no se encuentre desvirtuada, puede ser tenida en cuenta a los efectos de determinar la competencia.


    C., Fabian s/ Denuncia


    COMP, 379, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Tipificación de la acción como amenazas coactivas. Declinación a favor de la Justicia Nacional en lo Correccional.


    S., Manuel s/ Amenazas


    COMP, 724, L. XLV, 15 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Adulteración de chapas patentes de automotor. Procesamiento y embargo decretado por Juez nacional y posterior declaración de incompetencia por resultar una contravención. Vuelta de las actuaciones para resolver la situación procesal de las imputadas.


    Se ha suscitado un conflicto entre dos tribunales que no reconocen un órgano superior jerárquico común, por lo que corresponde la intervención de la Corte de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 24, inciso 7°, in fine, del decreto ley 1285/58. Corresponde al magistrado nacional resolver acerca de la situación procesal de las imputadas en relación con el delito que fue materia de su conocimiento, atento la independencia que existe entre el ámbito de competencia propio de la jurisdicción y la administración.


    L., Maria Isabel s/ Infracción art. 6.1.9 Ley 451


    COMP, 353, L. XLVI, 28 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas telefónicas. Posibles amenazas coactivas. Necesidad de profundizar la investigación.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    S., María Luz s/ Denuncia


    COMP, 506, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Convenio N° 14/04 de Transferencia Progresiva de las competencias penales a la Ciudad de Buenos Aires. Causas anteriores a su entrada en vigencia. Competencia de la Justicia nacional.


    El 28 de febrero de 2008 mediante la sanción de la ley 26.357 se aprobó el Convenio N° 14/04 de Transferencia Progresiva de las competencias penales a la Ciudad de Buenos Aires que, según su cláusula quinta, debía comenzar a regir a los sesenta días de producida la última de las ratificaciones correspondientes, razón por la cual cabe concluir que entró en vigencia el 9 de junio de ese año. Asimismo, en el último párrafo de su cláusula primera establece que las causas que hasta entonces se encuentren pendientes ante los juzgados nacionales, deberán continuar radicadas ante esos mismos órganos.


    S., Mirta y Saavedra, Luis s/ Coacción Lesiones Leves Art. 89.


    COMP, 409, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de administración fraudulenta. Manejo irregular de fondos de un partido político. Competencia de la justicia nacional.


    En los casos en los que el objeto procesal de la causa se circunscriba a una administración fraudulenta originada en el manejo irregular -con obtención de beneficios personales- de fondos partidarios para colaborar en una campaña electoral en el ámbito de la Capital Federal, corresponde a la justicia nacional su investigación, si de las constancias agregadas al legajo no surge, que se hubieren afectado las rentas de la Nación ni el buen servicio que deben brindar sus empleados.


    M., Susana Graciela s/ Denuncia s/ Electoral otros


    COMP, 2, L. XLVI, 09 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de lesiones y violación de domicilio. Competencia del Juzgado Nacional para entender en las lesiones. Investigación escindible.


    El objeto del presente conflicto sólo se circunscribe al presunto delito de lesiones, que no se encuentra incluido en el Convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales del Poder Judicial a la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, y que, por su naturaleza, resulta escindible de la infracción al articulo 150 del Código Penal.


    D'A., Miguel Francisco s/ Infracción art. 89 C.P.


    COMP, 545, L. XLVI, 15 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de lesiones y amenazas. Convenio de Transferencia de las competencias penales N° 14/04 a la Ciudad de Buenos Aires. Juzgado Nacional con mas amplia competencia.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal. Por lo tanto, y más allá de que la pena establecida para el delito de amenazas sea superior a la dispuesta para la figura de lesiones, al no haberse traspasado esta última a la órbita judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, corresponde entonces, que todos los supuestos presuntamente delictivos sean juzgados por el fuero correccional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    A., Justiniani Wilfredo s/ Inf. Art. 149 bis - Amenazas


    COMP, 380, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Destrucción de documentación de un organismo de recaudación local. Competencia en función del territorio de la justicia provincial.


    En los casos en que, según los dichos de la denunciante surja que el objeto procesal de la causa estaría relacionado con la destrucción de documentación administrativa del registro de un organismo de recaudación local, y que este hecho sería susceptible de afectar las rentas de determinada provincia, corresponde a la justicia de aquélla jurisdicción continuar con el trámite de las actuaciones.


    D., Graciela Ester s/ Denuncia.


    COMP, 925, L. XLV, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falta de atención debida a un paciente por parte de obra social. Desobediencia de una orden judicial de intervción quirúrjica. Posterior fallecimiento del paciente.


    En la causa que originó este conflicto subsiste una imputación por el delito de desobediencia, que atañe en forma privativa a la justicia nacional en lo correccional.


    Obra Social Solidaridad Bancaria Argentina s/ Infr. Art.(s) 239 desobediencia C.P.


    COMP, 887, L. XLVI, 22 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Lesiones causadas en disputa de mas de dos personas. Sujetos debidamente identificados. Imposibilidad de calificar los hechos como lesiones en riña.


    En el caso "sub examine" existió una riña o agresión en la que participaron más de dos personas, que tuvo como consecuencia un resultado lesivo. Sin embargo no es posible afirmar que no pueda determinarse quien o quienes causaron dichas lesiones, habida cuenta que el suceso habría sido protagonizado por tres personas debidamente identificadas por su nombre, una de las cuales también le atribuye al denunciante, haber recibido golpes de su parte.


    A., Agustin s/ infr. art. 96, Lesiones en riña - C.P.


    COMP, 685, L. XLVI, 22 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Lesiones provocadas por mas de dos personas. Necesidad de profundizar la investigación a fin de individualizar a los autores.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima Jacie y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto. Es posible afirmar que en el caso "sub examine" existió una riña o agresión en la que participaron más de tres personas, que tuvo como consecuencia un resultado lesivo. Sin embargo, aún no es posible afirmar que no pueda determinarse quien o quienes causaron dichas lesiones.


    L., Gustavo Gabriel y otro s/ Daño y lesiones


    COMP, 314, L. XLVI, 30 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Lesiones y portación de arma de uso civil. Límites a la competencia de la justicia de la Ciudad de Buenos Aires. Delitos no incluidos en los convenios de transferencia. Justicia nacional con mas amplia competencia.


    La competencia en material de la justicia local se encuentra circunscripta a aquellos delitos que le fueron cedidos en forma taxativa, por lo cual carece el conocimiento de los restantes que aún permanecen bajo de ella para la órbita de los tribunales nacionales ordinarios. De acuerdo a ello la justicia local carece de atribuciones para conocer de las lesiones, corresponde a la justicia nacional, de competencia más amplia conocer en el caso tanto respecto de esa figura como de la portación de arma de uso civil.


    E., Cristaldo Daniel s/ Lesiones leves (art. 89)


    COMP, 612, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Lesiones, amenazas y daño. Unidad de conducta. Juzgado correccional con mas amplia competencia.


    Corresponde a la justicia correccional continuar con el trámite de las presentes actuaciones, no sólo respecto de las lesiones sino, también, en orden a la presuntas amenazas y daño denunciados los que, si bien pertenecen a la órbita de la justicia local en virtud de lo establecido por el convenio 14/2004 de Transferencia Progresiva de Competencias Penales de la Justicia Nacional al Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, conforman entre sí, una unidad contextual, que también amerita su pesquisa por parte del fuero nacional que, en definitiva, posee la más amplia competencia para su conocimiento.


    T., Gloria y otros s/ Denuncia


    COMP, 833, L. XLVI, 15 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Quema de pastizales. Delito de estrago doloso. Falta de entidad del hecho para entorpecer el tránsito de una ruta nacional.


    Teniendo en cuenta los elementos existentes en el legajo, no es posible afirmar, que el hecho denunciado haya tenido entidad para entorpecer el tránsito de una ruta interprovincial. Por ello, toda vez que no se verificó, prima facie, afectación a intereses federales, en los términos del art. 3, inc. 3° de la Ley 48, corresponde atribuir competencia a la justicia local.


    V., Luis Ricardo s/ Estrago doloso.


    COMP, 971, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de elementos enviados en encomienda por medio de una empresa privada. Incapacidad para afectar la correspondencia de los correos. Competencia de la justicia ordinaria.


    En las causas en que se investigue la sustracción de dinero y elementos personales enviados por encomienda mediante una empresa privada que no es prestataria del servicio de correo, los hechos no serían de aquéllos que "violentan o estorban la correspondencia de los correos", de conformidad con lo previsto en el artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48 y articulo 33, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, por lo que corresponde atribuir a la justicia ordinaria el trámite de las actuaciones.


    R., César Alberto s/ Denuncia.


    COMP, 1002, L. XLV, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Solicitud dirigida a todos los Estados parte del Estatuto de Roma con motivo de la detención y entrega del Presidente de la República de Sudán. Esta rogatoria se origina en la decisión de la Sala de Cuestiones Preliminares I, de aquel Tribunal, en la que se le imputa al nombrado haber cometido crímenes de guerra y de lesa humanidad, con arreglo a los artículos 7 y 8 de ese Estatuto.


    Para excitar la intervención originaria del Tribunal deben verificarse ciertos requisitos. Así, además de que el mandatario debe ser considerado como víctima o autor de un delito, tiene que haber ingresado al territorio nacional y en carácter oficial, es decir, en su calidad de representante del Estado extranjero.


    Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto s/ Exhorto


    M, 77, L. XLIV, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia originaria de la Corte Suprema. Delito cometido por personal diplomático. Investigación a cargo del Juez instructor. Auto de mérito resuelto por el Juez de grado, posteriormente dejado sin efecto.


    Cuando V.E. ejerce su jurisdicción originaria, lo hace en forma exclusiva y excluyente de la autoridad de cualquier otro tribunal del país, extremo que impide que otros jueces, que están constreñidos a cumplir con una requisitoria del Tribunal, tomen decisiones que generen consecuencias y efectos en procesos sometidos a exclusivo conocimiento de aquélla.


    R., Jean s/ Amenazas


    R, 46, L. XLIV, 12 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia entre Juzgado local y federal. Delito de acopio de municiones. Ausencia de elementos objetivos del tipo. Numeración de armas erradicada. Declinación en favor de la justicia local. Necesidad de profundizar la investigación.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los Jueces en conflicto. Resultan elementos indispensables para el correcto planeamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las declaraciones que les pueden ser atribuidas, pues solo en relación a un delito en concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    C., Mauricio Pablo s/ Acopio de Armas de Fuego y Municiones


    COMP, 811, L. XLV, 10 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de exhibiciones obscenas, daño agravado y resistencia a la autoridad en el marco de una manifestación popular. Juzgado de Instrucción con más amplia competencia.


    En virtud de la inescindible unidad contextual que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal y que, por lo tanto, todos los supuestos presuntamente delictivos sean investigados por el Juzgado Nacional en lo Criminal de Instrucción, que posee en definitiva, la más amplia competencia para su conocimiento.


    B., Nestor Eduardo s/ Infracción art. 129 1° párrafo C.P.


    COMP, 740, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito de confabulación. Ley 23.737. Excepción a la competencia federal. Declinación en favor de la justicia local en virtud de la cercanía con la prueba, y para una mas eficaz administración de justicia.


    Respecto al comercio de estupefacientes, fueron dejados fuera de la jurisdicción federal los hechos puntuales que significarían el último eslabón de la cadena de comercialización, con principal fundamento, en la inmediatez con la que puede actuar en esos casos la justicia local en el interior del país. La incorporación de la figura de la confabulación en la ley 23.737 tuvo por objeto adelantar la intervención del sistema penal a momentos del iter-criminis anteriores a la tentativa, y responde a la adecuación de la norma interna a la Convención Contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias Sicotrópicas. La confabulación es de aquellas infracciones que se denominan "progresivas" en las que el proceder del agente va recorriendo diferentes transgresiones jurídicas de creciente gravedad y respecto de las cuales la punición del grado más avanzado comprende el contenido del injusto de los pasos previos.


    O. S., Manuel y C., Luis Fernando s/ Inf. arts. 5 inc. "C" y 14 ley 23.737


    COMP, 827, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de estafa mediante el pago con cheque sin provisión de fondos. Lugar donde se desarrolló del ardid y la disposición patrimonial.


    No puede pasarse por alto que, más allá de la "falta de fondos" referida, en el reverso del cheque, existe una constancia de que fue rechazado por "cuenta cerrada". Teniendo en cuenta que el cheque fue entregado y depositado el mismo día, cabe presumir fundadamente que la cuenta ya había sido cerrada cuando el libramiento y entrega en pago. Corresponde entonces asignar competencia al juzgado de instrucción del lugar donde se desarrolló el ardid y donde se verificó la disposición patrimonial.


    T. S.A. s/ Infracción art. 302.


    COMP, 900, L. XLVI, 03 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia negativa de competencia. Plagio de un diario digital, utilizando un nombre de página muy similar al original, el mismo formato, color y tipo de letra, pero desnaturalizando su contenido.


    Toda vez que de la solicitud de inscripción de la marca que fuera remitida al juzgado de excepción por el "I.N.P.I." -encargado de registrar nombres de dominio en Internet- se desprende que el denunciante inició el trámite correspondiente, no podría descartarse, hasta el momento, que el caso resulte aprehendido por dos disposiciones penales -las leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    R., Graciela Yolanda s/ Denuncia.


    COMP, 1015, L. XLV, 12 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Competencia originaria de la corte suprema. Declinación en favor de la justicia federal. Delito cometido por funcionario diplomático. Comisión del hecho no vinculado a sus funciones.


    La competencia originaria de la Corte Suprema respecto de los cónsules extranjeros está reservada a las causas que versan sobre los privilegios y exenciones de aquéllos en su carácter público, debiendo entenderse por tales las seguidas por hechos o actos cumplidos en ejercicio de sus funciones propias, siempre que en ellas se cuestione su responsabilidad civil o criminal. La competencia federal, en lo que respecta a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, responde a la necesidad de preservar el respeto y la mutua consideración entre los estados, dada la importancia de las relaciones y el trato con las potencias extranjeras, lo cual aconseja asegurar a sus representantes diplomáticos las máximas garantías que, con arreglo a la práctica uniforme de las naciones, cabe reconocerles en la medida en que ello contribuye para el más eficaz cumplimiento de sus funciones.


    S. S. P. (Ministro Consejero y Consul General de la República de Corea del Sur) s/ Causa N° 67.290/71


    S, 171, L. XLVI, 16 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia en causa que se sigue por robo con armas y homicidio calificado, por haberse hallado un arma con numeración erradicada. Delito de exclusiva competencia federal.


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, la supresión de la numeración del arma se encuentra incluida entre aquéllos delitos de competencia de la justicia de excepción.


    M. B., Julio Joaquin s/ Infracción art. 189 bis inc. 5° último parr. del C.P. y otros


    COMP, 882, L. XLV, 15 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de Competencia. Infracción a la ley 26.364. Delito de trata de personas. Declinatoria en favor del fuero federal para mayor eficacia de la norma. Aplicación de la Convención de las Naciones Unidas. Necesidad de profundizar la investigación.


    La ley 26.364 tiene por objeto la prevención, protección, asistencia a la víctima y sanción del delito de trata de personas, de conformidad con los compromisos asumidos por la Nación Argentina mediante la ley 25.632 por la que se aprobó la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional y sus Protocolos complementarios para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, y contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire. No hace falta que se consume la explotación sexual ni el trabajo forzado ni la extracción ilícita de órganos. El delito de trata es el traslado, el reclutamiento, el acogimiento y recepción de las víctimas, con la finalidad de explotación. Con este traslado, acogimiento, y recepción de las víctimas el delito de trata queda consumado. El delito de trata de personas afecta los intereses, la seguridad de la Nación, hay traslado desde puntos del exterior al interior, de distintas provincias; generalmente se recluta en un lugar, se traslada y se explota en otro; y se trata de criminalidad organizada.


    Actuaciones Instruidas s/ Presunta Infracción Ley 26.364


    COMP, 611, L. XLV, 16 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Investigación a personal policial local por irregularidades en procedimiento, en el marco de una causa por infracción a la ley 23.737. Declinación a favor de la justicia federal.


    Debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito cumpla funciones específicamente federales para que se atribuya competencia a dicha magistratura. Para que el delito presuntamente cometido sea de aquéllos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación debe existir, al momento de los sucesos, una inequívoca relación entre el hecho investigado y el entorpecimiento del legítimo ejercicio de aquellas funciones de índole federal.


    Testimonios Extraidos de la Causa 2087/09


    COMP, 250, L. XLVI, 18 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Presentación de declaraciones juradas falsas por ante la A.F.I.P. Afectación al normal desenvolvimiento de una institución nacional. Intervención de la justicia federal, ajena a la contienda.


    Ante el hecho de haberse originado ante la A.F.I.P. obligaciones tributarias en forma irregular, a partir del presunto ingreso al sistema informático de declaraciones juradas, cuyo contenido no se correspondería con la actividad de la contribuyente, en tanto reflejarían montos falsos, no puede descartarse que se haya visto afectado el normal desarrollo del mencionado organismo nacional. Frente a esas circunstancias, corresponde declarar la competencia de la justicia federal atento que atañe al fuero de excepción conocer en los delitos que afectan el desenvolvimiento de las instituciones nacionales o de sus empleados en los términos del artículo 3°, inciso 3°, de la ley 48.


    B., Stella Maris s/ Estafa


    COMP, 119, L. XLVI, 09 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenaza telefónica por internos de establecimiento penitenciario federal.


    La justicia federal es precisamente quien se encuentra habilitada para investigar los delitos cometidos desde establecimientos del estado federal.


    M., Susana s/ Denuncia amenazas


    COMP, 251, L. XLVI, 18 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de falsificación de documentos. Defraudación cometida en perjuicio de la ANSES. Posible afectación al buen servicio de organismo nacional. Criterios que habilitan la competencia federal.


    Toda vez que ante la delegación marplatense de la ANSES se habría presentado un certificado presuntamente apócrifo, por medio del cual se habría obtenido un beneficio remunerativo por discapacidad, esta conducta pudo afectar el buen servicio que tiene a su cargo ese organismo y el patrimonio de la Nación. Por lo tanto, y más allá de la prohibición establecida en el artículo 178 del C.P.P.N., corresponde declarar la competencia de la justicia federal de Mar del Plata para intervenir en las presentes actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    C., José s/ Defraudación a un menor o incapaz.


    COMP, 1000, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia de diversos tipos penales, algunos de competencia federal. Necesidad de profundizar la investigación.


    Los delitos rechazados por el juez local serían, en principio, materia de conocimiento del fuero de excepción, por lo que corresponde al juzgado federal de Quilmes, donde se domicilia el denunciante, darle precisión en estos aspectos a la denuncia y, eventualmente, iniciar la investigación pertinente.


    G., Daniel Alberto s/ Falsificación de documento público.


    COMP, 967, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia efectuada de abuso sexual por una interna de la Unidad N°3 del Servicio Penitenciario Federal de Ezeiza.


    Habida cuenta que de los dichos de la denunciante, surge que el uso de sustancias -que integrarían la lista anexa al Decreto 722/91- habría sido el medio comisivo para el supuesto ataque contra su integridad sexual, dada su inescindibilidad con aquél, también debe ser investigado por la justicia federal de Lomas de Zamora, sin perjuicio de lo que resulte del trámite posterior.


    Q., E. S. s/ Denuncia.


    COMP, 110, L. XLVI, 16 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión conforme a Fallos: 328: 4216.


    P., María Victoria s/ Denuncia.


    COMP, 495, L. XLVI, 10 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 429, XLII, in re "Carbone, Rolando s/ Infr. ley 11.723".


    Unión Argentina de Videoeditores s/ Denuncia.


    COMP, 712, L. XLVI, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 429, XLII, in re "Carbone, Rolando s/ Infr. ley 11.723".


    Unión Argentina de Videoeditores s/ Denuncia.


    COMP, 711, L. XLVI, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 429, XLII, in re "Carbone, Rolando s/ Infr. ley 11.723".


    Unión Argentina de Videoeditores s/ Denuncia.


    COMP, 710, L. XLVI, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo dictaminado en la Competencia N° 979, L. XLII, in re "Castro, Verónica Luisa s/ Denuncia".


    M., José María s/ Estafa.


    COMP, 481, L. XLVI, 12 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión de acuerdo a lo establecido en Fallos: 327:4679.


    A. A., Vanesa s/ Denuncia


    COMP, 19, L. XLVI, 06 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de armamento, municiones y una granada, pertenecientes a Gendarmería Nacional: Competencia Federal.


    Atento que, según surge de las constancias del incidente, entre las armas secuestradas se hallaban dos ametralladoras calibre 45, pertenecientes a Gendarmería Nacional y además un explosivo, corresponde a la justicia federal conocer en estas actuaciones.


    V., Alicia Andrea y Benitez, Pablo Ezequiel s/ Inf. Art. 189 bis C.P.


    COMP, 123, L. XLVI, 28 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Sustracción de pieza postal bajo el servicio del correo.


    La sustracción de una pieza postal, mientras ésta se encuentra todavía bajo la custodia o servicio del correo, supone la comisión de uno de aquellos crímenes que "violentan o estorban el servicio postal", sin que esa conclusión sea alterada por el hecho, de que la prestataria del servicio postal sea una empresa privada.


    M., Ramón Daniel s/ Robo calificado Art. 166.


    COMP, 618, L. XLVI, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Tenencia de arma con numeración erradicada. Ley 25.886. Competencia de la justicia federal.


    Luego de la reforma introducida por la ley 25.886 al artículo 33, apartado 1°, inciso e), del Código Procesal Penal de la Nación, la supresión de la numeración del arma se encuentra incluida entre aquéllos delitos de competencia federal.


    P., Ricardo Alberto s/ Infracción Art. 189 bis del C.P.


    COMP, 989, L. XLV, 04 de mayo de 2010


    Ver Dictamen


    Conflicto de competencia. Falsificación de documento de identidad como parte del ardid de la estafa. Utilización de DNI falsificado para obtener tarjetas de crédito y préstamos. Unificación de conducta delictiva. Competencia federal de Juzgado que no formo parte de la contienda.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos, que inducen a error a la víctima provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. La competencia por razón del territorio resulta improrrogable y se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    F., Soledad Lorena s/ Denuncia


    COMP, 766, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Protesta laboral. Cortes en zona portuaria y bloqueo de vías navegables. Posible afectación al comercio marítimo y transporte interjurisdiccional. Conexidad con otras causas relacionadas. Economía procesal.


    Al no poder descartarse el entorpecimiento de las vías de acceso, tanto por tierra como por agua, al puerto bahiense, y que se haya impedido el amarre de buques, con lo que se habría obstaculizado el comercio marítimo y el transporte interprovincial e internacional, corresponde a la justicia federal asumir la jurisdicción.


    G., Juan Jose y B., Anibal Eduardo s/ Solicitud de Nulidad.


    COMP, 783, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Quema de pastizales. Posible delito de incendio. Obstaculización de vías marítimas y terrestres.


    En tanto los hechos impidieron la libre circulación de bienes y personas, obstaculizando el comercio marítimo, la actividad portuaria y el transporte interprovincial e internacional, en detrimento de los objetivos de bien público para los que fueron establecidas las vías interjurisdiccionales, corresponde a la justicia federal continuar con la instrucción de la presente causa.


    M., Eduardo René s/ Denuncia.


    COMP, 892, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delito cometido por personal militar en establecimiento del Estado Nacional. Declinación en favor de la justicia local, por no verse afectado el funcionamiento de ningún órgano estatal.


    No basta la sola circunstancia de que un hecho se produzca dentro del perímetro reservado exclusivamente al Estado Nacional para reputarlo sujeto a la competencia federal, ya que para que ello ocurra es preciso que se hayan afectado intereses federales o la prestación del servicio del establecimiento nacional. Debe reconocerse a la justicia federal el carácter excepcional y estricto, en razón del cual se exige que el funcionario autor o víctima de un delito se encuentre cumpliendo funciones específicamente federales para que, de conformidad con el artículo 3°, inciso 3°; de la ley 48, se atribuya competencia a dicha magistratura.


    G., Ruben Matias s/ Tenencia ilegal de armas de fuego de uso civil


    COMP, 791, L. XLV, 10 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Desaparición de contenedores en zona aduanera. Afectación al normal servicio de la Aduana de la Nación.


    Atento que el régimen de importación y exportación temporaria de contenedores establece que su permanencia temporal, desde su arribo y hasta el retorno al territorio aduanero de su medio transportador se encuentra bajo el exclusivo control del servicio aduanero cabe concluir, que como consecuencia de los hechos en estudio, se habría visto frustrado el adecuado ejercicio de las facultades legales de la Aduana de la Nación. Además la competencia penal por razón del territorio se determina atendiendo al lugar donde se ha consumado el delito.


    C., Alejandro Alberto s/ Denuncia


    COMP, 448, L. XLVI, 11 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hechos sucedidos en el predio de una base militar. Criterios para establecer la competencia: posible afectación a seguridad militar del establecimiento. Competencia de la justicia local.


    En los procesos por hechos ocurridos en un predio militar, donde el Estado federal tendría, en principio, jurisdicción exclusiva, por ser un lugar destinado a la defensa nacional (ley 18310), pero esta regla, debe conjugarse con los límites de seguridad que imponen los fines de defensa nacional, a la luz de la Constitución y sus enmiendas incorporadas en 1994. Si bien la antigua cláusula del artículo 67, inciso 27, atribuía al Congreso "Ejercer una legislación exclusiva en todo el territorio de la capital de la Nación, y sobre los demás lugares adquiridos por compra o cesión en cualquiera de las provincias, para establecer fortalezas, arsenales, almacenes u otros establecimientos de utilidad nacional"; el nuevo dispositivo constitucional le atribuye el dictado de "la legislación necesaria para el cumplimiento de los fines específicos de los establecimientos de utilidad nacional en el territorio de la República". Además, establece que "Las autoridades provinciales y municipales conservarán los poderes de policía e imposición sobre estos establecimientos, en tanto no interfieran en el cumplimiento de aquellos fines." De tal forma que, se ha reservado para las provincias y municipios el poder de policía sobre los establecimientos de utilidad nacional, reafirmación del sistema federal que sólo cede ante la preservación de los fines que motivaron la creación del establecimiento nacional. Principio organizativo que en el ámbito castrense se puede traducir en que sólo surtirá la competencia federal, cuando el hecho motor hubiere ocurrido dentro de "los límites de seguridad que imponen los fines de defensa nacional".  En los casos del hechos acaecidos dentro de predio de establecimientos militares, pero en lugares de fácil acceso desde el exterior, utilizados para tareas distintas a las castrenses y alejados de la base militar, no puede considerarse que se afecte de alguna manera la seguridad militar del establecimiento, por lo que corresponde a la justicia local la investigación de la causa.


    Fuerza Aerea Villa Reynols s/ Av. de lesiones.


    COMP, 635, L. XLVI, 29 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    Debe investigar la justicia nacional los delitos cometidos en las provincias que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación (Art. 3, inc. 3 de la ley 48).


    C., Jorge Alberto s/ Habeas Corpus


    COMP, 313, L. XLVI, 31 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    El objeto original de la presente causa consistiría en la posible infracción al artículo 153 del Código Penal, sobre cuentas de correo electrónico, sin perjuicio de lo cual, los jueces contendientes también consideraron la comisión de las figuras descriptas en los artículos 172, 173 inciso 7° y 159 del código sustantivo. Ahora bien, toda vez que en el caso estas conductas serían inescindibles del hecho primigenio, cuyo conocimiento compete exclusivamente a la justicia de excepción, tan es así que la jueza federal no niega su competencia sino que se limita a decir que es prematura la declinatoria, opino que a ella le corresponde asumir su jurisdicción para entender en estas actuaciones.


    F., Marcelo Gustavo s/ Defraudación


    COMP, 86, L. XLVI, 23 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por retención indebida. Depósito judicial de bienes muebles que no fueron restituidos su dueño.


    El delito de malversación de caudales públicos perpetrado por el depositario de bienes embargados por los tribunales nacionales, se consuma en el lugar donde se hallaban depositados a esos efectos y debe ser investigado por la justicia federal cuando el hecho ocurre fuera de la ciudad de Buenos Aires.


    K., Anibal Julio y otro s/ Defraudación por retención indebida.


    COMP, 239, L. XLVI, 08 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de apremios ilegales cometido en una unidad del Servicio Penitenciario Federal. Competencia federal.


    En aquellos casos en que, según los dichos del denunciante, él habría sido víctima de apremios ilegales cometidos en el hospital del complejo penitenciario donde se encuentra detenido, teniendo en cuenta que la competencia criminal en razón del territorio se establece atendiendo al lugar donde se ha llevado a cabo el delito, y siendo que incumbe a la justicia federal investigar los delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación -artículo 3, inciso 3°, de la ley 48-, corresponde al juzgado federal con competencia en esa jurisdicción territorial conocer en la causa.


    Complejo Penitenciario Federal N°1 s/ Apremios ilegales a detenidos


    COMP, 891, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de desaparición forzada de personas durante la última dictadura militar. Competencia federal. Paralización de la investigación. Posible afectación al buen servicio de justicia.


    Cuando el caso denunciado estuviese comprendido en el supuesto del artículo 10, inciso 1°, de la ley 23.049, y el nombre de la víctima integre, la lista oficial de desaparecidos en la última dictadura militar no puede descartarse, la comisión del delito de desaparición forzada de persona en los términos de los artículos 1 ° de la ley 24.411 y 2° de la Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas, de estricto conocimiento federal.  En tales supuestos corresponde declarar la competencia del juzgado federal de la jurisdicción correspondiente  En los casos en que se advierta que la paralización de la investigación en la causa hubiese actuado en desmedro del buen servicio de justicia, corresponde además extraer testimonios para que se averigüe el posible delito de acción pública que habría derivado de dicha paralización.


    M. C. d. N. Manuel Salvador s/ Denuncia.


    COMP, 713, L. XLVI, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos contra la seguridad de los medios de transporte y de comunicación. Artículo 194 del Código Penal.


    Toda vez que las constancias agregadas al incidente, permiten suponer que la interrupción de las vías terrestres de acceso al puerto bahiense, habría afectado el normal desenvolvimiento de la actividad portuaria -ingreso y egreso de mercadería y desembarco de buques- imposibilitando el desarrollo de sus tareas específicas, es decir, el comercio marítimo y el transporte interprovincial e internacional, opino que corresponde a la justicia federal asumir la jurisdicción para entender en esta causa.


    C., Victor Hugo s/ Denuncia.


    COMP, 573, L. XLVI, 22 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos contra la seguridad de los medios de transporte. Impedimento de la marcha de un tren.


    Corresponde al federal entender en aquellos casos en que se hubiese provocado la efectiva paralización de la marcha del tren con el consecuente entorpecimiento del tráfico ferroviario.


    P., Luis ALberto y otros s/ Denuncia.


    COMP, 514, L. XLVI, 23 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación.


    La competencia criminal en razón del territorio se establece según el lugar donde se ha llevado a cabo el delito, y teniendo en cuenta los dichos del denunciante en cuanto a que los apremios ilegales habrían tenido lugar en el complejo penitenciario donde se encuentra detenido -Ezeiza-, estimo que es en esa sede donde se debe proseguir la investigación. Toda vez que incumbe a la justicia federal investigar los delitos que corrompen el buen servicio de los empleados de la Nación, correspondería al juzgado federal con competencia en ese ámbito conocer en estas actuaciones, aunque no haya sido parte en la contienda.


    Complejo Penitenciario Federal N°1 s/ Apremios ilegales a detenidos


    COMP, 523, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Entrega de billete falso en comercio. Delito de estafa en concurso ideal con expendio de moneda falsa.


    Es competente la justicia federal si entre la estafa y la puesta en circulación de moneda de curso legal falsa, media un concurso ideal, pues ambas conductas configuran aspectos distintos de un mismo hecho, al constituir la segunda el ardid sin el cual no puede darse la primera.


    G., Fidel Guillermo s/ Expendio de moneda falsa y estafa en concurso ideal.


    COMP, 730, L. XLVI, 20 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsa denuncia sobre comercialización de productos apócrifos.


    Toda vez que el hecho objeto, calificado como falsa denuncia, habría ocurrido en el marco de un proceso penal por infracción a la ley de marcas, su investigación incumbe al fuero federal, en tanto habría afectado la administración de justicia la misma.


    I.D. Argentina S.A. y otros s/ Falsa denuncia.


    COMP, 259, L. XLVI, 02 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Homicidio de interno de complejo penitenciario. Afectación al buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación.


    Si de las constancias surge que los agentes del servicio penitenciario habrían omitido informar a las autoridades judiciales las lesiones sufridas por la víctima, y en el caso no se puede descartar, la afectación al buen servicio que deben prestar los empleados de la Nación en los términos del art. 3°, inc. 3°, de la ley 48, corresponde a la justicia federal continuar con el trámite del expediente, sin perjuicio de lo que surja de la ulterior investigación.


    P. I., Argentino s/ Denuncia.


    COMP, 301, L. XLVI, 14 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Posible infracción a la ley 16.463. Producción irregular de productos medicinales. Situación de explotación, en los términos de la ley 26.364.


    De las probanzas de la causa, y a pesar de que la instrucción se encuentra en los albores, surge que no sería posible descartar, hasta el momento; que las personas empleadas, debido a su contexto de vulnerabilidad, puedan encontrarse en situación de explotación, en los términos de la ley 26.364. También se pudo determinar la existencia de hechos que atentarían contra la salud pública: la elaboración ilegal de insumos de uso medicinal, que luego son distribuidos en nosocomios de esta Capital Federal, por lo que tampoco se puede descartar una posible infracción a la ley 16.463, que en su artículo primero establece que quedan sometidos a esta norma todos aquellos productos destinados al "uso y aplicación en la medicina humana". Así, toda vez que la ley 26.364 tiene carácter federal, al igual que la número 16.463, en tanto no se excluya la aplicación de estas normas, ambos hechos deben ser investigados por la justicia federal.


    Centro de Coordinación de Lucha contra el delito en el campo, Ministerio de seguridad s/ Denuncia.


    COMP, 519, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presentación de documento adulterado en agencia de A.F.I.P.. Infracción de caracter federal.


    Las infracciones a la ley 24.769 son de naturaleza federal y su investigación corresponde a la justicia federal del domicilio fiscal del imputado.


    Empresa Campo Fertil S.A. s/ Adulteración de documento público


    COMP, 336, L. XLV, 08 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta infracción de la ley 23.592. Agresiones verbales dirigidas hacia empleado.


    Las infracciones previstas en la ley 23.592 son competencia del fuero federal.


    A., Ricardo s/ Discriminar.


    COMP, 671, L. XLVI, 08 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de discos compactos presuntamente apócrifos. Infracción a las leyes 22.362 y 11. 723.


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11. 723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    R. M., Marcelo Augusto s/ Denuncia


    COMP, 907, L. XLVI, 22 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de discos compactos presuntamente apócrifos. Infracción a las leyes 22.362 y 11.723.


    Corresponde a la justicia federal, más allá de que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    M. M., Rolando Patricio s/ Denuncia inf. Ley 11.723


    COMP, 801, L. XLVI, 22 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de discos compactos presuntamente apócrifos. Infracción a las leyes 22.362 y 11.723: Concurso ideal.


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723 que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    R., Esteban s/ Inf. Ley 11.723


    COMP, 560, L. XLVI, 25 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestros de CD's presuntamente apócrifos. Infracción a las leyes 22.362 y 11.723.


    Corresponde a la justicia federal, más allá que la infracción a la ley 11.723 sea ajena a su conocimiento, continuar con la sustanciación de la causa, en razón de que el caso resulta aprehendido por dos disposiciones legales- leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    B., Juan Marcelo s/ Inf. ley 11.723 y 22.362


    COMP, 723, L. XLVI, 22 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Trata de personas. Ley 26.364. Competencia de la justicia federal.


    Toda vez que conforme a los dichos vertidos por la presunta víctima, no pueda descartarse la posible comisión del delito de trata de personas, corresponde que la justicia federal continúe con el trámite de la pesquisa.


    B., Isabel s/ Su denuncia


    COMP, 1072, L. XLV, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas presuntamente proferidas a personal policial en ejercicio de sus funciones. Posible afectación al normal desempeño de institución nacional.


    La amenaza fue proferida en el marco de sus funciones propias en la sede del juzgado federal de Campana, por otro policía de la delegación de esa misma ciudad, el hecho roza, en principio, el normal desempeño de instituciones nacionales, por lo que corresponde a la justicia federal de esa jurisdicción, continuar con el trámite de las actuaciones.


    F. s/ Inf. Art. 149 bis del C.P.


    COMP, 875, L. XLVI, 29 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Amenazas telefónicas. Competencia federal por afectación al buen servicio de la Fuerza Aerea Argentina y sus empleados.


    Toda vez que la víctima señala como sospechoso de las amenazas coactivas a su superior jerárquico en la Fuerza Aérea Argentina y que, de acuerdo a los dichos no controvertidos de la denunciante, serían consecuencia de la denuncia que se realizó por delitos cometidos en perjuicio de la institución, no puede descartarse la afectación al buen servicio que presta un organismo nacional y sus empleados, en los términos del art. 3°, inc. 3° de la ley 48 y art. 33 ap. 1, inc. c), del Código Procesal Penal de la Nación, por lo que cabe asignar su competencia a la justicia federal.


    A., L. B. s/ Denuncia.


    COMP, 469, L. XLVI, 02 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documento perpetrada en comisaría. Criterios que habilitan la competencia del fuero federal.


    Habida cuenta que la presunta falsedad que se hizo asentar en el acta policial se materializó en la comisaría de Isidro Casanova, y que no puede pasarse por alto que el agente de la policía bonaerense cumplía una orden emanada de la justicia nacional y que el hecho pudo afectar el normal desenvolvimiento de esa institución, corresponde al juzgado federal con jurisdicción en esa localidad instruir la presente causa, aunque no haya sido parte en la contienda.


    Comisaria Distrital San Alberto La Matanza s/ Delito de Acción Pública.


    COMP, 877, L. XLVI, 13 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de formulario de transferencia de dominio automotor. Afectación al buen servicio de empleados de la Nación. Competencia Federal


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    D., Conrado Tiburcio y S., Walter Gustavo s/ Av. Inf. Arts. 288 y 292 del C.P.


    COMP, 141, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Tenencia de arma de fuego a persona declarada insana judicialmente. Afectación al normal funcionamiento de organismo nacional.


    Según lo establece el Decreto 395/75 en su artículo 54, las autorizaciones de adquisición y tenencia son extendidas por el Registro Nacional de Armas. En ese orden de ideas, el Decreto 252/94 creó un sistema de credenciales únicas y uniformes con elementos de seguridad que otorga de forma exclusiva dicho organismo, y finalmente la ley 24.492 estableció que sólo es el Re.N.Ar. el que acuerda las credenciales de legítimo usuario y tenencia de armas de fuego, más allá del organismo a través del cual se gestione el trámite.


    G., Hugo Gerardo y otro s/ Robo


    COMP, 388, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Trámite realizado ante la AFIP y ANSES con un documento falso. Posible afectación al normal funcionamiento de AFIP y ANSES. Competencia federal.


    En aquellos casos en los cuales, según los dichos del denunciante y las demás constancias agregadas al incidente, resulte que el objeto a investigar sería la generación de un número de CUIT/CUIL falso, hecho que habría afectado la veracidad de los registros fiscales y previsionales y, consecuentemente, entorpecido el normal funcionamiento de la AFIP y ANSES, y, en su caso, el buen servicio que prestan sus empleados, corresponde declarar la competencia de la justicia federal para entender en la causa, sin perjuicio de lo que resulte de la ulterior pesquisa.


    F., Carolina Verónica s/ Averiguación de ilícito.


    COMP, 39, L. XLVI, 12 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Transferencia de automotor mediante formulario 08 falsificado. Certificación de firma de titular fallecido. Presentación del documento en el Registro de la Propiedad Automotor.


    Los hechos del sub lite constituyen una pluralidad de movimientos voluntarios que conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, insusceptible de ser escindida, en la que la falsedad del documento público concurre formalmente con la estafa posterior, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero, y resulta competente para su conocimiento la justicia federal del lugar donde se desarrolló el ardid mediante la presentación del instrumento que entorpeció el buen servicio del registro nacional de la propiedad automotor.


    D. B., Jose Adolfo s/ Inf. art. 292


    COMP, 752, L. XLVI, 16 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Transferencia de dominio de automotor mediante la presentación de formulario apócrifo. Entorpecimiento al buen servicio de los empleados de la Nación.


    Cuando la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esos movimientos conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación.


    D. A., Norberto s/ Defraudación


    COMP, 325, L. XLVI, 24 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Robo de mercadería transportada con fines de exportación. Anulación de pedido de embarque. Ley 22.415. Declinación a favor de la Justicia Nacional en lo Penal Económico por afectación a facultades de Aduanas. Acumulación de causa conexa por robo y privación ilegal de la libertad en perjuicio del transportista.


    Las mercaderías que se transportan, sujetas al régimen de destinación de tránsito de exportación, se hallan sometidas al control aduanero, y por tanto su sustracción frustra el adecuado ejercicio de las facultades legales de la Aduana. No obsta a ello, la circunstancia de que la justicia local se encuentre investigando los delitos de robo y privación ilegal de la libertad, a partir de los acontecimientos denunciados por la víctima, pues por tratarse del mismo hecho que le ha dado origen, su intervención debe ceder a favor del juzgado nacional.


    M., Ariel s/ Denuncia


    COMP, 996, L. XLV, 21 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia de contaminación ambiental: Existencia de basural municipal a cielo abierto, ubicado en la localidad de San Pedro, provincia de Buenos Aires, que presentaría gran acumulación de residuos domiciliarios e industriales sin adecuado tratamiento y en avanzado estado de combustión.


    En consonancia con el criterio propiciado recientemente por esta Procuración General mediante resolución PGN N° 31/10 se considera que, para dilucidar la competencia en esta causa, es esencial descartar si hubo o no una propagación interjurisdiccional de las sustancias peligrosas dispuestas en el basural, por lo que resulta necesario contar con un peritaje que determine la posible contaminación de las aguas del arroyo.


    U.F.I.M.A. s/ Formula denuncia Pta. Inf. Ley 24.051 - San Pedro


    COMP, 173, L. XLVI, 28 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia formulada por el Secretario de Medio Ambiente de la Municipalidad de Lomas de Zamora contra una empresa que habría provocado derrames y filtraciones de sustancias contaminantes al Riachuelo.


    La circunstancia de que la contaminación del ambiente pudiere provocar una afectación más allá de los límites de la provincia donde son generados los residuos que la ocasionan, suscita la competencia de la justicia federal, ya sea en su faz administrativa, contravencional, civil o penal.


    D. R., Pablo Luis y C., Héctor Vicente s/ Su denuncia.


    COMP, 825, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley 24.051.


    Del informe técnico elaborado por la Autoridad de Cuenca Matanza Riachuelo (ACUMAR), surge que la firma imputada generaría residuos que podrían considerarse peligrosos en los términos de la ley 24.051, tales como residuos industriales especiales, almacenados sin la contención respectiva y cuyo lugar de disposición final se desconoce, y efluentes líquidos provenientes del proceso industrial, que son vertidos en la red cloacal municipal en virtud de un acuerdo celebrado entre la firma denunciada y la Municipalidad de Marcos Paz, cuyo destino final también es incierto. Teniendo en cuenta las múltiples declaraciones de los vecinos del barrio afectado en cuanto al grado de contaminación que padece, estimo que no es posible descartar que el destino final de los residuos generados por la empresa sea ese curso - afluente de la subcuenca del Rio Matanza-Riachuelo que desemboca a su vez en el Río de La Plata- o que la red cloacal, en la que parte de ellos son vertidos, tenga características interjurisdiccionales, pudiendo por tanto de una u otra manera, afectar a las personas o al medio ambiente más allá de los límites de la provincia de Buenos Aires.


    V., Franciso Loza s/ Denuncia.


    COMP, 804, L. XLVI, 08 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la Ley 24.051.


    En principio, las sustancias provenientes de la red cloacal podrían considerarse "residuos peligrosos", en los términos del anexo II de la ley 24.051, y, además, estos desechos podrían afectar a las personas o al ambiente más allá de los límites de la provincia donde fueron generados (artículo 10 de la misma norma), cuestión que, a esta altura de la investigación no puede descartarse, ya que fluirían hasta el arroyo La Despedida y de ahí al Yatay, que es afluente del río Uruguay, el cual integra la cuenca del río de La Plata, por lo que, en virtud de lo dispuesto por el artículo 58 de dicha normativa, corresponde a la justicia federal de Paso de Los Libres seguir sustanciando esta investigación, sin perjuicio de lo que surja de la investigación ulterior.


    M., Alberto Manuel s/ Su denuncia


    COMP, 233, L. XLVI, 03 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de hurto y encubrimiento. desvinculación del imputado respecto del hurto. Competencia federal respecto del encubrimiento. Sustitución de chapa patente. Ausencia de afectación al normal funcionamiento del Registro de la Propiedad Automotor.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el Juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción. En relación con la sustitución de chapa patente, las infracciones al artículo 289, inciso 3° del Código Penal no tienen entidad suficiente para producir un perjuicio al Registro Nacional de la Propiedad Automotor o una obstrucción a su normal funcionamiento.


    V., Jonatan Andres s/ Encubrimiento (art. 277 Inc. 3)


    COMP, 111, L. XLVI, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Hurto y Encubrimiento. Desvinculación de imputados respecto del hurto. Competencia federal respecto del encubrimiento.


    El encubrimiento de un delito cometido en la Capital de la República afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el Juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    S., Guillermo Martin s/ Denuncia


    COMP, 1021, L. XLV, 29 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Robo de camión que transportaba piezas postales. Mercadería en tránsito aduanero. Afectación a la Aduana de la Nación.


    Como consecuencia de los hechos que se investigan, se habria visto frustrado el adecuado ejercicio de las facultades legales de la Aduana de la Nación, más allá del propósito que hubieran tenido sus autores.


    L., Jose Antonio s/ Denuncia


    COMP, 626, L. XLVI, 05 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos cometidos mediante el uso de un DNI ajeno. Concurso ideal entre las conductas investigadas. Competencia federal en función de la materia.


    Cuando los hechos investigados habrían sido cometidos en una misma localidad, donde mediante la presentación de un DNI ajeno o adulterado, se habria solicitado un préstamo en efectivo y una tarjeta de crédito con la que posteriormente se habrían efectuado compras, y al resultar privativo del fuero de excepción el juzgamiento de los delitos previstos en el artículo 33, inciso d), de la ley 17.671, y dado el carácter inescindible de las conductas a investigar -pues concurrirían en forma ideal-, corresponde a la justicia federal con jurisdicción en aquella localidad, asumir el conocimiento la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    F., Fabio Damián s/ Robo


    COMP, 96, L. XLVI, 16 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Defraudación y uso de documento falso. Unidad de conducta. Investigación innescindible. Vinculación con la supresión de chapa patente de automotor.


    Si la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de documentos falsos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, se trata de movimientos voluntarios que conforman una única conducta en los términos del artículo 54 del Código Penal, que no puede ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero, y que debe ser investigada por un único tribunal.


    P., Orlando Alberto s/ Encubrimiento - Estafas reiteradas


    COMP, 1036, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Falsificación de documentos públicos. Documentación de automotor. Autos "mellizos". Declinación en favor de la justicia federal. Unificación de las investigaciones ante un único magistrado.


    La falsificación de instrumento público que investiga la justicia federal, posibilitó inscribir una transferencia de dominio ficticia, mediante la cual se logró usurpar el dominio para el vehículo incautado al comienzo de la causa.


    R., Alfredo Ariel s/ Inf. Art. 277 del C.P.


    COMP, 1045, L. XLV, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. presentación de documentación apócrifa en el Registro de la Propiedad Automotor. Afectación al normal funcionamiento de un órgano estatal. Competencia del fuero federal.


    Los conflictos de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado, según pueda apreciarse prima facie, y con prescindencia de la calificación que le atribuyan, en iguales condiciones, los jueces en conflicto.


    F., Carina de las Mercedes s/ Hallazgo de camión Mercedes Benz Averiguación de guarismo


    COMP, 532, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Adulteración de documentos públicos y numeración del automotor. Concurso ideal con el delito de defraudación.


    Cuando el delito de falsificación o uso de documentos públicos concurre idealmente con el de estafa, se conforma una única conducta insusceptible de ser escindida, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.


    R., Juan Carlos s/ Denuncia


    COMP, 274, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Posible adulteración de documentación perteneciente a automotor.


    Hasta tanto no sea secuestrado el automotor presuntamente objeto de una adulteración, la única hipótesis a investigar es la de haberse obtenido la expedición de documentación ideológicamente falsa por parte del registro nacional de la propiedad automotor.


    S., Lucas Gaston s/ Denuncia


    COMP, 350, L. XLVI, 15 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delitos de Defraudación y Falsificación de Documento Público. Conducta delictiva innescindible. Afectación a más de un tipo penal. Declinación en favor de la justicia federal por una mas eficaz administración de justicia.


    En los casos en que el delito de falsificación o uso de documentos públicos concurre idealmente con el de estafa, se conforma una única conducta insusceptible de ser escindida, ya que este segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero. Si el hecho a investigar ha tenido desarrollo en distintos lugares, la elección del juez competente debe hacerse de acuerdo a lo que resulte más conveniente desde el punto de vista de una eficaz investigación, mayor economía procesal y defensa de los imputados.


    P. Marcelo, P. Gabriel s/ Estafas reiteradas


    COMP, 943, L. XLV, 01 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Adquisición de un teléfono celular con cédula de identidad apócrifa. Concurso ideal de delitos. Competencia federal.


    En los casos en que la estafa se produce mediante la falsificación o el uso de instrumentos que inducen a error a la víctima, provocando un acto de disposición patrimonial perjudicial, esa pluralidad de movimientos voluntarios conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, ya que el segundo tipo se cumple como una forma de agotamiento del primero.  Cuando un delito común concurre con otro de índole federal, es a este fuero al que corresponde su investigación, por lo que cuando los elementos de juicio incorporados al incidente permitan presumir que para la adquisición de la línea de teléfono celular móvil se utilizó una cédula de identidad apócrifa, al encontrarse equiparado este documento a los destinados a acreditar la identidad de las personas, corresponde a la justicia federal con jurisdicción en esa localidad, conocer en la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    A., Daniel Julio s/ Denuncia.


    COMP, 128, L. XLVI, 23 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos de estafa y falsificación de documento público en concurso ideal. Competencia federal.


    En los casos en que el delito a investigar sea una estafa cometida mediante la utilización de DNI falsos, que concurrirían en forma ideal, y por lo tanto la conducta fuere inescindible, si la mayor parte del despliegue ardidoso o engañoso propio de la estafa hubiese tenido lugar en determinada localidad, y teniendo en cuenta que el juzgamiento de los delitos previstos en el articulo 33, inciso "d", de la ley 17.671 es privativo del fuero de excepción, corresponde a la justicia federal con jurisdicción en aquella localidad asumir el conocimiento de la causa, sin perjuicio de lo que surja del trámite ulterior.


    R., Elizabeth y L., Valeria s/ Estafa.


    COMP, 47, L. XLVI, 09 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de formulario 08 de transferencia de dominio del automotor. Entorpecimiento del buen servicio de empleados de la Nación.


    Corresponde entender a la justicia federal en las causas donde se investiga la presunta falsificación de formularios de transferencia de inscripción de dominio de automotores, cuando éstos hayan sido presentados ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor, porque con ello se entorpece el buen servicio de los empleados de la Nación. Se ha pretendido esa obstrucción cuando el documento presuntamente falso, forma parte del legajo correspondiente al vehículo.


    G., Oscar Luis s/ Denuncia


    COMP, 156, L. XLVI, 21 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Inscripción de menor en el Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas. Falsificacion ideológica de documento público. Pluralidad de acciones. Unidad de conducta.


    Tratándose de un caso de pluralidad de movimientos voluntarios que responden a un plan común y que conforman una única conducta -en los términos del artículo 54 del Código Penal- insusceptible de ser escindida, en la que el delito de supresión del estado civil concurre idealmente con la falsificación del acta de nacimiento y del documento destinado a acreditar la identidad de la persona, la misma deberá ser investigada por la justicia federal, habida cuenta del carácter nacional del último documento.


    C., Claudio Alejandro y Zunino, Romina Paula s/ Supresión del estado civil de un menor.


    COMP, 878, L. XLVI, 30 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de cedula de automotor. Adulteración de documento público. Investigación a cargo del juez federal.


    Para entender en la causa en la que se investiga la falsificación de un documento público, resulta competente el magistrado con jurisdicción en el lugar donde se confeccionó el instrumento falso y que, cuando no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en el que fue descubierto el delito.


    S., German Dario s/ Encubrimiento (Art. 277)


    COMP, 462, L. XLVI, 27 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencias. Falsificación y presentación de documentación apócrifa ante el Registro Nacional de la Propiedad Automotor.


    Cualquiera sea el vínculo de conexión final que pueda existir entre hechos que se presentan prima facie como independientes, ellos deben ser investigados por los jueces del lugar en que aparecen cometidos, en tanto la distribución de las competencias entre las provincias o entre éstas y la Nación, materia regida por la Constitución Nacional, escapa a las regulaciones locales y no puede ser alterada por las razones de mero orden y economía procesal que inspiran las reglas de acumulación por conexidad, que sólo pueden invocarse en conflictos en los que participan únicamente los jueces nacionales.


    M., Vanesa Natalia s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP, 796, L. XLV, 18 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Entrega de moneda extranjera falsa en transacción inmobiliara. Competencia del fuero de excepción.


    El hecho objeto de esta contienda sería la puesta en circulación de dólares presuntamente falsos, cuyo conocimiento exclusivo compete al fuero de excepción.


    L., Paula y otros s/ Posible comisión de delito de acción pública.


    COMP, 698, L. XLVI, 28 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Bandas organizadas dedicadas al secuestro extorsivo. Precedente "Ramaro".


    Las particularidades que presenta este caso harían aconsejable que sea la justicia federal la que continúe interviniendo en la causa, de conformidad con la doctrina establecida en el precedente "Ramaro". Para arribar a esa conclusión, se tiene en cuenta, básicamente y de acuerdo con los antecedentes causídicos, la similitud de circunstancias en que se desarrollaron los hechos, de acuerdo con el testimonio de las víctimas. La cantidad de sujetos intervinientes; la división de tareas realizada para sorprender a las víctimas, cometer los desapoderamientos, conducir los vehículos en que fueron transportadas y custodiarlas mientras eran privadas de su libertad; el alto monto exigido para el cobro de los rescates, el lugar y la modalidad elegidos para efectuar uno de los pagos y siguiendo las indicaciones de los captores. Todas ellas, características típicas de las bandas organizadas dedicadas al secuestro extorsivo, con el consiguiente riesgo para la seguridad pública.


    C. M., Roberto David y P., Mario Javier s/ Inf. Art. 166, 167, 170 y 189 bis del C.P.


    COMP, 205, L. XLVI, 14 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delitos contra la libertad. Características típicas de bandas organizadas dedicadas a realizar secuestros extorsivos. Riesgo para la seguridad pública.


    Las circunstancias particulares del caso harían aconsejable que sea la justicia federal la que continúe interviniendo en la causa, de conformidad con la doctrina establecida en el precedente "Ramaro". Para arribar a esa conclusión, se tendría en cuenta básicamente y de acuerdo con los antecedentes causídicos, la similitud de las circunstancias en que se desarrollaron los hechos, la cantidad de sujetos intervinientes; la división de tareas con la que operaron para desapoderarlas de sus vehículos y efectos personales, y custodiarlas mientras eran privadas de su libertad en otro auto; el desplazamiento con las personas secuestradas por distintas jurisdicciones; el monto exigido para el cobro de los rescates, los lugares elegidos para efectuar los pagos, siguiendo las indicaciones de los captores. Todas ellas, características típicas de las bandas organizadas dedicadas al secuestro extorsivo, con el consiguiente riesgo para la seguridad pública.


    A., Jonathan Rubén y otros s/ Secuestro extorsivo.


    COMP, 360, L. XLVI, 08 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación y venta de DVDs. Infracción a la ley de marcas y de propiedad intelectual. Concurso ideal por unidad de conducta.


    Habida cuenta de que el magistrado federal admite la falsedad de las portadas, extremo que también se desprende del peritaje efectuado, no puede descartarse que el caso resulte aprehendido por dos disposiciones penales -las leyes 22.362 y 11.723- que concurrirían en forma ideal, pues ambas infracciones habrían sido cometidas simultáneamente y mediante una única conducta.


    C., Ángela Valeria y S., Catalán Renán s/ Infracción ley 11.723 Sec 5813 y 5990


    COMP, 817, L. XLVI, 26 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presentación ante la A.F.I.P. de formularios presuntamente falsos y su posible utilización en la inscripción de un tercero, como empleador, con la finalidad de eludir cargas impositivas y previsionales.


    Los hechos de la causa habrían afectado la veracidad de los registros fiscales y, por consiguiente, entorpecido el normal funcionamiento de ese organismo y, en su caso, el buen servicio que prestan sus empleados. Por lo tanto, corresponde a la justicia federal conocer en estas actuaciones.


    M., Miriam Lidia s/ Denuncia.


    COMP, 630, L. XLVI, 08 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de venta de medicamentos sin autorización. Posible afectación a la salud pública. Competencia federal.


    En los supuestos en que se investiguen hechos tipificados en el artículo 204 quinquies del Código Penal, que penaliza al que "sin autorización vendiere sustancias medicinales que requieran receta médica para su comercialización", cuando "por algún medio, se lesione o afecte la salud pública en general como consecuencia de una comercialización indiscriminada de medicamentos que pueda ponerla en peligro", entre los que se incluye la venta libre de los "medicamentos que requieren receta", la competencia es federal. Máxime cuando el hecho pudiera estar abarcado en el tipo penal previsto en el artículo 22, de la ley 16.463 -norma a la que la Corte le ha reconocido carácter federal-, lo que sucede si no se puede descartar que los medicamentos se vendieron en su envase original, pero sin contar con las condiciones técnicas que exige la reglamentación, y pudieran estar adulterados.


    D., Ricardo s/ Denuncia.


    COMP, 674, L. XLVI, 22 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Tenencia y comercio de estupefacientes. Intervanción prioritaria de la justicia federal. Ley 26.052.


    La intervención del fuero federal es prioritaria en lo que se refieren a conductas vinculadas a la tenencia y comercio de estupefacientes.


    N.N. Marcelo s/ Infracción ley 23.737


    COMP, 932, L. XLV, 04 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Secuestro de armamento. Delito de acopio de armas y municiones. Competencia de la justicia federal.


    Las cuestiones de competencia en materia penal deben decidirse de acuerdo con la real naturaleza del delito y las circunstancias especiales en que se ha perpetrado según pueda apreciarse prima facie y con prescindencia de la calificación que, en iguales condiciones, le atribuyen los jueces.


    G., Ramiro Enrique s/ Acopio de Armas de Fuego Piezas y Municiones


    COMP, 197, L. XLVI, 20 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Usurpación de zona lindera a ramal del ferrocarril. Posible afectación a bienes de la Nación, o desenvolvimiento de un servicio nacional.


    Atento la cercanía que presenta la zona usurpada, propiedad además del estado nacional, al área operativa del ferrocarril, no puede descartarse que afecte el normal desenvolvimiento de esa actividad.


    S., Guido s/ Denuncia


    COMP, 786, L. XLVI, 24 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Delitos de Lesiones y Amenazas. Investigación conjunta. Declinación a favor de la justicia Correccional para una mejor administración de justicia y por contar con mas amplia competencia.


    En virtud de la estrecha vinculación que presentan los hechos, resulta conveniente, desde el punto de vista de una mejor administración de justicia, que la pesquisa quede a cargo de un único tribunal.


    Z., Carlos s/ Art. 89 del C.P.


    COMP, 759, L. XLV, 16 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de comptencia. Adulteración de Chapas patentes. posible comisión de ilícito. Necesidad de determinar la comisión de un hecho típico para resolver la cuestión de competencia, y posible afectación a las autoridades nacionales.


    Atento que el juez declinante no ha calificado con razonable certidumbre el hecho que motiva la causa, la que tampoco cuenta con elementos suficientes que demuestren la comisión de un delito determinado en perjuicio de una autoridad nacional, corresponde a la justicia local continuar la investigación.


    B., Gustavo Alfredo y D., Javier Marcelo s/ Posible comisión de delito de acción pública


    COMP, 146, L. XLVI, 24 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Delito de Defraudación. Necesidad de profundizar la investigación y determinar los hechos y su tipificación.


    La cuestión carece de la investigación suficiente que debe precederla, a fin de que puedan individualizarse los sucesos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos prima facie en alguna figura determinada, razón por la cual la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 71, del decreto-ley 1285/58.


    C., David s/ Estafa


    COMP, 65, L. XLVI, 21 de abril de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Resolución incompleta. Devolución del expediente a la Corte.


    En atención a que la resolución de uno de los jueces se encuentra incompleta, se devuelve la causa a la Corte, a efectos de suplir tal deficiencia, y de considerarlo pertinente, corra una nueva vista.


    A. J., Wilfredo s/ Inf. Art. 149 bis - Amenazas


    COMP, 380, L. XLVI, 14 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Posible infracción al art. n° 139, inc. d. del Código Electoral.


    En los casos en que se investigue la infracción al artículo n° 139, inciso d., del Código Electoral Nacional, cometido en ocasión de una elección de candidatos a cargos públicos provinciales, en los que no se haya acreditado el uso de un documento nacional de identidad falso, corresponde asignar la competencia a la justicia electoral, sin perjuicio de lo que pudiere surgir de esa investigación.


    P., Juan Nicolás s/ Denuncia Inf. art. 139 del Código Electoral Nacional.


    COMP, 66, L. XLVI, 23 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Necesidad de profundizar la investigación y determinar los hechos sobre los que versa la contienda.


    Si la contienda de competencia no se encuentra precedida de una investigación que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa con la certeza necesaria para encuadrarlos "prima facie", en alguna figura determinada, la Corte se encuentra impedida de ejercer las facultades previstas por el artículo 24, inciso 7°, del decreto-ley 1285/58.


    Y., Julio Cesar s/ Infracción Ley 23.737


    COMP, 839, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Necesidad de profundizar la investigación e individualizar los hechos que dieron lugar a la contienda.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R., Marcelo Roberto s/ Inf. art. 296 del C.P.


    COMP, 695, L. XLV, 10 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Sustracción de D.N.I. Competencia Federal. Falta de elementos probatorios. Consideración de los dichos de la denunciante.


    Las declara iones tanto de la víctima corno del imputado pueden ser tenidas en cuenta a los efectos de determinar la competencia, aunque no estén plenamente corroboradas, en la medida en que no se encuentren desvirtuadas por otros elementos de la causa.


    V., Victoria s/ Posible comisión de Delito de Acción Pública


    COMP, 1006, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Requisitos para el planteo de incompetencia: descripción de los hechos y calificación legal. Remisión de la causa al juzgado que previno, para que subsane el defecto y resuelva en consecuencia.


    Un correcto planteo de competencia debe estar precedido de la investigación necesaria que permita individualizar los hechos sobre los cuales versa y encuadrarlos, prima facie, en alguna figura determinada, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo.  Dicha circunstancia no se verifica si los jueces entre los que se trabó la contienda se limitaron a analizar si las irregularidades investigadas afectan o no intereses federales, extremo difícil de dilucidar si los hechos no fueron encuadrados en tipos penales específicos.  Por lo expuesto, corresponde al juez que previno y a cuya sede ocurrió el denunciante a hacer valer los derechos que representa, asumir la jurisdicción a fin de determinar qué delitos concretos se cometieron, para resolver luego en consecuencia.


    D. L. V. de C., Lucrecia s/ Su denuncia.


    COMP, 492, L. XLV, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Transferencia sucesiva de rodado. Posible defraudación e infraccción al art. 289 del Código Penal. Necesidad de profundizar la investigación.


    Constituyen elementos indispensables, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versan y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su c.omisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo. En este sentido los elementos agregados al incidente no resultan suficientes para individualizar los hechos denunciados, y ensayar con razonable certidumbre una calíficación legal a su respecto, más aún cuando la multiplicidad de circunstancias que comprenden podrían dar lugar a más de una calificación posible.


    K., Enzo Fabian s/ Denuncia


    COMP, 621, L. XLVI, 24 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Carencia de elementos para poder dictaminar. Devolución de las actuaciones al juzgado de origen a fin de incorporar los elementos necesarios.


    Las escasas constancias agregadas al incidente, no permiten delimitar fehacientemente su alcance, el grado de participación que podría caberles a quienes, eventualmente, se hallarían involucrados y, en su caso, cuál sería el perjuicio que se habría irrogado.


    V., Roberto Gustavo y otros s/ Inf. ley 24.769


    COMP, 733, L. XLV, 15 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Indeterminación de los hechos precisos que generaron la contienda. Necesidad de profundizar la investigación por parte del juzgado que previno.


    J. S.A. s/ Defraudación


    COMP, 681, L. XLV, 16 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Conflicto de competencia. Hurto de teléfono celular en territorio provincial y hallazgo del mismo en la Ciudad de Buenos Aires. Necesidad de profundizar la investigación por hurto a partir del secuestro.


    Resulta indispensable contar con una adecuada investigación y un auto de mérito que defina su situación jurídica respecto de la sustracción


    S., Claudio Ariel s/ Robo con efracción en grado de tentativa


    COMP, 802, L. XLV, 15 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    S., Mario Jorge Pedro s/ Estafa.


    COMP, 202, L. XLVI, 12 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que V.E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1.285/58.


    B., Leandro Andrés s/ Inf. Art. 302 C.P.


    COMP, 181, L. XLVI, 11 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente para que V.E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto 1285/58, pues los elementos de juicio reunidos hasta el momento no alcanzan para determinar el exacto alcance de los hechos y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    A., Juan Carlos s/ Estafa.


    COMP, 905, L. XLV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia.


    Teniendo en cuenta que el objeto del presente conflicto se circunscribe a la tentativa de estafa, cuando esta conducta es perpetrada mediante el uso de cheques extraviados -o sustraídos -que concurriría idealmente con su falsificación- cabe atenerse, a fin de determinar la jurisdicción competente, al lugar donde los títulos fueron entregados, sin que pueda considerarse como tal aquél donde se presentaron al cobro.


    H., Carlos Enrique s/ Estafa en tentativa.


    COMP, 401, L. XLVI, 12 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Defraudación por estelionato. Venta sucesiva de rodado, en perjuicio de su titular registral.


    Los escasos elementos agregados al incidente no resultan suficientes para determinar con el grado de certeza que esta etapa procesal requiere, el verdadero alcance de los hechos motivo de contienda y su correcta significación jurídica; lo que obsta la posibilidad de resolver en orden a la competencia de la causa. Tales deficiencias sólo podrían ser subsanadas una vez profundizada la pesquisa.


    F., Julieta s/ Denuncia


    COMP, 308, L. XLVI, 14 de septiembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia anónima recibida en la División de Delitos en tecnología y Análisis Criminal de la Policía Federal por encontrar en una computadora pornografía infantil.


    A partir de las escasas constancias agregadas al incidente, no se advierte que este conflicto se encuentre precedido de una investigación suficiente como para que V.E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7º, del decreto-ley 1285/58, ya que con los elementos acumulados al legajo, no ha podido establecerse todavía ningún hecho concreto con relación al cual pronunciarse acerca de su calificación legal, el lugar de su comisión y, consiguientemente, respecto del juez a quien compete investigarlo.


    G., Segundo Daniel s/ Delito de acción pública


    COMP, 1037, L. XLV, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Denuncia por las sucesivas intimaciones de pago de empresa por servicio telefónico que nunca se solicitó ni se utilizó.


    Las constancias reunidas hasta el momento no permiten encuadrar los hechos prima facie en alguna figura determinada con el grado de verosimilitud que esta etapa procesal requiere y de llegar a un criterio cierto acerca del lugar donde fueron cometidos, para finalmente discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    T. s/ Estafa


    COMP, 114, L. XLVI, 22 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Devolución de los testimonios al magistrado que ordenó extraerlos a fin que continúe con la investigación respecto de todos los partícipes del hecho delictivo al que se abocara.


    C., Silvia Noemi s/ Falsificación de documentos públicos.


    COMP, 406, L. XLVI, 18 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Falsificación de documentos públicos nacionales. Supuesta comisión de delitos de ejercicio ilegal de la medicina, estafas reiteradas y venta de sustancias medicinales sin la debida autorización.


    La justicia de excepción es competente para conocer en la falsificación de documentos públicos nacionales, delito previsto en el artículo 292 del Código Penal, puesto que con ello se entorpece el normal funcionamiento de una institución nacional y el buen servicio de sus empleados. El principio dirimente para determinar la competencia en los delitos de falsificación de un documento público, es el lugar de su creación. Sin embargo, si no existe prueba sobre el sitio en el que se produjo la adulteración, debe estarse al lugar en que fue usado; y si no existe prueba suficiente respecto del lugar de su confección ni el de su utilización, corresponde que prosiga la investigación del hecho el juez competente de la jurisdicción en la que se comprobó la existencia del delito.


    G., Mario Daniel s/ Pta. Inf. Arts. 292 y 296 C.P.


    COMP, 245, L. XLVI, 05 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Indeterminación de los hechos. Necesidad de profundizar la investigación.


    Las escasas constancias agregadas al incidente, no alcanzan para delimitar las características de los sucesos denunciados en sede provincial y si, en su caso, formarían parte de los hechos que allí ya fueron investigados.


    P., Ezequiel Esteban s/ Asociación ilícita


    COMP, 437, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Infracción a la ley de marcas y de propiedad intelectual. Venta de películas en formato CD y DVD-R apócrifas.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente como para que V.E. pueda ejercer las facultades que le confiere el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58. Ello es así, toda vez que no se ha realizado ninguna diligencia tendiente a determinar la originalidad o no de los productos, que permita establecer la supuesta falsificación de sus portadas en donde figurarían las marcas que identifican a las compañías editoras de películas y/o a los editores de las entidades discográficas.


    M., Carlos Alberto s/ Denuncia infracciones Leyes 11.723 y 22.362.


    COMP, 275, L. XLVI, 04 de junio de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Investigación del homicidio del administrador de la Aduana de Bernardo De Irigoyen.


    Los escasos elementos probatorios incorporados al expediente, no permiten afirmar que la muerte de la víctima se encuentre vinculada al cumplimiento de sus funciones, ni que de ello hubiere resultado afectada la administración de la Aduana.


    U.O.P Bdo. de Irigoyen s/ Eleva sumario por homicidio víctima: S., Gabino


    COMP, 964, L. XLV, 26 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Investigación insuficiente. Necesidad de precisar los hechos y el delito imputado.


    Resultan elementos indispensables para el correcto planteamiento de una cuestión de esta naturaleza, que las declaraciones de incompetencia contengan la individualización de los hechos sobre los cuales versa y las calificaciones que le pueden ser atribuidas, pues sólo con relación a un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    Comisaria 12 de Octubre de Avellaneda P.B.A. y otros s/ Exacciones ilegales


    COMP, 597, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Nueva intervención de la Corte Suprema. Hallazgo de grupo electrógeno anteriormente sustraído. Incumplimiento de lo resulto por la Corte Suprema en su anterior intervención. Necesidad de profundizar la investigación.


    Subsiste hasta el momento la misma situación que existía al pronunciarse la Corte, pues no advierto que hubieran variado las circunstancias sobre las cuales se apoyó esa decisión, al no haberse incorporado suficientes elementos de convicción que permitan modificar el criterio allí sostenido.


    M., Juan Leandro s/ Denuncia


    COMP, 944, L. XLIV, 15 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Posible falsificación de partida de nacimiento. Insuficiente investigación de los hechos. Necesidad de profundizar la investigación.


    Toda vez que el preventor no dispuso ninguna medida de instrucción, de manera que se desconocen elementos mínimos indispensables para determinar el tribunal que corresponde intervenir, corresponde a la justicia federal, que previno y asumió su jurisdicción en relación a la supuesta infracción a la ley 26.364, continuar con la investigación a fin de conferir precisión a la notitia criminis y resolver, luego, con arreglo a lo que resulte de ese trámite.


    N. N. s/ Denuncia.


    COMP, 947, L. XLVI, 13 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunta falsificación de instrumento público realizado por una escribana.


    Los escasos elementos de convicción que obran en el incidente impiden dilucidar el verdadero alcance y significación jurídica de los hechos materia del proceso, los que no pueden ser apreciados in extenso a fin de discernir finalmente el tribunal al que corresponde investigarlos. Sólo en relación con un delito concreto es que cabe pronunciarse acerca del lugar de su comisión y respecto del juez a quien compete investigarlo y juzgarlo.


    R., María José s/ Falsificación de documentos


    COMP, 896, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presunto delito de acción pública.


    No es posible para el Tribunal ejercer las atribuciones que le acuerda el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, pues los escasos elementos incorporados al incidente no resultan suficientes para conocer la naturaleza de los hechos y sus pormenores con el grado de acierto que esta etapa procesal requiere.


    S., Hector Leon s/ Denuncia


    COMP, 674, L. XLV, 16 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Presuntos delitos de falsificación de documentos y asociación ilícita. Insuficiencia de la investigación.


    Más allá de la posible relación que el denunciante señala entre la estafa y la sustracción, no se advierten en el legajo elementos para sostener, de momento, una interdependencia fáctica e investigativa de esos hechos que justifique el desplazamiento de la competencia territorial, por lo que corresponde, al juez nacional -que previno- reunir los datos necesarios sobre la presunta sustracción del expediente que habría ocurrido en su jurisdicción, y luego resolver de acuerdo a lo que de ello resulte.


    M., Ricardo Alberto y otros s/ Estafa.


    COMP, 969, L. XLVI, 17 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Remisión a Fallos: 326: 1580 y 328:315.


    C., Eduardo Victorio s/ Denuncia.


    COMP, 482, L. XLVI, 17 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo cometido a camión transportador de automóviles, proveniente de Brasil. Posible afectación al control de Aduana de la Nación. Necesidad de profundizar la investigación.


    Sólo a partir de la profundización de la pesquisa podría corroborarse si, efectivamente, existió una afectación al control de la Aduana de la Nación, sin que tampoco se observen elementos que permitan discernir la existencia de ninguna otra circunstancia que, por el momento, habilite la jurisdicción federal.


    C., Ruben Dario s/ Denuncia sup. robo


    COMP, 741, L. XLV, 22 de diciembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Robo de automotor. Alternatividad entre la sustracción y su posterior encubrimiento. Necesidad de profundizar la investigación.


    Corresponde a la justicia de excepción instruir el sumario por el posible encubrimiento cometido en jurisdicción provincial de un delito que se investiga ante los tribunales ordinarios de la Capital, porque dicha conducta ilícita afecta a la administración de justicia nacional, razón por la cual resultaría en principio competente para su conocimiento el juez federal con jurisdicción territorial donde aquél se hubiese llevado a cabo, siempre y cuando surja, con absoluta nitidez, que el imputado por el encubrimiento no ha tenido participación alguna en la sustracción.


    M., Gabriel Alejandro s/ Encubrimiento


    COMP, 548, L. XLVI, 31 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Presuntas amenazas por parte de miembros de la "barra brava" de un club deportivo hacia los jugadores de fútbol que integran el plantel de la primera división.


    El presente conflicto no se halla precedido de la investigación suficiente ya que los elementos aportados no alcanzan para calificar, con razonable certidumbre, los hechos que motivan la causa y discernir el tribunal al que corresponde investigarlos.


    Á., Pablo y otro s/ Extorsión


    COMP, 1001, L. XLV, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Lesiones provocadas en enfrentamiento callejero. Posibles lesiones en riña. Necesidad de profundizar la investigación y determinar la identidad del agresor.


    Sólo con la profundización de la pesquisa podría eventualmente descartarse la figura del artículo 95, en función del 96 del Código Penal, ante la posibilidad de comprobarse quien o quienes han sido los autores de todas las lesiones aquí denunciadas.


    B., Santiago y otros s/ Art. 96 del C.P.


    COMP, 936, L. XLV, 31 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Principio de territorialidad.


    En los casos en que el magistrado provincial no cuestiona que las conductas denunciadas pudieron desarrollarse en su jurisdicción, en atención al principio de territorialidad -artículo 37 del Código Procesal Penal de la Nación- corresponde a él asumir la jurisdicción e incorporar los elementos de juicio necesarios para precisar los hechos.


    C., Lorenzo Salomon s/ Violación.


    COMP, 845, L. XLVI, 12 de noviembre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Coexistencia de hipótesis delictivas que serían mutuamente alternativas y excluyentes. Necesidad de profundizar la investigación para definir la calificación legal. Competencia del juzgado que previno.


    En las contiendas de competencia en las cuales coexistan distintas hipótesis delictivas que cabría considerar de manera alternativa y excluyente, y cuando éstas no hayan sido dilucidadas en el curso de la investigación, corresponde al juzgado que previno continuar con la pesquisa hasta tanto aquellas incógnitas sean despejadas, sin perjuicio de un posterior pronunciamiento basado en los resultados obtenidos.


    R. G., Jorge Alfredo s/ Estafa en grado de tentativa.


    COMP, 36, L. XLVI, 02 de marzo de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia. Incompetencia de la Corte Suprema para dirimir el conflicto.


    La contienda de competencia, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    S., Rita Magdalena s/ Falsificación de documentos públicos


    COMP, 532, L. XLVI, 07 de octubre de 2010


    Ver Dictamen 


    Contienda negativa de competencia entre dos jueces nacionales. Tribunal encargado de resolver.


    Si la contienda negativa de competencia quedó finalmente trabada entredos juzgados nacionales de primera instancia, de conformidad con lo reglado en el artículo 24, inciso 7°, del decreto ley 1285/58, debe ser dirimida por el tribunal superior correspondiente a aquél que primero hubiese conocido.


    V., Jose Luis s/ Encubrimiento


    COMP, 302, L. XLVI, 05 de agosto de 2010


    Ver Dictamen 


    Principios Procesales Generales


    Principio acusatorio. Posibilidad del tribunal de aplicar una pena superior a la solicitada por el fiscal. Principio iura novit curia. Posibles afectaciones al debido proceso penal y defensa en juicio. Diferencias respecto de la reformatio in peius.


    No se advierte que la acusación acote, en cuanto a la pena a imponer, el rol que compete a los jueces a la hora de juzgar una determinada conducta llevada a juicio por el órgano respectivo, ni que el ejercicio de tal función por parte de aquéllos implique, una inconstitucional injerencia por parte del Poder Judicial en la órbita privativa, exclusiva y excluyente del Ministerio Público. En este sentido, en orden a la justicia penal, el deber de los magistrados, cualesquiera que fuesen las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellas mismas hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, y que ese deber encuentra su límite en el ajuste del pronunciamiento a los hechos que constituyen la materia del juicio, como natural corolario del principio de congruencia. Al respecto, se ha establecido que en materia penal no existe cuasi-contrato de litis contestatio y la potestad judicial no está limitada por los pedidos de la acusación y la defensa sino, sólo por los hechos materia del juicio, a diferencia de lo que sucede en el proceso civil. La limitación establecida por la prohibición de reformatio in pejus se establece al sólo efecto de impedir al tribunal revisor la modificación de una decisión en perjuicio del imputado cuando ella sólo fue recurrida a su favor, sin contar con recurso acusatorio pues, de lo contrario, la sentencia se habría dictado sin jurisdicción, afectando de manera ilegítima la situación obtenida por el encausado merced a un pronunciamiento consentido por el Ministerio Público en la instancia inferior, lo cual lesiona la garantía contemplada en el artículo 18 de la Constitución Nacional. De esta manera, el precepto constitucional examinado sólo puede ser entendido como una regla asociada al principio de cosa juzgada que veda la reforma peyorativa por parte de un tribunal de revisión de la situación jurídica del imputado adquirida en la instancia inferior que, ante la ausencia de recurso del acusador, ha quedado firme. Sin embargo, no puede sostenerse que con la acusación fiscal el imputado hubiera adquirido estado alguno que luego resulte inmutable por el tribunal de juicio, por lo que mal puede afirmarse que la decisión de los magistrados signifique una agravación de la pena. Por el contrario, la determinación de la medida de la sanción es una de las facultades que les corresponde siempre que se oriente dentro de las posibilidades fácticas y legales impuestas por las garantías constitucionales de debido proceso penal y defensa en juicio. No se evidencia que del mandato otorgado al fiscal como encargado de instar la acción, se derive consecuencia alguna en lo que se refiere a la determinación de la pena.


    P., Luis Alberto; F., Ruben; E., Marcelo Fabian; C., Alberto Conrado y N., Marcelo Enrique s/ Causa N° 9230


    P, 1019, L. XLIV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Arbitrariedad de sentencia: supuestos de remisión a fundamentos del juez de primera instancia. Principio acusatorio. Principio iura novit curia. Posibilidad del tribunal de aplicar una pena superior a la solicitada por el fiscal. Principio de congruencia.


    La remisión a los fundamentos del juez de primera instancia no hace procedente la tacha de arbitrariedad más aun cuando la decisión ha tratado, a través de este proceder, las cuestiones propuestas y conducentes a la solución del caso. El recurso extraordinario no tiene por objeto corregir sentencias equivocadas por la discrepancia de la parte con la selección y valoración de la prueba realizada, ya que no incumbe al Tribunal juzgar -tal como si fuera una tercera instancia ordinaria de revisión- sobre el acierto o el error de la decisión con respecto al valor o alcance de la prueba, facultad ésta que es propia de aquéllos. Si bien en orden a la justicia penal, el deber de los magistrados, cualesquiera que fuesen las peticiones de la acusación y la defensa, o las calificaciones que ellas mismas hayan formulado con carácter provisional, consiste en precisar las figuras delictivas que juzgan, con plena libertad y exclusiva subordinación a la ley, ese deber encuentra su límite en el ajuste del pronunciamiento a los hechos que constituyen la materia del juicio, como natural corolario del principio de congruencia. En materia penal no existe cuasi-contrato de litis contestatio y la potestad judicial no está limitada por los pedidos de la acusación y la defensa sino, como ya se mencionó, sólo por los hechos materia del juicio a diferencia de lo que sucede en el proceso civil. Las cuestiones vinculadas con el monto de la sanción impuesta resultan ajenas a la vía extraordinaria, en tanto que la graduación de las sanciones penales dentro de los límites previstos en la leyes respectivas, no constituye material federal, salvo supuesto de arbitrariedad. No se advierte la alteración de la plataforma fáctica que fue objeto de acusación y sentencia, en la medida que el gravamen se apoya tan sólo en una crítica a la modificación de la calificación legal adoptada en la resolución final respecto de la sostenida por el fiscal en su alegato, pero sin referirse a los hechos que constituyeron la materia del juicio, ni indicar en qué consistió la variación que afirma haber sufrido, a pesar de que esta última circunstancia es la que importa y decide la cuestión. Sin desconocer que en ciertos casos la alteración de la calificación legal podría importar un agravio constitucional, en la medida que provoque el desbaratamiento de la estrategia defensiva del acusado, impidiéndole formular sus descargos, pero esto no ocurre cuando la asistencia técnica de los imputados tuvo la posibilidad de defenderse al respecto.


    P., Luis Alberto; F., Ruben; E., Marcelo Fabian; C., Alberto Conrado y N., Marcelo Enrique s/ Causa N° 9230


    P, 1008, L. XLIV, 23 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Recusación


    Recurso Extraordinario Federal. Aplicación de la doctrina de la arbitrariedad. Recusación. Investigación por violaciones a derechos humanos. Juez que intervino en otra causa donde se encontraba nombrada la víctima.


    Toda vez que el magistrado recusado no se habría expedido sobre la posible participación de los imputados -ahora llamados a comparecer a juicio- en el caso, se advierte una falla en el pronunciamiento de la cámara de casación que impide su homologación como acto jurisdiccional válido en tanto derivación razonada de las constancias de la causa, en los términos de la doctrina de la arbitrariedad elaborada por el Tribunal.


    M., Luciano Benjamín y otros s/ Incidente de recurso extraordinario


    M, 303, L. XLVI, 02 de julio de 2010


    Ver Dictamen 


    Recursos


    Parte General


    Inadmisibilidad del escrito de adhesión presentado por la Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas a un recurso interpuesto por el Fiscal titular de una causa y sostenido por el Fiscal ante la Cámara. Principios de unidad y coherencia de actuación que deben regir la actividad del Ministerio Público Fiscal. Ubicación Institucional de la Fiscalía Nacional de Investigaciones Administrativas. Alcance de la "intervención necesaria" de la F.N.I.A. Atribuciones que la Ley Orgánica del Ministerio Público asigna a la FNIA para intervenir en un proceso penal. Res. PGN 147/08.


    El ejercicio de la acción pública quedará a cargo de los Fiscales competentes ante el Tribunal donde quede radicada la denuncia y, en su caso, ante las Cámaras de Apelación y Casación con la intervención necesaria del Fiscal Nacional de Investigaciones Administrativas. Además, la misma podrá asumir, en cualquier estado de la causa, el ejercicio directo de la acción pública, cuando los Fiscales competentes antes mencionados tuvieren un criterio contrario a la prosecución de la acción.


    Banco de la Nación Argentina y otros s/ Causa Nº 10.250


    B, 512, L. XLV, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Audiencia de lectura de sentencia en Cámara de Casación. Obligación de concurrencia del Fiscal General. Cómputo del plazo para recurrir. Notificación del Fiscal General en su despacho. Inaplicabilidad de la notificación ficta.


    No es posible admitir una queja interpuesta contra el pronunciamiento que rechazó el recurso extraordinario por extemporáneo, a excepción de que el recurrente alegue y demuestre un manifiesto error legal o de cómputo de plazo. Si bien la lectura de la sentencia vale en todo caso como notificación para los que hubieren intervenido en el debate, hayan o no comparecido a la convocatoria, si se hubiere omitido comunicar la fecha y hora fijadas para su lectura integral, la ausencia de los interesados en el momento de su lectura no anula el acto, pero impide que hasta su notificación corra el término para solicitar su rectificación o interponer recursos.


    L., José Rubén s/ Causa N° 10463


    L, 170, L. XLV, 05 de mayo de 2010


    Ver Dictamen 


    Tribunal superior de la causa. Derecho a recurso. Admisibilidad objetiva: plazos para interponer el recurso. Plazo de gracia. Posible estado de indefensión causado por la no interposición del recurso en tiempo y forma por el abogado defensor.


    La tacha de arbitrariedad es particularmente restringida respecto de pronunciamientos de superiores tribunales provinciales cuando deciden, recursos extraordinarios de orden local, así como también que la cuestión atinente a los requisitos que debe reunir la apelación ante los tribunales de la causa es, por regla y atento su naturaleza procesal, una cuestión ajena a esta instancia excepcional. No obstante ello, se ha reconocido la excepción a ese principio, cuando media un apartamiento de las constancias del juicio o cuando el examen de los recaudos de admisibilidad se efectúa con injustificado rigor formal que afecta la garantía de la defensa en juicio. Asimismo, en cuanto al derecho a recurrir, cabe recordar que la Corte lnteramericana de Derechos Humanos ha interpretado que el mero hecho de que un recurso no produzca un resultado favorable al reclamante, no demuestra por sí solo la inexistencia de recurso interno eficaz.


    B., Walter Omar y V., Gustavo Marcelo s/ Homicidio Simple y Tentativa de Homicidio, etc. - Causa N° 97698-


    B, 1006, L. XLIV, 25 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de Queja


    Admisibilidad de Recurso de Queja motivado por la modificación legislativa del tipo penal de injuria. Violación a la garantía de la imparcialidad objetiva de los jueces. Doctrina de la "sentencia arbitraria".


    Se tiene por establecido que los fallos deben atender a las circunstancias existentes al momento en que se los dicta, aunque ellas sean sobrevinientes a la interposición del recurso extraordinario. En este sentido, no es posible soslayar que el tipo penal del delito de injuria, que motivó la condena recurrida, ha sido modificado por la ley 26.551, por la cual tales conductas han sido desincriminadas.


    L., Ana María s/ Querella por Injurias formulada por Guillermo Horacio D. S. - Causa N° 4412 -.


    L, 726, L. XLIV, 17 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Procedencia de recurso extraordinario interpuesto por la defensa con motivo de la condena: prisión perpetua. Intereses constitucionales vulnerados: Derecho a la doble instancia y a la revisión integral de la sentencia por parte de un tribunal superior, incluyendo cuestiones de hecho y prueba.


    Si bien las decisiones que declaran la inadmisibilidad o improcedencia de los recursos locales deducidos ante los tribunales de la causa no justifican, por regla, el otorgamiento del recurso extraordinario, ello no es óbice para invalidar lo decidido cuando la resolución carece de fundamentación suficiente y ha frustrado una vía apta para el reconocimiento de los derechos invocados, con menoscabo de la garantía de la defensa en juicio reconocida en el articulo 18 de la C.N.


    A., Violeta del Carmen s/ Causa N° 1116/04 .


    A, 1198, L. XLIV, 19 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de Queja. Tenencia de arma de fuego como delito de peligro. Planteo de inconstitucionalidad de la norma. Cuestiones de hecho y prueba ajenas a la competencia de la Corte. Inaplicabilidad de la doctrina de la arbitrariedad.


    La peligrosidad de la tenencia de un arma de fuego no se vincula exclusivamente con la relación de tenencia que se establece con el objeto y sus características, sino con la eventual utilización que pueda hacerse de las armas, con disponibilidad de municiones o no. La decisión contiene fundamentos suficientes con base en las constancias del expediente y en las normas que consideró aplicables, que no fueron debidamente refutados y que, por opinables que resulten, no autorizan su descalificación como acto jurisdiccional.


    D., Jonathan Nicolás s/ Inf. Art. 189 Bis portación de arma de fuego de uso civil -Causa N° 6440/09


    D, 394, L. XLV, 15 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de Queja. Garantía del ne bis in idem. Prohibición contra el doble juzgamiento cuando existe identidad de persona, hecho y causa. Planteos introducidos en el recurso extraños a lo tratado en el fallo.


    La admisibilidad del recurso extraordinario está condicionada a que los agravios se encuentren referidos a las constancias del juicio y contemplen los términos del fallo en apelación, del cual deben rebatirse, mediante una crítica concreta y prolija, todos y cada uno de los fundamentos en que se apoya.


    E., Eduardo s/ Causa N° 9127


    E, 76, L. XLV, 24 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de queja por extraordinario denegado, que concede el Recurso de Casación, oportunamente denegado, por considerarse esta resolución arbitraria, sin fundamentación suficiente, descalificada como acto jurisdiccional válido.


    Si bien las resoluciones cuya consecuencia sea la obligación de seguir sometido a proceso penal no reúnen la calidad de sentencia definitiva a los efectos de la vía extraordinaria federal, también corresponde hacer excepción a ello en los casos en que esa situación pudiera provocar un gravamen de insuficiente, imposible o tardía reparación ulterior. Son descalificables como actos judiciales válidos aquellas sentencias que omiten pronunciarse sobre cuestiones oportunamente propuestas y conducentes para ello, o lo hacen mediante breves afirmaciones genéricas sin referencia a los temas legales suscitados y concretamente sometidos a su apreciación.


    V. A., Patricio Alfredo s/ Causa N° 9520


    V, 202, L. XLV, 09 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 


    Recurso de Revisión


    Recurso de revisión. Carácter excepcional del recurso. Imputado menor de edad juzgado por Tribunal de mayores. Determinabilidad de la edad del imputado a través de un informe del Cuerpo Médico Forense.


    La minoridad del imputado resulta ser una circunstancia de hecho que requiere de una mínima prueba, pero que es primordial objeto del proceso, y que puede traer aparejadas serias consecuencias sobre la pena. Un informe de la especialidad del Cuerpo Médico Forense de la Justicia Nacional abonaría una probabilidad sobre tal minoridad.


    P., C. J. s/ Causa N° 10535


    P, 211, L. XLV, 11 de febrero de 2010


    Ver Dictamen


    Recurso de Revisión. Delito de estafa cometido por abogado en perjuicio de sus clientes. Doctrina de la arbitrariedad de sentencias. Cuestiones de hecho y prueba ajenas a la competencia de la Corte Suprema.


    La tacha de arbitrariedad es de aplicación excepcional y no puede pretenderse, por su intermedio, el reexamen de cuestiones no federales cuya solución es del resorte exclusivo de los jueces de la causa, si es que no se demuestran groseras deficiencias lógicas de razonamiento o una total ausencia de sostén normativo que impidan considerar al fallo como la "sentencia fundada en ley" a que hacen referencia los artículos 17 y 18 de la Constitución Nacional. Los reparos del recurrente no trasuntan más que una mera disconformidad con aspectos que, por regla, constituyen materia ajena a esta instancia de excepción, pues se vinculan con cuestiones de hecho y prueba, y derecho común y procesal, que han sido oportunamente desechados sobre la base de argumentos que no compete a la Corte revisar: el decisorio cuenta con motivación suficiente que, más allá de su acierto o error, descarta la arbitrariedad.


    V., Amado Alejandro s/ Recurso de Casación


    V, 188, L. XLV, 09 de febrero de 2010


    Ver Dictamen

  


  
    Capítulo XII


    Filosofía del Derecho


    Interpretación de la Ley


    Empresa provincial de energía sujeta a un proceso de privatización. Exención impositiva. Procedencia. Interpretación de la ley. Voluntad del legislador: letra de la norma.


    La exención corresponde a aquellos sujetos del art. 1 de la ley 22.016 siempre y cuando se encuentren en proceso de privatización, aun cuando éste tenga alcance parcial. En otros términos, y dicho por la negativa, no se requiere que el proceso de privatización tenga un resultado exitoso, ni le agrega condicionamiento alguno a su recurso. La primera regla de interpretación consiste en respetar la voluntad del legislador y, en tal sentido, cabe estar a las palabras que ha utilizado y que esa voluntad es la letra de la ley, cuyos términos deben ser comprendidos en el sentido más obvio del entendimiento común, sin que quepa a los jueces sustituir al legislador sino aplicar la norma tal como éste la concibió. Asimismo, tampoco corresponde a los jueces introducir distinciones cuando el precepto no lo hace pues, según el conocido adagio ubi lex non distinguit nec nos distinguere debemus. En materia de interpretación de normas tributarias que establecen beneficios fiscales, es constante el criterio conforme al cual deben resultar de la letra de la ley, de la indudable intención del legislador o de la necesaria implicancia de las normas que las establezcan y su interpretación debe practicarse teniendo en cuenta el contexto general de las leyes y los fines que las informan, ya que la primera regla es dar pleno efecto a la intención del legislador.


    Empresa provincial de Energía de Santa Fe (EPE) c/ AFIP s/ Ordinario.


    E, 171, L. XLIV, 01 de febrero de 2010


    Ver Dictamen 
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